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No se trata tanto de saber cuáles y 
cuántos son estos derechos, cual es 
su naturaleza y su fundamento, si son 
derechos naturales o históricos, 
absolutos o relativos, sino cuál es el 
modo más seguro para garantizarlos, 
para impedir que, a pesar de las 
declaraciones solemnes, sean 
contínuamente violados. 
(Norberto Bobbio) 
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INTRODUCCIÓN 
 
A. Planteamiento 
 
Bolivia, nace a la vida republicana en el año 1.826 y, un año después, sanciona 
su primera Constitución Política del Estado (CB). Desde aquel entonces han 
transcurrido, aproximadamente, poco menos de dos Siglos. Durante todo este 
tiempo, la protección de los derechos y libertades fundamentales, ciertamente, no 
ha sido uno de los elementos más positivos a destacar; al contrario, hasta no hace 
una década atrás, dicho propósito, por distintas razones que se exponen en el 
trabajo, sería el menos aventajado, prácticamente ha sido intrascendente. 
 
Por consiguiente, de la eficacia de los derechos y libertades fundamentales y, 
por ende, de la normatividad de la Constitución, en Bolivia, ha de hablarse sólo con 
posterioridad a la última década del Siglo pasado, más concretamente, a partir de la 
reforma constitucional de 1.994. A partir de esta reforma, podría decirse que Bolivia 
se halla inmersa en un proceso de auténtica “metamorfosis jurídica”; un proceso que 
se traducirá en la “constitucionalizanción” de la vida jurídica del país, esto es, de la 
práctica judicial y administrativa que, en definitiva repercutirá positivamente, incluso, 
en el modo de pensar y ejercitar la política desde el poder. 
 
El principal impulsor de esta transición que discurre de un Estado de Derecho 
meramente formal hacia un Estado -en términos de G. Zagrebelsky1- Constitucional 
de Derecho, es decir, hacia la normatividad plena de la Constitución, es el Tribunal 
Constitucional (TC) que fue instituido mediante la referida reforma constitucional2. 
En efecto, es este órgano constitucional que, en el estricto marco de sus fines3 y el 
                                                 
1 Uno de los trabajos del nombrado autor donde mejor se expone el concepto y el contenido de lo que supone el 
“nuevo” Estado constitucional frente al Estado de Derecho decimonónico, es: El Derecho Dúctil. Ley, derechos, 
justicia, Trota, Madrid, 1997, en especial las págs. 33 y ss.. 
 
2 Efectivamente, el Tribunal Constitucional de Bolivia fue creado mediante dicha reforma constitucional y 
posteriormente fue instituido a través de la Ley Nº 1836 de 1° de abril de 1998, Ley del Tribunal Constitucional 
(LTC). Los primeros Magistrados fueron elegidos por dos tercios de votos del Congreso Nacional, el 24 de julio 
de 1998 y, tomaron posesión de sus cargos, en sesión solemne del mismo Congreso, el 5 de agosto del mismo 
año, en la Casa de la Libertad de la ciudad de Sucre, capital constitucional de la República. 
 
3 El art. 1º en su apartado II, LTC, establece que “Son fines del Tribunal Constitucional ejercer el control de 
constitucionalidad y garantizar la primacía de la Constitución, el respeto y vigencia de los derechos y 
garantías fundamentales de las personas, así como la constitucionalidad de las convenciones y tratados”. 
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ejercicio de sus competencias, quien viene dotando al proceso en cuestión, de una 
forma y contenido concretos4. En este cometido, sin duda, mucho ha tenido que ver 
el amparo constitucional. De hecho, cabría decir que sin su concurso, la labor del 
Tribunal no habría tenido el mismo peso ni la misma repercusión y, por 
consiguiente, el referido proceso de constitucionalización, probablemente, tampoco 
habría tenido el mismo avance ni los mismos resultados hasta ahora conseguidos5. 
 
Sin embargo, también es verdad que tanto el proceso de transformación en 
general, como el empuje del amparo en particular, tan sólo tienen una década de 
funcionamiento. Lo cual supone decir que se hallan todavía en medio camino y por 
lo tanto, necesitados de gestión y ante todo, de propuestas y respuestas oportunas 
a las limitaciones y vicisitudes con los que vienen enfrentándose. 
 
Es pues en dicho contexto donde se sitúa el objeto central del presente trabajo y, 
como tal, se compromete con aquel proceso inacabado, proyectándose a abordar 
uno de sus ámbitos: el de la jurisdicción constitucional, más específicamente, la 
institución del proceso de amparo constitucional. 
 
De inicio convenga precisar que, el objeto del trabajo se desarrolla desde la 
perspectiva de la justicia constitucional en vigor, es decir, en tanto mecanismo 
estrella de dicha jurisdicción. Ello quiere decir que, cada uno de los elementos 
formales y substanciales del proceso de amparo, se abordan desde la perspectiva 
de su doble función constitucionalmente atribuida: de un lado, la esencial o función 
subjetiva que se concreta en la defensa o reparación de los derechos y garantías 
fundamentales frente a su vulneración y, de otro, la complementaría o función 
objetiva que se hace patente en su rol de hermenéutica constitucional y de 
                                                 
4 De acuerdo con la Disposición Transitoria Segunda de la LTC, que establecía una Vacatio-legis de 365 días, el 
Tribunal debía comenzar a ejercer sus atribuciones el 5 de agosto de 1.999; sin embargo, en vista de que éste 
aceleró su organización interna, para el que se le había concedido la Vacatio-legis, el Congreso Nacional, en 
fecha 29 de mayo de 1.999, aprobaría la Ley Nº 1979, disponiendo en su artículo tercero la modificación de la 
referida Disposición Transitoria Segunda en los siguientes términos: “La presente Ley entrará en vigencia 
plena el 1 de junio de 1.999”. De manera que, en mérito a esta ley, el 1º de junio de 1.999, sería la fecha en que 
el TC comienza a ejercer sus labores jurisdiccionales, entre ellas, la revisión de los procesos de amparo. 
 
5 La introducción de una amplia, completa y compleja jurisdicción, como es la jurisdicción constitucional, 
comportará no sólo unos réditos traducidos en el desarrollo eficaz de nuevos procedimientos judiciales, como es 
el caso del amparo constitucional, sino que, al mismo tiempo, planteará también novedosos problemas en la 
práctica procesal. Tal situación será producto de la singularidad de los nuevos procedimientos y de la 
especificidad del nuevo órgano jurisdiccional, además, de las atípicas consecuencias de las resoluciones que 
dicta en los distintos procesos que son de su competencia. 
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pedagogía institucional de cara, principalmente, a la formación de la cultura 
constitucional como presupuesto y la vinculación de los derechos fundamentales 
frente a los poderes públicos como su principal consecuencia6. 
 
 
B. Justificación del tema y sus objetivos 
 
Dada las circunstancias particulares que han rodeado la elaboración de este 
trabajo, en especial el lugar desde donde se ha escrito (desde España para Bolivia), 
antes de enunciar los objetivos de la investigación, que es como normalmente suele 
empezar una introducción, con carácter previo es necesario justificar el por qué del 
tema elegido; es decir, por qué el amparo constitucional y en concreto, por qué el 
amparo constitucional boliviano. Conviene proseguir de este modo, básicamente, 
por dos razones: primero, porque la justificación de ambas cuestiones presupone la 
justificación del contenido mismo del trabajo, y; segundo, porque ello resulta 
necesario para situar el objetivo central de la investigación, de cara al lector, en su 
justa perspectiva. 
 
Siendo así, empezando por la primera cuestión referida al por qué el amparo 
constitucional, cabe decir que las razones que motivaron la elección de esta 
institución procesal, son dos: de un lado, la importancia y trascendencia, tanto 
subjetiva como objetiva, del amparo en el sistema de protección jurisdiccional de los 
derechos fundamentales y, de otro, los reveladores problemas que, paralelamente, 
viene atravesando no sólo desde la perspectiva de su funcionamiento interno, crisis 
funcional del amparo que es como se ha dado en llamar7, sino también, de los 
límites de su actuación, especialmente, en relación con la jurisdicción ordinaria. 
                                                 
6 A propósito, en la doctrina comparada, el debate sobre la doble función o doble dimensión del amparo, se 
puede decir que es ya un debate agotado. Corrobora esta afirmación, por ejemplo, las palabras de Pérez Tremps, 
Pablo, quien refiriéndose al amparo español viene a decir lo siguiente: “a menudo la contraposición (entre la 
dimensión objetiva y subjetiva del recurso) peca de un cierto simplismo, ya que ambas dimensiones están 
estrechamente conectadas y, seguramente, sería absurdo defender una visión objetiva del recurso de amparo que 
prescindiera de la defensa concreta de situaciones subjetivas (...)”, en: “Comentario al artículo 41”, en Requejo 
Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Tribunal 
Constitucional/BOE, Madrid, 2001, pág. 655. Así las cosas, valga precisar que la doble función que cumple el 
amparo, constituye una de las premisas fundamentales del desarrollo de este trabajo. 
 
7 La expresión, refiriéndose al amparo español, corresponde a Cruz Villalón, Pedro, en: “El recurso de amparo 
constitucional. I. El juez y el legislador”, en VV AA: Los procesos constitucionales, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1992, pág. 118. 
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Es de sobra conocido, y así puesto de manifiesto por la doctrina especializada, 
que en la experiencia comparada, las razones que se acaban de exponer son la 
carta de presentación de la institución del amparo; lógicamente, allí donde el 
amparo o similar mecanismo constitucional existe y a su vez es parte de un sistema 
dual o mixto de protección de los derechos fundamentales8, como es el caso de 
Alemania, España, Colombia o Bolivia, por citar algunos ejemplos. En todos estos 
países, es opinión indiscutida que el proceso de amparo constitucional se 
constituye, de una parte, en el principal valuarte protector de los derechos 
fundamentales y como tal, la gran conquista jurídica y política de la Democracia 
Constitucional moderna9; pero, de otra, es también opinión indiscutida que el éxito 
del proceso de amparo, constituye, al mismo tiempo, la mayor dificultad con la que 
en la actualidad se enfrenta el Derecho constitucional en general y la justicia 
constitucional en particular. 
 
Al respecto se puede decir que, en esencia, son dos los problemas que 
“dificultan” su funcionalidad y, como tal, afligen a la doctrina constitucional 
especializada en la materia: por un lado, el originado por el excesivo número de 
recursos de amparo que traen consigo una sobrecarga procesal difícil de sostener 
por los órganos competentes de su tramitación, en este caso el Tribunal 
Constitucional, y; por el otro, la posibilidad casi indefectible de que se susciten 
tensiones entre la jurisdicción constitucional y la jurisdicción ordinaria10, por la 
                                                 
8 Por sistema dual o mixto ha de entenderse aquella donde por “principio de subsidiariedad”, en materia de 
protección de los derechos fundamentales, ostentan los juzgados y tribunales ordinarios la “primera palabra”, en 
tanto que al Tribunal Constitucional le asiste la “última”, en este sentido, vide, Gimeno, Sendra, Vicente y 
Morenilla, Allard, Pablo: Los proceso de amparo. Civil, Penal, Administrativo, Laboral, Constitucional y 
Europeo, Colex, Madrid, 2003, pág. 21; En el mismo sentido, Cruz Villalón, Pedro: en, El recurso de amparo 
constitucional..., op. cit. pág. 119, y en, Sobre el amparo, REDC, Nº 41. 1.994, pág. 11; De igual modo, Diez-
Picazo, Luís María: Dificultades prácticas y significado constitucional del recurso de amparo, REDC, Nº 40, 
Madrid, 1.994, pág. 14.  
 
9 Una de las últimas aseveraciones que refleja con meridiana claridad dicho “sentimiento” doctrinal, extensible 
al amparo en el Derecho comparado, es la expresada por Carmona Cuenca, Encarnación, en relación con el 
amparo español, señalando que “ningún constitucionalista tendría reparos en afirmar que el recurso de amparo 
constituye una de las instituciones clave de nuestro ordenamiento constitucional”, vide, Carmona Cuenca, 
Encarna: La crisis del recurso de amparo. La protección de los derechos fundamentales por el Poder Judicial y 
el Tribunal Constitucional, Universidad de Alcalá, Madrid, 2005, pág. 23. O, la opinión expresada por Cruz 
Villalón, Pedro, en el sentido de que no cabe la menor duda de que el amparo “ocupa una posición hegemónica 
en el conjunto de las funciones del Tribunal Constitucional”, vide, Cruz Villalón, Pedro: “Acotaciones al 
proyecto de reforma de la Justicia Constitucional, en Espín Templado, Eduardo, Fernández Farreres, Germán y 
Cruz Villalón, Pedro: La reforma de la Justicia Constitucional, Aranzadi, Navarra, 2006, pág. 75. 
 
10 La utilización de la expresión indefectibilidad, responde al hecho de que en un sistema dual de protección de 
los derechos fundamentales, esto es, los jueces ordinarios de una parte y el Tribunal Constitucional de otra, la 
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“sencilla” razón de que ambas jurisdicciones tienen constitucionalmente 
encomendada la defensa de unos mismos derechos e intereses legítimos: los 
denominados derechos y garantías fundamentales11. 
 
Así las cosas, es evidente que la institución medular de todo el sistema de 
garantías jurisdiccionales, allí donde existe –lógicamente con los matices propios de 
cada Ordenamiento- se caracteriza por dos cuestiones: por su importancia y 
trascendencia no sólo para la satisfacción de los intereses particulares sino, incluso, 
para el fortalecimiento del sistema democrático constitucional, y; por sus problemas 
y/o disfunciones que ponen en serio riesgo no sólo la eficacia y virtualidad del 
amparo constitucional sino la del propio Tribunal Constitucional en tanto órgano 
competente de su tramitación. 
 
Ahora bien, en lo que respecta a la justificación del por qué el amparo 
constitucional boliviano; hay que decir que, la elección y ejecución de una concreta 
institución procesal, perteneciente a un ordenamiento también concreto, responde, 
además de las razones ya expuestas líneas arriba, a la creciente conflictividad y sus 
efectos adversos que, de un tiempo a esta parte, viene experimentando la práctica 
de dicho mecanismo constitucional12. La aludida conflictividad se manifiesta, 
                                                                                                                                                       
aludida conflictividad es poco menos que inevitable. Tal es así, que en la doctrina comparada, la existencia o la 
probabilidad de dicho conflicto es aceptada con bastante naturalidad, como algo normal. Por ejemplo, Murillo 
de la Cueva, Lucas, refiriéndose al sistema español, dirá que “la existencia de un cierto nivel de conflicto entre 
el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial es algo normal en aquellos sistemas en que la función 
jurisdiccional está confiada a dos sujetos: al complejo orgánico en que consiste el Poder Judicial y al Tribunal 
Constitucional”, en: “El amparo judicial de los derechos fundamentales”, en Ruiz-Rico Ruiz, Gerardo (ed.): La 
aplicación jurisdiccional de la Constitución, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, pág. 141. 
 
11 Ambos problemas son, sin duda, la principal preocupación de la doctrina constitucional comparada. Buena 
prueba de ello son, por ejemplo, una de las conclusiones del Seminario sobre la reforma del recurso de amparo 
español, celebrado el día 25 de abril de 2003 en la Universidad Carlos III de Madrid, organizado por el Instituto 
de Derecho Comparado “Manuel García Pelayo” y la Asociación de Constitucionalistas de España. Las 
ponencias presentadas en dicho seminario y las conclusiones a las que se arribaron, se recogen en el trabajo 
coordinado por Pérez Tremps, Pablo: La reforma del recurso de amparo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, las 
referidas conclusiones vienen en las págs. 275 y ss.. 
 
12 Por otra parte, la elección del tema responde, también y no está de más decirlo, a un compromiso personal de 
enfrentar las limitaciones y precariedades del sistema constitucional boliviano de protección de los derechos 
fundamentales. Compromiso que fue concebido -puede que no con plenitud de conciencia- mucho antes incluso 
de empezar el programa de doctorado del que este trabajo es su finalización. Ya sea por pura casualidad o 
probable-mente por mera coincidencia, lo cierto es que la eficacia práctica del amparo boliviano daría sus 
primeros pasos al mismo tiempo que el autor de este trabajo estaba iniciándose en el mundo del Derecho. Con 
más precisión, cuando en 1.994 se reforma la Constitución boliviana y por su intermedio se instituye el Tribunal 
Constitucional (TC), quien escribe, en el mismo año estaría iniciando la carrera de Licenciatura en Derecho; de 
igual modo, cuando el Tribunal en 1.999 empezaría a ejercer sus competencias, entre ellas el conocimiento y 
resolución –en grado de revisión- del amparo constitucional, en el mismo año el suscrito se titularía como 
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fundamentalmente, en la creciente sobrecarga de trabajo que el Tribunal viene 
salvando cada vez con menos posibilidades de éxito. Por su parte, los efectos 
adversos, que en definitiva constituyen el fondo de la cuestión, repercuten 
negativamente: por un lado, en la eficacia del proceso de amparo, demorando su 
resolución y poniendo en riesgo su virtualidad y, por el otro, en el ejercicio por el TC 
de sus otras funciones jurisdiccionales, así como en el ejercicio de las competencias 
que son propias de los jueces y tribunales ordinarios. 
 
En tal sentido, la elaboración del presente trabajo vinculado con una concreta 
institución procesal, el amparo constitucional y, perteneciente a una experiencia 
jurídica concreta, la boliviana, prima facie, se justifica en la urgencia de su 
acometimiento y, por ende, en la necesidad e importancia de su tratamiento con 
miras a la redefinición dogmática y readecuación jurídico-práctica de su tramitación 
procesal. Labor que, como se dijo, habrá de abordarse a la luz del modelo de 
justicia constitucional en vigor y, por lo tanto, del diseño constitucional de protección 
de los derechos y garantías fundamentales en el que el Tribunal Constitucional 
ocupa el último eslabón, teniendo en efecto la última palabra. 
 
Así pues, desde esa perspectiva, en conjunto, el objetivo central del trabajo es el 
de aproximarse a algunos de los problemas que plantea el funcionamiento del 
amparo constitucional en tanto competencia del Tribunal Constitucional. 
 
La consecución de dicho objetivo, siempre en el marco del modelo en vigor, de 
justicia constitucional que es su hilo conductor, implica: de una parte, indagar las 
causas de la referida crisis funcional y, de otra, a partir de la constatación de las 
mismas, proponer o proyectar, en la medida de lo posible, alternativas de solución 
que permitan, cuanto menos, mitigar sus efectos adversos. Efectos que, como ya se 
                                                                                                                                                       
Abogado, inmediatamente incursionando en el ejercicio de la profesión y la docencia universitaria a la vez. El 
ejercicio de ambas actividades por aproximadamente un periodo de tres años; así como el patrocinio de un 
número considerable de procesos de amparo y la realización, previo al doctorado, de dos cursos de postgrado en 
Derecho Constitucional y derechos fundamentales, no sólo servirían para constatar las limitaciones del nuevo 
sistema de justicia constitucional que se había puesto en marcha, sino también, seguramente como consecuencia 
de lo primero, servirían para tomar conciencia de ello y en efecto adquirir el compromiso de afrontarlas. La 
finalidad de acometer las limitaciones de índole normativa, humana y bibliográfica detectadas, no podía ser otra 
que la de reducir su impacto negativo en el andamiaje del sistema de justicia constitucional en vigor. Así pues, 
es en toda esa experiencia previa, donde se hallan los gérmenes del presente trabajo y, acaso por esa misma 
razón, su terminación, además de suponer la culminación del programa de doctorado, se constituye para el 
autor, en un claro testimonio de haber cumplido, así sea sólo en parte, con aquel compromiso personal. 
Introducción 
7   
dijo, de no acometerse, con carácter de urgencia, ponen en riesgo no sólo la 
eficacia y virtualidad del amparo sino, la del propio TC y, por ende del sistema 
constitucional de protección de los derechos fundamentales en su conjunto. 
 
En tal sentido, ya desde un enfoque extrapocesal, la idea es que el amparo en 
tanto proceso jurisdiccional atribuido al Tribunal Constitucional, no deje de ser el 
motor de transformación del Estado, esto es, que siga contribuyendo de manera 
cualitativa antes que cuantitativa a la formación de la cultura constitucional. Pues, 
en definitiva, sólo así la jurisdicción constitucional, efectivamente, se habrá 
constituido en la garantía institucional básica del Estado constitucional13 y, la justicia 
constitucional, en el principal elemento de consolidación de la democracia14, puesto 
que, todo lo que pueda reforzar a la libertad de los ciudadanos, también reforzará 
con toda seguridad a la democracia15. 
 
Ahora bien, dada la coincidencia y concurrencia, en el Derecho comparado, de 
los presupuestos que motivaron la elección del tema, los objetivos señalados, se 
acometen desde la evidencia de que también en otros lugares, incluso tras una 
prolongada experiencia constitucional, han existido o existen todavía dificultades de 
la misma naturaleza; ese es el caso, por ejemplo, del amparo alemán y el amparo 
español16. Por lo tanto, se encaran con la mayor naturalidad y acaso con menos 
ingenuidad de la que hubiese supuesto emprender dicho cometido sin antes 
conocer la referida experiencia comparada. 
                                                 
13 García Pelayo, Manuel: “El «Status» del Tribunal Constitucional”, op. cit. pág. 18. 
 
14 Hernández Valle, Rubén y Pérez Tremps, Pablo: (coords.) La justicia constitucional como elemento de 
consolidación de la democracia en Centroamérica, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pág. 237. 
 
15 Cappelletti, Mauro: “¿Renegar de Montesquieu? La expansión y legitimidad de la Justicia Constitucional”, 
(Trad. de Pablo de Luis Duran), REDC Nº   9, Madrid, 1985, pág. 46. 
 
16 No obstante, quepa precisar que la mayor conflictividad a la que viene enfrentándose el amparo boliviano es 
la sobrecarga de trabajo y no tanto así, las tensiones con los órganos de la jurisdicción ordinaria, en especial con 
la Corte Suprema. De hecho, podría decirse que las tensiones entre el Tribunal Constitucional y la Corte 
Suprema, si se han dado, no han sido precisamente con motivo del amparo constitucional y mucho menos de 
manera frontal y menos aun con la misma entidad que en otras experiencias. Si acaso, sólo de manera informal. 
Esta precisión, ha de ser tomada muy en cuenta, ya que permite apreciar el contenido del trabajo en su justa 
dimensión, pues justifica el por qué a lo largo de su desarrollo se pone mayor énfasis en las causas y remedios 
de la sobrecarga procesal antes que en las eventuales tensiones entre ambos órganos. Por otra parte, el hecho de 
que no se pueda hablar de conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, no al menos 
en los términos de otras experiencias, no quiere decir que no existan ni que no puedan existir en el futuro. 
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En ese propósito, como ya se dijo, el desarrollo del trabajo va más allá de la 
mera descripción del estado de la cuestión, ya que se ocupa, además, de rescatar 
las distintas aportaciones doctrinales, sintetizándolas en propuestas concretas de 
cara a su perfeccionamiento. Lo cual supone decir que, a lo largo del trabajo, se 
toma partido y se asume una determinada postura, pero sin olvidar que todos y 
cada uno de los ajustes o planteamientos que se formulan, apenas son un factor 
adicional de reflexión. Constituyen, podría decirse, el punto de partida de cara al 
debate sobre la materia.    
 
Del mismo modo, las propuestas que se formulan, se hacen desde la premisa de 
que el amparo es una pieza más del sistema general de protección de los derechos 
fundamentales. Como tal, no es el único medio procesal del que dispone el Tribunal 
para proteger los referidos derechos, ni tampoco, éste, sea la única (ni la principal, 
al menos en términos cuantitativos) instancia que puede dispensar una protección 
jurisdiccional a los derechos constitucionales17. Por último, a tiempo de tomar 
partido por una determinada alternativa de corrección, se hace desde la convicción 
de que los remedios a la crisis funcional del amparo no pasan por adoptar 
mecanismos de solución o prevención, sólo en sede constitucional sino, también, en 
sede ordinaria18. De no acometerse desde esta perspectiva, tarde o temprano 
llegará el día en que la situación volverá a ser la misma19. 
 
                                                 
17 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, Albertí Rovira, Enoch: “El recurso de amparo 
constitucional: Una revisión pendiente”, en Pérez Tremps, Pablo (coord.): La reforma del recurso de amparo, 
op. cit. pág. 117. 
 
18 Al respecto, se parte pues de la idea de que en los denominados sistemas mixtos o duales, la protección de los 
derechos y garantías fundamentales, es una función compartida por los órganos de la jurisdicción ordinaria y por 
el Tribunal Constitucional. El funcionamiento de este sistema requiere, sin embargo, de la integración de las dos 
jurisdicciones, del espíritu de colaboración entre ambas. Pues, de una parte, una jurisdicción constitucional 
orgánica y funcionalmente aislada de la jurisdicción ordinaria y reducida al control de constitucionalidad de los 
enunciados legales, no puede garantizar la vigencia real de la Constitución; por otra, una jurisdicción ordinaria 
alejada de la doctrina vinculante del Tribunal Constitucional, esto es, alejada de la interpretación constitucional 
de las leyes, tampoco puede contribuir con eficacia en dicho cometido. En este sentido, vide, Cordón Moreno, 
Faustino: El proceso de amparo constitucional, La Ley, 2ª edición, Madrid, 1992, pág. 13; y, entre otros, Rubio 
Llorente, Francisco: Estudios sobre jurisdicción constitucional, Mac Graw-Hill, Madrid, 1998, pág. 156. 
 
19 Precisamente en ese sentido, refiriéndose al amparo español, se dirá que “nada de lo que se haga tiene visos 
de resolver de manera definitiva el problema de la saturación del tribunal constitucional, hasta que el sistema de 
leyes procesales permita que, de manera natural, sólo lleguen a su conocimiento un número razonable de 
asuntos”, vide, Espín Templado, Eduardo: “Comentarios al anteproyecto de reforma de la LOTC”, en  Espín 
Templado, Eduardo, Fernández Farreres, Germán y Cruz Villalón, Pedro: La reforma de la justicia 
Constitucional, Aranzadi, Navarra, 2006, pág. 34. 
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C. El estado de la investigación en este campo 
 
La institución del proceso de amparo constitucional, en Bolivia, fue adoptada 
mediante la reforma constitucional de 1.967. Desde aquel entonces han transcurrido 
cuatro décadas, tiempo más que suficiente, para haber conocido y perfeccionado la 
institución. Sin embargo, por diferentes razones que se explican a lo largo del 
trabajo, con excepción de la última década, podría decirse que poco o nada se supo 
de él. La falta de conocimiento y asimilación -no sólo en los ámbitos judiciales sino, 
incluso, en la academia- de la importancia y trascendencia del amparo 
constitucional y no sólo para la eficacia de los derechos y garantías fundamentales 
sino de la propia Constitución fue tal, que hasta antes del funcionamiento del 
Tribunal Constitucional (1.999), en la práctica, apenas se utilizaba. En ello y sin ser 
la única causa, mucho ha tenido que ver, sin duda, la falta de un tratamiento 
doctrinal y/o académico que permita conocer sus alcances y potencialidades, así 
como sus carencias o debilidades. 
 
Sin embargo, no es que a partir de 1.999, las cosas en este sentido hayan 
cambiado. En todo caso la apatía doctrinal seguirá igual, ya que, ni los juristas ni la 
academia científica volcarán su interés y/o dedicación intelectual hacia éste campo. 
Lo que supone decir que de nada servirá el hecho de que el amparo en tanto 
competencia del Tribunal Constitucional, haya demostrado indiscutiblemente, no 
sólo su importancia tutelar sino también la hermenéutica20, pues, las cosas seguirán 
igual que antes. 
 
 Así las cosas, trabajos de investigación sobre el amparo prácticamente no 
existen, pues, a lo largo de todo este tiempo, poco o nada se ha escrito al respecto. 
Los escasos trabajos que pueden nombrarse, en su mayoría forman parte de los 
manuales de Derecho Constitucional, es decir, forman parte de un capítulo 
dedicado, con carácter general, a las garantías constitucionales, entre ellas, por 
                                                 
20 Convenga adelantar que hasta antes del funcionamiento del TC, el amparo en su fase de revisión, era 
competencia de la Corte Suprema de Justicia y como tal, además, era parte de un sistema de justicia 
constitucional distinto al que en la actualidad se halla en vigor. En aquel entonces, el amparo era parte de las 
garantías constitucionales del modelo difuso de control de constitucionalidad, hoy en día es parte del modelo 
concentrado de control de constitucionalidad. Básicamente, es por ambas cuestiones que se dice que el amparo 
es una institución radicalmente distinta a la que existía antes; aunque, tal como se verá a lo largo del desarrollo 
del trabajo, aun no se termina de asumir dicha mutación, especialmente los jueces y abogados, siendo ello otro 
de los factores a tomar en cuenta a la hora de adoptar y/o sugerir los ajustes necesarios. 
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ejemplo, el habeas corpus y el habeas data. Pero, de ahí en más, lo cierto es que ni 
siquiera existe un manual y mucho menos una monografía que se ocupe del tema 
con carácter de exclusividad y, además, de manera sistemática21. 
 
Evidentemente, el camino recorrido por el “nuevo amparo” es todavía corto, poco 
menos de diez años han pasado desde aquella mutación. Sin embargo, a la vista de 
los nubarrones que anuncian fuertes tormentas -de hecho ya se dejan sentir, puesto 
que el Tribunal, aunque no sólo por causa del proceso de amparo, ya esta, en 
términos procesales, colapsado- que duda cabe que ha llegado la hora de cotejar; 
desde el punto de vista de su efectividad práctica y su funcionalidad política, los 
méritos y deméritos, los aciertos y desaciertos tanto de su configuración dogmática 
como de su regulación jurídica. En este sentido, nuevamente, el trabajo se dispone 
a formar parte del imprescindible esfuerzo de reflexión que, a la luz de todos los 
elementos que inciden en la tutela de los derechos fundamentales, ha de hacerse 
para encontrar respuestas a los problemas y así mitigar los riesgos mencionados en 
páginas anteriores. 
 
 
D. Estructura general de contenidos. 
 
Con la finalidad de alcanzar los objetivos trazados, el trabajo, en su conjunto, 
se estructura en tres partes, cada una de ellas en capítulos y éstos en títulos. 
 
Dado que se ocupa de una institución concreta, el amparo, y perteneciente a una 
experiencia jurídica concreta, la boliviana, el mismo no podía empezar sino con una 
                                                 
21 Si hubiese que hacer una lista de los juristas y académicos que se han ocupado, de una u otra manera sobre el 
amparo, dicha lista estaría compuesta por los autores, cuyos trabajos, por haber sido utilizados a lo largo del 
trabajo, vienen citados en la bibliografía final. Entre los autores que han escrito algunos artículos sobre el 
amparo: José Antonio Rivera Santibáñez; Willman Ruperto Duran Ribera. Y, entre los autores que de manera 
tangencial aluden al tema central o a los demás temas que involucra este trabajo: Pablo Dermizaky Peredo; 
Jorge Asbún Rojas; Francisco Fernández Segado; Ernesto Daza Ondarza; José Antonio del Chazal Palomo; 
Hugo Galindo Decker; Marcel Galindo de Ugarte; Pedro Gareca Perales; Miguel Harb Benjamín; Roberto 
Rivera Cors; Jaime Urcullo Reyes; Juan Cristóbal Urioste; Rene Valdivieso Guzmán; Luís Ángel Vásquez 
Villamor, Alberto Goitia Caballero; Eduardo Ayala Antezana y, Héctor Enrique Arce Zaconeta. 
Pero de ahí en más, la producción bibliográfica sobre el amparo, no pasa de los autores que se acaban de 
mencionar. En este sentido, también a modo de adelanto, hay que decir que el sitial que ocupa el amparo 
constitucional en la actualidad se lo debe, casi en exclusividad, a la labor del TC. En este sentido, no se puede 
poner en duda los portentosos ejercicios de ingenio encaminados a construir una nueva dogmática del amparo a 
golpe de jurisprudencia, desde donde pudiera fundamentarse, como de hecho así se hace en este trabajo, una 
práctica del amparo ajustada al modelo de justicia constitucional en vigor. 
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aproximación histórica al proceso de formación, tanto del actual sistema 
constitucional de protección de los derechos y garantías fundamentales, como de la 
vigente configuración constitucional del proceso de amparo. De ahí que, la primera 
parte del trabajo se ocupe, precisamente, de la “Aproximación a las garantías de 
los derechos en el constitucionalismo boliviano”, la misma que a su vez se divide en 
dos capítulos. 
 
El primer capítulo, a la luz del constitucionalismo fundacional (1.826-1.861), da 
cuenta, en primer lugar, del diseño constitucional del sistema de protección de los 
derechos con el que Bolivia inició su andadura proteccionista; en segundo lugar, a la 
luz del “constitucionalismo intermedio” (1.861-1.994), centra su interés en la 
introducción del amparo por el constituyente de 1.967. Esta segunda parte se 
ocupa, además, del proceso de institucionalización de la supremacía y normatividad 
de la Constitución; ello, en tanto en cuanto se constituyen en los presupuestos 
indispensables para la gestación de los distintos mecanismos de garantía 
jurisdiccional de los derechos, entre ellos, del proceso de amparo constitucional. 
 
El segundo capítulo, se ocupa del sistema constitucional de protección de los 
derechos fundamentales en vigor. Este periodo abarca desde la reforma 
constitucional de 1.994 hasta la actualidad y se caracteriza, siempre para lo que 
aquí interesa, por dos cuestiones que, como se dijo, vienen a ser el hilo conductor 
del trabajo: en primer lugar, la recepción y puesta en funcionamiento del modelo 
kelseniano o europeo-continental de justicia constitucional, en reemplazo del 
anterior modelo difuso o Norteamericano y, en segundo lugar, la “mutación” que el 
proceso de amparo experimenta debido, precisamente, a la atribución de su 
conocimiento y resolución, en grado de revisión, al TC22. 
 
Dicho lo cual, las cuestiones más significativas a las que se intenta responder en 
esta primera parte del trabajo son: ¿Por qué el amparo se adopta en Bolivia, recién 
después de más de un Siglo de haber visto la luz en México?; ¿Por qué los 
mecanismos constitucionales de protección de los derechos y garantías 
                                                 
22 Valga precisar que la finalidad que se persigue con el desarrollo de cada uno de los capítulos de esta primera 
parte del trabajo no es otra que situar el amparo, en el marco de la evolución histórica de las garantías 
constitucionales de los derechos fundamentales, en un contexto jurídico determinado. En efecto, la realización 
supone una visión de conjunto difícilmente creativa, pero no por ello carente de la acción valorativa. 
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fundamentales carecen de eficacia durante la vigencia del modelo de control difuso 
de constitucionalidad?, ¿Por qué el proceso de amparo se está reducido a un mero 
recurso sin coste ni peso específico?; ¿Qué supone para el amparo -instituido en el 
modelo difuso-, la adopción del modelo concentrado de control de 
constitucionalidad?. 
 
Ahora bien, luego de contrastar el sistema de protección de los derechos 
fundamentales con su propia fenomenología histórica y, situar el amparo en un 
contexto y sistema jurídico determinados, inmediatamente de lo que corresponde 
ocuparse, es de la definición de su naturaleza constitucional y, la delimitación de su 
concepto, su ámbito y su objeto de protección. De ello, bajo el título de: “Naturaleza 
y delimitación constitucional del amparo. El parámetro de referencia y su objeto”, se 
ocupa la segunda parte del trabajo, el mismo que, a su vez, se divide en tres 
capítulos que son la continuación de los dos primeros. 
 
Siguiendo un orden correlativo, el capítulo tercero aborda, no sin antes 
aproximarse al concepto de derechos fundamentales, la cuestión relativa a la 
naturaleza constitucional del amparo. Las reflexiones acerca de la naturaleza 
constitucional del amparo, suscitan algunas cuestiones en torno a su configuración 
procesal como cierre del sistema constitucional de protección de los derechos 
fundamentales. Una de ellas tiene que ver con la cuestión de si el amparo tiene o 
no, un carácter “judicial”, es decir, si ocupa el último eslabón en la cadena de 
acciones y recursos propios del sistema judicial, o si por el contrario ha de situarse 
en una sede distinta; asimismo, tiene que ver con la cuestión de si es propiamente 
un recurso, o si por el contrario, supone más bien la apertura de un nuevo proceso. 
 
Es por ello que este capítulo se desarrolla mediante la contraposición de la 
configuración constitucional y legal del amparo con el modelo de justicia 
constitucional, más propiamente, con la naturaleza del Tribunal Constitucional como 
supremo guardián de la Constitución y máximo garante de los derechos 
fundamentales. Así, inicialmente, frente a las distintas acepciones con las que se 
alude al amparo: juicio, acción, recurso y proceso, se interesa por la adopción de 
una concreta denominación que impida confundir o equiparar la institución objeto de 
estudio con otras institucionales procesales. Posteriormente, aborda los principales 
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presupuestos que hacen del mismo un auténtico proceso constitucional de 
naturaleza jurisdiccional extraordinaria y subsidiaria. 
 
El cuarto capítulo, se ocupa del ámbito de protección del amparo, más 
específicamente, de los derechos y garantías fundamentales protegibles mediante 
este mecanismo constitucional. De acuerdo con la Constitución (art. 19.I) y la Ley 
del Tribunal Constitucional (art. 94), el amparo constitucional protege “los derechos 
o garantías reconocidos por la Constitución Política del Estado y las leyes”. Así las 
cosas, la cuestión que aquí interesa tiene que ver con la delimitación y/o concreción 
de los derechos y garantías a los que alude la Constitución como protegibles en 
amparo. En ese propósito, previamente, se realiza una aproximación al concepto de 
derechos fundamentales, para luego, a la luz de ese concepto y la naturaleza tanto 
del amparo como del TC, terminar concretando dicho ámbito de protección. Valga 
adelantar que el referido ámbito es mucho más reducido de lo que a primera vista 
denota el texto constitucional. 
 
El capítulo quinto, se ocupa del objeto procesal del amparo, es decir, de los 
actos ilegales y las omisiones indebidas impugnables a través de este proceso 
constitucional. Aquí, son dos las cuestiones de mayor interés: de un lado, los actos 
de los poderes públicos propiamente dichos, especialmente los actos u omisiones 
de los jueces y tribunales de la jurisdicción ordinaria y, de otro, los actos de los 
particulares que de acuerdo con la configuración constitucional del amparo 
boliviano, pueden ser, también, impugnados mediante este mecanismo 
constitucional, lo que implica referirse al problema del Drittwirkung23. 
 
Ahora bien, aquí las cuestiones de mayor interés son: ¿Es el amparo en el 
estricto sentido de los términos, un juicio, una acción, un recurso o un proceso?24; 
                                                 
23 Por su contenido y proyección, los tres capítulos que se acaban de describir, probablemente, se constituyan en 
el núcleo duro del trabajo. Pues, que duda cabe que abordar la cuestión relativa a la naturaleza jurídica del 
amparo constitucional, supone, en cierta medida, la delimitación, de una parte, del ámbito de actuación procesal 
de la jurisdicción de amparo y, de otra, del ámbito donde éste no puede ingresar de manera directa. 
 
24 Ocuparse de esta hipótesis, a primera vista, seguramente resulta un tanto superficial, de hecho, en la doctrina 
comparada se dirá que la discusión a cerca de si al amparo es un recurso o un proceso, es una discusión 
“bizantina”, así, Diez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias 
dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, en, AA VV: La sentencia de amparo 
constitucional, CEPC, Madrid, 1996, pág. 21. Sin embargo, la práctica del amparo viene a demostrar que la 
discusión no es del todo baladí, ya que, como se verá en el curso del trabajo, tiene incidencia no sólo en la 
configuración procesal del amparo sino en la misma practica. 
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¿Qué supone la naturaleza extraordinaria y subsidiaria del proceso de amparo?; 
¿Protege el proceso de amparo todos los derechos y garantías de las personas 
reconocidas por la Constitución y las leyes?; ¿Qué actos de los particulares son los 
que pueden fundar una pretensión de amparo?. 
 
Por último, después de estudiar las manifestaciones legales, doctrinales y 
jurisprudenciales sobre la naturaleza del amparo, se pasa al desarrollo del proceso 
en sí. De esto se ocupa la tercera parte del trabajo, donde, bajo el título de “La 
tramitación jurisdiccional del proceso de amparo constitucional: Presupuestos y 
procedimiento”, se abordan las cuestiones relativas, de una parte, a sus principales 
presupuestos formales y materiales y, de otra, al procedimiento que se sigue en su 
tramitación. La finalidad, de cara a la mejor comprensión del cauce procesal, no es 
sino el estudio del proceso de amparo constitucional, a través del análisis de sus 
presupuestos procesales25, de los distintos trámites procedimentales que engloba y 
de la decisión que lo resuelve. 
 
A tal fin, esta parte del trabajo comprende un total de cinco capítulos, de los 
cuales, los dos primeros se ocupan de los presupuestos generales del proceso de 
amparo; más concretamente, el sexto, de los principios procesales, las normas 
aplicables y los órganos competentes y, el séptimo, de la legitimación y los sujetos 
procesales del proceso de amparo. En términos generales, los contenidos de ambos 
capítulos que se acaban de señalar, se abordan no sólo a la luz de las normas que 
las regulan, o mejor dicho, no se agota en la mera descripción del Derecho positivo, 
sino que va más allá. 
 
En sí, apunta hacia la asimilación y afianzamiento de la nueva disciplina jurídica 
que se dio en llama como el Derecho procesal constitucional boliviano. Así, por 
ejemplo, el primer título referido a los principios del proceso de amparo, frente a la 
parquedad de su regulación legal, (Título I. “Principios y disposiciones 
fundamentales”, relativos a los procesos constitucionales en su conjunto, arts. 1 al 5 
de la LTC), pretende formular unos principios específicos –sin ser exclusivos- del 
                                                 
25 Por presupuestos procesales, siguiendo a De la Oliva Santos y Fernández López, ha de entenderse, “aquellas 
circunstancias que deben concurrir para que el juez pueda dictar sentencia sobre el fondo; y los óbices 
procesales, u obstáculos cuya presencia impide dictarla”, vide: Derecho Procesal Civil, vol. II, Madrid, 1992, 
págs. 49 y ss.. 
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proceso de amparo, los mismos que rijan y presidan la actuación de los órganos 
competentes, fundamentalmente, en lo que concierne a la interpretación y 
aplicación de las normas que regulan su tramitación procesal. A propósito, en 
relación con los órganos competentes, de inicio, conviene precisar que en la 
tramitación del proceso de amparo constitucional no sólo interviene el Tribunal 
Constitucional (tal como sucede, por ejemplo, en el amparo español), sino que 
intervienen, además, los jueces y tribunales de la jurisdicción ordinaria. Ello es así 
por el hecho de que el trámite del amparo boliviano –de principio a fin- comprende 
dos fases: la fase de verificación o de primer grado y, la fase de revisión o de 
segundo grado; la primera es de competencia de los jueces y tribunales ordinarios26 
y, la segunda, del TC. 
 
Después de haber identificado y definido los presupuestos generales del proceso 
de amparo, los siguientes capítulos se ocupan, de lleno, del trámite del proceso de 
amparo. Así, el capítulo octavo, aborda la fase de verificación o de primer grado, 
que como se dijo, es de competencia de los jueces o tribunales de las garantías 
constitucionales. Aquí, por la falta de una apropiada regulación jurídica y su 
incidencia en la funcionalidad del amparo, merecen una especial dedicación, los 
títulos referidos a la fase de admisión de la demanda por un lado, y los efectos de la 
sentencia que se dicta en esta fase, por el otro. Grosso modo, a través de éste 
capítulo, la idea es buscar una fluidez mucho mayor en la tramitación y, al mismo 
tiempo, un equilibrio entre la litigiosidad social y la capacidad resolutoria del 
Tribunal. 
 
Habida cuenta que el procedimiento no termina con la sentencia de primer 
grado, el noveno capítulo, se ocupa del trámite de revisión que es competencia del 
Tribunal Constitucional. A través de este capítulo, básicamente, lo que se pretende 
es poner de manifiesto que el proceso de amparo boliviano, es un proceso 
constitucional de protección de los derechos y garantías fundamentales, justamente, 
por el hecho de que el Tribunal es quien, en su tramitación, tiene la última palabra. 
                                                 
26 Conviene también, precisar de inicio que, los referidos jueces y tribunales, cuando intervienen en la 
tramitación del amparo, no actúan como jueces ordinarios sino como “Jueces o Tribunales de amparo” (STC 
Nº   19/1.999); “Jueces o Tribunales de las Garantías Constitucionales” (Rivera Santiváñez, J. Antonio: 
Jurisdicción constitucional. Procesos Constitucionales en Bolivia, Kipus, Cochabamba, 2004, pág. 396); Jueces 
o Tribunales de la Jurisdicción Constitucional, en suma, cual si fuesen Magistrados del Tribunal Constitucional. 
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En efecto, de lo que se trata es que el proceso de amparo boliviano, a pesar de la 
intervención previa de los Jueces o Tribunales de amparo, se defina e identifique, 
sólo a la luz de la naturaleza del TC.  
 
El capítulo décimo, en tanto que es la continuación del capítulo anterior, se 
ocupa de la ejecución y efectos de la sentencia de amparo. Es decir, se ocupa de la 
materialización del amparo traducida en actuaciones concretas tendentes a la 
cesación o impedimento de la vulneración del derecho o garantía fundamental 
alegada por el demandante. En este sentido, referirse a la ejecución y efectos de la 
sentencia de amparo, sin duda alguna, supone referirse, de una parte, a su real 
eficacia, especialmente frente a los poderes públicos y, de otra, al peso específico 
que el Tribunal Constitucional tiene en materia de protección de los derechos y 
garantías fundamentales. 
 
Dicho lo cual, las cuestiones de interés en esta parte del trabajo son las 
siguientes: ¿Afecta a la funcionalidad del proceso de amparo el hecho de que en su 
tramitación se apliquen, también, normas procesales que son propias de los 
procesos ordinarios?; ¿De qué modo incide en la eficacia del proceso de amparo la 
intervención de los jueces o tribunales de la jurisdicción ordinaria?; ¿Es distinta la 
naturaleza del proceso de amparo por el hecho de que en su tramitación intervienen 
jueces o tribunales de la jurisdicción ordinaria?; ¿Es la fase de admisión el momento 
procesal idóneo para depurar las demandas de amparo carentes de contenido 
constitucional?; ¿La devolución del expediente por la Comisión de Admisión 
disponiendo al juez de primera fase la admisión de la demanda, es compatible con 
la naturaleza sumaria y los principios de celeridad e inmediatez que rigen el proceso 
de amparo?, y; ¿Qué supone el carácter vinculante de las sentencias del Tribunal 
Constitucional para los poderes públicos?. 
 
 
E. Metodología y bibliografía 
 
Desde el punto de vista metodológico, el trabajo se desarrolla empleando, 
básicamente, el método lógico deductivo. La utilización de este método, sin ser el 
único, obedece al hecho de que los objetivos de la investigación y las principales 
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cuestiones que se han planteado, solamente pueden ser alcanzados y resueltos 
respectivamente, a partir de determinados principios extraídos mediante la técnica 
de silogismos lógicos. En otras palabras, mediante la elaboración de categorías 
adecuadas y singulares que sean útiles, tanto para la comprensión así como para el 
diseño de fórmulas que permitan dar respuestas a algunos de los problemas a los 
que el amparo se enfrenta y que son el objeto central de la investigación. 
 
Por otra parte, quepa precisar que el trabajo, en términos generales, ha sido 
escrito desde la perspectiva del Derecho procesal, más concretamente, del Derecho 
procesal Constitucional; entendiendo por tal, “un nuevo objeto de conocimiento 
centrado en el ejercicio de la potestad jurisdiccional constitucional a partir de su 
reglamentación por la norma fundamental y la Ley Orgánica que la desarrolla, con 
una incidencia progresiva en todos los órdenes de la realidad jurídica y política”27. 
Lo cual, paralelamente, supone la necesaria elaboración de nuevas categorías 
jurídicas adecuadas a la especificidad de la jurisdicción constitucional en general y 
del amparo en particular, ya que en principio, de poco serviría la mecánica 
traslación de las decantadas en otras disciplinas jurídicas. Cosa que desde luego, 
en el desarrollo del trabajo, ha sido tomado en cuenta. 
 
Dicho lo cual, es decir, después de haber justificado el objeto del trabajo, 
precisando sus objetivos, sus contenidos y la metodología que se ha seguido en su 
desarrollo; resta por referirse a una última cuestión, la bibliografía utilizada como 
respaldo de todos y cada uno de los planteamientos formulados. 
 
Al respecto, pese a que el objeto central de la investigación es el amparo 
boliviano, de inicio, cabe reconocer y así poner de manifiesto, que el trabajo utiliza 
como apoyo de gran parte de su contenido, la doctrina constitucional y, 
particularmente, la doctrina especializada del amparo español. El haber procedido 
de ese modo, desde luego, tiene su explicación, que puede resumirse en tres 
argumentos: en primer lugar, la inexistencia de material bibliográfico en relación con 
el amparo boliviano; en segundo lugar, la influencia casi vertical de la doctrina 
española en la dogmática y la práctica, no sólo del amparo en particular, sino de la 
                                                 
27 Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo 
constitucional”, en REDC, Nº   29, 1990, pág. 144. 
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justicia constitucional boliviana en general, y; en tercer lugar, una cuestión personal, 
la idea de proyectar el amparo boliviano, aunque sin dejar de lado sus propias 
peculiaridades, por los mismos derroteros del amparo español. 
 
Respecto la carencia de producción bibliográfica en relación con el amparo 
boliviano, no queda más que remitirse a lo ya expuesto en el apartado relativo al 
“estado de la investigación en este campo”. Por su parte, en lo que respecta a la 
influencia de la doctrina española –poco menos que vertical-, en clave de 
justificación, cabe referirse a dos cauces: una de base académica y, otra, de base 
“jurisdiccional” por así llamarlo. 
 
Desde el punto de vista académico, que duda cabe que dicha influencia está 
presente en la práctica del amparo, incluso, desde el diseño mismo del sistema 
boliviano de justicia constitucional en vigor. En un primer momento, esa influencia 
se manifestaría en el ámbito legislativo, concretamente, con la intervención de 
juristas españoles en el cuerpo de consultores que proyectaron, inicialmente, la 
reforma constitucional de 1.994 -por el que se instituye, entre otros órganos28, el 
Tribunal Constitucional- y posteriormente, la Ley del Tribunal Constitucional29. 
 
Fuera del ámbito legislativo, la influencia de la doctrina española se hará 
presente en Bolivia, especialmente en los últimos diez años, a través de profesores 
españoles, en diferentes cursos de postgrado, organizados de manera conjunta 
entre universidades –públicas y privadas- bolivianas y españolas30. Y, por último, la 
misma influencia se dará a través de la participación de los propios Magistrados y 
                                                 
28 Mediante dicha reforma, se instituirían, además, el Defensor del Pueblo y el Consejo de la Judicatura (lo que 
en España se conoce como el Consejo del Poder Judicial). Estos órganos, incluido el Tribunal Constitucional, en 
su momento, fueron presentados como los pilares sobre los que se cimentaría el nuevo sistema judicial 
boliviano. Después del tiempo transcurrido, lo cierto es que, dicha reforma ha sido, sin duda, el punto de 
inflexión que permitiría avanzar a lo que hoy en día es, no sólo el sistema de justicia constitucional sino el 
sistema judicial boliviano en su conjunto, aunque de ello, los principales protagonistas son el Tribunal 
Constitucional y su mecanismo estrella, el amparo constitucional. 
 
29 La intervención de los nombrados consultores, en términos generales, se traduciría en la adopción del modelo 
dual de protección de los derechos fundamentales (jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional) y el 
“traspaso” del conocimiento y resolución del proceso de amparo, en grado de revisión, a las competencias del 
Tribunal Constitucional. Hasta antes de dicha reforma, la fase de revisión de los procesos de amparo era 
competencia de la Corte Suprema de Justicia.   
 
30 La realización de dichos cursos de postgrado, dirigidos, fundamentalmente a los Abogados, Jueces y Fiscales, 
en diferentes áreas del Derecho, se traducirá en la formación de especialistas con base doctrinal española, la 
misma que se verá reflejada con bastante nitidez, en sus respectivos ámbitos de actuación. 
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Letrados del Tribunal Constitucional de Bolivia, en distintos cursos, seminarios y 
talleres de prácticas sobre jurisdicción constitucional, celebradas no sólo en las 
universidades españolas sino en la propia sede del Tribunal Constitucional español. 
Por su parte, la influencia de carácter “jurisdiccional” se manifestará ya no en los 
ámbitos que se acaban de señalar, sino en la práctica del amparo boliviano, lo que 
puede evidenciarse en la jurisprudencia del TC. Una ojeada a dicha jurisprudencia, 
da cuenta que el Tribunal boliviano utiliza, con relativa frecuencia, como apoyo de 
sus resoluciones en los procesos de amparo constitucional31, cierta doctrina del TC 
español, especialmente, sobre interpretación de los derechos fundamentales32. 
 
Con todo ello, en la práctica, dicha influencia es a todas luces, evidente. Sin 
embargo, la cuestión de fondo no tiene tanto que ver con sus cauces, sino más bien 
con sus efectos; efectos que a la vista de la referida jurisprudencia, dan cuenta de 
una suerte de alineación, de la práctica del amparo boliviano, a la práctica del 
amparo español; cuyos resultados, por cierto y en rigor, tienen más de positivo que 
de negativo y acaso por ello mismo son pacíficamente aceptados. Esta última 
circunstancia hace suponer que esta tendencia, antes que suprimirse lo más 
probable es que continuará acrecentándose, una muestra de ello es, por ejemplo, la 
idea de objetivación que también ya viene insinuándose desde el Tribunal 
Constitucional boliviano. 
 
Tal situación, nuevamente, hace suponer que la práctica del amparo boliviano 
continuará desenvolviéndose cada vez más, desde la perspectiva del amparo 
español. De ahí que, en definitiva, el desarrollo del trabajo tenga por finalidad, 
proyectar el amparo boliviano a la luz del amparo español. Pero, como no podía ser 
de otra manera, ello, sin dejar de lado las particularidades de cada ordenamiento y 
en especial, el contexto cultural y/o jurídico-social de ambos lados del Atlántico, 
donde el proceso de amparo se desenvuelve. 
                                                 
31 Entre otras sentencias, donde el TC boliviano –prácticamente- trascribe algunos de los razonamientos del TC 
español, puede verse las siguientes sentencias: STC Nº 1325/2004, 0506/2005, 1091/2006 y 1234/2006, entre 
otros. Evidentemente, esta práctica, a priori, no es sino la materialización de la referida influencia de la doctrina 
española que, además, no sólo se manifiesta en la práctica del Tribunal sino, también, en la práctica de los 
abogados quienes utilizan dicha doctrina como apoyo de los argumentos que esgrimen en sus escritos. 
 
32 Indudablemente, la fuente y el fundamento de toda la influencia no se halla sino en la Constitución española 
de 1978 y, también, en la LOTC español. Un trabajo más elaborado sobre dicha influencia puede verse en, 
Rivera Santiváñez, J. Antonio: El proceso constituyente en Bolivia. Reflexiones sobre la reforma constitucional, 
Kipus, Cochabamba, 2005, en especial, págs. 113 y ss.. 
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Dicho lo cual y antes de ingresar en materia, esta introducción no puede 
concluir, sin embargo, sin antes referirse al proceso constituyente en que 
actualmente se halla Bolivia. En efecto, al término del presente trabajo, dicho 
proceso se encuentra en su fase final, ya que la Asamblea Constituyente (en 
realidad, el oficialismo de la Asamblea) ya hizo entrega del proyecto de Constitución 
(cuya legalidad está en duda), faltando únicamente el referéndum ratificatorio que 
aun no ha sido convocado33. Ahora bien, a pesar de que en el nuevo texto la 
configuración del amparo, se mantiene, prácticamente, en los mismos términos que 
en la Constitución en vigor, lo cierto es que, a la luz del resto de los preceptos 
proyectados, pondrá en cuestión algunos de los elementos que aquí se esgrimen; 
entre ellos, por ejemplo, lo referido a los derechos protegibles34 y, a la organización 
de los órganos competentes, en especial del TC35. Pero aun así, dado que por lo 
demás, el texto propuesto por la Constituyente, trae consigo los mismos defectos 
que la actual configuración constitucional, el objetivo central del trabajo, mantiene su 
importancia y actualidad, principalmente de cara a la reforma de la LTC. 
 
Por último, poniendo por delante la insuficiencia de las palabras y sin ánimo de 
incurrir en lo que ya resulta un tópico en las tesis, pongo de manifiesto mi más 
sincera gratitud, para con todas y cada una de las personas e instituciones que de 
una u otra manera, han hecho posible la culminación de este trabajo.  No sé si sin 
su apoyo hubiese podido llegar hasta aquí, pero de lo que estoy seguro es que, sin 
ellos, el trayecto hubiese sido mucho más empinado.  
                                                 
33 Al respecto, el artículo 26 de la Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea Constituyente (AC), establece: 
“Concluida la misión de la Asamblea Constituyente El Poder Ejecutivo convocará a referéndum Constituyente, 
en un plazo no mayor a ciento veinte días a partir de la convocatoria. En dicho Referéndum, el pueblo 
boliviano refrendará por mayoría absoluta de votos, el proyecto de la nueva Constitución en su totalidad, 
propuesto por la Asamblea Constituyente”. Por su parte, en el art. 27, prescribe: “En caso de no reunirse la 
mayoría absoluta, continuará en vigencia la Constitución ordenada mediante Ley No 2650, de fecha 13 de abril 
de 2004 y la Ley 3089 del 6 julio   de 2005”. 
 
34. En comparación con la Constitución en vigor, el proyecto en cuestión, trae consigo un catálogo de derechos y 
garantías sumamente amplio y, dado que la configuración del proceso de amparo se mantiene, prácticamente, en 
los mismos términos, la definición de su ámbito de protección de cara a su delimitación, ciertamente, en vez de 
mejorar habrá empeorado; con lo cual, su acometimiento, habrá adquirido mayor importancia y urgencia, de lo 
que, de por sí, ya tiene en la actualidad. 
   
35 El referido proyecto, bajo el rótulo de “pluralismo jurídico”, pretende instaurar, en paralelo a la justicia 
ordinaria, «la justicia comunitaria»; en efecto, organiza al TC con Magistrados técnicos (Abogados) y 
Magistrados legos (ciudadanos representantes de las comunidades indígenas). Dato que todos tendrán las 
mismas competencias, una constante de controversia hermenéutica está a la vista; lo que a su vez, dará lugar a la 
incertidumbre jurídica, principalmente, por el hecho de que la pretendida justicia comunitaria no está –ni será- 
legislado. Esta situación, probablemente, sea la que menos concuerde con la línea de fondo de este trabajo. 
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I. LOS DERECHOS Y SUS GARANTIAS DURANTE EL CONSTITU-
CIONALISMO DE 1.825 A 1.994. 
 
La historia del constitucionalismo boliviano en general, comienzan a escribirse a 
partir del Decreto expedido por el Mariscal Antonio José de Sucre, el 9 de febrero de 
1.8251. Mediante ese Decreto, el Mariscal de Ayacucho, convocaba a todos los 
representantes de las provincias del Alto Perú, a una Asamblea Deliberante; la 
Asamblea tendría por finalidad, decidir el rumbo político que esas provincias habían 
de tomar en adelante, fundamentalmente, respecto los gobiernos de Perú y del Río 
de la Plata, a pesar, incluso, de que éstos -especialmente el de Lima, con Bolívar a 
la cabeza- no veían dicho propósito con mucho entusiasmo2. 
 
Así pues, la Asamblea en cuestión, reunida desde el 10 de julio de 1.825, y no 
precisamente en el lugar ni en la fecha prevista en aquella convocatoria, sino en la 
ciudad de Chuquisaca3 -en aquel entonces sede de la Real Audiencia de Charcas y 
después Capital constitucional de la nueva República-; el día 6 de agosto del mismo 
año -fecha que coincidía con el primer aniversario de la batalla de Junín- resolverá a 
través del solemne Acta de la Independencia4, suscribir y proclamar al mundo 
entero, el formal nacimiento de una nueva República. Una República soberana e 
                                                 
1 El texto completo del Decreto se tiene en: Trigo Ciro, Félix: Las constituciones de Bolivia, Instituto de 
Estudios Políticos, Madrid, 1958, págs. 157 y 158.  A propósito, entre los antecedentes de este Decreto, se dice 
que Sucre habría redactado dicho documento influido por el abogado Casimiro Olañeta, primo del último 
general realista Olañeta, vide, Montilla Zavalía, Félix Alberto: “Breve historia de Bolivia ilustrada”, en, Bolivia-
Nación independiente, Capítulo IV. En Internet: http://www.bolivia.rg3.net/ (fecha de consulta: 14-11-05). Sin 
embargo, la gran mayoría de los autores coinciden en que “No es evidente que Casimiro Olañeta hubiera 
influido en él para actuar en ese sentido –ya que-. Cuando ambos personajes se encontraron por primera vez, en 
Puno, el decreto ya había sido elaborado por Sucre y enviado al Libertador”, así, Sanabria G. Floren, en: 
Historia de Bolivia, Proinsa, La Paz, 1987, pág. 51; otro autor dirá que “La iniciativa de este Decreto fue 
exclusiva del Mariscal Sucre”, así, Vásquez Machicado, Humberto, en, “La Emancipación y la República 
(1809-1880)”, en, VV AA: Manual de Historia de Bolivia, Gisbert, (3ª ed.), La Paz, 1988, pág. 334; y entre 
otros en el mismo sentido, Trigo Ciro, Félix, en: Las constituciones…, op. cit. pág. 32. 
 
2 De hecho, Bolívar que no compartía la idea de Sucre, el 16 de mayo, desde Arequipa (Perú), remitirá otro 
Decreto declarando que “las resoluciones de la –inminente- Asamblea quedarían supeditadas a las del congreso 
peruano”, vide, Vásquez Machicado, Humberto: “La Emancipación y la...”, op. cit. pág. 335. 
 
3 En el decreto se había señalado como sede de la histórica Asamblea la ciudad de Oruro y como fecha el 10 de 
abril de 1825, sin embargo, como se puede advertir, la Asamblea no se celebró ni en el lugar ni en la fecha 
señaladas. Más antecedentes al respecto, vide, Vásquez Machicado, Humberto: “La Emancipación y la...”, op. 
cit. pág. 334 y ss.; Asimismo, Trigo Ciro, Félix: Las constituciones…, op. cit. pág. 129 y ss.. 
 
4 Del mismo modo, el texto completo del histórico documento puede verse en, Trigo Ciro, Félix: Las 
constituciones…, op. cit. págs. 159-163. 
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independiente de toda dominación extranjera5: la flamante República de Bolívar6, 
hoy Bolivia. 
 
Empero, el cometido de aquella histórica Asamblea no terminará allí, ya que, al 
mismo tiempo de fundar y darse una nueva República, como no podía ser de otra 
manera, resolverá también encomendar al Libertador Simón Bolívar -quien no 
participó de la Asamblea por encontrarse en Lima-, la redacción del primer proyecto 
de Constitución; fijando a su vez, el 25 de mayo del siguiente año, como fecha para 
la reunión del denominado primer Congreso Nacional Constituyente (CNC), el 
mismo que, llegado el momento, se encargaría de debatir y aprobar el proyecto que 
el Libertador había de redactar. 
 
Una vez presentado el proyecto de Constitución7, luego de su puesta en 
consideración y debate, sería aprobado y sancionado por el CNC, con apenas 
pequeñas modificaciones, como Constitución Política del Estado, el 6 de noviembre 
de 1.826. Posteriormente, el texto sería promulgado por el entonces Presidente de 
                                                 
 5 El acta de la independencia, en sus partes más sobresalientes dirá lo siguiente: “los pueblos del Alto Perú, 
firmes en su decisión de no asociarse a ninguna de las repúblicas vecinas, se erigen en un Estado Soberano e 
Independiente de todas las naciones, tanto del viejo como del nuevo mundo…” y en efecto -continúa el 
documento- “protestan a la faz de la tierra entera, que su voluntad irrevocable es gobernarse por si mismos y ser 
regidos por la Constitución, las leyes y autoridades que ellos mismos se diesen, y creyesen más conducentes a 
su futura felicidad en clase de nación...”, vide, Trigo Ciro, Félix: Las constituciones…, op. cit. pág. 162; 
Asimismo, Sanabria, G. Floren, en: Historia de..., op. cit. pág. 53. 
 
6 En reconocimiento al papel protagónico de Simón Bolívar en la gesta de la independencia, la Asamblea 
Deliberante a través de la ley del 11 de agosto de 1825, conocida también como “Ley de Glorificación” y 
primer acto legislativo del nombrado órgano deliberante, adoptará para la flamante República el nombre del 
libertador, República de Bolívar, vide, Trigo Ciro, Félix: Las constituciones…, op. cit. pág. 39; Sin embargo, 
meses después, más concretamente, el 3 de octubre del mismo año, D. Manuel Martín (Diputado por Potosí) 
inspirado en los antecedentes de Roma (nombre que proviene de Rómulo) propondrá que el nombre de Bolívar 
sea sustituido por el de Bolivia, propuesta que evidentemente fue aceptada y, además, con carácter definitivo. 
 
7 En cuanto a las fuentes del proyecto de Constitución redactado por Bolívar, se dice que, “en Angostura, en 
1819, Bolívar estaba fascinado por la práctica constitucional de Inglaterra, pero su constitución boliviana parece 
estar más influenciada por el Primer Consulado Francés”, así, Sánchez-Guisandes, Claudio: “Ayacucho. El 
momento de mayor gloria de Bolívar”, (trad. de Vale, Cecilia). En Internet:  http://www.simon-
bolivar.org/bolivar/ayacucho_emmgelvdb.html (fecha de consulta: 09-12-05); En el mismo sentido y casi como 
confirmando lo anterior, se dirá que, “De Francia, indubitablemente, nos llegó la influencia de su grandiosa 
Revolución”; aunque más adelante, por el mismo autor y con justa razón, se admitirá la influencia 
norteamericana en los siguientes términos, “Existe una comunidad de principios de Derecho Público, franceses 
y norteamericanos, que han influido acentuadamente en la organización constitucional latinoamericana; 
influencia a la que Bolivia no es extraña y, por el contrario, resulta uno de los países que puede ser invocado 
como prueba de esa afirmación”, vide, Trigo Ciro, Félix: Las constituciones…, op. cit. págs. 42 y 43 
respectivamente. Sin embargo, Urcullo Reyes Jaime, dirá que Bolívar a tiempo de redactar la primera 
Constitución para la República de Bolivia en 1825, “tomó como modelo la constitución de los Estados Unidos 
de Norteamérica”, vide, “El control jurisdiccional de revisión judicial o difuso en Bolivia”, en, VV AA: La 
justicia Constitucional en Bolivia 1998-2003, Tribunal Constitucional/AECI, Sucre, 2003, pág. 77. 
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la República D. Antonio José de Sucre8, en el Palacio de Gobierno de Chuquisaca, 
el 19 de noviembre de 1.826. De este modo, se daría lugar a la primera Constitución 
Boliviana (CB)9 y, con ello, al nacimiento del constitucionalismo boliviano. 
 
Ahora bien, a partir de aquella Constitución hasta la que se halla en vigor en la 
actualidad, se han sucedido un total de 19 reformas. Todas ellas, a los fines que 
aquí interesan (el proceso de formación de las garantías de los derechos) sin duda, 
han supuesto un paso adelante. Sin embargo, la intención no es referirse a cada de 
las reformas, sino sólo a aquellas que han marcado un avance significativo. En tal 
sentido, el constitucionalismo nacional, pueden agruparse en tres periodos: el 
primero, denominado, el constitucionalismo bolivariano o fundacional (1.826-1.961); 
el segundo, el constitucionalismo intermedio (1.861-1.994) y; el tercero, el 
constitucionalismo actual (1.994 en adelante). El desarrollo de los tres periodos será 
objeto de dos títulos, correspondiendo al primer título, el periodo fundacional y el 
intermedio, en cambio, el constitucionalismo actual será objeto del segundo titulo. 
 
 
1. El constitucionalismo fundacional (1.826-1.861): Precariedad del 
catálogo de derechos y de sus garantías 
 
El constitucionalismo fundacional, que comprende un periodo de más de tres 
décadas y media (1.826-1.861), en términos generales y para lo que aquí interesa, 
se caracterizará por la casi total influencia de las principales ideas que forjaron las 
dos grandes revoluciones del Siglo XVIII: la norteamericana y la francesa, ya que, 
estarán presentes en él, al igual que en todo el constitucionalismo moderno 
                                                 
8 Para Sucre, la promulgación de la Constitución, supondría algo más que la de una Carta fundamental de la 
República, ya que, decía él: “Todos recibirán esta Constitución como el arca de la alianza y como la transacción 
de la Europa con la América, del Ejército con el pueblo, de la democracia con la aristocracia y del imperio con 
la república”, vide, “Carta al gran mariscal de Ayacucho del 12 de mayo de 1.826”, en, Bolívar: Obras 
completas, Compilación y notas de Vicente Lecuna con la Colaboración de Esther Barret de Nazaris, vol. I, 
editorial Lex, La Habana, 1947, pág. 1.322. 
 
9 Más antecedentes sobre la independencia y la adopción de la primera Constitución, además de los autores ya 
citados, vide, VV AA: Manual de Historia de Bolivia, Gisbert (3ª ed.), La Paz, 1988; Harb Benjamín, Miguel: 
“El sistema constitucional boliviano”, en, García Belaunde, Domingo; Fernández Segado, Francisco; y 
Hernández Valle, Roberto (coords.): Los sistemas constitucionales iberoamericanos, Dykinson, Madrid, 1992, 
págs. 101 y ss.; Asimismo, Rivera Santibáñez, José Antonio: El proceso constituyente en Bolivia. Reflexiones 
sobre la reforma de la Constitución, Kipus, Cochabamba, 2005; Herrera Áñez, William: “La reforma 
constitucional en Bolivia”, en, VV AA: Análisis de la reforma a la Constitución boliviana, El País/ABEC, 
Santa Cruz de la Sierra, 2002, págs. 147 y ss. 
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emergente, las principales doctrinas que sustentaron ideológicamente ambas 
revoluciones10, por un lado, el iusnaturalismo-racionalista11 y, por el otro, el 
contractualismo12. Lo cual, con otras palabras, supone decir que Bolivia a través de 
su primera Constitución, adoptará el liberalismo democrático como ideología de su 
sistema jurídico-político13, constituyéndose así, en un Estado liberal de Derecho14.   
                                                 
10 Si bien es cierto que en el tiempo ambas revoluciones se produjeron casi paralelamente, sin embargo, no 
tienen la misma filosofía; en este sentido, Maurizio Fioravanti, dirá que, “todo el proyecto revolucionario 
francés, se construye a través de la contraposición radical al pasado del antiguo régimen, en la lucha contra la 
doble dimensión del privilegio y el particularismo, y por lo tanto a favor de los nuevos valores constitucionales: 
fundamentalmente, los derechos naturales individuales y la soberanía de la nación; en cambio, en la otra, no 
había un “antiguo régimen” que destruir, pues, en la revolución americana, a diferencia de la francesa, se parte 
de la necesidad de oponerse a un legislador –el parlamento- que se supone fuera de los confines de su legítima 
jurisdicción”, así, en: Los derechos fundamentales: Apuntes de historia de las constituciones, Trotta (3ª ed), 
Madrid, 2000, págs. 59 y ss.; En la misma línea, vide, Matteucci, Nicola: Organización del Poder y Libertad. 
Historia del constitucionalismo moderno, Trota, Madrid, 1998 pág. 34 y ss.. 
 
11 Sobre iusnaturalismo racionalista y sus principales exponentes, vide, Weiacker Franz: Historia del Derecho 
Privado de la Edad Moderna, Aguilar, Madrid, 1957, en especial el apartado “La época del derecho natural 
racionalista”, págs. 197-321; Bobbio Norberto: Estudio de historia de la filosofía. De Hobbes a Gramsci, 
Debate, Madrid, 1985, en especial el apartado “El modelo iusnaturalista”, págs. 73-149; Verdross Alfred: La 
filosofía del Derecho del mundo occidental, UNAM (2ª ed.), México, 1983, en especial el apartado “La doctrina 
racionalista del derecho natural”, págs. 205-223. Asimismo, Fernández Eusebio: “El iusnaturalismo racionalista 
hasta finales del siglo XVII”, en, Peses-Barba Martínez, Gregorio y Fernández Eusebio (dirs.): Historia de los 
derechos fundamentales, Tomo I: Transito a la modernidad Siglos XVI y XVII, Dykinson, Madrid, 1998, págs. 
573-585 y, Segura Ortega Manuel: “El iusnaturalismo racionalista: Thomasius y Wolff”, en, Peses-Barba 
Martínez, Gregorio y Fernández Eusebio (dirs): Historia de los derechos fundamentales, Tomo II, Siglo XVIII, 
Volumen I: Transito a la modernidad Siglos XVI y XVII, Dykinson, Madrid, 1998, págs. 225-250. 
 
12 Sobre el contractualismo y sus principales exponentes, vide, Fernández Eusebio: Teoría de la justicia y 
derechos humanos, Debate, Madrid, 1984, en especial el apartado “El contractualismo clásico (siglos XVII y 
XVIII) y los derechos naturales”, págs. 127-173; Del mismo autor, “La aportación de las teorías 
contractualistas”, en, Peses-Barba Martínez, Gregorio y Fernández Eusebio (dirs): Historia de los derechos 
fundamentales, Tomo II, Siglo XVIII, Volumen II: La filosofía de los derechos humanos, Dykinson, Madrid, 
1998, págs. 7-42, más la bibliografía allí citada. A propósito, se dice que estas doctrinas, cruzaron al otro lado 
del Atlántico y calaron en la conciencia independentista de aquellos tiempos, a través de dos vías: por un lado, 
las universidades y, por el otro, la formación y las convicciones de Bolívar. En cuanto a las universidades se 
dirá, “que la Independencia se forjó con una gran influencia de los intelectuales, y en particular de la 
Universidad de San Francisco Javier de Chuquisaca, por donde entró la ideología revolucionaria”, vide, Fraga 
Iribarne, Manuel, en el “Prólogo” a la obra de Trigo Ciro, Félix: Las constituciones…, op. cit., pág. XVIII. 
 
13 Asbún, Jorge: Análisis jurídico-político de la reforma constitucional, UPSA, Santa Cruz, 1.994, pág. 3; El 
mismo autor, en otro trabajo (“El control de constitucionalidad en Bolivia: Evolución y perspectivas”, en, VV 
AA: Derecho procesal constitucional boliviano, Academia Boliviana de Estudios Constitucionales, Santa Cruz, 
2002, pág. 105, cita 32) dirá que “Bolivia, al igual que la mayoría de los Estados Iberoamericanos, al momento 
de su formación adoptó de Estados Unidos la forma presidencialista de gobierno, pero los presupuestos jurídicos 
de su ordenamiento y su propia cultura hunde sus raíces en la versión europea del Liberalismo, y se explica por 
el largo dominio hispánico y la innegable influencia de la ilustración en los nacientes Estados Latinoame-
ricanos”. En el mismo sentido, Harb Benjamín, Miguel: “El sistema constitucional…”, op. cit. pág. 106 y ss.. 
 
14 A propósito, Bolívar, cuando se le encomendó la redacción del proyecto de Constitución, aceptaría el encargo 
con las siguientes palabras: “recibiréis la Constitución más liberal del mundo”; aunque más adelante, él mismo 
precisaría que “La verdadera constitución liberal está en los códigos civiles y criminales”, vide, Trigo Ciro, 
Félix: Las constituciones…, op. cit. pág. 170. En cualquier caso, ambas afirmaciones son una prueba más de que 
Bolívar estaba imbuido de los vientos de libertad que corrían en la Europa posrevolucionaria, ya que, según 
Nicola Matteucci, el término “liberal” en su significado político, sería usado por primea vez en las Cortes de 
Cádiz de 1812, vide: Organización del poder y libertad…, op. cit., pág. 259. 
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La organización del Estado como liberal de Derecho, entre otros aspectos que 
aquí no son de interés, supondrá la consagración constitucional de unos principios 
básicos y de unos determinados derechos. Entre los principios, el constitucionalismo 
bolivariano consagrará: la soberanía popular; la democracia representativa; la 
división de poderes y; el principio de legalidad. En cambio, como derechos 
primarios, el constituyente fundacional, declarará inviolables: la libertad civil; la 
seguridad individual; la propiedad y; la igualdad ante la ley15.  
 
Respecto los principios, por obvias razones, sólo cabe dejar constancia de su 
imperecedera permanencia a lo largo del constitucionalismo nacional. En cambio, 
respecto los nombrados derechos y sus garantías, hay que decir que los mismos, a 
la par de la doctrina y los textos constitucionales contemporáneos, serán acogidos 
en la convicción de su carácter elemental para la convivencia social y pacífica de la 
sociedad; es decir, por constituir unos derechos mínimos de los ciudadanos que 
deben ser respetados por todos los poderes en tanto ámbito privado de los 
individuos16. Pues, en definitiva, lo original del constitucionalismo moderno, a partir 
de la revolución francesa y en especial de las constituciones escritas, como bien se 
sabe, es que éstas han sido instituidas para garantizar los derechos de los 
ciudadanos17 y, como diría N. Matteucci, para impedir que el Estado los viole18. 
                                                 
15 Así, el art. 149 de la Constitución de 1.826, cuya redacción permanecerá hasta 1.938, con apenas pequeñas 
modificaciones, dirá, “La Constitución garantiza a todos los bolivianos su libertad civil, su seguridad 
individual, su propiedad y su igualdad ante la ley”, vide, Vaca Diez, Hormando: Pensamiento constitucional 
boliviano. 1.826-1995, Fondo editorial de los Diputados, La Paz, 1998, pág. 19. Como se puede advertir, los 
derechos a los que alude el citado precepto constitucional, son “exactamente” los mismos que se habían gestado 
en las citadas revoluciones de finales del Siglo XVIII, hoy conocidos como derechos civiles o de primera 
generación. Sobre la clasificación de los derechos por generaciones, entre otros, vide, Ara Pinilla, Ignacio: La 
transformación de los derechos humanos, Tecnos, Madrid, 1.990. 
 
16 A propósito, Bolívar, refiriéndose a los derechos de libertad, propiedad, igualdad, y la abolición de la 
esclavitud, diría lo siguiente: “Se ha garantizado la seguridad personal, que es el fin de la sociedad, y de la cual 
emanan las demás. En cuanto a la propiedad, ella depende del código civil que vuestra sabiduría debiera 
componer luego, para la dicha de vuestros con-ciudadanos. He conservado intacta la ley de las leyes, la 
igualdad: sin ella perecen todas las garantías, todos los derechos. A ella debemos hacer los sacrificios. A sus 
pies he puesto, cubierta de humillación, a la infame esclavitud”. Vide, “Mensaje de Bolívar al Congreso 
Constituyente de Bolivia”, en, Trigo Ciro, Félix: Las constituciones…, op. cit. pág. 167. 
 
17 En efecto, las Constituciones modernas, a la luz del art. 16 de la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano francés de 1789, cuyo texto establece que, “Toda sociedad que no asegura la garantía de los 
derechos, ni determina la separación de los poderes, no tiene Constitución”; sólo se justifican en tanto en 
cuanto cumplen con el reconocimiento y la garantía de unos derechos mínimos, más propiamente, de los 
derechos y garantías fundamentales. 
 
18 Matteucci, Nicola: Organización del Poder y Libertad..., op. cit. pág. 25. 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
28   
La eficacia de los derechos, sin embargo, no supone ni se agota en su mero 
reconocimiento constitucional, ni siquiera basta que la propia Constitución los 
declare inviolables como lo hacía por ejemplo, el art. 157 de la Constitución de 
1.82619. Puesto que hace falta, además, la creación y funcionamiento de unos 
mecanismos que sirvan para subsanar o restablecer, precisamente, las eventuales 
infracciones de las que puedan ser objeto. Al respecto, el constitucionalismo 
fundacional, ciertamente, no instituirá ningún mecanismo y mucho menos alguno 
específico. De hecho, durante aquel periodo, los derechos constitucionales ni 
siquiera tendrán la posibilidad de ser invocadas de manera directa e inmediata, ya 
que para ello, previamente, hará falta la mediación legislativa20. 
 
Por consiguiente, durante el periodo fundacional, los nombrados derechos no se 
caracterizarán ni por su posición y trascendencia como derechos fundamentales en 
el sentido y alcance actual del concepto, ni por los mecanismos jurisdiccionales que 
hagan posible su eficacia frente a su vulneración por los poderes públicos y los 
particulares. Con lo cual, a pesar de que la propia Constitución se proyectaba a 
garantizarlos, aquellos derechos se agotarán en su “estéril” reconocimiento en los 
distintos textos constitucionales del periodo fundacional o bolivariano21. 
                                                 
19 El precepto en cuestión, establecía: “Los poderes constitucionales no podrán suspender la Constitución, ni 
los derechos que corresponden a los bolivianos, si no en los casos y circunstancias expresadas en las misma 
Constitución, señalando indispensablemente el término que deba durar la suspensión”. (Las negrillas no 
corresponden al texto original). A propósito, este precepto constitucional –con pequeños matices, más de forma 
que de fondo- se mantendrá en las dos siguientes constituciones que le sucedieron al primero, desapareciendo, 
sin embargo, y sin explicación, en las restantes tres, de las seis constituciones que forman el constitucionalismo 
bolivariano. Los órganos judiciales, por su parte, tampoco se constituirán en los defensores de los derechos 
constitucionales. Si acaso se han de ocupar de ello, será sólo con motivo de los casos que les tocaba resolver, 
pero aun así, siempre con sustento en la ley antes que en la Constitución, pues este último, como ya se dijo, no 
era considerada una norma jurídica vinculante y/o justiciable. No obstante, el art. 82 de la Constitución 
fundacional establecía lo siguiente: “El poder Judicial reside en la Corte Suprema, en las Superiores y 
Juzgados de la República. A ellos pertenece privativamente la potestad de juzgar y aplicar esta Constitución 
con preferencia a las demás leyes y las leyes con preferencia a las demás resoluciones”, vide, Vaca Díez 
Hormando: Pensamiento constitucional..., op. cit. págs. 15-150 y 46 respectivamente.  
 
20 Lo cual, sin embargo, no obsta reconocer que entre los aspectos positivos, el constitucionalismo fundacional 
abolió la esclavitud y toda forma de privación de la libertad, al extremo, incluso, que ni el propio Presidente de 
la República podía privar de su libertad a las personas, ni afectar en su propiedad; vide, art. 48 CB de 1.826, en, 
Vaca Díez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. pág. 23. 
 
21 Si acaso puede apreciarse una cierta mejoría, ello se dará mediante la reforma constitucional de 1.851. Esta 
Constitución, entre otras reformas, será la primera en instituir un catálogo de derechos, bajo el rótulo de, “Del 
derecho público de los bolivianos”, el mismo que comprenderá los primeros 25 artículos, de los que sobresalen, 
entre otros derechos, la libertad de expresión, la libertad de tránsito, la inviolabilidad del domicilio, la libertad 
de conciencia, y la libertad religiosa. Además del incremento de los derechos, esta vez, tales derechos serán 
recogidos a un principio del texto fundamental y no así al final de la misma tal como sucedía con las anteriores 
constituciones. Pero de cara a su eficacia, la misma Constitución, paradójicamente, en su penúltimo articulado 
terminará diciendo que “La presente Constitución y los derechos establecidos por ella, quedan confiados al 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
29   
Si hubiese que dar alguna explicación al por qué en este periodo los derechos 
ocupan un segundo plano, dicha explicación podría resumirse en la concurrencia de 
tres factores: a) La fragilidad política y geográfica; b) La inestabilidad institucional y; 
c) la infravaloración de la Constitución que será considerada solamente como un 
texto programático fundamental. 
 
a) Durante las primeras décadas, en vista de que la independencia de la 
nueva República no estaba todavía “definitivamente” consolidada, 
seguramente, la probabilidad de alguna “invasión” extranjera no era una 
posibilidad alejada de la realidad. Sólo así se explica el hecho de que en 
las constituciones de aquel periodo, antes que los derechos, prevalezcan 
los deberes de los bolivianos de servir y defender a la patria, incluso, con 
su vida misma si fuere necesario (art. 7.5º CB 1839); lo cual, a su vez, 
significa que la preocupación principal del constituyente y los poderes 
constituidos de aquellos tiempos, no estaba relacionada con hacer valer la 
Constitución y los derechos frente a los poderes públicos, sino más bien, 
con la necesidad de mantener y reforzar la independencia territorial de la 
nueva República. 
 
b) En un orden decreciente, la segunda preocupación de los detentadores 
del poder de aquel periodo no sería sino, la de promover constantes 
reformas al texto de la Constitución con la finalidad, en algunos casos, de 
legitimarse en el poder y, en otros, de prolongar su “mandato” por el 
mayor tiempo posible. Esta situación, por otra parte, se traducirá en la 
falta de continuidad, tanto de los instrumentos como de las instituciones 
encargadas de salvaguardar los derechos, lo que a la postre, se traducirá 
en una inestabilidad institucional nada propicia para hacer efectiva los 
nombrados derechos22.  
                                                                                                                                                       
patriotismo y valor de los bolivianos”, vide, Vaca Diez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. pág. 
61. A propósito, el precepto constitucional parece estar refiriéndose a una suerte de mecanismo de “garantía 
popular” de la Constitución, pero en el fondo –inconscientemente- la idea parece ser otra, algo tan sustancial y 
elemental que hasta ahora no se ha logrado, el patriotismo constitucional. 
 
22 Es más, tomando en cuenta que, “ningún sistema efectivo de control judicial es compatible ni es tolerado por 
los regímenes antidemocráticos enemigos de la libertad”, (Cappelletti, Mauro: “¿Renegar de Montesquieu? La 
expansión…”, op. cit. pág. 17.); está claro que para los regímenes dictatoriales y no sólo de este periodo sino 
también del siguiente, la existencia de un mecanismo jurisdiccional de garantía de los derechos constitucionales, 
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c) Por último, la infravaloración de la Constitución, por un lado, no hará otra 
cosa que responder a la ideología político-constitucional de aquellos 
tiempos23 y, por el otro, se dará como consecuencia de los dos primeros 
factores que se acaban de mencionar. En efecto, para una cultura 
prioritariamente legicentrista y escasamente institucionalizada, admitir que 
los preceptos de la Constitución –y no sólo aquellos que consagran 
derechos y libertades- puedan ser superiores y directamente exigibles 
ante los tribunales de justicia, no sólo significaría desconocer la gran 
conquista revolucionaria: la soberanía del pueblo –única e indivisible- 
recogida en las leyes que nacen del parlamento24. 
 
 
2. El constitucionalismo intermedio (1.861-1.994): El reconocimiento 
constitucional del amparo 
 
Referirse al segundo periodo constitucional, el intermedio, supone, entre otras 
cosas, referirse a más de un Siglo y cuarto de experiencia constitucional, ya que 
este periodo abarca desde 1.861 hasta 1.994. Por otro lado, aunque esta vez desde 
la perspectiva de la estabilidad constitucional, este periodo revela un total de diez 
reformas al texto de la Constitución, lo que equivale a decir, que dichas reformas se 
promoverán con un promedio de una reforma por cada trece años 
aproximadamente25. 
 
En lo que respecta a los derechos y sus garantías, en este periodo cabe 
destacar, el establecimiento de dos instituciones estrechamente vinculados con la 
                                                                                                                                                       
no sería bien visto, al contrario, sería considerado como un “poder paralelo” difícil de aceptar. En este último 
sentido, vide, Urcullo Reyes, Jaime: “El control constitucional en…”, op. cit. pág. 55. 
 
23 Dicha ideología, heredera de la cultura europea occidental, básicamente se traducirá en el constitucionalismo 
liberal de tipo, individualista, estatalista y principalmente legicentrista. Un estudio mas detallado sobre la 
concepción de la Constitución por el liberalismo y otras corrientes ideológicas que han dominado el 
constitucionalismo contemporáneo, vide, Maurizio, Fioravanti: Los derechos fundamentales..., op. cit. págs. 55-
112; De igual modo, otro estudio sobre la separación de poderes, supremacía de la ley y control de 
constitucionalidad en los orígenes del Estado liberal, vide, Blanco Valdés, Roberto: El valor de la Constitución, 
Alianza, Madrid, 1998, en especial, la segunda parte, págs. 101y ss. 
 
24 Una visión más amplia y completa del pensamiento francés de principios del Siglo XIX, en relación con el 
tema en cuestión, vide, Carré de Malberg, Raymond: Teoría general del Estado, UNAM, México, 1998. 
 
25 Más específicamente, dichas reformas se promovieron en los siguientes años: 1.861, 1.868, 1.878, 1.880, 
1.938, 1.945, 1.947, 1.961, 1.967 y 1.994, vide, Vaca Diez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. 
págs. 150-294. 
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protección constitucional de los mismos: el primero, en el orden institucional, tiene 
que ver con la adopción del sistema Norteamericano de justicia constitucional y; el 
segundo, en el orden procesal, tiene que ver con el reconocimiento de dos 
mecanismos jurisdiccionales de protección de los derechos en sede constitucional: 
el Habeas Corpus y el amparo constitucional. 
 
Por lo demás, pretender recapitular en un trabajo de las características, ciento 
treinta y tres años de experiencia constitucional, ciertamente es una tarea de 
desmedida pretensión. No obstante, dado que la idea es describir, cuanto menos, 
aquellos aspectos que permitan deducir o descubrir los avances que se hayan 
podido producir en el curso de este periodo, en las páginas que siguen, la intención 
es continuar vislumbrando el camino recorrido por el constituyente boliviano en su 
búsqueda de perfeccionar –aunque sin mucho éxito, especialmente en sus inicios- 
el sistema constitucional de protección de los derechos,  
 
En tal sentido, esta parte del trabajo, de las trece reformas descritas, sólo se 
ocupará de tres de ellas, por suponer cada una de las mismas, un paso adelante en 
la formación del sistema constitucional de protección de los derechos en vigor. 
Asimismo, conviene adelantar que por haberse instituido el amparo en este periodo 
constitucional a través de una de las tres reformas, gran parte del capítulo se 
dedicará, como no podía ser de otra manera, al tratamiento de dicho mecanismo 
constitucional. Al resto de los mecanismos jurisdiccionales -que también han 
merecido su reconocimiento constitucional en este mismo periodo- se hará mención 
sólo en la medida de lo necesario. 
 
 
2.1. La Constitución de 1.938 y el primer catálogo de derechos y 
garantías fundamentales 
 
Si bien es cierto que desde un principio el constituyente boliviano tuvo la 
intención de incorporar en la Constitución un texto dedicado a los derechos y 
garantías de las personas, no menos cierto es que sólo a partir de la Constitución 
de 1.938, puede hablarse de un catálogo constitucional específico de derechos 
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fundamentales26. Hasta antes de esta reforma, la historia del constitucionalismo 
nacional carecía de dicho catálogo. Los derechos que existían estaban, tal como ya 
se dijo, de una parte, dispersos a lo largo y ancho de la Constitución, y de otra, 
ninguno de ellos venía bajo el título o rótulo de derechos fundamentales27. 
 
En efecto, la Constitución de 1.938, “agrupará” los derechos fundamentales en 
su Sección Segunda28, más concretamente en el art. 6º, bajo el nomen iuris de 
“Toda persona tiene los siguientes derechos fundamentales…”. En este precepto se 
especificarán un conjunto de derechos29, los mismos que hoy aparecen en la 
generalidad de los ordenamientos jurídicos –en su mayoría, en ordenamientos de 
rango constitucional-, cómo derechos fundamentales. 
 
Pero al mismo tiempo, la Constitución de 1.938, no se limita únicamente al 
“mero” reconocimiento del primer catálogo de derechos fundamentales. Es verdad 
que dicha innovación, por su inmediata relación con el amparo, ha sido de lo más 
importante; pero, sin dejar de ser igual de importantes, junto a ese primer catálogo 
de derechos fundamentales se habrán adoptado, además, otras instituciones a los 
que, por su importancia y marcada influencia en relación con los fines del presente 
trabajo, conviene referirse a ellos así sea someramente. 
                                                 
26 Valdivieso Guzmán, Rene: “Los derechos fundamentales: La Constitución y los tratados en el ordenamiento 
jurídico de Bolivia”, Revista Ius et Praxis (Universidad de Talca, Chile) vol. 9. no.1, págs. 193-195. En Internet: 
http://derecho.utalca.cl/pgs/investigacion/iusetpraxis/9-1-2003/193_203_baldivieso.pdf  (fecha de consulta: 20-
10-05). 
 
27 Los términos que se utilizaron para rotular los derechos en cuestión, han sido variados, entre ellos por 
ejemplo, en las constituciones de 1.826, 1831, 1839 y 1843 los derechos vendrán bajo el rótulo de “Garantías”; 
por su parte la Constitución de 1.851 utilizará la expresión “Del derecho público de los bolivianos”; las de 
1.861, 1868, 1871, 1878 y 1880 emplearán la expresión “De los derechos y garantías”; por su parte las de 
1938, 1945, 1948 “Derechos y garantías”; el de 1.961 “Derechos, deberes y garantías”, y; por último, las de 
1.967, 1995 y 2004 “Derechos y deberes fundamentales de la persona”, vide, Vaca Díez, Hormando: 
Pensamiento constitucional…, op. cit. 
 
28 Esta Constitución al igual que otras, sólo esta dividida por secciones y no así por capítulos, vide, Vaca Díez, 
Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. págs. 265-291. 
 
29 Aquel catálogo de derechos fundamentales, en su mayoría sino en su totalidad estaba integrado por los 
denominados derechos de naturaleza social, como ser: a) De ingresar, permanecer, transitar y salir del territorio 
nacional; b) De dedicarse al trabajo, comercio o industria, en condiciones que no perjudiquen al bien colectivo; 
c) De emitir libremente sus ideas y opiniones, por cualquier medio de difusión; d) De reunirse y asociarse para 
los distintos fines de la actividad, que no sean contrarias a la seguridad del Estado; e) De hacer peticiones 
individual y colectivamente: f) De recibir instrucción y; g) De enseñar bajo la vigilancia del Estado”, vide, Vaca 
Diez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. pág. 266. 
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En primer lugar, la Constitución de 1,938, a diferencia de sus predecesores, será 
estructuralmente más completa. Un modelo de claridad y sistema como se dice de 
él30. Su contenido era tal, que poco o nada le faltaba. En líneas generales, dicho 
contenido, por citar algunas de las “innovaciones” más importantes, puede 
detallarse la siguiente manera: 
 
a) Inicialmente prescribirá las bases fundamentales y definitorias del tipo de 
Estado (arts. 1 al 4). En términos generales, con esta reforma el Estado 
boliviano se acoge al constitucionalismo ya que, por su intermedio y por 
así decirlo, se “constitucionalizan” los denominados derechos económicos, 
sociales y culturales. 
 
b) Un segundo aspecto que cabe destacar es que, mediante esta reforma se 
amplió el catálogo de los derechos y garantías fundamentales (art. 6). Así, 
pasarían a formar parte del mismo, no sólo aquellos derechos 
denominados de primera generación, de libertad, o, de no-injerencia, sino 
también, los denominados derechos de segunda generación, de 
prestación o, de intervención estatal en determinadas esferas de la vida 
social31. 
 
c) El incremento de los derechos sociales como derechos fundamentales, 
implicaría a su vez, la necesidad también de adoptar o ampliar otros 
mecanismos jurisdiccionales destinados a su protección y cumplimiento. 
En tal sentido, además de otros mecanismos como el Recurso Directo de 
Nulidad32; el “Recurso contra las resoluciones del Poder Legislativo o de 
                                                 
30 Urcullo Reyes, Jaime: “El control constitucional en Bolivia antes de…”, op. cit. pág. 60. 
 
31 Tal como se verá en la segunda parte del trabajo, el ámbito de protección del recurso de amparo en el derecho 
boliviano, a diferencia del español y otros ordenamientos, abarca, además, a determinados derechos sociales. 
Principalmente a aquellos que están estrechamente vinculados con la dignidad humana y el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. 
 
32 Este recurso tenía por finalidad, garantizar el mandato constitucional previsto en el art. 27, cuyo texto 
establecía que “Son nulos los actos de los que usurpen funciones que no les competen, así como los actos de los 
que ejerzan jurisdicción o potestad que no emane de la ley”. Sobre los antecedentes y actual funcionamiento de 
este recurso, vide, Asbún Rojas, Jorge: “El recurso directo de nulidad en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional”, en, AA VV: “La jurisdicción constitucional en Bolivia 1.999-2003”, Tribunal 
Constitucional/AECI, Sucre, 2003. 
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una de sus cámaras”33, el constituyente de 1.938 instituirá el recurso de 
Habeas Corpus, que tiene por finalidad, restablecer las privaciones 
ilegales o indebidas de la libertad de locomoción34. 
 
d) Por último, siempre a los efectos del trabajo, además de regular su propio 
procedimiento de reforma de tipo cualificado (arts. 174 al 177), pondrá de 
manifiesto su condición de norma jurídica suprema, en los siguientes 
términos: “Las autoridades y tribunales aplicarán esta Constitución con 
preferencia a las leyes y éstas con preferencias a cualesquiera otras 
resoluciones” (art. 179)35. 
 
2.2. El testimonio constitucional de la naturaleza vinculante de los 
principios, derechos y garantías, en la Constitución de 1.945 
 
En la experiencia constitucional boliviana, el proceso de formación constitucional 
del carácter vinculante de los principios, derechos y garantías constitucionales, 
                                                 
33 Por su parte, este recurso sería incorporado entre las atribuciones de la CSJ (art. 143, Atrib. 10ª) de la 
siguiente manera, corresponde a la CSJ “Conocer en única instancia, de los juicios contra las resoluciones del 
Poder Legislativo o de una de sus Cámaras, cuando tales resoluciones afectaren uno o más derechos concretos, 
sean civiles o políticos y cualesquiera que fueren las personas interesadas”. Sobre este recurso, vide, Rivera 
Santibáñez, José Antonio: Jurisdicción constitucional. Proceso constitucionales en…, op. cit. pág. 134. 
 
34 El texto original del recurso sería aprobado en los siguientes términos: “Toda persona que creyere estar 
indebidamente detenida, procesada o presa, podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, con poder 
notariado o sin él, ante la Corte Superior del Distrito o ante el juez de partido, a elección suya, en demanda de 
que se guarden las formalidades legales. La autoridad judicial decretará inmediatamente que el individuo sea 
conducido a su presencia y su decreto será obedecido, sin observación ni excusa, por los encargados de las 
cárceles o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, la autoridad judicial decretará la libertad, hará 
que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición del juez competente dentro de las 
veinticuatro horas. La decisión que se pronuncie dará lugar al recurso de nulidad ante la Corte Suprema de 
Justicia, recurso que no suspenderá la ejecución del fallo. Los funcionarios públicos o personas particulares 
que resistan a las decisiones judiciales, en los casos previstos por este Artículo, serán reos de atentado contra 
las garantías constitucionales, en cualquier tiempo, y no les servirá de excusa el haber cumplido órdenes 
superiores”, vide, Vaca Diez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. pág. 241. Sobre la naturaleza y 
características de este histórico recurso, se volverá mas adelante. De momento quepa adelantar que se trata de 
uno, sino el único antecedente del proceso de amparo constitucional 
 
35 Al margen de lo estrictamente formal, cabe destacar, además, la adopción del constitucionalismo social 
propiciada por la misma reforma. En términos generales, este giro constitucional, para el constituyente, 
supondrá una suerte de respuesta institucional a las insuficiencias del modelo liberal-individualista de los 
derechos que había sido impuesto por el constitucionalismo bolivariano. Precisamente en ese sentido, aunque no 
necesariamente en relación con la reforma en cuestión, se dice que: “las distintas formas de Estado de derecho, 
no han sido sólo el resultado de elaboraciones doctrinales…, ni de la mera transformación operada en los textos 
normativos de los sistemas jurídicos, sino que ha sido la respuesta histórica a determinados problemas y 
demandas de la sociedad política”, vide, Pérez Luño, Antonio-Enrique: La tercera generación de derecho 
humanos, Aranzadi, Navarra, 2006. pág. 77. 
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habrá sido un proceso de largo recorrido. Un proceso al que, para su mejor 
entendimiento, puede dividirse en tres fases: una primera que comprende los 
periodos constitucionales de 1.851 a 1.867; la segunda, que comprende los 
periodos de 1.871 a 1.938, y, por último; la tercera, de 1.945 a 1.967. 
 
De entre las tres fases, sin lugar a dudas, la primera y la tercera36, son las más 
importantes. La importancia de la fase inicial, fundamentalmente, radica en las 
primeras aproximaciones del constituyente, en el sentido de proyectar en el texto de 
la propia Constitución, la vinculatoriedad de los principios, derechos y garantías 
constitucionales frente a los poderes públicos. Ejemplos de dicho primer cometido 
son, por citar algunos: el art. 82 de la Constitución de 1.85137; el art. 1838, y; el art. 
65.2ª, ambos de la Constitución de 1.86139; En cambio, la tercera fase que 
comprende las reformas constitucionales de 1.871, 1.878, 1.880 y 1.938, se puede 
caracterizar como el periodo de estancamiento en la materia, ya que, todas las 
constituciones de esta fase se limitarían a reproducir todas y cada una de las 
instituciones recogidas en los textos anteriores. Pero, aun así, de esta segunda fase 
si acaso cabe rescatar algo, ello, sin duda, tiene que ver con el hecho de que no 
hubo ruptura o quiebre constitucional40. Cada una de las sucesivas reformas -en 
gran medida- fueron consecuentes con sus predecesores y de tal suerte, se puede 
                                                 
36 No obstante, la tercera fase no supone la última, por cuanto el proceso en cuestión, recién habrá de 
consolidarse a partir de la reforma constitucional de 1.994. Más concretamente, en los hechos, a partir del 
funcionamiento del TC (1.999), periodo que por cierto será abordado en el siguiente capítulo. 
 
37 Como se recordará, este precepto ya establecía que “El poder judicial reside en la Corte Suprema, en las 
Cortes Superiores y juzgados de la República. A ellos pertenece privativamente la potestad de juzgar y aplicar 
esta Constitución con preferencia a las demás leyes y las leyes con preferencia a otras resoluciones”, Vide, 
Vaca Diez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. pág. 146. 
 
38 Por su parte, este precepto disponía: “Las garantías y derechos reconocidos en los artículos anteriores, no 
podrán alterarse por las leyes que reglamenten su ejercicio, ni se entenderán como negación de otros derechos 
o garantías, que sin embargo de no estar enunciados nacen del principio de la soberanía del pueblo o de la 
forma republicana del Gobierno”, vide, Vaca Díez, Hormando: Pensamiento Constitucional…, op. cit. pág. 
152. 
 
39 A diferencia de sus antecesores, este precepto vendría a completar una de las principales carencias de las 
anteriores constituciones, ya que contemplaría entre las atribuciones de la Corte de Casación (hoy CSJ), 
“Conocer de los negocios de puro derecho, cuya decisión dependa de la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de las leyes”, vide, Vaca Diez, Hormando: “Pensamiento constitucional de…”, op. cit. 
pág. 156. Dado que ya se han analizado cada uno de los citados preceptos constitucionales en páginas atrás, 
huelga decir que todos ellos constituyen, en esencia, los orígenes del proceso de formación constitucional, del 
principio de normatividad de la Norma Normarum en general y de los derechos y garantías fundamentales en 
particular. 
  
40 Vide, Urcullo Reyes, Jaime: “El control constitucional en Bolivia antes de…”, op. cit. pág. 134. 
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decir que siguieron una misma línea constitucional, es decir, fueron concordantes 
con los postulados y principios básicos de la primera fase. 
 
Por su parte, la importancia de la tercera fase radica, fundamentalmente, en el 
hecho de que por primera vez en la historia del constitucionalismo nacional, la 
Constitución de 1.945, en su art. 28, prescribe lo siguiente: 
 
“Los principios, derechos y garantías reconocidos en esta Constitución, no podrán ser 
alterados por las leyes que reglamentan su ejercicio y no necesitan reglamentación previa 
para su cumplimiento”41. 
 
En otras palabras, este precepto constitucional, con una claridad meridiana, lo 
que viene a decir es que los principios, derechos y garantías constitucionales no 
necesitan previa reglamentación legal para su cumplimiento. Su importancia, por lo 
tanto, está, en que ninguna de las anteriores constituciones se expresaba en esos 
términos; al contrario, todas ellas, de forma conteste se puede decir, supeditaban su 
ejercicio a la previa reglamentación y/o intermediación legal. Pero, a partir de la 
referida reforma, las posteriores hasta 1.976, con excepción del año 1.86142, 
procuraran mantener la misma redacción. Si acaso, apenas introducirán algunos 
matices, siempre con la finalidad de seguir avanzando en el referido proceso de 
formación, pero en ningún caso, para suprimirlas o restarles importancia. 
 
Sin embargo, en los hechos, aquellos preceptos poca o ninguna incidencia 
tendría, ya que llegado el momento, apenas servirían para ilustrar los manuales de 
Derecho constitucional. Uno de los principales factores que han de influir 
negativamente en la falta de efectividad del principio de normatividad de la 
Constitución, en general y de los principios, derechos y garantías, en particular, 
será, la incoherencia “dispositiva” de la propia Constitución. Pues, tal como se 
acaba de advertir, si bien la Constitución establecía la vinculación directa43, no 
                                                 
41 Vide, Vaca Diez, Hormando: “Pensamiento constitucional de…”, op. cit. pág. 299. 
 
42 Esta reforma volverá a la redacción antigua, ya que se limitara a decir que “Los principios, garantías, 
derechos y deberes reconocidos en esta Constitución, no podrán ser alterados por las leyes que reglamentan su 
ejercicio” (art. 30) y por lo tanto ya no dirá “y no necesitan reglamentación previa para su cumplimiento”, 
Íbidem. pág. 370. 
 
43 Doctrina sobre la vinculación de los derechos fundamentales frente a los poderes públicos, entre otros, vide, 
Carrillo, Marc: La tutela de los derechos fundamentales por los tribunales ordinarios: (la aplicación 
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obstante, persistía en señalar que, “Toda persona tiene los siguientes derechos 
fundamentales, conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio” (art. 6)44; es 
decir, seguía supeditando el ejercicio y por ende, la eficacia de los mismos, a la 
previa reglamentación legal por parte del legislador ordinario. 
 
No obstante, que duda cabe que la institucionalización del principio de 
normatividad de la Constitución, para el constitucionalismo boliviano –así sea sólo 
en el plano teórico- ha supuesto dos muy importantes consecuencias: por un lado, 
se ha constituido en la piedra angular sobre la que se han venido creando y 
transformando los diferentes mecanismos jurisdiccionales de protección de la 
Constitución y los derechos y garantías fundamentales, y; por el otro, ha supuesto la 
revalorización constitucional de aquellos derechos y garantías fundamentales, ya 
que, gracias a la consolidación de dicho principio, los mismos han venido 
adquiriendo –en la práctica- una mayor cualidad normativa. 
 
En tal sentido, se puede decir que esta fase del constitucionalismo (1.861- 
1.967) se constituye –si vale la expresión- en el “más revolucionario”. Pues, como 
se acaba de señalar, no sólo se caracteriza por haber cimentado los principios de 
supremacía y normatividad de la Constitución –que hoy constituyen los 
presupuestos sustanciales de los diferentes mecanismos jurisdiccionales de 
protección de la Constitución y los derechos- sino, además, por haberlos 
instrumentalizado con la finalidad de que no queden en la mera retórica 
constitucional. Instrumentación que en definitiva, así sea sólo en el plano teórico-
constitucional, alcanzará su mayor progresión, con la adopción de la institución del 
amparo constitucional, del que se ocupa el siguiente apartado. 
 
2.3. La introducción del amparo en la Constitución de 1.967 
 
Esta claro que el proceso de constante transformación del Estado y junto a él, de 
adopción de determinados mecanismos jurisdiccionales orientados a la defensa y 
                                                                                                                                                       
jurisdiccional de la Ley 62-1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos 
fundamentales de la persona), Boletín Oficial del Estado (BOE), Madrid, 1995; De Asís Roig, Rafael: Las 
paradojas de los derechos fundamentales como límites frente al poder, Dykinson, Madrid, 2000; Dworkin, 
Ronald: Los derechos enserio, (traducción de M. Gustavino), Ariel, Barcelona, 1984. 
 
44 Vide, Vaca Diez, Hormando: Pensamiento constitucional..., op. cit. pág. 296.  
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realización, tanto de la normatividad de la Constitución como del carácter vinculante 
de los derechos y garantías fundamentales, ha sido un proceso bastante largo y 
lento a la vez45. En primer lugar, habrá hecho falta asumir, el principio de rigidez 
constitucional, posteriormente, su carácter de norma jurídica suprema y, por último, 
la vinculación directa de su contenido normativo, en especial, de los derechos y 
garantías fundamentales46. 
 
Empero, tal como ya se dijo, de la vinculación de los derechos y garantías 
fundamentales, sólo puede hablarse a partir de la creación y funcionamiento de 
mecanismos jurisdiccionales que permitan hacer valer, ante los tribunales de 
justicia, dicha cualidad normativa. Esta posibilidad en el constitucionalismo 
boliviano, bien es verdad que venía proyectándose por un largo periodo, aunque no 
menos cierto es, el hecho de que en la práctica apenas tuvo incidencia. En cualquier 
caso, sobre lo que no cabe duda es respecto la importancia de la reforma 
constitucional de 1.967. Tal importancia radica en el hecho de que mediante esta 
reforma, siguiendo la tendencia de las dos anteriores, se instituye el amparo 
constitucional. 
     
Antes de describir las notas características de aquel reconocimiento 
constitucional, sin embargo, convenga con carácter previo referirse a algunos 
antecedentes la institución, esto, como diría L. López Guerra, en el entendido de 
que verificar los orígenes de cualquier institución en el pasado, puede representar la 
clave para la comprensión en el presente, de su sentido y sus problemas47. 
                                                 
45 Sobre los primeros antecedentes de la supremacía constitucional en la experiencia comparada, vide: Jellinek 
Georg: Teoría general del Estado, Comares, Granada, 2000, pág. 384; y, Hauriou Maurice: Principios de 
Derecho Público y Constitucional, Comares, Granada, 2003, pág. 304; sobre rigidez constitucional, vide, Bryce 
James: Constituciones flexibles y constituciones rígidas, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
Madrid, 1988, pág. 56; y sobre la relación y diferencias entre supremacía y normatividad de la Constitución, 
vide, Aragón Reyes, Manuel: Estudios de derecho…,  op. cit. págs. 85 y ss.. 
 
46 Esta constatación lo que viene a demostrar es que, no todo estaba perdido, ni tampoco todo cuanto se había 
instituido y adoptado en las catorce reformas al texto de la Constitución, estaban destinadas a caer, 
inevitablemente, en saco roto. Al contrario, amen de su falta de materialización o funcionamiento, las 
transformaciones constitucionales operadas hasta el año 1.961, lo que habían hecho, puede que 
inconscientemente, es preparar el terreno propicio que, después, daría paso a la adopción de uno de los 
mecanismos jurisdiccionales de mayor trascendencia, en la defensa de los derechos y garantías fundamentales: 
el proceso de amparo constitucional. 
 
47 Así, López, Guerra, Luís, en el “prólogo” a, López Ulla, Juan Manuel: Orígenes constitucionales del control 
judicial de las leyes, Tecnos, Madrid, 1.999, pág. 12. 
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En efecto, pese a que una parte de la doctrina entiende que los antecedentes u 
orígenes del amparo, se pueden encontrar incluso en la antigua Grecia48, o en los 
amparamientos previstos en las Partidas de Castilla y los Fueros de Aragón (Siglos 
XII-XVI)49. Sin embargo, lo cierto es que el amparo constitucional en su versión 
actual, no es sino una construcción primigenia del constitucionalismo moderno, más 
propiamente, del constitucionalismo mexicano de mediados del Siglo XIX50, 
sirviendo, en consecuencia, como paradigma a diversas legislaciones de 
Latinoamérica, España y algunos otros países europeos51. 
 
Convenga recordar que el amparo mexicano, en tanto fuente –inicial y directa- 
en este caso del amparo boliviano, tiene sus orígenes en el proyecto de reforma a la 
Constitución del Estado de Yucatán, del 23 de diciembre de 1.840 (arts. 8º, 9º y 
62)52, el mismo que sería acogido en el ámbito federal -sin mayores modificaciones- 
primero en el Acta de Reformas de 1.847 en su art. 2553, y; finalmente, sobre la 
                                                 
48 Así, se dirá que, “los primeros antecedentes se ubican en los días de la tragedia griega de Sófocles Antígona 
o la muerte de Lucrecia narrada por Tito Livio”, vide, Torrealba Santiago, José Miguel: El amparo 
constitucional en Venezuela y sus tendencias, en: Anuario Latinoamericano de Derecho Constitucional 
Latinoamericano, Konrad Adenauer Stiftung y CEDLA (Editores), Medellín, 1997, pág. 413. 
 
49 Un trabajo bastante ilustrativo en este sentido, vide, Fairen Guillen, Víctor: Antecedentes aragoneses de los 
juicios de amparo, Universidad Nacional Autónoma de México, México DF, 1971, pág. 104; en la misma línea, 
García Verela, Román y Corbal Fernández, Jesús E.: “El recurso de amparo…”, op. cit., pág. 28; Soberanes 
Fernández, José Luís y Martínez Martínez, Faustino, José, en: Apuntes para la historia…, op. cit. págs. 24 y 25, 
aunque, más adelante los mismo autores precisaran que “la relación es sólo terminológica ya que en aquel 
entonces no había propiamente defensa de derechos y garantías, ello, porque no había tales derechos y garantías, 
no al menos en el sentido del constitucionalismo moderno y actual”, Íbidem., pág. 69. Acaso por tal razón 
Oliver Araujo, Javier, dirá que “es prácticamente imposible establecer una conexión real entre los procesos 
forales aragoneses y el moderno recurso constitucional de amparo”, en: El recurso de amparo, Colección Estado 
y Derecho-2, Palma de Mallorca, 1986, pág. 86. 
 
50 En este sentido se dice que “el juicio de amparo es una de las aportaciones, más importantes, que el derecho 
mexicano ha efectuado a la cultura jurídica universal”, vide, Soberanes Fernández, José Luís y Martínez 
Martínez, Faustino, José: Apuntes para la historia del juicio de amparo, Porrua, México, 2002, pág. 1; 
Asimismo se dirá que en el Derecho interno mexicano el juicio de amparo es “la institución jurídica más 
genuina y valioso”, vide, VV AA: Los derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones, (2 
ed. Tomo VII) Congreso de la Unión y Cámara de Diputados, Porrua, México, 1978, pág. 903. 
 
51 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo: Ensayos sobre derecho..., op. cit. pág. 162. 
 
52 A propósito, una parte de la doctrina dirá que los autores de dicho proyecto de reforma son los Diputados: 
Manuel Crescencio Rejón, Pedro, C. Pérez y Darío Escalante, a quienes hoy se los considera los padres de la 
institución, vide, VV AA: Los derechos del pueblo mexicano…, op. cit. pág. 907; Sin embargo, Fix-Zamudio, 
Héctor, en: Ensayos sobre el derecho de amparo, UNAM, México, 1993, pág. 13; Soberanes Fernández, José 
Luís y Martínez Martínez, Faustino José: Apuntes para la historia..., op. cit. pág. 169; y, Ferrer Mac-Gregor, 
Eduardo, en: Ensayos sobre derecho procesal constitucional, Porrua, México, 2004, pág. 163, dirán que los 
autores son únicamente, Manuel Crescencio Rejón y Mariano Otero. 
 
53 El artículo en cuestión decía lo siguiente: “Los tribunales de la Federación ampararan a cualquier habitante de 
la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le conceden esta Constitución y las leyes 
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base de aquella redacción, según Fix-Zamudio54, habría sido instituido en los 
artículos 101 y 102 de la Constitución Federal, por los miembros del Congreso 
Constituyente de 1856-1857, dando lugar, de ese modo, a su formal nacimiento. 
 
A la luz de aquella configuración, se advierte que sus autores vieron en la 
institución del amparo, el surgimiento de un mecanismo jurisdiccional, básicamente, 
de protección de la Constitución en general, antes que de los derechos en 
particular55. Pero con independencia de ello, lo cierto es que con el paso de los 
años, la institución ha venido transformándose y de tal suerte, en la actualidad ya no 
es la misma ni en propio México ni en el resto de los Estados que la acogieron56. 
 
Como se ha dicho, en Bolivia, el amparo se introduce mediante la reforma 
constitucional del 2 de febrero de 1.967. En comparación con el resto de los 
Estados que acogieron la institución, tanto del nuevo como del viejo continente, 
probablemente haya llegado un poco tarde57. No obstante, lo cierto es que, en 
                                                                                                                                                       
constitucionales, contra todo ataque de los poderes legislativo y ejecutivo, ya de la Federación, ya de los 
Estados; limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el 
proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que lo motivare”, vide, VV AA: Los 
derechos del pueblo mexicano…, op. cit. pág. 914. 
 
54 Vide: Ensayos sobre el derecho de…, op. cit. pág. 27. 
 
55 El carácter de recurso constitucional orientado, esencialmente, a la protección de la supremacía de la 
Constitución subyace, además, del contexto constitucional –surgimiento del judicial review-, de la exposición 
de motivos de sus autores. Los referidos autores entendían que dicho procedimiento permitiría a la Corte 
Suprema de Justicia, “oponerse a las providencias anticonstitucionales del congreso y a las ilegales del poder 
ejecutivo, en las ofensas que hagan a los derechos políticos y civiles de los habitantes del Estado”; de ese modo, 
todos los jueces se hallarían sujetos en sus actuaciones, “a lo prevenido en el Código fundamental, 
prescindiendo de las leyes y decretos posteriores que de cualquier manera le contraríen”, vide, VV AA: Los 
derechos del pueblo mexicano…, op. cit. pág. 908. 
 
56 Es en este sentido, se dirá que el juicio de amparo mexicano constituye hoy en día una auténtica federación de 
instrumentos procesales que, en esencia responden a cinco grandes funciones a saber: “I. La protección de la 
vida y de la libertad personal frente a posibles restricciones o negaciones de tales derechos, como resultado de 
detenciones realizadas por autoridades administrativas (policía o Ministerio Público), en una modalidad similar 
al habeas corpus anglosajón; II. El amparo dirigido a verificar la adecuación o no de las leyes y disposiciones 
reglamentarias a los valores y principios constitucionales (amparo contra leyes); III. El amparo casación, o sea, 
de revisión de legalidad de las sentencias jurisdiccionales; IV. El amparo como mecanismo de defensa frente a 
la actividad de la administración pública, en una función análoga a la que desempeña el contencioso-
administrativo, y; V. Finalmente, tras las leyes de 1962 y 1963, el amparo previsto en materia agraria dirigido a 
la población ejidal o comunal con el objeto de proteger sus derechos individuales.” Vide, Soberanes Fernández, 
José Luís y Martínez Martínez, Faustino, José, en: Apuntes para la historia..., op. cit. pág. 120, cita No. 1. 
 
57 Una relación de los países latinoamericanos que acogieron dicho recurso, evidencia que: en El salvador fue 
incorporado en su texto constitucional en 1886; en Honduras y Nicaragua en 1894; en Costa Rica en 1949; en 
Venezuela en 1.961; en Argentina en 1.967; en Panamá en 1972; en Perú en 1979; en Uruguay en 1984; en 
Guatemala en 1985; Por su parte, Brasil bajo de denominación de “mandato de aseguranca” en 1988; Chile con 
la denominación de “recurso de protección” en 1980 y; Colombia, como “acción de tutela” en 1991. Y en el 
contexto Europeo, por citar los más influyentes: en Alemania en el año 1949, y España en la Constitución de 
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esencia, la inaugural configuración constitucional habrá de mantener los lineami-
entos básicos de su diseño original en el constitucionalismo mexicano58. Cosa que, 
sin embargo, de su actual regulación y funcionamiento, ya no puede decirse lo 
mismo, pues, el amparo boliviano despliega una dimensión constitucional, tanto en 
el orden formal así como en lo substancial, distinto al amparo mexicano. 
 
Si acaso mantienen alguna similitud, la misma es sólo de orden terminológico59. 
Pero por lo demás, difieren el uno del otro. Así por ejemplo, en cada uno de estos 
países, el amparo, funciona en dos sistemas de justicia constitucional distintos: en 
México, el juicio de amparo es parte del sistema difuso de control de 
constitucionalidad, y, se caracteriza principalmente por su “función casacional”; en 
cambio en Bolivia, el proceso de amparo es parte del sistema concentrado de 
justicia constitucional, y como tal tiene una función preponderantemente tutelar, de 
carácter preventivo y correctivo. Son justamente estas particularidades y otras60, las 
que en definitiva repercuten en su funcionalidad, y por sobre todo, no dejan de ser 
determinantes para definir su naturaleza y dimensión constitucional. 
 
Ya en lo que respecta a los antecedentes en el constitucionalismo boliviano, con 
excepción del recuso de habeas corpus, prácticamente no existe un antecedente 
claro y mucho menos expreso que permita entablar una relación directa e inmediata. 
Si bien es cierto que pueden considerarse como antecedentes legales, el «amparo 
de posesión» reconocido en el antiguo Código de procedimiento civil de 1.83161, o, 
                                                                                                                                                       
1932. Mas referencias, vide, VV AA: Garantías jurisdiccionales para la defensa de los derechos humanos en 
Iberoamérica, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México, 1992.  
  
58 Una de las influencias del amparo mexicano tiene que ver, por ejemplo, con el ámbito de protección del 
amparo, pues tanto en el país de origen como en Bolivia, los textos constitucionales dicen que dicho recurso 
protege los derechos previstos en la constitución y las leyes, es decir, su ámbito de protección es impreciso o 
demasiado amplio; del mismo modo, tanto en México como en Bolivia, el amparo sirve para impugnar actos de 
los particulares, por supuesto actos que violan derechos fundamentales. 
 
59 Bien es verdad que en México la institución se conoce con el nombre de juicio de amparo y en Bolivia de 
recurso de amparo (art. 19.I. CB) y recurso de amparo constitucional (art. 94 y ss. LTC); no menos cierto es que 
ambos hacen referencia a un mecanismo jurisdiccional de protección de los derechos. 
 
60 Entre otras diferencias se pueden anotar: el juicio de amparo mexicano tiene, además, la función del habeas 
corpus, a través del mismo se puede demandar la inconstitucionalidad de las leyes (amparo contra leyes); del 
mismo modo, sirve para demandar contra la actividad de la función pública (amparo contenciosos-
administrativo), etc. más detalles, vide, Fix-Zamudio, Héctor: Ensayos sobre el derecho de amparo, UNAM, 
México, 1993, pág. 236. 
 
61 Este recurso se tramitaba ante el juez instructor en materia civil, como una medida cautelar, frente al 
avasallamiento de la propiedad privada. Su principal finalidad era garantizar el derecho de posesión. 
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el «amparo administrativo» que estaba previsto en la Ley de Organización Política y 
Administrativa de 1.88862; no menos cierto es, sin embargo, que dichos 
precedentes, por diferentes razones -entre otras, su configuración legal en una 
norma ordinaria, su ámbito de protección, su objeto procesal, su naturaleza 
infraconstitucional y su trámite incluso extra jurisdiccional- no pueden ser 
consideradas como antecedentes ni mediatos ni inmediatos, y mucho menos 
directos del proceso en cuestión63. 
 
El Habeas Corpus se considera un antecedente o precedente del amparo, en 
tanto en cuanto se trata de un mecanismo jurisdiccional de similares características 
que el amparo. Por citar algunas de esas similitudes, se puede decir que al igual 
que el amparo, el Habeas Corpus: es un mecanismo procesal de naturales 
constitucional, y como tal; es de naturaleza extraordinaria –e incuso subsidiaria-64; 
se tramita en sede constitucional; tiene un procedimiento especial, y; tiene por 
finalidad, proteger uno de los principales derechos fundamentales, la libertad física o 
de locomoción65. De ahí que, cierta parte de la doctrina, aunque con otro 
fundamento, considere a la institución del amparo, por una lado, “una extensión del 
Habeas Corpus”66 y, por el otro, “un desgajamiento histórico del Habeas Corpus”67. 
Pero, por lo demás, lo cierto es que en el Derecho interno no existe ningún otro 
precedente, no al menos, como ya se dijo, de forma que permita entablar una 
relación directa e inmediata. 
 
                                                 
62 Este recurso, instituía la facultad –administrativa- de los Prefectos (en España, Presidentes de cada 
Comunidad Autónoma), “de mantener bajo su responsabilidad el orden público y garantizar a las personas en el 
ejercicio libre de sus propiedades, principalmente contra los ataques de hecho de terceros”, vide, Urioste, Juan 
Cristóbal: Constitución Política del Estado. Historia..., op. cit. pág. XXVIII. 
 
63 No obstante, a decir de Morales Guillen, el recurso directo de nulidad supone también “en cierto modo (…) 
un precedente doméstico, aunque limitado del amparo constitucional”, vide, Morales Guillén, Carlos: Código de 
Procedimiento Civil, Imprentas Unidas, La Paz, 1978, pág. 756. 
 
64 En rigor, la subsidiariedad del Habeas Corpus, no viene impuesta por su configuración constitucional, sino, 
por una sentencia, poco coherente con dicha regulación, dictada por el TC; se trata de la STC No.  0181/ 2005, 
sobre el que se volverá más adelante. 
 
65 Valga precisar que recurso de habeas corpus, se activa frente a la violación del debido proceso, sólo cuando 
dicha violación conlleva, sea la persecución, detención o apresamiento ilegales, es decir, cuando la violación del 
debido proceso suponga la afectación de la liberta personal. 
 
66 Vide, Arce Zaconeta, Héctor Enrique: Recursos constitucionales en..., op, cit, pág. 35. En efecto, se dirá, 
además, que el amparo “se fue implantando a lo largo de la historia” porque “se fue justificando la imperiosa 
necesidad de contar con otro procedimiento complementario del Habeas Corpus”, Íbidem., pág. 37. 
 
67 Íbidem., pág. 44. 
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2.3.1. Su regulación constitucional 
 
Los términos en los que la aludida reforma constitucional instituyo el amparo (art. 
19), venían recogidos de la siguiente manera: 
 
“Fuera del recurso de “habeas corpus” a que se refiere el artículo anterior, se establece 
el recurso de amparo contra los actos ilegales o las omisiones indebidas de los 
funcionarios o particulares que restrinjan, supriman o amenacen restringir o suprimir los 
derechos y garantías de las personas reconocidos por esta Constitución y las leyes. 
El recurso de amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada o por otra 
a su nombre con poder suficiente ante las Cortes Superiores en las capitales de 
Departamento y ante los Jueces de Partido en las provincias, tramitándoselo en forma 
sumarísima. El Ministerio Público podrá también interponer de oficio este recurso cuando 
no lo hiciere o no pudiere hacerlo la persona afectada. 
La autoridad o la persona demandada serán citadas en la forma prevista por el artículo 
anterior a objeto de que preste información y presente, en su caso, los actuados 
concernientes al hecho denunciado, en el plazo máximo de 48 horas.  
La resolución final se pronunciará en audiencia pública inmediatamente de recibida la 
información del denunciado y, a falta de ella, lo hará sobre la base de prueba que ofrezca 
el recurrente. La autoridad judicial examinará la competencia del funcionario o los actos del 
particular y, encontrando cierta y efectiva la denuncia, concederá el amparo solicitado 
siempre que no hubiere otro medio o recurso legal para la protección inmediata de los 
derechos y garantías restringidos, suprimidos y amenazados, elevando de oficio su 
resolución ante la Corte Suprema de Justicia para su revisión, en el plazo de 24 horas. 
Las determinaciones previas de la autoridad judicial y la decisión final que conceda el 
amparo serán ejecutadas inmediatamente y sin observación, aplicándose, en caso de 
resistencia, lo dispuesto en el artículo anterior”68. 
 
Como se puede advertir, la disposición constitucional era -y por cierto, sigue 
siendo- bastante llamativa; particularmente por dos razones que saltan a la vista: a) 
su forma, y; b) su contenido. Lo sugestivo de su forma radica en el hecho de que se 
trata de una regulación poco habitual para el texto de una Constitución, casi 
reglamentaria, casuística se suele decir inclusive69; en cambio su contenido, a pesar 
                                                 
68 La norma dispuesta, en el referido artículo anterior (art. 18.V), establecía lo siguiente: “Los funcionarios 
públicos o personas particulares que resistan las decisiones judiciales, en los casos previstos por este artículo, 
serán remitidos por orden de la autoridad que conoció del “habeas corpus”, ante el Juez en lo Penal para su 
juzgamiento como reos de atentado contra las garantías constitucionales”, vide, Vaca Díez, Hormando: El 
pensamiento…, op. cit. pág. 457 y 458. 
 
69 Vide, VV AA: La Constitución Política del Estado. Comentario crítico, Honrad Adenauer Stiftung/Kipus (3ª 
ed.), Cochabamba, 2005, pág. 109. 
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del carácter reglamentario de su formulación, peca de imprecisión, ya que, no 
definía con la suficiente y necesaria claridad, ni su naturaleza constitucional y 
mucho menos el ámbito de su protección que a la postre terminará convirtiéndose 
en su principal fuente de conflictividad funcional. 
 
Sin embargo, al tratarse de una regulación que forma parte del contexto 
iberoamericano, ciertamente, no es del todo atípico; en otras palabras, dicha 
regulación –poco menos que reglamentaria- no deja de ser el común denominador 
de una buena parte de los ordenamientos estatales del contexto, pues, en la 
mayoría de los países iberoamericanos que cuentan con un mecanismo similar, sus 
respectivas constituciones dedican un espacio bastante “extenso” a su 
configuración. Entre ellos, por ejemplo, la Constitución argentina (art. 43, acción de 
amparo) o, la colombiana (art. 86 y 141.9º, acción de tutela)70.  Donde esta 
regulación resulta extensa es en relación con las constituciones del contexto 
europeo, en las que apenas existe una breve declaración de la institución, tal es el 
caso, por ejemplo, de las constituciones de Alemania (art. 19) y España (art. 53.2). 
 
Las razones explicativas de una determinada forma de regulación en ambos 
lados del atlántico, lo más probable es que respondan a las circunstancias históricas 
y coyunturales en las que fueron incorporados en los textos constitucionales. En lo 
que respecta al estatuto constitucional boliviano y en particular en cuanto a la forma 
de su regulación constitucional, tal extremo, podría explicarse sólo a partir de dos 
propósitos del constituyente: por un lado, en tanto un propósito psicológico-
pedagógico antes que técnico-jurídico, y por el otro, en tanto un propósito de 
concebir una institución con garantías de perdurabilidad. En otras palabras, al 
parecer, el constituyente, frente a la importancia y trascendencia de la singular 
institución, lo que pretendía era: por una parte, que su desarrollo normativo –mejor 
si completo- esté establecido en la propia Constitución y no así en una ley ordinaria 
y, por otra, su abrogación, modificación o derogación, no estén sujetos a un 
procedimiento de reforma ordinaria –lo cual supondría dejar la institución a merced 
del eventual legislador ordinario- sino y en todo caso, a una reforma constitucional. 
                                                 
70 Entre las otras regulaciones del contexto latinoamericano, probablemente la regulación peruana (art. 200.2º) 
sea la menos extensa; en cualquier caso, una relación completa del resto de las constituciones donde se puede 
revisar sus respectivas regulaciones, se tiene en la página web del Instituto de Derecho Comparado “Manuel 
García Pelayo” en la siguiente dirección: http://www.uc3m.es/uc3m/inst/MGP/consibam.htm. 
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En cambio, en relación con la imprecisión y amplitud del amparo en cuanto a su 
ámbito de tutela, cabría decir que, tal extremo, no es sino el resultado del pasado 
inmediato; de aquel pasado que se caracteriza por las desigualdades sociales y 
económicas, y, fundamentalmente, por los abusos de los poderes públicos y la 
indefensión de los ciudadanos frente a esos atropellos. En ese contexto, el 
constituyente de 1.967, al introducir el proceso de amparo como el mecanismo 
protector de todo tipo de derechos y garantías constitucionales, lo que hará es 
instituir un procedimiento capas de operar: “…contra los actos ilegales o las 
omisiones indebidas de los funcionarios o particulares que restrinjan, supriman o 
amenacen restringir o suprimir los derechos y garantías de las personas 
reconocidos por esta Constitución y las leyes”71. 
 
Así las cosas, la intención del constituyente no parece haber sido nada ilógica. 
Pero, si dicha perspectiva de análisis se invierte, la situación cambia y aquel 
propósito deja de ser del todo loable. Así, por ejemplo, el hecho de que el proceso 
de amparo venga poco menos que reglamentado por la Constitución y, por lo tanto, 
sometido a la reforma constitucional –dadas las exigencias formales y materiales 
que ello implica- reduce el margen de actuación –o intervención reglamentaria- del 
legislador ordinario; tanto para su reglamentación, como para su reforma o 
adecuación a las nuevas exigencias de su funcionalidad, más aun si se toma en 
cuenta su dinamicidad. Sobre esto último se volverá más adelante. 
 
 
2.3.2. Su  regulación legal 
 
Pese a que la regulación constitucional es poco menos que reglamentaria, no 
menos cierto es que dicha regulación necesita de un amplio desarrollo legal. Este 
desarrollo legal que, como es natural, debía de producirse inmediatamente después 
de haber sido aprobado el texto constitucional, sin embargo, inexplicablemente, 
recién habrá de producirse aproximadamente una década después72; más en 
                                                 
71 Vide, Vaca Díez, Hormando: Pensamiento constitucional…, op. cit. pág. 409. 
 
72 Dado que la Constitución era poco menos que reglamentaria, durante el tiempo que transcurre entre la 
adopción constitucional del amparo y la reglamentación legal, la tramitación del amparo habrá de regirse al 
texto de la Constitución y en su defecto, se aplicaba de manera supletoria, las disposiciones pertinentes del 
Código de Procedimiento Civil de 1.831. 
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concreto, en el año 1.97573 y no precisamente con carácter especial y específico, 
sino como parte de la reforma del Código de Procedimiento Civil promulgado como 
Decreto Ley (DL). 
 
A propósito, aquel DL, además de regular todos y cada uno de los procesos y 
recursos ordinarios en materia civil, se encargaba también del desarrollo legal del 
proceso de amparo en particular (arts. 762 al 767) y del resto de los procesos 
constitucionales en general74. Lo que supone decir que la primera reglamentación 
legal del amparo, habrá de efectuarse mediante una ley procesal ordinaria, es decir, 
juntamente con el resto de los procesos y recursos ordinarios y extraordinarios que 
dicha ley regulaba75. 
 
Ahora bien, dado que dicha reglamentación legal ya no está en vigor, no se 
entrará en un análisis pormenorizado del mismo, aunque si conviene abordar 
algunas de sus notas más características, especialmente desde la perspectiva 
funcional. Ello, sin otra finalidad que la de conocer sus resultados, ya que desde 
agosto de 1.975 hasta junio de 1.999, la referida ley será la aplicable. 
 
Desde el punto de vista normativo, durante los años comprendidos entre 1.967 y 
1.999, el amparo operaría con distinto tipos de ordenamientos: entre los años 1.967 
a 1.975, el amparo tenía a la Constitución (art. 19) como única norma que regulaba 
su funcionamiento; entre los años 1.975 y 1997, el amparo tendrá como norma 
reguladora el Libro Cuarto “De los procesos especiales”, Título II “De los procesos y 
recursos previstos en la Constitución Política del Estado”, Capítulo III. “Amparo 
Constitucional”, (arts. 762 al 767) del referido DL y, por último; entre los años 1.997 
                                                 
73 Con mayor precisión, la referida regulación sería llevada a cabo a través del Decreto Ley Nº 12760 del 6 de 
agosto de 1.975, dictado por el entonces Presidente –de facto- Hugo Bánzer Suárez. Esta ley se mantendrá en 
vigor, como DL, hasta el año 1.997, ya que posteriormente será elevado a rango de Ley por el Congreso 
Nacional, mediante Ley de la República, No. 1.760 del 28 de febrero de 1.997. 
 
74 Entre los otros procesos constitucionales que serían reglamentados por la misma ley, estaban: el recurso 
incidental -o de puro derecho- de inconstitucionalidad de las leyes, el recurso de habeas corpus, el recurso 
directo de nulidad, el recurso contra las resoluciones del Poder Legislativo o una de sus cámaras, el recurso 
contra impuestos ilegales, etc. 
 
75 Sobre dicha regulación legal se dirá y con bastante acierto, que “no fue otra cosa que la reiteración de las 
normas establecidas por el art. 19 de la Constitución”, vide, Rivera Santibáñez, José Antonio: Jurisdicción 
Constitucional: Procesos constitucionales en Bolivia, Kipus (2ª ed.), Cochabamba, 2004, pág. 367. 
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y 1.999, el amparo estará regulado por la misma norma adjetiva civil, pero esta vez, 
ya no con naturaleza de DL, sino de Ley ordinaria76. 
 
En paralelo con los tres tipos de regulación señalados, el funcionamiento del 
amparo puede dividirse en otras tres etapas: la primera, de 1.967 a 1.975, aquí el 
amparo se caracteriza, básicamente, por su escasa o casi nula funcionalidad como 
institución tutelar de los derechos fundamentales. Dicha inactividad se explicaría, de 
un lado, en la falta de conocimiento de la institución por parte de los operadores 
jurídicos y, de otro, en la falta de una adecuada reglamentación legal que permita 
una mejor comprensión, y por lo tanto, una fácil tramitación; la segunda etapa, de 
1.975 a 1.999, comprende otros dos periodos totalmente opuestos, la primera, a la 
que puede denominarse como la “fase compleja” (1.975-1.982)77, y; la segunda, 
como la “fase de conocimiento” (1.982-1.997)78 y, por último; la tercera etapa, de 
1.997 a 1.999, al que puede denominarse como la etapa de transición, que se 
caracteriza, principalmente, por la toma de conciencia sobre la importancia y 
trascendencia del amparo, en tanto mecanismo jurisdiccional de protección de los 
derechos y garantías fundamentales79.  
 
                                                 
76 Valga precisar que el legislador de 1.997 a tiempo de elevar a rango de Ley ordinaria aquel DL de 1.975 no 
hizo ninguna modificación sobre el particular, de modo que en ambas etapas la norma reguladora del amparo, 
prácticamente ha sido la misma, con la única diferencia de la naturaleza de las leyes en que venia prevista. A 
propósito, el art. 762 empezará diciendo que “La procedencia y trámite del amparo constitucional se sujetará a 
lo previsto por la disposición pertinente de la Constitución”, es decir, lo que hacía era reenviar el cauce 
procesal a la Constitución, siendo que lo esperado era exactamente lo contrario. 
 
77 Compleja la primera, por no existir en aquel momento las condiciones jurídico-políticas necesarias para su 
funcionamiento, básicamente, por la concurrencia de los regímenes dictatoriales, los mismos que por sus 
propias características, no eran precisamente partidarios del respeto y garantía de los derechos, al contrario, eran 
más bien sus peores enemigos. 
 
78 De conocimiento la segunda, por el hecho de que a partir de 1.982, Bolivia recobra y/o retorna a la 
democracia, y con ello, lógicamente, retorna la idea del respeto a la Constitución y a los derechos 
fundamentales. Con la democracia, retorna la concepción de los derechos y garantías fundamentales como 
límites frente al poder y, precisamente, es allí donde el proceso de amparo empieza a adquirir cierta importancia 
que con el paso del tiempo irá creciendo. 
 
79 La referida transición, en los términos expuestos, será propiciada, fundamentalmente, por el Tribunal 
Constitucional, como parte de su labor de “pedagogía constitucional”, a la que por cierto, estuvo avocado casi 
en un 100%, durante los primeros meses en que no ejercitó sus funciones. Al respecto, son bastante ilustrativas 
las palabras pronunciadas en Sucre, el 4 de enero de 1.999, por su primer Presidente, quien venía decir que “En 
cuanto a la pedagogía constitucional, es deber del Tribunal difundir el conocimiento, la comprensión y la 
valoración de las normas fundamentales, procesos necesarios para crear una conciencia constitucional… Esta 
labor se cumplirá en dos fases: una general, que estará implícita en el ejercicio de sus competencias cotidianas, 
y otra específica, a través de conferencias, seminarios, publicaciones, exposiciones, etc.”, vide, Dermizaky 
Peredo, Pablo: Justicia constitucional y Estado de Derecho, Alexander, Cochabamba, 2003, pag. 11. 
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2.3.3. Los órganos competentes y el procedimiento 
 
De conformidad con la regulación constitucional de 1.967 (art. 19), la tramitación 
del proceso de amparo en su integridad, se dividía –y continúa así en la actualidad- 
en dos “fases” o etapas: la primera a la que se denominará como la fase de 
verificación, y, la segunda, como la fase de revisión. La competencia del 
procedimiento en sus dos fases, siempre a la luz de aquella Constitución, estaba 
asignada –en su integridad- a la jurisdicción ordinaria, específicamente, la primera 
fase -o fase de verificación- a los Jueces de Partido en las provincias y las Cortes 
Superiores de Distrito (CSD) en las Capitales de Departamento y; la segunda fase -
o fase de revisión- a la Corte Suprema de Justicia (CSJ)80. 
 
Dado que la reforma de 1.994, en relación con los órganos competentes de la 
tramitación del proceso de amparo, en sus dos fases, sólo modifica, en sí excluye la 
competencia de la Corte Suprema, respecto de la fase de revisión; las páginas 
siguientes se ocuparan, sólo del otrora competencia de la CSJ y no así de la 
competencia de los jueces y tribunales de la primera fase, ya que sobre ellos se 
volverá en la tercera parte del trabajo, específicamente en el capítulo 
correspondiente a la competencia de la fase de verificación81. En tal sentido, hay 
que decir que dicha competencia de la CSJ para conocer y resolver el proceso de 
amparo en su fase de revisión, vendría prevista en el penúltimo apartado del art. 19. 
Éste precepto constitucional de manera expresa, establecía que la autoridad judicial 
                                                 
80 A pesar de que en el siguiente capítulo se volverá sobre esta distinción, es importante -desde un principio- 
dejar constancia que el proceso de amparo, en la actualidad, continúa tramitándose en dos grados o fases. Pero a 
diferencia del anterior, las CSD y los jueces de Partido en las provincias -que siguen siendo competentes para 
conocer de la primera fase de verificación- ejercen dicha competencia ya no en el ámbito de la jurisdicción 
ordinaria sino de la jurisdicción constitucional y, por otro lado, la segunda fase o de revisión hoy es 
competencia exclusiva del TC. 
 
81 Sólo a modo de adelanto, el artículo 19.II, en relación con la fase de verificación establecía que las 
autoridades competentes, para conocer y resolver el proceso de amparo son: “las Cortes Superiores en las 
capitales de Departamento”, y; “los jueces de Partido en las provincias”. Por su parte, el referido Código de 
procedimiento civil, después de remitirse a la Constitución (art. 762), en su art. 763, agregaría que las Cortes 
Superiores son competentes para conocer el recurso de amparo, “en una de sus salas, por turno”. Por lo demás, 
la norma procesal en cuestión, no hará más que reiterar lo ya previsto por la Constitución, es decir, que “en las 
provincias son competentes los jueces de partido”. En el mismo sentido la Ley de Organización Judicial de 
1.993, a tiempo de regular la organización y las atribuciones de los diferentes órganos jurisdiccionales, en su art. 
103.12ª refiriéndose a las CSD establecía como una de las atribuciones de la Sala Plena, “Conocer los recursos 
de hábeas corpus y amparo establecidos por la Constitución Política del Estado”. En el mismo sentido en su 
art. 125 dirá que las Cortes Superiores de Distrito, “en una de sus salas, por sorteo conocerán los recursos de 
amparo constitucional”. En relación con los Juzgados de Partido, el art. 161 de la norma en cuestión, 
ciertamente, no era del todo explícito. 
 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
49   
que conociere del recurso de amparo, deberá elevar “de oficio su resolución ante la 
Corte Suprema de Justicia para su revisión, en el plazo de 24 horas”. 
 
No del todo concordante con dicho precepto constitucional, el art. 767 del 
referido Cpc de 1.975 establecía que “La resolución que se pronunciare se elevará 
en revisión, de oficio, dentro de las cuarenta y ocho horas, ante la Corte Suprema 
de Justicia”82. Empero, de ahí en más, no existía norma alguna que regulase dicho 
procedimiento de revisión, no al menos hasta la promulgación en 1.993, de la Ley 
de Organización Judicial (LOJ). En efecto, será esta ley la que se encargue de 
regular en mejores condiciones, el procedimiento de revisión, estableciendo, por 
ejemplo, que dicho procedimiento debe ser conocido y resuelto por las salas, más 
específicamente, por las salas en materias civil y penal83. 
 
La asignación del expediente de amparo en revisión a una u otra sala, se 
realizaría en función a la materia a la que estaba vinculada la pretensión de amparo 
objeto de revisión; así por ejemplo, según el art. 58. 4ª se establecía que son 
atribuciones de las Salas Civiles, “Conocer en revisión, los fallos pronunciados por 
las autoridades inferiores dentro de los recursos de amparo constitucional 
planteados contra resoluciones en materias civil-comercial, de familia y del menor”; 
por su parte, el art. 59. 7ª relativa a las atribuciones de la Sala Penal, establecía las 
de “Conocer en revisión, las resoluciones pronunciadas por los tribunales inferiores 
en los recursos de hábeas corpus, así como las pronunciadas dentro de los 
recursos de amparo constitucional contra autoridades en materia penal”. 
 
Ahora bien, como se puede advertir, la competencia de la CSJ, mediante sus 
Salas, en la tramitación del proceso de amparo, se limitaba a la fase de revisión, lo 
                                                 
82 Como se puede advertir, entre lo dispuesto por esta norma y lo dispuesto por la Constitución, existía una 
contradicción en cuanto al plazo para la remisión de la resolución ante la CSJ, ya que, por un lado, la 
Constitución establecía un plazo de 24 horas, sin embargo, el Cpc establecía 48 horas. Dada la supremacía 
normativa de la Constitución que conlleva su aplicación preferente, lo lógico era que prevalezca el primero 
respecto del segundo; sin embargo, en los hechos o la práctica, casi ninguna de las dos normas se cumplieron y 
por lo tanto mucho menos la Constitución, ya que, los actuados eran remitidos en algunos casos incluso con 
meses de demora. 
 
83 Internamente la CSJ estaba organizada por materias -continúa estándolo así- y en tres Salas: Civil; Penal, y; 
Social de Minería y Administrativa. Vide, artículos 105, 106, 107, 108 y 109, LOJ, respectivamente. Sin 
embargo, inexplicablemente entre las atribuciones de la tercera sala –sala Social, de Minería y Administrativa-, 
no se contemplaba dicha competencia, es decir, que la referida sala estaba exenta de revisar las resoluciones de 
amparo dictadas por los tribunales y jueces de instancia en su fase de verificación. 
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que supone decir que dicho tribunal, sólo podía intervenir en su fase de revisión y 
no así, además, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, en la fase de 
verificación84; esta fase era y continúa siendo, aunque en un ámbito distinto, 
competencia exclusiva de las Salas de las CSD en las capitales de Departamento y, 
de los Jueces de Partido en las provincias. 
 
Por otra parte, esta vez ya desde el punto de vista funcional y antes de pasar al 
siguiente Capítulo, no está de más hacer una breve valoración, de cara a su 
descripción, de los resultados positivos y negativos del ejercicio durante más de dos 
décadas, por parte de la Corte Suprema, de dicha competencia. Entre los resultados 
positivos, lamentablemente, no hay mucho que destacar, si acaso cabría resaltar, 
con carácter excepcional, alguna sentencia; en cambio, entre los resultados 
negativos o menos positivos, ciertamente, son muchas las falencias a los que cabe 
referirse. 
 
Una de esas notas negativas, aquella que más que ninguna ha contribuido a la 
esterilidad del proceso de amparo durante aquel periodo, ha sido la demora de su 
revisión, precisamente, por parte de la CSJ85. Tal fue la demora que, desde la 
remisión de los actuados por el juez de primera fase hasta la resolución final emitida 
por la CSJ, el procedimiento de revisión tardaba un promedio de tres años. 
Asimismo, otro de los factores que han incidido negativamente en la eficacia del 
amparo, ha sido su falta de reglamentación legal en una ley especial y distinta a la 
ley ordinaria; el hecho de haber sido regulado por el Cpc, esto es, por una norma 
procesal común y ordinaria, a los ojos de los litigantes y su Abogados, el amparo se 
presentaba como uno más del conjunto de recursos comunes y ordinarios regulados 
por dicha norma adjetiva civil. 
 
Otro de los factores que provocarían la infravaloración del proceso de amparo, 
sería la errónea concepción que se tenía, tanto del amparo como de la institución de 
                                                 
84 Quepa adelantar que la CSJ ni siquiera en el amparo vigente tiene competencia para conocer y resolver dicho 
recurso en su fase de verificación. Esta falta de competencia, a priori, evitará que con motivo del recurso de 
amparo se den tensiones entre el TC y la CSJ. No obstante, sobre esto se volverá más adelante. 
  
85 La falta de celeridad en la revisión por parte de la CSJ probablemente se deba al hecho de que ninguna norma 
establecía un plazo alguno para tal fin, no en los términos previstos para la tramitación en primer grado, la 
misma que por cierto, a lo sumo demoraba 10 días. 
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cosa juzgada86, especialmente frente a aquellas resoluciones (en su mayoría Autos 
Supremos) emitidos por la propia CSJ87. En primer lugar, el hecho de sojuzgar el 
amparo al grado de un recurso ordinario, suponía desconocer su capacidad para 
impugnar las resoluciones emitidas por la máxima instancia judicial como es la CSJ, 
pues, en la concepción tradicional dichas resoluciones, eran de por sí, definitivas e 
irrevocables. Por tal razón, admitir que los mismos -siquiera teóricamente- pudieran 
ser impugnados a través del amparo y, por consiguiente, dejados sin efecto legal, 
era una posibilidad poco menos que impensable. 
 
En segundo lugar y acaso como consecuencia del primero, a través del amparo 
tampoco podía impugnarse aquellas sentencias que tenían calidad de cosa juzgada 
ya que ello, a criterio de la Corte Suprema suponía una flagrante violación del 
principio de seguridad jurídica. En otras palabras, admitir la posibilidad de impugnar 
en amparo una sentencia de la Suprema, hubiera sido para la CSJ, algo así como 
admitir su propio error, extremo que obviamente dada la “magnificencia” de los 
“supremos” era -y es todavía- difícil de asumir y más aun de practicar. Un ejemplo 
de dicha concepción, es el siguiente extracto que pone de manifiesto la línea 
doctrinal asumida por la CSJ.  
 
“No es admisible que conociendo una demanda de amparo, se declare procedente el 
mismo atentando contra la autoridad de la cosa juzgada” 88. 
 
Dicho lo cual, resta por decir que la asignación de competencia a la jurisdicción 
ordinaria para conocer y resolver el proceso de amparo, por el modelo de justicia 
constitucional que se hallaba en vigor en aquel entonces, el difuso, en rigor no 
suponía otra cosa que adecuar el amparo a dicho modelo de justicia constitucional. 
Lo que a su vez explica el hecho de que su ejercicio no suponía el ejercicio de una 
competencia extraordinaria o especial ni mucho menos, sino, el ejercicio de una 
                                                 
86 A pesar de que se volverá sobre ello en la segunda parte del trabajo, valga adelantar que hasta antes del 
funcionamiento del Tribunal Constitucional, la CSJ manejaba únicamente la cosa juzgada formal, dejando de 
lado la cosa juzgada material; por consiguiente, a través del proceso de amparo, ningún fallo -por más que sea 
violatoria de los derechos y garantías fundamentales- podía ser “revisado” y mucho menos dejado sin efecto. 
 
87 Las resoluciones emitidas por la CJS reciben la denominación de Autos Supremos; las emitidas por las CSD 
reciben la denominación del Autos de Vista y por última, las emitidas por los Jueces de Partido –y en su caso 
por los jueces de instrucción- Sentencias. 
 
88 La cita jurisprudencial ha sido tomada de, Urioste Cristóbal, Juan: Constitución Política del Estado..., op. cit. 
pág. 138. 
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más del conjunto de sus competencias comunes y corrientes. Dicho de otro modo, 
en aquel modelo difuso, la competencia del proceso de amparo, por los referidos 
órganos judiciales, era actuada, no como un mecanismo jurisdiccional de naturaleza 
constitucional y extraordinaria, sino, tal como ya se dijo, como uno más del conjunto 
de recursos ordinarios existentes en el ordenamiento jurídico estatal. Ello era así, 
por el hecho de que no existía la distinción o división entre la jurisdicción ordinaria y 
la jurisdicción constitucional. De ahí que, el ejerció competencial del amparo, es 
decir, su tramitación de principio a fin, en modo alguno suponía para aquellos 
tribunales y jueces, salir del marco de sus competencias naturales u ordinarias, sino 
permanecer en ellas. Este extremo, sin embargo, dejará de ser así a partir de la 
reforma constitucional de 1.994 y más concretamente, a partir del funcionamiento 
del Tribunal Constitucional (junio de 1.999), del que justamente se ocupan los 
siguientes Capítulos. 
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II. EL CONSTITUCIONALISMO VIGENTE: La redefinición del amparo en 
el marco del nuevo sistema de justicia constitucional de tipo 
concentrado 
 
El constitucionalismo vigente -sin dejar de lado la reforma de 2.004- no se 
entiende sino a la luz de la reforma constitucional de 1.994, y por lo tanto, su 
acometimiento presupone la descripción de un periodo constitucional de una década 
y poco más de funcionamiento. Evidentemente, se trata de un periodo constitucional 
relativamente corto, pero cualitativamente mejor que sus predecesores; un periodo 
con un sistema constitucional de protección de los derechos y garantías 
fundamentales sin precedentes y acaso por ello mismo, exento de las vicisitudes del 
pasado, pero a la vez abierto a los retos del futuro. 
 
En este sentido, el constitucionalismo vigente, es pues un periodo constitucional 
al que puede calificarse, por un lado, como el periodo de la consolidación del 
sistema democrático y, por el otro, como el periodo de instauración y fortalecimiento 
de las principales instituciones protectoras de los derechos y garantías 
fundamentales89; puede decirse también que, pese a su corta vigencia, se trata de 
un periodo constitucional donde los poderes públicos y la sociedad en su conjunto, 
paulatinamente vienen asumiendo los límites y disfrutando las bondades del Estado 
constitucional de Derecho90. Se trata en definitiva, de un periodo constitucional 
donde se ha terminado de admitir que el valor de la Constitución se manifiesta, en 
última instancia, no por la importancia de lo que en ella se contiene sino por la 
protección que a la misma se le dispensa91. Es precisamente esto último, lo que 
constituyente reformador de 1.994, puso de manifiesto.  
                                                 
89 Efectivamente, durante este periodo constitucional, tal como ya se ha adelantado, se han adoptado diferentes 
medidas, tanto legislativas como institucionales; en algunos casos se han instituido nuevos mecanismos y en 
otros se han fortalecido los existentes, pero todos ellos con una única finalidad, la de forjar una conciencia 
constitucional -individual y colectiva- que se traduzca primordialmente, de una parte, en la vigencia de los 
derechos y garantías fundamentales y de otra, en el fortalecimiento del sistema democrático. 
 
90 El Estado de Derecho como Estado constitucional de Derecho, supone, en palabras de Aragón Reyes Manuel, 
“que los ciudadanos tienen asegurados por la Constitución unos derechos de libertad y de participación que los 
poderes constituidos no pueden conculcar”, en: Estudios de Derecho…, op. cit. pág. 113. Una visión más amplia 
de lo que supone la transformación del Estado de Derecho en Estado Constitucional, vide, Zagrebelsky 
Gustavo: El derecho dúctil…, op. cit. págs. 21 y ss.. 
 
91 En este sentido, refiriéndose a la eficacia del valor normativo de la Constitución, López Ulla, Juan Manuel: 
Orígenes constitucionales del…, op. cit. pág. 23. 
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Ciertamente, para un país como Bolivia, cuya conciencia social recién estaba 
terminando de borrar de su memoria las profundas huellas que habían dejado en él 
las dictaduras a las que fue sometida, sin duda alguna, las instituciones introducidas 
en la reforma constitucional de 1.994, eran una necesidad y una exigencia a la vez 
que no podían esperar más tiempo. Sin embargo, como toda reivindicación, la 
puesta en funcionamiento de las novísimas instituciones que trajo consigo dicha 
reforma, supondrá emprender, por un lado, un trayecto nada pacífico y en algunos 
casos desconocido y, por el otro, enfrentarse a una cultura jurídica poco 
comprometida con la institucionalidad democrática y mucho menos con el respeto a 
los derechos y garantías fundamentales. 
 
No obstante, tal como se verá en los apartados que siguen, se puede decir que 
en la actualidad el referido emprendimiento, a pesar de su corta trayectoria, discurre 
por buen camino. Aunque ello, en modo alguno significa que ya todo esta dicho ni 
mucho menos hecho; al contrario, queda aun mucho por recorrer y en esa travesía, 
seguramente, hay todavía mucho por aprender y también por rectificar. 
 
 
1. Características  y  organización  del  poder  frente a los derechos en el 
constitucionalismo vigente 
 
A diferencia de los dos anteriores periodos constitucionales hasta ahora 
descritos, el sistema constitucional en vigor se caracteriza: en primer lugar, por su 
corta temporalidad, el mismo que comprende poco más de diez años y; en segundo 
lugar, por su falta de institucionalidad y/o de estabilidad constitucional92. En otras 
palabras, la segunda característica de este periodo constitucional seguirá siendo la 
inestabilidad; pero esta vez, dicha inestabilidad ya no será producto de las 
dictaduras ni los golpes de Estado, ni se manifestará sólo en términos de 
inestabilidad constitucional. Será en todo caso, producto, por un lado, de la perversa 
exclusión de determinados sectores de la sociedad de los ámbitos de participación y 
de toma de decisiones y, por el otro, de las grandes desigualdades, especialmente 
                                                 
92 Hablar de inestabilidad constitucional como bien se sabe no es sino, hablar de las constantes reformas a la 
Carta fundamental, en efecto, aquella reforma de 1.994 -que supone el cimiento del sistema en vigor- sólo habrá 
de estar en vigor un periodo de diez años, ya que el año 2004 sería sometido a una nueva reforma; reforma de 
cuyas características e innovaciones, por cierto, se acometerá en las siguientes páginas. 
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en cuanto a la distribución de la renta interna. En ese contexto, tanto la inestabilidad 
política -por su inoperancia-, como la inestabilidad social –bajo el manto de justas 
reivindicaciones- son ahora, los escenarios de mayor conflictividad93. 
  
Empero, dejando de lado la corta temporalidad y la falta de institucionalidad 
como primeras características, en lo que respecta a la organización del poder frente 
a los derechos, lo primero que cabe decir es que, en gran medida, el sistema actual 
se organiza y funciona sobre los mismos principios e instituciones de su inmediato 
precedente. Vale decir, por citar algunos de ellos, se hallan en vigor, los siguientes 
principios de: a) soberanía; b) división de poderes; c) de legalidad, y; d) de respeto a 
los derechos y garantías fundamentales. Aunque claro, cada uno de estos 
principios, dado que han venido transformándose al unísono con las profundas 
renovaciones de las concepciones jurídico-políticas que operan en la practica, en la 
actualidad ya no tiene el mismo significado ni el mismo fundamento conceptual con 
que fueron heredados de la tradición jurídica posrevolucionaria94. 
 
En el caso particular boliviano, dicha transformación, no sólo se verá reflejada en 
la práctica o funcionamiento de las nuevas instituciones emergentes de la reforma 
constitucional de 1.994, sino, además, sería recogida y corroborada en una 
posterior reforma constitucional, la reforma de 2.004. A través de esta reforma, 
además de ratificarse los principios e instituciones ya existentes, se adoptarán otras 
nuevas, sobre las que se volverá mas adelante; las mismas que, gradualmente 
están terminando de configurar y, en su caso, adecuar cada uno de los principios e 
                                                 
93 Ciertamente, la inestabilidad social es tal que, de un tiempo a esta parte, principalmente de cara al exterior, la 
imagen que viene mostrando el Estado boliviano, es de conflicto “constante”. En cambio, internamente, el 
ciudadano boliviano parece estar acostumbrándose –peligrosamente- a considerar el conflicto como el principal 
mecanismo de relación entre la sociedad y el Estado; de esta suerte de “viciada” conducta colectiva, las marchas 
de protesta, los bloqueos de caminos y los piquetes de huelgas de hambre, se han convertido en el instrumento 
más eficaz para exigir y obtener cualquier demanda, incluso al margen de los preceptos de la propia 
Constitución. Ejemplo demostrativo de lo que se acaba de advertir, por citar alguno, es el procedimiento que se 
ha seguido en la última reforma constitucional (2.004), inconstitucional por haber sido tramitado al margen de 
las normas constitucionales pertinentes de reforma. Es verdad que en principio, la situación por la que atraviesa 
Bolivia, no es atribuible a la sociedad únicamente, sino y por sobre todo, a los eventuales detentadores del 
poder; quienes, bajo el falso manto de la institucionalidad lo único que hicieron, fue satisfacer sus intereses 
sectarios, dejando de lado el de las grandes mayorías, generando así una especie de “resentimiento social” frente 
a aquella “institucionalidad”, la misma que por cierto, en los últimos años desembocará en la renuncia de dos 
Presidentes Constitucionales: primero, Gonzalo Sánchez de Lozada, en octubre de 2003 y, después, Carlos 
Mesa Gisbert, en junio de 2.005. Dos renuncias en menos de dos años. 
 
94 Refiriéndose a dichas transformaciones, pero en un contexto general, Zagrebelsky, dirá que “…los términos y 
los conceptos empleados son básicamente los mismos de otro tiempo”, pero, “ya no producen significados 
unívocos y estables”, vide, Zagrebelsky Gustavo: El derecho dúctil…, op. cit. pág. 12. 
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instituciones, a las exigencias de la realidad actual y nunca mejor dicho, a las 
exigencias de lo que supone el Estado constitucional de Derecho.   
 
En efecto, bien es verdad que nominativamente el Estado boliviano sigue 
configurándose como un Estado soberano en los términos de Rousseau. De hecho, 
el primer apartado, del art. 1º de la Constitución en vigor, establece que “Bolivia es 
libre, independiente, soberana…”; en su segundo apartado, introducido por la 
reforma de 2.004, agrega que Bolivia en tanto Estado soberano es, además, “un 
Estado Social y Democrático de Derecho que sostiene como valores superiores de 
su ordenamiento jurídico, la libertad, la igualdad y la Justicia”; con lo cual, desde la 
perspectiva interna, la soberanía ya no representa la inconmensurabilidad del 
Estado frente a cualesquiera otros sujetos, o lo que es lo mismo, la relación de los 
individuos –particulares- con el Estado soberano ya no se reduce únicamente a una 
relación de sujeción, sino de interacción e incluso podría decirse de 
interdependencia95.  
 
Otra de las transformaciones de la soberanía que se ha materializado en la 
reforma constitucional de 2.004, tiene que ver ya no con su significado sino con su 
ejercicio. Pues, a diferencia de las anteriores regulaciones constitucionales que 
delegaban el ejercicio de la misma a los Poderes del Estado96, en la actualidad 
dicha delegación ya no es así; en todo caso, es relativa, por cuanto el pueblo en 
tanto titular de dicha soberanía ya no delega el ejercicio total de la misma sino que 
se reserva una parte, para ejercerla directamente. Justamente en este sentido, el 
                                                 
95 Entre los “factores demoledores de la soberanía” Zagrebelsky, señala que “Desde finales del siglo pasado 
actúan vigorosamente fuerzas corrosivas, tanto interna como externamente: el pluralismo político y social 
interno, que se opone a la idea misma de soberanía y de sujeción; la transformación de centros de poder 
alternativos y concurrentes con el Estado, que operan en el campo político, económico, cultural y religioso, con 
frecuencia en dimensiones totalmente independientes del territorio estatal; la progresiva institucionalización, 
promovida a veces por los propios Estados, de “contexto” que integran sus poderes en dimensiones 
supraestatales, sustrayéndolos así a la disponibilidad de los Estados particulares; e incluso la atribución de 
derechos a los individuos, que pueden hacerlos valer ante jurisdicciones internacionales frente a los Estados a 
los que pertenecen”, vide, Zagrebelsky, Gustavo: El derecho dúctil…, op. cit. págs. 11 y 12. El conjunto de 
estos factores, en el fondo, no son sino, el resultado de la trasformación de la soberanía a la luz de los elementos 
constitutivos del Estado como social y democrático de Derecho, tipo de Estado al que hace referencia el 
apartado II del art. 1º constitucional. 
 
96 Desde la primera (1.826) hasta la penúltima (1.994) todas las constituciones sin excepción adoptarán la 
democracia representativa y en efecto, dichas constituciones dirán que “La soberanía reside en el pueblo; es 
inalienable e imprescriptible; su ejercicio está delegado a los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial”, y por lo 
tanto, “El pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes y de las autoridades creadas por 
ley” puesto que, “Toda fuerza armada o reunión de personas que se atribuya la soberanía del pueblo comete 
delito de sedición”. 
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art. 4.I de la Constitución de 2.004, dirá lo siguiente: “El pueblo delibera y gobierna 
por medio de sus representantes y mediante la Asamblea Constituyente, la iniciativa 
Legislativa Ciudadana y el Referéndum, establecidos por esta Constitución y 
normados por Ley”97. 
 
En otras palabras, a través de dichos mecanismos de participación ciudadana o 
de apertura democrática ciudadana al ejercicio directo de la soberanía, en la 
actualidad el sistema constitucional boliviano a la luz de su artículo 1º I, se asienta 
sobre las bases de una República “democrática representativa y participativa”. Lo 
cual, en definitiva, supone decir que ni el ejercicio de la soberanía radica sólo en los 
poderes constituidos del Estado, ni la participación en la vida política se reduce 
únicamente a los partidos políticos, sino y en todo caso, se extiende a todas 
aquellas comunidades que conforman la diversidad cultural y étnica del país98; en 
efecto, aquellos colectivos ahora –y como nunca antes- cuentan con reales 
posibilidades de acceder y participar democráticamente, como de hecho ya lo 
vienen haciendo, en el ejercicio de los poderes públicos99. 
 
De la misma manera, el principio de división de poderes, a pesar de que seguirá 
manteniéndose heredera de la construcción doctrinal –tripartita- de Montesquieu; es 
decir, divida en los órganos Legislativo, Ejecutivo y Judicial, sufrirá algunas 
transformaciones que, principalmente, se manifestarán en relación con los ámbitos 
de actuación o ejercicio de sus respectivas competencias. Con carácter general, se 
puede decir que los referidos poderes públicos, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, se someterán ya no a la soberanía del Estado, sino a la soberanía de 
la Constitución; ello, en el entendido de que la Norma Normarum representa una 
                                                 
97 Además de las referidas instituciones de apertura y/o participación política, cabe destacar lo dispuesto por el 
art. 222º de la misma Constitución que establece “La Representación Popular se ejerce a través de los partidos 
políticos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas, con arreglo a la presente Constitución y las leyes”. 
 
98 Justamente en dichos términos, la reforma constitucional de 1.994 (art. 1º) ya se habrá encargado de definirá 
al Estado boliviano de la siguiente manera “Bolivia, libre, independiente, soberana, multiétnica y pluricultural, 
constituida en República unitaria, adopta para su gobierno la forma democrática representativa, fundada en la 
unidad y la solidaridad de todos los bolivianos una sociedad”, vide, Vaca Díez, Hormando: Pensamiento 
constitucional…, op. cit. pág. 241. 
 
99 A propósito, tanto el reconocimiento constitucional de la pluralidad cultural y por sobre todo étnica, así como 
la apertura de participación política de dichas comunidades, en lo hechos supondrá por un lado, el reforzamiento 
del pluralismo político y por el otro, el implícito reconocimiento de los denominados derechos colectivos; 
categoría de derechos que por su naturaleza plantearán una especie de mutación del recurso de amparo, 
fundamentalmente en cuanto a su titularidad y legitimación. 
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garantía de mayor legitimidad. Asimismo, la institucionalización de la justicia 
constitucional, supondrá la posibilidad real de control jurisdiccional de los actos de 
aquellos, por un órgano distinto y funcionalmente superior a ellos, el TC100. 
 
Del mismo modo, el principio de Estado de Derecho, se traducirá básicamente, 
en el sometimiento del primero al segundo, esto es, del Estado al Derecho. Pero, a 
diferencia de los periodos precedentes ya descritos, esta vez, el Derecho hallará su 
máxima expresión ya no en la ley, en tanto expresión de la soberanía popular, sino 
en la Constitución, en tanto “encarnación” de la misma soberanía. En efecto, el 
Estado de Derecho en vigor, supondrá pues, el sometimiento del Estado, ya no a la 
ley soberana, sino a la soberanía de la Constitución101. Sin embargo, ello no 
significa que, en el sistema actual, el Estado al estar vinculado a la Constitución ya 
no lo esté a la ley, de ninguna manera; el Estado continúa estando vinculado a la 
ley, pero ya no en los términos de antes. 
 
En todo caso, la diferencia radica en el hecho de que la vinculación a la ley, 
tanto en lo formal como en lo material, no es de la misma intensidad que la 
vinculación a la Constitución, fundamentalmente, por los efectos que despliegan los 
principios de rigidez y supremacía constitucional102; pues, como bien se sabe, estos 
principios suponen para el Estado, o mejor dicho, para los órganos constituidos, la 
indisponibilidad de la Constitución103. Indisponibilidad que en relación con la ley, sin 
embargo, no se aplica, no al menos con la rigurosidad ni en los términos del 
                                                 
100 En relación con esto último, cabría decir que a diferencia de los anteriores periodos, el órgano con mayor 
peso no será ni el Legislativo ni el Ejecutivo, sino el Poder Judicial; sin embargo, dicha aparente primacía del 
Poder Judicial sólo es admisible desde la perspectiva del reconocimiento constitucional del TC como parte de 
dicho poder, orgánicamente si se quiere, pero desde un punto de vista funcional y de sus fines, lo apropiado es 
hablar de la primacía del TC y no  así, no al menos necesariamente de todo el Poder Judicial. En cualquier caso, 
sobre el tema se volverá mas adelante. 
 
101 En este último sentido, lo suyo es hablar ya no de Estado de Derecho sin más, sino de Estado constitucional 
de Derecho, de un tipo de estado, se podría decir, en términos de Zagrebelsky.  
 
102 Desde el punto de vista del principio de rigidez constitucional, el Estado se halla vinculado a la Constitución 
con mayor intensidad que a la ley, por el hecho de que la rigidez constitucional supone mayor rigurosidad, 
mayor consenso y por lo tanto, menor disponibilidad; en cambio con la ley ello no sucede, ya que éste desde el 
punto de vista de su reforma, derogación o abrogación, se halla bajo la total disponibilidad del Estado. Sobre el 
tema, vide, Aragón Reyes Manuel: Estudios de Derecho…, op. cit. pág. 85 y ss.. 
 
103 La referencia al Estado en este caso, no se da desde el punto de vista político-sociológico, sino desde la 
perspectiva de los poderes constituidos y más propiamente de los gobiernos de turno, quines en tanto órganos 
constituidos –no constituyentes- no pueden disponer de la Constitución con la misma facilidad que lo pueden 
hacer con el resto de las leyes. 
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principio de rigidez constitucional, pues, frente a la ley ordinaria, los poderes 
constituidos pueden actuar y disponer cuantas veces crean y vean conveniente o 
necesaria, cosa que, con la Constitución no lo puede hacer. 
 
En lo relativo al reconocimiento y protección de los derechos y garantías 
fundamentales, siempre a la luz de la Constitución y el principio del Estado 
constitucional de Derecho, en este periodo constitucional, sin duda alguna, se 
vienen dando pasos verdaderamente significativos. Así, por ejemplo, tal como se 
verá en los siguientes apartados, por primera vez en el constitucionalismo boliviano, 
la propia Constitución encarga su custodia a un órgano especializado y distinto de 
los tres poderse ya clásicos: el TC; de esa manera, garantizando jurisdiccional-
mente, no sólo el contenido formal sino, y por sobre todo, el contenido material de la 
Constitución. 
 
En otros términos, frente a los Estados que confían la guarda de la Constitución 
y los derechos fundamentales a la jurisdicción ordinaria –modelo difuso- y otros que 
encomiendan a un Tribunal único no integrado a dicha jurisdicción –modelo 
concentrado-; Bolivia a través de la reforma constitucional de 1.994, lo que ha hecho 
es adoptar la segunda alternativa, es decir, el modelo concentrado de justicia 
constitucional. Por ende, ha instituido un órgano jurisdiccional que hoy por hoy se 
constituye en el máximo custodio de la supremacía constitucional y estricto guardián 
de los derechos y garantías fundamentales de las personas104. 
 
 
2. La reforma constitucional de 1.994 y la adopción del sistema de control 
concentrado de constitucionalidad 
 
Antes de desarrollar el apartado, no está de más recordar que el proceso de 
reforma constitucional de 1.994, se inició con dos años de anticipación, mas 
                                                 
104 Si bien es cierto que la función de la justicia constitucional es la guarda de la Constitución, los derechos 
fundamentales y el ejercicio de las competencias de los órganos públicos, no menos cierto es que a través de 
esas funciones, la justicia constitucional, contribuye también, y de manera muy significativa, en la 
consolidación del sistema democrático. Un trabajo que pone de manifiesto dicha dimensión de la justicia 
constitucional, vide, Hernández Valle, Rubén y Pérez Tremps, Pablo (coords.): La justicia constitucional como 
elemento de consolidación de la democracia en Centro América, Tirant lo blanch/Instituto de Derecho Público 
comparado Manuel García Pelayo, Valencia, 2.000. 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
60   
concretamente, el 09 de julio de 1.992, con el acuerdo firmado entre el Gobierno de 
Jaime Paz Zamora y los jefes de los partidos políticos; ese acuerdo más adelante se 
traduciría en el Proyecto de Ley de Necesidades de Reforma de la Constitución (en 
adelante PLNRC). A su vez dicho proyecto, sería elaborado por el Órgano Ejecutivo 
y posteriormente -previo consenso con los partidos políticos con mayor 
representación parlamentaria- sería remitido por el propio Presidente al Congreso 
Nacional (en adelante CN) para su tratamiento. 
 
El CN ajustándose al procedimiento establecido por el art. 230 de la Constitución 
de 1.967105, durante aproximadamente un mes, se encargaría de debatir sobre el 
proyecto en cuestión. Una vez concluido dichos debates -sin mayores 
modificaciones- el proyecto sería aprobado por cada una de las cámaras -por dos 
tercios de votos- y, después, elevado a rango de Ley, el 31 de marzo de 1993; más 
específicamente, como Ley de Necesidades de Reforma de la Constitución (en 
adelante LNRC). Finalmente, siempre en sujeción a los preceptos de la norma 
constitucional –de reforma- antes señalada, la LNRC sería promulgada por el 
entonces Presidente constitucional –interino- de la República, D. Luís Ossio 
Sanjinés, el 1º de abril del mismo año, como Ley No. 1473. 
 
Dado que el procedimiento de reforma constitucional de conformidad con lo 
establecido en el art. 230 y ss. CB de 1.967, no podía llevarse a efecto en un mismo 
periodo constitucional106, dicha LNRC una vez promulgada habrá tenido que esperar 
a la siguiente legislatura. Así pues, ya en la nueva legislatura, el nuevo Presidente 
constitucional de la República, D. Gonzalo Sánchez de Lozada, el 12 de julio de 
1.994, convocará a los jefes de los partidos políticos con representación 
parlamentaria a una “cumbre política”; en esa cumbre se aprobará una resolución 
                                                 
105 Dicho precepto constitucional establecía que la Constitución “…puede ser parcialmente reformada, previa 
declaración de la necesidad de la reforma… en una ley ordinaria aprobada por dos tercios de los miembros 
presentes en cada una de las Cámaras... La ley declaratoria de la reforma será enviada al Ejecutivo para su 
promulgación, sin que este pueda vetarla.”, vide, Vaca Diez, Hormando: El pensamiento…, op. cit., pág. 445. 
 
106 En este sentido se puede decir que el procedimiento de reforma constitucional boliviano, es de carácter 
plebiscitario, ya que, a una legislatura le corresponde promover y definir los términos de la reforma a través de 
la LNRC y a la siguiente, le corresponde aprobar o rechazar dicha propuesta de reforma. En otras palabras la 
segunda legislatura –como nueva representación política emergente de unas elecciones generales cuyo tema 
central de su propuesta electoral ha tenido que ser el rechazo o la aprobación de la LNRC- lo que hace no es 
mas que actuar en consecuencia con el mandato popular. 
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en el sentido de someter al CN -para su debate y aprobación- las propuestas de 
reforma a la Constitución planteada en la LNRC No 1417. 
 
Por su parte el CN, no sin antes introducir determinadas modificaciones107 que 
desde el punto de vista constitucional no correspondían108, aprobará aquella LNRC, 
y después, el 12 de agosto de 1.994, el nombrado Presidente de la República, 
promulgará la Ley No. 1585, conocida formalmente como Ley de Reforma de la 
Constitución (en adelante LRC), y; por último, en febrero de 1995, el mismo 
Presidente, promulgará la Ley No 1615, Ley de Adecuaciones y Concordancias de 
la Constitución Política del Estado109, concluyéndose de esa manera, todo el 
proceso de reforma de la Constitución, aunque no precisamente, como ya se dijo, 
conforme los presupuestos normativos de reforma de la Constitución. 
 
De entre las instituciones más importantes y en las diferentes materias 
introducidas por dicha reforma constitucional110, sin duda alguna, y sin desmerecer 
la cualidad del resto de las incorporaciones, la adopción del modelo de control 
concentrado de constitucionalidad, habrá sido la innovación de mayor proyección y 
de mayor importancia; no sólo por su originalidad y trascendencia, sino por la 
                                                 
107 Dichas modificaciones afectarán fundamentalmente al diseño original de la institución del Tribunal 
Constitucional; un análisis mas detallado al respecto, vide, Fernández Segado, Francisco: Jurisdicción 
constitucional en Bolivia…, op. cit. págs. 34 y 35; el mismo trabajo aparece publicado en Bolivia en la obra 
conjunta: Derecho Procesal Constitucional Boliviano, Academia Boliviana de Estudios Constitucionales 
(ABEC), Santa Cruz de la Cierra, 2002, pág. 27 y ss.. 
 
108 El CN en la segunda fase de la reforma constitucional, ya no será celoso con los preceptos constitucionales 
que regulan dicho procedimiento, ya que, a tiempo de deliberar y votar la reforma propuesta en la LNRC 
introducirán más de una modificación, siendo que constitucionalmente, dicho extremo no les estaba permitido; 
por cuanto, la Constitución (art. 232) establecía: “La Cámaras deliberarán y votaran la reforma ajustándola a 
las disposiciones que determine la ley de declaratoria de aquella”, es decir, sin poder alterar o modificar la 
LNRC. Sin embargo, como se acaba de decir, en los hechos no sucedió así ya que la LNRC fue objeto de más 
de una modificación. En este sentido, no sólo en relación con las observaciones a esta reforma en concreto, sino 
a la institución de reforma y/o rigidez constitucional prevista por la Constitución boliviana, vide: Rivera 
Santiváñez, José Antonio: “Reforma Constitucional en Democracia”, y Herrera Áñez, William: “La reforma 
Constitucional Boliviana”, ambos trabajos en, VV AA: Análisis de la reforma a la Constitución…, op. cit. págs. 
1-40 y 147-164, respectivamente. 
 
109 El conjunto de leyes al que se ha hecho referencia, puede verse en: Constitución Política del Estado, Gaceta 
Oficial de Bolivia, La Paz, 1.995, (Edición oficial del Estado). 
 
110 A través de esta reforma se habrá cristalizado, además, el reconocimiento de la calidad “multiétnica y 
pluricultural” de la sociedad boliviana (art. 1º); se modificó la edad de la ciudadanía de 21 a 18 años (art. 41); se 
reformó la forma de elegir a los Diputados, adoptándose la modalidad de circunscripciones uninominales y 
plurinominales (art. 60); se mejoró el procedimiento de votación en el Congreso para la elección del Presidente 
de la República en el supuesto de que ningún candidato obtuviera la mayoría necesaria en las urnas (art. 90); se 
instituyeron el Consejo de la Judicatura (122) y el Defensor del Pueblo (127); se introdujo el voto constructivo 
de censura en el régimen municipal (art. 201.II). 
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eficacia –sin precedentes en la historia del constitucionalismo boliviano- con que 
viene cumpliendo sus fines. Los preceptos constitucionales que habrán dado cabida 
al modelo en cuestión, los mismos que hasta la actualidad se mantienen 
inalterables, han sido los artículos 116.1, 16.4 y 119, todos de la Constitución de 
1.994111. El primer precepto constitucional dirá que “El Poder Judicial se ejerce por 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el Tribunal Constitucional…”112. Por su 
parte, el segundo, especificará que “El control de constitucionalidad se ejerce por el 
Tribunal Constitucional”, y por último, el tercer precepto, terminará definiendo la 
institución como un órgano “independiente y sólo (…) sometido a la Constitución…”. 
 
Ahora bien, en vista de que cada uno de los preceptos señalados serán 
analizados en el siguiente apartado, lo que aquí corresponde es, a modo de 
adelanto, referirse a sus fuentes y/o aquellos ordenamientos que han servido de 
prototipo para su configuración constitucional. En este sentido, conviene empezar 
diciendo que la adopción del modelo de control concentrado de constitucionalidad, 
supone en la historia del constitucionalismo boliviano, el retorno a la cultura jurídica 
europea occidental113; o lo que es lo mismo, supone la adopción de un sistema 
concebido a partir de las propias raíces que inspiraron el constitucionalismo 
fundacional bolivariano, la cultura del constitucionalismo moderno de la Europa 
continental, ya que el modelo concentrado de justicia constitucional, asignada a un 
órgano ad hoc, ciertamente es un modelo propio de dicha cultura jurídica114. 
                                                 
111 Si bien es cierto que la adopción del sistema concentrado de control de constitucionalidad fue a través de la 
reforma constitucional de 1.994, sin embargo, dicha reforma recién empezaría a funcionar a partir del 
funcionamiento del TC, hecho que se dio el 10 de junio de 1.999; fecha hasta la cual –no obstante la reforma- el 
modelo en vigor seguía siendo el difuso. 
 
112 Quepa adelantar que el TC no obstante estar recogida en el mismo Título que el Poder Judicial, es un órgano 
constitucional independiente de dicho Poder y como tal, se inscribe en el modelo concentrado. De todos modos 
sobre esto se volverá más adelante.  
 
113 Como se recordará, durante el constitucionalismo boliviano, el constituyente en un principio (1.826-1.851) se 
adscribió al modelo del control político de tinte europeo y más propiamente francés, pero en el segundo periodo 
(1.861-1.994) abandono aquella cultura y se acogió al americano del judicial riview, para luego, a través de la 
referida reforma de 1.994 nuevamente volver a la europea; es en este sentido que se habla del regreso a la 
cultura –occidental- europea. Precisamente en este sentido, la doctrina dirá que la incorporación al 
ordenamiento boliviano del modelo de control concentrado de constitucionalidad, “supone la adopción de un 
sistema concebido a partir de las propias raíces que inspiran el constitucionalismo boliviano”, vide, Asbún 
Rojas, Jorge: “El control de constitucionalidad en Bolivia. Evolución y perspectivas”, en, VV AA: Derecho 
procesal constitucional…, op. cit. pág. 32. 
 
114 La distinción entre los modelos difuso o americano del judicial review y el concentrado o kelseniano-
europeo de control de constitucionalidad, se hace desde una perspectiva histórica, es decir, tomando en cuenta 
sus características originarias; lo cual, sin embargo, en modo alguno supone desconocer el proceso de 
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Como bien se sabe, quepa recordar que los antecedentes u orígenes teórico-
doctrinales del modelo en cuestión se remontan a las postrimerías de la Primera 
Guerra mundial, sin embargo, con contadas excepciones, de su “apogeo” normativo 
-y real funcionamiento- sólo se puede hablar con posterioridad a la Segunda Guerra 
mundial115. En sí, el modelo de control concentrado de constitucionalidad debe su 
creación al jurista vienés Hans Kelsen, quien allá por el año 1919, en contraste al 
modelo norteamericano del judicial review, acuñó la institución del Tribunal 
Constitucional, precisamente como titular del modelo en cuestión116. A partir de 
dicha construcción teórica, el modelo no tardará mucho en ser recogido en los 
textos constitucionales de los diferentes estados de la Europa continental117, siendo 
el primero (1919), la Constitución austriaca, y a partir de allí, el resto de los estados 
sucesivamente118. 
                                                                                                                                                       
progresiva convergencia, mixtura o hibridación que ambos modelos al paso del tiempo han venido 
experimentando. Tal es así por ejemplo, que según la doctrina “hablar hoy de un sistema europeo carece de 
sentido porque hay más diferencias entre los sistemas de justicia constitucional existentes en Europa que entre 
algunos de ellos y el norteamericano”, vide, Rubio LLorente, Francisco: “Tendencias actuales de la jurisdicción 
constitucional en Europa”, en la obra colectiva: Manuel Fraga. Homenaje Académico, Fundación Canovas del 
Castillo, Vol. II, Madrid, 1997, pág. 1411 y ss., en especial, pág. 1416. 
 
115 En este sentido, Cappelletti, M., dirá que “una función judicial cuyo fin es controlar a los mismos 
legisladores, -con frecuencia a través de la creación de los tribunales constitucionales- es una particularidad de 
nuestro siglo, en especial de la era siguiente a la Segunda Guerra Mundial”, vide, Cappelletti, Mauro: 
“Necesidad y legitimación de la justicia constitucional”, en, VV AA: Tribunales constitucionales europeos y 
derechos fundamentales, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1.984, pág. 610. Doctrina sobre los 
orígenes del modelo de control concentrado de constitucionalidad, vide, Cruz Villalón, Pedro: La formación del 
sistema europeo de control de constitucionalidad (1918-1939), CEPC, Madrid, 1987; Montoso Puerto, Miguel: 
Jurisdicción constitucional y procesos constitucionales, Tomo I, Procesos de protección de los derechos 
fundamentales, Colex, Madrid, 1991; Ahumada Ruiz. Marian: La jurisdicción constitucional en Europa, 
Civitas, Madrid, 2005, en especial las págs. 239 y ss.; Viturro, Paula: Sobre el origen y el fundamento de los 
sistemas de control de constitucionalidad, Ad Hoc, 2002. 
 
116 Probablemente el mejor trabajo mediante el cual este autor define y justifica el modelo en cuestión, sea aquel 
que ahora aparece publicado por la Editorial Tecnos, con el título de: ¿Quién debe ser el defensor de la 
Constitución?, con un Estudio preliminar de Gascio Guillermo y traducción de J. Brie, Roberto, (2ª ed.) Madrid, 
1995. A través de esta obra el creador de la Teoría Pura del Derecho, construye a modo de respuesta a los 
embates de Carl Schmitt (en: La defensa de la Constitución, Tecnos, Madrid, 1.983) la tesis de que la defensa o 
garantía de la Constitución no puede recaer en quien tiene todas las posibilidades de violarla, ya que el 
nombrado autor entendía que “sobre ningún otro principio se puede estar de acuerdo como que: nadie puede ser 
juez de su propia causa”, vide, pág. 5. 
 
117 Tal ha sido la acogida que ha tenido el modelo en cuestión, que en la actualidad 17 de un total de 25 Estados 
que conforman la Unión Europea (tras la ampliación de 2.004) tiene tribunales constitucionales: Austria, 
Bélgica, Francia, Alemania, Italia, Luxemburgo, Portugal, España, Chipre, República Checa, Hungría, Letonia, 
Lituania, Malta, Polonia, Eslovaquia y Eslovenia. Para una descripción mas detallada de los diversos modos en 
que se ha articulado la justicia constitucional en Europa, vide, Russeau Dominique: La justicia constitucional en 
Europa, CEPC, Madrid, 2002; y entre otros, uno más actualizado, Olivetti Marco y Groppi Tania (eds.): La 
giustizia costituzionale in Europa (Milano, Giuffrè Editore, 2003). 
 
118 Una  síntesis  de  las  razones  explicativas,  por  las  que  dicha  Constitución  habría  adoptado  el  modelo  
concentrado  en  defecto  del  difuso  o  judicial  review  norteamericano,  se  puede  ver  en  un trabajo  del  
mismo  autor,  Kelsen Hans:  “El control de la constitucionalidad de las leyes. Estudio comparado de las 
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Naturalmente, desde aquella fecha hasta la actualidad, que ya ha transcurrido 
más de tres cuartos de siglo, el modelo ha venido transformándose, y/o 
perfeccionándose, y de tal suerte, en la actualidad, principalmente desde el punto 
de vista competencial y funcional, aquella institución ya no es la misma que la que 
había sido concebida por su creador. Así, por ejemplo, de ser catalogado 
originariamente como un órgano de control abstracto o mero legislador negativo119, 
hoy en día es considerado: por un lado, como un órgano de control concreto, es 
decir, un órgano defensor de intereses concretos y legítimos de personas también 
concretas, y por el otro, fundamentalmente por el valor normativo de su 
interpretación y jurisprudencia -que en los hechos despliega sus efectos en el 
ámbito propio de la legislación o creación del Derecho- como un órgano paralelo al 
Poder Legislativo120. 
 
En efecto, referirse al control concentrado como un rasgo típico del –viejo- 
modelo kelseniano, se quiere decir que es un Tribunal único el que goza en 
exclusiva de la potestad de declarar la inconstitucionalidad de las leyes121. En 
cambio, hablar del moderno control concentrado de constitucionalidad, que en el 
fondo es el mismo que el anterior, es hacer referencia no sólo al ejercicio de dicha 
potestad, sino, además, a la facultad de proteger determinados derechos subjetivos 
                                                                                                                                                       
constituciones austriaca y norteamericana”, en, Dereito: Revista  xurídica  da  Universidade  de  Santiago de 
Compostela, Vol. IV, No 1, 1995, págs. 213-234, entre otros argumentos, el autor pondrá de manifiesto la  
“incertidumbre” a la que conducía el judicial review como una de las razones principales que habrían llevado a 
la centralización del control judicial de la ley en Austria; por su parte,  Ferreres  Comella,  Víctor, refiriéndose 
al contexto  europeo actual  de justicia constitucional,  dirá que “Históricamente,  la opción europea  a favor del  
modelo centralizado (concentrado)  está  ligada  al valor  de la  seguridad  jurídica”, vide, “Las  consecuencias  
de  centralizar  el  control  de  constitucionalidad  de  la  ley  en  un tribunal especial. Algunas reflexiones a 
cerca del activismo judicial”. Trabajo publicado en formato electrónico, en Internet: 
http://islandia.law.yale.edu/sela/SELA%202004/FerreresPaperSpanishSELA2004.pdf (fecha de consulta: 22-09-
05). 
 
119 Así entre otros, Fernández Segado, Francisco: La justicia constitucional ante el siglo XXI: La progresiva 
convergencia de los sistemas americano y europeo-kelseniano, Universidad Nacional Autónoma de México, 
México DF., 2004, pág. 22 y ss. Si embargo, esta posición ya bastante arraigada de que el TC fue concebido 
como un “legislador negativo” pierde cierta coherencia en razón de que Hans Kelsen veía a la institución, no 
sólo como un legislador negativo sino también positivo; en efecto, decía él, “toda la institución del control de 
constitucionalidad de las leyes…, es una función legislativa y no meramente judicial”, así, en: “El control de la 
constitucionalidad…”, op. cit., págs. 231. 
 
120 En este sentido, por ejemplo, se dice que “los Tribunales Constitucionales vienen asumiendo de forma 
significativa funciones de legislador positivo, por razones estructurales, por los cambios que se han producido 
tanto en el conjunto de las instituciones… como específicamente en la Justicia Constitucional”, vide, Aja Eliseo 
y Gonzáles B., Markuz: “Conclusiones generales”, en, Aja Eliseo (ed.): Las tensiones entre el Tribunal 
Constitucional y el Legislador en la Europa actual, Ariel, Barcelona, 1998, pág. 259. 
 
121 Rubio Llorente, Francisco: “DIVIDE ET OBTEMPERA?...”, op. cit. pág. 55. 
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y dirimir conflictos de competencias entre el resto de los órganos públicos; todo ello, 
con carácter vinculante y siempre en el marco de su –suprema- potestad de 
defender e interpretar la lex suprema. 
  
Así pues, el sistema de justicia constitucional instituido en Bolivia, se adscribe, 
con apenas pequeños matices, a la versión actual del modelo europeo continental; 
pues, se trata de un mecanismo constitucional de similares características que los 
órganos de control de constitucionalidad que existen en la actualidad en el bloque 
europeo continental, de entre ellos y en especial, el español y el alemán122. 
 
 
3. La creación del Tribunal Constitucional 
 
Si bien es cierto que la reforma constitucional de 1.994 ha sido un proceso que 
fue llevado a efecto sin mayores sobresaltos, fundamentalmente porque en torno a 
él existía –en términos globales- un consenso generalizado; sin embargo, no menos 
cierto es que, ya entrando en detalle, esto es, en la discusión –individual- de cada 
una de las instituciones que se reformaría o implementarían, aquel consenso ya no 
fue la misma. Una de esas innovaciones que suscitaron un arduo y decidido debate, 
al borde incluso de romper dicho consenso, fue precisamente a propósito de la 
adopción del Tribunal Constitucional. Pero antes de ingresar a detallar los 
argumentos esgrimidos tanto a favor como en contra, valga en primer lugar, reseñar 
–si acaso nuevamente- el procedimiento que se ha seguido en aquella reforma, 
pero esta vez, en relación únicamente a la adopción del TC. 
 
Como se recordará, la reforma constitucional de 1.994, formalmente comienza 
con la entrega al CN por el Presidente de la República del PLNRC, dicho proyecto 
luego de su debate en cada una de las cámaras y habiendo superado el listón 
                                                 
122 La influencia de ambos países, más que casual es causal, ya que, en la elaboración del proyecto de reforma 
constitucional y fundamentalmente en la redacción de la Ley del Tribunal Constitucional, participaron 
directamente dos destacados juristas y profesores universitarios, uno por cada país: por Alemania D. Matthias 
Herdegen profesor titular de Derecho Público de la Universidad de Bonn, y; por España, D. Francisco 
Fernández Segado, Catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad Complutense. Ambos juristas 
dejaron el sello propio de cada uno de sus sistemas, por ejemplo, la prescripción constitucional del TC como 
parte del Poder Judicial contenida en el art. 116.1 CB, es muy similar al texto alemán (art. 92); En cambio, del 
ordenamiento español, sin duda la principal influencia está presente en la LTC, cuyo contenido entre otros 
institutos, recoge por ejemplo, el status de del TC como órgano independiente y sometido sólo a la Constitución, 
el carácter definitivo sus resoluciones, además del carácter de precedente vinculante para los poderes públicos. 
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constitucional de los dos tercios, es sancionado y publicado como Ley No. 1473 el 
1º de abril de 1993. El contenido de esta ley (LNRC), tal como ya se dijo, incidía 
sobre diferentes instituciones y en las distintas materias que regulaba la 
Constitución de 1.967. La razón de retrotraerse a dicha ley se justifica por el hecho 
de que en la misma, el TC a diferencia de su actual regulación -que es lo que en 
definitiva interesa a esta parte del trabajo- recibía un tratamiento –por así decirlo- 
especial y específico. 
 
Siguiendo a F. Fernández Segado123, se puede decir que a través de aquella 
LNRC, el TC en tanto titular de la jurisdicción constitucional, en términos generales, 
se diseñaba: a) como un órgano absolutamente desvinculado del Poder Judicial124; 
b) como un órgano independiente de los demás órganos del Estado y sometido sólo 
a la Constitución; c) tenía las funciones de control de la constitucionalidad y de la 
interpretación judicial de la Constitución, y entre otros aspectos -sobre los que se 
volverá más adelante- los mismos que fueron “desechados” y/o modificados, 
destacaban; d) la legitimación activa para recurrir en las acciones de carácter 
abstracto y remedial, relativas a la inconstitucionalidad de las leyes y otras normas 
jurídicas, se circunscribía únicamente al Presidente de la República, a un tercio de 
los diputados o senadores y al Fiscal general de la República. 
 
Sin embargo, tal cual ya se adelantó, el tratamiento de esta ley -en los términos 
señalados- no sería nada pacífico ni mucho menos, al contrario, suscitaría un 
enconadísimo debate en relación, básicamente, a la creación de la institución del 
Tribunal Constitucional125. En dicho debate, el común denominador de buena parte 
de las críticas en contra de su creación, se centraría fundamentalmente en el 
argumento de que la creación del Tribunal venía a despojar a la Corte Suprema de 
sus atribuciones básicas, “lesionando gravemente su naturaleza”126. Sería en efecto, 
                                                 
123 En: La jurisdicción constitucional en…”, op. cit. pág. 28. 
 
124 Vendría instituido en el Título cuarto, formado por los artículos 121,122 y 123, y ubicado en la parte segunda 
del Texto fundamental (parte relativa al Estado boliviano); por su parte, el Poder Judicial venía en el Título 
tercero, vide: LNRC (Ley No. 1473), GOB, La Paz, 1993. 
 
125 Íbidem, pág. 29. 
126 Así, Pelaes Gantier, Gabriel: “EL Tribunal Constitucional y la Corte Suprema”, Presencia, sección 
efemérides, La Paz, 25 de mayo de 1993, Cit. por  Urcullo Reyes, Jaime: Proceso democrático, situación 
política y reforma constitucional en Bolivia, Empresa editora Urquizo, La Paz, 1993, pág. 168. 
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el Poder Judicial representado por la Corte Suprema, una de las instituciones que 
mayores reparos pusieron enfrente. Ciertamente, dicha actitud no era para menos, 
pues la creación del TC, en los hechos, significaba –para la CSJ- la pérdida de 
determinadas y podría decirse ya clásicas competencias relativas al otrora control 
difuso de constitucionalidad. Competencias muy arraigadas, pese a su escaso 
raigambre, de las que había sido su titular indiscutible, aunque sin éxito, durante 
aproximadamente un Siglo. 
 
De tal manera, una vez aprobada y publicada la LNRC, el PJ de aquel entonces, 
será uno de los primeros en reaccionar frente a la misma; primero a través de su 
Presidente Edgar Oblitas quien llegó a considerar una verdadera aberración la idea 
de crear un Tribunal por encima del Poder Judicial, ya que –según él- de prosperar 
tal propósito, “el Poder Judicial dejaría de ser un poder del Estado”, porque perdería 
su principal función, cual era el ejercicio del control de constitucionalidad. Mas 
adelante, la posición reticente del PJ, sería puesta de manifiesto a través de un 
documento institucional emitido por la CSJ, el 29 de marzo de 1993127, cuyo 
contenido -en la línea de su Presidente- venía a decir que la creación del TC: 
 
“Significa en los hechos, un inaudito atentado contra el régimen de la juridicidad, puesto 
que la Corte Suprema quedaría reducida, en su función específica, a una rutinaria labor de 
tribunal de casación o para la solución de los recursos de nulidad en los trámites ordinarios 
olvidando que la Corte Suprema no es sólo el más alto Tribunal de Justicia de la 
República, sino el custodio de la moral pública que debe proteger a la sociedad de los 
abusos del poder, el respeto a la ley y el imperio del Derecho”128. 
                                                 
127 A decir de Fernández Segado, Francisco, con bastante razón por cierto, la actitud del Poder Judicial –y no 
necesariamente de todos los órganos que lo integran- no hacía sino, “demostrar de manera fehaciente, el 
descarado intento… de presionar “al poder de reforma” con estrictos afanes corporativistas, a fin de conservar 
determinadas parcelas de poder a toda costa”, así, en: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 31. 
 
128 Vide, Valdivieso Guzmán, René: “El Tribunal Constitucional a los cinco años de su instalación. Visión 
institucional”, en, VV AA: La justicia Constitucional en Bolivia..., op. cit. pág. 800. Pero además del PJ 
existirían también otros actores de la sociedad, como los Colegios de Abogados, determinadas Facultades de 
Derecho y alguno que otro sector de la clase política, que expresarían su rechazo a la creación del TC en los 
términos que había sido aprobado en la referida LNRC. Un resumen bastante bien elaborado y sucintamente 
detallado de dichos Colegios de Abogados y Facultades de Derecho, además de otros actores, vide, Galindo 
Decker, Hugo: Tribunal Constitucional…, op. cit. págs. 43 y ss.; En todo caso, el rechazo de la gran mayoría de 
las personas representantes de las diferentes instituciones, obedecía más al temor fruto del desconocimiento de 
la institución que por razones fundadas en Derecho. De hecho, se puede decir que, el constituyente constituido 
que reformó la Constitución, lo más probable es que, no era del todo conciente de la importancia y 
trascendencia que supondría la implementación del TC; tanto para la defensa de la Constitución, los derechos y 
garantías fundamentales, como para el fortalecimiento del Estado constitucional y democrático de Derecho. En 
ello, desde luego, mucho ha tenido que ver la ausencia de un precedente de similar calado en la historia el 
constitucionalismo nacional. 
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En definitiva, la posición asumida por la corriente contraria a la creación del TC, 
se resumirá en un proyecto –atípico- de modificación de la LNRC; dicho proyecto, 
suscrito por el constitucionalista y parlamentario Benjamín Miguel Harb, y 
presentado al Congreso el 24 de julio de 1993, en términos generales, planteaba las 
siguientes modificaciones: 
 
a) Que, el Tribunal Constitucional entre sus atribuciones asuma la función –
únicamente- de aplicación correcta de la Constitución y no así la 
interpretación jurisdiccional de la misma; 
 
b) Que, el periodo de funciones de los Magistrados sean seis años y no diez; 
 
c) Que, las expresiones “abstracto y remedial” se supriman por no tener un 
concepto claro y  definido, por cuanto su interpretación provocaría 
confusiones y contradicciones; 
 
d) Que la legitimación para recurrir en la vía de inconstitucionalidad directa se 
amplíe a cualquier persona hábil por derecho, y; 
 
e) Que, las atribuciones de revisión de los recursos de habeas corpus y 
amparo constitucional, además del conocimiento y resolución del recurso 
directo de nulidad, sigan siendo de competencia de la CSJ. 
 
El proyecto en cuestión no sería aceptado, no obstante, el decidido respaldo del 
Poder Judicial y de un minoritario grupo parlamentario siempre a la cabeza de su 
suscriptor. Sin embargo, que duda cabe que frente al “poder de reforma” no pasó 
desapercibido ni mucho menos, puesto que terminó imprimiendo una suerte de 
presión frente a dicho poder, y tal es así que al final de cuentas, tendría sus efectos 
en la regulación final de la materia129. 
 
Pero al mismo tiempo, conviene también recordar que, “afortunadamente” si 
cabe, frente al planteamiento “reduccionista” de la organización y funcionamiento 
del TC, si vale la expresión, al otro lado de la vereda, no habían de faltar opiniones 
                                                 
129 En este sentido, Fernández Segado, Francisco, en: La jurisdicción constitucional…, op. cit., pág. 34. 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
69   
autorizadas que se pronunciarían a favor de la incorporación de la institución en los 
términos que había sido diseñado por la LNRC; esos planteamientos provendrían, 
en principio, de la clase política en ejercicio del Gobierno y en especial de 
determinados sectores representativos de la academia130. 
 
Los principales argumentos que se manejarían en favor del TC serían: por un 
lado, la necesidad de modernización y fortalecimiento de la administración de 
justicia, especialmente, frente a la infausta experiencia del modelo difuso de control 
de constitucionalidad131 y, por el otro, la especialización de la jurisdicción 
constitucional que se traduciría en una pronta y eficaz tutela de los derechos y 
garantías fundamentales132. 
 
Finalmente, al influjo de ambas posiciones tanto en uno como en otro sentido133, 
el 12 de agosto de 1.994, el CN habrá de sancionar la LRC No. 1585, y en 
cumplimiento de su artículo 5º transitorio, el Presidente de la República, el 6 de 
febrero de 1995, habrá de promulgar la Ley de Adecuaciones y Concordancias de la 
Constitución, Ley No 1615 (en adelante LACC), dando de ese modo por concluido 
tanto el proceso de reforma constitucional, así como el debate en torno al TC. En 
una relación comparativa de la LRC respecto de la LNRC, ciertamente muchas 
figuras habrán sido modificadas, tanto en lo substancial como en un sentido 
genérico. Dichas las variaciones pueden resumir en las siguientes: 
                                                 
130 De igual manera, una relación sucinta de los defensores del TC, vide, Galindo Decker, Hugo: Tribunal 
Constitucional…, op. cit. págs. 56 y ss; A diferencia de los detractores, en la gran mayoría de los defensores lo 
que destaca es su alto grado de formación académica y experiencia profesional, básicamente adquirida fuera del 
país, lo cual viene a demostrar que los cambios, no sólo requieren de voluntad, sino también de conocimiento.    
 
131 En esta línea, Aguirre Fernando, dirá que “la creación del Tribunal Constitucional responde, entre otras 
necesidades, al fortalecimiento de la Corte Suprema de Justicia, lo que se debía de alcanzar mediante la 
delimitación de su jurisdicción a lo ordinario y contencioso-administrativo”, vide, “Las reformas en el Poder 
Judicial”, en, VV AA: Reflexiones sobre la Ley de Necesidades  de Reforma de la Constitución Política del 
Estado, H. Senado Nacional/Fundación Milenio, La Paz, 1.994, pág. 97 y 98; por su parte, Urcullo Reyes, 
Jaime, considerará que la institucionalización del TC “no quita a la Corte Suprema sus atribuciones más 
relevantes, sino sólo las funciones relativas al control de constitucionalidad”, en: Proceso democrático, 
situación jurídica…, op. cit. pág. 168. 
 
132 En este sentido, Jorge Asbún, dirá que entre otras mejoras, con la incorporación del Tribunal Constitucional 
al orden jurídico boliviano, el ciudadano vería “sus derechos fundamentales amparados por un órgano 
especializado”, superándose así, “el endémico problema de la retardación de justicia y de la falta de 
especialización de los Tribunales”, en: Análisis jurídico-político de la reforma constitucional, Universidad 
Privada de Santa Cruz de la Sierra (UPSA), Santa Cruz, 1.994, págs. 28 y 29. 
 
133 Como se verá más adelante, en dicho debate habrá estado presente una alternativa intermedia entre ambas 
posiciones, la misma que se inclinaría –sin éxito- por la modalidad de Sala de lo Constitucional. 
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a) El Tribunal Constitucional deja de ser objeto de un Título específico de la 
Constitución, y por lo tanto, termina siendo ubicada en el mismo Título 
relativo al PJ (art. 116.I)134. 
 
b) Se atribuye al TC el ejercicio del control de la constitucionalidad, pero sin 
decir nada respecto su potestad de interpretación jurisdiccional de la 
Constitución (art. 116.IV)135. 
 
c) Se modifica las condiciones de elegibilidad de los Magistrados, y en 
efecto, se adopta idénticas condiciones requeridas para ser Ministro de la 
Corte Suprema (art. 119.5)136. 
 
d) Se amplia la legitimación para interponer la acción directa o abstracta de 
inconstitucionalidad (art. 120.1)137. 
 
e) Se amplia la competencia del TC para conocer y resolver sobre la acción 
de inconstitucionalidad de los tratados y convenios internacionales (art. 
119.9)138. 
 
f) Por último, probablemente lo único positivo de las modificaciones, es lo 
dispuesto por el art. 119.III139, el mismo que viene a subsanar una 
importante laguna relativa a la elección del Presidente del TC. 
 
                                                 
134 El indicado precepto constitucional instituirá al TC en los siguientes términos, “El Poder Judicial se ejerce 
por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por el Tribunal Constitucional, las Cortes Superiores de 
Distrito, los tribunales y jueces de Instancia y demás tribunales y juzgados que establece la ley. La ley 
determina la organización y atribuciones de los tribunales y juzgados de la República…”. 
 
135 Por su parte, este artículo se limitará a establecer que “El control de constitucionalidad se ejerce por el 
Tribunal Constitucional”. 
 
136 El referido artículo dirá que “Para ser Magistrado del Tribunal Constitucional se requieren las mismas 
condiciones que para ser Ministro de la Corte Suprema de Justicia”. 
 
137 Dicha ampliación quedará redactada de la siguiente manera, “…Si la acción es de carácter abstracto y 
remedial, sólo podrán interponerla el Presidente de la República, o cualquier Senador o Diputado, el Fiscal 
General de la República o el Defensor del Pueblo”. 
 
138 Este artículo establece que corresponde al TC conocer y resolver en única instancia, “La constitucionalidad 
de tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos internacionales”. 
 
139 Este precepto quedará redactado de en los siguiente términos, “El Presidente del Tribunal Constitucional es 
elegido por dos tercios de votos del total de sus miembros. Ejerce sus funciones de acuerdo a la ley”. 
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3.1. Naturaleza del Tribunal Constitucional 
 
Después de concluir con el procedimiento y los pormenores del proceso de 
institucionalización del TC; antes de ingresar a la descripción –y en su caso la 
proyección- de su naturaleza constitucional, convenga recordar que, tanto en el 
constitucionalismo en general, así como en el boliviano en particular, el 
establecimiento de diferentes mecanismos de justicia constitucional, no es sino, el 
resultado de la aceptación previa, de la idea de supremacía y normatividad de la 
Constitución. 
 
Dicho de otro modo, la “jurisdicción constitucional de la libertad”140, es el 
corolario de la supremacía normativa de la Ley fundamental, traducida ésta, en el 
principio de vinculación de todos los poderes públicos frente a su contenido formal y 
material; o, lo que es lo mismo, frente a la necesidad de aplicabilidad directa e 
inmediata de determinados contenidos normativos, entre ellos, los derechos y 
garantías fundamentales allí reconocidos141. Pues, se entiende que dicha 
supremacía como la de cualquier normatividad, sería jurídicamente imperfecta de no 
gozar de una garantía jurisdiccional y, concretamente, si la constitucionalidad de las 
decisiones y actos de los poderes públicos no fuesen enjuiciables por órganos 
distintos de aquellos que son sus propios actores142. 
 
En efecto, las normas constitucionales no se diferencian de las demás por su 
objeto, que puede ser cualquiera, y no necesariamente la organización del Estado, 
ni la función normadora de sus órganos superiores; tampoco se identifica por su 
forma, por estar incluida en un texto aprobado como Constitución escrita; se 
identifica por la relación que guarda con las demás, por la superioridad respecto de 
la legislación y de toda la creación normativa143. Empero, no basta con reconocer, 
sea expresa o implícitamente, dicha superioridad, puesto que lo verdaderamente 
                                                 
140 La expresión corresponde a Cappelletti Mauro, en: La jurisdicción constitucional de la libertad: con 
referencia a los ordenamientos alemán, suizo y austriaco, (trad. de Fix-Zamudio, Héctor) Imprenta 
Universitaria, México, 1.961, pág. 5. 
 
141 Revenga Sánchez, Miguel: “Las paradojas del recurso de amparo...”, op. cit. pág. 191. 
 
142 García Pelayo, Manuel: “El «status» del Tribunal Constitucional”, en, REDC, Nº 1, Madrid, 1981, pág. 16. 
 
143 García de Enterría, Eduardo: La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional, Civitas (3ª ed.), 
Madrid, 1983, pág. 51. 
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fundamental para garantizar la supremacía de la Constitución, es el establecimiento 
de mecanismos que velen por su acatamiento144. Siendo así, es de suponer que la 
institucionalización del Tribunal -en tanto supremo contralor constitucional- por parte 
del Constituyente de 1.994, es el reflejo precisamente de dicha concepción.  
 
Ahora bien, el TC boliviano, a la luz de su regulación constitucional y legal, 
presenta determinadas peculiaridades, las mismas que sin ser las únicas, permiten 
definir su naturaleza constitucional. Dichas notas particulares están presentes 
fundamentalmente en los artículos: 116.I, 116.IV, 119.1 y 121.1 CB. Así, el art. 
116.1 establece que “El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, el Tribunal Constitucional, las Cortes Superiores de Distrito, los 
tribunales…”. De este precepto constitucional, cabe rescatar dos notas relevantes: 
por un lado, la denominación del órgano como “Tribunal Constitucional” y, por el 
otro, su inclusión orgánica como parte del Poder Judicial, en el Título tercero. 
 
Respecto su denominación, cabe hacer dos precisiones: una de forma y otra, de 
contenido. En cuanto a la forma, valga recordar que en el derecho comparado se 
han adoptado tres diferentes acepciones: Tribunal Constitucional (Ecuador, Perú, 
Chile, España), Corte Constitucional (Alemania, Italia) y Sala de lo Constitucional 
(Costa Rica, Honduras); en Bolivia se optó por la primera denominación, es decir, el 
nombre que recibiría el órgano en cuestión, sería el de Tribunal Constitucional, cuyo 
acogimiento nominal por cierto, se mantuvo invariable en todo el trámite de reforma 
constitucional, es decir, desde el PLNRC hasta la LACC145. 
 
En cuanto a su contenido, esto es, el significado de la expresión TC, se puede 
decir que éste, tampoco presentó mayor escollo. Desde un principio –aunque no de 
manera explícita- ha existido un consenso y consentimiento en el sentido de que 
con tal denominación se estaba haciendo referencia a aquel lugar destinado a los 
jueces –en este caso los Magistrados- donde se ejercería la administración de la 
justicia constitucional. En otras palabras, había una implícita aceptación de que se 
                                                 
144 López Ulla, Juan Manuel: Orígenes constitucionales del control judicial de las leyes, Tecnos, Madrid, 1.999, 
pág. 22. 
 
145 La denominación adoptada por el Constituyente, desde el punto de vista del Derecho comparado, sin duda 
alguna es heredera de la Constitución española de 1978, por supuesto, sin dejar de lado, en el contexto 
iberoamericano el antecedente de las constituciones de Chile y Perú. 
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trataba de un verdadero órgano jurisdiccional, que administra justicia en materia 
constitucional146. Por consiguiente, se puede decir que, el TC boliviano, es en primer 
lugar, un órgano de naturaleza jurisdiccional que administra justicia en materia 
constitucional. 
 
Donde las cosas ya no fueron del todo pacíficas, fue en relación con la referida 
segunda nota relevante: la ubicación del TC dentro el entramado constitucional de 
los órganos públicos del Estado. Al respecto, las discusiones se plantearon 
principalmente en relación con el PJ, es decir, si debía estar instituida fuera o dentro 
de aquel Poder y por ende, si se trataba de un órgano inferior o superior a la CSJ147. 
 
Sobre el particular, en el Derecho comparado, se han adoptado dos modalidades 
distintas: la primera, a la que puede denominarse como la modalidad dual o de 
independencia total, la misma que consiste en la institucionalización del órgano de 
control de constitucionalidad fuera del PJ148, y; la segunda, a la que puede 
denominarse como modalidad unitaria o de independencia parcial, la misma que 
consiste en la incorporación del órgano de control de constitucionalidad dentro el 
PJ149. En esta última modalidad, se pueden distinguir a su vez, dos variantes: una 
que tiene que ver con aquellos ordenamientos que han optado por incorporar al 
órgano de control de constitucionalidad dentro el PJ, pero fuera de la estructura 
interna de sus Cortes o Tribunales Supremos (Alemania) y, otra, con aquellos 
ordenamientos que han optado por la configuración del órgano en cuestión, como 
parte de la CSJ, más propiamente, en una de sus Salas, bajo la denominación de 
Sala de lo Constitucional150. 
                                                 
146 Sobre esto último, se volverá a tiempo de definir el recurso de amparo como un proceso constitucional y 
extraordinario. 
 
147 Una muestra de ese debate son las posiciones, de una parte, de Peláez Gantier Gabriel, para quien el 
establecimiento del TC “importaba la creación de un cuarto poder del Estado, atentando contra el equilibrio de 
poderes”, en: El tribunal Constitucional y la Corte…, op. cit. pág. 26; y por la otra, de Urcullo Reyes, Jaime, 
quien apoyado en la anterior posición, sería de la idea de que el TC “debe integrarse en el Poder Judicial”, 
aunque aclarando que, “con absoluta independencia”, en: Proceso democrático, situación…, op. cit. pág. 167. 
 
148 Ecuador, Perú, Italia y España, entre otros. 
 
149 En Europa, Alemania, y, en gran parte de los países de Centro América, entre ellos: Costa Rica, Honduras y 
Guatemala. 
 
150 Ese es caso, de Costa Rica y Honduras. A propósito, la gran mayoría de los detractores del TC boliviano en 
tanto órgano independiente, proponían la adopción de esta modalidad, es decir, la creación de una Sala de lo 
Constitucional; al respecto, vide, Galindo Decker, Hugo: Tribunal Constitucional, op. cit. págs. 62-80. 
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El constituyente boliviano, a la luz del precepto constitucional contenido en el art. 
16.1 CB, está claro que se decidió por la segunda modalidad, la de independencia 
relativa; puesto que, incorporó al órgano de control de constitucionalidad, en este 
caso al Tribunal Constitucional, como parte del Poder Judicial151, pero adoptando la 
primera variante, vale decir, fuera de la estructura interna de la CSJ. En 
consecuencia, el TC boliviano, es un órgano jurisdiccional que forma parte del PJ 
(Título tercero), pero como tal, no es un órgano que esté integrado a la estructura 
interna de la CSJ, ya que, a pesar de estar incluida como parte del PJ, es un órgano 
totalmente independiente de aquel152. 
 
Dicha incorporación del TC como parte del PJ, ciertamente, no es del todo 
aconsejable y acaso por ello, en un momento dado, fue referida como algo negativo 
para su funcionamiento, principalmente desde el punto de vista de su régimen 
económico, financiero y administrativo153. Evidentemente, el hecho de formar parte 
del PJ supone –entre otras cosas- estar sometido –indirectamente- a la CSJ, ya 
que, en tanto órgano del PJ queda sujeto al órgano administrativo y disciplinario de 
dicho Poder, en este caso, al Consejo de la Judicatura154 del que su Presidente es a 
la vez, Presidente de la CSJ (art. 122.2 CB)155. 
                                                 
151 La regulación del TC como parte del PJ es, sin duda, el resultado de las fuertes presiones ejercidas por sus 
detractores, pues, sólo de ese modo, es decir, como parte del PJ, ha sido posible su incorporación constitucional. 
Precisamente en este sentido se dirá que “las críticas doctrinales y, especialmente, la presión procedente del 
Poder Judicial, terminaría incidiendo sobre el texto final de la Ley de Reforma de la Constitución…”, vide, 
Fernández Segado, Francisco: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 45. No obstante, es de hacer 
notar que aquella regulación del TC al margen del PJ prevista en la LNRC No. 1473, será nuevamente rescatada 
en el Anteproyecto de Ley de Necesidades de Reforma Constitucional elaborado por el Consejo ciudadano para 
la reforma constitucional de 2002, (vide, Anteproyecto de Ley de Necesidades de Reforma Constitucional, 
publicada por la Presidencia de la H. Cámara de Diputados, 1ª edición, 2001, pág. 20). Este último 
anteproyecto, en rigor, no demuestra sino, por un lado, la conciencia y el convencimiento (al menos para sus 
redactores: intelectuales y juristas de reconocida trayectoria profesional) de que el TC no puede estar regulado 
en el mismo Título que el PJ y, por el otro, que dicha tendencia tarde o temprano terminará imponiéndose y ello 
es de esperar que suceda en una próxima reforma constitucional. 
 
152 Dicha independencia además de la naturaleza misma del órgano, subyace de la propia regulación 
constitucional de ambos órganos, ya que, la Lex suprema regula ambas instituciones en distintos Capítulos, 
asigna el Capitulo II a la CSJ y el Capítulo III al TC. 
 
153 Más concretamente se dirá que “que no cabe desconocer que una auténtica independencia requiere de un 
modo inexcusable de una autonomía económica y financiera; sin ella aquella autonomía será incompleta”, así, 
Fernández Segado, Francisco, en: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 49. 
 
154 En este sentido el art. 122.1 CB prescribe que “El Consejo de la Judicatura es el órgano administrativo y 
disciplinario del Poder Judicial. Tiene su sede en la ciudad de Sucre”. Por su parte, la LCJ, Ley No 1817, 
establece que compete al CJ “…administrar los recursos económicos y financieros del Poder Judicial”. 
 
155 Dicho precepto establece que “El Consejo es presidido por el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia…”. A propósito, el propio Tribunal, en una de sus últimas publicaciones de cara a la Asamblea 
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Sin embargo, en la práctica, dicha seudo-dependencia no tiene porque afectar al 
ejercicio de sus competencias propias, máxime si se toma en cuenta que la 
integración o separación del TC en el PJ no es una “mera” cuestión definitoria de 
esencia156, sino más bien, una cuestión de política judicial de Estado. En otros 
términos, la incorporación de un determinado órgano especializado de control de 
constitucionalidad, en uno u otro lugar y, con una u otra denominación, en tanto que 
está sujeto a la libre opción del poder constituyente o del poder de reforma; 
responde únicamente a la voluntad soberana de cada país que, atendiendo a sus 
propias circunstancias es libre de adoptar una u otra modalidad. 
 
No obstante, bien es verdad que las singularidades propias de la hermenéutica 
constitucional, parecen hacer conveniente la atribución del control de la 
constitucionalidad a un órgano diferenciado de los tribunales ordinarios157. De 
hecho, desde un principio, se ha entendido, por un lado, que una jurisdicción fuera 
del aparato jurisdiccional, es la diferencia fundamental entre un Tribunal Supremo y 
un Tribunal Constitucional158 y, por el otro, que el órgano encargado de hacer 
respetar la Constitución no puede asimilarse a uno de los poderes que controla; 
pues, en definitiva, nadie puede ser juez de su propia causa159. 
 
Empero, ello en modo alguno puede ni debe ser considerado como una regla 
universal ni como un dogma insalvable, ya que, tan legítima es la atribución de la 
                                                                                                                                                       
Constituyente, a fin de que se reformen sus estatus y competencias, dirá que “el Tribunal Constitucional ejerce 
el control de constitucionalidad sobre los actos y resoluciones de los tres órganos de poder del Estado; vale 
decir, del Legislativo, del Ejecutivo y del Judicial, por lo mismo no puede ser parte integrante de la estructura de 
ninguno de los órganos controlados (…). Sólo así se garantiza un ejercicio independiente de la función 
jurisdiccional, de lo contrario se genera una relación de dependencia económica y administrativa que 
obstaculiza la labor del contralor de constitucionalidad; la práctica así lo demuestra, no otra cosa significan las 
enormes limitaciones presupuestarias a las que ha sido sometido el Tribunal Constitucional en estos años de 
vida institucional, al grado que no cuenta con una infraestructura básica acorde a las altas y delicadas funciones 
que cumple, ni con personal suficiente para la carga procesal que recibe”, vide, Tribunal Constitucional: “El 
Tribunal Constitucional ante la Asamblea Constituyente”, publicado en formato electrónico en la página Web 
oficial del TC, http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/descargas/TC_ante_la_asamblea_constituyente.pdf, 
pág. 59, (fecha de consulta 20-03-07) 
 
156 Además, tal como se verá más adelante, dicha vinculación del TC al PJ en cierto modo ha sido “relativizado” 
por una de las reformas a la Ley 1836 LTC, más concretamente por el artículo primero de la Ley 1979, Ley de 
24 de mayo de 1.999. 
 
157 Fernández Segado, Francisco: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 32. 
 
158 Favoreu, Louis: Tribunales Constitucionales, Ariel, Barcelona, 2001, pág. 34. 
 
159 Kelsen, Hans: ¿Quién debe ser el defensor de la constitución?, Tecnos, Madrid, 1995, pág. 5. 
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función jurisdiccional de control de constitucionalidad asignada a un órgano ad hoc 
como a un órgano integrado en el Poder Judicial160. Por lo tanto, lo importante y/o 
determinante, no es su ubicación ni denominación en el entramado constitucional161, 
sino, la garantía constitucional de su independencia y/o autonomía funcional, pues 
en definitiva, donde esa independencia cobra su pleno significado, es precisamente 
en la relación del Tribunal con los restantes poderes del Estado162. 
 
En tal sentido, la propia Constitución habrá de prescribir, como en efecto lo hace, 
por un lado, que “El control de constitucionalidad se ejerce por el Tribunal 
Constitucional” (apartado IV, art. 116) y, por el otro, que el TC en tanto máximo 
órgano de control de constitucionalidad, “Es independiente y está sometido sólo a la 
Constitución” (apartado I, art. 119)163. En otras palabras, a pesar de su escueta 
redacción, el mandado constitucional contenido en el apartado IV del art. 116 en 
relación con el apartado III del mismo artículo164, lo que hace es poner de manifiesto 
dos elementos definitorios del modelo de control concentrado de constitucionalidad: 
de una parte, divide y/o distingue entre lo que se dio en llamar la jurisdicción 
constitucional de la jurisdicción ordinaria, y de otra, encarga el ejercicio 
independiente y exclusivo de dicha jurisdicción constitucional, a un órgano ad hoc, 
el TC. 
 
En los hechos, ambas distinciones se traducen en que, sólo el TC -en tanto 
supremo guardián e intérprete de la Constitución- puede declarar la 
                                                 
160 Fernández Segado, Francisco: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 32. 
 
161 Será a su vez, el reflejo de que “el paisaje judicial es ahora mucho más complejo, fragmentario y 
diversificado que antes”, vide, Cappelletti, Mauro: “Necesidad y legitimación de la justicia constitucional”, en, 
VV AA: Tribunales constitucionales europeos y derechos fundamentales, Centro de Estudios Constitucionales, 
Madrid, 1984, pág. 611. 
 
162 Íbidem., pág. 46. 
 
163 En el mismo sentido, el art. 1.I de la LTC establece que “El Tribunal Constitucional es independiente y está 
sometido sólo a la Constitución y a la presente Ley…”, (sin duda, tanto la prescripción constitucional como 
legal son preceptos cuya fuente se halla en el art. 1º.1 de la LOTCE). A propósito, el TC refiriéndose al precepto 
contenido en el art. 119.I CB, dirá que  “Es cierto que la norma prevista por el art. 119.I de la Constitución le 
reconoce al Tribunal Constitucional su independencia en el desempeño de sus funciones, de hecho así entiende 
y actúa éste en el cumplimiento de sus específicas funciones jurisdiccionales de control de constitucionalidad; 
sin embargo, en la práctica surgen conflictos orgánicos e institucionales que afectan al normal desempeño de sus 
labores”, vide, Tribunal Constitucional: “El Tribunal Constitucional ante la Asamblea…”, op. cit. pág. 60. 
 
164 Dicho apartado prescribe que “La facultad de juzgar en la vía ordinaria, contenciosa y contencioso–
administrativa y la de hacer ejecutar lo juzgado corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales y jueces 
respectivos, bajo el principio de unidad jurisdiccional”. 
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inconstitucionalidad de las leyes; que, sólo él tiene la “última palabra”, tanto en lo 
que respecta al control del respeto y la vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales, así como sobre el control de los demás poderes públicos en cuanto 
al ejercicio de sus respectivas competencias constitucionales165. 
 
Por último, siempre siguiendo las normas relativas a la naturaleza constitucional 
del TC, resta por decir que la independencia y la supremacía del TC en el ejercicio 
de sus competencias, viene respaldada de un lado, por en el apartado I del art. 121 
constitucional y, de otro, por el apartado I del art. 44 de la LTC. El citado precepto 
constitucional instituye que “Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no 
cabe recurso ulterior alguno”; por su parte, la referida disposición legal establece 
que “Los poderes públicos están obligados al cumplimiento de las resoluciones 
pronunciadas por el Tribunal Constitucional. Las sentencias, declaraciones y autos 
del Tribunal Constitucional, son obligatorias y vinculantes para los Poderes del 
Estado, legisladores, autoridades y tribunales”. 
  
Así pues, del conjunto de preceptos normativos que regulan la institución del TC, 
el modelo de control de constitucionalidad en Bolivia, se define por las siguientes 
características: 
 
a) El modelo de control de constitucionalidad es el concentrado166; 
                                                 
165 En este sentido el art. 1.II de la LTC prescribe que, “Son fines del Tribunal Constitucional ejercer el control 
de constitucionalidad y garantizar la primacía de la Constitución, el respeto y vigencia de los derechos y 
garantías fundamentales de las personas, así como la constitucionalidad de las convenciones y tratados”; Por 
otro lado, a modo de adelanto –porque se volverá sobre ello- es de hacer notar que los fines del TC en el 
ejercicio de la jurisdicción constitucional no se agotan únicamente en el conocimiento y resolución de sus 
competencias previstas en el referido art. 121 constitucional, sino que abracan, además, a la interpretación de la 
Constitución; si bien es cierto que al especto no existe norma jurídica alguna que avale dicha facultad, pero no 
menos cierto es que el propio TC ha sentado jurisprudencia en tal sentido, así por ejemplo en el AC No. 
0276/2005 del 22 de junio de 2005, dirá que “el Tribunal Constitucional es el máximo guardián y supremo 
interprete de la Constitución encargado de ejercer el control de constitucionalidad”; entendimiento que será 
reiterado en los AACC. No. 0289/2005 y No. 330/2005. Al margen de dicha jurisprudencia, si acaso cabe anotar 
una disposición legal lo más cercano a dicho entendimiento, sin duda esa disposición es la prevista en el art. 4 
de la LTC, el mismo que establece lo siguiente: “En caso excepcional de que una ley, decreto, o cualquier 
género de resolución admita diferentes interpretaciones, el Tribunal Constitucional en resguardo del principio 
de conservación de la norma adoptará la interpretación que, concuerde con la Constitución”. Aunque en rigor, 
este precepto lejos de consagrar al TC como el intérprete supremo de la Constitución, es apenas un criterio 
interpretativo; no obstante, no deja de ser un elemento conducente a tal fin, en este sentido, vide Fernández 
Segado, Francisco: La jurisdicción constitucional en…, op. cit., pág. 50. 
 
166 Con excepción de la posición –personal más que institucional- asumida por un anterior Presidente de la CSJ. 
Eduardo Rodríguez, la doctrina especializada es coincidente en este sentido de que el modelo de control de 
constitucionalidad en Bolivia es el concentrado; Trabajos que dan cuenta de esta, vide, Dermizaky, Peredo, 
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b) El titular de dicho modelo es el Tribunal Constitucional; 
 
c) El TC en tanto titular del modelo en cuestión, es un órgano independiente, de 
naturaleza jurisdiccional y extraordinaria, únicamente sometido a la 
Constitución y a su Ley orgánica; 
 
d) En tanto órgano constitucional de naturaleza jurisdiccional y extraordinaria, el 
TC, se constituye en el máximo guardián y supremo interprete de la 
Constitución167, y; 
 
e) En tanto máximo guardián y supremo interprete de la Constitución, es él 
quien tiene la última palabra, en lo que al control y tutela de los derechos y 
garantías fundamentales se refiere. 
 
Ahora bien, convenga recordar que no sólo en Bolivia, sino en gran parte de los 
países de América Latina, el sistema de control concentrado de constitucionalidad 
ha calado hondo en desmedro del modelo de revisión judicial (judicial review) que 
ha pasado a un segundo plano168. Sin embargo, dicho desplazamiento a un 
segundo plano del modelo en cuestión, no supone en modo alguno que la 
jurisdicción ordinaria haya de quedar exenta de cumplir la Constitución y de velar 
por su cumplimiento. De ninguna manera. Pues, no obstante, el cambio del modelo, 
el guardián primigenio de la Constitución y primordialmente de los derechos y 
garantías fundamentales sigue -y seguirá- siendo la jurisdicción ordinaria169; por 
                                                                                                                                                       
Pablo, Justicia constitucional y Estado de Derecho, Alexander, Cochabamba, 2003, Asbún, Rojas, Jorge, 
Análisis jurídico-político de la reforma constitucional, UPSA, Santa Cruz, 2004; Del Chazal, Palomo, José 
Antonio, La reforma constitucional de Bolivia de 1.994 y el control concentrado de constitucionalidad, en, La 
justicia Constitucional en Bolivia 1998-2003, Tribunal Constitucional/AECI, Sucre, 2003, pág. 102; Duran, 
Ribera, Willman, El carácter vinculante de las resoluciones del Tribunal Constitucional. La conformación de la 
línea jurisprudencial, en AA. VV. El nuevo sistema procesal penal, desde la perspectiva constitucional, 
ABEC/El País, Santa Cruz de la Sierra, 2003, pág. 146; Rivera, José, Antonio, Jurisdicción Constitucional. 
Procedimientos constitucionales en Bolivia, ABEC/Kipus, Cochabamba-Bolivia, 2001. 
 
167 Siendo las cosas así, en términos de Rubio Llorente F. (refiriéndose al sistema español), cabría concluir 
diciendo que en el sistema judicial boliviano, “supremo hay uno sólo pero no es el verdadero”. 
 
168 Palomino Manchego, José F.: “Los orígenes de los tribunales constitucionales en Iberoamérica”, Cuadernos 
de la Asociación Peruana de Derecho Constitucional, Lima, 2003, pág. 11.  
 
169 En el caso boliviano, esta cuestión es todavía aun más insoslayable, ya que la propia Constitución (art. 228) 
establece que “La Constitución Política del Estado es la ley suprema del ordenamiento jurídico nacional. Los 
tribunales, jueces y autoridades la aplicaran con preferencia a las leyes, y éstas con referencia a cualesquiera 
otras resoluciones”; empero, este precepto constitucional no autoriza a las diferentes instancias de la 
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cuanto la creación de más de una jurisdicción para “un mismo fin” en este caso, 
para la defensa de los derechos fundamentales, no tiene otro fundamento que no 
sea la voluntad sincera de robustecer la protección de los ciudadanos frente al 
Poder y de esa manera asegurar el sometimiento de éste al Derecho. 
 
Por lo tanto, la adopción del Tribunal Constitucional como guardián e intérprete 
supremo de la Constitución170, constituye para el constitucionalismo boliviano, un 
avance de trascendental importancia, básicamente, porque contribuye 
cualitativamente al propósito de concebir la Constitución como una norma jurídica 
fundamental exigible a todos los individuos y aplicable por todos los jueces y 
tribunales. Al mismo tiempo, presupone una garantía substancial de promoción y 
protección jurisdiccional de los derechos y garantías fundamentales, por supuesto, 
en tanto en cuanto, una de sus funciones primordiales es precisamente esa. Aunque 
no sólo esa, ya que, después de aproximadamente ocho años de su 
funcionamiento, existe un total convencimiento de que el Tribunal no sólo se ha 
encargado, por ejemplo, de constitucionalizar el nuevo proceso penal y, 
paulatinamente todo el ordenamiento jurídico nacional, sino también de racionalizar 
el poder coercitivo del Estado171. 
 
En definitiva, la creación y muy en particular, el funcionamiento del TC, no 
obstante su aún corta, pero valiosa experiencia, significará, en lo formal, un cambio 
en la estructura orgánica de la justicia boliviana y, en lo sustancial, la consolidación 
de la supremacía constitucional; garantizando con ello, su función directriz, en la 
creación, aplicación e interpretación del ordenamiento jurídico del país172. Por otro 
lado, el funcionamiento del TC habrá de suponer una luz de “esperanza hecha 
realidad”; ya que, aquella visión de que con su creación se estaba propiciando “un 
                                                                                                                                                       
jurisdicción ordinaria a declarar la inconstitucionalidad de una ley, sino a que dichas instancias deban promover 
de oficio –en tales circunstancias- la cuestión de inconstitucionalidad de conformidad con lo dispuesto por el 
arts. 56 y siguientes de la LTC y de ese modo, habrán cumplido con dicho mandato constitucional. 
 
170 Rivera Santibáñez, José Antonio: “Los valores supremos y principios fundamentales en la jurisprudencia 
constitucional”, en: La justicia Constitucional en..., op. cit. pág. 349. 
 
171 Herrera Áñez, William: “El Nuevo proceso penal desde la perspectiva del Tribunal Constitucional”, en, VV 
AA: El nuevos sistema procesal penal desde la perspectiva constitucional, ABEC/El País, Santa Cruz de la 
Sierra, 2003, pág. 11. 
 
172 Durán Ribera, Willman: “El sistema de control de constitucionalidad vigente en Bolivia”, en, VV AA: La 
justicia Constitucional en..., op. cit. pág. 157. 
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lugar donde el ciudadano vería sus derechos fundamentales amparados por un 
órgano especializado cuya única función es su salvaguarda”173, sin duda, hoy es 
una realidad palpable y porque no decirlo, loable desde todo punto de vista. 
 
 
3.2. Su estructura  y organización interna 
 
De conformidad con lo establecido por los apartados II al V del art. 119 
constitucional, el Tribunal Constitucional está integrado por cinco magistrados; se 
organiza en una sola sala, obviamente con los cinco miembros; todos y cada uno de 
ellos son designados por el Congreso Nacional por dos tercios de votos de los 
miembros presentes y, por último; desempeñan sus funciones por un período de 
diez años improrrogables y pueden ser reelectos pasado un tiempo igual al que 
hubiesen ejercido su mandato. 
 
En cuanto al número de magistrados, un repaso al derecho comparado hace ver 
que el TC boliviano cuenta con el número más reducido de miembros, ya que, en 
los países que cuentan con similar órgano ad hoc, el número de integrantes oscila 
desde un mínimo de siete hasta un máximo de dieciséis174. A este respecto, en la 
doctrina -en general- existen diferentes valoraciones, lo cual supone decir que no 
hay un consenso sobre el particular, pues, de un lado, se defiende un número 
reducido y, de otro, un número elevado. 
 
Para los defensores de la primera posición, el argumento es que -a diferencia de 
un órgano político- el Tribunal está llamado a pronunciarse esencialmente sobre 
cuestiones jurídicas, ya que debe cumplir una función puramente jurídica de 
interpretación de la Constitución y por lo tanto, el número de miembros de un 
órgano de esta naturaleza no debe ser elevado175; en cambio, para los defensores 
                                                 
173 Asbún, Jorge, Análisis jurídico-político de la reforma constitucional, UPSA, Santa Cruz, 1.994, pág. 27. 
 
174 En efecto, el Tribunal Constitucional peruano cuenta con siete integrantes; con nueve el Conseil 
Constitutionnel francés; con doce el Tribunal Constitucional español; con trece el portugués y con quince la 
Corte Constituzionale de Italia, con dieciséis el Tribunal Constitucional alemán, por citar algunos ejemplos de 
los más significativos. 
 
175 En este sentido, Hans Kelsen: “La garantie jurisdiccionnelle de la Constitución (La justice 
constitucionnele)”, en, Revue du Droit Public et de la Science Politique, t. XLV, 1928, pp. 226. Cit. por 
Fernández Segado, Francisco, en: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 54. 
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de la segunda línea, el argumento es que el número elevado de Magistrados 
garantizaría la rápida resolución de los conflictos, por la mera distribución material 
del trabajo. En suma, se concluye diciendo que una composición amplia es más 
satisfactoria176. 
 
Frente a una y otra posición -e incluso frente a una intermedia que pudiera 
existir- lo aconsejable es que el número de magistrados debe responder a las 
propias circunstancias y características de cada país, donde por cierto, el Derecho 
comparado apenas tiene un peso meramente orientativo. En efecto, para determinar 
el número de magistrados de un tribual, como parámetros orientativos, podría 
tomarse en cuenta, por ejemplo: de un lado, el número de habitantes del país y el 
flujo procesal de causas, y de otro, la naturaleza y la cantidad de competencias 
asignadas al órgano en cuestión.  
 
Ahora bien, está claro que a la luz del Derecho comparado, el primer rasgo 
característico del TC boliviano, evidentemente es su reducido número de 
integrantes, pero desde una perspectiva distinta, concretamente, desde la 
perspectiva del número de habitantes por Magistrado, la relación, ya no es tan 
reducida como parece177. 
 
En cualquier caso, con la finalidad de corregir aquel déficit cuantitativo, valorado 
desde el punto de vista del Derecho comparado, el legislador ordinario a través de 
la LTC (art. 8.I), ha visto por conveniente instituir la figura de los magistrados 
suplentes178, en igual número que los titulares; por lo tanto, se podría decir que el 
                                                 
176 Así, Gonzáles-Trevijano Sánchez, Pedro José: El Tribunal Constitucional, Aranzadi, Navarra, 2000, pág. 70. 
 
177Así, por ejemplo, una comparación proporcional entre la cantidad de habitantes y el número de magistrados, 
entre el TC boliviano y el español demuestran que, en Bolivia con aproximadamente de ocho millones de 
habitantes y cinco Magistrados, a cada uno de ellos le correspondería más o menos un millón seiscientos 
habitantes; en cambio, en España que cuenta con aproximadamente cuarenta y cuatro millones de habitantes y 
doce Magistrados, correspondería a cada uno de ellos tres millones seiscientos habitantes. Como se puede ver, la 
diferencia es bastante significativa; pero si se toma en cuenta la cantidad de competencias de ambos Tribunales, 
–como se verá a continuación- en cierto modo, aquella diferencia se invierte. 
 
178 El precepto en cuestión establece, que “El Tribunal Constitucional está integrado por cinco magistrados 
titulares que conforman una sola Sala y cinco magistrados suplentes”. La figura de los suplentes no viene 
contemplada en la Constitución, de modo que su creación, es mas bien una innovación de la Ley 1836 (LTC). A 
propósito, a tiempo de debatirse la ley del TC, un determinado sector veía en la creación de los Magistrados 
suplentes, un acto contrario a la Constitución, justamente, por el hecho de que la Ley Fundamental no 
contempla dicha figura; más referencias sobre esta cuestión, vide, Dermizaky Peredo Pablo: Justicia 
Constitucional y…, op. cit. pág. 26. 
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TC boliviano, en suma, está integrado por un total de diez magistrados, de los 
cuales, cinco son titulares y los restantes cinco suplentes. Los suplentes tal como su 
nombre indican ejercen la titularidad de la función jurisdiccional sólo en defecto de 
los magistrados titulares, es decir, en los casos y las formas establecidas por el art. 
22 de la misma LTC179. 
 
Siempre de conformidad con la Constitución (art. 119) y la LTC (art. 13 y ss.), los 
miembros del TC -titulares y suplentes- son designados -tal como ya se adelantó- 
por el CN, por dos tercios de votos de los miembros presentes180; desempeñan sus 
funciones por un periodo personal e improrrogable de diez años, pudiendo ser 
reelectos pasado un tiempo igual al que hubieren ejercido su mandato (Apartados II 
y V)181. Para ser Magistrado del Tribunal Constitucional182 se requieren las mismas 
                                                 
179 Este artículo, modificado por el artículo único de la Ley 2087, Ley de 26 de abril de 2000, Ley modificatoria 
del art. 22 de la Ley del Tribunal Constitucional, Ley 1836 de 1 de abril de 1998, establece que “I. Los 
magistrados suplentes, reemplazan a los titulares, indistintamente, en los casos de impedimento temporal por 
suspensión, excusa, enfermedad, viaje oficial, licencia y vacación, en la forma y orden que prevé el reglamento. 
II. En los casos de cesación definitiva de un magistrado titular accederán a la titulación entre tanto se designe 
su reemplazante por parte del Congreso Nacional. Están sujetos a las mismas incompatibilidades que los 
titulares y tendrán por domicilio la sede del Tribunal Constitucional.  
III. Tendrán derecho a una remuneración del 80% del salario que perciben los titulares, mientras no accedan a 
la titularidad y percibirán el 100% en los casos que accedan a la titularidad.  
IV. En el ejercicio de la suplencia podrán ser delegados y comisionados para cumplir las tareas encomendadas 
por el Pleno del Tribunal Conforme a reglamento”. 
 
180 En este punto, valga recordar que la LNRC establecía que los magistrados del TC serán electos por dos 
tercios de votos, pero del total de los miembros y no sólo de los presentes en sesión parlamentaria. Este 
precepto, sin embargo, ha sido modificado y no precisamente para bien, ya que, bajo la nueva fórmula pueden 
darse casos en los que un Magistrado termine siendo elegido, por tan sólo 45 congresistas; cosa que con la 
norma antes referida no podía suceder, ya que dicha norma exigía, necesariamente, el voto de 87 congresistas 
(dos tercios del total de los miembros). Tal extremo, desde luego, no deja ni dejará de repercutir en el grado de 
legitimidad de los Magistrados y por ende de la propia Institución del TC. 
 
181 Por su parte el art. 15 de la LTC, establece que “Los Magistrados titulares y suplentes del Tribunal 
Constitucional desempeñan sus funciones por un período personal de diez años improrrogables, que se 
computará a partir de la fecha de su posesión, pudiendo ser reelectos pasado un tiempo igual al que hubiesen 
ejercido su mandato”. 
 
182 Del mismo modo, otro de los aspectos que no se pueden pasar por alto, tiene que ver precisamente con los 
requisitos para su designación. La referida LNRC, establecía unos requisitos específicos y de una manera, 
además, expresa y separada de los previstos para los Ministros de la CSJ, esto, con la finalidad de mantener, en 
la medida de lo posible, una autonomía en todos los sentidos; sin embargo, la LRC (apartado IV del art. 119 
CB) terminara convirtiéndose en una norma de “re-remisión”, ya que, en primer lugar, se remitirá al apartado  
III del art. 117 constitucional, y este a su vez vuelve a remitirse a los arts. 64 y 61 CB, los mismos que 
establecen los requisitos para ser Senador de la República. Con todo ello, según el art. 13 de la LTC para ser 
magistrado del TC se requieren los siguientes requisitos:“1) Ser boliviano de origen y haber cumplido los 
deberes militares; 2) Tener 35 años cumplidos; 3) Estar inscrito en el Registro Electoral; 4) Tener título de 
Abogado en Provisión Nacional y haber ejercido durante diez años la judicatura, la profesión de abogado o la 
cátedra universitaria, con idoneidad; 5) No haber sido condenado a pena corporal, salvo rehabilitación 
concedida por el Senado ni tener pliego de cargo ejecutoriado; y, 6) No estar comprendido en los casos de 
incompatibilidad señalados en la presente ley”; dichas incompatibilidades de conformidad con el art. 17 de la 
misma ley son: 1) El ejercicio de cargos públicos o privados, administrativos o sindicales, remunerados o no; 
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condiciones que para ser Ministro de la CSJ (apartado IV). Y por último, el 
enjuiciamiento penal de los magistrados del TC por delitos cometidos en el ejercicio 
de sus funciones, se rige por las mismas normas establecidas para los Ministros de 
la referida CSJ, así, el apartado VI del mismo art. 119 CB183. 
 
En cuanto a su organización interna, atendiendo a unos criterios específicos, 
relacionados, básicamente, con su ámbito de actuación, dicha organización interna 
del TC puede estructurarse en dos ámbitos, una de carácter jurisdiccional y otra de 
carácter institucional, ambos con una relación de jerarquía de mayor a menor. 
Desde un punto de vista de la función jurisdiccional, el TC se organizaría de la 
siguiente manera: a) la Sala Plena (en adelante SP); b) la Comisión de Admisión (en 
adelante CA); c) los letrados y abogados asistentes, y; d) los consultores externos. 
 
La SP se compone de cinco magistrados y como tal, conoce y resuelve todas las 
competencias contempladas en el art. 121 constitucional, entre ellas el amparo 
constitucional por supuesto184. Por su parte, la CA se compone de tres magistrados 
de entre los cinco –por turnos- que integran la SP185; entre sus atribuciones, tiene la 
potestad de pronunciarse sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos 
constitucionales, es decir, cuenta con la facultad de revisar -con carácter previo- el 
                                                                                                                                                       
2) Con el desempeño de funciones directivas en partidos políticos, asociaciones, fundaciones, colegios 
profesionales, empresas mercantiles de cualquier naturaleza; 3) Con el ejercicio libre de la abogacía. La 
función de Magistrado Constitucional sólo es compatible con la cátedra universitaria”. 
 
183 Quepa precisar, además, que de conformidad con lo dispuesto por el art. 21 de la LTC “I. Los Magistrados 
del Tribunal Constitucional cesan en sus funciones por: 1) Fallecimiento; 2) Renuncia; 3) Cumplimiento del 
período de funciones; 4) Incapacidad física o mental sobrevenida, legalmente comprobada; 5) 
Incompatibilidad sobreviniente; y, 6) Condena por sentencia ejecutoriada”, la misma disposición legal agrega 
que “II. El cese de funciones o la vacancia en el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional, en el caso 
del numeral 2 será conocido por el Congreso Nacional; en el caso de los numerales 1, 3 y 6 será decretado por 
el Presidente del Tribunal Constitucional y se comunicará de inmediato al Congreso Nacional; en el caso de 
los numerales 4 y 5, previa comprobación por el Tribunal Constitucional; se hará saber de inmediato al 
Congreso Nacional. III. En todos los casos, el Congreso Nacional, después de asumir conocimiento de las 
causas de cesación, procederá a la designación del nuevo Magistrado del Tribunal Constitucional en el término 
máximo de treinta días, convocándose en su caso a Congreso Extraordinario, si fuere necesario”. 
184 A propósito, se entiende que eso es así, porque no existe norma alguna que diga lo contrario. A lo sumo el 
apartado I del art. 47 lo que viene a decir es “Salvo que en esta Ley se establezcan otros requisitos, las 
decisiones del Tribunal Constitucional se adoptarán por la mayoría de sus miembros”.  
  
185 En este sentido, el art. 9 de la LTC establece que “La Comisión de Admisión está formada por tres 
magistrados, que desempeñaran sus funciones en forma rotativa y obligatoria. Ninguno de ellos desempeñará 
estas funciones por más de dos veces consecutivas, por turno.” Quepa adelantar que esta comisión no interviene 
en el trámite de revisión de los recursos de amparo, ello, debido a que dicha revisión se tramita directamente, es 
decir, sin necesidad de pasar previamente por la CA. Sobre esto se volverá más adelante. 
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cumplimiento, por parte de los recurrentes, de los requisitos formales y materiales 
en las demandas presentadas ante el Tribunal Constitucional186. 
 
Forman también parte de la estructura jurisdiccional, aunque sin ningún poder de 
decisión sobre los casos ingresados al Tribunal, los abogados asistentes187, 
conocidos en el Derecho comparado, concretamente en el TC español, como 
letrados del Tribunal Constitucional. En sí, cada Magistrado tiene asignado a su 
cargo, dos abogados asistentes y un Letrado, quienes se ocupan de revisar y elevar 
informe sobre las causas sorteadas a dicho Magistrado, especificando básicamente 
las partes que intervienen, las pretensiones que deducen y la jurisprudencia del TC 
sobre casos similares188. 
 
Por último, la figura de los consultores –externos- que también forman parte de 
la misma estructura, hallan su reconocimiento legal en el apartado II del art. 25 de la 
LTC, cuyo texto establece que el Tribunal “También podrá contratar consultores 
para casos específicos”. Hasta donde se tiene conocimiento, en la práctica esta 
figura aun no ha sido utilizada por el TC, no obstante, tal como señala la ley, pueden 
ser contratados en razón de sus conocimientos especializados, para emitir una 
especie de informe pericial en una determinada materia que tenga relación con un 
recurso o caso específico del que esté conociendo el TC. 
 
Pasando al segundo ámbito, esto es, a la organización del TC desde un punto 
de vista institucional, cabe precisar que el TC, está organizada: a) por un 
Presidente; b) un Decano; c) un Secretario General; d) un Director Administrativo, y; 
e) demás funcionarios. 
                                                 
186 En relación con el proceso de amparo, hasta antes de la STC No. 0505/2005, la CA no ejercían dicha faculta 
de revisión, esto, por la sencilla razón de que todas las demandas de amparo que llegaban al TC en fase de 
revisión, ya venían con sentencias, lo que supone decir que ya venían admitidas en su momento por los jueces o 
tribunales de amparo. Sin embargo, tal como se verá en el Capítulo IX de este trabajo, en la actualidad, la CA no 
sólo interviene en el sorteo del expediente para Magistrado relator sino, además, en la revisión de aquellas 
demandas de amparo que han sido declarados improcedentes in limine o rechazados, por los jueces y tribunales 
de amparo en fase de admisión; todo ello en mérito a lo dispuesto por la sentencia constitucional de referencias. 
 
187 La LTC (apartado I del art. 25) se refiera a los abogados asistentes en los siguientes términos “I. El Tribunal 
Constitucional contará con un equipo permanente de profesionales abogados con Título en Provisión Nacional. 
Sus miembros serán designados por concurso de méritos y oposición que se ajustará a las normas que 
establezca el Reglamento del Tribunal”. 
 
188 Más detalles sobre la labor de los abogados asistentes, en la tramitación del proceso de amparo en su fase de 
revisión, vide, apartado 2.2. del Capitulo IX de este trabajo. 
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De conformidad con lo establecido en el apartado III del art. 119 constitucional, 
“El Presidente del Tribunal Constitucional es elegido por dos tercios de votos del 
total de sus miembros...”; desempeña sus funciones por un periodo de cinco años y 
puede ser reelecto189. Las atribuciones del Presidente están previstas en el art. 11 
de la LTC190, de entre las cuales destacan, por una parte, su condición de 
“conductor” y máximo representante del órgano constitucional, y por otra, su 
independencia respecto de los demás órganos. 
 
A diferencia de otros Tribunales Constitucionales que además de tener un 
Presidente tienen un Vicepresidente, como es el caso español, el TC boliviano lo 
que tiene, en reemplazo de aquel, es un Decano, cuyo reconocimiento legal se halla 
en el art. 14 de la LTC. Este precepto establece que la designación del mismo recae 
en el Magistrado más antiguo y en caso de producirse empate entre dos o más 
magistrados, se toma como criterio dirimidor el tiempo de funciones en el TC; de 
subsistir el empate, la cuestión se solventa sobre la base, de la fecha de emisión, 
del título de abogado en provisión nacional, de donde, el más antiguo accede al 
cargo. En términos generales, se puede decir que el Decano cumple las mismas 
funciones asignadas a la tradicional figura del Vicepresidente191; de hecho, la 
segunda parte del art. 10 de la LTC establece que “…en caso de impedimento 
temporal el Presidente será suplido por el Magistrado Decano”. 
                                                 
189 Por su parte, la primera parte del art. 10 de la LTC establece que “Los magistrados del Tribunal 
Constitucional elegirán por mayoría de votos en forma oral y nominal del total de sus miembros al Presidente, 
quien desempeñará sus funciones durante cinco años, pudiendo ser reelegido”. Como se podrá advertir, entre la 
prescripción constitucional y legal no hay concordancia en cuanto a los votos, ya que el primero habla de dos 
tercios y el segundo de mayoría –sin especificar, además, si tal mayoría deba ser simple o absoluta-; no 
obstante, es de suponer que en aplicación del principio de supremacía constitucional la norma que se aplica es la 
contenida en el citado artículo constitucional. Por otro lado, es también de hacer notar que por diferentes 
circunstancias que no vienen al caso nombrarlas, hasta la fecha ningún Presidente del TC ha cumplido en su 
integridad el mandato previsto por la ley (cinco años), tal es así que, desde agosto de 1.998 hasta diciembre de 
2.007, ya han pasado cinco Presidentes en el siguiente orden: Dr. Pablo Dermizaky Peredo, del 04/01/1.999 al 
09/02/2001; Dr. Hugo de la Rocha Navarro (†), del 09/02/2001 al 14/04/2002; Dr. René Valdivieso Guzmán, 
del 19/04/2002 al 16/04/2004, y; Dr. Willman Ruperto Durán Ribera, del 16/04/2004 al 22/02/2006; Dra. 
Elizabeth Iñiguez de Salinas, del 22/02/2006 al 13/12/2007. 
  
190 La norma en cuestión establece que “El Presidente del Tribunal Constitucional, que ejerce la función 
jurisdiccional en igualdad de condiciones con los demás magistrados, tiene las siguientes atribuciones: 1) 
Dirigir y representar al Tribunal Constitucional; 2) Cumplir y hacer cumplir las resoluciones y acuerdos del 
Tribunal; 3) Velar por la correcta y pronta administración de justicia en materia constitucional; 4) Ejercer las 
facultades disciplinarias sobre el personal que no sean competencia del Consejo de la Judicatura; 5) Dictar 
resoluciones administrativas en los casos que no sean competencia del Tribunal en pleno. 6) Ejercer las demás 
funciones establecidas en el Reglamento”. 
 
191 Aunque en el caso boliviano y más propiamente en la organización del PJ, lo tradicional no es precisamente 
la figura de vicepresidente sino el de Decano y en efecto, no sería nada alejada de la realidad afirmar que la 
figura del Decano en el TC no hace sino seguir la tradición de la CSJ. 
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Por su parte, tanto el Secretario General, el Director Administrativo así como el 
resto del personal administrativo, son funcionarios que dentro la estructura 
institucional del TC, cumplen un papel estrictamente de apoyo administrativo; cada 
uno de dichos funcionarios es designado de acuerdo a los procedimientos y 
requisitos establecidos en el reglamento elaborado por el propio Tribunal y están 
sujetos, además, a la Ley del Estatuto del Funcionario Público (LEFP). Así, por 
ejemplo, la dirección administrativa tiene por objeto, según lo previsto por el art. 27 
LTC, “1. La coordinación con el Consejo de la Judicatura para asuntos 
administrativos y financieros; y, 2. Los relativos a la administración interna del 
Tribunal Constitucional”192. 
 
Asimismo, no está de más precisar que tanto en el ámbito jurisdiccional como 
institucional, principalmente en el primero, el Tribunal Constitucional funciona de 
manera ininterrumpida durante todo el año, lo que supone decir que las vacaciones 
-a diferencia de los demás órganos de justicia- son individuales y no colectivas; por 
lo tanto, el órgano siempre cuenta con la mayoría -o el número suficiente- de 
magistrados titulares, lo cual implica a su vez, que las actividades regulares de la 
institución en este aspecto no se interrumpen193. 
 
                                                 
192 Es de hacer notar que uno de los aspectos que ha sido objeto de crítica en el sentido de que afectaría a la 
independencia del TC, fue precisamente su dependencia presupuestaria del PJ y más concretamente del CJ. 
Empero, dicha aparente dependencia ha sido subsanada por el artículo primero de la Ley 1979, del 24 de mayo 
de 1.999; con posterioridad a esta reforma, “El presupuesto del Tribunal Constitucional será aprobado en Sala 
Plena y homologada por el Consejo de la Judicatura, de acuerdo a lo previsto por el Artículo 13º de la Ley de 
22 de diciembre de 1997. El Presupuesto será ejecutado por la Dirección Administrativa del Tribunal 
Constitucional, en aplicación de lo establecido por el parágrafo VIII del artículo 13º de la Ley del Consejo de 
la Judicatura"; la norma original se limitaba a decir que, “El Consejo de la Judicatura como órgano 
administrativo del Poder Judicial establecido por la Constitución Política del Estado, es el encargado de la 
administración de los recursos económicos y financieros del Tribunal Constitucional”. Por lo tanto, a la luz de 
la precitada reforma, en la actualidad, el TC goza de una mayor autonomía, no sólo funcional como ya se dijo, 
sino también presupuestaria, en este último caso, tanto en lo que respecta a la gestión como a la ejecución. 
 
193 Antes de pasar a las atribuciones, valga adelantar que la LTC en su art. 47, establece que las decisiones del 
Tribunal Constitucional se adoptarán por la mayoría de sus miembros; requiriéndose en efecto, un mínimo de 
tres votos uniformes, salvo en aquellos casos donde de conformidad con la Constitución, la LTC, o el Rpc, se 
requieran de dos tercios o de unanimidad (art. 19.IV. Rpc), pero no obstante, los fallos del TC se deben entender 
que son emitidas por la Sala Plena. Por otra parte, en los supuestos de ausencia o cualquier otro impedimento 
justificado, la Sala hace quórum con la asistencia de tres Magistrados titulares (art. 19. Rpc); y por último, 
“Todos los plazos procesales establecidos en esta Ley son perentorios y se computarán en días y horas hábiles. 
De manera excepcional y por unanimidad de votos la Sala Plena del Tribunal Constitucional mediante 
resolución motivada podrá disponer la ampliación del plazo en una mitad del plazo previsto para la dictación 
de la resolución respectiva. Para efectos de la presente Ley se entiende por días y horas hábiles de lunes a 
viernes, salvando los días feriados, de ocho a doce y de catorce a dieciocho, así el art. 39, reformado por el 
artículo segundo de la Ley 1979, de 24 de mayo de 1.999, en vigor. 
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Ahora bien, antes de pasar al conjunto de sus atribuciones, quepa efectuar 
algunas consideraciones en torno a la organización que se acaba de exponer. En si 
son dos los aspectos que no pueden dejar de considerarse, por un lado, el número 
de Magistrados y, por el otro, la forma de su organización interna. 
 
En lo que respecta al número de Magistrados, en primer lugar dicha cuestión no 
tendría que estar fijada por la Constitución194 y, en segundo lugar, la cantidad de los 
mismos debería de incrementarse. El hecho de que sea la propia Constitución la 
que define la cantidad de magistrados, implícitamente supone que cualquier 
tentativa de alteración tenga que necesariamente realizarse previa reforma 
constitucional; en cambio el aumento del número de magistrados no haría otra cosa 
que responder a la cantidad de competencias que conoce y a la creciente carga 
procesal que soporta. 
 
A propósito, en la doctrina nacional –desde un principio- han existido voces con 
una evidente coincidencia -y cada vez van en aumento- en el sentido de que se 
debe aumentar el número de los magistrados titulares y, en contrapartida, eliminar 
los suplentes. Así por ejemplo, entre otros195, a un año de funcionamiento del TC, el 
primer Presidente del órgano en cuestión, sugería aumentar a un total de nueve el 
número de magistrados titulares, proponiendo a su vez, eliminar a los denominados 
suplentes, por ser éstos –decía él- «innecesarios»196.  
 
Respecto a su organización, el mismo autor planteaba que el TC -ya con nueve 
magistrados- “debía dividirse en dos salas197, cada una con cuatro miembros: la 
primera se ocuparía de la revisión de los recursos de habeas corpus y de amparo 
(atribución 7º, art. 120) y, la segunda, de las atribuciones segunda a sexta, 
                                                 
194 Este entendimiento de igual modo ya fue asumido por el Consejo Ciudadano para la Reforma Constitucional, 
tal es así que el anteproyecto de ley de necesidades de reforma constitucional en su artículo 121.III establecía 
que “el número de magistrados se fijará por ley”, por la LTC es de suponer, vide, Anteproyecto de ley…, op. cit. 
pág. 20. 
 
195 En la misma línea, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción constitucional en Bolivia. Procesos…, op. cit. 
pág. 247. 
 
196 Dermizaky Peredo, Pablo: Justicia Constitucional y Estado de Derecho, Alexander, Cochabamba, 2003, pág. 
90. 
 
197 Aunque en una anterior oportunidad, sostenía que “lo ideal sería que el tribunal contara con nueve 
magistrados divididos en tres salas…”, así, en la “Presentación” de la obra de, Luís Vásquez Villamar y otros: 
Tribunal Constitucional…, op. cit. (sin número de página). 
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dejándose las atribuciones 1ª, 8ª, 9ª y 10ª para la Sala Plena” y, por último; el autor 
sugería, además, que “El presidente del Tribunal, por sus recargadas labores 
legales, administrativas y de representación, no debe ejercer otra jurisdicción que la 
de la Sala Plena”198. 
 
En el mismo sentido, una de las últimas sugerencias, esta vez elaborada por el 
propio Tribunal Constitucional y presentada, en el año 2006, ante la Asamblea 
Constituyente, dirá lo siguiente: “el número de magistrados definido por el art. 119.II 
de la Constitución no es acorde con el elevado número de competencias que 
forman parte de sus funciones y atribuciones”199; por lo tanto -concluirá la 
propuesta- “es recomendable incrementar a diez el número de Magistrados 
Titulares, reduciendo a tres el de Magistrados Suplentes (…). Ese incremento 
permitirá al Tribunal Constitucional organizarse en tres salas cada una integrada por 
tres magistrados, el Presidente no formará parte de ninguna de ellas; una de las 
salas deberá tener la atribución de conocer y resolver en grado de revisión los 
recursos de hábeas corpus y los dos restantes, conocer y resolver los recursos de 
amparo constitucional y hábeas data; los procesos que formen parte del ámbito de 
control normativo de constitucionalidad y el control del ejercicio del poder político, 
esto es, los recursos de inconstitucionalidad, las consultas sobre constitucionalidad, 
las acciones de conflictos de competencia y recursos directos de nulidad, deberán 
ser conocidos y resueltos en Sala Plena conformada por la totalidad de los 
magistrados”200. 
 
Sin duda alguna, las sugerencias emitidas en uno y otro sentido –número y 
organización interna del Tribunal Constitucional- son bastante razonables. Frente a 
ellas solamente cabe hacer dos precisiones: uno en relación con la organización 
interna y; otro, en relación con las atribuciones del Presidente201. En relación con el 
                                                 
198 Dermizaky Peredo, Pablo: Justicia Constitucional y…, op. cit. pág. 91. 
 
199 Vide, Tribunal Constitucional: “EL Tribunal Constitucional ante la Asamblea…”, op cit. pág. 62. 
 
200 Íbidem., pág. 82. 
 
201 Si acaso, lo que corresponde es ampliar el planteamiento en el sentido de que, el Presidente no formaría parte 
de ninguna de las salas, sólo del pleno, y por lo tanto, cada sala -integrada por cuatro magistrados- tendría su 
propio Presidente. La sala haría quórum con tres magistrados y las decisiones se adoptarían por mayoría de tres 
votos y en caso de empate, el Presidente de la sala tendría voto cualificado o de decisión, tal como ocurre 
actualmente con la SP donde el Presidente tiene voto cualificado. 
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número de magistrados no hay mucho que se pueda agregar, además, en la medida 
en que la carga procesal se incremente, siempre habrá la necesidad de que el 
número de los Magistrados también se incrementen. Lo que no quiere decir que 
para hacer frente a la sobrecarga procesal del Tribunal no se puedan adoptar otros 
mecanismos. 
 
Así pues, en lo relativo a la organización interna, de cara a un mejor 
funcionamiento y por sobre todo, para una mayor prontitud en el despacho de los 
asuntos sometidos a su conocimiento, el Tribunal debería organizarse en dos Salas: 
Sala primera y; Sala segunda; la reunión de ambas constituiría la Sala Plena. A 
diferencia de los planteamientos descritos, cada una de las salas –indistintamente y 
por sorteo- asumirían todas las competencias del TC, eso sí, con excepción de las 
descritas en las atribuciones 1ª, 8ª, 9ª y 10ª, que tendrían que ser resueltas por la 
Sala Plena, de la que el Presidente formaría parte como cualquier otro Magistrado.  
 
La indistinta e igual asignación de competencias a cada una de las salas, se 
justifica en el hecho de que la atribución 7ª –revisión de los recursos de amparo 
constitucional, habeas corpus y habeas data- supone para el TC, una carga 
procesal abismalmente superior al resto de las atribuciones -aproximadamente el 
85.23%202-; por lo tanto, de adoptarse cualquiera de los planteamientos descritos, 
significaría asumir y asignar a las Salas, un trabajo totalmente desproporcionado a 
uno respecto del otro. Por otra parte, en los supuestos de excusa203, el hecho de 
que el TC se organice por salas, permitiría a su vez, que la excusa de un 
magistrado de una sala sea resuelta por la sala al que no pertenece; asimismo, en 
los supuestos de falta de quórum, la existencia de dos salas permitiría que una 
causa pase a conocimiento de la otra y de ese modo facilitaría, en definitiva, una 
mayor celeridad procesal. 
                                                 
202 Vide, Tribunal Constitucional: “EL Tribunal Constitucional ante la Asamblea…”, op cit. pág. 64. 
 
203 El art. 34 de la LTC establece las causales de excusa que son los siguientes: “1) El parentesco del 
magistrado hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad con alguna de las partes, sus 
mandatarios o abogados; 2) El interés directo del magistrado en el caso o de alguno de sus parientes referidos 
en el numeral anterior; 3) La intervención del magistrado en el caso por razón de su cargo o profesión, como 
abogado o mandatario, o por haber ejercido cualquier función que comprometa su imparcialidad; 4) Tener el 
magistrado proceso pendiente con alguna de las partes, siempre que éste no hubiere sido provocado exprofeso 
por una de ellas para inhabilitarlo, o ser o haber sido denunciante o acusador contra una de las partes para su 
enjuiciamiento penal, o denunciado por alguna de ellas con el mismo objeto”. 
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Evidentemente, el aumento del número de Magistrados, por un lado, y la 
organización en dos Salas, por el otro, implicaría a su vez, el aumento del 
presupuesto de la institución y por sobre todo, el riesgo de alterar la uniformidad 
jurisprudencial. Sin embargo, ni lo uno ni lo otro, son cuestiones que no se puedan 
prever. En los hechos, el aludido incremento presupuestario no sería inmoderado, 
principalmente en razón de que en la actualidad existen cinco magistrados 
suplentes que perciben un salario “permanente” del 80% del sueldo que 
corresponde a un magistrado titular y, el 100% cuando asumen la titularidad. Dado 
que la idea es suprimirlos, el presupuesto de los cinco suplentes, sencillamente, 
pasaría a cubrir los sueldos de los cuatro titulares que se incrementarían. 
 
Respecto el segundo punto, indudablemente, la organización del Tribunal en dos 
Salas, cada una con “plena” autonomía e independencia funcional, conlleva el riego 
–cierto y posible- de que se pierda o debilite la garantía de uniformidad 
jurisprudencial. En otras palabras, conlleva el riesgo de que el Tribunal incurra en la 
emisión de resoluciones “contradictorias” ante el enjuiciamiento de unas mismas 
cuestiones según provengan las decisiones de una u otra sala; puede que no en 
una auténtica contradicción, pero sí al menos en la plasmación de puntos de vista 
distintos y encontrados que acaso pudieran conllevar la adopción de resoluciones, 
sino enfrentadas, sí al menos desiguales204. 
 
Pretender evitar que suceda tal cuestión es poco menos que imposible, pero no 
por ello es un “problema” que deba dejarse de lado, en todo caso, es y será un 
problema que demanda alternativas de solución. En efecto, una de esas alternativas 
consistiría en la obligación de las salas -más o menos como sucede en la 
jurisdicción constitucional española (art. 13 LOTC)205- de someter a conocimiento 
del Pleno aquellos recursos cuya resolución suponga la necesidad de modificar o 
apartarse en cualquier punto de la doctrina constitucional precedente. De este 
modo, como ya se dijo, no se sortearía totalmente dicha posibilidad, pero sin duda, 
                                                 
204 En este sentido Garberí Llobregat, José, a tiempo de comentar la organización en dos salas del TCE, 
“comentario al art. 48 de la LOTCE”, en, Requejo Pagés, Juan Luís (Coord.): Comentarios a la Ley Orgánica 
del…, op. cit. pág. 786. 
 
205 El texto de la citada norma, dispone, “Cuando una sala considere necesario apartarse en cualquier punto de 
la doctrina constitucional precedente sentada por el Tribunal, la cuestión se someterá a la decisión del pleno”. 
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sí podría reducirse o cuanto menos disuadir a las salas en el sentido que no 
incurran en lo que se pretende evitar. 
 
En lo relativo al Presidente, éste, no obstante estar exento de algunas labores 
asignadas a las salas, excepcionalmente, tendría que poder formar parte de las 
mismas cuando así lo requieran determinadas circunstancias, como por ejemplo, 
cuando, por razón legalmente previstas, se dé la imposibilidad de que las salas 
forme el quórum necesario. 
 
Pero por lo demás, sus funciones en tanto representante del TC, se abocarían 
principalmente a la pedagogía constitucional y de la mano de ésta, a la formación de 
la cultura constitucional. Dicho en otras palabras, el Presidente del TC, demás de 
cumplir sus atribuciones extrajuris-diccionales y como miembro de la Sala Plena-, 
que por cierto no son pocas, sería el encargado de difundir la doctrina del TC; es 
decir, el encargado de exteriorizar –más allá del texto de las sentencias- la doctrina 
del Tribunal en los diferentes eventos académicos e institucionales a los que el 
órgano al que representa, sea invitado o, en los que la propia institución organice. 
 
 
3.3. El conjunto de sus atribuciones 
 
Al margen de las peculiaridades propias del modelo boliviano, el conjunto de las 
atribuciones del TC, en términos generales, son las mismas que han sido 
encomendadas a los tribunales constitucionales en la mayoría de los estados que 
cuentan con dicho órgano de control de constitucionalidad. Competencias que tiene 
por finalidad, el control del ejercicio del poder en tres ámbitos de actuación206. Entre 
las referidas peculiaridades, sin duda, sobresalen dos aspectos a destacar: de un 
lado, la amplitud de dichas competencias y de otro, la transferencia “indiscriminada” 
de aquellas atribuciones que en su momento eran de competencia de la CSJ207. 
                                                 
206 Justamente en este sentido el art. 1 apartado II de la LTC establece que “Son fines del Tribunal 
Constitucional ejercer el control de constitucionalidad y garantizar la primacía de la Constitución, el respeto y 
vigencias de los derechos y garantías fundamentales de las personas, así como la constitucionalidad de las 
convenciones y tratados”. 
 
207 En un siguiente apartado, “Algunas consideraciones en torno a su organización y competencias”, punto 3.4. 
se hará una breve valoración del marco normativo del TC en general y de sus competencias en particular, de 
modo que en este apartado únicamente se detallaran cada una de esas competencias. 
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En cualquier caso, a la luz del art. 120 constitucional y art. 7 de la LTC, dichas 
competencias pueden, al día de hoy, englobarse en tres ámbitos de control: El 
primero, control normativo de constitucionalidad de las leyes, que comprende, de 
una parte, el control normativo preventivo y, de otra, el control normativo derogador; 
el segundo, el control tutelar o protectivo de los derechos y garantías 
fundamentales, y; el tercero, el control de la distribución de competencias 
constitucionales208. 
 
 
3.3.1. Control normativo de constitucionalidad de las leyes 
 
En este ámbito del control normativo o de constitucionalidad de las leyes, se 
incluyen aquellas competencias que tienen por finalidad garantizar, la supremacía 
constitucional209, denominada también como la garantía objetiva de la Constitución. 
En cualquier caso, lo cierto es que se trata del mecanismo de control de 
constitucionalidad -juntamente con el control del ejercicio de competencias de los 
órganos constitucionales- más importante y connatural al modelo –original- de 
control concentrado de constitucionalidad. Este mecanismo de control, tal como ya 
se ha adelantado, en atención al momento procesal de enjuiciamiento constitucional 
de la norma tachada de inconstitucional, se divide en dos tipos de control, uno de 
carácter preventivo o a priori y otro de carácter punitivo o a posteriori. 
 
Empero, en atención a los efectos de la sentencia de inconstitucionalidad, cabría 
también identificar al primero, como control conciliador y al segundo, como control 
sancionador o abrogatorio. Conciliador el primero en el sentido de que el legislador -
frente a la sentencia- tiene todavía la posibilidad de conciliar y/o adecuar a la 
Constitución el proyecto de ley declarado inconstitucional; en cambio en el segundo 
                                                 
208 Precisamente en este sentido, el propio TC a través de su Sentencia No. 0076/2005, dirá que “el 
Constituyente, a través de la reforma constitucional de 1.994, creó el Tribunal Constitucional como guardián 
de la Constitución, asignándole las atribuciones y fines previstos en los arts. 120 de la Constitución, 1 y 7 de la 
Ley del Tribunal Constitucional (LTC), disposiciones legales que delimitan su ámbito de competencia...”, que, 
“abarca tres ámbitos, a saber: a) el control normativo de constitucionalidad; b) el control del ejercicio del 
poder público, y c) la tutela o protección de los derechos fundamentales”. Sobre la naturaleza, características y 
el procedimiento de cada uno de los mecanismos que integran dichos ámbitos de competencia, vide, Rivera 
Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción constitucional…, op. cit. pág. 132 y ss.; también, Arce Zaconeta, Héctor: 
Procesos constitucionales…, op. cit. págs. 34 y ss.. 
 
209 Asbún Jorge: “El control de constitucionalidad en…”, op. cit. pág. 99. 
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supuesto, ya no cabría dicha posibilidad de conciliación, primero, porque la ley 
impugnada ya no se encuentra en trámite y por lo tanto ya no está sujeta a 
corrección, y segundo, porque la sentencia de inconstitucionalidad respecto de la 
ley declarada así, supone irremediablemente su expulsión del ordenamiento jurídico 
nacional210. 
 
i) Control normativo preventivo. Como su nombre indica, esta vía de 
control jurisdiccional tiene por objeto evitar y/o prevenir que una ley nazca 
a la vida jurídica con vicios de inconstitucionalidad. En efecto, se 
caracteriza principalmente, por el hecho de que –las consultas que se 
formulan mediante demanda- se realizan frente a las leyes que se 
encuentran en proceso de formación, en trámite, y más propiamente, 
frente a los proyectos de ley. La tramitación de este tipo de control se 
promueve principalmente a través de las denominadas consultas de 
inconstitucionalidad, naturalmente, en aquellos supuestos donde existe 
duda razonable sobre la constitucionalidad del proyecto de ley; la duda 
puede recaer –indistintamente- sobre le procedimiento o sobre el 
contenido. Integran este ámbito de control211: 
 
- Las consultas sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley 
(atrib. 8ª)212; 
                                                 
210 En todo caso, frente a la imposibilidad de conciliación constitucional, el Legislador lo que sí podría y tendría 
que hacer es –para evitar el vacío legal- dictar una nueva ley acogiéndose al razonamiento constitucional de la 
sentencia. Sobre los efectos y las diferentes modalidades de cómo pueden ejecutarse las sentencias de 
inconstitucionalidad, la jurisprudencia de la Corte Constituzionale de Italia, es sin duda la más rica y variada. 
Un trabajo bastante ilustrativo sobre la experiencia europea en relación con el tema, vide, Aja Fernández, Eliceo 
(ed.): Las tensiones entre el Tribunal Constitucional y el Legislador en la Europa actual, Ariel, Barcelona, 
1998. 
 
211 Aunque el TC, por su parte, entiende que de acuerdo a las normas previstas por el art. 120 de la Constitución 
y desarrolladas por la Ley 1836, TC, los recursos que comprenden dicho ámbito de control normativo de 
constitucionalidad, son los comprendidos en las atribuciones: “1ª Los recursos de inconstitucionalidad contra 
leyes, decretos o cualquier género de resoluciones no judiciales; 4ª Los recursos contra tributos, impuestos, 
tasas, patentes, derechos o contribuciones creados, modificados o suprimidos en contravención a las normas de 
la Constitución; 8ª Absolver las consultas del Presidente de la República, del Presidente del Congreso Nacional 
y del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, sobre la constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o 
resoluciones, o de leyes, decretos o resoluciones aplicables a un caso concreto; 9ª Las consultas sobre la 
constitucionalidad de tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos internacionales; y 10ª Las 
demandas respecto a la infracción del procedimiento en la reforma de la constitución.” Así la STC No. 
0076/2005. 
 
212 Esta atribución (8ª del art. 120 constitucional) establece que corresponde al TC “Absolver las consultas del 
Presidente de la República, el Presidente del Honorable Congreso Nacional y el Presidente de la Corte 
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- Consultas sobre la constitucionalidad de los convenios y tratados 
internacionales (atrib. 9ª)213, y; 
- El control de la reforma constitucional (atrib. 10ª)214. 
 
ii) Control normativo o correctivo. A diferencia del control normativo 
preventivo, el control normativo o correctivo, tiene por finalidad expulsar 
del ordenamiento jurídico nacional, aquellas leyes contrarias a la 
Constitución; por consiguiente, su principal característica es que su 
tramitación –los recursos- se formalizan frente a las leyes que se 
encuentran en vigor y por lo tanto, contra aquellas leyes que ya fueron 
sancionadas por el congreso, promulgadas por el Presidente y publicadas 
en la Gaceta Oficial del Estado (en adelante GOB). Al efecto, el art. 53 de 
la LTC, distingue dos vías de “impugnación”: 
 
- El recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad (apartado I), y; 
- El recurso indirecto o concreto de inconstitucionalidad (apartado 
II)215; 
- En este tipo de control normativo correctivo, se encuentra, además, 
el recurso contra “…tributos, impuestos, tasas, patentes, derechos o 
                                                                                                                                                       
Suprema de Justicia, sobre la constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o resoluciones, o de leyes, 
decretos o resoluciones aplicables a un caso concreto. La opinión del Tribunal Constitucional es obligatoria 
para el órgano que efectúa la consulta”. 
 
213 Por su parte, la atribución 9ª, art. 120 CB, prescribe que corresponde al TC conocer y resolver sobre la “La 
constitucionalidad de tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos internacionales”. 
 
214 En este sentido la atribución 10ª, siempre del mismo precepto constitucional establece que es atribución del 
TC, conocer y resolver “Las demandas respecto a procedimientos en la reforma de la Constitución”. Quepa 
precisar que la inclusión de esta última atribución en el ámbito de control normativo preventivo y no así en el 
correctivo, obedece principalmente a la resolución del TC expresada en el AC No. 465/2005. En dicha 
resolución el TC establece que la demanda de inconstitucionalidad del proceso de reforma debe plantearse antes 
de la ley declaratoria de reforma, vale decir, cuando la reforma está en proceso, aunque en una anterior 
resolución (AC No. 310/2004) el propio TC diría que la demanda no puede presentarse antes de concluida el 
proceso de reforma; empero, tomando en cuenta el principio de que una sentencia (ley lato sensu) posterior 
deroga a la anterior, es de entender que la que vale es la última sentencia. 
 
215 En el mismo sentido, el art. 7 de la misma LTC, a tiempo de desarrollar las atribuciones del TC, contempla 
de un lado: “1) Los recursos directos o abstractos de inconstitucionalidad de leyes, decretos y resoluciones de 
cumplimiento general no vinculadas a un proceso judicial o administrativo”, y de otro “2) Los recursos 
indirectos o incidentales de inconstitucionalidad de leyes, decretos y cualquier género de resoluciones no 
judiciales”. En cambio la Constitución en su art. 120, atribución 1ª, se limita a establecer que es competencia 
del TC conocer y resolver “En única instancia, los asuntos de puro derecho sobre la inconstitucionalidad de 
leyes, decretos y cualquier género de resoluciones no judiciales. Si la acción es de carácter abstracto y 
remedial, sólo podrán interponerla el Presidente de la República, o cualquier Senador o Diputado, el Fiscal 
General de la República o el Defensor del Pueblo”, es decir, sin distinguir entre uno y otro mecanismo 
desarrollado por la LTC. 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
95   
contribuciones creados, modificados o suprimidos en contravención 
a lo dispuesto en esta Constitución” (atribución 4ª)216. 
 
 
3.3.2. Control tutelar o protectivo de los derechos y garantías 
fundamentales 
 
Una de las notas distintivas del modelo boliviano de control concentrado de 
constitucionalidad -a la par del modelo alemán y español-, es su proyección 
subjetiva. Esto quiere decir que su ámbito de control –sus fines- no se reduce 
únicamente al control objetivo de constitucionalidad de las leyes –en teoría el 
modelo puro de control concentrado de constitucionalidad- sino, además, se 
extiende al control del respeto y vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales217, en tanto derechos de dimensión subjetiva claro está. Por lo tanto, 
la finalidad de este mecanismo es precisamente, preservar el respeto y la vigencia 
de los derechos y garantías fundamentales, en el caso boliviano, no sólo frente a los 
actos de los poderes públicos sino, además, frente al de los particulares; se 
caracteriza a su vez, por dejar sin efecto legal los actos u omisiones -sea de 
funcionarios o particulares- que vulneran, restringen o amenazan restringir, los 
referidos derechos y garantías fundamentales. En este ámbito de control de 
constitucionalidad se contemplan: 
 
- La atribución 7ª del art. 120 constitucional, que comprende la 
revisión de los recursos de: 
• Habeas Corpus: 
• Amparo constitucional, y; 
• Habeas Data218. 
                                                 
216 Bien es verdad que esta atribución puede también ejercitarse en la vía del control preventivo o de consulta, 
ya que, las personas legitimadas, frente a un proyecto de ley sobre cualquiera de las materias al que se refiere el 
precepto constitucional, pueden plantear la respectiva consulta. 
 
217 Sobre el debate en el derecho comparado y la doctrina en general en torno a la conveniencia o no de incluir 
entre las competencias del TC el control de determinados derechos y garantías fundamentales, se volverá más 
adelante, pero no obstante, quepa adelantar que en el caso boliviano, dicha adscripción es heredera de la 
influencia del modelo alemán y español. 
 
218 La institución del Habeas Data ha sido instituida a través de la reforma constitucional de 2002, mediante Ley 
Nº 2410 del 8 de agosto, fecha a partir del cual es, también, competencia del TC. 
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-  La atribución 5ª del mismo artículo constitucional, relativo a “Los 
recursos contra resoluciones del Poder Legislativo o una de sus 
cámaras, cuando tales resoluciones afecten a uno o más derechos o 
garantías concretas, cualesquiera sean las personas afectadas”. 
 
 
3.3.3. Control jurisdiccional de distribución de competencias 
constitucionales 
 
El control de la distribución de competencias constitucionales, tiene por finalidad 
garantizar el principio de división de poderes, es decir, resolver aquellos conflictos 
de competencias –de naturaleza constitucional- que puedan suscitarse entre los 
poderes públicos del Estado219. A diferencia de los anteriores mecanismos de 
control de constitucionalidad, éste, se caracteriza principalmente por dejar sin efecto 
legal, aquellos actos u omisiones no legislativas -de la administración pública- que 
vulneran el marco de competencias regulada por la Constitución. En este ámbito de 
control de constitucionalidad se contemplan tres mecanismos de control: 
 
- La atribución 2ª sobre “los conflictos de competencias y 
controversias entre los Poderes Públicos, la Corte Nacional Electoral, 
los departamentos y los municipios”; 
- La atribución 3ª sobre “las impugnaciones del Poder Ejecutivo a las 
resoluciones camarales, prefecturales y municipales”, y;  
- El recurso directo de nulidad, prevista en la atribución 6ª220. 
 
Como se puede advertir, el conjunto de las competencias del TC, se caracterizan 
principalmente, por la concurrencia de dos aspectos: de un lado, su amplitud y, del 
otro, la incongruencia -de algunas de esas competencias- respecto la naturaleza del 
Tribunal. En cuanto a la amplitud, ya se ha dicho que ello se debe, básicamente, al 
                                                 
219 A propósito, Cappelletti dirá que el control de competencias constitucionales es una de las razones de ser de 
los Tribunales Constitucionales, vide, Cappelletti Mauro: “Renegar de Montesquieu…, op. cit. pág. 85. 
 
220 Dicha atribución establece que compete al TC conocer y resolver “los recursos de nulidad interpuestos en 
resguardo del artículo 31 de esta Constitución”. Por su parte, el referido precepto constitucional (art. 31) 
establece que “Son nulos los actos de los que usurpen funciones que no les competen, así como los actos de los 
que ejercen jurisdicción o potestad que no emane de la ley”. Se trata en todo caso de una competencia, singular 
y atípica del TC boliviano, sobre el que por cierto se volverá más adelante. 
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hecho de que el poder constituyente reformador de 1.994, a tiempo de regular las 
competencias del TC, se limitó únicamente a trasladar o traspasar al Tribunal las 
competencias que en su momento correspondían a la CSJ221. 
 
Al actuar de ese modo, al parecer, el aludido constituyente no tomó en cuenta 
que al instituir el Tribunal Constitucional estaba adoptando, por un lado, un modelo 
concreto de control de constitucionalidad, el concentrado y, por el otro, esta creando 
una jurisdicción distinta y superior a la tradicional, la jurisdicción constitucional. Sólo 
así se explica el hecho de que hoy las competencias del TC, con alguna excepción, 
sean las mismas que en su momento fueron de la CSJ, siendo que se trata de dos 
instituciones, orgánica y funcionalmente distintas. 
 
Así, por ejemplo, la CSJ es un órgano judicial de naturaleza eminentemente 
casacional cosa que no puede decirse lo mismo del TC; este último es, en todo 
caso, un órgano ad hoc de naturaleza estrictamente constitucional, además, 
especializado y extraordinario222 y como tal, abocado únicamente al control de 
constitucionalidad de las leyes y la garantía tutelar de los derechos y garantías 
fundamentales. 
 
Sin embargo, siempre con el afán de mejorar y consolidar el funcionamiento del 
TC y de esa manera garantizar el eficaz cumplimiento de los fines para los que ha 
sido creado, lo que corresponde es adoptar determinadas medidas que pasan 
desde el incremento del número de magistrados hasta la eliminación y/o depuración 
de algunas de sus competencias. 
 
En cuanto al número de Magistrados, ya se ha dicho que se debería incrementar 
a un total de nueve y organizarse en dos Salas. En cuanto a la “redistribución” o 
                                                 
221 Si bien es cierto que la Constitución en su art. 120 refiere 10 atribuciones y la LTC 11, lo cierto es que en los 
hechos, el TC conoce de un total de trece (13) tipos de recursos, ya que la atribución primera del referido 
artículo constitucional supone dos tipos de recursos: el directo o abstracto de inconstitucionalidad y el indirecto 
o incidental de inconstitucionalidad, por su parte, la atribución séptima supone un total de tres tipos de recursos 
a saber: a) Habeas Corpus; b) Amparo Constitucional, y; c) Habeas Data. 
 
222 Es extraordinario, en el sentido de que no conoce de los procesos judiciales que son de competencia 
exclusiva de la jurisdicción ordinaria, y; de proyección tutelar en el sentido de que, de un tiempo a esta parte el 
TC como emergencia de la cantidad de recursos de amparo, habeas corpus y habeas data que conoce y 
resuelve, viene convirtiéndose en un órgano especialmente dedicado, mas que a cualquier otra función, a la 
tutela de los derechos y garantías fundamentales. Tal es así que esta función le supone dedicar, 
aproximadamente, el 85% de su tiempo. 
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“depuración” de algunas de sus competencias, en líneas generales, deberían de 
eliminarse, por ejemplo, tanto el recurso directo de nulidad como el recurso contra 
resoluciones camarales223; también debería de eliminarse la atribución relativa a las 
consultas sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley, o cuanto menos, 
restringirse la legitimación activa para interponer dicho recurso224 y, por último, 
debería delimitarse, con mayor precisión, tanto el ámbito como el objeto de 
protección de cada una de las competencias y en especial del proceso de amparo 
constitucional. 
 
En definitiva, a la luz de aproximadamente ocho años de su funcionamiento, está 
claro que el Tribunal, sólo en la medida en que se incremente el número de 
magistrados, se organice por salas y se eliminen y/o delimiten determinadas 
competencias, habrá de ser capaz de enfrentar con solvencia el “desmedido” 
crecimiento de la carga procesal que soporta. Y lo que es más importante aun, con 
la adopción de dichas medidas –aunque no únicamente con ellas, tal como se verá 
en los subsiguientes capítulos- no sólo se habrá garantizando el eficaz cumplimiento 
de sus fines, sino la virtualidad de la propia institución; de lo contrario, esto es, si la 
situación actual no cambia, el Tribunal corre el serio riesgo de colapsar y por ende, 
de terminar deteriorándose, al extremo, incluso, de ser desechada, exactamente tal 
como ya sucediera con el modelo anterior”225 
 
                                                 
223 El planteamiento dado, en modo alguno supone dejar en la “impunidad” aquellas resoluciones congresales o 
camarales que violan derechos o garantías fundamentales de las personas. Tales actos –como cualquier acto no 
legislativo de los poderes públicos- serían objeto de protección del recurso de amparo, situación que a su vez, se 
ajustaría a lo dispuesto por el art. 34 de la propia Constitución que establece, “Los que vulneren derechos y 
garantías constitucionales quedan sujetos a la jurisdicción ordinaria”. En cualquier caso, sobre el particular, se 
volverá más adelante, más concretamente a tiempo de comentar la jurisprudencia del TC, relativa a este punto, 
la misma que por cierto, viene en otra dirección. 
 
224 La idea de eliminar dicha competencia responde fundamentalmente al hecho de que es superflua por un lado, 
y evitaría que el TC se inmiscuya en la labor legislativa por el otro. Superflua porque frente a la ley que en su 
momento, esto es, en tanto proyecto de ley tenía vicios de inconstitucionalidad, existe la posibilidad cierta y real 
de demandar su inconstitucionalidad a través de los recursos, directo e incidental de inconstitucionalidad; y se 
dice que evitaría que el TC se inmiscuya en la labor del TC ya que en los hechos, con motivo del recurso en 
cuestión, implícitamente el TC le dice al órgano Legislativo como es que debe legislar, generando recelos o 
fricciones innecesarias y en todo caso perjudicial para ambas institucionales. 
 
225 Justamente en este sentido y con la misma preocupación, la Presidenta del Tribunal Constitucional a tiempo 
de tomar posesión del cargo, pondría de manifiesto el crecimiento de la carga procesal, y al respecto diría lo 
siguiente: “si la situación no cambia, el Tribunal puede colapsar y eso debemos evitar, porque esta institución es 
patrimonio de todos los bolivianos”, vide, “Discurso de la Dra. Elizabeth Iñiguez de Salinas en el acto de 
posesión como presidenta del Tribunal Constitucional”, disponible en Internet en la siguiente dirección: 
http://prensa.tribunalconstitucional.gov.bo/archives/91 (fecha de consulta: 26-02-06). 
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4. La mutación del amparo a la luz del sistema de justicia constitucional de 
tipo concentrado 
 
Por buena parte de la doctrina española, especializada en la materia, se 
sostiene que el proceso de amparo no es un elemento típico del sistema 
concentrado de justicia constitucional, sino más bien, es una singularidad de 
determinados ordenamientos226, y como tal, se trataría de una figura procesal que 
no vine impuesta por dicho modelo y mucho menos le es consustancial227. Si ello es 
así, el sistema boliviano de justicia constitucional, sin duda, se inscribe en aquel tipo 
de ordenamientos «excepcionales», pues, tal como ya se ha visto, recoge dicho 
proceso como mecanismo de su actual modelo de jurisdicción constitucional. 
 
Sin embargo, hay que decir, también, que la postura de que el proceso de 
amparo no es consustancial al modelo concentrado de justicia constitucional, es 
“difícil de compartir”228. Si bien es cierto que el modelo kelseniano -originario- no 
registraba un mecanismo de control material de la Constitución, es decir, un 
procedimiento específico de protección de intereses subjetivos, no menos cierto es 
que en la actualidad, una jurisdicción constitucional desprovista de dicho 
mecanismo, cuanto menos, es una jurisdicción incompleta. Lo es por la sencilla 
razón de que, son fines –esenciales y consustanciales- de los actuales tribunales 
constitucionales: garantizar la supremacía de la Constitución; el respeto y la 
vigencia de los derechos fundamentales, y; controlar el ejercicio de las 
competencias constitucionales de los poderes públicos. 
                                                 
226 Cruz Villalón, Pedro, en: “El recurso de amparo constitucional. I. El juez y el legislador”, en VV AA: 
Procesos constitucionales, op. cit. Pág. 117; por su parte, Diez-Picazo, Jiménez, dirá que “la existencia de 
expedientes procesales de tutela de los derechos constitucionales ante los órganos de justicia constitucional, 
constituye un modelo singular de tutela jurisdiccional de la constitución, que no responde a la razón o la lógica, 
sino responde a la historia del continente europeo de los últimos dos siglos”, así, en: “Dificultades prácticas y 
significado constitucional…”, op. cit. pág. 24. 
 
227 Pérez Tremps. Pablo: El recurso de amparo, Tirant lo blanch, Valencia, 2004, pág. 21; más o menos en el 
mismo sentido, López Guerra, Luís: “Jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional...”, op. cit. pág. 35. Por 
otro lado se dirá que “la existencia de expedientes procesales de tutela de los derechos constitucionales ante los 
órganos de justicia constitucional, constituye un modelo singular de tutela jurisdiccional de la constitución, que 
no responde a la razón ni a la lógica, sino responde a la historia del continente europeo de los últimos dos 
siglos”, así, Diez-Picazo Jiménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas 
por el Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, en, AA VV: La sentencia de amparo constitucional, 
CEPC, Madrid, 1996, pág. 19. 
 
228 En este sentido, Diez-Picazo, Luís Maria, en: “Dificultades prácticas y significado constitucional...”, op. cit. 
pág. 25. 
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En tal sentido, aquella concepción “excluyente” del amparo como parte del 
sistema de control concentrado de constitucionalidad, sólo es admisible en tanto 
indagación y/o apreciación descriptiva e historicista del modelo, pero no así en tanto 
definición –y mucho menos en clave prescriptiva- de lo que representa e implica hoy 
en día el modelo en cuestión229. Prueba irrefutable de lo que supone el recurso de 
amparo para el modelo de control concentrado, sin duda, son los ordenamientos, 
alemán y español230. Estos ordenamientos, como bien se sabe, tienen instituido el 
recurso de amparo como competencia de sus respectivos tribunales 
constitucionales, y acaso por tal razón, son en el contexto internacional, los 
principales y más influyentes exponentes del modelo231. 
 
En cualquier caso, el recurso de amparo constitucional, al igual que sus similares 
en otros ordenamientos del Derecho comparado, es el mecanismo que en el modelo 
concentrado de justicia constitucional, permite que el carácter normativo de la 
Constitución se traduzca en la existencia de genuinos derechos subjetivos, exigibles 
por sus titulares -los particulares- y sin necesidad de intermediación, además. Ello, 
sin embargo, no es necesario en el modelo difuso de justicia constitucional, ya que, 
a efectos de su justiciabilidad, la Constitución no presenta diferencias con respecto 
a los demás tipos de normas. Es invocable, como fuente de derechos subjetivos y 
como tal, puede y debe ser aplicada por todos los Tribunales232. 
                                                 
229 Justamente en este sentido, Rubio Llorente Francisco, refiriéndose a la afirmación de Cruz Villalón, Pedro, 
en el sentido de que el amparo es una singularidad de determinados ordenamientos, dirá que dicha “afirmación 
es perfectamente válida como afirmación descriptiva... como un dato de la sociología del Derecho, no de teoría 
jurídica”, en: “El recurso de amparo constitucional...”, op. cit. pág. 144, cita 34. 
 
230 Ciertamente, la asignación del amparo como competencia de los tribunales constitucionales alemán y 
español, principalmente en este último, ha merecido la mayor y casi unánime aprobación por parte de la doctrina 
especializada. De hecho, en el caso español se entiende que “el recurso de amparo forma parte esencial del 
modelo de justicia constitucional diseñado por la Constitución”, y tal es así que, según el mismo autor, “el 
sistema español no sería reconocible sin el recurso de amparo constitucional”, así, Albertí Rovira Enoch: “El 
recurso de amparo constitucional: Una revisión pendiente”, en, Pérez Tremps, Pablo (coord.): La reforma del 
recurso de amparo, Tiran lo Blanch/IDPC, Universidad Carlos III de Madrid, Valencia, 2004, pág. 117 y 118; 
por otro lado, el amparo será calificado como “elemento básico del sistema español de justicia constitucional”, 
así, Diez-Picazo, Luís Maria, en: “Dificultades prácticas...”, op. cit. pág. 34; no obstante, dicha percepción no 
siempre sería compartida, ya que otro autor diría que “su existencia no es constitucionalmente necesaria”, así, 
Martín-Retortillo, Lorenzo: “Contra el recurso de amparo”, en, AA VV: Materiales para una Constitución, 
Akal, Madrid, 1984, pág. 199. 
 
231 Tal ha sido y es aun la influencia de los mencionados ordenamientos constitucionales, que la incorporación 
del proceso de amparo en tanto atribución “consustancial” de los tribunales constitucionales a lo largo y ancho 
de América Latina, principalmente en las dos ultimas décadas del Siglo pasado, ha sido el común denominador. 
Oleaje constitucional del que evidentemente Bolivia no es la excepción. 
 
232 Diez-Picazo, José María: “Dificultades prácticas...”, op. cit. pág. 35. 
Aproximación a las garantías de los derechos en el constitucionalismo boliviano 
101   
Por otra parte, cuanto más difundida se encuentra la posibilidad de una 
aplicación directa de la Constitución contra (o en defecto) de la ley, mayores serán 
las oportunidades para que concretas prácticas de los individuos o de los grupos 
sociales puedan verse confirmadas como ejercicio legítimo de derechos amparados 
por la Constitución233. Pero, dicho propósito no sería posible, no al menos en la 
misma dimensión, sin el concurso del proceso de amparo, es decir, si el amparo no 
formase parte de las competencias del TC ni lo uno ni lo otro habría alcanzado el 
sitial que hoy ocupan. De ahí que, en los modernos sistemas de justicia 
constitucional de tipo concentrado, el proceso de amparo se constituya en el 
mecanismo más importante y por lo tanto pieza clave para hacer efectiva la voluntad 
normativa de la Constitución234 y, a través de él, para impregnar de valores y 
principios constitucionales todo el ordenamiento jurídico y su aplicación judicial235. 
 
Con otras palabras, en los “sistemas” donde la justiciabilidad de la Constitución 
está encargado a un órgano especializado e independiente, la jurisdicción del 
proceso de amparo, no sólo se agota en la tutela subjetiva de los derechos y 
garantías fundamentales de las personas (función subjetiva); cumple, además, la 
función de garantía objetiva de la Constitución, es decir, de interpretación y 
delimitación del contenido constitucional de aquellos derechos y garantías 
fundamentales. 
 
Con lo cual, el proceso de amparo, se constituye, en definitiva, en el “motor” y a 
su vez, en el parámetro de referencia de tales sistemas. Constituye lo primero, en 
tanto en cuanto, a través del amparo, la Constitución y los derechos fundamentales 
se vivifican, y; lo segundo, en tanto en cuanto permite evaluar no solo el 
funcionamiento del sistema en vigor, sino incluso, de todo el andamiaje 
constitucional en su conjunto, principalmente, en relación con el respeto y la 
vigencia de los derechos y garantías fundamentales frente a los poderes públicos. 
                                                 
233 Revenga Sánchez, Miguel: “Sobre (viejos) modelos de justicia constitucional y...”, op. cit. pág. 101. 
 
234 En este sentido, se dice por ejemplo, que, “gracias sobre todo al recurso de amparo, la constitución se ha 
convertido... en una realidad viva y presente, a la que cabe acudir frente a prepotencias e injusticias”, vide, 
Rubio Llorente, Francisco: “El recurso de amparo constitucional”, en, VV AA: “La jurisdicción constitucional 
en España. La ley orgánica del Tribunal Constitucional: 1979-1.994, Centro de estudios constitucionales, 
Madrid, 1995, pág. 156. 
 
235 Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo..., op. cit. pág. 22. 
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4.1. La arquitectura normativa del amparo 
 
La institución del proceso de amparo, hasta antes de la puesta en funciona-
miento del TC (junio de 1.999), se puede decir que, desde el punto de vista 
conceptual, ha tenido que sobrellevar los “prejuicios” de una cultura jurídica basada 
en la supremacía de la ley antes que de la Constitución; en cambio, desde el punto 
de vista procesal, su tramitación fue desarrollada por unos órganos jurisdiccionales 
circunscritos sólo a los conflictos de intereses privados. Es decir, por unos jueces y 
tribunales que entendían que su principal función se limitaba a la resolución de 
conflictos y/o intereses jurídicos de orden privado, sea entre particulares o de éstos 
con el Estado236 y no así, a la guarda del respeto y la vigencia de los derechos y 
garantías fundamentales. Sin embargo, aquella concepción y práctica anómalas 
habrán de experimentar una mutación sin precedentes, principalmente, a partir del 
funcionamiento del supremo guardián de los derechos y garantías fundamentales, el 
TC, tanto desde el punto de vista teórico-conceptual como desde una perspectiva 
funcional. 
 
Bien es verdad que desde un punto de vista normativo o de su regulación 
constitucional, la reforma constitucional de 1.994, no ha supuesto para la institución 
del amparo un cambio sustancial ni mucho menos, pues, seguirá manteniendo la 
misma formulación constitucional con que había sido introducida en el texto 
constitucional de 1.967237. En este sentido, la aludida mutación del proceso de 
amparo, será el resultado de la jurisprudencia emanada del TC, antes que de una 
adecuada regulación constitucional. Con lo cual, la importancia de la reforma 
constitucional de 1.994, no obstante, radica más que en la redefinición normativa del 
amparo, en la institucionalización del TC, por un lado y, la asignación del proceso de 
amparo como competencia de aquél, por el otro. De no haberse adoptado el TC ni 
                                                 
236 En este sentido por ejemplo, se dirá que en la práctica el recurso de amparo “ha sido presentado aun para 
cobrar deudas civiles y comerciales”, así, Galindo Decker, Hugo, en: Tribunal Constitucional…, op. cit. pág. 41. 
 
237 Como ya se ha visto, la regulación constitucional de 1.967, no ha sido nada clarividente a la hora de poner de 
manifiestos los elementos -constitucionales- que le son consustanciales al proceso de amparo; sin embargo, al 
no haber sufrido mayor reforma y/o adecuación, frente a dicha regulación lo que corresponde es aunar criterios 
definitorios del mismo y sobre la base de las experiencias de otros países que cuentan con similar recurso, 
adoptar mecanismos desde las perspectivas: legislativa, jurisprudencial, y doctrinal, que permitan, cuanto 
menos, mitigar su desnaturalización, -que es el camino por el que “inadvertidamente” transita-. De ese modo, no 
sólo se evitará que el proceso de amparo sea visto cual si fuere un remedio procesal oponible frente a la 
violación de cualesquiera derechos o garantías existentes en el ordenamiento jurídico nacional, sino también, 
que la jurisdicción constitucional, sea equiparada con una instancia judicial. 
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asignado la tramitación del proceso de amparo en grado de revisión como su 
competencia, dicha mutación, sin duda, no habría sido posible. 
 
En ese orden de cosas y sin perjuicio de volver sobre las mismas con más 
detenimiento, en la tercera parte del trabajo, si hubiese que rescatar los más 
significativos cambios normativos introducidos en la Constitución de 1.994 en 
relación con el amparo, dichos cambios se reducen a tres adecuaciones a saber: a) 
La revisión del amparo por el TC; b) La legitimación activa del Defensor del Pueblo, 
y; c) Los diferentes tipos de responsabilidad emergentes de su irregular tramitación. 
 
De entre las tres “innovaciones”, sin duda, la primera es la de mayor importancia. 
En el viejo sistema –difuso- de control de constitucionalidad, tal como ya se ha 
tenido ocasión de comprobar, la revisión del proceso de amparo era competencia 
exclusiva de la CSJ a través de sus respectivas salas; en cambio a partir de la 
reforma de 1.994, dicha competencia ha sido asignada al TC, a través del apartado 
IV del art. 19, en relación con la atribución 7ª del art. 120 constitucional238. Por su 
parte, la legitimación del DP, para interponer el recurso de amparo, es en primer 
lugar, una reforma que guarda relación y coherencia con la naturaleza y los fines del 
órgano en cuestión y, en segundo lugar, supone ampliar la dimensión objetiva de los 
derechos y garantías fundamentales frente a los poderes públicos. Esto, en el 
sentido de que, la legitimación de un ente extra-titular del derecho fundamental, 
permite al derecho –subjetivo- en cuestión, sobreponerse incluso en aquellos 
supuestos donde su titular no lo puede hacer239. 
 
Por último, otra de las innovaciones de la reforma constitucional de 1.994 tiene 
que ver con la adopción del Consejo de la Judicatura (en adelante CJ) como órgano 
                                                 
238 El apartado IV del art. 19 establece que “La resolución final se pronunciará en audiencia pública… 
elevando de oficio su resolución –el juez competente- ante el Tribunal Constitucional para su revisión, en el 
plazo de veinticuatro horas”, en el mismo sentido el art. 102 de la LTC; por su parte la atribución 7ª del art. 120 
establece que son atribuciones del Tribunal Constitucional conocer y resolver “La revisión de los recursos de 
amparo constitucional…”, y en el mismo sentido el art. 7º de la LTC. 
 
239 Al respecto, la norma fundamental establece que “...el recurso de amparo se interpondrá por la persona que 
se creyere agraviada o por otra a su nombre con poder suficiente, salvo lo dispuesto por el artículo 129 de esta 
Constitución…”. Por su parte, el aludido precepto constitucional (art. 129) en su primer apartado dispone que 
“El Defensor del Pueblo tiene la facultad de interponer los recursos de inconstitucionalidad, directo de 
nulidad, amparo, Habeas Corpus, sin necesidad de mandato”; Empero, quien omite toda referencia sobre este 
particular, extrañamente, es la LTC. No obstante, sobre esto, la legitimación del DP, se volverá en la tercera 
parte del presente trabajo. 
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administrativo y disciplinario del PJ. Entre las atribuciones de este órgano (art. 123 
CB), la atrib. 3ª, dispone que corresponde al CJ, “…ejercer poder disciplinario sobre 
los vocales, jueces y funcionarios judiciales, de acuerdo a la ley”; concordante con 
este mandato constitucional, la ultima parte del apartado VI del art. 18, en relación 
con el apartado V del art. 19, ambos de la CB, dispone que, “La autoridad judicial 
que no procediera conforme lo dispuesto por este artículo quedará sujeta a sanción 
con arreglo a lo dispuesto en el art. 123 atribución 3ª de esta Constitución”240. 
 
Como puede advertirse, las reformas introducidas en el texto de la Constitución, 
tal como ya se ha adelantado, están lejos de reflejar la nueva dimensión del amparo 
a la luz del modelo de control concentrado de constitucionalidad. Prácticamente, el 
constituyente de 1.994 lo que ha hecho, con pequeños matices ya señalados, es 
repetir la regulación anterior, es decir, aquella con la que el amparo fue instituido en 
el constitucionalismo boliviano en el año 1.967. Desde ya, en ningún caso dicha 
regulación podía repetirse, no porque el sistema de control de constitucionalidad, 
esto es, los mecanismos jurisdiccionales para hacer efectiva la supremacía de la 
Constitución y el respeto de los derechos y garantías fundamentales, habían sido 
sustancialmente reformados. De ahí que, la regulación constitucional del amparo, en 
coherencia con el nuevo modelo de jurisdicción constitucional, debió de reformarse 
y adecuarse a dicho sistema. 
 
Sin embargo, el problema no termina allí, es decir, pese a que el apartado IV del 
art. 121 CB, establece que “La Ley reglamenta la organización y funcionamiento del 
Tribunal Constitucional, así como las condiciones para la admisión de los recursos y 
sus procedimientos”, la falta de adecuación del amparo al nuevo sistema de justicia 
constitucional seguirá sin ser subsanada. Lo que significa decir que ni siquiera la 
Ley del Tribunal Constitucional (LTC), que se supone es la ley de desarrollo de los 
referidos preceptos constitucionales se ocupara de regular el amparo en mejores 
condiciones. Bien es verdad que en líneas generales, el legislador ha procurado 
cumplir con dicho mandato constitucional, pero no en la medida de lo esperado y 
                                                 
240 Con mayor precisión, el art. 103 de la LTC establece lo siguiente: “Si la autoridad judicial, en la tramitación 
de los recursos de Habeas Corpus y Amparo Constitucional, no procediere conforme a lo dispuesto por los 
artículos 18 y 19 de la Constitución Política del Estado y lo establecido en los capítulos IX y X del presente 
Título, los antecedentes serán remitidos al Consejo de la Judicatura para fines del artículo 123, atribución 3ª 
de la Constitución”. Del mismo modo, quepa precisar que sobre el particular, se volverá en la tercera parte del 
presente trabajo. 
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mucho menos con la amplitud, precisión y claridad necesarias, ya que la ley de 
desarrollo, la LTC, prácticamente, no hace más que repetir -sin mayor profundidad- 
los contenidos normativos de la propia Constitución241. 
 
En efecto, sin perjuicio de volver más adelante sobre cada uno de sus 
articulados, de la referida regulación legal del amparo, de momento, son tres los 
aspectos que no pueden dejar de apuntarse: 1) el rango de la Ley; 2) sus carencias, 
y; 3) las escasas innovaciones introducidas por la misma. 
 
1) A diferencia de otros ordenamientos del derecho comparado como es el caso 
español, por ejemplo242, la Ley del Tribunal Constitucional (Ley No. 1836 del 1º de 
abril de 1998), desde el punto de vista de su formación, es una ley común y 
corriente, es decir, una ley tramitada bajo el procedimiento de las leyes ordinarias y 
por lo tanto, sujeta a su derogación o abrogación –como cualquier otra ley ordinaria- 
por la mayoría legislativa. Dicho de otro modo, el régimen legal del amparo 
constitucional en el caso particular boliviano, está desarrollado a través de una ley 
cuyo rango no es de Ley orgánica. En efecto, tanto la organización y funcionamiento 
del TC, así como la reglamentación de cada uno de los restantes procesos y/o 
procedimientos constitucionales, están sujetos a simple mayoría del congreso y no 
así a una mayoría cualificada, tal como sucede, por volver al ejemplo, en el 
precitado ordenamiento español. 
                                                 
241 A propósito, la norma organizativa y de funcionamiento del Tribunal Constitucional, fue promulgada con 
cuatro años de posterioridad a la adopción constitucional de dicha institución, mediante Ley No. 1836, el 1º de 
abril de 1998, con la denominación de Ley del Tribunal Constitucional. Desde un punto de vista temporal, el 
proceso de adopción del Tribunal Constitucional, desde su incorporación, en el proyecto de la Ley de 
necesidades de reforma de la Constitución, hasta su puesta en funcionamiento, además, de un total de 6 años, ha 
tenido que esperar el paso de tres distintos periodos de gobierno a saber: el proyecto de Ley No. 1473 de 
necesidades de reforma de la Constitución fue aprobada por el Gobierno de Jaime Paz Zamora (MIR) en 1993; 
posteriormente, dicho proyecto fue aprobado mediante ley No 1585 de reforma de la Constitución por el 
gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (MNR) en 1995; y, finalmente, la Ley No. 1836 del Tribunal 
Constitucional así como la designación de los Magistrados y la puesta en funcionamiento se llevó a efecto en el 
gobierno de Hugo Bánzer Suárez (ADN) en 1998-1.999; de manera que, el Tribunal Constitucional ha tenido 
que esperar un periodo de aproximadamente 6 años, desde su gestación hasta el día en que definitivamente 
empieza a ejercer sus funciones, más concretamente el 1º de junio de 1.999. Una relación sucinta y los 
pormenores del trámite parlamentario, vide, Fernández Segado, Francisco, en: La jurisdicción constitucional 
en…, op. cit. págs. 37-43. 
 
242 En el Derecho español, existe una categoría de leyes que son denominadas como leyes orgánicas. Estas leyes 
a diferencia de las leyes ordinarias, en su tramitación, más propiamente para su aprobación, exigen una mayoría 
cualificada. En efecto, por mandato del arts. 81 y siguientes de la CE, la LTCE debe ser –y así ha sido- 
tramitado siguiendo los procedimientos establecidos para una ley orgánica. Sobre la jerarquía de las 
denominadas leyes orgánicas y la justificación de su exigencia cualificada, vide, De Otto, Ignacio: Derecho 
Constitucional. Sistema de fuentes, Ariel (2ª ed.), Barcelona, 1988. 
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Tal situación, dada la importancia y trascendencia de los derechos y garantías 
fundamentales, cuya salvaguarda, en definitiva, es el principal objeto de la aludida 
ley, en principio, no hace más que demostrar la infravaloración, por el constituyente 
boliviano, de los derechos y garantías constitucionales; pues, dejar a “merced” de la 
simple mayoría del Congreso Nacional la eventual modificación o incluso 
derogación de la LTC, en los hechos supone, dejar la salvaguarda de los derechos y 
garantías fundamentales a merced del oficialismo de turno, cosa que desde luego, 
no es de lo más aconsejable243. 
 
2) En cumplimiento del mandato constitucional antes señalado, el legislador 
ordinario lo que tenía que haber hecho –ante todo- es perfeccionar o, cuanto 
menos, precisar en mejores condiciones el diseño constitucional del amparo. Así por 
ejemplo, debió desarrollar y adecuar dicha regulación constitucional a la luz de la 
nueva realidad jurídica, es decir, a la luz del vigente modelo de control concentrado 
de constitucionalidad. Sin embargo, tal como ya se ha adelantado, el legislador no 
ha estado a la altura de las circunstancias ni mucho menos y, por consiguiente, 
dicha ley, con contadas excepciones, antes que desarrollar la regulación 
constitucional del amparo (art. 19), lo que hace es reproducirla a través de los 
artículos 94 al 104; disposiciones legales sobre las que, con más detenimiento, se 
volverá a tiempo de desarrollar el procedimiento del amparo, es decir, en la tercera 
parte del trabajo. 
 
No obstante, el legislador ordinario a la hora de ejercer su función reglamentaria 
–frente a la precaria regulación constitucional del amparo- podía haber sido un poco 
más “inteligente” y menos “generoso” con el texto constitucional. En ese orden de 
cosas, podía por ejemplo, haber regulado y/o desarrollado, cuanto menos los 
siguientes aspectos: 
 
a) La naturaleza constitucional del recurso de amparo como mecanismo 
jurisdiccional de protección de los derechos y garantías fundamentes en 
                                                 
243 No obstante, quepa recordar que la LNRC de 2002, recogía la modalidad de las leyes orgánicas, 
precisamente –entre otros ámbitos- para la reglamentación de las competencias del TC en los siguientes 
términos “Las Leyes Orgánicas regularan: ...la organización y funcionamiento de los órganos Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, así como el Tribunal Constitucional...”, vide: “art. 72.II”, Gaceta Oficial de Bolivia, No. 
2417, pág. 9. 
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sede constitucional, o lo que es lo mismo, como competencia del tribunal 
constitucional; 
b) Podía haber delimitado con mayor precisión el ámbito de su protección, 
esto es, los derechos y garantías fundamentales protegibles por el 
recurso de amparo constitucional; 
c) En el mismo orden de cosas, el legislador podía haber adoptado 
determinados criterios que permitan inadmitir el recurso sin necesidad de 
entrar a examinar la cuestión de fondo244, es decir, que permitan al juez o 
tribunal de amparo, rechazar in limine la demanda de amparo en la fase 
de admisión245. 
d) De igual modo, la LTC no regula las condiciones y alcances del principio 
de subsidiariedad del recurso de amparo246. 
 
3) Por último, entre las escasas innovaciones de la LTC, cabe destacar, por un 
lado, la implementación de la institución procesal de las medidas cautelares y, por el 
otro, la fijación de responsabilidad civil y penal del demandado, cuando la 
pretensión de amparo es estimada. La importancia de la primera figura radica, 
básicamente, en su originalidad legislativa, ya que la misma no viene regulada en la 
Constitución, no al menos expresamente247; se puede decir que se trata de una 
figura procesal instituida por el legislador ordinario que, a la postre, tendrá 
                                                 
244 Si bien es cierto que la LTC en su art. 96.3 contempla dicha causal, pero no menos cierto es que la misma 
opera como causal de improcedencia y no así de inadmisión. El hecho de que opere como causal de 
improcedencia y no de inadmisión supone que el recurso en cuestión será objeto de trámite “oficioso” en todas 
sus fases, aun sabiendo que en sentencia, tanto de verificación como de revisión por el TC, el recurso será 
declarado improcedente (improcedente, equivale a desestimado en el caso español). Sin embargo, a partir de la 
STC No. 0505/2005, dejará de ser así, Sobre esto, se volverá en la Tercera parte de este trabajo (Capítulo IX.4.). 
 
245 Lo cierto es que ni siquiera existe dicha fase de admisión, de modo que, en primer lugar, tendrá que 
implementarse previamente dicha fase y luego los requisitos. Pero, de haber previsto desde un principio, ambos 
supuestos (fase y criterios de admisión), sin duda, en la actualidad, la carga procesal del TC sería mucho menor 
de lo que es. No obstante, se podría decir que el TC, a través de la Sentencia 0505/2005, ha implementado una 
especie de fase de admisión, sobre el que se volverá en el apartado 2 del Capítulo IX, correspondiente a la 
tercera parte de este trabajo. 
 
246 La necesidad de mayor regulación de dicho principio, obedece, principalmente, al hecho de que no siempre 
es exigible la subsidiariedad en todos los supuestos, así por ejemplo, no cabe la subsidiariedad frente a las 
resoluciones (Autos supremos) de la CSJ; del Poder Ejecutivo, e incluso frente a actos u omisiones de los 
particulares. En cualquier caso, sobre esto, se volverá con mayor detenimiento en la segunda parte del presente 
trabajo. 
 
247 A lo sumo, la Constitución (art. 19) en su apartado V, hacía referencia a unas determinaciones previas, en el 
sentido de que las mismas, al igual que la resolución final que conceda el amparo, “...serán ejecutadas 
inmediatamente y sin observación”; pero, esas determinaciones previas no tenían que ser necesariamente las 
medidas cautelares, de hecho, en la práctica, no se admitía tal figura procesal. Sobre esta cuestión también se 
volverá mas adelante. 
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repercusión en el proceso de amparo y más propiamente, en la defensa preventiva 
de los derechos y garantías fundamentales. 
 
En cambio, la importancia de la segunda innovación consiste en la posibilidad, 
real y cierta, de imponerse una eventual sanción al sujeto activo del acto 
impugnado, cuando la sentencia concede el amparo solicitado248. Con lo cual, la 
responsabilidad civil o penal contra el funcionario o particular perdidoso, supone: por 
un lado, no dejar en la “impunidad” a las personas que violan los derechos y 
garantías fundamentales249 y; por el otro, cumple una función, si cabe, preventiva o 
de persuasión frente a los potenciales sujetos activos que pretendan –incluso 
deliberadamente en algunos casos- desconocer los aludidos derechos y garantías. 
 
Pero, de ahí en más, la LTC en relación con el amparo, con excepción del punto 
que a continuación se desarrollará, poco o nada más prescribe250. 
 
 
4.2. Somera descripción del procedimiento a la luz de los órganos 
competentes 
 
En los sistemas de “doble jurisdicción”, esto es, ordinaria y constitucional -a 
diferencia de lo que ocurre por ejemplo con el juicio de inconstitucionalidad de una 
ley atribuida en exclusividad a la jurisdicción constitucional- la tutela de los derechos 
y garantías fundamentales compete a ambas jurisdicciones. Dicho de otro modo, en 
los referidos sistemas, la protección de los derechos y garantías fundamentales es 
una tarea que compete tanto a los jueces de la jurisdicción ordinaria como a los 
                                                 
248 En este sentido el apartado II del art. 102 LTC, establece que “La resolución que conceda el amparo, 
determinará también la existencia o no de responsabilidad civil y penal, estimando en el primer caso, el monto 
indemnizable por daños y perjuicios y, en el segundo, disponiendo la remisión de antecedentes al Ministerio 
Público”. 
 
249 En este sentido el apartado II del art. 102 LTC, establece que “La resolución que conceda el amparo, 
determinará también la existencia o no de responsabilidad civil y penal, estimando en el primer caso, el monto 
indemnizable por daños y perjuicios y, en el segundo, disponiendo la remisión de antecedentes al Ministerio 
Público”.   
 
250 No obstante, que sobre la reglamentación del amparo en la LTC se volverá en la tercera parte del presente 
trabajo, quepa adelantar que las medidas cautelares instituidas por la ley del TC, en la práctica vienen siendo 
objeto de dos usos distintos: de un lado, un uso indiscriminado por parte de los recurrentes que solicitan la 
aplicación de dicha medida en todos los supuestos, y; de otro, la falta de aplicación por parte de los jueces de 
amparo, incluso en aquellos supuesto donde correspondía su concesión; demostrando así, cierta reticencia –y 
por ende, ineficacia- a la hora de dar curso a la solicitud planteada por los recurrentes. 
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magistrados de la jurisdicción constitucional; dando lugar de ese modo, al 
denominado sistema mixto de jurisdicción constitucional (difusa y concentrada), 
según la cual, en materia de derechos fundamentales, ostentan los juzgados y 
tribunales ordinarios la “primera palabra”, en tanto que al Tribunal Constitucional le 
asiste la “última”251. 
 
Empero, dicha última palabra del TC, de ninguna manera supone, para los 
tribunales y jueces de la jurisdicción ordinaria, delegar o abstraerse de la protección 
e interpretación del contenido material de la Constitución, pues, en primera 
instancia, quien afronta la tarea cotidiana de tutelar los derechos constitucionales de 
los ciudadanos es el juez ordinario252; en tanto juez natural de los derechos y 
garantías fundamentales253. De manera que, en dichos sistemas, el primer órgano 
llamado a proteger y en su caso reestablecer el respeto y la vigencia de los 
derechos y garantías fundamentales, es el juez ordinario, y, sólo en defecto de éste, 
el juez constitucional. 
 
Ahora bien, en el caso boliviano, dicha primera palabra de los jueces ordinarios 
en la protección y/o tutela de los derechos y garantías fundamentales, sólo la 
ejercen con motivo del conocimiento y resolución de sus “competencias naturales”, 
es decir, únicamente en los procesos ordinarios y en cada orden jurisdiccional, 
llámese: civil, penal, laboral, administrativo o militar254, pero no así, en su condición 
de tribunales o jueces de amparo. En otras palabras, la intervención de la 
                                                 
251 Gimeno Sendra, V. y Morenilla Allard, P.: Los proceso de amparo. Civil, Penal, Administrativo, Laboral, 
Constitucional y Europeo, Colex, Madrid, 2003, pág. 21; En el mismo sentido, Cruz Villalón, Pedro, en: El 
recurso de amparo constitucional..., op. cit. pág. 119, y; “Sobre el amparo”, REDC, No. 41. 1.994, pág. 11; De 
igual modo, López Guerra, Luís: El Poder Judicial en el…, op. cit. pág. 157-181; y, entre otros, Diez-Picazo, 
Luís María: “Dificultades prácticas y significado constitucional del recurso de amparo”, REDC, No. 40, Madrid, 
1.994, pág. 14. 
 
252 Murillo de la Cueva, Pablo Lucas, “El amparo judicial de los derechos fundamentales”, en, Ruiz-Rico Ruiz, 
Gerardo, (Ed.): La aplicación jurisdiccional de la…, op. cit. pág. 136. En el mismo sentido la STCE No. 
47/1.994, dirá que el ciudadano que estime vulnerado un derecho fundamental ha de plantear ante los tribunales 
ordinarios todos los aspectos vinculados con el contenido constitucional de su pretensión, porque éstos son “los 
primeros llamados a velar por su efectividad”. 
 
253 Al respecto y en el mismo sentido, Carmona Cuenca, Encarna, refiriéndose al sistema español, dirá “que los 
defensores naturales de los ciudadanos no son otros que los jueces y tribunales ordinarios, y a ellos se 
encomienda, en primer lugar, la protección de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución”. Así, 
en: La crisis del recurso de amparo, Universidad de Alcalá de Henares, Madrid, 2005, pág. 47. 
 
254 Pérez Tremps, Pablo: “Comentarios al art. 41”, en, Requejo Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley 
Orgánica del…, op. cit. pág. 646. 
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jurisdicción ordinaria en la tramitación del proceso de amparo, en su fase de 
verificación, en modo alguno supone el ejercicio de sus competencias naturales, 
sino más bien, supone, el ejercicio de las competencias del juez constitucional. Mas 
todavía, cuando la jurisdicción ordinaria interviene en el recurso de amparo, se 
abstrae –se despoja- tanto de su condición de juez ordinario, así como de sus 
competencias naturales, pero en contrapartida, asume las competencias del juez 
constitucional. 
 
En este último sentido, se puede decir que con motivo de la tramitación del 
recurso de amparo boliviano, las jurisdicciones ordinaria y constitucional, se 
fusionan formando un único orden jurisdiccional, la jurisdicción constitucional. Sin 
embargo, esta fusión de jurisdicciones, no tiene las mismas características que la 
denominada jurisdicción mixta. En la denominada jurisdicción mixta, cada uno de los 
órdenes jurisdicciones –ordinaria y constitucional- mantiene su estatus, su 
naturaleza y sus propias competencias; en cambio, en el segundo supuesto, 
denominado fusión de jurisdicciones, los tribunales y jueces de dicha jurisdicción, 
pierden su condición de jueces o tribunales ordinarios, pero, al mismo tiempo que 
pierden su estatus de juez ordinario, al ejercer la competencia del proceso de 
amparo es su fase de verificación, irrumpen en las competencias de los magistrados 
del TC. En efecto, en la tramitación del proceso de amparo -en su fase de 
verificación-, actúan como verdaderos jueces constitucionales255, aunque, bajo la 
denominación de jueces o tribunales de las garantías constitucional (TJGC)256. En 
este sentido, el AC No. 100/2006, estableció lo siguiente: 
                                                 
255 A este respecto, en una posición no del todo coincidente con lo que se acaba de decir, Rivera Santiváñez, 
José, A., dirá que el hecho de que un juez inferior tenga que conocer en amparo sobre lo resuelto por otro 
superior, afecta la independencia del primero. Concretamente dirá que “las Salas de las Cortes Superiores de 
Distrito, al conocer y resolver el amparo constitucional no actúan como tribunales ordinarios sino que cumplen 
la función de un verdadero Tribunal de Garantías constitucionales. Sin embargo, -entiende el autor- que en la 
práctica los miembros de dichos Tribunales se impone el criterio de la jerarquía jurisdiccional afectando su 
independencia”, vide, “El amparo constitucional contra sentencias judiciales con autoridad de cosa juzgada. Una 
perspectiva del tema en Bolivia”, en: Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, No. 6, CEPC, 
Madrid, 2002, pág. 461. Sin embargo, en términos generales y a la luz, precisamente de la práctica, se podría 
decir que aquella susceptibilidad no pasaría de eso, ya que, los aludidos Tribunales a tiempo de conocer y 
resolver los procesos de amparo, han sabido estar a la altura de las circunstancias; esto quiere decir que vienen 
actuando –sin titubeos- en el marco de las competencias que la Constitución les asigna. 
 
256 Bien es verdad que en la práctica no se los distingue o señala como Magistrados del TC, pero no menos 
cierto es que tampoco se los llama o identifica como “simples” jueces o vocales, sino más bien, tanto la doctrina 
como la jurisprudencia se han encargado de “bautizarlos” como Tribunales y Jueces de las Garantías 
Constitucionales (en adelante TJGC). Entre otros, Rivera Santiváñez, J. Antonio, en: “El amparo constitucional 
contra sentencias...” op. cit. pág. 461. 
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“Es preciso tomar en cuenta, que si bien la configuración procesal en la tramitación de las 
acciones tutelares (amparo constitucional, hábeas corpus, y hábeas data); por 
determinación de la Constitución Política del Estado y de la Ley del Tribunal Constitucional, 
los jueces o tribunales de la jurisdicción ordinaria cuando conocen un recurso de esta 
naturaleza, actúan, en ese caso concreto, no como jueces ordinarios, sino como jueces o 
tribunales de garantías constitucionales ejerciendo la jurisdicción constitucional”. 
 
Para mayor abundamiento, valga recordar nuevamente que el proceso de 
amparo constitucional boliviano –de principio a fin- se divide en dos fases: la 
primera, denominada como fase de verificación, y; la segunda, denominada como 
fase de revisión, pero, no obstante esa división, el proceso en su conjunto no es 
más que uno. Ahora bien, al tratarse de un solo proceso, lo lógico es que, la 
competencia para conocer del mismo, deba ser asignada a un mismo orden 
jurisdiccional, en este caso, a la jurisdicción constitucional o fusión de jurisdicciones 
como se ha denominado aquí; del que forman parte, como se recordará, tanto los 
jueces y tribunales de amparo, así como los Magistrados del TC. De donde, 
compete la primera fase a los denominados TGC, y, la segunda, a los Magistrados 
del TC; pero, en el ejercicio de dicha competencia ambos actúan como parte de un 
mismo orden jurisdiccional, la jurisdicción constitucional y no así como parte de la 
denominada jurisdicción mixta257. 
 
En cambio, en relación con la intervención del Tribunal Constitucional en la fase 
de revisión, lo primero que hay que decir es que su sola creación y funcionamiento, 
para el constitucionalismo boliviano, constituye un avance de trascendental 
importancia. Ello es así, por cuanto, significa en lo formal, un cambio en la 
                                                 
257 Ciertamente, la peculiaridad de la configuración constitucional del proceso de amparo, no es un “paradigma” 
exclusivamente boliviano, ya que, similar situación sucede también en los países del contexto, como por 
ejemplo Colombia, Perú y Ecuador; vale decir, la protección de los derechos y garantías fundamentales a través 
del recuso de amparo en los nombrados países, es de igual forma competencia atribuida a determinados Jueces 
y/o tribunales de la jurisdicción ordinaria. De manera que, en este “tipo o modelo” -del procedimiento de 
amparo- la intervención del Tribunal Constitucional se “circunscribe” por así decirlo, al control o revisión de las 
sentencias dictadas por aquellos Jueces o Tribunales de amparo. Aunque claro, y es oportuno precisar que no en 
todos los ordenamientos es necesariamente “imprescindible” la intervención del Tribunal Constitucional. Así, 
por ejemplo, en el caso peruano es de hacer notar, una diferencia en cuanto a la participación previa de los 
jueces y tribunales ordinarios y es que, en los supuestos donde el referido juez de amparo concede el recurso, 
dicho fallo tiene carácter definitivo y por lo tanto ya no llega a conocimiento del Tribunal Constitucional, sino 
únicamente aquellos que han sido denegados. Así mismo en la colombiana y ecuatoriana el TC conoce del 
amparo únicamente en grado de apelación. Extremos que no suceden en la boliviana, ya que todos los fallos son 
remitidos para su revisión, de oficio -con independencia del resultado, es decir, sin tomar en cuenta la 
denegación o concesión del amparo solicitado- y dentro de las 24 horas a conocimiento del Tribunal 
Constitucional. De todos modos y con más detalle, se volverá sobre esto en la tercera parte del trabajo. 
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estructura orgánica de la justicia boliviana y, en lo sustancial, la consolidación de la 
supremacía constitucional; garantizando con ello, su función directriz, en la 
creación, aplicación e interpretación del ordenamiento jurídico del País258. 
 
Asimismo, contribuye cualitativamente, de un lado, al propósito de concebir –y 
asumir- la Constitución como una norma jurídica, suprema y fundamental, y de otro, 
presupone una garantía substancial de promoción y protección de los derechos y 
garantías fundamentales, por supuesto, en tanto en cuanto, una de sus funciones 
primordiales, es precisamente esa. En suma, se puede decir que aquella visión –y 
esperanza- mayoritaria de que, con su creación, se estaba “propiciando un lugar 
donde los ciudadanos verían sus derechos fundamentales amparados”259, es hoy, 
una realidad palpable y porque no decirlo, loable desde todo punto de vista. 
 
Dicha realidad, sin embargo, además de la adopción y funcionamiento del 
Tribunal, tiene otra explicación, la misma que radica en la asignación, como 
competencia del TC, de la fase de revisión del proceso de amparo constitucional. 
De no haber mediado, el proceso de amparo, como autentico mecanismo 
jurisdiccional –aunque no el único- del vigente sistema de justicia constitucional, la 
realidad jurídica sería distinta; sin el amparo, tanto el propósito de hacer efectiva la 
supremacía y normatividad constitucional, así como el respeto y la vigencia de los 
derechos y garantías fundamentales, sencillamente, no habrían sido posibles. 
 
En el viejo modelo de control difuso -cuya competencia en grado o fase de 
revisión estaba asignada a la CSJ- el proceso de amparo, a lo sumo, servía para 
alegar la tutela de los derechos y garantías fundamentales. En cambio, en el modelo 
vigente, el amparo sirve, además, para el cumplimiento de otro de los fines 
consustanciales al TC, cual es la interpretación última de la Constitución. En efecto, 
el recurso de amparo constitucional, como competencia del TC, no sólo sirve para 
                                                 
258 Durán Ribera, Willman, R.: “El sistema de control de constitucionalidad vigente en Bolivia”, en, VV AA: La 
Justicia Constitucional..., op. cit. pág. 157. En el mismo sentido, se dirá que el TC no sólo se ha encargado de 
constitucionalizar el nuevo proceso penal y, paulatinamente todo el orden jurídico nacional, sino también de 
“racionalizar el poder coercitivo del Estado”, vide, Herrera Áñez, William: “El Nuevo proceso penal desde la 
perspectiva del Tribunal Constitucional”, en, AA VV: El nuevo sistema procesal penal desde la perspectiva 
constitucional, ABEC/El País, Santa Cruz de la Sierra, 2003, pág. 11. 
 
259 La expresión visión mayoritaria alude a la posición de quienes defendieron la creación del TC y por lo tanto, 
se abstrae de sus detractores. Sobre los defensores de la creación del TC, vide, Galindo Decker, Hugo: Tribunal 
Constitucional, op. cit. págs. 51-59. 
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tutelar los derechos y garantías fundamentales, función subjetiva sino, además, 
sirve en gran medida, para la interpretación vinculante del texto de la Constitución, 
función objetiva. 
 
  Por otra parte, en lo relativo a la tutela de los derechos y garantías 
fundamentales, como ya se dijo, el régimen jurídico-constitucional boliviano se 
inscribe en un sistema “dualista” de protección de los derechos y garantías 
fundamentales. Dicho sistema, implica la necesaria –y, además, coordinada- 
intervención en la tutela de los derechos y garantías fundamentales, tanto de la 
jurisdicción ordinaria, a través de sus órganos, como de la jurisdicción 
constitucional, a través del TC; de esta suerte, ambas jurisdicciones son partícipes 
ahora, de un único sistema de garantía de los derechos reconocidos por la norma 
fundamental; pero, cada una en un ámbito distinto y por sobre todo, en “desiguales” 
condiciones260. En lo que respecta a la tutela de los derechos y garantías 
fundamentales, huelga decir que el Tribunal -en tanto titular “exclusivo” de la 
jurisdicción constitucional- es quien tiene la última palabra; pero, por la misma 
razón, en el proceso de amparo –que es el mecanismo jurisdiccional de protección, 
precisamente, de los derechos y garantías fundamentales- quien tiene la última 
palabra, es también el TC. 
 
Dicha última palabra del Tribunal Constitucional en la defensa de los derechos y 
garantías fundamentales, sin embargo, tal como ya se dijo, no siempre ha estado 
previsto en el diseño original del sistema de control concentrado de 
constitucionalidad, pero también se ha dicho que desde una perspectiva 
competencial o funcional, aquel diseño ha cambiado. En todo caso, ha evolucionado 
y de tal suerte, en la actualidad, el contralor constitucional, no sólo se limita al 
control de la Constitución en su sentido formal, sino también, al control de la 
Constitución en su sentido material. Justamente en este último, es donde el amparo, 
es el mecanismo estrella de dicho control261.  
                                                 
260 Murillo de la Cueva, Pablo Lucas: “El amparo judicial de los derechos...”, op. cit. pág. 132. 
 
261 López Guerra, Luís, refiriéndose al amparo como competencia del TCE, vide: El Poder Judicial en el Estado 
Constitucional, Palestra, Lima, 2001, pág. 165. Este mismo trabajo intitulado “Jurisdicción ordinaria y 
jurisdicción constitucional” viene publicado en, Ruiz-Rico Ruiz, Gerardo, (Ed.): La aplicación jurisdiccional de 
la…, op. cit. págs. 27-61. 
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III. NATURALEZA Y DELIMITACION CONSTITUCIONAL DEL PROCESO 
DE AMPARO: El amparo como proceso constitucional extraordinario 
y subsidiario 
 
En la primera parte del trabajo se ha dicho que con la adopción del Tribunal 
Constitucional y, a pesar de su reconocimiento juntamente o como parte del PJ, en 
Bolivia, el sistema o modelo de justicia constitucional en vigor es el concentrado1. 
Se ha indicado, además, que en el marco de dicho sistema, los fines del Tribunal 
son, entre otros ya señalados, ejercer la función de intérprete supremo de la 
Constitución y el control del respeto y vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales de las personas2. Y por ultimo, se ha puesto de manifiesto que el 
mecanismo estrella del sistema, o lo que es lo mismo, la institución procesal por 
antonomasia a través de la cual el Tribunal ejerce aquella función y cumple y hace 
cumplir dicho fin, es el proceso de amparo constitucional. 
 
Ahora bien, tal como se acaba de adelantar, la cuestión que aquí interesa es 
exponer en clave prescriptiva, si el proceso de amparo que transcurre ante el TC 
tiene o no una naturaleza distinta a la del resto de los mecanismos jurisdiccionales y 
muy en particular, en relación con los de la jurisdicción ordinaria. Evidentemente, el 
propósito no es una cuestión de fácil cobertura y mucho menos carente de 
conflictividad, más aun si se toma en cuenta que dicha conflictividad, como 
resultado de la propia dinámica de la institución procesal, se acentúa cada vez con 
mayor notoriedad3, con lo cual, la finalidad que aquí se persigue se torna más 
                                                 
1 La afirmación del sistema boliviano de control de constitucionalidad, como sistema concentrado, no es sólo 
una posición doctrinal y/o académica, sino es, además, una posición que goza del respaldo del propio Tribunal 
Constitucional expresada, desde un principio y sin titubeos, en su amplia jurisprudencia. Así, entre otros, las 
SSTC Nos. 530/00, 860/00, 1249/2001, 1359/2003, 1712/2003, 1769/2003. 
 
2 Sin embargo, hay que aclarar que dicha función de supremacía interpretativa y protección de los derechos 
fundamentales, no sólo se ejercer a través del proceso amparo sino, también, a través de los restantes recursos 
constitucionales, en especial, mediante la cuestión de inconstitucionalidad; al respecto, en relación con el 
Tribunal Constitucional español, vide, Cruz Villalón, Pedro: “Las tareas del Tribunal Constitucional”, en 
Memoria de 1.999, Tribunal Constitucional, en Internet: www.tribunalconstitucional.es, pág. 2. (fecha de 
consulta 13-04-06). 
 
3 De un tiempo a esta parte, el carácter dinámico del amparo es cada vez más evidente; ello se debe, por un lado, 
al surgimiento de nuevos derechos -los denominados derechos de tercera generación por ejemplo- y la necesidad 
de su protección por este medio y, por el otro, al creciente impacto y mayor importancia de su dimensión 
objetiva frente a su dimensión subjetiva. Factores que sin duda, no dejan de repercutir en la naturaleza de la 
institución, pues, en definitiva, implican la necesidad de redefinir o readecuar los “tradicionales” presupuestos 
formales y materiales (ámbito, objeto y función del amparo) a la nueva y cada vez más aceptada y difundida 
doble dimensión. Bien es verdad que la cuestión no reside en el “reconocimiento de la doble dimensión del 
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dificultosa todavía. No obstante, la idea es intentar establecer, en sus justos 
términos, la posición que ocupa o deba ocupar el amparo en el sistema 
constitucional en vigor; propósito que supone la necesidad de precisar, por un lado, 
su naturaleza constitucional y, por el otro, su funcionalidad en el conjunto de la 
actividad jurisdiccional. 
 
El primer propósito, es decir, la natural constitucional del amparo, según la 
doctrina más autorizada, se lo debe acometer a partir de dos premisas 
fundamentales: de un lado, entender la institución del amparo como un mecanismo 
de salvaguarda de derechos constitucionalmente garantizados, esto es, en su 
dimensión subjetiva4, como un instrumento procesal de protección de situaciones 
subjetivas y, de otro, en su dimensión objetiva5 como un mecanismo de garantía e 
interpretación de la Constitución, esto es, como algo que, trascendiendo de las 
situaciones subjetivas, se proyecta más allá, alcanzando una dimensión objetiva6. 
 
En cambio, el segundo cometido, es decir, la funcionalidad del amparo en el 
ámbito de la actividad jurisdiccional, no puede abordarse sino desde la perspectiva 
del modelo de justicia constitucional en vigor, o lo que es lo mismo, como 
competencia asignada al TC7. Empero, abordar el tema desde esta perspectiva, 
como bien se sabe, presupone asumir, por un lado, la existencia de dos 
                                                                                                                                                       
amparo constitucional, sino en la proporción que se otorgue a cada una de ellas”; pues, dicha demarcación, 
vendrá a constituirse en “una de las principales cuestiones que condicionan más las propuestas de solución a los 
males que se diagnostican en la configuración y la práctica del recurso de amparo”, en este sentido, vide, Albertí 
Rovira, Enoch: “El recurso de amparo constitucional: Una revisión...”, op. cit. págs. 125 y 126. En cualquier 
caso, sobre el asunto, y con más detenimiento se volverá en la tercera parte del trabajo. 
 
4 Sobre la «consustancial» dimensión subjetiva del amparo, vide, Díaz-Picazo Jiménez, Luís Maria: Sistema de 
derechos fundamentales, Civitas, Madrid, 2003, págs. 88-91. 
 
5 Sobre la «residual» dimensión objetiva del amparo, Aragón Reyes, dirá que sólo a través del recurso de 
amparo “puede realizarse la labor de concreción de los derechos fundamentales y la unificación de la doctrina 
sobre ellos”. Así, “cumple el Tribunal Constitucional con la función de supremo intérprete de la Constitución” 
que, “(…) ni podría realizarla el Tribunal Supremo, (…)  ni se ejercería plenamente sólo a través de los procesos 
de inconstitucionalidad de la ley”, vide, Aragón Reyes, Manuel: Problemas del recurso de amparo…, op. cit. 
pág. 132. 
 
6 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo, refiriendo a la naturaleza 
constitucional del amparo español, en: El recurso de amparo, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2004, pág. 29; en el 
mismo sentido en, “Tribunal Constitucional, juez ordinario y una deuda pendiente…”, op. cit. pág. 190. 
 
7 Al respecto, en relación con el amparo español, se dirá que el problema de la naturaleza jurídica del recurso de 
amparo “hay que reconducirlo, de un lado, al examen de la propia naturaleza del TC y, de otro, a la del objeto 
litigioso sobre el que ha de extender su competencia”, vide, Gimeno Sendra, Vicente y Morenilla Allard, Pablo: 
Los Procesos de Amparo: Civil, Penal, Administrativo, Laboral, Constitucional y Europeo, Colex, Madrid, 
2003, pág. 127. 
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jurisdicciones en un mismo sistema jurídico, la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción 
constitucional y, por el otro, la función dual y convergente de ambas jurisdicciones 
en la defensa de los derechos fundamentales; donde, a la jurisdicción ordinaria le 
compete la primera palabra y a la jurisdicción constitucional –en defecto de la 
primera- la última. En este sentido, la naturaleza y delimitación constitucional del 
amparo, se emprenderá desde ambas perspectivas, es decir, tanto desde la 
perspectiva de la doble dimensión del amparo, aunque con un especial énfasis en 
su dimensión subjetiva8, cómo desde la perspectiva del modelo de control 
concentrado de constitucionalidad, más concretamente, en tanto competencia 
asignada al TC9. 
 
Así pues, en el marco de los presupuestos teóricos y normativos que se acaban 
de señalar, este capítulo se desarrollara en dos títulos. A través del primero, frente a 
la impresión terminológica, la idea es empezar por encontrar la denominación más 
apropiada que la institución del amparo deba recibir; el segundo título, como 
consecuencia del primero, tiene que ver con la descripción de las características 
propias de la institución, en tanto merecedora, claro está, de una concreta 
denominación. Siendo así, sin más preámbulos se empieza por lo primero. 
 
 
1. Aproximación terminológica hacia una concreta denominación del 
amparo constitucional 
 
Las veces que la doctrina especializada como la jurisprudencia, han intentado 
identificar la institución del amparo con una determinada acepción, la misma que 
pueda englobar, cuanto menos, sus principales características, pocas veces han 
sido uniformes y, de tal suerte, también, pocas veces han tenido el éxito y la 
aceptación generalizada que se espera de ellos. Desde ya, es la propia legislación 
                                                 
8 Un especial tratamiento, o la preponderancia de la dimensión subjetiva frente a la objetiva del amparo 
obedece, fundamentalmente, al hecho de que “no caben recursos de amparo tendentes exclusivamente a 
asegurar una defensa genérica de la Constitución”, pues, en esencia, el amparo depende de la defensa subjetiva, 
esto es, de su configuración legal como “remedio”; así, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, 
en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 31. 
 
9 Precisamente en este sentido, Rubio Llorente, Francisco, aunque refiriendo al amparo español, dirá que “el 
recurso –de amparo- se define en función a esa competencia2, así, en: “El recurso de amparo constitucional”, 
en, VV AA: La jurisdicción constitucional en España. La ley orgánica del Tribunal Constitucional: 1979-
1.994, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1995, pág. 128. 
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comparada la que carece de una orientación clara al respecto, tal es así que el 
común denominador no es sino la equiparación de distintas acepciones bajo un 
mismo concepto. Empero, como ya se dijo, ello no sucede sólo en el Derecho 
comparado, sino también en la doctrina y la jurisprudencia. 
 
En el caso de la legislación comparada, basta hacer una ligerísima ojeada a los 
distintos ordenamientos para observar hasta que punto se halla extendido el empleo 
de distintas acepciones en un mismo sentido y con una misma finalidad, cual es, 
designar o identificar la institución del amparo constitucional de un modo 
determinado. Así por ejemplo, por citar las denominaciones más frecuentes, en el 
Derecho mexicano la institución del amparo se alude con la denominación de «juicio 
de amparo»10; en el Derecho argentino11, venezolano12 y colombiano13, bajo la 
denominación de «acción de amparo» en los dos primeros y, «acción de tutela» en 
el tercero; en el Derecho español, no obstante que la Constitución (art. 53) utiliza la 
expresión «recurso de amparo»14, la institución, desde un principio, al menos en el 
ámbito académico, viene siendo designada como «proceso de amparo»15 y; por 
último, en el Derecho boliviano -desde el momento mismo de su introducción a 
                                                 
10 Las fuentes legislativas de actual juicio de amparo mexicano están formadas por los artículos 103 y 107 de la 
Constitución Federal, la Ley de Amparo del 30 de diciembre de 1935; la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación de la misma fecha y el Código Federal de Procedimientos Civiles de 31 de diciembre de 1942, que 
es de aplicación supletoria respecto del segundo ordenamiento. En todas estas leyes, la referencia al amparo, es 
con la denominación de <juicio de amparo>. Así por ejemplo, el apartado I del art. 107 de la Constitución, 
establece que “El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada”. 
 
11 Sobre el amparo argentino, vide, la obra conjunta de Bidart Campos, Germán J., Sagüés, Néstor P., y otros: El 
amparo constitucional. Perspectivas y modalidades, Depalma, Buenos Aires, 2000. 
 
12 Sobre el amparo venezolano, vide, Chavero Gazdik, Rafael J.: El nuevo régimen del amparo constitucional en 
Venezuela, Editorial Sherwood, Caracas, 2001. 
 
13 El artículo 86 de la Constitución colombiana, establece que “toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces... la protección de sus derechos constitucionales fundamentales...”. Sobre la acción de 
tutela, vide, Cifuentes Muñoz, Eduardo: “Acción de tutela: El constitucionalismo de la pobreza”, en, VV AA: 
Lecturas Constitucionales Andinas 3, Comisión Andina de Juristas, Lima, 1.994. 
 
14 El precepto en cuestión, en su apartado 2º establece que “Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las 
libertades y derechos..., a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional”. 
 
15 Entre otros, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, Civitas, Madrid, 1980, pág. 278; 
Guaita Martorel, Aurelio: “El recurso de amparo contra tribunales”, en, Revista de Derecho Político, Nº 16, 
1.982-1.983, pág. 280; Sánchez Morón, Miguel: El recurso de amparo constitucional, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1987, pág. 26; Almagro Nosete, José: Justicia Constitucional, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1989, pág. 274; Tomás y Valiente, Francisco: “Poder Judicial y Tribunal Constitucional”, en, Escritos 
sobre y desde el Tribunal Constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, pág. 77 y ss.; 
Rubio Llorente, Francisco: “El recurso de amparo”, en la obra conjunta con Jiménez Campo, Javier: Estudios 
sobre jurisdicción constitucional, Mac Graw Hill, Madrid, 1998, pág. 40 y ss.. 
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través de la Constitución de 1.967, hasta la actualidad, esto es, tanto la Constitución 
y la LTC en vigor- el amparo recibe la expresa denominación de «recurso de 
amparo». 
 
Frente a dichas denominaciones -juicio, acción, recurso y proceso-, que son los 
más comunes y más frecuentemente utilizados en los diferentes ámbitos, en las 
líneas que siguen a continuación, la idea es adoptar una de ellas, una que en lo 
posible se ajuste a las características propias de la institución. Una acepción que en 
definitiva, sirva para no confundir ni equipara el amparo con el resto de las 
instituciones procesales que el ordenamiento jurídico reconoce. Empero, valga 
precisar que la finalidad no es uniformar y mucho menos imponer una determinada 
denominación para el amparo en el Derecho comparado en general, sino, única y 
exclusivamente para el Derecho boliviano en particular. 
 
La importancia de su acometimiento en el caso particular boliviano, radica en la 
necesidad de identificar el amparo no como recurso, ya que, dicha acepción lo que 
viene provocando es una concepción errada de lo que en realidad es el amparo. En 
términos generales, la incidencia negativa de denominar el amparo como recurso, 
repercute tanto en el ámbito teórico como en el plano de la práctica. En el ámbito 
teórico dicha incidencia se manifiesta de cara a la determinación de su naturaleza 
procesal-constitucional16; en cambio, en el plano de la práctica, la acepción del 
amparo como recurso, no sólo se traduce en la equiparación del mismo –y no sólo 
                                                 
16 Dicha incidencia, puede que sin intención, ha sido puesta de manifiesto por Carmona Cuenca, Encarnación, 
refiriéndose al amparo español, donde viene a decir que “la cuestión de la naturaleza jurídica del recurso de 
amparo constitucional, se traduce en un doble orden de consideraciones: a) ¿Es un verdadero proceso de 
naturaleza jurisdiccional? y, b) es un proceso autónomo o más bien es la continuación –recurso- o revisión de un 
proceso iniciado con anterioridad en la vía judicial ordinaria?, vide: La crisis del recurso de amparo. La 
posición de los derechos fundamentales entre el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional, Universidad de 
Alcalá, Madrid, 2005, pág. 38; en cambio, otro autor, también refiriéndose al amparo español, dirá que la 
discusión a cerca de si al amparo es un recurso o un proceso, es una discusión “bizantina”, en efecto, dice el 
autor “Inquirirse a cerca de la naturaleza de una institución tiene sentido cuando englobándola en otras más 
generales se integran las lagunas de su regulación o se solventan dudas de interpretación. El recurso de amparo, 
sin embargo, tiene una regulación legal detallada que si en algo resulta insuficiente o oscura no va ha encontrar 
soluciones en su calificación como recurso o proceso autónomo”, así, Diez-Picazo Giménez, Ignacio: 
“Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos 
de amparo”, en, AA VV: La sentencia de amparo constitucional, CEPC, Madrid, 1996, pág. 21. Este 
entendimiento, sin embargo, implícitamente está negando las diferencias no sólo de orden procesal sino material 
que existe entre la institución del proceso y el recurso, pues, sin ir lejos, el primero es el todo y el segundo nada 
más que la parte. En otras palabras, no se puede asumir tal entendimiento, porque ello significaría negar las 
distintas categorías procesales que rigen una y otra institución, así por ejemplo, en un proceso se pueden 
plantear cualesquiera pretensiones, pero en un recurso, dicha facultad ya viene predeterminada y pro lo tanto, ya 
no se puede modificar. Sobre esto se volverá más adelante. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 122
por los litigantes sino, incluso, por los propios abogados- con el recurso de casación 
sino, también, con el resto de los recursos ordinarios. 
 
Tal situación, no hace sino tergiversar su naturaleza, haciendo ver que la 
activación del proceso de amparo, cabe en todos los supuestos y frente a todas las 
infracciones del ordenamiento jurídico. Justamente con la finalidad de “desterrar” 
esta anomalía, surge la necesidad de adoptar una concreta denominación, la misma 
que, en la medida de lo posible, encierre tanto la naturaleza como las características 
propias del amparo boliviano y, a partir de allí, de ser posible, evite su mala 
utilización17. Así pues, hecha esta aclaración, se empieza por la “denominación 
primigenia”, esto es, el amparo como juicio. 
 
 
1.1. El amparo constitucional como juicio 
 
Como primer apunte hay que decir que, tanto en la doctrina, la práctica y la 
legislación comparada, la utilización del término juicio para hacer referencia al 
amparo, goza de menos arraigo que el resto de las denominaciones. Sin embargo, 
tal como ya se ha adelantado, el ejemplo más indiscutible de la acepción del 
amparo como juicio, es el caso mexicano. En este país, como ya se ha visto, la 
institución recibe la denominación de «juicio de amparo»; tal es así que, tanto la 
doctrina en general como jurisprudencia sobre la materia en particular, cuando se 
refieren a la institución del amparo, lo hacen al unísono, bajo la acepción de «juicio 
de amparo»18. 
 
Pero ya saliendo del contexto particular mexicano, aunque sin dejarlo de lado 
por completo, la cuestión de fondo que aquí interesa es saber si tal expresión es la 
                                                 
17 Con otras palabras, la idea es evitar que la expresión recurso induzca a los litigantes y sus abogados, como de 
hecho lo viene haciendo, al error de ver en el amparo un recurso ordinario y como tal, un recurso que sirve para 
revisar todos los procesos y en todos los casos. Justamente eso lo que se quiere evitar, pues, de entrada se 
entiende que el proceso de amparo no supone, ni revisión y mucho menos una última instancia judicial en la 
tramitación de los procesos ordinarios, a la que quepa acudir en todos los supuestos litigiosos.  
 
18 Se dirá, por ejemplo, que el amparo es “un verdadero juicio”, en este sentido, entre otros autores, vide, 
Carpizo Jorge, Fix-Zamudio Héctor y Cossio Díez, José Ramón: “La jurisdicción constitucional en México”, en, 
VV AA: La jurisdicción constitucional Iberoamericana, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México, 
1997; asimismo, una relación bibliográfica sobre el particular, además de los autores ya citados, puede 
encontrarse en, Ferrer Mac-Gregor, Eduardo: La acción constitucional de amparo en México y España. Estudio 
de derecho comparado, Purrua (3ª ed.) México, 2002. 
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más apropiada para identificar el amparo. En efecto, una parte de la doctrina y el 
Derecho comparado, al identificar el amparo como juicio de amparo, utilizan la 
expresión juicio, generalmente, como sinónimo de proceso, es decir, el juicio de 
amparo como sinónimo del proceso de amparo; pero, la otra parte, minoritaria ésta, 
lo hace en el estricto sentido de la palabra, es decir, el amparo como mera reflexión 
o valoración intersubjetiva, que es lo que en esencia significa la palabra juicio. 
Desde ya, en ninguno de los sentidos, la expresión juicio, es lo más apropiado para 
identificar la institución del amparo. Adviértase por qué. 
 
En primer lugar, juicio, lato sensu, es una expresión que denota, “opinión, 
parecer o dictamen”19. Justamente en ese sentido, en su día Carnelutti, diría que 
“juicio es un momento del pensamiento netamente intuitivo”20, por ende, concluiría el 
autor, “para el juicio sirve el sentido del todo o sentido del ser”, es decir, “el buen 
sentido o sentido del bien” y, más específicamente, “el sentido común”21. Pero ya 
desde un punto de vista más técnico jurídico, juicio enuncia la acción y efecto de 
juzgar; razón por el que, juicio es al proceso, la fuerza que la hace mover, ya que no 
se puede proceder sin juzgar22. En este sentido, juicio termina siendo una operación 
sustancial de la Jurisdicción. De hecho, se dice que ambas expresiones guardan, 
incluso, una relación de parentesco etimológico, ius decire, iudicium iurisdictio23. 
 
Como se puede advertir, lo descrito hasta aquí, evidentemente, sugiere una 
estrecha relación entre juicio y proceso. Seguramente por tal razón, a pesar del 
notable esfuerzo desplegado por la doctrina en su afán de diferenciar una expresión 
de la otra, en el momento actual, proceso y juicio, tanto en el leguaje legal o 
legislativo24 como en algún sector de la doctrinal en general25, aun se prodigan 
                                                 
19 Vide, Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, Espasa, vigésima primera edición, Tomo 
II, Madrid, 2002, pág. 1211. 
 
20 Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I: Derecho procesal civil, Ediciones jurídicas Europa-América, 
Buenos Aires, 1971, pág. 245 
 
21 Íbidem., pág. 246. 
 
22 Íbidem., pág. 81. 
 
23 De la Oliva, Andrés y Fernández, Miguel Ángel: Derecho procesal civil I: Introducción al Derecho procesal.  
El proceso civil, sus tribunales y sus efectos, Centro de estudios Ramón Areces (1ª reimp. a la 4ª ed.), Madrid, 
1996, págs. 129. 
 
24 Uno de los ordenamientos que utiliza el término juicio como sinónimo de proceso y que, además, tiene 
bastante arraigo, es sin duda, el ordenamiento jurídico español; tal es así que la propia ley procesal civil recibe 
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indistintamente26; siendo que en rigor, juicio y proceso, por su propia carga y 
diferencia semántica, son expresiones que engloban conceptos heterogéneos. 
 
Proceso, en términos generales, es una serie o sucesión de actos procesales de 
relevancia jurídica orientados a un fin determinado, por antonomasia, satisfacer la 
pretensión de las partes; juicio se refiere en cambio, a la acción o efecto de juzgar27, 
esto es, de valorar, de decidir. Es verdad que en el proceso también se juzga, o lo 
que es igual, el juicio se resuelve en el proceso28; pero en el proceso no sólo se 
juzga, es decir, no todo lo que se hace, más propiamente, no todos los actos 
procesales que se producen en el proceso suponen, no al menos necesariamente, 
la acción o efecto de juzgar. Así, la declaración de un testigo, la inspección judicial o 
la reconstrucción de los hechos por citar algunos ejemplos, en principio, no son 
juicios por si mismos, no suponen actos de juzgar. 
 
                                                                                                                                                       
el nombre de Ley de Enjuiciamiento Civil, por ende, los distintos procesos que regula, reciben la denominación 
de, por citar algunos, “Juicios declarativos ordinarios”, “Juicios ordinarios”, etc.; En cambio, quepa precisar 
que en el derecho boliviano ello no sucede, al contrario, se puede decir que el Código de Procedimiento Civil, 
en ningún momento utiliza la expresión juicio, sino el de proceso, así por ejemplo: “De los procesos en 
general”, “De los procesos de conocimiento”, “Proceso ordinario”, etc. 
 
25 Ese reducido sector de la doctrina comparada, sin duda, tiene sus representantes en algunos autores de la 
doctrina española, en su mayoría procesalistas del área civil; así por ejemplo, Ramos Méndez, Francisco, 
refiriéndose a la denominación de la Ley de procedimiento laboral, dirá que la utilización del vocablo «proceso» 
por el de juicio en la referida ley, “supone un retroceso de nomenclatura a épocas ya largamente superadas”, ya 
que, en su entender, “el verdadero objetivo del ciudadano y la jurisdicción es precisamente el juicio”; por ende -
para este autor- las leyes de enjuiciamiento civil y penal, utilizan “acertadamente” la expresión juicio por el de 
proceso, vide: El sistema procesal español, Bosch, Barcenola, 2000, pág. 278. Por su parte, aunque advirtiendo 
sobre la impropiedad del uso indiscriminado de ambos términos, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel 
Ángel, dirán: “el hecho de que la ley e innumerables personas, incluso juristas, utilicen juicio en lugar de 
proceso (o éste por aquel), tiene su explicación en una tradición histórica de siglos, durante los cuales se 
concede mayor importancia a la sustancia de la actividad realizada que al método o forma en que se realiza”, 
vide, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil I..., op. cit. págs. 128. Pero, no 
obstante, ellos mismos, en el segundo tomo del mismo trabajo que se ha citado, terminaran utilizando ambas 
expresiones, juicio y proceso, indistintamente; así por ejemplo, en el apartado referido a los “Juicios excluidos 
del acto de conciliación”, págs. 275 y 276, asimismo en el apartado, “Juicios declarativos ordinarios” pág. 477 y 
ss. Más autores en el mismo sentido, Montero Aroca, Juan, Gómez Colomer, Juan Luís, Montón Redondo, 
Alberto y Barona Vilar, Silvia, en: Derecho Jurisdiccional I: Parte General, Tirant Lo Blanch (14ª ed.), 
Valencia, 2005, págs. 293 y ss.. 
 
26 En efecto, se dice que, “Proceso, en otras palabras, se emplea por los juristas como sinónimo de juicio”, pero 
no de cualquier juicio, “sino de aquel juicio, el cual se lleva a cabo según determinadas reglas y con particulares 
solemnidades, para establecer y castigar un delito o bien para decidir una litis”, vide, Carnelutti, Francesco: 
Derecho y proceso I: Derecho procesal civil, Ediciones jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1971, pág. 5. 
 
27 Montero Aroca, Juan, Gómez Colomer, Juan Luís, Montón Redondo, Alberto y Barona Vilar, Silvia, en: 
Derecho Jurisdiccional I..., op. cit. pág. 295. 
 
28 Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 21. 
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Siendo así, ni el concepto ni el objeto del termino juicio tienen el mismo 
significado ni la misma amplitud que el termino proceso29, puesto que juicio, no 
designa en realidad toda la serie o sucesión de actos que tienden a la actuación de 
una pretensión por los órganos judiciales del Estado; su ámbito se limita, en todo 
caso, a una de las actividades o al resultado de una de las actividades que en el 
proceso se realizan, cual es, por excelencia, la operación mental realizada por el 
órgano del Estado al comparar la pretensión y el derecho objetivo para conceder o 
denegar la actuación pedida30. De ahí que, juicio, en última instancia, en el proceso 
sirva para establecer lo que es justo31. 
 
Así pues, juicio, como ya se dijo, es apenas un instrumento del proceso, porque 
como bien se sabe, es preciso juzgar desde el inicio mismo del proceso; ya que en 
definitiva, la realidad procesal, esto es, el proceso, comporta juicios fácticos y 
jurídicos32. Hace uso del juicio el órgano jurisdiccional cuando se ve en el deber de 
decidir –de juzgar- si el caso que se le plantea entra en el ámbito de sus 
atribuciones; del mismo modo, juicio se requiere para determinar si son partes o 
sujetos procesales todos los que deben serlo; juicio, se exige para establecer la 
existencia de presupuestos del proceso o para considerar pertinente o no una 
prueba que se propone33. 
 
De manera que, a la luz de todo lo anotado juicio, comprende las siguientes 
características, las mismas que por supuesto, no agotan su contenido ni mucho 
menos, pero sí expresan sus principales notas definitorias: 
 
a) Juicio es el acto de valoración de las diferentes manifestaciones de orden 
fáctico y jurídico, en especial del litigio que se despliega en el proceso; 
b) Juicio en tanto valoración del litigio, implica a su vez, la ponderación de dos 
partes o pretensiones en conflicto; 
                                                 
29 Guasp Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág. 26. 
 
30 Carnelutti diría la “ponderación del juicio”, en tanto resultado de pensar, ya que para este autor, “pensar no 
quiere decir otra cosa que ponderar”, vide, Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 80. 
 
31 Íbidem. pág. 6. 
 
32 De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil I..., op. cit. págs. 129. 
 
33 Íbidem. págs. 130. 
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c) Juicio en tanto ponderación, esto es, como acción y efecto de juzgar, es una 
especie del término genérico proceso y, en definitiva; 
d) Juicio es un instrumento del proceso. 
 
Ahora bien, a la luz de la característica dadas, ¿es, o no, el amparo un juicio 
propiamente dicho? A modo de respuesta, valga empezar contrastando la primera 
característica en relación con el amparo constitucional. En dicha característica se ha 
indicado que “juicio es el acto de valoración de las diferentes manifestaciones de 
orden fáctico y jurídico, en especial del litigio que se despliega en el proceso”. 
 
En principio, si bien es cierto que el procedimiento de amparo, comporta actos 
de valoración de cuestiones fácticas y jurídicas aportadas por las partes –de mayor 
interés, probablemente, las últimas que las primeras-, no menos cierto es que, en su 
tramitación, no existe litigio propiamente dicho; no al menos en los extremos y la 
conflictividad con que se manifiesta en los procesos ordinarios. Entendiendo por 
litigio, claro está, aquel conflicto de intereses calificado por la existencia de una 
pretensión resistida34. Aunque, también es cierto que, libremente hay procesos sin 
controversia35, así como hay, a la inversa, controversias que no tienen naturaleza 
procesal36. 
 
Por lo tanto, el proceso de amparo constitucional, a pesar de suponer, en parte, 
valoración de las diferentes manifestaciones de orden fáctico y jurídico deducido por 
las partes, estrictu sensu, no supone un juicio y mucho menos implica el acto de 
juzgar un determinado litigio o controversia de intereses entre dos o más partes. Ello 
es así, por la sencilla razón que para la tramitación del amparo no es necesario la 
existencia de una controversia propiamente dicha, no al menos como condición sine 
qua non, ya que, dicho proceso puede tramitarse, válidamente, sin que la parte 
                                                 
34 Pretensión que “no constituye el proceso mismo, sino su contenido”, de ahí que, “no se debe confundir -tal 
como sucede a menudo- el proceso con la materia u objeto que constituye su contenido, cual es, el litigio”, en 
este sentido, Guasp Jaime: Concepto y método..., op. cit. pág. 27. 
 
35 Al respecto, Carnelutti, diría: “hemos de hablar de verdaderos y auténticos procesos sin litigio, cuando falta 
no la discusión, sino el litigio y cuando, por tanto, el juez no dispone o en general el oficial del proceso no 
provee, frente a partes cuyos intereses se hallan en pugna para obtener la composición de los mismos, sino por 
el contrario, frente a un interés sólo, cuya tutela reclama o aconseja su intervención”, vide, Carnelutti, 
Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 61. 
 
36 Guasp Jaime: Concepto y método..., op. cit. pág. 27. 
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recurrida oponga resistencia a la pretensión de recurrente. De hecho, una vez 
admitida la demanda, la audiencia pública de verificación puede celebrarse, no sólo 
sin la presencia –en sala- del recurrido, sino incluso del propio recurrente; con lo 
cual, son pocas o ninguna, las probabilidades de que se suscite una controversia 
propiamente dicha37. 
 
En lo relativo con la segunda característica, esto es, que “el juicio en tanto 
valoración del litigio, implica a su vez, la ponderación de dos partes en conflicto”, 
además de lo ya expresado en el párrafo anterior, quepa agregar que en el proceso 
de amparo, al no existir dos partes en conflicto, no hay necesidad de valoración de 
ningún litigio. Si bien es cierto que la demanda de amparo debe dirigirse contra un 
acto u omisión de una persona concreta, no menos cierto es que, una vez 
comprobada la existencia de dicho acto, lo que interesa no es comprobar la 
existencia de la persona sino, si dicho acto restringe, suprime o amenaza restringir o 
suprimir los derechos y garantías fundamentales alegados por el recurrente. Siendo 
así, difícilmente habrá confrontación o contienda entre las partes; por lo tanto, no 
habrá necesidad de ponderación de intereses contrapuestos38.  
 
Dicho de otro modo, el juicio requiere del conflicto de intereses, el amparo no; en 
el amparo el único interés que se discute es si existe o no la violación de un derecho 
o garantía fundamental. Asimismo, el juicio requiere de dos partes en conflicto, el 
amparo no, no al menos necesariamente, ya que al no suponer un conflicto, no 
requiere de la concurrencia de dos partes que litigan39. Sobre esto último, valga 
reiterar que, el amparo puede tramitarse válidamente y por lo tanto concluir con una 
                                                 
37 En este sentido la STC Nº 1023/2004, viene a decir que: “la no concurrencia del recurrente no suspende la 
celebración de la audiencia, por ende, la solicitud de amparo deberá resolverse sobre la base de las pruebas y 
antecedentes aportados por el recurrente en su demanda de amparo”, Por otra parte, no obstante que el 
Tribunal aun no se ha pronunciado en este sentido, la prescindencia de los actores, probablemente, se deba al 
hecho de que en el proceso de amparo, no se juzga a la persona en si, sino el acto u omisión que fue demandada 
como lesiva de los derechos fundamentales que el amparo protege. Sobre esto último, se volverá más adelante. 
 
38 La ausencia de disputa de dos pretensiones contrapuestas, se da en los amparos contra actos de los órganos 
públicos y no tanto así frente a los particulares, ya que, en este último tipo de amparos, en cierto modo, cabe 
alguna posibilidad de controversia, por estar en juego, normalmente, intereses subjetivos entre las partes en 
conflicto. Pero ello no es suficiente para decir que el amparo es un juicio. 
 
39 Precisamente en este sentido se dirá, aunque no refiriéndose al amparo boliviano sino al guatemalteco, que “el 
amparo no implica en rigor partes contendientes, ni un bien litigioso y tampoco un conflicto de intereses”, vide, 
Guzmán Hernández, Martín Ramón: El amparo fallido, Publicaciones de la Corte de Constitucionalidad (2ª ed.) 
Guatemala, 2004, pág. 58. 
 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 128
sentencia definitiva, sin otra pretensión que la deducida por el recurrente, esto es, 
sin necesidad de que la autoridad o el particular recurrido se personen al proceso40. 
 
Como tercera característica se hablaba de “juicio en tanto ponderación, esto es, 
como acción y efecto de juzgar, es una especie del término genérico proceso”. 
Probablemente ésta es la característica que más se aproxima a la institución del 
amparo, ya que, la tramitación del amparo, efectivamente, implica, por un lado, la 
acción de juzgar, fundamentalmente, la pretensión del recurrente y, por el otro, ese 
acto de juzgar se produce siguiendo un método o procedimiento predeterminado por 
ley. De manera que, desde esta perspectiva, cabría referirse al amparo como juicio, 
pero sólo en sentido genérico, es decir, sólo en tanto en cuanto se esté utilizando 
como sinónimo del término proceso y éste, como sinónimo de amparo. De no ser 
así, es decir, de utilizarse la expresión juicio como sinónimo de amparo y no de 
proceso, la formula es poco o nada afortunada, pues, el vocablo juicio no condice o 
no alcanza a todo lo que implica la institución del amparo. 
 
Como cuarta y última característica se ha dicho que “juicio es un instrumento del 
proceso”. Al respecto cabe reiterar que, efectivamente, juicio es, en definitiva, un 
instrumento del proceso, pero el amparo, en ningún caso es un instrumento del 
proceso. En todo caso es el proceso mismo. De modo que, juicio vendría a ser más 
bien, si cabe, un instrumento del amparo, pues, como ya se ha indicado en un 
párrafo anterior, todo proceso supone, aunque sólo sea en parte, la acción de 
juzgar, de valorar, de ponderar; del mismo modo, el amparo en tanto proceso, 
supone, con algún matiz que no viene al caso referirse, la misma acción y efecto de 
juzgar, de valorar, de ponderar. Por dejando de lado dicha similitud, el amparo en 
ningún caso será un instrumento del proceso, más bien al contrario, juicio, en tanto 
instrumento del proceso, vendría a constituirse en instrumento del amparo. 
 
                                                 
40 En este sentido, el apartado IV del art. 19 CB, establece que “La resolución final se pronunciará en audiencia 
pública inmediatamente de recibida la información del denunciado y, a falta de ella, lo hará sobre la base de la 
prueba que ofrezca el recurrente”. Razón por el cual, en el trámite del amparo no es necesario la oposición o 
resistencia a la pretensión del recurrente de tal manera que pueda generarse un verdadero conflicto. Por ello 
mismo, no es necesario ni siquiera la presencia de la parte recurrida en la audiencia de verificación, ya que, el 
tribunal de amparo, puede dictar sentencia sobre la base de la prueba que produzca el recurrente. En este sentido 
la STC Nº 0142/2001 entre otros. Sin embargo, valga aclarar que la parte recurrida si habrá tenido que ser 
debidamente citado o notificado (comunicado) tanto con la demanda de amparo como con la fecha y hora de 
celebración de la audiencia (la vista oral). 
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Por último, a la vista de lo expuesto, esta claro que la identificación del amparo 
como juicio, no es de lo más apropiado ni mucho menos. Al perecer, así lo ha 
entendido, también, el Tribunal Constitucional, ya que su jurisprudencia demuestra 
que, de un total de 8.121 sentencias de amparo dictadas, en ninguna de ellas 
aparece la expresión «juicio» para referirse al amparo. En otras palabras, en sus 
más de siete años de funcionamiento, el TC, en ninguna de sus sentencias sobre el 
amparo constitucional ha utilizado la expresión «juicio de amparo»41. Entonces ¿es 
el amparo una acción?. 
 
 
1.2. El amparo constitucional como acción 
 
Como ya se dijo, el amparo constitucional como acción es una denominación 
“usufructuaria” de la doctrina y particularmente del Derecho argentino Como bien se 
sabe, la institución del amparo en la Constitución de aquel país recibe, 
precisamente, la denominación de «acción de amparo»42. Empero, se puede decir 
que además de dicho ordenamiento, la identificación del amparo como acción, 
también goza de cierto consentimiento en el Derecho y la doctrina comparada, 
especialmente del contexto iberoamericano43. 
 
Sin embargo, dejando de lado lo meramente semántico, la cuestión de fondo que 
aquí interesa, al igual que en el apartado anterior, es si la expresión acción se 
                                                 
41 El dato ha sido extraído de las estadísticas sobre las labores del TC, las mismas que se encuentran publicadas 
en Internet (página Web oficial del TC), al que puede accederse a través de la siguiente dirección: 
www.tribunalconstitucional.gov.bo (fecha de consulta: 29-06-06). 
 
42 Así, la primera parte del art. 43 de la Constitución argentina, establece lo siguiente: “Toda persona puede 
interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra 
todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, 
restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por 
esta Constitución, un tratado o una ley…”. 
 
43 En la doctrina española, Pérez Tremps, Pablo, por ejemplo, a tiempo de definir el amparo a través de cinco 
características, identificará el mismo –en cada una de esa características- como “acción”, más específicamente, 
como, “acción procesal”, vide: El recurso de amparo, op. cit. pág. 24. En cambio en América, entre otros, 
además de la doctrina argentina, la denominación del amparo como “acción de amparo”, es también utilizada 
por la Constitución del Perú (art. 200) y, por cierta parte de la doctrina colombiana, aunque su Constitución 
instituye el amparo, no precisamente con esa denominación, sino con el de «acción de tutela». Sobre el amparo 
o «acción de amparo» peruano, entre otros, vide, Abad Yupanqui, Samuel: “Acción de amparo y vías paralelas”, 
en, Lecturas sobre temas constitucionales Nº 4, Comisión Andina de Juristas, Lima, 1990; sobre el amparo o 
«acción de tutela» colombiano, entre otros, vide, Pajares Montolio, Emilio: La protección judicial de los 
derechos fundamentales en Brasil, Colombia y España, Tirant lo Blanch, Valencia, 2005. En especial, la 
bibliografía que se cita en el capítulo correspondiente a la referida acción de tutela. 
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adecua a las características propias del amparo y por ende, si es la expresión más 
idónea para identificarla. 
  
En tal sentido, lo primero que hay que decir es que el concepto de acción se 
arrastra desde las fuentes romanas. Allí, la acción no era otra cosa que el mismo 
derecho en movimiento, más propiamente, “el derecho a perseguir en juicio”44, pero 
con el tiempo, el término será identificado como el medio a través de la cual se 
promueve la resolución pacífica de los conflictos intersubjetivos, de intereses y 
derechos aparentes45. El término acción será empleado, también, para significar el 
conjunto de actividades mediante las cuales la parte desarrolla su colaboración con 
el juez para la justa composición de la litis, actividades que son, además, necesarias 
para el buen éxito del proceso46. 
 
De manera que, en cuanto vale para juzgar, acción engloba dos significados, de 
un lado, la actividad y, de otro, el poder atribuido a las partes en el proceso47, de 
donde, acción es el derecho de libre acceso a los tribunales48; el impulso que inicia 
el devenir procesal o la llave generatriz de la tutela jurisdiccional49y, en suma; el 
instrumento que se concede al sujeto, para proveer a la defensa de su derecho, a 
                                                 
44 En este sentido, Moreno Catena, Víctor, Cortés Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente: 
Introducción al Derecho Procesal, Colex (4ª ed.), Madrid, 2003, pág. 215.  
 
45 Así, Frairen Guillén, Víctor: Doctrina General del derecho procesal. Hacia una teoría y ley procesal 
generales, Bosch, Barcelona, 1990, pág. 77. No obstante, el mismo autor dirá que “los enfoques –doctrinales- 
para el estudio de la acción y sus conceptos han sido numerosísimos, tanto en el tiempo como en el espacio”. 
Dichos enfoques las agrupará luego, en dos planos: a) la doctrina monista y; b) la doctrina dualista. La primera, 
que data de mediados del Siglo XIX, -dice el autor- “identificaba la acción con el derecho subjetivo material”, 
pero la misma doctrina a partir de 1931, al influjo de la doctrina política nacional-socialista (Alemania), “niega 
a la acción toda cualidad de derecho subjetivo frente al Estado”. En cambio en la segunda corriente, la dualista, 
el autor enumera los siguientes enfoques: “i) La que fija la naturaleza de la acción como un derecho objetivo a 
obtener una sentencia como tutela jurídica; ii) La que considera a la acción como un derecho subjetivo concreto, 
dirigido a obtener una sentencia favorable y; iii) La que fija a la acción como un derecho potestativo, bien 
dirigido frente al sujeto pasivo, bien frente al Estado”, Íbidem., págs. 78 y 79. 
 
46 Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 124; El mismo autor más adelante, aclarará que la 
acción, al igual que la jurisdicción, “no es precisamente una relación jurídica simple”, es decir, “el derecho de 
las partes a que el juez pronuncie la decisión”; por el contrario -continúa el autor-, “en la denominación de 
acción se comprende un sistema de derechos, los cuales se dirigen no sólo contra el juez, sino, además, contra 
los auxiliares e incluso contra los terceros, para obtener de ellos aquellas prestaciones sin las cuales el proceso 
no podría llegar a su fin”, Íbidem., pág. 127. 
 
47 Íbidem., pág. 125. 
 
48 Gimeno Sendra, Vicente: Constitución y proceso, Tecnos, Madrid, 1988, pág. 76. 
 
49 Lozano-Higuero Pinto, Manuel: Introducción al derecho procesal, Ministerio de Justicia, Madrid, 1990, pág. 
110. 
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través de la tutela jurisdiccional50; en este sentido, acción viene a ser el motor del 
proceso, sin cuyo ejercicio no se puede acceder a la Jurisdicción, ni puede nacer el 
proceso51. 
 
En el marco de dichas apreciaciones, la institución de la acción puede 
identificarse, de un lado, como derecho subjetivo y, de otro, como poder jurídico. 
Desde el punto de vista del primero, la acción es concebida como un derecho –
procesal- subjetivo público52, el mismo que comprende el derecho a excitar la 
actividad jurisdiccional del Estado53, ello, básicamente, en tanto emanación de los 
derechos de la personalidad54. En cambio desde el punto de vista de poder jurídico, 
la acción es considerada como el derecho de acudir ante la autoridad jurisdiccional 
con el propósito de presentarle un conflicto intersubjetivo y pidiéndole que lo 
resuelva55; en este sentido, la acción vendría a constituirse en la manifestación 
típica del derecho de petición consagrada en la mayoría de los textos 
constitucionales modernos56. En efecto, la acción como poder jurídico supone que 
puede un individuo accionar, por ejemplo, para la condena de otro a pagarle una 
suma aunque no tenga contra él ningún derecho; frente a esa acción, el juez podrá 
decirle al accionante que no tiene razón, pero en ningún caso podrá negarse a 
decidir sobre la demanda sin antes haberla tramitado según el procedimiento 
preestablecido57. 
                                                 
50 Moreno Catena, Víctor, Cortés Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente: Introducción al Derecho 
Procesal, cit. pág. 215. 
 
51 Íbidem., pág. 236. 
 
52 De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil II..., op. cit. pág. 41. 
 
53 Vide, Frairen Guillén, Víctor: Doctrina General del derecho procesal..., op. cit. págs. 81 y 82. 
 
54 En este sentido, se dice que en el Estado moderno, es decir, en tanto conquista del Estado liberal de Derecho, 
“la acción es un derecho cívico inherente a la personalidad y, como tal, corresponde a todo sujeto de derecho”, 
vide, Gimeno Sendra, Vicente: Constitución y..., op. cit. pág. 75. 
 
55 Vide, Frairen Guillén, Víctor: Doctrina General del derecho procesal..., op. cit. pág. 82. 
 
56 En este sentido, la acción será identificada, además, como “derecho público constitucional”, así, Gimeno 
Sendra, Vicente en: Constitución y..., op. cit. pág. 76; En la misma línea, se dirá que se trata “de un derecho 
fundamental”, y por lo tanto, “de contenido más amplio que el derecho de simple acceso a los tribunales”, así, 
Moreno Catena, Víctor, Cortés Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente, en: Introducción al Derecho 
Procesal, cit. pág. 216.  
 
57 En efecto, tanto la jurisdicción como la acción, se dirá que son, “un sistema de potestades y de derechos 
subjetivos, a los cuales corresponden deberes e incluso poderes recíprocos de otras personas, jueces, auxiliares, 
partes, defensores, terceros que operan de modo diverso en el proceso”, así, Carnelutti, Francesco: Derecho y 
proceso I..., op. cit. pág. 42. 
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En efecto, la acción pertenece incluso a quien no tiene en absoluto el derecho 
sustancial58, lo cual supone decir que a pesar de no tener derecho sustancial, se 
tiene derecho a ser escuchado por el juez59. De manera que, conjugando ambos 
enfoques, la acción es en definitiva, un derecho fundamental que se concreta en un 
poder jurídico que asiste a todo sujeto de derecho para instar al órgano 
jurisdiccional a emitir un pronunciamiento sobre la solicitud de apertura, tramitación, 
terminación y/o ejecución de un determinado proceso60. 
 
Así pues, tomando en cuenta los conceptos y las particularidades descritas, 
siempre sin ánimo de exhaustividad, se pueden distinguir las siguientes 
características que le son inherentes a la acción: 
 
a) Acción es a la vez un derecho subjetivo y un poder jurídico concedido por la 
ley a favor de las personas; 
b) Como tal, es el medio a través del cual, se insta o promueve la actividad 
jurisdiccional del Estado; 
c) En tanto energía motriz del derecho a la tutela jurídica, tiene un carácter 
instrumental, y; 
d) Dicho carácter instrumental se proyecta a lo largo y ancho del proceso, esto 
es, en todas sus instancias. 
 
                                                 
58 Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 126. En el mismo sentido, se dirá que “Para el 
ejercicio de la acción no es necesario que el particular evidencie la existencia de algún género de interés en el 
proceso, siendo tan sólo necesario ostentar la capacidad para ser parte”, vide, Gimeno Sendra, Vicente, en: 
Constitución y..., op. cit. pág. 75. Por su parte, Frairen Guillén, aunque en un sentido distinto, diría que “la 
acción sirve mejor al interés a favor de la pacífica composición o arreglo del conflicto, que al interés de fondo 
discutido”; esto, en razón de que “el interés de fondo se deduce o corresponde a la pretensión y no en la acción”, 
vide, Frairen Guillén, Víctor: Doctrina General del derecho procesal..., op. cit. pág. 85. Empero, lo que está 
claro es que, tanto la acción como la pretensión, hallan en la demanda su mejor medio, pues como bien se dice, 
“la demanda es el vehículo formal de la pretensión y, por tanto, de la afirmación de la acción y del derecho al 
proceso”; es decir, para lo que aquí interesa, “demanda es el acto procesal por el que el actor afirma una o varias 
acciones”, así, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil II..., op. cit. pág. 42. En el 
mismo sentido, Lozano-Higuero Pinto, Manuel, en: Introducción al derecho procesal, Ministerio de Justicia, 
Madrid, 1990, pág. 157. 
 
59 En este sentido, Carnelutti, diría que “Quien conoce el proceso no sólo por especulación sino por experiencia, 
no sólo por haberlo estudiado sino por haber lo vivido, sabe que la tentación diabólica, a la cual está sujeto el 
juez, es al de no escuchar”. Frente a esa realidad, concluye el autor, “la acción es el medio para hacer bajar la 
cabeza del juez”, vide, Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 128. 
 
60 Así, Gimeno Sendra, Vicente, en: Constitución y..., op. cit. pág. 74. Este mismo autor agregará, además, que 
frente a la solicitud de apertura del proceso, “necesariamente ha de surgir en el Juez, la obligación de admitirla o 
desestimarla mediante resolución fundada”, Íbidem., pág. 76. 
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Ahora bien, ¿tiene la institución del amparo las mismas características que la 
acción?, por ende ¿es, o no, el amparo una acción? Las respuestas a estas 
cuestiones, tal como se hizo en relación con el amparo como juicio, se formularán a 
partir de la confrontación de cada una de las características de la acción con las del 
proceso. En efecto, como primera característica se ha indicado que la «acción es a 
la vez un derecho subjetivo y un poder jurídico concedido por la ley a favor de las 
personas». A priori, el amparo, estrictu sensu, ni es un derecho subjetivo, ni es un 
poder jurídico. 
 
No es un derecho subjetivo y mucho menos de naturaleza fundamental, primero, 
porque no se tiene derecho fundamental al proceso de amparo como se tiene por 
ejemplo, derecho fundamental a la tutela judicial efectiva; segundo, porque los 
bienes jurídicos en juego en el amparo, los derechos fundamentales, por su doble 
dimensión subjetiva y objetiva, no son bienes de orden estrictamente privado y, por 
lo tanto, su protección o tutela jurisdiccional, no está librada sólo a la voluntad o 
disponibilidad de sus titulares61. Por otro lado, el amparo, tampoco es un poder 
jurídico, ya que, para los sujetos procesales, particularmente para los órganos 
jurisdiccionales y las partes, dicho mecanismo, no sólo implica deberes u 
obligaciones, sino también derechos, como por ejemplo, para los segundos, a la 
prueba, a la audiencia, a una resolución fundada en Derecho, etc. 
 
En tal sentido, los deberes o cargas procesales que tienen lugar en el amparo, 
no son consecuencia directa sino de la acción y la pretensión deducida por el 
recurrente en su demanda de amparo, pero no del amparo mismo. Dicho de otro 
modo, el amparo no sólo implica o, no se agota en la sola facultad de promover la 
intervención jurisdiccional del Estado a través de sus órganos, que es lo que en 
esencia supone la acción; como ya se dijo, el amparo conlleva, además, una serie 
de actos procesales concatenados entre sí, de relaciones y situaciones jurídicas 
                                                 
61 Sobre la indisponibilidad de los derechos fundamentales como consecuencia de su dimensión objetiva, con 
mayor detenimiento se volverá más adelantes, de momento, quepa adelantar que justamente en resguardo de 
dicha dimensión, el amparo puede promoverse incluso por personas o instituciones que no son sus titulares. Ese 
es el caso, por ejemplo, del Ministerio Público (en España, Ministerio Fiscal) y del Defensor de Pueblo. 
Precisamente sobre esta cuestión, aunque refiriéndose al amparo español, Rubio Llorente, F. dirá que “el 
amparo no esta sólo abierto a los titulares del derecho lesionado, sino también a instituciones públicas”, vide, 
Rubio Llorente, Francisco: “El recurso de amparo constitucional”, en, VV AA: La jurisdicción constitucional 
en España. La ley orgánica del Tribunal Constitucional: 1979-1.994, Centro de estudios constitucionales, 
Madrid, 1995, pág. 135. 
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cambiantes, progresivos y por sobre todo, orientados a un fin determinado; finalidad 
que no es otra que la satisfacción de una pretensión62, en este caso, la restitución o 
el restablecimiento del derecho fundamental vulnerado. 
 
En relación con la segunda característica, la misma que consiste en que la 
acción en tanto derecho subjetivo y deber jurídico, «es el medio a través del cual, se 
insta o promueve la actividad jurisdiccional del Estado», sin perjuicio de lo referido 
en párrafo anterior; quepa insistir que, el amparo no solo sirve para instar o 
promover la actividad de los órganos jurisdiccionales del Estado. Es decir, no se 
agota sólo en eso, puesto que supone, además, un conjunto de instituciones, 
situaciones y actuaciones jurídicas de orden procesal y sustancial que van más allá 
de “simple” apertura del proceso. De ahí que no pueda ser una acción. 
 
Como tercera característica se ha dicho que la acción «en tanto energía motriz 
del derecho a la tutela jurídica, tiene un carácter instrumental». Al respecto, cabe 
decir que efectivamente, la acción tiene un carácter primario e instrumental frente a 
la tutela jurisdiccional, más propiamente, frente al proceso, ya que, la referida tutela 
no se obtiene sino a través del proceso previamente promovido por la acción. Sin 
embargo, el amparo, en modo alguno puede suponer un instrumento del proceso, 
puesto que el amparo, es el proceso mismo. Si acaso puede admitirse un cierto 
carácter instrumental del amparo, sería desde el punto de vista de su finalidad, es 
decir, en relación con la tutela de los derechos fundamentales en sede 
constitucional, pero no así, en relación con los procesos en general. En otras 
palabras, el amparo, no puede ser, por así decirlo, sujeto y objeto a la vez, o, lo que 
es igual, no puede ser, al mismo tiempo, proceso e instrumento de si mismo.  
   
Como cuarta y última característica de la acción se ha dicho que «su carácter 
instrumental se proyecta a lo largo y ancho del proceso, es decir, en todas sus 
instancias». Sobre ello, huelga decir que el proceso de amparo, como proceso 
extraordinario, comprende una sola instancia; una instancia especial podría decirse, 
básicamente, por el hecho de que, frente a las sentencias de amparo, no cabe 
                                                 
62 Sobre la pretensión en el amparo constitucional, vide, Gimeno Sendra, Vicente y Morenilla Allard, Pablo: Los 
procesos de amparo: civil, penal, administrativo, laboral, constitucional y europeo, Colex, Madrid, 2003, pág. 
132. 
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recurso alguno63, por el hecho de que las sentencias de amparo tienen carácter 
definitivo, o lo que es lo mismo, per se, tienen carácter de cosa juzgada 
constitucional. Por lo tanto, no están sujetos a impugnación; el hecho de que no 
estén sujetos a impugnación, hace que los mismos no estén sujetos a revisión y 
mucho menos a reforma o anulación64. Siendo así, mal se puede decir que el 
amparo se proyecta a todas las instancias del mismo proceso de amparo. 
 
Así pues, a la luz de todo lo anotado, parece quedar también claro que el 
amparo no es una acción, es decir, no es un derecho subjetivo público que tenga 
por finalidad poner en movimiento a los órganos jurisdiccionales del Estado. Ello, sin 
embargo, en el ámbito de los procesos constitucionales no supone, en modo 
alguno, negar la existencia de los distintos objetos de acción, como ser, la acción de 
inconstitucionalidad o la acción de amparo. Pero, aún así, no se debe perder de 
vista que, acción de amparo no tiene el mismo contenido ni el mismo significado que 
el amparo como acción. En lo que respecta a la jurisprudencia del Constitucional 
boliviano, sobre el particular, cabe decir que la utilización de la expresión acción 
como sinónimo de amparo, ciertamente, es significativa por un lado65 y, variada por 
el otro66, pero en ningún caso, asumida como regla. 
 
                                                 
63 En este sentido, se dirá que el amparo “se desarrolla en única instancia, es decir, sin recurso ulterior alguno”, 
vide, Rivera Santibáñez, J. Antonio: Jurisdicción Constitucional. Procesos..., op. cit. pág. 370. En el mismo 
sentido, aunque con rango de principio, en la doctrina española se dirá que uno de los principios que rigen y 
caracterizan los procesos constitucionales, entre ellos, del amparo constitucional, es “el principio de única 
instancia”, vide, Moreno Catena, Víctor, Cortés Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente: Introducción 
al Derecho Procesal, op. cit. pág. 313. 
 
64 La inimpugnabilidad de las resoluciones de amparo se circunscribe a la jurisdicción interna, por lo tanto, no 
alcanza a la jurisdicción internacional. En tal sentido, la persona que crea que el fallo de amparo no satisface su 
pretensión, puede acudir ante los órganos internacionales de protección de los derechos fundamentales, por 
ejemplo, en el contexto iberoamericano, ante la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
Europa, ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos; empero, al igual que sucede con el amparo en el 
derecho interno, la incoación de la demanda ante los nombrado tribunales, no supone un recurso, sino un 
proceso autónomo e independiente del proceso de amparo, por lo tanto, no supone impugnación del fallo de 
amparo. Sobre esta cuestión, en relación con el caso europeo, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, 
op. cit, págs. 332 y ss.. 
 
65 Significativa en el sentido de que el TC desde sus primeras sentencias y con bastante frecuencia acudirá a la 
expresión acción, justamente para distinguir la institución del amparo; así por ejemplo, sólo por citar el primero, 
la STC Nº 0438/1.999 dirá que “los recurrentes, invocando el art. 19 de la Constitución Política del Estado, 
instauran acción de amparo Constitucional contra...”. 
 
66 Variada en el sentido de que el TC al conjugar la expresión acción con el amparo, lo hace de distintas 
maneras, así por ejemplo, por citar algunos: Acción de amparo –a secas- (STC Nº 0481/2006); Acción de 
amparo constitucional (SSTC Nº 0476/2006 y 0438/1.999); Acción extraordinaria (SSCTC Nº 1086/2005, 
0953/2004 y 1216/2004), y; Acción tutelar del amparo (STC Nº 1124/2003). 
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1.3. El amparo constitucional como recurso 
 
La denominación o asimilación del amparo como recurso, sin duda, es una de 
las acepciones de mayor uso, no sólo en el ámbito interno sino también en el 
Derecho y la doctrina comparada en general. En el Derecho interno, tal como se 
verá más adelante, la propia Constitución y la LTC son las que utilizan 
explícitamente dicha expresión y, a partir de allí, la doctrina y por sobre todo el TC 
en sus sentencias. Pero, del mismo modo, en el contexto internacional, la expresión 
«recurso de amparo», goza también de cierto arraigo; así, por ejemplo, en el 
Derecho y la doctrina española, se dice que resulta “difícil negar que el recurso de 
amparo sea efectivamente uno de los recursos previstos en el ordenamiento, como 
efectivamente es..., en la conciencia popular y en la de los juristas no 
académicos”67. 
 
Ahora bien, en la línea de cada uno de los apartados que se viene desarrollando 
en este capítulo, nuevamente, la cuestión de fondo que aquí interesa es, si dicha 
denominación es la más apropiada para designar el amparo en sus justos términos, 
esto es, si el amparo, efectivamente, es o no un autentico recurso.  
 
En efecto, desde el punto de vista jurídico68, el término «recurso», supone, en 
líneas generales, un instrumento o instituto procesal de impugnación de 
resoluciones judiciales69. Pero ya en un sentido mucho más técnico o jurídico-
procesal, la palabra recurso significa, el replanteamiento de la cuestión litigiosa, 
debatida con anterioridad, ante un órgano judicial superior, del mismo orden 
jurisdiccional, llámese civil, penal, laboral, etc., a aquél que pronunció la sentencia o 
                                                 
67 Rubio Llorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, en: “El recurso de amparo constitucional...”, op. 
cit. pág. 139. En el mismo sentido, se dirá que “la denominación del «recurso de amparo» tiene un cierto arraigo 
en el Derecho histórico español, aunque, (...) resulta difícilmente defendible”, así, Araujo, Joan Oliver: El 
recurso de amparo, op. cit. pág. 43. Por su parte, Almagro Nosete, José, entiende “que la denominación del 
“recurso” de amparo es tan inadecuada como la de recurso contencioso administrativo”, vide: Justicia 
Constitucional, Tiran lo Blanch (2ª ed.) Valencia, 1989, pág. 274. 
 
68 Desde el punto de vista semántico y según la definición dada por Real Academia de la Lengua Española el 
término «recurso» significa “vuelta o retorno de una cosa al lugar de donde salió”, significado que sugiere, 
como se puede advertir, dos supuestos: “un nuevo recorrer” y un “hacer de nuevo algo”, vide, Diccionario de 
la Lengua Española, Real Academia Española, Espasa, vigésima primera edición, T-II, Madrid, 2002, pág. 
1746. 
 
69 De la Oliva Santos, Andrés, Díez-Picazo Jiménez, Ignacio y Vegas Torres, Jaime: Derecho procesal. 
Introducción, Editorial Universitaria Ramón Areces (3ª ed.), Madrid, 2004, pág. 367. 
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resolución recurrida70. Por ende, recurso es aquella petición de quien es parte en el 
proceso por la que solicita, el nuevo examen de una cuestión fáctica o jurídica sobre 
la que ha recaído ya una resolución que resulta perjudicial a quien recurre, para que 
se sustituya por otra que le favorezca71. 
 
En este sentido, la institución del recurso, estrictu sensu, viene a constituirse en 
una especie de mecanismo impugnatorio de las resoluciones judiciales que aun no 
han alcanzado firmeza72, esto es, que aun no han adquirido la calidad de cosa 
juzgada73, pero de cosa juzgada en sentido material y no sólo formal74; recurrir es 
por lo tanto, trasladar una reclamación a una instancia superior75 del mismo orden 
jurisdiccional. De ahí que se utilice la institución del recurso –en un proceso aun 
pendiente de firmeza- con la finalidad, entre otros76, de que se vuelva a “repetir” el 
procedimiento ya realizado77 y, de ese modo, se dicte otra resolución modificando la 
anterior o anulándola78. 
                                                 
70 En este sentido, Almagro Nosete, José, en: Justicia Constitucional, op. cit. pág. 274; en el mismo sentido, 
Oliver, Araujo, Javier, El recurso de amparo, Colección Estado y Derecho, Palma de Mallorca, 1986, pág. 43; 
Y, mas o menos en el mismo sentido, Carnelutti, Francesco, decía que a través del recurso, lo que se trata es de 
“juzgar el juicio –la resolución- del juez, lo cual no se puede hacer más que volviendo a juzgar aquello que él ha 
juzgado ya”, vide, Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 262. 
 
71 Así, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel, en: Derecho procesal civil II..., op. cit. pág. 231. En el 
mismo sentido se dice que la parte vencida, a través de la impugnación o recurso, “tiende a deshacer la decisión 
que ha estatuido su vencimiento; la quiere quitar de en medio, quiere recomenzar desde un principio”, vide, 
Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 262. 
 
72 VV AA: Derecho jurisdiccional II: Proceso Civil, Tirant lo Blanch (13ª ed.), Valencia, 2004, pág. 404. 
 
73 En efecto, “basta la impugnación para quitar -el- valor de cosa juzgada a la decisión impugnada”, vide, 
Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 273. 
 
74 Si bien es cierto que la cosa juzgada formal constituye el presupuesto de la cosa juzgada material, sin 
embargo, se diferencia claramente de ella  porque: a) la cosa juzgada formal es predicable de todas las 
resoluciones judiciales; en cambio, sólo las sentencias firmes sobre el fondo producen cosa juzgada material; b) 
la cosa juzgada formal agota su eficacia, de ordinario, en el proceso en que se produce; la cosa juzgada material 
opera, siempre, en otro proceso distinto y posterior –con objeto idéntico o conexo-, en este sentido, vide, De la 
Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel, en: Derecho procesal civil..., op. cit. pág. 236. 
 
75 Oliver, Araujo, Javier, El recurso de amparo, Colección Estado y Derecho, Palma de Mallorca, 1986, pág. 43. 
Es indiferente que la petición se dirija al mismo Juez que dictó la resolución recurrida o a su superior jerárquico; 
eso dependerá, en todo caso, de la norma que instituye cada recurso, En este sentido, vide, De la Oliva Andrés y 
Fernández Miguel Ángel, en: Derecho procesal civil..., op. cit. pág. 231. 
 
76 Un enfoque más amplio sobre la finalidad de los recursos, vide, Frairen Guillén, Víctor: Doctrina general del 
derecho procesal…, op. cit. pág. 479 y ss., en especial el tema XIV “Los medios de impugnación”. 
 
77 En este sentido, la institución del recurso como parte del proceso, supone “incluso retroceder para volver 
sobre sus propios pasos”, así, Guasp Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág. 8. 
 
78 Montero Aroca, Juan, Gómez Colomer, Juan Luís, Montón Redondo, Alberto y Barona Vilar, Silvia: Derecho 
jurisdiccional II..., op. cit. pág. 404. 
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Obviamente no en todos los casos será posible volver a realizar exactamente los 
mismos actos, pero sin duda, deberá ser sobre los mismos presupuestos fácticos y 
materiales de modo tal que en función a la “repetición” el recurrente pueda obtener 
un resultado distinto al observado. Dicho de otro modo, al juez ad quen, a través del 
recurso, se le propone la misma res iudicanda, sobre la que ha juzgado el juez a 
quo79. Valga precisar, sin embargo, que a través de la activación del recurso, el 
recurrente no incoa un nuevo proceso80, esto es, una nueva pretensión, a lo sumo lo 
que hace o puede hacer, es abrir una nueva instancia o fase –de revisión- dentro de 
un mismo proceso81. Esto es así, por el hecho de que, muy frecuentemente, el 
recurso comporta sólo un nuevo examen de una cuestión “interlocutoria” decidida en 
el curso de un mismo proceso, por lo tanto, de una misma pretensión82. 
 
Precisamente por tal razón, la facultad de recurrir se concede únicamente a 
aquellas personas que han sido admitidas como partes en el proceso83 y, con 
independencia de la posición que ocupen en dicho proceso; esto es, con 
independencia de que el recurrente sea, actor, demandado o un tercerista inclusive. 
Lo cual, a su vez, supone decir que las terceras personas, aquellas que no han sido 
admitidas como partes en un determinado proceso, no pueden, en ningún caso, 
interponer recurso alguno84. 
 
Por otra parte, el término recurso puede englobar, tanto la facultad de impugnar, 
como la petición de que se revoque una concreta resolución, así como el 
procedimiento conforme al que deba sustanciarse. En tal sentido, para que un 
                                                 
79 Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 269. 
 
80 En este sentido, se dirá lo siguiente: “la pretensión y la resistencia interpuestas en la demanda y en la 
contestación son las mismas que se continúan en el recurso”, puesto que, “los tres elementos de la pretensión 
(partes, hechos y petición) no cambian cuando se trata de los medios de impugnación en sentido estricto, es 
decir, de los recursos”, vide, Montero Aroca, Juan, Gómez Colomer, Juan Luís, Montón Redondo, Alberto y 
Barona Vilar, Silvia: Derecho jurisdiccional II..., op. cit. pág. 405. 
 
81 Ello es así en razón de que, “la acción desarrollada por la pretensión, extiende su alcance, no solamente a una 
primera instancia, sino a la segunda, la tercera si existiere casación, y aun a la ejecución de la sentencia” así, 
Frairen Guillén, Víctor: Doctrina general del..., op. cit. pág. 498. 
 
82 De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel, en: Derecho procesal civil..., op. cit. pág. 232. 
 
83 No obstante, excepcionalmente la facultad de recurrir puede recaer en el Ministerio Público (Ministerio 
Fiscal) y alguna otra institución que persiga un interés público. En este sentido, vide, Montero Aroca y otros: 
Derecho jurisdiccional II..., op. cit. pág. 403. 
 
84 De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel, en: Derecho procesal civil..., op. cit. pág. 232. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 139
recurso sea admitido a trámite, cuanto menos deben concurrir, tres presupuestos: a) 
Que la resolución que se pretende impugnar sea recurrible, en principio, todas las 
resoluciones judiciales son recurribles y, no lo serán, sólo si un precepto expreso 
declara irrecurrible una determinada resolución; b) Que la resolución que se recurre 
haya producido perjuicio a la parte que impugna, esto es, que sea total o 
parcialmente desfavorable para el recurrente, lo cual, sensu contrario, supone decir 
que, no habrá lugar al recurso si la resolución es del todo favorable, y; c) Que no 
haya transcurrido el plazo de la Ley concede para recurrir, o lo que es igual, que la 
resolución no haya pasado en autoridad de cosa juzgada formal85. 
 
El plazo para recurrir es siempre perentorio o de caducidad y, por consiguiente, 
sólo puede interrumpirse por la presentación del recurso que reúna todos los 
presupuestos de admisibilidad. En suma pues, los tres presupuestos que se acaban 
de señalar, relativos al tiempo o plazo, lugar u órgano competente, forma y 
contenido del escrito de impugnación, son, en definitiva, los requisitos que debe 
reunir todo recurso86. 
 
Ahora bien, que la finalidad propia de los recursos sea impugnar una resolución 
judicial que resulte desfavorable, no significa que cualquier medio de impugnación 
que el Derecho concede sea recurso. Ni siquiera en aquellos supuestos donde la 
propia ley les otorga, de modo erróneo, este nombre. Sólo son recursos aquellos 
medios –preestablecidos- de impugnación de resoluciones dictadas en el curso de 
un proceso87. En efecto, no pueden calificarse de recurso, lo que en realidad son 
medios autónomos de impugnación frente a sentencias o resoluciones firmes88, ni 
                                                 
85 Íbidem., págs. 234 y 235. 
 
86 En este sentido, vide, VV AA: Derecho procesal. Tomo II: El proceso penal, Tiran lo Blanch (4ª ed.), 
Valencia, 1992, pág. 637. 
 
87 De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel, en: Derecho procesal civil II: Objeto, actos y recursos del 
proceso civil. El proceso civil de declaración, Centro de estudios Ramón Areces (1ª reimp. a la 4ª ed.), Madrid, 
1996, pág. 232. 
 
88 Justamente en este sentido, algunos autores distinguen, entre medios de impugnación en sentido amplio y 
medios de impugnación en sentido estricto, estos últimos -cuyas características ya se abordaron- vendrían a ser 
los recursos. En cambio, respecto los primeros se dirá que: “cuando se utiliza la expresión medios de 
impugnación pueden quedar comprendidos aquellos instrumentos jurídicos por medio de las cuales se pide la 
rescisión de las sentencias que han alcanzado firmeza, refiriéndose, pues, a procesos que han terminado ya, por 
lo que la impugnación abre un nuevo proceso, por medio de una pretensión distinta de la que fue resuelta en el 
proceso cuya resolución final se impugna”, así, Montero Aroca, Juan, Gómez Colomer, Juan Luís, Montón 
Redondo, Alberto y Barona Vilar, Silvia: Derecho jurisdiccional II..., op. cit. pág. 404. 
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tampoco aquellas meras facultades que la ley otorga a las partes para modificar 
sólo la forma y no el fondo de una resolución, como puede ser, la solicitud de 
aclaración, complementación y enmienda89. 
 
Así pues, a la luz de lo anotado, la institución del recurso, se puede decir que 
comprende las siguientes características: 
 
a) Es un instrumento procesal de impugnación de resoluciones judiciales; 
b) Tiene por finalidad modificar o anular, total o parcialmente, la resolución 
impugnada; 
c) La pretensión en el recurso, normalmente, es la misma que se discute en el 
proceso de origen y, por lo tanto, el recurrente para ser tal, tendrá que 
haber sido parte en aquel proceso; 
d) La existencia de un acto procesal –la resolución impugnada- anterior no 
definitiva, presupone que el recurso es la continuación de un mismo 
proceso. 
e) El recurso se tramita, generalmente, ante un juez o tribunal, de un mismo 
orden jurisdiccional, jerárquicamente superior al que dictó la resolución 
impugnada; 
f) El recurso, generalmente, suspende los efectos de la resolución que por su 
medio se impugna, esto es que tiene efecto suspensivo y, por último; 
g) El recurso, se regula por la misma ley que rige el proceso ordinario del que 
emana. 
 
Entonces, ¿tiene el amparo constitucional las características que posee la 
institución del recurso? Cualquier intento de respuesta a esta cuestión, desde ya, no 
puede prescindir de la configuración constitucional y legal, ya que ambas normas al 
instituir y regular –respectivamente- el amparo, emplean de manera expresa el 
término recurso. La Constitución, tal como se recordará, instituyen el amparo, 
precisamente, bajo la denominación de «recurso de amparo»; así el apartado I del 
art. 19, prescribe, “Fuera del recurso de “habeas corpus” a que se refiere el artículo 
                                                 
89 Este instrumento procesal, que técnicamente no es un recurso propiamente dicho. Se trata de aquella figura 
procesal que en el Derecho español se denomina como “recurso de aclaración” previsto en el art. 363 de la Ley 
de enjuiciamiento civil. 
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anterior, se establece el recurso de amparo...”90. Empero, a pesar de la “rotundidad” 
con que se expresa la Constitución, la cuestión es si tal expresión deba entenderse 
en los mismos términos y características de la institución del recurso antes 
señalado. La respuesta, a una y otra cuestión, desde luego, al igual que en los 
casos anteriores, no puede formularse sino a partir de la confrontación de las 
características de la institución del recurso con las del amparo. 
 
En efecto, como primera característica, se ha dicho que la institución del recurso 
tiene un «carácter instrumental y procesal, destinado a la impugnación de actos o 
resoluciones no firmes, en esencia, emanadas de los órganos judiciales». Si bien es 
cierto que el amparo es también un medio de impugnación de determinados tipos de 
resoluciones, no es menos cierto es que se trata de un cauce autónomo y distinto a 
los recursos y medios ordinarios de impugnación. Pues, como bien se sabe, a 
través del amparo, no sólo se pueden impugnar actos o resoluciones provenientes 
de los órganos judiciales, sino también, los actos del resto de los órganos públicos 
dependientes, por ejemplo, del Ejecutivo, de las Prefecturas, las Alcaldías y la 
Universidades, entre otros91, además de los particulares por supuesto. 
 
Por otra parte, a diferencia del recurso, la institución del amparo, no opera sólo 
frente a los actos en forma de resoluciones, sino también frente a las omisiones de 
cualquiera de los entes y poderes públicos señalados. Por consiguiente, como 
primer apunte, se puede decir que el amparo a diferencia del recurso, es mucho 
más amplio, en este caso, desde el punto de vista de su objeto procesal. 
 
Como segunda característica, se ha dicho que la institución del recurso «tiene 
por finalidad modificar o anular, total o parcialmente, la resolución impugnada». Si 
bien es cierto que el amparo, desde el punto de vista de su dimensión subjetiva, 
                                                 
90 De igual modo, la LTC (arts. 94-104), en todo momento se refiere al amparo como un recurso. Por su parte, 
los autores nacionales, en consonancia con el texto constitucional y legal, cuando se refieren al amparo, lo hacen 
con la denominación de recurso de amparo, así por ejemplo, Duran Ribera, Willman, en: Líneas 
jurisprudenciales básicas del Tribunal Constitucional, ABEC/el País, Santa Cruz de la Sierra, 2003, pág. 44; 
Arce Zaconeta, Héctor Enrique, en: Recursos constitucionales en Bolivia, cit. págs. 35 y ss.. Del mismo modo, 
Rivera Santiváñez, J., Antonio, a pesar de utilizar la expresión “acción tutelar”, dirá que el amparo es, “un 
recurso extraordinario”, así, en: Jurisdicción constitucional. Procesos constitucionales..., op. cit. págs. 365 y ss.. 
 
91 Es justamente a partir de dicha concepción, que el TC se convierte, por un lado, en el supremo órgano 
contralor de todos los poderes públicos y, por el otro, el amparo, en el instrumento procesal por excelencia que 
permite al TC ejercitar dicho cometido. 
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tiene, también, por finalidad, modificar o anular, total o parcialmente la resolución 
impugnada y de ese modo satisfacer la pretensión del actor, no menos cierto es que 
dicha finalidad no se agota en ello; es decir, el amparo no sólo se invoca frente a las 
resoluciones de los órganos públicos, sino tanto bien frente a los actos u omisiones 
de los particulares, los mismos, como es lógico, no tienen la forma de resoluciones. 
En este sentido, podría decirse, que frente a los actos u omisiones de los 
particulares, el amparo no requiere de la existencia formal de una resolución, sino, 
únicamente, de la lesión, sea por acción u omisión, de algún derecho o garantía 
fundamental, que forme parte de su ámbito de protección. 
 
Por otro lado, el amparo no se agota en la “mera” modificación o anulación de la 
resolución impugnada, sino que, en su dimensión objetiva, el amparo cumple, 
además, la función de mecanismo de interpretación de la Constitución. Dicho de 
otro modo, no se agota en la sola satisfacción de la pretensión subjetiva del 
recurrente, sino que se proyecta, además, a la “defensa objetiva de la 
Constitución”92, propiciando así, la formación y unificación de la interpretación 
constitucional93. En definitiva, por su finalidad o “función dual” que el amparo cumple 
como institución procesal de competencia del Tribunal Constitucional, no es 
equiparable a la característica en cuestión94. 
                                                 
92 La expresión “defensa objetiva de la Constitución”, ha sido utilizada por el Tribunal Constitucional español 
en su primera sentencia sobre el amparo (STCE Nº 1/1981, de 26 de enero), donde vino a decir que, “la 
finalidad esencial del recurso de amparo es la protección, en sede constitucional, de los derechos y libertades... 
cuando las vías ordinarias han resultado insatisfactorias. Junto a este designio... aparece también el de la 
defensa objetiva de la Constitución, sirviendo de este modo la acción de amparo a un fin que trasciende de lo 
singular. Para ello el Tribunal Constitucional actúa como intérprete supremo”. Entendimiento que a su vez, ha 
sido asumido casi por la generalidad de la doctrina, así, por citar algunos autores, vide, Pérez Tremps, Pablo: El 
recurso de amparo, cit, pág. 29; López Guerra, Luís: El poder Judicial en el..., op. cit. pág. 163; Gimeno 
Sendra, Vicente y Morenilla Allard, Pablo: Los procesos de amparo..., op. cit. págs. 126 y ss.. 
 
93 En este sentido se dirá que, “el amparo cumple siempre una función de unificación de criterios de 
interpretación de interpretación y aplicación de las normas sobre derechos fundamentales”, vide, Diez-Picazo, 
Luís María: Sistema de derechos fundamentales, Civitas, Madrid, 2003, pág. 89; en el mismo sentido, Aragón 
Reyes, Manuel: Problemas del recurso de amparo…, op. cit. pág. 147. 
 
94 Bien es verdad que el recurso, en especial el recurso de casación, también cumple la función de 
interpretación, pero de interpretación de la legalidad del acto o la resolución impugnada, cosa que a través del 
amparo no corresponde; en todo caso, a través del amparo, la interpretación recae sobre la constitucionalidad del 
acto u omisión impugnado. En otras palabras, a través del amparo no se revisa si al acto impugnado se ajusta o 
no a la ley que lo rige, sino, si engendra una contravención al orden constitucional, más propiamente, si implica 
o no la violación del derecho fundamental invocado. En este sentido, el amparo, “no es, por tanto, ni un recurso 
de casación ni un recurso «en interés de la ley» o del ordenamiento”, vide, Rubio Llorente, Francisco: “El 
recurso de amparo constitucional...,” op. cit. pág. 142. Aunque otro sector de la doctrina dirá que: “si la 
protección de los derechos fundamentales se realiza mediante la aplicación y defensa de la constitución, si le 
está prohibido al TC entrar a conocer de los hechos causantes de la violación, si está autorizado a asegurar la 
interpretación uniforme de la Constitución y a crear su doctrina legal y, si la ejecución de sus Sentencias suele 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 143
De igual modo, como tercera característica de la institución del recurso se ha 
dicho que «la pretensión del recurrente, normalmente, es la misma que se discute 
en el proceso que dio origen al recurso, y por lo tanto, la persona recurrente, para 
ser tal, tiene que haber sido parte en aquel proceso». En el amparo constitucional, 
la pretensión del actor difícilmente podrá ser la misma; es más, en algunos casos, 
como por ejemplo, en el amparo frente a los actos u omisiones de los funcionarios 
dependientes del Órgano Ejecutivo, al no “existir” un proceso previo, el denominado 
proceso contencioso95, ni siquiera habrá una pretensión previa96. 
 
Del mismo modo, en el amparo boliviano, al no existir la exigencia legal de la 
invocación previa ante la jurisdicción ordinaria, de la violación del derecho 
fundamental objeto del amparo, como sucede en el amparo español por ejemplo97; 
se puede decir que, en ningún caso, la pretensión constitucional deducida por el 
actor de amparo, es la misma que la pretensión deducida en el proceso ordinario 
que dio origen al mismo.  
 
Por otro lado, en relación con la exigencia procesal de que el recurrente en el 
recurso deba ser, necesariamente, parte en el proceso ordinario, en el amparo no 
sucede ello. Tal es así que, cabe la posibilidad de que se den casos en los que el 
objeto del amparo sea precisamente eso, es decir, el hecho de no haber sido parte 
en un determinado proceso; más específicamente, que haya sido objeto de condena 
judicial “sin haber sido oído y juzgado previamente en proceso legal” (art. 16.IV, 
CB), situación que de darse, legitimará al condenado para incoar la demanda de 
                                                                                                                                                       
realizarse además mediante la técnica del «reenvío», parece obligado concluir que la naturaleza del recurso de 
amparo hay que reconducirla a la de un recurso de casación  «especial» por su objeto, cual es la defensa de la 
Constitución”, así, Gimeno Sendra, Vicente y Morenilla Allard, Pablo, en: Los procesos de amparo..., op. cit. 
pág. 130. 
 
95 En realidad, no es que no exista, sino que no funciona y, por otra parte, el TC como se verá en su momento, 
ha dicho que para acudir ante él en amparo, no es necesario agotar esa vía previa.  
   
96 Dado que sobre esto se volverá más adelante, sólo cabe adelantar que, según la doctrina del TC, para acudir 
en amparo ante él, no es necesario agotar el proceso contencioso. De manera que, no habrá una pretensión 
previa que se repita en el amparo, como algún autor sostiene en relación con el amparo español. 
 
97Doctrina española sobre la invocación previa del derecho vulnerado, entre otros, vide, Gimeno Sendra, 
Vicente y Morenilla Allard, Pablo: Los procesos de amparo..., op. cit. pág. 160 y ss; García Murcia, Joaquín: 
“Comentario al art. 44.1 de la LOTC”, en, Requejo Pagés, Juan Luís (coord.): Comentarios a la ley orgánica del 
Tribunal Constitucional, Tribunal Constitucional/BOE, Madrid, 2001, págs. 721 y ss. Un enfoque más amplio, 
vide, Senés Motilla, Carmen: La vía judicial previa al recurso de amparo, Civitas, Madrid, 1.994, en especial 
las págs. 66-67. 
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amparo. Por lo tanto, el amparo constitucional, al no volver sobre una misma 
pretensión –además, ya resuelta por otra jurisdicción- no es la continuación de un 
mismo proceso, cosa que, sin embargo, el recurso si lo es. 
 
Ya pasando a la cuarta característica, relativa a la «exigencia necesaria de una 
resolución anterior no definitiva, presupone que el recurso es la continuación de un 
mismo proceso», cabe reiterar que el proceso de amparo, no requiere –no al menos 
necesariamente- de dicha exigencia, por cuanto no supone en ningún caso, la 
continuación de ningún proceso previo98. Cuando se solicita el amparo como 
emergencia de la tramitación de un proceso judicial, se invoca dicha institución, no 
para que el TC resuelva –ni directa ni indirectamente- la cuestión de fondo que se 
discute en aquel proceso ordinario del que deriva; en materia penal puede ser, por 
ejemplo, la absolución o la culpabilidad. La pretensión del actor en amparo es y 
deberá ser, siempre, el mantenimiento o, en su caso, el restablecimiento, del 
respeto y la vigencia de sus derechos y garantías fundamentales que entiende han 
sido violados, o están siendo –objetivamente- amenazados, sea por acción o por 
omisión de los órganos públicos o de los particulares99. De manera que, en el 
amparo constitucional se dirime una pretensión distinta a la que se discute en el 
proceso ordinario previo, de ahí que, frente a las resoluciones judiciales, la 
pretensión en el amparo sea independiente y autónoma de la pretensión deducida 
en el proceso judicial que dio origen a la resolución impugnada100. 
                                                 
98 En este sentido, en relación con el amparo español, Rubio Llorente, Francisco, a pesar de utilizar la expresión 
recurso para denominar el amparo, dirá que el mismo “no es la continuación del proceso principal”, así, en: “El 
recurso de amparo constitucional...,” op. cit. pág. 139. 
 
99 En el mismo sentido y con mayor precisión, en alusión al amparo español, se dirá que éste, “no constituye un 
nuevo tipo de instancia judicial o una tercera instancia jurisdiccional, ni tampoco una especie de recurso de 
revisión o de casación...”, vide, Salas, Javier: “El tribunal constitucional español y su competencia desde la 
perspectiva de la forma de gobierno: sus relaciones con los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial”, en, 
REDC, Nº 6, Madrid, 1982, pág. 171. 
 
100 En este sentido y con bastante acierto, aunque refiriéndose al amparo guatemalteco, se dice “que las 
relaciones jurídico procesales que se forman como consecuencia de la interposición del amparo y del recurso 
son distintas, pues en la sustanciación de este último los sujetos activo y pasivo de la relación son los mismos 
(...) que en el juicio de primera instancia; en cambio, en el amparo el demandado –o sujeto pasivo- es la 
autoridad que emitió la resolución impugnada”, vide, Guzmán Hernández, Martín Ramón: El amparo fallido, 
Publicaciones de la Corte de Constitucionalidad (2ª ed.) Guatemala, 2004, pág. 47. Sin embargo, puede darse el 
caso, particularmente en el amparo español, que la pretensión en el proceso de donde deriva el amparo y el del 
amparo constitucional sean las mismas; de hecho, según Vicente Gimeno, Sendra, ello se da en aquellos 
supuestos provenientes de la jurisdicción contenciosa-administrativa, en el que “la pretensión del proceso 
preferente y «sumario» y del constitucional es la misma”, esto, en razón de que “tanto en uno como en otro la 
cosa litigiosa –la protección de un derecho fundamental- es idéntica”, aunque “con distinta fundamentación 
jurídica”; así, en: Constitución y proceso, Tecnos, Madrid, 1988, pág. 220. 
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Como quinta característica, se ha dicho que el recurso, «generalmente, se 
tramita ante un juez o tribunal, de un mismo orden jurisdiccional, jerárquicamente 
superior al que dictó la resolución impugnada». Como bien se sabe, el amparo, en 
primer lugar, no se tramita, pero en ningún caso, ante el mismo órgano jurisdiccional 
que dicto la resolución impugnada; en segundo lugar, tampoco se tramita ante un 
juez o tribunal jerárquicamente superior y mucho menos del mismo orden 
jurisdiccional. El amparo se tramita, con carácter de exclusividad, ante la jurisdicción 
constitucional, de la que, en el Derecho boliviano, forman parte, como ya se ha 
tenido ocasión de precisar, además del TC, los denominados jueces y tribunales de 
las garantías constitucionales101. 
 
Por su parte, en la sexta característica, se ha dicho que el recurso tiene efectos 
suspensivos, en razón de que la interposición del recurso suspende ipso facto los 
efectos de la resolución que por su medio se impugna. Si bien es cierto que el 
amparo, dada la concurrencia de determinados presupuestos, probados y admitidos 
por el tribunal o juez del amparo, puede, excepcionalmente, suspender la ejecución 
del acto impugnado, no menos cierto es que, su sola interposición y admisión, no 
provocan, no al menos necesariamente, aquella suspensión102. En todo caso, para 
que ello suceda, como se acaba de indicar, primero habrá de ser solicitada y en su 
caso concedido de forma expresa por el tribunal o juez de amparo, a través del 
denominado “amparo provisional”103, que en el amparo boliviano no es otro que las 
medidas cautelares prevista en el art. 99 de la LTC104. 
 
                                                 
101 Vide, Primera Parte, Capitulo III, apartado 3.4. “La intervención de la jurisdicción ordinaria en la fase de 
verificación del amparo como tribunal de las garantías constitucionales”. 
 
102 Al respecto, se dirá que: “en la práctica, lo que lleva a la mayor parte de los recurrentes de amparo ante el 
Tribunal Constitucional no es tanto el deseo de que se les restablezca en el pleno goce de un derecho 
fundamental, como el interés (perfectamente legítimo) por librar ante el Tribunal Constitucional una última 
batalla en defensa de derechos no fundamentales que no lograron hacer valer ante la jurisdicción ordinaria; a 
veces, ni siquiera eso, pues el amparo se utiliza en no pocas ocasiones simplemente con la intención (sin duda 
menos legítima) de alargar en lo posible la ejecución de una sentencia adversa”, vide, Rubio Llorente Francisco, 
refiriéndose al amparo español, en: “EL recurso de amparo constitucional...,” op. cit. pág. 159. 
 
103 Guzmán Hernández, Martín Ramón: El amparo fallido, op. cit. pág. 48. 
 
104 Aunque en rigor, a la luz del precepto, no parece haber sido instituido para suspender la ejecución del acto 
impugnado, sino más bien, “para evitar la consumación de la amenaza de restricción o supresión del derecho o 
garantía en que se funda el recurso”. En cualquier caso y con mayor detenimiento, se volverá sobre el asunto, 
en la Tercera Parte, de este trabajo, más específicamente en apartado 4 del Capitulo IX, relativo a la “Admisión 
de la demanda y adopción de las medidas cautelares”. 
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Por ultimo, en relación con la séptima característica que se refiere al hecho de 
que «el recurso tiene su regulación en la misma ley que rige el proceso ordinario del 
que emana», cabe decir que, el amparo constitucional en tanto mecanismo 
jurisdiccional atribuida al TC, viene regulado por un “régimen jurídico peculiar”105. 
Dicho régimen jurídico es distinto a la normativa que regula los recursos ordinarios, 
por ello mismo, nada tiene que ver con los procesos ordinarios o administrativos de 
los que eventualmente pueda derivar el amparo. Dicho de otro modo, el amparo 
constitucional tanto en lo sustancial como en lo procesal, está regulado, en primer 
lugar, por la propia Constitución y, en segundo lugar, por la LTC y los Acuerdos 
adoptados por el Pleno, entre ellos, el Reglamento de procedimientos 
constitucionales (Rpc). Normas que en ningún caso, como se acaba de señalar, se 
aplican en los procedimientos ordinarios. 
 
Ello es así, básicamente, porque el ámbito normativo del amparo se circunscribe, 
además de una materia concreta, la constitucional, a una jurisdicción distinta –y 
superior- a la ordinaria, la jurisdicción constitucional; de ahí que se diga que son 
normas de carácter especial y como tales, aplicables sólo a los procesos también de 
carácter especial106, como son los proceso constitucionales y, entre ellos, en 
proceso de amparo. De manera que, a la luz de cada una de las características 
desarrolladas, en definitiva, parece que el amparo no es un recurso propiamente 
dicho, o lo que es igual, el amparo no parece ser un autentico recurso. 
 
No obstante, es cierto que en términos generales pueden encontrarse algunas 
similitudes entre ambos institutos procesales, así por ejemplo: ambos denotan el 
carácter de revisión y remedio; los dos tienen por finalidad, aunque en diferentes 
órdenes jurisdiccionales y con diferente connotación, proteger los mismos bienes 
                                                 
105 La expresión corresponde a Rubio Llorente Francisco, refiriéndose al amparo español, en: “EL recurso de 
amparo...,” op. cit. pág. 140. 
 
106 Bien es verdad que frente a la insuficiencia normativa de las citadas leyes especiales, el TC, en la tramitación 
de los procesos constitucionales en general y del amparo en particular, viene aplicando, supletoriamente, 
aquellas normas que regulan los procesos ordinarios. Al respecto, y sin perjuicio de volver sobre ello, hay que 
decir que la aplicación supletoria de dichas normas es admisible y por lo tanto será válida, cuando concurran las 
siguientes circunstancias: por un lado, sólo en los supuestos de insuficiencia normativa, y no así con carácter 
sustitutivo, pues, por principio general de Derecho, la norma especial tiene preferencia respecto la norma 
general, y; por el otro, siempre y cuando, su aplicación, no contradiga los principios inspiradores de las aludidas 
normas especiales que regulan el procedimiento. Asimismo, quepa adelantar que la aplicación supletoria de las 
normas ordinarias, en el Derecho boliviano, responde únicamente a la “voluntad” del TC y no a un mandato 
legal, tal como sucede por ejemplo con el art. 80 de la LOTCE. Sobre la aplicación supletoria de otras leyes en 
relación con al amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, cit. págs. 35 y ss. 
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jurídicos, y; tanto el uno como el otro, son promovidos a instancia de la parte 
agraviada o interesada107. Probablemente en este sentido, el amparo constitucional 
pueda ser, efectivamente, un recurso108, pero, un “recurso extraordinario”109, y no 
una “vía subsidiaria” para la protección de algunos derechos110. Empero, la 
estimación del amparo como recurso extraordinario, de ninguna manera significa 
equiparar y mucho menos identificar la institución del amparo, cual si se tratase de 
un recurso estrictu sensu, pues, tanto el uno como el otro, por mucho que tengan 
como objeto los derechos y garantías fundamentales, no tienen la misma naturaleza 
jurídico-constitucional ni la misma operatividad procesal. 
 
Siendo las cosas así, esta claro que la institución del amparo, poco o nada tiene 
que ver con la institución del recurso. En efecto, el amparo boliviano, más allá de su 
acepción constitucional, no es un recurso propiamente dicho, no al menos en el 
sentido ordinario111, puesto que, no es una segunda o tercera instancia judicial 
                                                 
107 En lo que respecta al Defensor del Pueblo (DP) y el Ministerio Público (MP), evidentemente, no son titulares 
de los derechos en juego y mucho menos son partes interesadas. Se puede decir que son, en todo caso, partes 
jurídicamente “obligadas”; el primero, además, por su propia naturaleza y el segundo por sus funciones. En 
relación con el MP, el art. 124 de la Constitución establece que, “El Ministerio Público tiene por finalidad 
promover la acción de la justicia, defender la legalidad, los intereses del Estado y la sociedad, conforme a lo 
establecido en la Constitución y las leyes de la República”; en cambio en relación con el DP, la Constitución 
(art. 129.I), en coherencia con los fines de la institución, lo que hace es facultarle para interponer, no sólo el 
amparo constitucional, sino la gran mayoría de los recursos constitucionales. Sobre esto, también se volverá a 
tiempo de analizar la legitimidad de los aludidos órganos para interponer el recurso de amparo. 
 
108 Justamente en este sentido, y concretamente, refiriéndose a aquellos amparos que provienen de una decisión 
judicial previa (art. 44.1. b y 54 LOTC español), F. Rubio Llorente, dirá que, “su situación lo identifica como 
autentico recurso, no como acción procesal independiente y autónoma, desligada de las acciones procesales que 
le han precedido”; por cuanto –continúa el autor- “el objeto de la impugnación en el recurso constitucional de 
amparo es siempre..., una decisión judicial previa que o bien no ha remediado la lesión de un derecho 
fundamental cometido por otro poder público o lo ha lesionado directamente con su propia actuación”, vide: 
“Sobre la relación entre el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial en el ejercicio de la jurisdicción 
constitucional”, en REDC, Nº 4, Madrid, 1982, pág. 66; en la misma línea, García Murcia, Joaquín, no obstante, 
de reconocer que se trata de un proceso de tipo jurisdiccional, dirá que es a su vez, “un autentico recurso que no 
entraña exactamente el ejercicio de una acción independiente y autónoma, sino que se encabalga sobre un 
proceso judicial previo”, así en: “Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 701. Sin embargo, ambos autores, sin ser 
los únicos en tal sentido, debe entenderse que están refiriéndose a una parte del objeto de amparo, más en 
concreto, sólo a los amparos frente a los actos de los órganos del Poder Judicial y no así frente a los actos del 
resto de los poderes públicos. 
  
109 Rivera Santiváñez, J., Antonio: Jurisdicción constitucional. Procesos constitucionales..., op. cit. pág. 370. 
 
110 Rubio, Llorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, en: Estudios sobre…, cit, pág. 55. 
 
111 En este sentido, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que “la denominación de recurso no resulta 
adecuada a la naturaleza jurídica del amparo constitucional...”, vide, Almagro Nosete, José: Justicia 
Constitucional, op. cit. pág. 274; también, entre otros, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, 
op. cit. pág. 277; Sánchez Morón, M.: El recurso de amparo constitucional, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1987, pág. 27; Cordón Moreno, Francisco: El proceso de amparo constitucional, La 
Ley, Madrid, 1992, págs. 34-35. 
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revisora de las decisiones judiciales, y por lo tanto, no es la continuación de un 
proceso ordinario ni forma parte de él; mucho menos se tramita como tal ante las 
instancias judiciales. Asimismo, el amparo no viene configurado como un 
mecanismo jurisdiccional equivalente o equiparable a cualquiera de los recursos 
previstos por el ordenamiento jurídico. 
 
Por todo ello, el amparo, definitivamente, no es un recurso. No obstante, hay que 
decir que en la jurisprudencia del TC boliviano, la locución «recurso de amparo», 
prácticamente, aparece casi en la totalidad de las sentencias de amparo112. Esta 
situación, lógicamente, se explica en el hecho de que la Constitución instituye el 
amparo, precisamente, como «recurso de amparo», aunque no por ello, tal como se 
ha visto, es un recurso en el sentido ordinario de la palabra. 
 
 
1.4. El amparo constitucional como proceso 
 
La identificación del amparo como proceso, es decir, como proceso de amparo 
constitucional, es una construcción puramente doctrinal, académica en su mayoría y 
jurisprudencial en menor medida, lo cual supone decir, que la acepción no se debe 
al constituyente ni mucho menos al legislador. Tal es así, que a la fecha, no existe 
en el Derecho comparado ningún ordenamiento jurídico que defina la institución 
constitucional como proceso de amparo; en cambio, entre la doctrina comparada, 
seguramente, es la española la que más se ha prodigado en este sentido. 
 
Sin embargo, manteniendo la línea que hasta ahora se ha venido siguiendo al 
desarrollar las anteriores acepciones, en los párrafos que prosiguen, la cuestión de 
fondo que interesa dilucidar es, si efectivamente el amparo es un auténtico proceso. 
En efecto, corresponde empezar precisando el significado de la expresión proceso, 
el mismo que en su acepción etimológica, esto es, fuera de la terminología jurídico-
procesal, proviene del término «procedere» que significa desenvolvimiento y como 
tal, acción o efecto de avanzar, de ir hacia delante, en suma, como diría Carnelutti, 
                                                 
112 Tal es la cantidad de sentencias que utilizan la expresión recurso de amparo, que las sentencias de amparo 
que ascienden a un total de 8.121, en 8.064 de ellas, de alguna u otra forma, la expresión recurso de amparo 
está presente. Estas estadísticas pueden verse en la página Web oficial del TC, en la siguiente dirección de 
Internet: www.tribunalconstitucional.gov.bo (fecha de consulta, 15-06-06). 
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“de algo que opera en el tiempo”113. En este sentido, proceso vendría a ser –en 
esencia- una serie o sucesión de acontecimientos o hechos, o lo que es igual, una 
realidad dinámica y no estática114. 
 
 Empero, técnicamente, o sea, como institución jurídica, proceso consiste en una 
serie o sucesión jurídicamente regulada de actos tendentes a la aplicación o 
realización del Derecho115 en un caso concreto116; serie o sucesión de actos 
procesales que se desenvuelven en el tiempo y que tienen por finalidad, a través de 
la actuación de la ley, del Derecho objetivo117, la solución pacífica, definitiva e 
irrevocable de los conflictos intersubjetivos y sociales que en él se plantean118. Más 
técnicamente, la satisfacción de las pretensiones119 y resistencias120 deducidas por 
las partes en el curso del proceso. 
 
Asimismo, el proceso es un instrumento jurídico destinado a la tutela de los 
derechos subjetivos, pero no de cualesquiera derechos subjetivos, sino, única y 
exclusivamente de aquellos derechos subjetivos que son y representan intereses 
                                                 
113 Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. pág. 5. 
 
114 Guasp Jaime; Concepto y método de..., op. cit. pág. 9. El proceso en tanto realidad dinámica, para Carnelutti, 
supone un diálogo; es decir, “el entendimiento recíproco de quien habla y de quien escucha”, donde, a su vez, 
“cada una de las partes expone sus razones, que consiste en la narración de los hechos y en su valoración 
jurídica”, ya que, proceso en tanto diálogo, supone en definitiva, “el entendimiento recíproco de quien habla y 
de quien escucha”, así, Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. cit. págs. 173 y 215. 
 
115 En este sentido, Carnelutti, sostenía que la palabra proceso denota “una de las formas de producción del 
Derecho... de los mandatos jurídicos”, aspecto que en su entender, “es de una mayor importancia que la idea de 
proceder, esto es, del paso gradual de una fase a la otra”, vide, Carnelutti, Francesco: Derecho y proceso I..., op. 
cit. pág. 22. 
 
116 De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil I..., op. cit. págs. 127. 
 
117 Por actuación del Derecho objetivo, ha de entenderse, la realización o cumplimiento voluntario por parte de 
los sujetos procesales de los mandatos que regulan el proceso. 
 
118 En tanto instrumento de la Jurisdicción para la resolución definitiva e irrevocable de conflictos 
intersubjetivos y sociales, se dice que “el proceso pertenece a la heterocomposición, por cuanto..., la solución 
del conflicto se encomienda a un tercero imparcial, situado supra partes”, así, Moreno Catena, Víctor, Cortés 
Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente: Introducción al derecho  procesal, cit. pág. 235. 
 
119 En este sentido se dirá que, “La cuestión es, no lo que se hace en el proceso (sucesión de actos como fin), 
sino para qué se hace el proceso (satisfacción de una pretensión como finalidad) de ahí que según los sujetos, 
estos persiguen la satisfacción de intereses distintos y generalmente contrapuestos (pretensiones fundadas). En 
efecto, el fin del proceso no puede confundirse con el fin de los diversos sujetos que en él intervienen”, vide, 
Guasp, Jaime: Concepto y método..., op. cit. pág. 44. 
 
120 Ha de entenderse por resistencia, los actos de oposición y defensa deducidos por la parte demandada en 
contra u oposición a la pretensión del demandante. 
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jurídicamente protegidos, intereses que en términos procesales, se deducen y 
deben circunscribirse a los límites marcados por el ámbito de la pretensión121. 
 
Por consiguiente, el objeto de la actividad procesal es la pretensión, es decir, 
aquella declaración de voluntad por la que un sujeto pide o solicita del órgano 
jurisdiccional una determinada conducta, frente a otra persona distinta y también 
determinada. Esa declaración de voluntad constituye, a su vez, el objeto de todo el 
proceso, sobre ella recae la actividad de los diversos sujetos procesales; es la 
materia, el contenido, la sustancia que integra el proceso mismo122. Desde esta 
perspectiva, proceso comprende, de un lado, la realización de la pretensión y, de 
otro, la actuación de la jurisdicción123, o lo que es lo mismo, de una que solicita, 
alega y razona y de otra que examina, recoge y deniega o concede; una que pide y 
otra que decide; en definitiva, de una pretensión y de una actuación124. 
 
En efecto, el hecho de que toda pretensión de lugar a un proceso, quiere decir 
que toda solicitud dirigida –dentro del plazo y en la debida forma- a un órgano 
jurisdiccional para obtener una determinada conducta –de dar, hacer o no hacer 
algo-, lleva consigo el nacimiento de un proceso, cualquiera que sea la suerte 
ulterior que éste pueda correr125. Por lo tanto, una pretensión es actuada cuando el 
órgano jurisdiccional competente, accediendo a lo que en ella se demanda, realiza 
la conducta pedida por el titular de dicha pretensión; conducta que por cierto, no 
siempre será la misma en todos los procesos, ya que, dependiendo de la petición 
                                                 
121 En efecto, no toda pretensión puede ser “tutelada o actuada mediante un proceso”; asimismo, no todo 
derecho subjetivo puede ser alegado “como fundamento de la pretensión”, pues, “en numerosas ocasiones el 
proceso se desarrolla sin que exista un verdadero derecho subjetivo”, vide, Guasp Jaime; Concepto y método..., 
op. cit. pág.15. 
 
122 Guasp Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág.20. En el mismo sentido se dirá: “el objeto del proceso es la 
pretensión, la declaración de voluntad planteada ante el juez, pero dirigida contra el demandado o acusado, por 
la que se solicita, en el proceso civil, el reconocimiento de un derecho o situación jurídica preexistente, su 
creación «ex novo» o la condena del deudor al cumplimiento de una determinada prestación y, en el proceso 
penal, la condena al acusado al cumplimiento de una determinada pena”; así, Moreno Catena, Víctor, Cortés 
Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente: Introducción al derecho  procesal, cit. pág. 240. 
 
123 De ahí que, “La jurisdicción es la función estatal dedicada a dicha actuación; fuera de la jurisdicción podrá 
haber actuación de pretensiones, pero éstas no constituyen propiamente un proceso por faltar uno de los 
elementos indispensables para el concepto”, vide, Guasp, Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág. 19. 
 
124 Íbidem., pág. 20. 
 
125 Íbidem., pág. 21. 
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formulada, es decir, según el tipo de pretensión de que se trate, puede variar de un 
proceso a otro126. 
 
Por otra parte, como realización de la pretensión, es decir, en atención a los 
fines que las partes persiguen en el proceso, éste, se divide en dos clases: una de 
cognición y otra de ejecución127. Así, son de cognición si lo pedido es una 
declaración de voluntad; si lo pedido es, en cambio, una manifestación de voluntad, 
el proceso es de ejecución. El de cognición se divide, a su vez, en otros tres tipos 
de procesos: constitutivos, declarativos y de condena. 
 
En efecto, si lo que en el proceso se tiende a obtener es la creación, 
modificación o extinción de una situación jurídica, la pretensión que le da origen se 
llama pretensión constitutiva y por lo tanto el proceso, proceso constitutivo128; en 
cambio, si lo que en el proceso trata de obtenerse es la simple constatación o 
fijación de una situación jurídica, la pretensión y la sentencia correspondientes 
reciben el nombre de declarativas o de mera declaración, el proceso se llamará, 
entonces, proceso de mera declaración o proceso declarativo129; por último, si el 
proceso tiende no a la constitución de una situación jurídica ni a su declaración, sino 
a su imposición, es decir, a hacer que pese sobre el sujeto pasivo de la pretensión 
una obligación determinada, la pretensión que origina dicho proceso se llama 
pretensión de condena y la sentencia que le pone fin, sentencia de condena: el 
proceso es, por lo tanto, desde este punto de vista, un proceso de condena130. En 
cambio atendiendo a una diversa serie de circunstancias y coordinando, en 
                                                 
126 Íbidem., pág. 23. 
 
127 Vide, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel, para quienes, dicha distinción responde al concepto de 
jurisdicción, es decir, juzgar, que aludiría a los procesos de declaración, y hacer ejecutar lo juzgado, serían los 
procesos de ejecución, así, en: Derecho procesal civil I..., op. cit. pág. 133. 
 
128 En los procesos constitutivos, el órgano jurisdiccional, “puede decir el Derecho creando, modificando o 
extinguiendo, como inexorable consecuencia de esa decisión, un estado, relación o situación jurídica”, así, De la 
Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil I..., op. cit. pág. 133. 
 
129 En este tipo de procesos, se dice que “el órgano jurisdiccional dice el Derecho ante el caso concreto a través 
de un proceso de declaración. Más no dice el Derecho siempre de igual manera. Puede limitarse a declarar 
simplemente... lo que se ajusta o no a unas normas jurídicas (existencia o inexistencia de un derecho subjetivo, 
de una relación o de una situación jurídica, etc.)”, vide, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho 
procesal civil I..., op. cit. pág. 132. 
 
130 Respecto de este tipo de procesos, se dice que el órgano jurisdiccional, “puede, además de una declaración de 
lo jurídico, dirigir un mandato a una de las partes del proceso (eventualmente a los dos) a fin de que haga, omita 
o soporte algo”, vide, De la Oliva Andrés y Fernández Miguel Ángel: Derecho procesal civil I..., op. cit. pág. 
132. 
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consecuencia, la división de los procesos con la de jurisdicciones, cabe distinguir 
dos tipos de procesos: comunes u ordinarios y especiales o extraordinarios131. 
 
 Ahora bien, las aproximaciones conceptúales que se acaban de apuntar, puede 
que no reúnan todos y cada uno de los elementos que integran la institución del 
proceso, no obstante, en conjunto, constituyen el núcleo más importante de la 
institución, esto es: serie o sucesión de actos132; realización del derecho objetivo133, 
y; satisfacción de una pretensión subjetiva134. Dicho de otro modo, engloba, en una 
“relación triangular”, los presupuestos esenciales de la institución del proceso, los 
mismos que son: la acción, la jurisdicción y la defensa135, sin los cuales, valga la 
reiteración, no hay proceso. 
 
Así pues, a modo de síntesis y sin ánimo de exhaustividad, se pueden distinguir 
las siguientes características del proceso: 
 
a) Institución procesal autónoma e independiente respecto de las demás 
instituciones jurídico-procesales; 
b) Conjunto coordinado y completo de actos y situaciones procesales de 
relevancia jurídica; 
c) Engloba, en tanto institución autónoma, la acción o pretensión, la jurisdicción 
o decisión y, la excepción, defensa o contra-pretensión; 
d) Tiene por finalidad, la obtención respecto de la pretensión, de una resolución 
definitiva y fundada en Derecho del órgano competente. 
                                                 
131 Un enfoque más amplio de la división de los procesos, vide, Guasp Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág. 
2 y ss. 
 
132 La serie de actos que integran el proceso determinan, a su vez, entre los sujetos que lo realizan, “la existencia 
de relaciones de diversa índole”, puesto que la actuación del Juez como la actividad de las partes “influye 
constante y recíprocamente en la actividad de las otras partes y en la del –propio- Juez”, en este sentido, Guasp 
Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág. 29. 
 
133 A priori, “el proceso no es modificable en su contenido -ni en su tramitación- por la voluntad de los sujetos 
procesales, sino dentro de límites muy reducidos que no pueden, en modo alguno, extenderse a la alteración de 
la idea fundamental del mismo”, vide, Guasp Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág. 37. 
 
134 En este sentido, “todo proceso exige una pretensión, toda pretensión lleva consigo un proceso, ningún 
proceso puede tener un contenido mayor, menor o distinto que el de la correspondiente pretensión” en efecto, no 
se concibe la idea de un proceso sin pretensión, o lo que es lo mismo, “nunca hay proceso sin pretensión”, así, 
Guasp Jaime; Concepto y método..., op. cit. pág.15. 
 
135 Sobre el concepto, contenido y alcance de cada una los referidos presupuestos esenciales del proceso, vide, 
Moreno Catena, Víctor, Cortés Domínguez, Valentín y Gimeno Sendra, Vicente: Introducción al derecho  
procesal, op. cit. pág. 236 y ss. 
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Así las cosas, ¿tiene el amparo las mismas características que el proceso?. La 
respuesta, al igual que con las anteriores locuciones, habrá de formularse previo 
contraste de cada una de las características descritas, en relación con las 
características del amparo. En efecto, como primera característica del proceso se 
ha indicado que el mismo es un «instituto procesal autónomo e independiente 
respecto de las demás instituciones jurídico-procesales»136. Ciertamente, el amparo 
es, también, un instituto procesal autónomo e independiente, pero no en los 
términos de autonomía e independencia que se predica respecto de los procesos 
ordinarios. El amparo es, en todo caso, un instituto procesal autónomo, 
básicamente, por la concurrencia de cuatro elementos que le son inherentes a su 
naturaleza137: a) su ámbito de protección; b) su objeto de impugnación; b) los 
órganos competentes, y; c) las normas aplicables. 
 
a) El amparo constitucional, a diferencia de los procesos ordinarios, como bien 
se sabe, tiene un ámbito de protección, si vale el término, “bastante restringido”, 
puesto que dicho ámbito se circunscribe a la exclusiva protección de los 
denominados derechos y garantías fundamentales. Es más, en determinados 
ordenamientos del Derecho comparado, ni siquiera protege todos los derechos 
fundamentales, sino, solamente una parte de ellas, ese es el caso, por ejemplo, del 
amparo español138. 
                                                 
136 Dichas instituciones no son otras que el juicio, la acción y el recurso. Es frente a ellos que el proceso es 
autónomo e independiente. 
 
137 En relación con el amparo español, se dirá que éste es una acción constitucional autónoma por la 
concurrencia de los siguientes elementos: a)  porque “no representa en términos estrictos la reproducción de una 
acción dentro de un proceso ante un órgano superior de un determinado orden jurisdiccional”; b) “que se 
sustancia ante un órgano ajeno al Poder Judicial como es el Tribunal Constitucional”, y; c) que tiene “un objeto 
concreto y determinado: garantizar un derecho fundamental”, en este sentido, Pérez Tremps, Pablo: El recurso 
de amparo, op. cit. pág. 24; en el mismo sentido, Castillo Rigabert, Fernando: La admisión del recurso de 
amparo, Secretariado de publicaciones, Universidad de Murcia, Murcia, 1991, págs. 70. No obstante, conviene 
recordar que para algunos autores de la doctrina española, dicha autonomía e independencia del amparo, sólo es 
predicable en los amparos frente a los órganos del Poder Judicial, así, entre otros, vide, Rubio Llorente, 
Francisco, en: “Sobre la relación entre el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial en el ejercicio de la 
jurisdicción constitucional”, REDC, Nº 4, Madrid, 1982, pág. 66 y; García Murcia, Joaquín, en: “Comentarios al 
art. 44”, op. cit. pág. 701. Por su parte, Gimeno Sendra Vicente, niega la autonomía del recurso de amparo 
constitucional español, principalmente, con respecto al proceso previo que se tramita ante los tribunales 
ordinarios, basándose en la “identidad de la pretensión en ambos procedimientos”. En efecto, entiende que en 
aquellos supuestos, el TC “actúa como un tribunal de casación y el amparo constitucional se configura como 
una casación especial” vide: “El recurso de amparo: conceptos fundamentales”, en la obra conjunta con Cascajo 
Castro, Juan L.: El recurso de amparo, op. cit. pág. 91. 
 
138 El ámbito de protección del amparo español, básicamente, se circunscribe a los denominados derechos de 
primera generación, llamados también como derechos civiles y políticos. De tal suerte, dicho mecanismo 
constitucional, no protege, por ejemplo, los denominados derechos sociales o de segunda generación. Un 
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b) Asimismo, no todos los actos u omisiones, sea de órganos públicos o de 
particulares, son impugnables a través del proceso de amparo, sino, única y 
exclusivamente aquellas conductas que restringen, suprimen o amenazan restringir 
o suprimir los derechos y garantías fundamentales que vienen recogidos en un 
determinado texto constitucional. Dicho de otro modo, no son impugnables a través 
del proceso de amparo, aquellas conductas que no vulneran derechos o garantías 
fundamentales que forman parte del ámbito de protección del amparo constitucional. 
 
c) En cuanto a los órganos competentes para conocer y resolver el proceso de 
amparo, en un anterior apartado, ya se ha dicho que los mismos no pertenecen a la 
jurisdicción ordinaria que conoce de los procesos ordinarios, sino que, pertenecen a 
una jurisdicción “especial”, dicha jurisdicción especial no es sino la jurisdicción 
constitucional. Jurisdicción constitucional de la que forman parte, tal como también 
ya se ha dicho, además de los Magistrados del TC, los Tribunales y Jueces de las 
garantías constitucionales. 
 
d) Por último, el proceso de amparo constitucional se tramita según un 
determinado conjunto de normas jurídicas139 las mismas que, como bien se sabe, 
con excepción de la Constitución, no forman parte, no al menos con carácter de 
exclusividad, de las normas que regulan los procesos ordinarios, llámese: Civil, 
penal, laboral, etc. Las normas que regulan el amparo constitucional, en principio, 
son aquellas que regulan con carácter de exclusividad, todos y cada uno de los 
procesos constitucionales de los que conoce y resuelve la jurisdicción 
constitucional. 
 
En cuanto al carácter independiente del proceso de amparo, hay que decir que 
dicha independencia procesal se predica en dos ámbitos, por un lado, el amparo en 
relación con la acción y el recurso y, por el otro, el amparo en relación con los 
procesos ordinarios y los procesos constitucionales. Respecto la independencia del 
proceso de amparo frente a la acción y el recurso, sobra cualquier comentario, ya 
que en los anteriores apartados ya se ha tenido ocasión de precisar cada una de 
                                                                                                                                                       
enfoque más amplio sobre dicho ámbito, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 45 y ss., 
en especial el Capitulo II “Los derechos protegibles a través del recurso de amparo”. 
 
139 A propósito, quepa recordar que dicho conjunto de normas está integrado, por la Constitución, la LTC, el 
Rpc y, con carácter supletorio, la LOJ y el Cpc. 
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sus respectivas diferencias. Por su parte, en cuanto a la independencia del proceso 
de amparo en relación con los procesos ordinarios, lo que cabe recordar es que el 
amparo no es una continuación, ni mucho menos, de dichos procesos ordinarios; se 
trata, en todo caso, otro proceso -además de autónomo- independiente, esto es, en 
términos generales, que no opera con los mismo presupuestos fácticos ni jurídicos 
que se debaten en los procesos ordinarios. Por su parte, la independencia respecto 
los procesos constitucionales, básicamente, radica en tres ámbitos: i) la 
pretensión140; ii) el procedimiento141, y; iii) los efectos de la sentencia142. Pues, como 
bien se sabe, dichos componentes del proceso de amparo no tienen la misma 
significación que en el resto de los procesos que se tramitan en sede constitucional. 
 
En relación con la segunda característica se ha dicho que el proceso es un 
«conjunto coordinado y completo de actos y situaciones procesales de relevancia 
jurídica». Evidentemente, el amparo en tanto proceso, es también un conjunto de 
actos procesales, los mismos que son, por un lado, un todo completo y, por el otro, 
se desarrollan de manera coordinada y progresiva; pero, además, el amparo, 
también es un conjunto de situaciones jurídicas, ya que, por la “mutación procesal” 
ha que da lugar su desarrollo, el conjunto de actos procesales no hace sino, 
transformarse o devenir en una serie de situaciones jurídicas. En este sentido, por 
ejemplo, la admisión de la demanda, frente a la parte recurrida, genera una 
situación jurídica distinta al momento procesal anterior a dicha admisión; la 
autoridad o particular recurrida antes de la admisión del amparo, en términos 
estrictamente procesales, aun no era parte del proceso en cuestión, pero una vez 
que el amparo es admitido, aquel, se convierte –de manera automática- en parte 
recurrida y como tal, destinatario de determinados derechos y obligaciones –cargas- 
no sólo de orden procesal. 
                                                 
140 No obstante, que se volverá sobre esto, valga anticipar que la pretensión en el amparo, a diferencia por 
ejemplo del resto de los recursos constitucional, con excepción del habeas corpus y el habeas data, tiene un 
carácter eminentemente subjetivo y se rige, además, por el principio dispositivo. Un somero enfoque sobre el 
recurso de habeas data de reciente creación en el Derecho boliviano (2004), vide, Rivera Santibáñez, José 
Antonio: Jurisdicción constitucional. Procesos constitucionales..., op. cit. págs. 425-456; en especial el 
Capitulo XXII “Recurso de Hábeas Data”. 
 
141 Dado que también se volverá sobre esto, únicamente, valga anticipar que el procedimiento de amparo, a 
diferencia por ejemplo del resto de los recursos constitucional con excepción del habeas corpus y el habeas data, 
se caracteriza, básicamente, por su sumariedad. 
 
142 Del mismo modo, valga anticipar, puesto que se volverá sobre ello, que las sentencias de amparo, a 
diferencia del recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad por ejemplo, tiene dos efectos, inter partes por 
un lado y, erga hommes por el otro. 
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Asimismo, como tercera característica se ha dicho que el proceso «engloba, en 
tanto institución autónoma, la acción o pretensión; la jurisdicción o decisión, y; 
excepción, defensa o contra-pretensión». Esta característica no supone otra cosa 
que la concurrencia, en todo proceso, de lo que se dio en llamar la “triada procesal”, 
es decir, la concurrencia de la acción, la jurisdicción y la defensa en tanto 
presupuestos imprescindibles para la existencia o desenvolvimiento de la institución 
del proceso. El amparo, en tanto proceso de naturaleza constitucional, como no 
podía ser de otra manera, requiere también para su existencia y desenvolvimiento, 
de la concurrencia de dichos presupuestos de orden constitutivo. 
 
En efecto, concurren pues en el proceso de amparo, los elementos típicos y 
consustanciales a todo proceso, es decir, la acción, la jurisdicción y la oposición o 
defensa143. La titularidad de dichos presupuestos, como bien se sabe, corresponde 
a unos individuos que pueden ser también designados como “los sujetos procesales 
esenciales o principales” de dicho proceso constitucional, a saber: i) el recurrente o 
actor, que es alguien que tiene una pretensión quien a través de la demanda de 
amparo pide la satisfacción a esa pretensión; ii) el recurrido, que puede ser un 
funcionario o particular, quien asume el papel de parte contraria y se opone a la 
pretensión del demandante, y; iii) el Juez constitucional, que es un tercero que 
escucha y resuelve ambas pretensiones. En definitiva, sin la concurrencia de estos 
tres sujetos esenciales, sencillamente, no habrá proceso de amparo, o lo que es 
igual, la falta de alguno de ellos, inevitablemente, hará que el proceso de amparo no 
se concrete144. 
 
Como cuarta y última característica se dijo que el proceso, «tiene por finalidad la 
obtención, respecto de la pretensión, de una resolución definitiva y fundada en 
Derecho, del órgano competente». Conocido es que en el proceso de amparo, la 
                                                 
143 En este sentido, en relación con el amparo español, se dice que “es claro que el recurso de amparo pone en 
marcha un proceso de tipo jurisdiccional, que se desarrolla conforme a unas pautas muy similares a las del 
proceso judicial” vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 700. 
 
144 Sin embargo, sin perjuicio de volver sobre ello, valga anticipar que, para la legitimación de cada uno de los 
nombrados sujetos procesales en el proceso de amparo, deben concurrir con carácter previo, tres supuestos que 
están estrechamente relacionados con cada uno de los tres sujetos procesales, en si, se puede decir que son la 
causa de su intervención: a) la restricción o supresión de algún derecho fundamental del ámbito de protección 
del amparo y de titularidad de una persona concreta; b) que aquella restricción o supresión del derecho 
fundamental sea el resultado de una acción u omisión “imputable” a otra persona concreta, sea éste, funcionario 
o particular, y; c) que una norma jurídica atribuya a un tercero imparcial, que viene a ser el órgano jurisdiccional 
competente, la legitimidad para resolver sobre las pretensiones de ambas partes. 
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pretensión del actor radica, básicamente, en el restablecimiento de un derecho 
fundamental y por lo tanto, la finalidad del amparo, al menos desde la perspectiva 
del actor, no es sino, la protección de los derechos y garantías fundamentales. 
Dicha satisfacción de la pretensión se produce a través de una resolución definitiva, 
que no es otra que la sentencia de amparo, sentencia que debe ser pronunciada, 
como toda resolución jurisdiccional, entre otros requisitos formales, con el debido 
fundamento jurídico o lo que es igual, fundada en Derecho. 
 
Por otro lado, el carácter definitivo de la sentencia de amparo, a diferencia de lo 
que sucede con las sentencias no firmes de los procesos ordinarios, supone que 
frente a la misma no procede recurso alguno. Dicho carácter definitivo, obedece, por 
un lado, a la naturaleza del TC y, por el otro, a la posición que el amparo ocupa en 
el sistema de las garantías jurisdiccionales. Como bien se sabe, en materia 
constitucional, esto es, en lo relativo a la interpretación constitucional y la tutela de 
los derechos fundamentales, el TC se constituye en el máximo y supremo Tribunal, 
es decir, en una especie de última instancia jurisdiccional; por ello mismo, sus fallos, 
al menos en el Derecho interno, son inapelables, o lo que es lo mismo, tienen 
carácter de «cosa juzgada constitucional»145. 
 
Asimismo, el proceso de amparo en tanto mecanismo de orden procesal-
constitucional, se constituye en una especie de “cierre del sistema” jurisdiccional de 
protección de los derechos fundamentales146. Como tal, en el ámbito interno supone 
la ultima vía procesal que el ordenamiento reconoce a las personas para la 
protección –en sede constitucional- de sus derechos y garantías fundamentales; lo 
                                                 
145 Una de las primeras Sentencias del Tribunal, la STC Nº 1240/2001, sobre la cosa juzgada constitucional dirá 
lo siguiente: “el sistema procesal constitucional adoptado por la Constitución y la Ley Nº 1836 para el 
ejercicio del control de constitucionalidad, en resguardo del principio de la seguridad jurídica, instituye la 
cosa juzgada constitucional, lo que significa que las sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional tienen 
carácter definitivo, absoluto e incontrovertible, de manera tal que sobre el tema resuelto no puede volver a 
plantearse nuevo litigio a través de Recurso alguno, ya que expresamente está excluida esa posibilidad por 
mandato del art. 121-I de la Constitución y el art. 42 de la Ley Nº 1836”. Por su parte, una de las últimas, 
refiriéndose a aquellos supuestos donde el amparo es presentado con identidad de sujeto, causa y objeto frente a 
otro anterior, el TC dirá: “entre ambos recursos extraordinarios existe identidad de objeto, sujeto y causa, y por 
consiguiente, existe cosa juzgada constitucional respecto de la problemática planteada, por lo que en sujeción 
a lo establecido por el art. 96.2 de la LTC, no se puede ingresar al análisis de fondo del presente recurso, 
correspondiendo denegar la tutela solicitada”, así la STC Nº 0931/2006. En la misma línea, las SSTC Nos. 
0795/2005, 0756/2004, 1455/2003, entre otros. 
 
146 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Miguel, en: “Jurisdicción 
y justicia Constitucionales”, en, VV AA: La Jurisdicción constitucional en España. La ley orgánica..., op. cit. 
pág. 235. 
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cual significa decir que, una vez agotada esta vía, ya no hay ninguna otra147, puesto 
que frente a la sentencia de amparo constitucional, no cabe ningún proceso y 
mucho menos recurso alguno. 
 
Dicho esto, cabe concluir que el amparo, efectivamente, es un proceso, pero, 
para que no quepa duda al respecto, todavía hace falta precisar, por un lado, si el 
TC es verdaderamente un Tribunal de justicia y, por el otro, si la jurisdicción 
constitucional es una autentica jurisdicción. La necesidad de precisar estas dos 
cuestiones, básicamente, se debe al hecho de que el amparo para ser un autentico 
proceso, no sólo debe corresponderse con los presupuestos procesales del común 
de los procesos; de ser así, ello supondría, sencillamente, transponer al ámbito de 
la jurisdicción constitucional -del que forma parte el proceso de amparo- unas 
características que son propias de los procesos que forman parte de la jurisdicción 
ordinaria148. 
 
Concretando aun más cabría decir que, a partir de la premisa de que el amparo, 
materialmente, no es un proceso ordinario, sino un proceso constitucional sustantivo 
e independiente de la vía judicial ordinaria149, mal puede decirse que el amparo es 
un auténtico proceso sólo porque tiene las mismas características que los procesos 
ordinarios. 
 
En tal sentido, para sostener que el amparo es un proceso constitucional, 
previamente se debe admitir, por un lado, que el TC es realmente un Tribunal de 
justicia150 y, por el otro, que la jurisdicción constitucional, en el estricto sentido de la 
                                                 
147 Precisamente en este sentido, se dirá que el proceso de amparo, “se desarrolla en única instancia, es decir, sin 
recurso ulterior alguno”, así, Rivera Santiváñez, J., Antonio: Jurisdicción constitucional. Procesos 
constitucionales..., op. cit. pág. 370. 
 
148 La pertenencia de la institución del proceso a la jurisdicción ordinaria, se basa en el hecho de que las 
características descritas, han sido, por una lado, construidas o formuladas en dicho ámbito jurisdiccional y, por 
el otro, tomadas de allí sin más. Dicho de otro modo, dichas características del proceso, no son propias de la 
jurisdicción constitucional y por lo tanto, no son suficientes para sostener que el amparo es un auténtico 
proceso. 
 
149 Fernández Farreres, Germán, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo según la 
jurisprudencia constitucional, Marcial Pons, Madrid, 1.994, pág. 32. 
 
150 Uno de los argumentos que cierta parte de la doctrina, especialmente la española, que en su momento ha 
esgrimido frente al TC español el sentido de, si se trataba de un verdadero tribunal, ha sido su ubicación fuera o 
al margen de los órganos jurisdiccionales, es decir, en un título a parte del Poder Judicial. Así por ejemplo, de 
Vega García, Pedro, dirá que el Tribunal Constitucional tiene “una naturaleza jurídica peculiar...”, vide: 
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expresión, es una autentica jurisdicción. En relación con la primera cuestión, cabe 
decir que en consideración a que el Tribunal Constitucional: a) decide en forma de 
sentencias151; b) con arreglo a unas normas preestablecidas; c) siguiendo un 
procedimiento contradictorio, y; d) sobre las pretensiones formuladas en términos de 
Derecho que le someten las partes legitimadas; qué duda cabe que el TC es 
realmente un verdadero tribunal de justicia152.  
 
Por su parte, en relación con su naturaleza jurisdiccional, si se toma en cuenta 
que el Tribunal Constitucional funcionalmente es: a) independiente y sometido sólo 
a la Constitución (art. 119.I CB); b) que contra sus sentencias no cabe recurso 
ulterior alguno (art. 121.I CB) y, c) que sus resoluciones en forma de sentencias, 
declaraciones y autos constitucionales (art. 41 LTC) son obligatorias y vinculantes 
para los distintos órganos públicos del Estado (art. 44 LTC); sin duda alguna, la 
jurisdicción constitucional es una autentica jurisdicción153. Si ello es así, el proceso 
de amparo, entonces, es un proceso constitucional, tanto por el fundamento de la 
pretensión como por el órgano jurisdiccional al que se atribuye su conocimiento154 y, 
por consiguiente, como diría Rubio Llorente, “si la jurisdicción constitucional es 
auténtica jurisdicción, el proceso de amparo es un auténtico proceso”155. 
 
Ahora bien, a la luz de las características descritas y, además, tomando en 
cuenta que la jurisdicción constitucional es, indiscutiblemente, una verdadera 
jurisdicción, parece que el amparo es no más un verdadero proceso y no un 
                                                                                                                                                       
“Constitución y Democracia”, en López Piña, Antonio (ed.): La Constitución de la Monarquía Parlamentaria, 
Fondo de Cultura Económica, Madrid, 1983, pág. 67   En cambio, en el Derecho boliviano, dicho argumento no 
tendría cabida por el simple hecho de que el TC forma parte del Poder Judicial y como tal, que duda cabe que se 
trata de un verdadero Tribunal que administra justicia en materia constitucional.   
     
151 La LTC en su art.41.II, refiere que las resoluciones que resolvieren demandas y recursos –entre ellos el 
proceso de amparo constitucional- se pronunciaran en forma de sentencias. 
 
152 Así, García, Pelayo, Manuel, a tiempo de definir el status del TCE, en: El «status» del Tribunal 
Constitucional, op. cit. pág. 30. 
 
153 Con mayor precisión, aunque refiriéndose al Tribunal Constitucional español, se dirá que dicho Tribunal “es 
un verdadero órgano jurisdiccional y no un legislador negativo ni un órgano político”, vide, Pérez Tremps, 
Pablo: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, op. cit. pág. 6. 
 
154 Así, refiriéndose al amparo español, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal constitucional, Civitas, 
Madrid, 1980, pág. 278. 
 
155 En este sentido, Rubio Lorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, en: Estudios sobre jurisdicción 
constitucional, op. cit. pág. 40. 
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recurso156. Pero no un proceso cualquiera, sino, en tanto auténtico proceso, es a su 
vez, un proceso genuinamente constitucional. 
 
 
2. El amparo como auténtico proceso constitucional 
 
Según lo descrito en el apartado anterior, esta claro que a través del proceso de 
amparo se ejerce una verdadera función jurisdiccional de tutela de determinados 
derechos y garantías fundamentales en sede constitucional. Empero, a diferencia de 
los procesos ordinarios que se tramitan ante la jurisdicción ordinaria, como ya se 
dijo, el amparo es en primer lugar, un proceso constitucional y, como tal, es un 
proceso en el que no caben todos los supuestos de infracción (ámbito material 
protegido) ni procede su invocación frente a todos los actos u omisiones (objeto 
contrariado); mucho menos se tramita siguiendo el mismo procedimiento que los 
referidos procesos ordinarios. En este sentido y para una mejor comprensión, se 
pude de decir que el amparo es en un proceso constitucional, esencialmente, por la 
concurrencia de tres elementos que le son consustanciales: a) su origen; b) su 
finalidad, y; c) la jurisdicción competente157. 
                                                 
156 En este sentido, en relación con el amparo español, se dirá, por ejemplo, que no se trata de “un recurso de 
apelación, tanto por su dimensión exclusivamente constitucional, como por la restricción en su objeto y en el 
conocimiento de los hechos, ni tampoco puede equipararse, por su ubicación y su especializada función, al 
recurso de casación...”; vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, en, Requejo Pagés, J. Luis, 
(coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 700; Asimismo, Oliver Araujo, Javier: El 
recurso de amparo, Colección Estado y Derecho-2, Palma de Mallorca, 1986, pág. 43; Montoso Puerto, Miguel: 
Jurisdicción constitucional y procesos constitucionales, Tomo II, Procesos de protección de los derechos 
fundamentales, Colex, Madrid, 1991, pág. 93; y; entre otros, Cordón Moreno, Faustino: El proceso de amparo 
constitucional, op. cit. pág. 32 y 33. No obstante, Gimeno Sendra, Vicente, dirá que, “la calificación de recurso 
o de proceso constitucional para designar al de amparo es indiferente, toda vez que cualquier recurso 
jurisdiccional encierra en sí mismo un proceso”, en: “Naturaleza jurídica y objeto procesal del recurso de 
amparo”, REDC, Nº 6, 1982, pág. 46. Sobre esto último, quepa advertir que, efectivamente, todo recurso 
conlleva a un proceso, pero no todo proceso supone un recurso, por lo tanto, la calificación del amparo en uno u 
otro sentido, no es para nada baladí. En tal sentido, sirva esta advertencia, como un justificativo más del 
desarrollo del presente apartado, que como se recordará tiene que ver con la búsqueda de una adecuada 
denominación para el amparo. 
 
157 En cambio, Gonzáles Pérez, Jesús, sostiene que en el cuadro de procesos que ofrece el ordenamiento jurídico 
español, “el proceso de amparo, es un proceso constitucional, tanto por el fundamento de la pretensión como por 
el órgano jurisdiccional al que se atribuye su conocimiento”; puesto que, -entiende el autor- “en el nombrado 
proceso el TC, a través de un procedimiento preestablecido, examina y actúa la pretensión que una parte deduce 
frente a otra”, así, en: Derecho procesal constitucional, Civitas, Madrid, 1980, pág. 278; Por su parte, Ignacio 
Diez-Picazo, también refiriéndose al amparo español dirá que, “desde el punto de vista procesal el recurso de 
amparo, no es algo tan singular como parece”; razón por el que admite dicha singularidad, sólo en relación “al 
órgano competente para conocer de él y en que sirve para la tutela de un número limitado de derechos”, así, en, 
“Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias..., op. cit. pág. 20. 
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a) Desde el punto de vista de su origen, el amparo es un proceso constitucional, 
básicamente, por el hecho de que nace de la Ley de leyes, pues, a ella se debe, 
porque es allí donde encuentra su origen y su reconocimiento. Recuérdese, 
además, que la institución del amparo en el Derecho boliviano, esta regulado casi 
en su integridad, esto es, poco menos que reglamentado, por la propia Constitución, 
situación que hace del mismo, una institución de configuración estrictamente 
constitucional158. Sin embargo, ello, en modo alguno supone desconocer o dejar de 
lado su regulación legal, fundamentalmente, la Ley del Tribunal Constitucional. 
 
b) Asimismo, el amparo es un proceso constitucional, por el hecho de que su 
finalidad es proteger derechos constitucionales y no así derechos meramente 
legales. Tal es así que, el proceso de amparo, a priori, supone un juicio de 
constitucionalidad159, o lo que es lo mismo, tiene un sentido de enjuiciamiento 
constitucional porque a través de él, se juzga un problema constitucional160, cual es, 
la violación de unos derechos previstos no en las leyes, sino en la Constitución, más 
propiamente, los derechos y garantías fundamentales161. De ahí que, la pretensión 
del actor en el proceso de amparo no es otra que la satisfacción en el ejercicio de 
un derecho fundamental subjetivo de naturaleza constitucional. Pero, además, la 
finalidad del proceso de amparo no se agota, únicamente, en la satisfacción de 
dicha pretensión, sino que va más allá; ya que, su “finalidad última”, es también 
proporcionar el significado exacto de esos derechos, esto es, el significado que les 
atribuye el máximo interprete de la Constitución. En este sentido, “el recurso de 
amparo es, en realidad, un instrumento de elaboración de doctrina; una doctrina que 
                                                 
158 En este sentido, se dirá que el amparo constitucional se ubica entre las garantías constitucionales y que como 
tal, “es una garantía constitucional, porque es un instituto consagrado en la Ley Fundamental...”, así, Rivera 
Santiváñez, J., Antonio, en: Jurisdicción constitucional. Procesos constitucionales..., op. cit. pág. 168. 
 
159 En este sentido, en relación con el amparo español, se dice que el amparo “no es un mero instrumento de 
quienes sufren lesión en alguno de sus derechos; es, más que nada un instrumento de protección del propio 
orden constitucional”, vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, en, Requejo Pagés Juan 
L.(coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Tribunal Constitucional/Boletín Oficial 
del Estado, Madrid, 2001, pág. 700., En el mismo sentido, Cascajo Castro, José L. y Gimeno Sendra Vicente: El 
recurso de amparo, cit. págs. 41 y ss. 
 
160 En este sentido, vide, Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, Miguel, en relación con el amparo español, en: 
“Jurisdicción y justicia constitucionales”, op. cit. pág. 233. 
 
161 Al respecto, en relación con el amparo español, desde un principio se dirá que “las pretensiones que 
constituyen el objeto del proceso de amparo están fundadas en normas de Derecho constitucional, en cuanto que 
los derechos y libertades cuya tutela se demanda están reconocidos en la ley fundamental. De aquí que, 
mediatamente, a través del amparo, se defienda la Constitución”, así, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho 
procesal constitucional, op. cit. pág. 279. 
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se refiere al alcance y contenido de los derechos fundamentales”162. Por 
consiguiente, queda por decir, que la finalidad del proceso de amparo, transciende 
de lo “meramente” subjetivo. 
 
c) Por último, el amparo es un proceso constitucional por el hecho de que la 
jurisdicción competente para conocer y resolver dicho proceso, es una jurisdicción 
también de naturaleza constitucional. Dicho de otro modo, la tramitación del 
amparo, de principio a fin, no es de competencia de la jurisdicción ordinaria, sino y 
con carácter exclusivo, de una jurisdicción especial, formalmente superior y distinta 
de la ordinaria, la jurisdicción constitucional163. Jurisdicción que en el Derecho 
boliviano, en relación con el proceso de amparo constitucional, está integrado, valga 
la insistencia, tanto por los jueces y tribunales de garantías constitucionales, así 
como por los magistrados del Tribunal Constitucional. 
 
Sin embargo, quepa precisar que lo expuesto en los incisos a) y c), de ninguna 
manera supone entender que los procesos ordinarios ni la jurisdicción ordinaria no 
tengan sustento constitucional, pues, bien es cierto que todos los proceso así como 
el resto de los órganos jurisdiccionales, incluido los de orden administrativo, en 
principio, devienen de la constitución. Empero, la diferencia está en que estas 
últimas, para su operatividad e inclusive para su existencia misma, requieren del 
concurso legal; tal situación no ocurre, en cambio, con el proceso de amparo, ya 
que éste, tal como se dijo, deviene directamente de la Ley suprema, o lo que es lo 
mismo, recibe ipso jure de la Constitución “todos los atributos” fundamentales que 
tienen que ver con su naturaleza tanto sustantiva como adjetiva. 
 
Ahora bien, una vez descrito las notas distintivas del amparo en tanto proceso 
constitucional, a continuación lo que corresponde es precisar las características que 
                                                 
162 En este sentido, refiriéndose al amparo español, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, en, 
Requejo Pagés Juan L. (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Tribunal 
Constitucional/Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2001, pág. 700. Sin embargo, sin desconocer que el amparo 
cumple una función interpretativa de indudable valor, Pérez Tremps Pablo, entiende que desde el punto de vista 
de su finalidad: “el recurso de amparo no es un mecanismo configurado para interpretar el alcance de los 
derechos fundamentales, sino para protegerlos frente a violaciones, de manera que no caben demandas de 
amparo cuya finalidad sea obtener una simple interpretación constitucional”, así en: “Procesos 
constitucionales”, en, Aguiar de Luque, Luís y Pérez Tremps, Pablo (dir.): Veinte años de jurisprudencia 
constitucional en…, op. cit. pág. 59. 
 
163 En este sentido, en relación con el amparo español, vide: Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 42. 
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hacen de dicho proceso, además, de constitucional, un proceso de naturaleza 
extraordinaria y subsidiaria, por un lado, y de tramitación sumaria, por el otro164. 
 
 
2.1. Proceso constitucional extraordinario 
 
Para comprender el carácter extraordinario del proceso de amparo es preciso y 
con carácter previo, remarcar nuevamente, por qué el amparo no es un proceso 
ordinario165. En efecto, no es un proceso ordinario: primero, porque no se tramita 
ante los tribunales ordinarios; segundo, porque no conoce ni resuelve las mismas 
controversias jurídicas de la jurisdicción ordinaria; tercero, porque su régimen 
procesal está sujeto a unas normas y principios procesales diferentes a los que se 
emplean en la tramitación de un proceso común166, y; por último, el proceso de 
amparo no es un proceso ordinario, porque no está sujeto a otros recursos, ni a 
otras instancias167, razón por el cual, las resoluciones dictadas por el TC –en el 
ámbito de la jurisdicción interna- son de carácter definitivo168. 
                                                 
164 No obstante, a lo largo del trabajo, como de hecho así se viene haciendo, las expresiones proceso y recurso, 
se utilizarán indistintamente. A pesar de considerar más apropiada la primera, lo cierto es que la denominación 
de “recurso de amparo” ha obtenido carta de naturaleza en la doctrina y es, por lo tanto, generalmente utilizada 
como sinónima del proceso de amparo. 
 
165 Sobre este particular, en relación con el amparo español se dice que, “el recurso de amparo no es equiparable, 
(...) a ninguno de los recursos existentes en nuestro sistema judicial; ni por su configuración legal, que ha 
quedado alejada... de la ordenación judicial, ni por su objeto, que se limita, sin posibilidad de extralimitación, a 
la tutela de derechos fundamentales y libertades públicas”, vide, Sánchez Morón, M: El recurso de amparo 
constitucional. Características actuales y crisis”, Centro de Estudios Constitucionales, 1987, pág. 26. 
 
166 Así por ejemplo, la jurisdicción constitucional en general y el proceso de amparo en particular, se sustancian 
sobre la base de los principios de “presunción de constitucionalidad” (art. 2 LTC), del “principio de 
conservación de la norma” (art. 4LTC), del principio de “sumariedad” y, entre otros, del principio de eficacia 
inmediata. Sin embargo, esta idea de peculiaridad o particularidad de los procesos constitucionales, en el 
Derecho comparado, no supone un concepto que goce del consenso por parte de la doctrina; así, por ejemplo, en 
relación con el amparo español, Ignacio Diez-Picazo, dirá que “una cosa es que las categorías procesales puedan 
necesitar en algunos casos modulaciones o matizaciones cuando son aplicadas a los procesos constitucionales y 
otra cosa es que no sirvan de base a la construcción dogmática  de los mismos. Sobre todo por lo que respecta al 
recurso de amparo”, vide, “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal 
Constitucional en recursos de amparo”, en, VV AA: Las sentencias de amparo constitucional, CEPC, Madrid, 
1996, pág. 19. 
 
167 Precisamente es este sentido, refiriéndose al amparo español, se dice que cuando el TC conoce y resuelve la 
pretensión de amparo, lo hace en “primera y única instancia” y, por consiguiente, “la denominación de recurso 
para tales casos, es a todas luces incorrecta, ya que en realidad nos encontramos ante un único proceso 
constitucional...”, vide, Gimeno Sendra, Vicente: “Naturaleza jurídica y objeto procesal del recurso de amparo”, 
en, REDC, Nº 6, Madrid, 1982, pág. 50. 
 
168 Bien es verdad que el carácter definitivo de las sentencias del TC, en la medida en que la jurisdicción 
internacional de protección de los derechos y garantías fundamentales, especialmente la Comisión y el Tribunal 
Interamericano de Derechos Humanos, tengan mayor incidencia en las jurisdicciones nacionales, seguramente el 
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Ahora bien, ¿qué implica la naturaleza extraordinaria del proceso de amparo?, 
Ciertamente, la doctrina nacional, tanto académica como jurisprudencial, poco o 
nada se han pronunciado al respecto169. Tal es así que en un intento de 
aproximación a la cuestión planteada, a lo sumo, lo que se ha llegado a decir es que 
el amparo es un proceso extraordinario, porque “su configuración procesal lo 
diferencia de los demás procesos ordinarios”170. Por su parte, el TC, tampoco es 
que haya sido del todo perspicaz ni mucho menos, así por ejemplo, en un primer 
momento se ha limitado a decir que el amparo es un mecanismo procesal de 
“naturaleza extraordinaria” y que como tal “tiene un fin específico” (STC Nº 851/00); 
más adelante, en otra de sus sentencias, dirá que el amparo es un “proceso 
constitucional de carácter extraordinario y subsidiario” (STC Nº 1261/01). Pero, sin 
embargo, en ninguna de ellas especificará por qué o cuales son los criterios que 
hacen del amparo un proceso constitucional extraordinario. 
 
De tal suerte, la jurisprudencia constitucional, es bastante heterogénea y confusa 
o poco precisa a la vez, ya que, utiliza la categoría del amparo como proceso 
extraordinario –aunque bajo la expresión de recurso extraordinario-, en dos sentidos 
no siempre idénticos: de un lado, como sinónimo de inmediatez y, de otro, en 
sentido análogo a la subsidiariedad. En el primer sentido, que es el de mayor uso, el 
TC desde sus primeras sentencias viene señalando que el amparo constitucional, 
en tanto recurso extraordinario, es un recurso de protección inmediata. Así por 
                                                                                                                                                       
concepto aquel de única instancia de los recursos constitucionales irá cambiando; aunque no menos cierto es 
que llegado el momento, también podrá decirse que la jurisdicción internacional no es ya parte de la jurisdicción 
interna y, por lo tanto, no es parte ni continuación de la jurisdicción estatal, sino otra distinta. En cualquier caso, 
sobre esto se volverá más adelante. 
 
169 Se podría decir que la concepción del amparo como proceso extraordinario, al menos en la conciencia de los 
juristas no académicos, se reduce a dos ámbitos: por una lado, en el sentido de que el amparo es extraordinario, 
porque en el plano formal o procesal las normas aplicables y el órgano competente, actúan al “margen” de las 
normas y órganos competentes respecto los procesos ordinarios y, por el otro, en el sentido de que en el plano 
sustancial o material, las resoluciones de amparo se producen también al “margen” del litigio principal, es decir, 
no resuelven la cuestión de fondo de donde deviene el amparo, esto es, que en “ningún” caso la finalidad del 
amparo es reconocer o denegar el derecho o la obligación que las partes discuten en el litigio principal. Sin 
embargo, esto, tal como se verá más adelante, no es todo lo que comprende el carácter extraordinario del 
proceso de amparo, es en todo caso, apenas la manifestación de una de sus características. Una visión general 
sobre los “recursos extraordinarios”, vide, Guasp, Jaime: Derecho Procesal Civil, Tomo II. Parte especial, 
Civitas, (2ª reemp.) Madrid, 1977, págs. 703 y ss.. 
 
170 En este sentido, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción constitucional. Procesos 
constitucionales..., op. cit. pág. 369. Aunque el mismo autor, por cierto, sin definirse con claridad si el amparo 
es un recurso o un proceso, dirá que “el amparo constitucional es un recurso extraordinario porque a través de 
él se impugna una resolución acto u omisión...”; pero, a su vez, dirá también que el amparo “es un proceso 
jurisdiccional autónomo e independiente con un régimen jurídico procesal propio.”. Íbidem. pág. 370. (las 
negrillas no corresponden al citado autor). 
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ejemplo, entre otros171, a través de la STC Nº 0344/1999, dirá que el amparo es un 
“recurso extraordinario de protección inmediata de los derechos fundamentales y las 
garantías constitucionales” y, a través de la STC Nº 0263/2001, que es más explícita 
que la anterior, el Tribunal dirá lo siguiente: 
 
“El recurso de amparo Constitucional, al ser un recurso extraordinario y subsidiario, brinda 
protección inmediata y eficaz contra los actos, omisiones o resoluciones ilegales 
emanadas de autoridades o particulares, que supriman, restrinjan o amenacen suprimir o 
restringir los derechos y garantías de las personas…”. 
 
En cambio, en el segundo sentido, esto es, en sentido análogo a la 
subsidiariedad, el Tribunal, en buena parte de sus sentencias, aunque no tantas 
como las utilizadas en el sentido anterior, empleará la categoría extraordinaria del 
amparo –erróneamente- como equivalente de una de las notas definitorias del 
principio de subsidiariedad. Así por ejemplo en una de sus primeras sentencias, la 
STC Nº 0297/1999, dirá que el amparo constitucional es “un recurso extraordinario 
no sustitutivo de otros recursos ordinarios”; del mismo modo, en una posterior 
sentencia, la STC Nº 0900/2000, dirá que al ser el recurso de amparo un recurso 
extraordinario, “no es sustitutivo de otros recursos que otorga la ley”. 
 
Sin embargo, al margen de la citada jurisprudencia del TC, convendría empezar 
por definir el significado de la expresión «extraordinario». En términos generales se 
puede decir que el término en cuestión significa, como su propio nombre lo indica, 
algo fuera de lo ordinario, es decir, fuera de lo común o, incluso, «opuestos a los 
recursos ordinarios»172. De ser así, referirse al amparo constitucional como proceso 
extraordinario, significaría que el mismo no conoce ni resuelve lo que a los procesos 
ordinarios o comunes privativamente les corresponde. Más en concreto, el amparo 
en tanto proceso extraordinario no encaja ni interfiere en las competencias propias 
de la jurisdicción ordinaria.  
 
En tal sentido, la expresión «extraordinario», en definitiva, significa que el órgano 
jurisdiccional competente que ha de conocer del recurso, no puede pronunciarse 
                                                 
171 Vide, entre otros, las SSTC Nos. 714/2004, 766/2004, 790/2004, 0081/2005, 0261/2005 y 0549/2006. 
 
172 La expresión corresponde a Pérez Tremps, Pablo, en: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 220. 
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sobre la totalidad de los elementos fácticos y jurídicos que la cuestión litigiosa 
involucra, sino sólo sobre aquellos sectores que tienen que ver con la naturaleza y 
finalidad del recurso o proceso en cuestión173. Con lo cual, el carácter extraordinario 
del proceso de amparo, implica, de un lado, el acatamiento de los respectivos 
ámbitos de actuación competencial entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción 
constitucional y, de otro, la interrelación de ambas jurisdicciones174 en la defensa de 
los derechos y garantías fundamentales175. Dicho de otro modo, tiene que ver, por 
un lado, con su peculiar ubicación y configuración procesal en el sistema 
constitucional de protección de los derechos fundamentales y, por el otro, con la 
convergencia de dos jurisdicciones en la defensa de unos mismos derechos, los 
derechos fundamentales. 
 
Ahora bien, aquella delimitación competencial y la eventual relación funcional 
entre ambas jurisdicciones con motivo del proceso de amparo, se traducen a su vez, 
en la prohibición del Tribunal Constitucional176 de inmiscuirse en las competencias 
propias de la jurisdicción ordinaria177, fundamentalmente, en dos ámbitos de 
                                                 
173 En este sentido, vide, Guasp, Jaime: Derecho Procesal Civil..., op. cit. pág. 712. 
 
174 Dichas relaciones se deben plasmar en lo que se dio en llamar “el diálogo entre los tribunales que mantienen 
criterios no acordes”; es decir, “las decisiones no pueden transformarse en un intento de ejercer potestas 
eludiendo el diálogo propio de la a argumentación jurídica, que se basa en la comprensión de los argumentos 
ajenos y en su superación mediante la propia construcción, más que en el rechazo de los argumentos de otros 
como erróneos”, en este sentido, vide, Xiol Rios, J. Antonio: “Algunas reflexiones al hilo de la ponencia de 
Ignacio Díez-Picazo «Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas en procesos 
constitucionales de amparo»”, en, VV AA: La sentencia de amparo constitucional, Centro de Estudios Políticos, 
Madrid, 1996, pág. 90-91; De otro parte, se dirá que la relación entra ambas jurisdicciones, además de necesaria, 
es posible, ya que, “no se trata de dos bloques absolutamente estancos o incomunicados entre sí, sino que cabe 
la posibilidad... de relaciones entre los mismos”, así, Salas, Javier: “El Tribunal Constitucional español y su 
competencia desde...”, op. cit. pág. 161. 
 
175 Dado que el proceso de amparo tiene por finalidad proteger derechos fundamentales y siendo que éstos 
vinculan de manera directa e inmediata a todos los poderes públicos, bien es verdad que “la interrelación 
objetiva y la necesidad de articulación entre jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional se pone de 
relieve, aún con mayor evidencia, a propósito del recurso de amparo”; en este sentido, refiriéndose al amparo 
español, Tomás y Valiente, Francisco: Escritos sobre y desde el Tribunal Constitucional, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1993, págs. 78 y ss.. 
 
176 Quepa precisar que con la denominación TC se hará referencia a todos los órganos que componen la 
jurisdicción constitucional, es decir, tanto a los jueces y tribunales de las garantías constitucionales, así como a 
los magistrados del TC. 
 
177 A este respecto, dos preceptos de la LOTC español son bastante ilustrativos: el primero, como uno de los 
requisitos del amparo frente a los jueces (art. 44.1. b) establece, “Que la violación del derecho o libertad sea 
imputable de modo inmediato y directo a una acción u omisión del órgano judicial, con independencia de los 
hechos que dieron lugar al proceso en que aquellas se produjeron, a cerca de los que, en ninguna caso, 
entrará a conocer el Tribunal Constitucional”; Por su parte, el art. 54 de la misma Ley establece lo siguiente: 
“Cuando la Sala conozca del recurso de amparo respecto de las decisiones de los Jueces y Tribunales limitará 
su función a concretar si se han violado derechos o libertades del demandante y a preservar o restablecer esos 
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actuación: a) en lo relativo a la interpretación y aplicación de la legalidad ordinaria y; 
b) en lo relativo a la valoración de los hechos y las pruebas que son o ya han sido 
objeto de los procesos ordinarios178.  
 
A partir de esos dos ámbitos generales, ya más en concreto y tomando en 
cuenta, además, las peculiaridades de su régimen jurídico y los límites inherentes al 
proceso de amparo constitucional179, se puede decir que su naturaleza 
extraordinaria se concreta en los siguientes cuatro ámbitos de interdicción: 1) la 
prohibición de entrar directamente en la interpretación de la legalidad; 2) la 
prohibición de entrar a revisar la interpretación de la legalidad ordinaria efectuada 
por los órganos judiciales; 3) la prohibición de entrar en la valoración de los hechos, 
y; 4) la prohibición de realizar una nueva valoración de las pruebas que ya han sido 
valoradas por los órganos judiciales180. 
 
1) Como bien se sabe, por su propia naturaleza, el TC no controla la violación de 
la ley, sino la violación de la Constitución, en efecto, la prohibición de entrar 
directamente en la interpretación de la legalidad ordinaria, no es sino, un límite 
inherente a su naturaleza misma, básicamente, en tanto guardián e interprete 
supremo de la Constitución y no de la ley. Límite que por cierto, así sea sólo en 
                                                                                                                                                       
derechos o libertades, y se abstendrá de cualquier otra consideración sobre la actuación de los órganos 
jurisdiccionales”. A la luz de estos preceptos cabe entender que en un proceso ordinario: a) la determinación 
del precepto aplicable; b) la interpretación de dicho precepto; c) la subsunción del supuesto de hecho, y; d) la 
valoración de las pruebas, es competencia exclusiva de la jurisdicción ordinaria, o lo que es lo mismo, pertenece 
al nivel ordinario del asunto. Sobre esto último, vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, op. cit. 
pág. 718. 
 
178 En tal sentido, Gonzáles Pérez, dirá que la jurisdicción constitucional está sujeto a limites que determinan la 
esfera de atribuciones del órgano a que está confiada, respecto de los órganos de las otras jurisdicciones”. Y, en 
efecto, el TC, al encarnar una jurisdicción especial “conocerá únicamente de cuestiones determinadas, sustraídas 
al conocimiento de la jurisdicción ordinaria”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, 
Civitas, Madrid, 1980, págs. 77 y 78. 
 
179 A propósito, dichas peculiaridades y límites del amparo devienen no sólo de sí mismo, sino también de la 
propia naturaleza del TC, cuya competencia, como bien se sabe, no sólo frente a las actuaciones judiciales, tiene 
de igual modo, ciertas peculiaridades y límites. Al respecto, puede verse, Salas, Javier: “El Tribunal 
Constitucional español y su competencia desde...”, op. cit. pág. 172. 
 
180 Al respecto, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al carácter extraordinario del amparo español, dirá que dicho 
carácter se traduce, por un lado, “en el fundamento de la acción, que vendría ser la vulneración de los derechos 
fundamentales, y por el otro, en su finalidad, cual es, garantizar esos derechos”, vide: El recurso de amparo, op. 
cit. pág. 25. (las cursivas no corresponden al texto original). Por su parte, García Murcia, Joaquín, tamben en 
relación con el amparo español, más concretamente, a la luz del art. 44.1 b) LOTC que prohíbe al TC entrar a 
conocer de los hechos que dieron lugar al proceso ordinario de donde deviene el amparo, entiende que “son tres 
las consecuencias más inmediatas”. Esas consecuencias serían: a) atenerse a los antecedentes sin poder 
modificarlos; b) no puede abordar cuestiones puramente fácticas, y; c) no revisar los hechos probados, así, en: 
“Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 718. 
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términos generales, está previsto en dos apartados del art. 116 CB181. El apartado 
III, establece que “La facultad de juzgar en la vía ordinaria, contenciosa y 
contencioso- administrativo, y de hacer ejecutar lo juzgado corresponde a la Corte 
Suprema y a los tribunales y jueces respectivos, bajo el principio de unidad 
jurisdiccional”; por su parte, el apartado IV establece que, “El control de 
constitucionalidad se ejerce por el Tribunal Constitucional” (apartado IV.). 
 
Precisamente en resguardo de dicha delimitación constitucional de 
competencias entre una y otra jurisdicción, a partir de su Sentencia Nº 1846/2004, el 
TC ha sentado jurisprudencia en el sentido de que “la interpretación de la legalidad 
ordinaria corresponde a la jurisdicción común”. En la misma línea, en una posterior 
sentencia (STC Nº 1917/2004) el TC reitera dicho “principio” en los siguientes 
términos: 
 
“...la interpretación de la legislación ordinaria corresponde a la jurisdicción común y a la 
jurisdicción constitucional le compete verificar si en la labor interpretativa se cumplieron los 
requisitos de la interpretación admitidos por el derecho y si a través de ese proceso 
interpretativo arbitrario se lesionó algún derecho fundamental”182. 
 
Siendo las cosas así, en el ejercicio de sus competencias constitucionalmente 
asignadas, en este caso, en el conocimiento y resolución del proceso de amparo, el 
TC no puede ejercer, no al menos directamente, el control de la legalidad ordinaria. 
Esto quiere decir que no puede entrar en cuestiones de legalidad ordinaria o de 
“simple” legalidad (civil, penal, laboral, etc.)183, ya que de hacerlo, estaría 
inmiscuyéndose en una función que es de competencia exclusiva de la jurisdicción 
                                                 
181 Tratándose de un texto constitucional, evidentemente, no se puede pedir que el mismo sea específico y 
mucho menos casuístico. De manera que, la implícita reclamación no va en esa dirección sino en otra, la LTC, 
más específicamente contra la regulación del amparo en la nombrada Ley. Regulación que, como ya se ha visto, 
apenas dice nada sobre el tema en cuestión y, de tal suerte, el régimen jurídico del amparo boliviano, 
ciertamente, es peculiar; pero no porque defina ni concrete el contenido específico del carácter extraordinario 
del proceso de amparo, tal como lo hace por ejemplo la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional español 
(especialmente en sus arts. 44.1.b) y 54, preceptos que ni por asomo se hallan en la ley boliviana) sino, porque 
poco o nada dice al respecto. Siendo así, o mejor dicho, en defecto de la Ley, el contenido y el significado de 
cada uno de los puntos que se acaban de señalar respecto el carácter extraordinario del amparo, se desarrollarán 
a partir de la doctrina –especialmente la española- y, por supuesto, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
 
182 Sentencias en el mismo sentido, puede verse las SSTC Nos. 1917/2004, 1971/2004, 0407/2005, 1179/2005, 
1272/2005, 0323/2006, 0340/2006, entre otros. 
 
183 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, García Murcia Joaquín: “Comentarios al art. 44”, 
op. cit. pág. 718. 
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ordinaria. Por otro lado, admitir tal circunstancia, implícitamente, supondría admitir 
que una misma pretensión, en este caso, una pretensión fundada en la legalidad 
ordinaria, pueda plantearse simultáneamente ante los tribunales ordinarios y ante el 
TC184. Extremo que, desde luego, no es para nada compatible ni con la naturaleza 
del amparo, ni con el sistema judicial-constitucional de protección de los derechos y 
garantías fundamentales.  
 
De manera que no es competencia del TC la interpretación de los preceptos de 
la legalidad ordinaria185, o lo que es lo mismo, quedan excluidos, a través del 
proceso de amparo, las impugnaciones de normas con fuerza de ley. En suma, no 
entra en la competencia del Tribunal Constitucional, interpretar los preceptos de la 
legislación ordinaria, en cuanto no entraña tal interpretación, un tema constitucional 
de necesario análisis para que dicho tribunal cumpla su función de garante supremo 
de los derechos fundamentales para los que, efectivamente, está abierto el recurso 
de amparo186. 
 
2) Por su parte, la prohibición de no entrar a revisar o valorar la interpretación de 
la legalidad ordinaria efectuada por los órganos judiciales, además de los motivos 
expuestos en el apartado anterior, en primer lugar, tiene que ver con el mutuo 
respeto que debe existir entre la jurisdicción constitucional y la jurisdicción ordinaria 
en el ejercicio de sus respectivas competencias. En principio, la regla es que, la 
interpretación de los preceptos legales en relación con los cuales caben varias 
opciones, es algo que pertenece al ámbito competencial del juez ordinario y no así 
del TC. De ahí que, al Tribunal Constitucional no le corresponde valorar la forma en 
                                                 
184 Este entendimiento se explica a su vez, en el hecho de que el amparo constitucional como proceso 
extraordinario, no es una vía alternativa a la judicial, sino, “superpuesta a ella”. En este sentido, refiriéndose al 
amparo español, Rubio Llorente, Francisco: “El recurso de amparo constitucional”, op. cit. pág. 131. 
 
185 No obstante, F. Rubio Llorente, entiende que en el Derecho español, más concretamente, en el amparo 
español, la figura procesal conocida como “autocuestión de inconstitucionalidad” (art. 55.2 LOTC), permite al 
TC ingresar directamente en la interpretación de la legalidad ordinaria; en efecto dirá que, “a través del recurso 
de amparo el Tribunal Constitucional juzga no sólo la aplicación de normas que en sí mismo o en la 
interpretación que de ella se hace son inconstitucionales, sino también las infracciones puras y simples de la 
legalidad vigente de las que deriva la violación del derecho fundamental”, así, en: El recurso de amparo 
constitucional, op. cit. pág. 143. En el mismo sentido, Pérez Tremps, Pablo: “Procesos constitucionales”, op. cit. 
pág. 60. Empero, en el derecho boliviano, dicho entendimiento no cabe, sencillamente, porque no existe el 
nombrado procedimiento de “autocuestión de inconstitucionalidad”. No obstante, sobre esto se volverá más 
adelante. 
 
186 En este sentido, refiriéndose al amparo español y apoyado en la STCE Nº 52/1982, Salas, Javier: “El 
Tribunal Constitucional español y su competencia desde...”, op. cit. pág. 173. 
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que los jueces y tribunales ordinarios interpretan y aplican las leyes, ni controlar si 
dicha aplicación ha sido o no acertada, salvo cuando al hacerlo se violen los 
derechos y garantías fundamentales187. 
 
En tal sentido, el Tribunal, a través de su Sentencia Nº 1324/2001, dijo que la 
revisión de la interpretación ordinaria, siempre que no lesione derechos y garantías 
fundamentales, “es propia de los jueces ordinarios en cualquier materia”; razón por 
el que -a través del proceso de amparo- no se puede “pretender que la jurisdicción 
constitucional juzgue los criterios interpretativos de la jurisdicción ordinaria”. La 
aplicación de una determinada disposición legal, en todo caso, “es y será el fruto de 
la respectiva interpretación que realiza el Juez o Tribunal para establecer el sentido 
de la norma”; por lo que, -concluye la sentencia- “si eventualmente ese Juez o 
Tribunal realiza una incorrecta aplicación de la norma, el Amparo Constitucional no 
es la vía para realizar una corrección de ese error” 188. 
 
La citada jurisprudencia del Tribunal189, viene a confirmar que el proceso de 
amparo no es una vía procesal adecuada para solicitar y obtener un 
pronunciamiento abstracto y genérico sobre pretensiones declarativas respecto de 
supuestos errores de interpretación de la legalidad ordinaria190; ni tampoco para 
                                                 
187 Así, Salas, Javier, siempre en relación con el amparo español, en: “El Tribunal Constitucional español y su 
competencia desde...”, op. cit. pág. 172. En el mismo sentido, se dirá que el control por el TC sobre la actuación 
de los Tribunales ordinarios, cabe, en tanto en cuanto dicho control tenga por finalidad, “rectificar la 
interpretación de normas hecha por aquellos en disconformidad con la Constitución”, vide: Tomás y Valiente, 
Francisco: Escritos sobre y desde el..., op. cit. pág. 80. Por su parte el TCE a través del AC Nº 325/1982, diría 
que: “El Tribunal Constitucional no puede sustituir el criterio judicial en la interpretación y aplicación de las 
leyes, menoscabando el contenido singular y específico de la jurisdicción ordinaria (...) convirtiéndose en una 
tercera instancia u órgano censor o revisor, ejercitando un mero control de simple legalidad” . 
 
188 Ya en una anterior sentencia, la STC Nº 1131/2000, el Tribunal había dicho lo siguiente: “(...) dentro de un 
recurso de amparo constitucional no corresponde a este Tribunal juzgar el criterio jurídico con el que el 
Tribunal de apelación, hoy recurrido, interpretó el art. 184 del Código de Procedimiento Civil para fundar su 
resolución, de hacerlo estaría saliendo del marco de su competencia para invadir otra jurisdicción, pues 
conforme al objeto del recurso de amparo corresponde verificar si los hechos ilegales denunciados restringen, 
suprimen o amenazan suprimir los derechos y garantías de los recurridos reconocidos en la Constitución y las 
leyes…”. Línea jurisprudencial que, por cierto, se mantiene invariable hasta la actualidad. 
 
189 En el mismo sentido, la STC Nº 1358/2003, dirá: “…el amparo constitucional es una acción de carácter 
tutelar, no es un recurso casacional que forme parte de las vías legales ordinarias, lo que significa que sólo se 
activa en aquellos casos en los que se supriman o restrinjan los derechos fundamentales o garantías 
constitucionales, por lo mismo no se activa para reparar supuestos actos que infringen las normas procesales o 
sustantivas, debido a una incorrecta interpretación o indebida aplicación de las mismas”. 
 
190 En este sentido, refiriéndose al amparo español, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, op. cit. 
pág. 718; pero, además, dirá que “el Tribunal Constitucional no puede entrar, en efecto, en los criterios de 
aplicación e interpretación de la ley utilizados por el Juez”, Íbidem., pág. 744. 
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corregir una interpretación judicial errónea de preceptos constitucionales que 
reconocen derechos fundamentales191, sino sólo y exclusivamente, sobre 
pretensiones dirigidas a restablecer o preservar los derechos y garantías 
fundamentales; pues, la jurisdicción del amparo, per se, no ha sido instituida para 
reparar infracciones de preceptos, sino vulneraciones de derechos y garantías a la 
luz de la Constitución192; incluso, en algunos casos, frente, o por sobre cualesquiera 
de las pretensiones ordinarias debatidas en el proceso de fondo, esto es, de donde 
deviene el amparo193. 
 
No obstante, es cierto que el Tribunal Constitucional a tiempo de conocer y 
resolver una pretensión de amparo, puede anular decisiones judiciales por 
comportar violación de los derechos y garantías fundamentales protegidos por el 
amparo o, por no haber corregido la violación perpetrada por otros órganos; pero, 
no porque se haya omitido aplicar una norma cualquiera o se haya aplicado 
incorrectamente. Además, convenga precisar que, cuando el TC ingresa en la 
revisión del procedimiento llevado a cabo por la jurisdicción ordinaria, no lo hace 
con la finalidad de revisar o corregir los eventuales errores in procedendo o in 
iudicando para luego subsanarlos él directamente, tal como sucede en los recursos 
ordinarios; en todo caso, ingresa en dicho ámbito, con la finalidad de verificar y así 
mantener el respeto y la vigencia de los derechos o garantías fundamentales 
invocados por el recurrente como violados o amenazados por el órgano judicial en 
la tramitación de un determinado proceso ordinario194. 
                                                 
191 En este sentido, la STCE Nº 114/1995, con meridiana claridad expresa que “la mera pretensión de corregir 
una interpretación judicial errónea de preceptos constitucionales que reconocen derechos fundamentales cae 
fuera de la jurisdicción constitucional del amparo”. 
 
192 Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: “Comentarios al art. 41” en: Requejo Pagés, Juan 
L. (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del…, op. cit, pág. 653. 
 
193 Desde esta perspectiva, se puede decir que el carácter extraordinario del proceso de amparo, está también 
estrechamente relacionado con su doble dimensión funcional, la objetiva y la subjetiva. Esto es así, por el hecho 
de que el proceso de amparo, permite al TC: por una lado, tutelar a la persona en el ejercicio de sus derechos 
fundamentales frente a lesiones imputables a los poderes públicos y los particulares (función subjetiva) y; por el 
otro, le permite establecer y desarrollar la interpretación de la Constitución que reconoce derechos 
fundamentales y, en general, controlar la constitucionalidad de la actuación de los poderes públicos y 
particulares. Empero, “ambas finalidades..., sólo pueden cumplirse si hay previamente una lesión concreta y 
actual de un derecho fundamental susceptible de amparo” (función objetiva). En este sentido, en relación con el 
amparo español, vide, Carrillo, Marc: “La reparación de las vulneraciones de derechos en...”, op. cit. pág. 42. 
 
194 En este sentido, en relación con el amparo español, se dirá que “No existe ningún ámbito, procesal o 
sustantivo, de la legalidad ordinaria cuya selección, interpretación y aplicación al caso por parte de los órganos 
judiciales quede excluido por razón de su materia del control constitucional…”, así, Viver i Pi-Sumper, Carles: 
“Diagnostico para una reforma”, en, Pérez Tremps, Pablo: Reforma del recurso de amparo…, op. cit. pág. 25. 
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En este sentido, el Tribunal Constitucional, por regla general, no juzga las 
infracciones puras y simples de la legalidad vigente. Aunque, excepcionalmente, sí 
puede ingresar en dicho ámbito, especialmente en aquellos supuestos donde la 
ilegalidad derive en la violación de un derecho o garantía fundamental protegible por 
el amparo195. Pero, para tal efecto, es decir, para que el TC –excepcionalmente- 
ingrese en la “revisión” de la interpretación o aplicación de la legalidad ordinaria, el 
recurrente habrá de fundamentar su recurso, en la violación de sus derechos o 
garantías protegibles por el amparo, precisamente, a raíz de un error judicial, sea 
éste, in procedendo o in iudicando196. Lo cual, sensu contrario, significa que el TC, 
no puede ingresar de oficio en dicho ámbito de actuación197, por cuanto, tal como se 
dijo, de hacerlo, estaría invadiendo las competencias propias de la jurisdicción 
ordinaria198. 
 
En el mismo orden de cosas, conviene precisar que no toda ilegalidad supone, 
automáticamente, la violación de algún derecho o garantía fundamental, puesto que, 
el hecho de que un Juez o Tribunal seleccione mal la norma aplicable o la interprete 
o aplique incorrectamente no vulnera sin más los derechos y garantías 
fundamentales199. En otras palabras, los simples errores de hecho o de 
interpretación en la aplicación de la legalidad ordinaria por parte de los jueces y 
                                                 
195 La posibilidad, excepcional, de que el TC a través del proceso de amparo pueda ingresar en el control de la 
legalidad ordinaria, se puede decir que deviene: “de la supremacía real del Tribunal Constitucional, que no tiene 
la última palabra en una determinada rama del Derecho, sino en todas, como intérprete supremo de la 
Constitución, que es la norma que da unidad al sistema y de la que todas sus ramas derivan”. En este sentido, 
vide, Rubio Llorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, en: “El recurso de amparo constitucional”, op. 
cit. pág. 132. En efecto, este mismo autor, dirá que “a través del recurso de amparo el Tribunal Constitucional 
juzga no sólo la aplicación de normas que en sí mismas o en la interpretación que de ellas se hace son 
inconstitucionales, sino también las infracciones puras y simples de legalidad vigente de las que se deriva una 
violación del derecho fundamental”. Íbidem. pág. 143. 
 
196 Dicho fundamento, según la doctrina del TC, debe entre otros argumentos, apoyarse en el quebrantamiento 
de determinados principios a los que deben ajustarse los órganos jurisdiccionales en la interpretación de la 
legalidad ordinaria, entre ellos, los de: “legalidad, seguridad jurídica, igualdad, proporcionalidad, jerarquía 
normativa y debido proceso”, por cuanto a dichos principios, –dice el TC- “se hallan vinculados todos los 
operadores jurídicos de la nación…”, así, la STC Nº 184672004. 
 
197 La prohibición de ingresar de oficio en el control de la interpretación de la legalidad ordinaria, tal como se 
verá más adelante, obedece, además, a los principios procesales que rigen el proceso de amparo, entre ellos, el 
principio de instancia de parte y el principio dispositivo, entre otros.  
 
198 En todo caso, la CSJ, es el único órgano competente para fijar la interpretación de las normas 
infraconstitucionales y actuar en consecuencia como instrumento de unificación de la doctrina que dimana de la 
jurisdicción ordinaria, “cuestiones sustraídas por el contrario al Tribunal Constitucional”. Así, respecto el 
amparo español, Rubio Llorente, Francisco, en: El recurso de amparo constitucional, op. cit. pág. 131. 
   
199 En este sentido, la STCE Nº 151/1993. 
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tribunales, no suponen, automáticamente, una violación directa de los derechos o 
garantías fundamentales que el amparo constitucional protege.  
 
En definitiva, se puede decir que el TC, excepcionalmente, sí puede ingresar en 
el control de la interpretación y aplicación de la legalidad ordinaria pero, para tal 
efecto, deben concurrir, por lo menos tres requisitos a saber: a) que el recurrente 
fundamente su pretensión, precisamente, en un error judicial, sea este in 
procedendo o in iudicando, como causa que dio lugar a la violación del derecho o 
garantía fundamental; b) que el recurrente exponga, con claridad y precisión, los 
principios y criterios interpretativos que fueron indebidamente aplicados, y; c) que el 
recurrente exponga a su vez, qué principios o valores fundamentales no fueron 
tomados en cuenta por el intérprete ordinario200. 
 
3) Respecto a la prohibición de entrar en la valoración de los hechos, cabe 
señalar que dicha prohibición es también una cuestión que tiene que ver con la 
regla de competencia, esto es, con la función que cumple el TC en el enjuiciamiento 
de los asuntos que le son propios de su jurisdicción201. En efecto, tomando en 
cuenta que, en esencia, la jurisdicción del amparo versa sobre la aplicación del 
derecho, y no sobre la determinación de los hechos202, a priori, al Tribunal tan sólo 
le compete, a través del proceso de amparo, mantener el respeto y la vigencia de 
los derechos fundamentales, a partir de una concreta lesión; pero, sin poder entrar 
en el relato o la valoración de los hechos203, o cuestiones de hecho que suscitaron 
                                                 
200 Aunque no exactamente en los términos expuestos, la STC Nº 1179/2005, prescribe que: “para que este 
Tribunal pueda cumplir con su tarea es necesario que la parte, que se considera agraviada con los resultados 
de la interpretación porque lesionan sus derechos fundamentales, exprese de manera adecuada y precisa los 
fundamentos jurídicos que sustenten su posición, fundamentos en los que deberá exponer con claridad y 
precisión los principios o criterios interpretativos que no fueron cumplidos o fueron desconocidos por el juez o 
tribunal que realizó la interpretación y consiguiente aplicación de la norma interpretada; asimismo, exponer 
qué principios fundamentales o valores supremos no fueron tomados en cuenta o fueron desconocidos por el 
intérprete al momento de desarrollar la labor interpretativa y asumir la decisión impugnada…”. 
 
201 En este sentido, García Murcia, Joaquín, en: “Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 717. 
 
202 Rubio Llorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, en: Estudios sobre…, op. cit. pág. 41. En el 
mismo sentido, a la luz del art. 44.1 b) de la LOTC español, se entiende que el amparo, por su finalidad ha de 
centrarse “en cuestiones de Derecho (interpretación y aplicación de los correspondiente pasajes 
constitucionales), sin poder adentrarse en cuestiones de hecho que quedan circunscritas al proceso ordinario”; 
así, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 717. 
 
203 Empero, quepa precisar que dicha prohibición se refiere, sólo a los hechos que se debaten o se debatieron en 
el proceso judicial ordinario de donde trae causa el amparo, es decir, involucra a aquellos hechos que motivaron 
la incoación de dicho proceso ordinario; por lo tanto, no se refiere a los hechos –actos u omisiones indebidas o 
ilegales- que derivaron en la restricción o supresión del derecho fundamental invocado por el actor de amparo. 
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el proceso judicial ordinario de donde trae causa el amparo, ya que los mismos, son 
de competencia de la jurisdicción ordinaria. 
 
Ello supone decir que, en el proceso de amparo, el Tribunal tiene que atenerse a 
los antecedentes fijados en los correspondientes actuados judiciales, sin posibilidad, 
no sólo de modificarlos ni tergiversarlos, sino también de darles una configuración o 
un sentido distintos de los que fueran atribuidos por los respectivos jueces 
ordinarios204. Lo cual significa, a su vez, que el TC no puede sustituir a los jueces 
ordinarios en la fijación de los hechos205 -debe respetar los términos del proceso del 
que trae causa el amparo-; ni tampoco puede utilizarse el proceso de amparo, para 
variar los términos del debate previo, ni para introducir conceptos o cuestiones 
nuevas en el mismo, salvo en lo que se refiere a su relieve constitucional206. 
 
En tal sentido, cabría decir, entonces, que se acude a la jurisdicción del amparo, 
no para hacer valer ante él –con fundamento en los hechos- una pretensión de 
naturaleza ordinaria, sino, para hacer prevalecer -con fundamento en la 
Constitución- una pretensión relativa al respeto y vigencia de los derechos y 
garantías fundamentales protegibles por el amparo207. 
 
 Dicha interdicción, sin embargo, tampoco significa que el Tribunal tenga una 
absoluta prohibición respecto los hechos o presupuestos fácticos del proceso de 
                                                                                                                                                       
De ahí que, en el amparo español se diga: “el conocimiento, valoración o calificación de los hechos que han 
dado lugar la proceso en el curso del cual se ha producido el acto u omisión del órgano del Poder Judicial que se 
impugna en amparo no es competencia del Tribunal Constitucional, sino competencia exclusiva de los jueces y 
tribunales ordinarios...”, así, Salas, Javier, en: “El Tribunal Constitucional español y su competencia desde...”, 
op. cit. pág. 173. 
 
204 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, 
op. cit. pág. 718. 
 
205 López, Guerra, Luís, Jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional, en la edición a cargo de Ruiz-Rico, 
Ruiz, Gerardo, La aplicación jurisdiccional de la constitución, Tirant lo blanch, Valencia, 1997, pág. 48. 
 
206 En este sentido, en relación con el amparo español, García Murcia, Joaquín, en: “Comentarios al art. 44”, op. 
cit. pág. 719. 
 
207 Precisamente en este sentido y desde un principio, el TC, sentará una línea jurisprudencial que hasta la fecha 
se mantiene en vigor. Así por ejemplo, a tiempo de resolver una demanda de amparo donde el recurrente 
pretendía que el TC le resuelva un conflicto sobre derecho de propiedad, el Tribunal dirá, “en el caso de Autos, 
existe controversia respecto del derecho propietario del terreno objeto del Recurso; en el que tienen que 
dilucidar aspectos de hecho y de derecho cuestionados recíprocamente; problemática jurídica que deberá ser 
resuelta por la autoridad competente llamada por ley”. (STC Nº 331/1.999). 
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origen208, al contrario, conocer los mismos, en determinados supuestos, podrían 
resultar, incluso, imprescindibles para resolver el amparo en cuestión209. Acaso por 
tal razón, el legislador a través de la LTC, faculta al Constitucional requerir, a los 
poderes públicos y demás entidades, tanto públicas como privadas, los 
antecedentes que estime necesarios para resolver el proceso del que conoce, en 
este caso, el proceso de amparo constitucional. 
 
Es de suponer que el Tribunal hace uso de dicha facultad, esto es, conoce los 
hechos y antecedentes del proceso de origen, sólo excepcionalmente210 y, además, 
no con la finalidad de revisarlos y pronunciarse sobre ellos y así, denegar o dar 
satisfacción a la pretensión discutida por las partes en el referido proceso ordinario 
o de origen211; sino, para tomar conciencia del problema de fondo, esto es, para 
verificar el contexto en que se ha producido la supuesta vulneración del derecho 
fundamental y así, si corresponde, dar respuesta a la pretensión de amparo212. 
 
Dicha posibilidad de intervención, o lo que es lo mismo, los supuestos en los que 
el conocimiento de los hechos resulta imprescindible para la resolución de 
                                                 
208 Al respecto y en relación con el amparo español, vide, García Murcia, Joaquín, en: “Comentarios al art. 44”, 
op. cit. pág. 719. 
 
209 En este sentido, por ejemplo, refiriéndose al amparo español, se dirá que “para valorar si ha habido lesión a 
la presunción de inocencia, es necesario examinar los hechos; para determinara si una sentencia sobre el fondo 
está suficiente y razonablemente motivada es necesario que el Tribunal Constitucional conozca esa 
interpretación y aplicación”, así, Bustos Gisbert, Rafael: “¿Está agotado el modelo de recurso de amparo 
diseñado en la Constitución española?”, en: Teoría y Realidad Constitucional, Nº 4, 1.999, pág. 279-281. 
 
210 Esta facultad, halla sustento legal en el art. 45 de la LTC, cuyo texto establece lo siguiente: “El Tribunal 
Constitucional podrá requerir de los poderes públicos y de los  órganos de la administración pública o 
municipal, Universidades, así como de las personas naturales o jurídicas no estatales y de las privadas que 
ejerzan funciones de administración por delegación estatal la remisión de fotocopias debidamente legalizadas 
de documentos, informes y expedientes relativos a la norma o acto que origine el procedimiento constitucional, 
lo que se hará efectivo en el plazo que fije el Tribunal”. 
 
211 Al respecto, en relación con el amparo español se dirá que “En estos casos el Tribunal Constitucional no 
realiza un enjuiciamiento fáctico, no declara probado o no probado tal o cual hecho, sino que se limita a declarar 
que la apreciación fáctica realizada por el tribunal ordinario vulneró un derecho fundamental”, así, Diez-Picazo 
Jiménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal 
Constitucional en recursos de amparo”, en, AA VV: La sentencia de amparo constitucional, CEPC, Madrid, 
1996, pág. 23. En el caso boliviano, internan supuestos de este tipo, las “polémicas” Sentencias Nº 663/2004 y 
664/2004; en ellas, el Tribunal, para resolver la cuestión de fondo ha tenido que entrar en la valoración de los 
hechos que dieron lugar al proceso ordinario del que derivaba el amparo en cuestión. 
 
212 Precisamente en este sentido, la STCE Nº 46/1982, señalaría lo siguiente: “la referida prohibición de 
conocer de tales hechos, concierne a la acepción técnico procesal de este vocablo que alude a la atribución de 
competencia, ya que, no se trata de prohibición de conocimiento en el sentido de ilustración o análisis reflexivo 
de los antecedentes que pueden resultar positivos e incluso necesarios para fundar la resolución”. 
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determinados amparos, siguiendo a García Murcia, J.213, mostrarían toda su 
virtualidad, en tres grandes supuestos: a) en aquellos casos en que la pretensión 
constitucional va inescindiblemente unida a la de carácter ordinario, como ocurre 
con frecuencia en el terreno penal o, en general, en la aplicación de normas 
sancionadoras o restrictivas de derechos fundamentales; b) en aquellos supuestos 
en que se discute acerca del alcance o los efectos de derechos típicamente 
personales –como la intimidad, el honor o la libertad de expresión entre otros-, en 
los que se requiere una cuidadosa valoración casuística, para determinar si en las 
circunstancias reflejadas en el relato de hechos se ha de entender vulnerado o no el 
correspondiente derecho, y; c) en los litigios sobre discriminación, en los que la 
decisión final depende en gran medida del panorama que se desprende de los 
hechos que dieron lugar a la eventual lesión alegada. 
 
Pero aun en estos supuestos, por principio procesal-constitucional de “instancia 
de parte” que rige los procesos constitucionales, el TC, a priori, no tendría que hacer 
uso, sin más, de la facultad que la ley le otorga. En todo caso, para romper dicho 
principio así como su incompetencia respecto los hechos del proceso ordinario del 
que trae causa el amparo, convendría que el Tribunal haga uso de dicha facultad: 
por un lado, sólo en aquellos amparos donde el recurrente alegue de manera 
expresa, que la violación del derecho fundamental se ha producido en la incorrecta 
y/o arbitraria apreciación de aquellos hechos214 y; por el otro, que el mismo 
recurrente acompañe en calidad de prueba, dichos antecedentes a su demanda, o 
en su defecto, anuncie el lugar y la autoridad depositaria de los mismos215. En tales 
supuestos, el TC para requerir dichos antecedentes, no sólo estaría facultado por la 
ley (art. 45 LTC) sino, incluso, obligado por las propias características del amparo. 
                                                 
213 Así, en relación con el amparo español, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 720. 
 
214 En este sentido, refiriéndose al amparo español, se dice que “ciertamente, ese eventual conocimiento de los 
hechos por parte del Tribunal Constitucional debe calibrarse con cuidado, por tratarse de un terreno que en 
principio es impracticable para la jurisprudencia constitucional. Pero es indudable que la cuestión alcanza 
relieve constitucional cuando se imputa la Juez, precisamente, una actuación relacionada con los hechos que 
puede ser lesiva del derecho fundamental invocado”, vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al art. 44”, op. 
cit. pág. 720. 
 
215 Donde la situación cambia, es en aquellos supuestos donde el recurrente no pone de manifiesto la incorrecta 
valoración de los hechos como causa de la lesión de sus derechos, pero que, sin embargo, el TC, para resolver el 
amparo, considera imprescindibles entrar en el conocimiento de esos hechos. En tales supuestos, el TC, 
excepcionalmente, tendría que hacer uso de la facultad que la ley le otorga para tal efecto (art. 45 LTC), pero, 
siempre en la medida de lo imprescindible para resolver el asunto desde la perspectiva constitucional y no así, 
desde la perspectiva de tales hechos. 
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4) En lo que respecta a la prohibición de realizar una nueva valoración de las 
pruebas que ya han sido valoradas por los órganos judiciales, del mismo modo, 
cabe decir que el proceso de amparo, en tanto competencia del TC y, en tanto 
proceso que versa sobre la aplicación del Derecho, no es un proceso que sirva para 
la revisión de los actos probatorios efectuados por los órganos judiciales. En efecto, 
el Tribunal, a través del amparo, no puede sustituir el criterio valorativo o 
ponderativo de los órganos judiciales, en la apreciación de las pruebas practicadas 
dentro del proceso previo; salvo que el Juez o Tribunal “denunciado” en amparo 
extraiga de los hechos probados, consecuencias jurídicas desproporcionadas, 
injustificadas o irrazonables, que por ello mismo podrían suponer vulneración de un 
determinado derecho o garantía fundamental protegido por el amparo216. 
 
Sin embargo, dicha interdicción respecto la actividad o el material probatorio, 
tampoco debe verse como una restricción absoluta para el TC, ya que, 
excepcionalmente, en determinados supuestos, también habrá necesidad de su 
“revaloración”. La excepcionalidad de esta interdicción, tiene una mayor incidencia, 
en materia penal y, fundamentalmente, en relación con la presunción de inocencia. 
En tales supuestos, el TC se halla poco menos que obligado ha comprobar si la 
respuesta judicial impugnada se fundamenta en las pruebas practicadas o es 
sencillamente infundada, irrazonable o arbitraria. En el mismo orden, también puede 
comprobar si la resolución judicial cuenta con la necesaria motivación, en la 
valoración o consideración de las pruebas, o si hubo o no la suficiente actividad 
probatoria para la exigencia del derecho presuntamente lesionado217. 
 
En efecto, la LTC (art. 44), de igual modo faculta al TC, para exigir se practiquen 
nuevas pruebas. En concreto, el precepto en cuestión establece que el Tribunal 
Constitucional cuando estime necesario para emitir criterio, “podrá disponer la 
                                                 
216 Al respecto, refiriéndose al amparo español, frente a actos lesivos de los derechos fundamentales 
provenientes de los órganos judiciales regulada por el art. 44.1 y 56 de la LOTC español, se dirá que dichos 
preceptos: “exigen que el Tribunal Constitucional deba admitir los hechos probados, limitándose a juzgar sobre 
si el órgano judicial respetó o violó los derechos protegidos por el recurso de amparo”, vide, Pérez Tremps, 
Pablo: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 233. 
 
217 Estos supuestos han sido admitidos y practicados por el TCE (Sentencias 7/1993 y 174/1985). Con apoyo, 
precisamente, en dicha jurisprudencia, García Murcia, Joaquín, entiende que, el TC, puede: “examinar si la 
actividad probatoria desplegada fue o no correcta desde el punto de vista del derecho a la tutela judicial efectiva, 
del artículo 24 de la Constitución –española-, terreno éste en el que, como es fácil de comprender, la 
jurisdicción constitucional ve ampliadas considerablemente sus posibilidades de acción, por estar en juego, de 
manera directa e inmediata ese derecho fundamental, vide: “Comentarios al art. 44”, op. cit, pág. 721. 
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producción de prueba complementaria, estableciendo la forma y el tiempo en la que 
ésta deberá ser producida”. Sin embargo, ha de entenderse que este precepto se 
está refiriendo a la producción de pruebas complementarias y necesarias para emitir 
criterio respeto del proceso de amparo que conoce y no así, respecto de las 
pruebas del proceso de fondo. No obstante, en aquellos supuestos donde, a criterio 
del Tribunal, el juez ordinario ha desconocido o impedido la práctica de 
determinadas pruebas que eran imprescindibles para la “justa” resolución del 
proceso ordinario, el garante supremo de los derechos fundamentales podrá 
ordenar, al juez de la causa, practicar dichas pruebas; pero, en ningún caso, el 
Constitucional podrá practicarlas directamente él, ya que de hacerlo, estaría 
usurpando unas competencias que corresponden, con carácter de exclusividad, a la 
jurisdicción ordinaria. 
 
En tal sentido, se puede decir que el Tribunal Constitucional, de un tiempo a esta 
parte, ha venido construyendo una línea jurisprudencial bastante ilustrativa, 
fundamentalmente a partir de su Sentencia Nº 577/2002, donde dijo que “la facultad 
de valoración de la prueba aportada corresponde privativamente a los órganos 
jurisdiccionales ordinarios...”; A partir de este entendimiento, en sus posteriores 
sentencias el Tribunal sería aun más explícito: 
 
“(…) la facultad de valoración de la prueba aportada corresponde privativamente a los 
órganos jurisdiccionales ordinarios, por lo que el Tribunal Constitucional no puede 
pronunciarse sobre cuestiones que son de exclusiva competencia de aquellos, y menos 
atribuirse la facultad de revisar la valoración de la prueba que hubieren efectuado las 
autoridades judiciales competentes”218. 
 
Así pues, el proceso de amparo, en definitiva, no es un mecanismo jurisdiccional 
que haya sido instituido para “revisar decisiones judiciales adoptadas por Tribunales 
y Jueces competentes en ejercicio de la jurisdicción que les atribuye la ley...” (STC 
Nº 960/00); salvo en aquellos supuestos donde la violación de los derechos 
fundamentales susceptibles de amparo sea imputable, precisamente, a una decisión 
                                                 
218 Manteniendo la misma línea jurisprudencial (SSTC Nos. 1223/2002, 0628/2003, 1062/2003, 1293/2003, 
1734/2003 y 1901/2004), en una de sus últimas sentencias, la STC Nº 0654/2006, el TC, una vez más, insistirá 
en el sentido de que el recurrente no puede pretender que a través de un recurso extraordinario como es el 
amparo constitucional, “se ingrese nuevamente a examinar y valorar la prueba aportada”; ya que, –concluye 
la sentencia- “dicho aspecto, -valoración de la prueba- no le está permitido ni al Tribunal de Garantías 
Constitucionales ni al propio Tribunal Constitucional”. 
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judicial. Pues por definición, la finalidad del recurso de amparo y por ende del TC en 
tanto órgano competente, no es valorar o revalorar las actuaciones judiciales en 
relación con los procesos ordinarios219, sino, salvaguardar el libre ejercicio de los 
derechos y garantías fundamentales. 
 
Si el Tribunal se erigiese en fiscalizador a ultranza de las decisiones judiciales 
convirtiéndose en una nueva instancia revisora de aquellas, sin freno ni límite 
alguno, no se conseguiría otra cosa que socavar gratuitamente la confianza que los 
justiciables han de tener en los Tribunales ordinarios y la eficacia de la propia 
actividad judicial220; además, de poner en juego la supervivencia del sistema 
mismo221. Lo cual, en otras palabras, supone decir que el Tribunal Constitucional es 
insustituible en su función de supremo interprete de la Constitución, pero no así en 
la tutela subjetiva de los derechos fundamentales. Dicho esto y ya para concluir con 
este apartado, pareciera ser que el carácter extraordinario del proceso de amparo, 
al menos a la luz de los cuatro ámbitos de interdicción ya expuestos, lo que pone de 
manifiesto es que la jurisdicción del amparo en tanto jurisdicción extraordinaria, no 
puede ocuparse de lo que privativamente corresponde a la jurisdicción ordinaria222. 
 
 
2.2. Proceso constitucional subsidiario 
 
En los sistemas de control concentrado de constitucionalidad (Alemania, 
España, Perú, Colombia entre otros), como bien se sabe, la protección de los 
                                                 
219 En todo caso, la revisión de dichas actuaciones en los cuatro ámbitos señalados, es propia de la jurisdicción 
ordinaria, más específicamente, de los Jueces y Tribunales que conocen de los diferentes recursos ordinarios y 
extraordinarios. Precisamente en este sentido, el articulo 15 de la Ley de Organización Judicial (LOJ), dispone: 
“Los tribunales y jueces de alzada en relación con los de primera instancia y los de casación respecto de 
aquellos, están obligados a revisar los procesos de oficio, a tiempo de conocer una causa, si los jueces y 
funcionarios observaron los plazos y leyes que norman la tramitación y conclusión de los procesos, para 
aplicar en su caso las sanciones pertinentes”. (La LOJ en el Derecho boliviano, en el Derecho español vendría 
a ser la Ley Orgánica del Poder Judicial). 
 
220 En este sentido, Salas, Javier, en relación con el amparo español, en: “El Tribunal Constitucional español y 
su competencia desde...”, op. cit. pág. 170. 
 
221 Garro Vargas, Anamari: “El debate sobre la reforma del recurso de amparo en España. Análisis de algunas de 
las propuestas a la luz de la Constitución”, en REDC, Nº 76, Madrid, 2006, págs. 24. 
 
222 En este sentido, en relación con el amparo español, se dirá que “la intervención del TC en defensa de los 
derechos y garantías fundamentales sólo tendrá sentido como remedio excepcional y extraordinario, cuando 
hubieren fallado los procesos ante los Tribunales ordinarios”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 281. 
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derechos y garantías fundamentales, es una función compartida por los órganos de 
la jurisdicción ordinaria y por el Tribunal Constitucional223. Por ende, en los referidos 
sistemas de justicia constitucional, la labor de garantizar el respeto y la vigencia de 
los derechos y garantías fundamentales, es una función que requiere del espíritu de 
colaboración y la interacción funcional entre ambas jurisdicciones. 
 
Pues, como se tiene dicho, una jurisdicción constitucional orgánica y 
funcionalmente aislada de la jurisdicción ordinaria y reducida al control de 
constitucionalidad de los enunciados legales, no puede garantizar en modo alguno 
la vigencia real de la Constitución224; ni una jurisdicción ordinaria alejada de doctrina 
constitucional vinculante del TC, o lo que es lo mismo, alejada de la interpretación 
constitucional de los derechos fundamentales que el Tribunal realiza con motivo del 
amparo, aunque no sólo de éste, tampoco puede contribuir con eficacia a dicho 
cometido225. 
 
En ese contexto, se puede decir que el proceso de amparo, se constituye, 
aunque no siempre, en el principal mecanismo integrador y de búsqueda 
permanente de diálogo entre ambas jurisdicciones226, ya que es el mecanismo 
jurisdiccional por antonomasia que permite a ambas jurisdicciones interactuar con 
un mismo fin, cual es, la protección los derechos y garantías fundamentales227.  Es 
más, podría decirse que no sólo interactúan sino que se complementan. 
                                                 
223 Al respecto, puede verse, Cordón Moreno, Faustino: El proceso de amparo constitucional, La Ley, 2ª 
edición, Madrid, 1992, págs. 13 y ss.. 
 
224 Así, Rubio Llorente, Francisco, en: Estudios sobre jurisdicción constitucional…, op. cit. pág. 156. 
 
225 De ahí que se diga que, “por principio de subsidiariedad los dos sistemas conforman el denominado sistema 
mixto de jurisdicción constitucional (difusa y concentrada), según el cual, en materia de derechos 
fundamentales, ostentan los juzgados y tribunales ordinarios la primera palabra, en tanto que al Tribunal 
Constitucional le asiste la última”, así, Gimeno, Sendra, V. y Morenilla, Allard, P.: Los proceso de amparo. 
Civil, Penal, Administrativo, Laboral, Constitucional y Europeo, Colex, Madrid, 2003, pág. 21; En el mismo 
sentido, Cruz Villalón, P. en: “El recurso de amparo constitucional...”, op. cit. pág. 119, y, también en, “Sobre el 
amparo”, REDC, Nº 41. Madrid, 1.994, pág. 11; De igual modo, Diez-Picazo, L. M., en: “Dificultades prácticas 
y significado constitucional del recurso de amparo”, REDC, Nº 40, Madrid, 1.994, pág. 14. Todos en relación 
con el amparo español. 
 
226 Como bien se sabe, no obstante, el amparo es también el principal mecanismo generador de tensiones entre 
ambas jurisdicciones. Pero sobre eso se volverá más adelante. 
 
227 En este sentido, refiriéndose al amparo español como competencia del TC de este país, se dirá que “dicha 
competencia por parte de la jurisdicción constitucional supone una necesaria interrelación entre ésta y la 
jurisdicción ordinaria”, vide, Pérez Tremps, Pablo: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 218. 
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 Tanto la interacción como la complementariedad de ambas jurisdicciones, en la 
protección de los derechos fundamentales, es una exigencia del principio de 
subsidiariedad que rige el proceso de amparo. En efecto, la interacción, presupone 
la intervención escalonada de ambas jurisdicciones, es decir, el segundo, en este 
caso, la jurisdicción constitucional, sólo puede pronunciarse cuando el primero, la 
jurisdicción ordinaria, haya tenido la misma posibilidad de hacerlo previamente. En 
cambio, la complementariedad, presupone la actuación de amabas jurisdicciones, 
en la consecución de un mismo fin, la protección de los derechos fundamentales; 
actividad que habrán de desarrollar, en el estricto marco de sus respectivos ámbitos 
de actuación228, es decir, sin invadir ni superponerse en las competencias que les 
han sido legalmente encomendadas. 
 
Es precisamente en ese entendido, que en la mayor parte de los ordenamientos 
jurídicos que han incorporado el proceso de amparo o, un mecanismo similar de 
protección de los derechos y garantías fundamentales, la subsidiariedad del amparo 
viene a ser el común denominador, y como tal, uno de los signos que marcan 
decisivamente su configuración procesal229. Este es el caso, por ejemplo, de los 
ordenamientos alemán y español y, por supuesto, tal como se verá a continuación, 
del caso particular boliviano. 
 
Pero antes de ingresar en ello, quepa dejar constancia de que la caracterización 
del amparo como subsidiario, es una construcción puramente doctrinal –de orden 
académico y jurisprudencial- y no así legislativa230. Tal es así, que en el Derecho 
comparado, no existe ordenamiento jurídico que instituya el amparo, seguido del 
“adjetivo” subsidiario231; por lo tanto, el caso particular boliviano, no es la excepción 
                                                 
228 Así por ejemplo, la referida primera palabra de los jueces ordinarios, las deben emitir en el ejercicio de sus 
competencias “naturales”, o sea, con motivo de la tramitación de los procesos ordinarios en cada orden 
jurisdiccional, llámese: civil, penal, laboral, administrativo o militar. En este sentido, vide, Pérez Tremps, Pablo, 
refiriéndose al sistema español, en: “Comentarios al art. 41”, en, Requejo Pagés, Juan L.: (coord.) Comentarios 
a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Tribunal Constitucional/BOE, Madrid, 2001, pág. 646. 
 
229 Así, Alberti Rovira, Enoch, refiriéndose al amparo español, en: “El recurso de amparo constitucional...”, op. 
cit. pág. 128. 
 
230 Como se verá en las páginas siguientes, en la experiencia boliviana, a priori, se puede decir que es la práctica 
del Tribunal Constitucional a través de su doctrina, la que está haciendo del proceso de amparo constitucional, 
un proceso verdaderamente de naturaleza subsidiaria. 
 
231 Al respecto, F. Rubio Llorente, en relación con la subsidiariedad del amparo español, dirá lo siguiente: “no 
sabría decir si el concepto, que desde luego es de origen doctrinal..., surge espontáneamente en España, o lo 
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ni mucho menos, ya que, la Constitución, en la segunda parte del apartado IV, de su 
artículo 19, configura la subsidiariedad del amparo constitucional, en los siguientes 
términos: 
 
“(...) La autoridad judicial examinará la competencia del funcionario o los actos del 
particular y, encontrando cierta y efectiva la denuncia, concederá el amparo solicitado 
siempre que no hubiere otro medio o recurso para la protección inmediata de los derechos 
y garantías restringidos, suprimidos y amenazados...”232. 
 
Como se puede advertir, tanto la Constitución como la LTC, establecen la 
subsidiariedad del amparo, en términos bastante generales y, en principio, como si 
se tratase de un requisito procesal para la estimación del amparo233. Sin embargo, 
dicha falta de precisión, no se da sólo en el derecho boliviano, sino en el Derecho 
comparado en general. Tal es así que la subsidiariedad del amparo, en los 
diferentes ordenamientos, aparece instituida, tanto por el Constituyente como por el 
legislador ordinario, también de diferentes maneras234. A propósito, probablemente, 
sea esa distinta configuración constitucional, la explique el hecho de que en la 
doctrina comparada aún no terminen de ponerse de acuerdo sobre el concepto de la 
                                                                                                                                                       
recibe nuestro Tribunal, como muchos otros, de la doctrina alemana en la que, al parecer se origina en una nota 
de pie de Zweigert”, así, en: “El recurso de amparo constitucional” op. cit. pág. 136. 
 
232 Prácticamente en los mismos términos, la LTC en su artículo 94 establece que “Procederá el recurso de 
amparo constitucional, contra toda resolución, acto u omisión indebida de autoridad o funcionario, siempre 
que no hubiere otro medio o recurso para la protección inmediata de los derechos y garantías...”. En relación 
con el citado precepto constitucional, el TC dirá: “El art. 19.IV de la CPE establece que se (...) concederá el 
amparo siempre que no hubiere otro medio o recurso legal para la protección inmediata de los derechos y 
garantías restringidos, suprimidos o amenazados (...), formulación general de la cual se desprende que el 
recurso de amparo se constituye en un instrumento subsidiario y supletorio en la protección de los derechos 
fundamentales; subsidiario porque no es posible utilizarlo si es que previamente no se agotó la vía ordinaria de 
defensa y supletorio porque viene a reparar y reponer las deficiencias de esa vía ordinaria”, así, la STC Nº 
374/2002; en la misma línea, las SSTC Nos. 106/2003, 552/2003, 1089/2003 y 1388/2005. 
 
233 En si, la prescripción constitucional, sensu contrario, lo que viene a decir es que, si la autoridad judicial, 
luego de haber verificado la competencia del funcionario o los actos del particular y, no obstante, de encontrar 
cierta y efectiva la denuncia, en caso de advertir la existencia de un medio o recurso legal pendiente para la 
protección inmediata del derecho o garantía invocada por el recurrente, dicha autoridad no concederá el amparo 
solicitado. Empero, tal como se verá a continuación, la subsidiariedad del amparo, no es sólo eso, es decir, no se 
puede reducir, únicamente, a un mero requisito procesal, ya que, como se verá, es algo más que eso. 
 
234 Así por ejemplo, en relación con la subsidiariedad del amparo español, la doctrina mayoritaria entiende que 
dicha subsidiariedad del amparo viene configurada por la expresión “en su caso” que utiliza el artículo 53 de la 
CE. Así entre otros, Rubio Llorente, Francisco, en: “El recurso de amparo constitucional” op. cit. pág. 135; 
Alberti Rovira, Enoch, en: “El recurso de amparo constitucional...”, op. cit. pág. 129; Cordón Moreno, Faustino: 
El proceso de amparo constitucional, op. cit. pág. 65 y ss. Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “El articulo 53.2 de 
la Constitución: Interpretación y alternativas de desarrollo”, en, De la Oliva Santos, Andrés y Diez-Picazo 
Giménez, Ignacio: Tribunal Constitucional, Jurisdicción ordinaria y derechos fundamentales, McGraw Hill, 
Madrid, 1996, págs. 191 y ss.; Jiménez Campo, Javier: Derechos Fundamentales. Concepto y garantías, Trota, 
Madrid, 1.999, págs. 115 y ss.. 
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subsidiariedad del amparo, especialmente, sobre su significado, sus límites y su 
proyección no sólo procesal sino incluso, sustantiva. 
 
En otras palabras, si bien es cierto que en todos aquellos ordenamientos donde 
existe el amparo, la subsidiariedad es una de sus notas distintivas, no menos cierto 
es que, no en todos ellos tiene el mismo significado, es decir, no hay un concepto 
unívoco aplicable para todos los ordenamientos ni mucho menos. De ahí que se 
diga que, el concepto de subsidiariedad del amparo, es un concepto “poco 
construido”235; un concepto que todavía es motivo de debate y por lo tanto, un 
concepto inacabado. Con todo ello, sin embargo, al tenor de la doctrina más 
autorizada236, la subsidiariedad del proceso de amparo, en términos generales, 
presupone el agotamiento previo y obligatorio de todos los medios de impugnación 
que la ley prescribe. 
 
Lo dicho, ya con mayor amplitud, significa que la persona titular de un derecho o 
garantía fundamental237, frente a la restricción o supresión de sus derechos o 
garantías, debe, en primer lugar, acudir a la autoridad judicial o administrativa 
competente, en demanda de que se respeten o, en su caso, se restablezcan sus 
derechos y garantías vulnerados; si no obtuviere de él la tutela, habrá de reproducir 
su pretensión ante el tribunal o autoridad jerárquicamente superior hasta agotar 
todos los medios de impugnación expresamente establecidos por ley en sede 
ordinaria o administrativa; pero, de persistir las violaciones, es decir, cuando su 
petición de restablecimiento del derecho o garantía fundamental vulnerado no fuere 
                                                 
235 La expresión corresponde a Rubio Llorente, Francisco, en: “El recurso de amparo constitucional” op. cit. 
pág. 136. El autor agrega, además, “que el concepto de subsidiariedad, como todo concepto comodín, tiene 
límites tan imprecisos que resulta resistente a toda crítica”. Íbidem., pág. 137. 
 
236 Entre la doctrina boliviana, vide, Rivera Santibáñez, J., Antonio: Jurisdicción constitucional. Proceso 
constitucionales..., op cit. pág. 370 y ss.; Durán Ribera, Willman: Las líneas jurisprudenciales básicas…, op. 
cit. pág. 31; Arce Zaconeta Héctor E.: Recursos constitucionales en..., op. cit. pág. 39. En la doctrina española, 
con alguna excepción, tal como se verá en las siguientes páginas, prácticamente, todos los autores especialistas 
en la materia coinciden en el mismo concepto. Precisamente por tal razón, uno de los autores dirá que en 
España, “nadie ha criticado el hecho de que se haya partido de esa noción puramente doctrinal para deducir de 
allá requisitos que la ley no impone expresamente”, así, Rubio Llorente, Francisco, en: “El recurso de amparo 
constitucional” op. cit. pág. 136; A propósito, una relación sucinta de la doctrina especializada en la materia, 
puede verse en, Fraile Ortiz, María: “Anexos, 1. Bibliografía”, en, Pérez Tremps, Pablo (coord.): La reforma del 
recurso de amparo, op. cit. págs. 297-310. 
 
237 Esta expresión «persona titular», a pesar de ser inapropiado, incluye, además, al Ministerio Público y al 
Defensor del Pueblo, quienes, como bien se sabe, están legitimados para promover el proceso de amparo. 
Constitucional. 
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atendida eficazmente por el órgano judicial o ente administrativo, entonces, sólo 
entonces, estará facultado para recurrir en amparo ante el TC238. 
 
En la línea de dicho entendimiento, el TC, desde sus primeras sentencias, viene 
configurando el carácter subsidiario del amparo en términos, puede decirse, mucho 
más razonables y con una proyección tanto el lo estrictamente procesal como en lo 
sustantivo. Así, por ejemplo, entre otras sentencias, una de las primeras en este 
sentido, la STC Nº 327/2001, establecerá que el amparo constitucional “sólo puede 
ser interpuesto cuando se han agotado todos los recursos o cuando el que franquea 
la Ley no presta con inmediatez y efectividad la protección requerida ante un daño 
inminente e irreparable”; en el mismo sentido la STC Nº 945/01, señalará que “el 
Amparo no puede ser utilizado en forma alternativa o en sustitución de los Recursos 
que la Ley confiere a las partes para hacer valer sus derechos”239. 
 
Ahora bien, a partir del referido razonamiento y la concepción mayoritaria de la 
doctrina, el mismo que goza de una aceptación generalizada, a priori, cabría decir 
que la regla de subsidiariedad del proceso de amparo, implica, por lo menos, dos 
cuestiones: a) que la jurisdicción de amparo no puede ocuparse, de lo que puede 
resolver con eficacia la jurisdicción ordinaria240, y; b) que la subsidiariedad es un 
límite procesal que impide al TC ejercer, de manera directa e inmediata, su función 
de supremo guardián de los derechos y garantías fundamentales. Empero, ambas 
cuestiones, como toda regla, no son compartimentos estancos, tienen sus excep-
ciones241, razón por el que, en determinados supuestos pueden ser abandonados. 
 
                                                 
238 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, dirá que la subsidiariedad, hace del 
amparo, “una garantía última en el orden jurídico interno”, en: El recurso de amparo..., op. cit. pág. 25. 
 
239 En otra de sus sentencias, (STC Nº 492/2003) esta vez, refiriéndose a la subsidiariedad frente a los 
particulares, el TC dirá: “el recurso de amparo constitucional tiene naturaleza subsidiaria, en cuanto es viable 
en la medida en que no hubiere otro medio o recurso legal para la protección inmediata de los derechos y 
garantías restringidos, suprimidos o amenazados, es decir, que para la procedencia de este recurso 
extraordinario, (...) el recurrente debe utilizar cuanto recurso le franquee la ley, sea ante la autoridad o 
persona que lesionó su derecho o ante la instancia superior a la misma en caso que se trate de autoridad y, en 
el caso de particulares, acudir ante la autoridad que conforme a la naturaleza del acto ilegal u omisión 
indebida le pueda otorgar protección inmediata". En la misma línea, las SSTC Nos. 703/2004, 1277/2003, 
770/2003 y 635/2003, entre otros. 
 
240 Sólo a los efectos de este trabajo, nuevamente, convenga reiterar que la expresión jurisdicción ordinaria, a 
pesar de su impropiedad, engloba, además, a las diferentes instancias administrativas. 
 
241 Sobre las excepciones en relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: “Tribunal 
Constitucional, Juez ordinario y...”, op. cit. pág.  191. 
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a) En relación con la primera cuestión, hay que decir que la subsidiariedad del 
proceso de amparo presupone la necesidad de que haya una determinada 
secuencia en la intervención de las distintas instancias decisorias de manera que no 
haya de ocuparse la superior de lo que puede resolver con eficacia la inferior242. En 
efecto, el ciudadano sólo podrá acceder al TC después de haber agotado las 
correspondientes vías judiciales o administrativas, en las que normalmente, si existe 
vía impugnatoria para ello, podrá obtener la tutela del derecho fundamental243. Pero, 
si en la referida sede ordinaria o administrativa el afectado no obtuviese el remedio 
suficiente a la vulneración de sus derechos y garantías fundamentales, estará 
legitimado, entonces, para acudir en amparo ante el Tribunal Constitucional244. 
 
En tal sentido, como primer apunte, cabría decir que el carácter subsidiario del 
proceso de amparo, hace del mismo, un medio de “reclamación” en defecto de la 
jurisdicción ordinaria245 y administrativa; de donde, sin que dicha jurisdicción o la vía 
administrativa se hayan pronunciado, o mejor dicho, sin haberles dado la 
oportunidad a las instancias previas de pronunciarse sobre la pretensión del 
recurrente en el amparo, la jurisdicción constitucional no puede pronunciarse al 
respecto246. Así las cosas, admitir lo contrario, significaría privarle a las instancias 
judiciales o administrativas de sus competencias “naturales”, que entre otras, son 
también, como ya se dijo, velar de manera directa e inmediata por el respeto y la 
vigencia de los derechos y garantías constitucionales247. 
                                                 
242 Rubio Llorente, Francisco, refiriéndose a la subsidiariedad del amparo español, en: Estudios sobre…, op. cit. 
pág. 38. 
 
243 Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, Miguel, en relación con la subsidiariedad del amparo español, en: 
“Jurisdicción y justicia constitucionales”, op. cit. pág. 230. 
 
244 En este sentido, entre otros, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo constitucional, op. cit. pág. 26; 
Alberti Rovira, Enoch: “El recurso de amparo constitucional...”, op. cit. pág. 129. Ambos, refiriéndose a la 
subsidiariedad del amparo español. 
 
245 Lo dicho, sensu contrario, quiere decir que si la jurisdicción ordinaria protege con eficacia los derechos 
fundamentales, no hay o, ya no habrá necesidad de acudir en amparo ante el TC. En tales supuestos, se dice que 
el proceso de amparo, además de subsidiario, será “eventual”, así, refiriéndose al amparo español, Cruz, 
Villalón, Pedro: “Sobre el amparo”, en, REDC, Nº 41, Madrid, 1.994, pág. 12.  
 
246 Precisamente en este sentido, se dice que, “la intervención del Tribunal Constitucional en defensa de los 
derechos y libertades fundamentales sólo tendrá sentido como remedio excepcional o extraordinario”, es decir, 
“cuando hubiese fallado los procesos ante los tribunales ordinarios”, así, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho 
procesal constitucional, Civitas, Madrid, 1980, pág. 281. 
 
247 En este sentido, se dirá que de la subsidiariedad del amparo subyacen dos ideas esenciales: “la primera que 
permite al juez ordinario tener la oportunidad de remediar las lesiones de los derechos fundamentales y, la 
segunda, que la protección de los derechos fundamentales corresponde básicamente a la justicia ordinaria, y ella 
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b) En relación con la segunda cuestión, efectivamente, prima facie, la 
subsidiariedad del proceso de amparo es un límite a la apertura de competencias 
del Tribunal Constitucional, ya que éste, en el ejercicio de su función de garante 
supremo de los derechos fundamentales, no puede desconocer los límites 
impuestos por el ordenamiento jurídico en general ni por el proceso de amparo, en 
tanto mecanismo subsidiario, en particular248. Ello es así, básicamente, por dos 
razones fundamentales, por un lado, debido a que el acceso al Tribunal 
Constitucional a través del amparo no se produce «per saltum»249 y, por el otro, 
debido a que el proceso de amparo no ostenta, en su función, una posición de 
monopolio ni mucho menos250. 
 
De manera que, el TC estará “habilitado” para ejercer su competencia respecto 
del proceso de amparo, sólo después de que se hayan agotado todos los medios de 
impugnación, en sede ordinaria o administrativa, previstos por la ley y no antes251. 
Es precisamente en este sentido que la justicia constitucional, ante las posibles 
omisiones de los tribunales ordinarios en la tutela de los derechos fundamentales, 
actúa como una especie de «válvula de escape»252, es decir, como última ratio en el 
sistema constitucional de protección de los derechos y garantías fundamentales. 
                                                                                                                                                       
debe ser quien revise las actuaciones lesivas a los mismos”, así, Alberti Rovira, Enoch, refiriéndose a la 
subsidiariedad del amparo español, en: “El recurso de amparo constitucional...”, op. cit. pág. 129. Sin embargo, 
cuando el autor dice que debe ser la jurisdicción ordinaria la que revise las actuaciones lesivas, se esta refiriendo 
a las actuaciones lesivas de los órganos administrativos; los mismos que, en España, para ser objeto de amparo, 
previamente, deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria a través de los procesos contenciosos y sólo en su 
defecto a través del amparo constitucional. 
 
248 En este contexto, se dice que el papel del Tribunal Constitucional en materia de garantías constitucionales, 
más propiamente, la defensa y la garantía de determinados derechos fundamentales a través del recurso de 
amparo, “ha de relativizarse”, así, en relación con la subsidiariedad del amparo español, Rodríguez-Piñero y 
Bravo Ferrer, Miguel, en: “Jurisdicción y justicia constitucionales”, op. cit. pág. 230.  
 
249 Auto del Tribunal Constitucional español Nº 48/1983, del 9 de febrero. 
 
250 En este sentido, en relación con el amparo español, Cruz Villalón, Pedro, en: “Sobre el amparo”, en, REDC, 
Nº 41, Madrid, 1.994, pág. 12. Al hilo de la idea expuesta, valga recordar que en los sistemas de jurisdicción 
constitucional concentrado, la protección de los derechos fundamentales, es una función compartida; una tarea 
conjunta donde, a la jurisdicción ordinaria, le compete la primera palabra y, en su defecto, la jurisdicción 
constitucional, efectivamente, ostenta la última palabra, pero no por ello, el monopolio. 
 
251 En este sentido, se dirá que “El Tribunal Constitucional  carece de competencia para pronunciarse de una 
demanda prematura, esto es, cuando no se haya agotado la vía judicial precedente o los recursos utilizables 
dentro de la vía judicial”, así, refiriéndose al amparo español, Díez-Picazo Giménez, Ignacio, en: “Reflexiones 
sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recurso de amparo”, en, 
VV AA: La sentencia de amparo constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1996, pág. 32. 
 
252 Así, Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, Miguel, en relación con la subsidiariedad del amparo español, en: 
“Jurisdicción y justicia constitucionales”, op. cit. pág. 231. 
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Sin embargo, conviene precisar que desde esta segunda perspectiva, la 
subsidiariedad del proceso de amparo no debe entenderse sólo como un mero 
formalismo o requisito procesal para aperturar la competencia del TC en materia de 
amparo, sino más bien, como un principio ordenador del sistema de relaciones entre 
la justicia constitucional y la jurisdicción ordinaria253. Cabe entender la 
subsidiariedad del amparo como un principio articulador, básicamente, en razón de 
su ámbito de protección, o mejor dicho, a partir de la idea de vinculación directa de 
los derechos y garantías fundamentales frente a todos los poderes públicos (art. 229 
CB)254; lo cual a su vez, supone decir que la protección de esos derechos y 
garantías, haciendo efectiva dicha vinculación, es una tarea que compete –en sus 
respectivos ámbitos de actuación- a todos los órganos, tanto jurisdiccionales como 
administrativos255. 
 
Ahora bien, cierto es que, esa articulación entre la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción constitucional, será más efectiva y menos conflictiva, en la medida en 
que, por un lado, se mantenga la intervención del Tribunal, dentro de unos 
márgenes –límites- razonables y, por el otro, que exista un sistema ordinario de 
protección de los derechos fundamentales adecuando; un sistema que permita 
conocer revisar, en la vía ordinaria, “cualquier” acto u omisión que restrinja o 
suprima los derechos protegibles por el amparo256. Empero, en vista de que las 
cosas no son siempre como deben de ser; es decir, frente al sistema ordinario de 
protección de los derechos y garantías fundamentales que no es lo ideal, se puede 
decir que la subsidiariedad del proceso de amparo como regla, en buena medida, 
cae por su propio peso, ya que, en un porcentaje significativo, la interdicción de la 
jurisdicción de amparo no es absoluta, sino relativa. 
                                                 
253 Íbidem., pág. 233. 
 
254 El precepto en cuestión, establece que “Los principios, garantías y derechos reconocidos por esta 
Constitución no pueden ser alterados por las leyes que regulan su ejercicio ni necesitan de reglamentación 
previa para su cumplimiento”. En otros términos, establece la vinculación directa de los derechos 
fundamentales frente a todos los poderes públicos y particulares. 
 
255 La vinculación de todos los poderes públicos a la Constitución, viene contemplado en el art. 228 
constitucional, cuyo texto prescribe que “La Constitución Política del Estado es la Ley suprema del 
ordenamiento jurídico nacional. Los tribunales, jueces y autoridades la aplicaran con preferencia a las leyes, y 
éstas con preferencia a cualesquiera otras resoluciones”. Sobre la relación entre la subsidiariedad del amparo 
español y eficacia directa de la Constitución y los derechos fundamentales, vide, Pérez Tremps, Pablo: El 
recurso de amparo, op, cit. pág. 25 y 26. 
 
256 En este sentido, Alberti Rovira, Enoch, refiriéndose al amparo español, en: “El recurso de amparo 
constitucional...”, op. cit. pág. 130. 
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Dicha relatividad que confirma la regla de la subsidiariedad, en términos 
generales y tal como se verá a continuación, se manifiesta en dos circunstancias: de 
una parte, en aquellos supuestos donde el TC puede actuar de manera directa e 
inmediatamente, esto es, sin que el demandante haya agotado previamente los 
recursos o medios de defensa legalmente previstos, y; de otra, en aquellos 
supuestos donde la subsidiariedad del amparo no hace falta nombrarlo siquiera, ya 
que, para tales supuestos, dicha subsidiariedad resulta inútil y por lo tanto, superflua 
e impracticable257. Pero de ahí en más, cuales sean los supuestos concretos en los 
que el TC deba actuar de manera directa y, cuáles son los supuestos en los que no 
cabe hablar de subsidiariedad, son cuestiones que, en principio, sólo cabe resolver 
en cada caso concreto. 
 
No obstante, partiendo de la premisa que la subsidiariedad del amparo no opera 
del mismo modo frente a todos los supuestos, cabría la posibilidad de perfilar 
algunos criterios que permitan prever, en qué supuestos puede el TC actuar per 
saltum y en cuales no. A este fin, podría tomarse como punto de partida el origen de 
la vulneración, es decir, la sede donde se ha producido el acto u omisión lesiva de 
los derechos y garantías que se pretende proteger en amparo. Aunque para ello, 
bien es verdad que la regulación del amparo boliviano, a diferencia, por ejemplo, de 
la regulación del amparo español258, no sirve de mucha ayuda, ya que, no hace 
ninguna distinción entre los diferentes órganos públicos o sedes donde se produce 
la vulneración del derecho fundamental; por lo tanto, no contempla la posibilidad, 
como sucede con el amparo español, de distinguir diferentes tipos de amparo en 
función al órgano a quien se imputa la vulneración del derecho fundamental. 
 
                                                 
257 Precisamente, por tal razón, se dice que en Alemania, el uso del concepto de subsidiariedad ha sido bastante 
criticado; de dirá de él que es un concepto “innecesario en cuanto se lo entienda como sinónimo de la exigencia 
de la vía judicial previa, e ilegítimo en la medida en la que se pretenda darle un contenido que exceda esa simple 
exigencia, cuando no haya razones para dispensar de ella”, al respecto, vide, Rubio Llorente, Francisco: “El 
recurso de amparo constitucional”, op. cit. pág. 136. 
  
258 A la luz de la LOTC, la doctrina española distingue, tres sedes de vulneración y por ende, tres tipos de 
amparo, los mismos que son: a) Amparo contra los actos sin fuerza de ley de los órganos legislativos (art. 42); 
b) Amparo contra los actos de los órganos ejecutivos (art. 43), y; c) Amparo contra los actos de los órganos 
judiciales (art. 44). Incluso se habla de un cuarto tipo de amparo, el amparo electoral, sobre esto último vide: 
Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 120. Dado que se trata de diferentes tipos de amparo, 
es lógico pensar que la subsidiariedad, frente a cada uno de los órganos a quien se imputa la vulneración del 
derecho fundamental, opera de distinta manera. Cosa que en el amparo boliviano, como se verá en su 
oportunidad, no es así. 
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Sin embargo, ello no obsta abordar el asunto, precisamente, tomando como 
punto de partida, la sede, es decir, el órgano infractor de los derechos 
fundamentales protegibles por el amparo. Entonces, haciendo una especie de 
paralelismo con el amparo español, cabría referirse no tanto a tres tipos de amparo, 
sino más bien, a las diferentes manifestaciones de la subsidiariedad del amparo en 
relación con los actos u omisiones de los distintos órganos públicos. Más 
concretamente, en relación con: 1) los órganos legislativos, 2) los órganos 
ejecutivos, y; 3) los órganos judiciales. 
 
1) Subsidiariedad del amparo frente a los actos del Órgano Legislativo (en 
adelante OL)259. En relación con la subsidiariedad del amparo frente a los actos 
propios del OL, sean éstos con, o sin fuerza de ley, lo cierto es que no hay mucho 
que decir, ya que, a través de este mecanismo jurisdiccional no se puede impugnar 
ningún acto u omisión preveniente de dicho órgano de poder. Ello es así, además 
de lo que se dirá en el apartado 2 del Capitulo VI, por las siguientes razones: 
 
a) Frente a los actos con fuerza de Ley. Sobre este particular, hay que decir que 
con alguna excepción como es el amparo mexicano o guatemalteco, en el Derecho 
comparado en general, el proceso de amparo constitucional no ha sido instituido 
para impugnar actos legislativos con fuerza de ley, habiéndose instituido para tal 
efecto, otros medios de impugnación. En efecto, el Derecho boliviano no es la 
excepción y, como tal, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia el amparo se 
constituye en el mecanismo jurisdiccional de impugnación de los actos con fuerza 
de ley, proveniente del órgano legislativo.  
 
En otros términos, en el amparo boliviano, cabría decir que donde no hay acción 
u omisión de los órganos que aplican la ley no los que la dictan, vulneradora de 
derechos fundamentales, no hay amparo. Dada su naturaleza, el amparo es un 
mecanismo tutelar en interés de los derechos fundamentales de carácter subjetivo, 
no en interés de ley. Ello, desde luego, no supone que el órgano legislativo no 
pueda incurrir en vulneración de los derechos fundamentales; lo que sucede es que, 
cuando la vulneración de alguno de los derechos protegidos por el amparo se 
                                                 
259 La expresión órganos Legislativo (OL) debe entenderse, como referencia, tanto al Congreso Nacional (que es 
la reunión de ambas Cámaras) como a cada una de sus Cámaras (Diputados y Senadores). 
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origina en la ley y no en la actuación del órgano que la aplica, la parte interesada 
tiene otros medios jurisdiccionales de impugnación para atacar dicha ley; entre 
ellos, la cuestión y el recurso directo de inconstitucionalidad que se tramitan, 
también, en sede constitucional. De manera que, referirse a la subsidiariedad del 
amparo, frente a los actos con fuerza de ley del órgano legislativo, no viene al caso. 
  
b) Frente a los actos sin fuerza de Ley. Del mismo modo, frente a los actos sin 
fuerza de ley que provienen del órgano Legislativo y que eventualmente puedan 
restringir o suprimir derechos o garantías fundamentales, la subsidiariedad del 
proceso de amparo tampoco es aplicable, ya que, para tales supuestos concretos, 
existe un mecanismo jurisdiccional concreto y específico que se tramita, también, en 
sede constitucional. Dicho mecanismo es el “Recurso contra resoluciones 
camarales o congresales” (RCRCC) instituida por el artículo 120. 5ª de la 
Constitución260 y, desarrollada por los artículos 86, 87 y 88 de la LTC261. En 
términos generales, se puede decir que se trata de una sub especie de amparo 
constitucional; un «amparo directo» como algún autor ha dicho262. 
 
La equiparación se debe, básicamente, al hecho de que su ámbito de protección, 
esto es, los derechos y garantías fundamentales que protege, son los mismos que 
protege el amparo constitucional; donde se diferencian es en su tramitación, ya que, 
el amparo se tramita en dos fases, en cambio, el RCRCC se tramita directamente 
ante el TC y por lo tanto, en una solo fase. En este último sentido, se pude decir que 
se trata de dos instituciones que gozan autonomía y/o independencia procesal. 
 
                                                 
260 El precepto constitucional establece que es competencia del TC conocer y resolver, “Los recursos contra 
resoluciones del Poder Legislativo o una de sus Cámaras, cuando tales resoluciones afecten a uno o más 
derechos o garantías concretas, cualesquiera sean las personas afectadas”. 
 
261 La LTC dedica tres articulados a dicho proceso, en los siguientes términos, “PROCEDENCIA (art. 86).- 
Cuando las resoluciones congresales o camarales, afecten derechos o garantías fundamentales de la persona, 
ésta, en el plazo de treinta días, computables desde la fecha de su publicación o citación, podrá interponer 
recursos contra el Congreso Nacional o una de sus Cámaras. TRAMITE (art. 87).- Admitido el recurso, se 
correrá en traslado al Congreso Nacional o a la Cámara recurrida, ordenando su legal citación en la persona 
del respectivo Presidente. El recurso se contestará dentro del plazo de quince días, vencido el cual, con 
respuesta o sin ella, el Tribunal Constitucional resolverá en el plazo de treinta días. SENTENCIA Y EFECTOS 
(art. 88).- El Tribunal declarará fundado o infundado el recurso. En el primer caso, la resolución impugnada 
será declarada nula y la sentencia surtirá sus efectos sólo en relación al caso concreto. En el segundo, 
subsistirá la resolución impugnada, con imposición de costas y multa al recurrente”. 
 
262 Así, Durán Ribera, Willman: Las líneas jurisprudenciales básicas del tribunal constitucional, Academia 
Boliviana de Estudios Constitucionales/El País, Santa Cruz de la Sierra, 2003, pág. 44. 
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Dicha autonomía procesal implica que frente a los actos u omisiones del OL que 
restrinjan o amenacen restringir los derechos y garantías fundamentales, no puede 
seguirse el procedimiento del proceso de amparo, es decir, no se puede interponer 
amparo constitucional, sino y en todo caso, el RCRCC. En este sentido, el TC, 
desde un principio, ha sentado una línea jurisprudencial donde viene a decir que no 
procede el recurso de amparo contra los actos u omisiones de los órganos 
legislativos263. El principal argumento al que acude el TC para justificar dicho 
entendimiento, es que “el Poder Legislativo como órgano estatal” en consideración 
de “su rango institucional en la estructura política del Estado, no puede ser sometido 
a un amparo constitucional”264. 
 
El argumento en cuestión, visto desde el Derecho administrativo, ciertamente no 
plantea objeción alguna, pero desde la óptica del Derecho constitucional y, más 
específicamente, desde el principio de igualdad, la situación cambia y por ende ya 
no se presenta tan clara como en un principio. En cualquier caso, lo que queda claro 
es que, frente a los actos u omisiones de los órganos legislativos, hablar de la 
subsidiariedad del amparo resulta poco menos que inútil. 
  
2) Subsidiariedad del amparo frente a los actos u omisiones del Órgano 
Ejecutivo (OE). En relación con esta cuestión, cabe empezar diciendo que la 
Constitución en su artículo 116.III, establece que es competencia de la jurisdicción 
ordinaria, juzgar y hacer ejecutar los juzgados en materia “contenciosa y 
contenciosa-administrativa”. En otros términos, el precepto constitucional lo que 
viene a decir es que las resoluciones contrarias a la Constitución y a las leyes 
dictadas en los procesos administrativos por las respectivas autoridades 
                                                 
263 Así, por ejemplo, por citar una de las ultimas sentencias, la STC Nº 1392/2005, dirá lo siguiente: “De la 
síntesis de la pretensión de la parte demandante de amparo, se concluye claramente que…, se trata de una 
presunta omisión –del órgano Legislativo- que lesionaría derechos fundamentales, extremo que debió ser 
reclamado por la vía idónea exclusivamente instituida al efecto como es la contenida en los arts. 120.5ª de la 
CPE y 86 de la LTC, consecuentemente al haber acudido en forma directa a la acción de amparo ha 
equivocado tal vía, debiendo, por consiguiente, denegarse la protección solicitada”. 
 
264 Así, la STC Nº 1392/2005, agregará que el Poder Legislativo, como órgano estatal no puede ser sometido a 
un amparo constitucional para impugnar sus decisiones, “porque se trata de impugnar las resoluciones del 
órgano como tal, no de sus miembros, como son los senadores y los diputados. De esa manera es que se 
concibe y entiende la existencia de una vía exclusiva de tutela de los derechos fundamentales de las personas 
frente a las resoluciones del Poder Legislativo. Esta conclusión se respalda en el hecho de que, conforme lo 
prevé el art. 19.I de la CPE, el amparo constitucional procede contra los actos o las omisiones indebidas de 
funcionarios o particulares, no de órganos de Poder del Estado, lo que significa que a través del amparo se 
pueden impugnar las decisiones o actos de los miembros del Poder Legislativo, pero no del órgano como tal”. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 192
competentes, serán objeto de revisión por la jurisdicción ordinaria a través de los 
procesos contencioso y contencioso-administrativo. 
 
Sin embargo, por razones que no vienen al caso exponerlas, no al menos aquí y 
ahora, lo cierto es que, la jurisdicción contenciosa administrativa, en la judicatura 
boliviana, no termina de funcionar; acaso por esta razón, el TC ha sentado una línea 
jurisprudencial en el sentido de que la subsidiariedad del proceso de amparo, no 
obliga acudir ante dicha jurisdicción, o lo que es lo mismo, para interponer amparo 
constitucional, no hace falta agotar dicha instancia contenciosa-administrativa. 
Precisamente en este sentido265, la STC Nº 366/2001, dirá: 
 
“Que lo sostenido en el Tribunal de Amparo sobre la existencia de otras instancias 
jurisdiccionales para declarar la improcedencia del recurso, como es el proceso coactivo 
fiscal, procedimiento distinto y ajeno al objeto de análisis, no es atendible para que el 
Tribunal declare la improcedencia del recurso; pues no guarda coherencia con el sentido 
de la protección que brinda el art. 19 constitucional y el art. 94 de la Ley 1836; puesto que 
la expresión "siempre que no hubiese otro medio o recurso para la protección inmediata de 
los derechos y garantías", no debe entenderse, en el caso que se examina, como la 
posibilidad de iniciar o defenderse dentro de otro juicio o trámite consecuente o derivado, 
sino dentro del mismo proceso administrativo, en el que se ejecuta el acto o la omisión 
ilegal”. 
 
Siendo las cosas así, queda claro que, los actos u omisiones restrictivas de los 
derechos fundamentales, provenientes de la administración pública que forma parte 
de OE, pueden impugnarse, prima facie, directamente ante el TC a través del 
proceso de amparo constitucional, es decir, sin necesidad de acudir ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa; pese, incluso, de que dicha jurisdicción, por 
mandato del referido precepto constitucional (art. 116.III) y por su condición de 
garante natural y primigenio de los derechos fundamentales, tendría que 
previamente pronunciarse sobre la cuestión que ha de plantearse en amparo. 
                                                 
265 En la misma línea, la STC Nº 195/2002, frente al argumento de la autoridad recurrida en sentido de que el 
recurrente “tiene expedita la vía ordinaria para presentar sus reclamos” el Tribunal le recuerda que: “la 
jurisprudencia constitucional ha establecido que la subsidiariedad del amparo debe ser entendida como el 
agotamiento de todas las instancias dentro del mismo proceso o vía legal, sea administrativa o judicial, donde 
se acusa la vulneración, en el convencimiento de que donde se deben reparar los derechos fundamentales 
lesionados es en el mismo proceso, o en la instancia donde han sido conculcados, y cuando ello no ocurre 
queda abierta la protección que brinda el amparo constitucional”; Esta línea jurisprudencial será reiterada, 
además, en las SSTC. Nos. 374/2002, 156/2004 y 502/2004 entre otros. 
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Aunque, como se acaba de indicar, en la práctica ello no sucede así, ya que, 
según el TC, la subsidiariedad del proceso de amparo constitucional “debe ser 
entendida como el agotamiento de todas las instancias dentro del proceso o vía 
legal, sea administrativa o judicial donde se acusa la vulneración” (STC Nº 
374/2002). De manera que, frente a las resoluciones provenientes de los procesos 
administrativos, queda satisfecha la subsidiariedad, con el sólo agotamiento de los 
medios de impugnación internos, es decir, los que la ley prevé dentro del mismo 
proceso administrativo. Dichos medios de impugnación, en su mayoría se reducen, 
al recurso de reposición o reconsideración, y en su caso, al recurso jerárquico, que 
se tramita ante la autoridad inmediatamente superior.  
 
En definitiva, frente a los actos u omisiones, de las diferentes administraciones 
dependientes del OE, como son, los Ministerios, las Superintendencia, las 
Prefecturas, las Subprefecturas e incluso los actos u omisiones de los 
Corregidores266, bastará con haber solicitado el “recurso” de reposición o 
reconsideración y, en su defecto, el recurso jerárquico; pero, una vez agotada dicha 
vía administrativa interna, queda expedita la vía para acudir en amparo ante el TC. 
En otras palabras, no hace falta hacer uso del recurso contencioso ni de ninguno 
otro, puesto que, “donde se deben reparar los derechos fundamentales lesionados 
es en el mismo proceso, o en la instancia donde han sido conculcados” (STC Nº 
374/2002) y, de no ser así, ante el TC a través del amparo constitucional267. 
                                                 
266 La división política-administrativa del Estado boliviano, desde el punto de vista del OE, está dividida en dos 
niveles del administración, el Estatal y el Departamental, pero a su vez, el Departamental se divide en otros dos, 
incluso tres niveles de administración: El Departamento o departamental (lo que en España son las provincias); 
las Provincias o provincial (en España...), y; los Cantones o cantonal (en España...). Huelga decir que cada uno 
de estos órganos, tiene un ámbito competencial y territorial determinado, en los que, a excepción del 
Corregidor, el OE tiene, por así decirlo, una estructura administrativa directamente dependiente de él: Las 
prefecturas -a la cabeza del Prefecto- en los Departamentos; las Subprefecturas -a la cabeza del Subprefecto- en 
las Provincias, y: el Corregidor –que es una autoridad unipersonal- en los Cantones. 
 
267 El mismo razonamiento es aplicable para los actos u omisiones, provenientes del resto de las entidades 
públicas que no forman parte de los tres órganos de poder. Entre ellas, por ejemplo, las Alcaldías Municipales 
(Ayuntamientos), las Universidades. Dado que las Alcaldía Municipales, según la Constitución (art. 200), son 
entidades autónomas, como tales, tienen sus propios mecanismos de resolución de eventuales conflictos 
jurídicos con o frente a los particulares; en efecto, toda persona, para acudir al TC en amparo, bastará con que 
agote esas vías o recursos administrativos internos. Por su parte, las Universidades públicas al igual que las 
Alcaldías, también gozan de un régimen constitucional que les reconoce autonomía de gestión (art. 185), lo que 
supone decir que tienen sus propios procedimientos administrativos internos, cuyo agotamiento, sin más, abre la 
vía del amparo. Así, por ejemplo, frente a una resolución del Ilustre Consejo Universitario (ICU), máxima 
instancia gubernativa dentro del ámbito universitario, bastará solicitar el recurso de reconsideración; frente a 
una resolución de un Consejo Facultativo, habrá de incoarse recurso jerárquico ante el ICU, y: frente a una 
resolución del Decano, tendrá que acudirse, primero, al consejo facultativo y, en última instancia, al ICU, pero 
una vez agota dichos medios de impugnación, queda expedita la vía del amparo constitucional. 
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3) Subsidiariedad del amparo frente a los actos del Órgano Judicial (OJ). 
Probablemente donde mayor incidencia tiene el carácter subsidiario del proceso de 
amparo, es frente a los actos u omisiones de los funcionarios del OJ. Sin embargo, 
también cabe precisar que, dada la amplitud de los órganos judiciales, así como la 
peculiaridad de los diferentes procesos jurisdiccionales ordinario, la subsidiariedad 
del amparo, no opera del mismo modo en cada proceso concreto. Por lo tanto, lo 
aconsejable para un mejor enfoque, es abordar el asunto por partes. 
 
Así, en primer lugar y con carácter general, hay que decir que para el cumpli-
miento de la subsidiariedad frente a los actos de la jurisdicción ordinaria, deben 
concurrir, por lo menos, tres requisitos: i) los medios de impugnación deben existir, 
esto es, deben estar expresamente contemplados en la ley, de lo contrario, no cabe 
dicha exigencia; ii) tales medios deben formar parte del mismo proceso y del mismo 
orden jurisdiccional o administrativo, ya que, la regla de la subsidiariedad no implica 
iniciar otro proceso, consecuente o derivado, sea éste judicial o administrativo, sino 
dentro del mismo proceso donde se “pretende” ejecutar el acto o la omisión que 
restringe, suprime o amenaza los derechos y garantías fundamentales que son 
objeto de protección del amparo constitucional (STC Nº 366/2001), y; iii) para que la 
subsidiariedad del amparo sea viable, el recurso o medio de impugnación debe ser, 
además, eficaz e inmediato, esto es, que pueda modificar o dejar sin efecto, en el 
menor tiempo posible, la resolución judicial impugnada. 
 
Por otro lado, la referida exigencia de agotar todas las instancias o recursos 
dentro de un mismo proceso y sin necesidad de acudir a otro distinto, no implica que 
deba agotarse incluso aquellos medios de impugnación que no tienen la efectividad 
antes señalada. Este es el caso, por ejemplo, del mal llamado “recurso de 
complementación y enmienda”268; el mismo que por su propio carácter puramente 
aclarativo, no constituye un recurso propiamente dicho, sino, como su nombre 
indica, una mera solicitud de aclaración y enmienda, que no modifica ni deja sin 
efecto, el acto que ha de constituirse en objeto central del proceso de amparo269. 
                                                 
268 Este recurso es el mismo que en el Derecho español se conoce con el nombre “de recurso de enmienda” 
previsto en el artículo... de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
 
269 La aclaración, se debe al hecho de que en la práctica, principalmente durante los primeros años, se han dado 
casos donde los TGC han denegado solicitudes de amparo, precisamente, bajo el “irrisorio” argumento de que: 
“...el Amparo Constitucional no es sustitutivo de otros medios o recursos que la Ley establece, por lo que en el 
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En segundo lugar, hay que decir que la subsidiariedad del amparo no opera del 
mismo modo frente a los actos de los tribunales de primera y segunda instancia que 
frente a los actos u omisiones de la CSJ. Tal es así que, frente a los actos u 
omisiones que vulneran derechos y garantías fundamentales en primera instancia, 
el afectado deberá hacer uso del recurso de apelación ante su inmediato superior y, 
de persistir la vulneración, el recurso de nulidad o casación ante la CSJ. En aquellos 
procesos de escasa relevancia o de menor cuantía, ante las CSD que en dichos 
supuestos actúan como tribunales de casación. Del mismo modo, frente a los actos 
u omisiones restrictivas de los derechos y garantías fundamentales en segunda 
instancia, el afectado tiene aún expedita la vía del recurso de nulidad o casación 
ante la CSJ. En ambas instancias, en vista de que la ley contempla, expresamente, 
dichos medios de impugnación y en razón de que los mismos tienen la capacidad 
de modificar o dejar sin efecto la resolución impugnada, la subsidiariedad del 
amparo, en tanto regla, es plenamente viable; por lo tanto, debe ser observada a 
tiempo de resolverse sobre la admisión del amparo en cuestión270. 
 
En ese contexto y para tales supuestos, el TC ha venido desarrollando 
determinados criterios negativos de aplicación de la regla de la subsidiariedad, los 
mismos que permiten al propio Tribunal, rechazar determinadas demandas de 
amparo, precisamente, por ajustarse a esos criterios. Así, por ejemplo, a través de 
su Sentencia Nº 1337/2003, el Tribunal establecería un total de cuatro “sub-
reglas”271, agrupadas en dos supuestos generales. El primer supuesto general, dirá 
que una demanda de amparo puede ser rechazada, cuando, “1) las autoridades 
judiciales o administrativas no han tenido la posibilidad de pronunciarse sobre un 
                                                                                                                                                       
caso sub lite, los recurrentes podían haber "interpuesto" explicación, complementación y enmienda contra el 
Auto de Vista de...”. Este argumento corresponde a la Resolución Nº 182 de 12 de noviembre de 2001, emitida 
por el Tribunal de Amparo (Sala Civil Primera de la Corte Superior del Distrito Judicial de Chuquisaca); el 
mismo, fue objeto de revisión por el TC a través de su Sentencia Nº 1240/2001, donde, como era de esperar, el 
TC, desechando aquel argumento, concedió el amparo solicitado. 
 
270 En otros términos, la persona afectada en sus derechos en cualquiera de las dos instancias, sin antes haber 
agotado los referidos medios de impugnación legalmente establecidos, no puede acudir directamente ante el TC 
en la vía del amparo, ya que, la subsidiariedad del mismo, exige que con carácter previo se agoten todos los 
medios de impugnación. Pero, si después de haber agotado dichas instancias, la vulneración de sus derechos 
fundamentales, persiste, entonces, la persona afectada, sí podrá interponer amparo constitucional, el mismo que, 
en principio, no podrá ser rechazado, no al menos en aplicación de la regla de la subsidiariedad que rige dicho 
mecanismo jurisdiccional. 
 
271 La expresión corresponde a Rivera Santibáñez, José A.: Jurisdicción constitucional. Procesos 
constitucionales en..., op. cit. pág. 373. 
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asunto porque la parte no ha utilizado un medio de defensa ni ha planteado recurso 
alguno”; este supuesto puede darse en los siguientes casos: “a) cuando en su 
oportunidad y plazo legal no se planteó un recurso o medio de impugnación y, b) 
cuando no se utilizó un medio de defensa previsto en el ordenamiento jurídico”. 
 
Por su parte, el segundo supuesto general, dirá que una demanda de amparo 
puede ser rechazada, cuando, “2) las autoridades judiciales o administrativas 
pudieron haber tenido o tienen la posibilidad de pronunciarse, porque la parte utilizó 
recursos y medios de defensa”; de igual modo, este supuesto, pueden darse en los 
siguientes casos: “a) cuando se planteó el recurso pero de manera incorrecta, que 
se daría en casos de planteamientos extemporáneos o equivocados y, b) cuando se 
utilizó un medio de defensa útil y procedente para la defensa de un derecho, pero 
en su trámite el mismo no se agotó, estando al momento de su interposición y 
trámite del amparo, pendiente de resolución...”.  
  
Sin embargo, tal como ya se adelantó, la regla y las sub-reglas que modulan la 
aplicación de la subsidiariedad del amparo, no son absolutas, ya que permiten, 
como toda regla, determinadas excepciones. Dichas excepciones, se dan con 
mayor frecuencia frente a los actos u omisiones provenientes de los órganos 
judiciales de primera y segunda instancia, razón por el cual, corresponde, aquí y 
ahora, referirse a las mismas. 
 
Lo primero que cabe señalar es que la figura de la excepción a la referida regla 
de la subsidiariedad, es una innovación puramente jurisprudencial, ya que no viene 
contemplada, ni en la Constitución y mucho menos en la LTC272. Por otro lado, 
conviene también precisar que, la aplicación de dicha excepción, permite al 
Tribunal, activar de manera inmediata, la tutela de los derechos fundamentales a 
través del proceso de amparo; es decir, permite que la jurisdicción constitucional 
pueda conocer y resolver, de manera directa e inmediata, lo que debía de conocer y 
resolver –previamente- la jurisdicción ordinaria. 
                                                 
272 Aunque en rigor, se debe reconocer que originariamente, el instituto, es una creación de la legislación 
alemana, ya que está expresamente reconocida en el art. 90, apartado 2º, inciso final de la Ley del Tribunal 
Constitucional Federal. Pero, existe una diferencia y es que, en el caso boliviano, dicho instituto, se utiliza para 
ampliar o abrir la competencia del TC, en cambio en el caso alemán la misma figura permite rechazar la 
demanda, al considerar que el perjuicio causado no es grave ni irremediable. 
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En tal sentido, una de las primeras sentencias, la STC Nº 128/2000273, estableció 
lo siguiente: 
 
“…si bien el recurrente tiene otros medios legales para hacer valer su derecho propietario, 
corresponde al Tribunal Constitucional, disponer la cesación de las acciones de hecho 
perpetrados por la recurrida, como medida inmediata de protección de sus derechos.” 
 
A la luz de esta sentencia, el criterio de aplicabilidad de la excepción a la regla 
de la subsidiariedad, parece ser la inmediatez en la protección del derecho 
fundamental vulnerado. Sin embargo, dicho criterio sería, si acaso, el primero pero 
no el último, ya que, a través de la STC Nº 119/2003, el Tribunal fijaría un segundo 
criterio: perjuicio irremediable o irreparable274. Con lo cual, cabría decir que la regla 
de la subsidiariedad se rompe en aquellos supuestos donde el seguimiento de la vía 
judicial ordinaria pueda acarrear al demandante de amparo, un perjuicio 
irremediable o irreparable. Más en concreto, la referida sentencia dirá: 
 
“...existiendo el peligro de que los efectos de las decisiones impugnadas sean 
irremediables o irreparables, este Tribunal considera aplicable la excepción a la regla de la 
subsidiariedad...”. 
 
Empero, este criterio sería modulado, nuevamente, a través de una posterior 
sentencia, la STC Nº 0651/2003, la misma que, sin dejar de lado el criterio de la 
anterior, vuelve sobre el criterio de la inmediatez, consolidando de ese modo, aquel 
criterio, en el sentido de que, “el principio de subsidiariedad, cede al principio de 
inmediatez” y, por consiguiente, dirá el Tribunal: 
 
“...en los casos en que el agotamiento de las vías ordinarias existentes se constituya en un 
obstáculo formal para acceder a la protección con la inmediatez que el caso singular exige, 
                                                 
273 En posteriores sentencias el TC dirá, “Si bien el amparo constitucional tiene naturaleza subsidiaria, por ello 
antes de plantearlo se deben agotar las vías ordinarias de defensa; no es menos cierto que agotar esos medios 
ordinarios implica para la gestante un perjuicio que podría ser irreparable proveniente de una acción ilegal e 
indebida de la autoridad recurrida. En tal situación, es viable este amparo como mecanismo rápido y eficaz 
para proteger prioritariamente los derechos de la recurrente que se encuentra en estado de gravidez y del ser 
en gestación”. Así, las SSTC Nos. 0632/2004, 1478/2004, 0130/2005, 0907/2005, 1536/2005. 
 
274 En el mismo sentido, a través de posteriores sentencias, (SSTC Nos. 1343/2004, 1216/2004 y 0953/2004, el 
Tribunal señala que: “(…) no podrá ser interpuesta esta acción extraordinaria, mientras no se haya hecho uso 
de los recursos ordinarios o administrativos y, en caso de haber utilizado los mismos deberán ser agotados 
dentro de ese proceso o vía legal, sea judicial o administrativa, salvo que la restricción o supresión de los 
derechos y garantías constitucionales ocasione perjuicio irremediable e irreparable”, (las negrillas no 
corresponden al texto original). 
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en razón de que la apertura posterior de la tutela resultaría irreparable por tardía, (...) en 
tales supuestos no es exigible el agotamiento de la vías previas ordinarias, abriéndose, 
consecuentemente la jurisdicción constitucional para otorgar en su caso, la tutela 
invocada...”. 
 
Siendo las cosas así, en términos generales, cabría concluir en el sentido de que 
el criterio de aplicabilidad de la excepción a la regla de la subsidiariedad, requiere 
de la concurrencia de dos elementos: a) inmediatez y, b) perjuicio irremediable o 
irreparable. Sin embargo, dada la generalidad o amplitud de dichos criterios, el 
Tribunal ha visto necesario y conveniente perfilar otros (sub) criterios mucho más 
concretos, de modo que los dos primeros sean operativos y “previsibles”. En otras 
palabras, que permitan definir, con un mínimo de certeza, los supuestos en los que 
cabe, efectivamente, hablar de la concurrencia de ambos elementos. En tal sentido, 
el TC, a través de su STC Nº 0864/2003275, ha establecido cuanto menos dos sub 
criterios: de una parte, la inmediatez de la acción debe impedir “un mal irreversible, 
injustificado y grave” y, de otra, que tal situación coloque al recurrente en “estado de 
necesidad que justifica la urgencia de la acción jurisdiccional”. 
 
Asimismo, a través de su STC Nº 1082/2003, el TC ha determinado que la 
procedencia –estimación- del amparo en aplicación de la referida excepción y bajo 
los criterios señalados, es de carácter estrictamente provisional o transitorio, pues 
entiende que: 
 
“...sólo es posible conciliar los principios de subsidiariedad, protección inmediata y eficacia, 
brindando una tutela provisional, destinada a evitar la consumación del hecho invocado 
como lesivo del derecho fundamental en cuestión,...” 
 
Por último, para que el TC pueda apreciar la concurrencia de dichas circuns-
tancias, no basta con que el recurrente alegue peligro grave e irremediable, sino 
que, además, debe demostrar, mediante pruebas, que efectivamente concurren los 
mismos. En este sentido, la STC Nº 1093/2004, dirá: 
                                                 
275 En sí, con mayor amplitud, el texto de la referida sentencia viene a decir que, “...de no otorgarse la tutela al 
derecho o garantía constitucional vulnerados hay inminencia de un mal irreversible, injustificado y grave, que 
coloque al recurrente en un estado de necesidad, que justifica la urgencia de la acción jurisdiccional, ya que de 
continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra el recurrente, es inminente e inevitable la 
destrucción de un bien jurídicamente protegido, lo que exige una acción urgente para otorgar la protección 
inmediata e impostergable por parte del Estado en forma directa...” 
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“Si bien este Tribunal ha reconocido que el peligro inminente o perjuicio irremediable, son 
excepciones para que no se aplique el principio de subsidiariedad que rige a los amparos 
constitucionales; empero, estos deben ser debidamente fundamentados y demostrados por 
quien los alegue. En el caso presente, el recurrente, no fundamentó ni demostró en qué 
consisten el indicado peligro inminente o el perjuicio irremediable y por esa situación, no 
corresponde que se aplique la indicada excepción al principio de subsidiariedad.” 
 
Con todo ello, lo que resta por decir aquí, es que a pesar de los diferentes 
criterios -orientativos- desarrollados276, está claro que la determinación de los 
supuestos en los que cabe, o no, la intervención directa del TC en los asuntos que 
debía de conocer previamente la jurisdicción ordinaria, en última instancia, lo decide 
el propio Tribunal. Esta posibilidad de que el TC pueda -o no- ingresar en el 
conocimiento de un asunto determinado, se debe al hecho de que la jurisdicción del 
amparo constitucional, goza de cierta libertad o discrecionalidad, para actuar -o no-, 
en determinados casos277. 
 
Es tal situación la que, por cierto, no permite equipara el concepto de la 
subsidiariedad del amparo, con el del recurso de casación278, incluso, muy a pesar 
de sus posibles semejanzas279; pues, como se acaba de indicar, la aplicación de la 
subsidiariedad del amparo, en última instancia, está sujeto a la discrecionalidad del 
TC –muy próxima al certiorari norteamericano-, en cambio, la jurisdicción del 
recurso de casación, como bien se sabe, no goza de dicha discrecionalidad. Más 
                                                 
276 A pesar de que no pertenecen o no forman parte de la jurisdicción ordinaria, quepa precisar que los 
razonamientos que se acaban de exponer, son también aplicables frente a los actos u omisiones restrictivas de 
los derechos fundamentales provenientes de las jurisdicciones especiales. Entre ellas, por citar algunas, la 
judicatura agraria (STC Nº 1283/2002), la jurisdicción militar (STC Nº 1193/2002), la jurisdicción de imprenta 
(STC Nº 0083/2006), el de arbitraje y conciliación (STC Nº 0726/2003), etc.  
 
277 En este sentido, pero sólo en este, siguiendo a Rubio Llorente, Francisco, si cabría admitir que “la 
subsidiariedad apenas pasa de ser, al final, algo más que la cobertura aparentemente objetiva de las preferencias 
axiológicas o políticas de quien la proclama”, así, en: Estudios sobre…, op. cit. pág. 38. En cambio, Pérez 
Tremps, Pablo, dirá que, “la configuración del recurso de amparo como remedio subsidiario es la solución más 
funcional en un ordenamiento como el español, y su conveniencia no resulta cuestionada”, vide: “Tribunal 
Constitucional, Juez ordinario y...”, op. cit. pág. 191. 
 
278 Sin embargo, Rubio Llorente, Francisco, dirá que “si el recurso de amparo es subsidiario por que exige se 
agoten previamente las instancias legales, entonces es también subsidiario el recurso de casación, porque no se 
puede acudir directamente ante esa instancia sin haber agotado las instancias previas”, vide: Estudios sobre…, 
op. cit. pág. 39.  
 
279 A propósito, en relación con el amparo español, J. García Murcia, luego de remarcar que no se trata de un 
recurso de casación, dirá lo siguiente: “no se puede negar el paralelismo -entre el recurso de amparo y el recurso 
de casación- por la limitación de su objeto, por su carácter extraordinario o por la reserva general en relación 
con los hechos probados”, así, en: “Comentarios al art. 44”, op. cit. pág. 701. 
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específicamente, en el recurso de casación, la Corte Suprema de Justicia, carece, 
en absoluto, de esa discrecionalidad. 
 
Dicho esto, en tercer y último lugar, cabe referirse a la subsidiariedad del amparo 
frente a los actos u omisiones de la CSJ, más propiamente, frente a aquellos actos 
que resuelven los recursos de nulidad o casación280. Al respecto, lo primero que hay 
que decir es que, una resolución judicial dictada en última instancia puede resultar 
contraria a los derechos y garantías fundamentales protegibles por el amparo, de 
dos formas distintas: a) o porque dicho Tribunal no supo reparar la violación del juez 
a quo, o; b) porque es él quien incurre directamente en la infracción de los aludidos 
derechos y garantías fundamentales. Conviene, también, precisar que, la infracción 
constitucional puede producirse a través de la resolución final que resuelve la 
cuestión de fondo o, a través de una resolución interlocutoria, dictada con motivo de 
la tramitación del recurso de nulidad o casación. En cualquier caso, el supuesto a) 
sólo puede darse con motivo de la resolución definitiva que resuelve la cuestión de 
fondo; en cambio, el supuesto b) puede darse, tanto en la resolución final, como en 
la resolución interlocutoria. 
 
Ahora bien, cuando la vulneración del derecho fundamental se produce en los 
términos del supuesto a), se estará frente a una resolución definitiva y firme contra 
la que no cabe ulterior recurso; por ende, se estará frente a un supuesto donde no 
cabe la subsidiariedad del amparo, ya que, en tales supuestos, el amparo deja de 
ser subsidiario y se convierte en “amparo directo”281. En efecto, en tales supuestos, 
mal se puede decir que el amparo es subsidiario, pues, como se recordará, la 
subsidiariedad de dicho mecanismo jurisdiccional es exigible o aplicable sólo en 
aquellos supuestos donde cabe la posibilidad de impugnación, pero, donde no cabe, 
ciertamente, la subsidiariedad resulta superflua. 
 
En cambio, en aquellos casos donde la vulneración se produce en los términos 
del supuesto b), es decir, por primera vez y de forma inmediata, puede darse dos 
                                                 
280 En principio, el recurso de casación o nulidad, es de competencia exclusiva de la CSJ. Sin embargo, en 
aquellos procesos de escasa relevancia o menor cuantía, como ya se dijo, los tribunales de última instancia, son 
las Cortes Superiores de Justicia y no así la CSJ. 
 
281 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Alberti Rovira, Enoch, en: “El recurso de amparo 
constitucional...”, op. cit. pág. 130. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 201
situaciones distintas: 1) si la lesión se produce -por primera vez y de forma 
inmediata- a través de la resolución definitiva, está claro que tampoco cabe hablar 
de subsidiariedad del amparo, ya que, al tratarse de una resolución firme contra el 
que no cabe recurso alguno, el amparo será directo; 2) sin embargo, si la lesión se 
produce -por primera vez y de forma inmediata- a través de una resolución 
interlocutoria, la situación cambia, y cambia en el sentido de que frente a ese tipo de 
resoluciones, sí cabe la subsidiariedad del amparo, pues al tratarse de una 
resolución no firme, en principio, es una resolución susceptible de impugnación. 
 
A modo de ejemplo, puede darse el caso de que el Tribunal de última instancia, 
a tiempo de resolver el recurso de casación, incurra en infracción de los derechos 
fundamentales a través de una resolución interlocutoria, dictada con motivo de un 
incidente promovido por alguna de las partes. Frente a dicha resolución, con 
carácter previo, la parte perdidosa o perjudicada en sus derechos, tendrá que 
oponer recurso de reposición o reconsideración ante el mismo Tribunal de 
Casación282 y, sólo en defecto de ella, esto es, de persistir la vulneración, podrá 
acudirse, en amparo, ante el Tribunal Constitucional. 
 
Siendo las cosas así, cabría concluir señalando que, la subsidiariedad del 
proceso de amparo frente a las resoluciones dictadas por los Tribunales de última 
instancia, es predicable y aplicable, sólo en aquellos supuestos donde la resolución, 
potencial objeto de amparo, es susceptible de “recurso interno”; pero en aquellos 
supuestos donde el potencial objeto del amparo, es una resolución que no está 
sujeta a ningún recurso o medio legal de impugnación interna, no cabe hablar de 
subsidiariedad, ya que, en tales supuestos, el amparo se activará directamente. 
 
 
2.3. Proceso constitucional de tramitación sumaría 
 
En tanto en cuanto el proceso de amparo es un mecanismo jurisdiccional de 
protección de los derechos y garantías fundamentales, es un proceso cuyo trámite 
                                                 
282 Las principales características del recurso de reposición son: por una lado, el hecho de que se interpone y 
resuelve ante la misma autoridad que dictó la resolución que se impugna y, por el otro, de ser estimadas, dejan 
sin efecto la decisión impugnada y, por último, generalmente, se interponen contra aquellas resoluciones 
interlocutorias que se dictan en el curso de un determinado proceso o recurso, por ejemplo, frente a una negativa 
de audiencia (vista) oral y pública. 
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se caracteriza, especialmente, por su sumariedad. Dicha caracterización del 
amparo, ciertamente, no es un elemento típico o particular del amparo boliviano ni 
mucho menos, ya que, en la gran mayoría de los ordenamientos que cuentan con 
este mecanismo jurisdiccional, se podría decir que es un elemento común283 y 
acaso connatural al proceso en cuestión; aunque no menos cierto es también el 
hecho de que ya en la práctica, muy pocas veces se cumple. 
 
Así pues, la sumariedad del proceso de amparo, prima facie, subyace del 
principio de inmediatez que preside a todos los mecanismos de tutela de los 
derechos y garantías fundamentales en general y por ende, al amparo constitucional 
en particular. De ahí, además de extraordinario y subsidiario, que son sus 
“principales cualidades”, el amparo sea también un proceso constitucional de 
tramitación sumaria y de protección inmediata. Bien es verdad que estas dos 
características pertenecen al ámbito procesal o formal de la institución, pero no por 
ello son menos importantes que los dos primeros, ya que, la determinación de su 
naturaleza constitucional, no puede lograrse sólo a través de delimitaciones 
materiales, sino -también- por medio de consideraciones procesales284. En tal 
sentido, la caracterización del amparo como un proceso de tramitación sumaria y de 
protección inmediata, tiene su importancia en tanto presupuesto procesal285. 
 
Ahora bien, la Constitución en su artículo 19, apartado II, expresamente 
establece que el proceso de amparo será tramitado por la autoridad competente, 
“en forma sumarísima”286. Esto quiere decir que el proceso, “debe tramitarse sin 
                                                 
283 En la mayoría de los países que cuentan con dicho mecanismo constitucional y en especial, en los que se han 
citado a lo largo del presente trabajo, el tiempo promedio de duración del proceso de amparo, esto es, de 
principio a fin, a la luz de sus respectivas leyes, oscila entre dos y tres meses aproximadamente. Sin embargo, 
como ya se dijo, una cosa son los plazos previstos en la ley y otra cosa la práctica, que generalmente dista de la 
previsión legal. Por ejemplo, según la LOTC, el amparo español no debía de durar más de tres meses, pero en la 
práctica demora aproximadamente cinco años. Una relación estadística de los amparos tramitados ante el TCE 
hasta año 2002, puede verse en, Pérez Tremps, Pablo (Coord.): La reforma del recurso de amparo, op. cit. págs. 
311-317. 
 
284 Aragón Reyes, Manuel, refiriéndose al amparo español, en: “Consideraciones sobre le recurso de amparo”, 
op. cit. pág. 166. 
 
285 En este sentido, Gimeno, Sendra, Vicente, a tiempo de referirse a la naturaleza del proceso “preferente y 
sumario” (art. 53,2º.LOTCE) del amparo español, en: “Naturaleza jurídica y objeto procesal del recurso de 
amparo”, REDC, Nº 6, 1982, pág. 45. 
 
286 Por su parte, la LTC, inexplicablemente, en ninguno de sus articulados hace referencia al carácter sumario 
del proceso de amparo, ni siquiera en los mismos términos que la Constitución. 
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dilación alguna”, ya que se trata de un proceso constitucional “dotado de celeridad, 
rapidez, brevedad y urgencia” (STC Nº 198/99), cualidades de las que no pueden 
abstraerse los órganos jurisdiccionales encargados de su tramitación. A propósito y 
antes de continuar, quepa recordar que la tramitación del proceso del amparo 
boliviano, comprende dos fases, la fase de verificación y la fase de revisión; el 
primero se tramita ante los TGC y, el segundo, ante el TC, lo cual implica que las 
referidas cualidades son aplicables a las dos fases y, por consiguiente, tanto los 
TGC así como el TC deberán sujetarse a las mismas287. 
 
En términos generales, se puede decir que dichas cualidades de orden procesal, 
inciden, básicamente, en tres ámbitos del proceso de amparo: a) el procedimiento; 
b) los plazos, y; c) las formalidades. 
 
a) En relación con el procedimiento, tal como se acaba de describir, es la propia 
Constitución la que establece la sumariedad del proceso de amparo. Sumariedad 
que a lo largo del proceso, se pone de manifiesto, principalmente, en la brevedad de 
los plazos, del que se ocupara el siguiente apartado y, la brevedad en la articulación 
de las diferentes actuaciones y etapas que comprende todo el proceso 
constitucional. En otras palabras, el hecho de que el proceso de amparo deba 
tramitarse sin dilación alguna, significa que en el curso del mismo, no pueden 
plantearse incidentes ni decretarse cuartos intermedios. 
 
Sin duda, el mejor ejemplo de la sumariedad del amparo, no es sino la audiencia 
(vista) pública que se celebra en la fase de verificación. Esta audiencia, según lo 
dispuesto por el artículo 101 LTC, una vez decretada fecha y hora para su 
celebración, “no podrá ser suspendida” bajo ninguna circunstancia; asimismo, una 
vez iniciada la audiencia “tampoco podrá decretarse recesos o cuartos intermedios 
durante su desarrollo”, y; lo que es aun más importante, el Juez o Tribunal de 
amparo competente, “pronunciará resolución final en la misma audiencia”, es decir, 
la sentencia que resuelva el amparo en su fase de verificación. Por tal razón se 
                                                 
287 Precisamente, en tal sentido, la LTC en su art. 103, bajo el título de “Responsabilidad”, establece lo 
siguiente: “Si la autoridad judicial, en la tramitación de los recursos de Habeas Corpus y Amparo 
Constitucional, no procediere conforme a lo dispuesto por los Artículos 18 y 19 de la Constitución Política del 
Estado y lo establecido en los capítulos IX y X del presente Título, los antecedentes serán remitidos a 
conocimiento del Consejo de la  Judicatura para fines del  Artículo 123, atribución tercera de la Constitución”. 
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puede decir que el amparo constitucional, en su fase de verificación, se resuelve en 
una sola audiencia, ya que, en dicha audiencia discurren los principales actos 
procesales, como ser, la fundamentación oral, el debate, la producción de pruebas, 
las conclusiones y la sentencia. Y todo ello, generalmente, en un periodo de dos a 
tres horas como máximo. 
 
De igual modo, en su fase de revisión, la tramitación del amparo, al menos en 
relación con la gran mayoría de los procesos constitucionales, es también sumaria. 
Es más, se podría decir que legal y operativamente, es mucho más sumaria que la 
fase de verificación, ya que, el TC en ejercicio de dicho cometido, ya no tiene que 
citar a las partes, ni decretar audiencias, sino únicamente, limitarse a la revisión. 
Ahora bien, como ya se dijo, una cosa, son los plazos y procedimientos que la ley 
establece y, otra es la práctica, que generalmente dista de la ley. En cualquier caso, 
lo cierto es que, la sumariedad del proceso de amparo, es uno de los elementos que 
configuran su naturaleza procesal y como tal, hacen del mismo, un proceso de 
protección inmediata de los derechos y garantías fundamentales. 
 
En este sentido, el TC, podría decirse que ha sido bastante consecuente con la 
norma fundamental, ya que, desde un primer momento se ha preocupado de que 
los jueces y tribunales de amparo (TGC) -y él mismo- respeten la sumariedad del 
proceso de amparo. Las veces que ha sido necesario, con tal de evitar que 
cualquier acción pueda entorpecer o repercutir negativamente en la sumariedad de 
su trámite, el TC, como parte de su labor de “pedagogía constitucional”, desde sus 
inicios no ha dudado en remarcar dicho carácter. Lo haría, principalmente, a través 
de llamadas de atención y en casos de reincidencia o de manifiesta inobservancia, 
incluso con apercibimiento de remitir expediente ante el Ministerio Público. Así, por 
ejemplo, en una de sus primeras sentencias, la STC Nº 087/99, diría lo siguiente: 
 
“Se llama la atención a la Sala Civil Primera de la R. Corte Superior de la ciudad de La 
Paz, por haber dispuesto un cuarto intermedio no reconocido por el Art. 19 mencionado de 
la Ley Fundamental...”.  
 
b) En relación con los plazos en el proceso de amparo boliviano, al menos desde 
la perspectiva de su regulación normativa, cabe decir que dichos plazos, en 
términos generales, son los más breves, especialmente, en relación con los 
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procesos ordinarios. Pero ya más en concreto, la sumariedad de los plazos en el 
proceso de amparo, se manifiesta, básicamente, en la admisión de la demanda, la 
celebración de audiencia y la remisión de la sentencia ante el TC, todos ellos, en la 
fase de verificación; en cambio, en su fase de revisión, la sumariedad de los plazos 
se manifiesta ante todo, en relación con el plazo para dictar la sentencia. 
 
A la luz de la LTC (art. 98), la demanda de amparo debe ser admitida dentro de 
las 24 horas de su presentación288; por su parte, la audiencia de amparo, además 
de lo ya apuntado en el apartado anterior, para lo que aquí interesa, debe 
celebrarse dentro de las cuarenta y ocho horas de practicada la citación (art.19.III 
CB y art. 100 LTC)289 y, por último; una vez dictada la sentencia, la misma, debe ser 
remitida en revisión -de oficio- ante el TC en el plazo de las 24 horas (art. 19.IV CB 
y art. 102.V LTC). Ya en la fase de revisión, el TC dictará sentencia dentro de los 
cuarenta días hábiles, plazo que se computa a partir del sorteo del expediente para 
el Magistrado relator (ponente). Con lo cual, en apego a los plazos que establecen 
las normas que regulan el proceso de amparo, éste, debería de concluir, en sus dos 
fases, como máximo, en tres meses290. 
 
c) Por último, en cuanto a las formalidades, el proceso de amparo, en términos 
generales, está exento de formalismos o solemnidades que son características 
propias de los procesos ordinarios291. En otras palabras, lo dicho, significa que la 
                                                 
288 Valga recordar que según su configuración procesal, el amparo boliviano no cuenta con una fase de admisión 
propiamente dicha. De ahí que en la práctica, el referido auto de admisión se redujese a un mero decreto, que sin 
ninguna motivación ni fundamentación, en términos generales, se limitaba a fijar fecha y hora de la audiencia. 
Sin embargo, a partir de la STC Nº 0505/2005, se puede decir que ya hay una fase de admisión, sobre el que se 
volverá en la tercera parte de este trabajo. 
 
289 Igualmente, sin perjuicio de volverá sobre esto, quepa adelantar que durante los primeros años, en apego al 
art. 100 LTC, la audiencia de amparo debía de celebrarse dentro de las 48 horas contadas a partir de la 
providencia de admisión. Pero, dicho precepto a través de la STC Nº 062/2000, fue declarado inconstitucional, 
en consecuencia, el plazo de las 48 horas se computa a partir de la citación al recurrido. En este sentido la STC 
Nº 0483/2004, viene a decir que “…este Tribunal por circular TC-PRES-003-01, aclarada por circular TC-
PRES.004-01, instruyó que el Juez o Sala de Corte debe pronunciar decreto de admisión del recurso señalando 
la audiencia para realizarse a las cuarenta y ocho horas de la citación del recurrido y no antes ni después”. 
 
290 Al respecto, aunque sin precisar un plazo definitivo, el TC dirá que “el recurso de amparo en tanto recurso 
extraordinario de proceso sumarísimo y de efecto inmediato no puede mantenerse latente por tiempo 
indeterminado” así la STC Nº 0716/2005. 
 
291 Así, en una de sus primeras sentencias, frente a una tramitación “informal” de un proceso de amparo en su 
fase de verificación, el TC entendió que debía ingresar en su revisión, “sin que sea óbice para ello los 
formalismos procesales poco claros que se exponen en la resolución venida en revisión”. (STC Nº 203/1.999). 
En el mismo sentido, y con mayor precisión, las SSTC Nos. 0993/2004, 0196/2006, entre otros. 
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interpretación de los requisitos formales del proceso, debe estar presidida por una 
cierta flexibilidad292 que, sin causar lesión a derechos de terceros ni vulnerar el 
principio constitucional de seguridad jurídica, permita cumplir eficazmente esa 
función de tutela inmediata de los derechos fundamentales293. 
 
Sin embargo, valga remarcar que dicha flexibilidad o escasa formalidad que 
preside la tramitación del proceso de amparo, en modo alguno debe suponer la 
disminución o desconocimiento de las garantías procesales que asisten a las partes 
que intervienen en dicha tramitación del proceso de amparo. En otras palabras, al 
tratase de un autentico proceso constitucional, la tramitación del amparo, no puede 
abstraerse, por ejemplo, de las garantías constitucionales de orden procesal, como 
ser, el derecho de defensa, la igual de armas, la publicidad, etc. 
 
En tal sentido, la flexibilidad del procedimiento de amparo, se manifiesta, por 
ejemplo y por así decirlo, en la “informalidad” de la citación al recurrido, ya que la 
misma puede practicarse válidamente, incluso a través de medios electrónicos (fax) 
que la ley no contempla; otra de las manifestaciones de dicha “informalidad”, es el 
hecho de que la audiencia de amparo puede celebrarse, también válidamente, sin la 
concurrencia de ninguna de las partes. De ahí que, una vez instalada la audiencia, 
frente a la inasistencia del demandado, para continuar la misma, no es necesario 
que previamente sea declarado rebelde, cual ha sido la práctica en los primeros 
años; asimismo, la inasistencia del recurrente, bajo ninguna circunstancia debe 
entenderse como un implícito desistimiento a la acción de amparo, cosa que 
también se ha dado durante los primeros años. 
 
En suma, la flexibilidad del procedimiento de amparo, implica que el mismo no 
está sujeto a formalismos procesales que puedan entorpecer la inmediata 
protección de los derechos y garantías fundamentales. En este sentido, el Tribunal, 
a través de su jurisprudencia (entre otros, la STC Nº 007/2001), ha fundado el 
principio de “favorabilidad”. Este principio permite, a los órganos competentes del 
                                                 
292 En este sentido, en relación con el amparo español, se dirá que “el proceso de amparo presenta formalmente 
una gran flexibilidad, siendo su tramitación escasamente formalista”, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La 
admisión del recurso de amparo, Secretariado de publicaciones, Universidad de Murcia, Murcia, 1991, pag. 75. 
 
293 En este sentido, en relación con el amparo español y más concretamente, explicando “la flexibilidad 
procesal” como una de sus características, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 26. 
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amparo, por ejemplo, dictar sentencia resolviendo el fondo del asunto, sin otros 
antecedentes ni fundamentos que los expuestos por el recurrente en su demanda 
de amparo, es decir, sin necesidad de escuchar a la parte demandada294; lo cual, 
sin embargo, no significa omitir su notificación con la demanda y los siguientes 
actuados procesales. 
 
Ya en la fase de revisión, una de las manifestaciones de la flexibilidad del 
proceso de amparo, sin duda tiene que ver con la posibilidad de que las partes, 
puedan “propugnar o impugnar” la sentencia objeto de revisión. Desde ya, ninguna 
de estas figuras aparece en las normas que regulan dicho procedimiento, sin 
embargo, ha sido la práctica, apoyada en el principio de “favorabilidad”, la que ha 
hecho de los mismos, un medio de defensa poco menos que imprescindible para las 
partes295. Del mismo modo, la facultad del TC para solicitar la complementación de 
pruebas o antecedentes (los actuados del proceso judicial o administrativo de donde 
trae causa el amparo), desde la perspectiva del Tribunal y en tanto está sujeto a su 
discrecionalidad, no deja de ser una actuación flexible. 
 
Lo más importante, sin embargo, no es que el proceso sea más o menos 
formalista y flexible, sino, que sea eficaz. Es decir, que el proceso de amparo se 
constituya en el mecanismo jurisdiccional que aun sin prescindir de los formalismos 
procesales, haga prevalecer los derechos y garantías fundamentales que forman 
parte de su ámbito de protección. Evidentemente, ello implica buscar en cada caso 
concreto, el equilibrio, no siempre fácil de encontrar, entre el cumplimiento de los 
requisitos legales y la flexibilidad en su interpretación296. Pero, aún así, lo que está 
claro es que los derechos y garantías fundamentales amparables, frente a los actos 
u omisiones que restringen, suprimen o amenazan su normal ejercicio, deben ser 
inmediatamente restablecidos sin que la rigidez legal o los formalismos procesales 
entorpezcan dicha inmediatez. 
                                                 
294 Sobre los alcances del principio de favorabilidad, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción 
constitucional. Procesos constitucionales..., op. cit. págs. 409 y 410. 
 
295 Propugnar, es apoyar y defender ante el TC, la sentencia dictada en la fase de verificación, en cambio, 
impugnar, significa hacer todo lo contrario. Normalmente, quien propugna es la parte vencedora o favorecida 
con la sentencia y, quien impugna, es la parte perdidosa. 
 
296 En este sentido, en relación con el carácter flexible del amparo español, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de 
amparo, op. cit. pág. 26. 
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2.4. Proceso constitucional de tutela inmediata y definitiva 
 
La última característica del proceso de amparo constitucional y no sólo en el 
Derecho boliviano, sino en el Derecho comparado en general, obviamente, en el 
Derecho comparado que cuenta con este mecanismo constitucional, tiene que ver 
con la protección o tutela inmediata y definitiva que brinda el proceso de amparo, 
más concretamente, la sentencia de amparo. En términos generales, esta 
característica del amparo, como se verá a continuación, tiene alguna relación con la 
anterior característica que se acaba de exponer. De hecho, ambos hallan su 
principal fundamento en un mismo principio, el de inmediatez, por una lado, y por el 
otro, se trata de dos características –este y el anterior- que se complementan y 
convergen hacia un mismo fin, la eficacia en la protección de los derechos y 
garantías fundamentales. Sin embargo, esta última, en cierto modo, adquiere o tiene 
más trascendencia que la anterior y, es precisamente por ello que no podía ser 
desarrollado en el mismo apartado, sino en uno distinto. Condiciones  
  
En efecto, además de lo ya señalado al comienzo de este apartado, hay que 
decir que esta característica vislumbra dos fracciones interdependientes uno del 
otro: de un lado, la tutela inmediata y; de otro, el carácter definitivo de la sentencia. 
La primera, naturalmente, se desprende del principio de inmediatez que preside el 
proceso de amparo; principio que se asienta, básicamente, en la “fundamentalidad” 
de los derechos y garantías que protege el proceso en cuestión, a su vez, la 
fundamentalidad de los derechos amparables subyace de su dimensión objetiva o 
constitucional, dimensión que en definitiva, obliga o incrementa, por así decirlo, la 
necesidad de su inmediata protección, por cierto, no sólo por el amparo 
constitucional. 
 
En cambio el carácter definitivo del proceso de amparo, más específicamente, 
de la sentencia que dicta el TC, se desprende de su cualidad de resolución no 
impugnable. Inimpugnabilidad que a su vez, subyace de la posición última -y 
suprema, si cabe- en el que se halla el proceso de amparo dentro del sistema 
constitucional de protección de los derechos y garantías fundamentales. Pues, 
como ya se ha dicho, el proceso de amparo se constituye en «cierre del sistema»; 
principalmente, por el hecho de que el TC que conoce y resuelve dicho proceso, se 
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erige en una especie de Tribunal supremo y como tal, es él quien tiene la última 
palabra en la “protección inmediata y eficaz de los derechos y garantías 
fundamentales...” (STC Nº 687/2000). Por consiguiente, contra las Sentencias del 
TC, no existe, ni posibilidad formal –porque la ley no contempla- ni material -porque 
por sobre el TC no hay más Tribunal- de interponer recurso alguno. 
 
Ahora bien, la protección inmediata y definitiva que brinda el amparo frente a la 
restricción, supresión o amenaza de los derechos y garantías fundamentales, se 
hace efectiva, sólo después, y no antes297, de que el proceso constitucional haya 
dictaminado que efectivamente existe dicha restricción, supresión o amenaza. En 
otras palabras, para que se haga efectiva la tutela inmediata y definitiva, 
previamente debe existir una sentencia firme; dicha sentencia debe ser el resultado 
de un proceso previo y, en dicho proceso se ha tenido que demostrar y comprobar 
la vulneración del derecho o garantía fundamental alegada por el recurrente. Pero, 
entre tanto no exista sentencia, las alegaciones del recurrente a tiempo de plantear 
su demanda, prima facie, no serán más que apreciaciones “subjetivas” e hipotéticas 
sobre supuestas violaciones. De ahí la necesidad de una sentencia producto de un 
proceso previo, de lo contrario, es decir, sin proceso no habrá sentencia y sin 
sentencia, no habrá nada que ejecutar. 
 
Sin embargo, la doctrina del Tribunal, al respecto, no es del todo esclarecedora. 
De hecho, podría decirse que entiende más bien lo contrario de lo que se acaba de 
señalar. Así, en un primer momento, apoyado en el apartado IV del artículo 19 
constitucional, dirá lo siguiente: “el recurso de amparo ha sido creado para proteger, 
en forma inmediata, los derechos y garantías fundamentales” (STC Nº 215/1.999); 
posteriormente, en otra sentencia, vendrá a decir que la protección inmediata 
implica que, el Tribunal, no puede entrar en el conocimiento de aquellas demandas 
de amparo presentadas con posterioridad a los seis meses de haber sufrido agravio 
el demandante; de hacerlo –concluye el Tribunal- “significaría atentar contra la 
naturaleza de protección inmediata del recurso de amparo prevista en el inciso IV 
del art. 19 CB”, (STC Nº 347/1.999)298. 
                                                 
297 Es cierto que, excepcionalmente, puede otorgarse tutela provisional a través de las medidas cautelares, es 
decir, antes de la sentencia, sin embargo, no menos cierto es que, dicha tutela, no es definitiva, sino, provisional. 
 
298 En el mismo sentido, entre otros, la STC Nº 0600/2000. 
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En otras palabras, a través de las referidas sentencias, el TC, lo que hace es 
interpretar y relacionar la “naturaleza de protección inmediata” del proceso de 
amparo (art. 19.IV CB), con el plazo para la presentación de la demanda. Bien es 
verdad que, en principio, el razonamiento no es del todo irrefutable, ya que, el 
precepto constitucional contenido en el aludido apartado IV del art. 19, establece 
que la autoridad judicial “concederá el amparo solicitado siempre que no hubiere 
otro medio o recurso legal para la protección inmediata de los derechos y 
garantías...”; sin embargo, lo que está poniendo de manifiesto, es la naturaleza 
subsidiaria del proceso de amparo y no así, el de protección inmediata en relación 
con el plazo para interponer la demanda de amparo. 
 
No obstante, en una interpretación extensiva, bien podría entenderse que el 
citado precepto constitucional encierra, al mismo tiempo, las características de 
subsidiariedad e inmediatez del proceso de amparo299; pero ni aun así extraerse de 
de allí, la determinación del plazo para la presentación de la demanda, ya que, en 
rigor, una cosa es el plazo, otra la subsidiariedad y otra distinta la protección 
inmediata y definitiva. 
 
Dicho lo cual y dejando de lado la jurisprudencia del TC, hay que decir que el 
carácter de protección inmediata y definitiva del proceso de amparo, subyace, no 
del apartado IV sino del V del mismo artículo constitucional. Este precepto, además 
de prescribir: a) el carácter de tutela inmediata y definitiva que brinda el proceso de 
amparo, prescribe a su vez; b) la necesidad de un proceso previo que permita 
adoptar la decisión final a la que hace referencia y, por sobre todo; c) las 
consecuencias jurídicas de su eventual incumplimiento. Así las cosas, podría 
decirse que el precepto en cuestión, se constituye en el colofón de las normas que 
regulan el proceso de amparo; por ello mismo, a continuación, se desarrollan cada 
de uno de sus componentes. 
 
En primer lugar, convenga recordar que el precepto en cuestión, establece lo 
siguiente: “Las determinaciones previas de la autoridad judicial y la decisión final 
                                                 
299 Sin embargo, el principio de inmediatez que subyace del citado precepto, es aplicable al proceso, es decir, al 
trámite del mismo y no así, no al menos de manera directa e inmediata, a la ejecución de la sentencia, que es lo 
que aquí interesa. 
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que conceda el amparo300 será ejecutada inmediatamente y sin observación, 
aplicándose, en caso de resistencia, lo dispuesto en el artículo anterior”301. 
 
a) Ahora bien, en relación con la característica de tutela inmediata y definitiva, 
que es lo que en definitiva aquí interesa, huelga decir que dicho mandato no es sino 
el corolario de uno de los principios fundamentales que rigen los procesos 
constitucionales. Tal principio está contemplado en el art. 121.I CB cuyo texto 
establece que “Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso 
ulterior alguno”. Esto significa que las resoluciones que dicta el TC, en este caso, 
las sentencias de amparo, son resoluciones dotadas de firmeza, es decir, son 
resoluciones con calidad de cosa juzgada constitucional. Como tales, en el ámbito 
interno o estatal, imprimen dos efectos: el carácter definitivo y la inmediata 
ejecución. El carácter definitivo significa que una vez emitidas, ya no pueden ser 
impugnadas en ninguna forma y ante ningún Tribunal; por su parte, la ejecución 
inmediata, presupone que son resoluciones de inmediato cumplimiento, es decir, sin 
posibilidad de oponer observaciones (repararos) ni objeciones de ninguna índole. 
 
b) En relación con la necesidad de un proceso sumario –previo- que permita 
adoptar la resolución final a la que hace referencia el citado precepto constitucional 
y del que ya se ocupó el apartado anterior, no hay nada más que agregar, excepto, 
reiterar su importancia para la efectividad, no sólo del propio apartado V del que 
implícitamente subyace, sino también del artículo 121.I. 
 
c) En cambio, en relación con el tercer punto relativo a los efectos de su 
incumplimiento, quepa señalar que dicha previsión, en la práctica, se constituye en 
el único y principal mecanismo judicial que garantiza el estricto e inmediato 
cumplimiento de las sentencias de amparo constitucional. Pues, tal como prescribe 
                                                 
300 En primer lugar, la negrilla no corresponde al original. Por otra parte, dado que sobre esto se volverá en la 
tercera parte de este trabajo, valga anticipar que el precepto constitucional, con una lógica poco frecuente, hace 
alusión, únicamente, a las sentencias que concedan (estimen) el amparo solicitado; lo cual, contrario sensu, 
implica que el precepto no es aplicable a las sentencias que deniegan (desestiman) el amparo solicitado y, ello es 
así, por la sencilla razón de que en las sentencias que no conceden el amparo nada cambia y por lo tanto, no hay 
nada que ejecutar. 
 
301 El “artículo anterior” al que se refiere la norma constitucional es la prevista en el art. 18.V. CB, el mismo que 
establece que: “Los funcionarios públicos o personas particulares que resistan las decisiones judiciales, en los 
casos previstos por este artículo, serán remitidos por orden de la autoridad que conoció del <habeas corpus>, 
ante el Juez en lo Penal para su juzgamiento como reos de atentado contra las garantías constitucionales”. 
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el citado artículo 18.V -al que se remite el artículo 19.V y, éste, se desarrolla en el 
artículo 104 de la LTC-, el incumplimiento de la sentencia de amparo conlleva, para 
la persona que incumple, sea éste funcionario o particular, la comisión de un delito 
de «atentado contra las garantías constitucionales»; por consiguiente, la apertura, 
en su contra, de un proceso penal. En este sentido, el citado precepto (art. 104) de 
la LTC establece que: 
 
“Los Funcionarios y personas particulares que recibieren una orden judicial dictada en 
recurso de habeas corpus o amparo constitucional y no la cumplieren o no la hicieren 
cumplir, serán sometidos a proceso penal, a cuyo efecto se remitirán antecedentes al 
Ministerio Público”. 
 
Por su parte, el Ministerio Público (Ministerio Fiscal), de conformidad con esta 
disposición legal, frente a los supuestos de incumplimiento, lo que hace es acusar 
penalmente al “desobediente” ante el juez penal, por la comisión –por omisión- del 
delito de “desobediencia a resoluciones en procesos de habeas corpus y amparo 
constitucional”; tipo penal que está previsto y sancionado por el art. 179 bis, del 
Código Penal302. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
302 El referido tipo penal establece, “El funcionario o particular que no diere exacto cumplimiento a las 
resoluciones judiciales, emitidas en procesos de habeas corpus o amparo constitucional, será sancionado con 
reclusión de dos a seis años y con multa de cien a trescientos días”. 
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IV. EL AMBITO DE PROTECCIÓN DEL PROCESO DE AMPARO: Los 
derechos y garantías fundamentales protegibles en el proceso de 
amparo constitucional 
 
En el capítulo anterior se ha señalado que el proceso de amparo, por su 
naturaleza extraordinaria, es un mecanismo jurisdiccional con un ámbito de 
protección específico, esto es, que protege únicamente un determinado elenco de 
los denominados derechos y garantías fundamentales. Ahora bien, cuales son, o, 
cuales deban ser, en términos más concretos, esos derechos y garantías 
protegibles, es precisamente la cuestión de la que se ocupara este capítulo. Desde 
ya, hay que decir que esta cuestión, en el ordenamiento boliviano, carece de una 
adecuada regulación, básicamente, por la ambigüedad de la normativa en vigor. La 
doctrina, por su parte, es todavía poco crítica y nada comprometida y, por último; la 
jurisprudencia, a pesar de los esfuerzos demostrados, especialmente por el TC, es 
incipiente aún. 
 
En tales circunstancias, no es de extrañar que, en los estrados judiciales y en 
menor medida en el terreno académico, la delimitación y justificación del ámbito de 
protección del amparo constitucional se pase todavía por alto. En todo caso, lo que 
sucede es que, frente a la ambigüedad normativa y doctrinal, se impone un 
aparente conocimiento y nunca mejor dicho, un “erróneo” preconcepto en el sentido 
de que el recurso de amparo protege, indistintamente, todos los derechos y 
garantías que la Constitución y las leyes reconocen. Dicho preconcepto, sin duda, 
es fruto, de un lado, de la concepción “tradicional” del amparo constitucional en 
tanto mecanismo jurisdiccional del viejo modelo de justicia constitucional y, por el 
otro, de la interpretación exclusivamente literal de su configuración legal y 
constitucional (art. 19) desde el mismo momento de su introducción en el Derecho 
boliviano. 
 
Sin embargo, tomando en cuenta que en la actualidad el amparo constitucional 
es parte de un modelo de justicia constitucional distinto al que se hallaba en vigor en 
el periodo en que fue incorporado al ordenamiento boliviano, está claro que dicho 
preconcepto ya no se ajusta a los tiempos que corren. En otras palabras, ya no se 
adecua al modelo de justicia constitucional en vigor, que es el concentrado y, por lo 
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tanto, debe ser reinterpretado o reformulado y, en la medida de lo posible, 
delimitado de manera que se ajuste a los fines del amparo constitucional en tanto 
competencia del Tribunal Constitucional. 
 
En tal sentido, a lo largo del presente capítulo, tal como se acaba de adelantar, 
lo que se intentará es determinar dicho ámbito de protección, es decir, se intentará 
especificar los derechos y garantías fundamentales protegibles mediante el amparo 
constitucional. Como no podía ser de otra manera y, por supuesto, sin dejar de lado 
la LTC, para tal efecto, se tomará como punto de partida, el precepto constitucional 
que regula la cuestión planteada; pero, a diferencia de lo que habitualmente suele 
suceder, esta vez, dicho precepto será interpretado a la luz de los demás 
mecanismos jurisdiccionales y, en especial, a la luz de los preceptos que regulan los 
fines y competencias del TC. Lo cual, dicho de otro modo, supone decir que la 
finalidad que se persigue, será abordada a partir de una interpretación sistemática 
de las normas que regulan el proceso de amparo en particular y el modelo en vigor 
de justicia constitucional en general. 
 
El acometimiento de dicha cuestión y de la forma propuesta, se justifica en la 
necesidad de cambiar –o reformular- aquella concepción tradicional y errática; por 
ser la misma, una de las principales causas de la “transfiguración” que el amparo 
viene sufriendo en los últimos tiempos, hasta el punto, incluso, de convertirlo, de 
cara a los litigantes, en un “remedio procesal sin límites”. Esta concepción y sus 
efectos, de mantenerse, como ya se dijo, a la larga terminaran por desnaturalizar y 
desprestigiar no sólo al proceso de amparo sino al propio Tribunal Constitucional. 
Pues, tal como ya viene sucediendo en los últimos años, se traducirán en un 
excesivo incremento de la carga de trabajo, colocando en serio riesgo la eficacia de 
la institución procesal así como la virtualidad de su órgano competente. 
 
Ante esa la perspectiva, el propósito de las páginas que siguen a continuación 
es, cuanto menos, reducir aquel riesgo y en contrapartida mantener y, si cabe, 
aumentar las expectativas que se tienen depositadas tanto en el amparo como en el 
TC. En otras palabras, a través de la delimitación de los derechos y garantías 
fundamentales protegibles por el proceso de amparo, lo que se pretende es frenar la 
referida tendencia y de ese modo, la idea es reducir las posibilidades de que el 
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amparo no termine convirtiéndose, -tal como se dijo del amparo alemán- en un 
remedio procesal: «sin coste», «sin esfuerzo» y «sin sentido»303. 
 
Así pues, hechas las puntualizaciones, no queda más que ingresar en materia, 
aunque para ello es necesario, previamente, referirse o mejor dicho, aproximarse al 
concepto de derechos fundamentales, y sólo después, a partir de allí, intentar 
alcanzar los propósitos señalados. 
  
 
1. Aproximación al concepto de derechos fundamentales 
 
En la legislación y la doctrina comparada, son diferentes las acepciones con las 
que se alude a los derechos y garantías protegibles en amparo. En términos 
generales, se puede decir que las expresiones utilizadas con mayor frecuencia son: 
derechos humanos, libertades públicas y derechos fundamentales304. Estas 
locuciones, en la práctica, a pesar de las tentativas doctrinales encaminadas a 
explicar el respectivo alcance de cada una de ellas305, son descritas indistintamente, 
es decir, utilizadas como sinónimos306. Ello, probablemente, se deba al hecho de 
que tales tentativas resultan tan amplias que todos los derechos, en última 
instancia, pueden apellidarse humanos y fundamentales en cuanto que brotan del 
hombre y a él le afectan307. 
                                                 
303 Mas o menos en el mismo sentido, en relación con el amparo español, se dirá que el amparo no puede llegar 
a ser, “cualquier cosa que se proponga, con sólo echarle un mínimo de imaginación a los artículos 14 y 24 de 
nuestra constitución”, vide, Cruz Villalón, Pedro: “Sobre el amparo”, op. cit. pág. 10. (El art. 14 prescribe el 
derecho a la igualdad ante la ley y el art. 24, las garantías procesales de orden constitucional). 
 
304 Además de los citados términos, es verdad que también se utilizan, aunque en menor medida, otras 
acepciones como, «derechos naturales», «derechos morales», «derechos subjetivos públicos», «derechos 
individuales», «derechos civiles», «derechos políticos» y «derechos ciudadanos o del ciudadano». 
 
305 Un estudio pormenorizado de las diferentes acepciones en torno a los derechos fundamentales utilizadas en 
la doctrina española, pude verse en el trabajo de, Barranco Avilés, M. Carmen: El discurso de los derechos, 
Cuadernos Bartolomé de las Casas, Nº 1, Dykinson, Madrid, 1.996.  
 
306 En este sentido, la doctrina sostiene: por un lado, que existe una indistinta utilización de los términos 
“derechos humanos y derechos fundamentales”; pero, por el otro, entiende que “los derechos humanos o 
derechos del hombre se utilizan para hacer referencia al conjunto de derechos reconocidos en las declaraciones 
y textos internacionales”, mientras que la expresión derechos fundamentales serviría para denotar “los derechos 
protegidos por el derecho interno de cada país”. En este último sentido, vide, Martínez de Pisón, José: 
“Derechos humanos: historia, fundamento y realidad”, Egido editorial, Zaragoza, 1.997, pág. 17. 
 
307 Así, Corral Salvador, Carlos y Gonzáles, Rivas, J. José, en: “Código Internacional de Derechos Humanos”, 
Colex, Madrid, 1.997, pág. 22. 
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Por otra parte, también podría decirse que dicha variedad terminológica308, 
responde a conexiones culturales y explicaciones derivadas del contexto histórico, 
de unos intereses, de una ideología y de unas posiciones científicas o filosóficas de 
fondo309. En otras palabras, expresan el diferente uso lingüístico de cada sociedad, 
las diferencias en los órdenes jurídico-culturales, la doctrina de los autores, las 
distintas posturas, etc. Por consiguiente, cabría concluir señalando que la forma de 
concebir, razonar y justificar los derechos y garantías fundamentales en general y 
los protegibles en amparo en particular, desde una concreta acepción, no implica 
sino, adoptar una postura determinada, postura que viene dada, por el concepto que 
se tenga de tales derechos; pues, es definitiva, todo concepto de los derechos 
presupone una toma de postura sobre su justificación y, toda justificación parte de 
un concepto previo de los derechos310. 
 
Ello explica, seguramente, el hecho de que en la actualidad, la generalidad de la 
doctrina sobre la materia, sea cada vez más inabarcable y heterogénea a la vez. Lo 
más probable es que seguirá siendo así, ya que en la media que, con el transcurso 
del tiempo, vayan surgiendo otras necesidades, otros intereses en torno a unos 
bienes jurídicos inherentes a la dignidad humana, seguirán surgiendo otras 
acepciones y otros enfoques doctrinales, también desde diferentes perspectivas; 
con lo cual, la doctrina continuará siendo, como ahora, heterogénea e inabarcable. 
Un buen ejemplo de esta dinámica, sin duda, es el surgimiento de los derechos que 
se han dado en llamar como derechos de tercera generación o derechos colectivos, 
los mismos que por cierto, de una parte, vienen adquiriendo cada vez mayor fuerza 
                                                 
308 Por cierto, la indistinta utilización de una variedad de locuciones, se da también en el contexto internacional, 
más propiamente, en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (en adelante DIDH), puesto que los 
diferentes tratados, convenios y declaraciones internacionales sobre la materia, no hacen sino reflejar dicha 
floritura terminológica; así por ejemplo, acaso siguiendo la utilización de tan variada nomenclatura doctrinal, la 
Carta de las Naciones Unidas de 1945, en su preámbulo utiliza la expresión “derechos fundamentales” y, 
“derechos humanos y libertades fundamentales” en sus artículos 1 y 55; en cambio la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de la ONU del 10 de diciembre de 1948, a pesar de su título genérico, en su consideración 
sexta y séptima habla de “derechos y libertades fundamentales”; por su parte, el Convenio Europeo para la 
protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, sólo en su título ya hace referencia a 
dos expresiones, “Derechos humanos” y “Libertades públicas”; y así, entre otros, la Convención Americana de 
Derechos Humanos, utiliza en su preámbulo la expresión “derechos esenciales del hombre”, y en su texto 
(artículos 1º y 2º) emplea, sin ninguna añadidura, el término “derechos y libertades”.  
 
309 Peses-Barba Martínez, Gregorio: Lecciones de Derechos Fundamentales, Dykinson, Madrid, 2004, pág.  20. 
 
310 Así, de Asís Roig, Rafael, en: Sobre el concepto y el fundamento de los derechos, una aproximación 
dualista, Dykinson, Madrid, 2.001, pág. 5. 
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vinculante y, de otra, mayor necesidad y exigencia de establecimiento de garantías 
de efectividad311. 
 
Siendo ese el panorama, que duda cabe que el propósito de este apartado se 
torna un tanto difícil, sino imposible. Pues, el carácter dinámico de los eventuales 
derechos y garantías protegibles en amparo, esto es, su constante e incesante 
cambio y adecuación a las distintas realidades, hace que la adopción de una 
determinada postura conceptual se reduzca a un determinado espacio material y 
temporal, y nunca mejor dicho, a un determinado enfoque coyuntural. Precisamente 
por tal razón, este apartado en modo alguno pretende ingresar en el profuso debate 
doctrinal y terminológico en torno a los derechos humanos o fundamentales. En 
todo caso y tal como se dijo, la idea es, desde una perspectiva puramente 
descriptiva, aproximarse a la noción conceptual de los derechos fundamentales 
protegibles en amparo, para luego, sobre la base de ese concepto ingresar en el 
segundo apartado. 
 
En efecto, convenga reiterar que pretender responder con meridiana precisión, 
qué o cuales son los derechos fundamentales, ciertamente, no es una tarea sencilla 
ni mucho menos. Prueba de ello es que las distintas posiciones doctrinales muy 
pocas veces son coincidentes312. Donde la doctrina perece coincidir, es en una 
suerte de “concepto negativo” de los derechos fundamentales, es decir, en aquellos 
aspectos que lo distinguen del resto de las acepciones que se utilizan como 
sinónimos del mismo313. 
                                                 
311 A propósito, el último apartado de este Capitulo se ocupará, precisamente, de los aludidos derechos 
colectivos frente al amparo constitucional. En sí, la idea es establecer si cabe o no la protección de estos 
derechos a través del proceso de amparo constitucional. 
 
312 Al respecto, siguiendo uno de los planteamientos de L. Ferrajoli, las aproximaciones conceptuales, en torno a 
los derechos fundamentales, podrían agruparse en dos perspectivas doctrinales: la iuspositivista y la 
iusnaturalista. Sin embargo, por el hecho de basarse en la legislación, la primera perspectiva conduce a una 
respuesta empírica de tipo asertivo, verificable o refutable con referencia al ordenamiento objeto de indagación; 
por su parte la segunda, conduce a una respuesta axiológica, de tipo normativo y, por consiguiente, ni verdadera 
ni falsa. Con lo cual, al final, ninguna de las dos respuestas nos dicen que son –exactamente- los derechos 
fundamentales, ya que, lo que más bien intuyen es, cuales son y cuales deben ser los derechos tutelados o que 
deben tutelarse como fundamentales, vide, Ferrajoli, Luigi: Los fundamentos de los derechos fundamentales, 
Trota, Madrid, 2001, págs. 289 y ss.. 
 
313 Un trabajo bastante sucinto sobre el concepto de los derechos fundamentales, vide, De Páramo Arguelles, J. 
Ramón: “Concepto de derechos fundamentales”, en, Betegón Jerónimo, Laporta Francisco J., De Páramo J. 
Ramón y Prieto Sanchos, Luís (coords.): Constitución y derechos fundamentales, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Madrid, 2004, págs. 195-213. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 218
Con todo ello, en términos generales, podría decirse que los derechos 
fundamentales son: por un lado, aquellos derechos que establecen la conexión 
necesaria entre el derecho positivo y el conjunto de ideas morales básicas existente 
en una sociedad314 y, por el otro, son derechos inherentes a todos los hombres en 
cuanto tales y se apellidan fundamentales, por cuanto sirven de base a otros más 
particulares, derivados o subordinados a ellos315. 
 
A la luz de ambas posiciones, en una primera aproximación puede decirse que 
los derechos fundamentales expresan, demandas de libertades, facultades y 
prestaciones directamente vinculadas con la idea de dignidad humana. Como tales, 
son a su vez, por un lado, reconocidas como legítimas por la comunidad 
internacional y, por el otro, congruentes con los principios ético-jurídicos 
ampliamente compartidos y, precisamente por tal razón, son consideradas 
merecedoras de protección jurídica pronta y efectiva, no sólo en la esfera interna, 
sino también en el plano internacional. En este último sentido, la expresión derechos 
fundamentales suele asociarse con el de derechos humanos. De hecho, tal como se 
verá más adelante, en la doctrina del TC, ello es bastante frecuente316. 
 
Sobre esta cuestión, haciendo un breve paréntesis, hay que decir que, 
efectivamente, cabe alguna similitud entre amabas expresiones. Así, por ejemplo, 
ambas aluden a unos mismos derechos, pero en distintos ámbitos, el primero en el 
ámbito internacional y el segundo en el ámbito interno317. De donde, en la 
construcción doctrinal y normativa, se ha hecho hincapié a reservar el término 
“derechos fundamentales” para designar los derechos positivados en el ámbito 
interno, en tanto que la fórmula “derechos humanos” sería la más usual para 
denominar los derechos naturales positivados en las declaraciones y convenciones 
                                                 
314 Rubio, Llorente, Francisco: “El núcleo duro de los derechos humanos desde…”, op. cit. pág. 82. 
 
315 Corral Salvador, Carlos y Gonzáles Rivas, J. José: Código Internacional de…, op. cit. pág. 23. 
 
316 Así, entre otros, la STC Nº 1550/2003, dirá que, “los derechos fundamentales son los derechos humanos 
positivizados o consagrados en el catálogo de la Constitución como Ley Fundamental del Estado”. 
 
317 En este sentido, Rubio Llorente, Francisco, dirá que “los derechos humanos, a demás de ser derechos 
positivizados libremente, pero bajo ese nombre por el Derecho internacional, son derechos positivizados 
necesariamente, aunque bajo otra denominación por el Derecho interno”, así, en: “El núcleo duro de los 
derechos humanos desde…”, op. cit. pág. 82. 
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internacionales318. Asimismo, desde la perspectiva funcional, suele distinguirse 
ciertas características particulares de cada una de las expresiones: respecto los 
derechos fundamentales se dice que son «derechos constitucionales», «menos 
abstractos», «más dinámicos» y «con mayor garantía de efectividad que los 
derechos humanos». En cambio respecto a estos últimos, se dice que se 
caracterizan por ser, «derechos inherentes al ser humano», «inalienables» e 
«independientes de su reconocimiento por el Estado»319. 
 
Dicho lo cual, volviendo a la cuestión inicial, una segunda aproximación al 
concepto de derechos fundamentales denota, la existencia de “bienes” de 
extraordinaria importancia, de los que todos los individuos deben gozar, y; para que 
el goce de tales bienes sea efectivo, proclama la necesidad, por un lado, de 
adscribir deberes y obligaciones a terceras personas, y por el otro, de perseguir 
determinadas metas y objetivos de carácter colectivo320. 
 
Así pues, a la luz de los elementos expuestos y de acuerdo con la doctrina 
mayoritaria -además, la práctica de los tribunales-, la denominación «derechos 
fundamentales» reúne las siguientes características: 
 
a) Es más precisa que la expresión derechos humanos y carece del lastre de 
la ambigüedad que ésta supone. 
 
b) Puede abarcar las dos dimensiones en las que aparecen los derechos, sin 
incurrir en los reduccionismos iusnaturalistas o positivistas. En efecto, los 
                                                 
318 Entre otros vide, Diez-Picazo, Luís Maria: “Sistema de derechos…, op. cit. pág. 34. Por su parte, Pérez 
Luño, Antonio Enrique, dirá que también forman parte de este segundo grupo de derechos, “aquellas exigencias 
básicas relacionadas con la dignidad, la libertad y la igualdad de la persona que no han alcanzado un estatuto 
jurídico positivo”, así, en: Los derechos fundamentales, Tecnos, Madrid, 7ª edición, 1998, pág. 44. 
 
319 En efecto, derechos humanos es una expresión propia de aquella rama del Derecho que se dio en llamar 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en cambio derechos fundamentales es una expresión propia 
del Derecho constitucional. Por otro lado, en relación con la necesidad del reconocimiento de los derechos 
humanos como derechos fundamentales por los Estados en sus respectivas constituciones de modo que sean 
efectivas, no es una cuestión superada, al contrario, es todavía motivo de debate. Así, por ejemplo, frente a la 
posición en sentido “negativo” de Antonio Fernández-Galindo, Gregorio Peces-Barba, desde una perspectiva 
dualista, entiende lo siguiente: “los derechos fundamentales sólo alcanzan su plenitud en tanto en cuanto una 
norma jurídica positiva -con rango constitucional- los reconoce, permitiendo de esa manera la reclamación a sus 
titulares ante el Estado, quien a su vez, a través de su poder de coacción los protege y garantiza su efectividad”, 
vide, Peses-Barba, Martínez, Gregorio: Cursos de derechos fundamentales..., op. cit. pág. 147. 
 
320 Amuchastegui Gonzáles, Jesús: “Mujer y Derechos humanos: Concepto y fundamento”, en Internet: 
www.unifr.ch/derechopenal/articulos/pdf/Gonzales1.pdf. (fecha de consulta 15-02-06). 
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derechos fundamentales expresan tanto una moralidad básica como una 
juridicidad básica. 
 
c) Es más adecuado que los términos derechos naturales que se identifican 
esencialmente con una posición iusnaturalista o derechos morales que 
mutilan a los derechos de su faceta jurídico-positiva, o dicho de otra 
forma, que formulan su concepto sin tener en cuenta su dimensión 
jurídico-positiva. Las tradiciones lingüísticas de los juristas atribuyen al 
término «derechos fundamentales» esa dimensión vinculándola a su 
reconocimiento constitucional o legal. 
 
d) Es más adecuado que los términos aludidos «derechos públicos 
subjetivos» o «libertades públicas» que pueden perder de vista la 
dimensión moral, y ceñir la estipulación del sentido a la faceta de la 
pertenencia al Ordenamiento. 
 
e) Su proximidad con el término “derechos humanos”, salvando su 
ambigüedad, permite usar “derechos fundamentales” abierto a esa 
primera e imprescindible dimensión ética que se pierde con una excesiva 
orientación constitucionalista o administrativista a la que se reduciría la 
idea de los derechos con la terminología “libertades públicas” o “derechos 
públicos subjetivos”. 
 
Por último, pese a que no resulta doctrinalmente sencillo determinar con 
exactitud qué es un derecho fundamental y qué no lo es321, siguiendo la definición 
dada por Ferrajoli, hay que decir que derechos fundamentales son “todos aquellos 
derechos subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos 
dotados de status de persona, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; 
entendiendo por derecho subjetivo, cualquier expectativa positiva (de prestación) o 
negativa (de no sufrir lesión) adscrita a un sujeto por una norma jurídica”322.  
 
                                                 
321 Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 50. 
 
322 Vide, Ferrajoli, Luigi: “Derechos fundamentales”, en, Los fundamentos de los derechos fundamentales, 
Trotta, Madrid, 2001, pág. 19. 
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Desde esta perspectiva, los derechos fundamentales son derechos subjetivos, y 
como tales, “tienen su título inmediatamente en la ley, en el sentido de que todos 
son ex lege, o sea, conferidos a través de reglas generales de rango habitualmente 
constitucional”; se diferencian, por ello, de los “derechos patrimoniales”, “que tienen 
por título actos de tipo negocial o, en todo caso, actuaciones singulares como 
contratos, donaciones, testamentos, sentencias, decisiones administrativas por cuya 
virtud se producen, modifican o extinguen”323.   
 
Ahora bien, a partir de dicho concepto324, en el siguiente apartado, lo que 
corresponde es centrarse en la individualización de cuáles son esos derechos 
fundamentales que debe proteger el amparo constitucional. Dicho cometido, sin 
embargo, ya no se abordará desde la perspectiva teórica y conceptual, sino, a partir 
de su regulación normativa y la práctica jurisdiccional325, es decir, a la luz del 
ordenamiento jurídico que regula dicho ámbito de protección y la jurisprudencia que 
sobre el particular ha venido desplegando el TC. 
 
 
2. Los derechos y garantías fundamentales protegibles por el proceso de 
amparo 
 
Como ya se adelantó, los derechos protegibles en amparo, en el Derecho 
boliviano, no están claramente definidos. Sin embargo, dicha indeterminación, no es 
una cuestión propia y exclusiva de dicho ordenamiento, ya que, un somero repaso 
al Derecho comparado, hace ver que en los distintos ordenamientos que cuentan 
con dicho mecanismo, no existe uniformidad al respecto. Lo propio cabe decir de la 
doctrina y la jurisprudencia. De ahí que, en términos generales, los derechos 
protegibles en amparo, según la legislación comparada, puede agruparse en tres 
prototipos de regulación: a) amplia; b) restrictiva, y; c) intermedia. 
                                                 
323 Íbidem., pág. 35. 
 
324 A propósito, valga precisar que la aproximación conceptual dada, sin duda, es una de las que mejor se adecua 
al concepto de los derechos fundamentales protegibles por el amparo constitucional, pero no es el definitivo ni 
mucho menos. En cualquier caso, sobre sus principales características para merecer la protección que brinda el 
amparo, se volverá todavía más adelante. 
 
325 De hecho, en la jurisprudencia del TC, la expresión derechos fundamentales, es la que mayor arraigo tiene, 
aunque, siguiendo el tenor de la Constitución, generalmente irá acompañado de la expresión garantías, es decir, 
derechos y garantías fundamentales. 
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a) Los ordenamientos que formarían parte del primer prototipo, son aquellos que 
expresamente formulan dentro del ámbito de protección del amparo, derechos y 
garantías provenientes de tres fuentes a saber: la Constitución, las leyes y, los 
tratados internacionales. En otras palabras, a la luz de esos ordenamientos, el 
ámbito de protección del amparo constitucional comprende, de una parte, los 
derechos y garantías constitucionalmente reconocidos, de otra, los derechos y 
garantías establecidos en las leyes y, por último, los derechos y garantías 
contemplados en los tratados internacionales. Dentro de este modelo de regulación, 
a modo de ejemplo, puede citarse el amparo argentino326 y el amparo mexicano. 
 
b) En cambio, los ordenamientos que formarían parte del segundo, la restrictiva, 
son aquellos que a diferencia de los primeros, regulan dentro del ámbito de 
protección del amparo, un determinado –podría decirse reducido- elenco de 
derechos y garantías fundamentales. Más propiamente, sólo los derechos 
fundamentales de primera generación, o lo que es lo mismo, los denominados 
derechos civiles y políticos. En efecto, salvo que tengan alguna conexión con alguno 
de los referidos derechos fundamentales, este tipo de ordenamientos, excluyen del 
ámbito de protección del amparo, los denominados derechos de segunda y tercera 
generación, los derechos económicos, sociales y culturales y, los derechos 
colectivos o de última generación. En este modelo de regulación, sin duda, el 
ejemplo más representativo es el amparo español327 y, en cierto modo, el amparo 
colombiano328 y el chileno329. 
                                                 
326 El artículo 43, de la Constitución argentina de 1.994, establece lo siguiente: “Toda persona puede interponer 
acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u 
omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o 
amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, 
un tratado o una ley...”. (las negrillas no corresponden al original) 
 
327 Según el artículo 53 de la CE, a través del amparo constitucional, “Cualquier ciudadano podrá recabar la 
tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo... la 
objeción de conciencia reconocida en el artículo 30”. La referida Sección primera del Capítulo segundo, 
comprende los artículos 15 al 29; de donde, prima facie, puede decirse que el amparo español sólo protege los 
derechos y libertades recogidas en los artículos 14 al 30. Un enfoque bastante detallado y completo del ámbito 
de protección del amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 45 y ss. 
 
328 La Constitución de Colombia (art. 86), en relación con los derechos protegidos por el amparo, más 
propiamente, por la acción de tutela, establece que tales derechos son los denominados “Derechos 
constitucionales fundamentales” previstos en los artículos 11 al 41, correspondientes al Capítulo I, del Título II. 
Estos derechos son los derechos civiles y políticos, lo cual supone decir que, constitucionalmente, quedan fuera 
de dicha protección, los derechos de segunda (derechos sociales, económicos y culturales) y tercera generación 
(derechos colectivos o de los pueblos). Sin embargo, es de hacer notar que la Corte Constitucional de aquel país, 
desde sus primeras sentencias viene efectuando una interpretación extensiva de dicho precepto y, en efecto, por 
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c) Por último, los ordenamientos que integrarían el tercer prototipo, son aquellos 
que regulan dentro del ámbito de protección del amparo, un conjunto de derechos y 
garantías provenientes de dos fuentes: la Constitución y los tratados. En efecto, en 
dichos ordenamientos, el amparo constitucional protege por un lado, los derechos 
fundamentales y las garantías constitucionales y, por el otro, los derechos humanos 
previstos en los tratados internacionales. La configuración constitucional del amparo 
ecuatoriano330 y venezolano331, son los ejemplos más ilustrativos de este tipo de 
regulaciones. 
 
Como se habrá podido advertir, la regulación del amparo boliviano, no aparece 
en ninguno de los prototipos que se acaban de exponer. Ello se debe, en principio, 
al hecho de que dicha configuración constitucional no se ajusta a ninguno de los 
tres tipos de regulación existentes en el Derecho comparado; pues, el aludido 
precepto constitucional (art. 19) en términos bastante genéricos, establece que el 
ámbito de protección del amparo alcanza a los derechos y garantías de las 
personas reconocidas por la Constitución y las leyes. 
 
En otras palabras, el ámbito de protección del amparo boliviano, al tenor de la 
Constitución, no se corresponde ni con la regulación amplia ni con la intermedia, ya 
que, no contempla en su ámbito de protección, los derechos de fuente internacional, 
más propiamente, los denominados derechos humanos. Pero tampoco se 
corresponde con la regulación restrictiva, ya que, la configuración constitucional del 
                                                                                                                                                       
vía de conexión, viene protegiendo no sólo los derechos de primera generación sino, además, los de segunda. En 
este sentido, por ejemplo, véase la Sentencia T-002/1992. 
 
329 Por su parte la Constitución chilena (art. 20), establece que los derechos protegidos por el recurso de 
protección, o lo que es lo mismo, por el recurso de amparo, son los previstos en el art. 19, los mismos, a 
excepción del numeral 16, al igual que en el caso colombiano, se circunscriben a los derechos de primera 
generación. 
 
330 El artículo 95 de la Constitución de Ecuador establece que “Cualquier persona por sus propios derechos o 
como representante legitimado de una colectividad podrá proponer una acción de amparo ante el órgano de la 
Función judicial designado por la ley. Mediante esta acción, que se tramitará en forma preferente y sumaria, se 
requerirá la adopción de medidas urgentes destinados a cesar, evitar la comisión o remediar inmediatamente 
las consecuencias de un acto u omisión ilegítimos de una autoridad pública, que viole o que pueda violar 
cualquier derecho consagrado en la Constitución o en un tratado o convenio internacional vigente, y que de 
modo inmediato amenace con causar un daño grave”. 
 
331 El artículo 27 de la Constitución de Venezuela, prescribe que “Toda persona tiene derecho a ser amparada 
por los tribunales en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, aún de aquellos 
inherentes a la persona que no figuren expresamente en esta Constitución o en los instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos...”. 
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amparo hace mención –y de manera expresa- a los derechos y garantías de fuente 
legal o infraconstitucional, como parte de su ámbito de protección. 
 
Tal situación, lo que viene a demostrar no es sino la peculiaridad de la referida 
regulación. Peculiaridad que requiere de concreción, la misma que permita inferir 
desde allí, los derechos y garantías fundamentales protegibles en amparo. La 
sugerida concreción, sin embargo, no puede prescindir de dicha regulación, pues en 
definitiva, es lo que hay y es desde allí de donde corresponde partir. En efecto, a los 
fines de este capítulo, en los siguientes apartados, se tomará como punto de 
partida, esto es, como parámetro de referencia, en primer lugar, la configuración 
constitucional, y en segundo lugar, la regulación prevista en la LTC. 
 
 
2.1. La Constitución como parámetro de referencia (art. 19) 
 
A pesar de su ambigüedad, el primer parámetro de referencia para definir los 
derechos protegibles en amparo, no podía ser sino, la previsión constitucional. 
Previsión que sin mayor abundamiento, a través su artículo 19, apartado I) vendrá a 
decir lo siguiente: 
 
 “…se establece el recurso de amparo contra los actos ilegales o las omisiones indebidas 
(…) que restrinjan, supriman o amenacen restringir o suprimir los derechos y garantías de 
las personas reconocidos por esta Constitución y las leyes.” 332. 
 
Como se puede advertir, la primera seña de identidad del precepto constitucional 
es, precisamente, su ambigüedad, es decir, su falta de precisión en la delimitación 
de los derechos amparables. Tal situación ha dado lugar, a dos interpretaciones 
distintas, una que va más allá del referido texto constitucional y otra que se 
circunscribe a su literalidad. Pero a su vez, en cada una de las dos líneas de 
interpretación, existen, también, distintas corrientes de opinión. 
 
Así, en relación con la primera línea de interpretación, se puede decir que 
existen dos corrientes de opinión: una extensiva y otra restrictiva. La posición 
                                                 
332 Prácticamente en los mismos términos, la LTC (art. 94) establece que el amparo protege, “...los derechos o 
garantías reconocidos por la Constitución Política del Estado y las leyes”. 
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extensiva entiende que los derechos y garantías que protege el amparo 
constitucional son aquellos previstos o reconocidos en la Constitución, en los textos 
internacionales y, en la legislación ordinaria333. Por su parte, la posición restrictiva, 
entiende que los derechos y garantías fundamentales protegibles en amparo son 
únicamente los previstos en la Constitución y en los tratados internacionales334.  
 
En el ordenamiento boliviano, esos derechos serían los previstos en el art. 7 de 
la Constitución; las garantías, por su parte, serían, de un lado, las que vienen 
recogidas en el art. 16 de la misma Constitución335 y, de otra, las contempladas en 
el art. 14 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos336 y, las 
previstas en el art. 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos337. A 
                                                 
333 En este sentido, entre otros autores, Rivera Cors, Roberto: “Tribunal Constitucional de Bolivia: 
Organización, funciones y atribuciones”, en, VV AA: La Justicia Constitucional en Bolivia 1998-2003..., op. 
cit. pág. 150. 
 
334 En este sentido, Rivera, Santiváñez, J. Antonio: “El amparo constitucional contra sentencias...”, op. cit. pág. 
457. 
 
335 Cada uno de los derechos del art. 7, así como las garantías del art. 16, ambos de las CB, puede verse en los 
anexos, págs. (…) y ss. 
 
336 Dicho precepto contempla los siguiente derechos: “1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la 
trata de esclavos estarán prohibidas en todas sus formas. 2. Nadie estará sometido a servidumbre. 3. a) Nadie 
será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; b) El inciso precedente no podrá ser interpretado 
en el sentido de que prohíbe, en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de 
prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un 
tribunal competente;  c) No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio", a los efectos de este párrafo:  
i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b), se exijan normalmente de una 
persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa 
en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional; ii) El servicio de carácter militar y, en los países 
donde se admite la exención por razones de conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la 
ley quienes se opongan al servicio militar por razones de conciencia. iii) El servicio impuesto en casos de 
peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de la comunidad; iv) El trabajo o servicio que forme 
parte de las obligaciones cívicas normales”. 
 
337 Dicho precepto, bajo el rótulo de “Garantías Judiciales” establece las siguientes garantías: “1. Toda persona 
tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de 
orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  a) derecho del inculpado de ser 
asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o 
tribunal; b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; c) concesión al 
inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; d) derecho del inculpado 
de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y 
privadamente con su defensor; e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni 
nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos 
presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos; g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, 
y; h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 3. La confesión del inculpado solamente es 
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pesar de sus diferencias, ambas corrientes de opinión, coinciden en que el amparo 
constitucional, protege, además, aquellos derechos que vienen recogidos en 
determinados instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 
 
En cambio la segunda línea de interpretación, como ya se dijo, se circunscribe al 
tenor literal del citado precepto constitucional, en efecto, entiende que los derechos 
y garantías de las personas protegibles en amparo, son aquellos previstos en la 
Constitución y en las leyes. Más concretamente, se dirá que “el recurso de amparo 
protege aquellos derechos que están previstos no sólo en la Constitución, sino 
también en las leyes, es decir, aquellos que están consagrados en la legislación 
ordinaria o infraconstitucional338. Para esta corriente de opinión, el amparo 
constitucional, al parecer, protege dos tipos de derechos o derechos de dos fuentes, 
por un lado, los derechos de configuración constitucional y, por el otro, los derechos 
de configuración legal. 
 
Sin embargo, hay que decir que ninguna de las dos líneas de interpretación es 
compatible, ni con la prescripción constitucional ni con el sistema constitucional de 
protección de los derechos y garantías fundamentales en vigor: la primera, por 
incluir en el ámbito de protección del amparo derechos de fuente internacional339 y; 
la segunda, por incluir en el mismo ámbito, derechos de fuente legal340. 
                                                                                                                                                       
válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no 
podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos. 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que 
sea necesario para preservar los intereses de la justicia”. 
 
338 En este sentido, Harb Benjamín, Miguel: “Acción de amparo relacionada con la protección de datos 
personales en el orden jurídico boliviano”, en: Derecho a la autodeterminación informativa y acción de habeas 
data en Iberoamérica, Universidad de Talca, Chile, 1997, pág. 163. En el mismo sentido, nuevamente, Rivera 
Cors, Roberto: “Tribunal Constitucional de Bolivia: Organización, funciones y atribuciones”, en, VV AA: La 
Justicia Constitucional en Bolivia 1998-2003..., op. cit. pág. 150. 
 
339 Y no sólo por eso sino, además, por dejar fuera de dicho ámbito de protección determinados derechos y 
garantías fundamentales; entre otros: el de igualdad y dignidad (art. 6); de inviolabilidad tanto de la 
correspondencia, como del domicilio (art. 20 y 21 respectivamente); de irretroactividad de la ley (art. 33). 
 
340 No obstante y hasta cierto punto, se puede decir que ambas interpretaciones tienen una explicación, la misma 
que tiene que ver con la fuente y la forma de cómo fue instituido el amparo boliviano. Recuérdese que dicho 
mecanismo, a tiempo de instituirse (1.967) se inspira, básicamente, en el amparo mexicano y como tal, se 
instituye como un mecanismo jurisdiccional del modelo difuso de control de constitucionalidad. En tanto 
mecanismo de dicho modelo, tal como aún sucede en México y en menor medida en Argentina, se constituye en 
un instituto procesal que sirve para proteger todos los derechos con independencia de su fuente; con lo cual, en 
dicho modelo, el amparo tiene una función poco menos que casacional. Sin embargo, tomando en cuenta que en 
Bolivia, el modelo es otro, el concentrado, aquella concepción no puede permanecer inalterable, cosa que, al 
parecer, no ha sido todavía asumida por los citados autores, ya que sólo así se entiende, incluso acepta, su 
interpretación en el sentido de que el amparo protege derechos legales y constitucionales. 
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Si bien es cierto que la segunda línea de interpretación, no hace más que 
ceñirse a la literalidad de la regulación constitucional que, efectivamente, hace 
referencia a los derechos de fuente legal; no menos cierto es que, dicha 
interpretación, no se ajusta al modelo de justicia constitucional en vigor, más 
concretamente, a la naturaleza extraordinaria del amparo como mecanismo de la 
jurisdicción constitucional. Pues, como bien se sabe, el ámbito de actuación de la 
jurisdicción constitucional se extiende, únicamente, a aquellos asuntos que tienen 
que ver con infracciones de la Constitución y no así, con las infracciones de la 
legalidad ordinaria. De manera que, el amparo, en tanto mecanismo de dicha 
jurisdicción, mal puede ocuparse de cuestiones relativas a la legalidad ordinaria. 
 
Si ello es así, entonces, ¿a qué se está refiriendo la previsión constitucional (art. 
19.I) cuando establece que el amparo protege derechos y garantías de las personas 
reconocidas en esta Constitución y las leyes? Para responder esta cuestión, en 
primer lugar, se debe tomar en cuanta, la letra que la Constitución utiliza a tiempo 
de añadir «las leyes» como una fuente más de derechos y garantías amparables. 
Para añadir dicha expresión, la Constitución utiliza la consonante «Y», “cuyo oficio 
es unir palabras o cláusulas en concepto afirmativo”341, es decir, lo hace en sentido 
de conjunción entre Constitución y las leyes y no así, en sentido de división. Dicho 
de otro modo, la Constitución no utiliza la vocal «O», “que denota diferencia, 
separación o alternativa entre dos o más personas cosas o ideas”342; porque si fuera 
así, efectivamente, denotaría distinción o división y entonces, sí cabría sostener que 
se encuentran bajo la protección del amparo constitucional, dos catálogos distintos 
de derechos, por un lado, aquellos que están reconocidos en la Constitución y, por 
el otro, aquellos que están reconocidos en las leyes ordinarias. Pero esa, no es la 
realidad y por lo tanto, no cabe dicha posibilidad. 
 
Ahora bien, a partir de tal entendimiento, es decir, luego de haber descartado la 
pretendida existencia de dos catálogos de derechos amparables, lo que 
corresponde es revelar, cuáles son esas leyes que forman parte de la Constitución, 
mejor dicho, a qué leyes se está refiriendo la Constitución. Al respecto, J. Antonio, 
                                                 
341 Vide, Real Academia Español: Diccionario de la lengua española, (2º. Tomo), op. cit. pág. 2113. 
 
342 Íbidem., pág. 1458. 
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Rivera Santibáñez343, a pesar de que en un principio defendía la idea que se acaba 
de descartar, en uno de sus últimos trabajos, dirá que la expresión «y las leyes» 
alude; “a los derechos consagrados en los instrumentos internacionales a los que se 
adhirió el Estado boliviano y los ha incorporado a la legislación interna mediante Ley 
de la República”344. Sin embargo, esta interpretación, tal como se verá más 
adelante, tampoco es del todo compatible con la regulación constitucional, ya que, 
implícitamente, lo que hace es ampliar el ámbito de protección del amparo, cosa 
que desde el punto de vista de su regulación y fundamentalmente, de cara a su 
funcionalidad, es poco afortunada. 
 
Siendo así, al parecer, la prescripción constitucional se está refiriendo a las leyes 
que desarrollan los derechos y garantías fundamentales amparables, las mismas 
que están previstas en la Constitución. En otras palabras, no está refiriéndose a 
cualquier ley que desarrolle los demás contenidos de la Constitución, sino 
solamente a aquellos que desarrollan derechos y garantías fundamentales 
amparables345. Ello es así, por el hecho de que la supresión, restricción o amenaza 
de supresión o restricción de un derecho o garantía fundamental, implica, 
inevitablemente, la supresión, restricción o, amenaza de supresión o restricción de 
su desarrollo legal346. Sensu contrario, toda restricción, supresión o amenaza de 
restricción o supresión de una norma que desarrolla derechos o garantías 
fundamentales amparables, conlleva a su vez, indirectamente, la restricción, 
supresión o amenaza de restricción o supresión, precisamente de los derechos que 
                                                 
343 En la primera edición de su trabajo: Jurisdicción Constitucional. Procedimientos constitucionales..., op. cit. 
pág. 415, diría que “en Bolivia el recurso de amparo constitucional es amplio..., protege no sólo los derechos y 
garantías consagrados en la Constitución”, ya que “se encuentran también bajo la protección del amparo 
constitucional los derechos legales, es decir, aquellos que están consagrados en las leyes”. 
 
344 Así, en la segunda edición del mismo trabajo: Jurisdicción Constitucional. Procesos constitucionales..., op. 
cit. pág. 385. 
 
345 Sin embargo, el desarrollo o reglamentación legal de los derechos fundamentales no es una condición 
imprescindible para la protección que brinda el amparo, ya que, por mandato del artículo 229 constitucional, 
“Los principios, garantías y derechos reconocidos por esta Constitución no pueden ser alterados por las leyes 
que regulan su ejercicio, ni necesitan de reglamentación previa para su cumplimiento”; por lo tanto, cuando se 
produce una restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión de algún derecho o garantía prevista en 
la Constitución, se puede invocar su protección, restitución o restablecimiento directamente, es decir, sin que la 
falta de reglamentación legal pueda constituir un impedimento para la protección que brinda el amparo 
constitucional. 
 
346 En este sentido, Aragón Reyes, Manuel, quien refiriéndose al amparo español dirá, “el Tribunal 
Constitucional, al resolver los recursos de amparo, aplicará inevitablemente no sólo la Constitución, sino 
también las leyes reguladoras de los derechos”, en: Algunas consideraciones sobre el Tribunal Constitucional, 
Revista Jurídica de Castilla-La Mancha, Nº 1, 1897, pág. 44. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 229
desarrolla, es decir, de aquellos que están previstos en la Constitución y que viene a 
ser su fuente motriz.  
 
Sin embargo, ello no significa que los derechos protegibles en amparo sean, por 
un lado, los previstos en la Constitución y, por el otro, los previstos en las leyes que 
desarrollan aquellos derechos constitucionales347. No es así, porque la propia 
Constitución al utilizar la consonante «y» se está refiriendo, como se ha dicho, a un 
solo catálogo de derechos y garantías amparables, el mismo que desde luego, no 
puede estar sino en la propia Norma Fundamental. De manera que, es la misma 
Constitución la que no permite ampliar su significado y extenderlo incluso a ámbitos 
impensados. Seguramente, a primera vista, la interpretación que se acaba de dar, 
resultará un tanto “parcializada y/o interesada”, pero aun así, ello no le resta su 
compatibilidad con la naturaleza extraordinaria del amparo constitucional y por lo 
tanto, con la funcionalidad del sistema constitucional de protección de los derechos 
fundamentales, que es, en gran medida, lo que aquí interesa. 
 
Ahora bien, una vez sentada la premisa de que el amparo constitucional protege, 
única y exclusivamente, aquellos derechos y garantías fundamentales previstas en 
la Constitución, lo que inmediatamente corresponde es, identificar cuales son esos 
derechos y garantías fundamentales amparables. Es decir, lo que corresponde es, 
delimitar el parámetro formal de los derechos y garantías que el amparo protege o 
deba proteger. Este propósito, dada la precariedad de la regulación constitucional, 
implica, nuevamente, reinterpretar -a través del método sistemático- el art. 19.I, 
acorde con la naturaleza del amparo y el funcionamiento del actual sistema 
constitucional de protección de los derechos y garantías fundamentales. 
                                                 
347 Uno de los argumentos esgrimidos para defender la inclusión de los derechos “simplemente legales” en el 
ámbito de protección del proceso de amparo, dirá que ello: “responde a una realidad jurídica boliviana que tiene 
que ver con el reconocimiento de algunos derechos de carácter fundamental en una ley ordinaria como, por 
ejemplo, el derecho al honor, la intimidad, el nombre y otros derechos de la personalidad que están previstos en 
el Código Civil y no así en la Constitución”; así, Rivera Santiváñez, J. Antonio, en: “El recurso de amparo en 
Bolivia”, trabajo publicado en Internet, página Web oficial del TC: www.tribunalconstitucional.gov.bo/art 
(fecha de consulta 03-06-03). Sin embargo, cabe advertir que esos derechos, como derechos simplemente 
legales, a pesar de su pretendida naturaleza fundamental, prima facie, no forman parte de los derechos 
protegidos por el amparo constitucional, no al menos de manera directa y autónoma; esto, por la sencilla razón 
de que no gozan del reconocimiento –expreso- por la Constitución, cual es –en gran medida- una condición sine 
qua non para tal efecto. Admitir que el amparo pueda proteger derechos contemplados en las leyes, incluso en 
los de desarrollo constitucional, significaría admitir que el amparo es, también, un mecanismo abstracto de 
protección de los derechos meramente legales. De todos modos, sobre la posibilidad o no de impugnación, a 
través del amparo de derechos contemplados en leyes que desarrollan derechos fundamentales, se volverá más 
adelante en un punto aparte. 
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En efecto, la primera cuestión que ha de ser delimitada, es el significado de la 
previsión constitucional que establece que el recurso de amparo se instituye para la 
protección de los “derechos y garantías de las personas” (las negrillas no 
corresponden al texto original). En otras palabras, a partir de dicha previsión (art. 
19.I), lo que corresponde es, precisar, en qué parte de la Norma Fundamental están 
esos <derechos y garantías> a los que se refiere la propia Constitución. Desde ya, 
el asunto no supone mayor dificultad, ya que, los títulos primero y segundo de la 
primera parte de la Constitución, se refieren, precisamente, a los derechos y 
garantías de las personas. Más concretamente, el Título Primero, trata, “De los 
derechos y deberes fundamentales de la persona” y como tal, comprende los 
artículos 5 al 8; por su parte, el Título Segundo, trata de las “Garantías de la 
persona” y comprende, los artículos 9 al 35. 
 
Ahora bien, a la luz del contenido de ambos títulos constitucionales y dada la 
estricta correspondencia entre lo dispuesto por el art. 19.I y cada uno de los Títulos 
que se acaban de señalar, prima facie, parece lógico pensar que el marco o límite 
formal de los derechos y garantías “amparables” se circunscribe a los derechos y 
garantías allí previstos, es decir, a los contemplados en los artículos 5 al 35 de la 
Constitución. Si ello es así, cabría decir, entonces, que ese es el límite formal, de 
carácter negativo, dispuesto por el constituyente. Dicho de otro modo, el ámbito de 
protección del amparo constitucional establecido por el constituyente, no comprende 
más que los derechos y garantías fundamentales previstos en los referidos artículos 
5 al 35348. 
 
Sin embargo, el hecho de que el constituyente haya dispuesto un límite formal, 
de modo que el amparo no proteja sino determinados derechos constitucionales, en 
este caso, sólo los derechos reconocidos en los preceptos señalados, no significa 
que el resto de los derechos, también, reconocidos en la Constitución no tengan 
protección jurisdiccional o que carezcan de protección constitucional. Ni lo uno ni lo 
otro es así, ya que, por un lado, todos los derechos subjetivos, constitucionalizados 
o no, gozan de protección jurisdiccional en la vía ordinaria, es decir, ante los 
                                                 
348 Probablemente sea esta la razón por la cual, el legislador ordinario a tiempo de reglamentar el amparo 
mediante la ley Nº 1836 del Tribunal Constitucional, prácticamente se haya limitado a repetir la citada previsión 
constitucional, simplemente añadiendo algunos matices, los mismos que son más de forma que de fondo. En 
cualquier caso, sobre eso, se volverá en el siguiente apartado. 
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Tribunales y jueces de las diferentes instancias judiciales y, por el otro, existen otros 
mecanismos constitucionales específicos instituidos, precisamente, para su 
protección; ese es el caso, por ejemplo, de la cuestión incidental de 
inconstitucionalidad, el mismo que, como bien se sabe, protege todos los derechos 
constitucionales sin excepción349. Por lo tanto, lo que sucede es que, el 
constituyente, probablemente sin intención, ha visto por conveniente que algunos 
derechos y garantías, dada su especial importancia, deban gozar de una protección 
constitucional específica, en este caso, la que brinda el amparo constitucional350. 
 
Volviendo a la cuestión de fondo, ¿significa entonces que el amparo protege 
todos y cada uno de los derechos y garantías previstas en los artículos 5 al 35 de la 
CB? La respuesta, en principio, ni es afirmativa ni es negativa. No obstante, lo que 
sí parece estar claro es que el amparo no puede extender su ámbito de protección 
más allá de los derechos y garantías reconocidos en dichos preceptos, pero, la 
cuestión de si el amparo protege o no, todos aquellos derechos, resulta un tanto 
difícil de responder sólo sobre la base de dichos preceptos. 
 
La dificultad en la formulación de la respuesta, radica, básicamente, en la 
concurrencia de dos cuestiones: primero, no todos los derechos y garantías allí 
previstas, estrictu sensu, son derechos y garantías constitucionales, como es el 
caso, por ejemplo, del art. 35351; segundo, algunos de los mismos, a pesar de ser 
derechos y garantías constitucionales, ya cuentan con un mecanismo específico de 
protección, como es el caso, por citar otro ejemplo, del derecho a la libertad que 
esta protegido por el recurso de Habeas Corpus. Así las cosas, en palabras de J. 
Jiménez Campo, adaptadas al texto constitucional boliviano (arts. 5-35), prima facie, 
cabría concluir señalando que, dentro de los referidos títulos primero y segundo no 
                                                 
349 Evidentemente, en cuanto a la legitimación activa y pasiva, no tiene el mismo alcance que el amparo 
constitucional, no obstante, no deja de ser un mecanismo eficaz de protección de los derechos constitucionales. 
Por cierto, a diferencia del recurso incidental de inconstitucionalidad español, que solo pueden instarlos los 
órganos judiciales, en el caso boliviano, están legitimados no sólo los órganos judiciales sino también los 
litigantes en relación con los casos concretos donde son partes. 
 
350 En este sentido, en relación con los derechos protegidos por el amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El 
recurso de amparo, op. cit. pág. 47. 
 
351 Justamente, refiriéndose a este precepto, el Tribunal dijo que al tratarse de una norma programática no 
operativa: “no puede ser invocada –en amparo- para pedir una tutela directa, salvo que en el marco de dicha 
norma se invoque algún derecho fundamental no consignado en el catálogo de la Constitución pero sí 
consagrado en algún otro instrumento jurídico internacional vigente en Bolivia”; así, la STC Nº 1494/2003. 
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siempre hay, derechos y garantías fundamentales; pero fuera de ellos no las hay 
nunca352. 
 
Sin embargo, con lo que se acaba de señalar, evidentemente, no se resuelve la 
cuestión planteada, ya que, al final de cuentas, lo único que se ha hecho es 
describir su límite formal, faltando, por lo tanto, la precisión de los derechos y 
garantías amparables. Dicho cometido, sin embargo, no puede resolver sólo a la luz 
del art. 19.I constitucional, sino que hace falta acudir, además, a otros preceptos 
constitucionales y en especial a la LTC. La necesidad de acudir a otros preceptos y 
a la LTC, se debe, por un lado, a la insuficiencia de aquel precepto constitucional y, 
por el otro, a la pretensión de adecuar dicho ámbito tutelar, al sistema constitucional 
de protección de los derechos y garantías fundamentales por un lado y, a los fines 
del TC por el otro. De ahí que, en el siguiente apartado, como segunda norma o 
parámetro de referencia, se acude a la LTC. 
 
 
2.2. La Ley del Tribunal Constitucional (art. 1º) como parámetro de 
referencia 
 
Hasta aquí, en un primer intento de aproximación y/o delimitación constitucional 
se ha dicho que, los derechos y garantías merecedoras de protección por el amparo 
constitucional, no pueden ser otras que las previstas en los Títulos Primero y 
Segundo que comprenden los artículos 5 al 35 de la Constitución; esto, por el hecho 
de que las mismas se corresponde con lo previsto en el primer parágrafo del art. 19 
constitucional, “...derechos y garantías de la persona...”. Asimismo se ha dicho que, 
no obstante, no son ni pueden ser protegidos por el amparo todos aquellos 
derechos y garantías aún, incluso, de estar comprendidos en esos Títulos; unos, 
dada su configuración constitucional, por no constituir ni derechos ni garantías 
fundamentales y, otros, por estar ya protegidos, también, en sede constitucional, por 
otros mecanismos jurisdiccionales. 
 
                                                 
352 La expresión original del autor, en relación con el ordenamiento español, venía a decir lo siguiente: “entre los 
artículos 14 al 30 CE (ámbito de protección del amparo español) no siempre hay, por tanto, derechos y garantías 
fundamentales; pero fuera de ellos no las hay nunca”, en: Derechos Fundamentales..., op. cit. pág. 33. 
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Ahora bien, pese a que el precepto concreto (art. 94) de la LTC, en relación con 
el ámbito de protección del amparo, no hace más que repetir el texto del precepto 
constitucional contenido en el art. 19.I353; lo cierto es que, después de la 
Constitución, dicha Ley, a los fines que aquí se persiguen, resulta ineludible y como 
tal, de referencia obligada. Aunque, el precepto del que se emprenderá el 
razonamiento, no es precisamente el que regula o pretende regular –sin éxito- el 
ámbito de protección del amparo constitucional (art. 94), sino, el artículo 1º. 
 
Se toma como punto de partida dicho precepto en razón de que es allí donde se 
establecen los fines del TC. Lo que a su vez supone decir que la cuestión que se 
pretende dirimir, se edifica a partir de uno de los fines allí establecidos, ya que sólo 
de ese modo es posible adecuar el pretendido ámbito de protección del amparo, al 
sistema constitucional de protección de los derechos y garantías en vigor. Así pues, 
el referido precepto legal, en su apartado II, establece como uno de los fines del 
Tribunal Constitucional, “ejercer el control de… respeto y vigencia de los derechos y 
garantías fundamentales de las personas…”. De donde, sensu contrario, esta norma 
lo que viene a decir es que, los fines del TC no son el control del respeto y vigencia 
de cualesquiera derechos y garantías, sino únicamente de aquellos derechos y 
garantías fundamentales. En aplicación de esta disposición normativa, cabría decir, 
entonces, que a través del amparo constitucional, que es el “mecanismo estrella” 
que permite al TC ejercer dicho cometido, sólo se protegen los derechos y garantías 
fundamentales. 
 
Si ello es así, lo que corresponde inmediatamente es, fijar a la luz de los 
aludidos preceptos 5 al 35 de la Constitución, cuales de los derechos y garantías allí 
previstas -desde la perspectiva de la jurisdicción del amparo- son derechos y 
garantías fundamentales y, como tales, protegibles por dicho mecanismo 
constitucional. Para ello, sin embargo, es necesario volver sobre el concepto y las 
principales características de los derechos fundamentales. Apoyado en el concepto 
de Ferrajoli, se ha dicho que derechos fundamentales son todos aquellos derechos 
                                                 
353 El texto íntegro del precepto en cuestión, se expresa en los siguientes términos: “Procederá el recurso de 
Amparo Constitucional contra toda resolución, acto u omisión indebida de autoridad o funcionario, siempre 
que no hubiere otro medio o recurso para la protección inmediata de los derechos y garantías, así como contra 
todo acto u omisión indebida de persona o grupo de personas particulares que restrinjan, supriman o 
amenacen restringir o suprimir los derechos o garantías reconocidos por la Constitución Política del Estado y 
las leyes.” (las negrillas no corresponden al texto original). 
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subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos en cuanto 
dotados de status de persona, de ciudadano o personas con capacidad de obrar. 
 
Asimismo, se ha dicho que el carácter subjetivo de los derechos fundamentales, 
se concreta en cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no 
sufrir lesión) adscrita a un sujeto por una norma jurídica. Y, más o menos en el 
mismo sentido, el TC a través de su STC Nº 1082/2003, vendrá a decir que: 
  
“…una de las notas que caracteriza a todo derecho fundamental, es la de tener la calidad 
de derecho subjetivo, que faculta a su titular a acudir al órgano jurisdiccional competente, 
cuando funcionarios públicos o particulares restrinjan, supriman o amenacen restringir o 
suprimir tales derechos. En nuestro país, el legislador constituyente ha instituido el recurso 
de amparo como un medio de tutela para la eficaz salvaguarda de estos derechos, los 
cuales, desde un punto de vista moral y político se consideran básicos para la convivencia 
humana, creando a su fragua las condiciones necesarias para asegurar el desarrollo de la 
vida del hombre en libertad, en circunstancias compatibles con la dignidad humana, 
legitimando y limitando el poder estatal, creando así un marco de convivencia propicio para 
el desarrollo libre de la personalidad.” 
 
A la luz del concepto dado y la citada jurisprudencia, se puede decir que los 
derechos y garantías fundamentales, para merecer la protección que brinda el 
amparo constitucional, cuanto menos, deben tener las siguientes características: a) 
deben ser inherentes a la dignidad humana; b) deben ser básicos para el desarrollo 
de la vida y la personalidad del hombre en libertad; c) deben ser derechos 
subjetivos354; d) su disfrute debe corresponder a todas las personas por igual, sean 
individuales o colectivas; e) deben ser adscritos a las personas por una norma 
jurídica, en este caso, la Constitución, y; f) deben ser reivindicatorios por sus 
titulares ante los órganos jurisdiccionales y en su caso, ante el TC355. 
                                                 
354 Ciertamente, el elemento subjetivo es consustancial e insustituible en todo proceso de amparo. Por ello se 
entiende que “la correcta aplicación del derecho de los derechos fundamentales sólo puede reclamar quien 
entienda que no se ha reconocido el derecho subjetivo reconocido en la norma (amparo), no quien entienda que 
se ha reconocido el derecho que no se contiene en la norma (contra-amparo); por ende, donde no hay un derecho 
subjetivo que tutelar nunca habrá un recurso de amparo”, así, Cruz Villalón, Pedro, refiriéndose al amparo 
español, en: “Sobre el amparo”, REDC, Nº 41, 1.994, pág. 14.  No obstante, hay que precisar que son derechos 
subjetivos, no por el hecho de que sean susceptibles de exigibilidad mediante el proceso de amparo sino, por la 
naturaleza del interés protegido por la norma. 
 
355 El conjunto de las características no hace sino, ajustarse a la construcción “sobre una acentuada perspectiva 
subjetivista” del amparo constitucional. En este sentido, en relación con el amparo español, Diez-Picazo 
Jiménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal 
Constitucional en recursos de amparo”, en, AA VV: La sentencia de amparo..., op. cit. pág. 20. 
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Por último, quepa precisar que el amparo boliviano, protege, tanto los derechos 
de prestación como los de no sufrir lesión, es decir, caben dentro el ámbito de 
protección del amparo constitucional, tanto los derechos civiles y políticos o de 
primera generación, así como los derechos sociales, económicos y culturales o de 
segunda generación356. 
 
Dicho esto, todos los preceptos contenidos en los arts. 5 al 35 CB, ¿son 
derechos y garantías fundamentales?; ¿tienen las características requeridas por la 
jurisdicción del amparo? o, lo que es lo mismo, ¿protege el amparo todos esos 
derechos y garantías?. 
 
Desde ya, valga precisar que no se trata de plantearse el alcance de cada uno 
de los derechos protegidos en amparo. De lo que se trata es, más bien, de 
determinar si existen algunos derechos o garantías, incluso, estando dentro de esos 
preceptos (5 al 35 CB) no puedan ser tutelados constitucionalmente mediante el 
amparo. En tal sentido, las respuestas a las cuestiones apuntadas, en principio, no 
pueden ser afirmativas. No pueden ser así, básicamente, por el hecho de que no 
todos los derechos y garantías allí previstas -desde la perspectiva de la jurisdicción 
del amparo- son derechos o garantías fundamentales357. 
 
Sin embargo, una cosa es que a los efectos de este trabajo no sean derechos 
fundamentales propiamente dichos y que, por tanto, no puedan fundamentar un 
recurso de amparo, y otra distinta es que no puedan resultar relevantes, en 
ocasiones, para interpretar el alcance de los derechos fundamentales con que se 
conectan358. Por otra parte, también convine aclarar que no es la garantía 
constitucional –en este caso el amparo constitucional- la que les dota esa cualidad 
                                                 
356 En principio, se excluyen de dicho ámbito, los derechos colectivos o de tercera generación, aunque sobre 
ello, tal como ya se dijo, se volverá en un apartado específico. 
 
357 Ello es así porque no todos los derechos constitucionales son derechos fundamentales, aunque sí es verdad 
que todos los derechos fundamentales –por estar recogidos en la Constitución- son derechos constitucionales. 
 
358 En este sentido, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 
51. En el mismo sentido, refiriéndose al amparo español y sobre la base de las sentencias del TCE, Nos. 
129/1989 y 245/1991, se dirá que “la Constitución, por su especial importancia y significación –tanto en el 
aspecto de derechos subjetivos públicos, como en su faceta de componentes estructurales básicos del 
ordenamiento jurídico y del sistema democrático-, concede (a los derechos fundamentales) una protección 
reforzada”, vide, Gómez Amigo, Luís: “La Sentencia absolutoria de la instancia en el proceso de amparo 
constitucional”, en, Revista de Derecho Procesal, Nº 2, Madrid, 1995, pág. 516. 
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de fundamentales359; ni tampoco de un supuesto “mayor valor” respecto a los que, 
también de rango fundamental, no gozan de esta garantía procesal privilegiada360; 
pues, de genuinos derechos fundamentales, no sólo cabe hablar cuando su grado 
de protección toca el “techo” constitucional361. 
 
En efecto, ya concretando el asunto, hay que decir que de entre los artículos 5 al 
35, no constituyen, en absoluto, ni derechos ni garantías fundamentales protegibles 
en amparo, los preceptos constitucionales contenidos en los artículos 8 (deberes 
fundamentales), 18 (Habeas Corpus), 19 (Amparo constitucional) y 23 (Habeas 
Data)362. Asimismo, por su naturaleza y características, tampoco constituyen 
derechos o garantías fundamentales amparables, los previstos en los artículos:  15 
(régimen del estado de sitio); 24 (sometimiento de los extranjeros a las leyes 
nacionales); 25 (prohibición para los extranjeros de adquirir propiedad dentro de los 
50 Km. de las fronteras); 32 (Nadie será obligado a hacer lo que la Constitución y 
las leyes no manden, ni privarse de lo que ellas no prohíban); 28 (igual protección 
de los bienes de la iglesia, congregaciones religiosas y educativas), y; 35 (Cláusula 
abierta que permite la “mutación” de la Constitución frente a nuevos derechos)363. 
 
Por otra parte, a pesar de ser derechos subjetivos constitucionales y 
fundamentales, tampoco forman parte del ámbito de protección del amparo 
constitucional, los derechos y garantías previstas en los artículos: 9 (libertad de 
locomoción); 10 (aprehensión sin mandamiento del delincuente in fraganti); 11 
(mandamiento expreso de detención); 26 (legalidad de los impuestos); 27 (igualdad 
de los impuestos); 29 (facultades del órgano Legislativo); 30 (indelegabilidad de las 
                                                 
359 En este sentido, Rubio Llorente, Francisco, en: Estudios sobre jurisdicción..., op. cit, pág. 36; en cambio, 
Durán Ribera, Willman, dirá que, “...bajo la expresión derechos fundamentales se designa a los derechos 
garantizados por la Constitución”, así, en: Las líneas jurisprudenciales básicas del..., op. cit. pág. 30. 
 
360 Jiménez Campo, Javier: Derechos fundamentales..., cit, pág. 82. 
 
361 Revenga Sánchez, Miguel: “Sobre (viejos) modelos de justicia constitucional y creación de (nuevos) 
derechos”, REDC, Nº 64, Madrid, 2002, pág. 106. En el mismo orden de cosas hay que añadir que la 
supremacía interpretativa del Tribunal Constitucional no sólo se da respecto de los derechos amparables ex 
artículos 5 al 35, ya que los mimos, como ya se dijo, no son, materialmente, los únicos derechos fundamentales. 
En este sentido es que se dice: no son todos los que están ni están todos los que son. 
 
362 El contenido expreso de cada uno de los preceptos puede verse en los anexos del presente trabajo (págs. 631 
y ss). 
 
363 Del mismo modo, el contenido de cada uno de los referidos preceptos puede verse en los anexos del presente 
trabajo, págs. 631 y ss. 
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facultades de los Poderes Públicos), y; 31 (nulidad de los actos emitidos sin 
jurisdicción ni competencia)364. Todos esos preceptos ya gozan de la protección 
jurisdiccional, también en sede constitucional, de otros recursos constitucionales; 
así, por ejemplo, los artículos 9, 10 y 11, al tratarse de derechos y garantías cuyo 
bien jurídico protegido es la libertad, gozan de la protección del recuso de Habeas 
Corpus (art. 18); en cambio, los artículos 26 y 27, gozan de la protección del recurso 
constitucional “contra tributos, impuestos, tasas, patentes, derechos o 
contribuciones creados, modificados o suprimidos en contravención a lo dispuesto 
en la Constitución” (art. 120. atribución 4ª.); por su parte el precepto constitucional 
recogido en el art. 29, está protegido por el recurso directo o incidental de 
inconstitucionalidad, (art. 120, atribución 1ª.) y, finalmente; en cuanto a los dos 
últimos artículos, 30 y 31, su vigencia está garantizada por el recurso directo de 
nulidad (art. 120, atribución 6ª)365. 
 
Así pues, a la vista de lo expuesto, el elenco de los derechos y garantías 
fundamentales protegidos por el amparo, puede sintetizarse de la siguiente forma, 
pero, valga la advertencia en el sentido de que se trata de un elenco nada más que 
indicativo desde el punto de vista formal, ya que algunos de esos derechos se 
encuentran en la propia Constitución diversificados en dos o más manifestaciones 
concretas, o se presentan doctrinalmente de manera plural: 
 
- Prohibición de servidumbre y esclavitud (art. 5 CB) 
- Derecho de igualdad y dignidad humana (art. 6 CB) 
- Derecho a la vida, la salud366, y seguridad367 (art. 7.a CB), 
                                                 
364 Asimismo, el contenido de cada uno de los preceptos señalados, puede verse en los anexos del presente 
trabajo, págs. 631 y ss.. 
 
365 Sobre esto último, si bien es cierto que el referido recurso está instituido “única y expresamente” en 
resguardo del artículo 31 de la Constitución; no menos cierto es que el precepto inmediatamente anterior, el 30, 
tiene estrecha relación con el mismo, ya que, de darse el supuesto que interna –prohibición de delegar-, o mejor 
dicho, de infringirse el “bien constitucional protegido” no se estaría incurriendo en otra infracción que no sea el 
reconocido en el art. 31 constitucional. 
 
366 Respecto al derechos a la salud y la vida, en una de sus últimas sentencias (STCN o. 0838/2006) el TC dirá 
que: “la negativa de afiliación de… como beneficiario de las prestaciones del Seguro Social Obligatorio, 
vulneró su derecho a la seguridad social, derecho que a su vez resguarda y garantiza el derecho a la salud, y 
que con la medida de rechazo adoptada comprometen además el derecho fundamental a la vida que no puede 
estar pendiente del cumplimiento de requisitos formales…”. 
 
367 El TC ha definido el derecho a la seguridad jurídica como “la condición esencial para la vida y el 
desenvolvimiento de las naciones y de los individuos que la integran. Representa la garantía de aplicación 
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- Libertad de opinión y de prensa (art. 7.b CB)  
- Libertad de reunión y asociación (art. 7.c CB) 
- Derecho al trabajo, industria y comercio (art. 7.d CB) 
- Derecho a la educación y cultura (art. 7.e CB) 
- Derecho a enseñar bajo la vigilancia del Estado (art. 7.f CB) 
- Derechos de libre tránsito y residencia (art. 7.g CB) 
- Derecho de petición, individual y colectiva (art. 7.h CB) 
- Derecho a la propiedad privada, individual y colectiva (art. 7.i CB) 
- Derecho al salario (art. 7.j CB) 
- Derecho a la seguridad social (art. 7.k CB) 
- Derecho a la integridad física y moral (art.12 CB) 
- Derecho de imputación (art.13 CB) 
- Derecho al juez natural (art. 14.i CB) 
- Derecho a no declarar contra sí mismo en materia penal (art. 14.ii CB) 
- Presunción de inocencia (art.16.I CB) 
- Inviolabilidad del derecho de defensa (art.16.II CB) 
- Derecho a la asistencia de un abogado (art.16.III CB) 
- Derecho al debido proceso de ley (art.16.IV CB) 
- Prohibición de pena de infamia y de muerte civil (art.17 CB) 
- Inviolabilidad de la correspondencia (art.20 CB) 
- Inviolabilidad  del domicilio (art.21 CB) 
- Derecho de indemnización por expropiación (art.22 CB) 
- Irretroactividad de la ley (art.33 CB) y 
- Derecho a la jurisdicción ordinaria (art.34 CB) 
 
En definitiva, éste es el contenido mínimo y propio de la jurisdicción del amparo 
de acuerdo con la Constitución368, la LTC y la Jurisprudencia del TC369. Como tal, 
                                                                                                                                                       
objetiva de la Ley, de modo tal que los individuos saben en cada momento cuáles son sus derechos y sus 
obligaciones, sin que el capricho, la torpeza o la mala voluntad de las autoridades pueda causarles perjuicio” 
(STC Nº 739/2003). 
 
368 El contenido específico de cada uno de los preceptos señalados, puede verse en los anexos del presente 
trabajo, págs. 631 y ss.. 
 
369 Respecto todos y cada uno de los derechos que se acaban de especificar, ciertamente, el TC ya se ha 
pronunciado en sentido de que son derechos y garantías fundamentales protegibles en amparo. Sin embargo, el 
quid de la cuestión es que, el TC, no sólo admite a trámite demandas de amparo cuyo derecho alegado son los 
citados, sino incluso otros derechos que no forman parte del elenco de derechos que se acaban de detallar. 
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dicho ámbito de tutela, en principio, es cerrado, o sea, no se puede ampliar, ya que 
ello, su “ampliación” a otras situaciones jurídicas subjetivas, conllevaría el riesgo de 
su desnaturalización370. 
 
 Sin embargo, dicha afirmación, no es del todo incondicional ni mucho menos, ya 
que, el TC, en ocasiones, ha aceptado y concedido solicitudes de amparo, donde el 
derecho fundamental alegado, no siempre ha sido uno de los que se acaban de 
nombrar371. En otras palabras, el TC, a través de una interpretación extensiva, lo 
que ha hecho es “extender” la protección del amparo a derechos y garantías que 
son exactamente los que se acaban de señalar. Ha obrado de ese modo, utilizando 
la figura de los derechos conexos; derechos que a pesar de hallarse fuera de la 
Constitución, por su contenido y características, en un número nada insignificante, 
han sido tutelados a través del amparo constitucional. Pero de ello, con mayor 
detenimiento, se ocupa el siguiente apartado. 
 
 
3. Derechos conexos “protegibles” por el amparo constitucional 
 
La tendencia en relación con el ámbito de protección del amparo, en el Derecho 
comparado, principalmente en aquellos sistemas de control concentrado, además 
de taxativa se muestra cada vez más restrictiva. Dicha tendencia, por un lado, se 
presenta como una especie de respuesta paliativa frente a la “atrofia procesal” de 
los Tribunales competentes que se ven desbordados en su labor con dicho 
mecanismo procesal y, por el otro, guarda estricta relación con la naturaleza y los 
fines, tanto del amparo, como del órgano competente372. Es en ese sentido que el 
                                                 
370 Cascajo Castro, José Luís, Gimeno Sendra, Vicente: El recurso de amparo, op. cit. pág. 80. 
 
371 En rigor, sobre esta cuestión, la jurisprudencia del TC no es del todo uniforme, así por ejemplo, en un 
supuesto concreto, frente al recurrente en amparo –persona jurídica- que invocaba como derechos vulnerados 
los previstos por los arts. 200, 8.a), f), g) y 35 de la Constitución, así como los arts. 4, 5, 8.I.18, 8.V.5, 20 y 21 
Ley de Municipalidades, el TC vino a decir que “los mismos en esencia no son derechos fundamentales, 
porque, de un lado, no tienen la configuración y el contenido esencial de tales y, del otro, no forman parte del 
catálogo previsto por la Constitución o los Tratados o Convenciones Internacionales” (STC Nº 1494/2003). 
 
372 Un buen ejemplo de dicha tendencia, sin duda, son las experiencias del amparo alemán y español. Sobre las 
medias que se han propuesto y adoptado en Alemania, precisamente para liberar de la excesiva carga procesal al 
Tribunal Constitucional, entre otros, vide, López Pietsch, Pablo: “Objetivar el recurso de amparo: Las 
recomendaciones de la Comisión Benda y el debate español”, REDC, Nº 53, Madrid, 1998, pág. 115-153. En 
relación con el amparo español, entre otros, Carrasco Durán, Manuel: “El concepto constitucional de recurso de 
amparo: Examen de posibilidades para una reforma de la regulación y la práctica del recurso de amparo”, 
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ámbito material protegible mediante el amparo constitucional, deba ser cerrado373. 
Y, por ello mismo, el ámbito de protección del amparo boliviano, a la luz de lo 
anotado, debería de circunscribirse -sin poder extenderse a otros ámbitos-, a los 
derechos y garantías fundamentales contenidas en los artículos 5 al 35, con las 
exclusiones ya señaladas374. 
 
Pero, una cosa son los planteamientos en el orden teórico doctrinal y otra 
distinta son las respuestas que en la práctica vienen ofreciendo los Tribunales a la 
hora de resolver supuestos concretos que no siempre involucran –directamente- a 
los derechos y garantías en cuestión. Se trata pues, de aquellos supuestos en los 
que el derecho o garantía en juego, no es precisamente uno de los previstos por la 
norma que define dicho ámbito, pero que, sin embargo, por sus características y 
trascendencia, requieren ser protegidos. Este tipo de supuestos, generalmente, se 
da por dos razones; o, por insuficiencia constitucional; o, por la necesidad de 
concretar o integrar el contenido básico de un determinado derecho o garantía 
fundamental375. 
 
En ese contexto, en los últimos tiempos y cada vez con mayor notoriedad, frente 
a dichos supuestos, los altos tribunales de justicia y muy en particular los Tribunales 
Constitucionales376, utilizando diferentes métodos y fundamentos, vienen 
                                                                                                                                                       
REDC, Nº 63, Madrid, 2001, págs. 79-127; de los más actuales, Garro Vargas, Anamarí: “El debate sobre la 
reforma del recurso de amparo en España. Análisis de algunas de las propuestas a la luz de la Constitución”, 
REDC, Nº 76, Madrid, 2006, págs. 95-142; Pérez Tremps, Pablo (coord.): La reforma del recurso de amparo, 
Tirant lo Blanch/Instituto de Derecho Público Comparado Universidad Carlos III de Madrid, Valencia, 2004. 
 
373 Sobre el particular, por ejemplo, en relación con el amparo español, se dice que “la posición del Tribunal 
Constitucional respecto a la incorporación de nuevos derechos al ámbito de protección del recurso de amparo, es 
de claridad meridiana: no hay lugar para ellos; o no los hay, al menos desde la óptica a partir de la cual ejerce el 
Tribunal su función de salvaguarda última de los derechos tenidos en la constitución por más fundamentales”, 
vide, Revenga Sánchez, Miguel: “Sobre (viejos) modelos de justicia constitucional...”, op. cit. pág. 108. 
 
374 Lo señalado, sin embargo, no significa que el TC no pueda interpretar el contenido de cualquier derecho 
fundamental, ya que en puridad, respecto los derechos constitucionales, el TC, no sólo es el interprete supremo, 
sino “universal”; lo que supone decir que esa labor hermenéutica no tiene por qué hacerse siempre o únicamente 
por la vía del proceso de amparo. 
 
375 En el caso particular boliviano, se puede agregar incluso uno tercero, la falta de precisión constitucional a la 
que ya se hizo referencia. En este sentido, basta revisar la jurisprudencia del TC para comprobar que la práctica 
del amparo boliviano, en cuanto a su ámbito de protección, se extiende, incluso, a unos “derechos y garantías” 
que no forman parte de los artículos 5 al 35. Sin duda, dicha práctica, se arrastra desde la primera sentencia 
(STC Nº 01/1.999). A través de dicha sentencia, por ejemplo, el TC concedió amparo frente a una solicitud que 
se fundamentaba en los artículos 116-IX, 128-IV y 185 de la Constitución; es decir, frente a la invocación de 
unos derechos que están previstos en unos preceptos, fuera de los reconocidos por los artículos 5 al 35. 
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incorporando, implícitamente, nuevos derechos y garantías al conjunto de derechos 
y garantías expresamente establecidos por sus respectivas constituciones377. 
 
Bien es verdad que, en la mayoría de los casos, procuran que el derecho 
protegido no aparezca como uno nuevo, sino, como sustrato esencial y/o 
complementario de un derecho o garantía fundamental378, que a la luz de la 
Constitución, ya está previsto entre los derechos y garantías protegibles por el 
mecanismo del amparo constitucional379. Esos derechos son, precisamente, los que 
se ha dado en llamar, como los derechos conexos protegidos por la jurisdicción del 
amparo constitucional. 
 
Dicha práctica, ciertamente, no es ajena a la experiencia boliviana, ya que, la 
influencia de la doctrina de los denominados derechos fundamentales por 
conexidad, en la jurisprudencia del TC, es bastante notoria. Dicha jurisprudencia 
constitucional, básicamente, da cuenta que el TC viene “incluyendo” en el ámbito de 
protección del amparo, determinados derechos y garantías no autónomos, de una 
                                                                                                                                                       
376 Este es el caso, por ejemplo, de la Corte Constitucional colombiana, del que se dice que a través de su 
Sentencia T-406/92: “ha extendido la acción de tutela a derechos que no aparecen bajo el epígrafe de la 
constitución destinado a regular los derechos fundamentales, pero que tienen ese carácter por su propia 
naturaleza o porque, en la situación concreta, tienen una conexión objetiva e intima con un derecho 
fundamental, hasta el punto de que su no protección judicial podría acarrear la violación de estos últimos; pero 
siempre guardando de que tal conexidad, a fin de evitar la expansión de la acción de tutela hacia ámbitos ajenos 
a la protección judicial de los derechos constitucionales, se ha restringido, en sentencias recientes (SU-67/93) a 
situaciones en las cuales, el principio de dignidad humana se vea comprometida”, vide, Cifuentes Muñoz, 
Eduardo: “La acción de tutela en Colombia”, en: Derecho a la autodeterminación informativa y acción de 
habeas data en Iberoamérica, Revista Ius et Praxis, Universidad de Talca- Chile, 1997, pág. 165-166. 
 
377 Aunque no viene al caso, pero dado que sirve para ilustrar la tendencia en este sentido, lo cierto es que 
existen Tribunales Constitucionales, como es el caso italiano, que no sólo instituyen vía jurisprudencia nuevos 
derechos subjetivos, sino incluso, principios constitucionales. Un buen estudio de conjunto sobre las aludidas 
sentencias en la jurisprudencia constitucional italiana, vide, Martín de la Vega, Augusto: La sentencia 
constitucional en Italia, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2003. 
 
378 Al respecto, en el contexto europeo, se dirá lo siguiente: “el reconocimiento de derechos nuevos por la 
justicia constitucional no se ha producido en Europa sobre la base exclusiva de principios o valores generales de 
textura abierta, sino mediante el recurso a una interpretación evolutiva, apoyada en los derechos con mención 
expresa en el texto de la Constitución, esto es, tomando como marco de referencia la Constitución por una parte, 
y por la otra, según cuáles sean los pormenores de la litis, y cuál el grado de asentamiento y consenso en torno a 
las circunstancias o usos sociales no previstos por quienes redactaron la Constitución”, vide, Revenga Sánchez, 
Miguel: “Sobre (viejos) modelos de justicia constitucional...”, op. cit. pág. 107. 
 
379 Sobre la misma cuestión, pero en relación con la protección de los derechos conexos en el amparo español, 
se dirá que los mismos sirven: “a) Para acoger en su seno, manifestaciones particulares del derecho a las que se 
hace alusión en otros preceptos (supuestos, pues, en los que posiblemente no exista en realidad extensión, sino 
concreción); b) Para acoger realidades íntimamente unidas al contenido del derecho protegido (supuestos en los 
que sí hay extensión del objeto), y; c) Para integrar contenidos del derecho específicamente reconocidos en la 
Constitución, normalmente en derechos de los denominados de contenido legal (supuestos de integración del 
objeto)”, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 67. 
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parte, con fundamento en los tratados y convenios internacionales sobre derechos 
humanos y, de otra -aunque cada vez en menor medida-, con sustento en las leyes 
ordinarias. Bien es verdad que en dicho cometido, el TC procura cuidar que la 
interpretación-creación no se entienda como una positivización jurisprudencial, o lo 
que es lo mismo, como la ampliación del ámbito de protección del amparo 
constitucional, sino, como derivado de conexiones sistemáticas entre los derechos y 
garantías fundamentales previstos en los referidos Títulos primero y segundo. 
 
Tal es así que, por ejemplo, las eventuales infracciones de cualesquiera 
preceptos o principios constitucionales, ajenos a los títulos primero y segundo, que 
deparen en la lesión indirecta de determinados derechos o garantías 
fundamentales, eventualidad apreciable básicamente, en el juicio de la ley o de su 
aplicación, no convierte, sin más, en derecho fundamental a lo enunciado en aquel 
precepto o principio; por consiguiente, su contenido no alcanza a la protección 
constitucional ex artículo 19 CB380. De manera que, a la luz de la práctica o 
jurisprudencia del TC, se puede decir que las fuentes normativas de los derechos 
conexos, normalmente, son, por un lado, los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos y, por el otro, las leyes ordinarias o derechos de configuración 
legal, de los que se ocupan los siguientes apartados. 
 
 
3.1. Derechos y garantías previstos en los convenios y tratados 
internacionales 
 
Dado que en el contexto internacional, existen diferentes tipos de instrumentos 
internacionales y sobre distintas materias, valga precisar que a través de este 
apartado, únicamente, se hará referencia a aquellos instrumentos internacionales 
que instituyen los denominados derechos humanos. Así pues, en primer lugar, hay 
que decir que en el ámbito del Derecho internacional de los derechos humanos 
(DIDH), el alcance de dichos instrumentos, por su naturaleza y fines381, no está 
                                                 
380 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, Jiménez Campo, Javier: Derechos fundamentales..., 
op. cit. pág. 34. 
 
381 En términos generales, los fines de los tratados internacionales sobre derechos humanos, no son los Estados, 
sino, los seres humanos que pueblan su territorio. Al respecto, vide, Nikken, Pedro: La protección internacional 
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limitada por la contraposición de intereses, ni por la noción de reciprocidad entre las 
partes382; es decir, no viene determinada por el equilibrio entre los intereses 
recíprocos de las partes contratantes383, sino, por el compromiso -u obligación- 
adquirida por los Estados, de realizar los fines e ideales de dichos instrumentos; con 
independencia, inclusive, de las ventajas o desventajas que ello les pueda 
suponer384. De ahí que dichos instrumentos, tienen un contenido y una proyección 
política y humana esencial y, como tales, constituyen en la actualidad, un elemento 
indispensable para asegurar la pervivencia y el desarrollo de la democracia385. 
  
Por otra parte, conviene precisar, sin embargo, que los derechos humanos no 
sólo se recogen en un determinado tipo de instrumento internacional, sino, en más 
de uno, básicamente en dos: Convenciones (convenios y tratados) por un lado y, 
Declaraciones por el otro. Ambos tipos de instrumentos internacionales, por sus 
propias características, no tienen el mismo “valor normativo”. Así, respecto los 
primeros, se dirá que los mismos, sean generales o particulares, son “reglas” 
expresamente reconocidas por los Estados y otros sujetos internacionales y, como 
                                                                                                                                                       
de los derechos..., op. cit. pág. 99; asimismo, Comisión Andina de Juristas: Protección de los Derechos 
Humanos, Universidad de Rosario, Bogota-Colombia, 2004, págs. 16 y ss.. 
 
382 Un claro reflejo de ello, sin duda, es lo dispuesto por el art. 60.5, de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados (1.969), cuyo texto se expresa en los siguientes términos: “Lo previsto en los párrafos 
1 a 3 no se aplicará a las disposiciones relativas a la protección de la persona humana contenidas en tratados 
de carácter humanitario, en particular a las disposiciones que prohíben toda forma de represalias con respecto 
a las personas protegidas en tales tratados”. 
 
383 Nikken, Pedro: La protección internacional de los derechos..., op. cit. pág. 91. 
 
384 Al respecto, la Corte Internacional de Justicia, subrayó las particularidades de dicho tipo de convenciones, 
más concretamente, refiriéndose a la convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio, dijo lo 
siguiente: “En tal convención los Estados contratantes no tienen intereses propios, tienen solamente, todos y 
cada uno de ellos, un interés común, que es el de preservar los fines superiores que son la razón de ser de la 
convención. En consecuencia en una convención de este tipo no puede hablarse de ventajas o desventajas 
individuales de los Estados, ni de mantener un equilibrio contractual exacto entre derechos y deberes. La 
consideración de los fines superiores de la convención es, en virtud de la voluntad común de las partes, el 
fundamento y la medida de todas sus disposiciones”. Por su parte, en el contexto Latinoamericano, además de la 
fuerte tendencia de las Constituciones a dotar de una jerarquía normativa especial, tal como se verá más 
adelante, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva Nº 2/82, de 24 de 
septiembre, se pronunció al respecto, en los siguientes términos: “La Corte debe enfatizar, sin embargo, que los 
tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular, la Convención Americana, no son 
tratados multilaterales del tipo tradicional, concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, 
para el beneficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y su fin, son la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado, 
como frente a los otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los Estados se 
someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen varias obligaciones, no en relación 
con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción”. 
 
385 Gros Espiell, Héctor: Estudios sobre derechos humanos, Corte Interamericana de Derechos 
Humanos/Civitas, Madrid, 1988, pág. 307. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 244
tales, establecen derechos y obligaciones entre las partes386; en cambio, respecto 
las Declaraciones, que son también conocidas como “normas” de soft law, se dirá 
que no tienen otro significado que “la de una pauta superior de inspiración y criterio 
superior de interpretación para los órganos llamados a configurar o desarrollar, por 
vía judicial o arbitral, el derecho internacional positivo”387. 
 
Siendo las cosas así, los derechos a los que se hará referencia en el presente 
apartado serán, solamente, aquellos que vienen recogidos en los tratados y 
convenios internacionales propiamente dichos y con mayor precisión, sólo aquellos 
que hayan sido ratificados en debida forma por el Estado boliviano. 
 
Ahora bien, como ya se dijo, la práctica de acudir a otras fuentes normativas, en 
este caso, a los instrumentos internacionales388, para concretar, por la vía del 
amparo, el respeto y la defensa de determinados derechos y garantías; se debe, en 
buena medida, a la parquedad o insuficiencia del catálogo de derechos y garantías 
fundamentales que la Constitución prescribe, como derechos protegidos por el 
amparo constitucional. Dicha práctica, en principio, no es del todo mal visto, no al 
menos en tanto en cuanto sirve para procurar aplicaciones de la Constitución más 
favorables, es decir, in bonus de los derechos y garantías fundamentales389, pero, el 
criterio ya no es el mismo, si la misma práctica es para desmejorar o restringir 
derechos ya consolidados en el Derecho interno. 
 
En otras palabras, si la invocación de los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos es para introducir interpretaciones de los derechos 
fundamentales o sus garantías, de modo que los desmejoren, en relación con la 
                                                 
386 En este sentido, los artículos  26 y 28 de la Convención del 23 de mayo de 1969, sobre el Derecho de los 
Tratados y el Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia, respectivamente. 
 
387 Así, refiriéndose a la Declaración Universal, Truyol y Sierra, Antonio, en: Los Derechos Humanos, Tecnos, 
Madrid, 1982, pág. 31. En la misma línea, otro autor, dirá que el grado de obligación de los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, “será el de norma jurídica estricta o el de principio de derecho, según 
se trate de tratados o de declaraciones, respectivamente”, vide, Corral Salvador, Carlos y Gonzáles Rivas, J. 
José: Código Internacional de Derechos…, cit, pág. 32. 
 
388 En este apartado y en lo que resta del trabajo, la expresión instrumentos internacionales, se utilizará como 
sinónimo de convenios y tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Bolivia y por lo tanto, 
tenidos como ley de la República. 
 
389 En este sentido, Machado, Muñoz, Santiago, en el prólogo a la obra de Fernández, de Casadevante, Carlos: 
La aplicación del convenio europeo de Derechos humanos en España, Tecnos, Madrid, 1988, pág. 14. 
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intensidad con que la Constitución los reconoce, dicha práctica no es lo más 
aconsejable; al contrario, se puede decir que es impropia con los fines de los 
referidos tratados390. 
 
Sin embargo, el fondo de la cuestión, al parecer es otra, ya que la aplicación de 
los instrumentos internacionales, en uno u otro sentido, habitualmente viene 
precedida por el rango que los mismos ocupan en el sistema de fuentes en el 
Derecho interno. En efecto, lo primero que habría que definir o al menos intentar 
hacerlo es, lo relativo a la jerarquía de los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos en el Derecho interno y, a partir de allí, valorar la posibilidad o 
no de su invocación directa como fundamento de la pretensión de amparo. 
 
En tal sentido, la primera cuestión que plantea la determinación del rango de los 
instrumentos internacionales es, si la misma tuviese que estar regulada por el DIDH 
o por el Derecho constitucional de cada país. En los últimos tiempos en el Derecho 
comparado, la tendencia parece inclinarse por la segunda opción, o sea, que 
debería estar regida por el Derecho constitucional391. No obstante, algún autor dirá 
que la elaboración doctrinal de la jerarquía normativa de los tratados o 
convenciones sobre derechos humanos, se debe construir desde ambas 
perspectivas, es decir, del DIDH y el Derecho constitucional, pues en definitiva, no 
se trata de esferas independientes sino interdependientes392. 
 
En cualquier caso, está claro que desde la perspectiva del Derecho 
internacional, los instrumentos internacionales, con independencia de su ubicación y 
                                                 
390 A propósito, la última línea jurisprudencial trazada por el TC respecto la procedencia del recurso de Habeas 
Corpus, no es precisamente un buen ejemplo en el sentido señalado, ya que, el TC apoyado en instrumentos 
internacionales lo que ha hecho es, gravar sobre dicho recurso requisitos que la Constitución no contempla. 
Concretamente, lo que ha hecho es convertirlo en un recurso subsidiario, de modo que su invocación sólo 
procede cuando se hayan agotado las demás instancias. En tal sentido, las SSTC Nº 181/2005, Nº 267/2005 y, 
entre otras el Nº 0998/2005; en todas ellas el TC dirá que, “(…) el hábeas corpus sólo se activa en los casos en 
que la supuesta lesión no sea reparada por los órganos competentes de la jurisdicción ordinaria…”. 
 
391 En efecto, se dice que dicha cuestión “tendría que estar regida por el Derecho Constitucional de cada país” 
así, Jiménez de Arechaga, Eduardo: “La Convención Interamericana de Derechos Humanos como Derecho 
Interno”, en, Revista del IIDH, Enero-Junio, San José de Costa Rica, 1988, págs. 27 y 28. 
 
392 Acaso en este sentido, se habla, incluso, de una interdependencia conceptual, ya que, se dice: “No hay que 
extenderse mucho para evidenciar lo absurdo de no tomar en cuenta los textos constitucionales para determinar 
el concepto de los derechos humanos… Por eso, –continúa el autor- hay que tenerlos en cuenta para establecer 
su concepto, que no puede confundirse, repito, con su denominación”, vide, Rubio Llorente, Francisco: “El 
núcleo duro de los derechos humanos desde…”, op. cit. pág. 81. 
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jerarquía normativa asignada en el Derecho interno de cada Estado, tienen -y 
mantienen- un valor jurídico normativo propio. Es decir, desde el momento mismo 
de su adopción, ratificación o adhesión, dichos instrumentos son vinculantes y por lo 
tanto, obligatorios para todos y cada uno de los Estados partes. En este sentido, el 
art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y 
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales de (1969), 
establece que “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno 
como justificación del incumplimiento de un tratado…”. Empero, la cuestión es si 
esta norma al establecer que una parte no puede invocar su ordenamiento interno 
para incumplir una obligación internacional, se está refiriendo incluso a la 
Constitución en tanto norma interna393. 
 
Al respecto, en el contexto internacional, el Tribunal Permanente de Justicia 
Internacional (en adelante TPJI) ha sentado jurisprudencia en el sentido de que: “Un 
Estado no puede invocar respecto de otro Estado su propia Constitución para 
sustraerse a las obligaciones que le impone el derecho internacional 
(consuetudinario) o los tratados en vigor”. Por su parte, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante, CIDH), en su Opinión Consultiva Nº 4 (1984) 
estableció que: “…cuando una convención internacional se refiera a “leyes internas” 
sin otra aclaración, necesariamente la referencia es para toda la legislación nacional 
incluyendo a la Constitución”. 
 
A la luz de ambos razonamientos, cabría concluir, entonces, que la expresión 
«derecho interno» prevista en el referido art. 27, abarca tanto a la Constitución 
como a cualquier otra norma de rango inferior. De ser así, todo Estado parte de un 
convenio internacional, en este caso, sobre derechos humanos, debe cumplir todas 
las obligaciones contraídas a través de dicho instrumento, sin cuestionarse sobre la 
jerarquía del mismo en su ordenamiento interno; pues, es indiscutible que desde la 
                                                 
393 Evidentemente, tal como está redactado, la citada norma no se está refiriendo y mucho menos definiendo la 
jerarquía de los tratados en el orden interno. En todo caso, está poniendo de manifiesto una consecuencia lógica 
de la obligación adquirida por cada Estado en tanto parte de un tratado internacional. En tal sentido, ningún 
Estado podrá sustraerse al cumplimiento de una obligación internacional y menos aun bajo el argumento de que 
no es compatible con su derecho interno. Pero no porque la obligación internacional sea jerárquicamente 
superior o inferior a su Derecho interno, sino, en razón de que voluntariamente ha asumido una obligación 
internacional, la misma que debe cumplirla de buena fe, ya que de lo contrario, correrá el riesgo de incurrir en 
responsabilidad internacional. No obstante, según se verá a continuación, los tribunales internacionales han 
utilizado la misma norma, precisamente, para decir que los instrumentos internacionales están por sobre la 
Constitución. 
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perspectiva del derecho internacional, el Estado se haya obligado al cumplimiento 
de las obligaciones asumidas en el tratado, con independencia de la jerarquía que 
éstos ostenten en el Derecho interno394. 
 
Sin embargo, lo que se acaba de señalar, apenas pasa sin fricciones el plano 
teórico, puesto que en el plano de la práctica, el asunto se torna complejo y 
controvertido, ya que, frente a dicho planteamiento, inmediatamente se pone por 
delante el argumento de la soberanía nacional395. Seguramente por tal razón, la 
jerarquía de los tratados internacionales en general y sobre derechos humanos en 
particular, en los diferentes países está regulada de distintas maneras. En efecto, un 
repaso al conjunto de las constituciones demuestra que los diferentes Estados, 
otorgan a los instrumentos internacionales de derechos humanos, distintos 
rangos396, entre ellos: Supraconstitucional; Constitucional; Supralegal, y; Legal397. 
                                                 
394 En tal sentido, vide, Ayala Corao, Carlos, M: “La jerarquía constitucional de los tratados relativos a derechos 
humanos y sus consecuencias”, en, Méndez Silva, Ricardo (coord.): Derecho internacional de los derechos 
humanos, (Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional), Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, UNAM, México, 2002, pág. 40. 
 
395 Esto es así, principalmente en aquellos países –como Bolivia, en especial en la actual coyuntura- que aún 
entiende por soberanía nacional como el cerco infranqueable a toda vinculación internacional y, por ende, ven 
en las obligaciones internacionales, una especie de “intromisión” externa en los asuntos internos del “Estado 
soberano”. De tal suerte, admitir que los tratados internacionales -y no sólo sobre derechos humanos- 
prevalezcan por sobre la Constitución, supone algo así como admitir que dichos tratados están por sobre la 
soberanía nacional, ya que, en puridad, ningún otro documento que no sea la Constitución, representa o 
personifica mejor dicha soberanía. Sin embargo, en los tiempos que corren, la soberanía no puede limitarse sólo 
a su aspecto negativo, es decir, al hecho de excluir las actividades de otros Estados dentro de un Estado 
soberano, sino también, a su aspecto positivo, es decir, al cumplimiento de deberes y obligaciones que han sido 
soberanamente adquiridas. En otras palabras, la soberanía de los Estados, lejos de ser un obstáculo para la 
existencia y desarrollo del DIDH, como diría Carrillo Salcedo, Juan Antonio, debería constituirse, por el 
contrario, “en un instrumento para su realización”, así, en: “Persona humana, soberanía de los Estados y orden 
internacional”, en, Mariño Menéndez, Fernando, M. (ed.): El Derecho internacional en los albores del siglo 
XXI, (edición en homenaje al profesor Juan Manuel Castro-Rial Canosa), Trota, Madrid, 2002, pág. 83. De 
asumirse la soberanía en tal sentido, la tensión dialéctica entre soberanía de los Estados y los derechos humanos, 
se resolvería, por tanto, de la siguiente forma: por ser soberanos, los Estados tienen obligaciones jurídicas en 
materia de derechos humanos respecto de la comunidad internacional en su conjunto, los mismos que la deben 
cumplir, precisamente, porque la soberanía así les impone, en razón de que soberanamente se han obligado a su 
cumplimiento. 
 
396 Unos cuadros descriptivos prolijamente elaborados en relación con el tratamiento de los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, por las principales Constituciones de raigambre occidental, puede 
verse en, Iñiguez de Salinas, Elizabeth: Jerarquía Constitucional de los Tratados Internacionales, Tribunal 
Constitucional, Sucre, 2004, págs. 11-14. 
 
397 Quepa precisar que la clasificación dada, está hecha desde la perspectiva del Derecho constitucional y no así 
desde la perspectiva del Derecho internacional y mucho menos del DIDH. Por otra parte, valga anticipar que a 
tiempo de desarrollar cada uno de los rangos, no se hará referencia a la Constitución boliviana, sino en la parte 
final de este apartado, es decir, después de haber desarrollado cada uno de los rangos descritos. 
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En el Ordenamiento boliviano, la cuestión relativa al lugar que ocupan los 
tratados y convenios internacionales, no esta nada definido. Así por ejemplo, no 
está claro si se encuentran por encima de la Constitución o están subordinados a 
ella, pues, la normatividad que existe al respecto398 no es del todo explícita399. Esta 
cuestión, ciertamente, nunca ha sido de “interés” del constituyente boliviano, tal es 
así que desde la primera Constitución (1.826) hasta la que se encuentra en vigor, no 
existe ni ha existido precepto alguno que permita precisar, con un mínimo de 
objetividad, el rango de los tratados internacionales en el Derecho interno400. 
 
En efecto, si acaso la Constitución en vigor contiene algunos preceptos que 
hacen referencia a los instrumentos internacionales, dichos preceptos son los 
siguientes: en primer lugar, el art. 59. 12ª, establece que son atribuciones del Poder 
Legislativo, “Aprobar los tratados, concordatos y convenios internacionales”401; 
inmediatamente el art. 96.2ª, señala como una de las atribuciones del Presidente de 
la República, “Negociar y concluir tratados con naciones extranjeras; canjearlos, 
previa ratificación del Congreso”, y; finalmente, el art. 120.9ª, dispone que son 
atribuciones del Tribunal Constitucional, conocer y resolver, “La constitucionalidad 
de los tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos 
internacionales”402. 
                                                 
398 En este sentido, Ciurliza Javier, dirá que “no existe una norma específica que señale la jerarquía concreta del 
tratado internacional... en materia de derecho interno”, vide, Ciurliza, Javier: “Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y Jurisdicción Constitucional”, en, VV. AA. Derechos Humanos y Justicia Constitucional, 
Tribunal Constitucional de Bolivia, Sucre, 2000, pág. 262. Si acaso la supralegalidad de los tratados 
internacionales está prevista de forma expresa en el ordenamiento jurídico boliviano, sin duda, dicha previsión, 
como ya se dijo, no esta en la Constitución, sino en dos normas ordinarias: el Código Tributario y el Código de 
Procedimiento Penal. El primero, en su artículo 5º refiere que los convenios y tratados internacionales 
aprobados por el Poder Legislativo, son de aplicación preferente respecto de la propia norma y demás leyes. Por 
su parte, el artículo 34 del Cpp, de manera expresa establece que, “Tendrán aplicación preferente las reglas 
sobre prescripción contenidas en Tratados y Convenciones internacionales”. 
 
399 Rivera Santiváñez, J. Antonio: “Jurisdicción Constitucional. Procesos constitucionales…, op. cit. pág. 21. 
 
400 Sobre esta cuestión y la necesidad de su regulación constitucional, vide, Cardozo Daza, Richard Eddy: “Por 
un régimen jurídico interno de las relaciones internacionales y los tratados internacionales. Ideas iniciales para 
su regulación constitucional”, en: VVAA: Propuestas para construir un Estado democrático de Derecho, 
Academia Boliviana de Estudios Constitucionales/Kipus, Cochabamba, 2007, págs. 207-239. 
 
401 Para la incorporación de los tratados internacionales, en este caso, en materia de derechos humanos al 
Derecho interno, el Estado debe promulgar una ley que servirá como el instrumento de ratificación o adhesión a 
un determinado tratado. El procedimiento de aprobación de estas leyes está regulado por los artículos 59, 71-81 
de la Constitución y es, por lo tanto, similar al que se sigue en la aprobación de cualquier otra ley ordinaria. 
 
402 Pese a la precariedad normativa, Bolivia es signataria del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y de su Protocolo Facultativo desde el 12 de noviembre de 1982; lo es también de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y recientemente ha reconocido su competencia contenciosa. Firmó asimismo los Convenios 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 249
Como se puede advertir, ninguno de los citados preceptos establece el lugar o 
rango que los instrumentos internacionales ocupan -o deban ocupar- dentro de la 
jerarquía normativa del Derecho interno boliviano403. De hecho, ni siquiera hacen 
distinción de la materia sobre la que versan los tratados que son objeto de su 
regulación. Por lo tanto, los tratados sobre derechos humanos ratificados por 
Bolivia, no pueden catalogarse, no al menos con fundamento en la Constitución, en 
ninguno de los rangos antes señalados404. 
 
La doctrina por su parte, tampoco es del todo consistente y mucho menos 
guarda relación con la referida tendencia y las innovaciones del contexto 
internacional. En términos generales, lo que se dice es que las normas provenientes 
de un nivel internacional, en este caso, los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por el Congreso nacional, para adquirir validez dentro 
del orden jurídico nacional, deben ser “convertidas” al Derecho interno mediante ley 
de la República405. Sobre la base de dicha noción generalizada, por inferencia 
lógica, algunos autores, además de los ya citados y el propio Estado boliviano406, 
                                                                                                                                                       
de Ginebra sobre derecho humanitario en fecha 10 de junio de 1977, y sus dos protocolos adicionales el 8 de 
junio de 1984. El 22 de octubre de 1970 ratificó la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer en 1989; ratificó la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y su protocolo el 9 de mayo 
de 1982; el Convenio Nº 87 sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación el 4 de enero de 
1966; el Convenio Nº 98 sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva; el Convenio Nº 107 sobre 
poblaciones indígenas y tribales y el Convenio Nº 111 sobre discriminación (empleo y ocupación). 
 
403  En este sentido, vide, Prudencio, Jaime: Curso de Derecho Internacional Privado, Librería Editorial 
“Juventud”, La Paz, 1998, pág. 27. 
 
404 Esta es otra de las razones, acaso la principal, del por qué la Constitución boliviana no aparece catalogado en 
ninguno de los rangos que se han desarrollado en las páginas anteriores. 
 
405 En este sentido, vide, Marinissen, Judith: Legislación Boliviana y Pueblos Indígenas. Inventario y Análisis 
en la Perspectiva de las Demandas Indígenas, SNV-Bolivia/CEJIS (2ª ed.), Santa Cruz de la Sierra, 1998, pág. 
96. En el mismo sentido, otro autor dirá lo siguiente: “el Estado boliviano posee una concepción dualista (...) 
Para que una norma de Derecho Internacional pueda ingresar al ordenamiento jurídico del Estado, se debería 
transformarla, mediante el dictado de una ley, es decir, ya no sería la norma internacional la que obligaría en el 
orden interno del Estado, sino, una nueva ley...”, vide, Subieta, Juan, José: Tratados sobre Derechos Humanos: 
Jerarquía Constitucional en Bolivia, UPSA, Santa Cruz de la Sierra, 2003, págs. 98-99. Por su parte, apoyado 
en determinados autores sobre los conceptos y características del sistema monista, Ibargüen Burgos, Guido, dirá 
que “Existen, entonces, cuando menos algunos elementos para dudar que Bolivia sea dualista y no monista”, en: 
“Derecho internacional, derecho internacional de los derechos humanos y Tribunal Constitucional: un repaso al 
caso boliviano”, Derechos Humanos y Democracia. Cuadernos Electrónicos, publicación en Internet: 
www.portalfio.org/cuadernos/ (fecha de consulta, 25-08-06). 
 
406 En un informe, presentado ante la Organización de las Naciones Unidas, de manera expresa y categórica, se 
dirá que las disposiciones de los instrumentos de protección de los derechos humanos ratificados por Bolivia, al 
ser plenamente concordantes con los preceptos constitucionales: “tienen rango de ley y pueden ser invocados 
ante cualquier tribunal nacional, al tenor de los artículos 59, incisos 12 y 29 de la Carta Magna”, vide, Naciones 
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entienden que los instrumentos internacionales, incluso los de derechos 
humanos407, al ser ratificados mediante ley de la República, tienen rango de ley408. 
 
Donde sí se advierte un cierto avance es en la jurisprudencia de los Tribunales, 
en especial del TC. Con alguna que otra excepción409, a partir del funcionamiento 
del TC (1.999), los órganos jurisdiccionales vienen otorgando a los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, rango constitucional. Pero, frente al 
silencio del ordenamiento boliviano y, la posición errática de la doctrina410, quien 
viene trazando una postura claramente definida, es el TC. En efecto, con contadas 
excepciones, se puede decir que desde un principio, el Tribunal, siempre ha 
considerado a los tratados internacionales sobre derechos humanos, suscritos y 
ratificados por Bolivia, como normas de un rango especial, más específicamente, 
del denominado «bloque de constitucionalidad»411.  
                                                                                                                                                       
Unidas: “Documento Básico que Forma Parte Integrante de los Informes de los Estados Partes, Bolivia, 
HRI/CORE/1/Add. 54/Rev.1, 7 de octubre de 1996”, Instrumentos Internacionales de…, op. cit. pág. 18. 
 
407 Más concretamente, Subieta, Juan José, dirá: “Los tratados internacionales que hubieran sido suscritos por el 
órgano Ejecutivo (art. 96 atribución 2) deben ser ratificados por el órgano Legislativo (art. 59 atribución 12), a 
través de una Ley de la República, para que puedan ingresar al ordenamiento jurídico nacional, y a cuyo efecto 
poseen rango de ley la generalidad de convenciones internacionales, sin merecer especial tratamiento las 
relativas a derechos humanos”, así, en: Tratados sobre Derechos Humanos: Jerarquía…, op. cit. pág. 85. 
 
408 Así, por ejemplo, se dirá que “los trámites relacionados a la ratificación de los tratados internacionales están 
sujetos, en definitiva, a los mismos trámites de una ley –sanción por el Congreso Nacional y promulgación por 
el Poder Ejecutivo– por lo cual obviamente tienen la misma autoridad que una ley interna”, al respecto, vide, 
Prudencio, Jaime: Curso de Derecho Internacional…, op. cit. pág. 28. 
 
409 Dichas excepciones, responden en términos temporales y conceptuales, a la línea de la citada doctrina, pero, 
con el paso del tiempo y en la medida en que el TC viene consolidando su jurisprudencia, se puede decir que 
son cada vez menos. Así, por citar una de esas excepciones, el Auto Interlocutorio Nº 816 de 10 de noviembre 
de 2000, emitido por le Juez Quinto de Instrucción en lo Penal de Santa Cruz, apoyado en la teoría kelseniana 
de la pirámide de las leyes, venia a decir lo siguiente: “la Constitución está por encima de todas las normas, 
inclusive sobre los Tratados Internacionales, que tienen el rango de Ley”. Dicho razonamiento puede verse en 
los antecedentes de la STC Nº 1190/2001. 
 
410 No obstante, hay que decir que el único autor que ha venido defendiendo la misma postura que el TC, es 
Rivera Santiváñez, J. Antonio, entre otros trabajos, en: “El amparo constitucional contra sentencias...”, op. cit. 
pág. 457. 
     
411 Bien es verdad que antes de decidirse por el término <bloque de constitucionalidad>, el TC, en un principio 
ha utilizado otras acepciones, como, “orden constitucional” o “marco constitucional”. Sin embargo, con el 
tiempo y la aquiescencia de sus destinatarios, finalmente ha terminado imponiéndose la referida denominación 
de bloque de constitucionalidad. Tal es el arraigo del término en cuestión, que en la actualidad no hay una sola 
sentencia que haga referencia a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos con otro rango que no 
sea el de bloque de constitucionalidad. Por otra parte, las diferencias entre las referidas denominaciones y el 
bloque de constitucionalidad, seguramente, son apenas de orden semántico; en efecto, es de suponer que para el 
TC, en el fondo, todas aluden a un mismo concepto y con una misma connotación, cual es, que los tratados 
internacionales sobre derechos humanos adoptados y ratificados en debida forma por el Estado boliviano, no 
tienen rango de ley. 
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Sin embargo, cuando el TC boliviano cataloga los instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos como parte del referido bloque de constitucionalidad412 
¿qué rango les está otorgando? O, lo que es igual ¿qué efectos tiene catalogar 
dichos instrumentos como parte del bloque de constitucionalidad? La respuesta a 
esta cuestión, naturalmente, no se puede encontrar sino en la propia jurisprudencia 
del órgano constitucional413. En efecto, en una de sus últimas sentencias (STC Nº 
0101/2004), probablemente la más concluyente para lo que aquí interesa, el 
Tribunal, de manera vino a decir que los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos, “integra el bloque de Constitucionalidad y, por tanto, tienen 
rango constitucional”. De donde cabría concluir que, en el Derecho boliviano los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos, al formar parte del bloque 
de constitucionalidad tienen rango constitucional, o lo que es igual, bloque de 
constitucionalidad que supone, rango de constitucionalidad. 
 
Si ello es así, como en efecto lo es, lo que corresponde ahora, ya desde la 
perspectiva de la jurisdicción del amparo, es abordar la cuestión relativa a su 
eficacia, es decir, a los efectos jurídicos de los derechos y garantías fundamentales 
recogidas en los referidos instrumentos internacionales414 en relación con el amparo 
                                                 
412 Valga recordar que la expresión «bloque de constitucionalidad» ha sido introducida en el léxico jurídico-
constitucional por la doctrina francesa, concretamente, por el jurista Louis Favoreu y posteriormente, sería 
consolidada por la jurisprudencia del Consejo Constitucional de aquel país. Como primer apunte, hay que decir 
que el denominado bloque de constitucionalidad, no está únicamente compuesto por normas de carácter 
internacional, ni tiene por qué incorporar en su contenido, a los instrumentos internacionales. Dicho esto, bloque 
de constitucionalidad, en su sentido original, comprende los instrumentos internacionales, tratados y convenios, 
por un lado, así como a las Declaraciones sobre derechos humanos por el otro, pero no sólo eso, sino también, el 
preámbulo de las Constituciones e incluso los principios fundamentales que subyacen de las leyes. De ahí que, 
para su creador y según la doctrina del Consejo Constitucional francés, el bloque de constitucionalidad está 
compuesto por; la Constitución de 1958, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, 
el preámbulo de la Constitución de 1946, y los principios fundamentales reconocidos por las leyes de la 
República”. Un enfoque más amplio al respecto, vide, Favores, Luís y Rubio Llorente, Francisco: El bloque de 
la constitucionalidad, Civitas, Madrid, 1991. Asimismo, aunque desde la perspectiva de las leyes orgánicas, 
vide: Fernández, Tomás-Ramón: Las leyes orgánicas y el bloque de constitucionalidad, Civitas, Madrid, 1981. 
 
413 No obstante, la CSJ hablará de una especie de bloque de legalidad, así por ejemplo, a través del AS Nº 177 
del 27 de mayo de 2005, dirá lo siguiente: “el debido proceso proclamado en el parágrafo IV del artículo 16 de 
la Constitución Política del Estado, del artículo 8 del Pacto de San José de Costa Rica y del artículo 14 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, derechos que se encuentran inmersos dentro del principio 
de legalidad”. En efecto, terminará señalando que “la actuación del Ministerio Público necesariamente debe 
estar conforme a la Constitución, Ley Orgánica del Ministerio Público, Leyes de la República y Tratados y 
Convenios internacionales…”. 
 
414 Bien es verdad que la eficacia de los derechos humanos, no es tarea únicamente de los órganos judiciales, 
sino también, de otros órganos estatales. Este es el caso, por ejemplo, de la Comisión Nacional Permanente para 
la aplicación del Derecho Internacional Humanitario (CNPADIH). Esta Comisión fue creada por Decreto 
23.345 del 2 de diciembre de 1992, modificado por Resolución Suprema Nº 21.845 del 17 de agosto de 1998 del 
Presidente de la República y del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (en vigor desde el 30 de octubre de 
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constitucional. Sobre esta cuestión, el TC ha dicho que las normas que componen el 
bloque de constitucionalidad, en tanto son de rango constitucional, tienen carácter 
normativo y consiguientemente son de aplicación directa. Así, la STC Nº 1494/2003. 
 
“Los derechos contenidos en los tratados sobre derechos humanos suscritos por Bolivia; 
(…) como lo ha entendido la jurisprudencia de este Tribunal…, forman parte del orden 
jurídico del sistema constitucional boliviano como parte del bloque de constitucionalidad, 
de manera que dichos instrumentos internacionales tienen carácter normativo y son 
de aplicación directa…” (las negrillas no corresponden al texto original). 
 
En la misma línea, más adelante y con mayor precisión, el propio Tribunal dirá 
que los derechos consagrados en los tratados, convenciones o declaraciones 
internacionales sobre derechos humanos a los que se hubiese adherido o suscrito y 
ratificado el Estado boliviano, al formar parte del bloque de constitucionalidad, 
“forman parte del catálogo de los derechos fundamentales previstos por la 
Constitución”. (STC Nº 1420/2004) 415. 
 
Ahora bien, la cuestión es, por un lado, que debe entenderse por aplicación 
directa y, por el otro, si dicha aplicación suponen que tales derechos y garantías 
pueden fundar de manera autónoma, una solicitud o resolución de amparo 
constitucional. En cuanto a la primea cuestión, en principio, no es necesario realizar 
mayor comentario, ya que, por aplicación directa se ha venido entendiendo como 
                                                                                                                                                       
1998). La Comisión está formada por representantes de las siguientes instituciones: 1. Ministerio de Relaciones 
Exteriores, cuyos miembros están a cargo de la Presidencia y de la Secretaría (integra también el Comité 
Ejecutivo de la Comisión); 2. Ministerio de Justicia (actualmente, Viceministerio de Justicia (integra también el 
Comité Ejecutivo de la Comisión); 3. Ministerio de Defensa (integra también el Comité Ejecutivo de la 
Comisión); 4. Ministerio del Interior; 5. Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación; 6. Corte Suprema 
de Justicia; 7. Parlamento; 8. Cruz Roja boliviana (integra también el Comité Ejecutivo de la Comisión); y 9. 
Círculos Académicos. 
Las funciones de la Comisión son: 1) velar por la difusión y la aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario y 2) estudiar y proponer a los poderes Ejecutivo y Legislativo la aprobación de normas internas o 
su posible modificación, a fin de incorporar en ellas el DIH. La Comisión trabaja a través de subcomisiones. 
Esta Comisión concentra su atención en la promoción de ratificación de tratados sobre DIH teniendo pendiente 
poner mayor atención en el proceso de adopción de medidas de carácter legislativo y/o administrativo de 
aplicación de este derecho. Por otro lado, no tiene una frecuencia óptima de reuniones y evidencia la falta de 
participación más proporcional de sus miembros y una desarticulación en los procesos de reforma penal (común 
y/o militar) que atañen al DIH. 
 
415 En este sentido, se dirá, “Ello significa que, el máximo guardián de la Constitución, y protector de los 
derechos fundamentales, ha integrado al catálogo de los derechos fundamentales previstos en la Ley 
Fundamental todos los derechos humanos consagrados en los instrumentos jurídicos que forman parte del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos”, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Tribunal Constitucional 
y protección de…, op. cit. pág. 15. 
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aquella posibilidad real de invocar directamente los referidos derechos ante los 
tribunales, es decir, sin necesidad de previa reglamentación; más específicamente, 
sin necesidad de que el órgano Legislativo o Ejecutivo tengan que emitir otra norma 
expresa de desarrollo416. En cambio, en relación con la segunda cuestión, las 
posiciones doctrinales ya no son del todo uniformes, de hecho, la propia 
jurisprudencia del TC es confusa, por no decir, contradictoria. Así, en un primer 
momento (STC Nº 1662/2003), el TC, vino a decir que: 
 
“…este Tribunal Constitucional, realizando la interpretación constitucional integradora, en 
el marco de la cláusula abierta prevista por el art. 35 de la Constitución, ha establecido que 
los tratados, las declaraciones y convenciones internacionales en materia de derechos 
humanos, forman parte del orden jurídico del sistema constitucional boliviano como parte 
del bloque de constitucionalidad, de manera que dichos instrumentos internacionales 
tienen carácter normativo y son de aplicación directa, por lo mismo, los derechos en ellos 
consagrados son invocables por las personas y tutelables a través de los recursos 
de hábeas corpus y amparo constitucional conforme corresponda” (las negrillas no 
corresponden al texto original)417. 
 
Sin embargo, este entendimiento no siempre ha sido llevado a la práctica de una 
manera uniforme: por un lado, el TC ha concedido amparo, precisamente, con 
fundamento en un derecho consagrado en una norma de orden internacional que 
forma parte del bloque de constitucionalidad418 pero, por el otro, también ha 
denegado solicitudes de amparo bajo el fundamento de que los derechos recogidos 
en normas internacionales al no haber sido desarrollados por el Derecho interno, no 
pueden invocarse en amparo constitucional. Así, por ejemplo, a través de la STC Nº 
                                                 
416 Entre otros, vide, Ibargüen Burgos, Guido: “Derecho internacional, derecho internacional de los derechos 
humanos y…”, op. cit. pág. 9. En el mismo sentido y con mayor amplitud, se dirá que “la aplicación directa de 
un tratado en el derecho interno está ligada, necesariamente al tema de la incorporación de éste en el ámbito 
jurídico de un Estado. En los países en que dicha incorporación es automática como consecuencia de la 
ratificación o adhesión y su entrada en vigor, se admite que el tratado se aplica directamente y puede ser 
invocado como derecho positivo ante el juez nacional”, así, Iñiguez, Elizabeth: Jerarquía Constitucional de los 
Tratados Internacionales, Tribunal Constitucional de Bolivia, Sucre, 2004, pág. 9. 
 
417 Evidentemente, el entendimiento constitucional no tiene nada de conservador sino más bien todo lo 
contrario, lo cual, al menos desde el punto de vista de los destinatarios, es de ponderar. Sin embargo, ello, en 
modo alguno debe significar la implícita aceptación de los efectos perniciosos que dicho entendimiento pueda 
traer consigo, que por cierto, a la luz de otras experiencias, han provocado más preocupaciones que 
satisfacciones, principalmente, para la labor del TC. De todos modos, sobre esto se volverá más adelante. 
 
418 En tal sentido, por ejemplo, la STC Nº 306/99, concedió amparo bajo el siguiente argumento: “Que, el 
derecho a recurrir del fallo ante el Juez o Tribunal superior, es un derecho universalmente reconocido; a tal 
punto que de manera expresa lo consigna el inc. h) del art. 8 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos del 22 de noviembre de 1969; habiendo sido asumido por la doctrina y la jurisprudencia como un 
derecho inviolable...”. 
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1662/2003, el Tribunal, denegará una solicitud de amparo, sobre objeción de 
conciencia, con el argumento de que el derecho en cuestión, a pesar de estar 
recogido en el Pacto de San José de Costa Rica, no está previsto en la Constitución 
y menos regulado o desarrollado en el Derecho interno419. 
 
De manera que, a la luz de la jurisprudencia constitucional, se puede decir que 
no está nada definido si los derechos y garantías fundamentales recogidos en 
instrumentos internacionales por sí mismos, pueden fundar o no una solicitud de 
amparo. Esta indefinición por cierto, no sólo se da en el Derecho interno sino en el 
comparado en general420. En el caso boliviano, sin duda, el problema tiene su 
origen, por un lado, en la falta de previsión constitucional y, por el otro, aunque en 
menor medida, en la falta de uniformidad en la jurisprudencia del TC421. 
                                                 
419 En sus partes más sobresalientes, la sentencia en cuestión, vino a decir lo siguiente: “En el sistema 
constitucional boliviano, los derechos humanos invocados por la recurrente, como son el derecho a la objeción 
de conciencia, el derecho a la libertad de conciencia y el derecho a la libertad de religión, no están 
expresamente consagrados como derechos fundamentales en el catálogo previsto por el art. 7 de la 
Constitución, ni siquiera como derechos constitucionales… Sin embargo, cabe señalar que en las normas que 
forman parte del Derecho Internacional de los Derechos Humanos están expresamente consagrados los 
derechos invocados por la recurrente. En efecto, el art. 18 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; el art. 3 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el art. 18 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos y el art. 12 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos…De otro lado, la aplicación de la objeción de conciencia plantea la necesidad de contar con un 
marco normativo que regule las condiciones mínimas dentro de las cuales ha de reconocerse el derecho de 
objetar el servicio militar obligatorio invocando razones de libertad de conciencia o de libertad religiosa…, la 
objeción de conciencia como contenido esencial del derecho a la libertad de conciencia, no puede ser invocado 
ni aplicado como una forma de exención del servicio militar obligatorio en Bolivia, debido a que no está 
instituido en el ordenamiento jurídico en una Ley que la desarrolle y regule…”. 
 
420 En todo caso, en el Derecho Comparado, a la luz de cada Constitución, los derechos humanos, tienen 
distintas aplicaciones, las mismas que se pueden agrupar en tres: a) aplicación directa, (Venezuela); b) 
aplicación semidirecta o por conexitud (Bolivia), y; c) aplicación como criterio de interpretación (España). 
 
421 Ciertamente, la posición del TC en cuanto a la aplicación de los instrumentos internacionales que integran el 
bloque de constitucionalidad no termina de definirse. Si bien se inclina por una aplicación directa, incluso, en 
amparo constitucional, por ejemplo, en la STC Nº 1015/2004; dicha posición, sin embargo, a la luz de la citada 
STC Nº 1662/2003, queda en duda, ya que en ella, la posición del Tribunal es totalmente contraria a la anterior. 
Pero no sólo en dicha sentencia sino, incluso, en una posterior, la STC Nº 1843/2003; en esta sentencia el TC 
volverá a decir que “es preciso señalar que no se puede acudir a esta jurisdicción mediante esta vía 
extraordinaria (amparo) para salir en defensa y velar por el cumplimiento de los Tratados y Convenios 
Internacionales en abstracto…”. De ahí que, no resulta claro si dichos instrumentos internacionales son o no 
aplicables directamente. Por otra parte, el TC, acudirá, también, a los instrumentos internacionales, pero ya no 
como normas jurídicas que deban aplicarse directamente, sino como criterios de interpretación. Así, por citar 
una, la STC Nº 1049/2001, dirá que los derechos del niño “en cuanto a su alcance y efectos, requiere ser 
interpretada a la luz de los derechos y garantías que reconocen al niño tanto la Constitución Política del 
Estado como los instrumentos internacionales protectivos de los derechos humanos…”; aunque en la parte final 
de la misma sentencia, diría que dichos instrumentos internacionales al formar parte de la legislación interna, 
“son de cumplimiento obligatorio…”, con lo cual, lo que tampoco resulta claro es si dicha obligatoriedad se 
debe cumplir como criterio de interpretación, o como norma jurídica subjetiva y autónoma. Es por todo ello que, 
la jurisprudencia del TC, lejos de aportar luces, lo que hace es crear un cierto desconcierto. 
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Siendo las cosas así, en coherencia con lo dicho en páginas atrás, cabría 
concluir señalando que los derechos y garantías reconocidos en instrumentos 
internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad, no pueden 
fundar, no al menos de manera directa y autónoma, una solicitud de amparo 
constitucional. Este razonamiento, no sólo guarda coherencia con la línea que se 
viene manejando en este trabajo sino, además, con la propia Constitución; pues, en 
definitiva, tal como ya se ha visto, la norma fundamental en ninguno de sus 
articulados hace referencia a los derechos humanos y mucho menos a su aplicación 
directa y preferente respecto los demás derechos legales. Es en este sentido que, 
aquellos derechos y garantías por sí mismos, no pueden constituirse en objeto de 
protección –directa- del amparo constitucional. 
 
Bien es verdad que, en parte, el razonamiento no es del todo compatible con la 
tendencia asumida, principalmente por el TC y por cierta parte de la doctrina. De 
hecho, podría decirse, por ejemplo, que resulta restrictiva y por lo tanto, excluyente 
de determinados derechos humanos no recogidos expresamente por la 
Constitución; asimismo, podría decirse que es “interesada” porque se “aprovecha”, 
negativamente, de las “falencias” de su regulación tanto constitucional como legal. 
En ambos caso, evidentemente, puede oponerse eso y otros cuestionamientos 
seguramente. 
  
Pero asumir que el amparo pueda proteger, además, derechos de configuración 
legal, resultaría aún peor que las observaciones a que pueda dar lugar su exclusión. 
De hecho, podría resultar incluso inconstitucional, puesto que, aceptar que los 
referidos derechos y garantías pueden fundar por sí mismas una solicitud de 
amparo, implícitamente, supondría ampliar el ámbito de protección del amparo 
constitucional, con serio riesgo, como ya se dijo, no sólo de su desnaturalización, 
sino la del propio Tribunal422. 
 
Ello, sin embargo, no significa que los mismos no puedan ser invocados, 
directamente, ante las distintas instancias judiciales como derechos autónomos e 
incluso ante el propio TC, como parámetros del juicio de constitucionalidad por 
                                                 
422 Precisamente en ese sentido, cabe decir que la precariedad de la regulación constitucional, de ninguna 
manera es –si vale la comparación- un cheque en blanco para “incorporar” en el ámbito de protección del 
amparo constitucional, otros –incluso impensados- derechos que los anteriormente especificados. 
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ejemplo423. Pero no así en el amparo constitucional, a no ser, como derechos 
conexos424. Con lo cual, el carácter de aplicación directa de los derechos de fuente 
internacional, establecido por la jurisprudencia del TC, debe entenderse, en relación 
con los restantes mecanismos jurisdiccionales, pero no así, en relación con el 
proceso de amparo425. En todo caso, el cauce procesal a través del cual, los 
derechos humanos, pueden resultar derechos exigibles directamente en amparo, 
será sólo como derechos conexos y no así como derechos subjetivos con 
autonomía procesal426. 
 
 
3.2. Los derechos y garantías subjetivas de configuración legal 
 
En una anterior oportunidad se ha dicho que por diferentes razones, no todos los 
derechos fundamentales están en las constituciones427, ni todos los que están en 
                                                 
423 En este sentido, a tiempo de resolver un recurso incidental de inconstitucionalidad, el TC diría que los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos al integrar el ordenamiento jurídico del Estado como 
parte del bloque de constitucionalidad, “se convierten también en parámetros del juicio de constitucionalidad 
de las disposiciones legales impugnadas”, así la STC Nº 0102/2003. 
 
424 Entre tanto no se produzca una reforma constitucional, la eficacia de los derechos humanos, a través del 
amparo, como derechos conexos, resulta la más acorde con la Constitución y los propios instrumentos 
internacionales. Esta posibilidad, si bien no es la más ideal, pero tampoco es la peor. De manera que, mientras 
no se produzca dicha reforma, la eficacia de los derechos humanos a través del amparo, dependerá y mucho, de 
la capacidad de los juristas (Abogados) de saber conectar los referidos derechos con algunos de los derechos y 
garantías fundamentales que forman parte del ámbito de protección del amparo constitucional. 
 
425 Admitir que los derechos humanos previstos en instrumentos internacionales puedan fundar, por sí mismos, 
un proceso de amparo, traería consigo más preocupaciones que satisfacciones, principalmente, para la labor del 
propio Tribunal. Entre otras consecuencias, supondría la ampliación de los derechos protegibles en amparo y 
ello se traduciría en el incremento de la carga de trabajo del TC, haciendo que su labor se torne cada vez más 
insostenible y por ende ineficaz. En este sentido, se dice que “el problema para el TC cuando se encuentra con 
cada vez más casos, es que tiene que elegir, o resolver muchos casos con soluciones, por así decirlo, menos 
pensadas y más superficiales, por lo cual tiene mayor producción, pero menos intensidad” vide, López Guerra, 
Luís: Jurisdicción ordinaria y jurisdicción..., op. cit. pág. 51. 
 
426 Sin duda, en la práctica, se viene operando de ese modo. Tal es así que los litigantes cuando invocan el 
cumplimiento de los derechos humanos a través del amparo o del habeas corpus, normalmente, lo hacen como 
complementación de determinados derechos ya reconocidos en la Constitución. En la mayoría de los casos, los 
derechos más invocados son, el debido proceso y la libertad individual, los mismos que vienen reconocidos por 
un lado, en los arts. 8 y 7 de la CADH y, 14 y 9 del PIDCP, respectivamente y, por el otro, en los arts. 16, y 9-
11 CB. De manera que, los litigantes no fundan sus demandas sólo en un determinado instrumento 
internacional, sino que, procuran que el mismo tenga, además, sustento constitucional. 
 
427 Acaso es esa realidad -no sólo del derecho interno sino del derecho comparado en general- la que ha llevado 
a sostener que: “cualquier Constitución escrita que aspire a recoger entre sus cuatro esquinas el catálogo 
completo de los derechos que ella misma reconoce, es una indemostrada petición de principio, que la práctica 
del diseño constitucional, presente o pretérita, tiende más a desmentir que a confirmar, vide, Revenga Sánchez, 
Miguel: “Sobre (viejos) modelos de justicia constitucional...”, op. cit. pág. 100. 
 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 257
ellas son derechos fundamentales428. Ambas cuestiones, sin duda, son las que 
mejor identifican a la Constitución boliviana, especialmente la primera, ya que, en su 
contenido no se contemplan, no al menos de manera expresa, importantes 
derechos de contenido fundamental, aunque sí vienen recogidos en normas de 
rango inferior. Ese es el caso, por ejemplo, del Código civil donde vienen recogidos 
como parte de los derechos de la personalidad, por ejemplo, el derecho al 
nombre429, al apellido430, a la imagen431, al honor432, a la intimidad433, entre otros. 
 
Dicha carencia constitucional434, reforzada, además, por aquella previsión 
constitucional que hace referencia a unos supuestos derechos legales como 
derechos protegibles por el amparo, ha motivado a un cierto sector de la doctrina, 
como ya se tuvo ocasión de constatar, a sostener que el amparo constitucional 
protege de manera autónoma y directa, además, aquellos derechos de 
configuración legal435. Sin embargo, quepa advertir que esos derechos como tales, 
esto es, como derechos simplemente legales y muy a pesar de su pretendida 
                                                 
428 En este sentido, también se dirá lo siguiente: “el recurso de amparo es una protección adicional e importante 
de los derechos fundamentales y libertades públicas a los que esa protección se extiende, pero no es tal 
protección la que convierte a esos derechos en derechos fundamentales, ni menos aún la que transforma en 
derecho subjetivo lo que de otra forma no sería sino parte del derecho objetivo”; así, Rubio Llorente, Francisco, 
refiriéndose al amparo español, en: “El recurso de amparo constitucional”, op. cit. pág. 133. 
 
429 En los siguientes términos, “art. 9º. 1. Toda persona tiene derecho al nombre que con arreglo a ley le 
corresponde. El nombre comprende el nombre propio o individual y el apellido paterno y materno, salvo lo 
dispuesto en el artículo siguiente. II. El cambio, adición o rectificación del nombre sólo se admite en los casos y 
con las formalidades que la ley prevé”.  
 
430 En los siguientes términos, “art. l0. El hijo lleva el apellido o apellidos del progenitor o progenitores 
respecto a los cuales se halla establecida su filiación”. 
 
431 En los siguientes términos, “art. 16. 1. Cuando se comercia, publica, exhibe o expone la imagen de una 
persona lesionando su reputación o decoro, la parte interesada y, en su defecto, su cónyuge, descendientes o 
ascendientes pueden pedir, salvo los casos justificados por la ley, que el juez haga cesar el hecho lesivo. II. Se 
comprende en la regla anterior la reproducción de la voz de una persona”. 
 
432 En los siguientes términos, “art. 17. Toda persona tiene derecho a que sea respetado su buen nombre. La 
protección al honor se efectúa por este Código y demás leyes pertinentes”. 
 
433 En los siguientes términos, “art. 18. Nadie puede perturbar ni divulgar la vida íntima de una persona. Se 
tendrá en cuenta la condición de ella. Se salva los casos previstos por la ley”. 
 
434 Frente a dicha insuficiencia de la Constitución, en relación con el catálogo de derechos y garantías 
fundamentales, se ha dicho que la misma: “responde a una realidad jurídica boliviana que tiene que ver con el 
reconocimiento de algunos derechos de carácter fundamental en una ley ordinaria como es por ejemplo el 
derecho al honor, la intimidad, el nombre y otros derechos de la personalidad que están previstos en el Código 
Civil y no así en la Constitución”, vide, Rivera, Santibáñez, J. Antonio: “El recurso de amparo en Bolivia”, 
publicado en Internet, página Web oficial del Tribunal: www.tribunalconstitucional.gov.bo/art. (fecha de 
consulta 20-04-04). 
 
435 Vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: “El recurso de amparo...”, op. cit. pág. 457. 
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naturaleza fundamental, prima facie, no forman parte de los derechos protegidos por 
el recurso de amparo, al menos no como derechos autónomos. Ello es así, de una 
parte, por el hecho de que no gozan del expreso reconocimiento constitucional, 
exigencia que para la jurisdicción del amparo se constituye en una condición sine 
qua non y, de otra, al tratarse de derechos de configuración meramente legal, no 
forman parte del ámbito competencial de la jurisdicción constitucional; el mismo que, 
como bien se sabe, se circunscribe al ámbito constitucional. 
 
Admitir que el amparo constitucional pueda proteger derechos “simplemente 
legales”, supondría algo así como admitir que el amparo es -a su vez- un 
mecanismo abstracto de protección de derechos meramente legales. Extremo que 
desde luego, no es admisible desde ningún punto de vista. El control de la legalidad 
ordinaria, tal como se acaba de señalar, no forma parte del ámbito competencial del 
TC. De ahí que, la asignación competencial de dicho ámbito, supondría distorsionar 
no sólo la naturaleza extraordinaria del amparo constitucional, sino del propio 
Tribunal. 
 
Ahora bien, el hecho de que aquellos derechos meramente legales no puedan 
por sí mismo fundar un proceso de amparo constitucional a pesar de su naturaleza 
subjetiva y contenido fundamental, no significa que los mismos no puedan 
reclamarse judicialmente ante las diferentes instancias jurisdiccionales. Dado que 
son derechos subjetivos legalmente establecidos, huelga decir que los mismos son 
derechos de carácter normativo y como tales, derechos cuyos titulares, frente a su 
vulneración, pueden promover las acciones judiciales que correspondan, pues, en 
definitiva, se trata de unos derechos vinculantes frente a los poderes públicos y los 
particulares. Lo que no se puede pretender, sin embargo, como ya se ha dicho, es 
invocar su eficacia –directa- a través del proceso de amparo como si se tratase de 
los derechos o garantías fundamentales previstas entre los artículos 5 al 35 del 
Constitución. 
 
Si acaso cabría su invocación a través del proceso de amparo, sería 
únicamente, como derechos conexos, es decir, como derechos afines con alguno de 
los derechos expresamente previstos en la Constitución (art. 5 al 35) como 
derechos protegidos por el amparo constitucional. De hecho, en la práctica, esa es 
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la vía a través de la cual el Tribunal Constitucional viene protegiendo aquellos 
derechos legales de contenido fundamental436. 
 
Sin embargo, la jurisprudencia constitucional da cuenta que, el TC, cuando tiene 
que resolver un determinado amparo que involucra un derecho de contenido 
fundamental no previsto en la Constitución, resuelve dicho amparo, no con 
fundamento en la norma legal ordinaria, sino, con fundamento en algún derecho o 
garantía constitucional que forma parte del ámbito de protección del proceso de 
amparo437. De este modo, la sentencia no aparece como si se estuviese brindando, 
a través del amparo, protección a un derecho meramente legal y, por consiguiente, 
mucho menos supondrá la ampliación, de su ámbito de protección, a los derechos 
simplemente legales438. En todo caso, la sentencia de amparo, estará protegiendo 
un derecho conexo, es decir, uno que subyace de los derechos y garantía 
fundamental expresamente previstos en la Constitución439; más concretamente, con 
uno de los referidos derechos y garantías establecidas entre los artículos 5 al 35. 
                                                 
436 Ciertamente, dicha “modalidad” de protección, en sede constitucional, de los referidos derechos, ha tenido 
bastante acogida. Tal es así que, con excepción del derecho a la objeción de conciencia, los restantes derechos, 
como, por ejemplo, al honor, a la intimidad o a la imagen entre otros, las veces que han sido invocados en 
amparo, siempre han llegado a conocimiento del TC, por así decirlo, “reforzados” en algún derecho 
fundamental previsto en la Constitución. Los derechos en que los recurrentes se apoyan, para hacer valer en 
amparo derechos meramente legales, en su mayoría son los derechos a la igualdad (art. 6.I CB), la dignidad (art. 
6.II CB),  y la inviolabilidad del domicilio (art. 21 CB), por citar algunos. 
 
437 En algunos casos, el TC ha concedido amparos, no sólo con fundamento en un derecho subjetivo 
constitucional, sino incluso, con fundamento en determinados derechos de fuente internacional que forman parte 
del bloque de constitucionalidad. Así por ejemplo, en relación con el derecho al nombre que tampoco esta 
previsto en la Constitución, el Tribunal con fundamento en el art. 18 de la CADH, dirá que “(…) establecer la 
filiación paterna y materna y llevar el apellido de sus progenitores, se constituye en un derecho fundamental de 
los hijos…”, (STC Nº 0051/2006). 
 
438 A propósito se dirá que “cuanto mayor sea el «retraso» o el déficit generacional del texto constitucional, 
evaluado por comparación con el entorno, efectivamente, dará lugar a una mayor presión para el reconocimiento 
y mejor disposición del juez para el reconocimiento del derecho nuevo”, vide, Revenga Sánchez, Miguel: 
“Sobre (viejos) modelos de justicia constitucional…”, op. cit. pág. 106. Per, éste no es el caso boliviano, ya que, 
como se acaba de ver, el Tribunal toma cuidado de no crear nuevos derechos. Es más, de manera expresa ha 
dicho que “la interpretación de una norma no puede conducir a la creación de una norma distinta de la 
interpretada”, así, la STC Nº 1846/2004, y entre otros, la STC Nº 282/2005. 
 
439 Así por ejemplo, a través de la Sentencia Nº 1420/2004, el TC, frente a una solicitud de amparo por 
vulneración del derecho a la intimidad (que no está expresamente contemplado en la Constitución), concederá 
amparo, como sustrato del derecho a la inviolabilidad del domicilio y la correspondencia (que sí están previstos 
en la Constitución), en los siguientes términos:“El derecho a la intimidad o privacidad tiene como uno de sus 
elementos esenciales la inviolabilidad de la vida privada referidos a su escenario o espacio físico en el que se 
desenvuelve, el domicilio, los medios relacionales, la correspondencia u otros medios de comunicación, y los 
objetos que contienen manifestaciones de voluntad o de conocimiento no destinadas originalmente al acceso de 
extraños, es decir, escritos, fotografías u otros documentos”. En otra sentencia, frente a la vulneración del 
derecho al honor (que tampoco está en la Constitución) el Tribunal concederá amparo, como derecho conexo 
con el derecho a la dignidad humana (art. 6 CB); Por su parte, en relación con el derecho al honor dirá que “(…) 
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4. Los «derechos colectivos» frente al proceso de amparo constitucional 
 
La inclusión de este apartado obedece, fundamentalmente, a las últimas 
reformas introducidas en el texto de la Constitución boliviana, precisamente, 
relacionadas, en parte, con el reconocimiento de los denominados derechos 
colectivos440. Dicho esto, ya entrando en materia, se dice que una sociedad libre y 
democrática deberá mostrarse siempre sensible y abierta a la aparición de nuevas 
necesidades, que fundamenten nuevos derechos441; en efecto, tanto la sugerencia 
como las aludidas reformas constitucionales, por supuesto, cada una desde distintas 
perspectivas, seguramente, no hace sino responder a una realidad y unas 
necesidades que de un tiempo a esta parte, son difíciles de soslayar. 
 
Así pues, en los últimos tiempos, el discurso generacional de los derechos 
humanos se ha visto irrumpido por una nueva generación de derechos, los 
denominados –también- como «derechos humanos de la tercera generación»442. Al 
respeto, hay que decir, sin embargo, que las referidas generaciones de derechos 
humanos no implican la sustitución global de un catalogo por otro distinto. No es así, 
básicamente, por el hecho de que, en ocasiones se traducen en la aparición de 
nuevos derechos como respuesta a nuevas necesidades históricas443, mientras que 
                                                                                                                                                       
la razón para la protección... del honor, se encuentra en el respeto al individuo, a su dignidad…”, así la STC 
Nº 686/2004, reiterada por la STC Nº 0282/2005, entre otros. 
 
440 A través de la reforma constitucional de 1.994, entre otras invocaciones, Bolivia se declara un Estado 
“pluricultural y multiétnico” (art. 1º.); del mismo modo, se reconoce la personería jurídica de las “comunidades 
indígenas y campesinas” (art. 171.III); se reconoce, de igual modo, la capacidad jurídica de las agrupaciones 
ciudadanas para intervenir en los procesos electorales (art. 200), todo eso, en el ámbito normativo-
constitucional. Ya en el campo de la práctica o la realidad, acaso motivados en dichas innovaciones, en los 
últimos tiempos, determinadas regiones y sectores sociales, vienen invocando y cada vez con mayor énfasis, 
frente al Estado, determinados derechos colectivos, como por ejemplo, el “derecho” a la libre autodeterminación 
de los pueblos. Dicha realidad, por los derechos que involucra, indudablemente, trae consigo cuestiones de 
considerable complejidad, fundamentalmente, en relación con su eficacia jurídica, es decir, a su ejecución a 
través de las vías jurisdiccionales, entre ellas, el amparo constitucional. Son estas cuestiones, entre otras, las que 
por otro lado, justifican el acometimiento de este apartado. 
 
441 Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos humanos, Aranzadi, Navarra, 2006. pág. 42. 
 
442 Se dice que la terminología «Derechos humanos de tercera generación» fue acuñada en 1979 por Karel 
Vasak, vide, Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 15. Sin embargo, según 
dice el propio autor, suele también emplearse como sinónimos del mismo, los términos: «nuevos derechos», 
«derechos de solidaridad» «derechos de la era tecnológica», «derechos de la sociedad global», «derechos de la 
cuarta generación», Íbidem., pág. 17. 
 
443 En este sentido, la nueva generación de derechos “no es simplemente «otra» que la anterior, sino que, en 
cierto modo, es también la anterior, porque necesariamente ha debido tenerla en cuenta para completar sus 
insuficiencias y corregir sus errores”, vide, Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. 
cit. pág. 76. 
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otras veces, supone la redimensión o redefinición de derechos anteriores444 para 
adaptarlos a los nuevos contextos en que deben ser aplicados445. 
 
En efecto, entre los derechos de tercera generación, se nombran, «el derecho a 
la paz», «a la libre determinación de los pueblos», «los derechos de los indígenas», 
«al patrimonio cultural de la humanidad», «el derecho al desarrollo», «a la calidad 
de vida», «al medio ambiente sano», «a la libertad informática», «los derechos de 
los consumidores», etc. Respecto de ellos, en primer lugar, se dice que no es un 
elenco de derechos que esté plenamente definido y por ello mismo, mucho menos 
cerrado446. En otras palabras, se trata de unos derechos que son, todavía, materia 
de discusión447. Derechos que a su vez, por su falta de definición y/o consenso, se 
verán disminuidos no sólo en su determinación terminológica y su incierto 
reconocimiento, sino también, en la dificultad de su positivización y protección, 
principalmente, en los ordenamientos jurídicos nacionales448. 
 
Sin embargo, en lo que la doctrina parece estar de acuerdo es, en que los 
referidos derechos se remiten a nuevas exigencias sociales que irrumpen en el 
panorama político y que se caracterizan por su pluralidad, por su referencia a la 
fraternidad, solidaridad, medio ambiente, justicia social, justicia entre generaciones, 
etc.449. En otras palabras, se trataría de unos derechos que suponen “la convicción 
de que nos hallamos ante una tercera generación de derechos humanos 
complementadora de las fases anteriores, referidas a las libertades de signo 
                                                 
444 Y no sólo eso, ya que, la tercera generación de derechos humanos, “ha contribuido –además- a redimensionar 
la propia imagen del hombre en cuanto sujeto de derechos”, vide, Pérez Luño, Antonio-Enrique: La tercera 
generación de derechos…, op. cit. pág. 35. 
 
445 Íbidem., pág. 42. 
 
446 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, en, Betegón Jerónimo, Laporta 
Francisco J., De Páramo J. Ramón y Prieto Sanchís, Luís (coords.): Constitución y derechos fundamentales, 
CEPC, Madrid, 2004, pág. 423. En efecto, se dirá que “una concepción generacional de los derechos humanos, 
implica en suma, reconocer que el catalogo de las libertades nunca será una obra cerrada y acabada”, vide, Pérez 
Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 42. 
 
447 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 423. 
 
448 Íbidem., pág. 423. No obstante, mientras esos derechos no hayan sido reconocidos por el ordenamiento 
jurídico, “actuarán como categorías reivindicativas, preformativas y axiológicas”, así, Pérez Luño, Antonio-
Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 43. En efecto, la historia de los derechos humanos 
se revela, a la vez, “como paradigma y como progreso constante”, vide, trabajo del mismo autor, en: “Las 
generaciones de derechos fundamentales”, REDC Nº 10, Madrid, 1991, pág. 208. 
 
449 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 424. 
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individual y a los derechos económicos, sociales y culturales”450; es decir, derechos 
y libertades que devienen a la erosión y degradación que aqueja a los “tradicionales” 
derechos fundamentales ante determinados usos de las nuevas tecnologías451. Así 
pues, se presentan, en definitiva, como una respuesta al fenómeno de la 
denominada «contaminación de las libertades»452. 
 
Por otra parte, en términos generales, se puede decir que tales derechos 
representan aspectos propios que las diferencian respecto a las otras dos 
generaciones453. Aspectos diferenciales que, sin embargo, no son suficientes para 
concebirlos como derechos subjetivos justiciables, no al menos desde la misma 
perspectiva, ni los mismos cauces jurídicos que los derechos de primera y segunda 
generación. Esa situación, precaria y rudimentaria a la vez, indudablemente, trae 
consigo la necesidad de organizar nuevos cauces jurídicos orientados, 
principalmente, hacia una nueva fundamentación, a la implementación de nuevos 
instrumentos de tutela y por ende, de nuevas formas de titularidad. 
 
En efecto, cualquier intento de fundamentación, en principio, habrá de tomar 
como punto de partida, el hecho de que la razón de ser de los derechos en cuestión, 
está íntimamente ligada a las nuevas realidades que surgen en el planeta y a las 
transformaciones que, en este caso, sufre el Estado social de unas décadas a esta 
parte454. Tal es así que, si la libertad fue el valor guía de los derechos de la primera 
generación, como lo fue la igualdad para los derechos de signo económico, social y 
cultural, los derechos de la tercera generación tienen como principal valor a la 
solidaridad455. Entendiendo por solidaridad, aquel instrumento de organización 
                                                 
450 Vide, Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 75. 
 
451 En este sentido se dice que “La revolución tecnológica ha redimensionado las relaciones del hombre con los 
demás hombres, las relaciones entre el hombre y la naturaleza, así como las relaciones del ser humano con su 
contexto o marco cultural de convivencia. Estas mutaciones no han dejado de incidir en la esfera de los derechos 
humanos” vide, Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 29. 
 
452 Más propiamente, “liberties pollution”, termino con el que algunos sectores de la teoría social anglosajona 
aluden a la erosión y degradación que aqueja a los derechos fundamentales ante determinados usos de las 
nuevas tecnologías, vide, Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 28. 
 
453 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 425. 
 
454 Íbidem., pág. 423. 
 
455 Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 34. Así pues, “Sólo mediante un 
espíritu solidario de sinergia, es decir, de cooperación y sacrificio voluntario y altruista de los intereses egoístas 
será posible satisfacer plenamente las necesidades y aspiraciones globales comunes relativas a los derechos de 
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social que tiene como objetivo, la cohesión social a través de la articulación de 
vínculos orgánicos entre la persona y los grupos que la componen456. 
 
Sólo así, los derechos y libertades de la tercera generación se constituirían, en 
garantía frente a los riesgos y amenazas para el goce y disfrute de las libertades de 
primera y segunda generación, producidos, entre otros factores, por los usos 
abusivos de las nuevas tecnologías457. Y, por lo tanto, uno de los fundamentos de 
los aludidos derechos, básicamente, radicaría en su objeto, un entorno sano para la 
viabilidad humana, el mismo que requiere ser protegido, pues su deterioro afecta a 
todos los seres del planeta hasta el punto que puede poner en peligro su propia 
supervivencia458.  
 
En relación con la necesidad de innovar nuevos instrumentos de tutela, este 
cometido habrá de emprenderse sin dejar de lado que desde el punto de vista 
procedimental la realización de los derechos fundamentales, requiere unas 
estructuras organizativas que aseguren cuanto menos: a) el pluralismo; b) el respeto 
de las minorías; c) la neutralidad o imparcialidad; d) la apertura de los 
procedimientos a las necesarias innovaciones459. En la medida que se aseguren 
estos ámbitos y, a partir de allí se garanticen, además, otros contextos ya no sólo de 
trascendencia subjetiva; en la misma medida, se estará propiciando un espacio 
adecuado para las nuevas formas de protección dinámica de los derechos de la 
tercera generación, permitiendo así, tanto su firme desarrollo como su efectividad. 
 
La importancia que revisten las normas de procedimiento, como signo 
emblemático de la peculiaridad de la tutela jurídica de los derechos de la tercera 
                                                                                                                                                       
tercera generación”, Íbidem. pág. 35. En el mismo sentido, vide, Peses-Barba Martínez, Gregorio: Cursos de 
derechos fundamentales, Eudema, Madrid, 1991, pág. 156 y ss.; Asimismo, Martínez de Pisón, José: “Las 
generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 427. 
 
456 Sobre los elementos básicos del concepto de solidaridad aplicados, especialmente, a los derechos en 
cuestión, vide, Peses-Barba Martínez, Gregorio: Cursos de derechos fundamentales, Eudema, Madrid, 1991, 
pág. 156 y ss. Dicha solidaridad global o planetaria, según, Martínez de Pisón, José, “nos une, nos estrella con 
seres lejanos, nos hace «simpatizar» con sus carencias y tribulaciones y nos hace concientes de ser miembros de 
esta aldea global y de la necesidad de pergeñar una nueva utopía liberadora y transformadora del mundo.”, así, 
en: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 428. 
 
457 En este sentido, vide, Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 75. 
 
458 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 427. 
 
459 Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 37. 
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generación, según Pérez Luño A. Enrique, se halla también corroborada por la 
difusión creciente de las instituciones de protección que tienden a completar la 
función de la garantía de los tribunales. En este sentido, según el nombrado autor, 
debe hacerse notar el protagonismo adquirido en la defensa de los derechos y 
libertades de la tercera generación, por ejemplo, por los sistemas del 
Ombudsmam460. 
 
En definitiva, con la protección de los derechos de tercera generación, no se 
pretende, sino, garantizar a través del procedimiento, un equilibrio de posiciones 
entre los miembros de la sociedad democrática, en las relaciones particulares y de 
éstos con los poderes públicos461. Dicho propósito, sin embargo, dada su incidencia 
universal, exige para su realización la comunidad de esfuerzos y responsabilidades 
a escala planetaria462. Dicho de otro modo, a pesar del alto grado de solidaridad que 
entrañan los derechos de tercera generación, su protección, no radica en tener una 
mayor o menor sensibilidad463, sino, y ante todo, una mayor conciencia y 
responsabilidad frente a las futuras generaciones. 
 
En lo que respecta a las nuevas formas de titularidad, lo primero que hay que 
decir es que, en los derechos de primera y segunda generación, el titular es el 
hombre, el individuo464, pero, ¿quién es el titular del derecho a la paz o al medio 
ambiente por ejemplo? Se podría decir, como de hecho se dice en algún sector de 
la doctrina465, que los derechos colectivos al involucrar a todos los seres humanos 
del planeta, han ampliado considerablemente su titularidad, pues la paz, el medio 
                                                 
460 Pérez Luño, Antonio-Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 38. Este mismo autor, 
entiende que entre las ventajas que ofrece el sistema Ombudsman para la protección efectiva de los derechos 
humanos, pueden citarse las referidas a las funciones siguientes: “1ª.) función dinamizadora, adaptada y de 
reciclaje de los derechos fundamentales, realizada básicamente a través de los informes periódicos presentados 
ante los Parlamentos de los que son comisionados; 2ª.) función orientadora de los ciudadanos, agilizando y 
clarificando los procedimientos de tutela de las libertades; y 3ª.) función preventiva de las amenazas de los 
derechos humanos, evitando agresiones y daños de difícil o imposible reparación en el disfrute de tales 
derechos; ya que el ejercicio de las libertades es de cabal aplicación el célebre adagio latino: melius est 
prevenire quam reprimere”, Íbidem., pág. 39. 
 
461 Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 37. 
 
462 Íbidem., pág. 35. 
 
463 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 425. 
 
464 Íbidem., pág. 426. 
 
465 Íbidem., pág. 425. 
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ambiente, el desarrollo, involucran a toda la humanidad. Sin embargo, dicha 
afirmación, apenas pasa sin mayores dificultades el plano de las “elucubraciones” 
teóricas, pero ya en el plano de la práctica, está aún lejos de convencer y así 
suscitar la protección jurisdiccional de los derechos en juego. 
 
Que duda cabe que en relación con la eficacia de los derechos colectivos, la 
cuestión relativa a la titularidad, es uno de los asuntos de mayor importancia y 
acaso por tal razón, de difícil cobertura466. Tal es así, que la indeterminación de los 
titulares de estos derechos, ha llevado incluso a que se hable de derechos 
difusos467. En cualquier caso, lo que parece estar claro es que, precisamente, dicho 
carácter difuso y colectivo, dificulta su caracterización como derechos del hombre; 
pues, nada hay más lejano y contradictorio que hablar de «derechos del hombre» y 
afirmar que su titularidad es difusa. Que no hay a quien asignárselos468. 
 
No obstante, la experiencia de las últimas décadas ha mostrado que es 
necesario reconocer a la generalidad de los ciudadanos la legitimación para 
defenderse de aquellas agresiones a bienes colectivos o intereses difusos que, por 
su propia naturaleza, no pueden tutelarse bajo la óptica tradicional de la lesión 
individualizada. A diferencia de otros tiempos, para cualquier ciudadano del mundo 
actual, en una sociedad globalizada en la que se han «deslocalizado» los actores y 
procesos económicos, políticos y culturales, resulta insuficiente atenerse a una 
consideración de los derechos y libertades circunscrita a las fronteras nacionales469. 
 
En consecuencia, la eficacia de los derechos de la tercera generación no permite 
contemplar su titularidad desde la óptica del hombre aislado de los derechos de la 
primera generación, ni siquiera desde la esfera del «hombre situado en los grupos y 
                                                 
466 En tal sentido, se dirá que “uno de los aspectos que más decisivamente contribuye a caracterizar a la tercera 
generación de derechos humanos se refiera a la redimensión y ampliación de sus formas de titularidad, por el 
reconocimiento de nuevas situaciones y posiciones jurídicas subjetivas”, vide, Pérez Luño, Antonio-Enrique: La 
tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 39. 
 
467 En efecto, se dice que “su titularidad es difusa porque no es claro el titular concreto que pueda disfrutar de 
los mismos, que pueda pedir su ejercicio y su protección”; se dirá, además, que la dificultad en la concreción se 
debe al hecho de que, en todo caso, “implica a una masa ingente de personas, la humanidad, que, como 
colectividad, es imposible que se ponga de acuerdo para ejercitarlos y exigir su protección”, vide, Martínez de 
Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 426. 
 
468 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 426. 
 
469 Pérez Luño, Antonio-Enrique: La tercera generación de derechos, op. cit. pág. 41. 
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movimientos sociales que impulsaron los derechos de la segunda generación». La 
titularidad de la tercera generación de derechos humanos exige, en definitiva, la 
plena conciencia de la universalidad y solidaridad que los fundamenta470. En efecto, 
lo que importa es que el ciudadano no aparezca en su generalidad, sino que cada 
particular se convierta en interlocutor y peticionario de un derecho por el mero hecho 
de que considera oportuna una reivindicación471. 
  
De lo que se trata, en suma, es de flexibilizar la legitimación activa. Por 
supuesto, la flexibilidad en la legitimación activa exige también, por la peculiaridad 
que entraña la defensa de estos derechos, una ampliación de la legitimación pasiva, 
la misma que permita superar determinadas trabas formales, pues sólo de ese 
modo podrá evitarse o cuanto menos reducirse, la impunidad de ciertas conductas 
lesivas contra los derechos de tercera generación. En este sentido, las propuestas 
de reforzar y en su caso, innovar formas de acción popular, como alternativa y 
medio idóneos para superar la concepción individualista del proceso; permitiendo la 
iniciativa de cualquier interesado -individual o colectivo- en la puesta en marcha de 
los instrumentos de protección de los nuevos derechos472, sin duda son, al menos 
de momento, las que mejores posibilidades de éxito vislumbran. 
 
Ahora bien, ¿puede a través de una acción popular incoarse amparo 
constitucional?, Es más, ¿las ultimas reformas introducidas en el texto de la 
Constitución, legitiman a las comunidades indígenas y otras organizaciones de 
similares características para interponer amparo constitucional? Antes de intentar 
responder a cada uno estos cuestionamientos, quepa recordar previamente, el 
contenido de las referidas reformas. 
 
En un primer momento, a través de la reforma constitucional de 1.994 se vino a 
decir que Bolivia es “(…) soberana, multiétnica y pluricultural…” (art. 1º.); en la 
misma línea, el art. 171 de la misma Constitución reformada, dirá que el Estado 
boliviano reconoce a los pueblos indígenas sus derechos “sociales, económicos y 
culturales”, garantizándoles, además, “el uso y aprovechamiento sostenible de los 
                                                 
470 Íbidem., pág. 42. 
 
471 Martínez de Pisón, José: “Las generaciones de derechos fundamentales”, op. cit. pág. 426. 
 
472 Pérez Luño, A. Enrique: La tercera generación de derechos…, op. cit. pág. 40. 
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recursos naturales, a su identidad, valores, lenguas, costumbres e instituciones”473; 
asimismo, a través del mismo precepto constitucional les “reconoce la personalidad 
jurídica” y, ya no sólo a las comunidades indígenas, sino también, a las 
asociaciones y sindicatos de las comunidades campesinas474. Por otra parte, 
siguiendo el curso de las innovaciones, en relación con el reconocimiento de ciertos 
derechos y libertades a las comunidades indígenas, en una posterior reforma 
constitucional (2.004), se otorga a las referidas organizaciones “representación 
popular”475 con arreglo a la Constitución y a las leyes y, finalmente, se dice que 
todas esas agrupaciones “son personas de Derecho Público”476. 
 
A la luz de los preceptos constitucionales descritos y éstos, en relación con los 
preceptos que regulan el amparo constitucional, las respuestas a las cuestiones 
antes planteadas, al menos en principio, no pueden ser afirmativas; pues, al 
parecer, ni se puede promover el proceso de amparo constitucional a través de una 
acción popular, ni las últimas reformas legitiman a las comunidades indígenas para 
tal efecto. Esto es así, además, en razón de que el amparo constitucional, en tanto 
remedio procesal de naturaleza tutelar, es un proceso que se activa, sólo en 
defensa de derechos subjetivos fundamentales; las aludidas reformas, si bien es 
cierto que reconocen determinados derechos y libertades477 ceñidos a determinados 
                                                 
473 El apartado I. del referido art. 171 dirá que “Se reconocen, se respetan y protegen en el marco de la ley, los 
derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos indígenas que habitan en el territorio nacional, 
especialmente los relativos a sus tierras comunitarias de origen, garantizando el uso y aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, a su identidad, valores, lenguas, costumbres e instituciones;”. 
 
474 En tal sentido, el apartado II. Del mismo precepto dirá que “El Estado reconoce la personalidad jurídica de 
las comunidades indígenas y campesinas y de las asociaciones y sindicatos campesinos;”. Pero, además, el 
apartado III, dirá que “Las autoridades naturales de las comunidades indígenas y campesinas podrán ejercer 
funciones de administración y aplicación de normas propias como solución alternativa de conflictos, en 
conformidad a sus costumbres y procedimientos, siempre que no sean contrarias a esta Constitución y las 
leyes…”. 
 
475 El artículo 222 de la Constitución reformada en el 2004, dirá que, “La representación popular se ejerce a 
través de los partidos políticos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas, con arreglo a la presente 
Constitución y a las leyes”. 
 
476 Por su parte el artículo 223 de la misma Constitución de 2004, dirá que, “Los partidos políticos, las 
agrupaciones ciudadanas y los pueblos indígenas que concurran a la formación de la voluntad popular son 
personas jurídicas de Derecho Público”. 
 
477 Al respecto, aunque no con bastante acierto, el intérprete supremo de la Constitución ha dicho que, “(…), la 
norma prevista por el art. 171.I de la Constitución ha consagrado los derechos fundamentales que, según la 
doctrina del Derecho Constitucional de los Derechos Humanos, se conocen como derechos colectivos o de los 
pueblos; en este caso los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos indígenas, relativos a sus 
tierras comunitarias de origen.”, así, la STC Nº 1008/2004). El desacierto del TC está en que confunde los 
derechos sociales con los derechos colectivos o mejor dicho, incluye a los derechos sociales en los derechos 
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ámbitos de actuación478, no menos cierto es que, los mismos, no son derechos 
subjetivos fundamentales, no al menos de las mismas características que los 
previstos entre los artículos 5 al 35 de la Constitución. 
 
Acaso por la misma razón, en la jurisprudencia del TC, no aparece ni una sola 
sentencia donde el amparo haya sido promovido por alguna comunidad indígena; 
exigiendo, precisamente, el respeto o restablecimiento de eventuales derechos 
colectivos. Sin embargo, sí existe más de una sentencia de amparo, donde la parte 
demandada o recurrida es una comunidad indígena, aunque no por haber vulnerado 
un derecho colectivo sino, alguno de los derechos contemplados entre los artículos 
5 al 35 CB, es decir, un derecho fundamental y subjetivo que forma parte del ámbito 
de protección del amparo constitucional. 
 
Bien es verdad que podría decirse que el TC, al admitir un amparo constitucional 
contra una comunidad indígena, le está reconociendo legitimación pasiva y por lo 
tanto, implícitamente, le está reconociendo legitimación activa para ser parte en un 
proceso de amparo. Sin duda, podría razonarse de ese modo. Empero, el propio 
Tribunal se encargará de que no sea así, en efecto, en otra de sus sentencias dirá 
que las acciones tutelares, entre ellas el amparo constitucional, sólo se activan a 
través de la “legitimación activa restringida, la que es reconocida a la persona 
afectada, que puede ser natural o jurídica”. En consecuencia, continúa el TC, “no 
admite una activación por la vía de acción popular”, es decir, “no se reconoce la 
legitimación activa amplia”479. 
                                                                                                                                                       
colectivos, cosa que, como ya se ha visto, no es del todo cierto, ya que, los derechos sociales, pertenecen a la 
segunda generación y los colectivos a la tercera. 
 
478 A través de la misma sentencia (STC Nº 1008/2004) el TC dirá lo siguiente: “…la norma referida, (art. 
171.I) en el marco de la consagración de los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos 
indígenas, reconoce como parte del ordenamiento jurídico el derecho consuetudinario de éstos, así como a sus 
formas de organización social y política, lo que implica el reconocimiento de sus autoridades naturales, con 
potestad de administrar y aplicar el derecho consuetudinario como solución alternativa de conflictos (...). De la 
norma citada se infiere lo siguiente: a) quienes administran y aplican el derecho consuetudinario son las 
autoridades naturales de los pueblos indígenas y comunidades campesinas; b) el derecho consuetudinario 
puede ser aplicado a la solución alternativa de conflictos; c) la aplicación referida es a la solución de los 
conflictos entre los miembros del pueblo indígena o comunidad campesina; y d) dicha aplicación tiene su límite 
en las normas previstas por la Constitución y las Leyes, lo que significa que en la aplicación del derecho 
consuetudinario no puede infringirse la Constitución y las leyes, se entiende en lo que concierne al respeto y 
resguardo de los derechos fundamentales y garantías constitucionales de las personas”. 
 
479 Así la STC Nº 0695/2004, a tiempo de resolver un recurso de habeas data que el en Derecho boliviano, es 
una especie de sucedáneo del amparo constitucional. 
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Empero, la cuestión que aquí interesa, no es la relativa a la capacidad jurídica de 
las comunidades indígenas para ostentar legitimación activa o pasiva popular en los 
procesos de amparo, cuestión que, en principio, como se acaba de comprobar, ya 
no está en duda; la cuestión que aquí interesa es, si dichas entidades o cualquier 
otro particular pueden invocar, a través del proceso de amparo, la protección de los 
denominados derechos colectivos. Más específicamente, la cuestión es si el 
proceso de amparo protege, además, los derechos colectivos. La respuesta, desde 
luego, tal como ya se adelantó, no es ni puede ser otra que negativa, pues, la actual 
configuración constitucional del amparo, no permite una respuesta en sentido 
positivo y, entre tanto no sea reformada, habrá que atenerse a ella. 
 
No obstante, siempre con la finalidad de encontrar un “resquicio” que permita 
hacer valer, a través del proceso de amparo, un derecho colectivo, podría invocarse 
el bloque de constitucionalidad y, de ese modo, solicitarse su protección como 
derecho conexo; pero, en rigor, ello resulta poco eficaz, ya que una gran mayoría de 
los derechos de tercera generación, ni siquiera vienen recogidos en los instrumentos 
internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad, con lo cual, no 
podría operarse, ni siquiera de es modo480. 
 
Dicho lo cual, ya para concluir con este capítulo, lo que resta por decir es que, 
tanto los derechos y garantías fundamentales protegidos por el proceso de amparo, 
como los que no caben en su ámbito de protección, en cierto modo, están definidos 
por la Constitución y la LTC. De ahí en adelante, concretarlos de una u otra manera, 
en gran medida y tal como ya lo viene haciendo, depende del Tribunal 
Constitucional. Pues, como diría Rubio Llorente, refiriéndose al TCE: “sólo mediante 
esa facultad de elegir los asuntos de los que ha de ocuparse podría el TC llevar a 
cabo con esperanza de éxito la función, que sólo él está en condiciones de 
                                                 
480 No obstante, lo dicho no significa dar por concluido el asunto y quedarse en ello, al contrario, significa 
asumir el compromiso de trabajar para hacer que los derechos humanos en general y los de tercera generación 
en particular, alcancen su plena eficacia. Tal propósito, sin embargo, habrá de emprenderse a partir de la idea de 
que los derechos humanos en general y los de tercera generación en particular, “faltos de su dimensión utópica, 
perderían su dimensión legitimadora del Derecho; pero fuera de la experiencia y de la historia perderían sus 
propios rasgos de humanidad”; en este sentido, Pérez Luño, Antonio-Enrique, en: La tercera generación de 
derechos…, op. cit. pág. 43. En el mismo orden de ideas, por otro lado, habrá de tomarse en cuenta que los 
derechos humanos, no son meros postulados de “deber ser”, ya que, “junto a su dimensión utópica que 
constituye uno de los polos de su significado, entrañan –a su vez- un proyecto emancipatorio real y concreto, 
que tiende a plasmarse en formas históricas de libertad, lo que conforma el otro polo de su concepto”, Íbidem., 
pág. 76. 
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desempeñar, de hacer compatible la supremacía de la Constitución con el imperio 
de la ley y de practicar una «política de derecho» que le permita corregir los 
desmanes que en el Derecho introduce la política”481. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
481 Rubio Llorente, Francisco: Estudios sobre jurisdicción constitucional, op. cit. pág. 61. 
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V. EL OBJETO PROCESAL DEL AMPARO CONSTITUCIONAL: Los actos 
ilegales y las omisiones indebidas impugnables en el proceso de 
amparo constitucional 
 
El Tribunal Constitucional, en tanto supremo intérprete de la Constitución, se ha 
dicho, se constituye en el máximo contralor constitucional de los restantes órganos 
públicos, incluido los particulares; asimismo, se dijo que el mecanismo estrella que 
permite al Tribunal ejercitar dicho cometido, es el amparo constitucional. Ahora bien, 
¿ello significa que no existe órgano público ni particular que pueda sustraerse al 
control constitucional del Tribunal a través del amparo constitucional?. 
 
En principio, la respuesta es afirmativa, ya que, en definitiva, todos los poderes 
públicos y particulares están sometidos al orden constitucional en vigor y, si el TC 
es el contralor de dicho orden, lo lógico es que, frente a él, no exista órgano público 
ni particular capaz de sustraerse a su control. Lo cual, sin embargo, no significa que 
el amparo sea el único mecanismo de control y mucho menos de “control universal” 
frente a todos los actos de los poderes públicos y particulares. Como se tiene dicho 
el amparo constitucional, no se constituye en el mecanismo jurisdiccional por cuyo 
intermedio el TC pueda controlar la actividad de todos los órganos públicos o 
particulares sin excepción, es decir, no es el medio procesal a través del cual pueda 
impugnarse absolutamente todos los actos u omisiones sea de los funcionarios o 
particulares. 
 
Ello es así, a priori, por el hecho de que la propia Constitución en su art. 32 
establece que “Nadie será obligado a hacer lo que la Constitución y las leyes no 
manden, ni a privarse de lo que ellas no prohíban”. En otras palabras, a la luz del 
precepto constitucional que interna la presunción de legalidad de los actos de las 
administraciones públicas en general y la libertad de actuación de los entes privados 
en particular, todo acto u omisión, sea de funcionario público o particular, en 
principio es legal y legítimo. Pierde o carece de esa condición, sólo en la medida 
que resulte contraria o prohibida por una norma formal y materialmente conforme a 
la Constitución. En suma, todo acto u omisión podrá constituirse en objeto procesal 
del amparo, sólo en la medida que resulte contraria a los preceptos de la 
Constitución que recogen y garantizan los derechos fundamentales. 
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Ahora bien, referirse al objeto procesal del amparo constitucional no supone 
sino, referirse a aquellos actos u omisiones que pueden ser impugnados a través de 
este mecanismo jurisdiccional. En tal sentido, este capítulo se ocupa, precisamente, 
de esos actos u omisiones que son o deban ser “debatibles” en el proceso de 
amparo constitucional. Dicho de otro modo, en los apartados que siguen a 
continuación, se intentará especificar, en la medida de lo posible, los actos u 
omisiones que, según la Constitución y la LTC, son o deban ser, objeto de amparo. 
 
Desde ya, hay que decir que la Constitución y la LTC, tal como se verá en el 
apartado correspondiente, no regulan, no de la mejor manera posible, el asunto que 
aquí se pretende acometer. Por citar alguna de las imprevisiones, ninguna de las 
mencionadas normas definen, por ejemplo, los distintos tipos de actos u omisiones 
a las que genéricamente hacen mención; ni tampoco hacen una distinción, como 
sucede en el amparo español, de los diferentes actos u omisiones en función a los 
órganos de donde provienen o donde se originan los actos u omisiones 
impugnables. 
 
Por su parte, el TC, más allá de que sea su función o no, tampoco es que haya 
concretado o contribuido a clarificar dicha cuestión. En la mayoría de los casos, 
principalmente en los inicios de su funcionamiento, en relación con el objeto del 
amparo, únicamente se limitó a constatar que el acto u omisión impugnada no esté 
sujeto a otros recursos u otros medios legales de impugnación; dejando de lado la 
valoración sobre si tales actos u omisiones, reúnen las cualidades necesarias para 
constituirse en objeto procesal del amparo. 
 
Sin embargo, dado que las referidas normas –pese a su precariedad- son, en 
definitiva, las únicas a las que corresponde acudir, no queda otra opción que 
extraer, de ellas, las posibles respuestas a las cuestiones que involucra el objeto del 
amparo. En tal sentido, con carácter general, se puede decir que a la luz de las 
mismas, a través del proceso de amparo, cabe la impugnación de dos tipos de actos 
u omisiones: por un lado, aquellos actos u omisiones que suponen restricción o 
supresión de los derechos y garantías fundamentales y, por el otro, aquellos actos u 
omisiones que suponen amenaza de restricción o supresión de los mismos 
derechos y garantías fundamentales. Con otras palabras, se activa frente a dos 
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tipos de actos u omisiones: de una parte, frente a aquellos que constituyen 
vulneración real y efectiva de los derechos y garantías fundamentales y, de otra, 
frente a aquellos que presuponen –sólo- una amenaza, es decir, que aún no se han 
consumado en la vulneración real y efectiva de los derechos en cuestión. 
 
Así las cosas, una de las primeras cuestiones de las que se ocupará este 
Capítulo, es de la especificación de los requisitos que deben reunir, para 
constituirse en objeto de amparo, tanto los actos u omisiones que suponen 
vulneración real y efectiva; como los actos u omisiones que suponen amenaza de 
lesión de los referidos derechos y garantías. 
 
Por otra parte, tomando en cuenta que el amparo boliviano se activa, 
indistintamente, frente a los actos ilegales u omisiones indebidas provenientes de 
los funcionarios, así como frente a los provenientes de los particulares; el título 
segundo de este capítulo se ocupará, justamente, de la descripción de las 
cualidades que deben reunir, tanto los actos y omisiones de los funcionarios como 
los actos y omisiones de los particulares, para constituirse en objeto procesal del 
amparo. Sobre este particular, convenga adelantar que tal situación se debe al 
hecho de que, la normativa que regula el amparo, no distingue y mucho menos 
especifica, las cualidades particulares que han de reunir, de un lado, los actos u 
omisiones de los funcionarios públicos y, de otro, los actos u omisiones de los 
particulares. Extremo que, desde luego, por su repercusión en la funcionalidad del 
proceso de amparo, justifica sobradamente su acometimiento. 
 
A propósito, en el apartado correspondiente a los actos de los funcionarios, más 
concretamente, de los órganos jurisdiccionales, se abordará una cuestión poco 
frecuente en los trabajos sobre amparo constitucional: la posibilidad de impugnar, a 
través del proceso de amparo, los actos u omisiones del TC. En la práctica, se han 
dado casos donde el objeto procesal del amparo, han sido, precisamente, actos del 
TC que han concluido con sentencias del propio TC. En efecto, la intención no es 
otra que, describir los principales argumentos que se han esgrimido en su 
tramitación, para luego, a partir de allí, extraer algunas conclusiones que permitan 
mitigar las dudas que, dicha práctica, viene suscitando. Así pues, sin más 
preámbulos, se entra en materia. 
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1. Los actos ilegales u omisiones indebidas que restringen, suprimen o 
amenazan restringir, suprimir los derechos y garantías fundamentales 
protegidos por el amparo 
 
La supremacía del TC, no impone la justiciabilidad ante él, de todos los actos u 
omisiones, sea de funcionarios o particulares, que vulneren derechos y garantías 
fundamentales482. Es decir, para acudir al TC en amparo constitucional, no basta 
con la sola existencia de un determinado acto u omisión, ni que dicho acto u 
omisión, restrinja, suprima o amenace restringir o suprimir los derechos y garantías 
fundamentales protegibles por el amparo constitucional483. A hora bien, a partir de 
esta premisa, la cuestión que aquí interesa es, qué actos u omisiones restrictivas de 
los derechos y garantías fundamentales, son o pueden constituirse en objeto del 
proceso de amparo constitucional. 
 
En otras palabras, la cuestión es si cualquier alegación de restricción, supresión 
o amenaza de restricción, supresión de un derecho o garantía fundamental, 
susceptible de amparo, debe llevarse hasta el TC, siempre que no carezca 
manifiestamente de contenido; o si, por el contrario, la Constitución permite que 
algunas vulneraciones de esos derechos y garantías fundamentales no lleguen 
hasta el TC a pesar de no ser manifiestamente infundadas484. Al respecto, tal como 
ya se dijo, ni la regulación constitucional y mucho menos la legal, son del todo 
clarividentes, puesto que ambos son bastante genéricos485. Así, el art. 19.I CB, dirá, 
“se establece el recurso de amparo contra los actos ilegales o las omisiones 
indebidas de los funcionarios o particulares que restrinjan, supriman o amenacen 
restringir o suprimir los derechos y garantías de la persona…”. 
                                                 
482 En este sentido, en relación con el objeto del amparo español, se dirá que “La Constitución no impone una 
plena justiciabilidad ante el Tribunal Constitucional de todo acto vulnerador de derechos fundamentales, es 
decir, no existe un derecho al amparo constitucional”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “El artículo 52 de la 
Constitución: Interpretación y…”, op. cit. pág.198. 
 
483 En sí, no es que el TC no pueda ser competente para conocer todos los casos en los que se invoca la lesión de 
derechos fundamentales amparables, sino que al hacerlo pone en juego la viabilidad del sistema. En este sentido, 
refiriéndose al TC español, Garro Vargas, Anamari: “El debate sobre la reforma del recurso de amparo en 
España. Análisis de algunas de las propuestas a la luz de la Constitución”, en, Revista Española de Derecho 
Constitucional, Nº 76, Madrid, 2006, pág. 124. 
 
484 Así, refiriéndose al amparo español, Cruz Villalón, Pedro, en: “Sobre el amparo”, REDC, Nº 41, 1.994, pág. 
19. 
 
485 En el mismo sentido, Rivera Santiváñez, J. Antonio, en: Jurisdicción constitucional. Procesos 
constitucionales..., op. cit. pág. 395. 
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Por su parte la LTC, norma de la que se espera un desarrollo pormenorizado del 
citado precepto constitucional, en su artículo 94, prácticamente, no hará más que 
reiterar la misma redacción del texto constitucional, en los siguientes términos: 
 
“Procederá el recurso de Amparo Constitucional contra toda resolución, acto u omisión 
indebida de autoridad o funcionario…, así como contra todo acto u omisión indebida de 
persona o grupo de personas particulares que restrinjan, supriman o amenacen restringir o 
suprimir los derechos o garantías reconocidos por la Constitución Política del Estado y las 
leyes”. 
 
Como se puede advertir, ambos preceptos, uno constitucional y otro legal, se 
refieren, sin más, a unos «actos» u «omisiones»486. Es decir, sin especificar, en 
ningún momento, ni las características y mucho menos la naturaleza de los actos u 
omisiones a los que se refieren. A lo sumo, lo que vienen a decir es que, dichos 
actos u omisiones, para constituirse en objeto de amparo, deben restringir, suprimir 
o, cuanto menos, suponer amenaza de restricción o supresión de los derechos y 
garantías fundamentales. Pero, de ahí en más, la aportación normativa, 
especialmente de la LTC, no pasa de lo meramente enunciativo. 
 
De todos modos, tomando en cuenta que nada que afecte al respeto y vigencia 
de los derechos y garantías fundamentales es ajeno al TC, lo que está claro es que 
el amparo, se activa frente a dos tipos de actos u omisiones: los actos u omisiones 
que restringen o suprimen los derechos y garantías fundamentales, y; los actos u 
omisiones que amenazan restringir o suprimir los mismos derechos y garantías 
fundamentales. De los dos tipos de actos y omisiones, se ocuparán los siguientes 
apartados; pero, no sin antes referirse al concepto de las expresiones: «restricción», 
por una parte y, «supresión», por otra487. La necesidad de conceptualizar ambas 
expresiones, básicamente, se justifica en la importancia que reviste ello a los fines 
de este Capítulo: la delimitación del objeto procesal del amparo. 
                                                 
486 Bien es verdad que la LTC cuando se refiere a los órganos públicos, hace mención, además, a las 
«resoluciones», sin embargo, una resolución no deja de ser un acto y por lo tanto, dicho aditamento no supone 
en ningún caso, mayor precisión. Justamente en este sentido, en relación con el amparo español y más 
concretamente con la expresión «acción» empleado por el art. 44 de la LOTC, se dirá que, “el término «acción» 
remite ante todo a «resolución», que puede tener..., muy diversas plasmaciones”, vide, García Murcia, Joaquín: 
“Comentarios al artículo 44”, op. cit. pág. 705. 
 
487 No obstante, sobre el concepto y características de los actos que suponen amenaza de restricción o supresión, 
se volverá en el apartado correspondiente a los actos u omisiones que suponen amenaza de restricción o 
supresión de los derechos y garantías fundamentales. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 276
Así pues, según la definición dada por la Real Academia Española y, por lo 
tanto, en su sentido lato, el vocablo «restringir» significa “ceñir, circunscribir, reducir 
a menores límites”488; en cambio, el término «suprimir» significa, “hacer cesar, hacer 
desaparecer, omitir, callar, pasar por alto”489. 
 
Ahora bien, a partir de aquellos conceptos, ya en un sentido más específico, esto 
es, en directa relación con el proceso de amparo, restringir un derecho o garantía 
fundamental, sea por acción u omisión, supone: limitar, reducir u obstaculizar las 
posibilidades de su eficacia, o sea, de su libre ejercicio. En cambio, suprimir un 
derecho o garantía fundamental, sea por acción o por omisión, implica: ignorar, 
negar o eliminar, ya no las posibilidades de su libre ejercicio, sino, la existencia 
misma del derecho o garantía fundamental. 
 
En otras palabras, restringir vendría a suponer, la afectación, en parte, del 
ejercicio de un derecho o garantía fundamental; en cambio, suprimir vendría a 
significar, el desconocimiento, por completo, del mismo derecho o garantía 
fundamental490. Eso sí, ambos conceptos tienen en común, la idea de que su 
comisión, sea por acción o por omisión del autor, encierra una actitud de 
menosprecio de los derechos fundamentales, no sólo como derechos subjetivos 
sino, además, como derecho de configuración objetiva; es decir, como límites frente 
a los actos u omisiones de los poderes públicos y los particulares. 
 
Dicho lo cual, según lo previsto, ya corresponde ingresar en el desarrollo de los 
dos supuestos: primero, los actos u omisiones que restringen o suprimen y, 
después, aquellos que amenazan restringir o suprimir, el ejercicio de los derechos.  
                                                 
488 Real Academia Española, Diccionario de la lengua Española, vigésima primera edición, tomo II, Madrid, 
1992, pág. 1786. 
 
489 Íbidem., pág. 1922. 
 
490 Para mayor ilustración, frente al «derecho de propiedad» por ejemplo, restringir este derecho fundamental 
significaría, no permitirle al propietario vender o enajenar dicho bien; en cambio, suprimir significaría, 
desconocer o negarle su derecho propietario sobre el bien en cuestión. Frente al «derecho al trabajo o ejercicio 
libre de una profesión», de la abogacía por ejemplo, restringir, supondría no permitirle al Abogado ejercer su 
profesión –trabajar- en un determinado lugar o asunto; en cambio, suprimir, supondría negarle por completo, es 
decir, en todos los lugares y asuntos, que el Abogado ejerza su profesión. Precisamente en relación con este 
último supuesto, existe jurisprudencia del TC, donde se dice lo siguiente: “(...), al haber el juez recurrido 
dispuesto la prohibición de ejercer la profesión al abogado recurrente, ha incurrido en un acto ilegal y una 
supresión flagrante del derecho fundamental al trabajo, (...) con todo lo cual ha atentado contra un derecho 
fundamental señalado por el art. 7, inciso d)...”. Así la STC Nº 257/1.999. 
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1.1. Los actos ilegales u omisiones indebidas que «restringen o 
suprimen» derechos y garantías fundamentales 
 
Referirse a los actos ilegales u omisiones indebidas que restringen o suprimen 
los derechos y garantías fundamentales, estrictu sensu, implica referirse a aquellos 
actos u omisiones que se han traducido en vulneración real y efectiva de los 
derechos y garantías fundamentales amparables. En otras palabras, este tipo de 
actos u omisiones tiene que ver, con aquellos actos u omisiones que por sus 
propias características, suponen evidente restricción o supresión de los derechos y 
garantías protegidos por el amparo constitucional. 
 
Sin embargo, antes de abordar esas características que son lo que aquí 
interesa, quepa precisar que, a los efectos de este capítulo, las expresiones «acto 
ilegal» y «omisión indebida», a pesar de sus diferencias no sólo en el plano de la 
práctica sino incluso conceptuales491, ambas expresiones se utilizaran 
indistintamente, es decir, como sinónimos. Asimismo, a pesar de que técnicamente 
no se refieren a una misma cuestión, por carecer de relevancia procesal, tampoco 
se ingresara en la distinción entre aquellos actos u omisiones que suponen 
supresión, respecto de aquellos actos u omisiones que suponen restricción de los 
derechos y garantías fundamentales. 
 
Dicho esto, ya en relación con lo emprendido, hay que decir que la previsión, 
tanto del citado art. 19.I CB, como del art. 94 de la LTC también citado, es bastante 
amplia y por ende, nada precisa a la hora de definir la naturaleza y las 
características de los referidos actos u omisiones impugnables en amparo 
constitucional. Pero, dado que la “voluntad” literal del legislador no se ha expresado 
sino en los términos de actos u omisiones, sin decir nada en relación con su 
“cualidad”, en principio, no queda más que atenerse a ello. Esto, sin embargo, en 
                                                 
491 Así, en términos generales, acto ilegal es todo acto contrario a la ley y, omisión indebida, constituiría toda 
inactividad, también, contraria a la ley, es decir, omitir lo que la ley manda hacer, por tanto, omisión ilegal. 
Como se puede advertir, ambos supuestos, en definitiva, presuponen un acto contrario a la ley, el uno en sentido 
positivo y el otro en sentido negativo. Por otro lado, cuando la Constitución hace alusión tanto a la acción como 
a la omisión, lo que está poniendo de manifiesto es que, los derechos y garantías fundamentales pueden violarse 
tanto por acción como por omisión. En este último caso, por la pasividad del agente obligado por ley a 
garantizar y proteger el ejercicio de los derechos y garantías fundamentales merecedoras de amparo. Por todo 
ello, en el curso del trabajo, ambos términos se utilizarán indistintamente, es decir, se utilizará el término acto 
en un sentido general, comprensivo de disposiciones, de actos jurídicos o simples vías de hechos, sea de 
funcionarios o particulares. 
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modo alguno significa aceptar sin más dicha previsión, en todo caso lo que quiere 
decir es que, a pesar de su parquedad, no puede prescindirse del mismo. 
 
En tal sentido, tomando como punto de referencia la citada previsión, en 
términos generales, cabría adelantar que cualquier actuación positiva o negativa de 
la administración pública o de un particular puede ser impugnada en amparo. Pero, 
ya en un sentido más específico, la cuestión cambia y por ende, no todos los actos 
se pueden impugnar en amparo, básicamente, porque la naturaleza constitucional y 
extraordinaria del propio amparo no lo permite. 
 
Si bien es cierto que en la práctica el TC ha venido admitiendo en amparo, una 
serie de actos u omisiones en las resoluciones ministeriales y administrativas, 
sentencias, autos, circulares, instrucciones, memorandums, simples vías de 
hecho492, no menos cierto es, sin embargo, que dichas actuaciones para constituirse 
en objeto de amparo, debían y deben desplegar determinados requisitos. Los 
siguientes cuatro en total y, además, con carácter concurrente: a) actos jurídicos, b) 
definitivos o firmes, c) lesivos de los derechos y garantías fundamentales 
amparables, d) con eficacia propia y, por último, e) actuales o en vigor. 
 
a) En relación con los «actos jurídicos», con carácter previo, valga precisar que 
bajo tal característica se incluyen, los actos positivos y los actos negativos, es decir, 
tanto las acciones así como las omisiones. Hecha la precisión, por «actos jurídicos» 
ha de entenderse, todas aquellas manifestaciones de los entes públicos o 
particulares que producen efectos jurídicos493, esto es, que generan, modifican o 
extinguen derechos y obligaciones494. Ya en relación con el amparo, dichos actos 
                                                 
492 Ciertamente, la lista de los actos susceptibles de amparo por vulnerar derechos y garantías fundamentales, es 
enorme, como lo demuestra la jurisprudencia del TC. Como se acaba de señalar, entre ellas se advierte, desde 
actos del Presidente de la República, hasta “simples” vías de hecho, como por ejemplo, el impedimento por 
parte del propietario de un inmueble cedido en arrendamiento, del ingreso en el mencionado inmueble de su 
propio arrendatario. En relación con el primer supuesto, puede verse la STC Nº 032/2001, y sobre el segundo 
supuesto, la STC Nº 0832/2005. 
 
493 Sobre el concepto de los actos jurídicos, vide, entre otros, Entrena Cuesta, Rafael: Curso de Derecho 
Administrativo, Tecnos (Undécima ed.), Madrid, 1996, págs. 165 y ss.; García de Enterría, Eduardo y 
Fernández, Tomás-Ramón: Curso de Derecho Administrativo. I, Civitas, (Duodécima ed.) Madrid, 2004, pág. 
547 y ss.; Garrido Falla, Fernando y otros: Tratado de Derecho Administrativo. Parte general, Tecnos, 
(Decimocuarta ed.), Madrid, 2005, págs. 545 y ss. 
 
494 Desde esta perspectiva, a pesar de lo contradictorio que pudiera resultar, en este tipo de actos, cabe incluir de 
igual modo, las infracciones producidas de hecho o por vías de hecho, puesto que las mimas pueden afectar 
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jurídicos, necesariamente, deben incidir en alguno de los derechos y garantías 
fundamentales amparables. Dicho de otro modo o sensu contrario, todos aquellos 
actos u omisiones, sea de funcionarios o particulares que no tengan efectos 
jurídicos sobre los derechos y garantías fundamentales amparables, no pueden 
constituirse en objeto de amparo.  
 
Así, por ejemplo, no puede ser objeto de amparo, la fundamentación de una 
resolución sea judicial o administrativa, ya que la misma -y por sí misma-, lato 
sensu, no supone ni restricción ni supresión de los derechos y garantías 
fundamentales. Cosa que, sin embargo, no puede decirse lo mismo de la resolución 
en general y del fallo en particular; de producirse restricción o supresión a través de 
dicho acto, por regla general, la vulneración vendrá producida por el acto en sí, no 
por su motivación o fundamentación, sin perjuicio, claro está, del valor que ésta 
pueda tener para enjuiciar el acto en sí mismo considerado495.     
  
b) En relación con el «carácter definitivo o firme» que todo acto jurídico deba 
reunir para ser objeto de amparo, hay que decir que dicha característica está 
estrechamente relacionada con la naturaleza subsidiaria del amparo constitucional 
y, ésta, con su carácter concreto y no abstracto496. Como se recordará, el carácter 
subsidiario del amparo constitucional, hace del mismo, un remedio procesal en 
defecto de las otras vías de impugnación, más concretamente, de las vías ordinarias 
o administrativas497. De ahí que, ningún acto jurídico pendiente de resolución, 
                                                                                                                                                       
derechos o garantías fundamentales amparables. De todos modos, sobre esto se volverá en el inciso c) 
correspondiente a los “actos con capacidad de restringir o suprimir los derechos y garantías fundamentales”. 
 
495 En este sentido, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit, pág. 
84. 
 
496 Al respecto, Sánchez Morón, Miguel, refiriéndose al amparo español, dirá: “la exigencia de firmeza es otra 
consecuencia del carácter concreto y no abstracto de esta vía de impugnación”, pues, -continua el autor- “no es 
misión del Tribunal a través de este recurso efectuar pronunciamientos generales o particulares en materia de 
derechos fundamentales que no sean útiles o tengan por finalidad poner fin a una infracción determinada y 
restablecer o preservar los derechos por razón de los cuales se formula en recurso”, vide, “Comentarios al 
artículo 43”, en Requejo Pagés, J. Luís. (coord.):  Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
op. cit. pág. 695. 
 
497 No está de más recordar que en el Derecho boliviano, a pesar de que la Constitución instituye la jurisdicción 
contenciosa administrativa, dicha jurisdicción no funciona y, por si ello fuera poco, el TC ha sentado 
jurisprudencia en el sentido de que el carácter subsidiario del amparo no implicar acudir a la jurisdicción 
contenciosa. De manera que, la referencia a los actos administrativos se circunscribe a aquellos actos 
provenientes de los procedimientos internos tramitados por cada entidad pública conforme su normativa interna 
o sectorial. Así, entre otros, las SSTC Nos. 1065/2000, 195/2002, 374/2002, 156/2004 y 502/2004. 
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definitiva o firme, podrá ser impugnada en amparo constitucional; no podrá 
impugnarse en amparo constitucional, por ejemplo, aquellos actos que aún no han 
adquirido la calidad de definitivas498, ello, sea por existir un medio de impugnación 
para tal efecto o, por estar pendiente de resolución como consecuencia de su 
impugnación; asimismo, tampoco podrá ser objeto de amparo aquellos actos que 
aún siendo definitivas o firmes, hayan sido consentidos por el actor por no haber 
sido impugnados en tiempo y forma499. De manera que, todos estos supuestos, no 
podrán constituirse en objeto de amparo. Pero si por el contrario, se han agotado 
todas las instancias y recursos establecidos por las leyes y el acto no ha sido 
“anulado”, entonces, podrá constituirse en objeto de amparo.  
 
c) Respecto la característica de los «actos lesivos de los derechos y garantías 
fundamentales», lo primero que corresponde decir, o mejor dicho recordar, es que el 
amparo constitucional no es un remedio procesal que sirva para proteger cualquier 
derecho subjetivo, ni para proteger de forma genérica la Constitución o, para 
garantizar cualquier derecho constitucionalmente establecido; sino, única y 
exclusivamente, para la protección de concretos derechos y garantías 
fundamentales y, además, de naturaleza subjetiva. De ahí que su objeto procesal se 
circunscriba, casi con carácter de exclusividad, a aquellos actos u omisiones que 
restringir o suprimir derechos y garantías fundamentales de su ámbito de 
protección. En tal sentido, todo acto jurídico que pretenda ser impugnada en 
amparo, o lo que es lo mismo, para constituirse en objeto de amparo, deben tener 
como efecto inmediato y, además, con carácter sine qua non, la virtualidad de violar 
los derechos y garantías fundamentales amparables500. 
                                                 
498 El carácter definitivo y firme de un acto jurídico, en principio, involucra sólo a los actos de los entes 
públicos, administrativos y judiciales, no así a los actos de los particulares. Esto es así, básicamente, por dos 
razones: de un lado, por las propias características de tales actos que en su mayoría son de hecho y no de 
derecho y, de otro, frente a la impugnación de este tipo de actos en amparo, el TC, casi con carácter general ha 
venido interviniendo directamente, es decir, sin exigir que se cumpla la subsidiariedad. De todos modos, sobre 
ello se volverá con mayor amplitud en el aparatado correspondiente a los actos de los particulares impugnables 
en amparo, más concretamente en el apartado 3. de este capítulo. 
 
499 Los supuestos que se acaban de señalar, según la LTC (art. 96) constituyen causales de improcedencia del 
amparo, los mismos que hasta antes de la STC Nº 0505/2005 del 10 de mayo, se resolvían en sentencia, pero a 
partir de la referida sentencia, son ahora, causales de admisión de la demanda de amparo. Sobre esto y con 
mayor detenimiento, especialmente en relación con los cambios que ha introducido la referida sentencia en la 
tramitación del amparo, se volverá en la tercera parte de este trabajo, más concretamente, en el apartado relativo 
a la fase de admisión del proceso de amparo constitucional (IX. 2.4). 
 
500 En este sentido, refiriéndose a las actuaciones materiales en vía de hecho del Gobierno y las 
Administraciones Públicas, vide, Sánchez Morón, Miguel, en: “Comentarios al artículo 43”, op. cit. pág. 687. 
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Dicho de otro modo, todo acto jurídico, a pesar de ser ilegal o incluso 
inconstitucional, si no supone restricción o supresión real y efectiva de los derechos 
fundamentales amparables, no puede ser impugnado en amparo501. Por otro lado, la 
lesión al derecho fundamental ha de ser cierta, ya que, “la protección que se otorga 
a través del amparo se da sólo cuando se tiene certeza de la comisión de los actos 
u omisiones denunciadas de ilegales y que con ellas se hayan lesionado derechos o 
garantías constitucionales”. Pero, de no ser así, es decir, la carencia de dicha 
certeza hará, “inviable la protección demandada”502. 
 
d) En cambio, «la eficacia propia» de los actos en cuestión, significa que todo 
acto para ser objeto de impugnación en amparo, no basta con que el mismo sea un 
acto jurídico de carácter definitivo y como tal, lesivo de los derechos y garantías 
fundamentales amparables, sino que, además, debe ser un acto capaz de restringir 
o suprimir los derechos en cuestión. En otras palabras, el acto impugnado o que se 
pretende impugnar en amparo, debe tener eficacia propia, esto es, debe ser 
autónomo, valer por sí mismo y por ende, debe ser capaz, también por si mismo, de 
incurrir en infracción –supresión o restricción- de los derechos y garantías 
fundamentales amparables. 
 
En tal sentido, huelga decir que existen un tipo de actos que, con carácter 
general, quedan excluidos del proceso de amparo, como por ejemplo, aquellos que 
poseen, naturaleza meramente consultiva, de informe o dictamen503. Del mismo 
modo, quedan excluidos del proceso de amparo, las meras declaraciones de 
intenciones504, las ofertas, los planes o proyectos para la eventual realización de 
                                                 
501 Justamente en este sentido, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que al amparo constitucional “no 
le corresponde propiciar una interpretación «normal» de los derechos fundamentales, sino una interpretación en 
casos extremos (lesión del derecho) y con un fin muy particular (restablecimiento del derecho)”; pues, se 
entiende que el amparo “es un medio de garantía de carácter extraordinario, cuya vocación es la tutela del 
derecho, y cuya intervención se ha de limitar estrictamente a ese objetivo, sin dar lugar a otro tipo de 
consideraciones”, vide, García Murcia, Joaquín, en: “Comentarios al artículo 44”, op. cit. pág. 707. 
 
502 Así, entre otros, las SSTC Nos. 1110/ 2003 y 1200/2003. 
 
503 Así, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al objeto del amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit, pág. 
83. 
 
504 Un ejemplo bastante ilustrativo en este sentido, son los antecedentes y, por supuesto, el fallo de la STC Nº 
1211/2001; allí consta que, un grupo de parlamentarios interponen Amparo contra el Presidente de la República, 
ya que éste, con su discurso del 7 de agosto, en cuanto a la agenda económica para su gestión de gobierno, 
habría incurrido en actos ilegales atentatorios de los derechos fundamentales. El Presidente, en dicho discurso 
había expresado lo siguiente: "(…) es hoy cuando el país está atravesando una difícil coyuntura económica. Por 
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determinadas actividades505, etc. Se trata, en definitiva, de actos por así decirlo, de 
mero trámite no vinculantes; actos que por sí mismos no tienen “capacidad jurídica” 
para restringir o suprimir un determinado derecho o garantía fundamental que forma 
parte del ámbito de protección del amparo y por ello mismo, no puede constituirse 
en su objeto procesal. 
 
e) Por último, un acto para constituirse en objeto de amparo, debe hallarse, 
además, «en vigor», es decir, «deber ser actual» y por ende, la violación del 
derecho fundamental, ha de ser “verdadera”, real, concreta y efectiva506, de lo 
contrario, el objeto del amparo no es inadmisible. En otras palabras, si el amparo se 
dirige contra un acto jurídico que ya no se encuentra en vigor, por haber sido 
anulado por otras decisiones judiciales, aunque sea por motivos distintos a los 
propios del amparo constitucional507, dicho acto ya no puede fundar una pretensión 
de amparo. No puede fundar una pretensión de amparo, por el simple hecho de que 
al no encontrarse en vigor, la lesión ha desaparecido, ya no existe y, donde no hay 
lesión de los derechos fundamentales, no hay amparo. 
 
Dicho esto, a priori, cabría sostener que ningún acto jurídico, ni manifestación de 
hecho que reúna las características arriba mencionadas podrá ser excluida del 
ámbito objetivo” del amparo constitucional. Con otras palabras, si el acto u omisión 
                                                                                                                                                       
eso propongo, en consenso, titularizar parte de los ingresos futuros de la venta de gas, para generar empleo y 
desarrollar infraestructura ahora, que es cuando más lo necesitamos". Ante tal declaración, los recurrentes, en 
su demanda, aducen que: “el gobierno titularizará, los ingresos de veinte años futuros, provenientes de la venta 
de gas…, es decir, que cobrará por adelantado los referidos importes con el objeto de invertir esos recursos en 
el país en el transcurso de un año, con lo cual es el país quedaría sin ingreso durante los próximos veinte años 
y se dejaría a las futuras generaciones sin ingresos…, contraviniéndose los artículos 132 y 133 de la 
Constitución”. La referida sentencia, determinó lo siguiente: “(…) las expresiones expuestas como lesivas, se 
evidencia de manera clara e indubitable que no constituyen acto ilegal alguno, dado que simplemente se trata 
de una propuesta, una moción, que puede ser presentada sin ninguna restricción no sólo por el señor 
Presidente sino por cualquier ciudadano, la misma que puede ser o no compartida por el resto de la población; 
y por ello, no puede tachársela de violatoria a derechos fundamentales…”. 
 
505 Una de las primeras sentencias en este sentido, la STC Nº 052/1.999, denegará el amparo solicitado, 
precisamente, porque el objeto alegado no constituía por sí misma, un acto eficaz de amenaza de restricción o 
supresión de los derechos de los recurrentes. Los antecedentes son los siguientes: A través de una publicación 
de prensa se decía que la alcaldía pretende ejecutar unas obras en una determinada zona de la ciudad, la misma 
que afectarían el derecho propietario de los vecinos; ante tal noticia, los vecinos potencialmente afectados 
presentan amparo constitucional contra la alcaldía, bajo el argumento de amenaza de restricción de su derecho 
propietario. Como ya se ha señalado, el Tribunal resolvería denegando el amparo. 
 
506 García Murcia, Joaquín, refiriéndose al amparo español, en: “Comentarios al artículo 44”, op. cit. pág. 706. 
 
507 En este sentido, Sánchez Morón, Miguel, siempre en relación con el amparo español, en: “Comentarios al 
artículo 43”, op. cit. 695. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 283
atacada en los recursos ordinarios es firme, tanto en la vía administrativa como en 
la judicial508 y, si agotada esta última, mantiene su vigencia y su capacidad de 
vulnerar derechos y garantías fundamentales, entonces podrá interponerse contra 
ella, amparo constitucional509. 
 
Por último, ya para concluir con este apartado, quepa precisar, que el amparo 
sólo se activa frente a aquellos actos que por sí mismos y por defecto restringen o 
suprimen derechos y garantías fundamentales, pero no así frente a aquellos actos 
que se traducen en exceso de protección. En otras palabras, el amparo corrige por 
defecto, pero no puede hacerlo por exceso510, no al menos a la luz de su actual 
configuración. 
 
 
1.2. Los actos ilegales u omisiones indebidas que «amenazan» 
restringir o suprimir los derechos y garantías fundamentales 
 
A diferencia de otros ordenamientos, como por ejemplo el español, que cuentan 
con similar mecanismo de protección de los derechos fundamentales, el amparo 
boliviano no sólo se activa frente a aquellas violaciones reales, efectivas y evidentes 
de los derechos y garantías fundamentales, sino también, frente a aquellas 
tentativas –amenazas- de violación de los referidos derechos y garantías 
fundamentales. En este sentido, como primer apunte, se puede señalar que el 
amparo boliviano, no sólo es un mecanismo procesal de carácter remedial, 
reparador o correctivo, sino también, de carácter preventivo (STC Nº 0021/2005)511; 
es así, porque a través del amparo, puede impugnarse, además, aquellos actos u 
omisiones que aún no han supuesto restricción o supresión real y efectiva de los 
                                                 
508 La expresión «ámbito objetivo» que se refiere al objeto del amparo, ha sido utilizada por, Sánchez Morón, 
Miguel, en: “Comentarios al artículo 43”, op. cit. pág. 695. 
 
509 Íbidem., pág. 695. 
 
510 Vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al artículo 44”, op. cit. pág. 707. Sobre la misma cuestión y 
también comentando el amparo español, Cruz Villalón Pedro, dirá que no hay «contra amparo», vide, “El 
recurso de amparo constitucional”, op. cit. pág. 118, y “Sobre el amparo”, op. cit. págs. 28 y ss.. 
 
511 El texto de la Sentencia, viene a decir que la esencia tutelar del amparo hace que éste tenga: “un alcance 
preventivo y correctivo, siendo que en el primer caso ésta se acciona frente a la amenaza de una inminente 
restricción o supresión de los derechos fundamentales o garantías constitucionales y, en el segundo, se acciona 
frente a la consumación de una restricción o supresión de los derechos y garantías emergentes de actos, 
resoluciones u omisiones ilegales o indebidas”. 
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derechos fundamentales amparables, precisamente, se supone, para evitar que se 
produzca tal situación512. 
 
Empero, antes de continuar con el desarrollo del tema en cuestión, quepa con 
carácter previo, referirse al significado de la expresión amenaza. Así, según la 
Academia de la Lengua Española513, el término «amenaza» supone “Acción de 
amenazar” y, «amenazar» implica, de una parte, “Dar a entender con actos o 
palabras que se quiere hacer algún mal a otro” y, de otra, “Dar indicios de estar 
inminente alguna cosa mala o desagradable: anunciarla, presagiarla”. A partir de 
esta definición y ya en el ámbito del amparo, técnicamente, amenaza de restricción 
o supresión de los derechos y garantías fundamentales vendría a suponer, aquella 
situación de inminente restricción o supresión del libre ejercicio de los referidos 
derechos y garantías fundamentales; es decir, aquella situación donde real y 
efectivamente aún no existe supresión ni restricción, pero sí peligro inminente de 
que la supresión o restricción, de no actuarse frente a ella, se hará efectiva de 
manera irremediable. 
 
Ahora bien, a la luz de dicha aproximación conceptual, es cierto que la inclusión 
de las amenazas en el ámbito objetivo del amparo, hace del mismo, un ámbito 
bastante amplio, ya que, de alguna u otra manera, cualquier acto u omisión siempre 
podrá ser alegada, cuanto menos, como amenaza de restricción o supresión de los 
derechos y garantías fundamentales. Sin embargo, más allá de que dicha cláusula 
pueda resultar “ventajosa” –como de hecho lo es- para los recurrentes, no menos 
cierto es que también puede convertirse en una disposición perniciosa, no sólo para 
el actor, sino incluso para el propio Tribunal514. 
 
                                                 
512 Al respecto, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción constitucional. Procedimientos 
constitucionales…, op. cit. pág. 403. 
 
513 Real Academia Española, Diccionario de la lengua Española, Vigésima Primera edición, Tomo I, Madrid, 
1992, pág. 126. 
 
514 Ciertamente, por su implícita carga subjetiva, la inclusión de las amenazas no deja de ser una especie de 
“cláusula abierta”; ya que, permite invocar en amparo, incluso, abusar de él, para situaciones que no pasan de 
ser meras contingencias o apreciaciones subjetivas -especulaciones- de los recurrentes y, de ninguna manera 
reales y objetivas amenazas de restricción o supresión de los derechos y garantías fundamentales. De ahí que, el 
problema no sólo radica en el potencial abuso que del amparo se pueda hacer a través de esta vía, con 
desfavorables consecuencias procesales no sólo para la labor cotidiana del Tribunal Constitucional, sino 
también, para la propia naturaleza y virtualidad del mecanismo jurisdiccional. 
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De manera que, siendo esa, ya no la perspectiva sino la realidad cotidiana, 
evidentemente, lo que no se puede hacer es quedarse en la pasividad, sino más 
bien, habrá que intentar fijar determinados parámetros o criterios objetivos que 
permitan, cuando menos, mitigar la avalancha de amparos que por esa vía viene 
produciéndose. La tarea, desde luego, atañe, aunque no en exclusividad pero sí en 
primer lugar, al propio Tribunal, pues en definitiva, cuanto haga o deje de hacer al 
respecto, no sólo repercutirá en su propio “beneficio”, sino y, fundamentalmente, en 
provecho de la eficacia y virtualidad del propio amparo constitucional. El Tribunal, 
sin duda es conciente, tanto de la referida realidad como de su función 
hermenéutica y delimitadora de los supuestos en los que cabe la admisión de los 
actos “amenazantes” como objeto de amparo constitucional. 
 
Así pues, siguiendo de cerca experiencias de otros ordenamientos con similar 
configuración del amparo515 y, siempre con la finalidad de evitar su mala utilización, 
viene estableciendo algunos criterios que en cierto modo, ya permiten perfilar dicha 
vía en un determinado marco de actuación. Así, por ejemplo, en una de sus 
sentencias al respecto (STC Nº 076/2002), vendrá a decir que, en aquellos procesos 
de amparo donde el recurrente alega amenaza de restricción o supresión de sus 
derechos o garantías fundamentales, corresponde tutelar al recurrente, de “manara 
excepcional”516; pero, sólo cuando “los recursos o vías previstas para que realice 
sus reclamos no le aseguran la protección inmediata y eficaz que busca ante la 
inminencia e irreversibilidad de un daño”. En otra de sus sentencias, la STC Nº 
0077/2005, dirá, también, que la amenaza debe ser “cierta, de modo que no puede 
ser una mera conjetura o presunción”, y; por último, mediante la STC Nº 0021/2005, 
                                                 
515 Uno de los referidos ordenamientos con similar configuración de su amparo, es sin duda, la acción de tutela 
colombiana, la misma que al igual que el amparo boliviano, se activa frente a las amenazas. De ahí que, la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional de aquel país, es la que mayor acogida e influencia tiene en esta 
materia en la doctrina del TC boliviano. En efecto, aquella Corte ha definido determinados presupuestos sobre 
el tema en cuestión, así por ejemplo, en relación con el «perjuicio irremediable» como condición indispensable 
para la activación del amparo frente a los actos que suponen amenaza, a través de su Sentencia T-077/05, dijo 
que: “se está en presencia de éste –perjuicio irremediable- cuando, de no tutelarse el derecho vulnerado 
amenazado, hay inminencia de un mal irreversible injustificado y grave, que coloque al peticionario en un 
estado de necesidad, amerita la urgencia de la acción. La necesidad, a su vez, debe ser evidente y evidenciable, 
y además extrema, de suerte que sea razonable pensar en la gran probabilidad de sufrir un daño irreparable y 
grave”. En el mismo sentido y quizá con mayor precisión, la Sentencia SU-250/98. 
 
516 La referida excepcionalidad, está orientada, fundamentalmente, a la subsidiariedad del amparo, ya que la 
activación del mismo frente a las amenazas, normalmente, supone la necesidad de amparar al recurrente de 
manera inmediata en consideración a que la utilización de las vías previas u ordinarias, no le aseguraran la 
protección eficaz que merecen los derechos y garantías fundamentales en juego. 
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dirá que el amparo, en cuanto mecanismo jurisdiccional de carácter preventivo sólo 
“se acciona frente a la amenaza de una inminente restricción o supresión de los 
derechos fundamentales o garantías constitucionales…”. 
 
Ahora bien, sobre la base de las citadas sentencias y la referida doctrina de la 
Corte Constitucional colombiana, se puede decir que para la activación del amparo 
frente a los actos que, en criterio del recurrente, suponen amenaza de restricción o 
supresión de sus derechos y garantías fundamentales, deben concurrir, no sólo los 
requisitos descritos en los incisos a), b)517, c), d) y e), del apartado anterior518 sino, 
además: i) amenaza cierta y efectiva, es decir, no simples conjeturas; ii) inminente 
restricción o supresión del derecho o garantía fundamental invocada, y; iii) duda 
razonable y objetiva de que sólo a través del amparo se evitará un mal irreversible, 
injustificado y grave519.  
 
De manera que, toda demanda donde el objeto del amparo sea una eventual 
amenaza, dicha demanda será admitida a trámite –y con carácter de urgencia - sólo 
en tanto en cuanto concurran los indicados requisitos. Pero, sensu contrario, frente 
a aquellas invocaciones en amparo de supuestas amenazas de restricción o 
supresión de los derechos y garantías fundamentales que no se ajusten a los 
presupuestos señalados, el proceso de amparo constitucional no se activará y, por 
lo tanto, la eventual amenaza, deducida en la demanda, no podrá constituirse en su 
objeto procesal. 
                                                 
517 En relación con el contenido de este inciso relativo a las amenazas, quepa hacer una precisión y es que, frente 
a los actos u omisiones que suponen amenaza de restricción o supresión de los derechos y garantías 
fundamentales amparables, obviamente, no cabe exigir que la violación sea real y efectiva, sino más bien, que la 
amenaza sea real y efectiva. En este sentido, en un recurso de habeas corpus, -perfectamente asimilable a lo que 
aquí interesa- donde el recurrente pretendía fundar su pretensión en un mero acto preparatorio, el TC dirá, “para 
que la amenaza sea real deberá existir un mandamiento de aprehensión y no así una simple prevención o acto 
preparatorio”. Así, la STC Nº 0077/2005. 
 
518 Además de la precisión hecha en la cita anterior, con relación a las características del inciso c) frente a las 
amenazas, hay que decir que dicha característica adquiere, si cabe la expresión, mayor importancia, puesto que 
la actualidad del acto generador de la amenaza hace que la propia amenaza sea también actual e inminente; pero, 
de desaparecer ésta, desaparece el objeto del amparo y, por consiguiente, ya no cabe su invocación, pues, 
solicitar la tutela que brinda el amparo cuando ya no existe el peligro de amenaza real y efectiva, no tiene ni 
tendría ningún sentido. En este sentido, la STC Nº 0671/2006, entre otras. 
 
519 Precisamente en ese sentido, la jurisprudencia del TC da cuenta que el amparo no procede contra meras 
conjeturas o suposiciones. Así por ejemplo, a través de la STC Nº 026/1.999, una de sus primeras sentencias, el 
TC dirá que, “en el caso que se examina, el recurrente, pretende..., se le otorgue amparo por un simple anuncio 
que resulta inadmisible puesto que el informe de la Comisión Revisora no está concluido y consecuentemente, 
no existe pronunciamiento del Concejo municipal”.  
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 287
2. Actos ileales u omisiones indebidas de los órganos públicos 
 
Otra de las peculiaridades de la configuración constitucional del amparo 
boliviano, a diferencias de otros ordenamientos que cuentan con similar mecanismo 
constitucional520, es el hecho de que el constituyente en su momento y el legislador 
después, frente a los actos de los poderes públicos, han configurado un único 
“prototipo” de amparo constitucional. Amparo a través del cual se pueden impugnar, 
sin ninguna distinción, todos los actos u omisiones del conjunto de los órganos 
públicos, con la sola excepción de los actos del Legislativo521. En otras palabras, la 
regulación legal y la configuración constitucional del amparo boliviano, frente a los 
actos u omisiones de los órganos públicos, no distingue más que un régimen 
procesal de amparo; en efecto, no establece ningún criterio que permita, por 
ejemplo, a partir del origen del acto impugnable, seguir un determinado régimen de 
impugnación contra los actos u omisiones de la administración pública, y otro 
distinto contra los actos u omisiones de los órganos judiciales522. 
 
Sin embargo, y sólo por cuestiones de orden metodológico, el desarrollo de este 
aparatado se efectuará siguiendo el modelo español de los actos impugnables en 
amparo, es decir, se distinguirá, por un lado, los actos de los funcionarios 
dependientes del órgano Ejecutivo y, por el otro, los actos ilegales u omisiones 
indebidas de los funcionarios dependientes del órgano Judicial. Pero, en vista de 
que la Constitución y la LTC, aluden a los sujetos causantes de los actos u 
                                                 
520 Tal como ya se ha descrito en un capítulo anterior, la LOTC español, distingue, en función a los actos contra 
los que se recurre, tres tipos de amparo: 1) amparo contra decisiones o actos sin valor de ley de órganos 
legislativos (art. 42); 1) amparo contra los actos del órgano Ejecutivo (art. 43), y; 3) amparo contra los actos del 
órgano Judicial (art. 44). Esta distinción hace que, un acto u omisión al que se imputa la violación de un derecho 
fundamental se encuadre en determinado tipo o ámbito de amparo y a partir de allí, se siga el respectivo régimen 
de impugnación. 
 
521 Como se recordará, la Constitución en lo que respecta a los actos y omisiones de funcionarios impugnables 
en amparo, “apenas” indica que “...se establece el recurso de contra los actos ilegales o las omisiones 
indebidas de los funcionarios...”; por su parte la LTC, también al referirse a los actos u omisiones de los 
funcionarios, simplemente se limita a agrega las expresiones «resolución» y «autoridad». Pero de ahí en más, 
no existe norma de la que pueda deducirse más de un tipo de amparo. 
 
522 Sin duda, este modelo de amparo, tal como se verá más adelante, así como tiene ventajas, también tiene 
desventajas. Una de las principales ventajas, especialmente para los recurrentes, es que a la hora de interponer la 
demanda de amparo, no tienen que plantearse cuando están ante un acto de naturaleza judicial y cuando ante un 
acto de otra naturaleza, para luego decidir que tipo de amparo es el que han de seguir; cosa que en el amparo 
español, necesariamente y con carácter previo se debe dirimir; tal es su importancia que, una mala identificación 
del acto puede traer consigo el fracaso de la acción constitucional. Precisamente en ese sentido se dirá que, “la 
naturaleza jurídica del acto lesivo juega un papel decisivo”, vide, García Murcia, Joaquín: “Comentarios al 
artículo 44”..., op. cit. pág. 704. 
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omisiones en cuestión, con la expresión genérica de «funcionarios»523, quepa con 
carácter previo referirse al significado de dicha expresión y, de ese modo establecer 
a quién o a quienes se están refiriendo tanto la Constitución como la LTC con dicha 
locución. Lógicamente, la primera norma de referencia para tal fin, no puede ser otra 
que la propia Constitución. 
 
Así pues, la Norma Fundamental en cuestión, en su Título Cuarto, del Capítulo 
II, correspondiente a la Primera Parte, se ocupa, precisamente, de los “Funcionarios 
Públicos”. De donde el art. 43, establece:  
 
“Una ley especial establecerá el Estatuto del Funcionario Público, sobre la base del principio 
fundamental de que los funcionarios y empleados públicos son servidores exclusivos de los 
intereses de la colectividad y no de particularidad o partido político alguno”. 
 
La ley especial a la que se refiere la Constitución, no es sino la Ley Nº 2027, Ley 
del Estatuto del Funcionario Público (en adelante LEFP), promulgada el 27 de 
octubre de 1.999. Esta ley, en lo pertinente, establece los siguientes aspectos: En 
primer lugar, en su art. 1º, enumera los principios sobre los que se rige la ley; el 
mismo artículo en su inciso b) establece el sometimiento de los funcionarios 
públicos, “a la Constitución Política del Estado, la Ley y el ordenamiento jurídico”524; 
en segundo lugar, en su art. 3º, regula el ámbito de su aplicación que incluye a 
todos los servidores públicos que presten servicios en las diferentes entidades 
públicas, sean éstas, “Autónomas, autárquicas o descentralizadas” y, finalmente; en 
tercer lugar, a través de su art. 4°, define al servidor público, o sea, al funcionario o 
empleado público, en los siguientes términos: 
 
“Servidor Público es aquella persona individual, que independientemente de su jerarquía y 
calidad, presta servicios en relación de dependencia a una entidad sometida al ámbito de 
aplicación de la presente Ley.  El término servidor público, para efectos de esta Ley, se 
                                                 
523 Bien es verdad que la LTC también emplea el término «autoridad», empero, lato sensu, toda autoridad no 
deja de ser funcionario, cosa que no sucede a la inversa, es decir, no todo funcionario, ni siquiera en sentido 
genérico, es una autoridad. Es por esta razón que no se analiza el significado de la expresión autoridad. Además, 
la expresión funcionario, por su amplitud, es la que mejor se adecua a las características del amparo desde la 
perspectiva de su configuración constitucional. 
 
524 En sí, la Ley en cuestión, a través de dicho inciso, además de volver sobre ello su art. 8. a), no hace sino, 
recoger lo dispuesto por el artículo, también, 8. a) de la Constitución; dicho precepto, entre los deberes 
fundamentales de los bolivianos, obviamente incluido de los funcionarios, establece el deber fundamental, “De 
acatar y cumplir la Constitución y las Leyes de la República”. 
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refiere también a los dignatarios, funcionarios y empleados públicos u otras personas que 
presten servicios en relación de dependencia con entidades estatales, cualquiera sea la 
fuente de su remuneración”. 
 
A la luz de esta previsión legal, se puede decir que funcionario o servidor 
público, es toda persona individual que con independencia de su jerarquía o calidad, 
presta servicios en relación de dependencia a una entidad estatal, autónoma, 
autárquica o descentralizada con sujeción a la Constitución y las leyes525. 
Evidentemente, la ley se está refiriendo a todas aquellas personas individuales que 
prestan servicios bajo relación de dependencia en las diferentes reparticiones de los 
distintos órganos de poder, llámese, Legislativo, Ejecutivo o Judicial -incluido el TC-, 
así como el Ministerio Público, el Defensor del Pueblo, las Alcaldías, las 
Universidades y demás entidades públicas. 
 
Por otra parte, hay que decir que a los efectos de la ley y, por lo tanto, de la 
calidad de funcionario o servidor público, es irrelevante el ámbito territorial y/o 
competencial de cada funcionario. De manera que, en principio, cabría concluir 
señalando que a efectos del amparo, ningún acto u omisión proveniente de un 
funcionario público, puede sustraerse a la jurisdicción del amparo constitucional. Sin 
embargo, tal como se verá a continuación, ello no quiere decir que todo acto en que 
intervenga un funcionario sea, necesariamente, un acto de autoridad ni cualquier 
acto u omisión de éste sea, necesariamente, susceptible de amparo. 
 
Por último, antes pasar al desarrollo de cada uno de los órganos, quepa recordar 
que los actos u omisiones provenientes del órgano Legislativo, no constituyen ni 
pueden constituir, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, objeto de amparo 
constitucional. Ello es así, tal como ya se dijo, por la sencilla razón de que la 
naturaleza constitucional del amparo no le permite actuar frente a las eventuales 
vulneraciones de los derechos en abstracto. Por otro lado, también hay que decir 
que con alguna excepción como es el acaso, por ejemplo, de la autocuestión de 
inconstitucionalidad en el amparo español, este mecanismo jurisdiccional, por regla 
                                                 
525 Contrario sensu, cabría decir que no son funcionarios públicos, por un lado, las personas jurídicas y por el 
otro, todas aquellas personas individuales que no prestan servicios en relación de dependencia en cualquiera de 
las referidas entidades. Aunque en rigor, dada la amplitud del objeto del amparo, la distinción entre los que son 
funcionarios y los que no son, es innecesaria; carece de importancia práctica, ya que, a través de un mismo 
régimen de amparo, pueden impugnarse, indistintamente, los actos u omisiones tanto de los funcionarios como 
de los que no son funcionarios, o sea, de los particulares. 
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general, no es un medio para impugnar normas legales526. De manera que, los 
siguientes apartados se ocuparán sólo de los actos u omisiones provenientes de los 
órganos del Poder Ejecutivo y del Poder Judicial. 
 
 
2.1. Los actos ilegales u omisiones indebidas de los órganos del 
Poder Ejecutivo 
 
De inicio, hay que decir que los actos ilegales u omisiones indebidas 
provenientes del Órgano Ejecutivo (OE), involucra desde los actos u omisiones del 
Presidente de la República y los Ministros de Estado, hasta los actos u omisiones 
de los funcionarios de inferior jerarquía, dependiente de este órgano estatal; como 
puede ser, por ejemplo, un oficial de policía, un corregidor o un inspector delegado. 
Valga precisar que cuando se habla del funcionario de inferior jerarquía, sé esta 
haciendo referencia a aquel funcionario cuyos actos tienen eficacia jurídica propia y 
por lo tanto, capacidad para vulnerar, por sí mismos, derechos y garantías 
fundamentales; por lo tanto, lógicamente, no se esta haciendo referencia a los 
funcionarios, lato sensu, cuyos actos no tienen dichas cualidades, como puede ser, 
por ejemplo, el personal del servicio de cafetería o aquel encargado de la máquina 
fotocopiadora527. 
                                                 
526 A la luz de su regulación actual, lo mismo cabe señalar del amparo español. Aunque un sector de la doctrina 
española, diría que la interpretación sistemática de la Constitución impone, más que excluye, el amparo frente a 
leyes y por lo tanto, en relación con la situación presente del recurso de amparo constitucional, la divisa habría 
de ser: «Menos amparo frente al juez, más amparo frente al legislador», pues –entiende el autor- el hecho de que 
el amparo no actúe frente a leyes no es una característica de los sistemas de justicia constitucional, al contrario, 
la regla podría formularse: Allí donde hay amparo hay amparo frente a leyes” (Cruz Villalón, Pedro: “El recurso 
de amparo constitucional. I El juez y el legislador”, en VV AA: Los procesos constitucionales, CEPC, Madrid, 
1992, pág. 120); en el mismo sentido, la idea del amparo contra leyes, especialmente contra las denominadas 
leyes autoaplicativas, es casi unánime, tal es así que algunos autores han llegado a decir que la inexistencia de 
un amparo directo frente a leyes autoaplicativas es una «clamorosa infracción de la Constitución»”; o que el 
amparo frente a leyes, «es una exigencia del Estado de derecho y, por tanto, una exigencia de nuestra 
Constitución» (VV AA: Los procesos constitucionales, op. cit. págs. 155-164). Se dice que uno de los factores 
que viene influyendo en la tendencia de hacer del amparo, un recurso contra el legislador, esto es, amparo contra 
leyes; es el hecho de que la vía apropiada para dicho efecto, el recurso incidental, -a diferencia del caso 
boliviano- no permite a las partes, comparecer directamente al TC, y en efecto, los particulares prefieren el 
recurso de amparo; a ello hay que sumar la negativa del TC español de admitir en recurso de amparo, la 
negativa de los Tribunales ordinarios a plantear la cuestión de inconstitucionalidad, cerrándose así, una vía 
parcialmente alternativa al recurso de amparo; en este sentido, vide, Diez-Picazo Giménez, Luís María: 
“Dificultades prácticas y significado constitucional...”, op. cit. págs. 24 y 25. 
 
527 Ello, sin embargo, no significa que dicho personal no pueda incurrir, en el ámbito de su actividad privada por 
ejemplo, en lesión de los derechos fundamentales, pero no así en su ámbito laboral. Lo que sucede es que, los 
servicios que prestan no tienen relación con los derechos fundamentales amparables, eso es así, por la sencilla 
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Ahora bien, hecha la precisión, lo segundo que hay que decir es que 
determinados actos u omisiones de los funcionarios del OE, en especial de los de 
alta jerarquía, para constituirse en objeto de amparo, plantean una cuestión nada 
fácil de resolver. Cuestión que por cierto, en la práctica, seguramente por las 
características del amparo boliviano –amplitud de su ámbito y su objeto de 
protección-, pasa un tanto desapercibida. Dicha cuestión tiene que ver con la 
determinación del ámbito subjetivo de impugnación, es decir, con la determinación 
de cuándo se está enfrente de unos actos o disposiciones impugnables en amparo y 
cuándo fuera de dicho ámbito. 
 
El problema tiene su origen, básicamente, en la naturaleza y el carácter general 
–que rebasa lo subjetivo- de determinados actos provenientes de dicho órgano de 
poder528, como son, por ejemplo, un Decreto-Ley (DL), una Resolución Ministerial 
(RM), una Resolución Prefectural (RP)529 o, incluso, actos normativos de carácter 
meramente reglamentario, del resto de las administraciones públicas530. 
 
Como se ha dicho, en la práctica, el TC, -con excepción del DL del que ha dicho 
que no cabe su impugnación en amparo- aún no ha tenido ocasión de perfilar los 
criterios que permitan distinguir, con un mínimo de certeza, cuándo un acto se 
encuadra en uno u otro ámbito; es decir, cuándo se está enfrente de un acto 
proveniente de dicho órgano impugnable en amparo y cuándo frente a un acto 
impugnable a través de otro mecanismo jurisdiccional. Sin embargo, lo que sí esta 
claro es lo siguiente: por un lado, que el amparo no constituye una vía para el 
control, en abstracto, de la constitucionalidad de los actos normativos de carácter 
general y, por el otro, que el Tribunal, a través del amparo, sólo puede perseguir la 
                                                                                                                                                       
razón de que sus actos u omisiones –servir el café o sacar unas fotocopias-, no son imprescindibles para el libre 
desarrollo y ejercicio digno de la personalidad humana. 
 
528 A pesar de que la jurisdicción del amparo, como ya se dijo, no hace ninguna distinción; es la distinta 
naturaleza de determinados actos de este órgano de poder y las problemáticas que plantea, la que justifica su 
desarrollo por separado, es decir, en un apartado diferente al de los actos judiciales y de los demás entes 
públicos. 
 
529 En Bolivia se denomina RP lo que en España sería la normativa dictada por el Presidente de una Comunidad 
Autónoma. 
 
530 Bien es verdad que, lato sensu, con excepción del DL, el resto de las disposiciones tienen carácter 
reglamentario y como tales, no contradicen, sino a la ley que reglamentan. Es decir, no suponen desarrollo de la 
Constitución, por lo tanto, no lesionan, no al menos de manera directa e inmediata un determinado precepto 
constitucional, o lo que es lo mismo, algún derecho o garantía fundamental. 
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defensa de los derechos fundamentales frente a las infracciones producidas por 
resoluciones, decisiones, actos o disposiciones531.  
 
No obstante, a partir de ambas premisas, en términos generales y en clave de 
tentativa, se puede decir que se está enfrente de un acto normativo de carácter 
general proveniente del órgano Ejecutivo, pero impugnable en amparo, cuando 
dicho acto, reúne los siguientes componentes: a) que viole de manera directa e 
inmediata algún derecho o garantía fundamental protegido por el amparo532; b) que 
no sea susceptible de impugnación por otro medio, por ende, sólo por el amparo533; 
c) que la inadmisión del amparo suponga para el recurrente, quedar en total estado 
de indefensión y, como consecuencia de ello534; d) devenga en responsabilidad del 
Estado frente a la comunidad internacional por no brindar protección a los derechos 
y garantías fundamentales de sus ciudadanos. De darse dichas condiciones, el 
amparo tendría que ser admitido, pero de no ser así, el acto en cuestión, 
difícilmente podrá constituirse en objeto de amparo. 
 
Por el contrario, donde no cabe mayor conflictividad, es frente a aquellos que no 
tiene carácter general y normativo; actos de la misma administración pública pero 
de carácter “personalizado”, es decir, actos que repercuten en derechos concretos 
de una persona, también, concreta. Dichos actos, normalmente, son los que se 
generan con motivo de la prestación de “servicios públicos personalizados”, por 
                                                 
531 Así, refiriéndose al amparo español, más concretamente, a los actos del órgano Ejecutivo impugnables a 
través del amparo, Sánchez Morón, Miguel, en: “Comentarios al artículo 43”, op. cit. pág. 694. 
 
532 Al respecto, el TCE a través de su Sentencia Nº 141/1985 (F.J. 2º.), diría que la potestad del Tribunal para 
enjuiciar reglamentos a través del amparo “se limita a aquellos casos en que se aleguen derechos y libertades 
reconocidos en los arts. 14 a 29 y 30.2 CE -derechos protegidos por el amparo-, y en que la violación de los 
derechos y libertades antes referidos se origina directamente en la disposición”. En efecto, ésta y no otra es la 
idea que subyace del inciso en cuestión. 
 
533 Frente a determinados actos normativos del órgano ejecutivo, la jurisdicción competente tendría que ser la 
jurisdicción contenciosa, pero como en Bolivia dicha jurisdicción no funciona, el asunto se torna un tanto 
conflictivo. No obstante, cabría la posibilidad del recurso incidental de inconstitucionalidad, el mismo que 
puede promoverse, incluso en los procedimientos administrativos; pero, si la infracción a la Constitución no es 
directa ni inmediata, son mínimas las posibilidades que tiene de prosperar y por ende, son mucho más mínimas 
las posibilidades del afectado de hacer valer sus derechos. Es en estos supuestos cuando el amparo tendría que 
activarse. 
 
534 Este criterio, además de tener relación con el principio de subsidiariedad, tiene que ver, con el deber del 
Estado de brindar a sus ciudadanos, protección jurídica inmediata y eficaz frente a la violación de sus derechos 
y garantías fundamentales. Puesto que, denegar dicha protección, daría lugar a una “ilegítima ingerencia del 
Gobierno en los derechos fundamentales de un particular exenta de toda posibilidad de amparo, pues ni podría 
acudir a la jurisdicción ordinaria ni a la constitucional...”. Así, en relación con la impugnación en amparo de 
las disposiciones reglamentarias, la STCE Nº 291/1997 (F.J. 2.). 
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ejemplo, por las Superintendencias, el Servicio de Impuestos Internos, la Aduana 
Nacional, el Servicio de Correos, la Policía Nacional entre otros. 
 
Frente a los actos de los aludidos entes públicos, el amparo no supone mayor 
conflictividad, es más, se puede decir que opera directamente, ya que, como se ha 
dicho, al no funcionar la jurisdicción contenciosa-administrativa, no necesitan del 
pronunciamiento previo de dicha jurisdicción. Sin embargo, ello no significa 
desconocer el principio de subsidiariedad que rige el proceso de amparo, puesto 
que, necesariamente, deben agotarse, cuando así corresponda, los medios de 
impugnación internos, es decir, aquellos que la ley establece para los 
procedimientos administrativos; pero, una vez agotadas dichas vías internas de 
impugnación y de persistir la lesión o amenaza de lesión a un determinado derecho 
o garantía fundamental, queda expedita la vía del amparo ante el TC. 
 
Lo mismo cabe decir, en relación con los actos de otras entidades públicas, 
incluso, de aquellas que no forman parte ni del Ejecutivo ni del Judicial, como son: 
por ejemplo, el Tribunal Agrario Nacional (TAN)535, el Ministerio Público, el Defensor 
del Pueblo, las Alcaldías, las Universidades, los Partidos Políticos, las Agrupaciones 
ciudadanas, los Comités Cívicos, y entre otros, los Colegios o gremios de 
Profesionales. Al tratarse, unos, de organizaciones públicas estrictu sensu y otros, 
de entidades semipúblicas -entidades de origen privado, pero de funcionamiento en 
el marco del Derecho público536-; en tanto que tienen facultades de acción y 
decisión sobre las personas particulares, en el ejercicio de dichas facultades, está 
claro que pueden incurrir en restricción o supresión de los derechos y garantías 
fundamentales protegidos por el amparo constitucional. De ahí que, cuando la 
Constitución (art. 19. I) establece que el amparo procederá contra los actos u 
omisiones de los funcionarios o particulares que restringen, suprimen o amenazan 
restringir o suprimir derechos y garantías fundamentales, indudablemente, la 
                                                 
535 El TAN, si bien es cierto que es un órgano jurisdiccional, no menos cierto es que no forma parte del PJ sino, 
del Servicio Nacional de Reforma Agraria. Como tal, “tiene jurisdicción en todo el territorio de la República”, 
cuyos fallos –Títulos ejecutoriales- “son definitivos, causan estado, y no admiten ulterior recurso, 
estableciendo perfecto y pleno derecho de propiedad (agraria) para su inscripción definitiva en el Registro de 
Derechos Reales”, así el art. 175 CB. Por otra parte, “No corresponde a la justicia ordinaria revisar, modificar 
y menos anular las decisiones de la judicatura agraria...”, así, el art. 176 CB, (la negrilla no corresponde al 
texto original). 
 
536 Este es el caso, por ejemplo, de los Colegios de Abogados que son entidades de carácter privado, pero que 
por sus fines y la actividad de sus asociados, están sujetos a un régimen jurídico de Derecho público. 
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expresión funcionarios o particulares, se están refiriendo, también, a los funcionarios 
y/o personal de todas y cada una de las nombradas entidades. 
 
En efecto, en aquellos supuestos donde el objeto del amparo sea un acto 
proveniente de cualquiera de los entes señalados, dicho amparo, de cumplir con el 
resto de los requisitos de admisibilidad, será admitido. Sobre esto último, no está de 
más recordar que la protección de los derechos fundamentales, frente a los actos 
lesivos provenientes de cualquiera de los entes, previamente se debe intentar ante 
las instancias procesales –internas- de la entidad a la que pertenece y/o depende el 
infractor y sólo en defecto de dichas instancias, ante el TC en vía de amparo. Dado 
que las aludidas entidades son autónomas, hay que decir, que todas ellas, sin 
excepción, cuentan con una estructura organizativa y funcional preestablecida, ello 
supone decir que cuentan con sus respectivos mecanismos internos de solución de 
conflictos; justamente por esta razón, la impugnación de los actos provenientes de 
dichos órganos, para constituirse en objeto de amparo, habrán tenido que 
previamente impugnarse en dicho procedimiento, llámese administrativo o 
disciplinario y, sólo una vez agotado los recursos o medios de impugnación internos, 
podrán ser impugnados en amparo constitucional537. 
 
 
2.2. Los actos ilegales u omisiones indebidas de los órganos del 
Poder  Judicial 
 
A diferencia de los actos ileales u omisiones indebidas de los funcionarios del 
órgano Ejecutivo, los del Judicial, no presentan el problema de cuándo se está 
enfrente de un acto con fuerza de Ley no impugnable en amparo y, cuándo frente a 
un acto u omisión objeto de amparo. Ciertamente, por la naturaleza de sus 
funciones y competencias, los actos de los órganos judiciales difícilmente podrán 
plantear dicho problema. Sin embargo, ello no significa que dichos actos, a la hora 
de concretarse en objeto de amparo, no susciten otro tipo de cuestiones. Pero, 
                                                 
537 Obviamente, los actos en cuestión, habrán de reunir, además, todos y cada uno de los requisitos señalados en 
los apartados, 1.1 y 1.2 del este capítulo (V). Por otra parte, bien es verdad que la exigencia del agotamiento de 
los medios internos de impugnación no tiene relación con la impugnabilidad de los referidos actos a través del 
proceso de amparo sino, más bien, con el principio de subsidiariedad; aunque no menos cierto es que, también, 
sirve para identificar al sujeto activo de la lesión, o lo que es lo mismo, al legitimado pasivo de la demanda de 
amparo. Sobre esto, se volverá en el apartado correspondiente a la legitimación pasiva. 
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antes de referirse a dichas cuestiones, quepa precisar, con carácter previo, que los 
jueces y tribunales, al igual que todos los órganos públicos y particulares, también 
se hallan vinculados frente a los derechos y garantías fundamentales538. Esta 
vinculación implica que, en todas sus decisiones, cualesquiera que sean los asuntos 
de los que conozcan, deben respetar aquellos derechos y garantías539. Caso 
contrario, estarán incurriendo, ellos mismos, en infracción de esos derechos, 
situación que será suficiente para que se constituyan en objeto procesal del amparo. 
 
Ahora bien, se decía que las resoluciones de los órganos judiciales, a la hora de 
concretarse en objeto de amparo, no dejan de plantear cierto tipo de cuestiones. 
Una de ellas, probablemente aun sin resolver, tiene que ver con la cuestión relativa 
de si el amparo contra actos de los órganos judiciales se limita a la impugnación de 
lesiones estrictamente procesales o si por el contrario, protege todo tipo de lesiones, 
es decir, lesiones de cualesquiera derechos y garantías amparables540. La segunda 
cuestión, éste, probablemente ya superado en gran parte, tiene que ver con la 
posibilidad o no, de impugnar en amparo constitucional las resoluciones judiciales 
firmes, es decir, aquellas resoluciones con calidad de cosa juzgada, especialmente, 
las pronunciadas por la CSJ. 
 
Como no podía ser de otra manera, frente a las dos cuestiones, las respuestas 
doctrinales y jurisprudenciales, han sido, mayoritariamente, en sentido positivo, 
                                                 
538 En términos generales se puede decir que dicha vinculación de los jueces y tribunales es, por activa y por 
pasiva. La activa, tiene que ver con su posición de garante primigenio de los derechos fundamentales y, la 
pasiva, con su posición de eventual legitimado pasivo, por infracción de los mismos derechos, en el ejercicio de 
sus competencias. Sobre el particular, en la doctrina boliviana, vide, Rivera Santibáñez, José Antonio: 
Jurisdicción constitucional, Procesos constitucionales en..., op. cit. págs. 385 y ss.; Durán Ribera, Willman: 
Principios, Derechos y Garantías..., op. cit. págs. 55 y ss.; en la doctrina española, además de los autores ya 
citados, Martín-Retortillo Baquer, Lorenzo: “Eficacia y garantía de los derechos fundamentales”, en VV AA: 
Estudios sobre la Constitución Español. Homenaje al Prof. García de Enterria, Civitas, tomo II, Madrid, 1991, 
pág. 617; García Murillo J.: La protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, Tiran lo Blanch, 
Valencia, 1.994, pág. 192. Carrillo, Marc: La tutela de los derechos fundamentales por los tribunales 
ordinarios: (la aplicación jurisdiccional de la Ley 62-1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de 
los derechos fundamentales de la persona), Boletín Oficial del Estado/CEPC, Madrid, 1995. 
 
539 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 
130. 
 
540 Se puede decir que éste es un problema que se ha suscitado no sólo en la experiencia del amparo boliviano, 
sino también en otros ordenamientos con similar remedio procesal. Ese es el caso, por ejemplo, del amparo 
español y del amparo alemán. En relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de 
amparo, op. cit. págs. 113 y ss.; En relación con el amparo alemán, además de lo señalados en la cita, 473; Von 
Münch, Ingo: “El recurso de amparo constitucional como instrumento jurídico y político de la República 
Federal de Alemania”, REP, Nº 7, Madrid, 1979, págs. 272 y ss. 
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aunque no menos cierto es también, que sus efectos no han sido nada pacíficos. De 
hecho, se puede decir que dichas respuestas han generado otras cuestiones incluso 
aun de mayor conflictividad. Por adelantar algunas de ellas, por ejemplo, la 
posibilidad de que el TC pueda revisar en amparo, como en efecto viene revisando, 
la violación de cualesquiera derechos fundamentales, es decir, tanto de aquellos 
actos que generan lesiones in procedendo como in iudicando, viene provocando: 
por un lado, una avalancha procesal, cuyo porcentaje superar, con creces, el 
volumen de los incoados contra los actos de otros órganos públicos y, por el otro, 
viene configurando el amparo, en una especie de recurso de casación o de “revisión 
universal”541. 
 
Del mismo modo, la respuesta mayoritaria en sentido positivo frente a la cuestión 
de si cabe a través del amparo impugnar resoluciones ejecutoriadas, especialmente 
las provenientes de la CSJ, antes inatacables, viene convirtiéndose, al igual que en 
otras prácticas judiciales del Derecho comparado, en el principal caldo de cultivo 
para el “enfrentamiento” entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción 
constitucional542. De ahí que se diga que la impugnación de determinados actos de 
los órganos judiciales a través del amparo, viene generando problemáticas no 
siempre fáciles de resolver, no al menos de alcance general, es decir, a partir de 
reglas generales aplicables para todos los supuestos similares. 
                                                 
541 Desde luego, tanto la avalancha procesal, como la (des)configuración –de hecho- que viene sufriendo el 
amparo, no sucede sólo con respecto al amparo boliviano, sino también en la experiencia de otros 
ordenamientos. Y, no sólo, ya que, la posibilidad de impugnar en amparo resoluciones judiciales por violación 
de los derechos fundamentales, lo que viene generando es, “una difícil relación entre los órganos judiciales y el 
tribunal Constitucional en que ambos resultan perjudicados”, ya que, por un lado, “los derechos constitucionales 
no resultan garantizados por la protección judicial ordinaria: por otro, el Tribunal Constitucional se convierte en 
el protector de los ciudadanos frente a los jueces que tendrían que realizar esa tarea protectora. Con ello, el 
resultado es doblemente negativo ya que no se arbitran medios para asegurar las garantías judiciales y el 
Tribunal Constitucional se ve superado por la misma avalancha de supuestos cada vez más repetitivos y, por 
decirlo así, inútiles”. Vide, Aparicio Fernández, J. Manuel: “Comentario a la 3ª ponencia «El recurso de amparo 
constitucional II aspectos procesales»”, en VV AA: Los procesos constitucionales, Cuadernos y debates Nº 41, 
CEPC, Madrid, 1992, pág. 159. 
 
542 En relación con otras experiencias, se puede decir que en el caso boliviano, dichas tensiones, con excepción 
de una sobre el que se volverá más adelante, nunca han salido, por así decirlo, de los pasillos y los cafés de los 
estrados judiciales. De tal “suerte”, ni la CSJ ha llegado al extremo –y ojala no lo haga- de desconocer, por 
ejemplo, un fallo del TC, ni tampoco ha existido en la doctrina un debate serio y exclusivamente dedicado al 
asunto. Cosa que, sin embargo, no puede decirse lo mismo, por ejemplo, respecto las tensiones entre el TCE y el 
TSE. Tensiones que han dado lugar a una abundante bibliografía, entre ellas, puede verse, Rubio Llorente, 
Francisco: “Seis tesis sobre la jurisdicción constitucional en Europa”, REDC, Nº 35, Madrid, 1992, pág. 31 y 
ss.; López Guerra, Luís: “La jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional”, en, Ruiz-Rico Ruiz, G.: 
(ed.), La aplicación jurisdiccional de la Constitución, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, pág. 31 y ss.; y, entre 
otros, Serra Cristóbal: La guerra de las Cortes. La revisión de la jurisprudencia del Tribunal Supremo a través 
del recurso de amparo, Tecnos, Madrid, 1.999. 
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No obstante, lo que ya no se puede negar es que a través del amparo 
constitucional, sí se pueden impugnar actos u omisiones de los órganos judiciales 
lesivas de los derechos y garantías fundamentales, tanto de los que provienen de 
las diferentes instancias, así como de aquellos que devienen de las resoluciones de 
la CSJ. En otras palabras, tal como se verá a continuación, la jurisdicción del 
amparo constitucional se activa frente a todas las resoluciones judiciales que 
lesionan derechos y garantías fundamentales, esto es, sin importar el grado o la 
jerarquía del órgano de donde proviene dicha lesión. 
 
 
2.2.1. Actos u omisiones en las diferentes instancias 
 
Se ha dicho que por las características del sistema constitucional de protección 
de los derechos y garantías fundamentales, los jueces y tribunales ordinarios de las 
diferentes instancias, son los primeros llamados a proteger esos derechos y 
garantías en los asuntos de su competencia. Se ha dicho de igual modo, que en el 
ejercicio de dichas competencias, los mismos jueces pueden incurrir, como de 
hecho incurren, en vulneraciones de los referidos derechos y garantías 
constitucionales. 
 
En si, la restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión de los 
derechos y garantías fundamentales, en el ámbito judicial, puede producirse en 
distintos momento del proceso: ya sea con ocasión de su inicio (admisión de la 
demanda o citación de las partes), ya sea durante el transcurso del mismo 
(obstrucción del derecho de defensa, denegación de pruebas, etc.) ya sea, en fin, 
en el momento de su conclusión (la sentencia, ejecución de sentencias o incluso en 
la citación con la sentencia misma). 
 
Por otro lado, en relación con los derechos susceptibles de lesión en los 
procesos judiciales, puede distinguirse dos tipos de derechos fundamentales, de 
una parte, los de carácter «procesal o instrumental» y, de otra, los de carácter 
«sustantivo». La posibilidad de que la vulneración se produzca en algunas de las 
fases o el iter del proceso, es predicable sobre todo de las lesiones que afectan a 
los derechos de dimensión procesal, más propiamente a las garantías 
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fundamentales. En cambio, la violación de los derechos fundamentales 
«sustantivos», normalmente se produce con motivo de la resolución que pone fin al 
pleito543. 
 
Dicho esto, conviene recordar que el control que ejercer el TC a través del 
amparo constitucional, no se activa frente a todos los actos ni en todos los 
supuestos, ya que, existen algunas resoluciones que no pueden ser impugnadas en 
amparo, aun incluso de incurrir en lesión de algún derecho fundamental. Este es el 
caso, por ejemplo, de las resoluciones incidentales o interlocutorias producidas 
dentro de un determinado proceso judicial. Estas resoluciones, por sus propias 
características no definitivas, en la práctica, en íntima conexión con el principio de 
subsidiariedad, por regla general han venido excluyéndose de la posibilidad de su 
directa impugnación en amparo constitucional544. Aunque, no menos cierto es, 
también, que en ocasiones, el Tribunal ha admitido a trámite dichas resoluciones, 
pero sólo con carácter excepcional; básicamente, en razón de que el seguimiento 
exhaustivo de las vías impugnatorias, con todas sus fases, etapas o instancias, 
implique, un gravamen adicional, o resulten ineficaces para la protección inmediata 
que el caso amerita, o incluso que suponga un perjuicio grave e irreparable para el 
recurrente545. 
 
Por otra parte, tomando en cuenta que son los fallos estrictu sensu los que 
vulneran los derechos o garantías fundamentales y no así los razonamientos 
irrelevantes para la causa decidendi (obiter dicta)546, quepa aclarar que son dichos 
fallos –y no así sus fundamentos- los que cabe impugnar en amparo, pues sólo ellos 
pueden constituirse en su objeto procesal. 
                                                 
543 Así, García Murcia, Joaquín, en relación con el amparo español frente a los actos de los órganos judiciales, 
en: “Comentarios al artículo 44”, op. cit. pág. 706. 
 
544 Similar situación ocurre con el amparo español, donde, refiriéndose a la exclusión de las resoluciones 
interlocutoria, se dice que ello: “no responde tanto a la idea de que dichas resoluciones no sean susceptibles de 
lesionar derechos fundamentales, sino al principio general de que dichas resoluciones deben intentar repararse 
dentro del proceso mismo en que se producen y, sólo subsidiariamente, si dicha reparación no se consigue, 
podrá acudirse al Tribunal Constitucional en amparo, una vez concluso el proceso judicial” así, Pérez Tremps, 
Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 120. 
 
545 Entre muchas otras en este sentido, puede verse las últimas: SSTC Nº 0991/2006 y 0850/2006. 
 
546 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 
118. 
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De manera que, en principio y con carácter general, son impugnables en amparo 
sólo aquellas resoluciones (fallos) que tienen naturaleza definitiva y, 
excepcionalmente, aquellas de origen incidental o de trámite del proceso. Bien es 
verdad que desde el punto de vista de la práctica, dicha distinción resulta un tanto 
superflua, ya que, en definitiva, lo que a la jurisdicción del amparo le interesa con 
carácter primordial, no es el tipo de resolución, sino, la real y efectiva lesión o 
amenaza de lesión de los derechos que protege. En tal sentido, pareciera que la 
última palabra siempre la tendrá el TC. Empero, por un elemental principio de 
seguridad jurídica, en cumplimiento de dicho cometido, el Tribunal habrá de perfilar 
determinados criterios de modo tal que cualquier acto u omisión judicial no tenga 
que llegar necesariamente hasta su conocimiento. 
 
Sólo así, por un lado, atenuará, los eventuales conflictos a que pueda dar lugar 
el desmedido uso del amparo como medio de “revisión” de las resoluciones 
judiciales y, por el otro, evitará que su razonamiento en cada caso concreto, no 
aparezca como el criterio –subjetivo- del ponente, sino del órgano constitucional en 
su conjunto. Pero, además, sólo así podrá construir una línea jurisprudencial sólida 
de modo que sea aplicable por los jueces y en su defecto, exigible por las partes en 
supuestos similares547. 
 
 
2.2.2. Actos u omisiones con calidad de cosa juzgada 
 
El acometimiento de este apartado al margen del anterior obedece, en gran 
medida, al hecho de que ha sido -y en menor medida continúa siendo- 
probablemente el asunto que mayor atención y debate ha generado no sólo desde 
el funcionamiento del TC sino incluso de mucho antes548. Pero, por cuestiones 
                                                 
547 En el mismo orden de ideas, sólo en la medida en que dichos criterios tengan un alcance general y por lo 
tanto se constituyan en criterios objetivos de admisión de la demanda, será posible, en la misma medida, influir 
negativamente en la des-configuración del amparo constitucional. En otras palabras, sólo así podrá cambiar la 
falsa imagen que viene dando el amparo. Como se dijo, un gran sector de los litigantes ven en dicho mecanismo 
constitucional, no un proceso constitucional extraordinario y excepcional, sino, un recurso de casación al que 
cabe acudir en todos los supuestos y frente a cualesquiera resoluciones con tal de agotar y de ser posible, 
obtener, un resultado más favorable del que se impugna. 
 
548 Ciertamente, hasta antes del funcionamiento del TC, como se verá más adelante, a través del amparo, no 
podía impugnarse ninguna resolución por mucho que infrinja el contenido material de la Constitución. Pero no 
porque la Constitución lo prohíba, aunque tampoco lo autoriza, sino, porque esa ha sido la posición 
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obvias, aquí se hará referencia únicamente a aquellos argumentos que se han 
esgrimido, a partir del funcionamiento del TC. El desencuentro se ha dado no sólo 
en el orden interinstitucional (CJS vs. TC) sino incluso doctrinal. Las discusiones, 
básicamente, giraban en torno a la posibilidad o no, de impugnar en amparo 
constitucional, aquellas resoluciones judiciales ejecutoriadas, especialmente, las 
dictadas por la CSJ. Pero, no es que a la fecha ya no exista dicho enfrentamiento y 
por ello se hable en tiempo pasado. Lo que sucede es que en la actualidad, la 
discusión ya no tiene la misma intensidad, ni los mismo protagonistas y ello se 
debe, básicamente, a dos situaciones: de un lado, a la inconsistencia y “perdida” de 
argumentos de una de las partes y, de otro, a la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional549 que, contra viento y marea, viene imponiéndose en los diferentes 
ámbitos de la administración de justicia. 
 
En tal sentido, las líneas que siguen a continuación, no tienen otra finalidad que 
la de describir los argumentos de unos y otros; a partir de allí, el segundo propósito 
es corroborar que, frente a la violación de los derechos y garantías fundamentales, 
no hay órgano ni resolución judicial, por muy suprema o ejecutoriada que éste sea, 
capaz de sustraerse al control que ejercer el TC a través del proceso de amparo 
constitucional. Pero, no obstante, como se decía, frente a las resoluciones judiciales 
–ejecutoriadas- susceptibles de amparo existían dos posiciones claramente 
desiguales, posiciones a las que podría denominarse, a la primera, posición 
excluyente y, a la segunda, posición incluyente550. 
                                                                                                                                                       
jurisprudencial –poco visionaria- de la CSJ. Sobre dicha jurisprudencia puede verse el trabajo de, Urioste, Juan 
Cristóbal: Constitución Política del Estado. Historia y..., op. cit. págs. 315 y ss.. Por citar un ejemplo, la 
sentencia del 12 de julio de 1971, dirá lo siguiente: “Una vez fenecido el pleito... que revisten ejecutoria, la ley 
no autoriza ni aún a Título de salvar el interés público, modificar las determinaciones judiciales –a través del 
amparo- a costa de quebrantar los basamentos jurídicos en que se afirman y descansan los fallos”. 
 
549 Ciertamente, hasta antes del funcionamiento del TC, tal como se verá a continuación, los amparos contra las 
resoluciones judiciales ejecutoriadas, por regla general, no eran admitidos y mucho menos concedidos; cosa 
que, sin embargo, en la actualidad no puede decirse lo mismo, ya que, la regla parece mas bien haberse invertido 
y en efecto, todo amparo donde se alegue la vulneración de los derechos y garantías fundamentales protegidos 
por el amparo, en principio, éste es admitido. 
 
550 Bien es verdad que dentro de la segunda posición pueden distinguirse otras dos sub-posiciones, a las que 
podría denominarse, a la una incluyente restringida y, a la otra, incluyente amplia. Por entender la primera que 
sólo determinadas resoluciones pueden ser objeto de amparo; en cambio la segunda, por entender que pueden 
ser objeto de amparo, sin excepción, todas las resoluciones judiciales. Sin embargo, por la dificultad que entraña 
la especificación de los criterios conducentes a su distinción y, además, con efectos generales, esto es, aplicable 
para todos los supuestos, baste con dejar constancia de ambas posicione. En todo caso, a quien corresponde 
pronunciarse es al TC en cada caso concreto. 
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La posición excluyente, representa por la CSJ y algún sector de la doctrina, 
basado en la jurisprudencia de la vieja práctica del amparo en el modelo anterior, 
entendía y entiende aun que el amparo constitucional no se activa contra las 
resoluciones judiciales en general y mucho menos contra las resoluciones 
ejecutoriadas en particular551. Por su parte, la posición incluyente, representada por 
el Tribunal Constitucional y otro sector de la doctrina, entiende que los actos u 
omisiones de los órganos judiciales restrictivas de los derechos fundamentales, 
constituyente objeto de amparo constitucional. 
 
En un primer momento, o sea, antes del funcionamiento del TC, el principal 
argumento esgrimido en defensa de la posición negativa, venía a decir que la 
posibilidad de impugnar en amparo resoluciones ejecutoriadas, atenta contra el 
principio de seguridad jurídica552; pero, en la actualidad, no sólo se invoca -en cierto 
modo de manera interesada- dicho principio sino, además, esta vez de manara 
errónea, se invoca como impedimento legal, el precepto contenido en el artículo 66 
de la LTC. La literalidad de este precepto establece lo siguiente: 
 
“El Tribunal Constitucional no tiene competencia para conocer y resolver sobre fallos, 
sentencias, autos y otras resoluciones que dicte el Poder Judicial a través de sus jueces y 
magistrados”. 
 
Ciertamente, la norma es poco menos que taxativa y a primera vista, no deja 
mucho espacio a la duda. Tal es así que incluso después de más de un año de 
funcionamiento del TC, había todavía tribunales y jueces de amparo que denegaban 
pretensiones de amparo, precisamente, con fundamento en dicho precepto553. Di 
                                                 
551 Justamente esa era la posición jurisprudencial del viejo modelo. Tal es así que una de sus sentencias que data 
de 1971, decía que “No es admisible que conociendo de una demanda de amparo, se declare procedente el 
mismo atentando contra la autoridad de la cosa juzgada”. 
 
552 Como se recordará, en los procesos de amparo constitucional hasta antes del funcionamiento del TC, el 
órgano que tenía la última palabra, era la CSJ; en efecto, era el encargado de revisar las sentencias de amparo 
constitucional, en las que negó toda posibilidad de impugnar las resoluciones ejecutoriadas. Un trabajo sobre 
esta cuestión, sino el único, se tiene en Ribera Santiváñez, J. Antonio: “El amparo constitucional contra 
sentencias judiciales con autoridad de cosa juzgada. Una perspectiva del tema en Bolivia”, en, Anuario 
Iberoamericano de Justicia Constitucional, Nº 6. Montevideo-Uruguay, 2003, págs. 445-662. 
 
553 Así, por ejemplo, los antecedentes de la STC Nº 153/2000, dan cuenta que en la sentencia de verificación, el 
juez de amparo, denegó una solicitud de amparo, con el siguiente fundamento: “que el Tribunal carecía de 
competencia para conocer y resolver sobre fallos, sentencias, autos y otros tipos de resoluciones que dicte el 
Poder Judicial en aplicación del art. 66 de la Ley del Tribunal Constitucional”. Dicho razonamiento, sin 
embargo, sería revocado por el TC, con el siguiente argumento: “Que lo expuesto como fundamento por el 
Tribunal de Amparo para declarar la improcedencia del recurso objeto de la presente revisión, consistente en 
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igual modo, un sector de la doctrina entendía que “el Tribunal Constitucional no 
tiene ninguna competencia en lo que se refiere a los, fallos, sentencias, autos que 
dicte el Poder Judicial a través de sus diferentes jueces”554. 
 
Sin embargo, una interpretación sistemática de la LTC y, la posición del otro 
sector de la doctrina, apoyada en la doctrina del TC (STC Nº 153/2000, ratificada 
por la STC Nº 0157/2002 y reiterada, entre otros, por la STC Nº 0444/2003), pone 
de manifiesto que, el precepto en cuestión, no tiene alcance general555; no es 
aplicable a todas las competencias del TC y, mucho menos, al proceso de amparo 
constitucional sino, única y exclusivamente, al Recurso incidental de 
inconstitucionalidad (RII). Ello es así, por la sencilla razón de que el mencionado 
precepto, no forma parte del Capítulo X, que regula el proceso de amparo556, sino 
que, es parte del Capítulo III, donde se regula, justamente, el RII557. 
                                                                                                                                                       
la supuesta falta de competencia del Tribunal Constitucional que establecería el art. 66 de la Ley 1836, para 
conocer y resolver sobre fallos, sentencias, autos y otras resoluciones que dicte el Poder Judicial a través de 
sus jueces y magistrados, es erróneo, dado que tal precepto se refiere única y exclusivamente al RECURSO 
INDIRECTO O INCIDENTAL DE INCONSTITUCIONALIDAD, contemplado en el Capítulo III del Título 
Cuarto de la Ley 1836, entendimiento interpretativo que guarda coherencia plena con lo establecido por el 
numeral 2) del art. 7 de la misma ley 1836, que no es más que el desarrollo del numeral primero del art. 120 de 
la Constitución Política del Estado”. 
 
554 Así, Harb Miguel, Benjamín, en: “La jurisdicción constitucional...”, op. cit, pág. 353; Dicho entendimiento 
sin duda, halla otro de sus fundamentos en lo dispuesto por los artículos 514 y 517 del Código de Procedimiento 
Civil (en adelante Cpc) cuyo primer precepto establece que “Las sentencias pasadas en autoridad de cosa 
juzgada se ejecutarán, sin alterar ni modificar su contenido, por los jueces de primera instancia que hubieren 
conocido del proceso”, por su parte, el segundo precepto establece que, “La ejecución de autos y sentencias 
pasadas en autoridad de cosa juzgada no podrá suspenderse por ningún recurso ordinario ni extraordinario, ni 
el de compulsa, ni el de recusación ni por ninguna solicitud que tendiere a dilatar o impedir el proceso de 
ejecución”. Sin embargo, nuevamente quepa aclarar que el Cpc al referirse al recurso extraordinario, se está 
refriendo, lógicamente –en el ámbito de la jurisdicción ordinaria- al recurso previsto en el art. 297 (Revisión 
extraordinaria de sentencia) y siguientes de la misma ley procesal; recurso que como bien se sabe, nada tiene 
que ver con el amparo constitucional. 
 
555 Entre otros, Rivera Santiváñez, J. Antonio, en: “El amparo constitucional contra sentencias con autoridad de 
cosa juzgada...”, op. cit. pág. 451. 
 
556 No obstante, puede que por error o por falta de experiencia, lo cierto es que en una oportunidad, el TC, 
mediante su Sentencia Nº 1188/2000, acudiría a dicho precepto (art. 66), justamente, para no entrar a revisar la 
cuestión de fondo, frente a una Sentencia ejecutoriada de la CSJ, la misma que había sido impugnada en vía de 
amparo. Dado que dicha sentencia es la única, por cuanto no se ha vuelto a repetir, como se ha dicho, es de 
suponer que no es más que un error atribuible a los comienzos del TC y, en todo caso, a la comprensible 
inexperiencia del Magistrado relator (Ponente). 
 
557 En tal sentido, sin duda alguna, el precepto en cuestión se está refiriendo a la “imposibilidad” de revisar los 
fallos judiciales a través del recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad y no así, a la “imposibilidad” 
de revisar los mismos fallos a través del amparo constitucional. De hecho, el artículo 59 de la LTC establece que 
el RII sólo procederá contra “una ley, decreto o cualquier género de resolución no judicial”, lo cual, sensu 
contrario, supone decir que dicho recurso no procede ni puede interponerse contra las resoluciones o sentencias 
judiciales, tengan éstas o no, autoridad de cosa juzgada. 
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En ese contexto, siguiendo la línea de la posición incluyente, cabe decir que a 
partir de la reforma constitucional de 1.994 y el funcionamiento del TC (1.999), ya no 
se puede razonar con los mismos presupuestos del viejo modelo y en ese afán, 
mucho menos se puede pretender desconocer el nuevo modelo en vigor558. Pues, a 
la luz del sistema constitucional de protección de los derechos y garantías 
fundamentales en vigor, ni la seguridad jurídica es un valor que deba preservarse a 
cualquier precio559, ni la cosa juzgada se reduce a un mero concepto formalista560. 
En otras palabras, no supone –únicamente- al agotamiento de los recursos que la 
ley franquea a las partes, sin considerar el concepto material del mismo, es decir, al 
margen de los derechos y garantías fundamentales que el proceso involucra. Al 
respecto, la STC Nº 029/2002, establecería lo siguiente: 
 
“(...) la certeza que impone la cosa juzgada no constituye un valor absoluto frente a la 
vigencia y defensa de los derechos fundamentales, de suerte que si está de por medio la 
                                                 
558 Indudablemente, los resabios del viejo sistema y por lo tanto reacios al nuevo modelo, tal como ya se ha 
dicho en una anterior oportunidad, están todavía presentes, aunque cada vez en menor medida, en los diferentes 
órdenes de la vida jurídica e incluso política del país. En este sentido, en el ámbito jurídico, probablemente una 
de las oposiciones más frontales y directas después de lo sucedido con motivo de la reforma constitucional de 
1.994, en contra del nuevo sistema de justicia constitucional, se ha producido a mediados de junio de 2004, 
fecha en el que, el entonces Presidente de la CSJ y después presidente de Bolivia (2005), a través de una nota de 
prensa (El Deber, 02-06-2004 ), desconocería el sistema concentrado de control de constitucionalidad y en 
efecto, pediría que se derogue el art. 44 de la LTC con las siguientes palabras: “Creemos que fue un exceso que 
el artículo 44 de la Ley del Tribunal otorgue el carácter vinculante a todas las decisiones de ese organismo. 
Consideramos que el modelo de control de constitucionalidad que tenemos en Bolivia no es concentrado, es 
decir, que no puede haber una sola institución que sea intérprete supremo de la Constitución. Lo negamos 
categóricamente”. Dado los antecedentes del órgano al que representaba, ciertamente, aquella actitud, no 
sorprendía mucho; en todo caso respondía, por un lado, a la lógica –tradicional- de ver en la Corte Suprema la 
máxima expresión del Derecho judicial boliviano y, por el otro, como dijera el entonces Presidente del TC en 
respuesta a las declaraciones de su homólogo judicial (en la misma nota de prensa), “es más una tendencia de 
los actuales ministros, de vivir las añoranzas del pasado”; es decir, los Ministros de la CSJ aun “no se resignan 
a aceptar la realidad presente”, y es precisamente por ello mismos que continúa “razonando” sobre la base de 
presupuestos teóricos y fácticos del viejo sistema judicial boliviano. 
 
559 En este sentido, Jiménez Campo, Javier, dirá que “la seguridad jurídica no es un valor a preservarse a toda 
costa”, así, en: Derechos fundamentales. Concepto y garantías, Trota, Madrid, 1.999, pág. 117. 
 
560 Según la jurisprudencia el TC, la cosa juzgada, "(…) se manifiestan bajo una doble perspectiva: formal y 
material. Así, la característica o efecto de la cosa juzgada formal es la de su inimpugnabilidad o firmeza. 
Produce este efecto cualquier Resolución firme, respecto a la cual no exista ningún otro recurso previsto en la 
Ley, (la excepción se presenta cuando existe de por medio una lesión al contenido esencial de un derecho 
fundamental), hayan transcurrido los plazos para recurrirla o se haya desistido del mismo; empero, al efecto 
negativo aludido se tiene otro de naturaleza positiva, que se expresa en el deber jurídico que tiene el órgano 
encargado de su ejecución de hacer efectiva la decisión contenida en el fallo en los términos establecidos en 
ella. Desde su vertiente material, la cosa juzgada despliega su eficacia frente a los otros órganos judiciales o 
administrativos, que lleva un mandato implícito de no conocer lo ya resuelto, impidiendo con ello la apertura 
de otros procesos nuevos sobre el mismo asunto (este efecto sólo la producen las decisiones firmes sobre el 
fondo); como único medio de alcanzar la paz jurídica, evitando, por una parte, que la contienda se prolongue 
indefinidamente y por otra, que sobre la misma cuestión puedan recaer resoluciones contradictorias, 
lesionando la seguridad jurídica procesal". Así, la STC Nº 029/2002. 
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protección de tales valores, procede el amparo contra Sentencias que sean el resultado de 
vulneración a derechos y garantías de los sujetos procesales o terceros ajenos al proceso, 
lo cual ocurre cuando el juez la adopta contrariando ostensiblemente el contenido y 
voluntad de la ley o desconociendo ritualidades cuya observancia consagran una garantía 
del derecho de defensa de las partes en el proceso. La cosa juzgada como resultado de 
vulneración de derecho y garantías, pierde su valor de decisión intangible y poco vale 
como cosa juzgada”. 
 
Por consiguiente, una sentencia tendrá calidad de cosa juzgada material, en 
primer lugar, en tanto en cuento sea “una sentencia justa, por lo tanto, una 
sentencia ajustada a derecho y debidamente motivada” (STC Nº 861/2001); de lo 
contrario, la sentencia o resolución no habrá adquirido esa calidad y como tal, en 
caso de ser impugnada en amparo, guste o no, dará lugar ha que sea declarada sin 
valor legal alguno. Pues, “cuando una resolución ilegal afecta al contenido esencial 
de un derecho fundamental no se puede sustentar su ilegalidad bajo una supuesta 
cosa juzgada” (STC Nº 504/2001); ni tampoco “puede invocarse el carácter 
inalterable e inmutable de la cosa juzgada, si dentro de ella se ha vulnerado el 
contenido esencial de un derecho fundamental” (STC Nº 925/2001), y; mucho 
menos, “corresponde alegar calidad de cosa juzgada para impedir el ejercicio de la 
jurisdicción constitucional, pues cuando hay lesión a un derecho fundamental, no se 
puede sustentar su existencia.” (STC Nº 639/2001). De modo que, cuando un acto, 
resolución u omisión -sea de la CSJ o de los demás tribunales y jueces de instancia- 
lesiona los derechos y garantías fundamentales, dicha resolución, no puede 
permanecer inquebrantable bajo el argumento del otrora concepto de cosa 
juzgada561. 
 
El razonamiento dado, sin embargo, de ninguna manera pone en tela de juicio el 
principio de seguridad jurídica en tanto derecho fundamental de todo ciudadano a 
acudir y obtener de los tribunales y juzgados una resolución firme y definitiva del 
litigio planteado ante ellos. Al contrario, la posibilidad de impugnar los fallos 
                                                 
561 Seguir con la lógica del viejo modelo, admitiendo que las sentencias judiciales ejecutoriadas no pueden ser 
impugnadas en amparo, no supondría otra cosa que: por un lado, situar a los jueces y tribunales por encima de la 
Ley fundamental convirtiéndolos en un “poder omnímodo” y, por el otro, supondría admitir que la vinculación y 
los límites que impone la Constitución a los poderes públicos, puedan ser ignoradas por tales Jueces y 
Tribunales. Extremo que, desde luego, ningún Estado que se precie de Estado constitucional y democrático de 
Derecho puede permitirse. En este sentido, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción Constitucional. 
Proceso constitucionales..., op. cit. pág. 391; Cifuentes Muñoz, Eduardo: “Tutela contra sentencias (El caso 
colombiano)”, en VV. AA.: Corte Suprema y Tribunal Constitucional. Competencias y relaciones, Revista Ius 
et Praxis, Universidad de Talca-Chile, 1998, págs. 155 y ss. 
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judiciales ejecutoriados a través del amparo cuando atentan contra los derechos o 
garantías fundamentales, lo que hace es reforzar, precisamente, el derecho a la 
seguridad jurídica. 
 
Dicho de otro modo, si bien es cierto que toda persona tiene el derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva, no menos cierto es que, la eficacia de ese 
derecho, debe obtenerse no a cualquier precio, sino, respetando en todo tiempo y 
momento la vigencia de otros derechos. De ahí que, “cuando una resolución judicial 
afecta al contenido de un derecho fundamental”, “no se constituye en «cosa 
juzgada», por consiguiente es revisable” a través del amparo constitucional (STC Nº 
1015/2004)562. Este razonamiento, sin embargo, sensu contrario significa que no 
todas las resoluciones ejecutoriadas son o deban ser, necesaria e 
inexcusablemente, revisadas por el TC en amparo constitucional. Pues, sobra decir 
que dicho Tribunal no es un órgano de casación o de revisión de todas las 
resoluciones judiciales, sino y ante todo, un órgano guardián de los derechos y 
garantías fundamentales563. 
 
En tal sentido, a la luz de la doctrina de la CCC (T-162/1998)564, cabría decir que 
una Sentencia ejecutoriada para constituirse en objeto del proceso de amparo, 
cuanto menos deberá incurrir en uno de los siguientes vicios: a) que presente un 
defecto sustantivo, es decir, cuando la sentencia se funde en una norma claramente 
inaplicable al caso concreto; b) que presente un defecto fáctico, esto es, cuando 
resulte evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una 
determinada norma es absolutamente inadecuada; c) que presente un defecto 
orgánico, supuesto que se dará en aquello casos donde el juez que dictó la 
sentencia, carezca por completo de competencia para conocer y resolver el asunto 
                                                 
562 Este razonamiento sería perfilado a partir de la STC Nº 111/1.999, continuando con las SSTC Nos. 
322/1.999, 043/2001, 861/1001, 925/1001, 508/2002, 546/2002, 119/2003, y 739/2003 entre otros. 
 
563 Al respecto, la STC Nº 0560/2003, dirá lo siguiente: “cuando el amparo es planteado contra resoluciones 
judiciales, a la jurisdicción constitucional sólo le corresponde analizar si ellas constituyen o contienen actos 
ilegales u omisiones indebidas que amenacen restrinjan o supriman derechos y garantías fundamentales, pues 
está impedida de ingresar al fondo de lo que resuelven, ya que esta compulsa concierne únicamente a la 
jurisdicción ordinaria...”. En efecto, el amparo constitucional ni es un recurso de casación, ni pretende 
constituirse en otra instancia de “justicia paralela” a la ordinaria. 
 
564 Comentarios sobre los antecedentes y alcances de la referida sentencia constitucional, vide, Cifuentes 
Muñoz, Eduardo: “Tutela contra sentencias...”, op. cit. pág. 158 y ss. 
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en cuestión565, y; d) que presente un defecto de orden procesal, error in 
procedendo, es decir, cuando el juez se haya desviado por completo del 
procedimiento legalmente establecido por las correspondientes normas adjetivas. 
 
Pero no sólo eso, ya que, inexcusablemente todos y cada un de los supuestos 
habrán de constituir, además, “manifiesta” restricción, supresión o amenaza de 
restricción o supresión de los derechos y garantías protegibles en amparo. De lo 
contrario, si la resolución judicial ejecutoriada que se pretende impugnar no incurre 
en ninguno de los referidos supuestos de impugnación o, incluso, incurriendo en 
alguno de ellos, no afecta a ninguno de los derechos y garantías fundamentales 
protegidos por el amparo, dicha resolución, por muy ilegal o indebida que sea, no 
podrá constituirse en objeto de amparo; por lo tanto, frente a él, ni el propio Tribunal 
ni ningún otro órgano –a través de ningún medio- podrán suspender su eficacia o lo 
que es lo mismo, su ejecución inmediata. 
 
 
2.2.3. Actos ilegales u omisiones indebidas del Tribunal 
Constitucional 
 
Como se dijo en la introducción de este capítulo, no es frecuente encontrar en 
trabajos sobre amparo constitucional, los actos u omisiones del TC como parte de 
los actos u omisiones impugnables en amparo constitucional y menos aun, 
conociendo que el órgano encargado de resolver sobre dicha impugnación ha de 
ser el propio TC566. Por tal razón, la inclusión y desarrollo de este apartado, en 
                                                 
565 Bien es verdad que esta causal es más apropiada para interponer el Recurso Directo de Nulidad (art. 79 y ss. 
LTC), pero, no menos cierto es que, dicho recurso contra resoluciones judiciales procede sólo cuando la 
autoridad judicial haya obrado estando “suspendido de sus funciones o hubiere cesado” (art. 79.II LTC). De ahí 
que, pueda darse el supuesto, por ejemplo, de que un juez en material civil no estando suspendido ni cesado en 
sus funciones, dicte una sentencia condenatoria frente a un delito de orden penal, para el que no tiene ninguna 
competencia. En tal supuesto, no podrá interponerse el recurso de nulidad, ya que el juez habrá actuado sin estar 
suspendido ni cesado, pero no por ello el acto ilegal ha de constituirse en inimpugnable. Es precisamente, para 
este tipo de supuestos que esta pensada la referida causal. 
 
566 De todos los trabajos sobre amparo constitucional que se han revisado para la elaboración de este trabajo, 
uno sólo autor –en clave de tentativa, por lo tanto sin mayor detenimiento ni profundidad- se refiere a la 
posibilidad de impugnar en amparo actos del TC. Ese autor se pregunta cuál sería la solución si, “en lo que 
respecta a las infracciones que el Tribunal Constitucional pueda haber cometido en el desenvolvimiento de su 
propia actividad procesal, sobre todo si dichas infracciones constituyen, de acuerdo con la jurisprudencia del 
propia Tribunal, vulneraciones de algún derecho fundamental”; a modo de respuesta, el mismo autor, vislumbra 
dos posibilidades: “la primera posibilidad consistiría en entender que en un caso semejante sería admisible un 
recurso de amparo frente a la sentencia de amparo”, y; “la segunda vía a analizar sería la posibilidad de un 
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cierto modo, se efectúa admitiendo lo que normalmente es inadmisible, cual es, que 
una entidad, en este caso el TC, sea a la vez juez y parte de su propia causa. 
 
Sin embargo, la finalidad de su acometimiento, aun admitiendo ambos extremos, 
no es en modo alguno constituirse en el pionero sobre la materia ni mucho menos. 
En todo caso, obedece a la práctica jurisdiccional del amparo, es decir, a más de 
una sentencia de amparo constitucional cuyo objeto procesal ha sido, precisamente, 
los actos del propio TC. En tal sentido, lo que se pretende es más bien: por un lado, 
describir los argumentos y fundamentos que se han esgrimido en la tramitación de 
dichos procesos constitucionales y, de otro, a partir de dichos argumentos, la idea 
es precisar, en la medida de lo posible, algunos criterios sobre la impugnabilidad o 
no, de determinados actos del Tribunal Constitucional, a través del proceso de 
amparo. 
 
Así pues, el primer amparo que se presentó en contra de los actos del TC, data 
del 07 de marzo de 2.001, el mismo que fue resuelto a través de la STC Nº 
189/2001567. Del contenido de esta sentencia, para lo que aquí interesa, puede 
extraerse los siguientes antecedentes procesales: a) el amparo fue interpuesto por 
el Rector de la Universidad pública de Chuquisaca, por supuesta violación de sus 
derechos de petición (art. 7.h. CB), de igualdad ante la ley (art. 5 CB) y de defensa 
(art. 16.II CB); b) tal violación de los nombrados derechos se habría producido a raíz 
de que el Secretario General del TC había rechazado la presentación de un 
memorial de apersonamiento568, bajo el argumento de que "por instrucciones del 
Pleno del Tribunal no podía recibir memoriales con relación a demandas o recursos 
todavía no aceptados por la Comisión de Admisión...."; c) con esos antecedentes, el 
amparo se interpone contra el Pleno y el Secretario General del TC; d) la demanda 
                                                                                                                                                       
incidente de nulidad de actuaciones…”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y 
efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 62. 
 
567 A raíz de que el amparo fue presentado contra la Sala Plena del TC, la referida Sentencia –en revisión- fue 
dictada por tres Magistrados suplentes, quienes asumieron competencia en reemplazo de los Titulares recurridos 
que se excusaron (AC Nº 036/2001). Por cierto, la competencia de los suplentes, también fue observada por el 
recurrente, quien pidió su excusa, la misma que sería rechazada mediante AC Nº 037/2001. 
 
568 El recurrente, después de tomar conocimiento, a través de la prensa, de que se había interpuesto en su contra 
(y de otras autoridades universitarias) Recurso Directo de Nulidad, pretendía personarse a dicho proceso, pero, 
sin haber sido citado previamente con la admisión de dicho recurso. En otras palabras, pretendía constituirse en 
parte procesal sin que el recurso haya sido admitido a trámite. 
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es admitida por la Sala Plena de la Corte Superior del Distrito de Chuquisaca569; 
auto de admisión con la que son citadas las autoridades recurridas para la audiencia 
pública de verificación; e) a la audiencia se hicieron presentes el Secretario General 
y dos Magistrados por sí y en representación del Pleno del TC; f) en uso de la 
palabra, los Magistrados, en ningún momento alegaron ni que los actos del TC no 
pueden ser impugnados en amparo, ni su falta de legitimidad pasiva para ser 
demandados en amparo, sino más bien, implícitamente, asumieron esa calidad, ya 
que terminaron solicitando la denegación del amparo, bajo el argumento de que no 
se había cumplido con el principio de subsidiariedad570; g) luego de escuchada las 
dos partes, el Tribunal de Amparo mediante Resolución 019/2001, dicto sentencia 
de verificación declarando improcedente el recurso, es decir, denegando el amparo 
solicitado; h) la sentencia en cumplimiento del procedimiento preestablecido, fue 
remitida en revisión ante el TC y, finalmente; i) el TC mediante la referida sentencia 
(STC Nº 189/2001) resolvió aprobando el fallo objeto de revisión571. 
 
Los fundamentos de la referida sentencia, lo cierto es que no ingresan en la 
valoración de los presupuestos procesales del amparo; en ningún momento se 
refieren ni a la (in)competencia de la Sala Plena para conocer del proceso de 
amparo, ni a la falta de legitimación pasiva del Presidente y Magistrados del TC, 
para ser demandados en amparo; tampoco ingresa en la cuestión de si los actos -o 
determinados actos- del TC pueden o no ser impugnados en amparo constitucional. 
La Sentencia, con cierta abundancia, se limita a desvirtuar cada uno de los 
derechos invocados por el recurrente como derechos vulnerados, pero de ahí en 
más, se abstiene de cualquier otra consideración572. 
                                                 
569  De acuerdo con la Constitución (art. 19.II.) y la LTC (art. 95), ninguna Sala Plena y en ningún supuesto 
tienen competencia para conocer del recurso de amparo; Sin embargo, tal como se acaba de señalar, en el 
referido caso la nombrada Sala se arrogo, de hecho, dicha competencia. Pero más extraño aun es el hecho de 
que, tal situación no fue advertida y menos atacado, ni por los Magistrados que asistieron a la audiencia, ni por 
los que dictaron la sentencia de revisión. 
 
570 Los Magistrados alegaron que el recurrente "tenía la obligación de acudir a los niveles jerárquicos del 
Tribunal Constitucional y pedir una reconsideración para demostrar que había agotado los recursos previos”. A 
propósito, hay que decir que en la economía jurídica aplicable al TC no existe dicho recurso o reclamo al que 
hicieron referencia los Magistrados. 
 
571 La sentencia en cuestión, al igual que en el primer caso, fue dictada por los Magistrados suplentes, por 
cuanto los titulares se excusaron de conocer el mismo, por ser recurridos en el proceso objeto de la sentencia. 
 
572 La parte final de la Sentencia, no obstante que la referida Sala Plena que conoció del amparo en su fase de 
verificación había actuado sin competencia, vino a decir “Que la Corte de Amparo, al declarar 
IMPROCEDENTE el Recurso, ha evaluado correctamente los datos del proceso y las normas aplicables al 
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Dado que el Tribunal no se pronuncia sobre ninguno de los aspectos señalados, 
a priori, con excepción de la incompetencia de la Sala Plena, habrá de entenderse 
que los Magistrados del Tribunal Constitucional, sí pueden ser demandados en 
amparo y por ende, sus actos u omisiones constituirse en objeto de amparo 
constitucional. Frente a la falta de claridad y precisión de la referida sentencia, sería 
la STC Nº 1249/2001, la encargada de aportar mayores luces573. En concreto y 
entre otros fundamentos, dicha sentencia vendría a decir que: 
 
“(...) los preceptos constitucionales que regulan las acciones tutelares <no excluyen a 
ningún poder u órgano del Estado para ser recurrido>; pues este Tribunal entiende que un 
Estado Democrático de Derecho se rige por el imperio de la Constitución y las Leyes que 
obligan por igual a todos, gobernantes y gobernados, por lo mismo mal se podría pensar 
que los Magistrados del Tribunal Constitucional como tales estén excluidos de ser 
recurridos en las acciones tutelares; lo que significa que si éstos incurren en actos u 
omisiones ilegales o indebidas que restrinjan o supriman derechos o garantías 
constitucionales podrán ser recurridos...”. 
 
Como se puede advertir, la sentencia en cuestión, en relación con la legitimación 
pasiva de los Magistrados del TC, no deja lugar a ninguna duda, puesto que con 
total precisión establece que los Magistrados del TC, por principio de igualdad que 
rige en todo Estado democrático de Derecho, no están excluidos de ser “recurridos 
en las acciones tutelares”. Sin embargo, lo que aun no quedaba claro es, qué actos 
u omisiones del TC pueden constituirse en objeto de amparo constitucional. Esta 
cuestión sería resuelta por una tercera sentencia, la STC Nº 1769/2003, donde el 
Tribunal, establecería lo siguiente: 
 
“(...) el sistema procesal constitucional adoptado por la Constitución y la Ley del Tribunal 
Constitucional para el ejercicio del control de constitucionalidad, en resguardo del principio 
de la seguridad jurídica, instituye la cosa juzgada constitucional, lo que significa que las 
sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional tienen carácter definitivo, absoluto e 
                                                                                                                                                       
mismo”. Inmediatamente después, pronunciaría su fallo en los siguientes términos: “POR TANTO: El Tribunal 
Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 19-IV, 120-7ª de la Constitución 
Política del Estado y 102-V de la Ley Nº 1836, APRUEBA la Resolución Nº 019/2001 cursante a fs. 108 y 109, 
pronunciada el 19 de enero de 2001, por la Sala Penal de la Corte Superior del Distrito Judicial de 
Chuquisaca”. 
 
573 Esta sentencia, al igual que el primero, recaería sobre actos del TC que habían sido impugnados. Sin 
embargo, a diferencia del primero, ésta, sería tramitada por la Sala Civil Primera y no así por la Sala Plena como 
sucedió en el primer caso; asimismo, los recurridos serían la Sala Plena en su conjunto; a la audiencia de 
amparo se harían presentes dos Magistrados por sí y en representación del Pleno del TC. 
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incontrovertible, de manera tal que sobre el tema resuelto no puede volver a plantearse 
nuevo litigio a través de recurso alguno, ya que expresamente está excluida esa 
posibilidad por mandato de los arts. 121. I CPE y 42 LTC. En consecuencia, resulta 
inadmisible la procedencia del amparo constitucional como medio de impugnación y 
revisión de una Sentencia Constitucional cuando ésta, por imperio de la Constitución, ha 
adquirido la calidad de cosa juzgada constitucional. 
Atendiendo a los fundamentos antes referidos se concluye que las personas que plantean 
un recurso de amparo contra Sentencias Constitucionales hacen un uso equivocado de la 
acción, distorsionando su esencia y naturaleza tutelar, al ser evidente que, como en el 
presente caso, el recurso no está orientado a obtener protección efectiva de algún derecho 
fundamental o garantía constitucional, sino que busca, contra lo dispuesto en la 
Constitución y la ley, así como la doctrina constitucional sobre el tema, crear una segunda 
instancia en la jurisdicción constitucional para lograr la revisión y anulación de una 
Sentencia Constitucional.  
Por todo ello, los Jueces o Tribunales de amparo, en estricto cumplimiento de las normas 
previstas por el art. 121.I CPE y art. 42 LTC, no deben admitir sino rechazar in limine los 
recursos de amparo constitucional en los casos en que sean planteados contra Sentencias 
Constitucionales emitidas por el Tribunal Constitucional”574. 
 
Ahora bien, de las tres sentencias que se acaban de describir, sin ánimo de 
exhaustividad, se puede extraen las siguientes precisiones: a) el Tribunal 
Constitucional en tanto órgano público del Estado, está sometido, en igualdad de 
condiciones con el resto de los órganos públicos, a la Constitución y, por 
consiguiente, se halla vinculado –al igual que todos- por los derechos y garantías 
fundamentales; b) como consecuencia de ello, los Magistrados del Tribunal, 
efectivamente, sí pueden ser sometidos a las acciones tutelares575, en este caso, al 
                                                 
574 El amparo fue presentado ante la Sala Plena de la Corte Superior del Distrito Judicial de Chuquisaca. La 
Sala Plena, no obstante, de carecer de competencia -en evidente (ojala no deliberada) contravención a lo 
establecido en la STC Nº 1249/2001, que ya le había advertido de dicha incompetencia-, nuevamente admitió la 
demanda y en efecto ordeno la citación de los Magistrados recurridos a efectos de que se hagan presentes en la 
audiencia pública de verificación. Esta vez, el objeto del amparo fue una sentencia del TC, cuyo trámite 
transcurrió de la siguiente manera; luego del procedimiento de rigor, a la audiencia de verificación se hicieron 
presentes las dos partes; por el TC se hicieron presentes en sala dos Magistrados por sí en representación de los 
restantes Magistrado también recurridos; escuchada la argumentación de cada una de las partes, el Tribunal de 
amparo, en este caso, la Sala Plena, dictó sentencia -en fase de verificación- denegando el amparo solicitado, 
con imposición, además, de 2.000 Bs. de multa al recurrente. La sentencia como es debida (art. 102.V. LTC) 
dentro de las 24 hrs. fue remitida ante el TC para su revisión; radicado el expediente en el TC y luego del 
procedimiento de rigor, el amparo concluyo con la STC Nº 1769/2003, la misma que aquí se comenta. 
 
575 Pero, además, no sólo pueden ser sometidos a las acciones tutelares y ante la jurisdicción constitucional, sino 
también, al resto de las instancias judiciales; la única diferencia está en que, en el primer supuesto, será por 
restricción o supresión de los derechos y garantías fundamentales y en el segundo supuesto, de un lado, por 
delitos cometido en el ejercicio de sus funciones y de otro, por incurrir en delitos comunes en el 
desenvolvimiento de su vida privada. En otras palabras, los Magistrados del TC como cualquier funcionario 
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proceso de amparo constitucional, lo cual supone decir; c) que los actos u 
omisiones de los Magistrados, sí pueden constituirse en objeto de amparo, aunque 
no todos los actos ni en todos los supuestos576, sino; b) sólo aquellos que no son de 
carácter definitivo, es decir, aquellos que no tienen calidad de cosa juzgada 
constitucional577. Respecto esta última precisión, hay que decir, además, que dichos 
actos podrán constituirse en objeto de amparo, sólo tratándose de actos o 
resoluciones no definitivas, por un lado578, y que constituyan restricción, supresión o 
amenacen de restricción o supresión, de modo inmediato y directo, los derechos y 
garantías fundamentales protegidos por el amparo constitucional, por el otro. 
 
Por otra parte, ya para concluir, está claro que el entendimiento del Tribunal y las 
“conclusiones” que se acaban de señalar, no hacen más que ajustarse al mandato 
constitucional previsto en el art. 34 CB; este precepto establece que, con 
independencia de su jerarquía o investidura, nadie -incluido los Magistrados del TC- 
puede alegar inmunidad alguna ni prerrogativa similar para quedar al margen del 
                                                                                                                                                       
público investido de autoridad, son responsables por los actos u omisiones en el ejercicio de sus funciones y tal 
es así, que de incurrir en algún delito están sujetos a las mismas normas del juicio de responsabilidades que rige 
para los Ministros de la CSJ. Por otro lado, en tanto personas particulares, es decir, por actos fuera del ejercicio 
de la magistratura, llámense actos privados o contractuales por ejemplo, de igual modo están sujetos a las 
normas sustantivas y adjetivas del país y por ende, pueden ser sometidos a los procesos ordinarios y 
extraordinarios. Justamente en tal sentido, la LTC en su art. 19 establece, “El procesamiento de los Magistrados 
del Tribunal Constitucional, por delitos cometidos con motivo del ejercicio de sus funciones, se rige por las 
normas del juicio de responsabilidades previstas para los Ministros de la Corte suprema de Justicia. Por otros 
delitos, estarán sujetos a las normas comunes del Código de Procedimiento Penal". 
 
576 La idea de restringir al máximo los supuestos en los que cabe amparo contra el TC, no tiene otra finalidad 
que la de evitar una espiral de recursos de amparo; por otro lado, evitar la paradoja de que ninguna actuación 
jurisdiccional podría ser nunca la última, porque en la misma siempre sería concebible la infracción de un 
derecho fundamental que tendría que ser reparada a través de otro amparo. Sobre esta cuestión, vide, Díez-
Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. págs. 61 y ss.. 
 
577 En este sentido, a través de una de sus sentencias, el TC dirá que, “es necesario dejar sentado que no se 
puede interponer Amparo buscando revocar la sentencia de otro presentado con anterioridad, ya que ello 
importaría anular la efectividad de la justicia constitucional a través de un círculo de recursos por un lado; y 
por otro, implicaría permitir que por medio de un sesgo jurídico se revisen los fallos del Tribunal 
Constitucional, lo cual jurídicamente no es admisible, ya que por disposición del artículo 42 de la Ley Nº 1836 
tienen carácter definitivo”. Así la STC Nº 418/2001. Por otra parte, hay que hacer notar que las “conclusiones” 
b) y c), no hacen otra cosa que poner de manifiesto, por un lado, que “los que vulneran derechos y garantías 
constitucionales, quedan sujetos a la jurisdicción ordinaria” (art. 34 CB) y, en su caso, a la jurisdicción 
constitucional; por el otro, el principio de no recurribilidad de las sentencias del TC establecido en el art. 121.I 
CB. Este precepto establece que “Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso ulterior 
alguno”; A propósito, se dice que dicho precepto “está directamente inspirado en el artículo 164 de la CE de 
1978”, así, Fernández Segado, Francisco, en: La jurisdicción constitucional en Bolivia. La ley..., op. cit. pág. 34. 
 
578 A primera vista, la posibilidad señalada, podría parecer innecesario, pero no por ello inconveniente, pues en 
definitiva, como diría Díez-Picazo G. refiriéndose al amparo español, de los que se trata es de “articular un 
expediente procesal que permita al Tribunal revisar sus actuaciones procesales vulneradoras de derechos 
fundamentales”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las 
sentencias…”, op. cit. pág. 66. 
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imperio de la Constitución y el carácter vinculante de los derechos y garantías 
fundamentales579. 
 
 
3. Actos ilegales u omisiones indebidas de los particulares en las 
«relaciones horizontales» o Drittwirkung 
 
Que duda cabe que ante un Estado que se bate en retirada y, ante los procesos 
de globalización a los que asiste el mundo580, son las actuaciones de los poderes 
privados las que, ocultamente en algunas ocasiones y abiertamente en otras, 
protagonizan actualmente los ataques más peligrosos a la libertad de los 
ciudadanos581. En tal sentido, la posibilidad de impugnar directamente, a través del 
                                                 
579 Mas o menos, similar situación, aunque con otras connotaciones (problema de conflicto de poderes entre el 
TCE y el TSE), sucede en la practica judicial española. Vale la pena referirse a dicha experiencia, ya que, los 
argumentos y fundamentos allí esgrimidos, sin lugar a dudas son de importancia a efectos de “reforzar” el 
entendimiento de que los fallos del Tribunal Constitucional son definitivos y no están sujetos a revisión o 
recurso alguno. Así pues, uno de los último “enfrentamientos” se origino en una sentencia de la Sala Primera de 
lo Civil, del Tribunal Supremo español del 23 de enero de 2004, mediante esa sentencia, la referida Sala 
condenó por responsabilidad civil a once de los doce Magistrados del Tribunal Constitucional, disponiendo el 
pago de 500 € cada uno. La sentencia en cuestión, se originaría en una demanda de daños y perjuicios 
interpuesto contra el TC, por haber rechazado éste -sin la suficiente motivación ni fundamentación- un recurso 
de amparo y su correspondiente recurso de súplica a través de una Providencia y Acuerdo respectivamente. La 
mencionada Sala del TSE, que conoció de dicha demanda, luego del análisis de los antecedentes, juzgó que en 
la conducta de los Magistrados del TC: “no cabe duda de que también, en el presente caso, existe una culpa o 
negligencia basada en una actuación sin la diligencia debida”, ya que, “en dicha Providencia y Acuerdo al no 
dar respuesta lógica a la pretensión de amparo, los Magistrados demandados han actuado con una negligencia 
profesional grave, que supone, para el caso concreto, una ignorancia inexcusable, ya que la ilicitud o 
antijuridicidad tiene como base la violación de unas normas absolutamente imperativas...”. Con este 
argumento (ratio decidendi), y con un voto particular discrepante, fallarían de la siguiente manera: “1º.- 
Declarar incursos en responsabilidad civil a todos los demandados. 2º.- Condenar a cada uno de los 
demandados a pagar al demandante la cantidad de QUINIENTOS EUROS (500 €). 3º.- No hacer expresa 
declaración sobre la imposición de costas procesales”. 
Pocos días después, obviamente, luego de haber sido notificados con dicha sentencia, el Pleno del Tribunal 
Constitucional aprobó un Acuerdo resolviendo lo siguiente: “Declarar que las resoluciones dictadas por el 
Tribunal Constitucional en los recursos de amparo no pueden ser enjuiciadas por ningún órgano del poder 
judicial dado que sólo a este Tribunal corresponde, conforme a la Constitución y a su Ley Orgánica, resolver 
tales recursos” y “declarar que el enjuiciamiento de las resoluciones recaídas en recursos de amparo, 
realizado por vía de la acción de responsabilidad civil, constituye una invasión de la jurisdicción, exclusiva y 
excluyente, atribuida a este Tribunal Constitucional por la Constitución”. 
 
580 Aunque en Bolivia, hay que decir que, de un tiempo a esta parte, paradójicamente, viene sucediendo lo 
contrario: se viene afrontando un proceso de estatalización, bajo el rótulo de nacionalización, promovida por el 
Gobierno de la Nación. 
 
581 En este sentido, De Vega, Pedro, en el prólogo al trabajo de, Figueruelo, Ángela: El Recurso de Amparo…, 
op. cit. pág. 16. Es más, siguiendo la línea argumental, el mismo autor agregará: “al reducirse el ámbito 
protector del Amparo a los llamados «actos de autoridad», dejando fuera de su tutela las conculcaciones de los 
derechos y el avasallamiento de las libertades derivados de la acción de los poderes privados, su configuración 
como recurso definitivo y gran conquista jurídica y política de la Democracia Constitucional moderna, no 
pasará de ser otra cosa que la simple consagración de un mito”, Íbidem. 
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proceso de amparo, los actos de los particulares, sin duda, halla su principal 
fundamento, precisamente, en el hecho de que en la actualidad, no sólo que no es 
el Estado quien vulnera los derechos y garantías fundamentales, sino que los 
particulares se encuentran incluso en mayores condiciones para violarlos582. Por lo 
tanto, su configuración frente a determinados actos u omisiones de los particulares, 
está doblemente justificada, pues, no sólo sirve para mantener el respeto y la 
vigencia de los derechos y garantías fundamentales en las relaciones entre 
particulares, sino incluso, para la propia hermenéutica constitucional583. 
 
Sin embargo, dicha posibilidad, no siempre gozaría de una aceptación general ni 
mucho menos. Acaso por tal razón, ha sido -y probablemente aun continúa siendo- 
objeto de intenso debate, especialmente en el Derecho comparado y muy en 
particular, en aquellos ordenamientos que no contemplan esa posibilidad, es decir, 
en aquellos donde el amparo no se activa, no al menos de manera directa, frente a 
los actos de los particulares. Ese es el caso, por ejemplo, de los amparos alemán y 
español. Aunque, bien es verdad que el fondo del problema, en torno al cual ha 
venido girando el debate, tanto en Alemania como en España, no ha sido sobre si 
cabe o no dicha posibilidad, sino respecto de si los derechos y garantías 
fundamentales tienen, también, eficacia en las relaciones entre particulares, más 
propiamente, en las relaciones privadas de éstos584. 
 
Ciertamente, el debate ha sido intenso, aunque a estas alturas se puede decir 
que la cuestión de fondo, en gran medida, ya está superada. De hecho, en la 
doctrina española, se dirá que la proyección de los derechos fundamentales sobre 
                                                 
582 García-Pelayo, Manuel, Las transformaciones del Estado contemporáneo, Civitas, Madrid, 1988, pág. 66. 
 
583 En efecto, se dirá que la posibilidad de impugnar los actos de los particulares, -directa o indirectamente- a 
través del amparo ante el TC, trae consigo un doble efecto: por una parte, permite “que los derechos 
fundamentales desplieguen toda su efectividad, ya que vinculan también a los particulares” y, por otra, permite 
“que se garantice la unidad interpretativa de los derechos fundamentales, tarea que corresponde al Tribunal 
Constitucional en cuanto intérprete supremo de la Constitución”, así, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de 
amparo, op. cit. pág. 131. 
 
584 Al respecto, la bibliografía española es relativamente abundante, aunque, según se dice, deudora en gran 
medida de la doctrina alemana. En cualquier coso, por citar algunos, puede consultarse los siguientes trabajos: 
Cuadra-Salcedo, Tomás: El recurso de amparo y los derechos fundamentales en las relaciones entre 
particulares, Civitas, Madrid, 1981; García Torres, Jesús y Jiménez Blanco, Antonio: Derechos fundamentales 
y relaciones entre particulares, Civitas, Madrid, 1986; Bilbao Ubillos, Juan María: La eficacia de los derechos 
fundamentales frente a los particulares (análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional), Centro de 
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1997; Venegas Grau, María: Derechos fundamentales y derecho 
privado : los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares y el principio de autonomía privada, 
Marcial Pons/Instituto de Derechos Humanos "Bartolomé de las Casas”, Madrid, 2004. 
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las relaciones privadas y la consiguiente vinculación de los sujetos particulares a los 
correspondientes mandatos, “es hoy en día un hecho irrebatible”585 y, por consigui-
ente, “la eficacia de esos derechos en el ámbito privado es innegable”586. Con todo 
ello otro autor dirá que, “la exclusión de los actos de los particulares por el amparo 
español de su ámbito objetivo es cierta –sólo- desde el punto de vista procesal y no 
así desde el punto de vista sustantivo”587. Así pues, se concluirá señalando que, 
dicha exclusión no implica que no quepa controlar a través del recurso de amparo la 
eficacia de los derechos fundamentales en las relaciones inter privatos; pues, el 
mecanismo a través del cual se verifica dicho control está íntimamente vinculado a 
la idea, tomada de la doctrina alemana, de la eficacia indirecta de los derechos 
fundamentales en las relaciones entre particulares (Drittwirkung)588. 
 
En relación con la experiencia boliviana, sin embargo, no se puede decir lo 
mismo puesto que, frente al amparo constitucional, la «drittwirkung» no ha supuesto 
mayor trance y mucho menos ha generado debate doctrinal alguno. Esa ausencia 
de debate, por cierto, no sólo en relación con esta cuestión sino con muchos otros 
aspectos del amparo; esta vez, probablemente, se deba al hecho de que, desde un 
principio, la configuración constitucional del amparo boliviano (a diferencia del 
español o alemán, pero al igual que el colombiano o peruano, entre otros)589, traía 
consigo la protección directa e inmediata de los derechos y garantías fundamentales 
frente a los particulares; esto es, no limitaba su objeto únicamente a los actos u 
omisiones de los poderes públicos, sino que, incluía en dicho ámbito, además, los 
actos u omisiones de los particulares590. 
                                                 
585 Así, entre otros, García Murcia, Joaquín, en: “Comentarios al artículo 44”, op. cit. pág. 728. 
 
586 Íbidem., pág. 129. 
 
587 En este sentido, vide, Cruz Villalón, Pedro: “Acotaciones al proyecto de reforma de la justicia 
constitucional”, en, Espín Templado, Eduardo, Fernández Farreres, Germán y Cruz Villalón, Pedro: La reforma 
de la justicia constitucional, Aranzadi, Navarra, 2006, pág. 77. 
 
588 Vide, Pérez Tremps Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 130. Siguiendo al mismo autor, conviene 
aclarar que la protección indirecta que brinda el amparo español frente a los actos de los particulares, presupone 
que “el objeto del amparo, el acto impugnado, no puede nunca ser el acto procedente del particular, sino la 
decisión judicial que controle dicho acto y que no haya reparado la lesión”; en efecto, “la demanda..., deberá 
dirigirse contra esa decisión judicial”, Íbidem., pág. 131. 
 
589 Ese es el caso de los amparos ecuatoriano y venezolano, cuyo ámbito objetivo se extiende, igual que en el 
amparo boliviano, a los actos u omisiones de los particulares. 
 
590 En la actualidad, pese a las dos reformas constitucionales que le han sobrevenido (1.994 y 2004), dicha 
configuración constitucional, es decir, la de 1.967, permanece inalterable. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 315
Así las cosas, pareciera que, tanto en la práctica como en el ámbito académico, 
no había motivo para contrariar la Constitución, es decir, no había razón para 
buscar problemas donde, a primera vista, no las había. Más bien al contrario, el 
hecho de que a través del amparo pueda impugnarse directamente los actos u 
omisiones de los particulares, presuponía y presupone aun, una posibilidad real y 
efectiva para hacer valer, ante el TC y con carácter inmediato, los derechos y 
garantías fundamentales que protege el amparo constitucional.  
 
Sin embargo, seguramente por la influencia de las referidas experiencias, de un 
tiempo a esta parte, más específicamente, a partir del funcionamiento del TC, ya se 
escuchan voces disonantes, aunque no necesariamente en contra de dicha 
configuración ni en torno a las problemáticas de fondo que plantea la «drittwirkung», 
sino en contra de la amplitud de su regulación. Así por ejemplo, se dirá que el 
carácter amplio de la procedencia del amparo constitucional en relación con los 
actos u omisiones de los particulares, por un lado, “puede surtir un efecto contrario 
al esperado” y, por el otro, “se estaría produciendo una suplantación de la 
jurisdicción ordinaria por la extraordinaria”591. 
 
Evidentemente, la referida regulación es bastante amplia y es cierto que su falta 
de especificidad puede traer consigo más disgustos o frustraciones que 
satisfacciones, tanto para el mismo amparo incidiendo en el normal funcionamiento 
del Tribunal, como para los propios interesados –los recurrentes- por las 
desmedidas expectativas a las que dar lugar. Pero no sólo eso, ya que la falta de 
especificidad de los supuestos en los que cabe acudir en amparo contra los actos 
de los particulares, es también motivo de otra “disputa”; esta vez, entre la 
jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, donde la primera se siente 
invadida en sus competencias naturales por la segunda. Ambas cuestiones son, 
precisamente, las que ponen de manifiesto la necesidad de realizar algunas 
precisiones adicionales que permitan entender en todo su alcance la tarea del 
control de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares592.  
 
                                                 
591 Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción Constitucional. Proceso constitucionales..., op. cit. pág. 395. 
 
592 En este sentido, aunque refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. 
cit. pág. 131. 
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En clave de tentativa, a los efectos señalados, la premisa de la que se debe 
partir es la siguiente: el proceso de amparo, en tanto mecanismo jurisdiccional y 
extraordinario de protección de los derechos y garantías fundamentales frente a los 
actos u omisiones de los particulares, no opera –ni puede operar- del mismo modo y 
en los mismos términos que frente a los actos provenientes de los órganos públicos 
o actos de autoridad593. A partir de esta premisa, lo segundo que se debe tener 
presente es que el amparo frente a los actos de los particulares, sólo se activa de 
manera excepcional, es decir, sensu contrario, no se activa frente a todos los actos 
u omisiones de los “poderes privados”. La excepcionalidad de su activación, 
obedece, básicamente, al hecho de que la protección de los derechos fundamen-
tales en las relaciones privadas entre particulares, por antonomasia, es competencia 
-poco menos que exclusiva- de los jueces y tribunales ordinarios y no así del 
Tribunal Constitucional. 
 
Ahora bien, la apertura excepcional del amparo frente a los actos de los 
particulares, además de lo señalado al comienzo de este apartado, se justifica: por 
un lado, en la dimensión objetiva de los derechos y garantías que el amparo 
protege, es decir, en su valor superior, su fundamentalidad inherente y, por el otro, 
como consecuencia del primero, en la “obligación” de no supeditar su ejercicio a los 
formalismos dilatorios que no hacen más que prolongar aquellas restricciones u 
supresiones que deben ser inmediatamente restituidos. Por otro lado, la inmediatez 
o mejor dicho, el “adelantamiento” –no así la “suplantación”- a través del amparo, de 
la jurisdicción constitucional a la ordinaria, frente a determinados actos de los 
particulares, se justifica a su vez, en la primordial urgencia e importancia que dicha 
intervención reviste, precisamente, para el libre ejercicio de los derechos objeto de 
su protección; para el normal desarrollo de la personalidad. 
 
Tomando en cuenta dichas consideraciones y ya con mayor concreción, el 
amparo frente a los actos de los particulares, debería de activarse, por lo tanto, sólo 
                                                 
593 Al respecto, en relación con el amparo español, se dirá, “el que los derechos fundamentales en las relaciones 
entre particulares puedan garantizarse por esta vía indirecta no significa que necesariamente su eficacia sea la 
misma cuando vinculan a los poderes públicos y a los particulares. (...), los distinto derechos fundamentales en 
cuanto derechos subjetivos, despliegan su eficacia de manera muy distinta en unas relaciones jurídicas y en 
otras, debiendo modular dicha eficacia en función de múltiples circunstancias y, en particular, en función de la 
naturaleza jurídico-pública o jurídico-privada de esas relaciones”, así, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de 
amparo, op. cit. pág. 132. 
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en los siguientes supuestos: a) actos u omisiones de los particulares que prestan 
servicios públicos, por ejemplo, las empresas privadas concesionarias; b) actos u 
omisiones de los particulares respecto de las personas que se encuentran bajo su 
dependencia, por ejemplo, dependencia laboral; c) actos u omisiones de los 
particulares que se encuentra en situación de superioridad en relación con la 
persona titular del derecho lesionado, por ejemplo, un particular respecto una 
empresa multinacional y, en los tres casos, c) que la vía judicial ordinaria resulte 
ineficaz por arrastrar un daño irreparable594. A priori, sólo en estos términos, el 
amparo, no se presentará como una suplantación de la jurisdicción ordinaria por la 
extraordinaria595. 
 
En términos generales, se puede decir que ese es el entendimiento que subyace 
de la jurisprudencia del Tribunal. Así por ejemplo, en un primer momento, el TC dirá 
que por lo general, “las relaciones entre los particulares discurren en un plano de 
igualdad y de coordinación”; sin embargo, “la equidistancia entre los particulares se 
quebranta cuando algunos de ellos, por diversas causas, detentan una situación de 
superioridad o ventaja frente a los otros, que entonces pueden encontrarse en un 
estado de subordinación o indefensión”. En tales supuestos, continúa el Tribunal “la 
Constitución, como es lógico, protege a los particulares que resultan víctimas de los 
que vulneran sus derechos fundamentales”. El fundamento de dicha protección no 
sería otra que el “control del ejercicio del poder”. Poder que despliegan “no 
                                                 
594 Los supuestos a) y b), ya habían sido propuestos por, Rivera Santiváñez, J. Antonio, en: Jurisdicción 
constitucional. Procesos constitucionales en..., op. cit. pág. 395. En cambio, Cifuentes Muñoz, Eduardo, en su 
trabajo, “La Eficacia de los Derechos Fundamentales frente a los Particulares” en, Cuadernos Constitucionales 
México-Centroamérica, Universidad Nacional Autónoma de México, México DF, 1998, pág. 21; dirá que “la 
protección de la acción de tutela (amparo en Colombia) frente a los actos de los particulares sólo procede en los 
casos siguientes: a) contra particulares que prestan servicios públicos, b) contra particulares respecto de los 
cuales el demandante se encuentre en una relación o situación de insubordinación o indefensión, c) contra los 
actos de particulares que someten a esclavitud y trata de seres humanos”. 
 
595 Evidentemente, la dificultad se presenta al momento de definir, cuando una conducta –particular- deba ser 
objeto de recurso de amparo y cuando objeto de un proceso judicial ordinario; instancia que desde luego, es 
también y en primer término, la llamada a resolver y proteger el respeto y la vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales. Así por ejemplo, no obstante que el texto de la Constitución, no reconoce explícitamente entre 
otros: el derecho al honor; sin embargo, el Código Penal, sí sanciona o califica como delitos de difamación y 
calumnia toda locución injuriosa. En efecto, la cuestión es si ese acto “injurioso” que atenta contra el derecho al 
honor deba ser objeto del recurso de amparo o de proceso penal. Al respecto, el TC tal como se verá más 
adelante, sin mayor abundamiento, ha sentado jurisprudencia en el sentido de que, la operatividad del recurso de 
amparo no es óbice para la apertura del proceso judicial correspondiente, por supuesto, en aquellos casos donde 
la causa del recurso constituya materia de enjuiciamiento judicial o administrativa. Pero entre tanto, en aquellos 
supuestos donde el derecho o garantía fundamental requiere su inmediata protección, el amparo constitucional 
es sin duda el mecanismo idóneo para el restablecimiento de aquel derecho o garantía fundamental quebrantada. 
En este sentido, una de sus últimas sentencias, la STC Nº 1549/2005. 
Naturaleza y delimitación constitucional del proceso de amparo 
 318
solamente las autoridades públicas, sino que también, se extiende a determinados 
particulares, quienes, por diferentes razones y en determinadas circunstancias, lo 
ejercen de manera arbitraria”, es decir, desconociendo derechos y garantías 
fundamentales (STC Nº 382/2001). 
 
Sobre la base de dicho razonamiento, en una posterior sentencia, esta vez en 
relación con un concreto derecho, el derecho fundamental de petición, el Tribunal, a 
pesar de haber establecido, en un principio, que tal derecho sólo era oponible frente 
a las autoridades o funcionarios públicos; reencausaría dicha línea doctrinal, 
ampliando la invocación de tal derecho, incluso, frente a las entidades privadas. En 
este sentido, la STC Nº 1366/2004, establecería, además, determinados criterios 
orientativos, en los siguientes términos:  
 
“El derecho de petición reconocido por el art. 7 inc. h) de la CPE, constituye una protección 
para los administrados, para cuya efectivización es imprescindible adoptar políticas que 
aseguren su ejercicio en función al desarrollo de los derechos humanos a la luz de la 
Constitución Política del Estado, los Convenios y Tratados Internacionales, la doctrina y la 
legislación comparada; en esta línea de entendimiento, el Tribunal Constitucional considera 
que en aplicación del principio de expansión de los derechos fundamentales, el derecho de 
petición es oponible ante las entidades privadas en determinados casos; concretamente: a) 
cuando una institución privada, presta un servicio público a la comunidad; y b) cuando se 
trata de organismos u organizaciones que están investidos de autoridad o realizan funciones 
de autoridad y por ende, con capacidad de adoptar decisiones que puedan lesionar derechos 
fundamentales de la persona; en cuyo caso, es un imperativo el procurar una respuesta 
negativa o positiva a las peticiones que a ellos les sea formulado; en consecuencia, es en 
ese marco comprensivo del derecho de petición que debe ser analizado el recurso formulado 
y la denuncia de lesión de este derecho”596. 
 
Siempre en relación con los actos de los particulares y según la jurisprudencia 
del TC, se advierte que los actos de los particulares impugnados en amparo por 
infracción de los derechos fundamentales, en su mayoría son actos de hecho, es 
decir, por fuerza de voluntad. Dichas conductas de hecho, a su vez, en su mayoría 
tienen que ver con arrendamiento de viviendas y la dependencia laboral. A 
propósito, con respecto a las conductas de hecho, no sólo de los particulares sino 
también de las autoridades públicas, restrictivas de los derechos y garantías 
                                                 
596 Dicho entendimiento sería reiterado, por la STC Nº 0795/2005, entro otros. 
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fundamentales, la línea jurisprudencial del TC, se expresa en los siguientes 
términos:  
 
“(...) corresponde recordar que frente a las medidas de hecho, cometidas por autoridades 
públicas o por particulares, el criterio de este Tribunal ha sido uniforme en declarar la 
procedencia del amparo de manera directa prescindiendo inclusive de su carácter subsidiario, 
como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos fundamentales 
considerados lesionados”597. 
 
A partir de dicha premisa, en aquellos supuesto, como los referidos a los 
arrendamientos de viviendas donde el propietario, ante la falta de pago, adopta 
medidas de hecho, como por ejemplo, corta el suministro de agua potable o de 
energía eléctrica o, impide incluso el ingreso del inquilino en la vivienda objeto de 
arrendamiento, el Tribunal ha declaro procedente el amparo, es decir, ha concedido 
amparo, con el siguiente razonamiento: 
 
“En el caso que se revisa, los recurridos han actuado de manera ilegal al impedir -como se 
tiene examinado- que los actores y sus hijos ocupen las habitaciones que tienen alquiladas 
en su inmueble, y al cortar el suministro de los servicios de agua potable y luz eléctrica, ya 
que para lograr el desalojo de la vivienda por falta de pago de alquileres, existe la vía legal 
pertinente, sin que a nadie le esté permitido hacerse justicia por mano propia (art. 1282 
CC), todo lo que hace procedente la tutela que buscan los recurrentes, máxime por 
tratarse del derecho a la vivienda de una familia, cuya protección debe ser inmediata, 
aunque existieren otros medios legales a tal fin” (STC Nº 0199/2003). 
 
Del mismo modo, frente a los actos de hecho de los particulares que vulneran 
los derechos de aquellas personas que se encuentran en estado de dependencia, 
más concretamente, de dependencia laboral, el TC, a través de su sentencia Nº 
0765/2005, entre otras598, viene a recordar lo siguiente: 
 
“Respecto a la problemática del caso de autos, este Tribunal Constitucional de manera 
uniforme en diversas sentencias se ha pronunciado otorgando la tutela solicitada 
declarando procedente el recurso de amparo, cuando se ha evidenciado la interrupción 
laboral por despido u otra forma de interrupción intempestiva de la relación obrero patronal 
                                                 
597 Así, la profusa jurisprudencia expresada, entre otros, en las SSTC Nos. 1053/2004, 1894/2003, 517/2003 y 
418/2003. 
 
598 Entre esas sentencia, puede verse las siguientes: SSTC Nos. 0443/2003, 096/2004, 1905/2004, 130/2005 y 
286/2005 
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de una mujer en periodo de gestación, hasta el año inclusive de nacimiento del infante, ya 
sea que preste servicios en el sector público o privado”. 
 
En definitiva, queda dicho con ello que, el Estado, a través de sus diferentes 
mecanismos, institucionales y jurisdiccionales, en este caso, a través del proceso de 
amparo constitucional, debe buscar en todo tiempo y momento, hacer guardar el 
respeto y la vigencia de los derechos y garantías fundamentales; esto, sin importar 
que la restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión provenga de los 
funcionarios públicos o los particulares. Sólo así estará cumpliendo a cabalidad con 
su función de brindar a todos y cada uno de las personas un espacio libre y seguro. 
Libre de obstrucciones e intromisiones en el ámbito del ejercicio de los derechos 
fundamentales y, seguro, en el sentido de que toda injerencia –externa, pública o 
privada- en dicho ámbito será inmediatamente restablecida.   
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VI. PRESUPUESTOS GENERALES DEL PROCESO DE AMPARO I: 
Principios procesales, normas aplicables y órganos que conocen del 
proceso de amparo 
 
La configuración del amparo como un auténtico proceso, además de los 
presupuestos sustanciales ya descritos en el capítulo III.2, implica, la necesidad de 
acometer lo relativo a su organización procesal; es decir, requiere la sistematización 
de todos y cada uno de sus elementos consustanciales que, desde el punto de vista 
procesal, hacen del mismo un verdadero proceso judicial. Dicha sistematización, 
desde ya, no puede emprenderse sino desde la estructura procesal diseñada por la 
propia Constitución. En efecto, como ya se dijo, la Constitución diseña el proceso de 
amparo, el iter procesal, en dos fases: la primera denominada -en este trabajo- 
como la «fase de verificación» y la segunda, denominada como la «fase de 
revisión». Cada una de las referidas fases se compone de una serie de pasos o 
procedimientos cuya inobservancia o ausencia impiden hablar de proceso. 
Asimismo, como en “cualquier otro proceso judicial”1, cada uno de los actos 
procesales, para ser tales, requieren de unos mínimos requisitos sin los cuales no 
cabe hablar de actos procesales propiamente dicho. 
 
Lo cual supone decir que la estructura procesal del amparo en tanto proceso de 
naturaleza extraordinaria, es distinta a la estructura del resto de los procesos 
ordinarios. Se trata de una estructura procesal peculiar, tanto por su distribución 
interna como por los órganos competentes y las normas aplicables; pero, también, 
por los presupuestos procesales de cada uno de los actos procesales que se 
desarrollan en las distintas fases del proceso. Este Capítulo en lo que respecta a la 
distribución interna del proceso, tal como reza el título, con carácter general y/o 
aplicable a todo el proceso en sus dos fases, se ocupará de los principios 
procesales, normas aplicables y los órganos competentes.  
                                                 
1 No obstante, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que “en determinadas fases del recurso de amparo 
deben aplicarse las técnicas propias de los recursos que se ventilan ante los tribunales ordinarios”, entre otros, 
vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: «Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas en 
procesos constitucionales de amparo»”, en, VV AA: La sentencia de amparo constitucional, Centro de Estudios 
Políticos, Madrid, 1996, págs. 38 y ss.; Xiol Rios, J. Antonio: “Algunas reflexiones al hilo de la ponencia de 
Ignacio Díez-Picazo «Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas en procesos 
constitucionales de amparo»”, en, VV AA: La sentencia de amparo…, op. cit. pág. 97. 
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Sin embargo, antes de ingresar al desarrollo de los contenidos que se acaban de 
describir, valga recordar que por «principio de subsidiariedad», la protección de los 
derechos fundamentales en el ordenamiento boliviano, al igual que en otros 
sistemas de similar configuración2, es competencia compartida por dos órdenes 
jurisdiccionales, la ordinaria y la constitucional. Ambas jurisdicciones conforman el 
denominado sistema mixto de jurisdicción constitucional (difusa y concentrada), 
según la cual, en materia de derechos fundamentales, ostentan los juzgados y 
tribunales ordinarios la “primera palabra”, en tanto que al Tribunal Constitucional le 
asiste la “última”3. 
 
Por lo tanto, las personas afectadas en el ejercicio de sus derechos y garantías 
fundamentales deben, en primer lugar, acudir a la jurisdicción ordinaria -o 
administrativa- a fin de obtener allí la protección de esos derechos y, sólo en defecto 
de ello, ante el TC a través del proceso de amparo constitucional4. Pero, cuando 
acuden al TC a través del amparo, han de tener presente que están ingresando en 
una jurisdicción distinta a la ordinaria, una jurisdicción que se activa y despliega con 
unos presupuestos procesales5, por así decirlo, propios de la jurisdicción 
constitucional6. 
                                                 
2 Los ordenamientos a los que más se aproxima el sistema constitucional boliviano de protección de los 
derechos fundamentales, son, sin duda, el español y el alemán y por supuesto, el colombiano, peruano y 
ecuatoriano por citar algunos del contexto latinoamericano. 
 
3 Así, refiriéndose al sistema español de protección de los derechos fundamentales, Gimeno Sendra, Vicente y 
Morenilla Allard, Pablo, en: Los procesos de amparo. Civil, Penal…, op. cit. pág. 21; en el mismo sentido, Cruz 
Villalón, Pedro: “El recurso de amparo constitucional...”, op. cit. pág. 119, como en: “Sobre el amparo”, op. cit. 
pág. 11, y; entre otros, Diez-Picazo, Luís María, en: “Dificultades prácticas y significado constitucional…”, op. 
cit. pág. 14. 
 
4 Aunque también y con bastante razón, se dirá que dicha dualidad, lo que da lugar es a intereses 
«institucionales» distintos, “frecuentemente contrapuestos como consecuencia de las tensiones que surgen de la 
relación entre ambas jurisdicciones y que eventualmente las llevan, o pueden llevarlas, a buscar la alianza de los 
actores específicamente políticos”, así, Rubio Llorente, Francisco, en: “¿DIVIDE ET OBTEMPERA? Una 
reflexión desde…”, op. cit. pág. 65. 
 
5 Una visión más amplia sobre la teoría general de los «presupuestos procesales», vide, Vulgo, Oskar von: 
Teoría de las excepciones procesales y los presupuestos procesales, (trad. de Miguel Ángel Rosales 
Lichtschein), EJEA, Buenos Aires, 1964. 
 
6 No obstante se dirá que “la singularidad de un órgano concentrado de justicia constitucional no trae consigo la 
singularidad de las normas procesales que regulan su actividad”, así, Diez-Picazo Giménez, Ignacio: 
“Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 19. Entendimiento que, sin 
embargo, no puede asumirse sin más, por cuanto ello significaría equiparar la actividad del TC con la actividad 
de los jueces ordinarios. Tal es así que el propio autor, entienda que “una cosa es que las categorías procesales 
puedan necesitar en algunos casos modulaciones o matizaciones cuando son aplicadas a los procesos 
constitucionales y otra cosa es que no sirvan de base a la construcción dogmática de los mismos”, Íbidem., pág. 
19. En cualquier caso, el desarrollo de esta idea se hará al compás del estudio de cada uno de los presupuestos. 
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Dicho lo cual, conviene precisar, así sea sólo en términos generales, la finalidad 
que se busca con el desarrollo de cada uno de los apartados. En efecto, el apartado 
relativo a los principios procesales, frente a la imprevisión legal y constitucional, 
tiene por finalidad, precisamente, organizar un conjunto de principios que han de 
regir la tramitación del proceso de amparo constitucional en sus dos fases. Por su 
parte, el apartado referido a las fuentes normativas, frente a la indistinta e 
indiscriminada aplicación de normas ordinarias, que en principio no debiera de ser 
así, tiene por finalidad, precisar los supuestos en los que cabe la aplicación de 
aquellas normas ordinarias. A partir de allí, en sumas, la idea es que el proceso de 
amparo, en tanto proceso extraordinario, sea un proceso autónomo e 
independiente; pero, no sólo desde el punto de vista de su ámbito de protección y 
su objeto procesal sino, también, desde el punto de vista de las normas y principios 
que deban regir su tramitación7. 
 
Por último, el apartado relativo a los órganos competentes, además de describir  
-en clave prescriptiva- los órganos jurisdiccionales que, con carácter de exclusividad 
se encargan de resolver las pretensiones de amparo formal y legítimamente 
deducidas ante ellos, por unos sujetos procesales llamados partes; tiene por 
finalidad, definir si la intervención directa de los jueces y tribunales de la jurisdicción 
ordinaria en la primera fase de su tramitación, incide -y de qué modo- o no, en la 
configuración constitucional del amparo como mecanismo jurisdiccional de 
naturaleza extraordinaria y subsidiara8. En otras palabras, tomando en cuenta que 
en la tramitación del amparo, específicamente en su primera fase, intervienen, de 
manera directa algunos órganos de la jurisdicción ordinaria, la intención es dirimir si 
tal intervención afecta -o no- y de qué modo (si es que afecta) o beneficia y a quién 
                                                 
7 Con otras palabras, la idea es que el amparo tenga un régimen jurídico-procesal específico y distinto a las 
demás normas procesales que regulan los procesos ordinarios y/o administrativos. Aunque, en relación con el 
amparo español se dirá que su singularidad no se debe a las normas aplicables, sino al órgano competente para 
conocer de él, “desde el punto de vista procesal, el recurso de amparo no es algo tan singular como parece. La 
singularidad principal del recurso de amparo reside en el órgano competente para conocer de él y en que sirve 
para la tutela de un número limitado de derechos”, vide, Diez-Picazo Jiménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el 
contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, en, AA 
VV: La sentencia de amparo constitucional, CEPC, Madrid, 1996, pág. 20. 
 
8 Desde ya, quepa adelantar que la asignación de competencias a un determinado órgano (o determinados 
órganos) para conocer y resolver el proceso de amparo, en gran medida define, su naturaleza procesal. 
Precisamente en este sentido, Rubio Llorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, dirá que “el recurso de 
amparo se define en función de esa competencia”, así, en: “El recurso de amparo constitucional…”, op. cit. 
pág. 128. 
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(si es que beneficia) dicha intervención. En tal sentido, se empieza por el primero de 
los contenidos de este Capítulo. 
 
 
1. Los principios procesales del proceso de amparo 
 
Convenga recordar que los principios procesales son aquellos que condicionan e 
inspiran la existencia misma de un determinado proceso. Como tales, 
indudablemente, no son meras formulaciones teóricas sino que responden a la 
necesidad de establecer los criterios que informan el funcionamiento del proceso9. 
Al informar el ordenamiento jurídico-procesal, los principios procesales, a su vez, 
orientan la labor interpretativa, sirviendo de parámetro de referencia con arreglo a la 
cual ha de resolverse una determinada cuestión o situación procesal10. De ahí que 
no se pueda hablar de proceso sin principios procesales11, no al menos desde el 
punto de vista de las garantías constitucionales y mucho menos en el sentido 
estricto del término proceso12. 
 
Dicho lo cual, la interpretación-aplicación de las normas procesales que regulan 
el proceso de amparo, en cuanto a su sentido y alcance, sin duda, no plantean 
problemas distintos a los que plantean la interpretación de las normas jurídicas en 
                                                 
9 En efecto se dirá que los principios del proceso tienen un carácter “eminentemente técnico, por cuanto regulan 
una institución de origen y formulación legal”; lo cual, sin embargo, no quita que “los principios del proceso 
sean dependientes de factores o postulados políticos, económicos y sociales”, al respecto, vide, Asencio 
Mellado, J. María: Introducción al Derecho Procesal, op. cit. págs. 195 y 196. Aunque también se dirá que “los 
principios generales del derecho se aplican en defecto de Ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter 
informador del Ordenamiento jurídico”, así, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. 
pág. 59. 
 
10 Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 59. 
 
11 En este sentido, vide, Damián Moreno, Juan: Introducción al sistema judicial español, Aranzadi, Navarra, 
2002, pág. 165. A propósito, este mismo autor, distinguirá dos tipos de principios, unos del proceso y otros del 
procedimiento, pero no se ingresará en dicha distinción, básicamente, por carecer de relevancia a los fines del 
presente apartado. 
 
12 A propósito del amparo como proceso, en términos de Asencio Mellado, quepa recordar que: “bajo el 
concepto de proceso se engloba las diferentes situaciones en que se encuentran las partes y que generan 
posibilidades y cargas, así como los diferentes derechos y obligaciones que, sin lugar a dudas, aparecen en el 
proceso, los poderes del Juez en relación con las propias partes y el objeto procesal o, de manera importante, los 
presupuestos procesales como requisitos de carácter público e independiente del Derecho material y que deben 
verificarse para que sea posible la emisión de una sentencia de fondo o la misma, pronunciada, alcance validez”, 
vide, Asencio Mellado, J. María: Introducción al Derecho Procesal, Tirant Lo Blanch (3ª ed), Valencia, 2004, 
pág. 195. 
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general13. A partir de esta premisa, la asignación de este apartado a los principios 
procesales del proceso de amparo, además de los fines estrictamente procesales 
de cara a su sistematización ya señalados14, responde: en primer lugar, a la 
ineludible tarea de contribuir al afianzamiento de la nueva disciplina jurídico-
procesal que se dio en llamar «el derecho procesal constitucional», el mismo que, 
precisamente por ser nueva, carece aun de una tradición y elaboración tanto 
doctrinal como jurisprudencial15 y; en segundo lugar, a la necesidad de afianzar el 
proceso de amparo con unos principios específicos que permitan a sus destinatarios 
directos, los operadores jurídicos, tramitar el mismo como un auténtico proceso. Lo 
que se pretende es que la interpretación y aplicación de las normas procesales que 
regulan el amparo en sus dos fases no queden, como ocurre en la práctica, sujetos 
a la mera discrecionalidad ni del propio TC y mucho menos de los jueces y 
tribunales de amparo. 
 
En tal sentido, la idea de fondo es que los distintos actos procesales se celebren 
con arreglo a unas características, principios y formas propios del proceso de 
amparo16. Principios, formas y características que a su vez, de cara a la práctica del 
amparo, se constituyan: de una parte, en el límite material, tanto para la selección 
de la norma aplicable como para la determinación de la interpretación más 
adecuada, especialmente en aquellos casos donde, por ejemplo, un mismo 
supuesto figure en normas distintas, o que una misma norma permita 
                                                 
13 Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 66. 
 
14 A propósito de la idea de sistematización procesal del proceso de amparo, en relación con el amparo español, 
se dirá que “el estudio de los procesos constitucionales, y del amparo en particular, debe ser objeto de análisis 
de acuerdo con las técnicas, metodología y sistema propios del Derecho procesal”, así, Castillo Rigabert, 
Fernando, en: La admisión del recurso de amparo, Secretariado de publicaciones, Universidad de Murcia, 
Murcia, 1991, pág. 63.    
 
15 En este sentido, refiriéndose a la institucionalización del TC español mediante la Constitución española de 
1978, se dirá que ello, entre otros aspectos, “comporta que haya un campo específico en el ordenamiento 
constitucional, como es un Derecho procesal Constitucional. Un nuevo objeto de conocimiento centrado en el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional constitucional a partir de su reglamentación por la norma fundamental y la 
Ley Orgánica que la desarrolla, con una incidencia progresiva en todos los órdenes de la realidad jurídica y 
política, para cuya comprensión precisaremos de la elaboración de nuevas categorías jurídicas adecuadas a su 
especificidad, puesto que en principio, no nos servirá sin más la mecánica de traslación de las decantadas en 
otras disciplinas jurídicas”; así, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos contenidos en las 
sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 144. 
 
16 Sobre el proceso de amparo con características, principios y formas propios, en relación con el amparo 
español, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La admisión del recurso de amparo, Secretariado de publicaciones, 
Universidad de Murcia, Murcia, 1991, pág. 73; en el mismo sentido, Gómez, Esteban: “El Tribunal 
Constitucional ¿tercera instancia?”, en Revista Jurídica La Ley, Nº 906, 1984, pág. 5. En sentido contrario, 
Gimeno Sendra, Vicente y Cascajo Castro: El recurso de amparo, Tecnos, Madrid, 1984, págs. 83 y ss. 
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interpretaciones distintas y; de otra, como parte del sistema procesal del amparo, 
permitan alcanzar los fines constitucionales del amparo haciendo posible, en 
definitiva, una mayor efectividad no sólo del amparo sino también de la normatividad 
constitucional17. 
 
En tal sentido, dichos principios, a pesar de ser los mismos que informan los 
procesos en general, en relación con el proceso de amparo, desde ya, tendrán una 
significación distinta, pues, la naturaleza de la jurisdicción constitucional y el ámbito 
de protección del amparo así lo imponen. Lo cual, en otros términos, supone decir 
que la aplicación del régimen procesal del amparo, por su propia peculiaridad, se 
ajustará a unos principios procesales y/o criterios de interpretación, distintos a los 
que se emplean en la tramitación de los procesos ordinarios o comunes18. En 
definitiva, ello no puede ser de otro modo, no al menos si se asume que el proceso 
de amparo constitucional es un proceso especial de naturaleza extraordinaria y 
subsidiaria19. 
 
Ahora bien, normalmente los principios procesales tienen su reflejo en las 
normas constitucionales, lo que permite que su aplicación en los procesos en 
general y el amparo en particular pueda ser garantizada, no sólo por el propio 
Tribunal Constitucional sino también por los TGC. Sin embargo, como ya se dijo, en 
el caso particular boliviano los principios rectores del proceso de amparo, con 
carácter formal y específico, no vienen contemplados en norma alguna ni han sido 
aun solventados por la doctrina. Es cierto que la LTC contempla determinados 
                                                 
17 En este sentido, refiriéndose a la jurisdicción constitucional española, Pibernat Domenech, Xavier: “Los 
pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 
1990, pág. 144. 
 
18 Sin embargo, la idea ésta, de peculiaridad o particularidad de los procesos constitucionales, no es un concepto 
que goce del consenso por parte de la doctrina; en efecto, para Ignacio Diez-Picazo, “una cosa es que las 
categorías procesales puedan necesitar en algunos casos modulaciones o matizaciones cuando son aplicadas a 
los procesos constitucionales y otra cosa es que no sirvan de base a la construcción dogmática de los mismos. 
Sobre todo por lo que respecta al recurso de amparo”, así, en: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las 
sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, en VV AA: Las sentencias de 
amparo constitucional, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1996, pág. 19. 
 
19 Esta claro que las posibilidades que tienen las partes para influir sobre el resultado del proceso así como los 
límites que tienen los jueces a la hora de decidir las cuestiones que son objeto de decisión, no pueden ser las 
mismas en un proceso que en otro. En unos predomina el interés público y en los otros no. Tratándose del 
proceso de amparo, se puede decir que predomina el interés particular por sobre el interés público; pues, en el 
proceso de amparo, como ya se dijo, predomina la dimensión subjetiva frente a la objetiva, aunque, a la luz de la 
experiencia, está claro que el amparo carente de dimensión objetiva, pierde relevancia y con ello pierde 
incidencia progresiva en los órdenes de la realidad jurídica y política. 
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principios, entre ellos por ejemplo, los principios: «de presunción de 
constitucionalidad» (art. 2 LTC); «de conservación de la norma» (art. 4 LTC); «de 
proporcionalidad»; «de eficacia inmediata»; «de vinculatoriedad erga omnes», etc. 
Dichos principios, a excepción de los dos últimos, no son, sin embargo, específicos 
del amparo sino de la jurisdicción constitucional en su conjunto, es decir, de los 
procesos constitucionales en general. Por lo tanto, ni son los más indicados, ni los 
únicos llamados a orientar la tramitación del proceso de amparo. 
 
En tal sentido y sin olvidar que los principios procesales en general, constituyen, 
en esencia, los grandes lineamientos que adoptan los ordenamientos procesales 
para regir el desenvolvimiento del proceso y; tomando en cuenta la naturaleza 
constitucional de protección subjetiva y remedial con el que se identifica el 
amparo20, entre los principios rectores de su procedimiento, sin ánimo de 
exhaustividad, cabría circunscribir los siguientes principios procesales: 1) 
dispositivo; 2) de contradicción; 3) de igualdad procesal; 4) de publicidad y 
celeridad, y; 5) de responsabilidad. 
 
 
1.1. Principio dispositivo 
 
En términos generales, se puede decir que el principio dispositivo es un principio 
“connatural” a los procesos donde se ventilan intereses estrictamente privados y, 
por consiguiente, podría decirse también que es un principio propio y consustancial 
al proceso civil. En tal sentido, lo que define al principio dispositivo es el carácter 
disponible del objeto del proceso21, de donde las partes no son sólo dueñas del 
proceso sino que gozan de amplias facultades para disponer del objeto del mismo, 
es decir, de la relación jurídico material que es objeto de la controversia. En otras 
                                                 
20 Sin duda, la determinación de los principios del amparo, no puede prescindir ni de su naturaleza ni de su 
objeto procesal; pues, como en todo proceso, ambos condicionan, de una parte, la configuración legal del 
proceso y de sus principios y, de otra, como consecuencia de lo anterior, el objeto del proceso condiciona tanto 
la estructura del proceso como las funciones de los sujetos procesales que en él intervienen. 
 
21 No obstante, se dirá que “el recurso de amparo podría perfectamente configurarse como un proceso con algún 
tinte o matiz de «oficialidad». (…) La importancia de los derechos fundamentales podría fundar un aumento de 
los poderes del Tribunal, con la consecuente limitación del poder de disposición de los titulares de los 
derechos”, así, Díez-Picazo Giménez, Ignacio, refiriéndose al amparo español, en: “Reflexiones sobre el 
contenido de las sentencias...”, op. cit. pág. 45. El hecho de que el MP y el DP intervengan en el amparo, es una 
muestra de ello dice el autor, más concretamente, “las limitaciones –al menos teóricas- que el interés público 
impone al desistimiento en el recurso de amparo, son una muestra de lo que quiero decir”, Íbidem. 
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palabras, de acuerdo con este principio, las partes son libres de iniciar el proceso, 
de definir su contenido e, incluso, de ponerle fin cuando lo consideren oportuno, ya 
que, en definitiva, el origen de este principio se encuentra en la autonomía de la 
voluntad que rige las relaciones jurídicas entre particulares22. 
 
Ahora bien, en relación con el proceso de amparo constitucional, dicho principio, 
con alguna matización, se puede decir que tiene la misma impronta que en los 
procesos ordinarios de orden civil. La referida matización es casi obligada, 
básicamente, por la naturaleza y las características del objeto del proceso de 
amparo y las partes “contendientes”. Como bien se sabe, el objeto procesal del 
amparo no es sino la protección de unos derechos, pero unos derechos cuyo 
contenido transciende de lo estrictamente subjetivo alcanzando una dimensión 
objetiva23; asimismo el proceso de amparo no es un proceso donde se ventilan 
“conflictos” entre particulares sino, normalmente, entre un particular y los órganos 
públicos o, incluso, sólo entre éstos24, pero con contadísimas excepciones, el objeto 
del proceso de amparo siempre será un derecho cuyo contenido trasciende del 
interés subjetivo de su titular. 
 
Si ello es así, es decir, si el principio dispositivo tiene su origen y/o fundamento 
en la disponibilidad –subjetividad- del objeto del proceso y los derechos objeto del 
proceso de amparo trasciende de lo meramente subjetivo, la cuestión es ¿son los 
derechos fundamentales protegibles en amparo disponibles por sus titulares? Al 
margen de las posiciones doctrinales que en el ámbito extraprocesal puedan existir 
en relación con la cuestión planteada, la respuesta, al menos desde el punto de 
vista estrictamente procesal, no es sino afirmativa. Es afirmativa en razón de que el 
                                                 
22 Damián Moreno, Juan: Introducción al sistema..., op. cit. pág. 171. En el mismo sentido, otro autor dirá que el 
principio dispositivo “se manifiesta en el conocido aforismo jurídico nemo iudex sine actore, el mismo que, en 
tanto correlativo a la esencia misma de los derechos e intereses que están en juego debe permanecer inalterable 
y no sufrir modificación alguna ni restricción”, vide, Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho 
procesal, op. cit. pág. 201.  
 
23 Precisamente por la concurrencia de la dimensión objetiva inherente a los derechos y garantías fundamentales 
que el amparo protege, estrictu sensu, no puede decirse que en el proceso de amparo se ventilan intereses de 
carácter privado. Pero tampoco, se puede decir que en los procesos de amparo se ventilan intereses de orden 
público. Probablemente cabría hablar de un interés «mixto», pero aun así, por la naturaleza del amparo, siempre 
habrá de prevalecer el interés subjetivo por sobre el interés objetivo. 
 
24 Una muestra, desde el punto de vista procesal, tanto de la dimensión objetiva que encarnan los derechos 
fundamentales protegibles por el amparo, como de la contienda entre órganos públicos, es la legitimación activa 
para interponer la demanda de amparo, del Ministerio Público y del Defensor del Pueblo. Sobre esto se volverá 
más adelante. 
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amparo, sin olvidar su dimensión objetiva, tiene una finalidad eminentemente 
subjetiva25, tal es así que uno de los requisitos para la admisión de la demanda de 
amparo, es el legítimo interés subjetivo del derecho cuya protección se solicita. 
 
En tanto que es, o deba ser un derecho subjetivo, lógicamente, será un derecho 
disponible por su titular y por lo tanto, éste, dentro del proceso o incluso antes 
estará facultado para disponer de él en la forma que estime conveniente a sus 
intereses. Si ello es así, está claro que uno de los principios técnicos que más se 
acomoda a esa finalidad es el principio dispositivo26, pues, en definitiva el proceso 
de amparo protege derechos subjetivos y, por lo tanto, derechos disponibles por sus 
titulares. 
 
Por consiguiente, las partes en el proceso de amparo, en ejercicio de ese poder 
de disposición que tienen sobre el derecho material objeto de amparo, deben tener 
la posibilidad de realizar cuantos actos vean convenientes para la satisfacción de su 
pretensión; lo que en relación con el Juez, se traduce en que éste no podrá llevar a 
cabo actividad procesal alguna que, directa o indirectamente, suponga invadir o 
negar dicho poder de disposición27. En definitiva y sin ánimo de caer en la 
reiteración, cabría decir que por principio dispositivo, las partes y en particular el 
actor de amparo, tienen el poder de disposición del derecho o garantía fundamental 
objeto de amparo; por consiguiente, tienen la facultad no sólo de iniciar el proceso 
de amparo sino también de renunciar o desistir tanto de la acción como del 
proceso28. 
                                                 
25 Sin embargo, valga reiterar que esa finalidad, no obsta para que subsidiariamente, el amparo cumpla una 
función objetiva: garantizar la estricta observancia de la Constitución. En este sentido, vide, Oliver Araujo, 
Javier: El recurso de amparo…, op. cit. pág. 45 y, Cordón Moreno Faustino: El proceso de amparo…, op, cit. 
pág. 7.    
 
26 En este sentido, refiriéndose al amparo español y sin desconocer las matizaciones por la necesaria 
intervención del Ministerio fiscal, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La admisión del recurso de amparo, 
Secretariado de publicaciones, Universidad de Murcia, Murcia, 1991, pág. 73; sobre las características de los 
derechos protegibles en amparo, vide, Capitulo V.2.2, págs. 270 y ss., de este trabajo. 
 
27 En tal sentido, refiriéndose al principio dispositivo que rige los procesos civiles, vide, Moreno Catena, Víctor 
y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2005, pág. 
267. 
 
28 A modo de acotación, quepa precisar que todos los procesos constitucionales son procesos a instancia de parte 
y, por consiguiente, el TC de oficio no está facultado para iniciar ninguno de los procesos que son de su 
competencia. Sobre las características de los procesos en general a instancia de parte, vide, Moreno Catena, 
Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. págs. 255 y ss. 
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Dicho entendimiento es precisamente el que subyace de la doctrina del TC. Así, 
en relación con la libertad de incoar demanda y de disponer de ella, la STC Nº 
685/2003, dirá lo siguiente: 
 
“…una de las notas caracterizadoras de todo derecho fundamental es el de ser un derecho 
subjetivo. Con esto quiere ponerse de relieve que el titular de un derecho fundamental no 
es la sociedad ni el Estado sino el individuo; por tanto, se trata de un derecho disponible. 
Conforme a esto, la persona que ha podido sufrir una vulneración a algún derecho 
fundamental, atendiendo razones particulares, puede consentir de manera expresa la 
lesión o amenaza a esos derechos, o simplemente adoptar una posición pasiva, 
consistente en no acudir a la tutela jurisdiccional. 
 
Una posterior sentencia, la STC Nº 763/2003, diría: 
 
“...toda persona tiene la absoluta libertad de ejercer sus derechos de la forma que más 
convenga a sus intereses, con la sola condición de no lesionar el interés colectivo o los 
derechos de las demás personas, por lo mismo, frente a una eventual lesión o restricción 
de su derecho fundamental o garantía constitucional la persona tiene la libertad de definir 
la acción a seguir (…), ya sea reclamando frente al hecho ilegal, planteando las acciones 
pertinentes o, en su caso, de consentir el hecho…”. 
 
Del mismo modo, en relación con el desistimiento del proceso, existe una 
consolidada línea doctrinal, pero, de ello, se ocupará el último Capítulo de este 
trabajo, más específicamente, el apartado relativo a la terminación anormal del 
proceso de amparo; de manera que, de momento, sólo cabe adelantar que la figura 
del desistimiento no viene contemplada, no al menos de manera expresa, en 
ninguna de las normas que con carácter especial regulan el proceso de amparo. 
Dicho esto, a modo de síntesis, se puede decir que el principio dispositivo, en 
relación con el proceso de amparo, implica lo siguiente: 
 
- El proceso de amparo no puede iniciarse sino, a instancia de parte; por 
ende, ningún órgano jurisdiccional, por iniciativa propia, puede promover 
este mecanismo, hasta que alguien se lo pida en la forma establecida por la 
Ley29. 
                                                 
29 La privación de los jueces, en este caso, de los JGC y del propio TC, para iniciar ex oficio el proceso de 
amparo, implica que los mismos han de mantenerse al margen de las partes y, por lo tanto, ajenos a toda 
arbitrariedad, favoritismos o prejuicios. Sólo en la medida en que actúen de ese modo, serán jueces 
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- La iniciación del proceso de amparo, corresponde con carácter de 
exclusividad a quien ostenta la titularidad del derecho fundamental cuya 
protección se solicita en amparo, «nemo iudex sine actore». 
 
- Normalmente, quien ostenta la disponibilidad del derecho fundamental 
objeto del proceso, es el titular; en efecto, es al titular a quien corresponde 
formular y delimitar su pretensión y, por tanto, determinar con exactitud lo 
que solicita, sin que pueda el órgano jurisdiccional invadir o tomar parte en 
dicha conducta30.  
 
- Por ello mismo, el Juez no tiene ningún poder para aportar al proceso 
elementos fácticos o jurídicos, lo que significa que el órgano judicial 
competente fallará no sólo cuando se le pida, sino sólo sobre –todo- lo 
pedido31. 
 
- En tal sentido, son las partes quienes deciden los hechos, sus pruebas y los 
fundamentos en los que han de fundar su pretensión32. Pues, en tanto que 
el proceso de amparo tiene por finalidad proteger determinados derechos 
fundamentales de naturaleza subjetiva, sólo los titulares de esos derechos 
tienen la facultad de solicitar la tutela que brinda el amparo, donde el juez, 
tiene el deber correlativo, como ya se dijo, de tutelarlo y darle el contenido 
que corresponda. 
 
                                                                                                                                                       
independientes e imparciales, sometido únicamente a la Ley, en este sentido, vide, Moreno Catena, Víctor y 
Cortés Domínguez Valentín: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 256. 
 
30 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 201. 
 
31 En tanto que el Juez respeta el principio dispositivo, se puede decir que actúa respetando, además, el principio 
de congruencia, ya que, a tiempo de fallar, sólo podrá hacerlo en los límites de lo pedido por el actor, esto es, sin 
posibilidad alguna de modificarla, sea ampliando o restringiendo la pretensión. 
 
32 En efecto, se dirá que son las partes “las que deciden si se realiza prueba o no, sobre qué hechos se practica y 
qué pruebas se practica”, así, Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho 
procesal, op. cit. pág. 268. Bien es verdad que el artículo 46 de la LTC, contempla la posibilidad de que el TC 
pueda solicitar, “la producción de prueba complementaria”; no menos cierto es, sin embargo, que dicha facultad 
en modo alguno es sustitutoria, sino, como la propia ley lo dice, complementadora de la realizada por las partes 
y habrá de practicarse sólo sobre los hechos alegados y sobre los que existe controversia. Es más, tomando en 
cuenta la naturaleza del derecho material objeto de amparo, cabría decir inclusive, que dicho precepto no es 
aplicable a los procesos de amparo, si acaso con carácter excepcional, sino al resto de los procesos donde el 
objeto del proceso no es precisamente un derecho subjetivo. 
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- La iniciación del proceso de amparo, ex officio, no sólo vulneraría los 
derechos y principios constitucionales, sino que se quebrantaría el poder de 
disposición de aquellos derechos subjetivos en conflicto33. 
 
- Por último, parece lógico que, quien esté facultado para iniciar el proceso, 
esté también facultado para ponerle fin en cualquier momento del proceso 
si así lo estima conveniente34. 
 
No obstante, convenga precisar que el principio dispositivo no quiere decir que el 
proceso de amparo quede a la exclusiva disposición de las partes. Las partes, como 
se ha visto, sólo disponen del objeto del proceso, más específicamente de su 
pretensión35, pero no de la forma de su tramitación. Esa forma, el procedimiento, 
está regulada por la ley y dirigido por los jueces y tribunales, incluido el TC, quienes 
tienen la facultad-deber de velar que el trámite discurra por los cauces y los plazos 
legalmente establecidos. Se puede decir que dicha facultad-deber se manifiesta en 
dos ámbitos, de una parte, en relación con el cumplimiento de los requisitos 
formales y materiales, y; de otra, con el deber de impulso procesal. 
 
Respecto del primero, pueden por ejemplo, definir la calidad de partes en el 
proceso, delimitar las pruebas e incluso, clarificar el objeto del proceso exigiendo a 
las partes que concreten sus respectivas pretensiones36. Respecto el segundo 
ámbito, puede anular una citación y ordenar que se vuelva a repetir; vencida una 
etapa, el órgano jurisdiccional debe pasar de oficio a la siguiente sin que las partes 
puedan retrotraerla; pueden imponer determinadas sanciones a las partes que con 
                                                 
33 En este sentido, aunque refiriéndose a los procesos en general, Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez 
Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 256. 
 
34 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 201. 
 
35 Conviene precisar, sin embargo, que la idea de que las partes, en aplicación del principio dispositivo, tienen la 
libertad de disponer de su pretensión y con ello renunciar a sus derechos fundamentales, no es uniforme ni 
mucho menos. Así por ejemplo, Castillo Rigabert, Fernando, a pesar de sostener que uno de los principios 
técnicos que más se acomoda al proceso de amparo es el principio dispositivo, dirá que “los derechos subjetivos 
constitucionales son en todo caso, irrenunciables”; por lo tanto, concluirá el autor, “se impone distinguir entre 
los derechos subjetivos constitucionales, que son renunciables, y la tutela jurisdiccional de los mismos, 
esencialmente renunciable en un caso concreto, pero no con carácter general”, así, en: La admisión del recurso 
de amparo, op. cit. pág. 73. 
 
36 Al respecto, se dirá que, “Si a las partes corresponde en toda clase de procesos la realización de los actos 
alegatorios y probatorios”, al juez le queda “en exclusiva la labor de interpretación y valoración de la prueba”, 
así, Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 
270. 
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evidente temeridad abusan del proceso de amparo, para fines contrarios a su 
naturaleza, etc. 
 
En definitiva, por principio dispositivo, las partes disponen del objeto del proceso 
y los jueces, en el marco de la ley, disponen de la forma en que ha de celebrarse el 
mismo; o, como diría Jesús Gonzáles, el proceso de amparo, desde el punto de 
vista de las partes, se rige por el principio dispositivo, pero, desde el punto de vista 
de los órganos jurisdiccionales, se rige por el principio inquisitivo37. Esto último, 
básicamente, en razón del referido deber de impulso procesal que recae en los 
jueces y tribunales de amparo así como en el TC. 
 
 
1.2. Principio de contradicción 
 
El principio de contradicción, junto al principio de igualdad del que se ocupará el 
siguiente apartado, son principios consustanciales a la idea misma de los procesos 
en general38. Acaso por tal razón, se dice de ellos que, son principios de carácter 
absoluto39, cuya ausencia impide la afirmación de que se está ante un proceso, 
                                                 
37 Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 71; más adelante, completando la idea, 
el mismo autor, con fundamento en la oficialidad del control de los requisitos procesales, dirá que los procesos 
constitucionales en general y el amparo en particular, son procesos inquisitivos, concretamente dirá que “Está 
fuera de duda, en aplicación del principio inquisitivo que informa el derecho procesal constitucional, que en el 
proceso de amparo, como en los demás constitucionales, el Tribunal puede apreciar de oficio si se dan o no los 
requisitos procesales de los que depende la admisibilidad de la pretensión”, Íbidem., pág. 301. Sin embargo, no 
se puede compartir dicho entendimiento, ya que, la facultad de revisión de oficio de los requisitos de 
admisibilidad que ostentan los jueces, no se da sólo en los procesos de carácter inquisitivo, sino en todo tipo de 
procesos; por lo tanto, lo que hace que un proceso sea inquisitivo no es dicha facultad, sino, como ya se dijo, la 
disponibilidad de la pretensión. Para mayor entendimiento, no se puede decir que los procesos constitucionales 
tienen un carácter inquisitivo sólo porque el TC tiene facultades de revisión de los requisitos de admisibilidad 
de la demanda, pues, dicha facultad también ostentan los jueces ordinarios respecto de los procesos civiles, pero 
no por ello son procesos inquisitivos. 
 
38 De hecho, se dirá que el principio de contradicción, “no es sólo un eficaz instrumento técnico que utiliza el 
Derecho positivo para obtener el descubrimiento de los hechos relevantes para el proceso, sino una exigencia de 
justicia que ningún sistema de Administración de justicia puede omitir. Por ello, no aparece discutible la 
vigencia de esta máxima y el carácter fundamental que reviste en la mayoría de las legislaciones, demuestra 
suficientemente que no es una mera inducción conceptual de preceptos positivos concretos, sino una 
prescripción auténtica del Derecho natural, dotada de un contenido imperativo mínimo insoslayable”, vide, 
Guasp, Jaime: “Administración de justicia y derechos de la personalidad”, en, RE, Nº 17, págs. 91. 
   
39 Más concretamente, se dirá que el principio de contradicción (con sus expresiones de dualidad de posiciones 
y derecho de audiencia) y el principio de igualdad, son: “principios absolutos y que, por ello, al margen de su 
formulación concreta, deben en todo caso estar presentes en cualquier proceso, por cuanto forman parte de la 
propia identidad sustancial de esta formulación heterocompositiva de resolución de controversias”así, Asencio 
Mellado, J. María en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 196. 
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pues, se entiende que sin la vigencia de dichos principios no hay proceso40. 
Técnicamente, el principio de contradicción, llamada también de audiencia, implica 
el ejercicio del derecho de defensa de quienes intervienen como partes en el 
proceso, dándoles la posibilidad de contradecir las alegaciones efectuadas por la 
parte contraria y, por lo tanto, de ser oídos por el tercero imparcial, el Juez. Como 
tal y en consideración, además, de que la existencia de dos partes es consustancial 
a la idea de proceso, el principio de contradicción, lejos de lo que a primera vista 
pueda parecer, no sólo concierne a la parte demandada o acusada sino a ambas 
partes41. 
 
En efecto, el principio de contradicción garantiza que todas las partes tengan la 
oportunidad de comparecer en el proceso a fin de hacer valer sus derechos. Sin 
embargo, para ello, el órgano judicial tiene la obligación, no sólo de comunicar citar 
o notificar, sobre la existencia del proceso, sino ponerle al corriente de las 
resoluciones que vayan adoptándose en el curso del mismo42. Sólo de ese modo se 
habrá asegurado, tanto el acceso al proceso a toda persona con interés legítimo en 
el objeto del mismo, así como la posibilidad de ser oídos previamente en relación 
con cualquier resolución que les afecte43. 
 
Si ello es así, está claro que el principio de contradicción consiste no sólo en el 
reconocimiento del derecho de defensa, sino y ante todo, en el otorgamiento de la 
posibilidad real de su ejercicio44. Empero, una cosa es el derecho de defensa 
material y otra, el deber del Juez de poner en conocimiento de las partes, las 
actuaciones y sus propias resoluciones. En otras palabras, el principio de 
contradicción se cumple, no necesariamente con el personamiento de la parte 
contraria al proceso sino, con la sola notificación -en tiempo y forma prevista por ley- 
para tal efecto; es decir, otorgándole la posibilidad real de contradecir, de 
                                                 
40 Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 264. 
 
41 Vide, Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 197. 
 
42 Damián Moreno, Juan: Introducción al sistema..., op. cit. pág. 167. 
 
43 Empero, esa posibilidad no consiste en la obligación de defensa, sino el otorgamiento de los medios que 
permitan su ejercicio; en este sentido, vide, Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. 
cit. pág. 197. 
 
44 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 198. 
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defenderse en el proceso, pero de ahí en más, será él quien decida si se persona, 
contesta la demanda y en definitiva, ejerce o no su derecho de defensa45. 
 
Ahora bien, a la luz de la Constitución, el principio de contradicción subyace del 
precepto contenido en el art. 16.IV que establece, “Nadie puede ser condenado a 
pena alguna sin haber sido oído y juzgado previamente en proceso legal…”46. 
Principio que en relación con el proceso de amparo, prácticamente, tiene el mismo 
significado que en el resto de los procesos en general47. Es más, no podría ser de 
otro modo, ya que, por ser el proceso de amparo un mecanismo jurisdiccional de 
protección de determinados derechos y garantías fundamentales, lo que no puede 
hacer es desconocer, precisamente, esos derechos, en este caso, una garantía 
constitucional de connotación procesal como es el derecho de defensa48. 
 
Por consiguiente, tanto los TGC así como el TC, habrán de velar porque el 
proceso se desarrolle con estricta observancia del principio en cuestión, es decir, 
otorgando a las partes, la posibilidad real de ejercer su derecho de defensa. En este 
sentido, por ejemplo, en aquellos supuestos donde la autoridad o persona demanda 
se encuentre a una distancia mayor de 200 kilómetros, no bastará con citarle en 
debida forma y no concederle el plazo de la distancia tal como estable el art. 94 del 
Cpc. Para que el principio se cumpla, habrá de otorgársele, además, el plazo de la 
distancia. Al concederle el plazo de la distancia, se le estará brindando la posibilidad 
real y efectiva de que pueda ejercer defensa, es decir, conocer la pretensión y las 
pruebas del demandante y sólo así estará en condiciones de adoptar las 
actuaciones más apropiadas de cara a contrarrestar y/o combatir la pretensión de la 
                                                 
45 Precisamente en ese sentido, se dirá que el principio de contradicción “se contrae a una pura posibilidad y no 
a una real actual: no se trata tanto, en efecto, de que las partes se contradigan de hecho cuando de que cualquiera 
de ellas tenga la posibilidad, que pueda desaprovechar o no, de contradecir”, vide, Guasp, Jaime y Aragoneses, 
Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 188. 
 
46 Prácticamente en los mismos términos, se dirá que la “contradicción se identifica con los brocardos ya 
clásicos audiatur et altera pars y nemo inauditus damnari pottest que se resumen en la expresión <nadie puede 
ser condenado sin ser oído y vencido en juicio”, así, Asencio Mellado, J. María en: Introducción al derecho 
procesal, op. cit. pág. 197. 
 
47 En este sentido, en relación con el amparo español, se dirá que “el proceso de amparo constitucional adopta la 
forma contradictoria, como resulta obligado tratándose de un proceso regido por los principios técnicos 
indicados –dispositivos y de audiencia-”, así, Castillo Rigabert, Fernando, en: La admisión del recurso..., op. 
cit. pág. 74. 
 
48 No obstante, podría decirse que en el proceso de amparo no cabe el derecho de defensa, pues el objeto 
procesal del amparo no es la persona, sino el acto u omisión que restringe el derecho fundamental del 
demandante. Sin embargo, este entendimiento, no se ajusta a la realidad. 
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parte contraria. Caso contrario, se habrá incurrido en indefensión. Al respecto la 
doctrina del TC, expresada en la STC Nº 1880/2004, dirá lo siguiente: 
 
“…exigencia de la necesidad de asegurar el derecho a la defensa de las autoridades 
demandadas se explica, en razón de que en la mayoría de los casos, la procedencia del 
recurso, conlleva la imposición de responsabilidades en contra de las autoridades 
recurridas, quienes al margen de ser condenados a la reparación de daños y perjuicios, 
pueden ser sometidos inclusive a juicio penal”. 
 
 Sin embargo, conviene precisar que no toda irregularidad se traduce en 
indefensión. Cualquier irregularidad para que afecte las garantías constitucionales, 
en este caso, del derecho de defensa como sustrato del principio de contradicción, 
ha de ser material, no simplemente formal. Dicho de otro modo, ha de ser de tal 
intensidad que verdaderamente haya ocasionado a la parte que pretendidamente 
haya sufrido una imposibilidad real de defenderse49. En efecto, nadie puede afirmar, 
por ejemplo, haber quedado indefenso sólo por el hecho de que los jueces no le 
hayan dado la razón50 o, incluso porque no le han reparado su derecho en los 
términos que él esperaba. 
 
 
1.3. Principio de igualdad procesal 
 
Tal como ya se dijo, el principio de igualdad procesal tanto como método 
dialéctico o como garantía de su función epistemológica, constituye otro de los 
presupuestos absolutos del proceso51. Se trata de un principio complementario del 
principio de contradicción y como tal, implica que la situación jurídica de ambas 
partes ha de ser paritaria52, ya que, el principio de contradicción, en estricto sentido, 
sólo puede aplicarse en la medida en que todas las partes, dentro del proceso, 
                                                 
49 En ese sentido, el TCE a través de su Sentencia Nº 48/1984, diría que la indefensión: “es un concepto 
indeterminado que tiene paliación en el caso concreto a fin de posibilitar una estructura procesal, tanto teórica 
como práctica, capaz de hacer posible la tutela efectiva de los derechos y la utilización del proceso en iguales 
condiciones para una y otra parte”. 
 
50 Damián Moreno, Juan: Introducción al sistema..., op. cit. pág. 167. 
 
51 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 196. 
 
52 Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 264. 
A propósito, en el Derecho comparado, en tanto complemento del principio de contradicción, el principio de 
igualdad es conocido, también, como el principio de «equality of arms». 
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gocen de las mimas oportunidades. De manera que, en términos generales, el 
principio de igualdad supone la utilización en el proceso, por ambas partes, de los 
mismos medios de ataque y defensa; la misma ostentación de similares 
posibilidades de alegación, prueba e impugnación53; en definitiva, los mismos 
medios para hacer valer sus respectivos derechos54. 
 
Por consiguiente, ninguna de las partes contendientes puede tener más 
derechos, poderes o posibilidades, deberes y obligaciones que la otra, ya que en 
definitiva, es lo que garantiza que el juez pueda dictar una sentencia justa, es decir, 
no condicionada por el mayor poder o mejor posición de una de las partes respecto 
de la otra55. Ambas partes deben tener la posibilidad de conocer y examinar, por 
ejemplo, las alegaciones y las pruebas de su oponente a efectos de combatir la 
pretensión deducida en su contra56. 
 
Sin embargo, cada uno de los ámbitos que se acaban de mencionar, en tanto 
sustratos del principio de igualdad, para su efectividad requieren, también, de la 
actuación estatal, es decir, presuponen la obligación del Estado de establecer las 
condiciones objetivas que permitan asegurar la igual posibilidad de actuación de las 
partes; evitando toda suerte de privilegios irrazonables o situaciones contrarias al 
principio en cuestión57. 
 
Ya en relación con el proceso de amparo, hay que decir que este proceso, como 
cualquier proceso judicial, está conformado por un conjunto de situaciones jurídicas, 
expectativas, posibilidades y cargas que cada contendiente debe aprovechar. En 
efecto, el principio de igualdad, llamada también igualdad de armas, en el proceso 
de amparo tiene por objeto salvaguardar, fundamentalmente, el necesario equilibrio 
que debe existir entre las partes contendientes, evitando que respecto a la defensa 
de su derecho, alguna de las partes se encuentre en peor condición que su 
                                                 
53 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 197. 
 
54 Damián Moreno, Juan: Introducción al sistema..., op. cit. pág. 167. 
 
55 Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 264. 
 
56 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 198. 
 
57 Íbidem., pág. 199. 
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adversario58. Con lo cual, este principio quedaría conculcado cuando, sin 
fundamento alguno, una parte pudiere disfrutar, en relación con la contraria, de 
mayores oportunidades para la defensa de su pretensión59.  
 
No obstante, quepa precisar que el principio de igualdad -como el de 
contradicción- no supone la obligación de someter el proceso a la voluntad de las 
partes, sino la obligación de concederles las mismas oportunidades y posibilidades 
procesales de satisfacer sus respectivas pretensiones. Así por ejemplo, en la 
audiencia oral celebrada en la fase de verificación, cuando el Juez de amparo60 
conceda el uso de la palabra al demandante por segunda vez a efectos de la 
réplica, por principio de igualdad, también, habrá de conceder el uso de la palabra al 
demandado a efectos de la dúplica. 
 
Del mismo modo, en la fase de revisión, si el TC admite a una de las partes un 
escrito, por ejemplo, de propugnación de la sentencia, en caso de que la otra parte 
quiera presentar la de impugnación, por principio de igualdad, el TC no podrá 
denegar la recepción de dicho escrito. Pues, en definitiva, el principio de igualdad 
supone que lo concedido a una parte debe, correlativamente, conferirse a la otra61. 
 
Desde la perspectiva normativa, no cabe duda que el principio de igualdad 
procesal encuentre su origen en la Constitución, aunque en relación con la 
determinación del precepto constitucional del que deviene, ya la seguridad no es la 
misma. De hecho, la doctrina en general, no es del todo uniforme al respecto. Así, 
por ejemplo, en el Derecho español se dirá: por un lado, que el principio de igualdad 
de partes nada tiene que ver con el derecho a la igualdad prevista en el art. 14 CE 
                                                 
58 No obstante se dirá que, “la igualdad de las partes es, no obstante, para el proceso un principio instrumental y 
no un principio final: primero, porque teóricamente las partes no están situadas en un mismo plano, sino en 
distintas perspectivas, ya que el actor es el verdadero protagonista del proceso y el demandado sólo es el sujeto 
pasivo al que se refiere su reclamación; y, segundo, porque en la práctica, muchas veces, la igualdad absoluta no 
es aconsejable, y a veces ni siquiera posible, de donde la diferencia de trato se observa en cualquier derecho 
positivo en este punto”, vide, Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 188. 
 
59 Damián Moreno, Juan: Introducción al sistema..., op. cit. pág. 168. 
 
60 Convenga recordar que con la expresión Juez de amparo, se está haciendo referencia tanto a los jueces como a 
los tribunales de amparo que tienen competencia para conocer y resolver el proceso de amparo en su primera 
fase. Cuando se haga referencia a los mismos jueces pero en el ejercicio de sus competencias ordinarias, 
simplemente se utilizará la expresión Juez sin ninguna añadidura. 
 
61 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 199. 
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(su correlativo art. 6.I CB) sino, con las exigencias derivadas de un proceso justo 
equitativo y con todas las garantías derivadas del art. 24.1 CE (su correlativo art. 
16.IV CB)62 y; por el otro, que la formulación del principio de igualdad procesal es 
reflejo del principio general que asegura la igualdad de todos los hombres ante la 
ley, es decir, del art. 14 CE63. 
 
La doctrina del Tribunal Constitucional por su parte, en un primer momento diría 
que, el principio de igualdad procesal subyace del art. 16 de la Constitución (STC Nº 
0062/2000)64; pero, más adelante, en otra sentencia, la STC Nº 1553/2005, diría 
que “el principio de igualdad de las partes, -subyace del precepto- consagrado por el 
art. 6.I de la CPE”. Así las cosas, como se puede advertir, el asunto no parece tener 
una vertiente clara y concreta, ni siquiera en la doctrina del TC. 
 
No obstante, lo cierto es que, tal como el propio Tribunal vino a decir en una 
posterior sentencia, la STC Nº 1142/2002, “todo Juez o Tribunal que conozca el 
Amparo deberá cuidar que la tramitación del mismo, se lleve a cabo asegurando la 
igualdad jurídica de las partes y el ejercicio de todos sus derechos procesales”; 
pues, “el principio de igualdad efectiva de las partes debe primar en todo proceso” 
(STC 0441/2007), es decir, también en el proceso de amparo constitucional. 
 
Dicho lo cual, está claro que donde no está garantizada la igualdad procesal de 
las partes, no se puede hablar de proceso estrictu sensu, o lo que es lo mismo, sólo 
hay proceso, en tanto en cuando las partes gozan, en el proceso, del principio de 
igualdad procesal. 
 
                                                 
62 En efecto, refiriéndose al ordenamiento español, se dirá que “el principio de igualdad de armas forma parte 
del contenido esencial del derecho a la tutela judicial efectiva”, así, Damián Moreno, Juan: Introducción al 
sistema..., op. cit. pág. 168. 
 
63 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 199; en el mismo sentido, 
Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 105. 
 
64 Textualmente, la referida sentencia diría lo siguiente: “(...) de ninguna manera puede ser otro el espíritu del 
art. 19-III constitucional que no sea el de establecer, en una confrontación jurídica, la de igualdad de 
oportunidades de las partes en el proceso; por un lado garantiza el derecho de accionar del demandante en 
resguardo de sus derechos y garantías y por otro, los mecanismos necesarios para que el demandado conozca 
de la imputación y le concede un plazo prudencial para munirse de los elementos indispensables para asumir 
defensa, y en su caso, desvirtuar los argumentos de la demanda guardando de esta manera absoluta coherencia 
y concordancia con la garantía establecida en el art. 16 de la Constitución Política del Estado”. 
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1.4. Principio de publicidad y celeridad 
 
Los principios que hasta ahora se han descrito, si bien es cierto que 
conceptualmente tienen autonomía propia, no menos cierto es que de cara a su 
eficacia requieren del concurso de otros principios, entre ellos, los de publicidad y 
celeridad. El principio de publicidad de cara a las partes consiste, básicamente, en 
hacerles conocer todas las actuaciones que se realizan en el proceso, pero no se 
agota sólo en ello, ya que, de cara a la sociedad, consiste en la posibilidad de que 
cualquier persona pueda tener acceso al proceso. 
 
Siendo así, el principio de publicidad actúa en dos ámbitos a los que puede 
denominarse uno interno y otro externo. La publicidad interna vendría a ser la que 
se manifiesta de cara a las partes garantizando que éstos conozcan todas las 
decisiones adoptadas por el juez así como las actuaciones de la parte contraria, 
entre otros, por ejemplo, las resoluciones relativas al proceso adoptadas por el juez, 
la incoación de la demanda, el ofrecimiento de las pruebas, etc. Huelga decir que 
este ámbito de actuación se cumple mediante la citación y las notificaciones de 
todos y cada uno de los actos procesales realizados, como se acaba de señalar, 
tanto por las partes como por el juez. 
 
Por su parte, la publicidad externa vendría a ser la que se manifiesta de cara a la 
sociedad permitiendo que personas extrañas al proceso, esto es, la sociedad en su 
conjunto, puedan acudir a los estrados judiciales, informarse e incluso presenciar la 
realización de los diferentes actos procesales. Ello supone decir que por principio de 
publicidad la celebración de los actos procesales ha de ser pública a fin de que la 
actividad judicial pueda ser controlada por la sociedad en su conjunto, 
constituyéndose así, el principio de publicidad, en la garantía de la actuación 
correcta de los órganos jurisdiccionales65. 
 
De manera que, en mérito a este principio cualquier persona puede asistir a la 
sala de audiencias y presenciar, por ejemplo, la celebración de la audiencia pública 
o vista oral o si prefiere puede incluso tener acceso al cuaderno de actuaciones (el 
                                                 
65 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 196. 
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expediente) entre otros. Pues, en suma, los actos procesales han de ser públicos, 
no sólo para las partes sino también para cualquier persona interesada en 
conocerlos66. 
 
Así las cosas, el principio de publicidad, posibilita e implica a su vez, por un lado, 
el control social sobre el desarrollo de la actividad judicial y, por el otro, permite 
poder ejercer todos los derechos que se tienen en el status de parte. Empero, las 
partes, para tener la posibilidad de ejercer cualesquiera de estas prerrogativas, es 
necesario que conozcan previamente los de la otra parte o los del juez67, es decir, 
haber sido notificados o comunicados –en tiempo y forma debidos- con todos y cada 
uno de los actos procesales. Es precisamente aquí donde el principio de publicidad 
se constituye en poco menos que determinante de los anteriores principios, pues, 
en la medida en que se cumpla la publicidad a través de la notificación, en la misma 
medida se habrá dado la posibilidad de que se cumplan los principios de 
contradicción y/o defensa así como el de igualdad68. 
 
Ya en lo que respecta al principio de celeridad, como complemento del principio 
de publicidad, hay que decir que este principio no responde sino, a la necesidad u 
obligación de otorgar a la sociedad una administración de justicia pronta y efectiva; 
una “rápida” respuesta institucional mediante el proceso frente a las pretensiones 
deducidas por las partes, ante los órganos judiciales. En efecto, el principio de 
celeridad es un sustrato del derecho fundamental que tiene todo individuo a un 
proceso sin dilaciones indebidas69; lo que, en la práctica se traduce en la exigencia 
de un desenvolvimiento normal del proceso, más específicamente, en la exigencia 
                                                 
66 Bien es verdad que existen determinados actos procesales que sólo interesan a las partes y como tales, poco o 
nada inciden en el control social de la actuación correcta de los órganos judiciales; ese es el caso, por ejemplo, 
de las providencias de mero trámite. Dichos actos, en principio, sólo han de ser públicos de cara a las partes y 
no así a otras personas que no ostentan esa calidad. Ello quiere decir que el principio de publicidad en su 
vertiente externa, es relativa, pues, pueden darse casos, además del señalado, en los que la publicidad externa 
sea restringida; restricción que puede venir impuesta, por la propia ley o por voluntad razonada del juez. En 
cualquier caso, la restricción de la publicidad externa, normalmente, se adopta con la finalidad de resguardar 
otros derechos personalísimos de las partes, como ser, la dignidad, la intimidad o el honor. 
 
67 Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez, Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 264. 
 
68 En ese contexto se dirá que por mandato constitucional los actos procesales son, en principio y por principio, 
públicos, pues el principio de publicidad “no admite en la época actual discusión en cuanto que supuso, en su 
momento, el fin del proceso inquisitivo y el nacimiento del proceso moderno”, así, Moreno Catena, Víctor y 
Cortés Domínguez, Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 289. 
 
69 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 196. 
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del estricto cumplimiento de los plazos procesales, por un lado y, la abdicación -por 
todos los sujetos procesales- de hacer uso de cualesquiera actos dilatorios, por el 
otro. 
 
Como tal, el principio de celeridad presupone que a cada acto procesal debe 
corresponderle un plazo para su realización, el mismo que habrá de ser, razonable y 
apropiado a los efectos que ha de producir. Asimismo, cada acto procesal habrá de 
celebrarse, en el marco de los fines del principio de celeridad, es decir, no habrá de 
suponer un acto innecesario y por lo tanto, meramente dilatorio del proceso. En este 
último sentido, la infracción del principio de celeridad implicará la nulidad del acto 
celebrado, nulidad que será impuesta por infracción, precisamente, del aludido 
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, derecho que desde luego, también 
tiene vigencia en los procesos constitucionales70. 
 
Ahora bien, en relación con el proceso de amparo hay que decir que ambos 
principios le son consustanciales, pues no se concibe su procedimiento al margen 
de los mismos. En otras palabras, no se concibe la tramitación del proceso de 
amparo sin la observancia de los principios de publicidad y celeridad, no al menos a 
la luz de su propia naturaleza procesal, la misma que se caracteriza, básicamente, 
por ser un proceso garantista, de tramitación sumaria y preferente71. Así pues, una 
de las exigencias del principio de celeridad en el proceso de amparo es que, se 
sepa con la debida anticipación, cuándo y en qué tiempo han de ser verificados 
cada uno de los actos procesales, especialmente, el acto procesal que resuelve el 
                                                 
70 No obstante, a la luz de la doctrina del TC, el principio de celeridad, en su vertiente de estricto cumplimiento 
de los plazos procesales y, la consiguiente nulidad de los actos celebrados fuera de los plazos establecidos, 
admite una cierta modulación, básicamente, en aplicación del denominado principio de favorabilidad que ha 
sido adoptado por el Tribunal. Este principio, en palabras del propio TC (STC Nº 0144/2003), que rige su labor 
y como tal, debe ser: “reconocido como básico en toda hermenéutica interpretativa de los derechos y garantías 
fundamentales, dado que el intérprete está obligado a optar por aquel entendimiento interpretativo que 
desarrolle de mejor forma y con la mayor efectividad, los derechos, principios y valores que consagran el 
orden constitucional”; entendimiento que en un supuesto concreto donde el demandante de amparo presenta su 
demanda fuera del plazo (STC Nº 0169/2007), sería puesto de manifiesto de la siguiente manera: “…es preciso 
señalar que el Tribunal Constitucional, dado el carácter expansivo de los derechos y sobre todo de los derechos 
sociales, cuya aplicación debe ser inmediata, debe asegurar ante todo un mínimo de reconocimiento y 
efectividad de los mismos, sin que aspectos formales tiendan a desconocerlos; en tal virtud, aplicando el 
principio de favorabilidad y las circunstancias del caso en el que la recurrente -de acuerdo a la jurisprudencia 
constitucional- tenía únicamente un día para interponer el amparo, es posible flexibilizar dicha jurisprudencia 
sobre la observancia del principio de inmediatez ante la evidente lesión y su vinculación con derechos sociales 
que deben ser especialmente protegidos en el marco de un Estado Social de Derecho”. 
 
71 Sobre la sumariedad del amparo, como una de sus características consustanciales, vide, el contenido del 
apartado 2.3. del Capítulo V, de la segunda parte de este trabajo. 
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amparo, la sentencia; pues, se entiende que cada acto procesal ha de celebrarse 
atendiendo, en todo tiempo y momento, a los principios que orientan su tramitación, 
en este caso, a los principios de publicidad y celeridad. 
 
Ello es así en razón de que la observancia de los aludidos principios en la 
tramitación del proceso de amparo es una exigencia constitucional, puesto que la 
Constitución, de una parte y con carácter general impone que “La gratuidad, 
publicidad, celeridad y probidad en los juicios son condiciones esenciales de la 
administración de justicia...” (art. 116.X); de donde, tal como se acaba de señalar, 
los actos y actuaciones que se realizan en virtud de los poderes, facultades, cargas, 
deberes y obligaciones, tanto por el juez como por las partes, deben llevarse a 
efecto en el marco de los referidos principios. Y ya con más especificidad, el art. 
19.IV de la misma Constitución en clara concordancia con el referido precepto, 
establece que “La resolución final –la sentencia de amparo- se pronunciará en 
audiencia pública...”72, es decir, sin interrupciones y sin necesidad de celebrar 
ninguna otra actuación posterior. 
 
Por otra parte, junto a los principios que se acaban de describir, en el proceso de 
amparo también tiene una especial relevancia el principio de oralidad73, el mismo 
que se pone de manifiesto en la fase de verificación y más concretamente en la 
audiencia de verificación de los actos demandados como lesivos de los derechos 
protegidos por el amparo. Resumiendo, la importancia de la oralidad de cara a las 
partes, se manifiesta en dos planos distintos pero complementarios a la vez: el 
subjetivo y el objetivo. 
 
Desde el punto de vista subjetivo, permite y facilita a las partes, expresarse en 
su lengua materna, en aquella con la que mejor pueden formular y fundamentar sus 
alegatos en defensa de sus respectivas pretensiones. En cambio, desde el punto de 
vista objetivo, no sólo permite la inmediación y la concentración o economía de los 
actos procesales sino también la inmediación, ya que como bien se sabe, la oralidad 
                                                 
72 A propósito, en la práctica, no existe constancia de que se haya celebrado una audiencia de amparo con 
restricción del principio de publicidad. Sin embargo, de darse las circunstancias que ameritan adoptar dicha 
posibilidad, es decir, cuando así lo exijan razones de moralidad, orden público o el respeto a la dignidad, 
intimidad u honor de cualquiera de las partes o sus familiares, su adopción no quebrantaría ningún principio. 
 
73 Acaso en este sentido, se dice por ejemplo, “la oralidad es el vehículo adecuado para la preeminencia de la 
publicidad”, vide, Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 196. 
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implica que los actos procesales celebrados en forma oral sean percibidos 
directamente por el Juez, que es quien en definitiva tiene que juzgar y sentenciar74; 
la concentración o economía procesal por su parte, al contrario de lo que ocurre con 
los actos escritos que permiten la dispersión en su producción, hace que los actos 
orales deban concentrarse en una única ocasión. 
 
En la jurisprudencia del Tribunal, sin duda, la STC Nº 00013/2006, es la que 
mejor viene la sintetizar la concurrencia de los referidos principios en la tramitación 
del proceso de amparo: 
 
“…a objeto de velar por el debido proceso aplicable no sólo a la jurisdicción ordinaria, sino 
también a la jurisdicción constitucional, y en coherencia con los principios de economía y 
celeridad procesales, que adquieren mayor relevancia tratándose de un trámite 
sumarísimo que caracteriza al recurso de amparo constitucional, no corresponde disponer 
la nulidad de obrados, sino la admisión del recurso, para que en audiencia pública de 
consideración se pronuncie resolución en el fondo de la causa, denegando o concediendo 
la tutela, según corresponda conforme a Ley” 75. 
 
 
1.5. Principio de responsabilidad 
 
La tutela jurisdiccional de los derechos fundamentales por los tribunales a través 
de los procesos en general y del amparo en particular, se concreta y/o satisface a la 
luz del ordenamiento jurídico preestablecido. Pero ocurre y no con escasa 
frecuencia, que no siempre están en dicho ordenamiento jurídico todas las 
respuestas o soluciones a todas las pretensiones jurídicas ni a todas las situaciones 
procesales que se suscitan en la tramitación de un proceso. No obstante, según lo 
                                                 
74 Hay que decir que la infracción del deber de inmediación, ha de comportar, normalmente y sin posibilidad de 
subsanación, la nulidad de lo actuado. 
 
75 La oralidad, no obstante, no significa que los actos procesales no han de ser documentados por escrito o por 
cualquier sistema de grabación. De hecho, a la luz de la práctica y tal como ya se ha dicho, lo cierto es que la 
oralidad se limita únicamente a la fase de verificación y no así a la fase de revisión. Sin embargo, la oralidad no 
es que esté prohibida en la fase de revisión, lo que sucede es que en dicha fase, a diferencia de la fase de 
verificación, la ley (art. 40.II LTC), deja su aplicación a criterio del TC. Criterio que por cierto, hasta la fecha, 
no ha sido utilizado en ningún caso. Este extremo, desde ya, hace que los actos de la demanda y el resto de los 
actos de defensa deban ser formulados y/o transcritos con sumo cuidado, pues el TC en grado de revisión, 
resuelve la pretensión, única y exclusivamente sobre la base de los alegatos de hecho y los fundamentos de 
derecho expresados, tanto en la demanda como en la audiencia oral de verificación, cuyas actas, la trascripción 
son remitidas al TC juntamente con el expediente de amparo. 
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establecido por el artículo 5º de la LTC76, los Jueces de amparo no podrá 
“excusarse de fallar en las causas sometidas a su conocimiento, alegando 
insuficiencia, ausencia o obscuridad de la norma”, es decir, de una u otra forma 
tendrá que dar una respuesta jurídicamente satisfactoria y definitiva. 
 
En tales supuestos, los tribunales para dar una respuesta satisfactoria han de 
acudir –necesariamente- a otras fuentes que van más allá del texto de la ley77. 
Dichas fuentes –externas- en relación con el amparo, además de la jurisprudencia 
del propio TC, no son otras que los principios procesales de carácter general y los 
específicos de los procesos constitucionales en particular. Empero, cuando los 
jueces han de acudir a otras fuentes, habrán de subordinar su actuación a las 
reglas, normas y principios que regulan el proceso de amparo. Las partes, de igual 
modo, cuando han de acudir en amparo habrán de formular sus pretensiones en el 
marco de dichas reglas, normas y principios que regulan el proceso de amparo.   
 
Con todo ello, se quiere decir que los sujetos procesales frente al proceso, no 
sólo tienen derechos sino también obligaciones procesales, entre ellas por ejemplo, 
el juez, fallar dentro de los plazos en todas las causas sometidas a su conocimiento 
y, las partes, ajustar sus actos al procedimiento preestablecido. Empero, tales 
obligaciones que vienen establecidas en las normas y principios que regulan el 
proceso de amparo, no tendrían sentido ni eficacia si es que su incumplimiento no 
estuviese sancionado por la propia ley. El principio de responsabilidad lo que busca 
es, precisamente, que el incumplimiento de dichas obligaciones, como de cualquier 
otra obligación jurídica, genere responsabilidades y por lo tanto, sean sancionados 
sus infractores. 
 
La exigencia del principio de responsabilidad respecto de los jueces no es sino 
consecuencia de la función jurisdiccional que desempeñan, pues, la función de los 
órganos jurisdiccionales, en este caso, de los que tienen competencia para conocer 
                                                 
76 En el mismo sentido, el art. 1º del Cpc, establece que los jueces y tribunales “no podrán excusarse de fallar 
bajo pretexto de falta, oscuridad o insuficiencia de la ley, en las causas sometidas a su juzgamiento...”. 
 
77 Al respecto, el art. 91 del Cpc, establece que, “Al interpretar la ley procesal, el juez deberá tener en cuenta 
que el objeto de los procesos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustantiva. En caso de 
duda deberá atender a los principios constitucionales así como a los principios generales del derecho 
procesal”. 
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y resolver el proceso de amparo, conlleva unas obligaciones específicas, cuya 
infracción trae consigo responsabilidades también específicas78. En cambio, la 
exigencia de responsabilidad respecto de las partes y terceros, podría decirse que 
subyace del principio general de Derecho contenido en el art. 1279 del Cc, cuyo 
texto prescribe lo siguiente: “Los derechos se ejercen y los deberes se cumplen 
conforme a su naturaleza y contenido específico, que se deducen por las 
disposiciones del ordenamiento jurídico, las reglas de la buena fe y el destino 
económico-social de esos derechos y deberes”. 
 
Ya en concreto, el art. 103 de la LTC, establece: “Si la autoridad judicial, en la 
tramitación de los recursos de Habeas Corpus y Amparo Constitucional, no 
procediere conforme a lo dispuesto por los Artículos 18 y 19 de la Constitución 
Política del Estado y lo establecido en los capítulos IX y X del presente Título, los 
antecedentes serán remitidos a conocimiento del Consejo de la Judicatura para 
fines del Artículo 123, atribución tercera de la Constitución”79; garantizando así, de 
una parte, la eficacia y corrección de la función jurisdiccional consistente en cumplir 
y hacer cumplir las normas que regulan el proceso y, de otra, la eficacia y 
vinculación de la sentencia que pone fin al mismo. 
 
En ese contexto, el principio de responsabilidad podría decirse que se constituye 
en una especie de garantía de cumplimiento, de una parte, de las referidas reglas, 
normas y principios y, de otra, de la sentencia constitucional; no sólo de cara a los 
jueces sino también de cara a las partes o incluso los terceros que intervienen en el 
proceso de amparo80. Dicho más resumidamente, el principio de responsabilidad lo 
                                                 
78 El principio de responsabilidad, aunque no precisamente con esa denominación, viene siendo practicado y 
exigido por el Tribunal desde el inicio de sus funciones. Así por ejemplo, en un caso donde el tribunal de 
amparo tramitó el proceso sin ajustarse al procedimiento, el TC a través de su Sentencia Nº 0113/1.999, 
reaccionaría de la siguiente manera: “Se llama la atención severamente a la Sala Penal Segunda de la Corte 
Superior de Santa Cruz, por no cumplir los plazos procesales, vulnerándose los arts. 19-III de la C.P.E., arts. 
98, 100, 101 de la Ley Nº 1836, asimismo, por no haber dictado y pronunciado expresamente la resolución que 
resuelve el presente recurso, vulnerándose el art. 19-IV de la C.P.E. y arts. 101 y 102 de la Ley Nº 1836; 
advirtiéndose que en caso de reincidencia se aplicará el art. 103 de la Ley 1836”. 
 
79 La referida atribución tercera del art. 123 constitucional establece que son atribuciones del Consejo de la 
Judicatura (en España, el Consejo del Poder Judicial), “Administrar el Escalafón Judicial y ejercer poder 
disciplinario sobre los vocales, jueces y funcionarios judiciales, de acuerdo a la ley”.  
 
80 A propósito, la figura de tercero interesado que interviene en el proceso de amparo en calidad de 
coadyuvante, es una construcción puramente doctrinal del TC, sobre el que se volverá a tiempo de desarrollar el 
contenido del apartado referido a los sujetos legitimados para interponer demanda de amparo. 
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que viene a garantizar es que las actuaciones dentro del proceso y la ejecución de 
la sentencia, se realicen y se cumplan bajo el estricto imperio del Derecho81. 
 
En tal sentido, el principio de responsabilidad alcanza a tres ámbitos de 
actuación: en primer lugar, a las causas que dieron origen al proceso de amparo, 
aquí la responsabilidad se dirime en función al resultado del mismo, es decir, si el 
amparo es estimado la responsabilidad recae en el demandado y viceversa; en 
segundo lugar, alcanza al trámite del proceso de amparo, aquí normalmente 
quienes incurren en responsabilidad son los jueces y tribunales de amparo, y; por 
último, alcanza a los efectos de la sentencia, más propiamente a la ejecución de la 
sentencia. Aquí la responsabilidad puede recaer en cualquier persona que no diere 
cumplimiento a la sentencia constitucional. En cualquiera de los supuestos, la 
responsabilidad puede consistir en: llamada de atención, multa, responsabilidad 
civil, hasta la incoación, incluso, de proceso penal contra la persona que incurre en 
cualquiera de las infracciones señaladas.  
 
En efecto, la Constitución en su art. 19.V establece que, “Las determinaciones 
previas de la autoridad judicial y la decisión final que conceda el amparo serán 
ejecutadas inmediatamente y sin observación, aplicándose, en caso de resistencia, 
lo dispuesto en el artículo anterior”, es decir, lo referido por los apartados V y VI del 
art. 18 CB82. Por su parte, la LTC, en coherencia con la Constitución, en su artículo 
104, lo que hace es ampliar y completar lo dispuesto por el citado apartado V del 
art. 18 CB; así, establecerá lo siguiente: “Los funcionarios públicos y personas 
particulares que recibieren una orden judicial dictada en recurso de Habeas Corpus 
o Amparo Constitucional y no la cumplieren y no la hicieren cumplir, serán 
sometidos a proceso penal, a cuyo efecto se remitirán antecedentes al Ministerio 
Público”83. 
                                                 
81 En este sentido, refiriéndose a las funciones de la jurisdicción, Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez 
Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 48. 
 
82 El aparatado V del art. 18, textualmente estable lo siguiente: “Los funcionarios públicos o personas 
particulares que resistan las decisiones judiciales, en los casos previstos por este artículo, serán remitidos por 
orden de la autoridad que conoció del “habeas corpus”, ante el Juez en lo Penal para su juzgamiento como 
reos de atentado contra las garantías constitucionales”. 
 
83 Sobre el procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad emergente de la defectuosa tramitación o 
incumplimiento de la sentencia de amparo, se volverá en el Capitulo XI relativo a los efectos de la sentencia de 
amparo. 
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2. Las fuentes normativas que regulan el proceso de amparo 
 
En términos generales, las fuentes normativas del proceso de amparo -en tanto 
proceso constitucional-, son las mismas que regulan el resto de los procesos 
constitucionales en el ámbito de la jurisdicción constitucional. Dichas fuentes, por lo 
tanto, o al menos en principio, no son las mimas que regulan los procesos comunes 
en el ámbito de la jurisdicción ordinaria. Lo cual supone decir que el proceso de 
amparo, como auténtico proceso constitucional de naturaleza extraordinaria, está 
regulado por un conjunto de normas, por así decirlo, también de carácter 
extraordinario, o lo que es igual, al tratarse de un proceso especial, está regulado 
por un conjunto de normas también de carácter especial84. 
 
Sin embargo, ello apenas pasa sin fricciones el plano teórico, ya que en la 
práctica, por distintas razones que se describirán más adelante, los tribunales 
vienen tramitando dicho proceso con sustento en normas procesales de carácter 
ordinario, es decir, de aquellas que regulan los procesos ordinarios, llámese: civil, 
penal, laboral, etc.85. 
 
Siendo las cosa así, se puede decir que en la práctica, la tramitación del proceso 
de amparo se lleva acabo, además de la jurisprudencia del Tribunal86, según lo 
establecido por un conjunto de normas procesales que está integrado: de un lado, 
por aquellas fuentes de carácter especial y por lo tanto de aplicación preferente y; 
de otro, por aquellas fuentes de carácter común o general y por lo tanto de 
aplicación supletoria o complementaria. Cada una de estas fuentes, por separado, 
se desarrolla a continuación. 
 
                                                 
84 En este sentido, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho Procesal Constitucional, op. cit. pág. 63. 
 
85 Sin  embargo,  se dirá que “me parece incuestionable que el objeto del proceso de amparo debe contemplarse 
–como de cualquier proceso que sirva a la tutela de derechos subjetivos- desde la teoría del objeto del proceso 
elaborada por la doctrina procesalista atendiendo fundamentalmente al proceso civil”, vide, Díez-Picazo 
Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido de las sentencias...”, op. cit. pág. 38. 
 
86 Dado el carácter vinculante de la doctrina del TC, sin duda alguna, dicha doctrina se constituye en otra de las 
fuentes que rigen el proceso de amparo constitucional. En tal sentido, el parágrafo primero del art. 44 de la LTC, 
establece que “Los poderes públicos están obligados al cumplimiento de las resoluciones pronunciadas Por el 
Tribunal Constitucional. Las sentencias, declaraciones y autos del Tribunal Constitucional son obligatorias y 
vinculantes para los Poderes del Estado, legisladores, autoridades y tribunales”. 
 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 351
2.1. Fuentes de aplicación preferente 
   
Las fuentes de aplicación preferente son aquellas normas de carácter especial o 
extraordinario cuyo ámbito de aplicación se circunscribe a la jurisdicción 
constitucional, es decir, en lo pertinente, se aplican únicamente a los procesos 
constitucionales en general y al proceso de amparo constitucional en particular. En 
tanto que son normas de carácter especial y extraordinario, son normas de 
aplicación preferente e incluso excluyente respecto de determinadas normas de 
carácter general u ordinario. Dicho conjunto de normas de aplicación preferente, en 
orden de prelación, está integrado por los siguientes cuerpos normativos: a) la 
Constitución; b) la Ley del Tribunal Constitucional, y; c) los Acuerdos del Tribunal 
constitucional. 
 
 
2.1.1. La Constitución 
 
Huelga decir que la Constitución, en tanto Ley suprema, es la fuente 
fundamental y fundamentadora de todo el ordenamiento jurídico nacional. Como tal, 
es a su vez, la norma procesal por excelencia87, que en relación con las demás 
normas de rango inferior, es de aplicación preferente (art. 228)88. Ahora bien, en lo 
que respecta al proceso de amparo, los preceptos constitucionales aplicables a 
dicho proceso, además del art. 19, que es la que regula e instituye, sin ánimo de 
exhaustividad, son: por un lado, los preceptos establecidos en el Título III (del Poder 
Judicial) en general y más específicamente el Capítulo II del mismo Título que 
regula los aspectos fundamentales del TC89; por el otro -además de las garantías 
constitucionales de orden procesal-, el apartado segundo del art. 1º90 y, los arts. 5 al 
                                                 
87 En efecto, se dirá que “Cuando se trata de la regulación de aquel proceso cuyo objeto es precisamente, la 
actuación de pretensiones fundadas en la propia Constitución, lógico es que ésta llegue a más. Y que, sin 
perjuicio del ulterior desarrollo legislativo, contenga la regulación básica del proceso constitucional”, así, 
Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho Procesal Constitucional, op. cit. pág. 58. 
 
88 Dicho precepto establece que, “La Constitución Política del Estado es la Ley Suprema del ordenamiento 
jurídico nacional. Los tribunales, jueces y autoridades la aplicarán con preferencia a las leyes, y éstas con 
preferencia a cualesquiera otras resoluciones”. 
 
89 El contenido completo del referido Título III, puede verse en los anexos de este trabajo, págs. 629 y ss.. 
 
90 Dicho precepto establece que Bolivia “Es un Estado Social y Democrático de Derecho que sostiene como 
valores superiores de su ordenamiento jurídico, la libertad, la igualdad y la justicia”. 
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35 en relación con el art. 22991, relativo a los derechos y garantías fundamentales 
amparables. 
 
Desde el punto de vista procesal, el conjunto de los citados preceptos 
constitucionales, sin perjuicio de que en determinadas situaciones procesales, 
también, puedan aplicarse a otros procesos constitucionales e, incluso, en los 
procesos ordinarios, como de hecho se aplican, configuran el proceso de amparo 
como un mecanismo jurisdiccional que recibe directamente de la Constitución sus 
principales notas o presupuestos procesales; los mismos que, a su vez, tal como ya 
se ha visto, organizan el proceso de amparo como un proceso constitucional 
extraordinario y autónomo, instituido para la defensa de determinados derechos. 
 
Por otro lado y esta vez desde el punto de vista de su eventual reforma, dicha 
configuración constitucional comporta la indisponibilidad por parte del legislador 
ordinario, es decir, éste no puede reformar y mucho menos suprimir dicha 
configuración sino únicamente a través de reforma constitucional. Dicho de otro 
modo, la reforma del proceso de amparo constitucional en los términos establecidos 
en la Constitución, sólo puede llevarse a cabo por el poder constituyente y no así 
del poder constituido92, y ello es así, por la sencilla razón de que la reforma de la 
Constitución es competencia sólo del Constituyente y no del legislador ordinario. 
 
Lo cual, sin embargo, no significa desconocer la facultad que tiene el órgano 
Legislativo para desarrollar -de cara al perfeccionamiento y precisión de aquellos 
preceptos constitucionales de carácter genérico o incluso abstracto- dicha 
configuración constitucional. De hecho y no sólo en relación con el proceso de 
amparo, es la propia Constitución (art. 121.V) la que faculta al legislador para dictar 
leyes que permitan una mejor comprensión y operatividad de la “organización y 
funcionamiento del Tribunal Constitucional, así como las condiciones para la 
admisión de los recursos y sus procedimientos”. Prueba de dicho mandato 
constitucional, es, precisamente, la LTC. 
 
                                                 
91 El precepto en cuestión, establece que “Los principios, garantías y derechos reconocidos por esta 
Constitución no pueden ser alterados por las leyes que regulen su ejercicio ni necesitan de reglamentación 
previa para su cumplimiento”. 
 
92 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 33. 
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2.1.2. La Ley del Tribunal Constitucional 
 
La Ley del Tribunal Constitucional93, es una ley que contiene -o al menos es lo 
que pretende- una completa regulación del Tribunal Constitucional y de los procesos 
que dicho órgano ha de conocer. En efecto, es una ley que regula la organización y 
funcionamiento de la «jurisdicción constitucional», entendiendo por esto último, 
aquel conjunto de órganos y procedimientos jurisdiccionales destinados a hacer 
cumplir los preceptos de la Constitución a través de los distintos procesos y 
procedimientos constitucionales. 
 
En ese marco, y como no podía ser de otra manara, la LTC dedica un capítulo 
específico (Capítulo X) a la regulación del proceso de amparo constitucional. Dicho 
Capítulo comprende un total de 11 artículos (94 al 104), los mismos que en términos 
generales no hacen más que reiterar lo ya dispuesto por el art. 19 constitucional; lo 
que supone decir que dichos preceptos en relación con el proceso de amparo, no 
cumplen su función básica de esclarecer las dudas interpretativas que plantea la 
referida configuración constitucional, o lo que es lo mismo, no satisfacen ni el 
mandato del Constituyente previsto en el citado precepto constitucional (art. 121.V), 
ni las expectativas y/o requerimientos de sus destinatarios94. 
 
No obstante, bien es verdad que fuera del referido Capitulo X, existen otros 
contenidos que son relevantes para la tramitación del proceso de amparo. Ese es el 
caso, por ejemplo, de los Títulos Primero y Tercero95. El Título Primero, entre otras 
cuestiones, establece como uno de los fines del TC, asegurar “el respeto y vigencia 
de los derechos y garantías fundamentales de las personas” y, como una de sus 
                                                 
93 Esta Ley, tal como se tiene dicho en el Capítulo II, apartado 4.1., fue promulgada el 1º de abril de 1998, 
mediante Ley Nº 1836 (Ley del Tribunal Constitucional) y, posteriormente reformada, mediante Ley Nº 1979 
del 24 de mayo de 1.999, cuyos contenidos se desarrollarán a lo largo del presente Capítulo. 
 
94 Con un margen razonablemente suficiente para desarrollar dicho cometido, el referido apartado V del art. 121 
constitucional, textualmente, establece, “La Ley reglamenta la organización y funcionamiento del Tribunal 
Constitucional, así como las condiciones para la admisión de los recursos y sus procedimientos”. Sobre las 
insuficiencias de la LTC respecto del amparo constitucional, véase, el Capítulo III. 4.2. de este trabajo. 
 
95 El Título Segundo, regula «La Organización y Funcionamiento del Tribunal Constitucional». Por su 
importancia para el proceso de amparo, de los referidos Títulos, se puede señalar, por ejemplo: el art. 28 que 
regula la legitimación; el art. 39 que establece el cómputo de los plazos; el art. 44 que establece el carácter 
vinculante de las sentencias del TC; el art. 46 que disciplina la prueba complementaria y, entre otros; el art. 48 
que regula la forma y contenido de las sentencias. De todos modos, sobre cada uno de estos preceptos se volverá 
en el correspondiente capítulo que se ocupa de su contenido. 
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competencias, conocer y resolver, en grado de revisión, los procesos de amparo 
constitucional. Por su parte, el Título Tercero, bajo el nomen juris, de «De las 
disposiciones comunes de procedimiento» contiene numerosos preceptos relativos 
a determinados requisitos comunes aplicables a todos los procesos constitucionales 
y, por lo tanto, también, al proceso de amparo. 
 
 
2.1.3. Los Acuerdos del Tribunal Constitucional 
 
En tercer y último lugar, por supuesto sin olvidar la jurisprudencia que no deja de 
ser otra fuente, entre las fuentes de aplicación preferente en el proceso de amparo, 
están también los Acuerdos del Tribunal Constitucional. A diferencia de la 
Constitución y la LTC, los Acuerdos regulan aspectos concretos del proceso de 
amparo. Si bien es cierto que, la LTC no faculta al Tribunal, no al menos de manera 
expresa, para dictar dichos acuerdos, no menos cierto es que, acogiéndose a la 
disposición especial única de la LTC, que le confiere la facultad para dictar “los 
reglamentos necesarios para su organización y funcionamiento”; el TC boliviano, tal 
como lo hiciera el TC español96, ha venido dictando diversos Acuerdos con clara 
relevancia procesal, fundamentalmente, para cubrir cuestiones que ni estaban 
previstas en las normas anteriormente citadas, ni podían colmarse fácilmente 
mediante las referidas normas supletorias o complementarias. 
 
Entre los acuerdos más relevantes para la tramitación del amparo constitucional, 
sin lugar a dudas, está el Acuerdo Nº 03/1.999 del 2 de febrero y el Acuerdo Nº 
05/2007-Bis97. El primer Acuerdo no es otro que el que aprueba el Reglamento de 
procedimientos constitucionales (Rpc), el mismo que fue elaborado y aprobado por 
el Pleno del TC98. Tal como establece su art. 1º, el Acuerdo en cuestión se funda, 
                                                 
96 Sobre dicho cometido del TC español, entre otros, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 38. 
 
97 No se hará mayor referencia al contenido de este Acuerdo ya que el mismo será abordado en un aparatado 
posterior con el que tiene estrecha relación, concretamente, con el apartado 2.1, referido al sorteo del expediente 
para su revisión por el TC, Capítulo IX, págs. 540 y ss. 
 
98 Dado que fue aprobado por el Pleno del Tribunal, tal como establece su art. 114, el mismo puede ser 
“reformado por el Pleno del Tribunal con el voto afirmativo de la mayoría de sus miembros”. Facultad que el 
TC, bien podría aprovechar, cosa que no lo ha hecho hasta la fecha, precisamente, para adecuarla y nunca mejor 
dicho, reformarla de modo que se constituya en la norma complementaria por excelencia frente a las 
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por un lado, en los artículos 119.I y 121.IV de la Constitución y, por el otro, en la 
disposición especial única de la LTC99. El contenido normativo del Acuerdo, tal 
como su nombre indica, tiene una finalidad reglamentaria de contenido normativo de 
la LTC, por consiguiente, se ocupa de reglamentar y/o formular con una mayor 
precisión los referidos, la LTC en general y los preceptos relativos al amparo 
constitucional en particular. 
 
Su adopción en los términos descritos, desde luego, es de ponderar y más aun 
si la intención fue facilitar la comprensión del proceso de amparo y por ende, dotarle 
de mayor operatividad procesal. Sin embargo, a la luz de la práctica y muy a pesar 
de lo dispuesto por su art. 1º apartado II100, lo cierto es que, no es una norma 
reglamentaria de la que pueda decirse que se aplica con regularidad. Al contrario, 
dicha práctica lo que viene a demostrar es que, las partes y el propio Tribunal muy 
pocas veces acuden a la misma. 
 
Tal es así, por ejemplo, del total de los expedientes de amparo (8.786) resueltos 
por el TC hasta el 31 de diciembre de 2006, sólo en siete de ellos aparece la 
invocación del referido Reglamento y, por si ello fuera poco, en todos ellos, en 
absoluto es el Tribunal quien utiliza la norma en cuestión, sino las partes101. En 
otras palabras, son las partes, unos en sus demandas y otros en sus alegatos de 
defensa, quienes esporádicamente, por así decirlo, se acuerdan de la existencia de 
dicho Reglamento102. No obstante, a los fines de este trabajo, en concreto de esta 
parte, tal como se verá en el desarrollo de los siguientes apartados, no deja de ser 
una fuente –esclarecedora- de los pasos a seguir en la tramitación del proceso de 
amparo constitucional. 
                                                                                                                                                       
insuficiencias de la LTC y así, no haya que acudir a las leyes ordinarias. Sobre cada uno de los puntos que 
podrían incluirse en dicho reglamento se volverá en los siguientes apartados. 
 
99 La disposición especial única de la Ley 1836, establece que, “El Tribunal dictará los reglamentos necesarios 
para su organización y funcionamiento en el plazo máximo de ciento ochenta días a partir de su instalación”. 
 
100 En efecto, el apartado II de su art. 1º establece que “Todos los recursos, demandas y consultas que se 
tramiten ante el Tribunal Constitucional, en el marco establecido por los Títulos Tercero y Cuarto de la ley del 
Tribunal Constitucional, se sujetaran a las disposiciones del presente reglamento”. 
 
101 Más datos estadísticos sobre el trabajo del TC, vide, “Estadísticas”, en Internet, página Web oficial del 
Tribunal Constitucional: http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/ 
 
102 Dichas Sentencias, entre otros son, las SSTC Nos. 0113/1.999, 0376/2000, 1120/2000, 007/2002, 1315/2002, 
0163/2004 y 0249/2004. 
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2.2. Fuentes de aplicación supletoria 
 
Valga reiterar que, en principio, en la tramitación del proceso de amparo 
constitucional sólo deberían de aplicarse aquellas normas que regulan los procesos 
constitucionales en el ámbito de la jurisdicción constitucional y no así las normas 
que regulan los procesos comunes en el ámbito de la jurisdicción ordinaria. Sin 
embargo, como ya se dijo, en la práctica no siempre ocurre así103. La causa 
principal de que no sea así, básicamente, se halla en las carencias de las normas 
de aplicación preferente, es decir, en el hecho de que las referidas normas 
especiales no llegan a regular el completo y complejo entramado de situaciones y 
relaciones jurídico-procesales que se suscitan en el curso del referido proceso. 
 
De ahí que, los órganos competentes de su tramitación se vean en la necesidad-
deber de acudir, con carácter supletorio y/o complementario, a otras normas que 
regulan procesos fuera del ámbito de la jurisdicción constitucional104. Dichas normas 
son: el Código de procedimiento civil (Cpc) y, la Ley de Organización Judicial (LOJ). 
De cada una de estas normas se ocupan los siguientes apartados. 
 
 
2.2.1 El Código de procedimiento civil 
 
El Código de procedimiento civil, como bien se sabe, es una norma que regula 
los diferentes procesos en materia civil y como tal, en principio, no es una norma 
aplicable en los procesos constitucionales, en este caso, al amparo constitucional 
por ser éste un proceso constitucional extraordinario. Sin embargo, en la práctica, 
                                                 
103 Al respecto, aunque refiriéndose al amparo español, Gonzáles Pérez, Jesús, dirá, “Siendo el proceso 
constitucional un proceso especial y especial las normas que lo regulan (dentro del cuadro del derecho procesal 
general) parece incuestionable la aplicación supletoria de las normas procesales comunes (…), para resolver las 
lagunas de la legislación procesal constitucional”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, 
op. cit. pág. 68. 
 
104 La justificación de la referida necesidad-deber de los jueces, en general y, del TC, en particular, hay que 
encontrarla en la prohibición del non liquet; es decir, como los jueces no pueden negarse a resolver pretextando 
inexistencia o obscuridad de la ley, cuando conocen de un conflicto jurídico han de darle una solución y, si no 
se encuentra la ley aplicable al caso, deberán construir la solución jurídica que mejor responda a las exigencias 
del caso concreto; para tal efecto, pueden acudir, a otras fuentes del Derecho. Precisamente en este sentido, el 
art. 5º de la LTC, establece que, “El tribunal Constitucional en ningún caso podrá excusarse de fallar en las 
causas sometidas a su conocimiento, alegando insuficiencia, ausencia u obscuridad de la norma”; en el mismo 
sentido, el art. 1º del Cpc, establece que los jueces y tribunales “no podrán excusarse de fallar bajo pretexto de 
falta, oscuridad o insuficiencia de la ley, en las causas sometidas a su juzgamiento...”. En el siguiente apartado, 
se volverá sobre esto, más concretamente, a tiempo de abordar el principio de obligatoriedad. 
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por las razones ya expuestas, podría decirse que es la norma ordinaria de la que 
con más frecuencia se sirve el TC para resolver los supuestos no regulados en las 
normas de aplicación preferente y no sólo en los procesos de amparo sino en la 
gran mayoría de los restantes procesos constitucionales. 
 
En cierto modo, bien es verdad que, a raíz de que en el proceso de amparo 
intervienen –directamente- determinados tribunales y jueces de la jurisdicción 
ordinaria, la aplicación del Cpc en dicho proceso no tendría que suponer mayor 
cuestionamiento; mucho menos si se toma en cuenta que dicha aplicación se 
justifica en las carencias o lagunas, precisamente, de aquellas normas especiales o 
de aplicación preferente, incluido el referido Reglamento que es para lo que debería 
servir: para llenar los vacíos en relación con determinados actos o situaciones 
procesales no regulados ni por la Constitución ni por la LTC. 
 
Sin embargo, amen de la validez o no de los referidos argumentos, el quid de la 
question no es asa, sino la circunstancia de que la aplicación de las normas 
ordinarias no es de Derecho sino de hecho; ello es así, por la sencilla razón de que 
no existe precepto alguno que faculte ni a los jueces de amparo ni al propio TC la 
aplicación, en el proceso de amparo, de otras normas procesales que no sean las 
propias de la jurisdicción constitucional. De manera que, con otros términos, el 
problema de fondo tiene que ver con la legalidad de su aplicación y no así o, no 
tanto así, con la legitimidad, ya que éste de por sí ya se justifica en la precariedad 
de las normas de aplicación preferente. 
 
El problema en cuestión, no obstante, es de fácil solución, ya que podría 
solucionarse con sólo autorizar de manera expresa la aplicación supletoria de las 
mismas, justamente, para “rellenar” los vacíos normativos de aquellas. En tal 
sentido, podría ser la LTC tal como sucede en el caso español105, o la propia 
Constitución, la que autorice dichas aplicación supletoria de las normas ordinarias 
en los procesos constitucionales en general y en el proceso de amparo en 
                                                 
105 La LOTC español en relación con el asunto en cuestión, en su art. 80, establece lo siguiente: “Se aplicarán, 
con carácter supletorio de la presente Ley, los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, en materia de comparecencia en juicio, recusación y abstención, publicidad y forma de 
los actos, comunicaciones y actos de auxilio jurisdiccional, día y horas hábiles cómputo de plazos, deliberación 
y votación, caducidad, renuncia y desistimiento, lengua oficial y policía de estrados”. 
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particular. Pero entre tanto, así sea sólo en el plano teórico y no tanto en la práctica, 
el referido problema seguirá persistiendo y planteando más dudas que certezas, 
fundamentalmente, respecto a la justificación de la legalidad de su aplicación.  
 
Por otra parte, hay que decir que los supuestos o situaciones procesales en los 
que, no sólo los litigantes en amparo sino el propio TC, se han visto en la necesidad 
de acudir al Cpc, unos invocando su aplicación y otros aplicándolo directamente, 
han sido -y continúan siendo-, los preceptos que regulan: la determinación de la 
capacidad para ser parte en el proceso, la representación, el procedimiento de las 
citaciones y notificaciones, el computo de los plazos en razón de la distancia106, las 
excusas y recusaciones, el desistimiento, entre otros107. De manera que, de optarse 
por la referida primera alternativa consistente en la reforma de la LTC, cuanto 
menos, son éstos los ámbitos que deberían de subsanarse. 
 
 
2.2.2. La Ley de Organización Judicial 
 
Junto al Cpc, otra de las leyes de aplicación supletoriamente en el proceso de 
amparo -también de hecho- es la Ley de Organización Judicial. La aplicación de 
esta ley, al tratarse de una ley que regula la organización y funcionamiento de los 
órganos del Poder Judicial, más específicamente, de los jueces y tribunales de la 
jurisdicción ordinaria; hasta cierto punto, se justifica por el hecho de que el proceso 
de amparo, en su fase de verificación o de primer grado, se tramita, precisamente, 
ante los jueces y tribunales de dicha jurisdicción. En cualquier caso lo cierto es que, 
frente a las insuficiencias de las demás fuentes, tanto los TGC así como el propio 
TC, en más de una oportunidad se han visto en la necesidad de aplicar dicha ley, 
principalmente en aquellos supuestos donde, de otro modo, no podía solventarse la 
cuestión planteada. 
                                                 
106 Así por ejemplo, a través de la STC Nº 373/1.999, se dirá que “el Tribunal del Amparo, para el señalamiento 
de la audiencia pública del recurso, debió aplicar el art. 146 del Código de Procedimiento Civil, el cual 
establece los plazos de la distancia”. 
 
107 Sobre cada uno de los supuestos y otros, se volverá con mayor detenimiento el Capítulo VIII. De momento, 
baste con citar a modo de ejemplo, la STC Nº 373/1.999, donde el TC estableció lo siguiente: “el Tribunal del 
Amparo, para el señalamiento de la audiencia pública del recurso, debió aplicar el art. 146 del Código de 
Procedimiento Civil, el cual establece los plazos de la distancia, (…) ya que las normas procesales son de 
estricta e ineludible aplicación, según lo prescribe el art. 90 del ya citado Código…”. 
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En la práctica, los casos en los que la nombrada ley viene siendo invocada por 
las partes y aplicada por los tribunales, mayoritariamente son: o para determinar la 
competencia de los TGC en razón del territorio (art. 1.12)108 o, para poner de 
manifiesto la celeridad procesal como presupuesto de justicia rápida y oportuna (art. 
1.13). La exigencia del cumplimiento de estos preceptos por parte del TC es tal que, 
en ocasiones, los jueces y tribunales de amparo que han omitido aplicarla, han sido 
objeto de llamadas de atención o, incluso, de amonestaciones109. 
 
Así pues, antes de concluir con este apartado, hay que decir que aun 
prescindiendo de la autorización legal, la aplicación tanto del Cpc como de la LOJ, 
es –y debe ser- sólo de carácter supletorio y, además, sólo en supuestos análogos. 
De manera que, dicha aplicación tendrá validez sólo en tanto en cuanto sirva para 
completar o subsanar la falta de previsión específica por parte de las fuentes de 
aplicación preferente. Lo cual, sensu contrario, supone decir que, toda aplicación de 
las normas de carácter supletoria, en tanto en cuanto suponga, suplantación o 
tergiversación de una norma explícita y específica de aplicación preferente o de sus 
principios inspiradores; tal suplencia y/o contradicción se habrá convertido en 
subrogación de la norma de aplicación preferente, situación que al no estar 
legalmente permitida, invalidará la misma. 
 
                                                 
108 Así por ejemplo, a través de la STC Nº 208/1.999, el Tribunal, por un lado, anulará la sentencia objeto de 
revisión y, por el otro, llamará severamente la atención al juez que había dictado dicha sentencia, por haber 
usurpado una competencia que en razón del territorio no la tenía; en términos del Tribunal, la sentencia dice lo 
siguiente: “Que, el art. 27 de la Ley de Organización Judicial determina "la competencia de un tribunal o juez 
para conocer un asunto, se determina por razón del territorio.....", que asimismo el art. 28 del mismo cuerpo 
legal señala "la competencia en razón del territorio se puede prorrogar únicamente por consentimiento expreso 
o tácito de las partes litigantes. ...". Que, el art.30 de la Ley de Organización Judicial concordante con el art. 
31 de la Constitución Política del Estado determina "Son nulos los actos de los que usurpen funciones que no 
les competen, así como los actos de los que ejerzan jurisdicción y potestad que no emane de la Ley". Que, en el 
caso de autos se establece claramente que el juez del Trabajo y S.S. de Tupiza al admitir, tramitar y resolver el 
recurso de Amparo contra una resolución expedida en la jurisdicción de Cotagaita y al no haber declinado de 
jurisdicción y competencia, a solicitud expresa de los recurridos, ha usurpado funciones viciando de nulidad 
sus actos”. Con estos argumentos la sentencia concluye: “(…) Se llama la atención severamente al Juez de 
Partido de Tupiza Dr. Ramiro F. Hernaíz Salinas por haber usurpado una competencia que no tiene, y tramitar 
el recurso sin las formalidades legales, debiendo ceñirse en los futuros recursos Constitucionales conforme al 
art. 19 de la Constitución Política del Estado y la Ley 1836”. En el mismo sentido, la STC Nº 1561/2002. 
 
109 Así, entre otras, a través de su Sentencia Nº 0440/1.999, el TC, reprochará dicho incumplimiento en los 
siguientes términos “Se llama la atención al Tribunal de Amparo por no cumplir con lo establecido por los 
arts. 98 y 100 de la Ley del Tribunal constitucional y arts. 19. II, 19.III y 19.IV con relación al art. 18.II, de la 
Constitución Política del Estado, referente a los procedimientos y plazos del presente proceso, asimismo por la 
inobservancia del art. 29 con relación a los arts. 1 numeral 2), 12) y 13), 25 y 26, todos de la Ley de 
Organización Judicial por la admisión del presente recurso”. 
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Por otro lado, convenga precisar que la interpretación y aplicación de las normas 
que se acaban de detallar, al igual que con el resto del ordenamiento procesal, debe 
hacerse: de una parte, en interés de la efectividad y vigencia de los derechos 
fundamentales y, de otra, en consonancia con los preceptos y principios contenidos 
en la Constitución (art. 91 Cpc)110 y, éste, según los criterios que emanen de la 
doctrina del Tribunal Constitucional; doctrina que, a la luz de los arts. 4111 y 44 de la 
LTC, no deja de ser una fuente supletoria. Sólo así se habrá sometido dicho 
procedimiento al imperio de la Constitución, que es la que, en definitiva, define el 
sentido y el espíritu de todo el ordenamiento jurídico. 
 
Por último, valga reiterar que las normas que regulan el procedimiento del 
amparo constitucional, como toda norma procesal, por antonomasia, son normas de 
orden público y por lo tanto de cumplimiento obligatorio para todos los sujetos 
procesales112, es decir, tanto para los magistrados del TC, los jueces y tribunales de 
amparo, así como para las partes y los terceros interesados. 
 
 
3. Competencia objetiva en el proceso de amparo constitucional 
 
Referirse a la competencia objetiva del proceso de amparo constitucional, 
supone referirse a los órganos legitimados113 que, en el ámbito de la jurisdicción 
                                                 
110 El referido precepto legal, establece que “Al interpretar la ley procesal, el juez deberá tener en cuenta que el 
objeto de los procesos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustantiva, en caso de duda 
deberá atender a los principios constitucionales así como a los principios generales del derecho procesal”. 
Justamente en este sentido, en el Derecho comparado, se dice que “Los actos procesales deberán llevarse a cabo 
bajo la vigencia e imperio de principios que están insitos en la Constitución, como los de igualdad, 
contradicción, publicidad, predominio del principio de oralidad...” así, Moreno Catena, Víctor y Cortés 
Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 258. Por cierto, de cada uno de los 
referidos principios y otros, se ocupa el siguiente apartado. 
 
111 El parágrafo segundo del referido precepto, establece que “Los tribunales, jueces y autoridades aplicaran a 
sus decisiones la interpretación adoptada por el Tribunal Constitucional”. 
 
112 En una de sus primeras Sentencia (STC Nº 373/1.999), el Tribunal dirá que “las normas procesales son de 
estricta e ineludible aplicación, según lo prescribe el art. 90 del ya citado Código”; posteriormente en otra 
sentencia (STC Nº 004/2000), vendrá a decir que “las Norma Procesales son de orden público y cumplimiento 
obligatorio, tanto más relevantes en materia constitucional”. Por su parte, el referido precepto del Cpc, 
establece lo siguiente. “I. Las normas procesales son de orden público y, por tanto, de cumplimiento 
obligatorio, salvo autorización expresa de la ley”. 
 
113 La Ley de Organización Judicial (art. 26), define la competencia como “la facultad que tiene un Tribunal o 
Juez para ejercer la jurisdicción en un determinado asunto”; el art. 25, de la misma Ley, define la jurisdicción 
como “la potestad que tiene el Estado de administrar justicia por medio de los órganos del Poder Judicial, de 
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constitucional, tienen competencia para llevar adelante la tramitación de dicho 
proceso. Se refiere pues, a los sujetos procesales principales que intervienen en su 
tramitación, en calidad de tercero dirimidor; éstos, en el proceso de amparo no son 
otros que, los jueces y tribunales de amparo y los Magistrados del TC114. 
 
Como se recordará, en la tramitación del proceso de amparo no interviene un 
solo juez, sino dos jueces, ya que dicho proceso comprende dos fases: la primera 
denominada fase de verificación y la segunda, fase de revisión. En el mismo orden 
de cosas, conviene también recordar que el referido proceso de amparo, a pesar de 
tener dos fases, constituye un sólo proceso, es decir, se tramita en una sola 
“instancia” compuesta de dos fases; lo que significa que, como se verá en los 
siguientes capítulos, la intervención del segundo frente a las actuaciones del 
primero, no constituye ni otra instancia y mucho menos de casación. 
 
Ahora bien, como ya se tiene adelantado, la fase de verificación es de 
competencia exclusiva de los jueces y tribunales de amparo (TGC) y, la fase de 
revisión, es de competencia, también con carácter de exclusividad, del Tribunal 
Constitucional115. Asimismo, conviene recordar que los TGC, a pesar de pertenecer 
a la jurisdicción ordinaria, cuando intervienen en la tramitación de los procesos de 
amparo en su fase de verificación, tal como lo dijera el AC Nº 100/2006, actúan 
como órganos integrantes de la jurisdicción constitucional y no así, como jueces de 
la jurisdicción ordinaria116. 
                                                                                                                                                       
acuerdo con la Constitución Política del Estado y las leyes. Es de orden público, no delegable y sólo emana de 
la ley”; por su parte, Gonzáles Pérez, dirá que “la competencia de un órgano público es la esfera de atribuciones 
al mismo encomendada por el Ordenamiento Jurídico”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 88. 
 
114 Al respecto, se dirá: “En cuanto el conocimiento de las pretensiones fundadas en normas de Derecho 
constitucional se atribuye a órganos jurisdiccionales independientes de la común organización judicial, puede 
hablarse de una jurisdicción constitucional”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. 
cit. pág. 75. 
 
115 En el mismo orden de cosas, quepa recordar que la configuración constitucional del amparo en vigor, en 
términos de competencia y de procedimiento, es la misma con la que fue incorporada por primera vez en el 
texto de la Constitución (1.967), es decir, no obstante, la creación del TC a través de la reforma constitucional 
de 1.994 y “ratificada” por la última reforma de 2004, aquella regulación, en términos generales, se mantiene 
“intacta”; con la única diferencia que, en el viejo sistema –difuso- la revisión de oficio de la sentencia de 
verificación, era de competencia de la CSJ, en cambio ahora, como reiteradamente se viene señalando, dicha 
competencia es exclusiva y  excluyente del Tribunal Constitucional. 
 
116 La intervención directa de los referidos órganos judiciales ordinarios en la tramitación del proceso de amparo 
constitucional, es otra de las peculiaridades de la configuración procesal del amparo boliviano, donde, como ya 
se tiene señalado, la jurisdicción ordinaria interviene en un ámbito que se supone es de “dominio exclusivo” de 
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Por cierto, la referida configuración constitucional del amparo desde la 
perspectiva de su tramitación, no es un “paradigma” exclusivamente del Derecho 
boliviano, sino también de otros países del entorno que cuentan con similar 
mecanismo jurisdiccional. Ese es el caso, de Colombia, Perú y Ecuador por señalar 
algunos ejemplos, donde los jueces y tribunales de la jurisdicción ordinaria, también, 
intervienen en la tramitación de los procesos de amparo constitucional, con carácter 
previo a la intervención del TC; lo cual supone decir que, en los mencionado países, 
la intervención de los Tribunales Constitucionales, se “circunscribe” al control o 
revisión de las sentencias dictadas, en primera fase, por aquellos jueces o 
tribunales de amparo117. 
 
En el proceso de amparo boliviano, la competencia del Constitucional en la 
revisión de las sentencias de amparo dictadas en primera fase, se puede decir que 
es universal, ya que, dicha competencia se extiende frente a todas las sentencias 
sin excepción. Por lo tanto, a diferencia del amparo peruano, por ejemplo, en el 
amparo boliviano, para aperturar dicha competencia no hace falta ni la denegación 
ni la previa apelación; pues, con independencia del fallo o resultado, es decir, sin 
tomar en cuenta la denegación o concesión del amparo solicitado, el Tribunal revisa 
todas las sentencias que le son remitidas de oficio y en el plazo de veinticuatro 
horas, por los JGC118. 
 
Así las cosas, para una mejor comprensión, el contenido de este apartado será 
desarrollado en dos subtítulos, de donde el primero se referirá a los órganos 
competentes de la fase de verificación y, el segundo de los órganos competentes de 
la fase de revisión.  
 
                                                                                                                                                       
la jurisdicción constitucional. Sobre esto y otros aspectos relacionados con la naturaleza de la intervención de 
los jueces ordinarios en la tramitación del proceso de amparo, concretamente en su fase de verificación, vide, el 
apartado 4.3. del capítulo III, págs. 134 y ss.. 
 
117 No obstante, bien es verdad que, no en todos los ordenamientos la intervención del Tribunal Constitucional 
resulta imprescindible para la tramitación del proceso de amparo; en algunos países el TC ejerce dicha 
competencia sólo en determinados supuestos, ese es el caso, por ejemplo, del amparo peruano, donde la 
competencia del TC para intervenir en el proceso de amparo sólo se abre mediante el recurso de apelación 
interpuesta por la parte perdidosa contra la sentencia de primer grado que denegare la solicitud de amparo. 
 
118 Cuestión distinta es cuando la demanda no ha sido admitida, o lo que es lo mismo, frente a la resolución que 
declara in limine la improcedencia del amparo en la fase de admisión, dicha resolución para llegar a 
conocimiento del TC debe ser recurrida. Sobre esto y con mayor detenimiento se volverá en el Capítulo IX.4. 
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3.1. Los Tribunales y Jueces de amparo en fase de verificación o de 
primer grado 
 
La competencia para conocer y resolver el proceso de amparo en su fase de 
verificación, llamado también de primer grado, según lo trazado por los apartados I y 
IV del artículo 19 constitucional, con meridiana claridad se expresan en los 
siguientes términos: 
 
“I. El recurso de amparo se interpondrá..., ante las Cortes Superiores en las capitales de 
Departamento o ante los Jueces de Partido en las provincias. 
 
Como se puede advertir, la Constitución -al igual que la LTC como se verá más 
adelante- faculta expresamente a los Vocales de las Cortes Superiores en las 
capitales de Departamento y a los Jueces de Partido en las provincias119, para 
conocer y resolver “directamente” los procesos de amparo constitucional en su fase 
de verificación o de primer grado. Sin embargo, a pesar de la claridad con que se 
expresa la Constitución, dicha regulación no siempre ha sido pacíficamente 
aceptada, al contrario, se puede decir que fue objeto de más de un cuestionamiento 
en forma de disyuntiva; básicamente, en cuanto a su coherencia con el sistema de 
protección de los derechos fundamentales, por un lado y, en relación con su 
pertinencia en el ámbito funcional del amparo, por el otro. 
 
En relación con lo primero, la principal duda que se planteó fue en relación con 
la compatibilidad de la intervención, en la tramitación del proceso de amparo, de la 
jurisdicción ordinaria en el ámbito de la jurisdicción constitucional. En sí, la cuestión 
se planteaba en los siguientes términos: la intervención de la jurisdicción ordinaria, a 
través del proceso de amparo, en un ámbito competencial que se supone es de 
                                                 
119 Valga precisar que en el Derecho boliviano, la organización jerárquica y territorial de la jurisdicción 
ordinaria es la siguiente: El máximo Tribunal con competencia en todo el territorio nacional es la Corte 
Suprema de Justicia (CSJ), cuyos miembros se denominan Ministros de la Corte Suprema; inmediatamente 
después, están las Cortes Superiores de Distrito (CSD), cuya competencia comprende todo un Departamento 
(Bolivia está dividida en un total de 9 Departamentos, de modo que existen 9 CSD) y sus miembros se 
denominan Vocales de Corte; después están los Jueces de Partido, cuya competencia territorial comprende toda 
una Provincia (Los Departamentos se subdividen en Provincias cuyo número difiere por cada Departamento), 
aunque también existen Jueces de Partido en las Capitales de Departamento y, por último; están los jueces de 
Instrucción que son los de menor jerarquía, cuya competencia abarca a aquellos asuntos de menor cuantía. En sí 
la competencia entre un Juez de Partido y uno de Instrucción, no se define en función al territorio, sino, a la 
naturaleza y la cuantía de los asuntos que han de conocer. 
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exclusividad de la jurisdicción constitucional, afecta y de que modo o no, al modelo 
de jurisdicción constitucional en vigor120. 
 
En cambio, respecto a lo segundo, se llegó a decir que “no resulta apropiado 
que una Sala de la Corte Superior de Justicia, que en la función jurisdiccional es 
jerárquicamente inferior a la Corte Suprema de Justicia, conozca y resuelva un 
amparo constitucional planteado contra las resoluciones judiciales de una de las 
Salas de esta última. Es fácil entender que una instancia jurisdiccional inferior no 
podrá ejercer un control efectivo sobre las decisiones y resoluciones de una 
instancia jurisdiccional superior sin verse afectado en la independencia de sus 
miembros”121. Sin embargo, el mismo autor, se adelantaría en reconocer que contra 
su razonamiento “formalmente podría plantearse el argumento de que las Salas de 
las Cortes Superiores de Distrito, al conocer y resolver el amparo constitucional no 
actúan como tribunal ordinario sino que cumple la función de un verdadero Tribunal 
de las Garantías Constitucionales”; pero, aun así, concluiría afirmando que dicha 
circunstancia en la práctica no tiene relevancia, por cuanto, “en los miembros de 
dichos Tribunales se impone el criterio de la jerarquía jurisdiccional afectando su 
independencia”122. 
 
Frente a los dos cuestionamientos, a modo de respuesta, empezando por el 
primero, cabe decir lo siguiente: evidentemente, a diferencia del resto de los 
procesos constitucionales extraordinarios que son de competencia exclusiva de la 
jurisdicción constitucional, el proceso de amparo, a pesar de ser un proceso también 
constitucional y extraordinario, en los hechos, no deja de ser una “competencia 
compartida” entre el TC y los TGC; pues, como se ha visto, es la propia 
Constitución, más específicamente la configuración procesal-constitucional, la que 
de manera expresa asigna a los TGC la facultad de conocer y resolver, en primer 
                                                 
120 En relación a la competencia exclusiva que ostenta el TC, de la jurisdicción constitucional, vide, Aragón 
Reyes, Manuel, en: “25 años de Justicia Constitucional en España”, en, Pérez Royo, Javier, Urías Martínez J. 
Pablo y Carrasco Durán, Manuel (eds.): Derecho Constitucional para el Siglo XXI: Actas del VIII Congreso 
Iberoamericano de Derecho constitucional, (tomo II,), Thomson/Aranzadi, Navarra, 2006, págs. 3650 y ss. 
 
121 Rivera Santiváñez, J. Antonio: “El amparo constitucional contra sentencias judiciales...”, op. cit. pág. 461. 
 
122 Así, bajo ese razonamiento, el mismo autor terminaría planteando la creación de «tribunales especiales» 
dependientes del TC, con exclusivas competencias para conocer y resolver en primer grado, los recursos 
constitucionales de carácter tutelar, entre ellas el amparo constitucional, vide, Rivera, Santiváñez, J. Antonio: 
“El amparo constitucional contra sentencias judiciales...”, op. cit. pág. 461. 
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grado, los procesos de amparo constitucional y sólo en grado de revisión el TC. Tal 
asignación competencial, desde ya, en modo alguno afecta ni tendría por qué 
afectar la ordenación y funcionamiento del sistema constitucional de protección de 
los derechos fundamentales en vigor como en alguna oportunidad se ha 
insinuado123. 
 
La negación o ausencia de la supuesta afectación del modelo en vigor, se 
sustenta, básicamente, en dos argumentos: por un lado, en el hecho de que la 
intervención de los referidos órganos de la jurisdicción ordinaria en el proceso de 
amparo, no es de carácter ordinario sino de carácter extraordinario, ya que, ejercen 
dicha competencia constitucional no como parte de sus competencias ordinarias 
(llámese civil, penal, familiar o laboral), sino como parte de una competencia 
extraordinaria constitucionalmente encomendada y, por el otro, en tanto ejercen 
dicha competencia como TGC, actúan con el status de magistrados del TC y no así, 
simplemente, con el status de jueces de la jurisdicción ordinaria. Por lo tanto, la 
regulación constitucional de competencias con intervención de la jurisdicción 
ordinaria, para conocer y resolver el proceso de amparo, ni es incompatible con el 
sistema de protección de los derechos fundamentales ni es incoherente con el 
sistema concentrado de jurisdicción constitucional. 
 
Respecto el segundo cuestionamiento, el relativo a la supuesta impertinencia de 
la configuración procesal del amparo, con asignación de competencias a los jueces 
y tribunales de la jurisdicción ordinaria124, hay que decir que dicha aparente 
impertinencia, tampoco es del todo atendible, ya que la experiencia de los últimos 
años se ha encargado de demostrar más bien lo contrario. Tal es así que desde un 
principio y sin mayores complejos, los jueces y tribunales de amparo, con 
independencia de su jerarquía en la estructura de la jurisdicción ordinaria, han 
                                                 
123 Justamente, apoyado en dicha asignación competencial, cierto sector de los jueces de la CSJ y juristas no 
académicos de la vieja escuela, han visto la mejor oportunidad para cuestionar el modelo en vigor y más 
específicamente, la supremacía del TC en la defensa de los derechos fundamentales, arguyendo así que el 
modelo en vigor no es concentrado sino mixto. 
 
124 En sí, sería Rivera Santibáñez J. Antonio, quien por razones de jerarquía funcional, dijese que la asignación 
de competencias a los jueces de grado inferior, “no es lo más aconsejable para el buen funcionamiento de la 
jurisdicción del amparo”. En tal sentido, este autor, plantearía la creación de tribunales especiales en los 
siguientes términos “deberían crearse tribunales especiales cuya competencia no sean otra que la de conocer y 
resolver los recursos constitucionales de carácter tutelar, entre ellas el amparo constitucional”, así, en: “El 
amparo constitucional contra sentencias...”, op. cit. pág. 461. 
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venido resolviendo todo tipo de pretensiones, incluso, contra las resoluciones no 
sólo de la CSJ sino del propio TC. Extremo que desde luego, en el ámbito de sus 
competencias ordinarias, resultaría poco menos que impensable125. 
 
De manera que, a la luz de dicha experiencia, se puede decir que la protección 
jurisdiccional de los derechos fundamentales a través del proceso de amparo, ni es 
ineficaz por el sólo hecho de que intervienen los jueces y tribunales de la 
jurisdicción ordinaria juzgando las actuaciones, incluso, de autoridades 
jerárquicamente superiores a ellos; ni el principio de independencia se ha visto en 
tela de juicio por el sólo hecho de que un juez inferior, actuando como Tribunales de 
las Garantías Constitucionales, haya tenido que juzgar los actos de sus superiores. 
Mas bien al contrario, frente a esa encomiable realidad lo que hay que decir es que, 
la participación o intervención “previa” de los jueces y tribunales ordinarios como 
TGC en la tramitación del proceso de amparo, presupone más ventajas que 
desventajas. Así, por ejemplo, adelantando algunas de las ventajas, el modelo 
procesal de amparo, tal como está regulado, a diferencia de otros ordenamientos, 
permite: por un lado, obtener una más rápida protección del derecho o garantía 
fundamental restringido o suprimido y, por el otro, la intervención de la jurisdicción 
ordinaria, en primer grado y del TC en grado de revisión, comporta una doble 
valoración de la pretensión constitucional. 
 
En definitiva, permite un mejor tratamiento del material instructorio; la economía 
y la mediación en el lugar donde se produjo la restricción o supresión del derecho 
fundamental y de ese modo, permite mantener vivo el compromiso de los jueces y 
tribunales ordinarios en la defensa de los derechos y garantías fundamentales 
protegibles en amparo126. Si acaso plantea algún problema o inconveniente, ello, sin 
duda, tiene su origen no en la configuración procesal, sino en la cantidad de jueces 
y tribunales ordinarios que existen en todo el país; tal situación, como es lógico, trae 
consigo el problema de la delimitación de competencias en el orden territorial, o lo 
                                                 
125 Una muestra de lo que se acaba de sostener, es el hecho de que en la práctica, tal como ya se ha visto, se han 
dado supuestos donde los TGC eran, desde el punto de vista de la organización y estructura de la jurisdicción 
ordinaria, jerárquicamente inferiores a los demandados cuyos actos habían de juzgar; pero, aún así, terminarían 
conociendo y resolviendo el amparo solicitado, sin ningún tipo de prejuicios ni temores. 
 
126 En este sentido, aunque refiriéndose al “amparo ordinario” español, Gimeno Sendra, Vicente y Morenilla 
Allard, Pablo en: Los Procesos de Amparo Civil..., op. cit. pág. 21. 
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que es lo mismo, da lugar a los denominados conflictos de competencia territorial127. 
Pero de ello y más, se ocuparan los apartados que siguen a continuación. 
 
 
3.1.1. Las Salas de las Cortes Superiores por turno en las 
capitales 
 
Como se tiene dicho, la norma específica que desarrolla la configuración 
constitucional del amparo, en particular, y de la jurisdicción constitucional, en 
general, no es sino la Ley del Tribunal Constitucional. Esta ley, en lo que respecta a 
la competencia de las Salas para conocer y resolver los recursos de amparo en su 
fase de verificación, ciertamente, no es del todo meticulosa ni mucho menos, ya 
que, en su art. 95, se limita a reiterar lo ya dispuesto por la Constitución, 
estableciendo que “Son competentes para conocer el recurso de amparo: 1.- Las 
Cortes Superiores de Distrito, en las Capitales de Departamento en sus salas, por 
turno…”. Si acaso añade algo, ello tiene que ver con la especificación de las 
«Salas» y la distribución de las demandas «por turno». En otras palabras, frente a la 
prescripción genérica de la Constitución (art. 19.II) en sentido de que son 
competentes “las Cortes Superiores en las capitales de departamento”, la LTC 
concreta que dichas Cortes conocerán del proceso de amparo en sus respectivas 
Salas y por turno128. 
                                                 
127 Dado que, sobre los conflictos de competencia, se volverá más adelante, de momento valga anticipar que con 
carácter de regla, esto es, aplicable a todos los jueces y tribunales de amparo; el TC ha establecido el criterio de 
que el órgano jurisdiccional competente, desde el punto de vista territorial, es el del domicilio del demandado, 
por ser el lugar donde se produjo el acto impugnado. En este sentido, el AC Nº 0276/2005, no sin antes 
reconocer que, “en la Ley 1836 del Tribunal Constitucional, no existe previsión normativa alguna para resolver 
eventuales conflictos de competencia que por razón de territorio podría suscitarse entre dos jueces o tribunales 
de garantías constitucionales”, señala lo siguiente: “(…) el recurso interpuesto contra las autoridades que 
pronunciaron la Resolución impugnada (…), en un lugar distinto a aquel donde se produjo la presunta 
vulneración. Esta competencia dentro del recurso de amparo debe ser armonizada y concordada para fijar sus 
correctos alcances, con las reglas de competencia establecidas por el art. 10.2 Cpc que dispone: “En las 
demandas por acciones personales (es competente) el Juez del domicilio del demandado...". En ese contexto, al 
haberse planteado el recurso ante la Corte Superior del Distrito de La Paz, se acudió ante un Tribunal que 
carecía de competencia para pronunciarse en el caso (…). En consecuencia, tomando en cuenta la 
jurisprudencia glosada en el punto anterior, se tiene que el responsable por las supuestas lesiones a los 
derechos fundamentales invocados por la recurrente es el Fiscal General de la República -con domicilio en el 
Distrito de Sucre-, quien tiene la legitimación pasiva para ser recurrido en el presente recurso extraordinario”. 
Sentencia, que como se ha dicho, engloba los entendimientos adoptados en otras anteriores, entre ellas, las 
SSTC Nos. 0333/2004, 0744/2004, 0754/2004 y 0967/2004. 
 
128 Por mandato del art. 93 de la LOJ, “Las Cortes Superiores de Distrito se dividen en salas denominadas: 
civil, penal y social y administrativa. La reunión de ellas constituye la Sala Plena”. 
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Por su parte, la Ley que regula la organización y funcionamiento de los 
Tribunales y Juzgados en el ámbito de la jurisdicción ordinaria, la LOJ, en su Título 
V, Capítulo VII, art. 125, establece que “las Cortes Superiores de Distrito, en una de 
sus salas, por sorteo conocerán los recursos de amparo constitucional”. Con lo cual, 
queda claro que la competencia de las CSD para conocer y resolver los procesos de 
amparo, no sólo viene establecida en la Constitución y la LTC, sino también en la 
propia ley orgánica de la jurisdicción ordinaria129. 
 
Como ya se adelantó, la asignación de esta competencia ha sido motivo de una 
cierta reticencia, especialmente, por parte de los abogados y algún sector de la 
academia. Sin embargo, a la luz de la experiencia de los últimos años se puede 
decir que dicha reticencia no era más que el fruto de la desconfianza en los jueces 
por su pasado inmediato, ya que desde un principio las Salas han venido 
asumiendo dicha competencia con bastante naturalidad. De tal suerte, en la 
actualidad, lo ponderable es más bien su eficacia; pues, de una parte, las Salas de 
las Cortes Superiores, al conocer y resolver el proceso de amparo, finalmente, han 
terminado asumiendo su superioridad funcional frente al o, las autoridades 
recurridas y, de otra, estas últimas, paralelamente, también cada vez son más 
concientes de que, en tanto demandados en amparo, no son sino sujetos 
procesales que actúan en dicho proceso “simplemente” en calidad de recurridos; 
esto es, desprendidos de su investidura o jerarquía institucional o funcional. 
 
Un claro ejemplo de cuanto se acaba de señalar, sin duda, es el caso de los 
Vocales de la CSD de Chuquisaca, quienes en razón de su ubicación territorial130 
vienen resolviendo, sin mayores complejos, las demandas de amparo contra los 
actos, tanto de los Ministros de la CSJ131, como contra los actos de los Magistrados 
del propio Constitucional132. Así las cosas, es evidente que aquellos temores 
                                                 
129 No obstante, hay que decir que existe una cierta discordancia entre lo establecido por la LTC y lo establecido 
por la LOJ, ya que, el primero establece que las salas conocerán el amparo «por turno», en cambio la LOJ 
establece que conocerán «por sorteo». En la práctica se aplica lo dispuesto por la LTC. 
 
130 La CSD de Chuquisaca, funciona en la Capital de dicho Departamento, Sucre, que a su vez es la Capital de 
Bolivia y por ende, el lugar donde funcionan, tanto la CSJ como el TC. 
 
131 Supuestos concretos donde la referida Corte ha venido resolviendo demandas de amparo contra las 
decisiones de la CSJ, entre otros, las STC Nº 0569/2004, 0582/2004 y 1618/2004.  
 
132 Supuestos concretos donde la referida Corte ha venido resolviendo demandas de amparo contra determinadas 
resoluciones del propio TC, entre otros, las SSTC Nº. 0189/2001, 1249/2001 y 1769/2003. 
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propios de un sistema que apenas empieza a funcionar, con el paso de los años 
han quedado atrás. 
 
 
3.1.2. Los Jueces de Partido en las provincias 
 
En relación con la competencia de los jueces de partido en las provincias, tal 
como se ha visto, la Constitución establece que “el recurso de amparo se 
interpondrá..., ante los Jueces de Partido en las provincias”; el desarrollo de este 
precepto, contenido en el art. 95 de la LTC, establece que “Son competentes para 
conocer el recurso de amparo: 2.- En las provincias, los jueces de partido”; en 
cambio, la LOJ, a diferencia de lo que sucede con las Salas de las CSD, 
extrañamente, no regula la competencia, de los jueces de partido en las provincias, 
para conocer del proceso de amparo, no al menos de manera explícita como lo 
hace con las Salas. Lo único que dice, a través de su art. 161, es que: 
 
“Son atribuciones de los jueces de partido en las provincias: 
I. Todas las competencias señaladas para los jueces de partido de capitales de 
departamento; 
II. Súper vigilar las funciones del juez o jueces de instrucción y otros funcionarios de su 
respectiva jurisdicción territorial”. 
 
Como se puede advertir, el apartado I), sin definir la competencia de los jueces 
de partido para conocer del proceso de amparo, se limita a señalar que sus 
competencias son todas las “de los jueces de partido en las capitales de 
departamento”. Sin embargo, una somera revisión de los preceptos que regulan las 
competencias de los jueces de partido en las capitales de departamento, da cuenta 
que los mismos no tienen asignada la competencia para conocer los procesos de 
amparo; situación que a priori, permitiría concluir que a la luz del referido apartado I) 
del art. 161 de la LOJ, dichos jueces carecen de competencia para conocer y 
resolver los procesos de amparo. 
 
Ello, sin embargo, no es así. En todo caso, se trata de una omisión o 
incoherencia legislativa, el mismo que a futuro tendrá que ser subsanada; pero de 
ahí en más, por el sólo hecho de que la LOJ omita su expresa regulación, no se 
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puede negar la plena competencia de los jueces de partido en las provincias para 
conocer y resolver los procesos de amparo y menos aun, si se toma en cuenta que 
dicha competencia ya viene impuesta no sólo por la LTC (art. 95.2) sino, por la 
propia Constitución a través de su artículo 9.II. 
 
Ahora bien, la asignación de plena competencia para conocer y resolver el 
proceso de amparo a los jueces de partido en las provincias, más allá de las 
referidas reticencias formales y no sustanciales, sin duda, tiene más ventajas que 
desventajas. Desde ya, el propósito de tutelar en el menor tiempo posible las 
eventuales supresiones o restricciones de los derechos y garantías fundamentales a 
través del amparo constitucional, halla uno de sus mejores referentes, 
precisamente, en la competencia jurisdiccional asignada a los jueces de Parido en 
las provincias; tal situación permite juzgar la infracción constitucional en el mismo 
lugar donde se ha producido la vulneración y además de manera inmediata. 
 
Asimismo, dada la distancia existente entre las capitales de departamento, 
donde funcionan las Salas de las CSD, respecto de las diferentes provincias; el 
hecho de que el afectado de una determinada provincia pueda acudir directamente 
ante el juez de partido, con asiento en la capital de su misma provincia, sin duda, es 
una ventaja que se traduce no solamente en la inmediata protección de sus 
derechos y garantías fundamentales sino, también, junto a ello, en la economía 
procesal; la misma que, de cara al afectado, se traduce en que éste ya no tiene que 
soportar ni la carga de tener que trasladarse hasta la capital del Departamento, ni 
erogar los gastos que dicho desplazamiento requiera, agravando su situación, 
incluso, más allá de la vulneración de sus derechos y garantías fundamentales que 
ya soporta. 
 
Dicho lo cual, ya desde el punto de vista de su ejercicio, hay que decir que la 
misma es exclusiva y por lo tanto excluyente de los demás órganos jurisdiccionales. 
Dicha exclusividad se manifiesta, básicamente, por un lado, respecto de los jueces 
de instrucción y, por el otro, respecto los otros jueces de partido de otras provincias. 
Respecto los primeros, a raíz de algunos casos que se han dado en la práctica, el 
TC (STC Nº 0266/2003) ha sido bastante concluyente en el sentido que: 
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“...ni la Constitución Política del Estado ni ninguna otra norma legal, establece que de 
manera excepcional, sea un Juez de Instrucción de Provincia la autoridad competente para 
conocer un recurso de amparo constitucional. En tal circunstancia, al haber sido conocido y 
resuelto el presente recurso, por el Juez de Instrucción en lo Penal de Montero de la 
Provincia Santiestevan de Santa Cruz (como emergencia de una declinatoria de 
competencia), sin que dicha autoridad tenga competencia alguna que emane de la 
Constitución o de alguna norma legal, sus actos caen en la sanción de nulidad establecida 
en el art. 31 de la Ley fundamental”. 
 
En efecto, si un juez de instrucción no tiene competencia para conocer el 
proceso de amparo, de igual manera, un juez de partido de una provincia distinta al 
lugar donde se ha producido la lesión del derecho fundamental, carece de 
competencia para conocer el proceso de amparo133. Esta cuestión relativa a la 
competencia territorial -de sí un juez de partido de una determinada provincia puede 
conocer y resolver un supuesto de restricción de los derechos y garantías 
fundamentales “cometidos” en otra provincia- en un principio no estaba nada 
definida. De hecho, durante la práctica de los primeros años, se han dado casos en 
los que, tanto los jueces como las Salas, han conocido y resuelto procesos de 
amparo que desde el punto de vista de competencia territorial no les correspondía. 
 
Uno de los argumentos que se esgrimieron en aquel entonces para actuar de 
ese modo, partía de la idea de que los jueces y las Salas a tiempo de conocer el 
amparo asumen la calidad de jueces constitucionales y como tales, al igual que los 
magistrados del TC, tienen competencia nacional. Esta concepción, sin embargo, no 
tardaría en ser rechazada, principalmente por no ajustarse a lo dispuesto por el art. 
35 de la LOJ. Según este precepto, ningún juez de una provincia puede conocer ni 
resolver casos o hechos ocurridos en otra provincia; del mismo modo, ninguna Sala 
de las CSD puede conocer ni resolver hechos que se hayan producido dentro el 
ámbito territorial de otra CSD. 
 
Dicho entendimiento, a pesar de fundarse en una norma que no es precisamente 
una de las que regula el proceso de amparo, ha sido plenamente asumido no sólo 
por los jueces de amparo en la fase de verificación, sino por el propio TC. Tal es así 
                                                 
133 Dicho cuestionamiento también se daba respecto las Salas de las Cortes Superiores, es decir, si una Sala de 
un Departamento, puede conocer un amparo cuyo objeto se ha producido en otro Departamento. 
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que, entre otras134, mediante su STC Nº 1382/2002, a tiempo de resolver un recurso 
de hábeas corpus, cuyo fundamento referido a la competencia territorial es 
extensible al proceso de amparo, vino a establecer lo siguiente: 
 
"De los textos constitucional y legal glosados, se extrae que en el sentido de la 
Constitución, los recursos de hábeas corpus por violaciones a la libertad individual, en 
cualquiera de las formas establecidas en la Ley del Tribunal Constitucional, que se 
cometan en las capitales de departamento, deben ser conocidos y resueltos por la Corte 
Superior de Distrito en una de sus salas, o por el Juez de partido de turno; en cambio, si 
tales actos ilegales u omisiones contra la libertad, se cometen en las provincias, será 
competente para conocer el recurso de hábeas corpus en cuestión, el juez de partido, y en 
ausencia de éste, el juez de instrucción, del ámbito territorial dentro del cual ejerzan 
jurisdicción y competencia los nombrados órganos jurisdiccionales. Este entendimiento 
interpretativo es aplicable, en lo conducente, a los recursos de amparo constitucional; en 
ambos casos  regirán,  en  lo pertinente, las reglas de la jurisdicción y competencia 
territorial establecidas por el art. 35 de la Ley de Organización Judicial". 
 
 Sin embargo, tal como ya se dijo, la asignación de competencias a las Salas por 
turno y a los jueces de partido en las provincias, no siempre ha sido pacíficamente 
aceptada. En efecto, se diría que “la sustanciación de los recursos de amparo 
constitucional y habeas corpus, como parte del sistema de control de 
constitucionalidad, requiere que los Jueces y Tribunales tengan conocimientos 
especializados (...)”135, y con este argumento se plantearía la creación de Salas 
especializadas en materia constitucional en los siguientes términos: “es 
recomendable la creación de Juzgados y Salas de las Cortes Superiores de Distrito 
en materia constitucional, con jurisdicción y competencia para conocer y resolver los 
recursos de amparo y habeas corpus, conforme a la configuración procesal 
vigente”136. 
 
El planteamiento desde luego, no deja de ser interesante y acaso incluso es o, 
sería lo ideal; sin embargo, no es lo más aconsejable ni tampoco es factible. No es 
lo más aconsejable, básicamente, por el hecho de que la actual regulación 
                                                 
134 Entre las más explícitas, se tienen las Sentencias Nos. 0072/2004 y 0333/2004 y, entre las últimas que 
ratifican y refuerzan la citada doctrina, la STC Nº 0232/2006. 
 
135 Vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: “El amparo constitucional contra sentencias judiciales...”, op. cit. pág. 
461. 
 
136 Íbidem. 
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contribuye de manera sustancial a la formación, en los jueces y tribunales de 
amparo, de «la cultura judicial de respeto y vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales»; pues, el hecho de conocer y resolver los procesos constitucionales 
protectivos de esos derechos, les permite conocer, especialmente, la hermenéutica 
constitucional y, a partir de allí todo lo relacionado con la jurisdicción constitucional, 
a tal punto que en la actualidad el cumplimiento de dicha labor, es para los jueces 
una competencia casi natural. 
 
Por otro lado, el referido planteamiento no es factible, por el simple hecho de que 
la creación de las referidas Salas y juzgados especializados en materia 
constitucional, supondría para el Estado un considerable incremento presupuestario 
que, dada la precaria situación económica por la que atraviesa, no se halla en 
condiciones de soportarla. De hecho, ni siquiera el presupuesto actual asignado, 
cubre las necesidades que el Tribunal requiere para su buen funcionamiento. Tal es 
así que, en el último trabajo elaborado por el propio Tribunal de cara a la Asamblea 
Constituyente, una de las demandas es el incremento, con naturaleza de urgencia, 
de su presupuesto, el mismo que permita el incremento de funcionarios de apoyo en 
todos sus niveles. 
 
Siendo así, lo conveniente para mejorar el funcionamiento del proceso de 
amparo en lo competencial, al menos de momento, no pasa por crear otros órganos 
especializados ni mucho menos, sino, por optimizar los actuales; tanto en lo 
individual como en lo funcional, es decir, exigir mayor compromiso de los Tribunales 
y jueces de amparo y para ello, lógicamente, mantener o incluso reforzar la 
intervención y/o participación de los mismos en el trámite del proceso de amparo. 
Sólo de ese modo será posible alcanzar, o cuanto menos, aproximarse a la cultura 
judicial de respeto a los derechos fundamentales; asimismo, al permitir la 
intervención de los jueces ordinarios en la tramitación del amparo, además, se 
estará tendiendo un puente, una especie de vínculo o coordinación directa entre los 
órganos de la jurisdicción ordinaria y el TC137. 
                                                 
137 Desde luego, este último cometido tendría mejores resultados si es que de ello fuera partícipe, también, la 
CSJ, es decir, que dicha magistratura ya sea en Pleno o por intermedio de sus Salas tuviesen similar atribución 
que las salas de las CSD y por lo tanto, la misma posibilidad de “relación funcional directa” con el TC; cosa 
que, a la luz de la actual regulación, es poco menos que imposible y es más, dicha pretensión vista desde la 
perspectiva de su ubicación territorial –la capital del país- y la inmediata protección que los derechos y garantías 
fundamentales merecen, es casi poco probable que se dé. De todos modos, como se acaba de señalar, no le 
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3.2. El Tribunal Constitucional en fase o grado de revisión 
 
Si bien es cierto que el apartado IV del art. 19 constitucional, establece que “La 
autoridad judicial..., concederá el amparo solicitado..., elevando de oficio su 
resolución ante el Tribunal Constitucional para su revisión en el plazo de 24 horas”; 
no menos cierto es que esta norma no es la que otorga plena competencia al TC 
para conocer y resolver, en grado de revisión, los procesos de amparo. La norma 
constitucional que otorga plena competencia al TC para conocer y resolver el 
proceso de amparo en su fase de revisión, es la prevista en el art. 120, atribución 7ª, 
al establecer la misma y además de manera expresa, que son atribuciones del 
Tribunal Constitucional: “La revisión de los recursos de amparo constitucional, 
habeas corpus y habeas data”. 
 
El desarrollo legislativo de dicha previsión constitucional, naturalmente, aunque 
sin mucha coherencia y escaso ingenio, viene contemplado en distintos preceptos 
de la LTC. En primer lugar, el artículo 7, que con carácter general regula las 
competencias del TC, en su apartado 8º, no hace sino reiterar lo dispuesto por el 
precitado art. 120.7ª constitucional; en segundo lugar, el art. 95, que forma parte del 
Capítulo X que regula el proceso de amparo constitucional, a pesar de referirse a la 
competencia para conocer dicho proceso, extrañamente, no nombra al TC; sin 
hacer referencia expresa a la competencia del TC para conocer y resolver el recurso 
de amparo, se limita a señalar que son competentes las Salas y los Jueces de 
partido138. Por último, el art. 102.V, a tiempo de referirse a la Sentencia de amparo 
establece que “La resolución será elevada en revisión ante el Tribunal 
Constitucional en el plazo de 24 horas”, redacción que, nuevamente, se limita a 
reproducir lo ya establecido en el apartado IV, del referido art. 19 CB. 
 
Así las cosas, a excepción del referido apartado 8º del art. 7, ciertamente, la LTC 
no es precisamente la norma que de manera expresa y específica regule la 
competencia del TC para conocer el proceso de amparo. Para no pecar de esta 
                                                                                                                                                       
vendría mal ni al sistema constitucional de protección de los derechos fundamentales ni a las relaciones entre el 
Supremo y el Constitucional, mas bien todo lo contrario, asignar a la Corte Suprema la facultad de conocer, así 
sea, sólo determinados procesos de amparo constitucional. 
 
138 Textualmente y sin más, el precepto en cuestión establece lo siguiente: “Artículo 95.- Competencia.- Son 
competentes para conocer el recurso de amparo: 1.- Las Cortes Superiores de Distrito, en las Capitales de 
Departamento en sus salas, por turno. 2.- En las provincias, los jueces de partido”. 
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incongruencia, la LTC en todo caso tendría que haber incluido en el artículo 95 -
cuyo epígrafe reza “Son competentes para conocer el recurso de amparo”- un tercer 
inciso donde de manera expresa se incluya la competencia del TC para conocer 
dicho proceso en grado de revisión139. Bien es verdad que la omisión legislativa en 
absoluto menoscaba la competencia del TC para conocer y resolver el amparo, 
pues ello ya viene establecido por la propia Constitución; no menos cierto es, sin 
embargo, que ello no deja de reflejar la falta de coherencia y de técnica legislativa 
que, sin duda, a futuro tendrá que ser enmendada140. 
  
No obstante, lo cierto es que las fuentes jurídico-legales que permiten determinar 
la competencia del TC para conocer y resolver -en grado de revisión- el proceso de 
amparo, no son otras que las citadas normas. Ahora bien, como ya se tiene 
expresado en un apartado anterior141, el TC está integrado por cinco Magistrados 
titulares y otros cinco suplentes. Los cinco Magistrados conforman una única Sala a 
la cabeza de un Presidente; no hay vicepresidente, sino un Decano, que es el 
Magistrado más antiguo, quien a su vez en caso de ausencia del Presidente suple a 
éste. Los magistrados suplentes intervienen en el conocimiento y resolución de las 
competencias del TC, como su nombre indica, en suplencia de los titulares cuando 
éstos hacen uso de sus vacaciones o son designados en comisiones o simplemente 
gozan de algún permiso o impedimento legal. 
                                                 
139 Mas en concreto, el art. 95, debería incluir un 3er apartado, más o menos en los siguiente términos, “Es 
competencia del Tribunal Constitucional revisar las resoluciones dictadas por las autoridades señaladas en los 
dos incisos anteriores”. De ser así, el referido art. 7, para evitar reiteraciones innecesarias, tendría que referirse a 
las competencias del TC únicamente en términos genérico-referenciales, mas o menos de la siguiente manera: 
“Son atribuciones del Tribunal Constitucional, conocer y resolver todas las competencias señaladas en el art. 
120 de la Constitución, en tiempo y forma prevista en la misma Constitución y la presente ley”. De este modo, 
por una parte, el aludido art. 7 no quedaría reducido a una mera repetición y/o copia del art. 120 constitucional 
y, por otra, las “cosas” -valga la expresión- estarían recogidas donde corresponden y no así dispersas sin 
ninguna precisión ni coherencia legislativa. 
 
140 Como se ha visto, los referidos preceptos, especialmente el art. 95, de forma expresa otorga competencia 
para conocer el recurso de amparo a las CSD en las capitales de Departamento y a los jueces de Partido en las 
provincias, pero no así al TC. Si el legislador a través del artículo 95, así sea en los mismos términos de la 
redacción constitucional, viene a regular la competencia para conocer el proceso de amparo, lo que no puede 
hacer es, dejar de nombrar la competencia del TC, para conocer y resolver dicho proceso, en su fase de revisión. 
Tal situación, como se ha dicho, le resta coherencia al mencionado art. 95, cuyo contenido se ocupa, 
precisamente, de los órganos competentes del proceso de amparo, en el que, sin embargo, no aparece el TC; 
asimismo, denota la falta de técnica y metodología legislativa en la redacción de la LTC, extremo que es de 
esperar sea corregida en una futura reforma de la norma en cuestión. Tal reforma, sin duda, se producirá con 
posterioridad a la aprobación de la nueva Constitución, cuya entrada en vigor, esta sujeta a la aprobación 
mediante referéndum que aun no ha sido convocado. 
 
141 Vide, el apartado 3.2. del Capítulo II, de la primera parte de este trabajo, págs. 80 y ss.. 
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Al tratarse de un órgano jurisdiccional único y tener jurisdicción en todo el 
territorio nacional, frente al TC no se plantea el problema de la competencia 
territorial ni el material142. Asimismo, a pesar de que la LTC en su artículo 47 
establezca que las decisiones del Tribunal Constitucional se adoptarán por la 
mayoría de sus miembros, requiriéndose en efecto, un mínimo de tres votos 
uniformes, salvo los casos en los que la Constitución, la LTC o el Rpc, requieran de 
dos tercios o de unanimidad (art. 19.IV. Rpc), los fallos del TC son emitidos por la 
Sala Plena. En los supuestos de ausencia o cualquier otro impedimento justificado, 
la Sala hace quórum con la asistencia de tres Magistrados, de los que tres, 
necesariamente, habrán de ser titulares (art. 19.I Rpc). 
 
Por otro lado, a parte de la Sala Plena, el TC cuenta con una Comisión de 
Admisión (CA). Esta Comisión, según el art. 31 LTC está integrada por tres 
Magistrados, quienes hasta antes de la STC Nº 0505/2005, no tenían ninguna 
intervención en la tramitación del proceso de amparo, excepto la realización del 
sorteo para magistrado relator. En todo caso, su función se limitaba a la admisión de 
las demandas presentadas ante el TC, pero excepto los de amparo constitucional, 
habeas corpus y habeas data, ya que estos recursos llegaban al TC ya admitidos y 
resueltos por los jueces o tribunales de amparo, y como tales pasaban directamente 
a conocimiento del Pleno para su revisión. Pero esta práctica cambiaría a partir de 
la referida sentencia constitucional. 
 
Dicha sentencia, sobre cuyo contenido y efectos se volverá más adelante, entre 
otros aspectos relacionados con el procedimiento de admisión, en relación con la 
CA, establecería lo siguiente:  
 
“Lo expuesto precedentemente, determina que en los casos en que los jueces o tribunales 
de amparo: 1. rechacen el recurso, ya sea por incumplimiento de requisitos de fondo o por 
falta de subsanación de los requisitos de forma, dentro del plazo establecido por el art. 98 
de la LTC, o 2. declaren la improcedencia del amparo constitucional, por alguno de los 
                                                 
142 En tal sentido, refiriéndose al TCE, se dirá que “toda la jurisdicción constitucional viene atribuida al mismo”; 
no obstante, hay que decir que la competencia material del TC no está del todo definido y mucho menos resulta 
pacífico su delimitación; empero tal cuestión, es decir, “los problemas de delimitación de su esfera de actuación 
no serán problemas de competencia en sentido estricto (como requisito diferente del requisito procesal de 
jurisdicción), sino problemas de jurisdicción. Y los conflictos serán conflictos jurisdiccionales, no planteándose 
problemas de competencia cuando no existe una pluralidad de órganos del mismo orden jurisdiccional”, así, 
Gonzáles Pérez, Jesús en: Derecho procesal constitucional, op. cit. págs. 89 y ss. 
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supuestos de inactivación establecidos en el art. 96 de la LTC, sus resoluciones deben ser 
revisadas por la Comisión de Admisión del Tribunal Constitucional”. 
 
En la actualidad, lógicamente, éste es el entendimiento que se viene aplicando 
en la tramitación del proceso de amparo, es decir, la CA viene ejerciendo las 
competencias que le han sido asignadas por la nombrada sentencia. Con lo cual, no 
todos los amparos pasan necesariamente por conocimiento de la Sala Plena tal 
como sucedía antes y por cierto, con serias consecuencias para su funcionamiento 
por la excesiva carga procesal; hoy, aquellos amparos que han sido rechazados in 
limine o declarados improcedentes por los JGC, son revisados por la CA y sólo 
aquellos cuyo fallo, previo análisis del fondo de la cuestión, haya concedido o 
denegado el amparo solicitado, son revisados por el Pleno del Tribunal 
Constitucional. 
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VII. PRESUPUESTOS GENERALES DEL PROCESO DE AMPARO II: La 
legitimación en el proceso de amparo constitucional 
 
En este Capítulo se abordará dos cuestiones: la legitimación y los sujetos 
procesales. Ambas cuestiones tienen que ver, con el punto de partida desde donde 
ha de cimentarse la idea del proceso de amparo, por un lado, y el límite de 
actuación de la jurisdicción del amparo, por el otro. Pues, se entiende que la 
legitimación constituye el cimiento del proceso de amparo, en tanto en cuanto es el 
presupuesto esencial que en primer lugar ha de considerarse antes de incoar la 
demanda solicitando la protección de un determinado derecho o garantía 
fundamental protegido por el amparo constitucional. Por su parte, los sujetos 
procesales, constituyen el límite de actuación de la jurisdicción de amparo, ya que el 
proceso de amparo: de una parte, no podrá llevarse a cabo sin la concurrencia de 
dichos sujetos, especialmente los de intervención necesaria y, de otra, la sentencia 
que ponga fin al proceso, más específicamente el fallo, no podrá obligar sino, a 
quienes intervinieron como tales en su tramitación. 
 
En tal sentido, en los apartados que siguen a continuación, luego de una breve 
aproximación -en el primer apartado- al concepto de legitimación en el proceso de 
amparo, se describirán a las personas con legitimación tanto activa como pasiva; 
puntualizando, además, en la medida de lo posible, los presupuestos que a la luz de 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional se requieren para el ejercicio de la 
misma. A tal efecto, el segundo apartado se ocupará de la legitimación activa y el 
tercero de la legitimación pasiva. 
 
 
1. Aproximación al concepto de legitimación en el proceso de amparo 
constitucional 
 
En términos generales, la legitimación consiste en la facultad que tiene una 
persona para poder figurar y actuar eficazmente como parte, no ya en un proceso 
cualquiera, sino en uno determinado; de donde, no basta disponer de una actitud 
general (capacidad), sino que es necesario, además, una condición más precisa, 
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referida singularmente al litigio de que se trate143. En este sentido, la legitimidad 
viene a constituirse en la aptitud legal para ser parte en un proceso concreto. Tal 
aptitud no viene determinada sino por la posición en que se encuentre la persona 
respecto de la pretensión procesal. De ahí que, la legitimación procesal sea la 
consideración especial en que tiene la ley, dentro de cada proceso, a las personas 
que se hallan en una determinada relación con el objeto del litigio y en virtud de la 
cual, exige, para que la pretensión procesal pueda ser examinada en cuanto al 
fondo, que sean dichas personas las que figuren como partes en el proceso144. 
 
Como tal, sin embargo, la legitimación no es un tipo de capacidad, sino un 
requisito de índole más particular y limitada145 que está estrechamente relacionada 
con la titularidad del derecho subjetivo que constituye el objeto del proceso. En este 
sentido, bajo el concepto de legitimación se entiende, también, a la situación en la 
que se encuentran las partes con respecto a la relación jurídica material que se 
discute en el proceso; la misma que, por estar expuesta a la mutación consiguiente 
de los efectos materiales de la cosa juzgada, les habilita para comparecer en él, 
bien para sostener la pretensión o para oponerse a ella146. 
 
De manera que, una cosa es la capacidad y otra distinta la legitimación, que por 
cierto, tal como se verá más adelante, en la doctrina del TC aparece como si se 
tratara de un mismo instituto procesal. La legitimación es pues, aquel vínculo directo 
que existe -con una relación de causalidad- entre la titularidad del derecho subjetivo 
y la pretensión; en cambio, la capacidad, es la “mera” relación entre la personalidad 
del titular del derecho subjetivo y la personería. Se puede decir también, que la 
capacidad está relacionada con lo interno de la persona, en cambio la legitimación, 
con el mundo exterior. En cualquier caso, lo cierto es que para tener la capacidad 
procesal y poder actuar como parte en el proceso de amparo, previamente se debe 
tener legitimación, pero para tener dicha legitimación respecto el objeto material del 
                                                 
143 En tal sentido se dirá que, “dicha condición, que afecta al proceso, no en su dimensión común, sino en lo que 
tiene de individual y determinado, es la que recibe el nombre de legitimación en causa o legitimación procesal”, 
así, Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 197. 
  
144 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 197. 
 
145 Íbidem., pág. 198. 
 
146 Gimeno, Sendra, Vicente y Morenilla, Allard, Pablo, Los procesos de amparo civil, cit, pág. 145. 
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proceso, se debe ser titular de ese objeto material, es decir, del derecho subjetivo 
que se ha de discutir en el proceso147. 
 
Ahora bien, al regirse el proceso de amparo por el principio dispositivo, está 
claro que el proceso de amparo no puede incoarse de oficio por el propio órgano 
jurisdiccional, sino únicamente a instancia de la persona legitimada148. En efecto, la 
persona que ha de ejercer la acción procesal, para fundar la pretensión de amparo, 
habrá de tener legitimación respecto la pretensión que deduce, esto es, tendrá que 
demostrar la relación de causalidad entre lo que pide y el objeto material sobre el 
que recae tal petición. En otras palabras, la relación entre el derecho fundamental 
en cuya titularidad apoya su legitimación y la reparación o restitución del mismo 
derecho fundamental en cuya lesión funda su pretensión. De lo contrario, de no 
demostrarse dicha relación de causalidad, la acción de amparo será inviable y, por 
consiguiente, inadmisible la pretensión. 
 
Al respecto, la regulación legal, ciertamente, no es del todo elocuente. De hecho, 
la que existe (art. 28 LTC) ni siquiera forma parte del Capítulo X que regula el 
procedimiento de amparo, sino del Título Tercero relativo a las disposiciones 
comunes de procedimiento, con lo cual, no es un precepto del que pueda decirse 
que con carácter de especificidad define la legitimación en el proceso de amparo. 
Es más, el referido precepto ni siquiera precisa lo que es la legitimación, ya que 
únicamente se limita a establecer que “toda persona física o jurídica, está legitimada 
para interponer los recursos y demandas constitucionales previstos en la presente 
Ley, a condición de reunir los requisitos exigidos por ella”. Como se puede advertir, 
la redacción lejos de ilustrar lo que hace es confundir y lo que es aún peor, 
difícilmente encaja en el referido concepto de legitimación149. 
                                                 
147 En este sentido, no es lo mismo tener simplemente capacidad general, que capacidad para ser parte en un 
proceso; si bien es cierto que todas las personas tienen, en tanto titulares de derechos, capacidad para ser parte 
en un determinado proceso, no menos cierto es que, para tener dicha capacidad procesal, primero habrán de 
tener legitimación, esto es, relación jurídica material -interés legítimo- respecto el objeto material del proceso. 
 
148 Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 108. 
 
149 A propósito, refiriéndose al amparo español, se dice que, “en principio, la capacidad para ser parte en el 
recurso de amparo la tienen todas las personas que puedan ser titulares de derechos y libertades fundamentales. 
Sin embargo, si tales personas deban o no ser titulares de los derechos y libertades vulnerados es una relación 
perteneciente a la legitimación” así, Cascajo Castro, José L., y Gimeno Sendra, Vicente, en: El recurso de 
amparo, op. cit. pág. 102. 
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No obstante, lo que está claro es que toda persona que pretenda hacer valer una 
pretensión jurídica en el proceso de amparo, previamente habrá de tener 
legitimación. Lo que, a su vez, supone decir que la legitimación es un presupuesto 
procesal consustancial al proceso de amparo y como tal, habrá de ser valorado 
escrupulosamente por los órganos competentes de su tramitación. Si ello es así, 
inmediatamente surge una segunda cuestión y no menos conflictiva que la primera, 
la misma tiene que ver con el hecho de si la legitimación debe revisarse a tiempo de 
admitirse la demanda o con posterioridad a ella. Desde ya, la respuesta en uno u 
otro sentido no será definitiva, ya que, siempre podrá formularse argumentos tanto a 
favor como en contra de cada una de las respuestas. 
 
De hecho, en la doctrina comparada, es lo que sucede, ya que, por un lado, se 
dice que la valoración de la legitimación debe resolverse a tiempo de admitir la 
demanda150, en cambio por el otro, se dice que debe resolverse en sentencia151. En 
el ámbito local por su parte, a excepción de lo que se dice en la STC No 0505/2005, 
tampoco existe una posición claramente definida al respecto. 
 
Siendo las cosas así, no queda más que adoptar, aquí y ahora, una posición en 
uno u otro sentido, el mismo que, desde luego, tendrá que tener el suficiente 
sustento legal de modo que, no se convierta en un mero subjetivismo; ello significa 
que hará falta acudir a otros preceptos, además del señalado art. 28 LTC, con la 
finalidad de extraer de allí, una respuesta ajustada por lo menos, al Derecho 
positivo. En tal sentido, acaso, sean los apartados III y VI del art. 97 y el contenido 
del art. 98, ambos de la LTC, los conducentes al fin perseguido. Los referidos 
apartados del art. 97, a tiempo de establecer los requisitos de la demanda de 
amparo, establecen que el demandante habrá de: 
                                                 
150 Esta vendría a ser la posición asumida por Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal constitucional, op. 
cit. págs. 197 y ss. 
 
151 En efecto, se dirá que “la legitimación no constituye una excepción o presupuesto procesal que pudiera 
condicionar la admisibilidad de la demanda o la validez del proceso. Antes bien, en tanto que pertenece al fondo 
del asunto, es un requisito de la fundamentación de la pretensión y, por lo tanto debe resolverse en sentencia”, 
vide, Barceló I Serramalera, Mercé: “Comentario a los arts. 45 y 46 de la LOTC”, en, Requejo Pagés, J. Luís 
(coord.): Comentarios a la Ley..., op. cit. pág. 73; Siguiendo esta línea argumental, cabría decir que al no 
admitir una demanda de amparo por carecer el demandante de legitimidad, el Tribunal en cierto modo, se está 
pronunciando sobre el fondo del asunto; pues, para llegar a dicha conclusión habrá tenido que hacer una 
valoración respecto la congruencia, de una parte, entre la titularidad y la pretensión y, de otra, entre la 
titularidad y la restricción o supresión del derecho o garantía fundamental invocado. Supuestos que desde luego, 
habrán de ser resueltos en sentencia. 
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“IV. Precisar los derechos o garantías que se consideren restringidos, suprimidos o 
amenazados; 
VI. Fijar con precisión, el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o 
la garantía vulnerados o amenazados.” 
 
Por su parte, el art. 98, a tiempo de regular el procedimiento de admisión de la 
demanda establece que: 
 
“98. El tribunal o juez competente en el plazo de veinticuatro horas admitirá el recurso de 
amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma y de contenido exigidos por el 
artículo precedente; caso contrario será rechazado. Los defectos formales podrá subsanar el 
recurrente en el plazo de cuarenta y ocho horas de su notificación sin ulterior recurso.” 
   
Ahora bien, la interpretación sistemática de los citados preceptos no hace sino 
conducir a una respuesta, una respuesta además de ajustada a la ley, lógica. Dicha 
respuesta es que la valoración de la legitimación en el proceso de amparo 
corresponde al momento procesal de la admisión de la demanda y no así a un 
momento posterior a ella. No puede entenderse de otro modo ya que las normas 
descritas en los apartados IV y VI del art. 97 LTC, en relación con la legitimación 
imponen al demandante de amparo precisar en su demanda, por lo menos dos 
extremos: los derechos o garantías que considere restringidos, suprimidos o 
amenazados, y; el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o 
la garantía vulnerada o amenazada. 
 
En otras palabras, según las citadas normas, no basta con describir los derechos 
lesionados y con el sólo fundamento en ello solicitar su reparación, sino que hace 
falta, además, demostrar un interés legítimo traducido en que la concesión o 
estimación del amparo le incumbe o beneficia sólo a él152. No entender esto así, 
supondría admitir que cualquier persona con solo describir los derechos o garantías 
restringidas y no necesariamente de su titularidad sino de cualquier otra persona y 
sin precisar el interés legítimo y/o beneficio que ha de reportar su reparación, pueda 
tener legitimación para incoar demanda en el proceso de amparo. Extremo que 
desde luego, no es audible, ya que además de carecer de un mínimo de coherencia 
                                                 
152 Acaso en este sentido, se dice “Para que se dé la legitimación ha de reportar un beneficio al demandante la 
estimación de la pretensión”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 110. 
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con el carácter protectivo y reparador del amparo, quedaría fuera de los alcances de 
las normas antes señaladas. 
 
Por otra parte, cuando la norma del art. 98, entre otros aspectos, establece que 
el tribunal admitirá la demanda siempre y cuando cumpla con los requisitos de 
forma y contenido y que, sólo los defectos formales podrán ser subsanados; lo que 
en otros términos viene a decir es que, el tribunal admitirá el amparo siempre y 
cuando concurran los presupuestos de procedibilidad de la legitimación, caso 
contrario, el recurso será rechazado declarando su improcedencia in limine. 
Asimismo, cuando la parte final de la citada norma establece que sólo los defectos 
formales podrán ser subsanados y no así los defectos materiales o de contenido, lo 
que está diciendo es que, en caso de existir defectos de contenido, entre otros la 
legitimación, dicho defecto no podrá ser subsanado. 
 
Si ello es así, cabria concluir entonces que la valoración de la legitimación es 
competencia de los jueces y tribunales que conocen del proceso de amparo en su 
fase de verificación o de primer grado y, en su caso, de la CA en grado de revisión. 
Sin embargo, dado que la valoración de la legitimación implica, en cierto modo, una 
valoración sobre el fondo del recurso153, en la práctica lo más probable es que se 
den dos circunstancias, que de darse afectarían seriamente la funcionalidad del 
amparo: o que los jueces y tribunales de amparo opten por rechazar in limine, 
incluso indebidamente, las demandas de amparo con el sólo argumento de falta de 
legitimación, dejando en “total” indefensión al demandante, o; que los criterios de 
valoración de la legitimación se dispersen debido a la cantidad de jueces y 
tribunales de amparo que existen, generando así, una cierta inseguridad jurídica en 
desmedro del propio amparo. 
 
Aunque de ello y otros aspectos relacionados tanto con la admisión como el 
rechazo in limine del amparo, se volverá en el apartado relativo, precisamente, al 
procedimiento de admisión de la demanda de amparo; de manera que, de momento 
                                                 
153 En otras palabras, lo que se quiere decir es que una resolución de improcedencia in limine por falta de 
legitimación del demandante, lo que está poniendo de manifiesto es: o que no hay tal restricción y supresión 
respecto el titular del derecho o garantía fundamental invocado, o que; existiendo la restricción o supresión de 
un determinado derecho o garantía fundamental, el mismo no es de titularidad del recurrente. En cualquiera de 
los dos supuestos, el análisis como se puede advertir, va más allá de la mera constatación de los requisitos 
formales y acaso se introduce en la valoración del contenido material del recurso. 
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baste con reiterar que la legitimación, a pesar de constituir un elemento material que 
versa –en parte- sobre el fondo del asunto, deberá ser valorada a tiempo de 
admitirse la demanda y, por consiguiente, esa tarea corresponderá a los jueces o 
tribunales competentes de la fase de verificación o de primer grado. 
 
Dicho esto, pasando a un tercer aspecto, hay que decir que la legitimación en el 
proceso de amparo desde la perspectiva tanto de la Constitución así como de la 
LTC es cerrada. Tal situación impide, por un lado, ampliar o reducir las personas 
legitimadas a otros sujetos procesales y, por el otro, extraer las reglas o criterios a 
cerca de la legitimación de otras normas que no sean la Constitución, la LTC y sólo 
con carácter supletorio y excepcional del Rpc. Por lo tanto, las personas legitimadas 
para incoar demanda de amparo son o, serán, sólo aquellas que demuestren interés 
legítimo en la reparación de un derecho fundamental154; no pudiendo extenderse tal 
calidad a otras personas que no demuestren dichos extremos y mucho menos a 
aquellos que pretendan sustentar dicha calidad, en otras normas que no sean las 
que se acaban de señalar. 
 
Por otra parte, tomando en cuenta que en todo proceso de amparo concurren, 
una parte como demandante que busca la satisfacción de una pretensión y, otra 
como demandado que se opone a la pretensión del primero, la legitimación, es pues 
un requisito que ha de concurrir en las dos partes; esto es, tanto en la parte 
demandante, legitimación activa, como en la demandada, legitimación pasiva. Ello 
es así, por el hecho de que tanto en la legitimación activa como en la pasiva, se 
trata de la aplicación de un mismo concepto procesal: la necesidad de que una 
cierta demanda sea propuesta por o frente a ciertas personas que son las 
legitimadas para actuar como partes en un determinado proceso155, lo que a su vez 
significa que, prima facie, sólo pueden ser partes del proceso aquellos que tienen tal 
legitimación156. 
                                                 
154 En este sentido, en relación con la legitimación en el amparo español, se dice que dicho proceso “sólo será 
viable si existe un interés legítimo vinculado a la protección de un derecho fundamental”, así, Pérez Tremps, 
Pablo en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 151. 
 
155 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 197. 
 
156 A propósito, cuando el legitimado actúa en nombre del verdadero sujeto titular del derecho subjetivo, se 
habla de representación y cuando actúa en nombre propio, aunque haciendo valer derechos u obligaciones de 
titularidad ajena, se habla de sustitución procesal, esto último vendría a ser el caso del MP y del DP, sobre los 
cuales, por cierto, se volverá más adelante. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 386
Así pues, la legitimación abarca tanto a la parte demandante (legitimación activa) 
como a la parte demandada (legitimación pasiva), de cuyos contenidos se ocupan 
los apartados que siguen a continuación157. 
 
 
2. La legitimación activa en el proceso de amparo 
 
La legitimación activa, como ya se adelantó, involucra a la parte que en el 
proceso de amparo ostenta la calidad de demandante en tanto que plantea una 
pretensión pidiendo sea satisfecha. Será demandante aquel que pide la reparación 
de alguno de los derechos que el amparo protege, con fundamento de que la 
satisfacción de ese pedido le reportará un beneficio legítimo, básicamente, porque 
el derecho en cuestión, es de su titularidad158. Es en este sentido que la legitimación 
activa es un requisito de admisibilidad y es por eso mismo que el examen de la 
pretensión en cuanto al fondo, únicamente procederá si se deduce por aquella 
persona con aptitud para ser parte en el proceso de amparo. Por lo tanto, no se 
trata del derecho procesal que tiene toda persona de poner en movimiento a los 
órganos públicos, en este caso a los competentes del proceso de amparo –
concepto de acción-, sino, se trata de un presupuesto procesal que va más allá del 
derecho de acción como de los requisitos formales de la demanda de amparo159. 
 
 Como tal, la legitimación activa, normalmente, recae en la persona titular del 
derecho fundamental lesionado y es precisamente esa titularidad -junto al interés 
legítimo- la que fundamenta su pretensión para que, a través del amparo, se repare 
la lesión. Tal es así que, en la práctica, la inmensa mayoría de los amparos son 
planteados por el titular del derecho supuestamente lesionado; con lo cual, la 
                                                 
157 Al respecto, hay que decir que en la práctica la legitimación en tanto presupuesto de viabilidad del proceso 
de amparo, es un campo poco o nada “explotado” por los JGC, de ahí que en las siguientes páginas la idea sea, 
en la medida de lo posible, desarrollar todo lo relacionado con este presupuesto procesal. 
 
158 Desde luego, este no es el lugar ni el momento para realizar un estudio sobre la titularidad de los derechos 
fundamentales, no obstante, no está de más sugerir los siguientes trabajos: Gómez Montoro, Ángel J.: “La 
titularidad de derechos fundamentales por personas jurídicas: un intento de fundamentación”, Revista Española 
de Derecho Constitucional, Nº 65, Madrid, 2002; Rosado Iglesias, Gema: La titularidad de los derechos 
fundamentales por la persona jurídica, Tirant lo Blanch, Valencia, 2004. 
 
159 En tal sentido, se dirá que “no es el derecho a poner en actividad un órgano público –concepto de acción- lo 
que tiene toda persona, sino un presupuesto procesal”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 107. 
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titularidad del derecho fundamental y la legitimación para incoar amparo, terminan 
constituyéndose en un solo presupuesto, lo que a su vez en términos procesales 
hace que la cuestión de la legitimación aparezca entrelazada con la cuestión de 
fondo, resolviéndose antes aquello, como premisa de ésta160. 
 
Así, siguiendo la línea argumental, cabría decir que quien pide la reparación de 
un derecho fundamental sin ser titular del mismo, en principio, carece de legitimidad, 
pues al no ser tal derecho de su titularidad, la lesión no le afecta y 
consiguientemente la reparación no le supone ningún beneficio. Con otras palabras, 
el hecho de que al demandante la reparación del derecho lesionado no le suponga 
ningún beneficio, hace que en él falte el presupuesto central de la legitimación cual 
es el interés legítimo en la reparación del derecho vulnerado161; carencia que a su 
vez, hace que la pretensión de amparo no tenga el suficiente fundamento. 
Precisamente en este sentido, la doctrina del Tribunal (STC Nº 0086/2006) se 
expresa de la siguiente manera162:   
 
“La legitimación activa o ius postulandi es un derecho del titular de los derechos 
fundamentales de interponer el recurso, constituyendo también un límite para que terceras 
personas no interpongan el recurso a favor de los titulares sin su consentimiento, o para 
que ellos no sean involucrados injustificadamente. Tienen legitimidad activa para 
interponer el recurso de amparo las personas naturales y las personas jurídicas que tienen 
la calidad de víctimas, o dicho de otro modo, a quienes se les vulneró o amenazó un 
derecho fundamental o garantía constitucional”. 
 
Sin embargo, esa relación de «dependencia lógica» -como denomina P. Pérez 
Tremps163- entre titularidad y legitimación, como presupuesto procesal del amparo 
no siempre es necesaria o imprescindible en todos los amparos. Se puede decir que 
                                                 
160 La titularidad respecto del derecho que se pide sea reparada en amparo, desde luego, no alcanza ni al 
Ministerio Público ni al Defensor del Pueblo, que como se verá más adelante, ostentan la legitimación para ser 
parte en el proceso de amparo, pero no como titulares del objeto procesal del amparo, sino en otra condición. 
 
161 Precisamente en este sentido, aunque refiriéndose al amparo español, se dice que, “el interés legitimo que ha 
de concurrir para ejercer la acción de amparo, debe ir acompañado de esa intención de reparar una lesión de 
derechos”, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 151. 
 
162 En el mismo sentido, ya en una anterior sentencia (STC Nº 0134/2002) y probablemente con mayor 
precisión, el Tribunal dijo que la legitimación activa “... corresponde al afectado que directamente acredita 
interés en el asunto y en quien recaen las consecuencias jurídicas de la resolución o acto de la autoridad que se 
impugna”. 
 
163 Pérez Tremps, Pablo, en relación con la legitimación en el amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 155. 
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es la regla y como toda regla tiene sus excepciones. Es por ello que, como se verá 
más adelante, determinadas personas sin ser titulares de los derechos 
fundamentales que el amparo protege, tienen legitimación activa para interponer 
demanda de amparo. Este es el caso, por ejemplo, de la representación, figura 
procesal que se acepta en supuestos como los amparos interpuestos en nombre de 
personas jurídicas, o en nombre de menores y de incapaces. Con algún matiz, se 
puede decir que el Ministerio Público y el Defensor del Pueblo, se hallan, también, 
en similar situación, ya que sin ser titulares del derecho fundamental tienen 
legitimación para interponer demanda de amparo, aunque no en calidad de 
representantes del titular del derecho que ha de ser objeto de amparo, sino en otra 
calidad164. 
 
Por otra parte, hay que señalar que en relación con la legitimación activa, las 
normas reguladoras del amparo no utilizan, como fundamento de la legitimación, la 
locución «interés legítimo» sino el de «agraviado». En efecto, la Constitución (art. 
19.I)165 de manera expresa establece que: “El recurso de amparo se interpondrá por 
la persona que se creyere agraviada o por otra a su nombre con poder suficiente...”. 
De acuerdo con el diccionario de la legua española, el término «agraviada (o)» es 
un participio pasivo de agraviar o agravio, que viene a significar, “ofensa o perjuicio 
que se hace a uno en sus derechos o intereses”166. 
 
Ahora bien, a partir del significado de la expresión agraviado, la legitimación 
activa podría definirse como aquella condición jurídicamente cualificada del sujeto 
relativa al objeto167, esto es, al derecho o libertad fundamental cuyo amparo se 
pretende. En términos más prácticos, como aquella facultad que tiene toda persona 
                                                 
164 El matiz al que se hace alusión, entre otros sobre los que se volverá más delante, tiene que ver, precisamente, 
con la negación de la calidad de representantes de la persona titular del derecho fundamental supuestamente 
lesionado, es decir, ninguno de los órganos (MP o DP) actúa en el proceso de amparo en calidad de 
representante; en todo caso, será, en calidad de legalmente litigados, ya que, a diferencia de los titulares del 
derecho, cuya legitimidad nace de ese derecho, del MP y el DP su legitimidad nace de la Ley. 
 
165 Como ya se dijo, la LTC a tiempo de regular el amparo (Capítulo X), extrañamente no dice nada respecto la 
legitimación; por su parte el art. 28, que con carácter general se refiere a la legitimación en los procesos 
constitucionales, no habla ni de agraviado ni de interés legítimo. De manera que, una vez más, la LTC no es 
precisamente la norma de donde pueda obtenerse luces para dilucidar la cuestión planteada. 
 
166 Diccionario de la Real Academia Española, Tomo I, Espasa (vigésima primera edición), Madrid, 2002, pág. 
60. 
 
167 Vide, Barceló I Serramalera, Mercé: “Comentario a los arts. 45 y 46”, en Requejo Pagés, Juan Luís (Coord.): 
Comentarios a la Ley..., op. cit. pág. 738. 
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para interponer demanda de amparo, por haber sufrido agravio consistente en la 
restricción, supresión o amenaza de sus derechos o garantías fundamentales 
protegidos por el amparo constitucional. En esta línea, el TC a través de su STC N. 
0134/2002, dirá que la legitimación activa “... corresponde al afectado que 
directamente acredita interés en el asunto y en quien recaen las consecuencias 
jurídicas de la resolución o acto de la autoridad que se impugna”. Pero la sentencia 
que mejor expone el requisito del agravio como elemento de la legitimación activa, 
es la STC Nº 1844/2003, cuyo contenido –no obstante su amplitud- viene a sentar la 
siguiente línea doctrinal: 
 
“El recurrente (…), Diputado Nacional, plantea el presente amparo como representante 
nacional de todos los bolivianos beneficiarios de las utilidades que generan las acciones de 
las empresas capitalizadas, todos ellos víctimas de los supuestos delitos cometidos al 
interior de la Empresa capitalizada (…). Para resolver esta problemática en primer lugar 
conviene referirse a un principio que rige la acción de amparo, cual es la existencia de un 
agravio personal y directo, para después determinar si un Diputado Nacional puede ser 
considerado como persona agraviada y si como tal tiene legitimación activa para plantear 
un amparo en representación de los bolivianos.  
El recurso de amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada, como se 
consagra en la norma del art. 19.II CPE, de la que surge el principio de la existencia de 
agravio personal y directo, según el cual el amparo puede promoverse únicamente por la 
parte a quien de manera directa perjudique el acto u omisión que se reclama de ilegal, de 
donde resulta que el agravio implica la existencia de un perjuicio directo que el recurrente 
debe acreditar; en un razonamiento contrario, hay ausencia de agravio personal y directo 
cuando el acto u omisión denunciado afecta a situaciones jurídicas generales y no tiene 
trascendencia para el ciudadano porque no ha experimentado un perjuicio en situaciones 
jurídicas concretas. Consiguientemente la presencia del agravio personal y directo, es una 
condición sine qua non para la existencia del recurso, porque sólo puede intentarse 
cuando lo interpone el sujeto directamente agraviado -que es el titular de la acción de 
amparo- a quien en sentido amplio, se le afecte en sus intereses jurídicos o se lo 
perjudique con el acto o la omisión reclamada. 
Siendo la regla de que el recurrente sea la persona agraviada que haya sufrido un perjuicio 
moral o material con el acto u omisión denunciada de ilegal, es obvio que la persona que 
plantee el amparo constitucional sea la agraviada directamente que es la que está 
legitimada activamente para interponer la acción de amparo”, legitimación activa que ha 
sido definida por este Tribunal en SC 134/2002 (…). En el caso que motiva la interposición 
del presente amparo, el recurrente (…), en su calidad de Diputado Nacional por una parte 
no puede ser considerado como persona agraviada y perjudicada directamente con el acto 
y omisiones denunciadas de ilegales, por cuanto en el supuesto de existir las ilegalidades 
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denunciadas, no afectan a una situación jurídica concreta sino a situaciones generales, 
supuestamente de todos los bolivianos; por otra parte, tampoco se encuentra legitimado 
activamente para plantear este recurso, por cuanto en materia de control de 
constitucionalidad, un Diputado Nacional sólo está legitimado para plantear un Recurso 
Directo o Abstracto de Inconstitucionalidad, como se colige de la norma contenida en el art. 
55.2 de la Ley del Tribunal Constitucional”. 
 
A la luz del concepto dado y la doctrina del TC, no parece que exista 
contradicción o exclusión entre los conceptos interés legítimo y agravio; mas bien al 
contrario, se puede decir que el uno depende del otro, es decir, que el interés 
legitimo nace del agravio, ya que, quien sufre y demuestra agravio tendrá interés 
legítimo, o lo que es lo mismo, quien alega interés legítimo habrá de demostrar que 
sufre agravio168. Siendo ello así y antes de entrar en la descripción de las personas 
que ostentan la legitimación activa, quepa indicar que los problemas de legitimación 
que suscita el amparo, básicamente, se circunscriben a tres presupuestos 
concretos: la titularidad, el agravio y, el interés legítimo. 
 
De los cuales, para fundar una pretensión de amparo habrán de concurrir, 
cuanto menos, dos de ellos. Así por ejemplo, en el amparo interpuesto por el titular 
del derecho habrá de concurrir agravio y por ende, interés legítimo; en cambio en el 
amparo interpuesto por quien no es titular del derecho, habrá de concurrir interés 
legítimo el mismo que se fundará en el agravio. En este sentido, la STC Nº 
1843/2003, vino a establecer el siguiente razonamiento: 
 
“Para determinar si es necesario ingresar al fondo de la problemática planteada, se hace 
imprescindible analizar si los recurrentes cuentan con legitimidad activa para pretender la 
tutela, dado que dicha condición debe ser acreditada inexcusablemente para presentar 
esta acción garantista, pues ya se ha establecido que quien debe alegar un acto ilegal u 
omisión indebida, debe ser el agraviado…”. 
 
Hecha la puntualización, resta por decir que dentro de la legitimación activa se 
puede distinguir dos géneros de legitimación: la privada, ejercida por personas 
físicas y jurídicas (legitimación activa privada), y; la institucional, atribuida al DP y al 
                                                 
168 Precisamente en este sentido, en relación con la legitimación en el amparo español, se dice que: “en el 
concepto de interés legítimo se incluye cualquier violación directa del derecho fundamental en que se funde la 
petición de amparo por parte de la víctima de dicha violación, que, por tanto, poseerá siempre legitimación para 
interponer el recurso de amparo”, así, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 154. 
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MP (legitimación activa pública o institucional)169, de cuyo contenido se ocupan los 
apartados que siguen a continuación. 
 
 
2.1. La legitimación activa privada 
 
Como se ha visto, según la Constitución, el recurso de amparo se interpondrá 
“por la persona que se creyere agraviada”, es decir, el elemento “activador” de la 
legitimación, a la luz de la norma fundamental, no es la calidad de la persona, sino 
el «agravio» que la persona sufre en el normal ejercicio de sus derechos 
fundamentales. Por lo tanto, la legitimación privada, prima facie, tiene un amplio 
alcance, ya que la Constitución, al utilizar el vocablo persona -en sentido genérico- 
no delimita la misma a una persona en particular o concreta, sino a las personas en 
general. 
 
De manera que, habrá de entenderse que la previsión constitucional incluye, en 
el ámbito de la legitimación activa, tanto a las personas individuales como a las 
jurídicas, así como a los nacionales y los extranjeros. Lógicamente, dichas personas 
para poder ejercer la legitimación en el amparo, por un lado, habrán de ser titulares 
de los derechos y garantías fundamentales que el amparo protege y, por el otro, 
habrán de demostrar un interés legitimo en la reparación de los derechos que 
alegan como suprimidos o amenazados; si satisfacen dichos presupuestos, estarán 
legitimados para ser partes en el proceso de amparo sin más requisitos que los 
señalados170. 
 
En la práctica, como se recordará, el proceso de amparo puede tener su origen, 
tanto en un proceso ordinario o administrativo previo, lo que no implica que sea su 
continuación, como en una acción u omisión que no ha pasado por sede judicial ni 
administrativa. Ahora bien, en los amparos que provienen de los procesos ordinarios 
o administrativos, la determinación de legitimación activa no supone mayor trámite 
                                                 
169 Sobre esta distinción puede verse, Barceló I Serramalera, Mercé, en: “Comentario a los arts. 45 y 46 de la 
LOTC”, en Requejo Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley del Tribunal..., op. cit. págs. 738 y ss.. 
 
170 Sobre el particular, la Constitución española utiliza la expresión ciudadano, término que en sus raíces pues 
excluye a los extranjeros, sin embargo, el Tribunal Constitucional ha dejado bien claro que la nacionalidad de 
quien pide amparo es irrelevante para otorgarle o denegarle, así, entre otros la STCE Nº 99/85, f.j. 2. 
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como ocurre con los amparos directos, ya que por regla general, quien 
legítimamente haya sido parte en el proceso de origen, podrá también ser parte en 
el proceso de amparo sin más requisitos que aquella legitimación171. 
 
Ello, sin embargo, no significa que otras personas que no hayan sido partes en 
el proceso ordinario o administrativo no puedan ser partes en el proceso de amparo 
en el que deriva. Tales personas, con la sola condición de demostrar un interés 
legítimo en el objeto del amparo, tendrán legitimación para intervenir en ella en 
calidad de partes, es decir, para tener legitimación les bastará demostrar que tiene 
interés legítimo.  
 
La demostración de ese interés legítimo, en los amparos directos, es 
precisamente lo que supone un trámite añadido, pues el tribunal de amparo habrá 
de constatar si concurren en el actor de amparo los suficientes elementos como 
para constituirse en parte. En otras palabras, en aquellos amparos que no han 
pasado por sede judicial, como es el caso, por ejemplo, de determinados amparos 
suscitados entre particulares, el tribunal de amparo habrá de hacer una valoración 
poco menos que casuística de la legitimación activa, ya que, en ese tipo de 
amparos, no todas las personas tienen legitimación activa. 
 
Es más, en los amparos directos, el demandante además de demostrar la 
necesidad o urgencia de que su pretensión deba ser estimada directamente en 
amparo, esto es, sin pasar por sede judicial previa, habrá de demostrar, según el 
caso, que dicha pretensión reúne los presupuestos de procedibilidad desde el punto 
de vista de la legitimación activa; es decir, la titularidad y agravio o, el interés 
legítimo por agravio. Sólo si reúne y demuestra una de esas “cualidades”, será 
admitida su legitimación para interponer demanda de amparo y, por ende, para 
constituirse en parte del proceso; de lo contrario, como ya se dijo, su demanda será 
rechazada in limine, es decir, declarada improcedente por el juez o tribunal de 
amparo, quien según la STC Nº 0505/2005, está facultado para ello. 
                                                 
171 Ello es así, porque se entiende que en el proceso de origen, sea ordinario u administrativo, la persona en 
cuestión ya tiene demostrado su legitimidad, razón por el cual aparece en tal proceso en calidad de parte; de otro 
modo no se explica, pues significaría que en los procesos ordinarios cualquier persona sin mas puede ser, cosa 
que desde luego no es así, ya que la legitimación es un presupuesto de procedibilidad de todo tipo de procesos. 
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Por último, los presupuestos de la legitimación activa, tal como se verá a 
continuación, son exigibles en la misma “proporción”, tanto en las personas 
individuales como en las personas jurídicas, a saber. 
 
 
2.1.1. Legitimación activa de las personas físicas 
 
La regulación normativa y la concreción jurisprudencial de la legitimación activa 
de las personas físicas, ciertamente, es todavía una tarea pendiente, ya que 
ninguna de ellas es del todo esclarecedora, especialmente a la hora de definir los 
requisitos que una persona ha de reunir para ostentar dicha cualidad. Esta 
indefinición, en cierto modo, se debe al hecho de que en el amparo boliviano, como 
tantas veces ya se ha dicho, tampoco están claramente definidos los derechos y 
garantías fundamentales protegidos por el amparo. Es decir, la indefinición de los 
derechos protegibles en amparo hace que la legitimación activa de las personas 
físicas sea también, por así decirlo, indefinida, pues, a mayor posibilidad de 
derechos protegibles, mayor cantidad de personas titulares de esos derechos; a su 
vez, a mayor cantidad de titulares mayor posibilidad de legitimados y, a mayor 
posibilidad de legitimados, inevitablemente, mayor cantidad de demandas de 
amparo172. 
 
Evitar o cuanto menos aminorar lo último que se acaba de señalar, es 
precisamente una de las razones por las que en este trabajo se aboga por la 
delimitación de los derechos protegibles en amparo. Pues se entiende que lo que se 
debe delimitar, no es tanto la legitimación activa individual sino los derechos y 
garantías fundamentales que el amparo ha de proteger, ya que el problema como 
se acaba de ver, no radica en la amplitud o restricción de la legitimación activa 
individual, sino en la indefinición de los derechos amparables. Al contrario, dada las 
funciones que el amparo cumple: tutelar por un lado y, hermenéutica por el otro, la 
delimitación de la legitimación activa individual no haría otra cosa que repercutir 
negativamente en ambas funciones. 
 
                                                 
172 No obstante, si se parte de la idea de que la razón de ser de los derechos son las personas y la razón de ser del 
amparo son los derechos, es decir, su protección, que duda cabe que la razón de ser de la legitimación activa en 
el proceso de amparo sea la persona individual o física. 
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Precisamente en ese sentido, aunque refiriéndose al amparo español, Pérez 
Tremps, Pablo173, dirá lo siguiente: 
 
“...la importancia del recurso de amparo como instrumento de interpretación de la 
constitución no debe llevar a configurar como un proceso constitucional de legitimación 
muy restringida al estilo de los procedimientos de control de constitucionalidad de normas 
con fuerza de ley; ello, supondría desvirtuar la naturaleza misma del recurso de amparo, 
que tiene en su amplia legitimación uno de los elementos fundamentales que le permite 
cumplir su función hermenéutica, acercando a la norma fundamental a la cambiante 
realidad, al permitir que cualquier ciudadano pueda acudir al interprete supremo de la 
Constitución”. 
 
Bien, dicho esto, convenga señalar que la legitimación activa individual puede 
ejercitarse de dos maneras: de manera directa o, de manera indirecta, esto es, 
mediante representación, lo que supone que la persona individual, titular de un 
derecho fundamental y con interés legítimo, puede interponer amparo en forma 
personal o mediante apoderado. Sin embargo, ello no termina ahí, ya que ambas 
posibilidades de ejercicio de la acción mediante la legitimación activa individual, 
concentran supuestos y/o requisitos que no siempre son fáciles de solventar. 
 
Uno de esos supuestos, quizás de mayor interés, tiene que ver por ejemplo, con 
la legitimación de los herederos respecto los derechos del causahabiente.  Sobre el 
particular, en la doctrina del TC, grosso modo, se advierte la siguiente línea 
jurisprudencial: en primer lugar, la idea central de la que se parte es que los 
derechos o garantías fundamentales cuya protección se solicita en amparo han de 
ser, derechos subjetivos y por lo tanto, exigibles en vía de amparo sólo por el titular 
del derecho en cuestión; en segundo lugar, la persona titular del derecho ha de ser 
una persona que existente, con independencia de que sea individual o jurídica, es 
decir, una que vive física o jurídicamente y; por último, la protección que otorga el 
amparo ha de beneficiar a la persona en cuestión. En este sentido y con mayor 
amplitud, la STC Nº 0086/2006, prescribe: 
 
“(…) los derechos y las garantías objetos de protección del amparo, por su naturaleza 
subjetiva, son en sí mismos derechos personalísimos ligados a la existencia misma del 
                                                 
173 Pérez Tremps, Pablo: “El recurso de amparo Constitucional. II, Aspectos procesales”, en VV AA: Procesos 
constitucionales…, op. cit. pág. 124. 
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individuo. Por eso, en la vía del amparo el Tribunal Constitucional no puede pronunciarse 
sobre cuestiones que, por el fallecimiento del afectado, el restablecimiento de la lesión 
invocada, que vendría a ser el objeto mismo del amparo, carece ya de dimensión 
constitucional, pues una vez fallecido el titular de los derechos y garantías, no existe ya un 
ámbito vital que proteger en cuanto verdadero objeto del derecho fundamental aun cuando 
pudieran pervivir sus efectos patrimoniales”. 
 
Lo apuntado quiere decir que, en caso de fallecimiento del titular del derecho 
fundamental objeto de amparo, no se aplican las reglas de sucesión procesal, ya 
que, según la misma sentencia: “la titularidad de los derechos fundamentales y las 
garantías en el caso de las personas naturales, se extingue en principio con la 
muerte de la persona y, de acuerdo con ello, una vez que ha muerto el titular del 
derecho lesionado, desaparece el objeto del recurso de amparo”174. Por lo tanto, 
que en aquellos supuestos donde el actor de amparo no reclama para sí la 
reparación de la supuesta supresión o amenaza de los derechos fundamentales 
invocados, sino para su causahabiente, se entiende que éste no tiene legitimidad, 
ya que: “la sola condición de heredera ab intestato (…), no le confiere titularidad de 
los supuestos derechos de su padre que eventualmente se hubieran lesionado…”. 
En efecto, la regla establecida por el Tribunal a través de su sentencia Nº 0085/2007 
es la siguiente: 
 
“Los herederos no ostentan legitimación procesal activa en el proceso constitucional de 
amparo cuando la pretensión de la tutela sea buscar la protección de los derechos 
fundamentales o garantías constitucionales de sus causantes fallecidos, por cuanto no son 
los titulares de los derechos de aquellos...”. 
 
Sin embargo, como toda regla, el entendimiento dado admite una excepción, la 
misma que según el propio constitucional consiste en el reconocimiento de la 
legitimación activa individual de los herederos respecto algunos derechos 
fundamentales del causante; en sí, respecto de dos de ellos: la dignidad y la 
imagen. En tal sentido, el TC dirá que “los herederos no pueden reclamar o 
denunciar supuestas vulneraciones a los derechos de sus causantes, excepto los 
derechos a la dignidad o a la imagen de sus progenitores fallecidos”. El Tribunal 
                                                 
174 A pesar de que el Tribunal aún no ha tenido ocasión de pronunciarse al respecto, siguiendo a Pérez Tremps, 
Pablo, podría entenderse, sin embargo, que el amparo mantiene su objeto y por lo tanto, cabe la sucesión 
procesal, “si los sucesores del actor poseen un interés legítimo”, vide, Pérez Tremps, Pablo, refiriendo al amparo 
español, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 156. 
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fundamentaría su entendimiento en la idea de que los nombrados derechos 
(dignidad e imagen) tienen respecto de su titular, “eficacia post morten”, cualidad 
que según el TC “asigna a los familiares legitimación para acudir al amparo en 
procura del reconocimiento del derecho violado” (STC Nº 468/2006). 
 
Lo que también subyace de la doctrina del TC, expresada a través de la misma 
sentencia que se acaba de apuntar (STC Nº 0468/2006) es que, en los supuestos 
donde un mismo acto lesiona los derechos fundamentales, tanto del fallecido como 
del heredero, el titular-heredero podrá ejercitar la acción de amparo directamente. 
Ello significa que podrá solicitad la reparación del derecho lesionado en beneficio 
propio; pues, la negación de la legitimación en su calidad de heredero respecto los 
derechos del fallecido, “no significa que ante la eventualidad de que en su condición 
de heredera advierta irregularidades cometidas en su contra (…) no pueda 
reclamarlos a través de las vías correspondientes, y una vez agotadas busque la 
protección que brinda esta acción tutelar” 175. 
 
Otro de los supuestos que también suscita cierta dificultad, aunque ya no 
únicamente vinculado a la legitimación activa individual, es lo relativo a los 
requisitos y delimitación del ejercicio de la acción de amparo mediante 
representación. Como se recordará, la Constitución, al respecto establece lo 
siguiente: “El recurso de amparo se interpondrá por la persona que se creyere 
agraviada o por otra a su nombre con poder suficiente” (art. 19.II). En aplicación de 
este precepto, la jurisprudencia del TC, vino a decir que la persona legitimada que 
mediante amparo alega un acto ilegal u omisión indebida, puede ejercitar dicha 
acción “en forma directa o mediante representante con poder especial y 
suficiente”176.  
                                                 
175 Una de las últimas sentencias en el mismo sentido, la STC Nº 1092/2006, vendrá a reiterar dicho 
entendimiento señalando que “Si la recurrente considera que se lesionaron sus derechos fundamentales o 
garantías constitucionales en su condición de heredera del -coejecutado del proceso ejecutivo aludido-, una vez 
agotadas las vías puede interponer la presente acción tutelar…”. 
 
176 Dicho entendimiento, expresado no sólo en la STC Nº 1843/2003, sino, también, en la STC Nº 1131/2006, 
(que ratifica lo establecido por la STC Nº 1155/2003), dirá lo siguiente: “(...) asimismo, cabe recordar que para 
pedir tutela para derechos de terceros, el recurrente siempre deberá, en materia de amparo, presentar el poder 
especial, suficiente  y expreso, de lo contrario debe abstenerse de presentar demanda de amparo en nombre de 
terceros; y para casos como el presente, donde se denuncian la violación de derechos propios, igualmente, 
para denunciar la vulneración de derechos ajenos se debe proceder de la forma referida, vale decir, presentado 
el poder correspondiente, de no hacerlo, el recurrente debe abstenerse de citar actos ilegales y omisiones 
indebidas que no sean las que le agravien a él únicamente”. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 397
Sin embargo, dado que esta cuestión incumbe, también, a la legitimación activa 
de las personas jurídicas y probablemente con mayor incidencia y/o repercusión, su 
contenido, esto es, los requisitos y demás cuestiones que plantea la misma se 
abordará en el siguiente apartado que se ocupa, precisamente, de la legitimación 
activa de las personas jurídicas. Siendo así, de momento sea suficiente dejar 
constancia de que la acción de amparo por las personas individuales legitimadas, 
puede ejercitarse personalmente o mediante representante apoderado, es decir, 
este último para actuar en nombre del representado, por mandato de la propia 
Constitución, tendrá que tener poder amplio, especial y suficiente. 
 
 
2.1.2. Legitimación activa de las personas jurídicas 
 
Como ya se ha tenido ocasión de señalar, la legitimación activa instituida por la 
Constitución, al utilizar el vocablo «persona» en sentido genérico, es amplia y como 
tal alcanza no sólo a las personas físicas sino también a las personas jurídicas. Es 
cierto que dicha legitimación de las personas jurídicas no es expresa, tal como 
sucede por ejemplo, en el amparo español177; pero aun así, a la luz de la práctica 
del amparo desde sus comienzos, no cabe duda sobre la posibilidad -cierta y real- 
de que tales personas puedan interponer demandas de amparo constitucional sin 
otros requisitos que los exigidos para las personas naturales. Precisamente en ese 
sentido, la STC Nº 0400/2006, dirá: 
 
“Si bien el art. 19 de la CPE no hace mención a las personas jurídicas, sino simplemente 
se limita a utilizar el término genérico de "persona", esto no supone que podría pensarse 
que las personas jurídicas se encuentran excluidas de la posibilidad de incoar el recurso 
de amparo…”178. 
                                                 
177 A propósito, el art. 162.b de la Constitución española, establece que están legitimados “Para interponer el 
recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del 
Pueblo y el Ministerio Fiscal”. Doctrina sobre la legitimación de las personas jurídicas en el amparo español, 
entre otros, vide, Almagro Nosete José: “Cuestiones sobre legitimación en el proceso constitucional de amparo, 
en VV AA: El Tribunal Constitucional, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1981, vol. I; Barceló I 
Serramalera, Mercé: “Comentarios al Art. 42”, en: Requejo, Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley 
Orgánica del Tribunal…, op. cit. págs. 736 y ss.. 
 
178 Por su parte, el Tribunal Constitucional español, en una de sus sentencias sobre el particular, fundamentará la 
legitimación de las personas jurídicas, de la siguiente manera: “Si el objetivo y función de los derechos 
fundamentales, es la protección del individuo, sea como tal individuo o sea en colectividad, es lógico que las 
organizaciones que las personas naturales crean para la protección de sus intereses sean titulares de derechos 
fundamentales, en tanto y en cuanto éstos sirvan para proteger los fines para los que han sido constituidas. En 
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Sin embargo, esa legitimación “en abstracto”, ni alcanza a todos los derechos ni 
por igual a las personas individuales y jurídicas179. Dicho de otro modo, las personas 
jurídicas, por su propia naturaleza, no son ni pueden ser titulares de todos los 
derechos fundamentales que el amparo protege, con lo cual, su legitimación en 
amparo se ve reducida; por otra parte, en atención a la diferente situación jurídica 
que las personas colectivas extrañan y con la que actúan en el tráfico jurídico, la 
protección de los derechos fundamentales que el amparo brinda, no podrá ser del 
mismo alcance que respecto las personas naturales180. En otras palabras, aunque 
se reconozca a las personas jurídicas la titularidad y por ende la legitimación de 
algunos derechos fundamentales, debe tenerse presente que el alcance del derecho 
no tiene por qué ser idéntico al que posea en relación con las personas naturales. 
Siendo así, sólo a partir del análisis de cada derecho y de situaciones jurídicas 
específicas podrá concretarse el alcance del derecho y la existencia o no de 
legitimación de una persona jurídica para protegerlo181. 
 
Ampliando un poco más la referida “restricción” de la legitimación activa, hay que 
decir que existen derechos que por su propia naturaleza y su estricta conexión a la 
idea de «dignidad» humana, no son predicables de las personas jurídicas; en 
efecto, tales personas, respecto de esos derechos, carecen de titularidad y, por 
ende, no pueden incoar demanda de amparo solicitando su protección. Ese es el 
caso, por ejemplo, del derecho a la vida o la salud [art. 7. a) CB]182. Lo que supone 
                                                                                                                                                       
consecuencia la persona colectiva no actúa, en estos casos, sólo en defensa de un interés legítimo (…) sino 
como titular de un derecho propio” (STCE Nº 139/1995, f.j. 4º.). 
 
179 A propósito, ni la Constitución ni la LTC, establecen ningún pronunciamiento sobre los derechos de 
titularidad de las personas jurídicas, que puedan ser objeto del proceso de amparo; cosa que, la Ley 
Fundamental de Bonn de 1.949, si lo hace, además, de manera expresa, en su art. 19.3 reconoce que los 
derechos fundamentales rigen para las personas jurídicas nacionales en tanto y en cuanto, por su naturaleza sean 
aplicables a las mismas. 
 
180 Sin embargo, siguiendo a Pablo Pérez Tremps, convenga precisar que, “una cosa es que las personas 
jurídicas puedan ser titulares de derechos fundamentales y, en cuanto tales, actoras en un recurso de amparo, y 
otra cosa es que su situación jurídica sea absolutamente equiparable a las personas naturales y jurídicas”, vide, 
Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 161. 
 
181 Íbidem., pág. 163. 
 
182 En tal sentido, la misma sentencia antes señalada (STC Nº 0400/2006) dirá que: “…las personas jurídicas no 
pueden invocar cualquiera de los derechos fundamentales y garantías constitucionales que se encuentran 
genéricamente dentro del ámbito protector del proceso de amparo, pues existen determinados derechos que son 
inherentes a la persona humana, como por ejemplo, la vida, la salud, el derecho a recibir instrucción y adquirir 
cultura, a la libre locomoción, al sufragio por mencionar algunos, por la simple razón de que su propia 
naturaleza las excluye de ser titulares de tales derechos”. 
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decir que, la esfera de protección que el amparo brinda a las personas jurídicas es, 
por así llamarlo, peculiar y como tal responde, básicamente, a los fines para los que 
la persona natural las ha constituido; para garantizar en ese propósito sus 
condiciones de existencia e identidad a fin de asegurar el libre desarrollo de su 
actividad. En este sentido, la STC Nº 0400/2006, dirá: 
 
“…las personas jurídicas no pueden invocar cualquiera de los derechos fundamentales y 
garantías constitucionales que se encuentran genéricamente dentro del ámbito protector 
del proceso de amparo, pues existen determinados derechos que son inherentes a la 
persona humana, como por ejemplo, la vida, la salud, el derecho a recibir instrucción y 
adquirir cultura, a la libre locomoción, al sufragio por mencionar algunos, por la simple 
razón de que su propia naturaleza las excluye de ser titulares de tales derechos”. 
 
Empero, con ello y todo, sobre lo que no cabe duda es que las personas 
jurídicas tienen derechos fundamentales de titularidad propia183, cuyo disfrute, como 
ya se ha indicado, puede ser reclamado válidamente a través del proceso de 
amparo constitucional. Al respecto el Tribunal mediante su STC Nº 0400/2006, de 
una parte, diría que “las personas jurídicas serán titulares de específicos derechos 
fundamentales” y, de otra, que como tales “gozarán de legitimación activa en vía de 
amparo constitucional”. Por consiguiente, las personas jurídicas pueden invocar en 
amparo, por ejemplo, la protección de los siguientes derechos: “a la seguridad 
jurídica, a la propiedad privada, a la igualdad, a la petición, a la defensa, o a la 
garantía del debido proceso, por citar algunos”184; asimismo, entre los derechos de 
carácter colectivo sobre cuya titularidad no se discute, determinadas personas 
jurídicas pueden reclamar en amparo, el derecho a la libertad religiosa respecto de 
las comunidades religiosas, el derecho de asociación respecto de los entes 
asociativos, la libertad sindical en relación con los sindicatos, etc. 
 
                                                 
183 Doctrina en el Derecho español sobre titularidad de derechos fundamentales de las personas jurídicas, entre 
otros, vide, Rosado Iglesias, Gema: La titularidad de derechos fundamentales por la persona jurídica, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2004; Gómez Montoro, Angel J.: “La titularidad de derechos fundamentales de personas 
jurídicas: un intento de fundamentación”, REDC, Nº 65, Madrid, 2002. 
 
184 Así la STC Nº 0400/2006. En sí, una de las primeras sentencias en este sentido, seria la STC Nº 1494/2003, 
la misma que vino a decir lo siguiente: “…las personas jurídicas no son titulares de todos los derechos 
fundamentales, sino sólo de aquellos que le correspondan según su naturaleza social y siempre en atención a la 
definición constitucional de los derechos que se trate, así por ejemplo serán titulares del derecho al comercio, 
la industria o del debido proceso dentro de un proceso judicial, mas no serán del derecho a la vida, la salud o 
la integridad física”. 
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Pero el asunto no termina ahí, ya que hasta aquí sólo se ha abordado lo referido 
a la legitimación de las personas jurídicas de carácter privado, faltando por lo tanto, 
alguna precisión respecto las personas jurídicas de carácter público, cuya 
legitimación, desde ya, plantean una dificultad añadida. Esa dificultad añadida 
surge, básicamente, de la “incompatibilidad” entre el concepto de los derechos 
fundamentales y la posibilidad de atribuir titularidad respecto de esos derechos a los 
poderes públicos. A propósito, sobre esta cuestión Pérez Tremps, Pablo185, diría lo 
siguiente: 
 
“La idea de que los derechos fundamentales nacen como categorías jurídicas que 
pretenden proteger al individuo frente al poder público hace que, en pura lógica, no resulte 
fácil imaginar que sea ese mismo poder público el titular de los derechos. Pero al mismo 
tiempo, también es verdad que diversificación en las formas de actuación del poder público 
y la consiguiente proliferación de formas de personificación jurídico-publica hace que, a 
menudo, algunos derechos fundamentales aparezcan como vinculables a personas 
jurídico-públicas, muy singularmente el derecho a la tutela judicial efectiva y algunas 
garantías procesales…”. 
 
Evidentemente, el razonamiento no hace sino, por así decirlo, reflejar dos caras 
de una misma moneda y por lo tanto, dos realidades inseparables que no pueden 
obviarse ni dejarse sin respuesta. A tal fin, para lo que interesa aquí, con carácter 
previo lo primero que se debe hacer es distinguir, cuanto menos, dos niveles de 
actuación: por un lado, el ámbito estrictamente público y, por el otro, el ámbito 
privado. En otras palabras, la dificultad o no en la determinación de la legitimación 
de las personas jurídico-públicas, dependerá y mucho, de la calidad con que actúan 
en un determinado negocio jurídico del que surge el objeto del amparo. 
 
Así pues, si la persona jurídico-pública invoca la protección de un derecho 
fundamental cuya lesión se ha producido en un asunto donde el actor interviene en 
calidad de sujeto de Derecho público, se aceptará su legitimación pero sólo con 
                                                 
185 Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 163. Por su parte, en una posición contraria a la 
legitimación de los poderes públicos, Castillo Rigabert, Fernando, dirá que “tal hecho constituye una 
contradicción con los antecedentes históricos de la institución y con la finalidad de la misma. El amparo 
constitucional nació como un remedio de protección de los particulares frente a los poderes públicos, justamente 
para contrarrestar los privilegios que éstos disfrutan en relación con los administrados. Entendemos que la 
Administración Pública, tiene ya suficientes medios de actuación y defensa como para aumentar con uno más su 
preminente posición”, así, en: La admisión del recurso de amparo, Secretariado de publicaciones, Universidad 
de Murcia, Murcia, 1991, pág. 72; en el mismo sentido, Cordón Moreno, Faustino: El recurso de amparo 
constitucional, La ley, Madrid, 1987, pág. 37. 
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carácter excepcional; empero, si el mismo órgano invoca la misma protección 
actuando fuera del ámbito público, es decir, en calidad de persona de Derecho 
privado –en una relación lineal entre el particular y la entidad pública- esto es, 
desprovisto de su poder de imperium, su legitimación tendrá una mayor 
cobertura186. Este entendimiento, sin duda, se refleja en la STC Nº 0400/2006187, 
cuyo contenido en sus partes más importantes –pese a su amplitud-, establece lo 
siguiente: 
 
“…el Estado para la realización de los fines y la protección de los intereses públicos no es 
titular de derechos subjetivos, salvo cuando actúa sometiéndose al derecho privado, de 
modo que el Estado posee potestades y competencias, pero de ningún modo derechos 
fundamentales; lo que implica, que los órganos del Estado carecen de legitimación activa 
para interponer el amparo constitucional, pues aceptar la procedencia del amparo contra 
actos del mismo Estado manifestados a través de sus órganos, conduciría a una contienda 
de poderes soberanos. (…) se reconoce –no obstante- la aptitud de las personas jurídicas 
públicas para ser titulares de ciertos derechos fundamentales, y por lo tanto, de gozar de 
capacidad y tener legitimación activa en el proceso de amparo, en los siguientes supuestos 
generales: 
Cuando actúan desprovistos de su poder de imperium en el ámbito de las relaciones de 
derecho privado, como titulares de derechos fundamentales, en este supuesto existe una 
relación lineal entre el particular y la entidad pública; las personas jurídicas públicas actúan 
en relaciones de estricto derecho privado, en igualad de condiciones con otros sujetos, ya 
sean personas físicas o jurídicas, en esta hipótesis dichas entidades públicas serán 
titulares de aquellos derechos fundamentales en la medida en que por su naturaleza, 
resulten aplicables a ellas, es decir de aquellos derechos fundamentales que le son 
propios a las personas jurídicas. 
Tratándose de personas jurídicas públicas de base asociativa, cuando actúan en defensa 
del derecho fundamental de alguno de sus miembros, por ejemplo la protección del 
derecho a reunirse o asociarse para fines lícitos, consagrado en el art. 7 inc. c) de la CPE. 
Cuando los entes públicos actúan provistos de imperium, su aptitud para ser titulares de 
derechos fundamentales, y por lo tanto su capacidad y legitimación en el proceso de 
amparo, deberá examinarse en cada caso concreto, teniendo e cuenta el tipo de persona 
jurídica pública de que se trate y el derecho fundamental cuya lesión se invoque, como por 
ejemplo las universidades públicas”. 
 
                                                 
186 Pero, aun así, convenga dejar constancia, casi en clave de premisa, que dicha legitimación nunca será de la 
misma proporción al de las personas jurídicas de derecho privado y, mucho menos, al de las personas naturales 
o individuales. 
 
187 Línea jurisprudencial que será seguida y reiterada en la STC Nº 0443/2006 y 0608/2006.   
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Con lo cual, queda dicho que la asignación de titularidad a las personas 
jurídico-públicas respecto de determinados derechos fundamentales, conlleva la 
implícita aceptación de su legitimación para interponer amparo constitucional. Sin 
embargo, dicha legitimación en modo alguno debe entenderse como una íntegra 
traslación, a las personas jurídicas de Derecho público, de las doctrinas 
jurisprudenciales elaboradas en desarrollo de los derechos fundamentales de los 
particulares; pues, lo que con carácter general es predicable de las posiciones 
subjetivas de los particulares, no puede serlo, con igual alcance y sin más 
matización, de las que tengan los poderes públicos188. 
 
No obstante, donde sí cabe un mismo análisis de ambas legitimaciones, esto 
es, de los particulares y las personas jurídico-públicas -incluida además de la 
legitimación activa institucional-, es respecto la concurrencia de la representación y 
la personería; pero, de ello se ocupará el apartado correspondiente a los requisitos 
de la demanda de amparo, el mismo que se desarrolla en el Capítulo VIII, 
concretamente en el apartado 1.2. 
 
 
2.2. Legitimación activa institucional 
 
En el proceso de amparo constitucional se reconoce, así mismo, legitimación 
activa para deducir la pretensión de amparo a órganos o, titulares de los órganos 
del Estado, frente a otros órganos del propio Estado, configurándose así, unos y 
otros como auténticas partes procesales; es decir, aquella que deduce y aquella 
frente a la que se deduce la pretensión procesal fundada en la restricción o 
supresión de los derechos fundamentales protegibles en amparo189. Sin duda, ese 
es el caso de determinados órganos como el Ministerio Público (MP) y el Defensor 
del Pueblo (DP), órganos que conforman el denominado “supuesto extraordinario de 
legitimación institucional”190. 
 
                                                 
188 En la doctrina comparada, específicamente en la jurisprudencia del TC español, sobre esta cuestión, entre 
otras, puede verse las siguientes sentencias: 129/2001 (F. J. 3º), 175/ 2001 (f.j. 8º) y, 173/2002 (f.j. 4º). 
 
189 En ese sentido, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 102. 
 
190 Vide, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 176. 
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De manera que, la legitimación activa en el proceso de amparo no sólo está 
abierta a los titulares de los derechos y garantías fundamentales que han sufrido 
restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión de sus derechos o 
garantías fundamentales, sino también a las indicadas instituciones públicas191. Con 
lo cual, la expresión «agraviado» que emplea la Constitución en su propósito de 
dotar de contenido a la legitimación activa, apenas alcanza a la legitimación activa 
privada dejando “fuera” a la legitimación activa institucional. Pero, si ello es así, 
entonces, ¿cómo se justifica la prescripción constitucional que los legitima para 
incoar amparo sin ser los agraviados? La respuesta, desde luego, no es una sola ni 
de la misma catadura. 
 
En una primera aproximación, en clave de respuesta, se puede decir que el MP 
como el DP, en tanto en cuanto ejercitan dicha facultad interponiendo la demanda 
de amparo constitucional, no lo hacen como sujetos procesales que han sido objeto 
de agravio, sino más bien, en cumplimiento de sus específicas funciones; en el 
marco de sus fines, que les ha sido encomendada por la propia Constitución. Se 
trata, por lo tanto, de aquella «función tutelar objetiva»192 que está íntimamente 
vinculada con la posición que ambas instituciones ocupan en el diseño 
constitucional de cara a la promoción, protección y eficacia de los derechos y 
garantías fundamentales; lo que es lo mismo, responde a la «política constitucional» 
diseñada por el Constituyente de cara a la promoción, protección y eficacia de los 
derechos y garantías fundamentales frente a los poderes públicos y particulares.  
 
Por otra parte, en otro intento de respuesta a la misma cuestión, también se 
puede decir que dicha atribución responde a un principio de coherencia 
constitucional en relación con la dimensión objetiva de los derechos y garantías 
fundamentales. Como bien se sabe, dicha dimensión de los derechos y garantías 
fundamentales subyace, básicamente, de la configuración constitucional de los 
mismos como derechos públicos subjetivos, es decir, como derechos que no se 
                                                 
191 Así, Rubio Llorente, Francisco, refiriéndose al amparo español, en: “El recurso de amparo”, op. cit. pág. 135. 
 
192 En efecto, se dice que “la legitimación para recurrir en amparo del defensor del Pueblo y del Ministerio 
Fiscal es de carácter objetivo”, vide, Barceló I Serramalera, Mercé: “Comentario a los arts. 45 y 46”, en Requejo 
Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley del Tribunal..., op. cit. pág. 758. 
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agotan en la esfera subjetiva sino que alcanzan, además, la esfera pública en tanto 
en cuanto constituye «límites-legitimantes» de, y, frente a los poderes públicos193. 
 
En efecto, sólo de ese modo se explica el hecho de que sea la propia 
Constitución (art. 19.II) la encargada de instituir, además, de manera expresa, la 
legitimación de ambas instituciones; poniendo así de manifiesto, que la eficacia de 
los aludidos derechos no se agota en la esfera privada ni está sujeto únicamente a 
la voluntad subjetiva de sus titulares, sino que, en determinados casos, ha de ser 
protegida incluso, por un órgano del Estado así sea contra el propio Estado. 
 
Dicho esto, ya desde una perspectiva estrictamente procesal, la legitimación 
activa del MP y del DP, se plasma en una especie de “sustitución procesal” del 
sujeto activo de la pretensión tutelar194, o lo que es lo mismo, del sujeto pasivo que 
sufre la restricción, supresión o amenaza de sus derechos y garantías 
fundamentales protegibles en amparo. Así, la sustitución procesal se constituye en 
un criterio especial anómalo de legitimación indirecta; en virtud de la cual se 
consideran legitimadas para actuar en el proceso de amparo, a personas que sin 
ser titulares de la relación jurídica litigiosa, pueden no obstante, en nombre propio y 
no en nombre ajeno, como el caso del representante, realizar válidamente actos 
procesales de parte. De donde, el sustituto, que es la verdadera parte procesal y no 
el sustituido, defiende intereses que pertenecen a quien no puede o no quiere 
hacerlos valer por sí mismo195. 
 
Siendo las cosas así, frente a aquellos supuestos donde exista evidencia 
objetiva de restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión de algún 
derecho o garantía fundamental prevista en la Constitución y protegida por el 
amparo constitucional y que, además, sea evidente que el amparo no ha de 
accionarse por parte de su titular; los dos órganos referidos, según el caso, 
obligatoriamente habrán de incoar demanda de amparo y por ende constituirse en 
                                                 
193 En tal sentido, refiriéndose no precisamente a la legitimación del MP y del DP en el proceso de amparo, sino 
en los procesos en general, se dirá que dicha legitimación responde al hecho de que el Estado, “no quiere 
abandonar al particular la formulación de una pretensión, o la oposición a la misma”, vide, Guasp, Jaime y 
Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 179. 
 
194 En relación con el amparo español, vide, Gimeno Sendra, Vicente y Morenilla Allard, Pablo: Los procesos 
de amparo. Civil Penal..., op. cit. pág. 146. 
 
195 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 199. 
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partes procesales. Empero, la pretensión que se deduzca en procura de obtener la 
reparación del derecho lesionado, no ha de ser en beneficio de los órganos en 
cuestión, sino del titular del derecho restringido. De donde, la legitimación 
institucional activa, no se ejercita en todos los casos ni frente a todas las lesiones de 
los derechos protegidos por el amparo, sino, sólo en supuestos por así decirlo 
“especiales”, de los que por cierto y por separado, se ocupan los siguientes 
apartados.   
 
 
2.2.1. Legitimación del Ministerio Público 
 
A modo de antecedentes, si cabe, valga precisar que el reconocimiento 
constitucional de la legitimación activa del MP, para ser parte en le proceso de 
amparo, no es nueva ni mucho menos; al contrario, se extiende a los mismos 
origines del amparo, es decir, tiene exactamente los mismos años que el amparo 
constitucional boliviano, ya que dicha legitimación fue instituida en el texto 
fundamental, al mismo tiempo -o juntamente- con el amparo constitucional a través 
de la Constitución de 1.967196. Por lo tanto, más allá de su peculiaridad, se puede   
decir que se trata de una legitimación, por así decirlo, bastante “arraigada” en la 
cultura jurídica nacional. 
 
Dicho esto, la legitimación activa del MP para ser parte en el proceso de amparo, 
tal como ya se dijo, obedece, básicamente, a la posición que el mismo ocupa en el 
diseño constitucional de cara a la protección y eficacia de los derechos y garantías 
fundamentales de las personas. Dicha posición viene configurada en el art. 124 CB, 
cuyo texto prescribe lo siguiente: 
 
“El Ministerio Público tiene por finalidad promover la acción de la Justicia, defender la 
legalidad, los intereses del Estado y la sociedad, conforme a lo establecido en la 
Constitución y las leyes de la República”. 
 
En el mismo sentido, la LMP a través de su art. 14. 6ª, establece que son fines 
constitucionales del MP: “Preservar el Estado de derecho y el respeto a los 
                                                 
196 Así pues, a pesar de las dos reformas que se han operado en el texto de la Constitución (1.994 y 2004), dicha 
configuración se mantiene hasta la actualidad prácticamente en los mismos términos con las que “nació” 
constitucionalmente. 
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derechos humanos, efectuando las diligencias necesarias antes los órganos 
competentes”. 
 
Ahora bien, a la luz de ambos preceptos y de cara al proceso de amparo, dicha 
posición y fines constitucionales del MP se concretan, básicamente, de tres 
maneras: a) mediante su intervención como coadyuvante del juez o tribunal de 
amparo en la fase de verificación; b) mediante su intervención como persona 
jurídica de derecho público, con una legitimación propia y autónoma, y; c) como 
actor de amparo, con una legitimación por sustitución procesal de la persona 
agraviada. De estos tres ámbitos, para lo que aquí interesa, sólo se abordará el 
supuesto c), ya que sobre el supuesto a) se volverá más adelante y, sobre el 
supuesto b), baste con remitirnos al contenido del apartado relativo a la legitimación 
activa de las personas jurídico-públicas desarrollada en el apartado anterior. 
 
En efecto, en relación con la legitimación activa por sustitución procesal, lo 
primero que se debe tener presente es que el ejercicio de dicha legitimación para 
interponer demanda de amparo, tal como ya se adelantó, no se activa en todos los 
casos ni frente a todas las lesiones de los derechos protegidos por el amparo, sino, 
sólo en supuestos “especiales”. Con lo cual, lo segundo que se debe tener presente 
y no olvidar es que, su ejercicio es “cuantitativamente excepcional, casi residual”197. 
 
Dicha excepcionalidad obedece, por un lado, a su posición constitucional y, por 
el otro, a su falta de titularidad respecto los derechos que han de constituir el objeto 
procesal del amparo198. Excepcionalidad que por cierto viene impuesta, no por la 
LMP ni por la LTC, sino por la propia Constitución. Lo que supone decir que la 
legitimación activa del MP en los procesos de amparo, carece de un desarrollo 
legislativo que permita extraer de allí, tanto las notas distintivas respecto la 
legitimación activa en general como los criterios definitorios de los supuestos en los 
                                                 
197 Vide, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 177. 
 
198 Lo mismo, pero en términos del TC español (Sentencia Nº 86/1985), se pude decir de la siguiente manera: 
“la legitimación para recurrir en amparo que la Constitución atribuye al del Ministerio Fiscal se configura 
como un ius agendi reconocido a este órgano en mérito a su específica posición constitucional, funcionalmente 
delimitada”, por consiguiente, “promoviendo el amparo constitucional, el Ministerio Fiscal defiende, 
ciertamente, derechos fundamentales, pero lo hace, y en esto reside la peculiar naturaleza de su acción, no 
porque ostente su titularidad, sino como portador del interés público en la integridad y efectividad de tales 
derechos”. 
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que cabe dicha legitimación. Es más, ni siquiera la propia doctrina del TC es todavía 
del todo clarividente al respecto. 
 
Si bien es cierto que tratándose del proceso de amparo, la referida falta de 
desarrollo legislativo de la legitimación del MP es más reprochable a la LTC que en 
la LMP, no menos cierto es que ninguna de las dos normas se ocupa del asunto con 
la debida diligencia. No son explícitas –y ni siquiera implícitas en algunos casos- a 
la hora de establecer ciertos criterios que permitan, por ejemplo, determinar los 
supuestos en los que el MP deba constituirse en parte demandante. Esta omisión 
legislativa, en la práctica no sólo tendrá unos efectos negativos, inercia del MP, sino 
que pondría incluso en tela de juicio dicha legitimación que constitucionalmente 
tiene atribuida para actuar en nombre y sustitución de la persona titular del derecho 
o garantía fundamental vulnerado o amenazado. 
 
En lo que respecta a la LTC, tal es la omisión que no contempla, ni implícita y 
menos expresamente, un solo artículo donde se haga referencia, al asunto en 
cuestión. Así las cosas, prácticamente, desconoce el asunto, siendo que la norma 
llamada a regular la legitimación en general y del MP en particular para actuar en el 
proceso de amparo, es precisamente dicha ley. Respecto de la LMP, a excepción 
del citado artículo 14.6ª199, se puede decir que incurre en la misma omisión que la 
LTC; aunque, también, podría decirse que dicha omisión, en cierto modo, es 
atendible, ya que la ley en cuestión no es la norma indicada o llamada a regular los 
casos y supuestos en los que el MP ha de constituirse en parte demandante del 
proceso de amparo. 
 
De manera que, frente al silencio de la LTC y la insuficiencia de la norma que se 
acaba de comentar, una vez más, lo que corresponde es volcar la mirada hacia la 
Constitución y buscar allí el precepto que permita sustentar la legitimación activa del 
MP para incoar demanda de amparo constitucional. Dicho precepto, es pues el art. 
19.II, cuyo contenido establece lo siguiente: 
                                                 
199 Convenga recordar que el referido artículo, entre los fines del MP, le encomienda: “Preservar el Estado de 
derecho y el respeto a los derechos humanos, efectuando las diligencias necesarias ante los órganos 
competentes”. A la luz de esta norma, en una interpretación extensiva, habrá de entenderse que una forma de 
efectuar las diligencias necesarias, consiste en la interposición de la demanda de amparo constitucional; pero de 
ahí en más, la norma tampoco es que dedica algún artículo más, donde con mayor precisión se establezcan los 
criterios de la legitimación activa. 
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“El recurso de amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada o por otra a 
su nombre con poder suficiente... El Ministerio Público podrá también interponer de oficio 
este recurso cuando no lo hiciere o no pudiere hacerlo la persona afectada.” 
 
Como se puede advertir, efectivamente la Constitución es mucho más explícita 
que las dos leyes juntas. Asimismo, no se limita únicamente a instituir la legitimación 
del MP para interponer demanda de amparo, sino que, además, establece 
determinados supuestos que habilitan dicha intervención; los mismos que, desde 
luego y tal como ya se dijo, tendrían que haber estado recogidos y reglamentados 
con mayor precisión, como ya se dijo, tanto en la LTC como en la LMP, y no así en 
la Constitución. 
 
Ahora bien, de la referida previsión constitucional lo primero que cabe extraer y, 
además, con carácter de regla, es que el ejercicio de la legitimación del MP es 
siempre ex oficio; es decir, sin que medie instancia, petición o solicitud de la parte 
agraviada, bastando solamente, por lo tanto, la evidencia objetiva de violación o 
amenaza de algún derecho o garantía fundamental protegido por el amparo200; lo 
segundo que hay que decir es que la Constitución establece dos criterios que, de 
algún modo, vienen a delimitar dicha legitimación: por un lado, señala que el MP 
podrá interponer demanda de amparo sólo, cuando “no lo hiciere” el titular del 
derecho lesionado y, por el otro, cuando la persona agraviada “no pudiere hacerlo” 
en tiempo oportuno. 
 
Donde la previsión constitucional, sin embargo, se queda corta es en relación 
con la delimitación de los actos o supuestos de hecho contra los que cabe el 
ejercicio de dicha legitimación. Así por ejemplo, no está del todo claro si el MP ha de 
constituirse en demandante de amparo en todos los supuestos donde la persona 
afectada no lo hiciere, o no pudiere presentar amparo constitucional. En otras 
palabras, falta por definir los criterios que permitan deducir y/o entender los 
supuestos en los que la persona afectada no presenta o no puede presentar 
demanda de amparo. En el mismo orden de cosas, también falta por definir el 
                                                 
200 Al señalar que sólo podrá actuar en defensa de los derechos protegidos por el amparo, implícitamente se está 
diciendo que, en el ejercicio de la legitimación del MP, no cabe la defensa abstracta de la Constitución ni de los 
derechos fundamentales allí consagrado; pues, la regla según la cual el recurso de amparo debe pretender 
siempre la protección o tutela de los derechos proyectados en situaciones subjetivas, se impone también al 
Ministerio Público. En este sentido, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 177. 
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tiempo que el PM ha de esperar para presentar o no, la demanda de amparo en 
nombre de la persona agraviada. 
 
La respuesta a cada una de las cuestiones planteadas, desde luego, habrán de 
formularse atendiendo, fundamentalmente, al carácter subsidiario de la legitimación 
institucional respecto de la legitimación general201, es decir, tomando en cuenta que 
la legitimación del MP es de carácter residual y no “universal”. En tal sentido, para el 
supuesto de la persona que “no lo hiciere”, los criterios que permitan ejercitar dicha 
legitimación al MP, sin ánimo exhaustivo, podrían ser por ejemplo, los siguientes; a) 
la falta de interés en la reparación del derecho vulnerado, por parte de su titular, 
demostrado desde un principio y; b) la declaración expresa del miso de que no 
acudirá en amparo por las causas que fueren, etc. Por su parte, para el supuesto de 
la persona que “no pudiere hacerlo”, entre otros criterios, podría tomarse en 
consideración, por ejemplo: a) la indigencia del agraviado202 que le imposibilita 
contratar un Abogado; b) la minoría de edad o la incapacidad de aquellas personas 
que se hallan bajo custodia del Estado y; c) la falta de personería jurídica de 
determinados colectivos203. 
 
En cualquier caso o incluso en los supuestos señalados, lo cierto es que el MP 
siempre habrá de cuidar que su actuación no se superponga ni se oponga a los 
intereses del legitimado directo, o sea, del titular del derecho lesionado. Pues, la 
legitimación del MP no le faculta para interponer amparo, ni antes ni en contra de la 
voluntad del titular del derecho lesionado, más específicamente, del agraviado. 
Empero, esta “restricción”, frente a los supuestos donde sean evidentes tanto la 
lesión como la dejación de su titular en su no-reparación, no debe entenderse como 
una limitación que impida el ejercicio de dicha legitimación; al contrario, cuando las 
                                                 
201 Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 177. 
 
202 La determinación de esta causal, en los supuestos indigencia procesal judicialmente declarada, no supondrá 
mayor trámite, como en aquellos casos en los que no se dé dicha circunstancia. Por su parte, la falta de interés 
por el titular del derecho lesionado, en aquellos amparos provenientes de un proceso ordinario o administrativo, 
tampoco habrá de suponer mayor trámite, ya que, será suficiente la actitud –negligente o desinteresada- 
demostrada en dicho proceso. 
 
203 Este último supuesto, básicamente, tiene que ver con aquellos colectivos que por alguna u otra razón no 
cuentan con personalidad, pero que, sin embargo, se sienten vulnerados en sus derechos en tanto colectividad. Si 
éstos presentasen amparo, la misma, por falta de personería, no sería admitida y con lo cual, la vulneración no 
sería reparada, cosa que desde luego, no se puede aceptar. Entonces, es ahí donde el MP tendría que actuar 
incoando demanda de amparo, justamente en defensa de los derechos del colectivo en cuestión. 
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circunstancias del caso concreto y la actitud del titular del derecho lesionado así lo 
exijan, el MP habrá de ser el primero en ponerse al frente acudiendo, en este caso, 
al proceso de amparo. 
 
Por lo demás, para el ejercicio de la legitimación institucional del MP, se 
aplicarán los mismos presupuestos de la legitimación en general que en el amparo 
se exigen. Así por ejemplo, para la incoación de la demanda en aquellos supuestos 
que provienen de los procesos ordinarios o administrativos, al igual que en cualquier 
otro amparo, se aplicarán tanto el principio de subsidiariedad así como los plazos 
para su interposición. Lo que ya no hará falta observar en estos supuestos es, si el 
MP ha sido o no parte en el proceso de origen, es decir, para admitir la demanda de 
amparo incoada por el MP, no hará falta revisar su condición de parte en dicho 
proceso; esto, en razón de que su legitimación, por así decirlo, no responde a un 
interés subjetivo fundado en el agravio sino a una función legalmente impuesta por 
la Constitución204. De manera que, sólo en la medida en que actúe dentro de ese 
marco y siempre tomando como punto de partida que el amparo protege derechos 
fundamentales de naturaleza subjetiva y que su intervención es residual, el MP se 
habrá constituido en el órgano público más cualificado para iniciar el proceso de 
amparo constitucional205. 
 
 
2.2.2. Legitimación del Defensor del Pueblo 
 
La legitimación del Defensor del Pueblo en el proceso de amparo, al menos 
desde el punto de vista de su justificación, con pequeñas matizaciones, sin duda 
responde a las mismas razones que explican la legitimación del MP. Por lo tanto, si 
acaso existe alguna diferencia entre ambas legitimaciones, esa diferencia se 
manifiesta en términos puramente práctico-temporales y de carácter normativo. En 
términos prácticos y/o temporales, la legitimación del DP, es más reciente y podría 
                                                 
204 En relación con esta cuestión, aunque refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, dirá que, de 
aplicarse al Ministerio Fiscal la exigencia de ser parte en el proceso ordinario de origen: “reduciría ampliamente 
la potestad misma que la Constitución le otorga para interponer recurso de amparo pues se estaría exigiendo que 
detectara aquellos casos en que su intervención fuera conveniente desde que la lesión se produjera”, así, en: El 
recurso de amparo, op. cit. pág. 178. 
 
205 En este sentido, Gonzáles Pérez, Jesús, refiriéndose a la legitimación del Ministerio Fiscal en el amparo 
español, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 306. 
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decirse menos activa; en cambio, desde el punto de vista normativo, su regulación 
es mucho más depurada. 
 
Ampliando ambas cuestiones, en relación con lo primero quepa recordar que la 
institución del DP ha sido incorporada en el texto de la Constitución, como el órgano 
encargado de vigilar el “cumplimiento de los derechos y garantías de las personas”, 
a través de la reforma operada en año 1.994; aunque para empezar a ejercitar dicho 
encargo constitucional, aun tendría que esperar el transcurso de cuatro años, ya 
que, recién a partir del año 1998 es cuando empieza a funcionar asumiendo el 
ejercicio de sus atribuciones, entre ellas, la de constituirse en parte demandante 
dentro los procesos de amparo constitucional y habeas corpus. De modo que su 
legitimación en el proceso de amparo a diferencia del MP, apenas ronda los 10 años 
de ejercicio. 
 
En cambio en relación con lo segundo, es decir, desde la perspectiva de su 
regulación, la legitimación del DP para interponer demanda de amparo se puede 
decir que es un poco más completa; aunque ese desarrollo normativo no aparece 
precisamente en la LTC ni mucho menos206, sino, en la propia Constitución y la Ley 
del Defensor del Pueblo (LDP). Así pues, en un primer momento, la norma 
fundamental a través de su art. 127.I, empezará definiendo la naturaleza de la 
institución de la siguiente manera: 
 
“El Defensor del Pueblo, vela por la vigencia y el cumplimiento de los derechos y garantías 
de las personas en relación con a la actividad administrativa de todo el sector público. Así 
mismo, vela por la defensa, promoción y divulgación de los derechos humanos”. 
 
Sin duda, uno de los mecanismos, sino el principal, a través del cual el DP 
cumple con el referido mandato constitucional no es sino el proceso de amparo 
constitucional. De hecho es la propia Constitución, a través de su artículo 129, la 
                                                 
206 Ciertamente, la LTC, en relación con la legitimación del DP, incurre en la misma omisión que en relación 
con el MP, es decir, ni siquiera los nombra; por lo tanto, en una futura reforma de la LTC, ésta es otra de las 
cuestiones que habrán de ser subsanadas. Al margen de ello, otra de las diferencias entre el MP y el DP, desde el 
punto de vista de su intervención en el proceso de amparo como sujetos procesales, tienen que ver con el hecho 
de que la intervención del MP es más amplia: puede actuar como parte con legitimación propia (cuando actúa 
como persona jurídico-pública); o, como parte con legitimación por sustitución (legitimación institucional a 
secas); o, incluso, puede actuar como parte del tribunal, en calidad de coadyuvante (sobre esto se volverá más 
adelante). En cambio, la intervención del DP en el proceso de amparo, se agota, por así decirlo en su condición 
de legitimado por sustitución. 
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que viene a corroborar dicha afirmación, al establecer que: “El defensor del Pueblo 
tiene la facultad de interponer los recursos de (...) amparo y habeas corpus, sin 
necesidad de mandato”. Y por si ello fuera insuficiente, a través de su art. 19.II CB, 
terminará por instituir la legitimación del DP, estableciendo que, “El recurso de 
amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada o por otra a su 
nombre con poder suficiente, salvo lo dispuesto en el artículo 129º de esta 
Constitución...” 207. 
 
El desarrollo legislativo de los referidos preceptos constitucionales, como ya se 
dijo, si por algo se caracteriza, especialmente la LTC, no es sino por su absoluta 
omisión normativa del tema en cuestión. Tal es así que la LTC, al igual que con el 
MP, no dedica un solo artículo a la regulación de la legitimación del DP; cosa que, 
sin embargo, respecto la Ley del Defensor del Pueblo (LDP) no puede decirse lo 
mismo, peor aun así, lo cierto es que ambas normas son incompletas. Son 
incompletas porque no regulan por ejemplo, los casos y/o supuestos en los que el 
DP puede -y debe- ejercer la legitimación activa que le ha sido encomendada por la 
propia Constitución. Así las cosas, no queda más que acudir nuevamente a la 
Constitución y extraer de allí los criterios que permitan, en la medida de lo posible, 
“delimitar” dicho ámbito de actuación. 
 
 En efecto, el precepto constitucional al fin perseguido no es otro que el 
precitado apartado I del art. 127. Este precepto al disponer que “El Defensor del 
Pueblo, vela por la vigencia y el cumplimiento de los derechos y garantías de las 
personas en relación con la actividad administrativa de todo el sector público...”, lo 
que hace es delimitar el ámbito de actuación de la legitimación activa del DP208. En 
otras palabras, el precepto en cuestión lo que hace es poner de manifiesto que el 
DP puede interponer demanda de amparo, sólo en defensa de los derechos o 
garantías fundamentales vulnerados con motivo o en ocasión de la actividad 
administrativa del sector público y de ninguno otro más. 
                                                 
207 Al respecto, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que “Si, constitucionalmente, -el DP- tiene 
encomendada la defensa de los derechos humanos, es incuestionable su legitimación para incoar el proceso de 
amparo” vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 180. 
 
208 Al respecto, en una de sus sentencias, la STC Nº 1166/2000, el Tribunal dirá: “Que, si bien el art. 129-1 de 
la Constitución Política del Estado dice: El defensor del Pueblo tiene la facultad de interponer los recursos de 
(...) amparo y habeas corpus sin necesidad de mandato, debe entenderse que la aplicación del citado precepto 
se ejerce dentro del marco y límites del art. 127 de la Ley Fundamental…”. 
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Lo que a su vez, en sentido contrario, quiere decir que el DP no puede 
interponer demanda de amparo frente a aquellas vulneraciones producidas por la 
actividad de los particulares o entes privados. Es más, podría decirse incluso que la 
legitimación del DP no puede ejercitarse ni siquiera frente a la actividad de todo el 
sector público. Concretamente, no puede ejercitarse respecto la actividad 
jurisdiccional, ya que en ese ámbito quien ejerce la función de “vigilante y/o 
fiscalizador” de la legalidad y el respeto a los derechos y garantías de las personas 
es el Ministerio Público209. 
 
En suma, la legitimación del DP para constituirse en parte en los procesos de 
amparo alcanza únicamente contra los actos u omisiones –propios- de los 
funcionarios públicos que desarrollan actividad administrativa –no jurisdiccional- en 
relación de dependencia con el Estado. Este es, también, el entendimiento asumido 
por el TC, a través de su sentencia Nº 1188/2000, cuyo contenido diría lo siguiente: 
 
“...la facultad del defensor del pueblo para interponer los recursos de amparo y habeas 
corpus se da cuando se trata de actos provenientes de los funcionarios públicos que 
desarrollan actividad administrativa en relación de dependencia con el Estado”. 
 
Por lo demás, resta por indicar que desde el punto de vista conceptual, la 
legitimación del DP no se asimila al concepto de legitimación en sentido estricto; 
ello, por el hecho de que su intervención en el proceso de amparo en calidad de 
demandante, al igual que del MP, no se debe a un interés legítimo emergente de la 
lesión de un derecho o garantía fundamental de su titularidad, sino, obedece al 
mandato constitucional; cuyo propósito, como ya se dijo, no es sino la “voluntad 
constitucional” de mantener en todo tiempo y momento el respeto y la vigencia de 
los derechos y garantías fundamentales de las personas. Asimismo, hay que decir 
que el DP cuando ha de ejercitar la legitimación activa -por “sustitución”-210, lo podrá 
hacer de oficio o a instancia de la persona titular del derecho lesionado; en ambos 
                                                 
209 Con esto no se quiere decir que el DP no pueda intervenir en relación con la actividad jurisdiccional, lo que 
se quiere decir es que en dicho ámbito lo lógico sería que quien actúe sea el MP; pues, en definitiva, la propia 
Constitución (art. 124) así lo establece, al disponer que son fines del Ministerio Público: “promover la acción 
de la Justicia, defender la legalidad, los intereses del Estado y la sociedad, conforme a lo establecido en la 
Constitución y las leyes de la República”. 
 
210 No obstante, hay que decir que la idea de la legitimación por “sustitución”, en la doctrina, no goza de plena 
aceptación. Así por ejemplo, Gonzáles Pérez, Jesús, dirá que la legitimación del Defensor del Pueblo es “directa 
y no por sustitución procesal de la persona afectada”, así, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 306. 
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casos, actuará de manera inmediata adoptando las medidas oportunas de modo tal 
que el amparo sea interpuesto dentro del plazo y en estricto cumpliendo de las 
formalidades de rigor. 
     
 
2.2.3. Legitimación de otras entidades como coadyuvantes 
 
Después de aproximadamente una década de funcionamiento del amparo como 
competencia del TC, la percepción –generalizada- que se tiene del mecanismo 
jurisdiccional en cuestión, sin duda, hoy no es la misma que se tenía antes de 
1.999. El camino transitado para alcanzar el sitial que hoy ocupa el amparo, 
ciertamente no ha sido nada fácil y mucho menos llano; muchas y de distinta índole 
han sido las dificultades con las que ha tenido que lidiar, desde una deficiente 
regulación normativa hasta la falta de experiencia –e incluso convicción- de la gran 
mayoría de los operadores jurídicos sobre el funcionamiento y la importancia de la 
jurisdicción constitucional. No es que en la actualidad ya se hayan superado todos 
los “baches” ni se hayan resuelto todos los problemas. Pero aun así, en términos 
generales, se puede decir que lo construido y avanzado en materia de protección y 
respeto de los derechos fundamentales, supera con creces las expectativas 
iniciales. 
 
En ese camino escabroso, uno de los factores a los que el amparo ha tenido que 
enfrentarse, hasta apenas un par de años atrás, ha sido, precisamente, frente a la 
insistencia de determinadas personas e entidades, en constituirse en sujetos 
legitimados para interponer demanda de amparo; dichas personas, sin estar 
contempladas en las normas que regulan el proceso de amparo, como entes 
legitimadas, han pretendido hacer uso de este mecanismo, no siempre con fines 
estrictamente tutelares. El origen del problema estaba en la errónea concepción que 
se tenía del amparo, especialmente por parte de algunos sectores con 
representación popular, entre ellos, los Diputados, Senadores y otras 
organizaciones y asociaciones de carácter representativo. Existía en ellos la idea 
equivocada de que el amparo constitucional podía activarse por cualquier persona y 
ante cualquier eventualidad, es decir, no se tomaba en cuenta que el amparo sólo 
puede activarse por la persona legitimada y que su finalidad sólo podía ser la 
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protección o reparación de la vulneración de un determinado derecho o garantía 
fundamental211. 
 
Pero, de un tiempo a esta parte, las cosas han tomado un rumbo diferente y, por 
consiguiente, aquella percepción, cada vez, va desapareciendo; en todo caso, está 
cambiando en el sentido de que toda demanda de amparo debe responder a la 
naturaleza y fines no sólo del amparo como mecanismo constitucional extraordinario 
sino también, a la naturaleza y fines del órgano competente de su tramitación que 
es el TC. En ese cometido, sin duda, la función pedagógica que viene cumpliendo el 
TC, está siendo poco menos que determinante, ya que frente al carácter abstracto 
de la regulación constitucional y legal, es él quien viene adoptando determinados 
criterios que buscan, precisamente, evitar o, cuanto menos persuadir a aquellas 
personas que pretenden incoar demanda de amparo, sin causa ni razón justificada; 
pero, por sobre todo, sin tener legitimación activa para ello. 
 
En ese propósito, desde un principio el Tribunal ha venido insistiendo en dos 
aspectos, que son consustanciales al proceso de amparo: por un lado, la idea de 
                                                 
211 En esa práctica anómala, quienes han pretendido “abusar” de la falta de precisión normativa de la 
legitimación en el amparo, han sido, especialmente, algunos Diputados y Senadores; quienes arrogándose una 
supuesta legitimación activa, bajo el argumento de ostentar representación democrática de un sector o grupo de 
personas, han pretendido hacer valer, a través del proceso de amparo, no sólo derechos y garantías que no son 
de su titularidad sino, incluso, derechos de carácter abstracto y general; ese es el caso, por ejemplo, de amparos 
que se han presentado en defensa, supuestamente, de “los intereses del Estado y de la sociedad”. Dichos 
amparos, como no podía ser de otro modo, han sido declarados improcedentes por el TC a tiempo de revisar las 
resoluciones dictadas –en primer grado- por los respectivos tribunales y jueces de amparo. La declaratoria de 
improcedencia se funda, en la falta de legitimación, pues, cualquier Diputado o Senador, sea en tanto persona 
individual o como miembro del Órgano Legislativo, carece de legitimación para interponer demanda de amparo 
constitucional. Ello es así, por la sencilla razón de que la Constitución en ninguna parte refiere que la 
representación del Estado y la sociedad corresponda individualmente a cada Diputado o Senador, mas bien al 
contrario, el artículo 69 establece que: “En ningún caso podrá delegar el Congreso a uno o más de sus 
miembros, ni a otro Poder, las atribuciones que tiene por esta Constitución”. Si bien es cierto que la misma 
Constitución en su artículo 67. 6ª, establece que son atribuciones de cada Cámara, esto es, de todo el cuerpo 
colegiado: “Realizar las investigaciones que fueren necesarias, para su función constitucional, pidiendo 
designar comisiones entre sus miembros para que faciliten esa tarea”. No menos cierto es que, a priori, dicha 
atribución la debe realizar la Cámara en su conjunto, pudiendo en su caso, designar comisiones de entre sus 
miembros de modo que pueda facilitar el cumplimiento del mismo. En otras palabras, los Diputados o 
Senadores sólo pueden -y deben- actuar a través de su respectiva Cámara, sea formulando iniciativas o 
peticiones que consideren pertinentes y oportunas para llevar adelante las atribuciones de la Cámara o las 
encomendadas a la Comisión del que forman parte; así lo dispone el art. 70.I. CB. “A iniciativa de cualquier 
parlamentario, las Cámaras pueden pedir a los Ministros del Estado informes verbales o escritos con fines 
legislativos, de inspección o fiscalización y proponer investigaciones sobre todo asunto de interés nacional”. 
Siendo así, cada Parlamentario si acaso puede hallarse legitimado para interponer amparo, sería en tanto 
miembro de una comisión designada por su respectiva Cámara. Pero en tal caso, estaría actuando como cabeza 
del Ministerio Público (art. 125.I. CB) y, por ende, el amparo tendría que ser como emergencia de la 
investigación llevada adelante por la Comisión, lógicamente, previa y expresa autorización del mismo, o sea, en 
representación de los miembros de esa Comisión. De lo contrario, como se ha dicho, ningún Diputado o 
Senador tiene legitimación para interponer amparo. 
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que la legitimación activa en el amparo no puede extenderse más allá de lo 
permitido por la Constitución y, por el otro, la idea de que el amparo constitucional 
no es un mecanismo procesal para la defensa de derechos abstractos o generales, 
sino ante todo y por sobre todo, es un mecanismo jurisdiccional que tiene por 
finalidad, remediar, restablecer o restituir la vulneración o amenaza de concretos 
derechos y garantías fundamentales de naturaleza sujetiva por un lado, y de 
personas también concretas, por el otro. 
 
No obstante, bien es verdad que hay supuestos tutelares frente a los cuales la 
escasa configuración legal y constitucional de la legitimación activa se queda corta. 
Esos supuestos, básicamente, tienen que ver con el ejercicio de determinados 
derechos, en su mayoría, de carácter colectivo, cuya protección no puede quedar 
fuera de la protección que brinda el amparo, pero que, sin embargo, sólo pueden 
invocarse en amparo por determinadas entidades y/o instituciones cuyo fin y 
objetivos están vinculados, precisamente, con la protección y promoción de esos 
derechos. 
 
Ese es el caso, por ejemplo, de la Defensoría de la niñez y la adolescencia, la 
Defensoría de la mujer y la familia, la Defensoría del consumidor y las 
organizaciones de protección del medio ambiente, por señalar algunas; a quienes, 
en principio, no parece sensato privarles de la posibilidad de intervenir en el proceso 
de amparo, especialmente cuando el objeto procesal del mismo recaiga en la 
protección de algún derecho o garantía fundamental relacionado con la razón de ser 
de alguna de las instituciones; es decir, con su naturaleza, su función, fines y 
objetivos para los que ha sido constituida. 
 
Siendo las cosas así, cabría entonces la posibilidad de una suerte de apertura de 
la legitimación activa, de modo tal que, y sólo con carácter excepcional, pueda 
admitirse la intervención de dichas instituciones, en la tramitación del proceso de 
amparo, en calidad de partes. Pero no de partes con legitimación propia y 
autónoma, sino en calidad de partes coadyuvantes del legitimado principal, del actor 
principal de amparo. Técnicamente hablando, se trataría de una especie de seudo-
legitimación que permitiera a las referidas instituciones, personarse al amparo en 
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calidad de terceros interesados, lógicamente, con todos los derechos y deberes que 
dicha figura procesal comporta212. 
 
Valga reiterar que no se trata de una ampliación de hecho de la legitimación 
activa, sino de una suerte de apertura de la misma con la única finalidad de permitir 
la intervención de terceros interesados en calidad de coadyuvantes de los 
expresamente legitimados y así evitar dejar sin protección determinados derechos. 
De manera que, el reconocimiento de esa seudo-legitimación, por así llamarlo, no 
implica el reconocimiento de titularidad respecto del derecho objeto de amparo. Por 
otra parte, ha de admitirse tal intervención sólo en tanto en cuanto la institución 
demuestre un interés legítimo fundado, de una parte, en la especial situación 
jurídico-material o jurídico-procesal del agraviado y, de otra, que de privarse su 
intervención se vería incumplido los fines y objetivos para los que la institución ha 
sido creada213.  
 
Por último, sin perjuicio de lo expuesto en el apartado 4 del Capítulo V, hay que 
decir que la posibilidad excepcional de aperturar la legitimación activa a otras 
organizaciones o personas jurídicas, implica la necesidad y aceptación de una cierta 
modulación de los presupuestos no sólo de la legitimación activa sino también de la 
titularidad de determinados derechos fundamentales; modulaciones que, sin 
embargo, no pueden ser formuladas con pretensión de generalidad, es decir, 
aplicables para todos los supuestos, sino más bien tendrán que ser valoradas 
atendiendo a las particulares circunstancias que rodean cada caso concreto. 
 
De ahí en más, huelga decir que el ejercicio de este tipo de seudo-legitimación 
con apariencia de titularidad, habrá de ajustarse a los mismos presupuestos de 
                                                 
212 Una de las primeras sentencias, donde el TC, aunque sólo implícitamente acepta la intervención de 
determinadas organizaciones en el proceso de amparo, es la STC Nº 652/2001, cuyo contenido, a tiempo de 
describir a las partes, dice lo siguiente: “VISTOS: En revisión, la Resolución de fs. 136 a 138, pronunciada en 
18 de mayo de 2001, por la Sala Penal Segunda de la Corte Superior del Distrito Judicial de Santa Cruz, 
dentro del Amparo Constitucional interpuesto por Gestión Social, Colectivo Rebeldía, Casa de la Mujer, 
Defensa del Niño Internacional, Centro de Ayuda Psicológica, Colonia Piraí, Plataforma contra la Violencia 
hacia las Mujeres, Derechos Humanos y…”. 
 
213 Esto supone decir que, la institución u organización, además de adjuntar la documentación que acredite su 
personería o personalidad jurídica, tendrán que acompañar sus estatutos u otro documento constitutivo, donde 
consten sus fines y objetivos; los mismos que, habrán de coincidir, tanto con la condición o género de la persona 
por el que pretenden constituirse en parte coadyuvante, como con el derecho fundamental que ha de constituir el 
objeto procesal del amparo. 
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activación del proceso de amparo, es decir, la subsidiariedad, el plazo para la 
presentación de la demanda, la competencia territorial, entre otros. 
 
 
3. Legitimación pasiva en el proceso de amparo 
 
La legitimación pasiva tiene que ver con la persona contra quien ha de deducirse 
la pretensión de amparo. Como tal, a diferencia de la activa, ofrece un tratamiento 
jurídico distinto, básicamente, en relación con el momento procesal de su 
valoración. Sin embargo, desde el punto de vista conceptual, no parece haber una 
diferencia substancial entre ambas legitimaciones, ya que las dos, desde sus 
respectivas perspectivas, se refieren a un mismo contenido: la vinculación directa 
del sujeto -activo y pasivo- con el objeto material del proceso de amparo, es decir, 
con la lesión y reparación del derecho o garantía fundamental que se discute como 
fundamento de la pretensión. 
 
 De existir alguna otra diferencia, ella se reduce al plano estrictamente subjetivo, 
es decir, la distinción entre legitimación activa y pasiva alude a la cualidad de las 
personas para ser parte en el proceso de amparo y no así al derecho o garantía 
fundamental que constituye su objeto material. No obstante, ello no significa que 
para ostentar la legitimación en uno u otro sentido se han de requerir las mismas 
condiciones. Pues, si la legitimación activa tiene que ver con la relación directa entre 
el sujeto –demandante- y la lesión de algún derecho o garantía fundamental de su 
titularidad; la legitimación pasiva tiene que ver con la relación directa -que debe 
existir- entre el sujeto –demandado- y la acción u omisión causante de la lesión o 
amenaza del derecho y garantía fundamental invocada por el demandante214. 
 
Ahora bien, lo ideal sería que el entendimiento que se acaba de esbozar tenga 
como fuente la normatividad que regula el proceso de amparo, pero, una vez más, 
éste no es el caso. Lo cual, en otras palabras, significa que la legitimación pasiva en 
el proceso de amparo, tal como se verá en los apartados siguientes, no está 
                                                 
214 Para mayor precisión, también se puede decir que la legitimación activa alude a las condiciones que debe 
reunir la persona cuya pretensión en el amparo no es sino la de restablecer o cesar la lesión o amenaza de sus 
derechos y garantías fundamentales; en cambio, la legitimación pasiva alude a las condiciones que debe reunir 
la persona demandada, de una parte, para ser tal y, de otra, para poder ejercer su pretensión consistente en negar 
u oponerse a la pretensión del demandante en calidad de legitimado pasivo. 
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claramente definida ni por la Constitución y mucho menos por la LTC. Si acaso la 
Constitución (art. 19.I) y la LTC (art. 94) aluden a esta cuestión, lo hacen señalando 
que el amparo constitucional procede “contra los actos ilegales o las omisiones 
indebidas de los funcionarios o particulares…”. Como se puede advertir, la 
regulación legal –especialmente reprochable en la LTC- sin especificar los 
presupuestos y/o las cualidades de la legitimación pasiva, se limita a distinguir dos 
géneros de legitimados: los funcionarios (órganos públicos) y, los particulares 
(personas físicas y jurídicas). 
 
No obstante, de lo anterior se desprende que en el amparo boliviano, a 
diferencia de otros “modelos” como, por ejemplo, el amparo español, la legitimación 
pasiva alcanza, tanto a los funcionarios públicos como a los particulares; lo que 
supone decir que, el proceso de amparo boliviano, tal como ya se vio, es un proceso 
constitucional que se activa contra los actos ilegales o las omisiones indebidas no 
sólo de los poderes públicos, sino también contra los actos u omisiones indebidas 
de los particulares215. De ahí que, Rivera Santibáñez. J. Antonio, no sin antes poner 
de manifiesto la parquedad de la regulación constitucional y legal, diga que los 
sujetos procesales en el proceso de amparo con legitimación pasiva son216: 
 
“- La autoridad o funcionario público cuyos actos, resoluciones u omisiones restrinjan o 
supriman los derechos fundamentales o garantías constitucionales, y; 
- La o las personas particulares cuyos actos u omisiones restrinjan o supriman los 
derechos fundamentales o garantías constitucionales”. 
 
Por su parte el TC, sin entrar en la definición de la legitimación pasiva, pese a 
que en rigor no es su tarea, a través de una de sus sentencias, la STC Nº 863/2001, 
vino a decir que: “para la procedencia del Amparo Constitucional es ineludible que el 
Recurso sea dirigido contra el sujeto que cometió el acto ilegal o la omisión 
indebida, es decir el agraviante”. En relación con la individualización del sujeto 
                                                 
215 El hecho de que la Constitución extienda la legitimación pasiva a las personas particulares y, por lo tanto, no 
se circunscriba únicamente a los poderes públicos del Estado; no es sino, una –implícita- admisión de que la 
violación o amenaza de los derechos y garantías fundamentales, también, puede producirse por la acción u 
omisión de esos particulares y, no sólo por las administraciones públicas. Desde luego, este entendimiento tiene 
mucho más sentido en los tiempos actuales, por el simple hecho de que existen particulares – principalmente los 
actores transnacionales- que tiene tanto o más poder que los propios Estados, y como tales, ostentan la 
suficiente capacidad para incurrir en lesión de derechos y garantías fundamentales. 
 
216 Entre otros, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción Constitucional. Procesos constitucionales..., op. cit.  
pág. 399. 
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agraviante contra el que cabe incoar amparo, más adelante, mediante la STC Nº 
0295/2004, diría que: “...la legitimación pasiva se presenta cuando existe 
coincidencia entre la autoridad que presuntamente causó la violación de los 
derechos y aquella contra quien se dirige la acción”. De donde, legitimado pasivo 
será la persona causante del agravio contra el que se dirija la pretensión de amparo. 
Lo mismo, pero dicho de otro modo, significa que quien no incurra en agravió contra 
otro, por mucho que la demanda se dirija contra él, carece de legitimación pasiva 
para ser demandado. 
 
En tal sentido, el concepto de la legitimación pasiva alude; de una parte, a la 
exigencia y/o existencia -previa y objetivamente contrastable- de determinadas 
cualidades en el sujeto contra quien se ha de incoar demanda de amparo y, de otra, 
a sus efectos que, en términos procesales, se traducen en la posibilidad de 
comparecencia del mismo en calidad de demandado, es decir, en calidad de parte 
que se opone a la pretensión del actor217. Así las cosas, está claro que la 
legitimación pasiva, se constituye en un requisito sine qua non para la activación del 
proceso de amparo constitucional. Como tal, habrá de ser evaluada y/o verificada, 
prima facie, por los jueces y tribunales de amparo antes de admitirse la demanda, lo 
cual significa que, en aquellos supuestos donde no se acredite esa relación de 
causalidad entre el sujeto demandado y la lesión del derecho invocado, la demanda, 
como ya se dijo, no será admitida a trámite. 
 
En otras palabras, cuando el juez o tribunal de amparo, advierta que en la 
demanda no existe esa –necesaria- relación de causalidad, entre la lesión que se 
alega y la persona contra quien se imputa tal lesión, dicho tribunal, por falta de 
legitimación en la persona demandada, denegará la admisión del amparo; más 
concretamente, dictará resolución de improcedente in limine del amparo solicitado. 
Ello, sin embargo, no cierra las puertas para que la legitimación pasiva pueda 
también ser valorada a tiempo de admitirse el personamiento de los terceros 
interesados que sin haber sido demandados, pretendan constituirse en coadyuvante 
                                                 
217 No obstante, convenga aclarar que la comparecencia así como la oposición del demandando en amparo, 
oponiéndose a la pretensión del demandante, no es una consecuencia necesaria y mucho menos obligatoria de su 
condición de tal; es en todo caso, una posibilidad procesal que en el estricto sentido del término puede ser 
“utilizada” o no por el legitimado pasivo. Pues, la propia Constitución, tal como se verá en el siguiente Capítulo, 
permite tramitar el proceso de amparo sin que la falta de comparecencia del demandado suponga causal de 
suspensión ni de extinción del proceso. 
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de la parte demandada; aunque en este caso, ya no se estará enfrente de la 
legitimación pasiva como presupuesto de admisión de la demanda, sino como 
requisito de admisibilidad de la comparecencia del coadyuvante218. 
 
Por último, queda por decir que cuando una demanda de amparo es declarada 
improcedente in limine por falta de legitimación pasiva en el demandado, dicha 
resolución no tiene calidad de cosa juzgada, con lo cual, cabe la posibilidad de 
presentar una nueva demanda. Lógicamente, la nueva demanda para ser admitida 
tendrá que ser presentada sin el vicio que dio lugar a su rechazo in limine, es decir, 
corrigiendo el error o la omisión de la legitimación pasiva de la primera demanda. 
Pues, se entiende que el hecho de que una demanda interpuesta con anterioridad 
haya sido declarada improcedente por falta de legitimación pasiva, no impide al 
mismo demandante interponer una nueva demanda de amparo. En sí, al no coexistir 
identidad de sujetos -aunque sí de objeto y causa- no se trataría de una segunda 
demanda, sino de una nueva que nada tiene que ver con la anterior. Precisamente 
en ese sentido, entre otros219, la STC Nº 1015/2004, establecería lo siguiente: 
 
“En el caso de autos, si bien se presentó un anterior recurso que fue declarado improcedente 
por falta de legitimación pasiva, al no haberse incluido en él a la ex- Vocal (…), no es menos 
evidente que la presente demanda ha sido interpuesta contra los dos Vocales de la Sala 
Penal Primera del Distrito Judicial de Cochabamba, (…), lo que hace la diferencia con el 
primero, por consiguiente al no existir una íntegra identidad de sujetos, no se presenta óbice 
alguno para su prosecución, máxime si se considera que en el anterior no se ingresó a 
analizar el fondo de la problemática”. 
                                                 
218 En este sentido, aunque en comparación con la legitimación activa, se dirá, “Así como la legitimación pasiva 
no es un requisito procesal de admisibilidad del proceso constitucional, en cuanto no se exige que se dirija a la 
persona legitimada pasivamente, si lo constituye la legitimación activa”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho 
procesal constitucional, op. cit. pág. 304. 
 
219 Entre las sentencias en el mismo sentido, puede verse los siguientes: SSTC Nos. 724/2003, 726/2003, 
794/2003 y 432/2004, de los cuales esta última dirá: «conforme ha determinado la jurisprudencia de este 
Tribunal Constitucional, la legitimación pasiva es: “(…) la capacidad jurídica otorgada al funcionario público 
o persona particular para ser recurrido en impugnación de su acto, decisión u omisión que lesiona los derechos 
o garantías constitucionales de una persona...” (SC 0158/2002-R, de 27 de febrero); estableciendo que: “(...) 
se adquiere por la coincidencia que se da entre la autoridad que presuntamente causó la violación a los 
derechos y aquélla contra quien se dirige la acción” (SSCC 1349/2001-R, 0984/2002-R, 1590/2002-R, 
0088/2005-R, 0198/05-R, entre otras), por lo que para que se viabilice (active) el amparo constitucional con 
relación a alguna persona particular o autoridad, es preciso que exista legitimación pasiva en la misma, siendo 
para ello ineludible que el recurso sea dirigido contra el sujeto que cometió el acto ilegal o la omisión 
indebida; es decir, contra el agraviante. En el caso de la citada co recurrida no concurren tales características, 
pues los recurrentes no han demostrado que ella habría colocado también los candados en cuestión, aspecto 
que tampoco ha sido admitido o confesado por la misma, de manera que respecto a su persona se debe denegar 
la tutela impetrada». 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 422
3.1. Legitimación pasiva de las instituciones públicas 
  
Con carácter de principio, puede decirse que el amparo constitucional, en tanto 
en cuanto protege determinados derechos y garantías fundamentales de las 
personas, es un mecanismo jurisdiccional que, en esencia, tiene por finalidad 
proteger esos derechos y garantías frente a los poderes públicos. Esta afirmación 
no sólo responde al fundamento de los derechos y la naturaleza del amparo sino 
que, además, la práctica del mismo así lo demuestran. Para comprobar que ello es 
así, basta revisar las estadísticas de la labor del Tribunal Constitucional, donde, del 
total de los amparos presentados y resueltos, en una gran mayoría de ellos, los que 
aparecen como demandados son los funcionarios públicos, es decir, los órganos 
públicos220. 
 
Siendo las cosas así, el desarrollo de este apartado de por sí adquiere un plus 
de relevancia, ya que, la activación y por ende el éxito del proceso de amparo 
aunque no sólo contra los funcionarios públicos, en gran medida, depende de la 
correcta individualización de la persona que ha de ser demandada en amparo. Pese 
a ello, sin embargo, el ordenamiento jurídico que regula el proceso de amparo, al 
igual que con la gran parte de sus presupuestos –materiales y formales-, en relación 
con la legitimación pasiva de los funcionarios u órganos públicos, ciertamente, es 
bastante escueta221. De hecho, en la LTC, que es donde tendría que estar regulada, 
ni siquiera existe una disposición que defina el asunto y que establezca, con la 
mayor especificidad posible, las condiciones o cualidades que debe reunir el “titular” 
de dicha legitimación, para ser admitido en calidad de demandado y, por ende, 
poder defenderse u oponerse a la pretensión del demandante222. 
                                                 
220 A propósito, el hecho de que la gran mayoría de los amparos sean contra los poderes públicos, lo que viene a 
demostrar es que la importancia del amparo radica, precisamente, en su eficacia frente a la vulneración de los 
derechos y garantías fundamentales de las personas, originadas en la actividad de dichos poderes públicos. 
 
221 Esta carencia en la regulación, supone más problemas para el recurrente, que para el recurrido, ya que, en 
muchos de los casos, el problema surge a la hora de “identificar” al legitimado pasivo. Así por ejemplo: 
Obviamente la LTC no puede, es más, no tiene que regular exactamente todos pero absolutamente todos los 
supuestos habidos y por haber, pero mínimamente tendrá que ocuparse, al menos de las cuestiones más 
importantes o consustanciales al recurso, y en ese cometido, tendría que ser un poco más específico y preciso 
que la Constitución, de lo contrario, esto es, si es que se ha de limitar a repetir –o expresar con otros términos- 
lo que la Norma Fundamental ya prescribe –como en gran medida es el caso- no tiene razón de ser. 
 
222 Por su parte, el TC dirá que el amparo ha de dirigirse contra la persona causante de la lesión del derecho que 
se alega, de lo contrario, si la persona demanda no participó en la lesión, el amparo será declarado 
improcedente. Así, más en concreto, la STC Nº 0080 /2003 dirá: “...el recurso ha sido erróneamente dirigido 
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Ya dejando de lado la precariedad normativa, a la luz de la práctica del amparo 
hay que decir que la legitimación pasiva de los funcionarios públicos, en términos 
generales, plantea dos cuestiones a saber: a) la individualización de la persona 
contra quien ha de incoarse la demanda, y; b) los requisitos que ha de observarse 
para admitir su comparecencia. 
 
a) En relación con la individualización de la persona contra quien ha de incoarse 
la demanda, el problema surge, básicamente, en dos supuestos concretos: de una 
parte, en aquellos supuestos donde la lesión al derecho fundamental se produce 
como consecuencia de la intervención de un órgano público de carácter colegiado o, 
por la intervención de más de un funcionario de la administración pública223 y, de 
otra, en aquellos supuestos donde el sujeto que ha provocado la lesión, por alguna 
u otra razón, deja de ser funcionario público y es sustituido por otro que nada tiene 
que ver con la lesión que se ha de invocar como fundamento de la pretensión de 
amparo. En ambos supuestos, el problema radica en la determinación del 
funcionario u órgano público –legitimado pasivo- contra quien ha de incoarse la 
demanda. 
 
En relación con el primer supuesto, a la luz de la doctrina del TC, el amparo 
habrá de dirigirse contra todo el órgano colegiado, ya que los actos o resoluciones 
emitidos por este tipo de organizaciones, se entiende que –normalmente- son 
adoptados por el cuerpo colegiado y no así por las personas individualmente 
consideradas224. Por lo tanto, frente a una sentencia emitida por un tribunal 
colegiado o, frente a una resolución emitida por un Consejo municipal por ejemplo, 
                                                                                                                                                       
contra el Alcalde y el Presidente del Concejo Municipal, autoridades que no han intervenido en el supuesto 
acto ilegal que denuncia el recurrente, por lo que no están legitimados para ser demandados, resultando por 
ello improcedente el recurso tal como se encuentra sustentado en la SC. 582/2002-R: "el co-recurrido (...) no 
tuvo participación alguna en el proceso del cual emerge este Recurso, razón por la que carece de legitimación 
pasiva para ser demandado en la especie". 
 
223 Otro supuesto de este tipo que también plantea cierta conflictividad, tiene que ver con aquellos casos donde 
la lesión se produce en sede judicial, pero pasando por más de una instancia. Por ejemplo, la lesión se produce 
en una instancia inferior y como tal es motivo de recurso, pero el tribunal de alzada, pese a las alegaciones del 
recurrente no las corrige ni las subsana; dando lugar así, que la vulneración persista y el demandante de amparo, 
tenga que plantearse la pregunta de si interpone amparo contra ambos o sólo contra el último. 
 
224 En ese sentido, la STC Nº 0711/2005, diría: “(…) para que sea viable el recurso de amparo, cuando es 
planteado contra decisiones judiciales o administrativas pronunciadas por tribunales y órganos colegiados 
públicos o particulares, sea como emergencia de procesos, o de cualesquier tipo de decisiones o actos, es de 
inexcusable cumplimiento que esta acción tutelar esté dirigida contra todos los miembros que asumieron dichas 
decisiones y, por lo mismo, se constituyan en agraviantes de los supuestos actos lesivos denunciados”. 
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el amparo habrá de dirigirse contra todos los miembros del tribunal o del Consejo, 
con independencia, además, de los votos disidentes y/o abstenciones que pudieran 
haberse dado225. En este sentido, la STC Nº 1785/2003, dirá lo siguiente: 
 
“...los actores dirigieron la acción tutelar únicamente contra el vocal (...), quien carece de 
legitimación pasiva para ser demandado, dado que si bien él se encuentra investido de la 
autoritas suficiente para firmar el fallo, su firma no basta para emitir la Resolución 
impugnada; de ahí que quien ostenta la legitimación pasiva en el seno de un Tribunal 
colegiado, son los jueces o vocales, según el caso, que pronunciaron la Resolución. (...) y 
en el caso de autos, como quedó precisado líneas arriba, el recurrido no asume 
individualmente la condición de agraviante sino el órgano jurisdiccional compuesto por los 
dos vocales, de modo que la demanda de amparo constitucional debió ser interpuesta 
contra los dos miembros de dicha Sala y no sólo contra uno de ellos como sucede en el 
caso de autos, circunstancia que no le permite a este Tribunal ingresar al fondo del 
recurso”226. 
 
Por su parte, en relación con el segundo supuesto, caben dos posibilidades: o 
demandar al último que ha conocido o conoce de la lesión o, demandar a ambos a 
la vez. La demanda únicamente contra el último –primera posibilidad-, se fundaría 
en la violación a la tutela judicial efectiva por no haber reparado la lesión perpetrada 
por el juez a quo; en cambio, la demanda contra ambos –segunda posibilidad- se 
fundaría: respecto del primero, en la lesión directamente provocada por él, y; 
respecto del segundo, por no haber reparado la lesión del primero. El TC se ha 
inclinado por la segunda posibilidad, tal es así que en su sentencia Nº 1740/2004, 
se establece lo siguiente: 
 
“(…) en aquellos casos en los que el acto denunciado como ilegal es ejecutado por una 
autoridad y es otra la competente para revisar esa actuación a efecto de modificar, 
confirmar o revocar el acto puesto en su conocimiento, el recurso debe ser interpuesto 
contra ambas autoridades al tener legitimación pasiva, la primera por ejecutar el acto ilegal 
y la segunda por no corregirlo, de modo que al ser ambas responsables, deben asumir las 
consecuencias de sus actos”227. 
                                                 
225 No obstante, podrá solicitarse al Tribunal de amparo, que en aplicación de los principios de celeridad y de 
economía procesal, se emplace con la demanda únicamente al representante legal que normalmente es el 
Presidente del órgano colegiado y así evitar el emplazamiento a cada uno de los demandados. 
 
226 En el mismo sentido, entre otros, las SSTC Nos. 1098/2003 y 1754/2003. 
 
227 En el mismo sentido, la STC Nº 1214/2006, dirá: “…quien alega la vulneración de un derecho fundamental, 
debe interponer el recurso de amparo no sólo contra las autoridades que cometieron el acto ilegal, sino 
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Sin embargo, el asunto no es tan sencillo como parece; no al menos en aquellos 
casos donde, por ejemplo, un juez incurre en lesión pero después deja el cargo y es 
sustituido por otro y, éste, más allá de su predisposición no cuenta con un 
mecanismo procesal que le permita reparar –ni de oficio ni a instancia de parte- la 
lesión de su predecesor. En este tipo de supuestos, la demanda ya no podrá 
incoarse contra los dos, si acaso sólo contra el segundo ya que el primero ya no es 
juez; pero la demanda sólo contra el segundo -por no haber reparado la lesión del 
primero-, dada las circunstancias anotadas cuanto menos resultará injusta, ya que 
se le estará imputando una lesión de la que no es el autor y por sobre todo, sin 
haberle dado la posibilidad de repararla228.  Este tipo de situaciones no sólo se da 
cuando quien incurre en lesión es sustituido por otro, sino incluso en supuestos 
donde el juez ad quen no cuenta con un mecanismo específico para reparar la 
lesión del juez a quo y, sólo por ello tiene que soportar una demanda de amparo229. 
 
b) Pasando a la segunda cuestión relativa a la determinación de los requisitos 
para admitir la comparecencia del legitimado pasivo en amparo, hay que decir que 
esta cuestión tiene su origen en la calidad de la persona demandada, es decir, en 
su cargo, investidura, jerarquía funcionaria o inmunidad. En este sentido, se han 
dado casos en los que algunos funcionarios, acogiéndose precisamente a su 
investidura y/o inmunidad, han pretendido sustraerse a la jurisdicción del amparo. 
Concretamente, al ser emplazados por el tribunal de amparo en calidad de 
demandados, han desoído dicho emplazamiento bajo el argumento de que gozan 
de inmunidad y que por lo tanto, previamente, debería de tramitarse su desafuero 
como requisito para su comparecencia.     
 
Dicha condición y/o requisito previo, sin embargo, frente al proceso de amparo 
no corresponde, ya que el proceso de amparo en tanto mecanismo jurisdiccional de 
carácter extraordinario, en su tramitación, no reconoce fueros ni privilegios de 
                                                                                                                                                       
también contra la última instancia que tiene la facultad de corregir, anular o reponer el acto supuestamente 
ilegal”. 
 
228 Cosa que desde luego no puede decirse lo mismo respecto de aquel juez que aun teniendo la obligación y la 
posibilidad de reparar la lesión del juez a quo no lo hace, ya que al obrar de ese modo indirectamente incurre en 
la lesión alegada en comisión por omisión. 
 
229 Precisamente, es esta entre otras, una de las razones que justifican la creación de una especie de amparo 
ordinario o incidente de amparo ordinario, mecanismo procesal que a modo de propuesta se esboza en la última 
parte de este Capítulo. 
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ninguna naturaleza, o lo que es lo mismo, la protección de los derechos y garantías 
fundamentales no reconoce ninguna clase de fueros ni privilegios. Por lo tanto, toda 
autoridad o funcionario público demandado en amparo, con independencia de su 
cargo o investidura, habrá de comparecer ante el tribunal de amparo, sin otro 
requisito que la concurrencia en él, de la legitimación pasiva; es decir, la vinculación 
o relación causal entre su acción u omisión y la lesión de los derechos y garantías 
fundamentales alegados en la demanda de amparo. 
 
Como no podía ser de otra manera, desde un principio y, además, de manera 
reiterada, el TC ha sentado una línea doctrinal justamente en los términos que se 
acaba de señalar.  Así, en una de sus sentencias, la STC Nº 486/2000 dirá que “no 
existe exclusiones, inmunidades ni privilegios por razones de jerarquía o de otros 
motivos, cuando se trata de la protección de los Derechos Humanos”. Del mismo 
modo, en una posterior sentencia (STC Nº 053/2002) que viene a sintetizar la 
referida línea doctrinal, el TC, refiriéndose a la inmunidad parlamentaria prevista en 
el art. 52 CB, dirá lo siguiente230: 
 
“(…) el art. 52 de la Constitución Política del Estado no es aplicable cuando la autoridad o 
funcionario público incurre en atentados contra los derechos fundamentales garantizados 
en su ejercicio por la Constitución y el Tribunal Constitucional, -quien- debe hacerlas 
efectivas, pues son sus fines ejercer el control de la constitucionalidad y garantizar la 
primacía de la Constitución, el respeto y vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales de las personas. 
Que, por otra parte, el art. 34 de la Constitución Política del Estado dispone "Los que 
vulneren derechos y garantías constitucionales quedan sujetos a la jurisdicción ordinaria", 
debiendo entenderse que esta norma constituye una excepción al art. 52 de la Constitución 
política del Estado, prevista por ella misma y en virtud de la cual no puede invocarse la 
inmunidad parlamentaria si, como en el presente caso, el representante nacional ha 
vulnerado derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política del Estado”. 
 
De manera que, toda persona que sea demandada en amparo, con 
independencia de su cargo, investidura o inmunidad, habrá de someterse a la 
jurisdicción del amparo, con la única condición de que concurran en él los referidos 
elementos de la legitimación pasiva. 
 
                                                 
230 Entre otras, las SSTC Nos. 068/1.999, 770/2000 y 610/2001 
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3.2. Legitimación pasiva de los particulares 
 
En más de una oportunidad se ha dicho y valga una vez más reiterar que, el 
amparo boliviano no sólo se activa frente a los actos u omisiones de los poderes 
públicos sino también, frente a los actos u omisiones de los particulares231. 
Evidentemente, a la luz de la práctica, la proporción de los amparos presentados y 
resueltos contra los poderes públicos frente a los que provienen de los particulares, 
no es la misma; el segundo respecto del primero es bastante inferior. No obstante, 
que duda cabe que el amparo frente a particulares, no deja de tener su importancia 
y trascendencia; no sólo en la eficacia de los derechos fundamentales en las 
relaciones entre particulares, sino, además, en la formación –generalizada- de la 
anhelada cultura de respecto a los derechos fundamentales como presupuesto 
básico de todo Estado de Derecho o, Estado Constitucional de Derecho.  
 
Lo cual, sin embargo, no supone desconocer la otra cara de la moneda, aquella 
que repercute desfavorablemente -aunque no es la única- no sólo en el 
funcionamiento del amparo sino, incluso, de todo el sistema constitucional de 
protección de los derechos fundamentales. Se trata del incremento de la carga 
procesal del TC, pues, la posibilidad cierta y efectiva de interponer amparo contra 
los actos de los particulares, paralelamente lo que hace es extender el objeto del 
amparo y con ello, aumentar las expectativas de llevar hasta el TC, asuntos que, 
ciertamente, no corresponde a la jurisdicción constitucional. Pero aun así, 
seguramente son más las ventajas que las desventajas, máxime si se toma en 
cuenta que la legitimación pasiva de los particulares es excepcional y no general. 
 
Por lo tanto, so pena de correr el riesgo de que dicha legitimación pueda 
repercutir en la carga de trabajo del TC y con ello en todo el sistema de jurisdicción 
constitucional, de momento, cualquier tentativa de suprimirla en modo alguno es la 
opción más aconsejable. De caber alguna modulación, la misma tendrá que ser, en 
todo caso, con la finalidad de optimizarla, pero nunca con la finalidad de privar a las 
personas la protección de sus derechos y garantías fundamentales en las relaciones 
entre particulares, en sede constitucional. 
 
                                                 
231 Como se recordará, esta cuestión ya fue abordada en el apartado 3, del Capítulo V, págs. 312 y ss.. 
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Ampliando la idea, en determinadas materias, los Estados pueden, como de 
hecho lo hacen –aunque probablemente más por necesidad que por otra razón-, 
ceder el ejercicio de ciertas competencias a los entes privados. Pero lo que no 
pueden permitirse es dejar a la deriva el control del respeto y vigencia de los 
derechos y garantías fundamentales, y mucho menos en las relaciones entre 
particulares. En los tiempos que corren, la protección de los derechos 
fundamentales en todos los ámbitos, más que una función, es una responsabilidad 
de la que ningún Estado puede sustraerse, ya que, de lo contrario, de no asumir esa 
responsabilidad, sencillamente habrá perdido –acaso- el último bastión que le 
queda: la guarda de los derechos y garantías fundamentales en tanto presupuestos 
indisponibles y legitimantes a la vez de toda sociedad que se precie de moderna, 
constitucional y democrática232. 
 
Ahora bien, cierto es que la defensa y/o protección eficaz de los derechos y 
garantías fundamentales frente a los particulares no sólo pueda llevarse acabo a 
través del proceso extraordinario de amparo, sino también por otros mecanismos 
jurisdiccionales. Empero, si la premisa es que el proceso de amparo tiene por 
finalidad proteger los derechos y garantías fundamentales de las personas, la lógica 
consecuencia es que, dicha protección la debe brindar en todos aquellos supuestos 
donde exista o se requiera dicha protección; esto es, con independencia de si la 
lesión del derecho objeto de amparo se ha producido en uno u otro ámbito de las 
relaciones interpersonales. 
 
Por otra parte, reducir el ámbito de protección del amparo sólo frente a los actos 
u omisiones lesivas de los derechos provenientes de los órganos públicos, 
implícitamente, supondría desconocer la evidencia objetiva de que los particulares, 
también, constituyen una fuente real de amenaza y violación de los derechos y 
garantías fundamentales; con lo cual, un amparo que no proteja los derechos y 
garantías fundamentales frente a los particulares, prima facie, resultará siendo un 
                                                 
232 No obstante, valga aclara que lo señalado, en modo alguno significa que en aquellos Estados donde la 
legitimación pasiva, en el proceso de amparo, no alcanza a los particulares (España por ejemplo), dichos 
Estados hayan perdido, respecto los particulares, el control del respeto y la vigencia de los derechos y garantías 
fundamentales; mucho menos significa que esos Estados sean menos modernos o menos legítimos, más bien 
todo lo contrario. De hecho, hay Estados modernos que ni siquiera cuentan con este mecanismo constitucional 
como es el caso de Italia. Por lo tanto, la reflexión esgrimida se circunscribe a aquellos Estado subdesarrollados 
o en vías de de desarrollo, es decir, se está refiriendo a aquellas sociedades donde el respeto y la vigencia de los 
derechos y garantías fundamentales no es todavía un elemento cultural intrínseco al Estado. 
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amparo incompleto, cosa que desde luego, no se puede aceptar sino más bien todo 
lo contrario. 
 
Ahora bien, en razón de que el género personas particulares incluye tanto a las 
personas naturales como a las personas jurídicas, en los apartados que siguen a 
continuación, se aborda, precisamente, la legitimación pasiva de cada una de ellas. 
 
 
3.2.1. Particulares en tanto personas físicas 
 
Lo cierto es que la legitimación pasiva de los particulares en tanto personas 
individuales, no presenta mayor conflictividad que la estrictamente habitual en los 
procesos ordinarios. La que existe, podría decirse que se da, de una parte, en 
relación con la capacidad y/o idoneidad para constituirse en autor de la vulneración 
de algún derecho o garantía fundamental y, de otra, con la capacidad para ser 
sujeto procesal dentro del proceso de amparo. En relación con lo primero, a luz de 
lo ya descrito en la segunda parte de este trabajo, no hay mucho que añadir, 
excepto reiterar que no todo acto u omisión de los particulares ha de ser, 
necesariamente objeto de amparo233; por su parte, en relación con lo segundo, para 
tener capacidad plena y por lo tanto, para poder ejercitar los derechos y hacer uso 
de las posibilidades procesales, el legitimado pasivo, habrá de tener capacidad legal 
de obrar, esto es, tendrá que ser hábil por ley. 
 
De acuerdo con el art. 4 del Código civil se tiene capacidad legal de obrar a los 
18 años. Por lo tanto, una persona mayor de 18 años, en caso de haber incurrido en 
restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión de los derechos y 
garantías fundamentales protegidos por el amparo, podrá ser demandada en 
calidad de legitimado pasivo y, por ende, podrá ser admitido en el proceso en 
calidad de parte. Lo cual, desde un punto de vista estrictamente formal, supone que 
el demandante de amparo, a tiempo de imputar la lesión de algún derecho protegido 
por el amparo a una persona natural, previamente habrá de comprobar que esa 
persona tiene personalidad jurídica; por consiguiente, capacidad legal para ser 
                                                 
233 Vide, el Capítulo V, El objeto procesal del amparo constitucional, específicamente, el apartado 3. Actos 
ilegales y omisiones indebidas de los particulares, págs. 312 y ss.. 
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sujeto de los derechos y obligaciones emergentes de todos los actos civiles 
definidos por el ordenamiento jurídico nacional. 
 
La misma valoración habrá de hacer el tribunal de amparo, a tiempo de admitir la 
personación al proceso, del sujeto en cuestión234. 
 
 
3.2.2. Particulares en cuanto personas jurídicas 
  
La legitimación pasiva de los particulares en tanto personas jurídicas, 
probablemente, sea el supuesto que, a la hora de especificar la persona -el 
representante legal- contra quien ha de incoarse amparo, plantee cierta dificultad. 
La dificultad, básicamente, surge cuando el acto u omisión lesiva de los derechos 
fundamentales es adoptado por un órgano colegiado y ejecutado por uno o más 
personas naturales, pero no en calidad de tales, sino como miembros de la entidad 
–persona jurídica- privada. En este tipo de supuestos, la dificultad que el 
demandante de amparo tiene que resolver estriba en la delimitación y/o 
identificación del legitimado pasivo contra el que ha de incoar la demanda de 
amparo. 
 
Dado que la problemática es similar a la que se presenta en la determinación de 
la legitimación pasiva de los órganos públicos colegiados, las alternativas de 
solución son también similares a los que allí se esgrimieron; es decir, o plantear 
amparo sólo contra los ejecutantes o, además, contra el directorio que adoptó la 
resolución que dio lugar a la lesión que motiva el amparo. En principio, por regla 
general, el amparo debe incoarse contra todas las personas que directa o 
indirectamente intervinieron en el acto u omisión vulneradora de los derechos o 
garantías fundamentales. Pues, al haber participado, de una u otra forma, en la 
producción del resultado lesivo de los derechos que el amparo protege, se han 
constituido en agraviantes y como tales, reúnen las condiciones particulares de la 
legitimación pasiva. 
                                                 
234 A propósito, una definición bastante rigurosa de la personalidad jurídica, se tiene en la Ley Nº 1551 de 1.994 
(Ley de participación popular), cuyo artículo 4, define de la siguiente manera: “La personalidad jurídica 
reconocida por la presente ley, otorga capacidad legal a sus titulares para ser sujetos de los derechos y 
obligaciones emergentes de todos los actos civiles definidos por el ordenamiento jurídico nacional”. 
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Sin embargo, según la jurisprudencia del TC, con carácter excepcional, puede 
interponerse amparo contra una parte del directorio, sin que dicha “informalidad”, 
suponga la denegación del amparo solicitado. En este sentido, la STC Nº 0953/2006 
fundó una línea jurisprudencial que instituye la denominada «legitimación pasiva 
parcial», la misma que, ante la existencia de medidas de hecho que vulneren o 
amenacen vulnerar derechos fundamentales de las personas, permite incoar, con 
carácter excepcional, demanda de amparo contra sólo una parte del Directorio del 
ente colegiado. Dado que se trata de una vía excepcional, su activación requiere de 
la concurrencia de circunstancias especiales y particulares. Dichas circunstancias, 
básicamente, han de poner de manifiesto la necesidad y urgencia de la intervención 
inmediata de la jurisdicción del amparo. Sólo de ese modo podrá romperse la regla 
de la legitimación pasiva de los entes colegiados y, por consiguiente, activarse el 
proceso de amparo. Con esos argumentos, en un caso donde concurrían las 
características apuntadas, la referida sentencia concluirá estableciendo lo siguiente:  
 
“(…), al existir legitimación parcial en el presente caso y al tratarse los hechos denunciados 
de vías y acciones de hecho, es preciso efectuar una excepción en el caso concreto e 
ingresar al análisis de fondo de la problemática planteada, prescindiendo de la omisión de 
no haberse recurrido contra todos los miembros del Directorio”. 
 
Por lo demás, la legitimación pasiva de los particulares en tanto personas 
jurídicas, se rige por las mismas reglas generales de la legitimación pasiva que rige 
para los órganos públicos colegiados. 
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VIII. EL TRAMITE DEL PROCESO DE AMPARO I: El tramite de verificación 
o de primer grado por los jueces de las garantías constitucionales 
 
Llegado a esta parte del trabajo, que el amparo constitucional sea un proceso, 
seguramente, deja muy poco margen a la duda. Pues, según se ha visto en los 
capítulos precedentes, se trata de un proceso en el que el órgano jurisdiccional 
(tercero imparcial) examina y actúa la pretensión que una parte (demandante con 
legitimación activa) deduce frente a otra (demando con legitimación pasiva)235. 
Como tal, sin embargo, no se tramita siguiendo los mismos pasos que un proceso 
común sino, siguiendo un procedimiento, como se ha dicho, peculiar y específico 
que esta previsto en las normas que lo regulan. 
 
En efecto, el contenido de este Capítulo –y el siguiente- se ocupa de la 
descripción –en clave prescriptiva- de dicho «procedimiento del proceso», es decir, 
de aquella sucesión de los diferentes actos procesales vinculados causalmente 
entre sí y, encaminados a producir un resultado jurídico determinado. Dado que el 
proceso de amparo según la Constitución (art. 19)236 se estructura en dos fases. 
Este capítulo se ocupará de la fase de verificación y el siguiente de la fase de 
revisión. Como se recordará, la primera fase, se tramita ante los JGC y, la segunda, 
ante el TC, pero, con la aclaración de que, esa división, en modo alguno significa 
que las dos fases sean excluyentes el uno del otro; al contrario, se trata de dos 
fases interdependientes y complementarias a la vez, ya que, sin la tramitación de la 
primera no procede la tramitación de la segunda y sin la intervención de la segunda 
la primera resulta incompleta. 
 
Ya desde una perspectiva formal interna, como cualquier otro proceso, el 
proceso de amparo está estructurado sobre la base de dos tipos de actos, por un 
                                                 
235 En ese sentido, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que “el proceso de amparo es un proceso 
constitucional, tanto por el fundamento de la pretensión como por el órgano jurisdiccional al que se atribuye su 
conocimiento”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 278. 
 
236 Como también ya se ha indicado, la Constitución a la hora de instituir el amparo, no se limita únicamente a 
prescribir las grandes líneas estructurales del proceso; sino que, además, a través de los diferentes apartados de 
su artículo 19, se encarga, casi con carácter reglamentario, de regular cada uno de los pasos o procedimientos a 
seguir en su tramitación, de principio a fin. En este sentido, la estructura formal del proceso y su tramitación, 
básicamente, se derivan de la norma fundamental. Por otro lado, al tratarse de un auténtico proceso, 
lógicamente, le son también aplicables los demás preceptos de naturaleza procesal, principalmente los relativos 
a las garantías constitucionales, entre ellas, por ejemplo, el art. 17, que en Bolivia vendría a ser el análogo del 
precepto contenido en el art. 24 CE. 
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lado, los actos de alegación y, por el otro, los actos de prueba237. Asimismo, el 
proceso de amparo se inicia a instancia de parte, más específicamente, a través de 
la demanda interpuesta por una persona distinta al tribunal; demanda que, por lo 
tanto, se constituye en el primer acto procesal de alegación que a su vez pone en 
marcha el proceso en cuestión. A la demanda le siguen un conjunto de actos 
procesales de distinta naturaleza, los mismos que, en la fase de verificación, llegan 
a su fin con el último acto procesal, la emisión de la Sentencia por parte del juez o 
tribunal de amparo. 
 
Del conjunto de actos procesales que se desarrollan en la fase de verificación y 
de los que se ocupara este capítulo, como ya se ha dicho, sin duda, el relativo a la 
fase de admisión de la demanda es la que mayor relevancia tiene. Dicha especial 
significación se debe, básicamente, al hecho de que no viene contemplada en 
ninguna de las normas que regulan el proceso de amparo, pero que, sin embargo, 
en la práctica ha sido instituida por la jurisprudencia del TC. En otras palabras, el 
Tribunal, por la vía interpretativa, esto es, sin necesidad de reforma legal alguna, 
mediante su Sentencia Nº 0505/2005, instituirá un procedimiento sui géneris de 
admisión de la demanda, procedimiento que hasta antes de la referida sentencia, no 
existía. 
 
Por lo demás, antes de ingresar en el desarrollo de cada uno de los 
procedimientos de los que se compone el proceso de amparo en su primera fase, 
valga adelantar que su tramitación está sujeta a normas procesales cuya infracción 
conlleva la nulidad del acto; aunque en rigor, dicho sea de paso, la nulidad sólo 
cabe frente a los actos celebrados en fase de verificación, es decir, sólo pueden 
anularse aquellos actos celebrados en la primera fase del proceso, nulidad que por 
lo tanto, sólo podrá ser decretada por el TC a tiempo de revisar dicha fase previa. 
 
Lo cual supone decir que, si la “infracción” se produce en la fase de revisión, 
esto es, cuando sea el propio TC quien incurra en dicha infracción –que aun no se 
ha dado en la práctica, aunque ello no significa que no se pueda dar-, dicha 
                                                 
237 A propósito, se dice que en todo proceso esta estructura mínima compuesta por los actos de alegación y actos 
de prueba, “es necesaria para que el órgano judicial pueda juzgar”, vide, Moreno Catena, Víctor y Cortés 
Domínguez, Valentín en: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 257. 
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aparente nulidad no podrá hacerse valer ante ningún órgano; por lo tanto o al 
menos en principio, habrá de entenderse que no existe infracción alguna238. 
 
Así las cosas, no queda más que empezar el desarrollo de cada uno de los 
contenidos del Capitulo, empezando por la definición de la demanda, siguiendo con 
el plazo para su presentación y así sucesivamente hasta terminar con la sentencia 
de verificación, que es el acto procesal con el que, normalmente239, concluye la 
primera fase del proceso de amparo. 
 
 
1. La demanda de amparo constitucional 
 
El procedimiento del proceso de amparo, siguiendo las reglas generales de los 
restantes procesos constitucionales, comienza con el acto de iniciación que recibe 
el nombre de demanda240. Con anterioridad a la presentación de la demanda, el 
proceso de amparo no existe todavía como tal. Dada las características propias del 
proceso de amparo, la demanda de amparo no sólo es un acto de iniciación sino, 
además, un acto a través del cual se formula la pretensión, es decir, que encierra 
como contenido fundamental la reclamación de fondo que el demandante formula 
ante la autoridad competente; lo que equivale decir que, la demanda de amparo no 
es cualquier petición, sino además de la petición de iniciación del proceso, es un 
acto de manifestación material de la pretensión. Como tal, la demanda de amparo 
no es una demanda pura, sino una demanda con un contenido mixto, integrado, de 
                                                 
238 Por ser el TC el órgano jurisdiccional que ocupa la cúspide del sistema de protección de los derechos 
fundamentales, materialmente, no existe la posibilidad de impugnar sus actos; aunque, el TC, tal como ya se ha 
visto, deja un cierto margen de probabilidad para impugnar sus actos ante él mismo. Esto, en el entendido de 
que ningún órgano, ni siquiera el propio Tribunal, puede abstraerse a la jurisdicción del amparo. No obstante, de 
cara a la práctica, resulta difícil imaginar que el Tribunal anule sus propios actos. 
 
239 La expresión “normalmente” se emplea en el sentido de que la competencia de los JGC, no termina sólo con 
la emisión de la sentencia de primer grado; son también competentes para ejecutar la sentencia definitiva 
dictada por el TC en grado de revisión así como para la tramitación del procedimiento incidental de calificación 
de daños y perjuicios emergentes del acto lesivo que dio lugar al amparo estimado. Por lo tanto, su competencia, 
en esos supuestos, terminará con el último acto que ponga fin al proceso en todas sus fases. 
 
240 Al respecto, en relación con el amparo español se dice que “Pese a su denominación de «recurso», el 
procedimiento de amparo ante el Tribunal Constitucional no se inicia mediante un escrito de interposición, 
como sería coherente dada aquella calificación jurídica, sino a través de un escrito de demanda, cual de un 
proceso autónomo se tratase”, vide, Garberí Llobregat, José: “Comentario al art. 50”, en, Requejo Pagés J. Luís 
(coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Tribunal Constitucional/BOE, Madrid, 
2001, pág. 787. 
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una parte, por el acto de iniciación y, de otra, por la formulación y fundamentación 
de la pretensión241. 
 
En tanto que la demanda de amparo encarna la pretensión, es una declaración 
de voluntad fundada en la amenaza o lesión efectiva de alguno de los derechos o 
garantías fundamentales contenidos en los arts. 5 al 35 CB; dirigida contra alguno 
de los poderes públicos del Estado o los particulares; solicitando al órgano 
jurisdiccional el reconocimiento o la reparación del derecho o garantía fundamental 
lesionado; así como la adopción de cuantas medidas sean necesarias para 
restablecer o preservar en su integridad el derecho lesionado de modo que permita 
a su titular el libre ejercicio y disfrute pleno. 
 
Por otro lado, la demanda de amparo es el acto procesal que delimita la 
jurisdicción del amparo242, es decir, además de poner en movimiento al órgano 
jurisdiccional y con ello constituirse en el detonante del nacimiento de la prohibición 
judicial de non liquet, delimita el contenido del proceso mismo; por ende, los límites 
de actuación de los órganos competentes de su tramitación. Lo que significa que 
dichos órganos, en observancia del principio dispositivo, no podrán actuar frente a 
otras personas que no sean el demandante y el demandado, ni satisfacer más de lo 
pedido por el demandante ni menos de lo resistido por la parte demandada243; 
tampoco podrán otorgar algo distinto a lo solicitado por todas ellas ni omitir 
pronunciarse sobre todo lo pedido244. 
                                                 
241 En este sentido, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 314. 
 
242 En tal sentido, la demanda de amparo no puede reducirse a un mero acto de iniciación y por lo tanto, no pude 
sostenerse que “Aún cuando la demanda suele contener la pretensión procesal, se trata de actos distintos: si la 
pretensión es el ejercicio de la acción, el prius lógico del proceso, el objeto del proceso, la demanda es 
meramente un acto de iniciación del proceso, su prius cronológico”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho 
procesal constitucional, op. cit. pág. 161. 
 
243 En otros términos, el Tribunal carece de potestad para ampliar el proceso a sujetos no mencionados en la 
demanda. Es decir, en el proceso de amparo “el Tribunal no puede ordenar una intervención procesal iussu 
iudicis”, en este sentido, en relación con el amparo español, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones 
sobre el contenido de las sentencias...”, op. cit. pág. 42. 
 
244 Precisamente en este sentido, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que “Corolario del principio 
dispositivo es la congruencia que ha de presidir las decisiones del órgano que juzga el recurso de amparo. Ello 
se manifiesta en un triple aspecto: la sentencia del Tribunal Constitucional no podrá versar sobre cuestiones 
distintas a las propuestas por las partes, ni dar más de lo que éstas soliciten, ni omitir en su pronunciamiento 
cuestiones planteadas por el actor o demandado”, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La admisión del recurso de 
amparo, Secretariado de publicaciones, Universidad de Murcia, Murcia, 1991, pág. 74. 
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Así pues, la demanda de amparo reviste una peculiar importancia, la misma que 
trasciende el ámbito estrictamente procesal alcanzando –incluso- el ámbito material 
del proceso, ya que tal como se ha dicho, no sólo sirve para activar el procedimiento 
e instar la actuación de los órganos competentes sino, además, para delimitar dicha 
actuación. De cara a la práctica, la importancia de la demanda de amparo se puede 
decir que se manifiesta en dos ámbitos y/o momentos procesales concretos, de un 
lado, en la fase de verificación y de otro, en la fase de revisión. 
 
En la fase de verificación, según la interpretación dada por el TC al contenido del 
apartado IV del art. 19 CB245; los jueces y tribunales, pueden resolver la pretensión 
de amparo, únicamente, sobre la base de los argumentos y fundamentos expuestos 
en la demanda, esto es, sin necesidad de otra actuación posterior, ni de la parte 
demandante ni de la parte demandada246; lo que supone decir que, la demanda de 
amparo es suficiente para fundar la actuación del TC sobre el fondo de la pretensión 
planteada. Ya en la fase de revisión, si bien es cierto que de acuerdo con el art. 101 
LTC, la parte demandante en la audiencia de verificación “podrá ratificar, modificar o 
ampliar los términos de su demanda”, no menos cierto es que, en la fase de 
revisión, la demanda es inmodificable; ello quiere decir que, en grado de revisión el 
TC resolverá la pretensión de amparo, básicamente o incluso únicamente, sobre la 
base de los argumentos y fundamentos expuestos en la demanda. No obstante, es 
verdad que el TC puede acudir, como de hecho lo hace, a las actas de los demás 
actuados procesales -en caso de que existan claro está-; pero, acudirá a ellos, no 
con la finalidad de extraer de allí la ratio decidendi de su resolución sino, sólo con 
carácter complementario y/o aclarativo de los argumentos ya expuestos y las 
pruebas ya ofrecidas en la demanda principal247. 
                                                 
245 El precepto en cuestión, establece que “La resolución final se pronunciará en audiencia pública 
inmediatamente de recibida la información del denunciado y, a falta de ella lo hará sobre la base de la prueba 
que ofrezca el recurrente”. Algunos comentarios sobre dicha interpretación, se esbozarán en el apartado 
correspondiente a la celebración de la audiencia de verificación que viene casi al final de este capítulo. 
 
246 Tal situación, normalmente, se da cuando el demandante, por alguna u otra razón, no se presenta a la 
audiencia de verificación ni aporta otros elementos de convicción que permitan ampliar los extremos de su 
demanda. En estos supuestos, como ya se dijo, el tribunal de amparo, resuelve la pretensión sobre la base de la 
demanda. 
 
247 No obstante, nada impide al TC, celebrar audiencia pública en la fase de revisión, esto, al tenor del art. 40.II 
LTC, que prescribe: “Antes de pronunciar resolución, el Tribunal podrá de oficio o a petición de parte señalar 
audiencia para que se fundamente y alegue sobre la pertinencia de la acción planteada”; aunque, el TC, desde 
que asumió sus competencias hasta la fecha, no ha llevado a la práctica el contenido de este precepto, 
limitándose a resolver los amparos, sólo sobre la base de los actuados remitidos por los tribunales de amparo. 
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En cualquier caso, lo cierto es que a la luz de lo anotado, no resulta desmedida 
la afirmación de que la demanda de amparo, muchas veces, resulta ser el único 
acto procesal en que el demandante puede formular todas las alegaciones y sus 
fundamentos. En tal sentido podría decirse, incluso, que de su adecuada 
formulación depende, en gran medida, el éxito de la pretensión que se pretende 
satisfacer. Por todo ello, además de claridad y precisión, la demanda habrá de 
contener la suficiente fundamentación tanto de los hechos como del Derecho 
infringido, pues sólo así permitirá al Tribunal hacer una valoración exhaustiva de los 
mismos y por ende, conceder o denegar, a través de una resolución fundada en 
Derecho, la pretensión solicitada248.  
 
De manera que, el primer “paso” formal para dar inicio al proceso de amparo 
constitucional es la presentación de la demanda ante el juez o tribunal competente. 
Demanda que de conformidad con la Constitución y la LTC, tiene que expresarse en 
lenguaje escrito, no siendo válida una petición formulada oralmente; asimismo, para 
surtir los efectos deseados, habrá de reunir –como cualquier otra demanda judicial- 
una serie de requisitos tanto formales como de contenido, o lo que es lo mismo, 
requisitos de forma y de fondo, de los que por cierto se ocupará el subsiguiente 
apartado. Pero con carácter previo, aun admitiendo que no se trata de un requisito 
formal ya que su incumplimiento hace innecesario la revisión de los demás 
requisitos, se abordará el requisito sustancial del plazo para la presentación de la 
demanda de amparo. 
 
 
1.1. Plazo para la presentación de la demanda de amparo 
 
Se ha dicho que los derechos y garantías fundamentales en general y los 
protegidos por el amparo en particular, son un conjunto de preceptos 
constitucionales que entrañan, principios y valores vinculados a la idea de dignidad 
                                                 
248 En mérito a todo ello, la demanda de amparo puede definirse como: “aquel acto procesal escrito por medio 
del cual las personas inmersas en algún conflicto cuya resolución corresponda al Tribunal Constitucional 
ejercitan su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, provocando así la iniciación del proceso de 
amparo, y exponen, de manera preclusiva, los términos fácticos y jurídicos de aquel conflicto, incorporando 
unas peticiones concretas a las que aquel Tribunal deberá responder a través de una resolución fundada en 
Derecho, motivada y congruente”, vide, Garberí Llobregat, José: “Comentario al art. 50”, en, Requejo Pagés 
José Luís (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Tribunal Constitucional/BOE, 
Madrid, 2001, pág. 188. 
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humana y que, como tales constituyen verdaderos límites-legitimantes del ejercicio 
del poder público; asimismo se ha dicho que su carácter fundamental, además de 
expresar la dignidad humana, se justifica en su condición de  esencialidad para el 
libre ejercicio de la personalidad y; por último se ha dicho que toda obstrucción, 
restricción o amenaza de restricción del ámbito que entrañan los derechos 
fundamentales, se constituye en un agravio, precisamente, contra el libre ejercicio 
de la personalidad. 
  
Ahora bien, tomando en cuenta el fundamento y la trascendencia de los 
derechos y garantías fundamentales para el libre desarrollo de la personalidad, lo 
lógico es que su infracción deba merecer la más pronta reparación; lo que significa 
que, todo acto u omisión lesiva de esos derechos y garantías debe merecer la 
inmediata rectificación y/o restitución de modo que el titular de esos derechos pueda 
ejercerlos con total libertad sin otro requisito que el respeto a los derechos y las 
garantías de los demás. Si ello es así, no menos lógico es que los mecanismos 
procesales instituidos para la protección de esos derechos, como es el caso del 
amparo constitucional, deben activarse también en el menor tiempo posible de 
manera que, la restricción o supresión de los referidos derechos no se prolongue 
innecesariamente en el tiempo. 
 
Lo dicho, ya más específicamente, supone decir que el plazo para la 
presentación de la demanda de amparo no debe ser demasiado prolongado sino lo 
razonablemente suficiente como para permitir al interesado poder acudir a la 
jurisdicción del amparo. En sí, por tratarse de un presupuesto sustancial249, no debe 
ser ni muy corto de tal surte que haga imposible su acceso, ni muy largo de modo 
tal que haga perder de perspectiva ni la fundamentalidad de los derechos en juego 
ni la necesidad irrenunciable de su protección inmediata. En todo caso, eso es lo 
que se espera que la norma recoja, sin embargo, una vez más, ni la Constitución ni 
la LTC contienen precepto alguno que establezca plazo alguno, lo que supone decir 
que el plazo para la presentación de la demanda de amparo –ni breve ni extenso- 
                                                 
249 Al respecto, valga precisar que el plazo para interponer la demanda de amparo, no es un presupuesto procesal 
sino sustantivo y, por lo tanto, no está sujeto a la prescripción sino a la caducidad. Algunos trabajos sobre el 
plazo para interponer demanda de amparo en la doctrina española, vide, Arce Janáriz, Alberto: “Comentarios al 
art. 42”; Sánchez Morón, M: “Comentarios al art. 43”; García Murcia Joaquín: “Comentarios al art. 44”, todos 
ellos en, Requejo Pagés, Juan Luís, (Coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
Tribunal Constitucional/BOE, Madrid, 2001, págs. 655-677, 678-695 y 695-733, respectivamente. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 440
no está establecido en ninguna de las dos normas. Esta imprevisión a pesar de no 
ser la única, ciertamente es de extrañar, más aun si se toma en cuenta que el 
régimen jurídico de los demás plazos procesales sí viene establecido, muchos de 
ellos incluso en la propia Constitución, pero no así el plazo para la presentación de 
la demanda de amparo. 
 
Frente a esa omisión legal, hasta antes del funcionamiento del TC y más 
concretamente, hasta antes de la STC Nº 0730/2000, las demandas de amparo 
impugnando la vulneraciones de derechos y garantías podían presentarse en 
cualquier momento; incluso, después de haber transcurrido más de un año desde la 
fecha en que se había producido la vulneración que se alegaba en la demanda. 
Como la normativa procesal no establecía –ni establece aun- plazo alguno, a los 
tribunales de amparo no les quedaba más que admitir dichas demandas y 
tramitarlas sin poner reparos en el plazo transcurrido entre el acto lesivo y la fecha 
de interposición de la demanda. 
 
Por su parte la CSJ que era el Tribunal competente de la revisión de las 
sentencias dictadas en fase de verificación hacía lo propio, es decir, resolvía la 
cuestión de fondo sin entrar en la valoración del referido plazo, que como se ha 
dicho, no estaba contemplado en modo alguno. Es más, incluso ya con el TC en 
funcionamiento, durante los primeros seis meses los jueces de amparo seguirían 
admitiendo ese tipo de demandas y el propio TC resolviéndolos sin fijarse el tiempo 
transcurrido entre la vulneración alegada y el día de la presentación de la demanda. 
 
Sin embargo, al cabo de los referidos seis meses dicha práctica sería rectificada 
por el Tribunal Constitucional, quien con buen criterio, vio la necesidad de 
establecer un determinado plazo. Así, en un primer momento el Tribunal fijaría el 
plazo de un año computable desde la notificación con el acto u omisión lesiva (STC 
Nº 0730/2000)250; posteriormente, dicho plazo, con una excepción poco afortunada, 
sobre el que se volverá más adelante, sería reducido a sólo seis meses (STC Nº 
                                                 
250 La sentencia en cuestión, ratificada por otra, la STC Nº 1190/2001, diría: “Que, en cuanto a la falta de 
inmediatez invocada por el Tribunal de Amparo para declarar la improcedencia del recurso, se debe tener 
presente que conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, la apreciación del tiempo, debe hacérsela tomando 
en cuenta el proceso en cuestión (la complejidad del caso, y los medios disponibles para reclamar las supuestas 
lesiones). En ningún caso puede exceder del año”. 
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1281/2001)251. En suma, este es el plazo que en la actualidad se halla en vigor y 
como tal, es de aplicación general para todos los supuestos. 
 
En consideración a la protección inmediata que los derechos y garantías 
fundamentales merecen y tomando en cuenta que el amparo es precisamente el 
último mecanismo previsto para tal efecto, el referido plazo de los seis meses, 
único, además, para todos los supuestos, ciertamente no es del todo razonable y 
mucho menos breve como parece. Al contrario, resulta un tanto pernicioso para el 
propio amparo, ya que, a mayor tiempo transcurrido entre la lesión y la reparación, 
menor será la posibilidad de eficacia práctica del mismo. En otras palabras, 
mientras más amplio sea el plazo, más será el riesgo de que al proteger los 
derechos de una de las partes, se lesione los derechos de la otra o de terceros, 
colocándoles en efecto, en una situación de incertidumbre y, además, de 
inseguridad jurídica252. 
 
Pues, seis meses son tiempo suficiente como para forjar el nacimiento o la 
consolidación de otros derechos, como por ejemplo aquellos adquiridos de buena fe 
que normalmente son los más vulnerables a los efectos de la acción de amparo253; 
cosa que desde luego no debería ser así, es decir, no es lo más aconsejable que su 
disfrute sea alterado o incluso cercenado después de seis meses de su adquisición, 
ni siquiera a través del proceso de amparo constitucional. Como tampoco es 
aconsejable que dicho plazo sea único para todos los supuestos, ya que no todos 
                                                 
251 Aunque la sentencia donde con una claridad meridiana se establezca el plazo de los seis meses sería la STC 
Nº 734/2002. Mediante esta sentencia, en un supuesto donde el recurrente había incoado demanda de amparo 
después de transcurridos seis meses de conocido el acto lesivo, el Tribunal denegaría el amparo señalando que 
el recurrente: “ha presentado su recurso a los dos años de haberse dictado los Autos Iniciales de la Instrucción 
y a más de los  seis meses de haberse dictado las sentencias dictadas por los recurridos, plazo que ha sido 
establecido por la jurisprudencia constitucional como máximo para la interposición del Amparo a partir del 
conocimiento del acto ilegal, para el caso de que no exista otra vía, o en el mismo plazo desde que se agotaron 
todos los medios para restituir el derecho o garantía conculcados (…), así las Sentencias Constitucionales Nos. 
903/2001-R, 1271/2001-R, 1282/2001-R y 1335/2001”; a propósito, ninguna de las sentencias referidas por el 
TC, son explícitas como la que se acaba de transcribir, así por ejemplo, la STC Nº 1280/2002, se limita a decir 
que se deniega el amparo “teniendo presente además que este Recurso ha sido interpuesto varios meses después 
del supuesto hecho ilegal, desnaturalizando el principio de inmediatez”. En cualquier caso, lo cierto es que en 
la actualidad el plazo para la presentación de la demanda de amparo son seis meses. 
 
252 En este sentido, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: El amparo constitucional contra sentencias 
judiciales..., op. cit. pág. 462. 
 
253 El supuesto típico es aquél donde una persona adquiere un derecho de propiedad mediante remate y realiza 
mejoras en la misma, pero que después dicho remate es anulado por efecto de la sentencia de amparo.  
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los agravios se producen en las mimas circunstancias ni tampoco provienen de un 
mismo órgano y mucho menos reúnen las mismas características.    
 
Siendo las cosas así, dicho plazo, en primer lugar, debería de reducirse y, en 
segundo lugar, debería de establecerse distintos plazos según de que órgano 
provenga la vulneración del derecho alegado254. Así, por ejemplo, para los amparos 
provenientes de los procesos ordinarios y administrativos, el plazo no debería ser 
mayor de treinta días, computables a partir de la notificación con la última resolución 
judicial o administrativa recaída en el proceso del que el amparo trae causa255; en 
cambio, para los amparos donde se impugnan actos u omisiones de los particulares, 
dicho plazo debiera de ser como máximo de sesenta días256, computables desde el 
día en que el afectado toma conocimiento de la vulneración de sus derechos o 
garantías fundamentales.  
 
Dicho lo cual, de momento la demanda que inicia el proceso de amparo habrá de 
presentarse dentro del plazo establecido por la doctrina del Tribunal. De lo contrario, 
en tanto que el plazo de iniciación del proceso es un presupuesto sustancial, ante la 
demanda presentada después de transcurrido el referido plazo, por regla general, el 
tribunal no podrá tramitar la cuestión de fondo planteada257. Pues, en principio, el 
“derecho” a ocurrir en amparo en el caso concreto, esto es, la posibilidad de 
someter el agravio sufrido a conocimiento de la jurisdicción constitucional habrá 
caducado258. En este sentido, entre otras259, la STC Nº 1315/2002, refiere: 
                                                 
254 La reducción y “diversificación” del plazo, no sólo beneficiaría a las partes incluido los terceros interesados, 
en cuyo favor podrían constituirse –o alterarse- derechos como emergencia de la sentencia de amparo -o de su 
ejecución-, sino también serviría para forjar una conciencia social de respeto y de inmediata protección que los 
derechos fundamentales merecen. 
 
255 Acaso en previsión de lo expuesto, en la legislación comparada, los plazos son más reducidos. Así por 
ejemplo en España el plazo general es de 20 días, en Colombia y Perú 60 días, por citar algunos. 
 
256 La mayor amplitud del plazo en relación con las vulneraciones provenientes de los particulares, personas 
individuales y jurídicas, se justifica: por un lado, en la dificultad que para el afectado supone determinar el 
momento exacto de la vulneración real y efectiva de sus derechos fundamentales y, por el otro, se justifica en la 
necesidad de otorgar un tiempo razonable a las partes a efectos de que puedan llegar a un acuerdo que se 
traduzca en la cesación de la vulneración sin necesidad de acudir al amparo. 
 
257 Gonzáles Pérez, Jesús, refiriéndose al amparo español, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 163. 
 
258 En este sentido, Pérez Tremps, Pablo, en relación con el amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 199. 
 
259 Este es el criterio que ha asumido el TC en su uniforme jurisprudencia, de los que destacan las siguientes 
sentencias: SSTC Nº 568/2001, 768/2001, 975/2001, 1178/2001, 1207/2001, 1279/2001, 1281/2001, 454/2002, 
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“…uno de los elementos primordiales que lo caracterizan –al amparo- y son inherentes a 
su fundamento mismo, es precisamente la inmediatez de la protección jurídica que se 
pretende; sin embargo, los demandantes han incumplido con este requisito de buscar la 
protección jurídica inmediata, inviabilizando, por extemporánea, la aplicación de la garantía 
prevista en el art. 19 de la Constitución Política del Estado, no pudiendo ingresarse al 
análisis del fondo de la problemática planteada”. 
 
El computo del plazo, como ya se ha señalado, corre desde la última actuación 
del órgano o entidad contra quien ha de incoarse amparo; entendiendo por última 
actuación, aquél por la cual la parte afectada ha tomado conocimiento sobre la 
lesión de su derecho o la no reparación del mismo. Al respecto la doctrina del TC 
expresada en la STC Nº 0560/2003, señala lo siguiente: 
 
“…el amparo podrá ser planteado hasta los seis meses de conocido el acto ilegal u 
omisión indebida, siempre que no existan otros recursos o medios para dejarlo sin efecto, y 
para el caso de que se diera el plazo deberá contarse a partir del momento en que se 
agotó la última instancia”. 
 
Dicho entendimiento que a su vez sería confirmado en la STC Nº 1155/2003, en 
los siguientes términos: 
 
“…la persona que se considera agraviada debe activar la jurisdicción constitucional 
máximo hasta los seis meses de tener conocimiento del acto ilegal u omisión indebida o 
después de haberse agotado los medios y recursos que se tengan para hacer cesar los 
mismos, los cuales también deben ser utilizados oportunamente, pues esta condición exige 
la norma contenida en el parágrafo IV del citado art. 19…”. 
 
Por consiguiente, siempre en el marco de la regla establecida por el TC, nada 
impide por ejemplo, que se impugnen a través del amparo constitucional actos que 
sean reproducción o configuración de otros anteriores, pues lo que cuenta es la 
última actuación260. En este sentido, la STC Nº 0814/2006, dirá: 
                                                                                                                                                       
492/2002, 544/2002, 065/2003 1789/2003 y, otras que han determinado que el término máximo para interponer 
el amparo es de seis meses computables a partir del conocimiento del acto ilegal u omisión indebida o del 
agotamiento de los medios administrativos u ordinarios previstos en la ley. 
 
260 Al respecto, la STCE Nº 93/1998 (F. J. 2º.), en un caso de las características señaladas, diría lo siguiente: 
“Los Acuerdos ahora impugnados reproducen en su contenido, ciertamente la decisión acordada en 1991, pero 
ello no supone, en modo alguno, que sólo pueda ser objeto de recurso de amparo lo decidido en 1991, lo que 
supondría la manifiesta extemporaneidad de la demanda. El único objeto posible del recurso es el Acuerdo de 
19 de abril de 1.994 (confirmado por el de 31 de mayo siguiente), formalmente distinto del adoptado en 1991 y 
dotado de un contenido que, aunque materialmente idéntico, pudo haber sido diverso”. 
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“(…) el cómputo del plazo de los seis meses para interponer el recurso de amparo 
constitucional, se inicia desde ocurrido el acto ilegal vulneratorio de derechos, y si este 
permite impugnación se inicia el cómputo desde la última actuación efectuada en reponer 
el derecho vulnerado”. 
 
La referida regla, sin embargo, como toda regla admite una excepción y ello 
significa que el plazo de los seis meses no se aplica con carácter general en todos 
los supuestos ni en todas las “caducidades”. Pues, el propio TC, en una posterior 
sentencia instituiría dicha figura excepcional permitiendo la apertura de la 
jurisdicción del amparo, precisamente, cuando ya se había vencido el plazo 
establecido por él mismo. La figura en cuestión sería adoptada en aplicación del 
denominado “principio de favorabilidad”, la misma que viene recogida en la STC Nº 
762/2003261, en los siguientes términos: 
 
“...si bien es cierto que, a través de su jurisprudencia, este Tribunal ha establecido que el 
recurso de amparo constitucional, adoptado en Bolivia como una acción tutelar de los 
derechos fundamentales y garantías constitucionales, tiene por naturaleza jurídica el de ser 
un recurso regido por los principios de subsidiariedad e inmediatez, debiendo en atención a 
este último principio, el recurrente solicitará su tutela en forma inmediata, es decir, una vez 
que se opere la vulneración del derecho y agote las vías legales ordinarias, a cuyo efecto se 
ha establecido como un plazo razonable el de seis meses para que la persona afectada 
presente el recurso; sin embargo, no es menos cierto que, la sub-regla fijada por el Tribunal 
no es rígida ni cerrada, pues podrá flexibilizarse cuando se hubiese excedido en algunos días 
y la lesión del derecho fundamental sea evidente y de tal naturaleza que el órgano encargado 
del control de constitucionalidad no puede ni debe permitir se consume”. 
 
Como se puede advertir, el argumento esgrimido por el Tribunal, más allá de 
ajustarse al denominado principio de favorabilidad que es de su propia 
construcción262, no es del todo incontestable. Podía ser más específico y por sobre 
todo, mucho más explícito, especialmente a la hora de establecer los requisitos y/o 
supuestos en los que cabe acudir a dicha excepción. Bien es verdad que de la 
sentencia en cuestión subyacen dos requisitos, los mimos que serían puestos de 
                                                 
261 En el mismo sentido, las SSTC Nos. 0264/2004 y 0200/2006. 
 
262 Quepa recordar que el principio en cuestión ha sido adoptado por el TC como uno de los principios que rigen 
su labor, el mismo que según el Tribunal debe ser: “…reconocido como básico en toda hermenéutica 
interpretativa de los derechos y garantías fundamentales, dado que el intérprete está obligado a optar por 
aquel entendimiento interpretativo que desarrolle de mejor forma y con la mayor efectividad, los derechos, 
principios y valores que consagran el orden constitucional”. 
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manifiesto por el propio TC en una posterior sentencia, la STC Nº 0264/2004, en los 
siguientes términos: 
 
“…deben concurrir dos elementos imprescindibles para que pueda flexibilizarse el cómputo 
de los seis meses establecidos como plazo máximo para la presentación de la demanda 
de amparo: primero, que el término se hubiera excedido solamente en unos días, y, 
segundo, que la vulneración al derecho fundamental sea indudable y de tal magnitud que 
el Tribunal Constitucional no pueda soslayarlo de modo alguno.” 
 
Sin embargo, aun así sigue siendo poco preciso, pues al señalar, de una parte, 
que “el término se hubiera excedido solamente en unos días” y, de otra, que la “la 
vulneración al derecho fundamental sea indudable y de tal magnitud”; continúa 
dejando abierta la posibilidad de una segunda interpretación y con ello, abonado el 
terreno para el subjetivismo de los destinatarios. Por ejemplo, ¿cuantos días son 
unos días? o, cuándo una vulneración es ¿indudable y de tal magnitud?. 
Ciertamente, el TC podía haber sido un poco más escrupuloso de modo tal que al 
romper la regla no se haya introducido otros elementos genéricos y más abstractos 
de los que de por sí ya adolece el amparo constitucional. 
 
Por último, hay que decir que de conformidad con la STC Nº 0814/2006, el 
cómputo del plazo de los seis meses se interrumpe, con la sola presentación de la 
demanda de amparo y, vuelve a correr, a partir de la notificación con la resolución 
recaída en la demanda en cuestión263. En efecto, si aquella demanda culmina con 
“una resolución constitucional que no ingresó al fondo; el plazo se suspende durante 
ese periodo; es decir, que el cómputo se corta con la interposición del recurso de 
amparo constitucional en este caso, y luego se reinicia o continúa el cómputo desde 
la notificación de la Resolución o Sentencia Constitucional que no ingresó al fondo”. 
 
 
1.2. Requisitos de la demanda de amparo 
 
Tomando en cuenta que toda demanda es el cauce formal de la pretensión y, 
por lo tanto, de la afirmación de la acción y del derecho al proceso; la demanda de 
                                                 
263 Similar situación sucede cuando el actor desiste de la acción, es decir, el cómputo del plazo se suspende 
durante el tiempo que la demanda se ha tramitado, cosa que no debería ser así, pero de esto se ocupará el 
apartado referido a la terminación extraordinaria del proceso de amparo. 
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amparo es pues aquel acto idóneo a través del cual se solicita a los órganos 
jurisdiccionales competentes, la tutela jurisdiccional concreta, es decir, la actuación 
de la pretensión de amparo conforme el procedimiento preestablecido264. Ahora 
bien, en el proceso de amparo constitucional, como en todo proceso judicial, para 
que el órgano jurisdiccional pueda acceder y actuar dicha pretensión; 
concretamente, entrar a examinar la cuestión de fondo que se plantea, es necesario 
que la demanda de amparo reúna ciertos requisitos específicos, los mismos que, 
por la importancia que reviste la demanda de amparo en tanto es una demanda 
mixta, son de estricto cumplimiento. 
 
En tal sentido, de conformidad con el art. 97 LTC, el proceso de amparo se 
iniciará por demanda, el mismo que será presentado por escrito, debiendo cumplir 
un cierto número de requisitos al que debe someterse todo escrito de demanda de 
amparo si no se quiere incurrir en defecto legal en el modo de proponer la demanda. 
En términos generales, en la demanda de amparo se expondrán, con claridad y 
presión, los hechos que la fundamenten; se citarán los preceptos constitucionales 
que se estimen infringidos y; se fijará con precisión el amparo que se solicita, ya sea 
para preservar o restablecer el derecho o garantía fundamental que se considere 
vulnerado. Asimismo, se acompañará, además, toda la documentación que acredite 
los fundamentos de la pretensión y la personalidad del demandante, entre otros, la 
copia o certificación de la resolución recaída en el procedimiento judicial o 
administrativo, el poder notarial de representación. 
 
Sólo así podrá el tribunal confrontar la pretensión deducida con el ordenamiento 
jurídico vulnerado y, en su caso, acceder a lo pedido. En tal sentido, la STC Nº 
0365/2005, señalaría lo siguiente: 
 
“(…) el art. 97 de la LTC, en forma taxativa ha establecido los requisitos de forma y 
contenido que deben observarse inexcusablemente en la presentación de todo recurso de 
esta naturaleza, por cuanto del cumplimiento de los mismos, depende que tanto el Juez o 
Tribunal de amparo así como el Tribunal Constitucional, puedan compulsar sobre la base 
de criterios objetivos, la legitimación de las partes, así como la veracidad de los hechos 
                                                 
264 A propósito, la manifestación de la pretensión es el acto de afirmar una acción. En efecto, la acción de 
amparo no es otra cosa que la afirmación del derecho subjetivo público a obtener la tutela jurisdiccional 
concreta por parte del órgano constitucional. Constituye una manifestación con un contenido concreto, en este 
sentido, vide, De la Oliva Santos, Andrés: Sobre el derecho a la tutela, op. cit. pág. 72. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 447
reclamados y los derechos lesionados, para en definitiva otorgar o negar el amparo 
expresamente solicitado; a su vez tiende a garantizar también que con tales precisiones –
las partes- puedan estar a derecho para asumir defensa en debida forma”. 
 
Para una mejor comprensión, siempre al tenor del referido precepto legal, el 
conjunto de aquellos requisitos puede agruparse en dos tipos de requisitos: unos de 
forma y, otros de fondo o de contenido como los denomina la norma en cuestión265. 
Sólo a modo de adelanto, hay que decir que por sus propias características que se 
desarrollarán a continuación, los primeros son subsanables, es decir, los errores u 
omisiones formales pueden ser corregidos, básicamente, porque tienen que ver con 
el ejercicio de la acción; pero no así los segundos, es decir, ellos no pueden ser 
subsanados, pues al tratarse de requisitos de fondo tienen que ver con la 
“viabilidad” de la pretensión.  
 
 
1.2.1. Requisitos de forma 
 
Los requisitos de forma, no son requisitos de la existencia del proceso –el 
proceso existe desde que se interpone la pretensión- ni presupuestos de la validez 
del mismo –la parte del proceso en que sobre ellos se discute es válida-, son en 
todo caso, presupuestos de la admisibilidad de la demanda sobre la cuestión de 
fondo. En efecto, la falta de alguno o algunos de los requisitos determinará la 
inadmisibilidad de la demanda, lo cual a su vez supondrá la imposibilidad de entrar 
en el examen de la cuestión de fondo. Al tratarse de unos requisitos y/o 
presupuestos procesales del válido planteamiento del amparo, para el tribunal o 
juez de amparo, implican el deber de controlar, de oficio, su concurrencia266. 
 
Esos requisitos, de conformidad con lo establecido en el art. 97 de la LTC y 
según la doctrina del TC267, son los previstos en los parágrafos: I. (Acreditar la 
                                                 
265 Aunque en rigor, la citada norma hace alusión únicamente a los requisitos de contenido, ya que, textualmente 
dice que “El recurso será presentado por escrito con el cumplimiento de los siguientes requisitos de 
contenido”, es decir, no hace referencia a los requisitos de forma. En todo caso, la norma que aclare esa omisión 
del art. 97 será el art. 98 cuyo texto prescribe que el Juez o Tribunal competente “admitirá el recurso de 
amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma y de contenido exigidos por el artículo precedente”.  
 
266 Gómez Amigo, Luís, en: “La Sentencia absolutoria de la instancia…, op. cit. pág. 532. 
 
267 Así en una de sus primeras sentencia, la STC Nº 0868/2000), el Tribunal entenderá que los requisitos de 
forma “son los previstos en los numerales I, II y V del art. 97”, señalando que los mismos “podrán ser 
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personería del recurrente); II. (Nombre y domicilio de la parte recurrida o de su 
representante legal), y; V. (Acompañar las pruebas en que se funda la pretensión). 
Cada uno de estos requisitos, por separado y en el orden que se acaba de nombrar, 
será desarrollado a continuación. No obstante, quepa aclarar que los requisitos de 
forma no son los únicos; como se verá en la parte final de este apartado, hay otros 
de la misma naturaleza que no están contemplados en el referido precepto, pero 
que, sin embargo, en la práctica, en aplicación del art. 327 del Cpc268, son utilizados 
y exigidos por los tribunales competentes, como requisitos de forma. 
 
 
A) Acreditar la personalidad del recurrente (parágrafo I) 
 
El contenido de este apartado, al menos a primera vista, no parece plantear 
problema alguno, pero ya en la practica ello no siempre es así, principalmente, por 
el hecho de que en el mismo epígrafe vienen implícitos dos requisitos: por un lado, 
la personalidad o personería y, por el otro, la representación. A la luz de la doctrina 
del TC, se podría incluso decir que dicho epígrafe encierra un tercer requisito, la 
legitimación activa. Empero, tal como se verá a continuación, esto último no cabe, 
es decir, la personalidad del recurrente no alcanza a la legitimación activa como 
erróneamente viene entendiendo el TC. 
 
Al respecto, es preciso aclarar que el apartado en cuestión, al exigir como primer 
requisito de la demanda de amparo la “acreditación de la personalidad del 
recurrente” no se está refiriendo a la legitimación, ya que, personalidad y 
legitimación no son un mismo presupuesto, al contrario, son dos institutos cuya 
diferencia, además, no sólo es conceptual sino incluso procesal. Sin embargo, en la 
doctrina del Tribunal no siempre han sido claramente diferenciados, especialmente 
en sus comienzos, ya que en más de una sentencia el TC se refiere a ambos 
                                                                                                                                                       
subsanados por el recurrente en el plazo de 48 horas de su notificación, sin ulterior recurso”. En el mismo 
sentido, en una posterior sentencia, la STC Nº 1130/2002, el Tribunal, en el marco de su jurisprudencia precisó 
que los requisitos de contenido son: “los numerales III, IV y VI del art. 97 de la LTC”, añadiendo que ante “la 
ausencia de los mismos podrá rechazarse directamente el recurso, a contrario sensu del caso de ausencia de 
requisitos de forma (I, II y V del art. 97) en que corresponderá al Tribunal o Juez de amparo disponer que sean 
subsanados en el plazo de 48 horas, en la forma establecida por el art. 98 de la LTC”. 
 
268 Este precepto contiene los requisitos –formales y de contenido o de fondo- de las demandas ordinarias en 
materia civil. 
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institutos como si se tratase de uno sólo. Así por ejemplo, mediante la STC Nº 
0507/2002, a tiempo de interpretar el apartado I del art. 97 LTC, dirá que dicho 
precepto “señala los requisitos que deben cumplirse para la interposición del 
Recurso de Amparo, entre ellos: acreditar la personería del recurrente (legitimación 
activa)”; posición que desde luego, no se puede asumir, ya que una cosa es la 
legitimación y otra muy distinta es la personalidad y, más distinta aun, la 
representación269. 
 
La legitimación -tanto activa como pasiva- según ya se dijo, es una condición 
cualitativa material del sujeto respecto el objeto o la pretensión que se discute en el 
proceso de amparo; en cambio, la personalidad o personería es una condición 
cuantitativa, un requisito formal de carácter estrictamente procesal que está 
vinculado con la capacidad procesal o idoneidad legal para ser parte en el proceso 
de amparo. Dicho con otras palabras, la legitimación está vinculada con la causa y 
efectos de la pretensión en el proceso de amparo; en cambio, la personalidad está 
vinculada con la causa y efectos de la acción que permite actuar en calidad de parte 
en cualquier proceso. Más en concreto, la legitimación tiene que ver con el objeto 
del proceso, en cambio la personalidad, con la capacidad para ser parte y actuar 
como tal en el proceso, en este caso, en el proceso de amparo. 
 
Tal es así que, la falta de personería no supone, no al menos necesariamente, 
falta de legitimación, ni tampoco, tener personería supone, sin más, tener 
legitimación y viceversa. En efecto, puede una persona tener capacidad, esto es, 
idoneidad legal para incoar demanda de amparo, sea en nombre de sí mismo o de 
un tercero, pero esa persona para tener legitimación habrá de tener, además, 
interés en el restablecimiento del derecho o garantía fundamental cuya protección 
se pide en la demanda. Más todavía, para tener legitimación, además de capacidad 
jurídica, se debe ser titular del derecho o garantía fundamental cuya protección se 
solicita, es decir, se debe ser agraviado y por lo tanto interesado en la reparación o 
restablecimiento del derecho o garantía fundamental lesionado; empero, todo ello 
no es necesario para tener personería, ya que, para poder actuar en calidad de 
parte sea directamente o a través de representante, en términos generales y según 
                                                 
269 De hecho, ni siquiera representación y personería son conceptos idénticos, ya que, stricto sensu, cada uno se 
refiere a cosas distintas, sobre los que no se entrara aquí y ahora, sencillamente porque no es el lugar. No 
obstante, quede constancia de que no son figuras procesales equiparables. 
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lo establecido por el art. 812 en relación con el art. 4, ambos del Cc, basta con tener 
capacidad legal270. 
 
Pero la jurisprudencia del TC, ciertamente, aun no termina de definirse al 
respecto, ya que, de una parte, en consonancia con lo que se acaba de señalar, la 
STC Nº 0086/2006, dirá lo siguiente:  
 
“…una cosa es la legitimación activa y otra la capacidad procesal para interponer el 
recurso de amparo, esta última está referida a la aptitud para comparecer en juicio y 
realizar actos procesales válidos, capacidad que tienen conforme lo dispone el art. 4 del 
Código Civil (CC), los mayores de edad, quienes tienen capacidad de obrar. Conforme a 
ello, los menores de edad, si bien pueden tener legitimación activa, no tienen capacidad 
procesal, por ello para interponer un recurso de amparo, tendrán que ser representados, 
conforme a las normas del Código Civil”. 
 
Empero, el AC Nº 281/2006, volverá a la anterior concepción donde, legitimación 
y personería, son utilizadas como sinónimos, ya que dirá lo siguiente: “la 
legitimación se constituye en uno de los requisitos de forma, indispensable para la 
admisión del recurso de amparo constitucional (art. 97.I de la LTC), pues solo la 
persona natural o jurídica que posee la capacidad procesal reconocida por el Estado 
puede activar esta acción tutelar”. No obstante, queda dicho que legitimación y 
personería, no son un mismo presupuesto procesal del amparo, puesto que el 
primero es de fondo o de contenido cuya omisión no puede subsanarse y, el 
segundo es de forma cuya omisión, a diferencia del primero, sí es subsanable271. 
 
Por su parte, ya pasando a la distinción entre personalidad y representación, lo 
primero que hay que decir es que, la protección de los derechos y garantías 
fundamentales a través del proceso de amparo, en principio, debe ser reclamada 
                                                 
270 Para mayor claridad acaso sirva el siguiente ejemplo: un menor de edad que sufre lesión en alguno de sus 
derechos protegibles en amparo, tiene legitimación para solicitar en vía de amparo la reparación del derecho en 
cuestión, pero, por su edad, no tiene capacidad o personería para incoar demanda de amparo, entonces habrá de 
actuar por él un tercero con capacidad, es decir, un mayor de edad que será su representante -legal o voluntario-, 
éste, tendrá capacidad o personería pero no así legitimación. Es precisamente ésta, una de las razones del por 
qué a tiempo de admitirse la demanda de amparo, la falta de legitimación -en tanto requisito de contenido- no 
puede ser subsanada, pero en cambio –en tanto requisito de forma- la falta de personería si puede ser subsanada 
(art. 97 LTC). 
 
271 Bien es verdad que la LTC, entre los requisitos de admisión de la demanda de amparo sólo se refiere a la 
personería y no así a la legitimación; pero, aún así, eso no debería llevar a la confusión y mucho menos a la 
afirmación de que una persona por no tener personería (un menor de edad) no tiene legitimación. 
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por su titular quien es el legitimado para tal efecto272; lo que no resta decir que, la 
demanda de amparo puede, también, ser incoada por un tercero a su nombre. En 
este último caso, es decir, si la demanda de amparo ha de presentarse por una 
tercera persona, esa persona para poder constituirse en parte en nombre del 
primero habrá de acreditar su representación, la misma que tendrá que ser a través 
de un poder suficiente. Así lo establece el apartado II del art. 19 CB, “El recurso de 
amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada o por otra a su 
nombre con poder suficiente…”.  
 
El desarrollo jurisprudencial de dicha previsión constitucional, contenida en la 
STC Nº 1555/2003273, estable lo siguiente: 
 
“(...), cabe recordar que para pedir tutela para derechos de terceros, el recurrente siempre 
deberá, en materia de amparo, presentar el poder especial, suficiente y expreso, de lo 
contrario debe abstenerse de presentar demanda de amparo en nombre de terceros”. 
 
El entendimiento del TC en comparación con lo previsto por la Constitución, sin 
embargo, se puede decir que es más rígida o cuanto menos más estricta, ya que a 
diferencia de la norma fundamental que sólo habla de «poder suficiente», el TC 
agrega las “cualidades” de «poder especial, suficiente y expreso». Con lo cual, la 
interposición de la demanda de amparo, por un tercero (representante), debe ir 
acompañada de un poder especial, suficiente y expreso, es decir, en el documento-
poder debe constar el mandato expreso para interponer amparo constitucional en 
nombre y representación del mandante (art. 809 Cpc); de lo contrario, cualquier otro 
tipo de poder, como el poder general por ejemplo, no será el documento idóneo 
para acreditar dicha representación. En este sentido, la STC Nº 1555/2003, 
precitada, agrega: 
 
“…si bien el recurrente cuenta con el Testimonio 263/2001 (poder), de 10 de marzo, 
conferido por Guido Coimbra Vaca, conforme se advierte de la Conclusión II.1 de este 
fallo; empero, dicho poder sólo le otorga facultades para presentar “recursos 
                                                 
272 Convenga recordar que los titulares de los derechos fundamentales protegidos en amparo, en principio, 
pueden ser tanto las personas individuales como las jurídicas, estas últimas pueden ser a su vez, de naturaleza 
privada o pública. 
 
273 Dicha línea jurisprudencial, entre las últimas, se reproducirá en las siguientes sentencias: SSTC Nº 
0181/2005, 1034/2005, 0067/2006, 0105/2006, 0568/2006 y 1131/2006, entre otras. 
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extraordinarios” de nulidad y casación, sin señalar expresamente a los recursos 
extraordinarios ante el Tribunal Constitucional, como es el presente amparo, razón que 
impide a este Tribunal ingresar al análisis de fondo del mismo”274. 
 
Así pues, la persona individual que actúa por sí misma, además de hacer 
constar sus generales de ley, es decir: su nombre completo, mayoría de edad, 
domicilio, profesión u ocupación y estado civil; debe acreditar su capacidad legal o, 
lo que es lo mismo, la ausencia de todo impedimento legal para actuar ante los 
estrados judiciales, en este caso, para incoar demanda de amparo constitucional. 
Por su parte, quien actúa en calidad de apoderado o representante legal de la 
persona legitimada, además de su personalidad –idoneidad legal-, deberá acreditar 
su representación, esto, como ya se dijo, a través de un poder notarial especial 
suficiente y expreso. 
 
En cambio, las personas jurídicas –tanto de Derecho público como de Derecho 
privado- para interponer demanda de amparo, necesariamente deberán acreditar 
ambos requisitos, es decir, tanto su personalidad jurídica como la representación de 
la persona individual que actúa en su nombre. Justamente en este último sentido, la 
STC Nº 348/2006, estable lo siguiente: 
 
“…en el caso de las personas jurídicas, debe presentarse además el poder que demuestre 
que se actúa en representación de una empresa o entidad en el que necesariamente se 
encontraran transcritos documentos relativos a su personalidad jurídica, exigencias que 
deben cumplirse a los efectos de establecer con certeza la existencia legal de la persona 
jurídica que demanda, presupuesto indispensable para que ella pueda ser considerada 
titular de derechos e invocar la vulneración a los mismos.” 
 
                                                 
274 En el mismo sentido, la  STC Nº 1843/2003, que reproduce lo establecido en la STC Nº 1419/2003, establece 
lo siguiente: “Entre los requisitos de forma, se establece la necesidad de acreditarse la personería del 
recurrente en el art. 97.I LTC, conforme el art. 19.II CPE que señala: “el amparo constitucional se interpondrá 
por la persona que se creyere agraviada o por otra a su nombre con poder suficiente”, significando que el 
recurso será presentado acompañando los documentos que acrediten la personería del recurrente que actúa en 
nombre de otra persona, de tal modo que su falta de acreditación conlleva a la improcedencia del recurso, 
conforme ha establecido este Tribunal en las SSCC 0906/2002-R, 524/03-R y 1110/03-R, entre otras”. Sobre 
esta cuestión, sin ánimo de discrepar con el Tribunal, un «poder amplio y suficiente», es decir, sin necesidad de 
ser especial ni expreso, tendría que tener plena validez para incoar demanda de amparo; principalmente, en 
aquellos amparos que provienen de los procesos ordinarios o administrativos donde las partes han actuado, 
precisamente, dotados de un poder amplio y suficiente, según se estila en la práctica. En tales casos, el Tribunal 
no debería exigir otro poder; pero como se acaba de constatar, esa no es la posición del Constitucional. 
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Así las cosas, cuando a la demanda no se acompañe prueba que acredite la 
personalidad de la entidad como la representación del demandante, la misma no 
será admitida. No obstante, al tratarse de un requisito formal, su infracción o 
incumplimiento podrá ser subsanada siguiendo el procedimiento establecido para tal 
efecto en el art. 96 de la LTC. 
 
 
B) Nombre y domicilio de la parte recurrida o de su 
representante legal (parágrafo II) 
 
En comparación con el primer apartado, aquí la norma es un poco más explicita, 
ya que distingue a las personas que actúan por sí mismas de aquellas que actúan a 
través de representación. Es decir -aunque parezca una obviedad decirlo- pone de 
manifiesto que no todas las personas actúan por sí mismas, ni que únicamente 
pueden ser demandadas las personas individuales, sino también las jurídicas; 
precisamente por tal razón exige que el recurrente en su demanda de amparo deba 
hacer constar el nombre y domicilio de la parte recurrida o de su representante 
legal. En efecto, cuando la norma en primer término exige la descripción del nombre 
del recurrido, sin duda se está refiriendo a la persona legitimada pasivamente que 
ha de responder a la pretensión del actor de amparo. Dicha persona, desde luego, 
podrá ser física o jurídica, en este último caso, de Derecho público o de Derecho 
privado. En cualquier caso, lo importante es que sea el autor de los hechos que se 
le imputan en la demanda de amparo como lesivos de los derechos o garantías 
fundamentales invocadas. 
 
Si la lesión se imputa a una persona jurídica, la demanda de dirigirá contra el 
representante legal con capacidad para actuar en representación de la persona 
jurídica. Caso contrario, pese a ser evidente la lesión invocada la demanda será 
rechazada; aunque, por tratarse de un defecto de forma, siempre habrá la 
posibilidad de que dicho defecto pueda ser subsanado. Precisamente en este 
sentido, la STC Nº 0281/2006, dirá lo siguiente: 
 
“…el recurrente al no haber dirigido el presente recurso contra la persona responsable de 
la presunta restricción a su derecho a la propiedad privada invocado en su demanda, 
inviabilizó el mismo, toda vez que de conformidad con lo establecido por la jurisprudencia 
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glosada en el Fundamento Jurídico III.1, la identificación del recurrido no es algo que esté 
librado a la discrecionalidad del recurrente, sino que vincula directamente a las personas 
que fueron autores o partícipes de los hechos denunciados, obligando al interesado a 
dirigir el recurso de amparo constitucional contra ellos, de lo contrario no puede activarse 
el recurso de amparo constitucional; en consecuencia, aún en caso de comprobarse la 
efectiva lesión de un derecho fundamental, al no haber concedido oportunidad a que los 
autores del acto ejerzan su derecho constitucional a la defensa, esta jurisdicción se vería 
impedida de conceder la tutela solicitada; por otra parte, la identificación correcta del 
recurrido es de fundamental importancia a los efectos de calificar las responsabilidades 
emergentes de un recurso de amparo; de donde resulta, que al no haber cumplido el 
recurrente con el requisito establecido por el art. 97.II de la LTC, no es posible considerar 
el fondo de su demanda”. 
 
En relación con el otro requisito formal referido al señalamiento de domicilio de la 
parte demandada, la doctrina del Tribunal entiende que el domicilio se definirá en 
función a las circunstancias que rodean el hecho y éste, en función a la calidad de la 
persona, al momento de incurrir en ese hecho. Por consiguiente, el domicilio de la 
parte demandada no siempre será el mismo lugar, variando según se trate del caso 
específico. En este sentido, el Auto constitucional Nº 0401/2005, es bastante 
ilustrativo: 
 
“(…) en una interpretación desde y acorde con la Constitución, el requisito de forma 
previsto por el art. 97.II de la LTC (domicilio del recurrido), debe entenderse como la 
necesidad de señalar el domicilio de la parte recurrida en la oficina donde ejerce la 
competencia por cuyo ejercicio está siendo demandado, y sólo en la imposibilidad de 
cumplir tal obligación el domicilio podrá ser señalado y por consiguiente la citación podrá 
ser efectuada en el domicilio particular; por ejemplo, cuando el recurrido sea una persona 
particular que no ostenta cargo público alguno, o siendo servidor público es recurrido por 
sus actos particulares; mientras que en todos los casos en que el recurrido sea una 
autoridad pública, su domicilio será el lugar o la oficina en el que ejerce sus atribuciones y 
no su domicilio particular; y será en su oficina donde debe ser citado, pues así lo dispone 
expresamente la norma prevista por el art. 18.II de la CPE”. 
 
Del tenor de la sentencia se advierte dos reglas: de una parte, el domicilio de las 
personas particulares a efectos de la demanda de amparo siempre ha de ser su 
domicilio particular y, de otra, el domicilio de los funcionarios siempre ha de ser su 
oficina, es decir, el lugar donde ejercen su actividad profesional. Empero, si el 
funcionario ha de ser demandado por un acto particular y no de funcionario público, 
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el domicilio a efectos de la demanda de amparo será su domicilio particular. Del 
mismo modo, a pesar de que la sentencia no se refiere al domicilio de las personas 
jurídicas de derecho público ni privado, está claro que las reglas que se acaban de 
esbozar, son también aplicables para ellos; por lo tanto, el domicilio de la persona 
jurídica de derecho privado será el lugar donde ejerce su principal actividad y de la 
persona jurídica de derecho público, su oficina. 
 
Por último, antes de pasar al siguiente requisito, convenga precisar dos 
cuestiones: en primer lugar, la importancia del señalamiento del domicilio de la parte 
demandada a efectos de su notificación, ya que de ello depende el ejercicio de 
sustanciales derechos como el derecho a la defensa que constituye un presupuesto 
sine qua non para la tramitación del proceso de amparo y, en segundo lugar, el 
carácter subsanable del mismo, ya que el requisito en cuestión, en tanto que es de 
forma, es también subsanable en los términos y dentro del plazo previsto por la 
norma antes señalada. 
 
 
C) Acompañar las pruebas en que se funda la pretensión 
(parágrafo V) 
 
Dado que se trata de un auténtico proceso, la demanda de amparo, como 
cualquier otra demanda judicial, debe ir –aunque no siempre- acompañada de las 
pruebas pertinentes que permitan sustentar los hechos alegados y la vulneración de 
los derechos y garantías que se invocan como fundamento de la pretensión de 
amparo. En otras palabras, dado que en el proceso de amparo se alegan hechos 
como parte del fundamento de la pretensión, tales hechos se deben probar y más 
aun cuando existe disconformidad respecto de los mismos, aún, incluso, cuando las 
mismas ya hayan sido producidas en el proceso –ordinario o administrativo- de 
donde deriva el amparo. Esto, por la sencilla razón de que el proceso de amparo no 
es la continuación del proceso ordinario, sino, un nuevo proceso que se tramita en 
una sede distinta. 
 
Lo dicho implica que la actividad probatoria en el proceso de amparo, es facultad 
de las partes y no del tribunal; es decir, la prueba de los hechos corresponde a las 
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partes que los introducen, quienes por ello mismo habrán de realizar las diligencias 
oportunas a ese fin, bajo el riesgo de asumir o sufrir, en caso contrario, las 
consecuencias de no haber probado lo que debieron275. Ello a su vez significa que, 
dicha actividad probatoria no podrá realizarse con independencia o al margen de las 
partes, ya que en la actividad probatoria, en principio, el tribunal no ejerce un papel 
decisivo276. Bien es verdad que en aplicación del art. 46 LTC, el Constitucional 
puede ordenar la práctica de determinadas pruebas, pero las mismas, en modo 
alguno tienen carácter excluyente ni decisivo respecto de las pruebas aportadas por 
las partes, sólo son, como ya se dijo, de carácter complementario. 
 
Por otra parte, en aplicación de la máxima iura novit curia, el objeto de la prueba 
en el proceso de amparo, como en el resto de los procesos constitucionales, se 
limita a los hechos no al Derecho277. En este sentido, la actividad probatoria es una 
actividad complementaria de los actos o hechos alegados y no así del Derecho 
invocado. Las pruebas permiten al Tribunal de amparo, constatar y por ende 
convencerse de la existencia o inexistencia de los hechos alegados. Dicho de otro 
modo, la valoración de la prueba así como la actividad previa de interpretación, son 
actividades judiciales que consiguen el convencimiento o el rechazo sobre la 
veracidad de los hechos alegados en el proceso y sobre los que ha incidido algún 
medio de prueba. 
 
En efecto, el fin de esa actividad no es convencerse de la verdad absoluta de los 
hechos, sino adquirir el convencimiento sobre la certeza o verosimilitud de los 
mismos278. En este sentido, la STC Nº 0419/2003, estableció que “la prueba que se 
exija debe necesariamente ser la que respalde el acto ilegal que se acuse, sin que 
sea necesario exigir otras que no sean esenciales para el mismo”. Por su parte, la 
STC Nº 0484/2004, se encargaría de precisar que las pruebas deben “guardar 
                                                 
275 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 203. 
 
276 Por su parte, J. Gonzáles Pérez, aunque sin referirse específicamente al proceso de amparo sino a los 
procesos constitucionales en general dirá que “la actividad probatoria podrá asimismo ser realizada con 
independencia de las partes por el Tribunal”, y por ende, -concluirá el autor- “el Tribunal ejerce un papel 
decisivo en la actividad probatoria”, así, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. págs. 171 y 173; Aunque 
más adelante, el mismo autor dirá que “es el Tribunal Constitucional el que tiene competencia para decidir 
cuándo estima necesario la práctica de las pruebas”, Íbidem., pág. 174. 
 
277 En este sentido, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 172. 
 
278 Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: Introducción al derecho procesal, Tirant Lo 
Blanch (2ª ed.), Valencia, 2005, pág. 270. 
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relación con el hecho motivante del recurso, o lo que es lo mismo, la prueba debe 
demostrar que los hechos supuestamente ilegales ocurrieron”. Por último, una de 
las más relevantes, la STC Nº 1725/2004, dirá lo siguiente:  
 
“(…) de acuerdo con lo previsto en el art. 97.V de la LTC, entre los requisitos de forma está 
el de acompañar las pruebas en las que se funda la pretensión, con la finalidad de que el 
Juez o Tribunal de amparo pueda admitir la demanda y conocer con amplitud los hechos 
en los que se basa el recurso y analizando el fondo de lo denunciado establecer si se 
amenazó y/o lesionó derechos y garantías constitucionales”. 
 
Queda claro así, que las pruebas en el proceso de amparo constituyen uno de 
los requisitos y/o presupuestos fundamentales, no tanto para la admisión de la 
demanda, sino para el éxito o el fracaso de la pretensión279. Al respecto, y no sólo 
en relación con las pruebas aunque con mayor énfasis en ellas, la STC Nº 
0905/2002, diría lo siguiente: 
 
“De la lectura del recurso, se establece de manera inobjetable que los recurrentes no 
precisan los derechos o garantías que consideran restringidos, suprimidos o amenazados 
por los hechos que relacionan, tampoco acompañan las pruebas en que fundan su 
pretensión y menos señalan con exactitud el amparo que solicitan para preservar o 
restablecer el derecho o la garantía vulnerados o amenazados; extremos que determinan 
la improcedencia del Recurso e impiden conocer el fondo del asunto, ya que conforme ha 
señalado este Tribunal a través de reiteradas Sentencias (…): "la determinación del 
Tribunal de Amparo debe obedecer a la certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o 
está amenazado un derecho fundamental", certeza que no se puede establecer en el caso 
presente ante la carencia de los requisitos formales exigidos por el art. 97-IV, V y VI…”. 
 
Ahora bien, pese a que las normas procesales que regulan el proceso de 
amparo, no contemplan disposición alguna sobre los distintos medios de prueba ni 
la forma de su proposición, producción y valoración; habrá de entenderse, en 
aplicación de las normas generales sobre la prueba del Cpc, que para las partes 
                                                 
279 Aunque el TC, al tenor de la referida sentencia (STC Nº 1275/2005) entiende lo siguiente: “cuando el 
recurrente no acompañe a su demanda las pruebas en las que funda su pretensión, el juez o tribunal de amparo 
podrá disponer que se subsane esa falta en el plazo de cuarenta y ocho horas de su notificación y en caso de no 
ser subsanada la observación, se rechazará el recurso sin ulterior recurso, cual dispone el art. 98 de la LTC”. 
En otras palabras, a pesar de que en su sentencia Nº 0365/2005 dijo que las pruebas son un requisito de 
contenido y por lo tanto, vinculados con la cuestión de fondo, entiende que pueden ser subsanados como si se 
tratase de un requisito de forma; lo cual, desde ya, ni guarda relación con su propia posición adoptada en 
Sentencia Nº 0365/2005, ni guarda relación con el carácter insubsanable de las pruebas en tanto requisitos de 
contenido y no de forma. 
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rige el principio de prueba libre y para el Tribunal, la sana crítica280. En efecto, las 
partes podrán hacer uso de todos los medios de prueba con la única condición de 
que habrán de ser propuestas y/o producidas en la forma y en el plazo en que, para 
cada uno de ellos, prevé la ley, en este caso, la norma adjetiva civil (arts. 102 y ss.). 
Por su parte, en tanto que la valoración de las pruebas es potestad privativa del 
Juez, éste ejercerá dicha facultad, según su sano juicio y sana crítica; pues, así 
como el Juez es soberano para valorar la certeza o incerteza de los juicios que 
sobre los hechos alegados puedan haberse vertido en el proceso, del mismo modo 
es soberano para valorar las pruebas que se han aportado como respaldo de 
aquellos juicios. 
 
Asimismo valga precisar que, en razón de que para las partes, no siempre será 
posible tener a disposición las pruebas -sea por la negativa de extender por quien 
los tiene, o por cualquier otra circunstancia-, la LTC (art. 46) permite satisfacer dicho 
requisito, con sólo anunciar su existencia, especificando el lugar y la persona 
tenedor de las mismas. No obstante, la parte interesada habrá de hacer constar los 
impedimentos o las causas de su falta de presentación, juntamente con la demanda 
y, en mérito a ello solicitará al Tribunal o juez de amparo, sea él quien conmine al 
tenedor su presentación; tal actuación tendrá que efectuarse en el menor tiempo 
posible y en todo caso, antes de la audiencia pública de verificación donde, en su 
primera fase, ha de resolverse la pretensión de amparo. 
 
Por último, en relación con los requisitos formales, a pesar de que la LTC no los 
contempla, hay que decir que existen otros requisitos adicionales que sin ser 
relevantes para sustentar la pretensión, son indispensables para presentar la 
demanda en debida forma, aunque su omisión, como cualquier otro requisito formal, 
puede ser subsanada. Esos requisitos adicionales vienen contemplados en el art. 
327 del Cpc, y son, por ejemplo: el encabezamiento de la demanda donde deberá 
hacerse constar la invocación del órgano judicial al que se dirige la demanda281; la 
                                                 
280 En cuanto al tiempo y la forma de la actividad probatoria, hay que decir que rige en el proceso de amparo, el 
principio procesal de unidad del acto, por lo que habrán de practicarse durante la celebración de la audiencia de 
verificación, conforme los principios de concentración, inmediación y publicidad; lo cual, supone decir que, en 
la práctica de las pruebas, han de intervenir, necesariamente, todos los actores procesales principales, es decir, el 
órgano jurisdiccional y las partes. 
 
281 En la práctica y especialmente en las capitales de Departamento donde el tribunal competente son las Salas 
de las CSD, el encabezamiento de la demanda de amparo, normalmente, se suele presentar de la siguiente 
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suma o síntesis de la acción que se dedujere; la identificación de los terceros 
interesados si los hubiese; el domicilio procesal del demandante, a efectos de su 
notificación y, la firma del Abogado, entre otros282. 
 
 
1.2.2. Requisitos de contenido 
 
Como bien se sabe, en todo proceso se suele distinguir dos tipos de 
fundamentos: los fundamentos jurídicos procesales y los fundamentos jurídicos 
materiales. Los primeros determinan la admisibilidad de la demanda (competencia 
territorial del tribunal, legitimación, capacidad, etc.) y, los segundos son aquellos 
que condicionan la procedencia de la sentencia sobre el fondo del asunto283. En el 
proceso de amparo, como no podía ser de otro modo, también concurren los dos 
tipos de fundamentos. 
 
Así pues, a diferencia de los requisitos de forma que están relacionados con el 
ejercicio formal de la acción, los requisitos de contenido, son aquellos que están 
relacionados, más directamente, con el ejercicio sustancial de la pretensión; es 
decir, con aquellos fundamentos jurídicos materiales, sobre la base de los cuales se 
ha de resolverse el amparo. Como tales, se puede decir que constituyen, a su vez, 
algo así como la columna vertebral del proceso, ya que, de la claridad expositiva y 
la solidez argumentativa dependen, no sólo los demás requisitos sino, el éxito 
mismo de la demanda de amparo. 
 
Por la misma razón, también se puede decir que los requisitos de fondo, tienen 
bastante que ver con la jurisdicción, ya que, el contenido de cada uno de ellos está 
                                                                                                                                                       
manera: “Señores miembros del tribunal de las garantías constitucionales”, es decir, no va dirigida a una Sala 
concreta ni tampoco se hace mención a su nombre propio en el ámbito de la jurisdicción ordinaria que sería 
Vocales de Corte. Similar situación sucede en las provincias, es decir, al juez se lo designa como Juez de las 
garantías constitucionales y no así como Juez de Partido que es su denominación propia en el ámbito de la 
jurisdicción ordinaria. Las razones explicativas del porqué se obra de ese modo, vide, apartado 4.2, Capítulo II. 
de la primera parte de este trabajo, págs. 108 y ss.. 
 
282 Respecto la intervención del Abogado ante el Tribunal Constitucional, en el ordenamiento boliviano no 
existe disposición expresa en sentido de que no puedan actuar ante él como abogados quienes fueron 
magistrados o Abogados asistentes (letrados); cosa que el caso español, sí viene reglado por el art. 81.3, LOTC. 
 
283 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil, Tomo I, Cívitas (5ª ed.), Madrid, 2002, págs. 
620 y ss. 
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estrechamente relacionado con los presupuestos esenciales de la actividad 
jurisdiccional ejercitada a través del amparo, tanto por los TGC como por el Tribunal 
Constitucional. En este sentido, por ejemplo, cuando la demanda se refiera a 
derechos o garantías fundamentales no protegidos por el amparo, respecto esa 
demanda, el TC no podrá ejercer jurisdicción; del mismo modo, cuando la 
pretensión sea de índole jurisdiccional, pero se refiera a materias cuyo conocimiento 
está reservado a la jurisdicción ordinaria o administrativa, dicha pretensión tampoco 
podrá ser actuada; por último, cuando el petitum de la demanda haga referencia a 
cuestiones de carácter no jurisdiccional o, no vinculados con la tutela de los 
derechos y garantías fundamentales, el Tribunal, pese al empeño de algunos 
demandantes, no podrá entrar en su conocimiento284. 
 
En definitiva, se trata de unos requisitos que tienen que ver ya no con la forma, 
sino con el fondo del asunto. De ahí que de su adecuada formulación dependa, en 
gran medida, el resultado de la demanda, es decir, el éxito de la pretensión de 
amparo. En tanto en cuanto afectan al fondo del asunto, su valoración ha de 
resolverse en sentencia y ello significa que a diferencia de los primeros, no son 
requisitos subsanables, esto es, en caso de algún error o defecto en su formulación, 
no podrán ser corregidos, para luego seguir tramitándose como si se tratasen de los 
requisitos de forma. 
 
De acuerdo con lo establecido por el art. 97 de la LTC285, esos requisitos de 
contenido serían los que vienen previstos en los parágrafos: III (Exponer con 
precisión y claridad los hechos que le sirvan de fundamento); IV (Precisar los 
derechos o garantías que se consideren restringidos, suprimidos o amenazados, y; 
VI (Fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el 
                                                 
284 Sobre la cuestión relativa al tratamiento del contenido de la jurisdicción de amparo –en el amparo español- 
en la fase de admisión de la demanda, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La admisión del recurso de amparo, 
Secretariado de publicaciones, Universidad de Murcia, Murcia, 1991, pág. 95. 
 
285 En el mismo sentido la STC Nº 0365/2005, vino a resaltar la relevancia procesal de los señalados preceptos 
indicando que “los tres requisitos de contenido a que se refiere el art. 97 de la Ley del Tribunal Constitucional 
(LTC)” establecen “la necesidad inexcusable de: 1) Exponer con precisión y claridad los hechos que le sirvan 
de fundamento (art. 97.III de la LTC); 2) Precisar los derechos o garantías que consideren suprimidos o 
amenazados (art. 97.IV de la LTC), y; 3) Fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar o 
restablecer el derecho o la garantía vulnerados o amenazados. (art. 97.VI de la LTC)”; es más, en la misma 
sentencia el Tribunal puso de manifiesto “la necesidad de que en la demanda de amparo exista un estricto nexo 
de causalidad entre los tres requisitos, como presupuesto esencial previo a resolver cualquier problemática 
jurídica planteada”. 
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derecho o la garantía vulnerado o amenazado). Cada uno de estos requisitos y por 
separado, se desarrolla a continuación. 
 
 
A) Exponer con precisión y claridad los hechos que le sirvan 
de fundamento (parágrafo III) 
 
Por antonomasia, son las partes las que deben aportar los hechos –el 
fundamento fáctico de la pretensión- al proceso, no el juez. Ello es así, no sólo 
porque las partes son las que mejor conocen los hechos que les afectan, sino 
también, porque los hechos constituyen el fundamento de la pretensión y ésta, 
como se ha dicho, corresponde deducirla a la parte actora286. 
 
Ahora bien, la exigencia normativa de exponer con precisión y claridad los 
hechos que sirvan de fundamento a la pretensión de amparo, no implica otra cosa 
que hacer una relación sucinta del iter  lesivo de los derechos y garantías 
fundamentales; lo cual implica, por un lado, el cómo, cuándo y en qué 
circunstancias se ha producido el acto o la omisión vulneradora de los derechos y 
garantías fundamentales y, por el otro, el autor de esos hechos, la persona –
particular o funcionario- causante de la lesión que se alega en la demanda287. 
 
En relación con lo primero, más concretamente, con la amplitud de los hechos 
que se pueden narrar en la demanda de amparo, hay que decir que al respecto no 
existe ningún principio limitativo, razón por el que podrán ser objeto de alegaciones 
cuantos hechos -y normas- puedan servir de fundamento a la pretensión288. Ello, sin 
embargo, no significa que en la demanda ha de exponerse cualquier hecho, ni todos 
los hechos y menos aún aquellos que nada tienen que ver con el objeto del proceso 
de amparo. Habrá de exponerse, sólo aquellos hechos con relevancia jurídico-
constitucional; más propiamente, aquellos actos u omisiones “directamente” lesivos 
                                                 
286 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 202. 
 
287 Expuestos los hechos, en el marco señalado, impide que la acción o el contenido de la demanda puedan ser 
variados o cambiados a lo largo del proceso de amparo, de ocurrir ello, es decir, de cambiarse, se estaría frente a 
una nueva demanda y por ende frente a un nuevo amparo. 
 
288 Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 172. 
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de los derechos y garantías fundamentales que han de constituir el objeto procesal 
del amparo289. 
 
Pues, se entiende que no todos los actos u omisiones son hechos constitutivos 
de violación de derechos y garantías fundamentales, incluso, por más que se 
expongan con entera claridad y precisión. Aunque ello, desde luego, no es óbice 
para formular –opcionalmente- aquellos hechos que, con carácter necesario, 
puedan servir de complemento o aclaración de los hechos principales. Pero, aún 
así, lo importante es no omitir aquellos datos procesalmente relevantes, o sea, 
aquellos hechos de relevancia constitucional directamente vinculados, en relación 
de casualidad, con la vulneración de los derechos y garantías fundamentales 
protegidos por el amparo constitucional. 
 
En caso de incluirse en la demanda, tanto los datos o hechos complementarios 
así como los directa y jurídicamente relevantes, lo aconsejable es que los mismos 
vayan por separado y no entremezclados. De lo contrario, podría dar lugar a la 
confusión o, incluso, inducir al error a la hora de su apreciación o especificación del 
hecho constitucionalmente relevante; ello a su vez, podría dar lugar a la desestima-
ción de la pretensión o, en su caso, al rechazo de la demanda por defecto de forma, 
es decir, por ambigüedad o contradicción en los hechos alegados (art. 98 LTC)290. 
 
Por otra parte, en los fundamentos fácticos de la demanda -además de narrar los 
hechos con precisión y claridad- se debe hacer constar la, o las personas causantes 
                                                 
289 Ello es o, ha de ser así, en razón de que la doctrina de la sustanciación de la pretensión así lo exige. En otras 
palabras: “los hechos jurídicamente relevantes, y tan sólo ellos, configuran la causa petendi de la pretensión, es 
decir, la determinación del supuesto fáctico concreto delimitado por la parte y sobre el que, por su incardinación 
con lo dispuesto abstractamente por una norma jurídica, deberá el órgano judicial, con independencia de cuál 
haya sido el derecho aplicable sugerido por la parte, realizar la subsunción normativa de la que deriva la 
consecuencia jurídica y el sentido de la decisión final del procedimiento, marcando así los límites objetivos y 
subjetivos de la cosa juzgada”; así, Garberí Llobregat, José, refiriéndose al amparo español, en: “Comentario al 
art. 50”, en, Requejo Pagés J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 790. 
 
290 El precepto en cuestión establece que “El Tribunal o juez competente en el plazo de veinticuatro horas 
admitirá el recurso de amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma y contenido exigidos por el 
artículo precedente; caso contrario será rechazado…”; A propósito, en relación con el amparo español, 
refiriéndose a los hechos con y sin relevancia jurídica, se dirá lo siguiente: “en el escrito de demanda podrá 
hacerse constar cualesquiera de ellos, esto es, los que resulten jurídicamente relevantes (que, al fin y a la postre, 
son los que individualizarán la pretensión) como los que sean puramente complementarios, argumentativos o 
retóricos, si bien éstos, que con toda seguridad ayudaran a la comprensión de los primeros, no vincularan la 
respuesta que haya de dar el órgano judicial al conflicto planteado”, vide, Garberí Llobregat, José: “Comentario 
al art. 50”, en, Requejo Pagés J. Luís (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 791. 
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de la lesión que motiva la demanda. De no ser así, sin dicha presión subjetiva, de 
nada sirve la narración objetiva de los hechos, ya que, a los efectos del proceso de 
amparo los hechos tienen relevancia jurídica sólo en tanto en cuanto su autoría se 
atribuye a una persona. Ahora bien, esa persona no será otra que la que figura 
como demandado, es decir, el legitimado pasivo. Siendo así, a tiempo describir los 
hechos, además, habrá de argumentarse la relación de causalidad entre el hecho 
denunciado y la persona a quien se atribuye la autoría, razón por la cual se incoa la 
demanda de amparo contra él. 
 
Ello significa pues, como se ha dicho, que la demanda de amparo a tiempo de 
detallar los hechos, también habrá de individualizar a las personas que han incurrido 
en esos hechos. Tratándose de amparo contra resoluciones judiciales, en la 
demanda habrá de hacerse constar, por ejemplo, cuál o, cuáles son los actos o 
resoluciones impugnados, identificando debidamente su fecha y el órgano judicial al 
que imputa la autoría. Por su parte, el tribunal de amparo a tiempo de resolver la 
pretensión, con carácter previo habrá de constatar la relación de causalidad que 
debe existir entre los hechos alegados y la persona a quien se atribuye la autoría de 
esos hechos. Sólo de existir dicha relación de causalidad el juez pasará a la 
valoración de la vulneración alegada; de lo contrario, al no poder ser subsanada, la 
pretensión será denegada sin necesidad de ingresar en otras consideraciones. 
 
 
B) Precisar los derechos o garantías que se consideren 
restringidos, suprimidos o amenazados (parágrafo IV) 
 
La jurisdicción del Tribunal Constitucional en el proceso de amparo se determina 
por la invocación de la vulneración de un derecho fundamental amparable y por 
ninguna otra causa291; pues, como dijera el TC español, mediante una de sus 
sentencias, la sentencia Nº 114/1995, “la jurisdicción de amparo no permite tutelar 
cosa distinta a los derechos fundamentales”, esto, por el hecho de que el amparo 
constitucional, “no ha sido concebido sino para corregir posibles vulneraciones de 
derechos fundamentales”.  
                                                 
291 Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias...”, op. cit. pág. 
32. 
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De manera que, como primer apunte, cabe decir que el contenido mínimo y 
propio de la jurisdicción de amparo es únicamente la tutela de ciertos derechos y no 
así la depuración de las infracciones de los preceptos constitucionales que 
consagran tales derechos. Lo que a su vez significa que el TC carece de jurisdicción 
y competencia para conocer y pronunciarse sobre demandas de amparo deducidas 
respecto de derechos no susceptibles de amparo292. Pues, se entiende que 
únicamente las alegaciones de violación de alguno de los derechos o garantías 
fundamentales protegidos por el amparo y la consiguiente petición de su tutela, 
resultan los presupuestos indispensables de la jurisdicción de amparo. La tutela de 
los otros derechos, es decir, de aquellos que no forman parte del ámbito de 
protección del amparo, se agota en la jurisdicción ordinaria y/o contenciosa 
administrativa. 
 
En ese contexto, se puede decir que el precepto en cuestión contempla dos 
condiciones imprescindibles e interdependientes el uno del otro: por un lado, los 
derechos protegibles en amparo y, por el otro, la restricción supresión o amenaza 
de los mismos. En otras palabras, no basta con invocar algún derecho de los 
protegidos por el amparo sino que, además, se debe demostrar que ese derecho 
está siendo objeto de restricción, supresión o amenaza y por lo tanto, merecedor de 
la protección que brinda el amparo. Refiriéndose a este presupuesto, sine qua non, 
consistente en la especificación de los derechos lesionados, el Tribunal a través de 
su Sentencia Nº 0459/2003 diría: "es un presupuesto esencial para la procedencia 
de esta acción extraordinaria, señalar con precisión y claridad el derecho o la 
garantía que se considere lesionado, así como la amenaza de que esa lesión se 
producirá”293. 
 
Pero ampliando un poco más lo que se acaba de señalar, hay que decir que la 
norma, al establecer que la demanda precisará los derechos o garantías que se 
                                                 
292 Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias...”, op. cit. pág. 
37. 
 
293 Es más, el derecho invocado debe ser un derecho concreto, de una persona concreta. Es este sentido, desde 
un principio el TC diría que: “el Recurso de Amparo Constitucional, previsto por el art. 19 de la Constitución 
Política del Estado, dispone que se interpondrá contra los actos ilegales o las omisiones indebidas de los 
funcionarios o particulares que restrinjan, supriman o amenacen restringir o suprimir los derechos y garantías 
de la persona, reconocidas por la Constitución y las Leyes, no procediendo en casos dudosos o controvertidos, 
sino por el contrario, debe tratarse de situaciones claras y manifiestas”, así, la STC Nº 023/1.999. 
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consideren restringidos, suprimidos o amenazados, no se está refiriendo a 
cualesquiera derechos o garantías sino, tan sólo a los que forman parte del ámbito 
de protección del amparo constitucional. Esto quiere decir que, no se pude invocar 
en amparo cualquier derecho o garantía por muy constitucional que sea, ya que, el 
amparo en tanto mecanismo constitucional de naturaleza extraordinaria, no protege 
todos los derechos o garantías sino, únicamente aquellos derechos y garantías 
fundamentales que forman parte de su ámbito de protección; los previstos en los 
artículos 5 al 35 CB294. Por consiguiente, si se interpone demanda de amparo en 
defensa de otros derechos que no sean los señalados, se habrá incurrido en un 
motivo de inadmisión no subsanable, dando lugar a la improcedencia in limine de la 
pretensión de amparo295. 
 
Asimismo, la restricción, supresión o amenaza de los derechos que se invocan 
en la demanda, habrán de tener relevancia constitucional; ello supone decir que 
deberá afectar al contenido esencial del derecho en cuestión, ya que de no ser así, 
sencillamente, la pretensión no será objeto de amparo. Bien es verdad que, puede 
darse el caso -como de hecho se da-, por ejemplo, que la infracción del derecho, 
por error in procedendo –cuyo análisis prima facie corresponde a la casación- 
aparentemente restrinja suprima o amenace algún derecho o garantía fundamental 
prevista en la Constitución y protegida por el amparo; para que tal infracción pueda 
ser objeto de amparo, el demandante habrá de demostrar que la infracción y por 
ende su reparación, tiene relevancia constitucional. En este sentido, en relación con 
el derecho al debido proceso por ejemplo, entre otros296, la STC Nº 1620/2003, dirá 
lo siguiente: 
                                                 
294 El contenido de cada uno de los derechos, previstos en los referidos artículos, puede verse en los anexos de 
este trabajo, págs. 631 y ss.. Por otra parte, quepa señalar que la exigencia de precisar los derechos y garantías 
fundamentales, en cierto modo, lo que pretende es evitar que se invoquen otros derechos o garantías que no 
forman parte del ámbito de protección del proceso de amparo. Puede que en este sentido, la norma aun no haya 
logrado obtener los resultados pretendidos, ya que en la práctica se siguen planteando demandas de amparo, 
incluso, por mera infracción de la legalidad ordinaria, sin precisar qué derechos o qué garantías son los que han 
sido vulnerados. Así, por ejemplo, no toda infracción de las reglas procesales produce indefensión, como son las 
dilaciones indebidas o los errores formales de notificaciones, por citar algunas; sobre esto último, vide, Rubio 
Llorente, Francisco: Estudios sobre jurisdicción..., op. cit. pág. 46. 
 
295 Así, en la doctrina del TC, entre otros, a partir de la STC Nº 485/2002, se advierte que toda demanda donde 
no se han identificado los derechos o garantías vulnerados ni se ha señalado la lesión, el amparo ha sido 
declarada improcedente in limine. 
 
296 En una posterior sentencia, la STC Nº 1262/2004, el argumento se repetirá en los siguientes términos: “(…) 
cabe señalar que como principio no todo error o defecto de procedimiento en que podría incurrir un juez o 
tribunal judicial genera indefensión a las partes que intervienen en el proceso como demandante o demandado; 
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“(...) con relación a la garantía del debido proceso frente a actos procesales que pudiesen 
causar indefensión en el procesado, no toda irregularidad procedimental, (...) tiene 
relevancia constitucional, de manera que no puede considerarse como una lesión al 
derecho al debido proceso, menos puede calificarse como actos u omisiones que causen 
indefensión material; por lo mismo no puede activarse el amparo constitucional ante 
situaciones de meros errores procedimentales que bien, pueden ser corregidos en la 
misma vía (…). Conforme a lo referido, este Tribunal Constitucional concluye que, el error 
o defecto de procedimiento será calificado como lesivo del derecho al debido proceso sólo 
en aquellos casos en los que tengan relevancia constitucional”. 
 
Otro de los aspectos que se debe tener en cuenta a la hora de precisar los 
derechos vulnerados, es la relación de causalidad que debe existir entre el elemento 
fáctico y el elemento normativo de la demanda. En otras palabras, tomando en 
cuenta que la causa de pedir ha de contener dos elementos: 1) el elemento fáctico 
que está referido a los hechos que sirven de fundamento al recurso y; 2) el 
elemento normativo, es decir, los derechos o garantías invocados como lesionados 
por aquellos hechos, en términos del TC, expresados en su Sentencia Nº 
0365/2005, “es preciso que exista una relación de causalidad entre el hecho que 
sirve de fundamento y la lesión causada al derecho o garantía fundamental”. 
 
 Por último, a la hora de precisar o concretar el derecho o garantía fundamental 
que se entiende ha sido restringido, suprimido o amenazado, habrá de cuidarse de 
no incurrir en el error de enumerar la mayor cantidad de derechos o garantías 
posibles, tal como ocurre en la práctica –como si la cantidad fuera determinante-; en 
todo caso, tan sólo habrá que precisarse aquellos derechos que, directa y 
objetivamente, han sido objeto de restricción, supresión o amenaza, por la acción u 
omisión lesiva denunciada. 
 
La importancia de “precisar” los derechos que se van ha invocar en amparo 
radica, básicamente, en dos aspectos: primero, en que ello permite, facilita  y obliga 
al Tribunal, ha pronunciarse sobre todos y cada uno de ellos (art. 48 LTC), y; 
                                                                                                                                                       
pues por sí sola una actuación procesal errada o una omisión de una formalidad procesal no impiden que las 
partes procesales puedan hacer valer sus pretensiones en igualdad de condiciones, es decir, no imposibilitan a 
las partes a que puedan alegar sus pretensiones, producir las pruebas, contradecir lo alegado, así como la 
prueba producida por la parte adversa. Entonces, en los casos en los que los errores o defectos de 
procedimiento, cometidos por los jueces o tribunales, no provocan una disminución material de las 
posibilidades de las partes para que hagan valer sus pretensiones, los defectos procedimentales no tienen 
relevancia constitucional, toda vez que materialmente no lesionan el derecho al debido proceso en sus diversos 
elementos constitutivos, por lo mismo no son susceptibles de corrección por la vía de la acción de amparo”. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 467
segundo, evita que el Tribunal, termine denegando el amparo, con fundamento en el 
derecho o garantía menos afectado o menos fundamentado, es decir, en aquel 
derecho que fue invocado innecesariamente por el demandante, o que la lesión del 
mismo, se haya producido sólo de manera tangencial y no así directamente. En la 
práctica se han dado casos, especialmente en aquellos fuertemente controvertidos, 
en los que, el tribunal, ha obrado, precisamente, de ese modo. 
 
 
C) Fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar 
o restablecer el derecho o la garantía vulnerados o 
amenazados (parágrafo VI) 
 
Sin duda, este requisito no es sino el epílogo de la pretensión297. Como se 
recordará, la pretensión es la idea promotora o generadora del proceso298; es una 
declaración de voluntad299 por la que se solicita la actuación de un órgano 
jurisdiccional frente a una persona determinada y distinta del autor de la 
declaración. Como tal, la pretensión es el elemento más importante de todo el 
contenido de la demanda; fundamentalmente, porque encierra la indicación de las 
peticiones que integran la pretensión procesal y de las que reclama el actor que 
constituyan el pronunciamiento –el fallo- de la sentencia que haya de dictarse en 
definitiva300. Es precisamente en este sentido que, el demandante al deducir la 
pretensión, lo que hace, además, es delimitar el ámbito objetivo del proceso301. 
 
                                                 
297 En este sentido, se dirá que “la pretensión procesal es una petición que se hace al órgano jurisdiccional frente 
a un sujeto pasivo”, en efecto, “es necesario que se indique la naturaleza o índole de lo que se reclama” así, 
Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 126. 
 
298 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 187. En el mismo sentido, otro 
autor dirá que, “la pretensión determina, el nacimiento, mantenimiento y terminación del proceso”, pues, “el 
proceso existe en tanto se formula y subsiste la pretensión”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 127. 
 
299 Sobre el concepto de la pretensión, vide, Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. 
cit. pág. 236 y ss.. 
 
300 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil, Tomo I, Civitas (5ª ed.), Madrid, 2002, pág. 
622. 
 
301 En el mismo sentido, refiriéndose al amparo español, se dirá que “el objeto del proceso de amparo lo 
constituye una acción afirmada por el actor en la demanda o, con otra terminología, la pretensión”, vide, Díez-
Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido de las sentencias...”, op. cit. pág. 38. 
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Desde el punto de vista formal, toda pretensión tiene dos elementos: uno 
subjetivo y otro objetivo. El primero tiene que ver con el demandante y el 
demandado, en cambio; el segundo, tiene que ver con el petitum y la causa petendi. 
La causa de pedir en el proceso de amparo lo integran los hechos y no las 
alegaciones jurídicas. De ahí que la causa de pedir sea siempre fáctica y no 
jurídica302; de ahí también, la importancia de representar los hechos con toda 
claridad expositiva y precisión argumentativa; de ahí mismo, en definitiva, la 
pretensión no sea un derecho, sino un acto. Es decir, algo que se hace, pero no que 
se tiene303. 
 
Ahora bien, las pretensiones de amparo, normalmente, son pretensiones de 
condena304, en tanto que lo que se pide del órgano jurisdiccional es algo más que la 
nulidad del acto u omisión que perturbe los derechos o garantías fundamentales; en 
sí, la cesación de la violación y el restablecimiento de la situación anterior305. En 
este sentido, lo peculiar en los procesos de amparo es que, la causa de pedir 
(conjunto de hechos) ha de merecer una determinada calificación jurídica, que es la 
de que constituya vulneración de un derecho fundamental306; por consiguiente, sólo 
si la causa de pedir alegada constituye, calificada jurídicamente, vulneración de un 
derecho fundamental, debe la jurisdicción acceder al amparo. En otras palabras, el 
Tribunal sólo debe admitir y estimar aquellas pretensiones cuya causa de pedir, 
calificada jurídicamente, constituyan vulneración de alguno de los derechos o 
garantías fundamentales amparables. 
 
Lo que supone decir que la demanda en el proceso de amparo, únicamente será 
admisible cuando la pretensión se funde en la violación de los derechos o garantías 
                                                 
302 Íbidem. 
 
303 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 237. 
 
304 Dado que la declaración de voluntad, la pretensión, consiste en reclamar una cierta actuación del órgano 
jurisdiccional, es lógico que la clase de pretensiones varíe según la naturaleza de la actuación pretendida. De ahí 
que existan dos tipos genéricos de pretensión: de cognición y de ejecución. Dentro del primer género, pueden 
distinguirse, a su vez, las siguientes especies: declarativas (mera declaración ya existente); constitutivas 
(creación, modificación o extinción de algo que no existía) y; de condena (hacer o dejar de hacer algo). En 
cambio, dentro del segundo tipo se puede distinguir: la pretensión ejecutiva de dación y, la pretensión ejecutiva 
de transformación. Sobre el concepto y contenido de los distintos tipos de pretensión apuntados, vide, Guasp, 
Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. págs. 238 y ss. 
 
305 En este sentido, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 125. 
 
306 Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido de las sentencias...”, op. cit. pág. 39. 
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fundamentales que el amparo protege307 y, como tal, además, tenga por objeto 
restablecer o preservar el derecho o garantía fundamental vulnerado308; de lo 
contrario, si la pretensión deducida en la demanda no se funda en la restricción, 
supresión o amenaza de restricción o supresión de los derechos fundamentales 
protegidos por el amparo, dicha pretensión no será actuada, es más, ni siquiera la 
demanda será admitida a trámite309. 
 
En suma, siguiendo a F. Cordón Moreno, se puede decir que la pretensión de 
amparo para surtir los efectos jurídicos deseados, debe reunir los siguientes 
elementos310: a) la real existencia del derecho o garantía fundamental cuya tutela se 
demanda; b) que se trate de un derecho o garantía fundamental de los 
específicamente amparados; c) la existencia de una lesión imputable a un acto –en 
sentido amplio- de cualquiera de los poderes públicos o particulares; d) que la tutela 
se solicite por el titular del derecho lesionado o, por aquél a quien la ley otorgue 
legitimación, y; e) que el actor recurrente en amparo tenga un interés efectivo en 
obtener la tutela del Tribunal Constitucional311. 
 
A la luz de lo expuesto, la pretensión deberá de formularse por quien tiene 
legitimación activa y capacidad procesal; deberá formularse, además, al órgano 
competente, en este caso, a los TGC y siempre dentro de los límites de su 
                                                 
307 En tal sentido, la STC No 1843/2003, dirá que, por tratarse de una vía extraordinaria, no se puede acudir a la 
jurisdicción de amparo pretendiendo hacer valer situaciones abstractas o derechos no contemplados en su 
ámbito de protección, ni prescindiendo de un agravio directo como consecuencia de un acto ilegal u omisión 
indebida; “pues el amparo como garantía ha sido instituido para proteger y restituir derechos y garantías 
fundamentales ante un agravio directo sufrido por la persona titular del mismo, lo que impide que este recurso 
pueda ser planteado con el objeto antes referido". 
 
308 En este sentido, tal como establece el art. 41.3 y 55 de la LOTC, el objeto del proceso de amparo 
constitucional queda limitado a hacer valer las “pretensiones… dirigidas a establecer o preservar los derechos o 
libertades por razón de los cuales se formuló”. 
 
309 En este sentido, y con mayor amplitud, la STC español Nº 114/1995, dirá lo siguiente: “el recurso de 
amparo no es una vía procesal adecuada para solicitar y obtener un pronunciamiento abstracto y genérico 
sobre pretensiones declarativas respecto de supuestas interpretaciones erróneas o indebidas aplicaciones de 
preceptos constitucionales, sino sólo y exclusivamente sobre pretensiones dirigidas a restablecer o preservar 
los derechos fundamentales cuando se ha alegado una vulneración concreta y efectiva de los mismos, pues” -
continúa y concluye el TC- “la jurisdicción de amparo, en rigor, no ha sido establecida para reparar 
infracciones de preceptos sino vulneraciones de derechos”. 
 
310 Vide, Cordón Moreno, Faustino: El proceso de amparo constitucional, op. cit. pág. 11. 
 
311 Por su parte, otro autor dirá que “la pretensión comprende: a) identificación del acto u omisión causante de la 
violación; b) el derecho o garantía fundamental vulnerado y, c) las medidas que se estime deban ser adoptados 
por el Tribunal de modo que se garantice el pleno ejercicio de los mismos”, así, Gonzáles Pérez, Jesús, en: 
Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 127. 
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jurisdicción312. Como se acaba de señalar, la demanda que contiene la pretensión, 
se presentará con la finalidad de dejar sin efecto, el acto u omisión que dio lugar a la 
violación del derecho fundamental cuyo pleno ejercicio se pretende restablecer313, 
pues, la pretensión se deduce para que cese el agravio y se restablezca la situación 
jurídica anterior. En este sentido, la STC Nº 0199/2005, dirá lo siguiente:  
 
“(…) él o la recurrente que cree que le está siendo lesionado un derecho fundamental o 
garantía constitucional, debe exponer sobre la existencia de motivos relevantes 
sustentados en una mínima pero coherente relación fáctica que sirva de fundamento para 
justificar la presunta vulneración del derecho subjetivo material de amparo que esté 
reconocido, particularmente en la Constitución, fundamentos de hecho y derecho que 
constituyen la causa de la petición (causa petendi) que deben estar conectadas y 
armónicamente formuladas, no sólo entre dichos fundamentos (hecho y derecho), sino, 
también con la petición (petitum) planteada de aquello que se quiera sea preservado o 
restablecido (…)”. 
 
Pero, pese a existir la violación de algún derecho o garantía fundamental, si es 
que el petitum de la demanda no se formula con precisión y claridad, sea la 
cesación o restitución del derecho o garantía fundamental alegado, sencillamente, el 
contenido de esa demanda no bastará ni justificará la decisión del TC sobre el fondo 
del mismo. En otras palabras, se debe tener presente que la precisión del petitum, 
es la que en definitiva determina el objeto del proceso de amparo314; tal es así que, 
ni el propio TC puede alterarla, sino todo lo más adoptar cierta flexibilidad en la 
concreción del fallo correspondiente al mismo, sobre todo en lo que respecta a las 
medidas de restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho315. 
                                                 
312 Ni una pretensión de este tipo podrá ser examinada ante jurisdicción distinta, ni una pretensión con otro 
fundamento podrá ser examinada ante el Tribunal Constitucional, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho 
procesal constitucional, op. cit. pág. 76. 
 
313 Quepa precisar que toda petición de restablecimiento, con carácter general y necesario, presupone una lesión 
previa que es la que en definitiva, justifica la activación del amparo. Bien es verdad que el amparo boliviano 
puede activarse frente a las amenazas, es decir, sin que existe lesión real y efectiva; sin embargo, dicha 
activación, tal como se ha visto según la jurisprudencia del TC, no es con carácter general sino tan sólo 
excepcional. 
 
314 En tanto que constituye el objeto del proceso, el petitum determina “en cada caso, los pronunciamientos que 
como máximo podrá contener la sentencia”; así, en relación con el amparo español, Pibernat Domenech, Xavier, 
en: “Los pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, 
Nº 29, 1990, pág. 148. 
 
315 Refiriéndose al amparo español, Díez-Picazo Jiménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de 
las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, en, AA VV: La sentencia de 
amparo constitucional, CEPC, Madrid, 1996, pág. 42; En el mismo sentido, en la doctrina del TC, la STC Nº 
0365/2005 establece lo siguiente: “Por principio general, el Juez de tutela está obligado a conferir solamente 
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En ese sentido, en relación precisamente con una demanda donde el 
demandante había omitido formular su petición, el TC a través de su Sentencia Nº 
0274/2005316, vino a decir lo siguiente: 
 
“el recurrente, no precisó su petitorio y menos, el amparo que solicita para preservar o 
restablecer los derechos de su representado presuntamente lesionados y por lo mismo no 
cumplió con el requisito de contenido previsto en el art. 97.VI de la LTC, por cuanto en la 
demanda, después de hacer una relación de hechos e identificar los supuestos actos 
ilegales en los que hubieran incurrido las autoridades recurridas, se limitó a impetrar se 
declare procedente el recurso (…); empero, en ninguna parte, hace referencia al amparo o 
la clase de protección que requiere (…); en razón de que esta exigencia, al tratarse de un 
requisito de contenido se halla directamente vinculado al objeto del recurso o causa 
petendi, la cual debe estar revestida de claridad y precisión, a objeto de que la resolución 
que emita el órgano jurisdiccional que conoce y define el recurso guarde congruencia con 
lo que se pide (petitum del recurso)”. 
 
Por consiguiente, el petitum debe ajustarse desde el punto de vista lógico, a la 
demanda que se plantea de tal forma que, por ejemplo, impugnada una sentencia 
judicial, no se podrá solicitar, en principio, la nulidad de un acto del que conoció esa 
sentencia o, viceversa317. 
 
De darse el supuesto, es decir, si la idea es dejar sin efecto las dos resoluciones 
por ser manifiestamente contrarias a los derechos o garantías fundamentales -o 
incluso puede darse que cada acto viole un derecho distinto al otro-; en tal caso, la 
demanda tendrá que partir de la existencia de una doble lesión y no así de una 
doble impugnación por una única lesión de derechos318 y, por lo tanto, los dos 
supuestos tendrán que fundamentarse por separado y lógicamente, en el petitum de 
la demanda se solicitará se deje sin efecto las dos lesiones. 
 
                                                                                                                                                       
lo que se le ha pedido; esto muestra la enorme importancia que tiene el petitum de la causa, pues, el Juez está 
vinculado a la misma; esto es, deberá conceder o negar el petitorio formulado; sólo excepcionalmente, dada la 
naturaleza de los derechos protegidos es posible que el Juez constitucional pueda conceder una tutela ultra 
petita, de cara a dar efectividad e inmediatez a la protección del derecho o la garantía vulnerada, cuando 
advierta que existió error a tiempo de formular el petitorio. Extremo que deberá ser ponderado en cada caso 
concreto, al tratarse de una excepción”. 
 
316 Entendimiento constitucional que sería reiterado, entre otras, en la STC Nº 0568/2005. 
 
317 Pérez Tremps, Pablo, en relación con el amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit, pág. 86. 
 
318 Íbidem., 86. 
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2. El trámite de admisión de la demanda de amparo 
 
Una vez presentada la demanda de amparo, se supone que con todos los 
requisitos señalados precedentemente, el siguiente paso procesal ab initio viene a 
ser su admisión. El procedimiento de admisión constituye una de las etapas del 
proceso de amparo, que consiste en el examen de oficio, in limine litis del contenido 
de la demanda y su documentación. Sin duda, se trata de uno de los procedimientos 
más importantes para dotar de eficacia al proceso, evitando, fundamentalmente, 
actuaciones inútiles o dilatorias319. 
 
En el Derecho comparado, ni los requisitos son los mismos ni el procedimiento 
de admisión tiene el mismo trámite. Así por ejemplo, en España (art. 50.3 LOTC)320 
y Alemania (art. 93)321, la admisión de la demanda de amparo supone un 
procedimiento especial y específico que conlleva distintas actuaciones y la 
comprobación de distintos presupuestos; cosa que, sin embargo, en el caso 
boliviano no es así, no al menos desde el punto de vista de su regulación procesal, 
ya que el amparo boliviano, desde la perspectiva normativa, no contempla dicho 
procedimiento y por lo tanto, el trámite de admisión no está sujeto a una regulación 
                                                 
319 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro: Derecho Procesal Civil..., op. cit. pág. 623. 
 
320 Sobre la admisión de la demanda de amparo en el Derecho español, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La 
admisión del recurso de amparo, op. cit. págs. 82 y ss.; Pérez Tremps, Pablo: “La admisión en los procesos 
constitucionales. Consideraciones de Derecho Comparado”, en, VV AA: Estudios de Derecho Público. 
Homenaje a Juan José Ruiz-Rico, Vol. III, Tecnos, Madrid, 1997, pág. 1.390; del mismo autor: El recurso de 
amparo, op. cit. págs. 257 y ss., y; entre los trabajos más recientes, Carles, Viver i Pi-Sunyer: “Diagnostico para 
una reforma…”, op. cit. pág. 41. 
 
321 Después de la última reforma, la redacción del art. 93. a) de la Ley del Tribunal Constitucional Federal 
alemán, establece que la demanda de amparo será admitida a trámite “2.a) cuando ostente fundamental 
relevancia constitucional; b) cuando sirva a la efectividad de los derechos mencionados en el art. 90.1 (derechos 
amparables); c) asimismo puede ser admitida cuando al demandante se le ocasione un perjuicio particularmente 
grave por la denegación de una decisión sobre el fondo”. Según la misma reforma, las demandas de amparo se 
inadmiten mediante providencia y por lo tanto, sin necesidad de motivación. Línea que parece seguir el art. 50.3 
del proyecto de reforma de la LOTC español. Al respecto, Carles, Viver i Pi-Sunyer, dirá que: “la propuesta de 
una admisión «en positivo», en la que se impusiera al recurrente la carga de demostrar la trascendencia doctrinal 
del amparo pedido o las graves repercusiones que pudiera derivarse de la inadmisión, podrían sin duda aligerar 
este trámite, ya que, entre otras cosas, la inadmisión no requeriría prácticamente respuesta razonada”, así, en: 
“Diagnostico para una reforma…”, op. cit. pág. 41. Tal criterio, sin embargo, no sería compartido, porque, 
además de chocar con la tradición jurídica continental “resulta incoherente con el carácter reglado de la 
admisión, puede convertirse en obstáculo para fundamentar una demanda ante una instancia supra o 
internacional y dificulta el sometimiento de la decisión a la crítica doctrinal”, así, Pérez Tremps, Pablo, en: “La 
admisión en los procesos constitucionales. Consideraciones de Derecho Comparado”, en, VV AA: Estudios de 
Derecho Público. Homenaje a Juan José Ruiz-Rico, Vol. III, Tecnos, Madrid, 1997, pág. 1392. 
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específica. Es más, formalmente, ni siquiera existe dicha fase. A lo sumo, el art. 98 
de la LTC, lo que establece es lo siguiente: 
 
“El tribunal o juez competente en el plazo de veinticuatro horas admitirá el recurso de amparo 
constitucional que cumpla los requisitos de forma y contenido exigidos por el artículo 
precedente; caso contrario será rechazado. Los defectos formales podrá subsanar el 
recurrente en el plazo de cuarenta y ocho horas de su notificación, sin ulterior recurso”. 
 
Bien es verdad que la norma prescribe que, el juez competente en el plazo de 
veinticuatro horas admitirá el recurso de amparo constitucional, siempre y cuando, 
cumpla los requisitos de forma y contenido exigidos. Es decir, manda al juez admitir 
sólo aquellas demandas de amparo que cumplan los requisitos de forma y de 
contenido. Sin embargo, en la práctica hasta no hace mucho, no se daba ni lo uno ni 
lo otro, esto es, los jueces no acostumbraban revisar ni los requisitos de forma ni los 
de contenido y, de tal suerte puede decirse que la admisión de la demanda 
constituía la regla y la inadmisión sólo la excepción. 
 
Ello era así, no precisamente porque las demandas se presentasen en debida 
forma sino, como se acaba de señalar, porque los jueces o tribunales de amparo no 
reparaban en los requisitos exigidos por la ley. En sí, para que la demanda sea 
admitida, en una gran mayoría de los casos, era suficiente la sola presentación 
formal322. La excepción, es decir, los casos de inadmisión se daban únicamente, en 
aquellos supuestos donde el demandante no subsanaba dentro del plazo legal, su 
falta de personalidad o de representación (art. 97.I LTC). Pero, por lo demás y con 
carácter general, no se reparaba en ningún otro requisito. 
 
Así pues, del total de las demandas presentadas, se puede decir que el 99,9% 
eran admitidas y tramitadas en sus dos fases, de verificación y de revisión. Lo que 
significa que todas las demandas admitidas –incluso aquellas que no debieron 
serlo- se resolvían mediante sentencia, tanto en primera fase como en fase de 
revisión323. Con una práctica así, de “indiscriminada” admisión de las demandas de 
                                                 
322 En otras palabras, una vez presentada la demanda de amparo, previa a su admisión, no se realizaba ninguna 
actuación y mucho menos se citaba a la parte demandada y al Ministerio Fiscal, en ningún caso, para que se 
pronuncien respecto la admisión de la misma. 
 
323 En la fase de revisión, ello era así, es decir, todos los casos se resolvían mediante sentencia por el pleno del 
TC, por la sencilla razón de que todos los recursos de amparo que llegaban al Tribunal para su revisión ya 
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amparo y la remisión obligatoria ante el TC de todas las resoluciones que se dicten 
en relación con las mismas324, el colapso del Tribunal era cuestión de tiempo, pues 
la experiencia de otros sistemas incluso con una regulación más rígida (Alemania, 
España), así lo demostraban. 
 
Para evitar que ello suceda o, por lo menos para reducir la posibilidad real que el 
Tribunal no termine con una sobrecarga procesal que ponga en peligro no sólo la 
eficacia del amparo sino su propia virtualidad, había que emprender una de las 
siguientes alternativas: a) reformar la ley y adoptar un procedimiento previo y 
específico de admisión de la demanda de amparo o; b) con el mismo fin, cambiar la 
práctica –sin reformar la ley- de los jueces de amparo y la del propio TC; quienes de 
momento, venían salvando la cuestión, limitándose únicamente a declarar 
improcedente el recurso, sin refutar ni establecer, en los casos donde correspondía, 
que la demanda en cuestión ni siquiera debió ser admitida a trámite. 
 
Dada la falta de interés del órgano legislativo, probablemente por el 
desconocimiento del asunto y la poca o ninguna implicación por parte de la 
doctrina325, era más probable que se dé lo segundo que lo primero. Es decir, que se 
                                                                                                                                                       
venían admitidos y, además, con sentencias ya dictadas; por lo tanto el TC no podía retrotraer las actuaciones a 
la fase de admisión sino abocarse a la revisión y resolverlo en sentencia. Una muestra de esa práctica, es la STC 
No 0421/2003, donde el Tribunal vino a decir lo siguiente: “...después de ser admitido el recurso sólo puede ser 
resuelto declarándose la procedencia o improcedencia del mismo, por consiguiente, concediéndose o 
negándose la tutela, pero no puede ser rechazado y menos con fundamentos de fondo, pues de hacerlo debió ser 
en forma oportuna y por incumplimiento de requisitos de forma, que en el caso no se observaron”. En otras 
palabras, lo que el Tribunal entendía es que una demanda de amparo una vez admitida, incluso no debiendo 
serlo, sólo puede ser resuelta mediante sentencia concediendo (procedente) o denegando (improcedente) el 
amparo, pero no de otro modo. 
 
324 En ello, desde luego el propio Tribunal ha tenido cierta responsabilidad, primero, por no incidir en el control 
de los requisitos y por lo tanto exigir con más energía de los jueces y tribunales de amparo su observancia y, 
segundo, por exigir que todas las resoluciones le sean remitidas. La remisión de todo lo actuado sería dispuesta 
mediante la Circular "K" Cite Of TC Nº 363/2000 de 21 de julio de 2000, en los siguientes términos: "Para una 
adecuada aplicación de las garantías jurisdiccionales de Amparo Constitucional y de Hábeas Corpus, este 
Tribunal considera que todos los recursos de Hábeas Corpus y Amparo Constitucional que fueren rechazados o 
no admitidos en su jurisdicción, deben ser remitidos al Tribunal Constitucional para su revisión". 
 
325 Ciertamente, han sido muy esporádicas las voces que se han pronunciado en el sentido de modificar el 
procedimiento de admisión de las demandas de amparo. En otras palabras, aun no ha sucedido lo de otras 
experiencias, como por ejemplo, lo de España, donde, sobre este particular, se dice lo siguiente: “El aspecto de 
la regulación del sistema español de justicia constitucional que, posiblemente, mayor debate y más problemas 
teóricos y prácticos ha suscitado desde la aprobación de la Constitución, (...) es el de la configuración de la fase 
de admisión del recurso de amparo”, vide, Pérez Tremps, Pablo: “La naturaleza del recurso de amparo y su 
configuración procesal”, RVAP, núm. 39, 1.994, pág. 89; No obstante, en el caso boliviano, sin que sirva de 
excusa, claro está, la ausencia del pretendido debate -doctrinal y académico-, probablemente se deba al hecho de 
que en la práctica, aun no se ha producido –no al menos en la magnitud que en otros Tribunales- una de las 
principales razones que ha llevado a repensar el asunto: el colapso del TC. 
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cambie la práctica antes que la ley. Efectivamente, es lo que ha sucedido. Se ha 
cambiado la práctica sin cambiar la ley, aunque para ello han tenido que transcurrir 
más de seis años. Dada las consecuencias de la indiscriminada admisión de las 
demandas, el gestor de ese cambio, naturalmente, no podía ser otro que el propio 
TC; en efecto, a la vista de la avalancha de amparos y la imposibilidad de soportar 
dicha carga en los términos que la ley establece, el Tribunal, ha tenido que cambiar 
su propia doctrina y con ello, la práctica de los jueces y tribunales de amparo. 
 
Dicho cambio se materializaría a través de la STC Nº 0505/2005. Esta sentencia, 
no sólo en relación con el procedimiento de admisión de la demanda de amparo 
sino, además, con otros aspectos relacionados, incluso, con el funcionamiento 
interno del TC, sin duda, se constituirá –como de hecho ya viene haciendo- en el 
principal punto de inflexión; la misma que tendrá sus repercusiones, no sólo en la 
práctica del amparo constitucional sino, además, en la función que este mecanismo 
ha de cumplir dentro del sistema constitucional de protección de los derechos y 
garantías fundamentales. Su importancia, en términos generales, radica en el hecho 
de que ha convertido el trámite de admisión de la demanda de amparo en una 
especie de filtro que permite depurar aquellas demandas que no cumplan los 
requisitos exigidos por la ley, sometiéndolos a un procedimiento determinado326. 
 
Por otro lado, con la misma sentencia el Tribunal pondría de manifiesto dos 
cuestiones básicas y fundamentales a la vez, para ajustar la práctica del amparo a 
su naturaleza constitucional: primero, que el trámite de admisión de la demanda de 
amparo es un trámite especial, tanto por la exigencia de unos requisitos que 
normalmente no se requieren en los procesos ordinarios como por las amplias 
facultades de los jueces para valorar la concurrencia de los mismos en la 
                                                 
326 Los cambios introducidos por la sentencia en cuestión, sin duda, son bastante importantes e innovadores. 
Pero no por ello está exenta de valoración. En efecto, más allá de satisfacer una necesidad apremiante, lo cierto 
es que, tal como se verá en las siguientes páginas, los cambios han sido introducidos excediendo los límites de 
la ley, es decir, son producto de una interpretación forzada –e incluso interesada- de la actual regulación. Para 
adoptar la interpretación a la que ha llegado el TC, necesariamente, tenía que haberse reformado la LTC. Con 
ello, lo que se quiere decir es que el TC se ha excedido en sus competencias invadiendo las competencias del 
Legislativo. Es verdad que de las dos alternativas que tenía, o actuar de ese modo o terminar salpicado por la 
ineficacia del amparo constitucional, ha elegido la primera que estaba a su alcance y con ello lo que ha hecho es 
poner de manifiesto que los fines justifican los medios. En suma, lo jurídica y políticamente correcto, quizá 
hubiera sido instar previamente al Legislativo por el cambio de la ley y sólo en defecto de ello obrar del modo 
que se ha obrado. 
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demanda327, y; segundo, que en el proceso de amparo constitucional, para que el 
órgano jurisdiccional pueda entrar a examinar la cuestión de fondo que se le 
plantea, es necesario que la demanda reúna una serie de presupuestos y/o 
requisitos, cuya concurrencia habrá de ser examinada a tiempo de su admisión328. 
 
 Ya en concreto, en relación con el procedimiento de admisión de la demanda de 
amparo que es lo que aquí interesa, la sentencia en cuestión, básicamente, 
incorporaría tres innovaciones, la primer de orden formal y las dos últimas de 
contenido se puede decir: en primer lugar, ha cambiado la terminología que se 
venía utilizando precedentemente; en segundo lugar, ha convertido los otrora 
criterios de denegación del amparo, en criterios de improcedencia in limine de la 
pretensión de amparo, y; por último, como consecuencia de lo anterior, ha 
establecido dos ámbitos de evaluación de la demanda: una relativa a las causales 
de improcedencia y otra a los requisitos de admisibilidad. 
 
En relación con la terminología, el TC introduciría los siguientes cambios: Hasta 
antes de la referida sentencia, toda demanda de amparo, tanto en la forma como en 
el fondo, se resolvía mediante sentencia que declaraba procedente o improcedente 
el amparo; pero en adelante, según la sentencia de referencias, los términos 
procedente e improcedente ya no se utilizarán para resolver ni la cuestión de forma 
ni la de fondo, sino, sólo para resolver sobre la concurrencia de los requisitos de 
improcedencia establecidos por el art. 96 de la LTC329. De manera que, por regla 
general, la expresión «improcedencia del amparo» en adelante se utilizará para 
rechazar in limine la demanda –por hallarse incurso en algunas de las causales de 
                                                 
327 A propósito, la justificación de las amplias facultades del Tribunal para valorar la admisibilidad de la 
demanda de amparo, “haya que buscarla muy posiblemente en el carácter extraordinario del recurso de amparo 
y en su posición subsidiaria respecto de la actuación de los jueces y tribunales, además de en la propia carga del 
Tribunal Constitucional”; así, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. 
cit. pág. 258. 
 
328 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Rubio Llorente, Francisco, en: Estudios sobre jurisdicción 
constitucional, Mc Graw Hill, Madrid, 1998, pág. 44. 
 
329 Dichos criterios de improcedencia, pueden verse en los anexos de este trabajo, págs. 629 y ss.. Por otra parte, 
convenga precisar que la expresión «procedente» que utiliza el art. 94 LTC, lo más probable es que 
desaparecerá de la práctica del amparo; en efecto, si una demanda reúne todos los requisitos y no se halla 
incurso en ninguna de las causales de improcedencia, la resolución que se dicte no será de procedencia sino, de 
admisión de la demanda. Con lo cual, ya no podrá hablarse de dos tipos de resoluciones, uno procedente y otro 
improcedente, como venía sucediendo en la práctica, sino únicamente del segundo. 
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improcedencia previstas en el referido precepto- en fase de admisión y no así en 
sentencia como sucedía en la práctica anterior330. 
 
No obstante y sólo con carácter excepcional, si acaso ha de ser posible dictar 
una sentencia declarando improcedente el amparo, ello será en aquellos supuestos 
donde la demanda haya sido admitida erróneamente y de cuyo error el Tribunal 
Constitucional se haya percatado en la fase de revisión a tiempo de dictar 
sentencia331. Ello se justifica en el hecho de que la revisión de los requisitos de 
activación de la demanda no precluyen, es decir, una vez admitido a tramite el 
amparo no significa que con posterioridad no pueda apreciarse la concurrencia de 
un defecto que hubiera justificado la improcedencia in limine. De ahí que dicha 
causal pueda también ser apreciada en sentencia332.   
 
En el fondo, el referido cambio terminológico, lo que ha supuesto es la “mutación 
de los antiguos criterios de denegación” de la pretensión de amparo (art. 96, LTC), 
en criterios de improcedencia de la demanda de amparo; lo que a su vez, en lo 
procesal, ha supuesto la instauración de los ya referidos dos ámbitos de evaluación 
de la demanda: el de la improcedencia y el de la admisibilidad. 
 
En otras palabras, a través de la referida sentencia, el Tribunal ha establecido 
que los requisitos que han de examinarse para admitir la demanda de amparo son: 
por un lado, los requisitos de improcedencia de la pretensión y, por el otro, los 
                                                 
330 La procedencia, en la práctica anterior significaba la estimación del amparo solicitado y la improcedencia su 
denegación. En este sentido la referida sentencia dirá: “El Tribunal Constitucional, siguiendo una larga 
tradición jurídica de nuestro País, utilizó hasta ahora, en la parte resolutiva de sus Sentencias en materia de 
amparo y hábeas corpus, la expresión procedente e improcedente como sinónimo de conceder o denegar el 
amparo; sin embargo, con la finalidad de evitar la confusión entre estos últimos términos y el contenido en el 
art. 96 de la LTC sobre las causas de inactivación reglada del amparo contenida en este precepto, corresponde 
hacer una adecuación positiva de la terminología antes utilizada (…). En consecuencia en adelante, tanto los 
jueces o tribunales de amparo como este Tribunal Constitucional emplearan esta terminología al resolver el 
fondo de la problemática planteada en el amparo constitucional”. Y, con mayor determinación, una posterior 
sentencia, la STC No, 0918/2006, dirá: “(…) tanto los jueces y tribunales de amparo, así como el Tribunal 
Constitucional deben emplear los términos 'conceder' o 'denegar' el amparo en aquellos casos en que se ingrese 
a resolver el fondo de la problemática planteada en el recurso de que se trate; los términos de 'procedencia' o 
'improcedencia' del amparo están reservados para los casos de los arts. 94 y 96, respectivamente, de la LTC”. 
 
331 En tal sentido, la STC Nº 0652/2004, con la denominación de sub-reglas, estableció lo siguiente: “(...) a) 
cuando se omite en etapa de admisión del recurso el cumplimiento de alguno de los requisitos y no se subsanan 
los mismos dentro del plazo de ley, se da lugar al rechazo; y b) si el recurso fue admitido pese a no cumplirse 
con los requisitos exigidos por Ley, se da lugar a la improcedencia del amparo, sin ingresarse al análisis de 
fondo del asunto”. 
 
332 En este sentido, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 258. 
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requisitos de admisibilidad de la demanda333. Pero, para un mejor entendimiento de 
sus respectivas particularidades, empezando por el primero, será mejor referirse a 
cada uno de ellos por separado. 
 
 
2.1. Improcedencia in limine del amparo 
 
Como ya se dijo, la figura procesal de improcedencia in limine de la pretensión 
de amparo, no viene contemplada, no al menos de manera expresa, en ningún 
precepto legal de los que regulan el proceso de amparo, sino que ha sido instituido 
por el TC en una interpretación -más que extensiva- del conjunto de normas 
relativas al proceso en cuestión. En cualquier caso, lo cierto es que, esta novísima 
figura procesal permite a los órganos competentes, denegar la pretensión deducida 
en la demanda sin necesidad de trámite alguno, por haber incurrido la misma en las 
causales de improcedencia del amparo, aunque no sólo por ello334.   
 
Por la forma que ha sido instituido, interpretativa y jurisprudencialmente y, en 
tanto en cuanto es una figura procesal nueva, está claro que aún se halla en 
proceso de formación y como tal, ávido de ilustración, de justificación y, por sobre 
todo, del establecimiento de determinados criterios que permitan perfilar sus límites 
de actuación335. Todo ello supone pues, seguir debatiendo el asunto en un marco de 
análisis objetivo y siempre en procura de hacer del proceso de amparo un 
mecanismo de protección, de los derechos fundamentales, autónomo y ante todo 
eficaz. 
 
En ese contexto, habrá de procurarse, entre otros aspecto, por ejemplo, que la 
declaratoria de improcedencia in limine no termine convirtiéndose en un «certiorari 
                                                 
333 Lo cual a su vez, significa que el Tribunal podrá ingresar en el análisis de la cuestión de fondo y después 
emitir sentencia, sea concediendo o denegando la pretensión de amparo, tan sólo cuando en la demanda 
concurran los requisitos procesales de admisibilidad y que no se den los de improcedencia in limine. 
 
334 A modo de adelanto, ya que sobre esto se volverá mas adelante, hay que decir que la falta de los requisitos de 
fondo en la demanda, también debería ser objeto de una resolución de improcedencia in limine del amparo y no 
así de mero rechazo tal como sugiere la Sentencia del TC. 
 
335 No obstante, de momento, lo que cabe rescatar es que la institucionalización de la improcedencia in limine, 
más allá de los resquicios sobre su legitimidad, por su falta de previsión legal; se puede decir que ha sido una de 
las medidas más acertadas de cara al diseño de una política de amparo que permita, no sólo alivianar la 
sobrecarga de trabajo del TC, sino también mejorar su funcionamiento y así propiciar la perdurabilidad de su 
eficacia. 
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encubierto»336, es decir, que a Título de rechazo in limine se rechacen amparos que 
deberían ser examinados en el fondo337; pues dicha técnica, característico de la 
Corte Suprema de los Estados Unidos, lo que hace es, precisamente, otorgar al 
Tribunal un amplio margen de discrecionalidad para seleccionar los recursos que ha 
de conocer338. Si la idea no es emprender un camino con dirección al modelo 
Norteamericano, como en efecto no lo es, lo primero que habrá de acometerse tiene 
que ver con el establecimiento, con la suficiente claridad y precisión posibles, de los 
distintos criterios según los cuales corresponda decretar el rechazo in limine de la 
pretensión de amparo339; de esa manera, no sea el TC quien, no siempre movido 
                                                 
336 La expresión corresponde a Carles Viver i Pi-Sunyer, quien refiriéndose a la práctica del amparo español dirá 
que “el TC en el trámite de admisión o, rectius de inadmisión, está aplicando un certiorari encubierto, sin reglas 
claras y conocidas. Deberían explicarse esas reglas y precisarse el tipo de certiorari aplicado o que pretende 
aplicarse”, así, en: “Diagnostico para una reforma” en, Pérez Tremps, Pablo (coord.): La reforma del recurso de 
amparo, Tirant lo Blanch/Instituto de Derecho Público Comparado Universidad Carlos III de Madrid, Valencia, 
2004, pág. 19; en el mismo sentido, Albertí Rovira, dirá que a la vista del “altísimo número de recursos (de 
amparo) inadmitidos a trámite..., uno se inclina a pensar que se produce, de hecho, una selección de casos”, 
vide, Albertí Rovira, Enoch: “El recurso de amparo constitucional: Una revisión pendiente”, en, Pérez Tremps, 
Pablo (coord.): La reforma del recurso de amparo..., op cit. pág. 139. 
 
337 Pretender ir a la técnica del certiorari de facto y, además, de forma incubierta, ciertamente, sería ir contra 
natura del propio amparo, esto, por el hecho de que esta técnica no se ajusta ni a la finalidad ni a las funciones 
que el amparo cumple a la luz de su actual regulación constitucional. Sobre esta cuestión, en relación con el 
amparo español, entre otros, vide, Fernández Farreres, Germán: “El recuso de amparo constitucional: una 
propuesta de reforma”, disponible en formato electrónico, acceso electrónico en Internet: 
http://www.falternativas.org/base/download/6290_12-09-05_Lab.%20ALTERNATIVAS%2058_2004.pdf, 
págs. 19 y ss. (fecha de consulta 10-06-07). Entre otras acotaciones, este autor dirá: “La introducción de un 
criterio de relevancia constitucional o, más drásticamente, la adopción del modelo del writ of certiorari, es, en 
efecto, más que dudoso que lograran hacer descender el número de demandas de amparo y, consiguientemente, 
el tiempo necesario para su estudio”, Íbidem., pág. 23. 
   
338 A la luz del sistema constitucional de protección de los derechos fundamentales y la naturaleza 
constitucional del amparo, ciertamente, adoptar la técnica del certiorari no es lo más recomendable y mucho 
menos es la solución, como se quiere ver, para resolver los problemas de sobre carga procesal del TC. No 
obstante, al parecer el Tribunal Constitucional no es de esa posición, ya que, en su propuesta de reforma de sus 
competencias, presentada ante la Asamblea Constituyente, dirá lo siguiente: “Tomando en cuenta que la 
sobrecarga procesal en las acciones tutelares puede generar un colapso del sistema, para preservar el mismo y 
garantizar una justicia pronta y oportuna, es necesario otorgar al Tribunal Constitucional la potestad de 
seleccionar las acciones de amparo constitucional que conocerá y resolverá en grado de revisión. La 
modificación planteada supone que los jueces y tribunales de amparo seguirán remitiendo en grado de revisión 
de oficio la totalidad de los amparos constitucionales; sin embargo, será el Tribunal Constitucional el que 
resuelva qué causas serán sujetas a revisión y cuáles no. Indudablemente, serán revisadas aquellas causas que 
tengan una relevancia constitucional y que requieran que el Tribunal Constitucional genere una sólida doctrina 
jurisprudencial; pero no así, aquellas causas que no tengan relevancia constitucional o, en su defecto, que ya 
exista amplia jurisprudencia sobre cuya base debe ser resuelta la controversia”, vide, “El Tribunal 
Constitucional ante la Asamblea Constituyente”, publicado en Internet, la página Web oficial del Tribunal 
Constitucional: http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/descargas/TC_ante_la_asamblea_constituyente.pdf, 
págs. 82 y 83, (fecha de consulta 20-03-07). 
 
339 Bien es verdad que el establecimiento de dichos criterios, implica, de suyo, la toma de una determinada 
postura sobre la primacía de una de las dimensiones del amparo, o la objetiva o la subjetiva. Es decir, llegado el 
momento, dichos criterios habrán de adoptarse, favoreciendo una de las dos dimensiones, sobre los que, en el 
derecho comparado, la doctrina no termina de ponerse de acuerdo. En principio, en coherencia con su 
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por fines de interés general sino en su propio interés, decida tales criterios a tiempo 
de dictar sentencias que están sujetas a un constante viraje340. 
 
Si se deja al Tribunal Constitucional un amplio margen de discrecionalidad, lo 
más probable es que la selección de los casos provocaría incertidumbre, en suma, 
inseguridad jurídica, más aun si se toma en cuenta que el Tribunal no está vinculado 
a su propia jurisprudencia341.  Bien es verdad que a la luz de la dinámica del Estado 
Constitucional de Derecho, el TC ha de gozar de un mayor campo de maniobra, no 
sólo para el momento en que deba dictar la sentencia, sino ya antes: en fase de 
admisión342. 
 
Dicho lo cual y ya volviendo a la STC Nº 0505/2005, el Tribunal a tiempo de 
instituir dicho procedimiento, empezará su razonamiento recordando lo siguiente: 
“los requisitos exigidos por la Ley del Tribunal Constitucional en el precepto aludido 
(art. 97 de la LTC) están destinados a evitar el inicio de un procedimiento que 
carezca de los elementos básicos necesarios para decidir sobre la pretensión 
jurídica deducida; sea para estimarla o desestimarla”343; en efecto, la evaluación de 
dichos requisitos “debe resolverse luego de presentado el recurso, para así evitar 
activar innecesariamente el procedimiento posterior”, lo que supone decir que, “el 
juez o tribunal de amparo está obligado a determinar si el recurso es procedente o 
improcedente”. 
 
Así las cosas, en palabras de la misma sentencia, “el juez o tribunal del amparo, 
antes de ingresar a analizar los problemas de admisibilidad del recurso, debe 
                                                                                                                                                       
naturaleza, la idea es que prevalezca la dimensión subjetiva. De todos modos, sobre esto se volverá más 
adelante.  
  
340 Dicho cometido, sin embargo, no se podría hacer a la luz de la actual normativa, sino mediante una reforma 
legislativa, es decir, vía intervención legislativa. Entre tanto, bien podría en el TC, mediante reforma del AC Nº 
93, (Reglamento de Procedimientos Constitucionales) adoptar determinados criterios, pero la misma, siempre 
estaría sujeto a reforma, con lo cual, la seguridad jurídica seguirá bajo sospecha. 
 
341 En este sentido, se dirá que “el Tribunal Constitucional dice siempre la última palabra, pero no por última 
vez”, vide, Jiménez Campo, Javier: “Constitución y Tribunal Constitucional”, en, Aula de Derecho 
Parlamentario, II Jornadas: 25 años de la Constitución Española, Pamplona, 2003. 
 
342 Con otras palabras, lo que se quiere decir es que ni el propio Tribunal Constitucional, ni ningún otro Tribunal 
sea ordinario o extraordinario, puede funcionar –equilibradamente- si no dispone de un medio que le permita 
decretar la inadmisión de las demandas, no sólo por defectos de forma, sino también por motivos de fondo. 
 
343 Por cierto, este entendimiento ya había sido puesto de manifiesto por el propio Tribunal a través de su 
Sentencia Nº 365/2005. 
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verificar si no se está dentro de alguno de los supuestos de improcedencia 
establecidos por el art. 96 de la LTC. Lo que implica un plano de análisis distinto al 
de los requisitos de admisión. Conforme a esto, si el juez o tribunal constata que 
está ante alguno de los casos de improcedencia del recurso de amparo, deberá 
dictar resolución fundamentada, declarando la improcedencia del recurso”344; es 
decir, “el Tribunal de amparo una vez verificada la concurrencia de las causales 
señaladas en el art. 96 de la LTC declarará la improcedencia in limine de la acción 
de amparo, mediante auto debidamente motivado”345. 
 
De manera que, siguiendo la doctrina del TC, el rechazo in limine de la 
pretensión de amparo, ha de adoptarse cuando la misma incurra en una de las 
causales del art. 76 de la LTC. Una de las características de dichas causales, es 
que ninguna de ellas puede ser subsanada; lo que supone decir, que la resolución 
se adoptará cuando la demanda adolezca de un defecto procesal insubsanable, 
pero no de un defecto que, aun siendo subsanable, no ha sido subsanado por la 
parte, ya que, para éstos últimos supuestos la resolución será de rechazo de la 
demanda y no así de improcedencia in limine. Si ello es así, las causales de 
improcedencia in limine de la pretensión de amparo no sólo serían los previstos en 
el art. 96 LTC, sino, además, por tener las mismas características, los requisitos de 
fondo o de contenido previsto en los parágrafos III, IV y VI del art. 97 LTC346. 
                                                 
344 Ampliando dicho razonamiento, la sentencia agregará que, “…las causales de improcedencia del recurso de 
amparo constitucional, previstas en el art. 96 de la LTC, hacen referencia a los supuestos en los que no es 
posible interponer el recurso de amparo constitucional, por existir ciertas causas que imposibilitan el 
desarrollo posterior del proceso. Dicho en otros términos, el precepto señala los casos de inactivación del 
recurso, que determinan que no se pueda incoar la causa, por existir los impedimentos expresados en el 
aludido art. 96 de la LTC. 
Los supuestos de improcedencia anotados, están destinados, en el sentido de la ley, a evitar que los recurrentes 
y el Tribunal tengan que desplegar una actividad procesal que previsiblemente concluirá con una resolución 
final de improcedencia, con las consecuencias indeseables que tal situación conlleva para el recurrente y los 
órganos de la jurisdicción constitucional. Tiene su fundamento en razones de economía procesal y en el 
mandato de justicia pronta y efectiva contenida en el art. 116.X de la CPE, así como en el principio de 
inmediatez que informa al recurso de amparo constitucional, previsto en el art. 19 de la CPE”. 
 
345 Se puede decir que el Auto en cuestión para la jurisdicción constitucional, tendrá la calidad del Auto 
definitivo en la jurisdicción ordinaria. A propósito, en la práctica del Derecho boliviano, además de las 
providencias que son decretos de mero trámite, existen dos tipos de autos: autos interlocutorios y autos 
definitivos. Los primeros son aquellos que resuelven un incidente de mero trámite y su principal característica 
es que no requieren de motivación; los segundos, a diferencia de los primeros, requieren motivación y sirven 
para resolver una cuestión incidental de mayor envergadura que el primero, como por ejemplo, un incidente de 
incompetencia. 
 
346 No precisamente en este sentido, el AC Nº 0107/2006, dirá lo siguiente: “…los requisitos previstos en los 
numerales III, IV y VI del citado art. 97 de la LTC, referidos a la exposición precisa y clara de los hechos; la 
precisión de los derechos y garantías que se considera restringidos, suprimidos o amenazados; y la precisión 
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Pero ni siquiera sólo esos, ya que existen, además, otras causales que a pesar 
de no estar contempladas en ninguno de los preceptos señalados, reúnen las 
mismas características. Ese es el caso, por ejemplo, de aquellas demandas donde 
el demandante carece de legitimación; de las demandas que contiene una 
pretensión manifiestamente ilícita, o; de aquellas demandas que se presentasen 
fuera del plazo previsto para tal efecto (seis meses). De hecho, en relación con este 
último supuesto, el propio Tribunal a través de su STC Nº 1149/2006, se 
pronunciaría señalando lo siguiente: “la falta de interposición del recurso dentro de 
los seis meses de conocido el acto ilegal o de agotadas las vías de impugnación en 
la instancia judicial o administrativa (…), determina también la improcedencia del 
recurso. 
 
En suma, las causales de improcedencia in limine de la pretensión de amparo, 
puede decirse que son las siguientes: 
 
• La falta de legitimación del demandante347; 
• Falta de claridad y precisión en los hechos que fundamentan la pretensión. 
• Que el derecho o garantía cuya protección se denuncia no sea de los 
protegidos por el recurso de amparo, o bien; 
• Aún siéndolo, el tribunal puede apreciar sin necesidad de debate ni de otros 
elementos de juicio que los aportados por la demanda, que no ha habido 
violación348; 
                                                                                                                                                       
de la tutela solicitada o petitium de la causa; son requisitos de contenido, lo cual significa que su omisión es 
insubsanable; en caso de no cumplirse cualquiera de ellos, o todos -independientemente de que también falte 
algún otro requisito de forma-; corresponde el rechazo in limine del recurso de amparo constitucional; es 
decir, sin trámite alguno”. 
 
347 La legitimación activa, a pesar de constituir un elemento material que versa –en parte- sobre el fondo del 
asunto, deberá ser valorada a tiempo de admitirse la demanda de amparo; por lo tanto, en aquellos supuestos 
donde el demandante no acredite con claridad y precisión dicho extremo, la demanda deberá ser declarada 
improcedente in limine, pudiendo el recurrente, como se verá más adelante, impugnar la resolución ante el TC 
dentro del plazo establecido. 
 
348 En esta última causal, el auto de inadmisión tendría que estar apoyado en un precedente jurisprudencial del 
Tribunal Constitucional, más o menos al estilo español (art. 50.1 LOTC), sin perjuicio, claro está, de que el 
apoyo jurisprudencial sea también en los demás supuestos. Pero, tratándose de la última, la exigencia de la 
jurisprudencia no tendría que ser como un fundamento más, sino como un requisito sine quanon para dictar el 
referido auto de in admisión, Sobre esta cuestión, en relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: 
El recurso de amparo, op. cit. págs. 260 y ss.; asimismo, los comentarios al art. 50 de, Gómez, Montoro, Ángel 
J., en, Requejo Pagés, J. Luís, (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal..., op. cit. págs. 818 y ss.; 
y, entre otros, Fernández Farreres, Fernando: El recurso de amparo según..., op. cit. págs. 282 y ss. 
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• Oscuridad, contradicción o falta de precisión en el petitum o, incluso falta del 
petitum mismo; 
• Existencia de otros medios de impugnación, ordinarios o extraordinarios no 
agotados y en cuya virtud, la vulneración alegada pudiera ser revisada, 
modificada, revocada o anulada349; 
• Que los actos alegados estén siendo objeto de revisión –en trámite- por 
cualquier medio de impugnación; 
• Que no se haya hecho uso oportuno – en el plazo, forma y contenido- de los 
medios de impugnación; 
• Que los actos alegados hayan sido consentidos libre y expresamente por el 
agraviado; 
• Que la pretensión de amparo sea objeto procesal por otro recurso 
constitucional350; 
• Que hubieren cesado los efectos del acto reclamado; 
• Que se hubiere interpuesto anteriormente amparo constitucional con 
identidad de sujeto, objeto y causa; 
• Que la pretensión de amparo tenga un fin ilícito351. 
                                                 
349 Al respecto, en relación con el amparo español, se dirá que “El Tribunal no tiene porque aplicar un criterio 
pro actione para admitir amparos prematuros, sino que, antes bien, deberá premiar al máximo la 
subsidiariedad”; vide Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las 
sentencias…”, op. cit. pág. 29. 
 
350 En efecto, no se puede pretender que mediante el amparo, por ejemplo, se declare la nulidad de un acto por 
haber sido emitido por una autoridad sin jurisdicción ni competencia (art. 31 CB), ya que ese acto habrá de ser 
objeto del recurso de nulidad. En otras palabras: “a través del amparo constitucional no se puede ingresar a 
examinar si las autoridades recurridas actuaron sin competencia o usurparon funciones que no les 
corresponde, ya que para ello existe un recurso específico que está establecido expresamente en la Constitución 
Política del Estado y en la ley del Tribunal Constitucional, por cuanto, a través del recurso de amparo no se 
pueden declarar nulos los actos realizados sin competencia”; en este sentido, la STC Nº 0585/2005. 
 
351 Desde luego, dichas causales no son números clausus, ya que, tal como el propio TC ha establecido (AC Nº 
107/2006): “El análisis formal previo a la admisión del recurso de amparo constitucional, no debe ser aislado, 
sino integral; es decir, que no sólo se debe tener en cuenta las normas previstas en la Constitución Política del 
Estado y la Ley del Tribunal Constitucional; sino también, el desarrollo de la doctrina o jurisprudencia 
constitucional; en el caso de la declaratoria de improcedencia in limine, debe aplicarse las causales previstas 
en el art. 96 de la LTC, y las sub-reglas de improcedencia establecidas a través de la jurisprudencia 
constitucional; como ser la interposición del recurso de amparo constitucional fuera del plazo de los seis meses 
(AC 0053/2005-RCA, de 26 de octubre); cuando se impugne otra Resolución de amparo constitucional, dictada 
por el Tribunal de garantías o el Tribunal Constitucional; (SC 0834/2004-R, de 1 de junio, y AC 100/2006-
RCA, de 31 de marzo); cuando a través de este recurso -en base al art. 31 de la CPE- se pretenda la nulidad de 
resoluciones o actos por falta, pérdida o usurpación de competencias (SC 0542/2005-R, de 18 de mayo, y 
0585/2005-R, de 31 de mayo); o cuando se pretenda la tutela del derecho a la libertad física (SC 0290/2005-R, 
de 4 de abril), en éstos dos últimos casos, por existir otro recurso específico; ante estas circunstancias, 
corresponde la improcedencia in limine de la demanda”. 
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Ahora bien, la concurrencia de cualquiera de las causales señaladas dará lugar 
a la declaración de improcedencia in limine de la pretensión de amparo. Dicha 
resolución será adoptada mediante Auto motivado, por el juez o tribunal de amparo 
una vez presentada la demanda, esto es, antes de cualquier otra actuación. Frente 
a dicho Auto cabe la posibilidad de su apelación. Aunque en un primer momento, la 
STC Nº 0505/2005 establecía que dicha resolución debe ser remitida ante el TC de 
oficio para su revisión; la revisión sería actuada por la Comisión de Admisión352. Sin 
embargo, aquel entendimiento fue modificado a través de una posterior resolución 
del propio TC, el AC Nº 107/2006. En esta resolución, entre otros aspectos353, se 
establece que los autos de improcedencia in limine dictados por los jueces o 
tribunales de amparo, ya no serán remitidos de oficio ante el TC, sino sólo a 
instancia de parte; es decir, sólo cuando la parte interesada impugne la resolución 
dentro de las sesenta y dos horas de haber sido notificado con la resolución354. 
 
En tal sentido, la impugnación de la resolución se presentará por escrito y de 
manera fundamentada, ya que la revisión “será viable únicamente, cuando el o los 
recurrentes impugnen por escrito y de manera fundamentada, ante el Juez o 
Tribunal de amparo, el rechazo o la declaratoria de improcedencia del recurso, 
según sea el caso; de no darse esta circunstancia, no se abre la competencia de la 
Comisión de Admisión para realizar dicha revisión” 355. La Comisión de Admisión, a 
                                                 
352 En efecto, aunque sin especificar el plazo, pero es de suponer que será en el plazo de 24 horas (art. 19.V CB) 
el Tribunal determinó que: “…en los casos en que los jueces o tribunales de amparo: 1. rechacen el recurso, ya 
sea por incumplimiento de requisitos de fondo o por falta de subsanación de los requisitos de forma, dentro del 
plazo establecido por el art. 98 de la LTC, o 2. declaren la improcedencia del amparo constitucional, por 
alguno de los supuestos de inactivación establecidos en el art. 96 de la LTC, sus resoluciones deben ser 
revisadas por la Comisión de Admisión del Tribunal Constitucional, dada la naturaleza de las funciones que le 
asigna la Ley”. 
 
353 Así por ejemplo, se dice que “el recurrente, en los casos en que su demanda sea rechazada, podrá 
interponer un nuevo recurso cumpliendo todas las exigencias legales; y en caso de que el recurso sea 
declarado improcedente, advertido de la errónea interposición del mismo, podrá desistir de su pretensión, o 
plantear nuevo recurso cuando considere que concurren los requisitos de procedencia”. 
 
354 Ello supone a su vez, tal como establece el mismo AC Nº 107/2006, que la Circular “K” Cite Of TC 
358/2000 queda sin efecto, es decir: “…al quedar establecido que la revisión de las resoluciones de rechazo e 
improcedencia, es a instancia de parte a través de la impugnación, se deja sin efecto la Circular “K” Cite Of 
TC 358/2000, de 21 de junio, que dispuso que los recursos de hábeas corpus y amparo constitucional, 
rechazados o no admitidos, sean elevados de oficio para su revisión ante el Tribunal Constitucional”. 
 
355 Empero, lo que el Auto no dice es si con la resolución, también, ha de notificarse a la parte demandada. 
Principio de igualdad y de contradicción, debería de notificarse a las dos partes y, de ese modo, la parte 
demandada, si así lo desea, pueda aportar más elementos de juicio, de cara a la confirmación o aprobación del 
rechazo in limine, por la Comisión de Admisión del TC. 
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tiempo de resolver la resolución de improcedencia in limine, dictará Auto 
Constitucional, ya sea «aprobando» o «revocando» la resolución objeto de revisión. 
 
Dado que sobre el referido procedimiento de revisión se volverá más adelante, 
de momento sea suficiente con dejar constancia de que el procedimiento en 
cuestión es de nuevo cuño y como tal, lógicamente, requiere todavía de algunos 
ajustes, básicamente, con la finalidad de evitar, si cabe la expresión, “de que el 
remedio no resulte peor que la enfermedad”356. En este sentido, de cara a los 
litigantes y sus abogados, no está de más precisar que, con la adopción del referido 
procedimiento no se trata, en modo alguno, de limitar el derecho que tienen de 
acudir ante el Tribunal y hacer valer sus pretensiones en dicha sede; se trata más 
bien, en el fondo, de permitir que los JGC en fase de admisión y el TC en revisión, 
valoren la corrección de la demanda y su interés constitucional desde la doble 
perspectiva -objetiva y subjetiva- que interna el proceso de amparo357. Asimismo, se 
debe precisar que con ello, en el fondo la idea es convertir la fase de admisión, 
como ya se dijo, en una especie de filtro que permita depurar la avalancha de 
demandas de amparo y por ende, impedir, así sea sólo en parte358, el colapso del 
TC y sus efectos negativos para el funcionamiento del sistema. 
 
No obstante, si acaso, de cara a los litigantes algo cambia, dicho cambio tiene 
que ver con la toma de conciencia respecto la importancia de la demanda y la 
necesidad de que debe reunir, ineludiblemente, unos requisitos de admisibilidad y 
estar exenta de las casuales que impiden entrar en su análisis. En otras palabras, 
los litigantes deberán cambiar la vieja concepción de que la demanda de amparo es 
una demanda simple y asumir que se trata de una demanda especial que tiene dos 
propósitos, el de iniciación del proceso y la declaración de la pretensión. Por lo 
tanto, una demanda que exige un mayor grado de análisis de los hechos y del 
Derecho que se ha de invocar como fundamento de la pretensión; además, una 
                                                 
356 En sí, sobre la Competencia de la CA, el procedimiento de revisión del rechazo in limine de las demandas de 
amparo y demás cuestiones relacionadas con dicho procedimiento, se volverá en el apartado relativo a la 
revisión del rechazo de la demanda y de la improcedencia in limine, apartado 1 del Capítulo IX. 
 
357 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo: “La naturaleza del recurso de amparo 
y su configuración procesal”, en, RVAP, núm. 39, 1.994, pág. 102. 
 
358 En el Derecho comparado, más específicamente en el amparo español, no obstante, se dice que “el rechazo in 
limine no ha reducido significativamente la afluencia de recursos nuevos”, vide, Rubio Llorente, Francisco: 
“DIVIDE ET OBTEMPERA? Una reflexión…”, op. cit. pág. 63. 
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demanda que se debe presentar con las pruebas suficientes y conducentes para 
demostrar tanto de los aspectos formales como materiales, ya que en definitiva, de 
ello dependerá el éxito o el fracaso de la pretensión de amparo359. 
 
Por su parte, de cara a los jueces y tribunales de amparo, habrá de vigilarse que 
la figura procesal no se convierta en una práctica perniciosa tanto para los 
recurrentes como para el propio Tribunal Constitucional. Dada la cantidad de JGC 
en todo el territorio nacional, la mala utilización de la improcedencia in limine puede 
dar lugar, cuanto menos, a dos supuestos nocivos: o, que los criterios de valoración 
sobre la concurrencia de las casuales de improcedencia in limine se dispersen en la 
misma cantidad de jueces y tribunales de amparo existentes generando inseguridad 
jurídica en desmedro del propio amparo; o, que los jueces y tribunales de amparo 
opten por declarar la improcedencia in limine de los amparos y no precisamente por 
concurrir en ellas las causales del art. 96 LTC, sino por otras razones no siempre 
plausibles, convirtiendo así el amparo en un proceso tedioso y por ende, ineficaz.  
 
A la luz de la práctica, al parecer, lo segundo es lo que ya viene sucediendo, ya 
que del total de las demandas presentadas en los últimos dieciocho meses, una 
gran mayoría de ellas están siendo declaradas improcedentes in limine. Lo que 
supone decir que los jueces y tribunales de amparo en vez de ingresar en la 
cuestión de fondo, están optando por declarar la improcedencia in limine y así 
evitarse dar una respuesta sobre el fondo del asunto. 
 
Dichas resoluciones, sin embargo, en grado de revisión y en una gran mayoría 
están siendo revocadas y devueltas al juez de amparo por la CA, al entender éste 
último que, las mismas han sido rechazadas indebidamente. Esta situación, 
lógicamente, lo que viene provocando en los demandantes es una cierta 
desconfianza en los JGC; desconfianza que sólo llega a su fin cuando la CA dicta 
resolución, ya sea revocando o confirmando la improcedencia in limine impugnada. 
                                                 
359 Ciertamente, en el proceso de amparo, seguramente como en el resto de los procesos, las pruebas constituyen 
un elemento fundamental para el éxito del amparo. Acaso en este sentido, refiriéndose al amparo español, se 
dice que, “el recurrente en amparo constitucional debería convencer al Tribunal Constitucional de la relevancia 
constitucional y/o subjetiva de su demanda, vide, Cruz Villalón, Pedro: “El recurso de amparo. I el juez y el 
legislador”, en, VV. AA: Los procesos constitucionales: Segundo Simposio de Derecho Constitucional, (Sevilla, 
27 y 28 de septiembre de 1991), CEPC, Madrid, 1992, pág. 119. 
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En vista de que, para los jueces y tribunales de amparo, siempre será más 
“cómodo” adoptar la resolución de improcedencia in limine antes que ingresar en la 
cuestión de fondo y, así evitarse, por ejemplo, la celebración de la audiencia pública 
de verificación que no siempre es de su agrado, especialmente en aquellos casos 
complejos; lo aconsejable es que se adopten los recaudos necesarios de modo que 
pueda frenarse dicha tendencia360. 
 
A modo de sugerencia, en los supuestos donde la decisión del juez de amparo 
haya sido indebidamente adoptada, la CA no sólo debería de limitarse a revocar o 
anular tal resolución sino que, además, debería poder pronunciarse sobre la validez 
y coherencia de los argumentos con los que el juez o tribunal de amparo decidió 
declarar la improcedencia del amparo. Así, en aquellos casos donde la 
improcedencia haya sido adoptada indebidamente, esto es, sin la suficiente -o 
incluso ninguna- motivación ni fundamentación361, el juez o tribunal, en un primer 
momento, debería ser objeto de llamada de atención; pero, en caso de reincidencia, 
malicia o incluso temeridad, la CA debería disponerse la remisión de antecedentes 
ante el Consejo de la Judicatura para la apertura del proceso disciplinario y, en su 
caso, del proceso penal362. 
 
Por otra parte, en tales supuestos, en atención a los principios de celeridad, 
inmediatez y de economía procesal, no debería de devolver el expediente al juez de 
origen sino, admitir la demanda y remitir al Pleno para su resolución sobre el fondo 
del asunto planteado363. 
                                                 
360 Por su puesto, en ello también tiene mucho que ver, la carga de trabajo que supone la celebración de dicha 
audiencia, ya que los jueces y tribunales de amparo no sólo tienen que conocer y resolver las demandas de 
amparo sino, todas las demandas ordinarias que son su competencia natural. Dada la sobre carga procesal que 
afrontan, despojarse de un asunto, en este caso del amparo, seguramente, no resulta del todo desaconsejable. 
 
361 En aquellos casos donde la concurrencia de alguna de las causales de improcedencia sea manifiesta, no 
habría mayor problema ni necesidad de mayor fundamentación; donde si tuviese que fundamentarse y motivarse 
la decisión sería en aquellos casos donde el asunto plantea dudas en uno y otro sentido, es decir, tanto sobre la 
improcedencia como en relación con la admisión. En tales supuestos, el asunto se zanjaría con un precedente 
constitucional, es más, en tales casos, para decidir sobre la improcedencia in limine la invocación de un 
precedente como parte de la fundamentación debería de ser obligatoria. 
  
362 Dicha medida es apenas un ejemplo de muchas otras que se pueden adoptar, siempre con la finalidad de que 
el amparo, no se torne un proceso tedioso y por ende ineficaz. De todos modos, sobre esto se volverá en el 
apartado correspondiente a la competencia de la CA para revisar no sólo las sentencias de improcedencia in 
limine sino, además, las de rechazo de la demanda. 
 
363 Este planteamiento viene desarrollado, con mayor detenimiento, en el apartado correspondiente a la revisión 
de la improcedencia in limine por la CA, concretamente en el apartado 1 del Capítulo IX. 
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2.2. Admisión de la demanda: Criterios de admisibilidad 
 
Siguiendo la doctrina del TC, “si se constata que procede el amparo por no 
existir ninguno de los supuestos de improcedencia reglada por el art. 96 de la LTC, 
el juez o tribunal tendrá que abocarse al análisis de los requisitos de admisibilidad”. 
En otras palabras, el juez de amparo después de haber verificado que en la 
demanda no concurre ninguna de las causales de improcedencia (primer ámbito de 
análisis), tendrá que pasar al segundo ámbito de análisis referido a la admisibilidad 
de la demanda. Este ámbito, como su propio nombre indica, se refiere a la 
obligación del juez de revisar si en la demanda concurren los requisitos de 
admisibilidad. 
 
Dichos requisitos, no son otros que los establecidos en el art. 97 LTC, más 
específicamente, en sus parágrafos I, II y V; aunque no los únicos, ya que según se 
verá a continuación existen otros más. Por consiguiente, podría decirse que una 
demanda de amparo sólo será admitida a trámite, en tanto en cuanto reúna los 
siguientes requisitos: 
• La acreditación de la personería (personalidad y capacidad jurídica de obrar) 
del demandante; 
• La acreditación de la representación mediante poder especial, expreso y 
suficiente, cuando la demanda sea presentada por una tercera persona; 
• EL domicilio del demandante o de su representante legal (art. 30.2 LTC) 
• El nombre y la acreditación de la legitimación pasiva del demandado; 
• La especificación del domicilio del demandado o de su representante legal, 
según el caso; 
• Las pruebas que acrediten el acto ilegal o la omisión indebida alegada como 
fundamento de la pretensión; 
• La indicación del juez o tribunal ante quien se interpone el amparo [art. 30.1) 
LTC, en relación con el art. 327. 1) Cpc]; 
• La suma o síntesis de la acción que se deduce [art. 327.2) Cpc], y; 
• Firma de Abogado (parágrafo II del art. 30 LTC)364. 
                                                 
364 Prácticamente en los mismos términos, en un caso concreto donde el tribunal de amparo de la fase de 
verificación había rechazado la demanda por supuestamente incumplir los requisitos de admisibilidad,  el TC a 
través de la CA entendió que la demanda reunía todos los requisitos, porque los demandantes habían acreditado 
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Si la demanda reúne estos requisitos, será admitida a trámite, con todos los 
efectos que ello implica. Recuérdese que la admisión de la demanda en el proceso 
de amparo, es aquel procedimiento por medio del cual, el órgano que conoce de la 
misma, resuelve darle curso accediendo a su tramitación y obligándose a 
promoverlo; pero, además, obligándose a su vez, a pronunciarse inexcusablemente 
sobre la cuestión de fondo, es decir, sobre la pretensión planteada que se deduce 
en la demanda que admitió. 
 
Sin embargo, aún cuando los requisitos formales que se acaban de describir 
deban cumplirse indefectiblemente en toda demanda de amparo, cosa que en la 
práctica no siempre es así, por razones de economía procesal365 y el carácter 
informal del proceso de amparo, aconsejan la posibilidad de subsanar determinados 
defectos. En este sentido, el art. 98 de la LTC, establece que dichos defectos 
podrán ser subsanados en “el plazo de cuarenta y ocho horas de su notificación, sin 
ulterior recurso” 366. Por consiguiente, ningún juez podrá declarar la inadmisibilidad 
de la demanda, sin previamente haber otorgado al demandante la oportunidad de 
subsanar el o, los defectos de forma de la que pudiera adolecer su demanda367. 
 
Dicho lo cual, está claro que toda demanda que no reúna -o no sean 
subsanados- los requisitos de forma que se acaban de señalar, no será admitida a 
trámite, o lo que es lo mismo, será inadmitida mediante resolución de «rechazo de 
                                                                                                                                                       
los siguientes requisitos: “1) acreditaron su personería, como agraviado y apoderado; 2) expusieron con 
precisión y claridad los hechos que le sirven de fundamento…; 3) precisando que con dichas resoluciones se 
vulneraron sus derechos a la igualdad, a la seguridad jurídica, a la igualdad conyugal, a la comunidad de 
bienes gananciales y la garantía al debido proceso, 4) para pedir por último la nulidad de las Resoluciones, 
(…) existe una coherente relación fáctica, con los derechos supuestamente vulnerados, expresando los 
fundamentos de hecho y derecho, que constituyen la causa de su petición; 5) acompañando las pruebas en que 
fundan la demanda; 6) señalando el domicilio de los terceros interesados para efectos de su notificación, 
cumpliendo de esta manera con los requisitos de admisibilidad formal del recurso; consiguientemente 
corresponde disponer la admisión de la presente demanda de amparo constitucional”. Así el AC Nº 0325/2006. 
 
365 El fundamento de la «economía procesal» ha sido formulado por, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho 
procesal constitucional, op. cit. pág. 302. 
 
366 A propósito, el memorial de subsanación constituye parte esencial de la demanda, razón por el que debe 
reunir determinados requisitos formales. En este sentido, la STC Nº 0365/2005, prescribe: “toda vez que el 
memorial de subsanación no constituye una actuación de mero trámite, sino que es parte esencial de la 
demanda principal, presentada por lo demás en forma defectuosa y por lo mismo, debe ser firmada 
inexcusablemente por el recurrente -salvo que se hubiere conferido poder notarial-; lo contrario da lugar al 
rechazo del memorial de subsanación, teniéndoselo por no presentado”. 
 
367 Al respecto, la STC Nº 0245/2004, diría lo siguiente: “cabe puntualizar que los requisitos formales son los 
previstos en los parágrafos I, II y V del art. 97, los que podrán ser subsanados por el recurrente en el plazo 
mencionado”. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 490
la demanda», la misma que no necesitará de motivación368; esto, “sencillamente”, 
por tratarse de un pronunciamiento que no resuelve la cuestión de fondo. El hecho 
de que la resolución de inadmisión de la demanda no resuelve la cuestión de fondo, 
por la sencilla razón de que la inadmisibilidad de la demanda excluye cualquier 
pronunciamiento sobre el fondo del asunto, hace que la pretensión quede 
imprejuzgada y, por lo tanto, abierta la posibilidad de un nuevo amparo. 
Precisamente en este sentido, la STC Nº 1347/2003, diría lo siguiente: 
 
“Toda acción tutelar de derechos y garantías debe concluir con la Resolución del Tribunal 
Constitucional que conoce en revisión los fallos pronunciados por el Juez o Tribunal de 
amparo, conforme prescriben los arts. 19. IV de la CPE y 102.V de la LTC. A partir de esa 
Sentencia dictada en revisión, y sólo en caso de que la misma hubiera declarado la 
improcedencia del recurso por cuestiones formales que no significan el análisis del fondo 
del asunto, la parte recurrente podrá intentar un nuevo recurso cumpliendo con todos los 
requisitos extrañados, para lograr un pronunciamiento sobre el fondo de su petición”369. 
 
Por otra parte, bien es verdad que cabe la posibilidad de que se dé la 
admisibilidad parcial de la pretensión, por ejemplo, cuando la demanda sea admitida 
sólo por un hecho (acto u omisión) o contra una sola persona y no así contra todos 
los demandados370; sin embargo, tal circunstancia no presenta ninguna particu-
laridad que amerite un tratamiento específico, razón por el que, a modo de resumen, 
convenga reiterar que a partir de la STC No 0505/2005, el procedimiento de 
admisión de la demanda, implica dos ámbitos de análisis, una sobre las causales de 
                                                 
368 La sentencia del Tribunal (Nº 0505/2005), a pesar de reconocer el cambio en la terminología, no es del todo 
específica a la hora de precisar el nombre que han de recibir la resolución que inadmita la demanda. A lo sumo, 
lo que dice es lo siguiente: “Se debe dejar establecido que los fundamentos de la presente Resolución 
constituyen un cambio jurisprudencial respecto a las causales de improcedencia del recurso de amparo 
constitucional, toda vez que antes se sostenía que los supuestos contenidos en el art. 96 sólo podían ser 
analizados una vez admitido el recurso, cuando se pronunciaba Resolución, aclarándose que los jueces y 
vocales de amparo constitucional deberán proceder conforme a los fundamentos contenidos en la presente 
Sentencia”. 
 
369 En una posterior resolución, el AC Nº 107/2006, el Tribunal estableció, además, lo siguiente: “…en caso de 
intentarse un nuevo recurso, no podrá argüirse la causal de improcedencia por identidad de sujeto, objeto y 
causa; dado que el anterior recurso no fue admitido, por ende, no se ingresó al fondo de la causa, única 
circunstancia que hace aplicable dicha casual de inactivación”. 
 
370 En este sentido, en relación con al requisito formal de la legitimación pasiva, por ejemplo, el TC fundó una 
línea jurisprudencial que establece que, en los casos de recursos de amparo constitucional, se acepta la 
legitimación pasiva parcial de miembros de órganos colegiados ante la existencia de medidas de hecho que 
amenazan comprometer derechos fundamentales y primarios de personas. En tales supuestos el Tribunal dijo lo 
siguiente: “(…) al existir legitimación parcial en el presente caso y al tratarse los hechos denunciados de vías y 
acciones de hecho, es preciso efectuar una excepción en el caso concreto e ingresar al análisis de fondo de la 
problemática planteada, prescindiendo de la omisión de no haberse recurrido contra todos los miembros del 
Directorio”, así la STC Nº 0953/2006. 
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improcedencia in limine y otra sobre los requisitos de admisibilidad371. De donde, 
una demanda de amparo sólo será admitida a trámite, cuando concurran dos 
condiciones: primero, que no se halle incurso dentro las causales de improcedencia 
in limine, y; segundo, que reúna los requisitos de admisibilidad, caso contrario, la 
demanda no prosperará, esto es, no será admitida372. 
 
Por último, resta por decir que de conformidad con lo dispuesto por el art. 98 
LTC373 el plazo para la admisión de la demanda son veinticuatro horas, los mismos 
que se computan desde el momento de haberse ingresado la demanda en la 
ventanilla de ingreso de causas judiciales374. 
 
 
3. Adopción de las medidas cautelares 
 
Desde el punto de vista de su configuración legal, hay que decir que el expreso 
establecimiento de las medidas cautelares en el proceso de amparo, es una 
innovación de la LTC. En efecto, su art. 99, establece lo siguiente: 
 
“A tiempo de admitir el recurso el Tribunal o juez competente podrá dictar las medidas 
cautelares necesarias para evitar la consumación de la amenaza de restricción o supresión 
                                                 
371 Bien es verdad, como dice Pérez Tremps, Pablo, “a menudo, las fronteras entre estos dos motivos de 
inadmisión no son del todo claros, lo que hace que pueda resultar difícil determinar si nos encontramos ante un 
supuesto u otro”, refiriéndose al amparo español, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 259. 
 
372 Un buen ejemplo de cómo en la práctica los jueces de amparo vienen exigiendo el cumplimiento de los 
requisitos de la demanda, sin duda, es el Auto del 6 de marzo de 2007 donde el tribunal de amparo, previa a la 
admisión, dispuso que el recurrente: “a) Señale con precisión las generales de la parte recurrente y de los 
recurridos; b) Adjunte la documentación original o fotocopias legalizadas de la Resolución emitida por el 
Tribunal Disciplinario Superior de la Policía Nacional; c) Conforme el litis consorcio necesario, considerando 
la Sentencia 019/2006; d) Aclare y acredite si el proceso disciplinario seguido en contra de su mandante está 
concluido; e) Señale las generales de ley de los terceros interesados; f) Demuestre los recursos interpuestos en 
las diferentes instancias; g) Acredite la excepción de prescripción opuesta; y h) Indique porque no interpuso 
recurso de nulidad por los actos descritos y por la composición del Tribunal Disciplinario Departamental”. 
Este extracto puede verse en la STC Nº 1135/2007. 
 
373 El precepto en cuestión establece que: “El Tribunal o juez competente en el plazo de veinticuatro horas 
admitirá el recurso de amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma y contenido exigidos por el 
artículo precedente; caso contrario será rechazado”. Tomando en cuenta que este precepto estaba pensado para 
la práctica anterior donde no existía la fase de admisión, lo aconsejable es que sea modificada de modo que se 
ajuste a la nueva realidad, ya que el plazo de las veinticuatro horas no son suficientes para un análisis prolijo de 
la demanda a efectos de su admisión, rechazo o improcedencia. 
 
374 En la práctica, la referida ventanilla de ingreso de causas, normalmente, sólo existe en las Capitales de 
Departamento y no así en las provincias. No obstante, el funcionario que recibe la demanda, sea en la ventanilla 
o en la secretaría del juzgado de partido en las provincias, inmediatamente pasa la demanda, previo sorteo 
efectuado mediante el sistema informático, a conocimiento de la Sala y en su caso del Juez de partido. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 492
del derecho o garantía en que se funda el recurso, que a su juicio, pueda crear una 
situación insubsanable por el amparo. El recurrente también podrá solicitar la adopción de 
medidas cautelares en cualquier momento, con carácter previo a la resolución final”. 
 
En la Constitución, dicho procedimiento sólo se entiende implícitamente previsto 
o extraído del texto contenido en el apartado V del art. 19, donde se establece que: 
“Las determinaciones previas de la autoridad judicial y la decisión final que conceda 
el amparo serán ejecutadas inmediatamente…”. En otras palabras, las medidas 
cautelares en la Constitución vienen establecidas bajo la denominación de 
“determinaciones previas”, las mismas que junto a la decisión final que conceda el 
amparo, según la propia norma normarum, “serán ejecutadas inmediatamente”. A la 
luz de ambos preceptos, el juez o tribunal que conoce del amparo, podrá adoptar 
medidas cautelares de oficio o a instancia de parte, en cualquier momento del 
proceso hasta antes de dictar sentencia. 
 
En un primer momento, la adopción de la medida cautelar se explica en el hecho 
de que la incoación de la demanda no produce por sí sola efecto directo alguno, ni 
en relación con la actuación de los órganos judiciales o administrativos, en general, 
ni en relación con el acto u omisión impugnado, en particular. En este sentido, la 
STC Nº 1206/2003, dijo: 
 
“…la actividad jurisdiccional ordinaria no está sometida a los actos de la jurisdicción 
constitucional de hecho, de modo que la mera interposición de un recurso ante esta 
jurisdicción no implica que la autoridad judicial en la jurisdicción ordinaria deba suspender 
la celebración de actos ni abstenerse de dictar resoluciones”. 
 
De manera que, la adopción de las medidas cautelares resulta justificada, en la 
medida en que su adopción permite al tribunal acordar la suspensión o cesación del 
acto impugnado, por razón de la cual se reclama la protección jurisdiccional. De 
hecho, si el tribunal no tuviera esa potestad, la protección jurisdiccional sería, en 
muchos casos, inoperante375. Aunque, en estricto apego a la literalidad de la norma 
descrita, cabría decir que, las medidas cautelares sólo pueden recaer en aquellos 
                                                 
375 A propósito, en el amparo español, frente a la tendencia de objetivación del amparo, se dice que la 
suspensión cautelar (art. 56 LOTC) ha de suponer una “mejora significativa de la misma”, vide, Cruz Villalón, 
Pedro: “Acotaciones al proyecto de reforma de la justicia constitucional”, en, Espín Templado, Eduardo, 
Fernández Farreres, Germán y Cruz Villalón, Pedro: La reforma de la justicia constitucional, Aranzadi, 
Navarra, 2006, pág. 78. 
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supuestos de amenaza de restricción o supresión de los derechos invocados; es 
decir, “para evitar la consumación de la amenaza de restricción o supresión del 
derecho o garantía en que se funda el recurso”, y no así para los demás supuestos 
donde la restricción o supresión del derecho o garantía fundamental en que se 
funda el recurso, ya se haya consumado. 
 
Sin embargo, dicha interpretación -si bien literal pero restrictiva- no se puede 
asumir como tal, ya que no condice ni con el principio de favorabilidad que informa 
el amparo, ni con el presupuesto fomus boni iuris en que se sustenta su adopción. 
Por consiguiente, las medidas cautelares no sólo podrán adoptarse en los 
supuestos de amenazas sino, en todos aquellos donde exista la necesidad 
ineludible de su adopción376. En tanto que sirve para asegurar los efectos del 
proceso en todos aquellos supuestos donde exista riesgo de inefectividad práctica 
de la eventual sentencia estimatoria, las medidas cautelares podría decirse que son 
anticipativos de los efectos particulares de dicha sentencia377. 
 
Ampliando un poco más la idea expuesta, cabe agregar que la necesidad de su 
adopción halla su fundamento en la concurrencia de una especial circunstancia que 
no sólo afecta al interesado sino al mismo proceso de amparo. En este sentido, las 
medidas cautelares se adoptaran para evitar: de un lado, una situación 
insubsanable, es decir, para evitar al demandante una situación grave e 
irremediable y, por el otro, como consecuencia del primero, para evitar que el 
otorgamiento del amparo pierda su finalidad, esto es, que en relación con el caso 
concreto, el proceso de amparo no resulte un mero formalismo que llegado el 
momento no tenga ninguna eficacia práctica. 
 
Ello significa que las medidas cautelares tienen una clara finalidad preventiva, 
pero que, sin embargo, no se adoptan en todos los supuestos. Con carácter 
general, podría decirse que la adopción de dichas medidas está supeditada a la 
                                                 
376 Sobre el tema, en la doctrina española, entre otros, vide, Montañés Pardo, Miguel Ángel: La suspensión 
cautelar en el recurso de amparo. Prontuario de jurisprudencia constitucional, Aranzadi, Navarra, 2001; 
Vecina Cifuentes, Javier: Las medidas cautelares en los procesos ante el Tribunal Constitucional, Colex, 
Madrid, 1993, en especial los Capítulos I y V. 
 
377 En este sentido, refiriéndose a las medidas cautelares en el amparo español, Vecina Cifuentes, Javier: Las 
medidas cautelares en…, op. cit. pág. 199. 
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concurrencia de determinados presupuestos y/o límites tanto formales como 
materiales378. 
 
Los límites materiales son aquellos que se deben tomar en cuenta para decidir 
sobre la adopción de dichas medidas, en procura de buscar, básicamente, el 
equilibrio racional entre lo que se pretende proteger y lo que se pueda afectar. A tal 
efecto, se debe realizar una especie de ponderación entre: a) los derechos y 
garantías fundamentales del recurrente; b) los derechos y garantías fundamentales 
del recurrido, c) los derechos y garantías fundamentales de los terceros, y; d) el 
interés general o perturbación del interés general. 
 
Por su parte, los límites formales son aquellos que están relacionados con la 
forma y contenido de la resolución que otorga la medida. Dichos límites formales, 
básicamente, consisten en que a) la suspensión cautelar no puede prejuzgar la 
resolución final, y; b) la resolución tampoco puede anticipar lo que es el contenido 
mismo de la pretensión de amparo. 
 
Así pues, en tanto en cuanto revelan una concreta situación, las medidas 
cautelares son medidas excepcionales, ya que, su adopción responde a criterios 
racionales de equilibrio entre los intereses del recurrente, los intereses generales de 
la sociedad y los derechos de los terceros379. Por otra parte y como no podía ser de 
otra manera, la alegación del perjuicio grave e irreparable, como presupuesto 
fundamental y sine qua non para otorgar la medida, deberá ser acreditada 
suficientemente; asimismo, el perjuicio grave e irreparable, deberá ser real, o cuanto 
menos inminente y objetivamente contrastable a través de las respectivas pruebas 
aportadas por el solicitante y no así, una mera alegación de un perjuicio futuro o 
hipotético, o incluso un simple temor subjetivo del recurrente carente de objetividad. 
 
Una vez adoptada la medida cautelar, se entiende en el marco de los 
presupuestos y/o límites señalados, la misma permanecerá vigente e inalterable en 
                                                 
378 En el Derecho comparado, cuando el juez concede la medida cautelar, en una especie de compensación, suele 
pedir la denominada contra cautela, práctica que en el amparo boliviano no se da, lo que equivale a decir que la 
medida cautelar se otorga sin otro requisito que los que se señalarán a continuación. 
 
379 En este sentido, el Auto Constitucional Nº 17/1980, del TC español. 
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tanto en cuanto el TC, en revisión, no diga lo contrario380. En otras palabras, no 
obstante sus notas de provisionalidad, variabilidad y revocabilidad, una vez 
adoptada, en principio, desplegará sus efectos hasta que el proceso termine, ya sea 
por sentencia o por cualquier otro medio de terminación del mismo. Precisamente 
en este sentido, el TC a través del Acuerdo Nº 03/1.999 estableció que “las medidas 
cautelares adoptadas por el juez o tribunal del amparo constitucional se mantendrán 
vigentes hasta que se dicte el auto constitucional”.  
 
Es más, en un supuesto concreto donde un juez había sido demandado en 
amparo por no haber accedido a la solicitud de suspensión de las medidas 
cautelares, el Tribunal mediante su STC Nº 545/2002, con meridiana claridad dijo lo 
siguiente: 
 
“...la autoridad demandada al haberse rehusado a ordenar el pago de la deuda 
argumentando que el Recurso de Amparo Constitucional se encontraba en revisión en el 
Tribunal Constitucional, actuó correctamente y de acuerdo a la línea jurisprudencial 
sentada por este Tribunal, sin que en momento alguno haya cometido actos ilegales que 
violenten los derechos del recurrente, máxime si el Tribunal de Amparo ordenó como 
medida precautoria, a tiempo de admitir el Recurso, que la Jueza demandada se abstenga 
de ordenar dicho pago hasta la resolución del Amparo, incluyendo su revisión; orden a la 
que dio estricto cumplimiento actuando siempre conforme a derecho”. 
 
Por lo tanto, a modo de síntesis, hay que decir que la medida cautelar, tal como 
establece el art. 99, puede -y en su caso debe- adoptarse de oficio o a petición 
expresa de parte interesada. Asimismo, la medida podrá ser solicitada en cualquier 
momento del proceso hasta antes que se adopte la decisión final, esto es, hasta 
antes de que el TC dicte sentencia definitiva en grado de revisión, lo que equivale a 
decir que podrá ser incluso solicitada ante el propio TC381. La autorización de la 
                                                 
380 Amén de que en la práctica, la adopción de las medidas cautelares, cada vez tiene menos uso, el hecho de que 
la medida se adopte con carácter inmodificable, esto es, entre tanto la sentencia no diga lo contrario, ello no 
debería impedir que se adopte la medida con carácter provisional; vale decir, con carácter inmediato y a reserva 
de la audiencia de verificación. En la audiencia, luego de escuchadas las partes, debería decidirse, según el caso, 
ya sea por la concesión o por la revocación –total o parcial- de la medida provisional. Es más, en virtud de 
circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser conocidas a tiempo de adoptarse la medida, debería poder 
modificarse la resolución y no tener, necesariamente, un carácter definitivo. Sobre la adopción provisional de 
las medidas cautelares en la práctica del amparo español, vide, Montañés Pardo, Miguel Ángel: La suspensión 
cautelar en el recurso de amparo..., op. cit. pág. 27. 
 
381 Vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción Constitucional en Bolivia. Procesos..., op. cit. pág. 408. En 
el mismo sentido, la STC Nº 0163/2004, dirá que: “cuando la parte afectada en sus derechos considera 
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medida cautelar siempre habrá de ser expresa, de donde, la mera petición no tendrá 
otro efecto que el de promover la actuación del Tribunal, ya sea concediendo o 
denegando la solicitud; por consiguiente, mientras no se dicte dicha resolución, el 
acto que se pretende suspender con la medida en cuestión seguirá produciendo sus 
efectos a pesar de haber sido impugnado en amparo. 
 
 
4. Actos preparatorios de la audiencia de verificación: Actos de citación e 
incidentes previos 
 
Luego de admitida la demanda y en su caso adoptada la medida cautelar, el acto 
procesal inmediatamente posterior es la citación (emplazamiento) con el decreto de 
admisión al demandado y terceros si es que existiesen. El régimen de citaciones en 
el proceso de amparo es el mismo que en cualquier proceso constitucional y por lo 
tanto, puede llevarse a efecto, en forma personal o mediante cédula. En tal sentido 
la Constitución, en su art. 19. III, establece que “La autoridad o la persona 
demandada será citada en la forma prevista por el artículo anterior a objeto de que 
preste información y presente, en su caso, los actuados concernientes al hecho 
denunciado…”382. 
 
En relación con la citación mediante cédula, hay que decir que dicha forma de 
emplazamiento no requiere de los mismos formalismos que en los procesos 
ordinarios. Ello es así, básicamente, en razón de la naturaleza extraordinaria del 
proceso de amparo, proceso que como bien se sabe, además de tener una 
tramitación especial y sumaria, no esta sujeta a formalismo y/o solemnidades 
propias de los procesos ordinarios o comunes. Por consiguiente, de conformidad 
con lo dispuesto por el art. 14.I Rpc, la citación mediante cédula -con la demanda y 
el respectivo decreto de admisión- se practicará por el funcionario judicial adscrito, 
                                                                                                                                                       
necesario asumir alguna medida precautoria, debe solicitarla conforme a las normas previstas por el art. 99 de 
la LTC, que disponen que cuando exista el riesgo de crearse situaciones insubsanables, el Tribunal de amparo 
e incluso este Tribunal Constitucional pueden hasta antes de dictar sentencia final adoptar medidas 
cautelares”. 
 
382 El artículo anterior al que alude el precepto, refiriéndose a los casos donde el demandado es un funcionario 
público, señala que la citación será practicada de forma “personal o por cédula en la oficina de la autoridad 
demandada”. Por su parte el art. 100 LTC, establece que se seguirá el mismo procedimiento cuando la citación 
tenga que efectuarse al “particular recurrido” y, agrega que el emplazamiento “será obedecido sin observación 
ni excusa”. 
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al juzgado o tribunal, que conoce del amparo, sin necesidad de elevar informe 
previo ni recabar una orden expresa del juez o tribunal que dispuso la citación383; 
aunque, necesariamente, tendrá que hacer constar dicha circunstancia a tiempo de 
transcribir la actuación, en el cuaderno procesal384. 
 
No obstante, lo dicho no significa que la citación a las partes ha de practicarse 
de cualquier modo. En absoluto. Pues, como se recordará, para las partes 
interesadas, de la corrección y efectividad de la citación, depende el ejercicio de las 
principales garantías procesales; como por ejemplo: el derecho a la defensa y el 
derecho a la igualdad de armas, los mismos que a su vez, subyacen de los 
principios de contradicción, igualdad y publicidad que rigen el proceso de amparo 
constitucional. De manera que, aun prescindiendo de los formalismos propios de la 
jurisdicción ordinaria, la citación habrá de practicarse de modo que resulte eficaz 
para el notificado, ya que, de dicha eficacia, depende el ejercicio de otros derechos. 
Precisamente en este sentido, la STC Nº 1845/2004, estableció lo siguiente: 
 
“…los emplazamientos, citaciones y notificaciones (notificaciones en sentido genérico), que 
son las modalidades más usuales que se utilizan para hacer conocer a las partes o 
terceros interesados las providencias y resoluciones de los órganos jurisdiccionales o 
administrativos, para tener validez, deben ser realizados de tal forma que se asegure su 
recepción por parte del destinatario; pues la notificación, no está dirigida a cumplir una 
formalidad procesal en si misma, sino a asegurar que la determinación judicial objeto de la 
misma sea conocida efectivamente por el destinatario (…); sin embargo, en coherencia 
con este entendimiento, toda notificación por defectuosa que sea en su forma, que cumpla 
con su finalidad (hacer conocer la comunicación en cuestión), es válida”385. 
 
Por otra parte, a pesar de que las normas procesales que regulan el amparo no 
dicen nada al respecto, el TC fundó una línea doctrinal estableciendo que para la 
                                                 
383 En los procesos ordinarios, la citación mediante cédula debe ser ordenada por el juez de la causa, previo 
informe del funcionario judicial de que el demandado no fue habido en el domicilio señalado por el 
demandante. Empero, valga precisar que en el proceso de amparo, si bien es cierto que no hace falta ni el 
informe ni la autorización del juez, no menos cierto es que el funcionario, previamente habrá de acudir al 
domicilio señalado y sólo en caso de no encontrar al demando, practicará dicha modalidad de citación. 
   
384 Rivera Santiváñez, J. Antonio: Jurisdicción Constitucional en Bolivia. Procesos..., op. cit. pág. 408. 
 
385 En una posterior sentencia, la STC Nº 1880/2004, el TC agregaría que: “la exigencia de la necesidad de 
asegurar el derecho a la defensa de las autoridades demandadas se explica, en razón de que en la mayoría de 
los casos, la procedencia del recurso, conlleva la imposición de responsabilidades en contra de las autoridades 
recurridas, quienes al margen de ser condenados a la reparación de daños y perjuicios, pueden ser sometidos 
inclusive a juicio penal”. 
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notificación de los terceros interesados se debe seguir el mismo procedimiento que 
para las partes principales. En este sentido, una de las primeras sentencias, la STC 
Nº 1351/2003, vino a decir lo siguiente:   
 
“Si bien es evidente que no existe norma que en forma expresa disponga la notificación 
con la admisión del recurso de amparo a los terceros interesados; el art. 19 CPE no debe 
ser interpretado en forma aislada sino dentro del principio de unidad de la Constitución 
(…), en conexión con el art. 16.II y IV y los demás preceptos contenidos en el título 
Segundo, Parte Primera de la Constitución, (…) –normas que- por su vocación garantista, 
no excluye la posibilidad de que los terceros que puedan ser afectados en sus derechos o 
intereses legítimos deban ser notificados con la admisión del recurso, a los efectos de que 
puedan ser oídos haciendo uso de los medios de defensa pertinentes al caso, si estiman 
necesario”. 
 
Por consiguiente, la Sentencia concluye señalando que las notificaciones 
deben practicarse: 
 
“… sin que la naturaleza sumaria del recurso y el principio de celeridad que lo informa 
sirvan de pretexto al Juez o Tribunal para desarrollar y culminar el trámite a espaldas de 
alguna de las partes o de los terceros interesados; dado que, si esto ocurre, se produce 
una evidente vulneración del inviolable derecho a la defensa, determinando la nulidad de lo 
tramitado”. 
 
Sin embargo, esta línea doctrinal sería modulada, en parte, por una posterior 
sentencia, concretamente en lo referido a la nulidad de lo actuado por falta de 
citación. Según la sentencia de referencias la falta de citación implicaba la nulidad 
de lo tramitado, el mismo que sería modificado por la STC Nº 0814/2006, en los 
siguientes términos: 
 
“…advertido el incumplimiento de dicho requisito en grado de revisión por el Tribunal y 
que, pese a ello ya se hubiese admitido el recurso, tramitado y llevado a cabo la audiencia 
pública de consideración, corresponde declarar la improcedencia del recurso, y no así la 
nulidad de obrados como expuso la STC Nº 1351/2003”. 
 
Con lo cual, a partir de esta última sentencia la falta de citación ya no es motivo 
de nulidad sino de improcedencia del amparo; improcedencia que, sin embargo, aun 
siendo imputable al juez, a la postre a quienes terminará afectando es a las partes, 
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además de contradecir, claro está, el principio de economía procesal, ya que para 
los afectados les supondrá incoar una nueva demanda. 
 
Puede que con la finalidad de aminorar dichos efectos y por sobre todo, con la 
finalidad de que los jueces y tribunales de amparo tengan mayor cuidado a la hora 
de practicar el procedimiento de citación, y así evitar que el amparo no sea 
declarado improcedente, el TC de cara a la práctica y a través de la misma 
sentencia, establecerá determinadas subreglas en los siguientes términos: 
 
“…a) Es exigible el señalamiento del domicilio cuando el recurso de amparo constitucional 
emerge de un proceso judicial o administrativo. b) La notificación puede ser personal o por 
cédula. c) En caso de desconocerse el domicilio real o actual, deberá señalarse el último 
domicilio procesal del proceso principal. d) Efectivizada la notificación, su participación en 
el recurso de amparo es potestativa. e) En etapa de admisión, si se advierte esta omisión, 
corresponde aplicar el artículo 98 de la LTC, concediendo plazo para su subsanación, y en 
caso de ser incumplido, da lugar al rechazo del recurso; y f) En etapa de revisión, si se 
advierte que el recurso fue admitido, tramitado y se ha llevado a cabo la audiencia de 
consideración, pese a no cumplir con este requisito, da lugar a la improcedencia del 
amparo, sin ingresarse al análisis de fondo del asunto”. 
 
Ahora bien, hasta aquí se ha dicho que los actos de citación pueden practicarse 
en forma personal y mediante cédula. También se ha dicho que el procedimiento de 
notificación por cualquiera de las formas señaladas es aplicable no sólo a las partes 
principales sino también a los terceros interesados. Pero el asunto no termina ahí, 
ya que, cuando la citación tiene que practicarse en otro asiento judicial distinto al 
lugar donde se tramita el amparo, es decir, cuando el demandado tenga su domicilio 
fuera de la circunscripción del tribunal de amparo, el trámite requiere una actuación 
adicional que es el auxilio judicial. 
 
A tal efecto, el juez o tribunal de amparo habrá de expedir exhorto suplicatorio 
dirigido al juez del lugar donde deba practicarse la citación. Éste, en mérito al 
exhorto dispondrá la citación del demandado. Una vez practicada la citación por el 
funcionario adscrito al órgano judicial auxiliante, el exhorto será devuelto al juez de 
origen con el que se habrá cumplido el formalismo procesal386. 
                                                 
386 En la práctica, este medio de citación se utiliza cuando la persona demandada es un particular, pero cuando 
es un funcionario, generalmente la citación se realiza mediante fax en su oficina. Por otra parte, valga aclarar 
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Bien, una vez practicada la citación sea en forma personal, por cédula o incluso 
por vía fax, los citados, si así lo estiman conveniente, podrán personarse al proceso 
mediante escrito dirigido al juez de amparo. En otras palabras, con la notificación 
nace, para el demandado y los terceros, el derecho de personamiento a efectos de 
constituirse en partes del proceso. Sin embargo, en la práctica, seguramente por el 
carácter sumario del proceso, los recurridos ni se apersonan ni presentan escrito de 
contestación a la demanda, limitándose a esperar el día de la audiencia y hacerse 
presentes allí387. Tal como se verá más adelante, pueden incluso optar por 
mantenerse al margen del proceso y no hacer absolutamente nada. 
 
En relación con los incidentes, en principio, el carácter sumario del proceso de 
amparo no permite la tramitación de los mismos, lo que supone decir que, al menos 
en teoría, el proceso de amparo se halla exento de incidentes. Así, por ejemplo, no 
puede incoarse incidente de recusación contra el juez o tribunal de amparo. Lo que, 
sin embargo, no impide que el juez o tribunal al hallarse incurso en alguna de las 
causales de excusa (art. 34 LTC) no pueda excusarse. Es más, de conformidad con 
lo dispuesto por el art. 35 LTC, existe la obligación de excusarse so pena de nulidad 
de los actos realizados por el juez o tribunal que debió excusarse. Al respecto, en 
una de sus primeras sentencias, la STC Nº 1264/2001, el Tribunal estableció que 
“por la naturaleza sumaria de los procedimientos constitucionales, no se reconoce el 
derecho a recusar a un juez constitucional”; en el mismo sentido y con mayor 
amplitud, mediante la STC Nº 0863/2005, diría lo siguiente: 
 
 “… por la naturaleza sumaria de los procedimientos constitucionales, no se reconoce el 
derecho a recusar a un juez constitucional (…). Sin embargo, de constatarse dicha 
irregularidad procesal, en aplicación del principio de economía procesal, (…) determina 
que éste Tribunal analice la problemática jurídica planteada por la actora”. modulación, que 
se sustenta en el deber del Tribunal Constitucional de velar por la rápida solución, 
adoptando las medidas necesarias para impedir la demora y procurar la mayor celeridad 
procesal, a tiempo de conocer una acción tutelar; dada su naturaleza jurídica, que entre 
sus características esenciales está la de otorgar tutela en forma inmediata…”. 
                                                                                                                                                       
que el funcionario judicial del órgano auxiliante, puede practicar la notificación ya sea de forma personal o 
mediante cédula. 
 
387 Se puede decir que ello es así, además, por el hecho de que la contestación a la demanda en el proceso de 
amparo no constituye una obligación, si acaso una carga, es decir, “un imperativo de su propio interés”, en este 
sentido aunque refiriéndose en términos generales al acto procesal de la contestación, Guasp, Jaime y 
Aragoneses, Pedro, en: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 627. 
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No obstante, en caso de plantearse algún incidente de carácter necesario por así 
decirlo, su tramitación habrá de llevarse a cabo de modo tal que perjudique lo 
menos posible el normal desarrollo del proceso. Un incidente que debe ser resuelto 
con anterioridad a la audiencia de verificación es, por ejemplo, el relativo a la 
incompetencia del juez o tribunal de amparo por razón de territorio388. 
 
Otro incidente, que en alguna oportunidad se ha dado en la práctica, es el 
incidente de inconstitucionalidad. Al respecto, además de reconocer dicha 
posibilidad389, aunque sin decir nada respecto si el juez de amparo debe o no 
abstenerse de dictar sentencia de amparo390, el TC se limitará a decir que el juez 
tramite tal incidente por separado y sin afectar el normal desarrollo del proceso de 
amparo391. 
 
Dado que el TC lo único que ha dicho es que el incidente de inconstitucionalidad 
en los procesos de amparo debe tramitarse por separado392, sin decir nada sobre el 
futuro de la sentencia de amparo, lo que corresponde dilucidar es precisamente 
dicha cuestión. A primera vista, caben dos posibilidades. Cuando el incidente de 
inconstitucionalidad tenga relación directa con la vulneración del derecho 
fundamental que se alega en el amparo, es decir, cuando la lesión se origine no en 
la mala aplicación de la norma impugnada, sino en la aplicación de una norma 
                                                 
388 Este incidente se planteará cuando la demanda sea admitida por un juez o tribunal que por razón de territorio 
carezca de competencia. En la práctica, no es frecuente este tipo de incidentes, ya que, son los propios jueces o 
tribunales de amparo los que, antes de admitir la demanda, se encargan de no incurrir en dicha incompetencia. 
 
389 Así, en la STC Nº 0664/2003, reconoció que, “es posible que el recurso indirecto o incidental de 
inconstitucionalidad pueda ser promovido dentro del recurso de amparo constitucional cuando éste ha sido 
interpuesto previamente y es admitido, debiendo ser deducido el recurso incidental en forma posterior y por 
separado”. 
 
390 Sólo a modo de referencia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 63 de la LTC, una vez incoado el 
incidente de inconstitucionalidad, el juez continuará tramitando el proceso en el que se interpuso el incidente 
hasta el estado de dictarse resolución, debiendo luego esperar la sentencia que recaiga en el recurso incidental 
de inconstitucionalidad. 
 
391 En tal sentido puede verse, además, las SSTC Nos. 0400/2005 y 1597/2005. En esta última, el TC 
refiriéndose a un caso concreto, volverá a reiterar que, “…en casos como el presente, de incidentes de 
inconstitucionalidad presentados en recursos de amparo constitucional, la jurisprudencia constitucional ha 
determinado su tramitación por separado, y no en forma conjunta”. 
 
392 Dicha línea de entendimiento, en un primer momento se manifestaría mediante Acuerdo Constitucional 
105/2000 de 12 de septiembre, en el que vino a decir que: “a fin de evitar equívocos en el conocimiento y 
resolución de los citados recursos” (0466/2003), el TC, instruyó a los Tribunales y Jueces de Garantías 
Constitucionales, que admitan, rechacen o, en su caso, los resuelvan por separado, “ya que las exigencias de los 
requisitos formales y de contenido para su admisión son diferentes”. 
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aparentemente inconstitucional; el tribunal de amparo no podrá dictar sentencia sino 
sólo después de que el TC haya resuelto el incidente de inconstitucionalidad, pues, 
de ello depende la resolución sobre el fondo del asunto que se alega en el 
amparo393. Empero, para no dejar sin protección el derecho invocado por el actor, el 
juez de amparo como medida cautelar, deberá dictar la suspensión del acto 
impugnado y así evitar que el recurrente siga sufriendo el agravio. 
 
En cambio, cuando el incidente de inconstitucionalidad no tenga relación con la 
cuestión de fondo que se alega en el amparo, es decir, cuando la sentencia del TC 
sobre el incidente de inconstitucionalidad no ha de modificar el resultado del mismo, 
el juez de amparo habrá de proseguir con la tramitación del amparo hasta dictar 
sentencia. En este sentido, en relación precisamente a un caso concreto y de las 
características que se acaba de señalar, mediante su STC Nº 1597/2005, el Tribunal 
vino a decir que el juez, al dictar sentencia de amparo sin esperar la sentencia del 
TC sobre el incidente de inconstitucionalidad, había obrado correctamente394. 
 
Por último, aunque no se trata precisamente de un incidente, en aquellos 
supuestos donde exista la necesidad y posibilidad de acumulación, de más de una 
de manda de amparo, en uno solo, por concurrir en todos ellos identidad del objeto 
procesal o, lo que es lo mismo “conexitud que justifique la unidad de tramitación y 
decisión”; el Tribunal de amparo “de oficio o a instancia de parte” podrá disponer 
“previa noticia de partes” la acumulación de las mismas. No obstante, bien es 
                                                 
393 Esta vía, sin duda, es la indicada para promover, indirectamente, la inconstitucionalidad de una norma a 
través del proceso de amparo; con lo cual, bien podría decirse que, por esta vía, cabe el amparo contra leyes. A 
propósito es como se solventa este tipo de situaciones en el amparo español. 
 
394 A pesar de su amplitud, la referida sentencia, en su parte principal, refiere: “…en el caso presente, el actor 
presentó un incidente de inconstitucionalidad del art. 36 de la LTC, el cual no fue tramitado correctamente, 
pues las autoridades del Tribunal de amparo se limitaron a remitirlo junto al expediente de amparo 
constitucional, sin dictar el auto motivado de admisión del mismo, y luego continuaron la tramitación del 
amparo constitucional e incluso dictaron la Sentencia de amparo; pues bien, de la revisión de la norma 
impugnada en su constitucionalidad, el art. 36 de la LTC, ésta se refiere al trámite de excusa de los 
magistrados de este Tribunal Constitucional, preceptos que no tiene que ver con el fondo de la demanda de 
amparo constitucional, y conviene recordar que el recurso indirecto de inconstitucionalidad sólo puede ser 
planteado contra una norma de cuya constitucionalidad dependa la decisión de fondo del litigio en trámite (art. 
50 de la LTC); por tanto, se debe expresar que aún en caso de que el recurso hubiera sido correctamente 
tramitado, hubiera sido rechazado por éste Tribunal, pues el art. 36 de la LTC, como norma cuestionada, no 
tiene relación con el fondo de lo demandado en el recurso de amparo constitucional; en consecuencia, el 
resultado o sentencia de amparo constitucional habría sido la misma, de lo que se concluye que no existe 
relevancia constitucional en el error cometido por los miembros del Tribunal de amparo, pues éste no influyó 
en la decisión que adoptó dicho Tribunal en la Sentencia de amparo; por tanto, aún con el error analizado, 
corresponde ingresar al fondo del presente amparo constitucional, no sin antes reiterar a las autoridades del 
Tribunal de amparo que en el futuro den cumplimiento estricto a las normas procesales”. 
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verdad que la norma en cuestión, establece que la acumulación podrá disponerse 
en cualquier momento del proceso; pero aun así, lo aconsejable es que sea antes 
de la audiencia de verificación, precisamente, para que en la misma audiencia 
puedan resolverse todas las pretensiones. Desde luego, “siempre que esta medida 
no provoque atrasos innecesarios en el conocimiento de las causas” (art. 40.1 
LTC)395. 
 
 
5. Audiencia de verificación: Actos de alegación y de prueba  
 
Admitida la demanda, notificadas las partes y no habiendo ningún impedimento 
y/o incidente procesal que resolver, llega la “etapa cumbre” de la primera fase del 
proceso de amparo constitucional396, la audiencia pública de verificación, el plenario. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el art. 19.III CB y, su desarrollo legal (art. 
100 LTC) que establecía que: “Al tiempo de admitir el recurso se fijará día y hora 
para audiencia pública, que deberá tener lugar indefectiblemente dentro del plazo 
máximo de cuarenta y ocho horas contadas a partir de la providencia de admisión”, 
la referida audiencia, siguiendo, además, una larga tradición, se celebraba dentro de 
las cuarenta y ocho horas de admitida la demanda. Plazo del que puede decirse, 
que en la práctica venía cumpliéndose casi con total regularidad397. 
 
Sin embargo, dicha práctica sería cambiada a raíz de que el TC declaró 
inconstitucional la frase “...contadas a partir de la providencia de admisión...” del 
                                                 
395 Asimismo, dado que en el proceso de amparo, pueden intervenir una pluralidad de demandantes, cabe la 
posibilidad del litisconsorcio, es decir, de un proceso único en el que existen varias partes principales. Para tal 
efecto, el principal requisito es que la pretensión se deduzca frente a una misma resolución y por ende el objeto 
de amparo sea un mismo acto u omisión. Asimismo, huelga decir que puede darse los supuestos de 
litisconsorcio activo, litisconsorcio pasivo o litisconsorcio mixto. Sobre estos supuestos en los procesos 
constitucionales de la jurisdicción constitucional española, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. págs. 115 y ss.. 
 
396 Dicho calificativo, sin duda, se ajusta a la importancia que se le ha dado a la audiencia de verificación; sin 
embargo, tal como ya se dijo y como se verá a continuación, dicha importancia es superficial, ya que, lo 
realmente importante no son los alegatos que se formulan de forma oral en dicha audiencia, es más, ni siquiera 
la sentencia que se dicta al final de la misma; lo realmente importante son los argumentos y los fundamentos 
que se esgrimen en la demanda y la contestación, si es que se la formula por escrito. 
 
397 El referido precepto constitucional establece que: “La autoridad o la persona demandada será citada en la 
forma prevista por el artículo anterior a objeto de que preste información y presente, en su caso, los actuados 
concernientes al hecho denunciado, en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas”. 
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referido art. 100 de la LTC, al entender que con esa redacción se estaría 
“transgrediendo los derechos establecidos por los arts. 6 y 16 de la Constitución 
Política del Estado”, es decir, el derecho a la igualdad y el derecho a la defensa, al 
entenderse que cuarenta y ocho horas no son suficientes para que la parte 
demandada y/o los terceros preparen y ejerciten su defensa en igualdad de 
condiciones con el actor de amparo. 
 
A partir de dicho entendimiento constitucional, en la actualidad, el plazo de las 
cuarenta y ocho horas al que se refiere la Constitución (art. 19.III) se computa desde 
la notificación al demandado con el decreto de admisión y no así desde el ingreso 
de la demanda. Por consiguiente, la audiencia de verificación no se celebra dentro 
de los cuarenta y ocho horas de admitida la demanda sino de notificada a los 
demandados y/o terceros398. Lo que supone decir que el referido plazo de las 
cuarenta y ocho horas ya no es para la celebración de la audiencia sino para que 
los demandados comparezcan al proceso y en su caso preparar la contestación a la 
pretensión del demandante. 
 
En el mismo orden de cosas, tratándose de un supuesto con varios 
demandados, el cómputo de dicho plazo correrá a partir de la última notificación con 
la admisión de la demanda399. Es más, en aquellos supuestos donde el demando 
tenga domicilio en otro asiento judicial, en cumplimiento de lo establecido por la 
STC Nº 0373/1.999 en relación con el art. 146 del Cpc, a las cuarenta y ocho horas 
habrá de agregarse el plazo de la distancia: 
 
“(…) el Tribunal del Amparo, para el señalamiento de la audiencia pública del recurso, 
debió aplicar el Art. 146 del Código de Procedimiento Civil, el cual establece los plazos de 
la distancia, dado que la demanda fue interpuesta en un distrito distinto al del domicilio de 
las autoridades recurridas, situación que correspondía ser prevista por el Tribunal del 
recurso, ya que las normas procesales son de estricta e ineludible aplicación, según lo 
prescribe el Art. 90 del ya citado Código.” 
                                                 
398 En este sentido, el Tribunal Constitucional, además de su sentencia, mediante circular TC-PRES-003-01, 
aclarada por circular TC-PRES.004-01, instruyó que, “el Juez o Sala de Corte debe pronunciar decreto de 
admisión del recurso señalando la audiencia para realizarse a las cuarenta y ocho horas de la citación del 
recurrido y no antes ni después”. 
 
399 En tal sentido, la STC Nº 0814/2006 establece que en aquellos supuestos de pluralidad de demandados, el 
término de cuarenta y ocho horas para la celebración de la audiencia de verificación, se computa “desde la 
última notificación con la admisión del recurso”. 
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De manera que, en definitiva, la audiencia pública de verificación se celebrará 
dentro de las cuarenta y ocho horas, más el plazo de la distancia previsto en el art. 
146 Cpc400, cuando así corresponda, de notificada a los demandados con la 
admisión de la demanda.  
 
Ahora bien, antes de ingresar en la descripción de los distintos actos procesales, 
entre ellos, los actos de alegación y los actos de prueba, las mismas que se 
desarrollan en dicha audiencia, convenga, con carácter previo, referirse a las 
principales características de la audiencia en cuestión, las mismas que pueden 
resumirse en las siguientes: a) publicidad; b) oralidad; c) contradicción, y; d) 
indefectibilidad. En general, cada una de las características señaladas, actúa y se 
materializan de la siguiente manera: 
 
a) La publicidad de la audiencia significa que la misma se celebra de cara al 
público, es decir, de puertas abiertas de modo que cualquier persona puede asistir a 
la misma sin ninguna otra condición que la de guardar compostura acorde con el 
acto que presencia. En este sentido, de manera expresa la Constitución (art. 19.III) 
establece que “La resolución final se pronunciará en audiencia pública…”. Lo cual, 
sin embargo, no impide que frente a determinados supuestos, el juez o tribunal de 
amparo, atendiendo a las circunstancias del caso concreto, la naturaleza del asunto 
y en resguardo de los derechos de las partes -dignidad, intimidad, honor, etc.- 
pueda restringirse el ingreso del público en la sala de audiencias. Aunque en tal 
caso, el juez necesariamente habrá de fundamentar su decisión401. 
 
b) La oralidad como segunda característica implica que los actos de alegación 
que las partes realizan en defensa de sus respectivas pretensiones, así como las 
actuaciones del tribunal y del Ministerio Público, son en forma oral. Desde ya, acaso 
                                                 
400 Dicho precepto, establece lo siguiente: “Para toda diligencia que debiera practicarse fuera del asiento del 
juzgado o tribunal, pero dentro de la República, se ampliarán los plazos fijados por este Código a razón de un 
día por cada doscientos kilómetros o cada fracción que no baje de cien, siempre que exista transporte aéreo, 
ferroviario o de carretera. Si no hubiere estos servicios la ampliación será de un día por cada sesenta 
kilómetros”. 
 
401 A la vista de la práctica, no existe constancia de que alguna audiencia se haya celebrado en forma reservada. 
Pero tampoco existe constancia de alguna solicitud en tal sentido. En cualquier caso, al menos en relación con 
los menores, siguiendo las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de 
menores, adoptadas por la Asamblea General en su Resolución 40/33, de 29 de noviembre de 1985; los jueces y 
tribunales de amparo, tendrían que decretar el secreto de la audiencia, o cuando menos, se mantenga oculto la 
identidad del menor. 
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por el mismo hecho de que la audiencia es pública, las actuaciones en ella, tanto del 
juez o tribunal de amparo, por ejemplo, al resolver la demanda mediante sentencia, 
así como el dictamen del representante del Ministerio Público, son siempre en forma 
oral; cosa que, sin embargo, no puede decirse lo mismo de las partes, ya que la 
intervención oral de éstos se halla supeditada a su presencia en la audiencia con 
voluntad además de ejercer su derecho a la defensa en forma oral. 
 
Al respecto, el art. 101 establece que “El recurrido deberá comparecer por si o 
mediante apoderado y elevar informe sobre los hechos denunciados (...), el 
recurrente podrá ratificar, modificar o ampliar los términos de su demanda...”, lo que 
significa que en los hechos las partes pueden presentar sus alegatos, tanto en 
forma oral como por escrito. De hacerse presentes en la audiencia, normalmente, 
las partes suelen expresar sus alegatos en forma oral. La intervención oral, a 
efectos de que quede constancia, es transcrita en las respectivas actas de 
audiencia, las mismas que después serán adjuntadas al cuaderno de los actuados 
para su remisión juntamente con la sentencia, ante el TC (art. 102.IV LTC)402. 
 
Seguramente, por el hecho de que la citada norma no obliga a las partes a 
formular sus alegatos en forma oral, en la práctica, muchas veces suele darse la 
circunstancia de que la parte demandada opte por personarse al proceso y limitarse 
a contestar por escrito a la pretensión de la parte contraria; esto es, sin necesidad 
de hacerse presente en la referida audiencia, ya que su intervención física tampoco 
es obligatoria. De hecho, como ya se adelantó, la parte demandada, puede optar 
incluso por no hacer absolutamente nada y mantenerse al margen del proceso, es 
decir, no personarse ni contestar y, ni siquiera hacerse presente en la referida 
audiencia. En este sentido, la Constitución (art. 19.III) sólo hace mención del 
“informe de la autoridad recurrida”, es decir, no contempla ni el personamiento ni la 
formulación oral de los alegatos. Desde ya, hay que decir que la falta de 
personamiento o la no-concurrencia a la audiencia de verificación, tal como se verá 
                                                 
402 Tal práctica no impide que las partes puedan presentar sus alegatos en forma escrita y solicitar que en la 
audiencia de verificación, por secretaria, se dé lectura a la misma. De cara a la revisión de los actuados por parte 
del TC, probablemente, éste sea el mejor modo de hacer llegar los argumentos y fundamentos de la pretensión; 
pues, si bien es cierto que se elevan ante el TC las respectivas actas, no menos cierto es que, la redacción, es 
decir, la transcripción de la argumentación oral no siempre es fidedigna, sea por error del funcionario que 
transcribe o bien por la transcripción literal de los lapsus linguae del orador a tiempo de fundamentar oralmente 
la pretensión. De ahí que lo aconsejable sea, sin perjuicio de la fundamentación oral, la presentación de la 
misma en forma escrita. 
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a continuación, no supone ni la admisión de los hechos ni el allanamiento a la 
pretensión de la parte contraria. 
 
c) Por su parte, la contradicción consiste, básicamente, en que las partes en la 
audiencia tienen las mismas cargas y posibilidades de hacer valer sus respectivas 
pretensiones. Es decir, tienen las mismas posibilidades de realizar los actos de 
alegación y de prueba. Lógicamente, las partes para intervenir en la audiencia, 
previamente habrán tenido que acreditar su legitimación y capacidad procesal. Sin 
embargo, dado que las partes pueden adoptar por no intervenir en la audiencia e 
incluso ni siquiera personarse al proceso en ninguna de sus fases, hay que decir 
que la contradicción sólo se dará en aquellos supuestos donde, efectivamente, las 
partes ejerzan su derecho a la defensa habiéndose personado al proceso403. No 
obstante, convenga dejar constancia que la audiencia de verificación, seguramente 
por la propia naturaleza del amparo en tanto proceso jurisdiccional, es 
contradictoria. 
  
d) Por último, la indefectibilidad de la audiencia se manifiesta en dos planos: 
uno, en relación con el cumplimiento de la fecha y hora establecida para su 
celebración y, otro, una vez iniciada la audiencia, en relación con la prohibición de 
suspender o decretar cuartos intermedios sin antes haber dictado sentencia. En 
este sentido, respecto del primero, el art. 101 LTC establece que, “La audiencia se 
realizará indefectiblemente y no podrá ser suspendida por la incomparecencia del 
recurrido o del Ministerio Público”. Por su parte, el TC, agregará que la audiencia no 
podrá suspenderse ni siquiera por la inasistencia del demandante; lo que supone 
decir que la audiencia de verificación podrá celebrarse con toda validez, con la sola 
presencia del juez o los miembros del tribunal de amparo, quienes, por lo tanto, 
sobre la base de la demanda, inexcusablemente habrán de dictar sentencia. 
 
En relación con lo segundo, el mismo precepto legal (art. 101 LTC) dirá que una 
vez instalada e iniciada la audiencia “Tampoco podrá decretarse recesos o cuartos 
intermedios durante su desarrollo…”. De donde se infiere que la audiencia podrá 
tramitarse y resolverse válidamente inclusive los fines de semana o los días 
                                                 
403 Es preciso aclarar que, las partes a pesar de no comparecer a la audiencia de verificación, no están impedidos 
de personarse al proceso con posterioridad, pero en tal caso, habrán de ajustare al proceso en el estado en que se 
encuentre. 
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festivos. Asimismo, una vez iniciada, a pesar del transcurso del tiempo más allá del 
horario habitual de funcionamiento de los tribunales, la misma no podrá 
suspenderse ni decretarse cuartos intermedios hasta concluir con la sentencia y 
sólo con la sentencia que pone fin al procedimiento de verificación404.  En este 
sentido, la STC Nº 0102/2007, establece lo siguiente: 
 
“…, conforme dispone el art. 101 de la Ley del Tribunal Constitucional (LTC), una vez 
admitido el recurso y notificadas legalmente las partes con el señalamiento de audiencia, la 
misma, no puede ser suspendida ni decretarse recesos o cuartos intermedios durante su 
desarrollo; (…), aspecto que no fue observado por dicho Tribunal, toda vez que, por un 
lado, suspendió la audiencia de consideración del amparo constitucional por la inasistencia 
de la parte recurrente y de su abogado defensor, determinación que no resulta justificable 
y que no se sujeta a lo previsto en el art. 101 de la LTC”405. 
 
Dicho lo cual, a la luz de las características señaladas y en el entendido de que 
las partes se encuentran presentes en la audiencia pública de verificación de los 
hechos impugnados, en el desarrollo del mismo, los actos de alegación y de prueba 
se realizan de la siguiente manera: en primer lugar, en el día y la hora señalados, el 
Presidente del tribunal o el juez de amparo, decretará instalada la audiencia406 e 
inmediatamente ordenará que por secretaría se informe si las partes, además del 
representante del Ministerio Fiscal, han sido legalmente citadas y si se encuentran 
presentes en Sala. 
 
Una vez recibido el informe de la secretaría, el Presidente, de conformidad con 
el art. 101 de la ley del TC, concederá el uso de la palabra a la parte recurrente para 
que éste pueda ratificar, modificar o ampliar su recurso; luego, concederá el uso de 
la palabra a la parte recurrida para que informe sobre los hechos denunciados y en 
su caso, en uso de la palabra y al igual que el recurrente, pueda ratificar, ampliar o 
                                                 
404 Dicha característica, por cierto, es común a la mayoría de los amparos de la órbita americana, así por 
ejemplo, la Constitución ecuatoriana en su art. 95.4º, prescribe que, “para el amparo todo los días serán 
hábiles”. 
 
405 No obstante, aunque sin especificar los supuestos en los que cabe, la misma sentencia, admite la posibilidad 
de suspender la audiencia, aunque sólo con carácter excepcional, en los siguientes términos: “excepcionalmente, 
y sólo por razones de fuerza mayor y plenamente justificadas, podrá suspenderse dicha audiencia; sin embargo, 
su prosecución debe ser inmediata, dada la naturaleza de este medio de protección”. 
 
406 Al respecto, el TC ha dicho que la audiencia de verificación debe celebrarse “cuando existe plena certeza de 
que el trámite –de admisión y citación- del recurso se ha cumplido estrictamente”, así, la STC Nº 483/2004. 
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fundamentar su informe. Cuando el Tribunal así lo consienta, las partes podrán 
hacer uso del derecho a la réplica y la dúplica407. 
 
La intervención oral del demandante, en principio, se hace efectiva mediante su 
Abogado, lo que no impide que pueda, también, exponer en primera persona y en 
su condición de agraviado, los hechos que fundamentan su pretensión. Al respecto, 
como se recordará, el art. 101 LTC, en un primer momento establece que “instalado 
el acto el recurrente podrá ratificar, modificar o ampliar los términos de su 
demanda...”, es decir, de acuerdo con este precepto, los actos de alegación del 
demandante consistirán en la ratificación, modificación o incluso ampliación de los 
términos de su demanda. 
 
Si la intervención oral del demandante se reduce a la mera ratificación de los 
extremos de su demanda, en principio, dicha alegación no supone mayor trámite ni 
tampoco plantea problema alguno. Sin embargo, donde el asunto toma un cariz no 
del todo definido, es cuando el demandante en su intervención cambia o amplía los 
términos de su demanda. En tal caso la complicación surge en relación con los 
límites de dicha actuación, es decir, con el qué y en qué medida puede cambiarse 
y/o ampliarse los términos de la demanda. Al respecto el Tribunal mediante STC Nº 
0365/2005, ha establecido lo siguiente: 
 
“…la expresión contenida en el art. 101 de la LTC, en sentido de que el recurrente podrá 
“ratificar, modificar, o ampliar los términos de su demanda” no debe tomárselo en sentido 
literal sino como comprensivos de formulación de alegato que no altere de manera 
relevante los hechos expuestos en la demanda y que sirvieron de fundamento fáctico del 
recurso. Un entendimiento distinto resultaría incompatible con el sistema de garantías 
procesales establecido en la Constitución, que impide cualquier forma de sorpresa en los 
procesos; y de hecho, cualquier ampliación o modificación del contenido del recurso, 
determinaría que el demandado esté frente a hechos nuevos, situándolo en una virtual 
indefensión; vulnerando lo establecido en el art. 16 de la CPE y demás normas conexas 
del sistema de garantías procesales de la Constitución”. 
 
                                                 
407 A propósito, existen algunos tribunales y jueces de amparo que no conceden el derecho a la réplica y la 
dúplica. Para evitar susceptibilidades sobre la negativa y por un principio de coherencia, lo recomendable sería 
que el respectivo Presidente o juez de amparo a tiempo de conceder el uso de la palabra, aclare a las partes si va 
ha conceder o no el “derecho” al uso de la réplica y dúplica, de modo que cada uno se atenga a ello. 
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Si ello es así, tanto la modificación como la ampliación tendrán respecto de los 
hechos, un carácter aclarativo o complementario408 y, respecto de los fundamentos 
de Derecho, su carácter será sólo de reforzamiento de los argumentos expuestos en 
la demanda. Lo que supone decir que la pretensión deducida en la demanda, en 
ningún caso podrá ser alterada y mucho menos modificada, especialmente, en 
relación con los derechos alegados y las personas involucradas. 
 
Lo último significa que en la audiencia de verificación ya no podrá admitirse la 
adhesión, esto es, la ampliación de la pretensión a otras personas no incluidas en la 
demanda ya admitida, aun cuando éstas alegaren legitimación activa o pasiva. En 
este sentido la STC Nº 0243/1.999, prescribe: 
 
“(...), en el aspecto formal la "adhesión y ampliación" presentada por (…) y los 
fundamentos en su memorial de fs. 129 a 130; se tiene que, de un lado, esta figura no es 
compatible con la naturaleza del recurso de Amparo, y de otro, que se trata de 
fundamentos de hecho y jurídicos que pretenden efectos ajenos a la demanda principal, lo 
que significaría el planteamiento de dos recursos diferentes; por lo que tal "Adhesión y 
Ampliación", no debió ser admitida por el Tribunal de Amparo". 
 
Otro de los aspectos que conviene recalcar es lo relativo a la inactividad del 
demandante frente a su propia demanda. Como ya se adelantó, el demandante 
también puede optar por no hacerse presente en la audiencia de verificación 
renunciando así a la posibilidad de ratificar, modificar o ampliar su pretensión. Tal 
circunstancia, sin embargo, no ha de interpretarse ni como abandono, renuncia o 
desistimiento de la acción; ni tampoco suspenderá la celebración de la audiencia, ya 
que la misma seguirá su curso normal, debiendo el juez o tribunal de amparo dictar 
sentencia sobre la base de los elementos de convicción expuestos en la demanda y 
en su caso, en el informe de la parte demandada. En este sentido, siguiendo una 
consolidada línea jurisprudencial, la STC Nº 0102/2007, establece: 
 
“…el tribunal contaba con la demanda y pruebas presentadas por la recurrente, así como 
el informe y asistencia de la autoridad recurrida, elementos suficientes para formar 
                                                 
408 En relación con los hechos, podrá por ejemplo, formular alegaciones ampliatorias, complementarias y 
aclaratorias, sobre hechos acaecidos con posterioridad a la demanda, o sobre los hechos anteriores, pero 
conocidos por el demandante, con posterioridad a la presentación de la demanda sobre el mismo asunto en que 
se funda la pretensión de amparo; en cambio, en relación con el Derecho, podrá, como refuerzo de sus propios 
argumentos, formular argumentos de autoridad no descritos en su demanda, asimismo, agregar jurisprudencia 
que tenga relación con el asunto de fondo, etc.. 
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convicción y resolver la acción tutelar interpuesta, no siendo imprescindible, menos que dé 
lugar a la suspensión de la audiencia de amparo la inasistencia de la parte recurrente”. 
 
En lo que se refiere a la intervención de la parte demandada en la referida 
audiencia, el precitado art. 101 LTC, establece que “El recurrido deberá comparecer 
por sí o mediante apoderado y elevar informe sobre los hechos denunciados…”. A 
primera vista, el precepto en cuestión da cuenta que la parte demandada se limitará 
a elevar informe sobre los hechos denunciados como fundamento de la pretensión 
de amparo, es decir, no habla de si éste podrá o no formular alegatos en otro 
sentido que no sea el de mero informe.  
 
En otros términos, no dice por ejemplo: si podrá oponerse o no a la pretensión 
del actor; presentar y/o solicitar la realización de diligencias probatorias; pedir que el 
amparo sea denegado, pedir que el actor sea multado al entender que la acción 
tiene un carácter ilícito o incluso pedir la remisión de los actuados ante el Ministerio 
Fiscal por entender que la pretensión de amparo es o tiene un propósito delictivo. 
 
Sin embargo, dado que el proceso de amparo ha de tramitarse a la luz de los 
principios de contradicción y de igualdad de partes, lo lógico es que el demandado 
tenga las mismas posibilidades que el demandante, de realizar cuantos actos vea 
conducente para la satisfacción de su pretensión. Lo que supone decir que a tiempo 
de elevar informe, la persona demandada podrá ratificar, modificar y ampliar los 
términos de su informe y, por consiguiente, oponerse a la pretensión del 
demandante pidiendo que la misma sea denegada. 
 
Tomando en cuenta que la oposición es aquella declaración de voluntad por la 
cual se reclama del órgano jurisdiccional frente al actor la no actuación de su 
pretensión409; dicha oposición habrá de ser concentrada, es decir, de una sola vez y 
en un mismo acto, lo cual implica que el demandado deberá atacar los requisitos 
jurídicos procesales como los jurídicos materiales del amparo incoado en su contra, 
en el mismo acto. En suma, el demandado a fin de hacer valer su pretensión podrá 
realizar los mismos actos procesales que el demandante, con la única diferencia de 
                                                 
409 Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro, en: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 629. 
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que será en sentido negativo, es decir, no con la finalidad de que el amparo sea 
concedido sino denegado y en su caso, declarado improcedente in limine410. 
 
Por el contrario, el demandado al igual que el demandante, tal como ya se dijo, 
podrá también optar por no hacer nada, es decir, no apersonarse al proceso, no 
elevar informe ni hacerse presente en la referida audiencia. Esta actitud, tampoco 
habrá de interpretarse como la admisión de los hechos ni el allanamiento a la 
pretensión de la parte contraria, es decir, el juez o tribunal de amparo no podrá 
presumir ni la certeza de los hechos ni la autoría del demandado por el sólo hecho 
de que éste decide no intervenir en ninguna forma en el proceso. Con o sin la 
intervención del demandado, la audiencia habrá de continuar hasta su conclusión, 
además, sin necesidad de la declaración de rebeldía del ausente411. En otras 
palabras, el juez o tribunal de amparo, dictará sentencia ya sea denegando o 
concediendo el amparo solicitado, sobre la base de las pruebas que demuestren los 
extremos alegados tanto en la demanda como en la fundamentación oral y no así –o 
no sólo- en función de lo que haga o deje de hacer el demandado412. 
 
Por su parte, en relación con los actos de prueba hay que decir que las partes 
pueden hacer uso de todos los medios de prueba conducentes a demostrar los 
extremos de su pretensión. La LTC en su Capítulo X que regula el proceso de 
amparo, no establece -como lo hace por ejemplo el art. 374 del Cpc413- los 
diferentes medios de prueba que las partes pueden hacer uso en el proceso de 
                                                 
410 Recuérdese que en aquellos supuestos donde la demanda ha sido erróneamente admitida, el tribunal o juez de 
amparo, advertido de dicho error, podrá dictar sentencia de improcedencia in limine del amparo, incluso después 
de haber precluido el trámite de admisión de la demanda, es decir, a tiempo de dictar sentencia. 
 
411 En la práctica, durante los primeros años, al constatarse la ausencia de la parte demanda en sala, los abogados 
del recurrente, solicitaban se declare rebelde al recurrido y se prosiga con la audiencia. Solicitud a la que 
accedían los tribunales, desconociendo que dicho procedimiento no corresponde en el proceso de amparo. Al 
respecto, se dice que “dada la sumariedad de los procesos constitucionales, no habrá lugar a la declaración 
formal de rebeldía; la no formulación de alegaciones por parte del demandado en el plazo concedido 
determinará, sin más, el pase al trámite siguiente”, así, apoyado en los artículos 34, 37 y 52 de la LOTC español, 
Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 114. 
 
412 Dado que las alegaciones de la defensa no fijan el objeto del proceso, sino tan solo los límites de su examen, 
el órgano jurisdiccional debe tener en cuenta dichas alegaciones en función a su contenido: si es una mera 
negación de los elementos de hecho de la pretensión, el demandante tendrá que probarlos, pero; si el demandado 
introduce datos nuevos, a él incumbe la prueba de los mismos. En este sentido, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: 
Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 131. 
 
413 El art. 374, del Cpc establece que, “Son medios legales de prueba: 1) Los documentos; 2) La confesión; 3) 
La inspección judicial; 4) El peritaje; 5) La testificación, y; 6) Las presunciones”. 
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amparo. Bien es verdad que los arts. 45 y 46 LTC, se refieren: el primero a la 
obligación de los órganos públicos y particulares de remitir los documentos que el 
Tribunal les pida y, el segundo, a la facultad del mismo Tribunal para solicitar 
prueba complementaria, no menos cierto es que dichos preceptos no son aplicables 
a la audiencia de verificación, básicamente, por la imposibilidad de utilizarlas debido 
a las características de la audiencia que no permite ni suspensiones ni cuartos 
intermedios414. 
 
Si acaso existe alguna referencia a las pruebas en las normas que regulan el 
proceso de amparo, dicha referencia se halla en el art. 19. IV CB, cuyo texto 
prescribe que el juez o tribunal pronunciará la resolución final inmediatamente de 
“recibida la información del denunciado y, a falta de ella, lo hará sobre la base de la 
prueba que ofrezca el recurrente”; de donde se extrae que, la sentencia en uno u 
otro sentido, sólo habrá de dictarse sobre la base de un mínimo de prueba que 
demuestre los hechos alegados. 
 
En la práctica, los medios de prueba habitualmente utilizados por las partes son 
las pruebas documentales, como por ejemplo, copias legalizadas de la resolución 
judicial o administrativa que se impugna; certificaciones notariadas; cartas de 
despido involuntario; certificados médicos, etc. En sí toda documentación que 
acredite el acto u omisión impugnada. Eventualmente, en aquellos casos donde se 
impugnan actos de hecho, los tribunales han aceptado como medio de prueba 
suficiente para fundar el amparo, grabaciones de imágenes difundidas por los 
medios de prensa o incluso grabaciones particulares del afectado, pero, de ahí en 
más, no suele utilizarse otros medios de prueba415. 
                                                 
414 En todo caso, dichos preceptos podrán ser utilizados por los tribunales y jueces de amparo, a tiempo de 
admitir la demanda y notificar con la misma a las partes, por ejemplo, disponiendo que la autoridad recurrida se 
haga presente en la audiencia de verificación con el expediente del proceso ordinario de donde deriva el amparo. 
Por lo demás, los preceptos en cuestión, sólo podrán ser utilizados por el TC, pero sobre esto, se volverá en el 
apartado correspondiente a la revisión de la sentencia de verificación. 
 
415 El hecho de que en la práctica no se acostumbre utilizar otros medios de prueba, no impide, sin embargo, que 
las partes puedan hacer uso, por ejemplo, de la prueba testifical o de las pruebas periciales. Aunque, tratándose 
de la prueba testifical, en atención a las características de la audiencia (sumariedad), lo aconsejable es que la 
misma se presente por escrito, es decir, como declaración jurada ante notario y así evitar que con el 
interrogatorio se torne interminable la audiencia. Es más, a efectos de garantizar el derecho de contradicción de 
la otra parte, dicha declaración, debería de presentarse juntamente con la demanda y ya en audiencia, la parte 
interesada, solicitar al tribunal que por secretaria se dé lectura a la misma. 
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No obstante, está claro que el proceso de amparo, en general y, la audiencia de 
verificación, en particular, sirve para demostrar los hechos alegados y en función de 
ello, dictar sentencia ya sea concediendo o denegando el amparo solicitado. En 
efecto, tomando en cuenta que las alegaciones de la defensa no fijan el objeto del 
proceso, sino tan solo los límites de su examen, el órgano jurisdiccional habrá de 
valorar dichas alegaciones en función a su contenido y las pruebas que la 
respaldan; lo cual supone decir que si las alegaciones de la defensa se resumen en 
una mera negación de los elementos de hecho que se le imputan, el demandante 
tendrá que probar dichos elementos, pero si el demandado introduce datos nuevos, 
a él le corresponderá la prueba de los mismos416. 
 
Así pues, escuchada las alegaciones de las partes y producida las respectivas 
pruebas, el tribunal de amparo antes de dictar sentencia, concederá el uso de la 
palabra al representante del Ministerio Público (Fiscal), para que éste emita 
dictamen, más conocido como requerimiento fiscal. Sobre este particular, hay que 
recordar que el Ministerio Público, en tanto que actúa en el proceso de amparo, 
como coadyuvante del juez o tribunal de amparo, deberá intervenir no en la defensa 
de una determinada posición procesal, sino a favor de la parte que mantenga la 
postura que estime de acuerdo con la ley417. De manera que, el dictamen del Fiscal 
habrá de caracterizarse por su objetividad y así evitar susceptibilidades que puedan 
conducir a la sospecha de que está actuando en defensa de la postura procesal de 
una de las partes418. 
 
Convenga precisar que en el cumplimiento de dicha función dentro del proceso 
de amparo, al Fiscal no le corresponde ni le está permitida la producción de prueba 
alguna; lo que supone decir que, se limitará a emitir opinión a cerca del estricto 
cumplimiento del procedimiento y la legalidad de la pretensión deducida por las 
partes, para luego finalmente requerir ya sea porque el amparo sea estimado o 
                                                 
416 En este sentido, en relación con los procesos constitucionales en España, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: 
Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 131. 
 
417 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal constitucional, 
op. cit. pág. 99. 
 
418 En tanto en cuanto el Fiscal actúa en defensa de la legalidad y como coadyuvante del juez o tribunal de 
amparo, se dice de él que actúa “ocupando su posición tradicional proyectada al proceso de amparo, es decir, en 
su condición de garante de la constitucionalidad y de la corrección del procedimiento”; en este sentido, 
refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 182. 
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desestimado y, en su caso, declarado improcedente in limine. Por otro lado, en tanto 
que se trata de una “simple opinión”, el dictamen fiscal no es más que eso y, por lo 
tanto, no es vinculante para el juez o tribunal de amparo, éste, en sentencia podrá o 
no asumir la postura del Fiscal. 
 
Por último, lo señalado sugiere que en un mismo proceso de amparo, como de 
hecho sucede en la práctica, el MP puede actuar en dos planos distintos: como 
demandante y como coadyuvante del tribunal de amparo. Este doble oficio del MP, 
ciertamente, no deja de proyectar una suerte de ambigüedad respecto no sólo la 
posición que ocupa en el proceso de amparo sino, también, sobre la función que en 
dicho proceso está llamado a cumplir. 
 
Dicha ambigüedad se pone de manifiesto especialmente cuando el punto de 
vista de los fiscales, demandante y coadyuvante, sobre el objeto del amparo no es 
idéntico sino incluso contrapuesto. Este tipo de situaciones, en la práctica se da, por 
ejemplo, cuando a criterio del fiscal coadyuvante del tribunal, la pretensión del fiscal 
demandante, no sea atendible en amparo, debiendo ser rechazado in limine o, 
denegado en sentencia. 
 
En tales supuestos, evidentemente, lo que se pone en tela de juicio es el 
principio de unidad de actuación prevista en el art. 4 de la LMP, principio que 
constituye uno de los pilares de su funcionamiento institucional419. Para evitar esta 
situación que, con el tiempo puede terminar minando la legitimación del MP, lo 
aconsejable sería que en aquellos supuestos donde el demandante sea un 
representante de la institución en cuestión, no sea necesaria la intervención del 
fiscal coadyuvante del tribunal; pues, se sobreentiende que el demandante, en tanto 
que representa al MP, habrá de cumplir ambas funciones, es decir, de demandante 
y de garante de la legalidad420. 
 
                                                 
419 En art. 4 (Unidad y jerarquía) de los principios generales de la Ley del Ministerio Público, establece que, “El 
Ministerio Público es único e indivisible y ejerce sus funciones a través de los fiscales, quienes lo representan 
íntegramente”. 
 
420 Para tal efecto, el juez o tribunal de amparo, atendiendo al sujeto demandante, a tiempo de admitir la 
demanda, habrá de disponer que no es necesaria la intervención del MP en calidad de coadyuvante. En tal caso, 
el tribunal de amparo, ordenará al funcionario judicial que no sea notificado con la demanda. 
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6. Sentencia de primer grado y sus efectos 
 
Luego de conocido el dictamen fiscal, finalmente, lo que corresponde al juez o 
tribunal de amparo es dictar la resolución que pone fin a la fase de verificación. En 
este sentido el parágrafo segundo del art. 101 de la LTC, establece que “El Tribunal 
o juez competente, con requerimiento del Ministerio Público o sin él y examinando lo 
alegado por las partes, pronunciará resolución final en la misma audiencia...”. La 
resolución final a la que se refiere el precepto en cuestión no es otra que la 
sentencia; lo cual significa que una vez admitido el amparo, éste no puede concluir 
con otra resolución que no tenga forma de sentencia, cosa que en la práctica no 
siempre ha sido así, especialmente durante los primeros meses e incluso años421. 
 
Al tratarse de una resolución con forma de sentencia, la misma debía y debe 
reunir determinados requisitos, entre ellos cuanto menos los siguientes: el 
encabezamiento, la relación de los hechos, la motivación y el fallo. Sin embargo, 
como se decía, en la práctica de los primeros años, los jueces y tribunales de 
amparo no dictaban sentencia propiamente dicha; se limitaban únicamente a remitir 
en revisión las actas de la audiencia acompañadas de una especie de “telegrama” 
que en teoría era la resolución final, en cuyo contenido, con una breve relación de 
las partes, apenas existía una declaración indicando la procedencia o 
improcedencia del amparo. 
 
Frente a ese tipo de actuaciones, el TC, como no podía ser de otro modo, sin 
entrar en el fondo de la resolución que prácticamente no existía, lo que hacía era 
devolver el expediente al Tribunal o juez correspondiente, ordenando que dicte una 
resolución con todos los requisitos de forma y de contenido previstos por ley. Así, 
entre otras (048/1.999, 082/1.999, 088/1.999), el AC Nº 132/1.999, dirá lo siguiente: 
 
“No obstante, de haberse tramitado la causa regularmente, sólo hasta la audiencia pública 
inclusive, según consta del acta de fs. 30 a 32, el Tribunal de Amparo no se ha 
pronunciado formalmente dictando la resolución pertinente, cuyo contenido debe sujetarse 
a la estructura que señala la ley, por lo que el texto cursante a fs. 32 del acta de la 
                                                 
421 Bien es verdad que ninguno de los preceptos del Capítulo X LTC, hacen mención expresa del término 
sentencia; utilizan sólo el término resolución final, pero aun así, lo cierto es que tal resolución en tanto en 
cuanto da respuesta a la cuestión de fondo, como ya se dijo, no es otra que la sentencia en estricto sentido de la 
palabra. 
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audiencia pública, no puede resolverse como resolución dentro del presente recurso de 
Amparo Constitucional en el que además se utiliza la expresión “concede” el recurso que 
no es la apropiada, debiendo consignarse que en el caso de la resolución que analizamos, 
la palabra procedente. POR TANTO: Siendo innecesaria mayores consideraciones de 
orden legal, el Tribunal Constitucional dispone la DEVOLUCIÓN del expediente a la Corte 
de Distrito de origen para que se dicte el fallo correspondiente sujetándose a las 
formalidades legales y las prácticas establecidas en los recursos de Amparo, para que este 
Tribunal se pronuncie en revisión”. 
 
Así, el Tribunal no se cansaría de reiterar que la resolución debe tener forma de 
sentencia. Probablemente ha sido un tanto contemplativo, ya que en más de una 
ocasión devolvió los actuados con una simple llamada de atención y 
excepcionalmente bajo conminatoria de remitir los antecedentes al Consejo de la 
Judicatura. Tal fue su actitud contemplativa que hubo casos en los que, a los 
mismos jueces y tribunales de amparo, llamó la atención hasta por cinco veces 
consecutivas. Ese es el caso por ejemplo, del supuesto contenido en la STC Nº 
215/2000, cuyo texto refiere lo siguiente: 
 
“Se llama una vez más la atención por no haberse cumplido los plazos procesales 
establecidos en el Art. 102-V de la Ley Nº 1836 (cinco veces al Dr. E.G. y dos veces a los 
Dres. C.J.V. y G.T.), advirtiéndoles que en caso de reincidencia se aplicará estrictamente 
el art. 103 de la referida Ley”. 
 
Sin embargo, con el paso de los años las cosas han venido cambiando, tal es así 
que, en la actualidad se puede decir que son muy pocos los casos en los que un 
juez o tribunal de amparo no dicte una sentencia propiamente dicha422. 
 
Ahora bien, volviendo al procedimiento para dictar la sentencia de amparo en 
fase de verificación, hay que decir que dicho procedimiento varía según se trate del 
órgano que ha de pronunciar sentencia, ya que no ha de ser la misma si se trata de 
un tribunal colegiado que de un juez unipersonal. Si el amparo se tramita ante un 
tribunal colegiado (las Salas de las Cortes Superiores en las capitales de 
Departamento), para dictar sentencia, el Presidente del tribunal, concederá el uso 
de la palabra a cada uno de los miembros; quienes en forma oral y pública, con la 
                                                 
422 Dado que no todo está dicho, sobre esta cuestión, con mayor amplitud se volverá en el apartado 3. del 
Capítulo IX, correspondiente a “La sentencia constitucional de amparo, contenido y aspectos formales”. 
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debida fundamentación y motivación, emitirán su voto, ya sea por la concesión, 
denegación o improcedencia del amparo. El Presidente hará lo propio. 
 
Escuchada la votación de todos los miembros del tribunal, el Presidente, 
inmediatamente procederá a dictar la resolución final, la sentencia; la misma que a 
partir de la STC Nº 0505/2005 podrá ser de tres formas: concediendo; denegando, 
y; declarando improcedente el amparo. Para dictar sentencia en cualquiera de las 
formas señaladas, hará falta el voto favorable de la mayoría de los miembros del 
tribunal (art. 47.I LTC)423; tratándose de un tribunal integrado por tres miembros que 
son los que normalmente integran una Sala, hará falta el voto uniforme de dos de 
sus miembros. Pero puede darse el caso de que, por una u otra razón, no exista 
mayoría sino empate424. En tal caso, con carácter excepcional, el Presidente del 
tribunal, decretando previamente un cuarto intermedio que se justifica por sí mismo, 
convocará a un miembro de otra Sala y, en su caso, a un conjuez425, de tal modo 
que se pueda emitir el fallo a la brevedad posible. En este sentido la STC. Nº 
0917/2002, establece lo siguiente: 
 
"Ante la existencia de votos disidentes que empantanen el pronunciamiento de la decisión 
del Tribunal de Amparo y no pudiendo convocarse a otros Vocales, ya sea por excusas, 
ausencia o acefalía -como es el caso presente- deberá llamarse al o a los Conjueces 
necesarios para la conformación del Tribunal que emitirá la Resolución del Recurso, 
conforme lo determina el art. 126 con relación al 80 de la Ley de Organización Judicial (...) 
se notificará con ese llamamiento a las partes y se señalará otra audiencia, en un plazo no 
mayor a las cuarenta y ocho horas, tomando como parámetro el término fijado por el art. 
100 de la Ley 1836, para que el nuevo miembro del tribunal del Recurso se imbuya de la 
problemática planteada en el caso concreto". 
                                                 
423 Dicho precepto aplicable a los tribunales colegiados de amparo, establece: “Salvo que en esta Ley se 
establezcan otros requisitos, las decisiones del Tribunal Constitucional se adoptarán por la mayoría de sus 
miembros”. 
 
424 En la práctica, estos casos, normalmente se dan, ya sea por imposibilidad sobrevenida, de uno de los 
miembros del tribunal para asistir a la audiencia o, por acefalías de la propia Sala. En tales casos, atendiendo al 
carácter sumario y la prohibición de no suspender la audiencia ya señalada, al Presidente no le queda más que 
instalar la audiencia y esperar que no se dé el empate. Ciertamente, esta situación debería de evitarse y para ello, 
el Presidente de la Sala, no tendría que instalar la audiencia sino con tres miembros presentes en Sala. En caso 
de acefalía, obligatoria y anticipadamente se tendría que convocar al Vocal de la Sala legalmente preestablecida 
para ese tipo de situaciones; en cambio, para las eventualidades de último momento, debería de ser convocado, 
sin mayores formalismos, el Vocal semanero. Esta eventualidad para evitar susceptibilidades, tendría que 
hacerse constar en el auto de admisión de la demanda. 
 
425 Conjueces son aquellas personas, Abogados de profesión, que en determinados supuestos suplen a los jueces, 
en este caso, a los miembros del tribunal de amparo. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 519
En caso de que el amparo se tramite ante un juez unipersonal (juez de partido 
en las provincias) lógicamente, no hará falta la votación ni se dará la necesidad de 
convocar otro juez para dictar sentencia porque nunca habrá empate. Por lo tanto, 
será el juez, una vez escuchada las partes y el requerimiento fiscal, quien dicte 
sentencia en una de las formas establecidas por la STC Nº 0505/2005. Sea que se 
dicte por un tribunal colegiado o por un juez unipersonal, se dictará sentencia 
concediendo el amparo, cuando el órgano jurisdiccional haya llegado a la convicción 
de que en la demanda concurren -y así han sido acreditados- los presupuestos 
establecidos en el art. 94 de la LTC, que se expresan en los siguientes términos: 
 
“Procederá el recurso de Amparo Constitucional contra toda resolución, acto u omisión 
indebida de autoridad o funcionario, siempre que no hubiere otro medio o recurso para la 
protección inmediata de los derechos y garantías, así como contra todo acto u omisión 
indebida de persona o grupo de personas particulares que restrinjan, supriman o 
amenacen restringir o suprimir los derechos o garantías reconocidos por la Constitución 
Política del Estado y las leyes”. 
 
De no concurrir dichos presupuestos, no obstante incluso de existir una concreta 
vulneración de los derechos y garantías fundamentales que el amparo protege, se 
debe entender que la sentencia será denegando el amparo. Dicho en otras 
palabras, la sentencia concederá el amparo solicitado, cuando el actor haya 
demostrado los siguientes extremos: a) existencia de una resolución, acto u omisión 
indebida de funcionario o de un particular o, grupo de personas particulares; b) 
inexistencia de otro medio o recurso para la protección inmediata de los derechos y 
garantías alegados; c) restricción, supresión o amenaza de restricción o supresión 
de concretos derechos o garantías fundamentales protegidos por el amparo. De 
donde, en sentido contrario, la sentencia será denegatoria, cuando no concurran los 
presupuestos que se acaban de señalar. Por último, la sentencia será de 
improcedencia in limine cuando el juez o tribunal de amparo advierta la concurrencia 
sobrevenida o inadvertida en la fase de admisión, de alguna de las causales de 
improcedencia in limine descrita en un apartado anterior426.    
 
Ahora bien, tomando en cuenta que los efectos de las sentencias dictadas por 
los tribunales y jueces de amparo, en cualquiera de las formas señaladas, no tienen 
                                                 
426 Vide, apartado 2.1 de este mismo Capítulo. 
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carácter definitivo sino, hasta después de que el TC los haya revisado; de momento, 
no tiene mayor importancia referirse a dichos efectos y menos aun si sobre esta 
cuestión ha de volverse en el apartado correspondiente a los efectos de la sentencia 
constitucional dictada por el TC en fase de revisión. Por lo tanto, en las páginas que 
siguen a continuación, a la luz de la normativa que regula dichos efectos y por sobre 
todo, a la luz de la práctica del amparo en relación con esta cuestión, sólo cabe 
hacer algunas precisiones de cara, básicamente, a su esclarecimiento.   
 
Como primer apunte hay que decir que de conformidad con lo dispuesto tanto 
por la Constitución como por la LTC, la sentencia que en primera fase concede el 
amparo solicitado, a priori, es de inmediata ejecución. En este sentido, el precepto 
constitucional (art. 19.V) establece que “la decisión final que conceda el amparo 
será ejecutado inmediatamente y sin observación, aplicándose, en caso de 
resistencia, lo dispuesto en el artículo anterior”; por su parte, la disposición 
contenida en el art. 102.I de la LTC, prescribe que “La resolución concederá o 
denegará el amparo. Será ejecutada, sin perjuicio de la revisión, inmediatamente y 
sin observaciones”. Lo cual supone decir que las determinaciones adoptadas por el 
juez o tribunal de amparo en la sentencia de primer grado, habrán de cumplirse sin 
reparos y, además, sin perjuicio de la revisión por parte del TC. 
 
A pesar de que las normas descritas, en relación con los efectos de la sentencia 
que en primer grado concede el amparo, se expresan con meridiana claridad, en la 
práctica no siempre han sido uniformemente interpretadas. Durante los primeros 
años, las discrepancias se originaron, básicamente, cuando se ha querido dar un 
mismo significado tanto a la sentencia que concede el amparo como al que deniega, 
cosa que desde ya no parece ajustarse al texto constitucional aunque sí al precepto 
legal427. Como podrá advertirse, el precepto constitucional es más específico al 
establecer que la decisión final -la sentencia- que habrá de ser ejecutada 
inmediatamente es aquella que “conceda el amparo”, lo que supone decir que sólo 
la sentencia que conceda el amparo será ejecutada inmediatamente y no así 
aquella que deniega el mismo. 
                                                 
427 En los primeros años del funcionamiento del TC, podría decirse que, olvidando lo dispuesto por la 
Constitución y basándose sólo en lo dispuesto por la LTC, en más de una oportunidad, las autoridades 
recurridas no han suspendido la ejecución del acto impugnado, llegando incluso, hasta el extremo de constituir 
derechos sin que el TC haya emitido la última palabra. 
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Hecha la aclaración, conviene de igual modo precisar que los efectos de la 
sentencia que concede el amparo no tienen carácter definitivo, ya que están 
supeditados al fallo del TC en fase de revisión, de modo que sólo tendrán carácter 
definitivo, si el TC confirma la sentencia en todos sus términos. El hecho de que no 
tenga carácter definitivo, por lógica inferencia, hace que sus efectos inmediatos 
sean sólo de carácter provisional428. Empero, el hecho de que la sentencia sea sólo 
de carácter provisional, no significa que la misma ha de cumplirse sólo en parte ni 
mucho menos. Al contrario, en apego a lo dispuesto por la propia Constitución (art. 
19. IV y V), la sentencia ha de cumplirse estrictamente sin que dicha provisionalidad 
suponga menoscabo de sus efectos propios429. En otras palabras, si la sentencia 
que concede el amparo, manda hacer algo, dicho mandato debe cumplirse de 
manera estricta sin que su carácter provisional sirva para poner en duda su 
inmediata ejecución y, por tanto, su eficacia plena. 
 
En cambio, si la sentencia es dictada denegando el amparo solicitado, a pesar 
de que la LTC insinúa un mismo efecto, tanto de la que concede como de la que 
deniega, no pude decirse que tiene los mismos efectos que la sentencia que 
concede el amparo; no al menos con arreglo a la Constitución, cuyo texto, como ya 
se ha visto, sólo se refiere a la sentencia que conceda el amparo y no así a la que 
deniega. Por lo tanto, la segunda precisión que cabe hacer es que, la sentencia que 
deniega el amparo no será ejecutada inmediatamente y, por consiguiente, dicha 
sentencia no tendrá efectos inmediatos sino hasta después de su revisión por el TC. 
No obstante, el acto impugnado quedará en suspenso entre tanto el TC no se 
pronuncie en grado de revisión. Ello supone decir que el acto impugnado no podrá 
seguir su curso normal entre tanto el TC no diga lo contrario. En efecto, la sentencia 
denegatoria presupone la abstención, el no hacer algo, por parte del órgano o 
persona recurrida, en relación con el acto o resolución impugnado. 
 
                                                 
428 Para mayor amplitud, dichos fallos, aunque se aplican inmediatamente, en rigor, continúan siendo 
«eventuales» y no definitivos; pues, como diría Harb Benjamín, Miguel, “están todavía condicionados a la 
confirmación del Tribunal Constitucional y sólo en caso de ser confirmados por este último, adquirirán la 
calidad de definitivos”, así, en: La jurisdicción constitucional en Bolivia, en un trabajo conjunto coordinado por  
García Belaunde Domingo, y Fernández Segado, Francisco: La jurisdicción constitucional en Iberoamerica, 
Dykinson, Madrid, 1997, pág. 349. 
 
429 En la práctica, la ejecución inmediata se traduce, básicamente, tratándose por ejemplo de amparos contra 
resoluciones judiciales, en la suspensión de los efectos de la resolución impugnada, es decir, en la no ejecución 
de la misma, entre tanto la sentencia no es confirmada o revocada por el TC. 
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Ambos entendimientos, es decir, los efectos tanto de la sentencia que concede 
el amparo como del que deniega, subyacen de la doctrina del TC, quien desde un 
principio pondría de manifiesto que los actos impugnados quedan en una especie 
de status quo, entre tanto no se dicte sentencia constitucional en grado de revisión. 
Así, entre otras430, la STC Nº 013/2001, prescribe: 
 
“…el art. 19-V de la Constitución Política del Estado establece que 'las decisiones previas 
de la autoridad judicial y la decisión final que conceda el Amparo serán ejecutadas 
inmediatamente y sin observación, aplicándose en caso de resistencia lo dispuesto en el 
artículo anterior'; texto del que se infiere que la declaratoria de improcedencia del recurso 
de Amparo tiene efectos suspensivos hasta la ulterior decisión del Tribunal Constitucional 
(…). Entonces queda claro que cuando el recurso es declarado procedente, debe 
ejecutarse de inmediato lo dispuesto por el Tribunal de amparo, pero si es improcedente, 
debe aguardarse la decisión del Tribunal Constitucional”. 
 
A la luz de lo expuesto, si algo tienen en común ambas sentencias, la misma se 
manifiesta en la provisionalidad de sus efectos y la obligatoriedad de su remisión 
ante el TC para su revisión. Así, en relación con lo primero, si bien es cierto que la 
sentencia que concede el amparo se ejecuta inmediatamente, no menos cierto es 
que dicha ejecución es sólo con carácter provisional, ya que, puede ser revertida 
por el TC; del mismo modo, si bien es cierto que la sentencia que deniega el 
amparo tiene efectos suspensivos respecto del acto impugnado, no menos cierto es 
que dicha suspensión es también de carácter provisional, ya que de ser confirmada 
la sentencia denegatoria, el acto impugnado seguirá su curso normal. En relación 
con lo segundo, hay que decir que amabas sentencias, en cumplimiento de lo 
dispuesto por los arts. 19. IV CB y 102.V LTC, de oficio y en el plazo de veinticuatro 
horas, serán remitidas ante el TC para su revisión. 
 
Por su parte, en aquellos supuestos donde el fallo de la sentencia declare 
improcedente in limine el amparo, dicha sentencia, dependiendo del 
comportamiento posterior del recurrente, tendrá distintos efectos. Si el recurrente no 
la impugna en el plazo de setenta y dos horas tal como establece la modulación 
                                                 
430 Una de las primeras sentencias en este sentido, sería la STC Nº 0863/2000, al que le seguirían las SSTC Nº 
1573/2002 y 1749/2003. Entre las últimas, la STC Nº 0421/2004, con mayor precisión, dirá: “(…) cuando el 
amparo es declarado improcedente, la persona o autoridad recurrida deberá aguardar el fallo que emita el 
Tribunal Constitucional en revisión, para proseguir con las funciones, labores o con la conducta que tenía 
antes de la interposición del recurso -si se aprueba la improcedencia- o cumplir lo que esa instancia determine 
si se revoca el fallo y declara procedente el recurso (…)”. 
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introducida por el AC Nº 107/2006, a las tantas veces referida STC Nº 0505/2005431, 
el proceso habrá concluido con dicha sentencia archivándose los actuados y, por 
consiguiente, respecto el acto o resolución impugnada nada habrá cambiado. 
 
Si por el contrario, el recurrente impugna la sentencia dentro del plazo 
establecido, dicha sentencia será remitida ante el TC a efectos de su revisión por la 
CA. Dado que en ninguno de los supuestos el juez o tribunal de amparo ha entrado 
en la cuestión de fondo, el acto o resolución impugnado, también, seguirá su curso 
normal; a no ser que previamente se haya adoptado alguna medida cautelar y que 
la misma no haya sido revocada a tiempo de dictarse la sentencia que declara la 
improcedencia in limine del amparo, en tal caso, el acto impugnado entre tanto el 
TC no diga lo contrario, habrá de suspender sus efectos normales432. 
                                                 
431 Esta sentencia establecía que: “…en los casos en que los jueces o tribunales de amparo: 1. rechacen el 
recurso, ya sea por incumplimiento de requisitos de fondo o por falta de subsanación de los requisitos de forma 
dentro del plazo establecido por el art. 98 de la LTC, o 2. declaren la improcedencia del amparo constitucional, 
por alguno de los supuestos de inactivación establecidos en el art. 96 de la LTC, sus resoluciones deben ser 
revisadas por la Comisión de Admisión del Tribunal Constitucional, dada la naturaleza de las funciones que le 
asigna la Ley”. 
 
432 Bien es verdad que en rigor, son mínimas las posibilidades de que el tribunal o juez de amparo mantenga las 
medidas cautelares siendo que en sentencia entiende que la pretensión deducida en la demanda, adolece de 
requisitos de procedibilidad. Empero, en aquellos casos donde no está plenamente convencido sobre la 
concurrencia de las casuales de improcedencia in limine, bien podría dictar sentencia declarando improcedente 
el amparo y mantener vigente la medida cautelar entre tanto el TC diga la última palabra. 
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IX. EL TRÁMITE DEL PROCESO DE AMPARO II: El trámite de revisión o 
de segundo grado ante el Tribunal Constitucional 
 
Después de haber desarrollado la primera de las dos fases del proceso de 
amparo, en este Capítulo se desarrollará la segunda fase, específicamente, tal 
como reza el título, el trámite de revisión. Como se recordará, esta segunda fase es 
de competencia del Tribunal Constitucional, lo que implica que se trata de una fase 
que se tramita en sede extraordinaria, la constitucional, aunque para llegar a esta 
sede, previamente ha tenido que pasar por la primera. No obstante, lo cierto es que 
el amparo donde verdaderamente despliega sus notas esenciales, entre ellas, su 
carácter de mecanismo jurisdiccional extraordinario y de protección inmediata y 
definitiva de los derechos y garantías fundamentales, es en sede constitucional. 
 
Huelga decir, sin embargo, que la reflexión apuntada en modo alguno pretende 
restar ni desconocer la importancia y vigencia de las notas esenciales del amparo 
en la fase de verificación, especialmente a partir de la STC Nº 0505/2005. Lo que se 
está diciendo, sencillamente, es que la percepción generalizada no es la misma 
cuando el amparo se halla en fase de verificación que cuando se halla en fase de 
revisión433. En otras palabras, el amparo sólo después de haber pasado por la fase 
de revisión, es un mecanismo eficaz de protección inmediata de los derechos y 
garantías fundamentales. Ello es así, básicamente, porque la sentencia 
constitucional que en revisión resuelve el amparo es definitiva, lo que supone decir 
que además de irrevocable, es una sentencia que tiene calidad de cosa juzgada 
formal y material y como tal, es una sentencia de ejecución inmediata434. 
 
Dicho lo cual, ya en lo que respecta al contenido de este Capítulo, hay que decir 
que el trámite de revisión comprende dos procedimientos: de una parte, el 
                                                 
433 Dicha percepción se traduce, básicamente, en el hecho de que la tramitación del proceso de amparo en su 
fase de verificación, seguramente por ser de competencia de unos órganos judiciales venidos a menos, no genera 
la misma confianza que cuando se halla en fase de revisión, es decir, en conocimiento de un órgano 
especializado como es el TC. 
 
434 Al respecto, el TC mediante su sentencia Nº 0163/2004, diría lo siguiente: “...en cuanto concierne al 
procedimiento de los recursos de amparo, el Constituyente como el legislador, han previsto la revisión de las 
sentencias por este Tribunal, de modo que cuando éste se pronuncia, concluye el proceso constitucional; 
empero antes de ello, el proceso en recurso de amparo se encuentra pendiente, lo que significa que cualquier 
decisión que se hubiere tomado en ese interin (…), se tendrá que esperar el fallo definitivo que goza de calidad 
de cosa juzgada material”. 
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procedimiento de revisión por la CA de las sentencias de improcedencia in limine y, 
de otra, el procedimiento de revisión de las sentencias dictadas en la primera fase 
ya sea denegando o concediendo el amparo solicitado. El procedimiento que es de 
competencia de la CA no supone mayor trámite; el que en cambio sí implica un 
conjunto de actuaciones y plantea algunas cuestiones435, es el segundo 
procedimiento que es de competencia del pleno del TC. Este procedimiento, en 
términos generales, comprende los siguientes pasos: ingreso y registro de la causa; 
sorteo del expediente; elaboración del proyecto de sentencia; emisión de la 
sentencia; notificación; aclaración enmienda y complementación, y; publicación. Por 
lo tanto, en las páginas que siguen a continuación, se desarrollará cada uno de los 
dos procedimientos señalados. 
 
Dicho cometido, en principio, se abordará desde dos perspectivas, de un lado, a 
la luz de la normativa procesal que los regula y, de otro, a la luz de la práctica del 
TC, que en relación con dichos procedimientos, también ha venido introduciendo 
ciertas modulaciones; algunas, con la finalidad de mejorar el funcionamiento del 
amparo y otras, con la finalidad de colmar y/o corregir las lagunas normativas que 
aun existen436. Lo dicho no implica, sin embargo, que el trabajo se ha de reducir a la 
mera descripción de los pasos a seguir, en la tramitación del amparo, en su fase de 
revisión; la finalidad desde ya no es esa o, no sólo esa sino, además, siguiendo la 
metodología hasta ahora utilizada, la idea es, en la medida de lo posible, realizar 
una especie de evaluación crítica-constructiva de cada uno de los procedimientos 
sin otro propósito que la de contribuir a su perfeccionamiento y por ende, al mejor 
funcionamiento del amparo constitucional. De manera que no queda más que 
empezar por lo primero, es decir, lo concerniente a la competencia de la CA en 
relación con la revisión de la sentencia que en primera fase había declarado la 
improcedencia in limine del amparo. 
                                                 
435 Entre ellas, la delimitación del ámbito de la revisión, es decir, si ella deba avocarse a la revisión de la 
sentencia sin poder retrotraer el proceso a la fase de admisión por ejemplo, o si por el contrario lo puede hacer, 
no obstante que dicha fase ya había precluido. Otra de las cuestiones tiene que ver con el valor del precedente 
constitucional y su vinculación frente al TC, siendo que éste tiene facultades para modular o incluso cambiar 
dicho precedente. En todo caso, la cuestión tiene que ver con los requisitos y/o condiciones que deben concurrir 
para que el TC ejerza dicha facultad. 
 
436 Asimismo, para el desarrollo de este Capítulo, se utilizará como fuente doctrinal, el único trabajo –en la 
doctrina nacional- que con relativa amplitud aborda el tema, dicho trabajo es la publicación de Rivera 
Santiváñez, J. Antonio: La jurisdicción constitucional: Los procesos..., op. cit. págs. 412 y ss.. 
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1. Revisión por la Comisión de Admisión del rechazo de la demanda y de 
la improcedencia in limine del amparo 
 
Como se recordará, el Tribunal Constitucional está compuesto por cinco 
Magistrados que conforman una Sala (la Sala Plena) y una Comisión de Admisión 
que se conforma por tres de los cinco Magistrados. Hasta antes de la STC Nº 
0505/2005, la CA no intervenía en ningún procedimiento relacionado con el proceso 
de amparo excepto el sorteo para Magistrado relator (ponente). Ello era así, porque 
todos los amparos que llegaban al Tribunal para su revisión eran resueltos 
directamente por la Sala Plena sin que previamente la CA emitiese pronunciamiento 
alguno. En la actualidad no es que la CA haya reemplazado al Pleno, lo que sucede 
es que, al haberse instituido la referida fase de admisión, pasan a conocimiento del 
Pleno sólo aquellos que vienen con sentencia que han ingresado y resuelto el fondo 
del asunto; los demás casos, es decir, aquellos amparos que han sido rechazados o 
declarados improcedentes in limine, por los jueces o tribunales de amparo, sin 
entrar en el fondo del asunto, son revisados por la CA. Precisamente en este 
sentido, la STC Nº 0505/2005, estableció lo siguiente: 
 
“…en los casos en que los jueces o tribunales de amparo: 1. rechacen el recurso, ya sea 
por incumplimiento de requisitos de fondo o por falta de subsanación, de los requisitos de 
forma dentro, del plazo establecido por el art. 98 de la LTC, o; 2. declaren la improcedencia 
del amparo constitucional, por alguno de los supuestos de inactivación establecidos en el 
art. 96 de la LTC, sus resoluciones deben ser revisadas por la Comisión de Admisión del 
Tribunal Constitucional, dada la naturaleza de las funciones que le asigna la Ley”. 
 
Por consiguiente, todos los amparos que fuesen rechazados por no cumplir los 
requisitos de forma, o declarados improcedentes in limine por hallarse en algunas 
de las causales establecidas en el art. 96 LTC, serán revisados sólo por la CA. En 
un principio, según la sentencia de referencias, la remisión debía ser de oficio y 
dentro el plazo de veinticuatro horas de dictada la resolución. Sin embargo, dicho 
entendimiento, tal como ya se dijo, fue modulado mediante AC Nº 107/2006, en el 
sentido de que la revisión del rechazo y de la declaratoria de improcedencia ya no 
es de oficio sino a instancia de parte, promovida dentro de las setenta y dos horas 
mediante escrito de impugnación. En este sentido, el referido Auto Constitucional 
establecería lo siguiente:  
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“....-si el recurrente- considera que el Juez o Tribunal de amparo, ha efectuado una errónea 
aplicación de la norma procesal, y rechazado o declarado improcedente su recurso en 
forma indebida, no obstante haber sido planteado cumpliendo todos los presupuestos 
legales; el recurrente tiene la potestad de impugnar dicha Resolución por escrito y de 
manera fundamentada, -precisando en qué consistió el error del Tribunal de amparo y las 
circunstancias por las que debió ser admitido-; dentro del plazo razonable de tres días 
hábiles, computables a partir del día siguiente de su notificación con la Resolución 
respectiva; a la conclusión de dicho plazo precluirá este derecho”. 
 
Quedando definido así, las siguientes cuestiones que en la práctica vienen 
aplicándose: a) quien tiene competencia para conocer y resolver en revisión los 
amparos rechazados o declarados improcedentes es la CA437; b) la revisión es sólo 
a instancia de parte438; c) el plazo para impugnar y así promover la revisión son tres 
días y; d) trascurrido el plazo sin que se haya impugnada la resolución, caduca el 
derecho de revisión. En efecto, la revisión tanto del rechazo como de la 
improcedencia, tal como agrega el mismo AC, “será viable únicamente, cuando el o 
los recurrentes impugnen por escrito y de manera fundamentada, ante el Juez o 
Tribunal de amparo (…), de no darse esta circunstancia, no se abre la competencia 
de la Comisión de Admisión para realizar dicha revisión”439. 
 
Entre los argumentos de mayor peso que el Tribunal esgrimió para justificar 
dicha competencia de la CA sin que esté establecida en la ley, no al menos de 
manera expresa, el primero diría: “En lo esencial, el Pleno del Tribunal 
Constitucional en el ámbito de su competencia, se pronuncia sobre cuestiones de 
                                                 
437 Convenga precisar que la referida competencia de la CA implica, la revisión de dos tipos de resoluciones: 
por un lado, aquellas que han rechazado la demanda por carecer de los requisitos de forma o por no haber 
subsanado dentro del plazo y, por el otro; aquellas que han declarado la improcedencia in limine del amparo, por 
hallarse dentro de algunas de las causales previstas en el art. 96 LTC. En efecto, tal como se verá a 
continuación, dependiendo del objeto de revisión, la resolución (AC) que la CA ha de dictar, no será la misma 
en uno y otro supuesto. 
 
438 En concreto, el referido AC dirá que, “al no tratarse de cuestiones de fondo, sino de forma o procesales, su 
revisión deja de ser imperativa y se convierte en una facultad a instancia de parte, activada por la voluntad del 
propio recurrente”. 
 
439 En aquellos supuestos donde las partes no impugnan la resolución de rechazo o improcedente, de igual modo 
el expediente se remite ante el TC. Allí la CA una vez comprobado que no existe la impugnación, mediante 
decreto, dispone que el expediente sea devuelto al juez de origen para su archivo. En este sentido, el Decreto de 
8 de mayo de 2007, en relación con el Expediente Nº 2007-15912-32-RAC, dice: “de los datos del expediente 
se constata que emitida la Resolución de improcedencia in limine, de 25 de abril de 2007, ésta fue notificada al 
recurrente el 27 de abril de 2007, tal cual consta a fs. 1188 de obrados, el recurrente (…), no impugnó la 
referida Resolución; en consecuencia, al no darse el presupuesto procesal de la impugnación, no se abre la 
competencia de esta Comisión de Admisión, por lo que, se dispone la devolución del expediente a la Sala Civil 
Primera de la Corte Superior del Distrito Judicial de Chuquisaca”. 
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fondo de las problemáticas sometidas a su conocimiento”440, lo que en sentido 
contrario supone decir que aquellas cuestiones que no sean de fondo no son de 
competencia del Pleno. Por consiguiente, el Tribunal entiende que las sentencias de 
rechazo o improcedencia in limine dictadas en primera fase, son resoluciones que 
no revuelven “cuestiones de fondo, sino de forma o procesales”, y como tales, en 
coherencia con el primer argumento no son ni pueden ser de competencia del Pleno 
sino de la CA. Por último, dirá que la asignación de dicha competencia a la CA y no 
al Pleno, hace que “el recurso de amparo constitucional adquiera simplicidad y 
agilidad en su trámite, en beneficio del o de los recurrentes”. 
 
Ahora bien, amén de la coherencia y pertinencia de los argumentos esgrimidos 
por el Tribunal, lo cierto es que en la práctica, dicho procedimiento ya viene 
aplicándose. Así pues, una vez radica el expediente ante el TC, el primer acto -de 
carácter más administrativo que jurisdiccional- es el registro del ingreso de la causa 
por la secretaría general del Tribunal. Después de registrado, según el orden de 
ingreso y, asignado un número, según el orden de registro, el expediente pasa a 
conocimiento de la CA para su respectivo sorteo. De conformidad con lo establecido 
en el ATC Nº 05/2007-Bis441, la CA seleccionará todos aquellos recursos que se 
encuentren esperando turno de sorteo para resolución, en el siguiente orden de 
prioridad: primero, los amparos donde se invocan la protección de derechos 
laborales y, segundo, los que en primera fase hayan sido rechazados, declarados 
improcedentes in limine o denegados. 
 
Una vez sorteado el expediente siguiendo el referido orden de prelación, la CA 
ingresará en la revisión del caso, pero antes, el expediente habrá de pasar por 
conocimiento de los abogados asistentes y del Letrado. Como se recordará el TC 
cuenta con un equipo de abogados asistentes, quienes tienen asignada la función 
                                                 
440 Entre esa problemática de su competencia, agrega el Auto, “se encuentra la revisión de los recursos de 
amparo constitucional”, pero -continúa la resolución- “a partir del entendimiento desarrollado en la SC 
0505/2005, en este tipo de recurso o acción tutelar le corresponde conocer, en revisión, únicamente cuando se 
haya concedido o denegado la tutela por el Juez o Tribunal de amparo; en cuyo mérito, en el caso del amparo 
constitucional, el trámite culmina con la dictación de la respectiva Sentencia Constitucional”. 
 
441 Este acuerdo fue dictado, a raíz de una sobre carga de trabajo, de más de setecientos amparos sin resolver en 
tan sólo un año. Ante tal situación el Pleno del TC ha instruido a la CA que proceda al sorteo de los expedientes 
siguiendo un criterio no del todo convincente: el derecho vulnerado. Así, en primer lugar se dará prioridad a los 
amparos donde se invocan la protección de derechos laborales y en segundo lugar los amparos que en fase de 
verificación hayan sido rechazados, declarados improcedentes o denegados. 
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de colaborar a los Magistrados; dicha colaboración, básicamente, consiste en la 
elaboración de una especie de informe-resumen de cada caso, en el que deben 
hacer constar, de una parte, los antecedentes procesales del caso, entre ellos, el 
contenido de la demanda, las alegaciones y las pruebas aportadas y, de otra, los 
fundamentos de la resolución que se revisa. Con el informe de los abogados 
asistentes, el expediente pasa a conocimiento del Magistrado ponente442. 
 
El ponente, sobre la base del informe del abogado asistente y habiendo 
contrastado los extremos allí expuestos, elaborará una especie de proyecto de 
resolución la misma que será sometida a conocimiento, por así decirlo, del pleno de 
la Comisión, donde, previo debate será sometido a votación para luego emitirse la 
respectiva resolución. Para que el Auto Constitucional sea pronunciado legalmente 
en uno u otro senito, tomando en cuenta que los miembros de la Comisión son tres, 
bastarán dos votos a favor. Por último, el Auto Constitucional, según corresponda, 
podrá ser: aprobando, revocando o, anulando la resolución objeto de revisión443. 
 
Si el Auto Constitucional resuelve aprobar la resolución, ordenará el archivo de 
obrados, lo cual supondrá la terminación extraordinaria del proceso de amparo444. 
En cambio, si resuelve revocar la resolución objeto de revisión, ordenará la 
admisión de la demanda en el entendido de que no se halla incurso en ninguna de 
las causales de improcedencia. Ello significa que la causa será devuelta al tribunal 
de amparo que dictó la resolución, quien en mérito al AC, admitirá el amparo 
señalando fecha y hora de la audiencia pública de verificación. En efecto, notificada 
las partes con el decreto de admisión de la demanda, el proceso de amparo seguirá 
su curso normal, es decir, se tramitará en sus dos fases, hasta su terminación con la 
sentencia definitiva dictada en revisión por el Pleno del TC. 
                                                 
442 A pesar de que el Auto Constitucional no aparece el nombre del ponente, lo cierto es que internamente la 
CA, con la finalidad de dotar al trámite mayor agilidad procesal y, por consiguiente, mayor operatividad a la 
Comisión, lo que hace es sortear cada caso a un Magistrado, para que éste haga las funcione de ponente. 
 
443 En tal sentido el AC Nº 107/2006, establece que, “la Comisión de Admisión, en grado de revisión, emitirá el 
respectivo Auto Constitucional aprobando o revocando, el rechazo o improcedencia, y en su caso, disponiendo 
la admisión del recurso y la prosecución del trámite”. 
 
444 Conviene precisar que el demandante, en los casos en que su demanda sea rechazada por el juez o tribunal de 
amparo y que la misma sea ratificada por el TC, podrá, no obstante, “interponer un nuevo recurso cumpliendo 
todas las exigencias legales”, así el AC Nº 107/2006. 
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Del mismo modo, si la CA dicta resolución anulando el procedimiento actuado 
por el juez o tribunal de amparo, al constatar, por ejemplo, que las partes no han 
sido debidamente citadas con la demanda; la Comisión devolverá los actuados 
disponiendo que se subsanen los errores observados y a partir de allí, se prosiga 
con la tramitación del amparo según el procedimiento establecido. Terminando así 
la competencia de la Comisión de Admisión. 
 
A la luz de lo expuesto y a la vista de lo que viene sucediendo en la práctica, hay 
dos cuestiones que no se pueden pasar por alto. La primera tiene que ver con la 
función del TC en la defensa de los derechos fundamentales y la segunda, con los 
principios de celeridad y de economía procesal que deben primar en la tramitación 
del amparo. En efecto, en relación con lo primero cabe decir que, la facultad de la 
CA para revisar las resoluciones dictadas por los JGC de rechazo e improcedencia 
in limine de los amparos -a pesar de que no todos los casos de este tipo han de 
llegar a su conocimiento sino sólo aquellos que se promuevan por las partes-, 
significa que el Tribunal Constitucional, en lo que respecta a la protección de los 
derechos y garantías fundamentales, seguirá tiendo la última palabra; pues será él, 
a través de la Comisión de Admisión, quien en última instancia diga si una acción de 
amparo debe o no tramitarse y, por lo tanto, si la vulneración alegada debe o no ser 
reparada mediante el amparo constitucional. 
 
En otras palabras, el hecho de que la CA sea quien decida si una acción de 
amparo debe o no ser admitida a trámite, supone que en dicho ámbito el TC 
continúa teniendo la última palabra. Bien es verdad que con la adopción de la 
improcedencia in limine se ha otorgado un mayor grado de decisión y/o implicación 
a los jueces y tribunales de amparo, no menos cierto es, sin embargo, que tal 
decisión no es definitiva, no al menos entre tanto la parte afectada impugne dicha 
resolución pidiendo sea revisada en sede constitucional. 
 
De igual modo resulta coherente el hecho de haber dispuesto que la revisión sea 
sólo a instancia de parte y no de oficio, ya que ello condice con el principio 
dispositivo que rige el proceso de amparo, el mismo que como se recordará se 
traduce en la disponibilidad de las partes no sólo del objeto procesal sino del mismo 
proceso. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 532
En cambio, en relación con lo segundo, lo que hay que decir es que, en atención 
a los indicados principios, cuando la CA entienda que la demanda debe ser admitida 
a trámite, por concurrir en ella los requisitos de admisibilidad, no debería devolver el 
expediente al juez o tribunal de origen445, sino más bien, debería decretar él, 
directamente, la admisión; disponiendo, al mismo tiempo, la notificación a las partes 
para que éstos, dentro de un plazo determinado, presenten sus respectivos alegatos 
en función a sus intereses. Para evitar que las partes tengan que trasladarse hasta 
la sede del TC o contratar un Abogado allí, los escritos de alegación se 
presentarían, con los respectivos recaudos de ley, en la secretaría del juzgado o 
tribunal que conoció de la demanda; así, quedarían salvados los principios que en 
relación con las partes rigen en el proceso de amparo, entre ellos, el de 
contradicción, igualdad y defensa, además de los principios de celeridad, 
sumariedad y de economía446. 
 
Por último, transcurrido el plazo determinado, con independencia de que las 
partes hayan presentado o no sus respectivos alegatos, el expediente debería ser 
sorteado por la CA para Magistrado Relator y así, el trámite continuará siguiendo el 
procedimiento habitual de revisión447; con la única diferencia de que, esta vez, no se 
revisaría ninguna sentencia sino, se dictaría sentencia por el Pleno resolviendo en el 
fondo el amparo solicitado. La idea de fondo, en mérito a los principios de economía 
                                                 
445 La devolución del expediente para que se vuelva a tramitar y después nuevamente sea remitido para su 
revisión, supone que el amparo pasará por conocimiento del TC dos veces: la primera con motivo de la revisión 
del rechazo o la improcedencia in limine y, la segunda, con motivo de la revisión de la sentencia recaída, sobre 
la cuestión de fondo del amparo que la CA dispuso sea admitida a trámite. Así, ciertamente, la idea de aligerar 
la carga procesal no parece tener un futuro promisorio y no sólo eso, sino que por otro lado, someter a un doble 
análisis conlleva una demora de la tramitación del amparo por más tiempo de lo previsto, de hecho, por un 
periodo casi el doble de lo que demoraba antes de adoptarse dicha modalidad. 
 
446 Bien es verdad que ya no cabría la posibilidad de defender la pretensión de forma oral, pero en rigor, es 
preferible pagar dicha factura que someter la pretensión de amparo a un procedimiento innecesario en franca 
violación, además, del carácter sumario del proceso de amparo. Recuérdese que con el actual procedimiento, el 
amparo tiene que volver al juez de origen, quien, seguramente contrariado con la decisión de la CA, tiene que 
proceder a tramitar el amparo, esto es, notificar a las partes, celebrar la audiencia de verificación y dictar 
sentencia. Actuaciones que como muy pronto, tomaran unos dos meses aproximadamente, para luego, 
nuevamente, ser remitidos ante el TC quien a su vez, según las estadísticas, demorará en resolverla en unos 
cinco a seis meses aproximadamente. Con lo cual, el proceso de amparo terminará resolviéndose entre un año y 
año y medio, tiempo que desde luego, no es lo más aconsejable, por el bien del amparo y del propio TC. 
 
447 Al proceder de ese modo, no se estaría haciendo otra cosa que ajustar la actuación a la doctrina del  propio 
TC, pues este Tribunal ha establecido que: “en aplicación del principio de economía procesal, cuando en la 
tramitación de un proceso se constata una irregularidad procesal, el tribunal constitucional puede realizar un 
saneamiento del mismo, sin necesidad de declarar la nulidad de lo actuado”, ello, “en razón a que esta sería 
una consecuencia excesiva, ya que debe comprenderse que pese al vicio esencial, el acto puede ser 
convalidado; explicándose la convalidación del mismo por la comprobación de su inocuidad y no por la 
eliminación del vicio”, así la STC  Nº 0400/2005. 
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procesal, de celeridad e inmediatez, es evitar que el expediente sea devuelto al juez 
o tribunal de origen, tal como lo establece la STC Nº 0505/5005, para que éste, 
tramite nuevamente el amparo que en su día ya había rechazado. 
 
Bien es verdad que, de adoptarse dicho procedimiento, cabe la posibilidad de 
que los jueces y tribunales opten por rechazar o declarar la improcedencia del 
amparo, antes que admitirla a trámite; así, se “liberarían”, entre otras cosas448, de 
resolver el amparo en el fondo, difiriendo tal cometido al TC, para que sea él quien 
decida lo que corresponda. Pero, para evitar que ello suceda, habría que adoptar el 
mismo mecanismo de control sugerido para aquellos jueces que rechacen 
indebidamente las demandas de amparo, es decir, en aquellos casos donde el 
rechazo o la improcedencia haya sido indebidamente adoptada, la CA a tiempo de 
decretar la admisión del amparo debería proponer al pleno del TC que en 
Sentencia, adopte, según los casos, uno de los siguientes medios de control: 
 
- Cuando el rechazo o la improcedencia haya sido adoptado sin la debida 
motivación ni fundamentación, el juez debería ser objeto de llamada de 
atención hasta dos veces, pero en caso de reincidencia por tercera vez, se 
debería remitir antecedentes al Consejo de la Judicatura. 
 
- Cuando el rechazo o la improcedencia además de carecer de motivación 
se aparte sin el suficiente fundamento de la doctrina del Tribunal, el 
expediente debería ser remitido al Consejo de la Judicatura para el 
correspondiente proceso disciplinario según lo previsto por art. 123 CB en 
relación con el 103 LTC. 
 
- Por último, en aquellos casos donde la denegación o la improcedencia sea 
manifiestamente temeraria o maliciosa y que tengan como resultado, un 
agravio irreparable en el derecho fundamental alegado o en otro conexo; el 
expediente debería ser remitido al Ministerio Público para su juzgamiento 
por delitos contra los derechos fundamentales, según lo previsto por el art. 
197-Bis Cp, en relación con el art. 104 LTC. 
                                                 
448 Para los jueces y tribunales de amparo, como ya se dijo, más aún tomando en cuanta sus recargadas labores 
ordinarias, siempre será más cómodo no entrar en el fondo del asunto y así evitarse, los actos de citación y por 
sobre todo, la audiencia de verificación. 
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En la medida que se adopten este tipo de  mecanismos –y otros- de control 
jurisdiccional, en la misma medida se evitaría o cuanto menos se reducirían las 
serias posibilidades de que la fase de verificación se convierta en un procedimiento 
intrascendente e ineficaz; repercutiendo no sólo en la tutela de los derechos y 
garantías de las partes, sino en la misma función que el amparo cumple, en tanto 
mecanismo jurisdiccional que permite al TC, constituirse en el defensor último de los 
derechos y garantías fundamentales. 
 
 
2. Revisión de las sentencias sobre el fondo del asunto por el Pleno del 
Tribunal Constitucional 
 
De acuerdo con lo establecido por el art. 120 CB, son atribuciones del Tribunal 
Constitucional: “atrib. 7ª, La revisión de los recursos de amparo constitucional…”. 
Con la finalidad de que esta atribución se haga efectiva, el art. 19. IV establece que 
el juez o tribunal de amparo elevará “de oficio su resolución ante el Tribunal 
Constitucional para su revisión en el plazo de veinticuatro horas”.  Prácticamente en 
el mismo sentido, el art. 102. V LTC, dispone que “la resolución será elevada en 
revisión de oficio ante el Tribunal Constitucional en el plazo de 24 horas”. Quedando 
con ello, claramente establecido que la revisión de las sentencias de amparo 
dictadas por los jueces y tribunales en primera fase, son de exclusiva competencia 
del TC449. 
 
 Dando por sentado que dicha atribución del TC sólo comprende la revisión de 
las sentencias de primer grado que han entrado en el fondo del asunto, se puede 
decir que el procedimiento de revisión, en términos generales y en tanto 
competencia del TC, tiene las siguientes características: a) es de oficio y por lo tanto 
obligatorio; b) es escrito, y; c) es definitivo. 
 
 a) El procedimiento de revisión ante el TC, llamado también de segundo grado o 
fase de revisión, por imperativo constitucional es de oficio, es decir, no está sujeto a 
la voluntad del TC ni de los tribunales y jueces de amparo y mucho menos requiere 
                                                 
449 Antes de la reforma constitucional de 1.994, dicha atribución era competencia de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia (art. 51 LOJ de 1993); revisión que, dicho sea de paso, demoraba un promedio de 2 a 3 
años en resolverse. 
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instancia de parte. El hecho de que la revisión sea de oficio, presupone que la 
misma es obligatoria, en el sentido de que el TC, habrá de ingresar en el 
conocimiento y resolución de todos los amparos que en fase de verificación hayan 
terminando con sentencias sobre el fondo del asunto, ya sea concediendo o 
negando el amparo solicitado; en efecto, en ningún caso y bajo ninguna 
circunstancia podrá rehusarse de cumplir con dicha atribución (art. 5 LTC). Esto 
último, supone a su vez, que al Tribunal le esta prohibido seleccionar los casos que 
ha de revisar dejando los no seleccionados sin revisión. En otras palabras, el TC a 
tiempo de cumplir con dicho mandato constitucional en los términos ya descritos 
(arts. 102. 7ª, 19. IV CB, y 102.V LTC), no podrá hacer uso del certiorari450, que al 
parecer es la tendencia en el Derecho comparado451. 
 
b) Asimismo, el procedimiento de revisión prácticamente es de carácter escrito, 
ya que una vez radicado el expediente ante el TC para su revisión, cualquier 
alegación que se presente ante el TC, ya sea en favor (propugnación) o en contra 
(impugnación) de la sentencia de primera fase tendrá que ser por escrito; aunque 
ello, no obsta recordar que de conformidad con lo dispuesto por el art. 40.II, el TC, 
de oficio o a instancia de parte, está facultado para señalar audiencia con la 
finalidad de que las partes fundamenten y expresen sus alegatos -se entiende en 
forma oral-452 “sobre la pertinencia de la acción planteada”. Sin embargo, dicha 
                                                 
450 En resumen, el "certiorari" permite que el órgano judicial decida un problema "según su sana discreción", 
sin necesidad de fundamentarlo. A propósito, un trabajo bien resumido sobre la práctica del certiorari por el 
Tribunal Supremo norteamericano, vide, Ahumada Ruiz, M. A: “El «certiorari». Ejercicio discrecional de la 
jurisdicción de apelación por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos”, en Revista Española de Derecho 
Constitucional, Nº 41, Madrid, 1.994, págs. 89-135. 
 
451 La tendencia viene siendo considera y en algunos casos ya practicada, como un medio para combatir la 
sobrecarga procesal de los Tribunales Constitucionales. Así, en Alemania y España, precisamente, a raíz de la 
sobrecarga procesal de sus respectivos Tribunales, se viene sugiriendo la adopción del certiorari que permita al 
TC, seleccionar y por lo tanto, decidir él, los casos que ha de conocer y resolver. Un trabajo inicial que resume 
dicha tendencia en ambos países, vide, López Pietsch, Pablo: “Objetivar el recurso de amparo: Las 
recomendaciones de la Comisión Benda y el debate español”, en REDC Nº 53, 1988, págs. 115-151, entre los 
últimos, vide, Garro Vargas Ana María: “El debate sobre la reforma del recurso de amparo en España. Análisis 
de algunas propuestas a la luz de la Constitución”, en REDC Nº 76, 2006, págs. 95-142. En el contexto 
iberoamericano, si bien la iniciativa aun no se deja sentir en la misma proporción que en los señalados países 
europeos, no menos cierto es que ya existen voces en ese sentido, así por ejemplo, en Perú, vide, Landa, Cesar: 
“Lineamientos para la incorporación del recurso de certiorari a través del recurso de agravio constitucional”, 
Gaceta del Tribunal Constitucional, N.º 1, enero-marzo 2006, en Internet: 
http://gaceta.tc.gob.pe/img_upload/2b3dbc748b6bb62663f59958d6207845/Paper_Landa.pdf (fecha de consulta, 
13-02-07). 
 
452 Se entiende que la fundamentación y la expresión de los alegatos ha de ser en forma oral por la sencilla razón 
de que, de no ser así no tendría sentido señalar audiencia, pues bastaría con conceder a las partes un plazo 
determinado para que formulen dichos alegatos por escrito. 
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facultad por razones obvias (escasez de tiempo básicamente), en la práctica no es 
utilizada o al menos no en los procesos de amparo constitucional. De ahí que el 
procedimiento de revisión ante el TC sea un procedimiento de tramitación escrita453. 
 
c) Por último, el procedimiento de revisión tiene un carácter definitivo, 
fundamentalmente, por el hecho de que la sentencia con la que concluye la revisión 
y por el que el Tribunal resuelve el amparo “no admite recurso alguno” (art. 42 LTC), 
ya que “Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso ulterior 
alguno” (art. 121.I CB). Lo que en suma significa que dicha sentencia es definitiva, o 
lo que es lo mismo, tiene los efectos de cosa juzgada tanto formal como material454. 
 
Ahora bien, especificadas que han sido las principales características del 
procedimiento de revisión, antes de ingresar en el desarrollo del mismo, conviene 
con carácter previo detenerse en el esclarecimiento del ámbito que dicho 
procedimiento comprende. En sí, la idea es definir si el trámite de revisión debe 
abarcar el examen sólo de la sentencia que resolvió el amparo en fase de 
verificación o incluso el procedimiento seguido hasta adoptar dicha sentencia. A la 
luz de la práctica, puede que detenerse en ello no tenga ninguna trascendencia, 
pero deja de ser baladí si el asunto se aborda desde la perspectiva normativa, es 
decir, del ordenamiento que regula dicho procedimiento. 
 
En efecto, como se recordará, tanto la Constitución (arts. 102. 7ª y 19. IV) como 
la LTC (art. 102.V) al respecto no son nada específicas, ya que ambas normas se 
limitan a establecer que la revisión del amparo es atribución del TC. Es decir, 
ninguna de las aludidas normas hace referencia, no al menos con la precisión 
requerida, al ámbito que comprende dicha revisión. No obstante, en la práctica esta 
cuestión aparentemente ya está resuelta, ya que el TC revisa tanto el procedimiento 
como el fondo del asunto, lo que en principio supone decir que el ámbito de la 
revisión comprende ambas cuestiones. Tal es así que en aquellos supuestos donde 
el TC advierte que el amparo no ha sido tramitado conforme el procedimiento 
preestablecido, dicta sentencia anulando dicho procedimiento y disponiendo que 
                                                 
453 En tal sentido y de manera expresa, el art. 10 del Acuerdo Constitucional Nº 03/1.999, establece: “El 
procedimiento ante el Tribunal Constitucional será escrito…”. 
 
454 Sobre los efectos de la sentencia constitucional, que resuelve el amparo, se volverá en el Capítulo X, págs. 
581 y ss.. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 537
corregida la infracción in procedendo, el amparo sea tramitado nuevamente. Sin 
embargo, ocurre que de acuerdo con la Constitución y la LTC el TC sólo puede 
dictar dos tipos de sentencias: aprobando o, revocando la sentencia venida en 
revisión, pero no así anulando. 
 
La implícita exclusión de las sentencias anulatorias se explica, básicamente, por 
dos razones de principio: primero, en el hecho de que los errores de procedimiento 
son imputables única y exclusivamente al juez o tribunal de amparo en tanto director 
del proceso, por lo tanto, no pueden repercutir en perjuicio del demandante que es 
lo que, en la práctica, conlleva la anulación del procedimiento, y; segundo, el 
proceso de amparo es un proceso que no está sujeto a formalismos procesales que 
repercutan negativamente en la eficacia del amparo, traducida la misma en la pronta 
y eficaz protección de los derechos y garantías fundamentales, lo que supone decir 
que la sentencia que anula el procedimiento al tener esos efectos, no es la más 
indicada. 
 
Si ello es así, cabría concluir entonces señalando que el ámbito del 
procedimiento de revisión comprende sólo la cuestión de fondo y no así el 
procedimiento que se ha seguido en la fase de verificación. De hecho, en una 
interpretación literal-restrictiva, tanto la Constitución como la LTC, al establecer que 
la resolución será elevada de oficio ante el TC, sólo se están refiriendo a la 
sentencia y no así al resto de los actuados procesales. 
 
No obstante, el fondo de la cuestión en definitiva no es si el TC deba o no entrar 
en la revisión del procedimiento de la fase de verificación sino, si debe o no dictar 
sentencia anulando dicho procedimiento y por ende disponiendo que el amparo 
vuelva a tramitarse nuevamente con todos los perjuicios y demoras que ello implica. 
Esta cuestión reviste mayor importancia si es que se toma en cuenta que en 
ninguna parte de la Constitución ni de la LTC, no se hace referencia a la sentencia 
de nulidad. 
 
Bien es verdad que, prima facie, la revisión del procedimiento contribuye a la 
formación de la doctrina sobre las garantías constitucionales de orden procesal -que 
al final son las únicas casuales de nulidad del procedimiento-; por esta razón, no se 
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puede pretender que el TC pase por alto aquellas infracciones a dichas garantías, ni 
siquiera en la tramitación del proceso de amparo455. Pero lo que ya no resulta del 
todo convincente y coherente con los principios de economía y sumariedad que 
rigen el proceso de amparo, son los efectos de la nulidad y la nulidad en sí, 
básicamente, por su repercusión negativa en la funcionalidad del amparo. 
 
Por tal razón, el Tribunal sin dejar de revisar el procedimiento, lo que debería 
hacer es, no dictar sentencia de nulidad. En otras palabras, tomando en cuenta que 
la correcta tramitación del proceso es responsabilidad del juez o tribunal de amparo 
y no de las partes; en aquellos supuestos donde se hayan infringido las garantías 
procesales, lo que debería hacer es, no obstante, resolver el amparo en el fondo y, 
a tiempo de dictar sentencia, llamar la atención al juez o tribunal de amparo que 
incurrió en infracción del procedimiento. En caso de reincidencia, habrá de disponer 
que sea sometido a proceso disciplinario ante el Consejo de la Judicatura y en su 
acaso ante el Ministerio Público para su correspondiente sanción penal. Si se 
adoptase dicho procedimiento, no resultarían afectadas ni las partes456, ni los 
referidos principios que rigen el proceso de amparo, al contrario, se cumpliría a 
cabalidad con cada uno de ellos. 
 
Así las cosas, el ámbito del trámite de revisión comprendería, tanto la revisión 
del procedimiento como de la resolución sobre la cuestión de fondo; en sí, tal como 
sucede en la práctica actual, pero con la diferencia de que en los supuestos de 
infracción del procedimiento, el Tribunal ya no dictaría nulidad del mismo sino, 
ingresaría en la resolución de la cuestión de fondo sin necesidad de que el 
expediente tenga que ser devuelto al juez de origen457. La adopción de este 
procedimiento no haría otra cosa que guardar coherencia, con lo propuesto en el 
apartado anterior, en relación con el trámite a seguir en aquellos supuestos donde la 
                                                 
455 Es más, tomando en cuenta que determinados requisitos de admisibilidad de la demanda pueden y deben ser 
revisados en todo momento, el TC, debe revisar todo el procedimiento, es decir, desde la demanda hasta la 
sentencia. 
 
456 Al anularse el proceso disponiendo que se tramite nuevamente el mismo, al único sujeto procesal que se 
perjudica es al demandante, quien no tiene porqué cargar con la irresponsabilidad del juez o tribunal de amparo. 
 
457 Puede darse el caso de que la infracción se deba a la falta de notificación de la parte demandada privándole 
de su derecho a la defensa. En tal caso, el Tribunal Constitucional, antes de ingresar en la resolución del fondo 
del asunto, debería disponer que la parte demandada sea notificada para que dentro de un plazo determinado 
formule sus alegatos por escrito. Vencido el plazo, a falta de informe del demandado el amparo sería resuelto 
sobre la base de las pruebas aportadas por el demandante, tal como lo establece el art. 19.IV de la Constitución. 
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CA entienda que la demanda debe ser admitida y resuelta en el fondo por el Pleno 
del Tribunal Constitucional, sin necesidad de ser devuelta la juez de origen. 
 
Por lo demás, el procedimiento de revisión seguiría despachándose conforme el 
tramite actual, lo que supone decir que después de los correspondientes registros 
administrativos y la asignación de un número458, el expediente sería remitido a la CA 
para su correspondiente sorteo para Magistrado relator. Una vez sorteado el 
expediente, el Magistrado relator elaboraría el proyecto de sentencia y, por último, la 
Sala Plena dictaría la sentencia definitiva poniendo fin tanto al procedimiento de 
revisión como al proceso de amparo en su conjunto.  
 
A propósito, la idea que se plantea no es nueva, ya que en un primer momento 
ya fue asumida por el propio TC. Prueba de ello –pese a ser la única- es la STC Nº 
0117/1.999, donde, en un supuesto de infracción in procedendo del juez de amparo, 
lo que ameritaba la nulidad de las actuaciones, tal como lo entendía uno de los 
magistrados que emitió voto disidente459; el Tribunal ingresó en el fondo del asunto 
y dictó sentencia aprobando la resolución revisada que en fase de verificación había 
concedido el amparo solicitado. El argumento central de la sentencia decía460: 
 
“…Que si bien, durante la tramitación de este recurso, se han producido algunos actuados, 
como los relativos a la conciliación, a los que el juez dio curso en perjuicio del carácter 
sumario que debe tener el trámite del amparo constitucional, ellos no desvirtúan la finalidad 
esencial del recurso, por constituir más bien factores de injustificada dilación del proceso 
que no deben darse, bajo responsabilidad del juez o tribunal de amparo”. 
 
                                                 
458 Tanto el registro como la asignación de un número de expediente se realiza mediante el sistema 
computarizado de gestión procesal y sirve para su respectivo control y seguimiento del procedimiento de 
revisión en sus diferentes etapas. Por otra parte, hay que decir que el expediente ha sido remitido al TC 
acompañado de la respectiva resolución, el acta de la audiencia, las pruebas y demás actuaciones que se 
hubiesen realizado en la fase de verificación. 
 
459 Uno de los argumentos del voto disidente, además de describir los preceptos que se habían infringido, decía 
lo siguiente: “Según el art. 19 de la C.P.E. y la doctrina universal, el AMPARO es una acción dirigida a la 
PROTECCION INMEDIATA de los derechos y garantías constitucionales. En la especie, las irregularidades 
señaladas prolongaron la sustanciación del proceso DURANTE UN MES, por culpa del juez y a pedido de las 
partes involucradas. Así, se desnaturalizó completamente el proceso, de suerte que, en los hechos y en derecho, 
NO SE TRAMITO UN RECURSO DE AMPARO, y lo que ha llegado en revisión al Tribunal Constitucional NO 
ES UN PROCESO DE AMPARO”. 
 
460 Argumento con el que TC dictaría sentencia estimando el amparo solicitado y, respecto del juez, la parte  
final de la sentencia diría: “Se llama la atención al Juez de Partido (…), por haber dado curso a trámites 
dilatorios del proceso y no remitir el expediente en el plazo señalado por el art. 19 de la Constitución”. 
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Sin embargo, dicha sentencia sería la única en ese sentido, ya que en los casos 
posteriores el Tribunal optaría por anular el procedimiento y devolver el expediente 
tal como sucede en la actualidad. Dicho esto, en los siguientes apartados se 
describirá las principales características de cada uno de los procedimientos por los 
transcurre el trámite de revisión, empezando por el sorteo del expediente. 
 
 
2.1. Sorteo del expediente por la Comisión de Admisión 
 
Como se tiene dicho, hasta antes de la STC Nº 0505/2005, la única intervención 
que la CA tenía en el proceso de amparo era en su sorteo, tal como en la actualidad 
continúa siendo el encargado de realizar el sorteo de los expedientes para 
Magistrado relator (art. 31.III LTC)461. Durante los primeros años, el criterio que se 
manejaba para sortear los expedientes no era otro que el orden correlativo de 
ingreso del expediente para su revisión. Sin embargo, dicho criterio sería modificado 
mediante el referido Acuerdo TC Nº 05/2007-Bis462, donde, además de adoptar otros 
criterios, se pone de manifiesto la sobre carga de trabajo que afronta el TC. 
 
El Acuerdo empieza reconociendo lo siguiente: “que es imposible evitar la 
demora en el sorteo de los recursos de amparo remitidos en revisión ante este 
Tribunal Constitucional” y, continúa señalando que al presente existen “más de 
setecientos recursos de amparo pendientes de sorteo en la Comisión de Admisión, 
debido al incremento de la carga procesal que rebasa la capacidad de trabajo de un 
reducido número de Magistrados (5) y funcionarios de apoyo jurisdiccional”. Con 
estos argumentos, el TC, resuelve: primero, “Encargar a la Comisión de Admisión la 
selección de todos aquellos recursos que se encuentren esperando turno de sorteo, 
clasificados en el área laboral (referidos a la presunta vulneración del derecho al 
trabajo-improcedentes y denegados), y aquellos que no hayan merecido la tutela 
por el tribunal de amparo (improcedentes y denegados)”, y; segundo, “Proceda la 
                                                 
461 Dicho precepto establece que son atribuciones de la Comisión de Admisión: “Distribuir por sorteo las 
causas admitidas entre los Magistrados del Tribunal”. 
 
462 Este acuerdo fue dictado, frente a la sobrecarga de trabajo acumulado (700 amparos sin resolver) en tan sólo 
un año. Ante tal situación el Pleno del TC ha instruido a la CA que proceda al sorteo de los expedientes 
siguiendo un criterio no del todo convincente: el derecho vulnerado. Así, en primer lugar se dará prioridad a los 
amparos donde se invocan la protección de derechos laborales y en segundo lugar los amparos que en fase de 
verificación hayan sido rechazados, declarados improcedentes o denegados. 
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Comisión de Admisión, en cada sorteo a partir del siguiente, a la inclusión de 10 
expedientes seleccionados en el área laboral y, una vez concluido el sorteo de 
todos estos recursos, continúe sorteando igual número de aquellos amparos 
constitucionales que no hayan merecido la tutela del Tribual de Amparo hasta 
concluir con todos los seleccionados”. 
 
En otras palabras, el TC mediante el referido Acuerdo Constitucional dispone 
que del total de los expedientes rezagados, la CA debe seleccionar y clasificar los 
mismos en dos áreas: por un lado, los amparos donde se invoca la vulneración de 
derechos laborales y, por el otro, los amparos que han sido denegados en la fase de 
verificación. Con lo cual, el sorteo de los casos se realizará en función de dicha 
clasificación, es decir, primero, diez amparos laborales y después otros diez 
amparos denegados, rechazados o declarados improcedentes in limine, así hasta 
concluir con todos los expedientes –según se dice más de setecientos- que se 
hallan en espera para sorteo. Lo que a su vez significa que aquellos procesos 
donde se hayan concedido los amparos solicitados, habrán de esperar que 
previamente se concluya con los primeros ya señalados463. 
 
De manera que, siguiendo dichos criterios el expediente será sorteado por la 
Comisión de Admisión para el correspondiente Magistrado relator, quien se 
encargará de elaborar el proyecto de sentencia que con carácter definitivo ha de 
resolver el amparo. Sin embargo, antes de ingresar en el apartado que se ocupa de 
la elaboración del proyecto de sentencia; no está de más recordar que, en la fase de 
revisión, si bien es cierto que el Tribunal antes de emitir la sentencia definitiva, 
puede de oficio requerir mayores elementos de juicio, como por ejemplo: 
certificaciones, informes, fotocopias legalizadas de determinados documentos y 
expedientes  relativos al objeto del proceso de amparo que se revisa, no menos 
cierto es que, a las partes no les está permitido producir otras pruebas ni presentar 
ningún otro documento con excepción del escrito de impugnación o propugnación, 
                                                 
463 La medida, ciertamente, no es lo más acertada, no al menos desde el punto de vista del principio de  igualdad 
que se debe respetar, pues, el hecho de que se resuelvan sólo aquellos amparos donde se invocan derechos 
laborales y los denegados, supone dejar sin revisar aquellos que concedieron el amparo solicitado; pero, 
tomando en cuenta que el fallo de primera fase no es definitivo, la demora en su revisión genera incertidumbre, 
mejor dicho, prolonga la incertidumbre, situación que contradice el principio de seguridad jurídica, que por el 
propio Tribunal ha sido definida como el derecho a la certeza, a la exención de duda o incertidumbre. Por otra 
parte, la medida no aligera el despacho de las causas rezagadas, ya que, entre tanto se resuelven los más de 
setecientos que se hallan en espera de sorteo, se habrán acumulado otros setecientos o más de nuevos ingresos. 
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pues como bien se sabe, la fase de revisión no es una segunda instancia procesal 
donde se pueda nuevamente reabrir el proceso y por lo tanto realizar actos 
procesales tendientes a obtener un determinado fallo del Tribunal Constitucional. 
 
En tal sentido, los únicos escritos que hasta los cinco días hábiles posteriores al 
sorteo del expediente vienen siendo recibidos son: el escrito de propugnación y, el 
escrito de impugnación464. Con posterioridad a dicho plazo, el Tribunal no recibe 
ningún escrito que tenga relación con el amparo que se revisa. En términos 
generales, tomando en cuenta que la fase de revisión no es otra instancia procesal, 
dichos escritos no tienen otra finalidad que, el primero de refutar y el segundo de 
respaldar jurídicamente la decisión adoptada por el juez o tribual de amparo. 
 
Más específicamente, el escrito de propugnación consiste en la manifestación de 
satisfacción y/o valoración positiva que hace la parte demandante frente a la 
sentencia que concede el amparo. Por su parte, el escrito de impugnación, a pesar 
de la denominación que recibe, no es un recurso ni mucho menos, se trata en todo 
caso de la manifestación y/o valoración negativa que el demandado hace frente a la 
sentencia que concedió el amparo al demandante. Huelga decir que cuando la 
sentencia sea denegatoria, quien presente el escrito de impugnación será el 
demandante y el de propugnación el demandado. 
 
Si hay algo en común entre ambos escritos, dicha entidad tiene que ver con el 
objeto y/o contenido del escrito. Tanto el uno como el otro deberán de 
circunscribirse con carácter de exclusividad a la resolución que se está impugnando 
o propugnando, no pudiendo en efecto –en todo caso no debiendo-, volver a 
plantear o replantear otras, ni más cuestiones de hecho ni de Derecho que las 
deducidas en la demanda. En efecto, las partes podrán reiterar o ampliar los 
argumentos de sus respectivas pretensiones e, incluso, formular otros argumentos, 
                                                 
464 A propósito, ninguno de los referidos escritos está contemplado ni en la Constitución ni en la LTC, pero, no 
obstante, en la práctica se ha hecho costumbre como la vía normal de dirigirse al TC ya sea apoyando y/o 
respaldando la sentencia que concede el amparo o rechazando la que deniega. Tal es la práctica, probablemente 
venida de los procesos ordinarios donde se utiliza con bastante frecuencia, que el propio TC mediante Acuerdo 
del Pleno terminaría disponiendo que dichos escritos pueden presentarse hasta los cinco días posteriores al 
sorteo del expediente para Magistrado Relator. No obstante, lo recomendable es que dichos escritos sean 
presentados ante el juez o tribunal de amparo que dictó la sentencia, de tal modo que puedan ser remitidos al 
TC, juntamente con todo el expediente. 
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según corresponda, ya sea a favor o en contra de la decisión adoptada por el juez o 
tribual de amparo que dictó la sentencia objeto de propugnación o impugnación. 
 
 
2.2. Elaboración del proyecto de sentencia por el Ponente 
 
Como se acaba de señalar, siguiendo los criterios de selección establecidos en 
el ATC Nº 05/2007-Bis, el expediente será sorteado por la CA para Magistrado 
relator, quien en el plazo de diez días deberá elaborar el proyecto de sentencia que 
después será sometido a consideración del Pleno. En este sentido, el apartado I del 
art. 18 del Rpc, establece: 
 
“El Magistrado que reciba un expediente por sorteo será el relator del caso. Previo estudio 
y revisión de antecedentes, elaborará el proyecto de sentencia o declaración 
constitucional, con la debida fundamentación legal, en el plazo de diez días”. 
 
Empero, dicho proyecto antes de ser considerado por el Pleno, en su 
elaboración pasará por distintas “manos”, en sí, de las del “personal de apoyo 
jurisdiccional” con los que cuenta cada Magistrado, personal que está integrado por 
un total de tres Abogados; de los cuales, uno ejerce las funciones de Letrado y los 
otros dos cumplen las funciones de Abogados asistentes. La función principal de 
estos Abogados, respecto del caso que les ha sido encomendado por el Magistrado 
relator, es la elaboración de un informe previo que será entregado al Letrado. Dicho 
informe debe dar cuenta, básicamente, de dos presupuestos del proceso; los 
formales y los sustanciales. 
 
En lo formal, el informe especificará los siguientes extremos: las partes que 
intervienen en el proceso; el, o los derechos que se invocan en la demanda como 
vulnerados; los hechos en que se funda la pretensión; las pruebas que se aportan; 
el amparo que se solicita; las alegaciones de las partes en la audiencia de 
verificación, y; el tipo de sentencia dictado por el juez de amparo, objeto de revisión. 
En lo sustancial, harán constar si el amparo ha sido tramitado siguiendo el 
procedimiento preestablecido, es decir, si las partes y terceros han sido legalmente 
citados, si la audiencia de verificación se ha celebrado dentro del plazo previsto y, 
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además, sin cuartos intermedios465; por último harán una relación sucinta de la línea 
doctrinal del TC y las modulaciones que se hayan adoptado en relación con 
supuestos similares al objeto procesal del amparo que se revisa. 
 
Sobre la base de dicho informe, el Letrado elaborará, por así decirlo, un primer 
proyecto de sentencia; lo cual supone decir que, el Letrado a diferencia de los 
abogados asistentes y siempre tomando en cuenta que dicha facultad es privativa 
del Magistrado relator y en última instancia del Pleno, podrá ingresar en la 
valoración de los presupuestos del proceso y de todos y cada uno de los actos 
procesales desarrollados en la fase de verificación. En dicho propósito, con apoyo 
en el informe de los Abogados asistentes, comprobará que la tramitación del 
amparo haya sido llevado acabo conforme el procedimiento preestablecido y según 
la doctrina del TC. Luego de haber comprobado dichos extremos, redactará el 
proyecto en cuestión, el mismo que en todo caso habrá de ajustarse a la línea 
doctrinal del TC, para luego ser entregado al Magistrado relator. 
 
Con el primer proyecto en mano y los datos del informe de los abogados 
asistentes, el Magistrado relator, básicamente, centrará su atención en la 
confrontación y valoración de los supuestos y argumentos esgrimidos en dicho 
proyecto. En caso de estar de acuerdo con lo proyectado por el letrado, dispondrá 
que el proyecto sea redactado en limpio para su presentación al Pleno. Pero, en el 
supuesto de que el proyecto, a criterio del Magistrado relator deba ser corregido o 
modificado, será devuelto al letrado con las observaciones del caso para su 
respectiva corrección o modificación. El letrado, sin posibilidad de hacer valer su 
criterio, no hará otra cosa que cumplir con lo observado por el relator. 
 
Una vez elaborado el proyecto de sentencia de acuerdo con la decisión 
adoptada por el Magistrado relator, esto es, ya sea aprobando o revocando la 
                                                 
465 Bien es verdad que después de aproximadamente una década de funcionamiento del TC y la formación de 
una doctrina casi ya consolidada en todos estos años, sin duda, hay supuestos y/o formalismos procesales que ya 
están superados, es decir, que los jueces y tribunales de amparo ya saben como tramitarlos y en su caso, cómo 
resolverlos. Ese es el caso, por ejemplo, del cómputo de los plazos, la forma de redactar la sentencia, los 
requisitos mínimos que debe cumplir la misma, etc. Pero aun así, en la medida en que el amparo sigue 
evolucionando o perfeccionándose, también siguen surgiendo otras interrogantes, otras dudas y quizás de mayor 
trascendencia que las primeras; como es el caso, por ejemplo, de los criterios definitorios de cada uno de los 
requisitos de admisibilidad de la demanda y ni que se diga, de las causales de improcedencia in limine 
instituidos, como se ha dicho, por la STC Nº 0505/2005. 
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sentencia venida en revisión466, el mismo será remito al Pleno para su 
consideración467. En la práctica, en cumplimiento del art. 18.II RPC, el Relator lo que 
hace es, remitir una copia del proyecto a cada uno de los magistrados que 
conforman el Pleno, como mínimo con cuarenta y ocho horas de anticipación del día 
de la correspondiente sesión; esto, con la finalidad de que los magistrados asistan a 
la referida plenaria ya habiendo leído el proyecto en cuestión. Pero, de ello y todo lo 
relacionado con la adopción de la sentencia por la Sala Plena, se ocupa el siguiente 
apartado.  
 
 
2.3. Adopción de la sentencia por la Sala Plena 
 
Valga reiterar que de conformidad con la Constitución y la LTC, el Tribunal 
Constitucional está integrado por cinco magistrados que conforman una sola Sala 
(arts. 119.II CB y 8.I LTC). La Sala Plena, de conformidad con lo establecido por los 
arts. 120.7ª CB y 7.8ª LTC, tiene competencia para conocer y resolver el recurso de 
amparo constitucional en su fase de revisión. El ejercicio de esta competencia sólo 
es posible respecto de aquellas sentencias que en fase de verificación han 
ingresado en el fondo del asunto, es decir, aquellas que han concedido o denegado 
el amparo solicitado468, pero no así de las que han concluido con otro tipo de 
resolución, por ser éstas atribución de la CA469. 
                                                 
466 En la práctica, como se ha dicho, hay supuestos en los que el TC al final de la revisión dicta sentencia 
anulando el proceso, principalmente, por encontrar en su tramitación errores in procedendo. La nulidad, como 
ya se ha dicho, conlleva la devolución del expediente de amparo al juez de origen para su nueva tramitación, 
práctica que en este trabajo no se comparte, tal como se tiene expuesto en el apartado anterior, concretamente en 
el apartado 1 de este Capítulo. 
 
467 Según lo establecido por el art. 82 del Rpc, el magistrado relator presentará el proyecto de la sentencia 
constitucional, en el plazo de 5 días computables a partir del sorteo del expediente. Plazo que en la actualidad, 
puede decirse que aun se cumple a cabalidad. Donde existe demora, es en el sorteo, básicamente, por la sobre 
carga procesal que rebasa la capacidad del TC. 
 
468 A propósito, en un principio algún sector de la doctrina entendía que la atribución 7ª contenida en el art. 120 
CB, sólo comprendía la revisión de aquellas resoluciones denegatorias de amparo, quedando por lo tanto, 
excluidas del control por el TC las que concedan el amparo; en este sentido, vide, Lösing, Norbert: La 
jurisdiccionalidad constitucional en Latinoamérica, Konrad-Adenauer Stiftung/Dykinson, (trad. de Marcela 
Anzola Gil), Madrid, 2002, pág. 252. No obstante, este autor, donde sí tendría razón o mejor dicho, el tiempo le 
daría la razón, es en relación con su afirmación en los siguientes términos: “dicha atribución representará, en el 
futuro, la mayor parte del desgaste funcional del Tribunal Constitucional. Los cinco Magistrados, se van a ver 
rápidamente sobrecargados de trabajo, lo cual pondrá en peligro la funcionalidad del Tribunal”, Íbidem. 
 
469 Al respecto, el AC Nº 0107/2006, señaló que el Tribunal Constitucional: “…para el adecuado cumplimiento 
de sus funciones jurisdiccionales, está conformado por el Pleno y por la Comisión de Admisión, cada uno con 
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Ahora bien, continuando con la exposición del trámite interno de revisión por el 
Pleno del Tribunal, una vez remitido al Pleno el proyecto de sentencia elaborado por 
el magistrado relator, el Pleno en sesión ordinaria lo que hace es considerar, 
analizar y debatir sobre el proyecto en cuestión470. Al final del debate, el proyecto es 
sometido a votación, emitiendo cada magistrado su voto ya sea en favor o en contra 
del mismo. En el supuesto de que el proyecto obtenga la mayoría suficiente de 
votos a favor, éste se convertirá en sentencia. Aunque no siempre es así. Desde ya, 
caben dos posibilidades, o que el proyecto sea aceptado sólo en parte o que, en el 
peor de los casos, sea rechazado en su totalidad471. De darse el primer supuesto, la 
sentencia será redactada por el mismo ponente en el sentido que la mayoría del 
pleno entienda que deba ser modificada; en cambio, de darse el segundo supuesto, 
la sentencia, por obvias razones, ya no será redactada por el relator sino por otro 
magistrado de entre los que votaron en contra del proyecto472. 
 
Las divergencias en la votación, esto es, en la aceptación o rechazo del proyecto 
de sentencia elaborado por el magistrado relator, se deben, básicamente, o a la 
insuficiencia de los elementos de convicción que impiden resolver el amparo con 
plena certeza o; a la discrepancia en la interpretación y/o determinación del 
contenido del derecho o garantía fundamental alegado por el demandante 
invocando su protección. De darse cualquiera de estas circunstancias, uno de los 
magistrados, de conformidad con lo dispuesto por el art. 19.V Rpc, puede pedir que 
“se suspenda la deliberación para un mejor estudio del asunto objeto del debate”. 
En tal caso, “podrá aplazarse la sesión cuando tal moción cuente al menos con el 
respaldo de dos magistrados presentes, y siempre que la urgencia del asunto lo 
permita”. 
                                                                                                                                                       
atribuciones específicas. En lo esencial, el Pleno del Tribunal Constitucional en el ámbito de su competencia, 
se pronuncia sobre cuestiones de fondo de las problemáticas sometidas a su conocimiento, entre las que se 
encuentra la revisión de los recursos de amparo constitucional…”. 
 
470 El apartado III del art. 18 Rpc, dispone que: “Los magistrados podrán formular al relator sus puntos de vista 
sobre el asunto”; por su parte, el apartado II del art. 19 del mismo cuerpo legal, establece que “Los magistrados 
podrán exponer oralmente sus opiniones sobre el documento”. 
 
471 Normalmente, las modificaciones afectan a la motivación y/o fundamentación esgrimida en el proyecto sin 
incidir en el fallo. En cambio su rechazo, afecta tanto al cuerpo del proyecto como al fallo sugerido. 
 
472 Al respecto, el apartado VII del art. 19 Rpc, establece: “Si el proyecto del relator no obtiene el mínimo de 
votos señalados deberá modificar conforme el criterio de la mayoría. Si se negare a hacerlo, pasará, mediante 
sorteo, a otro magistrado para que redacte el nuevo proyecto para su aprobación”. 
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Para los supuestos donde sean necesarios más elementos de juicio, los mismos 
que permitan al Tribunal resolver el amparo que revisa con plena certeza, la LTC 
prevé determinados mecanismo a los que el Tribunal puede acudir. Así, el art. 40.II 
faculta al TC señalar audiencia pública a objeto de recabar mayores elementos de 
juicio473; del mismo modo el art. 45, faculta al Tribunal requerir a quien corresponda 
la remisión de documentos relativos al proceso en cuestión, y; por último, de 
conformidad con lo dispuesto por el art. 46, el Tribunal puede incluso disponer la 
producción de prueba complementaria estableciendo la forma y el tiempo en que 
deberá ser producida. 
 
Pero si aun así no se consigue un criterio uniforme, esto es, si aún persisten las 
discrepancias y resultan inconciliables, sea respecto la argumentación o la decisión, 
para tales supuestos la misma Ley del TC establece una especie de salida que 
permite resolver la cuestión. Dicha salida no es otra que el denominado «voto 
disidente» que viene establecido en art. 47.II de la referida norma474, que en la 
práctica permite al o, los magistrados discrepantes emitir su posición por separado. 
El voto disidente puede darse tanto respecto los fundamentos jurídicos (ratio 
decidendi) como respecto del fallo. Si es respecto los fundamentos, será voto 
discrepante y si es respecto del fallo, será voto concurrente. A diferencia de otros 
ordenamientos como es el caso español475, la emisión escrita del voto disidente en 
el amparo boliviano es obligatoria, de ahí que él o, los disidentes tengan el plazo 
perentorio de cinco días para hacerlo oficial –por escrito y con la debida 
fundamentación- a efectos de su publicación en la Gaceta Constitucional. 
 
Concluido el debate, con o sin discrepancias, ya sea “cuando así se resuelva en 
la sesión después de escucharse las diferentes intervenciones y el Presidente, o 
                                                 
473 A propósito, sobre dicha facultad, el art. 10 del Rpc, prescribe: “… En los casos en que para dictar 
resolución, el Tribunal requiera de mayores elementos de juicio respecto al recurso o demanda constitucional, 
en forma excepcional, de oficio o a petición de parte, podrá señalar audiencia pública con emplazamiento de 
las partes, a objeto de que amplíen sus fundamentos y alegatos”. 
 
474 Dicho precepto, al igual que el apartado VIII del art. 19 Rpc, establece lo siguiente: “Se hará constar en la 
resolución los votos disidentes. El Magistrado disidente deberá obligatoriamente fundamentar su voto en el 
plazo de cinco días, para efectos de publicación en la Gaceta Constitucional”. 
 
475 Según el art. 90.2 LOTC, el voto particular que es la denominación que recibe, no es obligatorio sino 
potestativo, lo que supone decir que, “la emisión del voto particular, en todo caso, es un derecho y no una 
obligación, de manera que su formulación depende de la voluntad del Magistrado o Magistrados discrepantes”, 
así, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 292. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 548
cualquier otro magistrado, así lo proponga” (art. 19.IV Rpc), lo que corresponde al 
Pleno es adoptar la sentencia de amparo en uno de los modos determinados: o 
confirmando o, revocando la sentencia venida en revisión476. 
 
Para emitir sentencia de amparo en uno u otro sentido, de los cinco magistrados 
que conforman el Pleno477, harán falta tres votos a favor, ya que según lo previsto 
por el art. 47.I LTC, “las decisiones del Tribual Constitucional se adoptan por la 
mayoría de sus miembros”478. Pero, en aquellos casos donde el Tribunal considere 
necesario apartarse en cualquier punto de la jurisprudencia constitucional 
precedentemente sentada por él mismo, de conformidad con lo establecido por el 
art. 19.IX Cpc, se requerirán dos tercios de votos479. 
 
 
3. La Sentencia de amparo, aspectos formales y su estructura 
 
En la literalidad tanto de la Constitución como de la LTC parece que, una vez 
admitida a trámite la demanda, no hay más decisión que ponga término al amparo 
que la sentencia dictada por el Tribunal; aunque en rigor el art. 19 constitucional, en 
sus apartados IV y V, no utiliza precisamente el término sentencia sino que hace 
alusión únicamente a las expresiones «resolución final» y «decisión final» 
                                                 
476 Según el art. 83 del Rpc, la Sentencia en cuestión debe de dictarse “en el plazo de diez días computables a 
partir del sorteo del expediente”; seguidamente, el mismo precepto establece que la sentencia a dictarse será, 
“confirmando o revocando la sentencia revisada”. Sin embargo, dicho plazo, por la constante sobre carga 
procesal que afronta el TC, ha sido modificado más de una vez, tal es así que en la actualidad la sentencia ha de 
dictarse dentro los cuarenta días hábiles después del sorteo.  
 
477 Bien es verdad que el apartado I del art. 19 del RPC, establece que, “El quórum del Pleno del Tribunal se 
forma con la presencia de tres magistrados titulares”, lo cual supone decir que el pleno podrá conformarse con 
tres titulares y dos suplentes, pero en ningún caso a la inversa. Por lo demás, la sentencia se adoptará, con el 
voto a favor de tres magistrados, aunque con independencia de que los votantes a favor sean titulares o 
suplentes. 
 
478 No obstante, lo recomendable es que el TC emita sus resoluciones por unanimidad, cosa que, sin embargo, 
por una u otra razón, no siempre es posible. Es más, con la finalidad de que la Sentencia aparezca como una 
decisión institucional y no así de carácter personal, la figura del voto disidente no es, precisamente, un 
mecanismo que sirva para reforzar el carácter institucional del fallo. 
 
479 En caso de reformarse la Constitución, permitiendo el incremento del número de magistrados y por ende, de 
reestructurarse la organización interna del TC en los términos sugeridos en este trabajo (apartado 3.4, Capítulo 
II, págs. 119 y ss.); indudablemente, el procedimiento de revisión no tendría las mismas características ni el 
mismo recorrido que se acaba de exponer, sería en todo caso, tal cual se sugiere en el referido apartado; 
permitiendo así, una mayor celeridad y por sobre todo, funcionalidad del amparo constitucional. 
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respectivamente480. En defecto de la Constitución, será el art. 41.II481, de las 
«disposiciones procesales comunes» (Capítulo IV) de la LTC, la que por fin utilice el 
término sentencia de la siguiente manera: 
 
“Las resoluciones que resolvieran demandas o recursos se producirán en forma de 
sentencia. Las declaraciones serán adoptadas en los casos de consulta. Las decisiones de 
admisión o rechazo, desistimiento, caducidad u otras adoptarán la forma de auto”. 
 
Así pues, el proceso de amparo establecido en el art. 19 de la Constitución y 
desarrollado en los arts. 94 al 105 de la LTC, en supuestos normales no concluye 
sino con la sentencia del TC. En este sentido, por sentencia ha de entenderse el 
acto de enjuiciamiento que pone fin al proceso de amparo; la resolución judicial más 
importante por dos razones fundamentales: primero, porque “es la bisagra de cuyo 
buen ajuste depende en gran parte la perfecta articulación entre la disposición 
constitucional –relativa a los derechos fundamentales- y la garantía de su 
efectividad”482, y; segundo, por cuanto tiene como finalidad esencial la decisión 
sobre el fondo de las cuestiones litigiosas planteadas483. De ahí que sea, en 
definitiva, el acto procesal en que el órgano jurisdiccional, en este caso el TC, 
decida a cerca de la pretensión que constituye el objeto del proceso, ya sea 
acogiéndola o denegándola. 
 
En tanto que resuelve la cuestión de fondo, en principio, se entiende que la 
sentencia decide sobre dos pretensiones contrapuestas, decisión que se adopta 
utilizando -para su conocimiento y valoración- criterios jurídicos propios de la 
hermenéutica constitucional. Bien es verdad que, no en todos los proceso de 
amparo a de haber necesariamente dos pretensiones y mucho menos, 
confrontación de dos partes contrapuestas, como es el caso por ejemplo, de 
                                                 
480 Del mismo modo, el art. 102 de la LTC que forma parte del Capítulo (X) correspondiente al amparo, sólo 
habla de resolución. 
 
481 En términos más generales, el apartado I del mismo artículo establece que, las resoluciones del Tribunal 
Constitucional son de tres clases: “1) Sentencias constitucionales; 2) Declaraciones constitucionales, y; 3) 
Autos constitucionales”. 
 
482 Vide, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de 
amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 145. 
 
483 Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 202; en el mismo sentido, aunque 
refiriéndose al concepto básico de la sentencia, Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro, en: Derecho Procesal 
Civil…, op. cit. pág. 660. 
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aquellos amparos donde la parte demanda se mantiene al margen del proceso. En 
tales casos, como ya se ha adelantado, el TC dictará sentencia sobre la base 
únicamente de la demanda y las pruebas aportadas por una de las partes, el actor 
de amparo, con lo cual dará respuesta a una sola pretensión. 
 
Cuando el Tribunal ha de decidir, ya sea sobre una o dos pretensiones, en 
atención a la máxima iura novit curia es libre de aplicar el Derecho que a su juicio 
mejor le parezca, ya que no está sujeto a las peticiones de este tipo formuladas por 
las partes. Cosa que, sin embargo, ya no puede hacer lo mismo en relación con el 
contenido del petitum ya que se halla vinculado al mismo484. Esto último, significa 
que el TC, como cualquier otro tribunal jurisdiccional, se halla sujeto al denominado 
principio y/o deber de congruencia; el mismo que no implica otra cosa que, la 
obligación de correspondencia entre el petitum de la demanda –la pretensión- y la 
decisión del órgano jurisdiccional, en este caso, entre el contenido del petitum del 
amparo y, el contenido del fallo de la sentencia de otorgamiento de amparo485.  
 
Para mayor abundamiento, por principio de congruencia, el Tribunal no puede 
otorgar, por ejemplo, cosa distinta a la solicitada, ni más de lo pedido, ni menos de 
lo resistido486. Asimismo, se dice que el deber de congruencia en los procesos 
ordinarios, principalmente en aquellos donde el objeto del proceso es “sólo” de 
interés particular, impone al juez o tribunal ad quen el deber de no introducir 
cuestiones nuevas; esto es, “hechos no debatidos en el proceso a quo, sino también 
nuevos motivos de nulidad o de infracción del ordenamiento jurídico que suponga 
                                                 
484 Al respecto hay que decir que el TC no ejerce el control de constitucionalidad de oficio, sino, sólo a instancia 
de parte, es decir, interviene en el conocimiento de los recursos, demandas y consultas sólo a instancia de parte 
interesada. De ahí que el TC a tiempo de dictar sentencia, no podrá conceder el amparo más allá de lo solicitado 
por el recurrente, ni menos de lo “contradicho” por el recurrido. En relación con las competencias a instancia de 
parte del TC, vide, Rivera Santiváñez, J. Antonio: La jurisdicción constitucional en Bolivia. Procesos 
constitucionales..., op. cit. pág. 130. 
 
485 Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo 
constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 145; a propósito, hay que añadir que el deber de congruencia en el 
proceso de amparo, esto es, la correspondencia o relación de causalidad entre la pretensión y la sentencia, es 
exigible tanto al TC, como a los jueces y tribunales de amparo. En sí, el deber de congruencia es predicable en 
todos aquellos procesos de tipo dispositivo, de los que se dirá que la sentencia habrá de proceder del órgano 
competente que intervino en el litigio; recayendo sobre “un objeto posible, idóneo y justificado, es decir, 
congruente con la pretensión y la oposición que se han reducido en el proceso”, así, Guasp, Jaime y Aragoneses, 
Pedro: Derecho Procesal Civil…, op. cit. pág. 661. 
 
486 En este sentido, en relación con las sentencias judiciales emergentes de los procesos donde impera el 
principio dispositivo, vide, Asencio Mellado, J. María: Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 202. 
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una alteración del título jurídico en que se funda la causa petendi y, por ende, de los 
términos del debate mantenidos con anterioridad al recurso”487. 
 
Ahora bien, es cierto que el deber de congruencia no está previsto ni en la 
Constitución ni en la LTC, no al menos de manera expresa. Sin embargo, esa 
ausencia de regulación expresa, tal como ya se dijo, en modo alguno significa que 
ni el TC ni los jueces y tribunales de amparo estén exentos de dicho deber488. Es 
más, tratándose del TC se puede decir que -por su situación de Tribunal de cierre 
del sistema- la congruencia en sus fallos más que una mera exigencia, es un deber 
jurídico implícito a la función que cumple como guardián de la Constitución y, por 
ende, garante de la seguridad jurídica489. 
 
Dicho en otros términos, el  Tribunal  Constitucional,  por  muy supremo que sea 
-que lo es-, a tiempo de dictar sentencia no puede extenderse y mucho menos 
ignorar los límites que le impone el deber de congruencia490; no puede, por ejemplo, 
producir indefensión, esto es, no puede pronunciar sentencia de amparo respecto 
de quien no ha sido parte de dicho proceso; asimismo, tampoco puede pronunciarse 
sobre un petitum o una causa petendi que no hubiera sido objeto del debate 
procesal y así, entre otros aspectos, también le está prohibido apreciar motivos 
distintos a los alegados por las partes en el proceso491. 
                                                 
487 Vide, Xiol Rios, J. Antonio: “Algunas reflexiones al hilo de la ponencia de Ignacio Díez-Picazo 
«Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas en procesos constitucionales de amparo»”, 
en, VV AA: La sentencia de amparo constitucional, Centro de Estudios Políticos, Madrid, 1996, pág. 98. 
 
488 De hecho, refiriéndose al Tribunal Constitucional español, se dirá que “uno de los requisitos objetivos de la 
sentencia, sino el único, es la congruencia”, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. 
cit. pág. 188. 
 
489 Al respecto, en relación con el amparo español, se dice lo siguiente: “como regla general, la sentencia de 
amparo, de acuerdo con un principio general de congruencia procesal, debe dar respuesta a todas aquellas 
cuestiones planteadas en el proceso, sean las suscitadas por las partes, sean las suscitadas por otras partes 
personadas, sean las planteadas por el propio Tribunal Constitucional de oficio”, así, Pérez Tremps, Pablo: El 
recurso de amparo, op. cit. pág. 295. 
 
490 En este sentido, refiriéndose al amparo español, se dirá que “en virtud del principio de congruencia procesal, 
el contenido de la sentencia de otorgamiento de amparo queda limitado por el petitum formulado en la demanda 
de amparo”, vide, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos contenidos en las sentencias de 
otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 147. Dicho deber de congruencia, al 
menos en relación con las partes y la causa de pedir, prima facie, no plantea mayores problemas, empero, donde 
el asunto ya no aparece tan claro, como se verá enseguida, es en relación con el alcance del petitum respecto del 
derecho invocado. 
 
491 Así, en relación con el amparo español, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido de 
las sentencias...”, op. cit. pág. 41. 
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Ello es así, además, porque la determinación del objeto del proceso de amparo, 
la realiza el actor o recurrente en su demanda y no así el TC en la sentencia; lo cual 
supone decir que, el TC, a pesar de constituirse en el órgano jurisdiccional de cierre 
del sistema jurídico nacional, no está facultado para cambiar la pretensión, el objeto 
del proceso492, o lo que es lo mismo, le está prohibido la mutatio libelli. Dicho esto, 
otra cosa es que respecto del TC, ese deber de congruencia pueda o no ser contro-
lado, pues en principio, la aparente falta de control493, no resta la obligación que el 
TC tiene de ajustar sus decisiones a los límites de la pretensión y la resistencia. 
 
No obstante, lo que parece que sí puede hacer el Tribunal, pero esta vez desde 
la perspectiva de su función hermenéutica y pedagógica en la defensa de la 
Constitución y los derechos fundamentales de las personas, es realizar una suerte 
de modulación y/o concreción no sólo de sus propias decisiones sino incluso de las 
pretensiones deducidas por las partes494. En efecto, si bien el TC no puede alterar el 
petitum, pero sí puede adoptar cierta flexibilidad en la concreción del fallo 
correspondiente al mismo, sobre todo en lo que respecta a las medidas de 
restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho495. Lo cual significa 
                                                 
492 Sobre el deber de congruencia, el TCE, mediante su Sentencia 14/1984, diría que: “constituye requisito 
ineludible para la debida prestación de la tutela la congruencia entre el pronunciamiento judicial y el objeto 
del proceso, de modo que aquel ha de sujetarse a los límites con que éste ha sido configurado, pues en otro 
caso la actividad procesal podrá haberse desenvuelto con arreglo a las normas jurídicas y constitucionales, 
pero su resultado constituirá una efectiva denegación de la tutela, en cuanto que lo resuelto no será realmente 
el supuesto planteado, sino un hipotético supuesto distinto”. 
 
493 Acaso en este sentido, refiriéndose al caso español, se dice que, “en la medida en que el deber de 
congruencia del Tribunal Constitucional no es susceptible de control, sino por sí mismo, carece de sentido 
plantearse si el Tribunal tiene o no un deber de congruencia”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones 
sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, 
en, VV AA: La sentencia de amparo constitucional, CEPC, Madrid, 1996, pág. 41. Aunque el mismo autor dirá 
que dicha “especie de cinismo interpretativo no es aceptable”, y, en efecto, concluirá señalando que, “cabe 
dicho deber”. Íbidem. En el caso boliviano, tal como se ha visto, podría decirse que determinados actos del TC 
son susceptibles de control y por lo tanto, la exigencia de congruencia en sus sentencias no es baladí.   
 
494 Por citar un ejemplo, cuando el recurrente demanda en amparo sólo la última resolución de una serie de 
resoluciones confirmatorias de las anteriores, el Tribunal Constitucional, a efectos de restablecer en su 
integridad al recurrente sus derechos y garantías vulneradas, considerará que han sido también demandados los 
anteriores. Al respecto, en la doctrina del TC español, la sentencia Nº 214/2001 es bastante ilustrativa: 
“...conforme a una reiterada doctrina constitucional, cuando se impugna en amparo una resolución judicial 
confirmatoria de otras, que han sido lógica y cronológicamente presupuestos de aquella, han de entenderse 
también recurridas, las precedentes resoluciones confirmadas”. 
 
495 Así, refiriéndose al amparo español, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido de las 
sentencias...”, op. cit. pág. 42. Concretando dicha cuestión, el mismo autor dirá que respecto la pretensión que 
fundamenta una sentencia declarativa, es decir, de reconocimiento de un derecho, “el Tribunal no puede 
cometer incongruencia”, es decir, no puede ser flexible; sin embargo, -continúa el autor- donde el Tribunal sí 
puede ser verdaderamente flexible es frente a aquellas pretensiones de nulidad; es decir, “en lo que respecta a la 
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que, en aquellos casos donde la virtualidad de la Constitución o la protección eficaz 
de los derechos y garantías fundamentales invocados en amparo así lo exijan, el TC 
podrá, en la medida de lo necesario, ampliar el ámbito de eficacia de su sentencia; 
es decir, podrá otorgar la protección solicitada más allá de lo pedido, pero, cuidando 
siempre de no otorgar menos de lo resistido ni más allá de lo necesario para la 
eficacia del derecho496. 
 
Por lo demás y ya en términos formales, la sentencia es un acto procesal escrito 
y como tal está sujeta al cumplimiento de determinados requisitos de manera que 
produzca sus efectos normales497; requisitos de los que se ocupa el siguiente 
apartado. En conjunto, se puede decir que es necesaria la fácil inteligencia de los 
términos empleados, ya que una sentencia oscura no decidirá sin dudas el 
proceso498. La claridad de la sentencia exige que las expresiones utilizadas por la 
misma sean inequívocas, es decir, que no sea posible entenderlas en más de un 
sentido. Si una sentencia no es inteligible, inevitablemente dará lugar a la 
tergiversación y ésta repercutirá –negativamente- en su ejecución y/o cumplimiento. 
A propósito, a la luz de la práctica y no sólo del TC sino de la gran mayoría de los 
órganos judiciales, el vicio de la “penumbra” raras veces se produce en el fallo 
                                                                                                                                                       
declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que haya impedido el pleno ejercicio de los derechos o 
libertades protegidos (por el amparo)”, pues, según el autor, se trata de un “pronunciamiento constitutivo”, 
Íbidem., pág. 43; en el mismo sentido, Pibernat Domenech, Xavier, entiende que “cuando el petitum se halle 
mal formulado, resultando imposible el otorgamiento del amparo en los términos en que se solicita, el Tribunal 
dispondrá de la facultad de otorgar el amparo con un pronunciamiento distinto del solicitado”, así, en: “Los 
pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 
1990, pág. 148. 
 
496 A modo de síntesis puede decirse que, el ejercicio de dicha facultad, implícita a su naturaleza -aceptada por 
un sector mayoritario de la doctrina-, sólo se admite en tanto en cuanto sirva para dotar de eficacia a la sentencia 
y por ende, para proteger o restablecer al recurrente en la integridad de su derecho o garantía fundamental; esto 
es así, al menos, en relación con el amparo constitucional. Donde el asunto ya no es tan claro, es en relación con 
los recursos de institucionalidad. Se trae a colación el tema, en razón de que en junio de 2007, los Magistrados 
del TC, han sido demandados en juicio de responsabilidades, precisamente, por haber emitido sentencia en un 
recurso directo de inconstitucionalidad, más allá de lo pedido. La sentencia base de la acusación incoada por el 
Ejecutivo, ante el Congreso Nacional, que es el órgano competente para este tipo de juicios, es la STC Nº 
018/2007, la misma que puede verse en Internet, página Web oficial del TC: 
http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/resolucion16272.html . 
 
497 Dado que las sentencias del TC son inimpugnables, en rigor, mucho sentido no tiene fijar dichos requisitos, 
ya que, su incumplimiento no puede ser impugnado por ningún medio y ante ningún órgano. Precisamente en 
este sentido, se dirá que “ninguna juez o Tribunal, autoridad o poder público, podrá promover cuestión de 
jurisdicción al Tribunal Constitucional, aún cuando invada la jurisdicción o competencia de otro órgano, habrá 
que estar a lo resuelto en la sentencia dictada…”, así, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 188. 
 
498 En este sentido, se dirá que “la mención del requisito no es superflua, puesto que la oscuridad del lenguaje 
del sentenciador es un mal desgraciadamente extendido”, vide, Guasp, Jaime y Aragoneses, Pedro, en: Derecho 
Procesal Civil…, op. cit. pág. 662. 
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estrictamente dicho, sino en sus fundamentos jurídicos. En definitiva, la idea es que 
la sentencia no tenga vicios de ninguna índole y en ninguna parte de su contenido. 
Contenido del que por cierto, se ocupa el siguiente apartado. 
 
 
3.3. El contenido de la sentencia 
 
Se dijo que las resoluciones que resuelven los recursos de amparo se adoptan a 
través de sentencias. Sin embargo, ya en lo que respecta al contenido y la forma de 
las mismas, el Capítulo X de la LTC que regula el proceso de amparo, en ninguno 
de sus preceptos establece cuál ha de ser la forma y el contenido de esas 
sentencias. Acaso por esa razón, durante los primeros años de funcionamiento del 
TC, el propio Tribunal no tenía claro ni siquiera el nombre y menos aun la forma y el 
contenido de la resolución mediante la cual debía de resolver el amparo en grado de 
revisión499. Si la falta de definición en la práctica del propio Tribunal Constitucional 
era tan evidente500, cosa peor sucedía en la práctica de los jueces y tribunales de 
amparo501. 
 
Pero dicha práctica no tardaría en cambiar, especialmente en las resoluciones 
dictadas por el TC, aunque para adoptar una forma concreta, nuevamente había 
que acudir a las disposiciones procesales comunes de la LTC, concretamente al art. 
                                                 
499 Lo aconsejable hubiese sido que el TC, por tratarse de un órgano especializado, que conoce asuntos 
extraordinarios y resuelve con criterios hermenéuticos distintos a los tradicionalmente utilizados, en relación 
con el contenido de la sentencia de amparo, lo que podía haber hecho es apartarse de las viejas prácticas y por 
sobre todo, del modelo tradicional de sentencia -propio de la jurisdicción ordinaria-, la misma que, 
precisamente, empieza con los «vistos y considerandos», cuyo contenido es la exposición de los antecedentes 
mediante gerundios, para luego concluir con el «por tanto». Bien es verdad que en los últimos tiempos, como se 
verá, el TC ha venido adoptando un modelo de sentencia que, en cierto modo, se aleja del tradicional y se acoge 
a la práctica de otros tribunales, como el español y el colombiano. 
 
500 De hecho, el mismo Rpc en su art. 83 apartado I, cuando se refiere a la resolución mediante la cual el TC ha 
de resolver el amparo en grado de revisión, no habla de sentencia, sino de Auto Constitucional. Recuérdese que 
dicha norma fue elaborada por el propio TC en mérito a los arts. 119.I y 121.IV de la Constitución y la 
disposición especial única de la LTC. 
  
501 Si uno revisa la jurisprudencia sobre el amparo del Tribunal Constitucional, fácilmente comprobará que 
durante los primeros meses, las resoluciones se emitían con la forma y el nombre de Auto Constitucional. Tal es 
así que, el AC Nº 001/R, apenas tiene poco más de media página de extensión, siendo que resolvía el fondo del 
asunto planteado en amparo. Pero nada fue eso en comparación con los Jueces y Tribunales de amparo, quienes, 
como ya se ha visto, durante los primeros años, no dictaban una resolución o sentencia propiamente dicha; se 
limitaban, sólo a remitir en revisión las actas de la audiencia, acompañadas de una especie de “telegrama”, 
donde apenas se hacía constar el fallo, indicando que el recurso había sido declarado procedente o improcedente 
y un poco más. Práctica que en la actualidad, ciertamente, ha mejorado bastante. 
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48 -en relación con el art. 41. II502-, donde bajo el nome iuris de «Forma y contenido 
de la sentencia» se establecen determinados requisitos. Con este rótulo, la norma 
empieza señalando que, “en las sentencias, el Tribunal debe resolver cada una de 
las cuestiones planteadas; cuando sean varias, pronunciándose en forma expresa 
sobre ellas” y, después, enumera cada una de las partes de los que ha de estar 
compuesto, estableciendo, además, el contenido que han de tener cada una de las 
mismas, que por cierto –literalmente- son las siguientes: 1) el encabezamiento; 2) la 
parte considerativa; 3) las conclusiones, y; 4) la parte resolutiva503. 
 
A partir de los referidos criterios el Tribunal, con el tiempo, terminaría adoptando 
un modelo único de sentencia, la misma que en términos generales se ajusta al 
referido modelo de sentencia. En concreto el modelo de sentencia que en la 
actualidad utiliza el TC tiene la siguiente estructura: a) encabezamiento; b) 
antecedentes con relevancia jurídica; c) conclusiones; d) fundamentos jurídicos del 
fallo, y; e) el fallo o parte resolutiva504. A su vez, cada una de estas partes, grosso 
modo tiene el siguiente contenido: 
 
a) En el encabezamiento se consignará, de una parte, el número de sentencia, 
la fecha de su emisión, el número de expediente al que corresponde, el 
Distrito judicial de donde proviene el amparo y el Magistrado relator, y; por 
otra, las partes que intervienen en el proceso (demandante, demandado y 
terceros si hubiesen) y, los derechos invocados. 
 
b) En los antecedentes con relevancia jurídica se hará constar, principalmente, 
todos los antecedentes relativos al proceso y su tramitación, es decir, desde 
la demanda con especificación de los hechos alegados, el derecho invocado, 
la celebración de la audiencia de verificación, los actos de alegación y de 
                                                 
502 Como se recordará este precepto establece que, “Las resoluciones que resolvieran demandas o recursos se 
producirán en forma de sentencia. Las declaraciones serán adoptadas en los casos de consulta. Las decisiones 
de admisión o rechazo, desistimiento, caducidad u otras adoptarán la forma de auto”. 
 
503 Por su extensión, el referido precepto no se trascribe aquí, pero puede verse en los anexos de este trabajo, 
págs. 631 y ss.. 
 
504 En el Derecho comparado, en concreto en el Derecho español, la estructura de las sentencias del TCE, se 
divide en cuatro partes formalmente identificadas: Preámbulo, Antecedentes, Fundamentos Jurídicos y Fallo. 
Sobre la estructura y aspectos formales de dichas sentencias, vide, Pérez Tremps Pablo: El recurso de amparo, 
op. cit. págs. 292 y ss.. 
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prueba practicados por las partes en dicha audiencia, hasta la sentencia de 
primer grado505; 
 
c) Las conclusiones, básicamente son una especie de resumen sucinto de los 
aspectos más importantes y/o con relevancia procesal, entre ellas, la 
pretensión de las partes, los argumentos de la sentencia objeto de revisión, y 
las observaciones que el Tribunal hace en cuanto al cumplimiento de las 
disposiciones legales relativas al procedimiento de amparo en su primera 
fase. Podría decirse que se trata de una especie de demarcación de los 
puntos sobre los que el Tribunal ha de pronunciarse y resolver; 
 
d) En los fundamentos jurídicos del fallo se hará constar: la valoración jurídica 
de las alegaciones formuladas por las partes con especificación de aquellos 
hechos demostrados y los no demostrados; asimismo, la valoración jurídica 
del Derecho invocado y su relación –causal- con los hechos alegados. En 
esta parte de la sentencia el Tribunal acudirá a su jurisprudencia como 
respaldo de las conclusiones a las que arriba, sin perjuicio de apoyarse en la 
doctrina científica e incluso en la práctica de otros tribunales constitucionales 
en casos similares506 y; 
 
e) El fallo o parte resolutiva, de cara a los contendientes es la parte más 
importante de la sentencia507. Se pronunciará con claridad y precisión acerca 
de todos los puntos controvertidos. Fundamentalmente, se pronunciará sobre 
el fondo de la pretensión de amparo con expresa definición de las siguientes 
cuestiones: a) los efectos de la sentencia respecto de las partes y terceros 
con especificación de la conducta que deben asumir para dar cumplimiento a 
                                                 
505 A la luz del art. 48 LTC, esta parte vendría a ser la parte considerativa. 
 
506 En otros términos, esta parte relativa a los fundamentos jurídicos del fallo, no es sino, la parte que terminará 
siendo la doctrina del TC. De ahí que deba ser, además, ser motivada y fundada en la Constitución, en la 
doctrina del propio Tribunal Constitucional, e incluso, en la doctrina de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, tal cual sucede en la práctica. Aunque, no es del todo aconsejable que en la sentencia se haga constar, 
tal como sucede en la práctica, la cita bibliográfica del autor o autores que mantienen la posición adoptada por 
el Tribunal; en todo caso, bastaría con que se diga que dicha posición es apoyada o rechazada, dependiendo de 
cada caso, por la doctrina sea mayoritaria o minoritariamente. 
 
507 En ese sentido, esto es, de cara a las partes, se dirá que de las diversas partes de la sentencia, “la única que 
hay que tener en cuenta es el fallo”, es decir, la parte dispositiva, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 189. 
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la sentencia; b) la delimitación temporal, esto es, el alcance retroactivo y pro 
futuro del fallo; c) la condena en costas, si procede, y; e) los recaudos 
pertinentes para su ejecución, con indicación expresa de la persona o 
autoridad encargada de cumplir y hacer cumplir el fallo. 
 
En otras palabras, a través del fallo, el Tribunal procurará la efectividad del 
respeto y la vigencia de los derechos y garantías fundamentales invocados y, 
para tal efecto, la sentencia y principalmente el fallo no podrá dejar sin 
respuesta el petitum de la demanda de amparo. Por la misma razón la 
sentencia de amparo en su parte resolutiva no podrá suspender o derivar la 
tutela solicitada para otro momento ni a otro órgano judicial ni extrajudicial. El 
aplazamiento o delegación de la protección solicitada sólo se justificará en 
tanto en cuanto dicha medida sirva para restablecer o restituir en su 
integridad al recurrente el derecho reclamado, de lo contrario no tendrá 
ninguna justificación, debiendo ser por lo tanto el propio TC quien 
directamente restituya o restablezca el derecho sin otra dilación508. 
 
Dicho lo cual, de todos y cada uno de los contenidos que se acaban de esbozar, 
sin duda, el contenido de los parágrafos d) y e), son los de mayor relevancia; de 
cara, no sólo a la pretensión que resuelven (dimensión subjetiva del amparo) sino 
también, de cara al trazo de la línea doctrinal formadora y orientadora del sistema 
jurídico nacional, principalmente, en relación con la interpretación y aplicación de los 
derechos y garantías fundamentales (dimensión objetiva del amparo). Por tal razón, 
en el siguiente apartado se abordará lo relativo a los diferentes tipos de fallos y sus 
efectos, procurando en la medida de lo posible, exponer los fundamentos jurídicos 
que son necesarios para cada tipo de fallo. 
 
 
3.2. Los tipos de fallos y sus efectos 
 
De conformidad con lo dispuesto por el art. 19. IV CB, el proceso de amparo 
podrá concluir con la sentencia cuyo fallo “concederá el amparo solicitado”; por su 
parte el art. 102 LTC, establece que el fallo de la sentencia que pone fin al proceso 
                                                 
508 Rubio Llorente, Francisco: Estudios sobre jurisdicción…, op. cit. pág. 57. 
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de amparo “concederá o denegará el amparo”, y; con mayor precisión, el apartado I 
del art. 83 del Rpc, prevé que el contenido del fallo podrá ser “confirmando o 
revocando la sentencia revisada”. Así pues, a la luz de los citados preceptos los 
tipos de fallos que una sentencia de amparo puede contener son dos, uno 
concediendo (estimando) y otro denegando (desestimando) el amparo solicitado. 
 
Ahora bien, la estimación del amparo en fase de revisión podrá adoptarse de dos 
modos: primero, mediante la confirmación de la sentencia que en primera fase ya 
había concedido el amparo solicitado y, segundo, mediante la revocación de la 
sentencia que en primera fase había denegado el amparo solicitado. Del mismo 
modo, la desestimación del amparo en la fase de revisión podrá adoptarse: o 
mediante la confirmación de la sentencia que en fase de verificación había 
denegado el amparo o; mediante la revocación de la sentencia que en la primera 
fase había concedido el amparo solicitado509. 
 
Los dos tipos de fallos y ninguno otro, como se ha visto, son los que vienen 
establecidos en los preceptos señalados. Sin embargo, en la práctica pueden darse, 
como de hecho se dan, otros dos tipos de fallos más: el de nulidad y de la 
improcedencia in limine. El fallo de nulidad, cuyo efecto no es la nulidad del acto 
recurrido sino del procedimiento desarrollado en la fase de verificación, se dará 
cuando el juez o tribunal de amparo haya incurrido en error in procedendo. 
 
Empero, dado que en este trabajo, respecto las resoluciones de nulidad se ha 
asumido una posición contraria a la que se da en la práctica, en coherencia con 
dicha posición no se ingresará en el desarrollo del mismo, bastando por la tanto la 
                                                 
509 Tal como se verá a continuación, huelga decir que la confirmación como la revocación no siempre será total, 
ya que, el TC puede confirmar o revocar la sentencia revisada sólo en parte, es decir, parcialmente. En este 
sentido, el fallo contenido en la STC Nº 115/2007, es bastante ilustrativo: “El Tribunal Constitucional, en virtud 
de la jurisdicción y competencia que ejerce por mandato de los arts. 19.IV y 120.7ª de la CPE; arts. 7 inc. 8) y 
102.V de la Ley del Tribunal Constitucional, en revisión, resuelve: 
1º APROBAR la Resolución de 6 de abril de 2006, cursante de fs. 43 a 45 vlta., pronunciada por la Sala Penal 
Tercera de la Corte Superior del Distrito Judicial de Cochabamba, en cuanto al Juez recurrido José Luís 
Dávila Lafuente; 
2ºREVOCAR la referida Resolución, en cuanto a los Vocales correcurridos Marlene Pino de Terán y Juan de la 
Cruz Vargas Vilte; y, 
3ºCONCEDER el amparo solicitado, disponiendo la nulidad del Auto de Vista de 18 de enero de 2006, 
debiendo dictarse uno nuevo, conforme el principio y las reglas de la sana crítica en la apreciación de la 
prueba…”. 
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remisión a los argumentos ya expuestos con anterioridad al respecto510. De manera 
que, en los apartados que siguen a continuación sólo se abordará lo relativo a los 
fallos que sin entrar en el fondo del asunto declaran improcedente in limine el 
amparo y, de aquellos que resuelven ingresando en el fondo del asunto, ya sea 
concediendo o denegando el amparo solicitado y/o mediante confirmación o 
revocación de la sentencia revisada. 
 
 
3.2.1. Los fallos que declaran la improcedencia in limine del 
amparo 
 
Los fallos de improcedencia del amparo, como ya se adelantó, se dictan cuando 
el TC aprecia en sentencia511 que el proceso que revisa no debió ser admitido a 
trámite por concurrir en la demanda alguna de las causales de improcedencia in 
limine o, por no concurrir en la demanda los requisitos de inadmisibilidad previstos 
por ley512. El hecho de que el TC pueda emitir este tipo de fallos, responde a la 
sencilla razón de que la revisión de los criterios de admisión y las causales de 
improcedencia del amparo (art. 96 LTC) no tiene carácter preclusivo513. Dado que 
no tienen ese carácter, nada impide que puedan –y deban- ser analizados en 
                                                 
510 No obstante, convenga reiterar que, el TC antes de declarar la nulidad del procedimiento, por economía 
procesal y atendiendo a la ausencia de formalismo que rige el proceso de amparo, debería de ingresar 
directamente a resolver la cuestión de fondo. Devolver el expediente ordenando que sea otro o el mismo juez 
que resuelva el amparo, implícitamente, supone admitir que dicho juez ha de resolver el amparo de modo 
distinto. Las partes ya han ejercido la defensa de sus respectivas pretensiones, no porque sea otro el juez, la 
defensa ha de cambiar. En definitiva, devolver el expediente para que se vuelva a tramitar la fase de 
verificación, no sólo contradice el principio de la economía procesal sino, además, el principio de inmediatez 
que rige el proceso de amparo. 
 
511 En todo caso, la resolución que declara improcedente el amparo, debería tener forma de auto y no de 
sentencia como ocurre en la práctica. 
 
512 A propósito, en el Derecho español, a la sentencia que pone fin al amparo sin entrar a conocer el fondo de la 
pretensión, se la denomina en ocasiones «sentencia absolutoria de la instancia», Gómez Amigo, Luís, en: “La 
Sentencia absolutoria de la instancia…, op. cit. págs. 515 y ss.; en otras, simplemente «sentencia de 
inadmisión», Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. 
cit. pág.27. En el Derecho boliviano, más concretamente en la práctica del amparo boliviano, el TC, a partir de 
su Sentencia 0505/2005, utiliza la denominación de «sentencia de improcedencia». 
 
513 En este sentido, refiriéndose al amparo español, se dirá que “no existiendo preclusión en el examen de las 
causas de inadmisión, carece de lógica que el Tribunal no pueda, antes de dictar sentencia, dictar un auto 
inadmitiendo el amparo”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las 
sentencias…”, op. cit. pág. 28. En el mismo sentido, la sentencia del TCE Nº 90/1987, diría: “los defectos 
insubsanables de que pudiera estar afectado un recurso de amparo no resultan sanados sólo porque el recurso 
haya sido inicialmente admitido a trámite, de tal forma que el examen de estos presupuestos para la viabilidad 
de la acción puede siempre abordarse o reemprenderse en la Sentencia”. 
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cualquier momento del proceso previo al dictamen final514. Entre las últimas 
sentencias en este sentido, la STC Nº 0292/2007, establece lo siguiente: 
 
“…habiendo el recurrente incumplido un requisito de contenido como es el previsto en el 
art. 97.IV de la LTC, que resulta vital para la compulsa de la pretensión en sede 
constitucional, correspondía al Juez del recurso declarar el rechazo in limine de la misma; 
no obstante, al haber sido admitido y resuelto el recurso, corresponde en revisión declarar 
su improcedencia sin ingresar al fondo de la problemática planteada…, pues no se 
explicita qué derechos o garantías han sido amenazados o lesionados por el recurrido, lo 
que hace inviable la protección demandada”515. 
 
Así las cosas, resulta conveniente que el TC, por pedagogía constitucional, se 
ocupe de apreciar aquellas causas que habían pasado desapercibidas hasta 
entonces, pues, sólo de ese modo y de cara no sólo a los jueces y tribunales de 
amparo sino también de los abogados, estará poniendo de manifiesto: por un lado, 
el carácter público y por ende ineludible de dichos presupuestos y, por el otro, la 
importancia y la necesidad de no incurrir -ni hacer incurrir- en error en la apreciación 
de dichos presupuestos. 
 
No obstante, con carácter excepcional, en aquellos supuestos donde el derecho 
invocado revista un interés especial, ya sea por la necesidad de brindar protección 
inmediata o por la gravedad que la no protección pueda acarrear, el Tribunal aun 
cuando la demanda carezca de algún requisito formal, debería ingresar en el fondo 
del asunto; así, evitaría que el recurrente, por un vicio formal -imputable en todo 
                                                 
514 En este sentido, en la doctrina española, entre otros, vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. págs. 302 y 324; Cordón Moreno, Faustino: El proceso de amparo constitucional, op. cit. 
pág. 168 y 182; Oliver Araujo, Javier: El recurso de amparo, op. cit. pág. 348; Cano Mata, Antonio: El recurso 
de amparo. Doctrina del Tribunal Constitucional, Edersa, Madrid, 1983. pág. 144; Gómez Amigo, Luís: “La 
Sentencia absolutoria de la instancia…, op. cit. pág. 531; Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. 
págs. 304-306; por su parte el TCE, a través de su sentencia Nº 39/1981, diría que “cuando, como ocurre en el 
presente caso ha sucedido, el recurso de amparo es admitido sin abrir previamente el trámite de admisión (…), 
las posibles causas de inadmisión pueden ser alegados en el trámite siguiente y conducir a una decisión 
congruente, por la que se resuelve sin entrar en el fondo de la cuestión planteada”. 
 
515 Sin embargo, esta sentencia, a pesar de decir que lo que corresponde es declarar la improcedencia, en su 
fallo, termina aprobando la denegación del amparo. En otras palabras, frente a una resolución que en primera 
fase había denegado el amparo, el TC lo que hace es aprobar dicha denegación siendo que en los fundamentos 
había dicho que lo que corresponde es declarar la improcedencia. Esta práctica, ciertamente, no es del todo 
coherente, pues, una cosa son las casuales de improcedencia y otra las causales de denegación del amparo, pero, 
el TC al aprobar así sea con otros argumentos la denegación incorrectamente pronunciada por el juez de 
amparo, lo que está haciendo es confundir dichas causales. Si la demanda fue mal admitida, lo que corresponde 
es dictar sentencia fallando por la improcedente in limine y no aprobando la denegación del amparo. Recuérdese 
que la concesión o denegación del amparo, sólo se decreta cuando se ha entrado en el análisis del fondo del 
asunto. 
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caso al juez o tribunal de amparo- sufra un daño irreparable. Convenga reiterar que 
esta actuación debería acometerse sólo con carácter excepcional y teniendo 
presente, además, que se trata de supuestos aislados o poco comunes que no 
pueden reproducirse con frecuencia. 
 
En cuanto a los efectos de este tipo de fallos, principalmente de cara a las 
partes, hay que decir que la sentencia de improcedencia al no haber entrado en la 
cuestión de fondo sólo produce los efectos de cosa juzgada formal516. En otras 
palabras, por el hecho de que la sentencia nada dice ni dirá acerca de si la 
vulneración del derecho o garantía fundamental alegada se produjo o no, la 
pretensión quedará «imprejuzgada»517. Lo cual significa que frente a este tipo de 
fallos, el recurrente podrá volver a incoar un nuevo amparo, pero esta vez 
lógicamente, tendrá que ser subsanando los defectos de forma observados por el 
TC en el primer amparo declarado improcedente in limine. 
 
El nuevo amparo no podrá ser inadmitido y mucho menos rechazado aun 
cuando los datos de la demanda revelen identidad de sujeto, objeto y causa 
respecto del primero. A modo de ejemplo, si el amparo es declarado improcedente 
in limine por no ajustarse a la subsidiariedad del amparo, nada impide al actor que 
una vez agotada la vía judicial pendiente sin que en esa vía se haya reparado la 
lesión del derecho fundamental, presentar nuevo amparo incluso reproduciendo la 
misma pretensión declarada improcedente518. 
 
Ello es así, por el “simple” hecho de que la sentencia de improcedencia no es 
sino, una resolución de inadmisión de la demanda. Dicho de otro modo, todo lo que 
consista en rechazar la pretensión sin entrar en ella, supone inadmisión, aun 
                                                 
516 En este sentido, refiriéndose al amparo español, se dirá que “al no decidirse sobre el fondo, la sentencia 
declaratoria de inadmisibilidad nunca adquirirá eficacia de cosa juzgada material, aunque el acto u omisión que 
fue objeto de amparo sea inimpugnable”; pues, “En realidad, cuando se declara la inadmisibilidad de la 
pretensión, es como si el proceso no hubiera llegado a producirse. Las relaciones jurídico-materiales 
permanecerán idénticas”, vide, Gómez Amigo, Luís: “La Sentencia absolutoria de la instancia en el proceso de 
amparo constitucional”, en, Revista de Derecho Procesal, Nº 2, Madrid, 1995, pág. 525. 
 
517 La expresión fue empleada en la STCE Nº 195/1991, y posteriormente por, Díez-Picazo Giménez, Ignacio, 
en: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 27. 
 
518 En este sentido, en relación con el amparo español, Gómez Amigo, Luís, en: “La Sentencia absolutoria de la 
instancia…, op. cit. pág. 527. En el mismo sentido la sentencia del TCE Nº 56/1982, diría que “la 
desestimación (denegación) del presente recurso de amparo no impide que el actor pueda utilizarlo de nuevo si 
el incidente se resolviere de forma desfavorable para el mismo”. 
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cuando se realice mediante sentencia519. Entender lo contrario, significaría admitir 
que la causa de admisión al ser apreciada en sentencia de revisión se convierte en 
causa de denegación de la pretensión, más o menos tal como sucede, por ejemplo, 
en el recurso de casación. Sin embargo, este extremo, por la distinta naturaleza del 
amparo respecto del recurso de casación, no es admisible desde ningún punto de 
vista520. 
 
 
3.2.2. Los fallos que deniegan el amparo 
 
Como ya se dijo, cuando el Tribunal Constitucional confirma la sentencia de 
primera fase que había denegado el amparo, lo que hace, unas veces 
expresamente y otras implícitamente, es fallar también denegando el amparo 
solicitado. La confirmación de la denegación, supone la resolución del amparo sobre 
el fondo de la demanda, es decir, supone que el Tribunal ha ingresado a la 
valoración del fondo de la pretensión. 
 
En términos generales, la denegación del amparo podrá ser adoptada cuando el 
TC, después de someter a juicio la pretensión deducida en la demanda, llega a la 
conclusión de que el proceso de amparo arroja una o más de una de las siguientes 
“causales de denegación”: 
 
- Bien porque no ha habido violación ni existe amenaza de violación del 
derecho o garantía fundamental invocado; 
 
- Bien porque aun existiendo evidencia de la vulneración, la misma no afecta 
al contenido constitucionalmente declarado del derecho o garantía 
fundamental alegada, o; 
 
- Bien porque se trata de una cuestión de mera legalidad, que no compete a 
la jurisdicción del amparo. 
                                                 
519 En este sentido, en relación con el amparo español, Gómez Amigo, Luís, en: “La Sentencia absolutoria de la 
instancia…, op. cit. pág. 530. 
 
520 Gómez Amigo, Luís, refiriéndose al amparo español, en: “La Sentencia absolutoria de la instancia en el 
proceso de amparo constitucional”, en, Revista de Derecho Procesal, Nº 2, Madrid, 1995, pág. 527. 
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Empero, si de los datos del expediente comprueba que el juez o tribunal de la 
fase de verificación, al haber denegado el amparo, no ha obrado correctamente, 
básicamente por haber incurrido en error in indicando, el TC dictará sentencia 
revocando el fallo revisado y por ende concediendo el amparo solicitado521. En 
otras palabras, si el Tribunal, de los datos del expediente constata los siguientes 
extremos: que efectivamente, existe violación o amenaza de violación del derecho o 
garantía fundamental invocada; que ese derecho o garantía forma parte del ámbito 
de protección del amparo, y; que no concurre ninguna de las causales de 
improcedencia (art. 96 LTC), lo que hará es revocar la sentencia objeto de revisión 
dictando él una nueva, mediante la cual fallará concediendo el amparo que había 
sido denegado. 
 
Por lo demás, dado que la denegación del amparo solicitado conlleva la carga 
conceptual de haber ingresado en el fondo de la pretensión522, el primer efecto y 
acaso el más importante es que la sentencia, esta vez, produce los efectos de cosa 
juzgada material523; lo que significa que, el recurrente ya no podrá promover un 
nuevo amparo con la misma pretensión ni con los mismos fundamentos fácticos y 
jurídicos y mucho menos contra la misma autoridad o persona particular 
demandada. 
 
 
3.2.3. Los fallos que conceden el amparo 
 
Así como también ya se dijo, los fallos del Tribunal que conceden el amparo son 
aquellos que confirman la sentencia revisada en cuyo fallo ya se había concedido el 
amparo solicitado en la fase de verificación. La confirmación por parte del TC del 
fallo revisado supone: por un lado, que el Juez o tribunal de amparo al dictar la 
                                                 
521 En ese sentido el apartado III del Rpc, dispone que el TC revocará la sentencia “si se establece que el juez o 
tribunal de amparo constitucional no obró de manera correcta, en cuyo caso se declarará procedente el 
recurso de amparo constitucional…”, es decir, se concederá el amparo solicitado. Pero, para tal efecto será 
necesario -dice la misma norma- que, “en su tramitación se haya demostrado la existencia de un acto u omisión 
que restringe, suprime o amenaza restringir o suprimir un derecho fundamental o garantía constitucional”. 
 
522 Al respecto, refiriéndose al amparo español, más concretamente a la sentencia de desestimación (denegación) 
del amparo, se dirá que la misma “siempre se produce en cuanto al fondo”, vide, Gómez Amigo, Luís, en: “La 
Sentencia absolutoria de la instancia…, op. cit. pág. 530. 
 
523 Sobre los efectos de cosa juzgada formal y material, se volverá en el apartado 1 del Capítulo X, págs. 585 y 
ss.. 
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sentencia revisada obró correctamente524y, por el otro, que el amparo solicitado, 
además de tener las suficientes pruebas que demuestran los extremos de la 
pretensión, tiene el suficiente sustento legal y doctrinal como para fundar una 
sentencia de ese tipo. 
 
En sentido contrario a lo señalado en el apartado anterior, la estimación del 
amparo supone a su vez: que efectivamente existe la vulneración o amenaza de 
vulneración del derecho o garantía fundamental alegado; que ese derecho o 
garantía forma parte del ámbito de protección del amparo, y; que no concurre 
ninguna de las causales de improcedencia (art. 96 LTC) o denegación que haga 
inviable su protección.  
 
Pero, si de los datos del expediente objeto de revisión el Tribunal Constitucional 
constata que no concurren los suficientes elementos como para conceder el amparo 
solicitado; ya sea porque el actor no ha demostrado los presupuestos que permiten 
otorgar amparo, o que la parte demandada haya demostrado que no existe 
restricción ni supresión o amenaza de restricción o supresión del derecho o garantía 
fundamental alegado por el actor. En tales supuesto el TC revocará la sentencia 
que, en primara fase había concedido el amparo y, por consiguiente, fallará 
denegando el amparo solicitado525. La revocación de la sentencia de primer grado 
respecto los actos ejecutados en mérito a la misma, conlleva la invalidez de dichos 
actos. En este sentido, el TC mediante su sentencia Nº 0098/2004, dirá: 
 
“…cuando esa resolución, en revisión, es revocada y declarada improcedente por el 
Tribunal Constitucional, los actos realizados en cumplimiento de la Sentencia del Juez o 
Tribunal de amparo quedan sin efecto y en consecuencia, la persona o autoridad recurrida 
continuará realizando los actos impugnados en el recurso que en revisión fue declarado 
improcedente, lo que significa que la consecuencia obvia de la revocatoria de la 
procedencia del recurso, es que las cosas vuelvan a su estado anterior, o tal y como se 
encontraban antes de cumplirse la orden impartida por el Juez o Corte de amparo”. 
                                                 
524 Al respecto, el apartado II del art. 83 Rpc, se limita a señalar que “El Auto Constitucional confirmará la 
sentencia si se establece que el juez o tribunal de amparo constitucional, al dictar la sentencia revisada, obró 
correctamente y en función a los que disponen los arts. 19 de la Constitución y 94 al 104 de la Ley del Tribunal 
Constitucional”. 
 
525 En ese sentido la parte final del apartado III del art. 83 Rpc, dispone: “Se declarará improcedente si en la 
tramitación del recurso se ha demostrado que no existe restricción ni supresión ni amenaza de restricción o 
supresión de un derecho fundamental”. 
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Por otra parte, los fallos que mediante confirmación o revocación de la sentencia 
revisada, concedan el amparo solicitado, en términos generales, pueden contener 
alguno o algunos de los siguientes pronunciamientos: i) de reconocimiento de los 
derechos o garantías fundamentales que hayan sido desconocidas al actor de 
amparo; ii) de restablecimiento de los derechos o garantías fundamentales que 
hayan sido restringidos, suprimidos o amenazados, y; iii) de declaración de nulidad 
de la decisión, acto o resolución que haya vulnerado los derechos y garantías 
fundamentales, cuya reparación o conservación se ha solicitado en la demanda de 
amparo526. 
 
i) El pronunciamiento de «reconocimiento de los derechos y garantías 
fundamentales que hayan sido desconocidas al actor de amparo» sin duda, 
constituye el contenido necesario de todo fallo que concede el amparo solicitado. 
Ello es así, por la sencilla razón de que el reconocimiento del derecho o garantía 
fundamental vulnerada, cuya tutela se invocó, es el prius lógico que precede a la 
decisión sobre el otorgamiento del amparo solicitado y, por consiguiente, constituye 
su presupuesto527. 
 
Dicho de otro modo, el TC para conceder el amparo solicitado lo primero que 
tendrá que hacer es comprobar que el derecho o garantía invocada forma parte del 
ámbito de protección del amparo y, a partir de allí verificar si ha sido desconocido o 
no por la persona demandada, sea éste autoridad o particular. Si los datos del 
expediente dan cuenta que el derecho alegado ha sido desconocido, el TC lo que 
                                                 
526 A propósito, los tipos de pronunciamientos que se acaban de esbozar, no están contemplados ni en la 
Constitución ni en la LTC. Para evitar que el TC termine fallando de cualquier modo, con riesgo, incluso, de no 
proteger efectivamente el derecho o, de extralimitarse en el mismo propósito, sería bueno que la LTC contenga 
un precepto similar al art. 55.1 de la LOTC español, cuyo texto, prescribe: “La sentencia que otorgue el amparo 
contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes: 
a) Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los 
derechos o libertades protegidos, con determinación en su caso de la extensión de sus efectos. 
b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de conformidad con su contenido constitucionalmente 
declarado. 
c) Restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho o libertad con la adopción de las medidas 
apropiadas, en su caso, para su conservación”. 
 
527 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos 
contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 148. en el 
mismo sentido, Pérez Tremps, Pablo dirá que “el reconocimiento del derecho fundamental en las sentencias 
estimatorias es consustancial a la estimación del recurso de amparo ya que sólo siendo titular de un derecho 
puede apreciarse que ese derecho ha sido lesionado”, vide, Pérez Tremps. Pablo: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 313. 
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hará es reconocer y/o declarar en favor del demandante la titularidad del derecho 
fundamental vulnerado y en mérito a ello otorgar la tutela528. 
 
Sin embargo, bien es verdad que hay casos en los que el contenido del fallo que 
concede el amparo, se agota en el reconocimiento del derecho sin más, es decir, sin 
necesidad de que el TC tenga que adoptar alguna otra medida. Tales supuestos, 
normalmente, tienen que ver con el derecho al debido proceso en su vertiente de 
derecho fundamental al proceso sin dilaciones indebidas (art. 16.IV CB), en los que 
la vulneración alegada cesa al momento de dictarse sentencia. En estos casos el 
Tribunal lo que hace es, simplemente, reconocer el derecho sin adoptar ninguna 
otra medida porque ya no hace falta, esto, por el hecho de que las supuestas 
dilaciones al haberse dictado sentencia ya han cesado. Hay que decir que este tipo 
de pronunciamientos tienen valor y eficacia autónomos529 y como tales, deben ser 
formulados con la mayor claridad posible, ya que la tutela que brinda el Tribunal 
Constitucional se agota en ellos530. 
 
ii) En relación con el pronunciamiento de «restablecimiento de los derechos y/o 
garantías fundamentales que hayan sido restringidos, suprimidos o amenazados» 
antes que nada, cabe decir que este pronunciamiento responde y se ajusta al 
carácter primordialmente reparador –tutelar- del proceso de amparo constitucional; 
pues, su finalidad no es otra que reparar o evitar la producción de los efectos de la 
vulneración al derecho o garantía fundamental, alegada en la demanda por el actor 
                                                 
528 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos 
contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 149; el 
mismo autor agregará que “el reconocimiento del derecho de conformidad con su contenido constitucional 
declarado, podrá hallarse en los fundamentos jurídicos o en el fallo”, lo que supone decir que dicho 
reconocimiento no necesariamente tiene que estar en el fallo. Por su parte, otro autor, dirá que “el 
reconocimiento del derecho o libertad pública, de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado 
es (…) un pronunciamiento meramente declarativo”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio, en relación con el 
amparo español, en: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias...”, op. cit. pág. 45. 
 
529 Podría pensarse que al haber cesado la vulneración, no tiene sentido dictar sentencias con ese tipo de fallos, 
pero ello no es así, por la sencilla razón de que “no por haberse satisfecho la tutela judicial -el debido proceso- 
ha dejado de producirse una lesión del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas”. Admitir lo contrario, 
significaría admitir que “el simple transcurso del tiempo serviría para dejar vacías de contenido la inmensa 
mayoría de las lesiones de derechos fundamentales”. Otra de las razones que justifican el tipo de 
pronunciamiento en cuestión, es que sirven, además, para hacer valer pretensiones indemnizatorias en el sentido 
de que el fallo reconociendo el derecho del recurrente como vulnerado, servirá de prueba suficiente para fundar 
dicha pretensión, este sentido, en relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps. Pablo: El recurso de 
amparo, op. cit. pág. 314. 
 
530 Díez-Picazo Giménez, Ignacio, en relación con el amparo español, en: “Reflexiones sobre el contenido y 
efectos de las sentencias...”, op. cit. pág. 46. 
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de amparo531. En lo formal, se trata de un pronunciamiento más genérico y como tal, 
permite al Tribunal un mayor margen de acción para determinar el alcance de la 
concesión del amparo532. No obstante, debido a la casuística del amparo, dicho 
pronunciamiento plantea un problema de difícil solución: la delimitación del ámbito 
de dicha protección, es decir, donde comienza el restablecimiento del derecho y 
donde termina la extensión de los efectos de la declaración de nulidad del acto 
recurrido533. 
 
Con ello y todo, sin embargo, está claro que el fallo que dispone el 
establecimiento y/o la conservación del derecho invocado, habrá de disponer, 
además, la adopción de las medidas apropiadas a tal fin534. Dichas medidas 
básicamente, consistirán en el mandato del TC para que se haga (actuación 
positiva) o deje de hacerse algo (actuación negativa)535. Mediante la orden de una 
actuación positiva, generalmente, se estará intentando reparar una lesión en 
comisión por omisión, por ejemplo disponiendo que un órgano judicial actúe de un 
modo determinado; en cambio, mediante la orden de una actuación negativa, lo que 
se está intentando reparar es una lesión por acción, por lo tanto, el pronunciamiento 
habrá de ir siempre precedido de la declaración de nulidad del acto recurrido536. 
 
Asimismo, tomando en cuenta que el amparo boliviano se activa incluso frente a 
las amenazas, dicho mandato servirá no sólo para restablecer en la integridad el 
derecho o garantía fundamental invocada, sino también para conservarlo, 
                                                 
531 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos 
contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 159. El 
mismo autor, agregará -con bastante acierto- que dicho pronunciamiento “sólo será posible en la medida en que 
no se hayan agotado los efectos de la violación del derecho al tiempo de dictarse la sentencia del otorgamiento 
de amparo”, Íbidem. 
  
532 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 315. 
 
533 Íbidem., pág. 316. No obstante, sobre esto se volverá más adelante. 
 
534 Lo dicho, en la práctica, supone la remisión o reenvío de los actuados disponiendo que la persona o autoridad 
demandada, repare la vulneración haciendo o dejando de hacer la medida, que en el entendimiento del TC es la 
más apropiada para restablecer o preservar el derecho invocado. 
 
535 En este sentido, aunque con alcance general, la STC Nº 1843/2003, dirá que, “…no existe ni podría existir 
una sentencia que al margen de no negar u otorgar protección cuando ingresa al fondo de la problemática, se 
abstenga de disponer que se haga o deje de hacer un acto”. 
 
536 En este sentido en relación con el amparo español, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos 
contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 160. 
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convirtiéndose así en una medida más que reparadora en preventiva. Por último, el 
contenido de las medidas apropiadas que el Tribunal ha de adoptar no siempre 
serán las mismas ni tendrán la misma eficacia537 sino que variará, por un lado, en 
función de cual sea el poder público o particular que haya vulnerado el derecho 
incoado y, por el otro, en función de la naturaleza del derecho vulnerado. 
 
iii) Por último, en relación con el pronunciamiento de «nulidad de la decisión, 
acto o resolución que haya vulnerado los derechos y garantías fundamentales» se 
puede decir que es el pronunciamiento “típico y obligado” de las sentencias que 
conceden amparo, particularmente frente a aquellas vulneraciones producidas por 
una acción positiva de la persona demandada. En otras palabras, la declaración de 
nulidad sólo procede respecto de actuaciones positivas, nunca respecto de 
omisiones538. En efecto, si mediante el amparo se impugna una decisión, acto o 
resolución ciertamente, resulta plenamente lógico que el otorgamiento del amparo 
por lesión de un derecho fundamental lleve aparejado una sanción de este tipo para 
el acto, decisión o resolución lesiva impugnada, porque sólo desapareciendo éste 
del mundo jurídico cesará realmente dicha lesión539. 
 
En tal sentido, el objeto principal de la declaración de nulidad será siempre la 
«decisión, acto o resolución» impugnada que originó la lesión y, en su caso, 
aquellos confirmatorios de la misma que hayan impedido a su titular el pleno 
ejercicio del derecho invocado540. A priori, la determinación y delimitación de los 
                                                 
537 Dicha eficacia, unas veces será directa y otras diferida. Un ejemplo, de la eficacia o protección directa, es el 
fallo contenido en la STC Nº 051/1.999, en el que, frente a un supuesto donde se impugnaba la negativa del juez 
recurrido de acceder a la sustitución de fianza, el Tribunal en su fallo dispuso lo siguiente: “la autoridad 
judicial admita y haga efectiva la sustitución de la fianza demandada por el recurrente”, es decir, con el sólo 
cumplimiento de dicho fallo y sin necesidad de ninguna otra actuación el derecho invocado se hará efectivo. 
Pero, como ya se adelantó, hay casos en los que el Tribunal difiere dicha protección a la previa actuación, 
normalmente, del juez o tribunal de donde derivó el amparo. 
 
538 En este sentido, en relación con el amparo español, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 
308. No obstante, se dirá que “no faltan supuestos en los que, aunque la lesión de derechos es directamente 
imputable a una omisión, la reparación de dicha lesión exige la declaración de nulidad de actos positivos 
posteriores que traen su causa de la omisión lesiva”, Íbidem. 
 
539 En este sentido, en relación con el amparo español, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 307. En un anterior trabajo, este mismo autor diría, que en los amparos frente a actos lesivos de los 
derechos fundamentales de los órganos judiciales, el Tribunal Constitucional actúa “con una naturaleza 
estrictamente casacional, de anulación”, vide, Pérez Tremps, Pablo: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 233.  
 
540 En este sentido en relación con el amparo español, Pibernat Domenech, Xavier: “Los pronunciamientos 
contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, en REDC, Nº 29, 1990, pág. 153. 
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efectos y/o alcances de la declaración de nulidad, es una potestad discrecional del 
TC541; quien, en uso de esa facultad podrá modular –siempre en la medida que no 
impida al amparo cumplir con su función reparadora- la extensión de los efectos de 
la declaración de nulidad, la misma que en principio, podrá ser total o parcial542. 
 
Por otra parte, la eficacia del fallo de nulidad podrá ser directa o diferida. Será 
directa cuando la nulidad sea adoptada por el TC de manera expresa y sin que haga 
falta la actuación posterior de ningún otro órgano. Así por ejemplo, en el ámbito 
judicial, suele darse este tipo de fallos, cuando el TC anula la resolución impugnada 
declarando firme la resolución anterior543, es decir, cuando el Tribunal anula las 
decisiones del órgano ad quen y declarar firmes las decisiones del a quo544. 
Situación similar sucede cuando se impugna formalmente un acto que a su vez es 
confirmatorio de otro al que es efectivamente imputable la lesión; en estos casos, 
nada impide declarar la nulidad de este último, ya que de no actuarse así, resultaría 
imposible proceder a la efectiva reparación545. 
                                                 
541 Potestad que por cierto, es bastante discutida, especialmente cuando la nulidad afecta o, a resoluciones 
judiciales o, a otros bienes públicos de intereses jurídicamente relevantes. Siendo las cosas así, se podría decir 
que, en definitiva, dicha potestad viene delimitada sólo por las circunstancias concomitantes de cada caso 
concreto. Al respecto,  refiriéndose al amparo español, Pablo Pérez Tremps,  dirá  lo  siguiente: “la flexibilidad 
–discrecionalidad- debe acomodarse con un rigor técnico deseable no sólo desde la perspectiva de la 
conveniencia doctrinal, sino también de la seguridad jurídica del tercero y de la previsibilidad con que los 
actores jurídicos deben poder actuar a la hora de ejercitar la acción de amparo e, incluso, de interpretar el 
alcance de las decisiones que en su seno se produzcan”, así, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 313. 
 
542 Díez-Picazo Giménez, Ignacio, en relación con el amparo español, en: “Reflexiones sobre el contenido de las 
sentencias...”, op. cit. pág. 46. En el mismo sentido, Pablo Pérez Tremps, dirá que: “es habitual que, en aras de 
la economía procesal y del principio de conservación de las actuaciones, la declaración de nulidad de una 
decisión judicial sólo afecte al recurrente y no a otras partes personadas en el correspondiente procedimiento, o, 
incluso, se realice salvaguardando actuaciones judiciales no ligadas materialmente a la lesión, declarando sólo la 
nulidad parcial de la sentencia”, así, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 309. 
 
543 Sobre los efectos devolutivos de las sentencias del TC, vide, Pérez Tremps, Pablo: “La naturaleza del recurso 
de amparo y su configuración procesal”, en, RVAP, Nº 39, 1.994, págs. 94 y ss.. 
 
544 A propósito, a diferencia de otros Tribunales como el español, el TC boliviano, aun no se ha pronunciado en 
este sentido. Lo cual, sin embargo, no impiden señalar que este tipo de pronunciamientos, no siempre son 
pacíficamente aceptados; tal es así que, frente a la práctica del amparo español, se dice: “con relativa frecuencia 
el Tribunal Constitucional anula la resolución judicial que juzga contraria a un derecho fundamental y deja 
firme una resolución judicial anterior”, de la que dirá que “dicha técnica decisoria constituye una 
extralimitación del Tribunal Constitucional en su jurisdicción e invade la jurisdicción de los tribunales 
ordinarios” vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio, en: “Reflexiones sobre el contenido de las sentencias...”, op. 
cit. pág. 49; en el mismo sentido, para otro autor, el Tribunal al dictar ese tipo de sentencias “esta sustituyendo 
al juez ordinario en el ejercicio de su potestad jurisdiccional”, vide, Pibernat Doménech, Xavier: “Los 
pronunciamientos contenidos en las sentencias de otorgamiento de amparo constitucional”, REDC, Nº 29, 
Madrid, 1990, pág. 163; sin embargo, en el caso boliviano no se da tal supuesto, es decir, el TC no dicta ese tipo 
de fallos, por lo tanto, no cabe ocuparse de ello aunque si anticipar lo negativo de su eventual adopción. 
 
545 En este sentido, respecto el amparo español, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 308. 
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En cambio, la nulidad será diferida o de efecto devolutivo, cuando una vez 
declarada la nulidad la solución definitiva requiere de la actuación de la autoridad o 
juez de donde proviene el amparo. Este tipo de pronunciamientos, en la práctica, 
suelen expresarse de la siguiente manera: “Se declara la nulidad del acto recurrido 
y se dispone que la autoridad demandada dicte nueva resolución conforme los 
fundamentos de esta sentencia” 546. 
 
En fin, una vez dictada la sentencia y con independencia del fallo que contenga, 
la misma sentencia en su parte final terminará disponiendo lo siguiente: “Regístrese, 
notifíquese y publíquese en la Gaceta Constitucional”, lo que significa que la 
sentencia habrá de ser inmediatamente notificada a las partes interesadas y 
posteriormente publicada en la Gaceta Constitucional. Pero de ello y de todo lo 
relacionado con la notificación y publicación, se ocupa el siguiente apartado.  
 
 
3.3. Notificación y publicación de la sentencia 
 
Con carácter previo, valga precisar que la notificación con la sentencia es un 
acto que aun forma parte del trámite procesal del amparo, lo que equivale a decir 
que sin la notificación, formalmente, el proceso aun no ha concluido. En este 
sentido, la finalidad de la notificación es pues hacer conocer a las partes el 
contenido de la sentencia, la decisión final que el Tribunal ha adoptado, el mismo 
que con seguridad incidirá negativa o positivamente en la esfera jurídica de los 
destinatarios. Por la finalidad que conlleva así como las consecuencias jurídicas que 
                                                 
546 La cuestión de si el TC debe o no satisfacer la pretensión directamente, es decir, sin necesidad de devolver el 
expediente al juez para que éste subsane la lesión, ciertamente, es un asunto que no está del todo definido. Al 
respecto, en la Doctrina española, se podría decir que hay dos posiciones, una a favor y otra no del todo. El 
argumento de los que están en favor es que, el TC, al dictar sentencia con efectos devolutivos, ejerce un cierto 
autocontrol, de tal manera que en sede ordinaria se juzgue y determine lo que allí compete hacer. En cambio, la 
posición contraria admite dicha posibilidad sólo en aquellos supuestos donde no peligre el restablecimiento del 
ejercicio del derecho. En relación con la primera posición, entre otros, vide, De la Oliva Santos, Andrés: 
“Tribunal Constitucional y jurisdicción ordinaria: causas, ámbitos y alivios de una tensión”, en, De la Oliva 
Santos, Andrés y Diez-Picazo Jiménez, Ignacio: Tribunal Constitucional, jurisdicción ordinaria y derechos 
fundamentales, Mac Graw Hill, Madrid, 1996, pág. 52; en relación con la segunda, Rubio Llorente, Francisco: 
“El recurso de amparo…”, op. cit. pág. 57. De nuestra parte, si bien es cierto que el TC debe esforzarse de modo 
que no se inmiscuya en lo que perfectamente puede resolver la jurisdicción ordinaria; no menos cierto es que, en 
los procesos de amparo, por principio de subsidiariedad, se parte de la idea de que dicha jurisdicción no ha sido 
capaz de ello y por lo tanto, devolverle a él mismo para que repare la lesión no parece lo más aconsejable. Por la 
misma razón, en aquellos supuestos donde la remisión o devolución del expediente supone agravar o hacer 
ineficaz la reparación, la devolución, ciertamente, resulta perniciosa. En tales supuestos, el TC debe actuar 
directa e inmediatamente. 
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se le atribuyen547, la notificación debe practicarse diligentemente, esto es, con 
observancia de todas aquellas formalidades prescritas por la ley548. De manera que, 
tomando en cuenta que la sentencia produce sus efectos, tanto particulares como 
generales, sólo en virtud del acto de notificación, la misma entonces habrá de 
practicarse, fundamentalmente, respetando los principios de literalidad, celeridad, 
economía y eficacia. 
 
En efecto, una vez que el Tribunal haya dictado la sentencia de amparo en 
cualquiera de las formas ya señaladas, el expediente pasará a la Secretaría de la 
Comisión de Admisión para que sea devuelto al juez o tribunal de amparo de donde 
se remitió en revisión. Dicho juez o tribunal de amparo, inmediatamente de recibido 
el expediente, lo que hará es dar cumplimiento a la notificación ordenada por el 
Tribunal. 
 
La notificación a las partes que intervinieron en el proceso, se practicará por el 
funcionario judicial del juzgado o tribunal que tramitó el amparo, en su fase inicial, 
en la misma forma y dentro del mismo plazo que se notificó con la demanda; es 
decir, dentro de las cuarenta y ocho horas en el domicilio procesal y en su caso 
mediante cédula. Para tal efecto, el juez o tribunal de amparo, simplemente, 
mediante providencia decretará “Cúmplase con la sentencia del Tribunal 
Constitucional”. Excepcionalmente, puede darse el caso de que las partes o alguna 
de ellas se hayan personado ante el TC. En tal caso, la notificación con la 
Sentencia, a las partes personadas claro está, será practicada directamente por el 
                                                 
547 En abstracto, el acto de notificación va más allá de pretender dar a conocer el acto o resolución; lo que en 
definitiva deja expedita, es la oportunidad que se confiere al particular para la defensa de sus derechos o 
intereses legítimos que pudiesen estar en juego posibilidad de impugnar el acto notificado pretendiendo con el 
ataque cuestionar su legalidad y por ende, su eficacia. Precisamente en este sentido, refiriéndose a los actos de 
notificación en general, se dirá que los mismos: “deben servir a plenitud a su objetivo, que no es otro que el de 
permitir al destinatario, conocida la resolución causante, disponer lo conveniente para la mejor defensa de los 
derechos”, así, José Almagro Nosette, Vicente Gimeno Sendra, Valentín Cortéz Domínguez y Víctor Moreno 
Catena, en; Derecho Procesal. Proceso Civil 1, Parte General. Tomo I, Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, pág. 
375. Sin embargo, en relación con la sentencia de amparo, por sus propias características y el Órgano del que 
emana, tal como se verá a continuación, la notificación no dará lugar a su impugnación propiamente dicha, pero 
sí permitirá, entre otras posibilidades, promover, por ejemplo, la aclaración, enmienda o complementación. 
 
548 En cuanto al cumplimiento de las formalidades en las notificaciones en general, en más de una ocasión el TC 
ha dicho que si esas formalidades no se cumplen con exactitud, pero aun así el particular o interesado tiene 
pleno conocimiento del acto de que se trata, la notificación es válida, y el acto notificado es eficaz. Sin embargo, 
este entendimiento, en lo que a la notificación con la sentencia constitucional se refiere, no es del todo aplicable, 
básicamente, por la importancia y repercusión que tiene la sentencia en la esfera jurídica de las partes. 
 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 572
TC en estrados, es decir, mediante secretaria del TC y por lo tanto ya no hará falta 
su notificación por el juez o tribunal de amparo549.  
  
Si embargo, tomando en cuenta que la sentencia de amparo no sólo tiene 
efectos particulares sino también generales, su publicidad no se agota con la 
notificación a las partes que intervinieron en su tramitación sino que, además, habrá 
de publicarse en un medio oficial. En este sentido el art. 43 de la LTC establece que 
“Las sentencias, declaraciones y autos constitucionales se publicarán en un medio 
especializado que se llamará Gaceta Constitucional, cuya periodicidad será 
mensual”. Lo que significa que una vez dictada la sentencia, ésta desplegará todos 
sus efectos, tanto los particulares y generales así como los formales y sustanciales, 
sólo a partir de su notificación y posterior publicación en la referida Gaceta 
Constitucional.  
 
En otras palabras, haciendo un paralelismo con la entrada en vigor de una 
norma de carácter general, una ley, la misma que se produce sólo con posterioridad 
a su publicación en un medio oficial y por el órgano competente; del mismo modo, la 
sentencia de amparo, que es una norma particular en sentido lato, surte sus efectos 
generales, sólo a partir del día de su publicación en el medio oficial y por el órgano 
competente que es el TC, en la Gaceta Constitucional. Dicha publicación según lo 
establecido por la referida norma (art. 43 LTC) se realizará cada mes, es decir, su 
“periodicidad será mensual”.  
 
Por último, aunque sobre esto se volverá en el siguiente Capítulo, hay que decir 
que en relación con sus efectos particulares, la falta de publicación de la sentencia 
en la Gaceta Constitucional, no determina la invalidez de la misma; pues, dichos 
efectos jurídicos particulares contenidos, básicamente en la parte resolutiva de la 
sentencia, serán exigibles a las partes desde el momento mismo de su 
notificación550. Cosa que en cambio no será así en relación con sus efectos 
                                                 
549 En tales supuestos, seguramente para evitar confusiones, en la práctica, el TC lo que acostumbra hacer es, 
constar dicho extremo en el oficio de devolución del expediente; hace saber al juez o tribunal de amparo las 
partes que ya han sido notificadas en estrados y así, el juez o tribunal ordena la notificación sólo de aquellas 
partes que no han sido notificadas. 
 
550 Al respecto, en el Derecho español, aunque refiriéndose a las sentencias recaídas en los procedimientos de 
declaración de inconstitucionalidad, se dirá que “la eficacia de cosa juzgada se produce, al menos para las 
partes, desde que la sentencia les es notificada, sin que la publicación tenga incidencia en ese efecto propio de 
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generales, más propiamente la doctrina jurisprudencial que viene contenida en los 
fundamentos jurídicos, los mismos que serán exigibles sólo a partir de la publicación 
de la sentencia en el indicado medio oficial que es la Gaceta Constitucional. 
 
 
3.4. Aclaración, enmienda y complementación 
 
Líneas arriba se ha dicho que la sentencia de amparo una vez firmada por los 
Magistrados y notifica a las partes, es invariable551; de igual modo, se ha dicho que 
la sentencia de amparo como toda sentencia debe caracterizarse por la claridad y 
precisión en su redacción. Sin embargo, como es lógico pensar y tal como, además, 
lo demuestra la práctica, en tanto que la sentencia de amparo, como cualquier otra 
resolución y de cualquier otro juez o Tribunal, es obra humana, la misma está sujeta 
a errores, impresiones e, incluso, contradicciones involuntarias; Por consiguiente, no 
todas las sentencias son redactadas con la claridad necesaria ni todas son, 
necesariamente, en absoluto invariables. 
 
 Seguramente en consideración de esa palmaria realidad, el legislador ha visto 
por conveniente instituir un medio procesal que permita aclararla, enmendarla o 
incluso complementarla, precisamente cuando la sentencia adolezca de algún vicio 
o defecto formal subsanable. Dicho medio no es otro que la solicitud de aclaración, 
enmienda y complementación prevista y regulada por el art. 50 de la LTC552. La 
finalidad de este “remedio procesal” aunque a primera vista parezca que no es así, 
ciertamente, se ajusta al principio de invariabilidad de la sentencia, particularmente, 
en relación con el fondo del asunto que resuelve, ya que mediante este 
procedimiento dicho ámbito –sustancial- no se puede modificar en modo alguno. 
                                                                                                                                                       
toda resolución jurisdiccional”, así, Gómez Montoro, Ángel, J.: “Cometarios al art. 38”, en, Requejo Pagés, J. 
Luís (coord.): Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 558. 
 
551 En este sentido se dirá que “la sentencia de amparo está sometida a las reglas generales en cuanto a la 
invariabilidad e intangibilidad se refiere”, así, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido 
de las sentencias...”, op. cit. pág. 59. 
 
552 Dicho precepto establece que, “El Tribunal Constitucional, de oficio o a petición de parte, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la notificación de la resolución, podrá aclarar, enmendar o complementar algún 
concepto obscuro, corregir un error material o subsanar alguna omisión sin afectar el fondo de la resolución”. 
En sí, se trata de la figura prevista en el art. 93.1 de la LOTC español y, 267.2 de la LOPJ. 
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En tanto que la solicitud de aclaración, enmienda o complementación, no incide 
en el fallo que resuelve la cuestión de fondo, no es, como a veces erróneamente se 
suele identificar, un medio de impugnación o recurso propiamente dicho; su 
interposición, no puede ni pretende la reforma de la resolución sino, “meramente” la 
aclaración de los puntos ambiguos u oscuros de los que la sentencia pueda 
adolecer. Por consiguiente, la solicitud de aclaración, enmienda o complementación 
no podrá tener otra finalidad que la de: a) aclarar o complementar algún concepto 
oscuro o impreciso; b) corregir algún error material, como ser: citas de normas, de 
jurisprudencia y de antecedentes o, de pruebas, y; c) subsanar alguna omisión o 
demasía, en relación por ejemplo a la descripción de las partes, de las citas de 
normas o incluso de la propia jurisprudencia553. 
 
Ya desde el punto de vista formal, cualquiera de las correcciones y/o 
aclaraciones, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 50 LTC, podrá efectuarse de 
oficio o a instancia de parte interesada. Si la aclaración, enmienda o 
complementación se promueve de oficio, la misma tendrá que efectuarse antes de 
la notificación con la sentencia a las partes, de lo contrario habría que notificar 
nuevamente con las correcciones hechas de oficio cosa que desde luego no es lo 
más recomendable. En cambio, si la solicitud de aclaración, enmienda o 
complementación es promovida por las partes, la misma tendrá que ser, como 
señala la norma, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación. En 
ambos casos, el trámite de aclaración será actuado por el pleno del TC554. 
 
 
4. Otras formas de terminación anormal del proceso de amparo 
 
Lo normal es que el amparo termine mediante sentencia, es decir, mediante el 
acto del órgano jurisdiccional en el que, previa actuación del fondo de la pretensión 
                                                 
553 Lo expuesto supone que, el contenido de la sentencia, salvo dentro de los estrechos límites de la aclaración, 
enmienda y complementación, es una sentencia que no puede ser variada, no al menos, como se acaba de 
señalar, en relación con el fondo del asunto que resuelve; lo que a su vez significa que, la solicitud de 
aclaración, enmienda y complementación, en ningún caso podrá presentarse con la finalidad de variar el fondo 
de la resolución sino sólo la forma. 
 
554 Internamente, la aclaración, enmienda o complementación, será efectuado por el mismo Magistrado relator 
de la sentencia objeto de aclaración, aunque la decisión de ingresar o no en lo solicitado será firmado por el 
Pleno, pero ya no mediante sentencia, sino mediante Auto Constitucional. 
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deducida por las partes, se decide conceder o denegar el amparo solicitado. Sin 
embargo, en la práctica no todos los procesos de amparo concluyen siempre de ese 
modo, ya que hay supuestos en los que pueden concluir con una resolución distinta 
a las señaladas555. En tal caso, se estará enfrente de lo que se ha dado en llamar, 
crisis o terminación anormal del proceso de amparo556. Dicha crisis puede 
sobrevenir, ya sea por voluntad del actor o por causas ajenas a dicha voluntad.  
 
Si interviene la voluntad del actor, se estará enfrente de un proceso de amparo 
que ha sido desistido; en cambio, si no interviene dicha voluntad, se estará frente de 
un amparo que ha perdido su objeto.  De las características y presupuestos, de 
cada uno de estos dos modos de terminación anormal del proceso de amparo, se 
ocupan, por separado, los siguientes apartados.   
 
 
4.1. El desistimiento 
 
Recuérdese que en mérito al principio dispositivo que -con algunas salvedades- 
rige el proceso de amparo, quien está facultado para iniciar el proceso de amparo, 
también está facultado para ponerle fin en cualquier momento que así lo estime 
conveniente. Cuando el demandante por alguna u otra razón optan por ponerle fin al 
proceso, lo que habrá hecho es desistir de su pretensión. En este sentido, el 
desistimiento es un acto jurídico-procesal de carácter unilateral a través del cual el 
actor desiste de su pretensión y con ello pone fin al proceso, pues como ya se dijo, 
sin pretensión no hay proceso. Empero, valga precisar que al desistir el recurrente 
no renuncia al fundamento de la pretensión, lo que supone decir que siempre podrá 
esgrimir el mismo fundamento en apoyo de una nueva pretensión. En otras 
palabras, el desistimiento no implica la renuncia de los hechos que dieron lugar a la 
incoación del amparo sino a la reparación del derecho vulnerado. 
 
Ya desde el punto de vista normativo, una vez más, la LTC no regula el 
desistimiento, de hecho ni siquiera lo contempla. En la práctica, las normas que 
                                                 
555 Otra de las formas de terminación extraordinaria del proceso de amparo, es la aprobación en grado de 
revisión de la sentencia de improcedencia o rechazo in limine de la demanda de amparo dictada por los TGC. 
 
556 Vide, Gonzáles Pérez, Jesús: Derecho procesal constitucional, op. cit. pág. 189. La LOTC (art. 86) distingue 
tres tipos de terminación anormal: “el desistimiento, la denuncia y la caducidad”. 
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vienen aplicándose son las contenidas en los arts. 303 y ss del Cpc. Esta situación, 
en alguna oportunidad daría lugar a que el desistimiento en el proceso de amparo 
sea identificado e incluso tramitado cual si se tratase del desistimiento en los 
procesos ordinarios. Lógicamente, ni lo uno ni lo otro es de compartir, pues ni el 
amparo es un proceso ordinario ni su objeto procesal es, en todos los casos, 
disponible por sus titulares. 
 
Desde ya, hay que decir que para dar curso al desistimiento en el proceso de 
amparo, no basta la simple voluntad del actor, aunque en la mayoría de los casos 
así sea557. La simple voluntad del actor no es suficiente para ello, básicamente por 
el hecho de que el objeto de su pretensión, la reparación de los derechos 
fundamentales, en determinados casos, no es sólo de su interés. Por consiguiente, 
en tales supuestos el tribunal puede entender que hay razones de interés general 
que aconsejan no atender el desistimiento del recurrente y, por ello, mantener vivo 
el proceso hasta su normal conclusión558. En este sentido, aunque no con la 
claridad suficiente, en una de sus primeras sentencias, la STC Nº 1151/2003, el TC 
vendría a decir lo siguiente: 
 
“Conforme a los mandatos de la misma Constitución y como ha sido entendido por la 
jurisprudencia constitucional, los derechos se ejercen por voluntad del titular de los 
mismos, de modo que bajo ningún motivo se puede obligar a ejercerlo, salvo algunos 
derechos que por su naturaleza deban ser obligatoriamente protegidos por esta 
jurisdicción, tales como el caso del derecho a la libertad que está bajo la protección de otro 
recurso. (…) bajo ese entendimiento cuando una persona decide acudir a esta jurisdicción 
en busca de protección de sus derechos y garantías fundamentales, y luego, antes de que 
se resuelva la acción de tutela presentada, desiste de la misma por cualesquier motivo o 
retira su demanda, no cabe más que aceptar dicho desistimiento o el retiro, sin proseguir el 
trámite de la acción tutelar resolviéndola en el fondo, pues esto, equivaldría a forzar al 
titular del derecho a ejercer un derecho al que por su libre voluntad ha renunciado”. 
 
A través de esta sentencia, como se puede observar, el Tribunal pone de 
manifiesto que el desistimiento es un derecho inherente a la titularidad del derecho 
                                                 
557 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 
326. 
 
558 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. cit. pág. 
326. En el fondo, dicho interés general o público, no es sino, el sustrato de la dimensión objetiva de los derechos 
y garantías fundamentales. 
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o garantía fundamental objeto del amparo y que como tal, por regla general, queda 
sujeto a la voluntad del recurrente y sólo con carácter excepcional a la voluntad del 
propio Tribunal. En esta misma línea, en una posterior resolución, el AC Nº 
0008/2005, además de reiterar aquel entendimiento, el Tribunal dirá lo siguiente:  
 
“…el desistimiento es una forma de conclusión o extinción extraordinaria de un proceso o 
acción judicial, toda vez que constituye una renuncia o abdicación expresa del demandante 
o accionante a las pretensiones jurídicas planteadas en la demanda y los derechos 
perseguidos en ella. 
Dicha facultad procesal es aplicable en la jurisdicción constitucional dentro de los recursos 
que admiten el desistimiento, tal es el caso del recurso de amparo constitucional, siempre 
y cuando sea expuesto en forma expresa antes del pronunciamiento de la respectiva 
Sentencia Constitucional, y no existan razones de orden público o relevancia nacional”. 
 
Con lo cual queda establecido que cuando el objeto del proceso de amparo 
revista un interés general, o como prefiere llamar el TC «orden público o relevancia 
nacional», el desistimiento, a pesar de ser admitido, no dará lugar a la finalización 
del proceso, razón por el que continuará su trámite normal hasta concluir con la 
sentencia definitiva. 
 
Ya en lo formal, el desistimiento sólo podrá ser presentado por quien 
legítimamente dedujo la demanda559 y, para su aceptación no hará falta el 
consentimiento de la parte demandada, tal como sucede en los procesos ordinarios 
de orden civil, por ejemplo. Asimismo, la solicitud de desistimiento debe ser expresa 
y no implícita; lo que supone decir que, la inasistencia del demandante a la 
audiencia de verificación o la falta de personamiento ante TC, cuando éste así lo 
requiera, no será entendida como desistimiento560. En cuanto al plazo, el 
desistimiento podrá presentarse en cualquier momento del proceso, hasta antes de 
dictarse sentencia definitiva por el TC, lo cual significa que podrá presentarse, tanto 
en la fase de verificación como en la fase de revisión. 
                                                 
559 En este sentido, el TC a través de su Sentencia Nº 0858/2006, dirá lo siguiente: «resulta evidente que si de 
conformidad a lo establecido por el art. 19.II de la CPE, “El recurso de amparo se interpondrá por la persona 
que se creyere agraviada o por otra a su nombre con poder suficiente…”, es indiscutible que el retiro o el 
desistimiento de la demanda de amparo, también corresponde exclusivamente a la persona directamente 
agraviada o a un tercero a su nombre con poder especial». 
 
560 Dicha inconcurrencia o falta de personamiento, tampoco debe entenderse como deserción ni perención de 
instancia que es como, en un principio, venía calificándose por los jueces y tribunal de amparo. 
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Si el desistimiento se presentase en la fase de verificación, específicamente en 
la audiencia pública, dada las características de dicha audiencia, el mismo podrá ser 
formulado en forma oral561. Por su parte, la resolución que dé curso a la solicitud 
tendrá forma de Auto, el mismo que dará lugar al archivo de los actuados y, 
además, sin necesidad de remisión ante el TC. Si el desistimiento se presentase 
ante el TC, el mismo, necesariamente, tendrá que ser por escrito y hasta antes de 
dictarse la sentencia de revisión; aunque, tomando en cuenta que el TC recibe 
escritos sólo hasta los cinco días posteriores del sorteo del expediente para 
Magistrado relator, el escrito de desistimiento habrá de presentarse en ese término. 
 
En ambas fases, en los supuestos donde el desistimiento fuere promovido por 
representante legal, para su acogimiento hará falta la acreditación de poder especial 
y suficiente o, en su caso, la ratificación judicial del representado. En este sentido, 
mediante la STC Nº 0858/2006, en un supuesto donde el instrumento poder no 
contemplaba mandato expreso para desistir, el Tribunal denegaría tal solicitud ya 
que “los apoderados de la actora no estaban facultados para retirar o desistir de la 
acción incoada (…)”. 
 
Por último, valga reiterar que por sus propias características, el desistimiento se 
adoptará, tanto por los jueces o tribunales de amparo como por el TC, en forma de 
auto y no de sentencia como sucedía en un principio562, práctica que, sin embargo, 
cambiaría a partir de la STC Nº 0505/2005563. Asimismo, tampoco hace falta remitir 
dicha resolución ante el TC para su revisión, cosa que en un principio también se 
exigía. A la vista de la práctica actual, se puede decir que la no remisión de la 
                                                 
561 Dada las características de la audiencia de verificación, el desistimiento de formularse en dicha audiencia 
podrá ser de forma oral, es decir, sin necesidad de escrito alguno, bastando para su comprobación, la constancia 
de formulación oral en la respectiva acta de audiencia. 
 
562 En sus primeras sentencias el TC establecería que, pese a mediar solicitud de desistimiento, los TGC deben 
dictar sentencia sea declarando procedente o improcedente el amparo y luego remitir en revisión al TC. Así por 
ejemplo, en un supuesto donde el juez de amparo ante el desistimiento del actor no había dictado sentencia sino 
únicamente una providencia aceptando la solicitud y dando por concluida la audiencia, el TC mediante la STC 
Nº 376/21.999 se pronunciaría de la siguiente manera: “Que, el Tribunal de Amparo al disponer la suspensión 
de la Audiencia sin dictar Resolución aplicó erróneamente la Ley del Tribunal Constitucional, por cuanto no 
existe otra forma de resolución del recurso de Amparo Constitucional que la procedencia o improcedencia, 
conforme a lo que ha establecido la jurisprudencia de este Tribunal (así Autos Constitucionales Nos. 210/99, 
215/99 y 270/99)”. 
 
563 Hasta antes de esta sentencia, ni el propio Tribunal era uniforme en sus pronunciamientos respecto del 
desistimiento, ya que venía resolviendo unas veces mediante sentencia y otras mediante auto. 
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resolución que da curso al desistimiento, lo que hace es repercutir positivamente en 
el funcionamiento del TC, pues de algún modo aliviana su carga procesal. 
 
 
4.2. La pérdida del objeto procesal 
 
Otra de las formas de terminación anormal del amparo es la pérdida del objeto 
procesal. Bien es verdad que en la práctica del amparo boliviano esta figura es 
bastante infrecuente, se podría decir, incluso, desconocida; pero aun así, no deja de 
ser un modo anormal de terminación del amparo y con seguridad, tarde o temprano, 
el Tribunal terminará acogiendo esta figura. Si acaso existe un supuesto similar, ese 
sin duda es el previsto en el art. 92.2 de la LTC, el mismo que, sin embargo, en la 
práctica no opera como una causal de terminación anormal del amparo después de 
admitida la demanda, sino como causal de improcedencia in limine564, es decir, sin 
que el proceso de amparo haya empezado siquiera. 
 
En sí, el precepto en cuestión establece que el recurso de amparo no procederá, 
esto es, será declarado improcedente in limine, “cuando hubieren cesado los 
efectos del acto reclamado”. Pero como se acaba de señalar, la referida norma se 
está refiriendo -y así ha venido entendiendo el TC- a aquellos supuestos donde el 
objeto del amparo desaparece antes de la incoación de la demanda y no con 
posterioridad a ella, que es lo que aquí interesa. 
 
No obstante, ello no es óbice para que el recurso de amparo, como cualquier 
otra acción procesal, pueda perder su objeto si una vez planteada la demanda 
acaece algún dato fáctico o jurídico que lo provoque565. Así por ejemplo, el amparo 
habrá perdido su finalidad cuando la pretensión haya sido satisfecha antes de 
dictarse la sentencia. De darse el supuesto, la prosecución del proceso perderá 
sentido, ya que el restablecimiento del derecho conculcado priva de objeto al 
                                                 
564 En este sentido, por ejemplo, en un supuesto donde la demanda se interpuso al día siguiente de la secesión 
del acto impugnado, la STC Nº 0033/2002, diría: “Que en consideración al antecedente señalado, en autos se 
da el caso previsto por el art. 96.2) de la Ley del Tribunal Constitucional que se refiere a la cesación de los 
efectos del acto reclamado, es decir, que desapareció la causa antes de que fuera interpuesto y presentado el 
Recurso en 7 de noviembre de 2001 (fs. 19), situación que determina su improcedencia”. 
 
565 En este sentido, en relación con el amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: El recurso de amparo, op. cit. 
pág. 323. 
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amparo566. En este sentido, podría decirse que son dos los supuestos típicos en los 
que se considera perdido el objeto del proceso: por un lado, cuando el recurrente ha 
visto satisfecha su pretensión mediante un mecanismo ajeno al proceso de amparo 
y, por el otro, cuando ha desaparecido la causa o el acto en que trae su origen la 
petición de amparo567. 
 
Cuando se presente cualquiera de estos supuestos, se entenderá que el amparo 
ha perdido su objeto y por ende, que ha concluido el proceso. Empero, dicha 
conclusión no se producirá de hecho sino que hará falta el pronunciamiento por 
parte del órgano que tramita el amparo, lógicamente, dando por terminado el 
proceso. Lo cual supone decir que, tanto el juez o tribunal de amparo, como el 
propio Tribunal Constitucional, cuando tengan noticia, sea por intermedio de las 
partes o de terceros, sobre la concurrencia de cualquiera de los supuestos 
señalados; lo que habrán de hacer, previamente, es comprobar que efectivamente 
el amparo ha perdido su objeto y sólo después, decretar la terminación del proceso, 
disponiendo el archivo de obrados568.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
566 “El recurso de amparo tiene una finalidad protectora y por lo tanto no puede servir para empeorar la situación 
del recurrente”, vide, Castillo Rigabert, Fernando: La admisión del recurso de amparo, Secretariado de 
publicaciones, Universidad de Murcia, Murcia, 1991, pág. 72. 
 
567 Siguiendo a Pérez Tremps Pablo, a modo de ejemplo, un supuesto de pérdida de objeto por desaparición de 
la causa, podría ser el del recurso de amparo que  trae su origen en condenas penales por hechos delictivos que, 
posteriormente, son despenalizados, vide, Pérez Tremps, Pablo: El recurso de amparo, op. cit. pág. 324. 
 
568 La resolución por la que se dispone el archivo de obrados habrá de adoptarse mediante Auto Constitucional y 
no así mediante Sentencia, pues, ésta última sólo ha de dictarse cuando se ha ingresado en el fondo del asunto, 
cosa que no sucede en el supuesto de pérdida del objeto del amparo. 
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X. EJECUCIÓN Y EFECTOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO: La 
vinculación erga omnes como su principal seña de identidad 
 
Referirse a la ejecución y efectos de la sentencia de amparo constitucional, 
supone referirse, además, de las garantías de su cumplimiento: por un lado, a los 
derechos, obligaciones y/o responsabilidades que conlleva su ejecución y, por el 
otro, a su vinculación no sólo frente a las partes que intervinieron en su tramitación, 
sino frente a todos los poderes públicos y particulares en general. En este sentido, 
mediante el presente Capítulo, que viene a ser el penúltimo, se abordará, 
precisamente todo lo relacionado con los ámbitos que se acaban de señalar. El 
punto de partida, como no podía ser de otra manera, será la asunción del carácter 
definitivo de la sentencia, es decir, el Capítulo se desarrollará a partir de la premisa 
de que las sentencias del TC tienen carácter definitivo569. 
 
Ahora bien, tal como se dijo en la parte final del Capítulo anterior, la sentencia de 
amparo despliega sus efectos desde el momento mismo de su notificación. Uno de 
esos efectos, acaso el principal y más importante, es su inmediato cumplimiento, 
esto es, su inmediata ejecución. La ejecución inmediata de la sentencia de amparo 
obedece, fundamentalmente, a su carácter definitivo. Característica que subyace del 
hecho incontrastable que contra ella, por ser una sentencia del TC, no cabe recurso 
ulterior alguno (arts. 121.I CB y 42 LTC)570. 
 
Si ello es así, como en efecto lo es, tomando en cuenta que la función 
jurisdiccional, de la que no está al margen el proceso de amparo, consiste en juzgar 
y hacer ejecutar lo juzgado; el Tribunal de cara a la ejecución de la sentencia, 
tendrá que adoptar las medidas necesarias para propiciar que se consiga el mismo 
                                                 
569 Al respecto, se dirá que, “en general, las sentencias del Tribunal Constitucional son firmes, es decir, frente a 
ellas no cabe recurso alguno”, así, refiriéndose al TC español, Gonzáles Pérez, Jesús, en: Derecho procesal 
constitucional, op. cit. pág. 194. La sentencia de amparo, a pesar de que la LTC no sea explícita en este sentido, 
no al menos en el Capítulo correspondiente al amparo constitucional, al ser una sentencia dictada por el TC, 
lógicamente, también tiene carácter definitivo. 
 
570 Dicho precepto constitucional establece que “Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe 
recurso ulterior alguno”. Precepto que a su vez, responde al carácter superior –de cierre del sistema- del TC en 
la defensa de los derechos y garantías fundamentales. En este sentido, refiriéndose al amparo español, se dirá 
que, “No tiene sentido plantearse la posibilidad de medios de impugnación respecto del contenido de la 
sentencia de amparo. Y no porque no sea concebible la sentencia de amparo injusta, sino porque la posición del 
Tribunal es la de órgano supremo y, por tanto, permitir los medios de impugnación respecto de los juicios 
contenidos en los fallos el Tribunal constituye un absurdo”, vide Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones 
sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 61. 
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resultado que si se hubiese procedido al cumplimiento voluntario de lo ordenado en 
la sentencia. En este sentido, el art. 49 de las “Disposiciones procesales comunes” 
establece que “el Tribunal Constitucional dispondrá en sus resoluciones o en sus 
actos posteriores, quien habrá de ejecutarlas, y en su caso, resolver las incidencias 
de la ejecución”. Lo que equivale a decir que la ejecución no tiene que ser actuada 
necesariamente por el TC, ya que éste puede disponer que la ejecución sea 
acometida, incluso, por otra persona distinta al juez o tribunal que conoció del 
proceso de amparo en su primera fase571. 
 
En la práctica, y no precisamente por mandato legal ni por disposición del TC, 
sino más bien por una tradición ya arraigada desde los inicios del funcionamiento 
del amparo, luego de su incorporación en la Constitución boliviana (1.967); la 
ejecución de la sentencia de amparo constitucional corresponde, casi con carácter 
de exclusividad, al juez o tribunal de amparo que tramitó el proceso en su primera 
fase. Aunque la actividad ejecutiva propiamente dicha no existe, sí existen en 
cambio, frente a aquellas personas que las incumplen, mecanismos para hacerla 
efectiva, como son, por ejemplo: las sanciones de carácter administrativo o, incluso, 
el procesamiento penal. En este sentido, el art. 52 de la LTC, cuyo texto alcanza a 
los jueces y tribunales de amparo, establece lo siguiente: 
 
“EL Tribunal Constitucional impondrá sanciones pecuniarias a toda persona investida o no 
de poder público, que incumpla sus determinaciones dentro de los plazos señalados y 
reiterará estas sanciones en forma compulsiva hasta su total cumplimiento sin perjuicio de 
cualquier otra responsabilidad a que hubiere lugar.” 
 
No obstante, hay que decir que con contadas excepciones, en la práctica no ha 
hecho falta acudir a la norma descrita, ya que la ejecución de las sentencias en 
general y sobre el amparo en particular, vienen cumpliéndose con bastante 
regularidad, prácticamente en su totalidad y en la integridad del fallo. Para que ello 
                                                 
571 El precepto en cuestión, sin duda, se inspira en el art. 92 de la LOTC español, cuyo texto establece:“El 
Tribunal podrá disponer en la sentencia, o en la resolución, o en actos posteriores, quien ha de ejecutarla y, en 
su caso, resolver las incidencias de la ejecución”. A propósito, en palabras de Javier Jiménez Campo, “Esta 
norma general se refiere, pues, a dos extremos diferentes. De una parte, autoriza al Tribunal para disponer sobre 
el modo de cumplimiento de la sentencia, lo que iría acompañado, por lo general, de determinaciones concretas 
en orden al alcance del fallo (…). Por otro lado, atribuye al Tribunal potestad para resolver los incidentes que se 
puedan suscitar en vía de ejecución forzosa a cuyo efecto tanto cabe las actuaciones a través de los órganos del 
Poder Judicial como la actuación coercitiva directa por el órgano de la justicia constitucional”, vide, Jiménez 
Campo, Javier: “Sentencia del Tribunal Constitucional”, en, Enciclopedia jurídica básica, Madrid, 1995, pág. 
6179. 
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sea así, podría describirse muchos factores pero, sin duda, un es el que mayor peso 
tiene: la autoridad del TC; institución que desde un principio se ha ganado un sitial 
de respeto y por ende, de obediencia, la misma que se traducen en el estricto 
acatamiento de sus decisiones572. Tal es así que, en lo que respecta a las 
sentencias de amparo constitucional, a ningún poder público ni particular se le ha 
ocurrido oponerse o incumplirla. Cosa que, sin embargo, no puede decirse lo mismo 
en relación con las sentencias dictadas en otros recursos, como es el caso, por 
ejemplo, la STC Nº 018/2007573. 
 
Pero, si por alguna u otra razón la sentencia de amparo resultare incumplida, ya 
sea por la autoridad o el particular recurridos, a pesar de que la ley no lo contempla, 
frente a ellos, corresponderá promover el incidente de ejecución de sentencia. La 
autoridad competente para conocer de dicho incidente es el juez o tribunal que 
conoció del amparo. En tal sentido, la STC Nº 1856/2003, estableció lo siguiente: 
 
“…ante el incumplimiento de una sentencia constitucional, el afectado puede acudir al 
Tribunal que conoció el recurso que dio origen a la sentencia referida, para solicitarle haga 
cumplir el fallo constitucional y en caso de resistencia o incumplimiento, pedir la remisión 
de antecedentes al Ministerio Público para el procesamiento penal del o los demandados 
por la comisión del delito previsto en el art. 179-bis del Código Penal, lo que significa que 
el recurrente tiene las vías expeditas señaladas para tal fin”. 
 
En efecto, lo que no se puede hacer es presentar un nuevo amparo sólo con la 
intención de dar cumplimiento a uno anterior. En otras palabras, la vía idónea para 
exigir y hacer cumplir una sentencia de amparo, no es otro amparo, sino el incidente 
                                                 
572 El grado de cumplimiento de las sentencias dictadas por los Tribunales Constitucionales, en el Derecho 
comparado, en relación con los fallos de otros órganos jurisdiccionales y administrativos, ciertamente, es 
bastante alto, por no decir, total. Una muestra de ello, son, por ejemplo, las afirmaciones de Díez-Picazo 
Giménez, quien refiriéndose al amparo español dice que “la ejecución forzosa de las sentencias de amparo no ha 
planteado problemas, porque el grado de cumplimiento de las sentencias del Tribunal es prácticamente total”, 
vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. 
pág. 66. 
 
573 No es que esta sentencia, que resuelve un recurso de inconstitucionalidad, haya sido cumplida; al contrario, 
ha sido estrictamente acatada. Lo que sucede es que, el Gobierno de turno, al verse “afectado” con el fallo de la 
misma, ha decido incoar, como en efecto lo ha hecho (en agosto de 2.006), demanda de juicio de 
responsabilidades contra cuatro de los cinco Magistrados que emitieron dicha sentencia. Las acusaciones 
vertidas en contra de los Magistrados, pese a no tener el más mínimo sustento jurídico, siguen siendo tramitadas 
y lo más probables es que continuarán, hasta que el Gobierno, con el respaldo de la mayoría parlamentario que 
tiene, consiga que los Magistrados sean cesados en sus funciones. Ello, no con la intención de sentar un 
precedente sino, con la única finalidad de apartar de los órganos de decisiones, a todas aquellas personas, en este 
caso a los Magistrados, que no comulguen con su proyecto político. 
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de ejecución de sentencia, el mismo que se tramita, como ya se ha dicho, ante el 
juez o tribunal que conoció y resolvió el proceso de amparo en su primera fase. 
Sobre el particular la STC Nº 1005/2003574, diría lo siguiente:  
 
 “...lo que solicita ahora el recurrente, como lo manifiesta expresamente en su demanda, es 
que se dé cumplimiento a la citada Sentencia Constitucional (…), empero para ello no es 
necesario accionar nuevamente ante la jurisdicción constitucional mediante otro amparo, 
como se ha establecido en la jurisprudencia constitucional, pues lo que corresponde es 
pedir ante el juez o tribunal competente ordene haga dar cumplimiento al fallo resistido, 
bajo prevenciones de ley, pues interponer otro amparo para solicitar en el fallo el 
cumplimiento de otro, en los hechos importaría pretender negarle eficacia a los efectos de 
los fallos de la jurisdicción constitucional y generar un círculo vicioso de amparos que haría 
colapsar a esta jurisdicción; y por ende daría lugar a la utilización insulsa tanto de recursos 
económicos como humanos, así como también el mal gasto de recursos al agraviado que 
ya había obtenido la tutela, de modo que, se reitera el amparo no es la vía para pedir el 
cumplimiento de una resolución constitucional”. 
 
Sin embargo, ello no significa que el TC no tenga ninguna intervención en la 
ejecución de su propia sentencia. El Tribunal tiene competencia para tal efecto, 
aunque sólo se activa cuando el incumplimiento sea imputable al juez o tribunal de 
amparo y no así a las partes. En tales supuestos, la parte interesada podrá acudir 
ante el TC mediante escrito denunciando, precisamente, el incumplimiento de la 
sentencia por parte del juez o tribunal de amparo575. Una vez presentado el escrito, 
el mismo será actuado por el Pleno del TC que dictó la sentencia.  
 
El Pleno después de valorar la denuncia, mediante Auto, ordenará la ejecución 
inmediata de la sentencia disponiendo, además, que el juez o tribunal sea sometido, 
o al proceso administrativo ante el Consejo de la Judicatura o, en su caso, al 
proceso penal según lo dispuesto por el art. 179 Bis del Código Penal576. 
                                                 
574 En el mismo sentido, ya en una de sus primeras sentencias, la STC Nº 1249/2001, el Tribunal diría lo 
siguiente: “...resulta inadmisible la procedencia del Amparo Constitucional como medio de impugnación y 
revisión de una Sentencia Constitucional cuando ésta, por imperio de la Constitución, ha adquirido la calidad 
de cosa juzgada constitucional”. 
 
575 Al respecto, el TC mediante AC Nº 050/2007, dirá: “el objeto de una denuncia de incumplimiento de una 
Sentencia Constitucional, es que las partes obligadas a su cumplimiento se sometan a sus efectos, y para el 
caso de que no lo hicieren se les imponga la sanción correspondiente, conforme dispone el art. 52 de la LTC, 
independientemente de las acciones que pueda tomar el recurrente que pida el cumplimiento extrañado”. 
 
576 Dado que el Tribunal Constitucional en la tramitación del amparo no sólo dicta sentencias sino, también, 
Autos Constitucionales, ya sea disponiendo la admisión de la demanda o declarando improcedente in limine el 
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Por consiguiente, cabría concluir señalando que el cumplimiento de la sentencia 
de amparo no está sujeto a la voluntad de las partes ni de los jueces o tribunales de 
amparo, ya que la autoridad o particular que rehusare cumplir, será pasible de las 
sanciones establecidas en el art. 52 del la LTC. Lo que, en definitiva, supone decir, 
que las garantías de cumplimiento de la sentencia de amparo, son: por un lado, los 
de orden administrativo o disciplinario, y; por el otro, los de orden jurisdiccional 
como es el procesamiento penal. 
 
 
1. Cosa juzgada formal y material 
 
Según la Constitución (art. 121.I) y la LTC (art. 42), un primer efecto de las 
sentencias de amparo, aunque no expreso como sucede en el caso español577, es 
su valor de cosa juzgada. Siendo la sentencia el acto de terminación del proceso de 
amparo, es lógico que se considere como efectos de la misma los efectos de los 
procesos en general, es decir, los efectos de cosa juzgada formal y material. El 
efecto de cosa juzgada formal se puede decir que es implícito a toda sentencia 
dictada por el TC, esto, de un lado, por el hecho de que no hay ningún órgano 
judicial por encima del TC y, de otro, porque las sentencias del TC de por sí son 
irrecurribles. Por lo tanto, la sentencia de amparo, en tanto en cuanto es una 
sentencia dictada por el TC es intangible, es así en el sentido de que contra ella no 
cabe recurso alguno lo que hace que sea una sentencia firme, en definitiva una 
sentencia que goza de la fuerza de cosa juzgada formal578. 
 
                                                                                                                                                       
amparo; el incumplimiento de cualquiera de estas resoluciones por parte del juez o tribunal de amparo, de igual 
modo será conocido por el TC, pero ya no por el pleno, sino por la Comisión de Admisión. En este sentido, el 
AC Nº 0005/2006, dejó establecido que: “…cuando las Sentencias Constitucionales declaren la improcedencia 
de los recursos de amparo constitucional, en el marco de los entendimientos desarrollados en la SC 0505/2005, 
no es posible que el Pleno del Tribunal conozca eventuales denuncias de incumplimiento, toda vez que en esos 
supuestos el Tribunal Constitucional no ha dispuesto la realización o ejecución de acto alguno. 
Consiguientemente, esos casos deberán ser considerados y resueltos directamente por la Comisión de 
Admisión”. 
 
577 El art. 164.1 CE, establece que “Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el Boletín 
Oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día 
siguiente de su publicación y no cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de 
una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, 
tienen plenos efectos frente a todos”. 
 
578 En este sentido vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las 
sentencias…”, op. cit. pág. 60. 
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Como tal, sin embargo, los efectos de la cosa juzgada formal no sólo repercuten 
en la esfera jurídica de las partes sino, también, en la del propio Tribunal. Esto es, 
precisamente, lo que se ha dado en llamar, la “dimensión positiva” de la cosa 
juzgada formal579, la misma que se traduce en la obligación de los órganos 
judiciales de hacer efectiva la sentencia en sus justos términos; esto es, sin 
posibilidad alguna de modificarla y mucho menos revocarla580, sino más bien, en 
atención a su calidad de cosa juzgada formal, realizar cuantos actos sean 
necesarios para su inmediata ejecución. 
 
Por su parte, la sentencia de amparo tendrá fuerza de cosa juzgada material, 
cuando sea una sentencia de fondo, es decir, cuando resuelva la o, las pretensiones 
deducidas por las partes en el proceso de amparo581. A diferencia de la cosa 
juzgada formal, la cosa juzgada material582, no opera en el seno del mismo proceso 
sino, su eficacia se despliega hacia el “exterior”; fundamentalmente, impidiendo la 
apertura de otros nuevos procesos sobre el mismo asunto. En este sentido se 
entiende que su finalidad es doble: por un lado, evitar que la discusión jurídica se 
prolongue indefinidamente (paz jurídica) y, por el otro, evitar que puedan recaer 
resoluciones contradictorias sobre un mismo asunto (seguridad jurídica)583. 
 
Asimismo, se entiende que la cosa juzgada material tiene dos dimensiones 
conexas aunque distintas a la vez: una negativa y otra positiva. La primera actúa 
como excepción y como tal, impide un nuevo pronunciamiento sobre el fondo (ne bis 
                                                 
579 Vide, Gómez Montoro, Ángel J.: “Comentario al art. 38”, en: Requejo Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a 
la Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 560. 
 
580 En este sentido, refiriéndose a la institución de la cosa juzgada en general, De la Oliva Santos A, dirá que 
“No se trata sólo de que la resolución que alcanza «autoridad de cosa juzgada» no pueda ser revocada; se trata, 
primordialmente, de que tiene que ser respetada, es decir, que tiene que ser efectiva, de que se ha de partir de lo 
dispuesto en ella, con su concreto contenido, en el proceso en que se ha dictado, para los sucesivos actos del 
mismo proceso. La cosa juzgada formal es la vinculación jurídica, que para el órgano jurisdiccional (con 
indirectos efectos sobre las partes e intervinientes) produce lo dispuesto en cualquier resolución firme, dentro 
del propio proceso en que se haya dictado dicha resolución”, vide, De la Oliva Santos A.: Sobre la cosa 
juzgada, Ceura, Madrid, 1991, pág. 20. 
 
581 Gómez Montoro, Ángel J.: “Comentario al art. 38”, en: Requejo Pagés, J. Luís (coord.): Comentarios a la 
Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 560. 
 
582 No obstante, se dice y con bastante razón, que la cosa juzgada material de inicio, presupone la existencia del 
efecto de cosa juzgada formal, en este sentido vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el 
contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 60; y, con carácter general, Guasp, Jaime: Derecho 
procesal civil, Tomo 2º. Parte especial (2ª. reimpresión de la 3ª. ed.) Madrid, 1977. 
 
583 Vide, de la Oliva Santos, Andrés: Sobre la cosa juzgada, op. cit. pág. 23. 
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in idem), ya sea por parte del mismo juez o, por otros órganos judiciales. Por su 
parte, la segunda, actúa como prejudicialidad y por lo tanto, no impide el nuevo 
proceso, sino que lo presupone y, en efecto, obliga a los órganos judiciales actuar a 
partir de la verdad jurídicamente declarada en ella584. 
 
Así, en definitiva, los efectos de la cosa juzgada formal y material, en definitiva, 
se traducen en la vinculación de la sentencia de amparo no sólo frente a las partes 
que intervinieron en su tramitación sino incluso, frente a todos los poderes públicos 
y los particulares en general. Pero, de esta cuestión se ocupa el siguiente apartado. 
 
 
2. Vinculación de la sentencia de amparo constitucional 
 
Tal como ya se adelantó, los efectos de las sentencias de amparo se extienden 
más allá del caso concreto decidido. En tanto que van más allá de la situación 
subjetiva que resuelven, dichos efectos son exigibles no sólo para las partes del 
proceso sino también para el resto de los poderes públicos y particulares. Se trata 
de la denominada vinculación inter partes y erga omnes585. Al mismo tiempo, las 
sentencias de amparo, son exigibles no sólo respecto el tenor literal del fallo sino, 
también, de aquellos fundamentos jurídicos contenidos en el cuerpo de la sentencia 
que verdaderamente sustentan el fallo. Lo cual en suma, implica que la sentencia de 
amparo constitucional es vinculante, tanto en su fundamento como en su fallo586. 
 
Desde esa perspectiva, la vinculación lo que busca es que la sentencia tenga 
una eficacia distinta y superior a la cosa juzgada material587, es decir, que no sólo 
                                                 
584 En este sentido, Gómez Montoro, Ángel J.: “Comentario al art. 38”, en, Requejo Pagés, J. Luís (coord.): 
Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal…, op. cit. pág. 561. 
 
585 Bien es verdad que en rigor, la vinculación del fallo no es de la misma entidad frente a los que no han sido 
partes en el proceso de amparo que frente a los que si han intervenido en su tramitación, aunque, ello no 
significa que no se hallen vinculados por el fallo; pues, dado que el fallo no es sino la consecuencia de la ratio 
decidendi -del fundamento-, quienes se hallen vinculados por la doctrina –o sea todos-, indirectamente, también 
se hallan vinculados por el fallo. 
 
586 En este sentido, en relación con el TC español, Pérez Tremps, Pablo, dirá que “las decisiones del Tribunal 
Constitucional, vinculan a los tribunales ordinarios, tanto en su fallo, como en su doctrina en los términos 
establecidos”, así, en: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 
1.985, pág. 266. 
 
587 Evidentemente, se ha dicho que el primer y principal efecto de las sentencias de amparo, es la autoridad de 
cosa juzgada, formal y material. Empero, los efectos de la autoridad de cosa juzgada, no se agotan sólo en la 
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vinculen a las partes que han intervenido evitando que sobre el mismo hecho se 
presente nueva demanda, sino también a los demás órganos. Asimismo, la 
vinculación presupone que los efectos de la sentencia no se restrinjan al tenor literal 
del fallo sino que, además, trasciendan al cuerpo que le da vida al fallo, es decir, a 
aqual cuerpo de fundamentos jurídicos que llevan al Tribunal a actuar y a decidir de 
una determinada forma; más específicamente, a la ratio decidendi.  
 
De manera que, por «vinculación», en términos generales, ha de entenderse la 
exigencia de una relación de sujeción que debe existir entre una sentencia cuyos 
contenidos - la ratio decidendi y el fallo- sientan un precedente y las posteriores 
sentencias o resoluciones que se dicten por los órganos públicos, administrativos y 
judiciales, en casos similares588. 
 
Como tal, se trata a su vez de los «efectos extensivos»589 de la sentencia, los 
cuales consisten precisamente en la “vinculación extensiva” de la misma. 
Vinculación que presupone, como se acaba de señalar, la “obligación” de su 
seguimiento en casos similares y ya no sólo por las partes del proceso –para 
quienes la autoridad de cosa juzgada les es suficiente- sino por todos los poderes 
públicos y particulares, que sin haber sido partes, también se hallan vinculados por 
el contenido de la sentencia. 
 
Es más, podría decirse, incluso, que el carácter vinculante inter partes y 
especialmente erga omnes de la sentencia de amparo, no sólo deviene de su 
autoridad de cosa juzgada ni sólo es la manifestación de sus efectos extensivos; es 
                                                                                                                                                       
imposibilidad de impugnación (cosa juzgada formal) ni en la prohibición de iniciar un nuevo proceso con la 
misma pretensión (cosa juzgada material) que constituirían sus efectos propios, sino, tal como se verá a 
continuación, van más allá. 
 
588 No obstante, la vinculación inter partes y erga omnes de las sentencias de amparo, no deja de ser el corolario 
inmediato, la concreción y/o consecuencia lógica de la autoridad de cosa juzgada. De hecho, cabría decir que 
toda sentencia de amparo será vinculante -inter partes y erga omnes- sólo en tanto en cuanto sea una sentencia 
con autoridad de cosa juzgada formal y material. Sin embargo, como se intenta explicar, la vinculación por el 
simple hecho de “atar” a sujetos extraños al proceso, va más allá de los efectos de la cosa juzgada. A propósito, 
en la doctrina española, hay quienes entienden que la vinculación es consecuencia de la autoridad de cosa 
juzgada, hay otros que entienden que es “una categoría autónoma, propia y distinta que la de la cosa juzgada” 
(Caamaño Domínguez, Francisco, en: Jurisdicción y procesos constitucionales, McGraw Hill, Madrid, 2000, 
pág. 194) y, por último hay quienes entienden que la vinculación es un concepto vacío (Bocanegra Sierra, Raúl, 
en: El valor de las sentencias del Tribunal Constitucional, Instituto de Administración Local, Madrid, 1982, 
pág. 216. 
 
589 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, en: Tribunal Constitucional y Poder 
Judicial, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 263. 
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en todo caso, consecuencia necesaria, por un lado, de la posición que desde la 
perspectiva formal ocupa el TC frente al resto de los poderes públicos y particulares 
y, por el otro, de la función que éste cumple como interprete supremo de la 
Constitución. Desde el punto de vista formal, esto es, en la estructura constitucional, 
como bien se sabe, el TC ocupa una posición distinta y superior al resto de los 
poderes públicos y como tal, en lo funcional, lo lógico es que sus resoluciones 
también tengan la misma entidad, es decir, el mismo alcance general. 
 
En ese contexto, qué duda cabe que el amparo constitucional, en tanto en 
cuanto protege los derechos y garantías fundamentales frente a las actuaciones 
lesivas de los particulares y los poderes públicos, es el principal mecanismo que 
permite al Tribunal hacer efectiva las interpretaciones adoptadas a tiempo de dar 
respuesta a las pretensiones de amparo590. En otras palabras, tomando en cuenta 
que el amparo constitucional no sólo sirve para garantizar la efectividad de los 
derechos fundamentales frente a las vulneraciones perpetradas por los órganos 
públicos y particulares sino, también, para garantizar la uniformidad de la 
interpretación de los preceptos constitucionales donde se hallan establecidos esos 
derechos591; lo lógico es que la sentencia de amparo sea vinculante con carácter 
general. 
 
En ese orden de cosas, el carácter vinculante de las sentencias de amparo, 
además de garantizar la interpretación uniforme de la Constitución y la aplicación 
del resto del ordenamiento conforme a la Constitución, podría decirse que, además, 
responde al imperativo mismo del sistema en el sentido de que la unidad del 
ordenamiento exige unidad en su interpretación. Desde luego, este entendimiento 
sólo es de asumir, en tanto en cuanto se asuma que el Constituyente de 1.994, ha 
querido que sea una jurisdicción especializada, el TC, quien haga efectiva esa 
unidad interpretativa592. 
                                                 
590 En este sentido, en relación con el amparo español, se dirá que el recurso de amparo “le permite –al TC- 
asegurar la interpretación uniforme de la Constitución y por ende, del resto del ordenamiento jurídico”, vide, 
Pérez Tremps, Pablo: Tribunal Constitucional y…, op. cit. pág. 223. 
 
591 En este sentido, Pérez Tremps, Pablo, refiriéndose al amparo español, en: Tribunal Constitucional y…, op. 
cit. pág. 241. 
 
592 En este sentido, en relación con el sistema español, vide, Pérez Tremps, Pablo: Tribunal Constitucional y…, 
op. cit. pág. 272.  
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Por último, antes de ingresar en el desarrollo de cada una de esas vinculaciones, 
inter partes, por un lado, y erga omnes, por el otro, lo cierto es que, para que una 
sentencia sea verdaderamente vinculante, lo importante es que exista y que sea 
conocida y para que sea conocida y exista, ha de ser necesaria su notificación y 
publicación; esto es así, porque las sentencias de amparo constitucional despliegan 
sus efectos normales, como ya se dijo, sólo desde el momento de su notificación 
para las partes y de su publicación en la Gaceta Constitucional para el resto de las 
personas593. Actuaciones que se presuponen ya se han cumplido. 
  
 
2.1. Vinculación inter partes o efectos particulares 
 
El artículo 121.I de la Constitución -del que se dice que está directamente 
inspirado en el art. 164 de la Constitución Española de 1978594-, como ya se ha 
visto, destaca la irrecurribilidad de las sentencias del TC, por cuanto prescribe que 
“contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso ulterior alguno”. 
Ahora bien, siendo que la sentencia es el acto jurisdiccional por excelencia, en que 
se concede o deniega (art. 102.I. LTC), con efectos de cosa juzgada formal y 
material, la pretensión del amparo595, lógicamente, dicha sentencia a quienes en 
primer lugar interesa es a las partes y, por consiguiente, a quienes en primer lugar 
obliga a su cumplimiento es también a las partes. 
 
Dicha obligación de cumplimiento es lo que se dio en llamar como la vinculación 
inter partes. Vinculación que desde un principio sería asumida y puesta de 
manifiesto por el Tribunal; tal es así que mediante una de sus últimas resoluciones, 
el AC Nº 0005/2006, dirá lo siguiente: 
 
“En el recurso de amparo constitucional intervienen por una parte la persona que se 
creyere agraviada y, por otra, la autoridad o persona demandada -salvo lo dispuesto en el 
art. 129 Constitucional-, (…) la sentencia dictada en el mismo sólo puede afectar a quienes 
                                                 
593 “Si estas dos premisas se dan, la jurisprudencia será seguida por su propia autoritas y no en virtud de la 
proclamación de su valor vinculante”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y 
efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 61. 
 
594 Fernández Segado, Francisco, en: La jurisdicción constitucional en…, op. cit. pág. 49. 
 
595 Gimeno Sendra, Vicente, y Morenilla Allard, Pablo: Los procesos de amparo..., op. cit. pág. 201. 
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intervinieron en el recurso sea como recurrente o recurrido, por cuanto el fallo tiene efecto 
inter partes, tal como lo ha establecido la doctrina este Tribunal (…), por lo que será 
únicamente a éstas a quienes corresponda cumplir lo resuelto”. 
 
En efecto, está claro que la vinculación inter partes no implica otra cosa que la 
sujeción de las partes procesales –recurrente, recurrido y en su caso los terceros 
intervinientes- a la sentencia constitucional, fundamentalmente y casi con carácter 
de exclusividad, a su parte resolutiva o fallo596. Pero, además, la vinculación inter 
partes no sólo implica la obligación de las partes de someterse a lo dispuesto en el 
fallo de la sentencia, sino también, el derecho que les asiste para exigir su 
cumplimiento. De ahí que las únicas personas legitimadas para exigir el 
cumplimiento de lo dispuesto por la sentencia de amparo, sean las partes y nadie 
más. Precisamente en este sentido, el TC mediante una de sus últimas 
resoluciones, el AC Nº 0016/2007, reiterando que en el amparo constitucional 
intervienen por una parte la persona que se creyere agraviada y, por otra, la 
autoridad o persona demandada, salvo lo dispuesto en el art. 129 CB, dirá que: “es 
únicamente a éstas a quienes corresponda denunciar un eventual incumplimiento 
de lo resuelto”. 
 
Por último, otro de los efectos con relevancia jurídica de la vinculación inter 
partes, es que los eventuales daños y perjuicios a que pudiera haber dado lugar la 
vulneración de los derechos invocados y, en su caso, la maliciosa incoación del 
amparo, sólo podrán exigirse a las personas que han intervenido en el proceso en 
calidad de partes. Dicho de otro modo, quien no ha sido parte en el proceso, no 
podrá ser pasible al resarcimiento de los eventuales daños y perjuicios597. 
 
 
2.2. Vinculación erga omnes o efectos generales 
 
Tal como se adelantó en la parte introductoria de este Capítulo, uno de los 
aspectos de mayor incidencia en el tráfico jurídico, frente a la tradicional práctica de 
                                                 
596 Sin embargo, tomando en cuenta que los razonamientos jurídicos del fallo son parte inescindible de él, el 
cumplimiento del fallo, indirectamente supondrá también el acatamiento de dichos fundamentos y, por lo tanto, 
la distinción y/o división de la sentencia en esos dos ámbitos, de cara a los efectos inter partes, apenas tendrá 
carácter ilustrativo. 
 
597 Sobre esta cuestión se volverá en la parte final de este Capítulo. 
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la función judicial y pública en general, son los efectos erga omnes de las 
sentencias de amparo constitucional dictadas por el Tribunal. La incidencia de 
dichos efectos en el tráfico jurídico y judicial es tal, que sin vacilaciones cabría decir 
que en la maltrecha cultura jurídica nacional no tiene precedentes. 
 
Pero, además, dicha incidencia no sólo se traduciría en una auténtica revolución 
jurídica de la práctica judicial poco comprometida con los derechos fundamentales 
sino también, en la formación general de aquel sentimiento de respeto y vigencia de 
la Constitución en tanto norma suprema y vinculante frente a todos los poderes 
públicos y particulares en general598. 
 
Revolución jurídica que, sin embargo, en un principio no siempre ha sido 
pacíficamente aceptada ni practicada, especialmente por algunos sectores599 
reacios al cambio que suponía el acogimiento de dichos efectos600. Pero aun así, 
qué duda cabe que en la actualidad, las sentencias de amparo constitucional por su 
carácter vinculante, no sólo someten a su cumplimiento a las partes que 
intervinieron en su tramitación sino, además, a todo el orden público y/o 
administrativo del país601; traducida básicamente, en la obligatoriedad que tienen los 
jueces, tribunales y autoridades en general, de aplicar los entendimientos 
jurisprudenciales adoptados por el Tribunal Constitucional, a otros casos similares 
que tengan que resolver en el marco de sus respectivas competencias602. En este 
sentido el AC Nº 0004/2005 diría lo siguiente: 
 
                                                 
598 Precisamente en este sentido, aunque refiriéndose al sistema europeo de jurisdicción constitucional, se diría 
que la vinculación erga omnes de las sentencias del TC, “cumple una función desarrolladora y didáctica de 
suma importancia para la creación y el establecimiento de un sentimiento constitucional en los ciudadanos”, 
vide, Lösing Norbert: La jurisdicción constitucional en Europa, en VV AA: La jurisdicción constitucional en 
Bolivia 1.999-2003…, op. cit. pág. 5. 
 
599 Entre esos sectores, cabría señalar, por un lado, la Corte Suprema de Justicia y, por el otro, determinados 
órganos dependientes del Poder Ejecutivo. 
 
600 La revolución jurídica, sin duda, no sólo se ha dado en el caso boliviano, sino con carácter general, en todos 
los sistemas jurídicos que cuentan con el TC como intérprete supremo de sus respectivas constituciones. Ese el 
caso, por ejemplo, de España, Italia, Alemania, Perú, Colombia y Chile, entre otros, donde el enfrentamiento 
entre el TC y los Tribunales Supremos o el Poder Legislativo, podría decirse que es el común denominador. 
 
601 Refiriéndose al amparo español, se dirá que de esa manera, “se asegura la efectividad de los derechos y 
libertades frente a todos los poderes públicos y se unifica la interpretación de los mismos”, vide, Pérez Tremps, 
Pablo: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 239. 
 
602 Durán Ribera, Willman: El carácter vinculante de las resoluciones..., op. cit. pág. 145. 
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“…el carácter vinculante de las sentencias y resoluciones del Tribunal Constitucional, 
significa que la doctrina constitucional creada, así como las subreglas extraídas de las 
normas implícitas de la Constitución, contenidas en las Sentencias Constitucionales, tienen 
que ser aplicadas obligatoriamente por el resto de los órganos del poder público, por lo 
mismo, por los jueces y tribunales que forman parte del Poder Judicial, en la resolución de 
todos los casos que presenten supuestos fácticos análogos. En consecuencia, la 
aplicación del principio de vinculatoriedad de la jurisprudencia constitucional está sujeta a 
la regla de la analogía (…), cuando no existe la concurrencia de la analogía entre los 
supuestos fácticos no puede exigirse la aplicación de la jurisprudencia o el precedente 
obligatorio”. 
 
Dicha concepción, desde el punto de vista normativo, encuentra su respaldo en 
un conjunto de preceptos contenidos en la Constitución y en particular en la LTC, de 
los cuales, la norma que con meridiana claridad instituye el carácter vinculante erga 
omnes de las resoluciones del TC, sin duda es el art. 44.I, cuyo contenido dispone 
lo siguiente: 
 
“Los poderes públicos están obligados al cumplimiento de las resoluciones pronunciadas 
por el Tribunal Constitucional. Las sentencias, declaraciones y autos del Tribunal 
Constitucional, son obligatorias y vinculantes para los Poderes del Estado, legisladores, 
autoridades y tribunales”. 
 
En la misma línea, aunque esta vez refiriéndose a la vinculación de la 
interpretación constitucional adoptada por el TC, el segundo parágrafo del art. 4 de 
la LTC, dirá que “Los tribunales, jueces y autoridades aplicaran a sus decisiones la 
interpretación adoptada por el Tribunal Constitucional”603. 
 
Ya desde el punto de vista doctrinal, tal como se ha visto en las páginas 
anteriores, la vinculación general de las sentencias del Tribunal Constitucional y, no 
sólo en el Derecho boliviano sino, en el comparado en general604, se justifican 
                                                 
603 Por un principio de coherencia normativa, la LOJ debería tener un precepto similar al contenido en el art. 5.1 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial español; el mismo que atribuye a la jurisprudencia del TC español, valor 
de fuente directa, al establecer que los jueces y tribunales “interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos 
conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal 
Constitucional en todo tipo de procesos”. Pero aun así y en el entendido que en una futura reforma de la ley en 
cuestión se incluya dicho precepto, está claro que de existir discrepancia entre la interpretación de los jueces con 
la del TC, prevalecerá la interpretación de este último, ello, por consecuencia lógica de la posición de intérprete 
supremo que ostenta el TC. 
  
604 Por ejemplo, en el Derecho español y alemán, la doctrina dominante, entiende que el carácter vinculante erga 
omnes de las sentencias del Tribunal Constitucional, no responde sino, a la función que éste cumple como 
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principalmente, desde la posición que dicho órgano ocupa en la estructura del 
sistema constitucional; cual es, el de intérprete supremo de la Constitución y 
garante último de los derechos fundamentales. En efecto, si la premisa es que el TC 
es el intérprete supremo de la Constitución y guardián último de los derechos y 
garantías fundamentales, la lógica consecuencia es que sus fallos vinculen a todos 
los órganos del Estado y no sólo a las partes que intervinieron en la tramitación del 
proceso que dio lugar a la sentencia. 
 
Sobre la base de dicho entendimiento y según la perspectiva o el fin perseguido, 
los argumentos que a favor de los efectos generales de las sentencias de amparo 
se pueden esgrimir, cuanto menos son dos. El primer argumento, desde la 
perspectiva de la supremacía de la Constitución, dirá que los derechos 
fundamentales son interpretados a la luz de los principios y valores del Estado 
social y democrático de Derecho, pero, a su vez, tal Estado se “nutre” de la 
interpretación de los derechos fundamentales que son su núcleo esencial; por último 
–concluirá el argumento- la interpretación de los derechos fundamentales no halla 
su mejor y principal mecanismo sino, en el recurso de amparo constitucional605. 
 
Bien, si ello es así, las sentencias de amparo necesariamente habrán de ser 
vinculantes erga omnes ya que de lo contrario no tendrían sentido y mucho menos 
eficacia práctica, ni la supremacía de la Constitución ni la superioridad del TC en su 
condición de intérprete supremo de la Constitución. Al respecto, la STC Nº 
1781/2004, diría lo siguiente: 
 
“Los arts. 4 párrafo segundo y 44.I de la Ley del Tribunal Constitucional (LTC), establecen 
que la jurisprudencia como la doctrina constitucional boliviana creada a través de la 
interpretación constitucional que desarrolla el Tribunal Constitucional, tienen fuerza 
vinculante y de cumplimiento obligatorio para los poderes públicos, eficacia que hace 
posible que el Tribunal pueda garantizar la supralegalidad de la Constitución”606. 
                                                                                                                                                       
intérprete supremo de la Constitución, así entre otros, vide, Pérez Tremps, Pablo: Tribunal Constitucional y…, 
op. cit. págs. 223 y ss.. 
 
605 Durán, Ribera, Willman, R., Las líneas jurisprudenciales básicas del Tribunal Constitucional, El País, Santa 
Cruz de la Sierra, 2003, pág. 33. 
 
606 Es más, podría incluso decirse que si las sentencias del TC no tuvieran efectos generales, la Constitución no 
sería dinámica y mucho menos sería Derecho justiciable. Lo cual, sin embargo, no resta la exigencia, también 
constitucional, de que la jurisprudencia en general y del Tribunal Constitucional en particular, deban otorgar 
certeza jurídica y adecuación a una realidad cambiante. 
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Por su parte, el segundo argumento desde una perspectiva finalista, diría que el 
carácter vinculante erga omnes permite la uniformidad de la interpretación de la 
Constitución en general y de los derechos fundamentales en particular; uniformidad 
que a su vez, permite el mantenimiento de unidad del ordenamiento607. Con ello, 
indudablemente, lo que se busca es una suerte de unidad en la interpretación 
constitucional y la afirmación de la seguridad jurídica como un valor que debe ser 
protegido no sólo por los jueces sino por todos los poderes públicos608. 
Precisamente en este sentido, el Tribunal mediante su STC Nº 0457/2004, diría que 
los arts. 4.II y 44.I de la LTC se fundamentan: “en la necesidad de que todo el 
ordenamiento jurídico boliviano tenga coherencia y unidad material, que sólo es 
posible alcanzar si la jurisprudencia constitucional logra uniformar los criterios de 
aplicación de los preceptos legales bajo la óptica constitucional, lo que deriva, 
además, en la realización material del principio de igualdad…”. 
 
Dicho lo cual, ya desde la perspectiva funcional, cabría hacer algunas preci-
siones. En primer lugar, contra lo que comúnmente se cree, la sentencia de amparo 
tiene efectos erga omnes sólo en lo que respecta a sus fundamentos jurídicos, más 
concretamente, a su ratio decidendi que sostiene la decisión tomada609 y no así de 
su parte resolutiva o fallo. En este sentido, el Tribunal desde un principio ha sido 
bastante claro y enfático al establecer que la ratio decidendi, vincula a las partes, a 
los jueces y a toda autoridad; en cambio, el decisum, es obligatoria únicamente para 
las partes. Así, entre otras610, la STC Nº 036/2003, diría lo siguiente: 
 
                                                 
607 La uniformidad de interpretación y la unidad del ordenamiento evitan, a su vez, lo que en Italia se conoció 
como la «guerra de las dos Cortes». Allí, la Corte de Casación, aduciendo que los jueces están sometidos sólo a 
la ley y que la eficacia erga omnes únicamente se atribuye a las sentencias declarativas de inconstitucionalidad 
de una ley, se negaba a cumplir las resoluciones de la Corte Constitucional; en efecto, entendía que la 
interpretación adoptada por la Corte Constitucional no le obligaba; por lo que, sosteniendo una interpretación 
distinta a la declarada inconstitucional, volvía a plantear la cuestión de inconstitucionalidad. 
 
608 En este sentido, en relación con el amparo español, desde un principio se diría que: “las decisiones del 
Tribunal Constitucional pueden suponer una revisión también de la jurisprudencia que mantenga el Tribunal 
Supremo en materia de derechos y libertades en la medida en que la ratio decidendi del órgano de la 
jurisdicción constitucional se aparte de la doctrina mantenida por aquel”, vide, Pérez Tremps, Pablo: Tribunal 
Constitucional y…, op. cit. pág. 238. 
  
609 Sobre la importancia de la doctrina contenida en la ratio decidendi, entre otros, vide, García Pelayo, Manuel: 
“El «status» del Tribunal Constitucional”, op. cit. págs. 33 y ss. 
 
610 En la misma línea la STC No, 0457/2004, diría que, “los fundamentos relevantes del fallo o ratio decidendi, 
es decir, los fundamentos necesarios sin los cuales no se justificaría ni se entendería el fallo (…), son los que 
obligan y vinculan a los Poderes del Estado, legisladores, autoridades y tribunales, como lo establece el art. 
44.I de la LTC”. 
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“Todos los fundamentos jurídicos o rationes decidendi que sirven de sustento a la parte 
resolutiva (...) tienen carácter obligatorio y vinculante tanto para las partes como para todos 
los jueces, tribunales, legisladores y autoridades en general, en aplicación del art. 121.II de 
la Constitución Política del Estado (CPE) concordante con el art. 44.I LTC”611. 
 
Por consiguiente, los efectos erga omnes no se predican y mucho menos se 
practica respecto toda la sentencia sino, únicamente respecto de sus fundamentos 
jurídicos. Es más, ni siquiera respecto todos los fundamentos jurídicos sino, sólo de 
aquellos que crean un precedente o inician una línea doctrinal interpretativa sobre 
algún contenido de los derechos y garantías fundamentales involucrado en el 
proceso de amparo del que deviene la sentencia612. 
 
Una segunda precisión tiene que ver con el efecto temporal de la vinculación. Al 
respecto, siguiendo el razonamiento de la STC Nº 0410/2007, con carácter general, 
se puede afirmar que las sentencias pronunciadas por el Tribunal Constitucional, al 
constituirse en un medio por el cual la Ley Fundamental desplaza su eficacia 
general, no están regidas por el art. 33 de la CB613, sino que tienen validez plena en 
el tiempo; lo que significa que “los razonamientos de las resoluciones 
constitucionales pueden ser aplicados en los procesos que están en curso, es decir, 
en aquellos que no tienen calidad de cosa juzgada, sin importar que los hechos a 
los que ha de aplicarse el entendimiento jurisprudencial hubieren acaecido con 
anterioridad al pronunciamiento del Tribunal Constitucional. 
 
En efecto, el único límite establecido para aplicar la jurisprudencia constitucional 
está dado por aquellas resoluciones que tienen calidad de cosa juzgada, ya sea por 
haberse agotado las instancias o por no haberse interpuesto los recursos dentro del 
                                                 
611 Aunque en una de sus sentencias, la STC Nº 1781/2004, el Tribunal vendría a decir que: “...habrá de tener 
presente que el efecto erga omnes se genera en la parte resolutiva de la sentencia, en cambio el carácter 
vinculante emerge de la ratio decidendi de la sentencia, pues es en esta parte en la que se crean las subreglas 
que por la doctrina constitucional se convierten en precedentes obligatorios”. Es decir, sin mucho éxito, hace 
ver que erga omnes y efecto vinculante no son lo mismo, cosa que desde luego, no es correcta. 
 
612 Dada la importancia de la ratio decidendi en tanto en cuanto sienta un precedente, lo aconsejable es que la 
misma sea formulada o construida por el TC, de la manera más clara y concisa posible; de lo contrario, para los 
órganos inferiores supondrá un problema añadido que al final puede traducirse en la no sujeción, precisamente, 
por su falta de precisión. Es más, acaso sería conveniente que el propio TC diga expresamente que parte de sus 
fundamentos jurídicos tiene calidad de precedente y por lo tanto, efectos erga omnes. 
 
613 En dicho precepto se establece el principio de irretroactividad de las leyes, en los siguientes términos: “La 
ley sólo dispone para lo venidero y no tiene efecto retroactivo, excepto en materia social cuando lo determine 
expresamente, y en materia penal cuando beneficie al delincuente”. 
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término previsto por la ley o por haber desistido de los mismos. En estos casos, no 
es posible aplicar el nuevo entendimiento contenido en los fallos constitucionales, 
manteniéndose firme la Sentencia pronunciada y ejecutoriada en del respectivo 
proceso ordinario o administrativo. 
 
Ahora bien, hecha las dos precisiones, falta por decir que el carácter vinculante 
no supone ni mucho menos una sujeción totalmente pasiva a la misma, 
especialmente por parte de los tribunales ordinarios. En otras palabras, no existe 
realmente una obligación de resolver de acuerdo a la doctrina previamente sentada 
por el Tribunal Constitucional, ni existe tampoco propiamente un funcionamiento 
institucional de un principio como el de stare decisis anglosajón614. Esto es así por la 
sencilla razón de que la búsqueda de uniformidad no debe estar en contradicción 
con la necesidad natural de la innovación jurídica realizada por los jueces a la luz de 
nuevas situaciones y nuevos hechos; nuevas realidades que no pocas veces 
conducen inevitablemente a una suerte de reinterpreción, tanto de los alcances 
como del sentido de los derechos y garantías fundamentales. 
 
Por lo tanto, si un juez o tribunal discrepa de la interpretación dada por el TC o 
entiende que hay otra interpretación posible, podrá actuar en función a ello, es decir, 
sin necesidad de permanecer atado a las decisiones anteriores615. Sin embargo, de 
actuar así, en el marco del sistema de protección e interpretación de los derechos 
fundamentales, habrá de procurar no incurrir en franca contradicción con la 
interpretación adoptada por el TC y, por sobre todo, habrá de dar las suficientes 
razones jurídicas que justifiquen su desvinculación de la interpretación adoptada por 
el TC616. 
                                                 
614 En este sentido, Pérez Tremps, Pablo: Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1985, pág. 256. Sobre la influencia del stare decisis en la práctica de los tribunales 
constitucionales, en particular en el TC español, vide, López Guerra, Luís: “El Tribunal Constitucional y el 
principio de stare decisis”, en la obra colectiva: El Tribunal Constitucional, vol. II, op. cit. pág. 1437-1455.    
 
615 Aunque algún sector de la doctrina española dirá que: “a través del amparo -español-, el TC, fija una sola 
interpretación posible no sólo de la Constitución sino, incluso, de las leyes, de forma que todas las demás 
interpretaciones no serían conforme con la Constitución” y, sobre la base de este argumento concluirá que “De 
este modo se crea de facto una norma jurídica” vide, Moreno Catena, Víctor y Cortés Domínguez Valentín en: 
Introducción al derecho procesal, op. cit. pág. 47. Si ello fuese así, no cabría ninguna posibilidad de 
desvinculación, cosa que desde luego, no parece ser el espíritu del art. 44 LTC. 
 
616 La interpretación adoptada que por el juez ordinario, tendrá validez en tanto en cuanto no sea impugnada y 
modificada o anulada, sea por un órgano superior o incluso por el propio TC en aplicación del principio de 
igualdad tal como insinúa la referida STC Nº 0457/2004. Lo cual supone que, en última instancia, seguirá 
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Es más, a la luz del referido sistema constitucional, cuando los jueces o 
tribunales entiendan que frente a la interpretación del TC cabe otra interpretación 
distinta, puede ser, por ejemplo, debido a una cuestión sobrevenida o desconocida 
por el TC a tiempo de sentar el precedente; en tal caso lo recomendable es que los 
jueces acudan al propio TC a través del incidente o cuestión de inconstitucionalidad 
previsto en los arts. 59 y siguientes de la LTC617. De ese modo, por un lado, el juez 
se evitaría el riesgo de incurrir en una eventual contradicción con el TC y, por el 
otro, estaría actuando en coherencia con el sistema constitucional en vigor, donde 
quien tiene la última palabra es el Tribunal Constitucional. 
 
Por otra parte, también hay que decir que las resoluciones del TC, los 
precedentes, no sólo vinculan a los poderes públicos en general incluido los 
particulares sino también al propio Tribunal Constitucional618. Dicho de otro modo, la 
vinculación de la ratio decidendi de las sentencias de amparo alcanza al Tribunal y 
por ende, suponen la sujeción de éste a sus propios precedentes. En este sentido, 
la STC Nº 023/2003, dirá que “el Tribunal Constitucional también está obligado a la 
vinculatoriedad de sus propios fallos, vale decir, está sujeto a sus precedentes”. 
 
No obstante, dicha vinculación tratándose del TC, podría decirse que es más 
flexible que en relación con los jueces y demás órganos públicos, ya que el Tribunal, 
las veces que estime necesario y oportuno, siempre podrá apartarse y adoptar una 
posición distinta al precedente inmediato. Lo que supone decir que el Tribunal 
Constitucional así como tiene facultades para sentar precedentes, del mismo modo 
los tiene para transformarlos o incluso cambiarlos. Aunque en tal caso, habrá de 
actuar conforme lo establecido en el art. 19.IX del Rpc, cuyo texto establece lo 
                                                                                                                                                       
siendo el TC quien defina la interpretación conforme a la Constitución. A propósito, la idea de que el propio TC 
sea el garante de su doctrina, no es nada improbable, es más, se podría decir que en un futuro no muy lejano, la 
jurisdicción constitucional se va ver reducida en gran medida, precisamente, al control del cumplimiento de sus 
propias resoluciones. 
 
617 En este sentido, refiriéndose al amparo español, Pérez Tremps, Pablo, dirá lo siguiente: “si ese juez o 
Tribunal quiere apartarse de una determinada interpretación deberá acudir ante el TC por medio de la técnica de 
la cuestión de inconstitucionalidad y así forzar un nuevo juicio sobre la ley y, en consecuencia, sobre la anterior 
interpretación, estando, eso si, sujeto a lo que el órgano de la jurisdicción constitucional resuelva”, vide: 
Tribunal Constitucional y…, op. cit. pág. 266. 
 
618 En tal sentido, se dirá que “el Tribunal Constitucional, está reatado a sus precedentes, y que, para cambiar 
sus líneas jurisprudenciales, debe justificar razonablemente su medida”, vide, Durán Ribera, Willman: “El 
carácter vinculante de las resoluciones del Tribunal Constitucional. La conformación de la línea 
jurisprudencial”, en VV. AA.: El nuevo sistema procesal penal desde la perspectiva constitucional, ABEC/El 
País, Santa Cruz, 2003, pág. 148. 
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siguiente: “En los casos en que el Tribunal considere necesario apartarse en 
cualquier punto de la jurisprudencia constitucional precedentemente sentada por él 
mismo, se requerirá de dos tercios de votos” 619. 
 
Por último, ya para concluir con este apartado, resta por decir que los efectos de 
la vinculación erga omnes de las sentencias de amparo constitucional, formalmente, 
son exigibles y por ende justiciables, sólo a partir de su publicación –mensual- en el 
medio oficial que es la Gaceta Constitucional. Por consiguiente, la publicación 
efectuada en soporte informático, mucho antes incluso que en la GC, no tiene ni 
surte efectos jurídicos vinculantes, básicamente, por el hecho de que ese medio de 
publicación aun no está contemplado en la ley como tal. 
 
 
3. La responsabilidad emergente de las sentencias de amparo 
 
Antes de desarrollar este apartado, con carácter previo es oportuno precisar que 
una cosa es la responsabilidad del Tribunal o juez por la indebida tramitación del 
proceso de amparo -cuestión que ya se ha abordado en el apartado relativo a la 
fase de verificación- y, otra muy distinta, es la responsabilidad de las partes que es 
lo que aquí interesa. En tanto que se trata de la responsabilidad de las partes, nada 
tiene que ver con el trámite del amparo en sí, sino más bien con el resultado del 
proceso, es decir, con las consecuencias de la concesión o denegación de la 
pretensión de amparo. Más específicamente, se trata de la responsabilidad del 
demandando en caso de otorgarse el amparo, por un lado, y con la responsabilidad 
del demandante en caso de denegarse el amparo, por el otro. 
 
Se puede decir que ambas responsabilidades hallan su fundamento en la 
premisa de que toda acción u omisión genera una reacción, es este caso, una 
responsabilidad. Acaso en ese entendido, el legislador ha visto por conveniente 
establecer determinadas responsabilidades para cada una de las partes la misma 
que se adoptará, como se dijo, en función del resultado de la pretensión defendida 
en el proceso de amparo. Por lo tanto, para determinar la subjetividad de dicha 
                                                 
619 Por cierto, ni la Constitución ni la LTC hacen referencia a la vinculación del TC a sus precedentes y 
lógicamente, mucho menos a las condiciones de su modificabilidad. 
La tramitación jurisdiccional del proceso de amparo 
 600
responsabilidad, esto es, la persona a quien ha de imputarse tal responsabilidad, lo 
primero que se tomará en cuenta es el resultado del amparo. 
 
Asimismo, antes de entrar a desarrollar cada una de las responsabilidades, 
convenga adelantar que el tenor literal de las normas que regulan dichas 
responsabilidades: de una parte, no parecen del todo celosos con el principio de 
igualdad y, de otra, se quedan muy cortos respecto los Abogados, ya que dicha 
responsabilidad es imputable únicamente a las partes y no así en sus Abogados; 
siendo que, la decisión de utilizar la vía del amparo, en la mayoría de los casos y en 
última instancia, viene aconsejada o, incluso, decidida por el Abogado y no así -o no 
sólo- por la parte que muchas veces desconoce dicho mecanismo constitucional. 
 
 
3.1. Responsabilidad en los casos de estimación del amparo 
 
Como se acaba de adelantar, la responsabilidad para cada una de las partes no 
es la misma cuando se otorga el amparo que cuando se deniega. Así, en aquellos 
procesos de amparo donde la pretensión es estimada, es decir, cuando la sentencia 
haya concedido el amparo solicitado, quien incurra en responsabilidad será la parte 
demandada, que normalmente es un juez o un funcionario de la administración 
pública. Dicha responsabilidad, viene establecida en el art. 102.II de la LTC, en los 
siguientes términos:  
 
“La resolución que conceda el amparo, determinará también, la existencia o no, de 
responsabilidad civil y penal, estimando en el primer caso, el monto indemnizable por 
daños y perjuicios y, en el segundo, disponiendo la remisión de antecedentes al Ministerio 
Público”. 
 
Por su parte, el art. 102.VI de la misma ley, refiriéndose al momento procesal de 
calificación de la referida responsabilidad, establece que la misma podrá 
determinarse en dos momentos procesales distintos y concretos a saber: el primero, 
a tiempo de dictarse la resolución que resuelve el amparo, pero siempre y cuando el 
Tribunal cuente con los suficientes elementos de convicción que le permitan 
determinar y cuantificar dicha responsabilidad y; el segundo, en una resolución 
posterior previo trámite del procedimiento de calificación de daños y perjuicios: 
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“Sin perjuicio de la ejecución del fallo si el Tribunal que declare procedente el recurso no 
contara con los elementos necesarios que permitan la calificación de los daños y 
perjuicios, abrirá término de ocho días para que se acrediten los mismos y pronunciará 
resolución en un plazo de tres días, ordenando la retención de haberes, y en embargo de 
los bienes de la autoridad recurrida a los efectos de dicha reparación”. 
 
Ahora bien, como se puede advertir, la estimación del amparo, para la parte 
demandada, puede conllevar una doble responsabilidad, la primera de orden civil y, 
la segunda de orden penal. En otras palabras, la responsabilidad del demandado no 
sólo comprende la reparación civil de los eventuales daños y perjuicios sino incluso 
puede suponer la remisión de antecedentes al Ministerio Público a efectos de una 
acción penal. Sin embargo, tal como se verá en el siguiente apartado, en caso de 
denegación del amparo, la responsabilidad del demandante sólo comprende la 
reparación civil y no así la acción penal. Es esta la razón por la que se dijo que 
ambas responsabilidades no eran del todo celosas con el principio de igualdad. De 
todos modos sobre esto se volverá más adelante. 
 
Otra de las peculiaridades que salta a la vista de la regulación legal es el hecho 
de que únicamente se refiere a la autoridad recurrida y no así al particular. Es decir, 
a la luz de ambos preceptos pareciera que sólo los funcionarios públicos son 
quienes incurren en dichas responsabilidades y no así los particulares. Cosa que 
desde luego no es así, ya que los particulares también pueden incurrir en las 
mismas responsabilidades que los funcionarios públicos, ello, por la sencilla razón 
de que tienen la misma legitimación pasiva. No obstante, cabría preguntarse por 
qué el Legislador hace mención únicamente a la autoridad recurrida y no así a los 
particulares. 
 
A modo de respuesta, en un primer intento, podría decirse que frente a los 
particulares no hace falta la regulación expresa, por cuanto la vía civil y en su caso 
la penal -de darse los elementos necesarios- están y siempre han estado expeditas 
sin necesidad de otra previsión que la contenida en las leyes civiles, penales, etc.; 
situación que, sin embargo, no puede decirse lo mismo respecto las autoridades ya 
que su condición de funcionarios públicos, hace que se hallen sujetos a un régimen 
de responsabilidades, formalmente distinto al que se aplica al común de los 
mortales. 
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En un segundo intento de respuesta, también podría decirse que la mención 
expresa con respecto a las autoridades, responde a una realidad concreta: 
específicamente la de una década atrás. En aquel entonces, demandar, sea civil o 
penalmente a las autoridades judiciales (llámese Jueces, Vocales de Corte o 
Ministros de la Suprema), por haber incurrido en alguna responsabilidad en el 
ejercicio de sus funciones, era casi imposible. Ello era así, básicamente por 
cuestiones y/o complicaciones de procedimiento, entre ellos, los tristemente 
famosos «Casos de Corte» que nunca llegaban a tramitarse y mucho menos 
terminaban con una sentencia620. 
 
En cualquier caso, lo cierto es que la responsabilidad civil y penal emergente de 
los procesos de amparo, pese a que la norma no lo dice expresamente, por principio 
de igualdad, es la misma tanto para los funcionarios como para los particulares, no 
pudiendo en efecto, la condición de particular ser una eximente de dichas 
responsabilidades; podrá ser, en cierto modo, una atenuante pero nunca una 
eximente621. Dicho esto, lo concerniente al procedimiento y los presupuestos para la 
calificación de la responsabilidad civil emergente de los eventuales daños y 
perjuicios, se abordará en el último apartado de este Capitulo que es el subsiguiente 
apartado.  
 
 
3.2. Responsabilidad en los casos de desestimación del amparo 
 
En lo que respecta a la responsabilidad de las partes, más en concreto, del 
recurrente en los supuestos de denegación del amparo solicitado, la norma prevista 
en el art. 102.III de la LTC, al igual que el art. 26 del Rpc, establece lo siguiente: “La 
resolución denegatoria del amparo demandado, impondrá y fijará costas y multa al 
                                                 
620 Es más, podría caber todavía un tercer intento de respuesta, la misma que se explicaría en la falta de una 
conciencia tanto por parte del ciudadano como por parte de la propia administración pública en su conjunto, 
primero, respecto la inviolabilidad de los derechos y garantías fundamentales y, segundo, respecto las 
responsabilidades emergentes del ejercicio de un cargo público. En la actualidad no es que ya exista dicha 
conciencia, pero aun así, lo que no se puede negar es que muchas cosas han cambiado y entre ellas, 
especialmente aquellas que tienen que ver con el respeto y la vigencia de los derechos y garantías fundamentales 
como límites frente al ejercicio de los poderes públicos. 
 
621 La atenuación de la responsabilidad de los particulares, especialmente respecto de los órganos judiciales, 
podría justificarse en el hecho de que estos últimos nunca podrán alegar desconocimiento del Derecho; cosa que 
sí podrían, perfectamente, alegar los particulares y en su defecto, tomar en consideración los Tribunales a 
tiempo de definir cualquiera de las responsabilidades. 
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recurrente”. En el mismo sentido aunque no precisamente como norma específica 
del proceso de amparo sino como parte de las disposiciones procesales comunes, 
aplicable a todos los recursos constitucionales, el art. 38.II de la LTC, establece lo 
siguiente: “El Tribunal impondrá las costas en caso de declararse improcedente o 
improbada la demanda y multa si existiere temeridad o malicia”. 
 
Como se puede advertir, las referidas normas dan cuenta que en aquellos casos 
donde el recurso de amparo es desestimado, el recurrente será pasible únicamente 
a la responsabilidad civil, es decir, al pago de costas y multa pero ya no así a la 
responsabilidad penal; a primera vista, ni siquiera en los supuestos de temeridad o 
malicia, ya que en tal caso, será pasible a una sanción pecuniaria, más 
específicamente, al pago de la multa622. No obstante, si en la conducta del 
demandante concurren los elementos constitutivos de un determinado tipo penal 
previsto y sancionado por el Cp; en principio, nada debería impedir, a la parte 
demandada y en su caso, al propio Ministerio Público, en tanto titular de la acción 
penal pública, además de solicitar el pago de los eventuales daños y perjuicios, 
ejercer la acción penal correspondiente. 
 
Pero aun así, nuevamente cabría preguntarse por qué el legislador ya no habla 
de responsabilidad penal del recurrente tal como lo hace con el recurrido. A modo 
de respuesta, podría pensarse que el legislador omite la regulación expresa de una 
eventual responsabilidad penal del recurrente, en el entendido de que en los 
amparos donde la pretensión es estimada, se enjuicia y sentencia una concreta 
vulneración de los derechos y garantías fundamentales, es decir, se juzga una 
conducta contraria a Derecho; por lo tanto, una conducta muy probable de ser 
calificada como delito. 
 
En cambio, en los recursos donde se deniega el amparo solicitado, no estipula la 
responsabilidad penal, seguramente, porque entiende que la conducta del 
recurrente, a priori, no es contraria a Derecho sino más bien, constituye el ejercicio 
de un derecho procesal específico: el derecho a la acción de amparo, o lo que es lo 
mismo, el derecho a la tutela jurisdiccional. En tanto en cuanto constituye el ejercicio 
                                                 
622 A la luz de lo descrito, una vez más hay que decir que la responsabilidad de las partes no es del todo 
respetuosa con el principio de igualdad, pues, tal como se acaba de ver, la responsabilidad del recurrido es 
mayor a la responsabilidad del recurrente. 
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del derecho a la acción de amparo, éste, tiene escasas posibilidades de constituirse 
en delito. Aunque no por ello, tal como ya se dijo, ha de negarse o cerrarse toda 
posibilidad de que el ejercicio de la acción de amparo no pueda derivar en 
responsabilidad penal; pues, huelga decir que incluso el ejercicio de un derecho 
cuando es indebido o abusivamente ejercitado, puede perfectamente constituirse en 
una conducta típica, antijurídica, culpable y punible623. 
 
Una segunda cuestión que llama la atención de la referida regulación, es el 
hecho de que la responsabilidad, en uno y otro supuesto, sólo alcanza a las partes y 
sólo cuando el amparo concluye con sentencia denegatoria o estimatoria; es decir, 
ninguno de los preceptos descritos hace mención ni a la responsabilidad de los 
Abogados ni a la responsabilidad emergente de los supuestos donde el amparo 
concluye con una resolución distinta a la sentencia estimatoria o denegatoria, como 
es el caso, por ejemplo, de la resolución de improcedencia in limine o del rechazo 
de la demanda. La omisión legislativa respecto la responsabilidad de las partes, en 
concreto del recurrente en los supuestos de improcedencia in limine o de rechazo 
de la demanda, es comprensible ya que este tipo de resoluciones al no estar 
contempladas en la LTC, menos podían estar reguladas sus emergencias. Cosa 
que, sin embargo, no puede decirse lo mismo respecto la omisión legislativa en 
relación con la responsabilidad de los Abogados, máxime si se toma en cuenta que 
su intervención en el proceso de amparo es un requisito ineludible, que se viene 
exigiendo desde un principio. 
 
No obstante, la referida omisión legislativa no es óbice para abordar el asunto, al 
contrario, dado que uno de los objetivos de este trabajo es disminuir el colapso del 
TC, ocuparse del asunto resulta poco menos que obligado. En tal sentido, lo primero 
que hay que decir es que, la determinación de la responsabilidad civil y la 
imposición de costas y multa contra el actor de amparo, ya sea por haber actuado 
con temeridad o malicia (arts. 38.II y 102.III LTC), no tiene otra finalidad que la de 
evitar el mal uso del proceso de amparo, es decir, se trata de una medida disuasoria 
que busca evitar la incoación de demandas de amparo, por así decirlo, sin causa ni 
fundamento. 
                                                 
623 En tal sentido, por ejemplo, quien acuda en amparo de mala fe induciendo en error al juez o tribunal de 
amparo con la única intención de causar daño o lesión y no necesariamente al recurrente sino a un tercero, cuyos 
efectos exceden el ámbito de la responsabilidad civil, no estaría exento de incurrir en responsabilidad penal. 
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Si ello es así, en los supuestos de improcedencia in limine y de rechazo de la 
demanda, el demandante de amparo debería también ser pasible de la misma 
responsabilidad que en los supuestos de denegación del amparo; pues, en 
definitiva, la diferencia entre ambas resoluciones no es más que el momento 
procesal de su adopción y el órgano que los emite: las sentencias denegatorias por 
el Pleno del TC, en fase de revisión y, las otras resoluciones por CA en fase de 
verificación. Pero en el fondo, la causa de los dos tipos de resoluciones es una sola, 
la insuficiencia o inconsistencia de la pretensión. Es más, de apreciarse una 
eventual temeridad o malicia, además de la imposición de costas y multa, cabría la 
determinación de responsabilidad civil o penal. 
 
En la misma línea de lo que se acaba de señalar, la responsabilidad emergente 
de la improcedencia in limine y del rechazo de la demanda, también debería 
alcanzar a los Abogados patrocinantes. Pues, tal como ya se dijo antes, en la 
práctica y la mayoría de los casos, son los abogados quienes no siempre movidos 
por fines legítimos, toman la decisión de acudir en amparo a la jurisdicción 
constitucional624. Situación que, justifica de sobra la imposición de cualesquiera de 
las referidas responsabilidades. Es más cuando de por medio existe malicia o 
temeridad, por principio de ética profesional, la responsabilidad debería ser 
imputable únicamente al abogado patrocinante625. 
 
Así pues, en coherencia con lo anteriormente dicho, las técnicas procesales 
disuasivas dirigidas a los litigantes temerarios o abusivos, deberían alcanzar a todos 
los sujetos procesales perdidosos, por supuesto, incluido los abogados626, lo que en 
                                                 
624 Precisamente en relación con esta cuestión, en la práctica del amparo español, Rubio Llorente F., dirá: “No 
es tanto el deseo de que se les restablezca en el pleno goce de su derecho fundamental, cómo el interés 
(perfectamente legítimo) por librar ante el tribunal constitucional una última batalla en defensa de derechos no 
fundamentales que no lograron hacer valer ante la jurisdicción ordinaria. En algunos casos, incluso, con la 
intención menos legítima de alargar la ejecución de una sentencia”, vide, Rubio Llorente, Francisco: Estudios 
sobre jurisdicción constitucional, op. cit. pág. 51. 
 
625 Sin ánimo de caer en las comparaciones sino sólo con la finalidad de ilustrar la idea expuesta, la imputación 
de responsabilidad al Abogado no sería algo anormal y mucho menos extraño a la responsabilidad que se exige 
en el ejercicio de otras profesiones como es el caso, por ejemplo, de los médicos. Cuando un médico en el 
ejercicio de la profesión incurre en una mala praxis, quien responde por ello no es el paciente sino el galeno; de 
igual modo, cuando el abogado incurre en una mala praxis jurídica, quien debería responder por ello, no debería 
ser el patrocinado sino, el abogado. 
 
626 En este sentido, el proyecto de ley de modificaciones de la LOTC español (art. 38) establece que “el Tribunal 
podrá imponer a quien formule recursos (…) de amparo, con temeridad o abuso de derecho, una sanción 
pecuniaria de 600 a 3.000 euros”. Posición que ya fuera sugerida, entre otros, por Bustos Gisbert, Rafael: “¿Está 
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otros términos, supone decir que en los supuestos temeridad o malicia, la multa 
debería ser extensiva al abogado patrocinante. Si éste es reincidente, la sanción 
debería ser, además, progresiva; en efecto, por ejemplo, cuando un abogado 
incurre en temeridad o malicia por más de tres veces en un mismo año627, dichos 
antecedentes deberían ser remitidos, sea por la CA o, por el juez o tribunal de 
amparo, ante el Tribunal de Honor del Colegio de Abogados (TH) al que pertenece, 
a efectos de su procesamiento disciplinario628. El TH, al tomar conocimiento de la 
denuncia, lo primero que debería hacer es, como una medida cautelar, suspender al 
denunciado en el ejercicio de la profesión en relación con la jurisdicción 
constitucional o cuanto menos en relación con el patrocinio de procesos de amparo. 
Dicha medida tendría que adoptarse entre tanto el TC dicte una resolución definitiva 
en el menor tiempo posible. 
 
Para controlar tanto los antecedentes como las sanciones de las que haya sido 
objeto un Abogado, se debería diseñar un soporte informático donde consten dichos 
antecedentes y publicarse, por ejemplo, adjunto a la página Web del TC, al que 
tendrían acceso no sólo los tribunales y jueces de amparo sino también los 
ciudadanos antes de contratar un Abogado. De esta manera, ningún Abogado que 
no haya pagado la multa o no haya cumplido la sanción impuesta por el TH, no 
tendría que poder presentar ninguna demanda de amparo. 
 
El control o verificación de tal situación, en primer lugar, tendría que estar a 
cargo de la secretaría de ingreso de causas nuevas y en su caso, del tribunal o juez 
de amparo, antes de ingresar en el análisis de los presupuestos procesales para la 
admisión de la demanda. En caso de comprobarse el incumplimiento de las 
sanciones impuestas, el juez o tribunal de amparo otorgaría el plazo de cuarenta y 
                                                                                                                                                       
agotado el modelo de recurso de amparo diseñado en la Constitución española?”, en Teoría y Realidad 
Constitucional, Nº 4, 1.999, pág. 288; en el mismo sentido, aunque advirtiendo que “tendría unos efectos muy 
limitados”, Fernández Farreres, Germán, en: “El recuso de amparo constitucional: una propuesta de…”, op. cit. 
pág. 28. 
 
627 La imposición de la multa tendría que ser progresiva, es decir, en la segunda oportunidad el doble en relación 
con la primera y, en caso de un tercer supuesto, el triple; además, sin perjuicio de la sanción impuesta por el TH. 
No se sería una doble sanción, ya que, la multa se impondría por la conducta maliciosa o temeraria en perjuicio 
de la funcionalidad de la jurisdicción constitucional, la responsabilidad civil, por daños en la parte contraria y, la 
sanción del TH, por violación del Código de Ética del Ejercicio Profesional de la Abogacía. 
 
628 En caso de que el abogado esté afiliado en más de un Colegio, los antecedentes se remitirán al Colegio donde 
se tramitó el proceso de amparo. 
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ocho horas para que el abogado dé cumplimiento a las mismas; si transcurrido 
dicho plazo el abogado no cumple con lo observado, se daría por no presentado el 
recurso quedando en efecto, el recurrente libre de contratar otro profesional. 
 
Con la finalidad de evitar el eventual vencimiento del plazo para la presentación 
de la demanda de amparo en ese ínterin, dicho plazo se suspendería a partir del día 
de presentación del primer recurso; volviendo a computarse al día siguiente del 
vencimiento del plazo de las cuarenta y ocho horas, concedidas para dar 
cumplimiento a las sanciones impuestas por el TH. El mismo procedimiento debería 
de seguirse con aquellas personas que tienen cuentas pendientes con el órgano 
judicial, es decir, no debería de admitirse un segundo amparo si es que el recurrente 
no ha hecho efectiva la multa impuesta por la denegación del primer amparo629.  
 
Dicho lo cual, ya para concluir, valga dejar constancia que la idea no es limitar el 
derecho a la acción de amparo y mucho menos el libre ejercicio de la abogacía. De 
lo que se trata es, de un lado, evitar que se presenten demandas que nada tienen 
que ver con la jurisdicción del amparo, y; por el otro, la intención es evitar que el TC 
termine desbordado por ese tipo de demandas que, en definitiva, ponen en riesgo 
no sólo la funcionalidad del amparo sino, la virtualidad del propio TC. 
 
 
4. El procedimiento de indemnización por daños y perjuicios 
 
Con carácter previo valga recordar que no se puede incoar demanda de amparo 
con la sola intención de hacer valer pretensiones indemnizatorias; esto, por la 
sencilla razón de que las indemnizaciones no están entre las pretensiones que 
sirven para restablecer o preservar los derechos protegibles por el amparo.  Lo cual, 
sin embargo, tal como ya se adelantó, no significa que como consecuencia de la 
vulneración de algún derecho o garantía fundamental, previamente declarada en 
sentencia de amparo, no se pueda pedir el resarcimiento de los eventuales daños y 
                                                 
629 Esta medida no es baladí, ya que hay personas que acuden a la jurisdicción de amparo solamente con la 
intención de suspender la ejecución de un determinado acto o demorar el trámite normal de un proceso en su 
contra. Tal es así que hay supuestos (como por ejemplo en el juicio por la quiebra del ex banco BIDESA) en los 
que un mismo litigante en un mismo año (2003) ha presentado un total de trece recursos constitucionales 
emergentes del proceso referido. 
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perjuicios ocasionados. Pues, el fundamento del derecho al resarcimiento radica en 
el hecho de que la indemnización de daños y perjuicios forma parte del contenido 
del derecho vulnerado630; en sí, es parte de los derechos fundamentales631, 
situación que faculta a su titular reclamar no sólo la restitución del derecho 
restringido o suprimido sino también la reparación económica. 
 
Negar tal extremo, sencillamente, supondría asumir el carácter no pleno de la 
jurisdicción de amparo632, cosa que desde luego no se puede asumir. Además, 
cuando la lesión de un derecho haya repercutido económicamente en una persona, 
difícilmente podrá entenderse restablecido el derecho mediante pronunciamientos 
declarativos que no vayan acompañados de otros de condena encaminados a 
restablecer el perjuicio económico ocasionado de forma inmediata por la lesión del 
derecho invocado en amparo633. 
 
En ese contexto, como se recordará, el apartado II del art. 102 establece que “la 
resolución que conceda el amparo determinará también la existencia o no de 
responsabilidad civil y penal, estimando en el primer caso el monto indemnizable 
por daños y perjuicios…”. Por su parte, el apartado VI del mismo artículo establece 
que: “si el Tribunal que declare procedente el recurso no contara con los elementos 
necesarios que permitan la calificación de los daños y perjuicios, abrirá término de 
ocho días para que se acrediten los mismos y pronunciará resolución en un plazo 
de tres días, ordenando la retención de haberes, y el embargo de los bienes de la 
autoridad recurrida a los efectos de dicha reparación”.  
 
A la luz de ambos preceptos, la determinación de los daños y perjuicios y por 
ende, del monto indemnizable puede adoptarse, como ya se dijo, en dos momentos 
                                                 
630 Precisamente en este sentido, aunque refiriéndose al amparo español, se dirá que “ninguna duda cabe de que 
el acto vulnerador de un derecho fundamental puede generar responsabilidad extracontractual”, vide, Díez-
Picazo Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 54. 
 
631 En efecto, se dirá que “la evidencia lógica de que indemnizar los daños y perjuicios es uno de los modos de 
restablecer a las personas cuando ven sus derechos lesionados”, vide, Díez-Picazo Giménez, Ignacio: 
“Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 55. 
 
632 Precisamente en este sentido, el TC español ha establecido que “La vulneración del derecho a un proceso sin 
dilaciones indebidas genera, cuando no puede ser remediada de otro modo, el derecho a ser indemnizado por 
los daños y perjuicios causados por la lesión”, así, las SSTCE Nos. 36/1984 y 5/1985. 
 
633 El resarcimiento por daños y perjuicios adquiere mayor relevancia frente a la vulneración de los derechos 
fundamentales vinculados con la dignidad, como ser, el derecho al honor, la imagen, a la intimidad, etc. 
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procesales: a tiempo de dictarse la sentencia, sea concediendo o denegando el 
amparo o, con posterioridad a ella, previo procedimiento incidental de calificación de 
daños y perjuicios. 
 
Ahora bien, conviene tener presente que la determinación de los eventuales 
daños y perjuicios no es una consecuencia necesaria e ineludible de toda sentencia 
de amparo, ni siquiera de todas las que deniegan, ya que para tal efecto hará falta, 
además, la concurrencia de otros elementos de juicios que permitan, precisamente, 
determinar si corresponde o no tal indemnización. En tal sentido, entre muchos 
otros634, el AC 0025/2002, establecería lo siguiente: 
 
“Si bien el art. 102-III LTC expresa que la resolución denegatoria del amparo demandado, 
impondrá y fijará costas y multa contra el recurrente, no es menos evidente que tal fijación 
debe obedecer a la certidumbre de la existencia de un gran perjuicio causado a la parte 
recurrida, a la temeridad en la interposición de la demanda de amparo, o  a la  falta 
absoluta de contenido constitucional en la misma, lo que ha motivado que el Tribunal 
Constitucional determine en diversos casos que  la improcedencia del amparo no da lugar 
en forma inexorable y forzosa al señalamiento de costas y multa, por ser excusable la 
actuación recurrente”. 
 
Del mismo modo, el TC establecería que la responsabilidad civil debe ser 
aplicada cuando se den los motivos suficientes para restablecer o reparar los daños 
y perjuicios (AC Nº 0035/2003); lo que equivale a decir que, no en todos los casos 
procede dicha responsabilidad, ni basta con que el “interesado” invoque la 
reparación de unos supuestos daños y perjuicios, sino que previamente tendrá que 
demostrar la existencia de esos daños y perjuicios, así como la evidencia de una 
actuación ilegal. En este sentido, el AC Nº 0040/2003, dirá:  
  
“La responsabilidad civil de referencia, será impuesta cuando se encuentre los motivos 
suficientes para establecer la necesidad de reparar los daños y perjuicios, es decir, cuando 
se tenga certeza de la existencia del daño material y perjuicio que se haya podido 
ocasionar al recurrente, además de la evidencia de una actuación de la autoridad recurrida 
contraria a la Ley”. 
 
                                                 
634 En el mismo sentido, las SSTC Nos. 1567/2002, 1618/2003, 1626/2003, 013/2003, 023/2003, 045/2003, 
061/2003, 440/2003 y, entre otras, 468/2003. 
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Con base en ambos razonamientos y siguiendo los criterios establecidos en el 
AC Nº 009/2000, se puede decir que los presupuestos para la determinación del 
monto indemnizable por la responsabilidad civil emergente de los daños y perjuicios 
causados a la parte contraria son dos: 
 
“1) la pérdida o disminución patrimonial que haya sufrido la parte damnificada como 
consecuencia del acto ilegal cometido en su contra, y; 
2) los gastos que la recurrente ha tenido que efectuar para lograr la reposición del derecho 
conculcado...”. 
 
Finalmente, antes de pasar al procedimiento incidental de calificación de daños y 
perjuicios, hay que decir que la responsabilidad civil emergente del proceso de 
amparo de un funcionario público es personal y como tal no vincula a la institución a 
la que pertenece o representa. Al respecto el AC Nº 0028/2004, dirá lo siguiente: 
 
"Corresponde precisar que de manera general quien debe pagar los daños y  perjuicios 
causados por un acto ilegal dentro de un recurso por lesión a los derechos y garantías, es 
el recurrido y no la institución pública que dirige o representa; sin embargo, tratándose de 
sueldos y afines, dado el carácter de los mismos, que están dirigidos a cubrir las 
necesidades vitales y urgentes del funcionario, estos deben ser cubiertos por la institución 
pública en cuestión, pudiendo el Estado recuperar tales montos mediante la repetición; 
luego del proceso administrativo correspondiente, en el marco de lo normado por el 
Decreto Supremo (DS) 23318-A y sus modificaciones contenidas en el DS 26237". 
 
Bien es verdad que la resolución no es del todo esclarecedora, ya que de una 
parte dice: “quien debe pagar los daños y perjuicios es el recurrido y no la institución 
pública”; pero de otra, dice también que: “tratándose de sueldos y afines”, el monto 
indeminizable será “cubierto por la institución pública en cuestión”, aunque 
aclarando que “el Estado puede recuperar tales montos mediante la repetición”. Con 
lo cual, ha de entenderse que la reparación de los daños se hará efectiva con los 
recursos propios del recurrido y no así, con el sueldo que percibe de la institución al 
que pertenece. Pero si el funcionario no tiene recursos propios o ya no ejerce la 
función pública, quien se hará cargo del pago indeminizatorio será la institución 
pública, con derecho a recuperarlos mediante el procedimiento de repetición. 
 
Ahora bien, el procedimiento de reparación de los daños y perjuicios se tramita 
en la vía incidental por el juez o tribunal que conoció de la demanda de amparo en 
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su fase de verificación635. Pero, para tal efecto será necesario que en la sentencia 
que resuelve el amparo en revisión, el TC disponga de manera expresa el 
resarcimiento de los daños y perjuicios, resolución con la que serán notificadas 
todas las partes que intervinieron en su tramitación636. En sí, dicha sentencia es 
algo así como la «condena con reserva», pues la cuantificación de los daños se 
efectúa en la fase de ejecución de la sentencia, lo que supone decir que, quien en 
un primer momento determina el monto indemnizable, aunque no con carácter 
definitivo y previo proceso sumario, es el juez o tribunal de amparo. 
 
Una vez presentada el escrito de calificación de daños y perjuicios, el juez que 
conoce del incidente, mediante decreto con el que serán notificadas las partes, 
abrirá un término probatorio de ocho días. Este plazo es común y perentorio para 
todas las partes. Valga precisar que la notificación con el decreto de apertura del 
término de prueba previsto en el art. 102.VI de la LTC, en resguardo del derecho a 
la defensa y de conformidad con lo dispuesto por el art. 137 del Cpc, “debe ser 
realizado en forma personal o en el domicilio señalado por las partes” (AC Nº 
0007/2005)637. Transcurrido el plazo establecido y según las pruebas aportadas, el 
juez dictará auto definitivo en el que fijará el monto indemnizable. De conformidad 
con lo dispuesto en el citado AC Nº 009/2.000, para fijar dicho monto se tomará en 
cuenta los siguientes criterios: “1) la pérdida o disminución patrimonial que haya 
sufrido la parte damnificada como consecuencia del acto ilegal cometido en su 
contra; y, 2) los gastos que el recurrente haya tenido que efectuar para lograr la 
reposición del derecho conculcado”638. 
                                                 
635 Así, refiriéndose al amparo español, se dirá que “el Tribunal Constitucional debe aplicar la legalidad vigente, 
es decir, las normas procesales y sustantivas que regulan en general la responsabilidad civil extracontractual, así 
como las específicas de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas”, vide, Díez-Picazo 
Giménez, Ignacio: “Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias…”, op. cit. pág. 57. 
 
636 En tal sentido, el AC Nº 006/2006, viene a decir que “En el caso de autos, la SC 0296/2006-R, claramente 
en su parte dispositiva establece la existencia de daños y perjuicios, además de la obligación del pago de 
costas. Esa determinación no puede ser desconocida, y por ello la Corte de amparo ha calificado los daños y 
perjuicios a favor de la recurrente”. 
 
637 Más en concreto, el referido Auto Constitucional dirá que “la notificación para el caso de apertura de 
término de prueba, no puede ser realizada por cedulón fijado en Secretaría de Cámara, debiendo ser realizada 
más bien en el domicilio procesal señalado por las partes o en forma personal”. En efecto, agregará que “la 
notificación efectuada (por ejemplo), en Secretaría de Cámara no es válida puesto que no se ha cumplido con lo 
establecido por la norma prevista en el art. 137.3 del CPC”. A modo de acotación, hay que decir que el 
domicilio procesal ya viene señalado en la demanda de amparo, pues, se trata de un requisito formal del mismo. 
 
638 En el mismo sentido, en una posterior resolución, el AC Nº 0041/2003, dirá que “La uniforme jurisprudencia 
en materia de daños y perjuicios emergentes de un recurso de amparo declarado procedente, para evitar 
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Dado que el auto dictado por el juez o tribunal de amparo no es definitivo, será 
remitido de oficio ante el TC para su revisión. El Tribunal luego de valorar los 
elementos de convicción aportados por las partes, dictará AC aprobando el monto 
fijado o revocando y fijando él, un monto distinto que puede ser superior o inferior al 
decretado por el juez del incidente o, incluso, anulando los actuados. Anulará 
obrados cuando el trámite no se haya ajustado al procedimiento de rigor o, cuando 
no se haya cumplido con los referidos criterios para la determinación del monto 
indemnizable. En relación con esto último, el AC No, 0041/2003, dirá lo siguiente: 
 
“…se evidencia que la Sala Civil Primera, al pronunciar su resolución, no hizo una 
calificación correcta de los daños y perjuicios solicitados que los fijó en $US449.320, 
basándose para ello en un avalúo anterior a la demolición del mercado "Primavera" sin 
tomar en cuenta las pautas fijadas por la jurisprudencia constitucional, según se indica en 
el punto I.3 de esta resolución, habiendo procedido correctamente respecto al costo de las 
mercaderías, ya que la recurrente no probó la destrucción de las mismas. 
POR TANTO. El Tribunal Constitucional REVOCA la Resolución de 27 de octubre de 2003 
cursante de fs. 438 a 439, pronunciada por la Sala Civil Primera de la Corte Superior del 
Distrito Judicial de Santa Cruz y ANULA obrados hasta el estado en que la Corte de 
amparo dicte una nueva resolución tomando en cuenta los fundamentos expuestos 
precedentemente previa apertura del término incidental de prueba previsto por el art. 
102.VI LTC”. 
 
Devuelto el expediente con cualquiera de las referidas resoluciones al juez de 
origen, éste obrará conforme lo establecido en el citado AC, y luego del trámite de 
rigor, nuevamente remitir obrados de oficio en revisión ante el TC639. Así pues, en 
definitiva, quien tiene la última palabra es el TC. En la práctica, la reparación de los 
daños y perjuicios emergentes del proceso de amparo, a pesar de no tener un 
régimen jurídico completo, se viene tramitando con cierta normalidad. 
 
                                                                                                                                                       
extremos injustificados o que no guarden racional proporcionalidad con las emergencias del recurso, ha 
establecido que la calificación respectiva debe comprender: a) La pérdida o disminución patrimonial que haya 
sufrido la parte damnificada como consecuencia del acto ilegal cometido en su contra y b) los gastos que los 
recurrentes han tenido que efectuar para lograr la reposición del derecho conculcado; extremos que deben ser 
acreditados de acuerdo con lo dispuesto por el art. 102.VI LTC, es decir dentro del término incidental de 
prueba que se abra para el efecto”. Línea jurisprudencial que viene siendo aplicada en todos los supuestos. 
 
639 A pesar de que no existe constancia de que en la práctica se haya dado, en caso de que el juez del incidente 
nuevamente haya incurrido en error in procedendo o in iudicando, el TC, por principio de economía procesal y 
el derecho a la tutela judicial pronta y efectiva, deberá resolver el asunto directamente; es decir, sin necesidad de 
anular obrados ni devolver el expediente para su tramitación por segunda vez. No obstante, tendría que remitir 
los antecedentes del juez o tribunal ante el Consejo de la Judicatura para su procesamiento disciplinario. 
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CONCLUSIONES 
 
Después de haber llegado a esta parte del trabajo, afirmar que han sido 
abordados todos los problemas que suscita el amparo constitucional como 
competencia del Tribunal Constitucional, ciertamente, sería faltar a la verdad. Pues, 
hasta aquí se ha intentado analizar, bien es verdad, una buena parte de esos 
problemas, pero en ningún caso todos ellos ni todas sus implicaciones. Con lo cual, 
el tema no ha quedado, en absoluto, agotado sino que, por el contrario, son muchas 
las cuestiones aún abiertas y, por ello, sólo provisionales algunas de las respuestas 
dadas. 
 
Por lo tanto, sirva este apartado de conclusiones, de una parte, como breve 
recapitulación sobre lo dicho en las páginas anteriores y, de otra, como síntesis de 
los resultados a los que se ha llegado. 
 
1. El constitucionalismo boliviano, desde su fundación hasta al menos finales del 
Siglo pasado, fundamentalmente, se caracterizará: por un lado, por la inestabilidad 
democrática y, por el otro, por la infravaloración de la Constitución. 
 
a) La inestabilidad democrática, básicamente, se traducirá en la esterilidad 
institucional, es decir, en la inoperancia de los distintos mecanismos de 
control y garantía, no sólo de la legitimidad constitucional sino, incluso, de 
la legalidad ordinaria. Prueba de ello es, por ejemplo, la singular ineficacia 
de los diferentes sistemas y mecanismos de justicia constitucional 
instituidos con anterioridad al modelo que en la actualidad se halla en 
vigor. 
 
b) Por su parte, la infravaloración de la Constitución se verá reflejada, de un 
lado, en la negación generalizada de la supremacía y juridicidad de la 
norma normarum y, de otro, en la frecuente inobservancia por parte de los 
poderes públicos y algunos sectores privados, del carácter vinculante de 
los derechos y garantías fundamentales. 
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Tal estado de cosas, sin embargo, se traducirá en una cuestión todavía de 
mayor envergadura: la falta de cultura o sentimiento constitucional. Dicho de otro 
modo, no es que el constituyente reformador –a lo largo del constitucionalismo- no 
haya procurado proyectar al Estado en la Constitución; ni que haya omitido instituir 
determinados mecanismos orientados a garantizar la supremacía y normatividad de 
la Ley de leyes. Lo que ha sucedido es que, tanto la clase política como la sociedad 
en su conjunto, carecían -y guardando las distancias carecen aun- de aquel nivel 
cultural y político que es necesario para comprender la noción de Constitución en 
tanto norma jurídica cualitativamente distinta y superior al resto del ordenamiento y, 
la noción de los derechos, en tanto derechos públicos subjetivos. 
 
Por lo tanto, es allí donde se encuentra la explicación al hecho de que en Bolivia, 
pese a la adopción formal del sistema Norteamericano de judicial review o control 
judicial, mediante la reforma constitucional de 1.861; recién, un Siglo después, 
concretamente, mediante la reforma constitucional de 1.967, se haya introducido el 
amparo constitucional como mecanismo jurisdiccional de protección de los derechos 
y libertades constitucionales, siendo que, más o menos con ese mismo fin, ya había 
visto la luz, en México, mucho más de un Siglo atrás. 
 
2. La institucionalización del proceso de amparo mediante la referida reforma 
constitucional de 1.967, sin embargo, no significará que la Constitución y los 
derechos han de “reconquistar” su carácter vinculante convirtiéndose 
inmediatamente en justiciables, es decir, exigibles ante los tribunales de justicia. Es 
más, ni siquiera el retorno a la democracia en 1.982, supondría el retorno al imperio 
de la Constitución y mucho menos al respeto de los derechos y libertades. Para que 
ello suceda habrá que esperar, aproximadamente, el paso de más de tres décadas 
todavía.  
 
Lo dicho, en otros términos, significa que el amparo constitucional durante sus 
primeras tres décadas, habrá pasado, si cabe la expresión, con más pena que 
gloria, ya que en vez de fortalecerse, prácticamente habrá sido reducido a un mero 
recurso ordinario, sin coste ni peso específico y, por lo tanto, sin ninguna posibilidad 
de desplegar con eficacia sus potencialidades: la tutelar por esencia y la 
hermenéutica por consecuencia. 
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La ineficacia del amparo durante aquel periodo se deberá, básicamente, a la 
concurrencia de tres factores determinantes: la persistencia de las dictaduras y 
gobiernos de facto; la falta de una adecuada y específica regulación legal, y; el 
desconocimiento de su naturaleza y función constitucional por parte de los 
operadores jurídicos, particularmente, por los jueces y tribunales de justicia, quienes 
se hallaban todavía anclados en el legicentrismo decimonónico y, por lo tanto, se 
mostraban –aún- poco o nada comprometidos con el constitucionalismo emergente 
y los valores democráticos. 
 
No obstante, lo que sí habrá de suponer la adopción del amparo, así sea sólo 
desde el punto de vista teórico, es un cierto grado de concienciación sobre la 
supremacía de la Constitución; en especial, sobre la necesidad e importancia de 
salvaguardar, a través de un procedimiento constitucional especial y extraordinario 
como es el amparo, los derechos y garantías fundamentales de las personas 
reconocidas por la propia Constitución y desarrolladas por las leyes. 
 
3. En ese contexto, del paulatino imperio de la Constitución y del respeto a los 
derechos y garantías fundamentales sólo podrá hablarse, sin temor de incurrir en la 
falacia, a partir de la reforma constitucional de 1.994. Mediante esta reforma, 
innovadora desde todo punto de vista, se instituye en el seno del Poder Judicial, el 
Tribunal Constitucional como un órgano ad hoc; funcionalmente independiente y, 
sometido sólo a la Constitución. La decisión del constituyente de instituir el Tribunal 
Constitucional como parte del Poder Judicial, desde ya, no fue la más acertada, 
pues dada su naturaleza jurídica y la labor que desarrolla, no corresponde que 
forme parte de la estructura orgánica de ninguno de los órganos del poder público 
cuyos actos y decisiones controla. 
 
Pero aun así, lo cierto es que, la adopción del Tribunal Constitucional, por su 
naturaleza y fines, sin duda ninguna, supondrá el establecimiento de un órgano 
constitucional que no tiene precedentes en el constitucionalismo nacional, y; a la 
vista de su corta (poco menos de una década) pero fructífera experiencia, supondrá 
la puesta en escena de una institución de insospechada incidencia no sólo en la 
defensa de intereses subjetivos sino, además, en el decurso constitucional y 
democrático del país. 
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En otro orden de cosas, la adopción y funcionamiento del Tribunal constitucional, 
supondrá: de una parte, el retorno a los orígenes del constitucionalismo nacional, en 
este caso, al modelo europeo continental o kelseniano de justicia constitucional en 
reemplazo del otrora judicial review Norteamericano y, de otra, supondrá la implícita 
ruptura de la “tradicional unidad jurisdiccional” y, por ende, el inicio de la dicotomía, 
desconocida hasta aquel entonces, entre legalidad y constitucionalidad. O lo que es 
lo mismo, entre lo que es propio de la jurisdicción ordinaria y lo impropio de la 
jurisdicción constitucional, cuya delimitación, por cierto -de sus respectivos ámbitos 
de actuación, especialmente en lo relativo a la protección de los derechos 
fundamentales- continúa siendo hoy por hoy una de las tareas pendientes del 
constitucionalismo en general. 
 
Aquella ruptura de la unidad jurisdiccional, principalmente, supondrá una 
transformación muy importante del sistema de protección jurisdiccional de los 
derechos y garantías fundamentales; con carácter general, se manifestará en una 
suerte de descentralización del sistema y éste, reflejará una tendencia hacia la 
especialización jurisdiccional. Este escenario, sin embargo, demandará la 
aceptación de la cualidad superior del TC en tanto intérprete supremo de la 
Constitución y máximo garante de los derechos fundamentales, por un lado, y la 
readecuación, del PJ en general y de la Corte Suprema en particular, al nuevo 
sistema de justicia constitucional, por el otro. A la Corte Suprema, que hasta aquel 
entonces se constituía en el último y único órgano superior en todos los órdenes 
jurisdiccionales, más allá de sus reticencias, no le quedará otra alternativa que 
reacomodar sus quehaceres al nuevo orden constitucional; seguirá siendo el órgano 
jurisdiccional superior en todos los órdenes, excepto en materia de garantías 
constitucionales. 
 
Así pues, la indicada reforma constitucional, constituye el punto de inflexión de 
un modo –vetusto- de concebir y actuar la Constitución y los derechos 
fundamentales hacia otro radicalmente distinto. Pues, a partir de esa reforma y en 
especial, a partir del funcionamiento del Tribunal Constitucional (junio de 1.999), es 
desde donde la normatividad de la Constitución y el carácter vinculante de los 
derechos y garantías fundamentales comienzan a adquirir forma y contenido 
concretos. De ahí que, la aludida reforma sea considerada como el punto de partida 
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del proceso de constitucionalización que en la actualidad se halla en marcha; un 
proceso que por sus resultados no tiene precedentes y como tal, pese a las 
circunstancias político-coyunturales por las que atraviesa el país, no tiene –ni 
debería tener- vuelta atrás. 
 
4. Ahora bien, los logros alcanzados en el referido proceso, en gran medida, son 
los resultados obtenidos por el amparo constitucional. Ciertamente, frente a la 
práctica política, administrativa y judicial que se mostraban aferradas a los hábitos 
del pasado y escasamente críticas con el precedente, además, poco comprometidas 
con el futuro, el proceso de amparo constitucional previsto en el art. 19 de la 
Constitución en vigor, sin duda, se constituye en el mecanismo jurisdiccional más 
influyente de la justicia constitucional boliviana. Con otras palabras, los avances que 
vienen experimentándose en el respeto a los derechos y garantías fundamentales 
en los diferentes ámbitos y, en la efectiva posibilidad de exigir judicialmente el 
cumplimiento de la Constitución, es hoy en día, el corolario de la jurisdicción del 
amparo constitucional en tanto competencia del Tribunal Constitucional. De ahí que, 
sin el amparo, ni el sistema de protección de los derechos en sede constitucional 
sería completo, con lo cual, ni aquel proceso de constitucionalización habría 
avanzado, tal como lo viene haciendo, a pasos agigantados. 
 
En ese contexto, para el amparo constitucional instituido en el modelo difuso, la 
adopción del modelo de control concentrado de constitucionalidad, no habrá de 
suponer sino su virtual renacimiento, es decir, una suerte de mutación tanto 
procesal como funcional. 
 
En rigor, dicha mutación se formalizará más por la práctica llevada acabo por el 
TC que por su configuración legal, ya que, como se vió en su momento, pese al 
cambio del modelo de justicia constitucional, su configuración normativa, 
especialmente la constitucional, se mantendrá prácticamente en los mismos 
términos de cuando fue instituido en 1.967. Así por ejemplo, el procedimiento 
seguirá formándose de dos fases, con la única diferencia que la fase de revisión, 
que en el sistema anterior era de competencia de la Corte Suprema de Justicia, 
pasará a ser competencia del Tribunal Constitucional; pero, por lo demás, la fase de 
verificación seguirá siendo competencia de los jueces y tribunales de amparo, así 
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como la regulación y nunca mejor dicho, la in-definición de su ámbito y objeto de 
protección, seguirán siendo exactamente las mismas. 
 
Tal situación, la falta de precisión o adecuación legal al nuevo sistema de justicia 
constitucional, a la postre, se constituirá en la principal causa de los problemas más 
reveladores a los que, desde el punto de vista normativo y funcional, el amparo 
viene enfrentándose en la actualidad; entre ellos, la sobrecarga procesal y las 
eventuales tensiones entre la jurisdicción constitucional y la jurisdicción ordinaria 
con motivo, precisamente, de la actuación del amparo. 
 
5. Es cierto que la Constitución contiene las normas básicas y la Ley del Tribunal 
Constitucional las normas específicas, no menos cierto es, sin embargo, que 
ninguna de ellas es completa y mucho menos específica. Por citar algunas 
carencias a modo de ejemplo, ninguna de ellas define el amparo como un auténtico 
proceso de naturaleza constitucional, además, subsidiario y extraordinario; tampoco 
precisan su ámbito de protección, esto es, los derechos protegibles y mucho menos 
los actos u omisiones impugnables. En lo que respecta al procedimiento, la 
normativa en vigor no establece una fase de admisión de las demandas, 
imprescindible para depurar los amparos que han de merecer una sentencia sobre 
el fondo de la pretensión. 
 
Dicha precariedad normativa, censurable más en la LTC que en la Constitución, 
en la práctica dará lugar a que los jueces y tribunales de amparo e, incluso, el 
propio TC, se vean en la necesidad de acudir a las normas ordinarias, 
precisamente, para completar o suplir las referidas carencias. Empero, la cuestión 
de fondo no es esa, sino el hecho de que en la medida que se da cabida -en el 
proceso de amparo- a la normativa que rige los procesos ordinarios, en la misma 
medida el enfoque sobre su naturaleza y función constitucional se transfigura. Con 
lo cual, a la vista de los juristas y ciudadanos en general, el amparo termina 
apareciendo no precisamente como un mecanismo constitucional sino como un 
recurso ordinario; como un recurso de última instancia que necesariamente debe 
agotarse en toda contienda judicial y/o administrativa y, por si ello fuese poco, frente 
a todos los supuestos y frente a cualesquiera infracciones del ordenamiento jurídico, 
incrementando así, considerablemente la carga de trabajo del Tribunal. 
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El problema para el Tribunal Constitucional cuando se encuentra con cada vez 
más casos, además del serio riesgo de asfixia procesal, es que tiene que elegir 
entre resolver todos los casos aunque con soluciones menos pensadas y más 
superficiales o, viceversa; pues la experiencia viene demostrando que a mayor 
producción es menor la intensidad del razonamiento constitucional. A priori, no se 
trata de que el Tribunal se pronuncie frente a cualesquiera pretensiones de los 
litigantes, ni que dicte cantidad de sentencias, sino más bien, la idea es que 
intervenga sólo en aquellos casos que realmente merezcan su tratamiento, sea por 
su relevancia subjetiva o por su contenido constitucional. 
 
La reflexión en este sentido, sin embargo, no se plantea con la finalidad de 
restringir la tutela que brinda y debe seguir brindando el amparo en sede 
constitucional a los ciudadanos frente a la restricción, supresión o amenaza de sus 
derechos y garantías fundamentales. Al contrario, la propuesta, en todo caso, tiende 
más bien a fortalecer dicho mecanismo jurisdiccional, haciendo que el mismo sirva 
realmente –y a largo plazo- para el fin que la Constitución le asigna, cual es -sin ser 
la única pero sí la esencial-, la tutela eficaz de los derechos y garantías 
fundamentales. 
 
En tal sentido, el propósito de evitar o remediar la “ordinarización” del amparo 
constitucional, pasa, en primer lugar, por resolver el problema en su origen, es decir, 
por la reformulación de la actual regulación legal y constitucional; en segundo lugar, 
por incidir e insistir en el afianzamiento de la naturaleza del amparo, en el marco de 
la jurisdicción constitucional en vigor, de cara a los actores jurídicos a través de la 
pedagogía constitucional y; en tercer lugar, por reestructurar el procedimiento de 
garantías de los derechos fundamentales en sede judicial. 
 
6. Siguiendo el orden de las ideas señaladas, lo primero que se debe hacer, 
obviamente sin ser la única medida por no ser la única causa, es dotar al proceso 
de amparo en particular y a la jurisdicción constitucional en general, de un régimen 
jurídico específico y completo. Este cometido, entre otros aspectos de menor 
relevancia, implica reconocer y definir el amparo, además de manera expresa, como 
un auténtico proceso constitucional, extraordinario y subsidiario, es decir, se debe 
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prescindir de la acepción «recurso de amparo» por ser éste, un término que no se 
ajusta a las características de la institución a la que alude. 
 
a) Definir el amparo como un auténtico proceso constitucional, en términos 
generales, presupone negar que se trata de un recurso ordinario, ni siquiera 
equiparable al recurso extraordinario de casación y, por ende, presupone 
rechazar aquella configuración errónea de que se trata de un medio de 
impugnación de carácter universal; es decir, al que cabe acudir en todos los 
supuestos en procura de obtener un pronunciamiento favorable, a sabiendas 
incluso de lo improbable que resulta ello. 
 
b) Por su parte, definir el amparo como un proceso extraordinario, en principio, 
supone situarle en una sede jurisdiccional distinta a la ordinaria: la sede 
constitucional. Situar el amparo en esta sede, básicamente, implica que la 
jurisdicción del amparo, ni puede ni debe ocuparse de lo que con carácter 
general y preferente corresponde a la jurisdicción ordinaria. Lo privativo de la 
jurisdicción ordinaria frente a la jurisdicción constitucional, puede resumirse 
en cuatro ámbitos de interdicción en los que el TC no puede ingresar, no al 
menos con carácter general, si acaso, sólo de manera excepcional. Dichos 
ámbitos son: 1) la prohibición de entrar directamente en la interpretación de 
la legalidad; 2) la prohibición de entrar a revisar la interpretación de la 
legalidad ordinaria efectuada por los órganos judiciales; 3) la prohibición de 
entrar en la valoración de los hechos, y; 4) la prohibición de realizar una 
nueva valoración de las pruebas que ya han sido valoradas por los órganos 
judiciales 
 
c) En cambio, subrayar e insistir en la subsidiariedad del amparo como vía de 
solución a los problemas que le aquejan, supone, predicar y practicar que los 
primeros y principales protectores de los derechos fundamentales son los 
jueces y tribunales ordinarios y, sólo en su defecto, el Tribunal Constitucional, 
a través del proceso de amparo. 
 
7. Lo último que se acaba de señalar, sin embargo, no es precisamente lo que 
viene sucediendo en la práctica, ya que de un tiempo a esta parte, se contempla la 
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protección de los derechos fundamentales como misión específica y natural del TC, 
mientras que los órganos judiciales son percibidos sólo como meros aplicadores de 
la ley. En otras palabras, se ve al juez ordinario como un enemigo de los derechos 
fundamentales y, al Tribunal Constitucional, como el único guardián de los mismos; 
lo que, por un lado, se traduce en una percepción insatisfactoria de la actividad de 
los jueces y tribunales ordinarios disminuyendo la confianza que los ciudadanos 
deben depositar en ellos y, por el otro, desvía hacia el Tribunal Constitucional un 
volumen de litigiosidad que excede su capacidad. 
 
Es precisamente esta falta de conciencia ciudadana sobre los derechos que le 
asisten y sobre la idea de que son los jueces quienes deben custodiar su respeto y 
sólo en su defecto el TC, otra de las razones que explican la creciente sobrecarga 
de trabajo del Tribunal Constitucional. 
 
Frente a ello, siempre con el propósito de cambiar dicha circunstancia y así 
mitigar la aludida sobrecarga de trabajo, la idea en la que se debe insistir es que los 
tribunales de justicia, además de llevar el peso estadístico de la protección de esos 
derechos, se conviertan a los ojos de los ciudadanos en sus garantes efectivos; 
dejando al TC en materia de amparo, en la posición que le asigna la Constitución, o 
sea, la válvula de seguridad del sistema que depura aquellas infracciones no 
reparadas por los órganos judiciales o causadas por ellos mismos. De este modo, 
podrá “combatirse”, además, la paradoja de que la gran mayoría de los amparos 
que se presentan ante el TC, sean contra actos de los órganos jurisdiccionales 
cuando estos órganos son, precisamente, los encargados de tutelar los derechos y 
garantías fundamentales de los ciudadanos. 
 
8. Por otra parte, en relación con la indeterminación normativa de los derechos y 
garantías fundamentales protegibles en amparo que constituye otra de las causas 
de su desnaturalización, una de las alternativas de solución, tal como ya se tiene 
señalado en este trabajo, pasa por la expresa enunciación –no tanto la limitación- 
de los derechos y garantías que este mecanismo constitucional ha de proteger. 
Empero, convenga precisar que esta medida sólo tendrá eficacia práctica en tanto 
en cuanto los derechos y garantías fundamentales excluidos sean protegidos con la 
Conclusiones 
 622
misma eficacia y rigurosidad por los otros mecanismos jurisdiccionales existentes, 
especialmente en las jurisdicciones ordinaria y contencioso-administrativa. 
 
En ese propósito, ha de procurarse que sean los propios tribunales los que 
dispongan de los instrumentos procesales necesarios para corregir las infracciones 
formales y materiales que puedan cometerse en el curso de los procesos judiciales 
o administrativos; esto, no sólo con la finalidad de reducir o depurar los casos que 
tienen que llegar al TC por no existir otra forma de obtener la reparación que se 
busca, sino también, con la finalidad de mantener cierta coherencia del sistema de 
protección de los derechos fundamentales. Con esa finalidad, por ejemplo, debería 
instituirse, mediante ley de la República, un mecanismo procesal impugnatorio, 
incidente de amparo judicial por así llamarlo; que permita a los interesados 
impugnar, en la misma sede judicial, determinados actos u omisiones que vulneren 
derechos y garantías fundamentales, ya sea por error in procedendo o por error in 
indicando. 
 
En términos generales, el referido mecanismo consistiría en un procedimiento de 
tramitación autónoma y ante el mismo juez que conoce del proceso llámese, civil, 
penal, laboral o contencioso administrativo. Sólo tendría que promoverse a solicitud 
de la parte legitimada, por lo tanto, nunca de oficio. Una vez presentado el incidente, 
sin mayor trámite que la notificación a la otra parte, se resolvería en audiencia 
pública con intervención de las dos partes. En caso de que se instituya, la 
subsidiariedad del amparo, lógicamente, alcanzaría al agotamiento de esta vía 
incidental previa. Sin embargo, convenga precisar que el agotamiento previo del 
amparo judicial, sólo sería exigible en los supuestos expresamente señalados, no 
pudiendo ampliarse a otros y mucho menos a aquellos donde materialmente no es 
posible acudir al amparo judicial. 
 
Con la creación y correcto funcionamiento del incidente de amparo judicial, ni el 
proceso de amparo sería exteriorizado como el único remedio procesal, ni el 
Tribunal Constitucional como la única sede jurisdiccional donde cabe la protección o 
reparación de cualesquiera infracciones, sea por los poderes públicos o particulares, 
de los derechos y garantías fundamentales. 
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9. En el mismo orden de ideas, aunque esta vez sin necesidad de mediación 
legal sino más bien de rectificación jurisprudencial, otra de las medidas, con 
fundamento en la subsidiariedad del amparo, debería consistir en la exigencia de 
agotamiento previo de la jurisdicción contencioso-administrativa. En otras palabras, 
frente a la práctica actual en la que no es necesario agotar dicha vía, el Tribunal 
debería rectificar su doctrina y exigir que las demandas de amparo donde se 
impugnan actuaciones de las administraciones públicas lesivas de derechos 
amparables, sean admitidas a trámite sólo cuando se haya agotado, sin éxito, la vía 
contencioso-administrativa. Esta medida, sin embargo, dada su precaria 
configuración legal y la falta de una tradición jurídica sobre su funcionamiento, 
requerirá, paralelamente, de una labor pedagógica dirigida a los juristas y los 
propios jueces y tribunales competentes de dicha jurisdicción, de cara a su 
utilización y consolidación como una jurisdicción especializada. De no ser así, lo 
más probable es que el remedio habrá resultado peor que la enfermedad. 
 
A la vista de lo anotado, indudablemente otra gran parte de las posibles 
soluciones a la disfuncionalidad del amparo, pasan: en primer lugar, por la 
desconcentración, que implica la reestructuración, por un lado y, el fortalecimiento 
por el otro, del actual sistema de protección jurisdiccional de los derechos 
fundamentales, y; en segundo lugar, por la diversificación de los casos y las formas 
de acceso al Tribunal Constitucional mediante el amparo, lo que, necesariamente, 
conlleva la reforma de su actual configuración procesal. A propósito, dado que 
existe un cuerpo de jurisprudencia relativamente equilibrado y amplio, (en total más 
de quince mil sentencias, de las cuales más del 80% son sentencias de recursos 
tutelares), está claro que a la hora de optimizar las medidas ya adoptadas así como 
al emprender cualquiera de las aquí propuestas, no ha de partirse de cero.  
 
10. Continuando con el referido orden de ideas, ya desde la perspectiva 
procesal, las medidas que se deben adoptar son varías y lógicamente de distinta 
naturaleza. Entre las más importantes cabría señalar las siguientes: 
 
a) En lo que respecta a los órganos competentes de su tramitación, en sí, los de 
la fase de verificación, no habría necesidad de hacer ninguna reforma legal. 
Bien es verdad que han existido voces, con distintos argumentos, en sentido 
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de crear órganos especializados en reemplazo de los actuales que forman 
parte de la jurisdicción ordinaria; no menos cierto es, sin embargo, que dicha 
iniciativa, a la vista de la experiencia, además de inviable resulta 
improductiva, ya que, la intervención de la jurisdicción ordinaria en la 
tramitación del amparo trae consigo más ventajas que desventajas: 
 
- El hecho de que la jurisdicción ordinaria se vea involucrada de manera 
directa en la tramitación de los procesos de amparo, permite a dichos 
jueces y tribunales, por una parte, conocer y practicar la jurisdicción 
constitucional y, por la otra, dicho conocimiento les permite resolver las 
materias propias de sus competencias con criterios de hermenéutica 
constitucional. 
 
- Pero, además, la atribución constitucional y legal de los jueces y 
tribunales de la jurisdicción ordinaria para conocer y resolver los procesos 
de amparo en su fase de verificación, permite y facilita la inmediata 
protección que merecen los derechos y garantías fundamentales; pues, 
permite proteger el derecho fundamental ante el juez o tribunal del lugar 
donde se pretende consumar o ejecutar la vulneración que se alega; 
evitando de ese modo que, el afectado tenga que acudir, necesariamente, 
ante el Tribunal Constitucional, que en determinados casos, sino en la 
mayoría, se encuentra a cientos de kilómetros de distancia del lugar 
donde se ha producido el acto u omisión objeto de amparo. 
 
- En último lugar y no por ello menos importante, la regulación de los 
órganos competentes para conocer y resolver el proceso de amparo 
dividido en dos fases, supone y permite una doble valoración de la 
pretensión de amparo. Por lo tanto, implica, de un lado, menor margen de 
error y, de otro, mayor grado de certeza en la defensa del respeto y 
vigencia de los derechos y garantías fundamentales. 
 
b) Por otra parte, hay que decir que la intervención de la jurisdicción ordinaria 
en el ámbito de la jurisdicción constitucional, en modo alguno afecta, ni al 
modelo concentrado de justicia constitucional en general, ni a la naturaleza 
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del proceso de amparo en particular; ello es así, porque los jueces y 
tribunales ordinarios a tiempo de conocer y resolver el amparo, no actúan en 
el ámbito de sus competencias ordinarias sino en la de los Magistrados del 
TC, esto es, en calidad de Tribunales de las garantías constitucionales. 
Asimismo, si bien es cierto que estos jueces resuelven la pretensión de 
amparo mediante sentencia de primera fase, la misma que, además, debe 
ejecutarse inmediatamente, no menos cierto es que, en puridad, dicha 
ejecución es sólo eventual, ya que para ser definitiva previamente tendrá que 
ser revisada por el TC. Ello supone decir que frente a la pretensión de 
amparo, quien tiene la última palabra es el Tribunal Constitucional, 
reduciéndose, por lo tanto, la intervención de los referidos TGC a una 
actividad de colaboración con la jurisdicción constitucional y no así de 
decisión definitiva.  
  
c) Donde, sin embargo, resulta imprescindible la reforma es en relación con el 
número de Magistrados del TC. Dicha reforma debe traducirse en el aumento 
del número de Magistrados permitiendo al Tribunal organizarse en dos Salas, 
cada una de ellas con las mismas competencias. Con ello, pese a que la 
mejor jurisdicción constitucional es la que resuelve en Pleno, la idea de fondo 
es que exista la posibilidad de mayor despacho de causas de modo que el 
Constitucional pueda desarrollar sus funciones con relativa normalidad y en 
unos plazos razonables. De lo contrario, como ya se puso de manifiesto, un 
Tribunal atascado por un número insostenible de demandas de amparo, no 
sólo tardará en resolverlos sino que el esfuerzo que debe dedicar a esa labor 
le impedirá, como ya viene sucediendo, fallar y razonar con más detenimiento 
los otros asuntos que son también de su competencia. 
 
d) Empero, tomando en cuenta que acelerar la salida de las demandas 
incrementando el número de Magistrados es apenas una parte de la solución; 
la otra parte, probablemente el de mayor incidencia, pasa por establecer 
determinados criterios de admisibilidad de las demandas, las mismas que 
permitan a los potenciales actores de amparo, conocer de antemano si su 
demanda ha de prosperar o no. Es más, ni siquiera basta sólo con especificar 
los criterios de admisión sino que, además, debe instituirse un procedimiento 
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que permita a los órganos competentes, revisar en las demandas de amparo, 
precisamente, la concurrencia de dichos criterios.  
 
Bien es verdad que en la normativa en vigor y en especial en la doctrina del 
TC, ya existen determinados criterios e incluso una fase que permite revisar 
los mismos, la fase de admisión; no menos cierto es, sin embargo, que 
ambos requieren de una mejor precisión y sistematización normativa. La 
reivindicación del rigor normativo se justifica, además de la exigencia de un 
grado superior de seguridad jurídica, en la necesidad de mitigar el “vaivén” 
jurisprudencial. Pues, cuanto mayor sea el grado de abstracción del 
ordenamiento, mayor será la libertad de los jueces para interpretarla y 
aplicarla, en algunos casos, no siempre de manera satisfactoria. 
 
11. Al respecto, en la experiencia comparada que afronta los mismos problemas, 
los ámbitos de mayor interés y, por tanto, objeto de revisión son, precisamente, los 
criterios de admisión y el control –discrecional- de los mismos. Así, de un sistema 
de admisión de las demandas de amparo relativamente accesible se transita hacia 
una restringida. Esta tendencia, en el fondo, no es sino el camino hacia lo que se 
dio en llamar, la “objetivación del amparo”, como medio de solución a los aludidos 
problemas funcionales del mismo; objetivación que, en términos procesales, viene 
traduciéndose en la idea de la inadmisión como regla y la admisión sólo como 
excepción o, lo que es lo mismo, la admisión en positivo. 
 
A propósito, en relación con el control de los criterios de admisibilidad o de 
admisión en positivo que dicha tendencia trae consigo, hay que decir que su 
establecimiento presupone una aproximación al modelo del “certiorari” Norteame-
ricano. Ese es el caso, por ejemplo, de la figura del rechazo in limine de las 
demandas de amparo que, sin estar contemplada en la ley, viene siendo utilizada 
por el TC boliviano. Sobre esta cuestión cabe decir que por sus fines, no deja de ser 
una medida adecuada; lo cual, sin embargo, no resta poner de manifiesto el elevado 
riesgo de su mala utilización, básicamente, llevados de la “ingenua” pretensión de 
aplicar un principio de economía procesal, con la nefasta consecuencia de dejar a 
las partes en un estado de indefensión. Cosa que, desde luego, habrá de evitarse 
por todos los medios. 
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Por su parte, en lo que respecta a la objetivación, seguramente, es una finalidad 
correcta a efectos de racionalizar la jurisdicción constitucional. Sin embargo, ello no 
resta poner de manifiesto que, pretender reducir o reservar el amparo constitucional 
sólo para aquellos supuestos en los que quepa identificar una especial relevancia 
constitucional (sustrato teórico de la objetivación), por distintas razones, no es la vía 
más adecuada; no al menos para una sociedad como la boliviana que apenas está 
terminando de experimentar el significado práctico de los derechos y garantías 
fundamentales. Lo que, por otra parte, en absoluto significa ignorar y mucho menos 
eludir la principal tarea de estos tiempos, cual es: construir un proceso de amparo 
que, sin perder su naturaleza subjetiva ni su eficacia tutelar se adecue a la función 
objetiva de la justicia constitucional, por un lado, y evitar que el TC colapse por 
causa de la avalancha de pretensiones subjetivas, por el otro. 
 
En tal sentido, el acometimiento de ambas cuestiones no debe hacer perder de 
vista que el proceso de amparo es un mecanismo de naturaleza eminentemente 
subjetiva y como tal, su función principal es la tutela de los derechos y garantías 
fundamentales. Ello quiere decir que, cualquier iniciativa reformista debe partir de la 
premisa que la finalidad primigenia e ineludible del amparo, es la protección y no la 
interpretación; esto, en el entendido de que no se trata de un mecanismo 
configurado para interpretar el alcance de los derechos fundamentales ni para 
obtener una simple interpretación constitucional, sino más bien y antes, para 
satisfacer pretensiones de carácter tutelar. 
 
Sin embargo, bien es verdad que lo uno no excluye lo otro. De hecho, una vez 
activada el amparo, tan legítimo –y necesario- es interpretar para proteger, como 
proteger para interpretar; o lo que es lo mismo, cuando se utiliza el amparo para 
proteger los derechos fundamentales nada impide utilizarla, además, para su 
interpretación o unificación interpretativa. En este sentido, esta claro que el proceso 
de amparo cumple y debe cumplir, además, una función objetiva que trasciende de 
una simple concepción garantista o subjetiva del mismo, pero lo que ya no resulta 
igual de legítimo es utilizar el amparo sólo para interpretar la Constitución o reducirla 
sólo para aquellos supuestos que internan una especial «relevancia constitucional». 
Pues, una cosa es que el amparo pueda servir –indirectamente- para que el TC 
haga efectivo su papel de intérprete supremo de la Constitución y otra es que 
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mediante el mismo, sólo pueda plantearse cuestiones de interés interpretativo 
prescindiendo del interés subjetivo concreto. 
 
Así las cosas, objetivación sí pero sólo como corolario de su dimensión 
subjetiva, es decir, sólo en la medida que se mantenga su conexión con el impulso 
subjetivo subyacente a la idea de amparo constitucional. Lo cual supone decir que, 
toda iniciativa tendente a la objetivación del amparo no habrá de redundar en la 
disminución de su dimensión subjetiva, esto es, en la desprotección -negación de 
tutela- de los derechos fundamentales en un caso concreto; asimismo, supone decir 
que cuando el Tribunal Constitucional decida denegar la tutela solicitada, lo hará no 
porque el amparo carezca de relevancia constitucional o no sólo por ello sino, 
porque no hay derecho que proteger ni –por lo tanto- remedio que brindar. 
 
12. Por último, a fin de evitar las eventuales tensiones entre los diferentes 
órganos jurisdiccionales llamados a participar en la defensa de los derechos 
fundamentales y de éstos con los restantes poderes públicos, lo recomendable es 
que cada institución asuma y cumpla sólo la función que le es propia, aquella que la 
Constitución le encomienda. En este sentido, además de superar las deficiencias 
detectadas y de corregir las disfunciones cada vez más evidentes, a través del 
establecimiento de condiciones reales y posibles, que permitan conseguir la mejor 
forma de protección de los derechos fundamentales reflejada en una respuesta 
judicial constitucionalmente adecuada y con la mayor prontitud posible; cada una de 
las instituciones involucradas, a la hora de ejercitar dicha labor, habrán de guardar 
cierta prudencia, pues sólo así contribuirán a un funcionamiento satisfactorio de la 
administración de justicia en su conjunto. De lo contrario, estarán contribuyendo al 
surgimiento de celos injustificados producto de innecesarias susceptibilidades, pues 
en definitiva, como en su momento puso de manifiesto el TC español, el recto 
funcionamiento de una sociedad democrática, implica que cada institución asuma el 
cumplimiento -sólo- de la función que le es propia.  
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ANEXOS 
 
1. Extractos de la Constitución 
 
a) El proceso de amparo (art. 19) 
 
Artículo 19º. I. Fuera del recurso de "Habeas Corpus" a que se refiere el artículo anterior, se 
establece el recurso de amparo contra los actos ilegales o las omisiones indebidas de los 
funcionarios o particulares que restrinjan, supriman o amenacen restringir o suprimir los 
derechos y garantías de las personas reconocidos por esta Constitución y las leyes. 
 
II. El recurso de amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada o por otra a 
su nombre con poder suficiente -salvo lo dispuesto en el Artículo 129º de esta Constitución-, 
ante las Cortes Superiores en las capitales de Departamento o ante los Jueces de Partido en 
las provincias, tramitándoselo en forma sumarísima. El Ministerio Público podrá también 
interponer de oficio este recurso cuando no lo hiciere o no pudiere hacerlo la persona 
afectada. 
 
III. La autoridad o la persona demandada será citada en la forma prevista por el Artículo 
anterior a objeto de que preste información y presente, en su caso, los actuados concernientes 
al hecho denunciado, en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas. 
 
IV. La resolución final se pronunciará en audiencia pública inmediatamente de recibida la 
información del denunciado y, a falta de ella, lo hará sobre la base de la prueba que ofrezca el 
recurrente. La autoridad judicial examinará la competencia del funcionario o los actos del 
particular y, encontrando cierta y efectiva la denuncia, concederá el amparo solicitado 
siempre que no hubiere otro medio o recurso legal para la protección inmediata de los 
derechos y garantías restringidos, suprimidos o amenazados, elevando de oficio su resolución 
ante el Tribunal Constitucional para su revisión, en el plazo de veinticuatro horas.  
 
V. Las determinaciones previas de la autoridad judicial y la decisión final que conceda el 
amparo serán ejecutadas inmediatamente y sin observación, aplicándose, en caso de 
resistencia, lo dispuesto en el Artículo anterior. 
 
 
 
b) Derechos y garantías fundamentales (arts. 5-35)1 
 
 
TÍTULO PRIMERO 
DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES DE LA PERSONA 
 
Artículo 5º. No se reconoce ningún género de servidumbre y nadie podrá ser obligado a 
prestar trabajos personales sin su pleno consentimiento y justa retribución. Los servicios 
personales sólo podrán ser exigibles cuando así lo establezcan las leyes. 
                                                 
1 Por una razón lógica, no se incluyen los artículos 8 (Deberes fundamentales), 18 (Proceso de habeas corpus), 
19 (Proceso de amparo constitucional) y 23 (Proceso de habeas data). 
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Artículo 6º. Todo ser humano tiene personalidad y capacidad jurídica, con arreglo a las leyes. 
Goza de los derechos, libertades y garantías reconocidos por esta Constitución, sin distinción 
de raza, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen, condición económica 
o social, u otra cualquiera.  
La dignidad y la libertad de la persona son inviolables. Respetarlas y protegerlas es deber 
primordial del Estado.  
 
Artículo 7º. Toda persona tiene los siguientes derechos fundamentales, conforme a las leyes 
que reglamenten su ejercicio:  
a) A la vida, la salud y la seguridad;  
b) A emitir libremente sus ideas y opiniones por cualquier medio de difusión;  
c) A reunirse y asociarse para fines lícitos;  
d) A trabajar y dedicarse al comercio, la industria o a cualquier actividad lícita, en 
condiciones que no perjudiquen al bien colectivo;  
e) A recibir instrucción y adquirir cultura;  
f) A enseñar bajo la vigilancia del Estado;  
g) A ingresar, permanecer, transitar y salir del territorio nacional;  
h) A formular peticiones individual y colectivamente  
i) A la propiedad privada, individual y colectivamente, siempre que cumpla una función 
social;  
j) A una remuneración justa por su trabajo que le asegure para sí y su familia una existencia 
digna del ser humano;  
k) A la seguridad social, en la forma determinada por esta Constitución y las leyes. 
 
 
TÍTULO SEGUNDO 
GARANTÍAS DE LA PERSONA 
 
Artículo 9º. Nadie puede ser detenido, arrestado ni puesto en prisión, sino en los casos y 
según las formas establecidas por Ley, requiriéndose para la ejecución del respectivo 
mandamiento, que éste emane de autoridad competente y sea intimado por escrito.  
La incomunicación no podrá imponerse, sino en casos de notoria gravedad y de ningún modo 
por más de veinticuatro horas. 
 
Artículo 10º. Todo delincuente "in fraganti" puede ser aprehendido, aun sin mandamiento, 
por cualquier persona, para el único objeto de ser conducido ante la autoridad o el juez 
competente, quien deberá tomarle su declaración en el plazo máximo de veinticuatro horas. 
  
Artículo 11º. Los encargados de las prisiones no recibirán a nadie como detenido, arrestado o 
preso sin copiar en su registro el mandamiento correspondiente. Podrán, sin embargo, recibir 
en el recinto de la prisión a los conducidos, con el objeto de ser presentados, cuando más 
dentro de las veinticuatro horas, al juez competente. 
 
Artículo 12º. Queda prohibida toda especie de torturas, coacciones, exacciones o cualquier 
forma de violencia física o moral, bajo pena de destitución inmediata y sin perjuicio de las 
sanciones a que se harán pasibles quienes las aplicaren, ordenaren, instigaren o consintieren. 
 
Artículo 13º. Los atentados contra la seguridad personal hacen responsables a sus autores 
inmediatos, sin que pueda servirles de excusa el haberlos cometido por orden superior. 
 
Anexos 
 631
Artículo 14º. Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales o sometido a otros jueces 
que los designados con anterioridad al hecho de la causa, ni se lo podrá obligar a declarar 
contra sí mismo en materia penal, o contra sus parientes consanguíneos hasta el cuarto grado 
inclusive, o sus afines hasta el segundo, de acuerdo al cómputo civil. 
 
Artículo 15º. Los funcionarios públicos que, sin haberse dictado el estado de sitio, tomen 
medidas de persecución, confinamiento o destierro de ciudadanos y las hagan ejecutar, así 
como los que clausuren imprentas y otros medios de expresión del pensamiento e incurran en 
depredaciones u otro género de abusos están sujetos al pago de una indemnización de daños y 
perjuicios, siempre que se compruebe, dentro de juicio civil que podrá seguirse 
independientemente de la acción penal que corresponda, que tales medidas o hechos se 
adoptaron en contravención a los derechos y garantías que establece esta Constitución. 
 
Artículo 16º. I. Se presume la inocencia del encausado mientras no se pruebe su culpabilidad. 
II. El derecho de defensa de la persona en juicio es inviolable.  
III. Desde el momento de su detención o apresamiento, los detenidos tienen derecho a ser 
asistidos por un defensor.  
IV. Nadie puede ser condenado a pena alguna sin haber sido oído y juzgado previamente en 
proceso legal; ni la sufrirá si no ha sido impuesta por sentencia ejecutoriada y por autoridad 
competente. La condena penal debe fundarse en una Ley anterior al proceso y sólo se 
aplicarán las leyes posteriores cuando sean más favorables al encausado. 
 
Artículo 17º. No existe la pena de infamia, ni la de muerte civil. En los casos de asesinato, 
parricidio y traición a la Patria, se aplicará la pena de treinta años de presidio, sin derecho a 
indulto. Se entiende por traición la complicidad con el enemigo durante el estado de guerra 
extranjera.  
 
Artículo 20º. Son inviolables la correspondencia y los papeles privados, los cuales no podrán 
ser incautados sino en los casos determinados por las leyes y en virtud de orden escrita y 
motivada de autoridad competente. No producen efecto legal los documentos privados que 
fueren violados o substraídos.  
Ni la autoridad pública, ni persona u organismo alguno podrán interceptar conversaciones y 
comunicaciones privadas mediante instalación que las controle o centralice.  
 
Artículo 21º. Toda casa es un asilo inviolable; de noche no se podrá entrar en ella sin 
consentimiento del que la habita y de día sólo se franqueará la entrada a requisición escrita y 
motivada de autoridad competente, salvo el caso de delito "in fraganti".  
 
Artículo 22º. Se garantiza la propiedad privada siempre que el uso que se haga de ella no sea 
perjudicial al interés colectivo.  
La expropiación se impone por causa de utilidad pública o cuando la propiedad no cumple 
una función social, calificada conforme a Ley y previa indemnización justa.  
 
Artículo 24º. Las empresas y súbditos extranjeros están sometidos a las leyes bolivianas, sin 
que en ningún caso puedan invocar situación excepcional ni apelar a reclamaciones 
diplomáticas.  
 
Artículo 25º. Dentro de cincuenta kilómetros de las fronteras, los extranjeros no pueden 
adquirir ni poseer, por ningún título, suelo ni subsuelo, directa o indirectamente, 
individualmente o en sociedad, bajo pena de perder, en beneficio del Estado, la propiedad 
adquirida, excepto el caso de necesidad nacional declarada por Ley expresa.  
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Artículo 26º. Ningún impuesto es obligatorio sino cuando ha sido establecido conforme a las 
prescripciones de la Constitución. Los perjudicados pueden interponer recursos ante el 
Tribunal Constitucional contra los impuestos ilegales. Los impuestos municipales son 
obligatorios cuando en su creación han sido observados los requisitos constitucionales.  
 
Artículo 27º. Los impuestos y demás cargas públicas obligan igualmente a todos. Su 
creación, distribución y supresión tendrán carácter general, debiendo determinarse en 
relación a un sacrificio igual de los contribuyentes, en forma proporcional o progresiva, 
según los casos.  
 
Artículo 28º. Los bienes de la Iglesia, de las órdenes y congregaciones religiosas y de las 
instituciones que ejercen labor educativa, de asistencia y de beneficencia, gozan de los 
mismos derechos y garantías que los pertenecientes a los particulares.  
 
Artículo 29º. Sólo el Poder Legislativo tiene facultad para alterar y modificar los Códigos, así 
como para dictar reglamentos y disposiciones sobre procedimientos judiciales.  
 
Artículo 30º. Los poderes públicos no podrán delegar las facultades que les confiere esta 
Constitución, ni atribuir al Poder Ejecutivo otras que las que expresamente les están 
acordadas por ella.  
 
Artículo 31º. Son nulos los actos de los que usurpen funciones que no les competen, así como 
los actos de los que ejerzan jurisdicción o potestad que no emane de la Ley.  
 
Artículo 32º. Nadie será obligado a hacer lo que la Constitución y las leyes no manden, ni 
privarse de lo que ellas no prohíban.  
 
Artículo 33º. La Ley sólo dispone para lo venidero y no tiene efecto retroactivo, excepto en 
materia social cuando lo determine expresamente, y en materia penal cuando beneficie al 
delincuente.  
 
Artículo 34º. Los que vulneren derechos y garantías constitucionales quedan sujetos a la 
jurisdicción ordinaria.  
 
Artículo 35º. Las declaraciones, derechos y garantías que proclama esta Constitución no 
serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enunciados que nacen de la 
soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno. 
 
 
c) El Tribunal Constitucional (arts. 116-121) 
 
 
TÍTULO TERCERO 
PODER JUDICIAL 
 
CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 116º.- I. El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el 
Tribunal Constitucional, las Cortes Superiores de Distrito, los tribunales y jueces de Instancia 
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y demás tribunales y juzgados que establece la ley. La ley determina la organización y 
atribuciones de los tribunales y juzgados de la República. El Consejo de la Judicatura forma 
parte del Poder Judicial. 
 
II. No pueden establecerse tribunales o juzgados de excepción. 
 
III. La facultad de juzgar en la vía ordinaria, contenciosa y contencioso – administrativa y la 
de hacer ejecutar lo juzgado corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales y jueces 
respectivos, bajo el principio de unidad jurisdiccional.  
 
IV. El control de constitucionalidad se ejerce por el Tribunal Constitucional.  
 
V. El Consejo de la Judicatura es el órgano administrativo y disciplinario del Poder Judicial.  
 
VI. Los Magistrados y Jueces son independientes en la administración de justicia y no están 
sometidos sino a la Constitución y la ley. No podrán ser destituidos de sus funciones, sino 
previa sentencia ejecutoriada. 
 
VII. La ley establece el Escalafón Judicial y las condiciones de inamovilidad de los 
Ministros, Magistrados, Consejeros y Jueces.  
 
VIII. El Poder Judicial tiene autonomía económica y administrativa. El Presupuesto General 
de la Nación asignará una partida anual, centralizada en el Tesoro Judicial, que depende del 
Consejo de la Judicatura. El Poder Judicial no está facultado para crear o establecer tasas ni 
derechos judiciales. 
 
IX. El ejercicio de la judicatura es incompatible con toda otra actividad pública y privada 
remunerada, con excepción de la cátedra universitaria. 
 
X. La gratuidad, publicidad, celeridad y probidad en los juicios son condiciones esenciales de 
la administración de justicia. El Poder Judicial es responsable de proveer defensa legal 
gratuita a los indigentes, así como servicios de traducción cuando su lengua materna no sea el 
castellano. 
 
CAPITULO III 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
Artículo 119º.- I. El Tribunal Constitucional es el máximo órgano de control de 
constitucionalidad. Es independiente y está sometido a esta Constitución y la Ley. Tiene su 
sede en la ciudad de Sucre. 
 
II. Está integrado por un Presidente y seis Magistrados, que conforman las salas determinadas 
por Ley. El Presidente y los Magistrados del Tribunal Constitucional son designados por el 
Congreso Nacional, por dos tercios de votos del total de sus miembros. 
 
III. El Presidente del Tribunal Constitucional ejercerá sus funciones hasta la finalización de 
su mandato como Magistrado.  
 
IV. Para ser Magistrado del Tribunal Constitucional se requieren las mismas condiciones que 
para ser Ministro de la Corte Suprema de Justicia.  
 
Anexos 
 634
V. Desempeñan sus funciones por un período personal de diez años improrrogables y pueden 
ser reelectos pasado un tiempo igual al que hubiesen ejercido su mandato. 
 
VI. El enjuiciamiento penal de los Magistrados del Tribunal Constitucional por delitos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones, se rige por las normas establecidas para las 
Ministros de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Artículo 120º.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional conocer y resolver: 
1ª En única instancia, los asuntos de puro derecho sobre la inconstitucionalidad de leyes, 
decretos y cualquier género de resoluciones no judiciales. Si la acciones de carácter abstracto 
y remedial, sólo podrán interponerla el Presidente de la República, o cualquier Senador o 
Diputado, el Fiscal General de la República o el Defensor del Pueblo;  
 
2ª Los conflictos de competencias y controversias entre los Poderes Públicos, la Corte 
Nacional Electoral, los departamentos y los municipios;  
 
3ª Las impugnaciones del Poder Ejecutivo a las resoluciones camarales, prefecturales y 
municipales;  
 
4ª Los recursos contra tributos, impuestos, tasas, patentes, derechos o contribuciones creados, 
modificados o suprimidos en contravención a lo dispuesto en esta Constitución;  
 
5ª Los recursos contra resoluciones del Poder Legislativo o una de sus Cámaras, cuando tales 
resoluciones afecten a uno o más derechos o garantías concretas, cualesquiera sean las 
personas afectadas;  
 
6ª Los recursos directos de nulidad interpuestos en resguardo del artículo 31º de esta 
Constitución.  
 
7ª La revisión de los Recursos de Amparo Constitucional, Habeas Corpus y Habeas Data;  
 
8ª Absolver las consultas del Presidente de la República, el Presidente del Honorable 
Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, sobre la 
constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o resoluciones, o de leyes, decretos o 
resoluciones aplicables a un caso concreto. La opinión del Tribunal Constitucional es 
obligatoria para el órgano que efectúa la consulta; 
 
9ª La constitucionalidad de tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos 
internacionales;  
 
10ª Las demandas respecto a procedimientos en la reforma de la Constitución.  
 
Artículo 121º.- I. Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso ulterior 
alguno.  
 
II. La sentencia que declara la inconstitucionalidad de una ley, decreto o cualquier género de 
resolución no judicial, hace inaplicable la norma impugnada y surte plenos efectos respecto a 
todos. La sentencia que se refiera a un derecho subjetivo controvertido, se limitará a declarar 
su inaplicabilidad al caso concreto.  
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III. Salvo que la sentencia disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la norma en las partes 
no afectadas por la inconstitucionalidad. La sentencia de inconstitucionalidad no afectará a 
sentencias anteriores que tengan calidad de cosa juzgada.  
 
IV. La Ley reglamenta la organización y funcionamiento del Tribunal Constitucional, así 
como las condiciones para la admisión de los recursos y sus procedimientos 
 
 
 
2.  Extractos de la ley del Tribunal Constitucional 
 
 
a)  El proceso de amparo (arts. 94-104) 
 
 
CAPITULO X 
DEL RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL 
 
Artículo 94.- PROCEDENCIA.- Procederá el recurso de Amparo Constitucional contra toda 
resolución, acto u omisión indebida de autoridad o funcionario, siempre que no hubiere otro 
medio o recurso para la protección inmediata de los derechos y garantías, así como contra 
todo acto u omisión indebida de persona o grupo de personas particulares que restrinjan, 
supriman o amenacen restringir o suprimir los derechos o garantías reconocidos por la 
Constitución Política del Estado y las leyes. 
 
Artículo 95.- COMPETENCIA.- Son competentes para conocer el recurso de amparo:  
1.- Las Cortes Superiores de Distrito, en las Capitales de Departamento en sus salas, por 
turno.  
2.- En las provincias, los jueces de partido.  
 
Artículo 96.- IMPROCEDENCIA.- El Recurso de Amparo no procederá contra:  
1.- Las Resoluciones cuya ejecución estuviere suspendida por efecto de algún medio de 
defensa o recurso ordinario o extraordinario interpuesto con anterioridad por el recurrente y 
en cuya virtud pudieran ser revisadas, modificadas, revocadas o anuladas.  
2.- Cuando se hubiere interpuesto anteriormente un recurso constitucional con identidad de 
sujeto, objeto y causa y contra los actos consentidos libre y expresamente o cuando hubieren 
cesado los efectos del acto reclamado.  
3.- Las resoluciones judiciales que por cualquier otro recurso puedan ser modificadas o 
suprimidas aún cuando no se haya hecho uso oportuno de dicho recurso.  
 
Artículo 97.- FORMA Y CONTENIDO DEL RECURSO.- El recurso será presentado por 
escrito con el cumplimiento de los siguientes requisitos de contenido:  
I. Acreditar la personería del recurrente;  
II. Nombre y domicilio de la parte recurrida o de su representante legal.  
III. Exponer con precisión y claridad los hechos que le sirvan de fundamento.  
IV. Precisar los derechos o garantías que se consideren restringidos, suprimidos o 
amenazados.  
V. Acompañar las pruebas en que se funda la pretensión; y,  
VI. Fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o la 
garantía vulnerados o amenazados.  
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Artículo 98.- ADMISION.- El Tribunal o juez competente en el plazo de veinticuatro horas 
admitirá el recurso de amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma y contenido 
exigidos por el artículo precedente; caso contrario será rechazado. Los defectos formales 
podrá subsanar el recurrente en el plazo de cuarenta y ocho horas de su notificación, sin 
ulterior recurso.  
 
Artículo 99.- MEDIDAS CAUTELARES.- A tiempo de admitir el recurso el Tribunal o juez 
competente podrá dictar las medidas cautelares necesarias para evitar la consumación de la 
amenaza de restricción o supresión del derecho o garantía en que se funda el recurso, que a su 
juicio, pueda crear una situación insubsanable por el amparo. El recurrente también podrá 
solicitar la adopción de medidas cautelares en cualquier momento, con carácter previo a la 
resolución final.  
 
Artículo 100.- CITACION.- Al tiempo de admitir el recurso se fijará día y hora para 
audiencia pública, que deberá tener lugar indefectiblemente dentro del plazo máximo de 
cuarenta y ocho horas contadas a partir de la providencia de admisión, ordenando la citación 
personal o por cédula de la autoridad o el particular recurrido, emplazamiento que será 
obedecido sin observación ni excusa2.  
 
Artículo 101.- AUDIENCIA.- La audiencia se realizará indefectiblemente y no podrá ser 
suspendida por la incomparecencia del recurrido o del Ministerio Público. Tampoco podrá 
decretarse recesos o cuartos intermedios durante su desarrollo. El recurrido deberá 
comparecer por si o mediante apoderado y elevar informe sobre los hechos denunciados. 
Instalado el acto, el recurrente podrá ratificar, modificar o ampliar los términos de su 
demanda, acto seguido, el recurrido prestará informe. Ambas partes podrán ofrecer pruebas 
relativas al objeto del recurso.  
El Tribunal o juez competente, con requerimiento del Ministerio Público o sin él y 
examinando lo alegado por las partes, pronunciará resolución final en la misma audiencia, sin 
que obste la ausencia del recurrido o la falta de presentación del informe.  
 
Artículo 102.- RESOLUCION.-  
I. La resolución concederá o denegará el Amparo. Será ejecutada, sin perjuicio de la revisión, 
inmediatamente y sin observaciones. 
II. La resolución que conceda el amparo, determinará también la existencia o no de 
responsabilidad civil y penal, estimando en el primer caso, el monto indemnizable por daños 
y perjuicio y, en el segundo, disponiendo la remisión de antecedentes al Ministerio Público.  
III. La resolución denegatoria del amparo demandado, impondrá y fijará costas y multa al 
recurrente.  
IV. La ejecución de los efectos dispuestos en los parágrafos II y III, se hará efectiva, una vez 
absuelta la revisión, por el Tribunal o juez de instancia.  
V. La resolución será elevada en revisión de oficio ante el Tribunal Constitucional en el plazo 
de 24 horas.  
VI. Sin perjuicio de la ejecución del fallo si el Tribunal que declare procedente el recurso no 
contara con los elementos necesarios que permitan la calificación de los daños y perjuicios, 
abrirá término de ocho días para que se acrediten los mismos y pronunciará resolución en el 
plazo de tres días, ordenando la retención de haberes, y el embargo de los bienes de la 
autoridad recurrida a los efectos de dicha reparación.  
                                                 
2 La frase “...contadas a partir de la providencia de admisión...” del art. 100 de la Ley 1836 de 1 de abril de 
1998, ha sido declarada INCONSTITUCIONAL, con los efectos previstos por el art. 65 en relación al art. 58-II 
de la Ley 1836 por la Sentencia Constitucional 62/2000 de 30 de agosto de 2000. 
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Artículo 103.- RESPONSABILIDAD.- Si la autoridad judicial, en la tramitación de los 
recursos de Habeas Corpus y Amparo Constitucional, no procediere conforme a lo dispuesto 
por los Artículos 18 y 19 de la Constitución Política del Estado y lo establecido en los 
capítulos IX y X del presente Título, los antecedentes serán remitidos a conocimiento del 
Consejo de la Judicatura para fines del Artículo 123, atribución tercera de la Constitución.  
 
Artículo 104.- DESOBEDIENCIA.- Los funcionarios públicos y personas particulares que 
recibieren una orden judicial dictada en recurso de Habeas Corpus o Amparo Constitucional 
y no la cumplieren y no la hicieren cumplir, serán sometidos a proceso penal, a cuyo efecto 
se remitirán antecedentes al Ministerio Público. 
 
 
b) Disposiciones comunes de procedimiento (arts. 28-52) 
 
TÍTULO TERCERO 
DE LAS DISPOSICIONES COMUNES DE PROCEDIMIENTO 
 
CAPITULO I 
DE LA LEGITIMACION, FORMA Y CONTENIDO DE LOS RECURSOS 
 
Artículo 28.- LEGITIMACION.- Toda persona física o jurídica, está legitimada para 
interponer los recursos y demandas constitucionales previstos en la presente Ley, a condición 
de reunir los requisitos exigidos por ella. 
 
Artículo 29. PRESENTACION DE DEMANDAS Y RECURSOS.-  
I. Las demandas y recursos constitucionales serán presentados en la Secretaria del Tribunal, 
por el recurrente, demandante o sus apoderados, acompañando los documentos que acrediten 
su personería y las pruebas en que funda su pretensión jurídica, siempre que ellas fueren 
necesarias y pertinentes. 
 
II. Los grupos de personas físicas cuyo interés circunstancial las legitime serán representados 
por apoderado.  
 
III. También podrán ser presentados por medio de fax, facsímil o mediante carta certificada. 
En estos casos, los plazos para la tramitación de demandas y recursos comenzará a correr a 
partir del momento en que se reciba el documento en el Tribunal.  
 
IV. Las reproducciones en facsímil de documentos y testimonios, harán fe y tendrán el 
mismo valor probatorio que los documentos originales, en los procedimientos sustanciados 
ante el Tribunal Constitucional, si su conformidad con los mismos hubiere sido previamente 
legalizada por funcionarios públicos legalmente autorizados.  
 
Artículo 30.- FORMA Y CONTENIDO DE LAS DEMANDAS Y RECURSOS.- I. Las 
demandas y recursos deberán presentarse por escrito con patrocinio de abogado con título en 
Provisión Nacional, y contendrán:  
1) La designación del Tribunal;  
2) El nombre, domicilio y generales del recurrente o de su representante legal;  
3) El nombre y domicilio de la parte recurrida o de su representante legal;  
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4) El petitorio formulado con precisión y claridad, citando la norma constitucional infringida, 
las leyes, decretos, resoluciones o actos contrarios a la Constitución y especificando la 
justificación por las que ellas resultaren inconstitucionales.  
En la contestación a las demandas y recursos se observarán las mismas formalidades.  
 
II. En el recurso de habeas corpus no es necesario patrocinio de abogado no la observancia 
del requisito previsto en el numeral 3 del parágrafo anterior. 
 
 
CAPITULO II 
DE LA ADMISION DE LAS DEMANDAS Y RECURSOS 
 
Artículo 31. ATRIBUCIONES DE LA COMISION DE ADMISION.- Recibida una 
demanda, recurso o consulta será puesta en conocimiento de la Comisión de Admisión, cuyas 
atribuciones son:  
1) Admitirlas, cuando cumplan los requisitos exigibles en cada caso, o en su defecto, 
rechazarlas;  
2) Observar los defectos formales subsanables que determinen la inadmisibilidad de los 
recursos y demandas;  
3) Distribuir por sorteo las causas admitidas entre los Magistrados del Tribunal;  
4) Absolver las consultas sobre rechazo del incidente de inconstitucionalidad; y,  
5) Conocer la consulta en los casos de rechazo del incidente de inconstitucionalidad.  
 
Artículo 32.- DEFECTOS FORMALES SUBSANABLES.- Si la Comisión de Admisión 
observare la existencia de defectos formales subsanables, dispondrá que el recurrente los 
salve en el plazo de 10 días. Si dentro de este plazo no se subsanaren, se tendrá por no 
presentado. 
 
Artículo 33.- RECHAZO.-  
I. La Comisión rechazara por unanimidad, las demandas y recursos manifiestamente 
improcedentes:  
1) Cuando el recurso carezca en absoluto de contenido jurídico-constitucional que justifique 
una decisión sobre el fondo;  
2) Cuando el Tribunal hubiere desestimado antes en el fondo un recurso de naturaleza y con 
objeto sustancialmente análogos. 
 
II. La resolución de rechazo admite recurso de reposición que deberá ser interpuesto dentro, 
de los tres días siguientes a la notificación del mismo. La Comisión resolverá el recurso en el 
mismo plazo. 
 
III. La resolución de rechazo no será causa de excusa a los miembros de la comisión para el 
conocimiento del recurso de reposición, ni para que éstos se pronuncien sobre el fondo de lo 
planteado en caso de que el recurso, demanda o consulta sean admitidos. 
 
 
CAPITULO IV 
DE LAS DISPOSICIONES PROCESALES COMUNES 
 
Artículo 38.- GRATUIDAD.-  
I. El procedimiento ante el Tribunal Constitucional es gratuito.  
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II. El Tribunal impondrá las costas en caso de declararse improcedente o improbada la 
demanda y multa si existiere temeridad o malicia.  
 
Artículo 39.- PLAZOS.- Todos los plazos procesales establecidos en esta Ley son perentorios 
y se computarán en días y horas hábiles. De manera excepcional y por unanimidad de votos 
la Sala Plena del Tribunal Constitucional mediante resolución motivada podrá disponer la 
ampliación del plazo en una mitad del plazo previsto para la dictación de la resolución 
respectiva".  
Para efectos de la presente Ley se entiende por días y horas hábiles de lunes a viernes, 
salvando los días feriados, de ocho a doce y de catorce a dieciocho.  
 
Artículo 40.- FACULTADES DEL TRIBUNAL E INTERVENCION FISCAL.-  
I. El Tribunal, de oficio o a instancia de parte, en cualquier momento y previa noticia de 
partes, podrá disponer la acumulación de aquellos procesos por conexitud que justifiquen la 
unidad de tramitación y decisión, siempre que esta medida no provoque atrasos innecesarios 
en el conocimiento de las causas.  
 
II. Antes de pronunciar resolución, el Tribunal podrá de oficio o a petición de parte señalar 
audiencia para que se fundamente y alegue sobre la pertinencia de la acción planteada. 
 
III. Cuando se trate de la defensa de los intereses del Estado, la intervención del Ministerio 
Público en la audiencia es obligatoria, debiendo el mismo pronunciarse en el plazo de setenta 
y dos horas. 
 
Artículo 41.- RESOLUCIONES.-  
I. Las resoluciones del Tribunal son de tres clases:  
1) Sentencias constitucionales.  
2) Declaraciones constitucionales.  
3) Autos constitucionales.  
 
II. Las resoluciones que resolvieran demandas o recursos se producirán en forma de 
sentencia. Las declaraciones serán adoptadas en los casos de consulta. Las decisiones de 
admisión o rechazo, desistimiento, caducidad u otras adoptarán la forma de auto.  
 
Artículo 42.- CARACTER DEFINITIVO DE LAS RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL.- 
Las resoluciones del Tribunal Constitucional no admiten recurso alguno.  
 
Artículo 43.- PUBLICACION.- Las sentencias, declaraciones y autos constitucionales se 
publicarán en un medio especializado que se llamará Gaceta Constitucional, cuya 
periodicidad será mensual.  
 
Artículo 44.- VINCULACION Y COORDINACION.- I. Los poderes públicos están 
obligados al cumplimiento de las resoluciones pronunciadas por el Tribunal Constitucional. 
Las sentencias, declaraciones y autos del Tribunal Constitucional, son obligatorias y 
vinculantes para los Poderes del Estado, legisladores, autoridades y tribunales.  
 
II. Todos los órganos del Estado prestarán al Tribunal Constitucional con carácter preferente, 
urgente e inexcusable, la asistencia que éste requiera.  
 
Artículo 45.- REMISION DE DOCUMENTOS.- El Tribunal Constitucional podrá requerir 
de los poderes públicos y de los órganos de la administración pública o municipal, 
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Universidades, así como de las personas naturales o jurídicas no estatales y de las privadas 
que ejerzan funciones de administración por delegación estatal la remisión de fotocopias 
debidamente legalizadas de documentos, informes y expedientes relativos a la norma o acto 
que origine el procedimiento constitucional, lo que se hará efectivo en el plazo que fije el 
Tribunal.  
 
Artículo 46.- PRUEBA COMPLEMENTARIA.- El Tribunal Constitucional cuando estime 
necesario para emitir criterio, podrá disponer la producción de prueba complementaria, 
estableciendo la forma y el tiempo en la que ésta deberá ser producida.  
 
Artículo 47.- VOTO PARA RESOLUCIONES.- I. Salvo que en esta Ley se establezcan otros 
requisitos, las decisiones del Tribunal Constitucional se adoptarán por la mayoría de sus 
miembros.  
 
II. Se hará constar en la resolución los votos disidentes. El Magistrado disidente deberá 
obligatoriamente fundamentar su voto en el plazo de cinco días, para efectos de publicación 
en la Gaceta Constitucional.  
 
Artículo 48.- FORMA Y CONTENIDO DE LA SENTENCIA.-  
En las sentencias, el Tribunal debe resolver cada una de las cuestiones planteadas; cuando 
sean varias, pronunciándose en forma expresa sobre ellas.  
La sentencia se tendrá por fallo y contendrá:  
1.- El encabezamiento, con expresión de los nombres de las partes contendientes y el carácter 
con que litiguen, de los interesados y coadyuvantes, así como las calidades de sus apoderados 
y el objeto del litigio. 
 
2.- La parte considerativa, en la que se consignarán en forma clara y concisa las pretensiones 
de las partes y coadyuvantes. Si se tratare de un asunto que se conoce en grado de revisión, se 
hará un extracto de la sentencia que la motiva y las pretensiones de las partes si las hubiere.  
En esta parte, también se hará constar si se observaron las prescripciones legales en el 
procedimiento, señalándose en su caso los defectos u omisiones que se hubieren cometido y 
la forma en que fueron superadas.  
 
3.- Las conclusiones, en las que constará:  
a) Una declaración concreta del hecho o hechos que el Tribunal tiene como demostrados, 
citando el medio de prueba que le sirva para tal acreditación, así como los no demostrados, 
que tengan influencia en lo resuelto, señalándose en ambos casos el razonamiento que se hizo 
sobre el medio probatorio aportado, para tener o no como acreditado el hecho;  
b) Análisis de las cuestiones de derecho, con influencia en lo planteado.  
 
4.- La parte resolutiva en la que se pronunciará el fallo sobre el fondo del recurso o demanda, 
en la forma prevista para cada caso, su dimensionamiento en el tiempo y los efectos sobre lo 
resuelto, la condenatoria en costas si procediere y las comunicaciones pertinentes para su 
ejecutoria.  
 
Artículo 49.- EJECUCION.- El Tribunal Constitucional dispondrá en sus resoluciones o en 
sus actos posteriores, quién habrá de ejecutarlas, y en su caso, resolver las incidencias de la 
ejecución.  
 
Artículo 50.- ACLARACION, ENMIENDA Y COMPLEMENTACION.- El Tribunal 
Constitucional, de oficio o a petición de parte, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 
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notificación de la resolución, podrá aclarar, enmendar o complementar algún concepto 
obscuro, corregir un error material o subsanar alguna omisión sin afectar el fondo de la 
resolución.  
 
Artículo 51.- SENTENCIAS CON CALIDAD DE COSA JUZGADA.- La sentencia 
declaratoria de inconstitucionalidad, no permitirá revisar procesos fenecidos mediante 
sentencias que tengan la calidad de cosa juzgada, en los que se haya hecho aplicación de la 
ley inconstitucional.  
 
Artículo 52.- SANCIONES.- El Tribunal Constitucional impondrá sanciones pecuniarias a 
toda persona investida o no de poder público, que incumpla sus determinaciones dentro de los 
plazos señalados y reiterará estas sanciones en forma compulsiva y progresiva hasta su total 
cumplimiento, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad a que hubiere lugar. 
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